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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña.                     

Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante, señor Milenko Skoknic, y el Director de Asuntos Jurídicos de dicho Ministerio, señor Claudio Troncoso.
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 40ª y 41ª, ordinarias, en 22 y 23 de agosto de 2017, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 10.368-04).


Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los proyectos que se indican a continuación:


1) El que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (boletín N° 10.125-15).


2) El que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (boletín N° 10.995-08).


Con los dos últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).


2) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21).


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual comunica el término de la participación de Chile en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) y acompaña informe que detalla los resultados de la colaboración de nuestro país en la misma (boletín N° S 1.947-14) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los que comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, los siguientes proyectos de ley:



-El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones en lo relativo a las notificaciones durante la tramitación del otorgamiento de concesiones (boletín Nº 10.773-15).


-El que declara feriado el 21 de septiembre de 2017 para la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena y para la provincia de Chiloé (boletín Nº 10.885-06).


--Se toma conocimiento y se comunica a Su Excelencia la Presidenta de la República.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia de la sentencia definitiva dictada en el requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de Senadores y Diputados respecto del proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (boletín N° 9.895-11).


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 22° del decreto con fuerza de ley N° 707, sobre cuentas corrientes bancarias y cheques.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículos 17 B, inciso segundo, y 9°, inciso segundo, de la ley N° 17.798, sobre control de armas.


--Se manda archivar los documentos.



Adjunta numerosas resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículos 17 B, inciso segundo, y 9°, inciso segundo, de la ley N° 17.798, sobre control de armas.


-Artículo 64 de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile.



-Artículo 64 de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, y artículo 73 del decreto N° 412, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.



-Incisos tercero y cuarto del artículo 71 de la ley N° 20.720, sobre reorganización y liquidación de empresas y personas.



-Inciso primero del artículo 78 del Código de Procedimiento Penal.



-Inciso primero del artículo 20 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público:



Complementa información relativa a las bandas y pandillas que cometen robos y tráfico de drogas, materia solicitada en nombre del Senador señor Espina.


Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Da respuesta, por medio de sendos oficios reservados, a los acuerdos del Senado relativos a la situación en Venezuela (boletines N°s S 1.943-12 y S 1.944-12).

Del señor Ministro de Defensa Nacional:



Contesta requerimiento, formulado en nombre del Senador señor Navarro, relacionado con el proceso de fiscalización de las embarcaciones que arrojan basura en el mar, especialmente en la laguna de San Rafael, y con el tratamiento de aguas residuales en ese lugar.



Del señor Ministro de Hacienda:



Informa sobre solicitud de un grupo de Senadores y un acuerdo del Senado (boletín N° S 1.935-12) para dejar sin efecto la circular N° 6, de 2017, con el objeto de disponer que el traspaso de funcionarios a honorarios a la calidad de contrata se realice conforme a la Ley de Presupuestos para el año 2017.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Responde consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, referida al total de multas cursadas por infracción a la Ley de Pesca en el período indicado.


De la señora Ministra de Salud:



Envía información, solicitada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de los proyectos de eficiencia energética desarrollados en recintos hospitalarios en el año 2016.


Adjunta antecedentes sobre aspectos relativos al uso de bombas lacrimógenas, materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.

Del señor Ministro (S) de Agricultura:



Da respuesta a requerimiento, expedido en nombre del Senador señor De Urresti, relacionado con el “Programa Regional de Sanidad Bovina y Trazabilidad para Pequeños Agricultores y Habitantes Rurales Vulnerables”, ejecutado en la Región de Los Ríos.


Del señor Subsecretario de Hacienda:



Responde acuerdo del Senado sobre la creación por parte del Banco del Estado de una línea de crédito social para el adulto mayor (boletín N° S 1.872-12).



Contesta petición, expresada en nombre del Senador señor Orpis, en cuanto a la creación de una zona franca con Paraguay, entre otros aspectos.


Atiende consulta, manifestada en nombre del Senador señor Ossandón, referida a los mecanismos y planes de capacitación implementados para el cambio del sistema tributario de la ley N° 20.727, sobre obligación de facturación electrónica para pequeñas y medianas empresas.


Informa solicitud, expedida en nombre del Senador señor Guillier, concerniente a las medidas destinadas a lograr la continuidad de la labor de la “Fundación Integral de la Familia” en cuanto al cumplimiento de la garantía de acceso a la justicia.


Da respuesta a petición, formulada en nombre del Senador señor Navarro, acerca del número de empresas ligadas a la actividad pesquera y salmonicultura en las provincias de Chiloé, Llanquihue y Palena que recibieron beneficios tributarios por aportes a campañas electorales. 


Del señor Subsecretario de Justicia:



Atiende consulta, efectuada en nombre del Senador señor Bianchi, respecto de la decisión del Fiscal del Ministerio Público designado para investigar los casos acaecidos en el SENAME en cuanto a proceder al archivo de la causa. 


Envía datos acerca de la implementación de la ley N° 20.603, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y monitoreo telemático, materia consultada en nombre del Senador señor Espina.

Del señor Superintendente de Seguridad Social:



Contesta requerimiento, formulado en nombre del Senador señor García, atinente a los acuerdos relacionados con el límite de los descuentos efectuados a adultos mayores por préstamos contratados en diferentes cajas de compensación.


Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles:



Anexa antecedentes, consultados en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las medidas preventivas adoptadas para evitar incendios forestales en época de verano. 



Del señor Superintendente (S) del Medio Ambiente:



Informa solicitud, manifestada en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín, en relación con las acciones fiscalizadoras ejecutadas en el vertedero ilegal del sector El Rungue, de la comuna de Puchuncaví.


De la señora Intendenta de la Región de Tarapacá:



Da respuesta a petición, expresada en nombre del Senador señor Navarro, concerniente al vertedero El Boro de Alto Hospicio.

Del señor Alcalde de Villa Alegre:



Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor Matta, relativa a los medicamentos disponibles en el Centro de Salud Familiar (CESFAM) de esa comuna y al presupuesto destinado para su financiamiento.


De la señora Alcaldesa de Alto del Carmen:



Contesta solicitud, expresada en nombre del Senador señor Prokurica, para informar acerca del plan de anticipación de la comuna en cuanto a la nueva educación pública.


Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile:



Responde, por medio de un oficio con carácter reservado, solicitud de información remitida en nombre del Senador señor Espina.


Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo del Biobío:



Atiende inquietud, planteada en nombre del Senador señor Navarro, sobre la fecha aproximada de término de la nueva ciclorruta que conectará a la Universidad de Concepción con la plaza Acevedo, en la ciudad de Concepción. 


Del señor Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de La Araucanía:



Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Senador señor García, relativo a la instalación de un resalto u otra solución que otorgue seguridad a la comunidad educativa del liceo politécnico de Pueblo Nuevo y a los vecinos de calle Nahuelbuta de la comuna de Temuco.


Del señor Director (T y P) del Servicio de Salud Araucanía Sur:



Remite respuesta a requerimiento, expedido en nombre del Senador señor García, concerniente a la evolución mensual de las listas de espera en este servicio.


Del señor Director del SERVIU de la Región de Valparaíso:



Anexa antecedentes de las razones por las que se dejó sin efecto la asignación de una vivienda adquirida con subsidio estatal a persona individualizada de la comuna de Villa Alemana, consulta realizada en nombre del Senador señor Chahuán.


Del señor Director del SERVIU de la Región del Biobío:



Contesta solicitud, expresada en nombre del Senador señor Navarro, para otorgar una solución definitiva al mal estado de las calles del sector Villa Futuro de la comuna de Chiguayante. 


Del señor Director Regional de Vialidad del Maule:



Atiende petición, formulada en nombre del Senador señor Coloma, a objeto de informar sobre los paraderos de buses autorizados en el trayecto del tramo Talca-Chillán de la Ruta 5 Sur.


Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:



Acompaña datos, consultados en nombre del Senador señor Navarro, relativos a los siguientes asuntos:


-Pormenores de los ingresos a parques nacionales en el período indicado.


-Aprobación del Parque Nacional Yendegaia y antecedentes sobre la consulta indígena.


Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos:


Remite antecedentes relativos a desvinculaciones funcionarias por salud incompatible con el cargo en el período indicado, consulta realizada en nombre del Senador señor Navarro.


Del señor Secretario General de Carabineros de Chile:



Envía información sobre bandas o pandillas dedicadas a cometer robos y tráfico de drogas en el país, materia consultada en nombre del Senador señor Espina.



Del señor Director del SECPLAN de la comuna de Yerbas Buenas:



Da respuesta acerca de la propiedad de los terrenos donde se emplaza la escuela Santa Ana de Queri, materia consultada en nombre del Senador señor Matta.


KPMG Auditores Consultores Limitada:



Remite informe de auditoría externa al Registro Electoral, con los requerimientos específicos de los padrones electorales provisorios y nóminas provisorias de inhabilitados para sufragar, en cumplimiento de lo dispuesto en la ley N° 18.556.


--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Educación y Cultura e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 10.368-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3).



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Adolf Christian Boesch (boletín Nº 11.183-17) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (boletín N° 11.132-04) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio sobre el trabajo marítimo, 2006”, adoptado el 23 de febrero de 2006 en la 94ª Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo (boletín N° 11.193-10) (Véase en los Anexos, documento 6).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas que indica (boletín N° 11.174-07) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 7).


Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de televisión satelital de pago (boletín Nº 10.294-15) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Quedan para tabla. 

Moción



De la Senadora señora Pérez San Martín, con la que inicia un proyecto que modifica la ley N° 16.441, que crea el departamento de Isla de Pascua, en lo relativo al tratamiento penal de los delitos que indica (boletín Nº 11.407-07) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:
Mensaje


De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que da inicio a un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para regular, en igualdad de condiciones, el matrimonio de parejas del mismo sexo (boletín N° 11.422-07) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludamos a las dos delegaciones que en este momento se encuentran en las tribunas del Senado: una del Colegio Poeta Rubén Darío de Maipú, y otra de la Escuela Patronato de San Antonio, proveniente de Santiago.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, pido que recabe la autorización para que la Comisión Mixta que analizará el proyecto sobre fortalecimiento de la regionalización (boletín N° 7.963-06), en la que participarán los integrantes de nuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, sesione en paralelo con la Sala a partir de las 18:15, y para que la referida Comisión de Gobierno también pueda hacerlo mañana, de 12:30 a 14 horas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay acuerdo, Su Señoría.

El señor QUINTEROS.- ¿Quién no quiere darlo, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Senador señor Prokurica no da su asentimiento.

El señor QUINTEROS.- Muy bien. ¡Ya sabemos quién se opone a la descentralización del país!

)---------------(

El señor QUINTEROS.- Por otra parte, quiero solicitar que se amplíe, hasta el lunes 11 de septiembre, el plazo para presentar indicaciones al proyecto que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (boletín N° 10.683-06).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se accede a lo solicitado.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Aunque parece que me va a ir mal, señor Presidente, deseo pedir que recabe la autorización para que la Comisión de Constitución sesione mañana en su horario normal, en paralelo con la Sala, porque estamos tratando de despachar el proyecto sobre entrevistas videograbadas de niños abusados sexualmente (boletín N° 9.245-07).



Ahora, si el Senador Prokurica no quiere ver ese proyecto, está en su derecho.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, es fácil echarle la culpa de cosas graves a quien no tiene responsabilidad en ellas. Mi responsabilidad es estar aquí, en la Sala. Y cuando las Comisiones funcionan en paralelo, los Senadores no podemos estar aquí. Es obvio.



Por lo tanto, les pido que por favor hagan la pega en otra oportunidad, que citen a las Comisiones para otros días, jueves o lunes, pero no cuando la Sala está funcionando.



Por eso me opongo, no por desproteger a algunas de las personas que mi colega ha mencionado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Tenemos un problema, señor Presidente: como el Senador Prokurica no integra la Comisión de Constitución, parece que no sabe que ella funciona todos los días miércoles. Probablemente, para Su Señoría sea muy interesante escuchar la cuenta del Banco Central, pero igual de interesante es sacar un proyecto, en tercer trámite constitucional, que permitiría que los niños abusados sexualmente no tuvieran que ser interrogados una y otra vez.



Existe un acuerdo transversal: con el Senador Espina, con el Senador Larraín. No hay diferencias en esta materia. 



La Comisión de Constitución se reúne regularmente los lunes, martes y miércoles. Sin embargo, como para mañana se ha fijado una sesión especial para escuchar al Banco Central y eso altera nuestro funcionamiento regular, estábamos pidiendo autorización para sesionar en paralelo con la Sala. Pero, si no hay acuerdo, está bien.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay autorización, señor Senador. 



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, más allá de considerar importante sacar adelante el proyecto “No me pregunten más”, que busca evitar revictimizar a los niños y lleva más de cinco años en el Congreso -tal vez más adelante, conversando con el Senador Prokurica, se pueda llegar a un acuerdo-, quiero referirme a otra materia. 



Se ha generado debate sobre el llamado “decreto espía” -se le han puesto diferentes nombres-, sobre manejo de información de las empresas de telecomunicaciones, las que deben retener los datos de los usuarios durante más de dos años.





Al respecto, hay un proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores Girardi y Ossandón, que hoy se encuentra en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



Por abordar una materia que atañe a la competencia de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, pido que dicha iniciativa sea conocida primero por esta y luego por la de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para cambiar la tramitación ya resuelta, a fin de que el proyecto pase en primer lugar por la Comisión de Transportes y después por la de Constitución?



--Se accede a lo solicitado.

)-----------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, solicito ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile, hasta las seis de la tarde de hoy.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hay inconveniente, así se hará.



--Se amplía el plazo de indicaciones hasta la hora indicada.
ACUERDOS DE COMITÉS
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:


1.- Tratar como si fuera de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Montes, Quinteros y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales, con el objetivo de simplificar el procedimiento de calificación de las elecciones de las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias (boletín Nº 11.293-06).



2.- Analizar, en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión, el proyecto signado con el número 2, esto es, el que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores (boletín N° 6.106-10).



3.- Incluir en la tabla de la sesión ordinaria del próximo martes, 12 de septiembre, los siguientes asuntos:



-Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín N° 9.914-11). 



-Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín N° 9.369-03).


4.- Tratar, en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 6 de septiembre, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín Nº 10.368-04). 
El señor QUINTANA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, según el último acuerdo, mañana trataremos en primer lugar el proyecto que crea el Sistema de Educación Pública. No se señala si es hasta su total despacho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Eso se verá durante la discusión, señor Senador.

)----------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido autorización para que puedan ingresar a la Sala el señor Milenko Skoknic, Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante -el titular está enfermo-, y el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio, don Claudio Troncoso.



--Se autoriza.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Jorge Pizarro asuma como Presidente accidental.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Pizarro, en calidad de Presidente accidental.
V. ORDEN DEL DÍA
SIMPLIFICACIÓN DE PROCEDIMIENTO PARA CALIFICACIÓN DE ELECCIONES DE JUNTAS DE VECINOS Y DEMÁS ORGANIZACIONES COMUNITARIAS

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Conforme a lo resuelto por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Montes, Quinteros y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el objetivo de simplificar el procedimiento de calificación de las elecciones de las juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.293-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Montes, señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar):



En primer trámite: sesión 26ª, en 4 de julio de 2017 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 28ª, en 11 de julio de 2017. 



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017. 



Discusión:



Sesión 28ª, en 11 de julio de 2017 (se aprueba en general).
El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión de 11 de julio de 2017.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Además, dicho organismo efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en su tercera columna transcribe las modificaciones introducidas por la Comisión de Gobierno y en la cuarta consigna el texto como quedaría al aprobarlas.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- El acuerdo de los Comités fue tratar el proyecto sin discusión, de manera que vamos a abrir la votación.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor LARRAÍN.- ¿Puede informar alguien?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Se puede fundamentar el voto.



Le pido al señor Secretario que agregue mi voto afirmativo, ya que no puedo votar desde la testera.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones introducidas por la Comisión de Gobierno (26 votos a favor) y el proyecto queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Patricio Walker.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Además, se deja constancia de la intención de voto favorable de la Senadora señora Muñoz y de los Senadores señores Chahuán, Lagos y Guillier.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, solicito autorización para que la Comisión de Derechos Humanos pueda sesionar mañana en paralelo con la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- ¿A qué hora, señora Senadora?

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Está citada a las 12.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- ¿Y por qué no cita a las 10?



Hacienda está citada a esa hora y ustedes podrían hacer lo mismo.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Pero yo estoy solicitando autorización para que la Comisión de Derechos Humanos pueda funcionar a la hora a la que se encuentra citada. 

El señor PROKURICA.- No hay acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- ¡Le agradecemos su buena voluntad al colega…!

El señor PROKURICA.- ¡Lo digo con profundo pesar…!

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Lo sé.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Después le da personalmente las explicaciones a la señora Senadora, Su Señoría.

MODERNIZACIÓN DE MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- A continuación, corresponde discutir el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6.106-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 44ª, en 1 de septiembre de 2009 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017. 



Discusión:



Sesión 41ª, en 23 de agosto de 2017 (queda para segunda discusión en general).
El señor PIZARRO (Presidente accidental).- El proyecto está en segunda discusión.



Antes de darle la palabra al señor Secretario para que efectúe la relación, hago notar que están presentes en la Sala el señor Milenko Skoknic, Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante, y don Claudio Troncoso, Director de Asuntos Jurídicos de la Cancillería.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Puede abrir la votación inmediatamente, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Aún no, Su Señoría.



Primero el señor Secretario hará la relación del proyecto y después seguiremos con el debate.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia de que los artículos 6; 7; 8; 9; 13 (Nº 13); 17 (inciso final); 36 (inciso final); 43; 46 (inciso final); 55; 60; 62; 63 (Nº 10, inciso segundo que incorpora la letra b)) y 69 (N° 5) tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación 21 votos favorables.


A su vez, el artículo 8, incisos tercero y final, es de quorum calificado, por lo que requiere 19 votos favorables para su aprobación.



El texto de la iniciativa que la Comisión propone aprobar en general se consigna entre las páginas 207 a 269 de su primer informe.



Nada más, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- En la segunda discusión general del proyecto, tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, Senador señor Larraín.



Luego de su informe, procederemos a abrir la votación.

El señor COLOMA.- ¿Las intervenciones serán de diez minutos, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Así es, Su Señoría. 



Se mantendrán los tiempos.

El señor COLOMA.- Muy bien.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero informar el trabajo que ha realizado la Comisión de Relaciones Exteriores a propósito del proyecto de ley que busca modernizar la Cancillería, que -como Sus Señorías saben- ha sido objeto de muchos estudios y concitado enorme interés durante largo tiempo.



La Comisión había estado insistiendo reiteradamente durante bastante tiempo en la necesidad de avanzar sobre esta materia.



Para todos es una necesidad que nuestra Cancillería tenga una estructura, una forma de trabajo y los recursos adecuados ante las problemáticas que enfrenta la política exterior en el siglo XXI, con la finalidad de no seguir anquilosada en una estructura que dificulta su movilidad.



Se han enviado numerosos proyectos de ley sobre el particular durante el último tiempo.



Quizás los más importantes son el que se presentó el año 2008 durante el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet, siendo entonces Canciller el señor Alejandro Foxley, y otro que ingresó el ex Presidente Sebastián Piñera en 2013, cuando el Ministro del ramo era el señor Alfredo Moreno.



Ambas iniciativas tuvieron distintos niveles de avance y discusión.



La primera de ellas alcanzó a ser aprobada por la Cámara de Diputados y quedó en segundo trámite constitucional en el Senado.



Lo que el actual Gobierno hizo, según nos informó el Canciller Heraldo Muñoz, fue presentar, luego de avanzar en los estudios correspondientes, una indicación sustitutiva al proyecto que se encontraba en el Senado desde el 2009 -ese fue el año que llegó a nuestra Corporación- para lograr una economía en su avance, ya que, al estar aprobado en la Cámara de Diputados, íbamos a tener con mayor facilidad la alternativa de despachar la iniciativa durante la actual Administración.



La Comisión de Relaciones Exteriores desarrolló el tema en ese espíritu y, para avanzar con mayor rapidez, designó un órgano técnico que trabajó tanto con los encargados de la Cancillería en la materia como con representantes de los distintos Senadores que integran la Comisión.



Esta situación nos posibilitó progresar con mucha rapidez y alcanzar algunos acuerdos que permitían pensar en que podríamos despachar el proyecto.



Sin embargo, dados la envergadura de la iniciativa y el impacto que iba a tener en los funcionarios de la Cancillería, se invitó a participar, para que explicitaran sus puntos de vista ante la Comisión, a todas las asociaciones de funcionarios que integran hoy día el Ministerio de Relaciones Exteriores: la Asociación de Diplomáticos de Carrera (ADICA); la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores (AEMRE); la Asociación de Profesionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (APROFEX); la Asociación de Funcionarios de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales (AFUD); la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores (AEMRE Punta Arenas); la Asociación de Funcionarios de Apoyo Logístico del Ministerio de Relaciones Exteriores (AFUL); la Asociación de Secretarias de Cancillería (ASECC); la Asociación de Funcionarios de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AGCID).



Todas estas organizaciones además fueron invitadas permanentes a todas las sesiones. Nuestra idea fue que durante toda la discusión general sus representantes pudieran participar de manera que estuvieran debidamente imbuidos de lo que se debatía y del camino que seguía el proyecto.



De la misma forma, se invitó a excancilleres, a centros académicos, a fundaciones, a centros de estudios, a exdiplomáticos y a asesores de los institutos ligados a los diversos partidos políticos.



El objetivo del proyecto es modificar la estructura orgánica del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, e introducir reformas vinculadas a la profesionalización de la carrera diplomática.



Lo propuesto en la indicación original del Ejecutivo, que reemplazó el texto del proyecto presentado en la Cámara de Diputados y aprobado por esta, que llegó al Senado el año 2009, no fue objeto de modificaciones específicas.



No obstante, a pesar de que teníamos el mandato de aprobar la iniciativa también en particular, recibimos un informe técnico, al cual me referiré a continuación, que fue elaborado por la comisión que indiqué, el cual permitió resolver los temas de la siguiente manera.



Con relación a la estructura orgánica del Ministerio de Relaciones Exteriores, los principales consensos alcanzados se refieren a lo siguiente.



En primer lugar, en lo que concierne al número y tipo de las Direcciones de la Cancillería (básicamente aquellas que integran la Subsecretaría de Relaciones Exteriores), la indicación original que presentó el actual Ejecutivo al proyecto del 2009 planteaba nueve Direcciones, dos adicionales a las ya existentes. Esas nuevas entidades son la Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior y la Dirección de Comunicaciones Estratégicas.


Por otra parte, la indicación postulaba que la Dirección General de Política Exterior (DIGEN) se transformara en la Secretaría General de Política Exterior.


En la propuesta de consenso se acordó mantener la nueva Secretaría General de Política Exterior, que reemplaza a la actual Dirección General de Política Exterior, que es el eje central encargado de hacer funcionar a la Cancillería.



Cabe recordar que la Cancillería funciona sobre la base del Ministro de Relaciones Exteriores y de su Subsecretario, pero el continuador permanente es el Director General de Política Exterior, que pasaría a ser el Secretario General de Política Exterior, de acuerdo a la nomenclatura internacional sobre la materia.



A partir de otras modificaciones a las cuales me referiré más adelante, es aquí donde se da la mayor continuidad al funcionamiento de la Cancillería, habida consideración de que a los Ministros y Subsecretarios les toca, por razones de su trabajo, viajar constantemente.



En cuanto a las dos Direcciones que se propone crear, se convino en la necesidad de mantener la Dirección de Comunicaciones Estratégicas, pero no así la Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior, con lo cual se conserva el resto de las Direcciones, dejando su total en ocho.



Con relación a las Direcciones reservadas al Servicio Exterior, la indicación del Ejecutivo plantea mantener el cargo de Director General de Ceremonial y Protocolo (DIPRO), tal como ocurre en la ley vigente, en manos de personal del Servicio Exterior.



Esto fue objeto de bastante inquietud en el personal y los funcionarios de la Cancillería, lo que nos llevó a llegar a una propuesta de consenso basada en que, aparte de la Dirección de Ceremonial y Protocolo, se incorporan la Secretaría General de Política Exterior -esta tercera función a la que me refería, que es muy fundamental- y la Dirección General Consular, lo cual fortalece la presencia de los funcionarios de la Cancillería en entidades claves y que siempre quedan en manos de ellos.


Es normal que el grueso de tales Direcciones esté representado por personal de carrera y, por tanto, se ha ido haciendo una práctica en tal sentido, pero siempre en el ánimo de conservar la mayor flexibilidad en tres cargos de los nueve que quedan bajo la categoría del Servicio Exterior.



En la Cancillería se crea una segunda Subsecretaría, la de Relaciones Económicas Internacionales, que se añade a la de Relaciones Exteriores, existente actualmente.



La indicación del Ejecutivo planteaba la creación de esta Subsecretaría, y dejaba bajo su dependencia a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales (DIRECON) y a la Dirección General de Promoción de Exportaciones (ProChile).



Para evitar duplicidades en funciones de diseño y ejecución, como las que tiene DIRECON, esta desaparece y se convierte en la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, a fin de no tener dos organismos realizando la misma labor. Y, por su lado, ProChile continúa en la forma como se encuentra estructurada, pasando a depender de la nueva Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales que se crea.



Como la DIRECON tiene un rol de diseño de política exterior y no de implementación, no podíamos contar con una Subsecretaría que diseñara y, después, con un organismo dependiente que actuara, a la vez, en el diseño y la implementación. Con esta fusión, por así decirlo, se resuelve la inquietud en cuanto a la duplicidad en la forma como venía planteada la indicación sustitutiva del Ejecutivo.



Respecto a la Agencia de Cooperación Internacional (AGCI), hay concordancia en incluir la palabra “Desarrollo” en su nombre.



Ocurre que Chile es cada día menos receptor de recursos para el desarrollo, pues se ha convertido en un país de nivel intermedio, que puede aportar en cooperación, en el desarrollo de otras naciones, más que recibir cooperación. Por lo tanto, se plantea que asuma esa función que, de hecho, ya ha venido cumpliendo en esta Administración y en la anterior. Es así como para esta Agencia se han planteado modelos de cooperación con otros países, contribuyendo de muchas formas al desarrollo de naciones, principalmente en programas de becas.



En la estructura concreta, se propone trasladar las competencias del Consejo que tiene la actual AGCI al Director Ejecutivo, con el propósito de que el Consejo pueda desempeñar funciones consultivas y permitir que el Director de la Agencia asuma las de carácter ejecutivo del Servicio, en su calidad de jefe, lo cual permitirá una mayor organicidad y funcionalidad en el desempeño de esta institución.



Respecto a los coordinadores regionales, en la indicación presentada al proyecto, asumiendo la necesidad de incorporar a las regiones al proceso de participación en las relaciones internacionales, se señalaba que por razones económicas se consideraría por ley un máximo de dos coordinadores.



Eso fue revisado por la mesa técnica, en la idea de que no sea la ley en proyecto la que fije un tope, sino que la Ley de Presupuestos determine anualmente cuántos coordinadores regionales pueden existir. Porque, de lo contrario, parecería una rigidez inexplicable. De manera que se convino en la idea de contar con coordinadores regionales y de que su número quedara abierto a los requerimientos de cada región y a la capacidad de financiamiento que se permita presupuestariamente.



Por otro lado, en cuanto a los agregados presidenciales, en la indicación se busca mantener los 33 agregados que poseen denominaciones distintas a los comerciales, y transferir los 15 agregados comerciales existentes a ProChile.



¿Me permite, señor Presidente, unos minutos adicionales para poder terminar el informe?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Puede continuar, señor Senador. Pero le solicito que concluya luego.



Estamos en la segunda discusión, y las intervenciones deberían ser de 5 minutos. Pero como Su Señoría está informando, le hemos dado más tiempo.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Aprovecho esta oportunidad para saludar a los alumnos del Primero Medio del Complejo Educacional C 53, de la comuna de Los Sauces, Novena Región, dirigidos por don Ariel Retamal.



¡Bienvenidos y muchas gracias por acompañarnos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------------(

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Prosiga, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente.



Quiero señalar que en el proyecto se logró que los 33 agregados presidenciales fueran genéricos, terminando así con la denominación de “culturales, laborales, de prensa y científicos”, dejándole al Presidente de la República el establecimiento de su definición.



Asimismo, los 15 agregados comerciales pasan a ProChile, por lo que serán designados de acuerdo a otros procedimientos más abiertos. Es decir, ya no discrecionalmente, conforme a la confianza del Primer Mandatario, lo cual da un carácter más técnico al funcionamiento de los agregados de ProChile.



Se produjo una situación especial por el bono para las diplomáticas y funcionarias destinadas en el exterior. La iniciativa planteaba la necesidad de que las funcionarias del Servicio Exterior, cuando sus cónyuges varones estuviesen destinados, también contaran con la posibilidad de recibirlo.



La ADICA planteó sustituir la asignación familiar por un bono mensual que se otorgue sin distinción de género a los funcionarios y funcionarias del servicio exterior e incorporando como causante al conviviente civil. El monto de ese nuevo bono se fijaría en la ley y se reajustaría anualmente.



Dicha propuesta fue particularmente bienvenida por ADICA, ya que permite mantener cierta equiparidad entre embajadores, embajadoras o personal del servicio exterior, y sus respectivos cónyuges que deben acompañarlos. Porque no es posible que reciban beneficios solo en una situación, y no en otra en la que también cumplen los requisitos correspondientes.



Respecto a la gradualidad, la actual indicación dispone un período de 10 años. Y esperamos que este pueda ser reducido, lo cual tiene que ver con las disponibilidades de recursos para poder avanzar con más rapidez.



Estas son las modificaciones fundamentales al proyecto desde el punto de vista estructural. Ahora bien, desde el punto de vista sustantivo o normativo, se trata de que los funcionarios a contrata, que hoy día pueden ser destinados al exterior con cinco años, solamente lo puedan ser con ocho.



Se modifica la función de la Dirección de Planificación en relación con el diseño de Planes y Programas de Estudio y Capacitación, con la idea de que la Academia Diplomática tenga mayor flexibilidad en esta materia.



Se agregó, dentro de las funciones de los jefes y jefas de representaciones consulares, las tareas comerciales cuando corresponda, entre otras labores a su cargo...

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- ¿Cuánto tiempo le falta, señor Senador?

El señor LARRAÍN.- Tres minutos más.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Dispone de ese tiempo.

El señor LARRAÍN.- Decía que dentro de las inquietudes de ADICA se agregó el establecimiento del 25 de diciembre como día inhábil en las misiones diplomáticas y representaciones permanentes.


En el caso de las asignaciones de funciones directivas a personas a contrata, se propone bajar el tope de porcentaje de las asignaciones de funciones directivas en la Planta SAG del 7 al 4 por ciento de su dotación, a fin de que coincida con los 45 funcionarios a contrata autorizados por la Ley de Presupuestos para desarrollar funciones directivas en los últimos años. Esto representa una continuidad, pero dentro del nuevo esquema jurídico que se establece.



También se dispuso la necesidad de uniformar el lenguaje, utilizando la expresión “Consejeros”, en vez de “Tercera Categoría Exterior”, y “Segundo Secretario”, en reemplazo de “Quinta Categoría Exterior”. También se autorizó el cambio de la denominación de “funcionarios de Segunda y Tercera categoría” por la de “Ministros Consejeros y Consejeros”. Todo ello sugerido por la ADICA.



Hay otras modificaciones menores, pero importantes, en que se propone sustituir la expresión “destinos complejos” por “países que presenten situaciones excepcionales”.



Por concordancia, también se modifican otras normas.



Además, se propone adoptar el criterio establecido en un proyecto de ley presentado el año 2008, pero vinculándolo a un nuevo viaje a Chile. Esto significa que al funcionario que está en el extranjero se le concederán dos días de aumento de feriado si el traslado importa de 12 a 15 horas de vuelo, y cuatro días si el traslado implica 16 o más horas de vuelo, siempre que el destino del viaje sea Chile.



Finalmente, el Ministerio de Relaciones Exteriores declarará vacantes los cargos de carrera servidos por funcionarios de la planta del Servicio Exterior cuando cumplan 70 años de edad, siempre que reúnan los requisitos para acogerse a jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional.



Eso sí, esa disposición va a entrar a regir de aquí en adelante, porque hoy día no existe el límite de 70 años de edad para el personal de carrera. Por lo tanto, no se le quiere quitar a nadie que esté actualmente en el servicio su derecho de jubilar en cualquier momento.



Señor Presidente, existen muchos cambios menores adicionales. Pero con lo que he descrito se puede apreciar que la modificación es de mucha magnitud. Hay otras enmiendas que no lograron consenso y que serán objeto de la presentación de indicaciones por parte de los distintos integrantes del Senado.



El Ejecutivo está comprometido a que estos acuerdos se presenten como indicaciones en la discusión particular.



Creo que el trabajo que se ha realizado y la discusión que hemos sostenido nos permiten pensar que vamos a avanzar quizás no a la Cancillería ideal -porque no contamos con los recursos para hacerlo-, pero sí a la que nos hará mejorar la proyección de nuestra política exterior con la visión de Estado y con la capacidad de seguir representando los intereses de Chile desde este Ministerio con la misma eficacia que se ha hecho hasta ahora.

El señor WALKER (don Ignacio).- Abra la votación, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



Acordado.



En votación general.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, me tocó participar en la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados durante diez años. Por lo tanto, he ido conociendo los avances, los retrocesos y los nuevos progresos en materia de transformación de la política exterior chilena, y también de la Cancillería, en lo que se ha llamado la “modernización”. Ese proyecto se fue dilatando en el tiempo. Hubo algunos avances que se valoran, como esta iniciativa.



Obviamente, esta propuesta legislativa no soluciona todas las interrogantes, las inquietudes de...



¿Tengo solo cinco minutos para intervenir, señor Presidente?



¿No estamos en la discusión general?

El señor COLOMA.- ¡Es en particular! ¡En particular!



¡Ha estado como veinte años en el Parlamento y no sabe...!

El señor MOREIRA.- Yo pensé que era en general.



Entonces, voy a tener que acortar todo lo que quería plantear.

El señor LAGOS.- ¡Estamos en la discusión general, pero en segunda discusión!

El señor MOREIRA.- Yo quiero que me descuenten esto.



Señor Presidente, el Senador Larraín ya ha hecho la introducción de esta iniciativa.



El diseño institucional para elaborar y aplicar la política exterior nos obliga a concebir un Ministerio de Relaciones Exteriores que se encuentre a la altura de los desafíos que Chile enfrenta hoy en el contexto internacional.



Sería un error mirar este proyecto como un mero perfeccionamiento de aparatos burocráticos que ya existen o como la simple suma de legítimas aspiraciones de los funcionarios que hoy trabajan en el servicio exterior.



Más allá de la esperable alternancia en el poder propia de los regímenes democráticos, nuestra política exterior debiera tender al establecimiento de objetivos permanentes que van más allá de la orientación política de los gobiernos de turno.



Así parece demostrarlo un estudio realizado por Sebastián Briones y Andrés Dockendorff llamado “Continuidad y cambio en la política exterior chilena en el gobierno de Sebastián Piñera (2010-2014)”.



Briones y Dockendorff describen a grandes rasgos los hitos de la política exterior de nuestro gobierno anterior en función de su programa, las relaciones comerciales, los ámbitos regional y vecinal y la seguridad internacional, para concluir ponderando el peso de esa política exterior en la medida en que preserva y modifica la posición de Chile en el panorama global y regional. En ese sentido, argumentan que la política internacional de Sebastián Piñera puede ser considerada en términos gruesos como de continuidad general.



Ahora, si bien se trataría de una gran continuación de la política internacional chilena implementada por los gobiernos de la Concertación de Partidos por la Democracia, también se aprecia una toma de posición parcialmente innovadora frente a las alternativas de integración presentes en la región.



El contexto regional ha experimentado cambios.



Así, Argentina ha recuperado fuerzas luego de la crisis institucional que ha sufrido por años. Y es previsible que nuestros vecinos adopten diseños de política exterior que les permitan asumir liderazgos en su diplomacia, especialmente en el plano de la defensa de los derechos humanos, amenazados por dictaduras regionales. A la vez, pueden recuperar posiciones, porque, en definitiva, tienen una matriz agrícola y productiva que les permite ser socios interesantes con China. Esa relación pasa necesariamente por tener buenos lazos con Chile, puerta de entrada al Pacífico.



Perú también pasa por un buen momento y tiene, como es sabido, una diplomacia de excelencia.



Como se ve, el contexto descrito obliga a considerar una estructura orgánica afín a las definiciones de política exterior cuya definición y gestión deben ser desarrolladas en un Estado moderno.



En tal sentido, el proyecto busca modificar la estructura orgánica del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales.



Por ejemplo, se instaura la concursabilidad para ascender de Consejero a Ministro Consejero de 2ª Clase.



Señor Presidente, todas las modificaciones y propuestas son necesarias. Por supuesto, existen muchos aspectos que podemos perfeccionar; pero para eso debemos estar dispuestos a tener una discusión mucho más profunda acerca de lo que significa la política exterior de Chile y, más aún, de lo que significa modernizar nuestra Cancillería.



Ha habido bastante interés en diversos proyectos presentados.



Sin embargo, resulta muy importante hacer presente que si nuestro país tiene un régimen de gobierno presidencial, tanto en la gestión política y administrativa como en el proceso de formación de las leyes, ese rasgo se acentúa en las materias de relaciones internacionales que he descrito.



¿Me permite un minuto más, señor Presidente?

El señor MONTES.- ¡Se viene contundente...!

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Está inspirado...!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Le vamos a devolver parte del tiempo por la confusión inicial que tuvo, señor Senador.

El señor MOREIRA.- Agradecemos, señor Presidente, su gesto de pluralismo y democracia.



Ahora bien, la conducción de la política exterior y la definición y defensa de los intereses de Chile en materia de política exterior es una tarea en la cual el Congreso no puede estar ausente.



Por eso, no me cabe duda de que este proyecto se va a aprobar en forma unánime, porque es un paso importante, constituye un anhelo de la Cancillería.



Faltan muchas pero muchas cosas por avanzar.



Pero lo más importante, para no entrar en la descripción que efectuó el Senador Larraín respecto de los detalles, creo, señor Presidente...

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Dispone de un minuto adicional para concluir su intervención, señor Senador.

El señor MOREIRA.- Gracias, señor Presidente.



Mientras más hablemos en esta iniciativa, mientras más debatamos, vamos a tener la tranquilidad de que estamos haciendo historia en la diplomacia chilena.



Queremos compararnos con diplomacias de otros países. Pero para ello necesitamos avanzar; necesitamos modernizarnos; necesitamos que cada día la carrera funcionaria sea permanente en el tiempo y que existan más funcionarios del servicio exterior que no dependan de los gobiernos de turno.



Por eso, señor Presidente, termino diciendo que este es el primer paso en el camino de las mil millas.



Voto a favor.

)---------------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Saludamos a la delegación del Colegio Guardiamarina Guillermo Zañartu Irigoyen de Quilpué.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Del mismo modo, saludo al Centro de Madres Copihues Rojos, cuyas integrantes fueron invitadas por la Senadora señora Lily Pérez.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, anuncio mi voto a favor de este proyecto.



Pedí la palabra para destacar un punto que también me acaba de recordar el Senador Moreira.



A mi juicio, una Cancillería moderna, en el mundo actual, requiere organizarse o fortalecerse en los términos que se han planteado. Pero también necesita buscar mejores formas de desarrollar aquello que ha terminado por convertirse en un aspecto fundamental: los tratados internacionales, un conjunto de acuerdos de distinta naturaleza. Me señalan que nuestro país ha suscrito treinta tratados de libre comercio y alrededor de doscientos convenios de otro tipo.



El Parlamento los ha aprobado en distintos momentos y ha transferido una serie de decisiones o regulaciones a otros órganos.



No obstante, el problema radica en que el Congreso tiene una muy baja participación en la generación y seguimiento de todo el proceso de construcción de estos tratados, así como también en lo que respecta a evaluar su implementación. Es decir, su participación es prácticamente igual a cero.



La Comisión de Hacienda ha solicitado informes para conocer qué han significado los acuerdos de doble tributación. Carecemos de una visión de conjunto sobre la materia, en circunstancias de que se trata de aspectos que condicionan profundamente nuestras vidas, nuestra realidad, la manera en que nos organizamos, etcétera.



Cuando éramos miembros de la Cámara de Diputados, junto con otros parlamentarios, incluyendo al actual Senador Moreira, presentamos un proyecto que fue aprobado por unanimidad y que planteaba la necesidad de crear una instancia bicameral especial en el Congreso a los efectos de recibir informes de la Cancillería que nos dieran cuenta de qué estaba ocurriendo con los tratados ya suscritos y de cuáles se pensaban hacia futuro, sus términos, sus contenidos, todo el proceso de avance.



Eso se aprobó por unanimidad en la Cámara de Diputados. Sin embargo, en el Senado -esto es lamentable- no hemos logrado avanzar ni siquiera en Comisión. En algún minuto se puso en tabla, pero no ha prosperado.



Constituye una gran inconciencia de nuestra generación no tener una instancia de estas características con el objeto de realizar un seguimiento de los marcos más generales que nos hemos ido dando.



La modernización de la Cancillería debiera contener una manera distinta de relacionarse con el Parlamento en estos aspectos, o sea, en lo que se refiere al seguimiento de los tratados, a la generación de nuevos acuerdos y a la modificación o profundización de los ya existentes.



En materia de tratados económicos, de acuerdos científicos, de toda la dimensión cultural y educacional, estamos entregando un conjunto de capacidades de decisión, de compromisos internacionales. Por tanto, lo serio sería que por lo menos los siguiéramos. Ojalá que al menos los nuevos acuerdos que se adopten sean más conocidos por el Parlamento, entendiendo que la facultad de decisión va a seguir radicada en la Cancillería. Esto último no implica que nosotros debamos estar ausentes a la hora de saber cómo se está dando el proceso.



Pido que, en caso de ser posible, la Cancillería incorpore en su lista de iniciativas el proyecto al que hice mención, a fin de dar un nuevo paso hacia delante en cuanto a la forma de llevar a cabo el trabajo. La instancia propuesta en aquel entonces se parecía a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, o sea, se trataba de un órgano bicameral que contaba con ciertas Subcomisiones y que tendría una labor más permanente.



Quería resaltar la importancia que reviste este punto.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, el 10 de abril de 1885 zarpó el crucero Esmeralda desde Valparaíso con destino a los Estados Unidos de Colombia. En aquel entonces, Estados Unidos había tomado posesión de Panamá, y bastó el anuncio de que este crucero chileno enfilaba rumbo a liberar Panamá para que, finalmente, la Armada de Estados Unidos retrocediera.



La prensa estadounidense de la época -así lo cita el profesor William Sater en agosto de 1885, poco después de los sucesos de Panamá- señalaba: “El crucero Esmeralda puede destruir nuestra armada completa, buque por buque y no ser tocado nunca”.



¡Eran otros tiempos!



En aquel entonces se hablaba de los dos imperios del Pacífico: el imperio norteamericano y el imperio chileno. Esto fue con posterioridad a la Guerra del Pacífico.



Eso hablaba de un país que tenía oportunidad.



La riqueza del salitre ya había comenzado a dar frutos en Chile y le estaba proporcionando, además, una oportunidad para acceder al desarrollo.



Sin embargo, todos sabemos lo que ocurrió posteriormente con la crisis del salitre.



Luego surgió la esperanza del cobre, que vino a señalar un nuevo ciclo histórico que nuestro país también perdió por no tener la capacidad de soñar una nación distinta ni sostener un proyecto de largo plazo.



Cuando el Presidente Domingo Santa María dio la instrucción de liberar Panamá, junto con su Ministro de Relaciones Exteriores Luis Aldunate visibilizaban un país distinto, que podía acceder al mundo del desarrollo.



Hace pocos días publiqué un libro titulado Modernización del Ministerio de Relaciones Exteriores: un paso necesario.



¡Y es un paso más que necesario!



Nuestra embrionaria institucionalidad data del Reglamento Constitucional de 1811 y, fundamentalmente, de un país que aspiraba a ser influyente.



Al plantearnos la modernización de la Cancillería estamos formulando -nada más y nada menos- qué país queremos construir para el futuro.



Pensemos.



La actual planta del Ministerio de Relaciones Exteriores data de 1978, cuando teníamos relaciones diplomáticas permanentes apenas con 54 Estados. Chile era un país ahogado internacionalmente. Y fue a partir del Gobierno del Presidente Aylwin que se toma la decisión de poder conectarse con el mundo.



Hoy día tenemos tratados de libre comercio con el 84 por ciento del PIB mundial. Somos una nación que ha optado por relacionarse con el mundo para los efectos de generar riquezas al interior de su territorio y así favorecer el desarrollo.



Somos un país que aspira a ser influyente no solo en organismos multilaterales. Además, queremos tomar decisiones.



Hoy día hemos agregado una nueva dimensión de país, además de las tres tradicionales (Chile continental, Chile insular y Chile antártico). Me refiero a los chilenos en el extranjero, quienes en la actualidad influyen decisivamente, incluso, en la elección del Presidente de la República.



Por eso hay que estar preparados.



Chile hoy día se halla inmerso en las agencias multinacionales de paz, en las que se han hecho esfuerzos importantes, como en la MINUSTAH en Haití.



Eso habla de cómo podemos pasar de misiones de estabilización a misiones de desarrollo. Ese es el gran desafío que tenemos pendiente: cómo somos capaces de exportar institucionalidad desde nuestro país.



Entonces, la primera pregunta es qué tipo de Cancillería queremos.



En la década de los setenta, con un país ahogado internacionalmente, destinábamos el 1,2 por ciento del presupuesto nacional a la Cancillería, y hoy día solo alcanza a 0,59 por ciento.



¿Qué está pasando, entonces?



Chile ha abandonado la relación con determinados continentes. Basta ver lo que ocurre con el continente africano; basta observar lo que sucede con Oriente Medio; basta ver algunos países de Asia-Pacífico; basta observar qué tipo de prospectiva queremos diseñar para generar un Ministerio de Relaciones Exteriores propio de una nación capaz de entusiasmar con un proyecto colectivo y con una mirada de largo plazo.



Es por lo anterior, señor Presidente -concluyo en un minuto-, que hacemos una invitación.



Nuestros equipos técnicos estuvieron trabajando con la Cancillería. Pero no todas las situaciones quedaron resueltas.



Iniciada la Administración de la Presidenta Bachelet, este fue uno de los primeros temas que pusimos en la agenda. Y ha constituido un problema, pues los sucesivos gobiernos -incluido el nuestro, el del Presidente Piñera- han dejado para el final la modernización del Ministerio de Relaciones Exteriores.



Entonces, yo diría que en este caso se ha tomado una decisión adecuada: ingresar una indicación sustitutiva a un proyecto que se hallaba en segundo trámite constitucional.



Ahora, el llamado que le formulamos al Ejecutivo es a hacer el mayor esfuerzo posible en esta materia, porque una vez aprobada la iniciativa en debate y modernizada la Cancillería va a ser muy difícil formular un nuevo planteamiento respecto de ella.



Por eso, simplemente -termino en 30 segundos- pedimos que Hacienda entienda que la Cancillería no es gasto, sino inversión, y que si seguimos invirtiendo tan solo 0,59 por ciento del Presupuesto seremos un Estado fallido.



Un solo ejemplo.



En el ámbito de la ciencia y la tecnología -ambas tienen mucho que ver con la modernización de la Cancillería-, he de subrayar que, claramente, Chile debe agregar valor en sus procesos productivos, tiene que internacionalizar sus procesos. No puede seguir siendo un país extractivista; debe ser una nación exportadora de minería, como lo son los países afines: Nueva Zelanda, Australia; ha de tener capacidad para internacionalizar su academia.



Eso implica un esfuerzo más grande de Chile y un cambio en su modelo de desarrollo económico.



Llamamos a entender que ese es el desafío mayor: modernizar la Cancillería a los efectos de definir qué clase de país deseamos construir para el futuro.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, al informar este proyecto, el colega Larraín hizo un análisis bastante completo de todos los ajustes que se están efectuando en la Cancillería.



En tal sentido, valoro el trabajo realizado tanto por los miembros de la Comisión de Relaciones Exteriores cuanto por los representantes del Ejecutivo, algunos de los cuales nos acompañan hoy en la Sala.



Por mi parte, quiero informar sobre algo que me parece complejo. Porque, desgraciadamente, la cuestión económica ha sido fundamental para postergar la decisión en este asunto.



En cuanto a los recursos, debo decir que en el año en que parta la ley en proyecto no se van a entregar más de 100 millones de pesos para la modernización de la Cancillería.


Eso es complejo, pues se requiere insertar a nuestro país en el mundo (con los países vecinos y con los del resto del mundo), y el instrumento fundamental para ello es el Ministerio de Relaciones Exteriores.



Luego esa cantidad se incrementaría en poco más de 5 mil millones de pesos, pero en cuatro años.



De eso estamos hablando en el ámbito financiero.



Quiero, pues, valorar el trabajo que llevaron a cabo las comisiones técnicas; los asesores de las Senadoras y los Senadores; los equipos técnicos de nuestros partidos políticos y del Gobierno; los diplomáticos; las asociaciones gremiales, etcétera.



Aquello ha sido muy importante para que el Ejecutivo presente las indicaciones teóricamente acordadas y cuyo envío -por cierto, una vez que se abra el período correspondiente- esperamos con ansias.



Por otra parte, señor Presidente, a los representantes de regiones nos preocupa la inserción global de ellas y de las comunas y sus comunidades.



Sabemos que las relaciones internacionales se llevan a nivel de gobiernos.



Pues bien, este proyecto contiene una norma que prevé la existencia, en el ente respectivo, de dos representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores.



Se logró ajustar esa disposición para que las regiones tengan representación en la Cancillería, y viceversa.



Por razones económicas, desgraciadamente, tal posibilidad va a quedar abierta a la decisión del Ministro de Hacienda del Gobierno de turno para los efectos de la asignación de los recursos pertinentes.



¿Por qué digo aquello, señor Presidente? Porque lo que importa hoy es que Chile se inserte en el mundo con su población, con sus comunidades, con sus instituciones y autoridades regionales y comunales.



¡Esa es la verdadera inserción global de nuestro país! ¡No basta con la que se realiza a nivel económico!



Por eso, me parece muy positivo el logro de que hice mención, aun cuando la norma respectiva haya quedado abierta, en los términos que explicité.



Ahora, en cuanto a la labor económica de Chile, hace algún tiempo le solicité al Ministerio de Relaciones Exteriores información acerca de la gestión realizada en el mundo por ProChile en las distintas actividades.



¡Todavía la estoy esperando...!



En mi concepto, se requiere fiscalizar la labor que nuestras autoridades realizan fuera de Chile.



Nada he visto sobre el particular. Da la impresión de que se trata más de cargos que de misiones.



Estimo que a ese respecto debemos cambiar absolutamente la mirada, para saber cómo se inserta globalmente nuestro país.



Por ejemplo, tenemos muchos consulados en Europa, en Sudamérica, en Estados Unidos. Sin embargo, nuestro primer socio comercial es China, que duplica al segundo. ¿Y cuántos funcionarios de ProChile tenemos en China? ¿Cuántos consulados nuestros existen allí?



¡Y qué decir del mundo que se nos abre en África!



A mi entender, debe existir un reestudio completo sobre cómo Chile va a estar presente en el mundo próximamente.



Por eso, señor Presidente, valoro tanto el acuerdo a que se llegó (felicito a nuestros asesores por su trabajo) cuanto el espíritu existente para que podamos tener una Cancillería moderna, a la altura del mundo de hoy. Y le solicito al Ministerio de Hacienda, al actual y a los venideros, disponer los recursos necesarios para que ello pueda cristalizarse como todo nuestro país espera.



Voto afirmativamente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, por cierto, voy a aprobar en general este proyecto de ley, que sin duda se podrá perfeccionar durante la discusión particular, cuando entremos a la instancia de presentación de indicaciones. Pero permítame hacer un par de reflexiones.



Esta iniciativa apunta a varias cosas.


Primero, profesionaliza el servicio exterior efectuando un reconocimiento a los funcionarios de carrera por la vía de generar espacios que deban ser de responsabilidad de quienes hacen una trayectoria en dicha área.



Segundo, realiza un cambio de institucionalidad que se hace cargo de algo que se arrastra por años, el cual queda graficado básicamente, más que en la nueva Secretaría General de Política Exterior, en la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.



Y tercero -ello no es menos importante-, aborda cuestiones profesionales y familiares vinculadas con la carrera funcionaria.


En tal sentido, lo de la asignación familiar viene a hacer justicia ante una situación bien sencilla: un diplomático chileno destinado con su familia tiene asignación familiar; una diplomática chilena destinada con su familia no tiene la asignación familiar equivalente.


Algo que es tan obvio, en Chile fue un doble estándar durante muchos años.


Hoy día eso se revierte.



En resumen, este proyecto aborda una serie de temas.


Yo quiero concentrarme en uno, porque dispongo de solo cinco minutos.



La política exterior de Chile nos ha marcado históricamente. Pero, si tuviera que buscar desde el retorno a la democracia, yo diría que fue fundamental para insertarnos internacionalmente, ser aceptados de nuevo, y no ser un país paria. 



En seguida, la integración económica, primero en América Latina y después en el resto del mundo, fue una política de Estado activa, proactiva. Y eso dio resultados.



Y, por último, hemos visto los efectos de la política exterior a través de nuestra presencia en organismos internacionales.



Desde el minuto en que tuvo capacidad en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas para decirle que no a Estados Unidos cuando planteó la invasión a Irak, Chile reaseguró su presencia y su confianza en los organismos internacionales.



Con aquello quiero decir que no hay un día en que la política exterior chilena no influya en la marcha de nuestro país.



Otra cosa es si nuestros connacionales lo ven o no de esa forma. 



Sin embargo, es una realidad de la naturaleza indicada.



¿Y qué tenemos hoy día, entonces?



Como se ha dicho acá, una Cancillería que recibe menos de 0,6 por ciento del Presupuesto completo, o sea de todo lo que se gasta en Chile.



¡Muy bajo!



Pero aun así estamos donde estamos. Porque Chile juega ahora en las ligas internacionales por sobre su peso específico. De ese modo, está en el Grupo de Cairns, en los grupos de la OCDE, en los grupos de comercio internacional, en los grupos de desarme; tiene presencia en la Comisión de Energía Nuclear.



Tenemos presencia, pues, por sobre nuestro peso específico.



Nosotros no disponemos de armas nucleares; nuestra población no es gigantesca; no imprimimos billetes, y no hablamos inglés. Pero incluso así tenemos capacidad para representar a nuestro país y estar en la toma de decisiones. 



¡Por eso es importante fortalecer al Ministerio de Relaciones Exteriores!



Y aquí sí que yo creo que mayores recursos para nuestra Cancillería van a hacer una diferencia.



No hay que descubrir la rueda, señor Presidente.



Yo veo a países con procesos similares a los nuestros que han invertido fuertemente en su política exterior.



Sí: tal vez le sacan discrecionalidad al aparato político y le introducen más elementos y recursos a la carrera funcionaria; pero una carrera funcionaria con exigencias, que se hace cargo de las destinaciones.



El Senador García-Huidobro decía que hoy existen destinaciones que tienen poco staff, escasos funcionarios.



¿Sabe por qué, Su Señoría? Porque los lugares pertinentes son (comillas) poco atractivos en cuanto a calidad de vida. Pueden ser importantes para Chile; pero el servir allá por cuatro o cinco años no lo reconoce nadie, de ninguna forma.



Creo que, al contrario, debería haber un reconocimiento desde el punto de vista de su carrera funcionaria para quien dijera: “Yo tengo cinco, diez, quince destinaciones prioritarias para Chile”. O sea, que aquel que cumpla alguna de esas destinaciones tenga a su vuelta a Chile un reconocimiento en su carrera funcionaria por haber servido en lugares importantes: no solo estuvo -como se expresa peyorativamente- en el “circuito Revlon” (Revlon: ¡qué viejo...!). 



Lo que quiero es señalar mi convicción en el sentido de que debemos tener una política sobre la materia.



Y ahí pienso en Singapur.



Singapur, con relación al resto de la mancomunidad de naciones del sudeste asiático, se desarrolló con una política exterior muy inteligente.



Existía inestabilidad en la región, la que era compleja. A veces miraban a Singapur como nos miraban a nosotros. ¿Y qué hizo ese país? Invirtió recursos para pagarles becas a todos los educandos de naciones vecinas que fueran a estudiar en él. 



El cálculo del entonces Primer Ministro de Singapur, Lee Kuan Yew, era muy sencillo: “Si de cada tres alumnos que yo financie para que vengan a estudiar a nuestro país se queda uno, eso ayudará a nuestro sector público y a nuestro sector privado. Si uno vuelve para trabajar en el sector privado de su nación de origen, tendrá un amigo en Singapur. ¡Y ni hablar de si comienza a laborar en el sector público de su país de proveniencia!”.



¡Se invirtió!



Por eso, creo que, como Cancillería, debemos contar con más recursos para tener una política distinta: no solo disponer de más embajadas y de mejores funcionarios con mayores remuneraciones, sino también pensar en una visión más estratégica, para lo que a mi entender está destinada la Secretaría General de Política Exterior, en la que es menester colocar  los recursos indispensables.



Yo miro con envidia a países como Nueva Zelandia y Australia, que, a partir de su realidad, el inglés, fomentan el desarrollo en ellos del aprendizaje de ese idioma. Y eso es más cercano y más barato para los latinoamericanos.



¿Qué hacemos nosotros en la materia desde el punto de vista del español...? 



Entonces, siento que para aquello se requieren recursos.



Con los que tenemos -lo digo con franqueza- hemos hecho maravillas. Pero a ratos pienso en cuánto hemos perdido al no poder dar pasos más grandes en política exterior por carecer de una reforma como esta y por no disponer de más recursos para invertir en los aspectos explicitados. 



Apruebo con mucho entusiasmo este proyecto, señor Presidente, porque lo considero tremendamente importante para la política exterior de Chile: ¡0,6 por ciento del Presupuesto se lleva la Cancillería, y ello nos afecta de manera significativa en nuestra vida diaria! 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor De Urresti, quien no está en la Sala.

)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- El Honorable señor García está pidiendo la palabra para plantear una cuestión de Reglamento.

El señor GARCÍA.- Sí, señor Presidente: para solicitar plazo, hasta las 19, al objeto de presentar indicaciones al proyecto de ley que regula la actividad apícola. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

El señor GARCÍA.- Gracias, señor Presidente.
)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón. 

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, después de haber escuchado a todos mis colegas, es clara la importancia que reviste la modernización de la Cancillería.



Pero a mí me preocupan dos temas. 



Primero, me parece arbitrario que la ley determine que después de los 65 años los funcionarios de carrera no pueden ser destinados y que sí es factible que lo sean quienes no son de carrera. Creo que de esta forma se puede perder mucha experiencia. 



Al inicio de este Gobierno se aplicó esa norma y se mandó a jubilación a un montón de embajadores con mucha experiencia, quienes a veces fueron remplazados por personas de bastante más edad. 



Me parece que hay que estudiar el punto pertinente. 



Y, segundo -opino que esto también hay que discutirlo-, se le ha dado gran importancia a la  creación de una subsecretaría económica. 



Investigando al respecto, nos dimos cuenta de que en 2004 Perú nos mandó una nota mediante la cual nos avisó del problema limítrofe y nos advirtió que iba a demandarnos. 



Como el tema económico fue por otro carril, nos demandaron en 2006-2007, extrañamente justo después de la firma del Tratado de Libre Comercio.



Ese instrumento le aseguró al vecino país que los peruanos no iban a tener problemas en Chile. Y luego nos demandaron.



Entonces, mi reflexión es en el sentido de que la política exterior es una y de que separar la cuestión económica de las políticas internacionales constituye un error.



Por lo tanto hay que discutir y conversar ese tema, porque la experiencia que tuvimos con Perú fue bastante complicada. 



Yo no sé si sea útil separar las decisiones económicas en una subsecretaría, a menos que aseguremos tales relaciones en la toma de decisiones de forma mucho más complementaria, para que no vaya a suceder de nuevo lo que ya explicité. Porque cuando se habló de políticas de cuerdas separadas terminamos perdiendo parte importante -no fue la causa exacta- del mar en Arica.



Así que yo me voy a abstener, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende. 

La señora ALLENDE.- Anuncio mi voto a favor, señor Presidente, pues creo que este proyecto es sobremanera relevante.



Tal vez había un rezago en la satisfacción de la necesidad de modernizar la Cancillería. Porque en esta Sala todos estamos obligados a valorar lo que ha significado nuestro regreso a la democracia: nuestro país se ha abierto al mundo; es considerado internacionalmente; tiene participación activa en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en organismos multilaterales; hace valer sus opiniones; ayuda en misiones de paz y humanitarias.



Chile cambió radicalmente en el  ámbito internacional. Recordemos cómo era al inicio de los años noventa, después de los casi veinte años de dictadura: no estaba inserto en el mundo; era muy criticado; se hallaba demasiado aislado, muy rezagado desde el punto de vista de las relaciones exteriores. 



Entonces, aparte la recuperación de la democracia, para nuestro país ha sido tremendamente importante lo que ha logrado en cuanto a inserción internacional.



Hoy día tenemos más de 26 acuerdos comerciales que nos dan acceso a mercados que representan 64 por ciento de la población mundial y, además, 86 por ciento del PIB global.



Ese solo dato nos demuestra la importancia que reviste la inserción de Chile en un mundo cada vez más globalizado, donde son necesarias la integración y la firma de acuerdos comerciales, los que implican certezas y, en el caso de los de última generación, la incorporación creciente de materias significativas en los campos social, cultural y medioambiental; en el ámbito de los derechos humanos, en fin.



Así, hemos ido participando a través no solo de los tratados de libre comercio sino también de las convenciones sobre derechos humanos (actuaciones en tribunales internacionales, etcétera).



Todo eso habla de la importancia de contar con un instrumento adecuado a las más diversas funciones que se cumplen.



Señor Presidente, este proyecto tiene distintas facetas (digámoslo así): un cambio estructural de la Cancillería como tal; una reforma del Estatuto del Personal del Ministerio; la creación de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, muy importante, con sus nuevos servicios, que serán la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales (DIRECON) y la Dirección General de Promoción de Exportaciones (PROCHILE), y la reforma de los estatutos de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile (AGCID), de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado (DIFROL) y del Instituto Antártico Chileno (INACh).



Hay normas misceláneas que tienen que ver más bien con características del personal. Se han mencionado aquí aspectos importantes, como el ejercicio equitativo de los derechos de mujeres y hombres en la carrera funcionaria, a diferencia de la discriminación que se ha registrado.



Todo lo anterior nos obliga, entonces, a dar un paso más. ¡Qué importante resulta ello hoy día, por ejemplo, después de los tantos años transcurridos hasta que logramos aprobar el ejercicio del derecho a sufragio de los chilenos en el exterior, que ya participaron en las primarias y también podrán hacerlo en la próxima elección presidencial! Nuestros servicios consulares, a cargo de profesionales, tendrán la responsabilidad de velar porque ello se lleve a buen término.



¡Cómo no va a ser relevante, en un escenario internacional que se ve cada vez más tensionado, nuestra participación en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas!



Quiero hacer hincapié, una vez más, en nuestra política multilateral, en la que creemos que debe tenderse hacia una solución más bien pacífica de los conflictos, pero siempre pensando en los organismos multilaterales y no en decisiones unilaterales, y menos en la actualidad, en que existe una gran tensión. Si se considera lo que está pasando entre Corea del Norte y Estados Unidos, pareciera que dos líderes no solo no consiguen dialogar, sino que cada uno está empeñado también en llegar a la guerra, lo que evidentemente pone en peligro al mundo.



Entonces, más que nunca tenemos que aprobar la iniciativa en debate y dar el empujón para que Chile siga cumpliendo diversas funciones en distintas instancias donde participa, pero con un instrumento más flexible, más profesional, más adecuado a los tiempos que corren, y que, además, dé algunas seguridades a la carrera funcionaria. Porque asimismo es preciso pensar en los funcionarios que cumplen misiones en el exterior.



La preparación a través de la Academia Diplomática es muy significativa. No se trata únicamente del ingreso, sino igualmente de la capacitación una vez que el personal ingresa a la carrera.



Me surge alguna duda acerca de si 65 años es la edad más correcta para llamar a retiro. Entiendo que es bastante indispensable un “tiraje”, como se dice normalmente, pero a veces me da la sensación de que se estaría desperdiciando experiencia acumulada, porque contamos con algunos profesionales muy buenos, con embajadores de carrera, que desempeñan un rol a la hora justamente de cumplir funciones en ciertos países de mucho interés para nosotros.



Al final estamos sujetos, como nunca, a un mundo globalizado, pero también mantenemos relevantes y necesarias relaciones con los vecinos. A mi juicio, conviene establecer una dirección o una asesoría especializada en lo que podemos entender por intereses de Chile justamente para la solución de ciertas controversias internacionales. Por desgracia, nos hemos visto sometidos más que nunca a tener que ir a instancias como la del Tribunal Internacional de La Haya, lo que ha obligado, evidentemente, a la defensa respectiva. Creo que es bueno comprender, entonces, que necesitamos profesionales permanentemente preparados, porque algunos países nos siguen conduciendo a ese tipo de escenario, lo que hace imperativo disponer de programas, de coordinación, de preparación y de lo que ello significa.



Por eso y por muchas razones que sería largo explicar, es preciso que toda la promoción de exportaciones y cuanto tiene que ver con los nuevos tratados, incluido el celebrado con la Unión Europea, sean modernizados y pasen por una nueva etapa.



Chile fue objeto de cooperación durante muchos años. Hoy día, más bien tiene que ayudar a la cooperación sur-sur. Podría aliarse con terceros, pero es muy importante que también la ejerza y no se quede solo como un exfavorecido.


Sé que estamos hoy día en conversaciones con la Unión Europea para demorar un poco nuestra salida como beneficiario. ¡Bienvenido sea! Pero también cabe preocuparnos por aquellos que más lo necesitan.



Por estas y por muchas consideraciones muy importantes, juzgo fundamental aprobar el proyecto.


Espero que después, cuando lo veamos en detalle, podamos salir de algunas dudas respecto de los agregados, que carecen de una denominación específica, pero cuyo número se mantiene.


Quizás podremos mirar con más detalle y cuidado, de repente, algunos de los aspectos que configuran específicamente la carrera diplomática.



Anuncio mi voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no cabe duda de que si uno hiciera una historia de cómo ha evolucionado el mundo en los últimos cuarenta años, coincidiría en que donde más se ha notado la transformación es en la forma de relacionarse los países, en la denominada “globalización”, y, adicionalmente, en cómo han cambiado los términos de intercambio, en cómo la economía ha pasado a cumplir un rol decisivo en el desenvolvimiento de los pueblos.



Estimo que quedaron bastante atrás las discusiones acerca de los ejes norte-sur o del estado de libertad. Considero que se ha ido llegando a mucho mayor consenso en cuanto a determinados modelos de desarrollo. Eso tiene que ver, evidentemente, con el intercambio económico y con una fórmula mucho más cercana de entendimiento de las naciones sobre esa base. Lo digo porque, al mirar la estructura con que ellas han enfrentado esos cuarenta años, uno puede encontrarse con sorpresas relevantes.


Mi impresión es que Chile, en esta materia, ha evolucionado en términos brutales y positivos. Hoy día es otro. La institucionalidad ha cambiado absolutamente. Es algo ya planteado con anterioridad.



Una cantidad de acuerdos de diferente carácter nos coloca un poco a la vanguardia de los países dispuestos a entenderse en esos términos, y particularmente en el campo económico. Hoy día, los Chile Day en distintas latitudes, como expresión de nuestro servicio público, sea a través de Hacienda o de la Cancillería, son algo casi normal. Y si uno hace la comparación con otras naciones, probablemente podría sentirse bastante orgulloso de lo realizado durante los últimos cuarenta años.



Si se hace lo mismo en el ámbito del servicio exterior, responsable de la inserción de Chile en ese mundo nuevo, es posible coincidir en que las modificaciones han sido bastante menores. Bastante notoria en la falta de cambios estructurales es la incidencia de la capacidad para hacer cosas; pero, obviamente, cabe darse cuenta de una institucionalidad absolutamente basada en otra época, en otros años, y para otros momentos, y de la necesidad de una Cancillería con grados de flexibilidad, de profesionalización, y que abordara orgánicamente aspectos nuevos por completo indispensables. Pensar que no ha pasado casi nada, desde el punto de vista de la estructura, ante un mundo que lo único que hace es cambiar significa que obviamente no acertamos en el camino adecuado.


Esta no es la primera vez que se realiza un intento en la materia. Recuerdo que en otro momento se entregaron formalmente las bases de una nueva Cancillería. Incluso, el proyecto en examen data de hace nueve años, según quien informó. O sea, hay una dificultad objetiva considerable.


Por eso, miramos con buenos ojos la iniciativa. A mí me tocó estar varios años en la Comisión de Relaciones Exteriores haciendo un esfuerzo en esta línea.


Evidentemente, no es lo que se hubiera deseado en la globalidad. Y estoy seguro de que nadie puede experimentar -tampoco la gente de Gobierno y la de las Comisiones- una sensación de trabajo completo. Porque un efecto de costo, como es obvio, subyace medio subterráneamente en toda la discusión. Se harían cosas muy distintas si mediara una flexibilidad o una mayor relevancia económica respecto del significado de la inversión en el exterior.



Pero, dada la realidad y más allá de haberse planteado algunos recursos, quiero destacar, dentro de la discusión, dos cosas que me parecen relevantes.



La primera de ellas es la creación de la asesoría especializada para el resguardo de nuestros intereses denominada “Unidad para la Defensa de Chile ante los Tribunales Internacionales”. Creo que este es un tremendo avance.


No basta con oficinas ad hoc. Todavía mantenemos estructuras antiguas -y aprovecho de plantear mi punto de vista- respecto de instrumentos como el Pacto de Bogotá, que es completamente inútil. Voy a insistir una vez más en la necesidad de que nuestro país se salga de esa institución, como lo han hecho muchos otros -de treinta y cinco quedan catorce-, lo que revela claramente su ineficacia en el mundo moderno y que es más bien fuente de conflicto. Pero si no vamos a salirnos, por lo menos contemos con estructuras de defensa en tribunales internacionales. Ello puede ser en el mismo rubro o en otros, tratándose de un ámbito que va generando diversas dificultades, obviamente, a raíz de la globalización.



Adicionalmente, creo que la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales proporcionará una respuesta, de alguna manera, en cuanto a algo que ha estado subyacente en todas las discusiones verificadas respecto de cuál es el rol de la Cancillería en lo económico, que pasa a ser un eje evidente del mundo moderno.



Hoy día -lo dije al inicio-, no comprender que la globalización, desde el punto de vista de la cercanía, de un mundo más multilateral, para estos efectos, constituye una realidad y que el ámbito económico requiere cambios importantes significa estar de espaldas al futuro, lo que no deseamos, por cierto.



Estuve leyendo las conclusiones del equipo de trabajo formado entre los parlamentarios, con un muy importante papel del Ministerio, y la resolución de aspectos muy prácticos, lo que creo que ayuda mucho. Ello apunta en la dirección correcta.



Considero que estas primeras señales respecto de una mayor profesionalización, de una mayor flexibilidad -ello se encuentra implícito en el proyecto-, así como la creación de nuevas unidades y el rol de la Subsecretaría mencionada van conformando un cuadro apropiado.



Desde luego, no podemos decir que todo está exactamente como a uno le gustaría, pero resulta indiscutible que se registra un avance muy significativo para generar, ojalá, una nueva Cancillería para Chile.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, uno no puede restarse de la discusión de un proyecto de esta importancia, que sin lugar a dudas moderniza el Ministerio y sitúa a nuestro servicio exterior en un nivel internacional, con la posibilidad de participar en distintos foros y desplegarse.



Me sumo a los distintos argumentos expuestos en relación con la profesionalización y las distintas capacidades y exigencias que se establecen y se busca fortalecer, desde el punto de vista del desarrollo de la institución.



Pero dos observaciones me merecen un comentario y me gustaría que el señor Subsecretario subrogante pudiera pronunciarse.



En primer lugar, me parece muy bien la figura de los agregados de cooperación. Estimo que ello permite desarrollar la relevancia de la cooperación internacional, y es bueno que su denominación se encuentre singularizada.



Lo mismo dice relación con algo que hemos pedido muchas veces: los delegados ministeriales en regiones.



El propio mensaje señala que, “Consecuente con lo anterior, uno de los objetivos del Ministerio de Relaciones Exteriores es incrementar su presencia en las regiones con el propósito de contribuir a consolidar y afianzar el apoyo ciudadano a la política exterior de Chile, sin que ello implique desconcentrar territorialmente a esa Secretaría de Estado”.



Considero significativo poder establecer en qué van a consistir las delegaciones ministeriales y cómo se vincularán con los gobiernos regionales.



A mi juicio, falta un poco de precisión. Tratándose de las nuevas competencias y de las ya contempladas, cabe consignar que en el ámbito de la Región generalmente existen unidades de relaciones exteriores. Tiene lugar la paradiplomacia. En definitiva, a las regiones también les corresponde una presencia internacional. Pero resulta clave que los delegados ministeriales mantengan una vinculación, un diálogo. Eso no lo observo en el texto.



No he participado en la Comisión de Relaciones Exteriores, en particular, pero creo que sería interesante buscar una precisión en orden a que dichos funcionarios se vincularán o coordinarán con las unidades que prácticamente existen en todos los gobiernos regionales, tanto a nivel de la institución misma como de los consejeros.



Pienso que sería preciso estudiar una fórmula.



Es importante, además, exponer otra observación, y quisiera obtener una respuesta antes de votar.



¿Qué ocurre con los agregados culturales?



Hace un tiempo presentamos una moción, declarada inadmisible por corresponder a una facultad del Ejecutivo, para establecerlos y regularlos.



El país ha generado un importante desarrollo normativo -lo vemos en el proyecto- en materia comercial, a través de PROCHILE y la Dirección de Asuntos Económicos, pero considero que las agregadurías culturales no se encuentren tratadas de la misma manera.



Si algo caracterizó a nuestros dos Premios Nobel, por ejemplo, fue el haberse desempeñado en el servicio exterior. Chile no solo tiene que exportar e importar más, sino también mostrar su desarrollo cultural.



Veo un aspecto un poco economicista en la estructuración que nos ocupa.



Puedo incurrir en un error por no haber participado en toda la discusión, pero no advierto el mismo tratamiento dispensado a las agregadurías militares, extensamente tratadas, con normas, con facultades, con privilegios. 



Las relaciones internacionales constituyen una prioridad y una materia fundamental de la Cancillería, pero existe una asimetría respecto de las agregadurías culturales.



Más aún -y ello agrava la omisión-, hoy día contamos con un Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.



Entonces, hay un desfase.



Se ha destacado, en cuanto a las reformas del Estatuto del personal del Ministerio, la que apunta a dotar de una mayor flexibilidad y elimina la denominación de los agregados: deportivos, culturales, etcétera. Se mantienen los 33 agregados presidenciales que actualmente tienen denominaciones distintas de los comerciales y se transfieren los 15 agregados presidenciales comerciales a PROCHILE.



Falta la mirada a que me refiero.



Al Senador que habla, al menos, le gustaría disponer de la información pertinente antes de votar, porque no puede ser que, ante una modificación de esta naturaleza y un paso adelante en la modernización de la Cancillería, nos veamos tan disminuidos en materia cultural, no obstante innovarse en otros aspectos, y sigamos manteniendo una asimetría que me parece inadecuada, con un rango y un amplio desarrollo de las agregadurías militares.



No creo que ese sea el espíritu de la iniciativa, y me gustaría, antes de pronunciarme -repito-, que el Subsecretario pudiera aclarar la situación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, lo que está en discusión es una modernización del Estado para desarrollar sus objetivos nacionales. Uno de los instrumentos para sacar adelante estos intereses es el Ministerio de Relaciones Exteriores, el cual enfrenta desde hace muchos años la necesidad de una modernización profunda. Hoy, esa Secretaría de Estado posee una estructura propia del siglo XX o del XIX en relación con muchas materias.



Juzgo muy importante precisar qué queremos lograr, como país, en el contexto internacional. Hemos mantenido la tradición de aplicar una política de Estado, una política nacional, en asuntos internacionales. Somos un país que tiene que revisar cómo entiende la diplomacia en el siglo XXI, que es muy distinta de la que se necesitó en otra etapa de nuestra historia.



En este mundo globalizado, son muchos los actores que inciden en nuestras relaciones internacionales. Ya no se trata solo del Gobierno. Los empresarios, los deportistas, juegan un papel determinante, sin duda.



Quienquiera que haya viajado al exterior sabe que aquello que la mayor parte del mundo conoce de Chile, para bien o para mal, dice relación con Allende, con Pinochet y con los deportistas, normalmente, como Alexis Sánchez. Eso pasa en muchos lados. Y después siguen los creadores culturales como Neruda.



Necesitamos ver cómo incorporamos en la iniciativa lo que se hallaba fuera de la política exterior: la DIRECON, la AGCID y PROCHILE, e institucionalizarlo.



Hay una propuesta de estructura. No diría que existe un consenso -y voy a insistir en eso-, porque no se ha discutido a fondo aún esa materia.



Hay una propuesta, y en ella -lo quiero subrayar- me parece inconducente, innecesario, incorrecto establecer un organismo permanente de la Cancillería solo para defender a Chile en los conflictos ante la Corte Internacional de Justicia de La Haya. En mi opinión, esta es una visión de coyuntura errada, ¡profundamente errada!



Espero que ese aspecto sea uno de los que se modifiquen.



En todo caso, es muy importante que la DIRECON o la Subsecretaría que se busca crear se oriente tal como se ha planteado.



Entiendo que hay materias que no vamos a abordar como quisiéramos. Pero igual nos gustaría señalar la necesidad de revisar la planta del Ministerio en el exterior.



Actualmente se requiere mayor presencia en el ámbito internacional -¡mucha más presencia!- y un nuevo modelo de cómo nos hacemos presentes en ese plano.



Es imposible continuar con la lógica de estar ausentes de tantos polos de desarrollo de la humanidad, siendo que nuestro desarrollo nacional depende de un modelo exportador: nuestra presencia en África es nimia; nuestra presencia en el Medio Oriente es nimia; nuestra presencia en Eurasia es nula. ¡Para qué continuar!



Hoy necesitamos otra mirada para el progreso de un país que cree en el derecho internacional, en la autodeterminación de los pueblos, en la paz mundial, en el funcionamiento de los organismos internacionales. Nuestro desarrollo depende de que estos principios se mantengan.



Señor Presidente, quiero felicitar a la Cancillería y a todas las personas que han sido parte de este esfuerzo legislativo.



Entiendo que no se van a resolver reivindicaciones de los funcionarios en esta iniciativa de ley.



Con todo, ha habido un debate transversal, en el que han participado quienes son partidarios del actual Gobierno y quienes no, en conjunto con quienes han trabajado al interior del Ministerio de Relaciones Exteriores en este proyecto de modernización.



Debemos votar a favor la idea de legislar, entendiendo que lo perfecto es enemigo de lo bueno.



Hoy precisamos una nueva Cancillería. Esta iniciativa nos permite avanzar en esa dirección.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en la misma línea que planteaba el Senador Letelier, uno se pregunta cómo se enfrenta la diplomacia en el mundo moderno.



 Las relaciones internacionales -siempre hemos asimilado este punto en el Parlamento- representan una mirada única y son conducidas por el Presidente o la Presidenta de la República.



Sin embargo, en más de una ocasión aquello se ha visto alterado.



La interrogante es: ¿cómo la presente iniciativa de modernización de la Cancillería va a tender a fortalecer esa mirada única que debemos tener como país en los temas internacionales?



Eso no me queda tan claro.



Ante situaciones como las acaecidas en La Haya, en las que ha existido la tentación de determinados sectores políticos y de gobiernos de turno de sacar un provecho político -aunque sea sutil-, y donde no ha habido en determinados momentos de la política exterior chilena una mirada unívoca frente a un asunto tan sensible, le consulto al representante del Ejecutivo, al Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante: ¿en qué medida la modernización de la Cancillería va a fortalecer una mirada país en aspectos tan relevantes como el señalado? Ello, considerando que debe quedar claramente establecido que quien conduce las relaciones internacionales, con toda la responsabilidad que eso conlleva, es el Primer Mandatario o Primera Mandataria.



Otra materia, señor Presidente, es lo que ocurre hoy día con el debate sobre las migraciones. Actualmente Chile es objeto de una ola fuerte de inmigrantes, y frente a eso hay distintas respuestas.



Ello también es un asunto internacional, pues refleja cómo el mundo ve a nuestro país. Además, distintas naciones están experimentando tales procesos migratorios.



Ahí también se requiere una mirada muy clara por parte de la Cancillería.



Entre otros aspectos, el comercial es tal vez lo más enfatizado: cómo la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales pasa a convertirse en Subsecretaría, refrendado por el aval de los tratados internacionales.



Sin embargo, me queda una duda -también la planteó el Senador De Urresti- con relación a los aspectos locales. Hoy existen equipos en las regiones que muestran una mirada muy incipiente sobre el tema internacional. En el caso de La Araucanía, por ejemplo, ese rol va muy en la perspectiva de los foros internacionales, sobre todo en la relación bilateral con Argentina en materia de pasos fronterizos.



Es importante que, a propósito de este proyecto de modernización, haya desde las más altas esferas de la Cancillería una visión de tales asuntos, que son más bien locales: por ejemplo, la integración del día a día de los argentinos que vienen a comprar a Chile todos los fines de semana, lo cual constituye un fenómeno muy fuerte en el sur del país.



Al mismo tiempo, debemos ver cómo esas representaciones regionales, esas unidades que existen en los gobiernos regionales, empiezan a mirar la política exterior desde una perspectiva mucho más amplia.



Desde ese punto de vista, podrían ser útiles nuestras regiones en lo que respecta a la modernización.



En último término, los procesos de admisión al servicio exterior deben regirse por reglas muy claras para todos. No puede ocurrir que, en la modernización de la Cancillería, quienes terminen accediendo sean solo los hijos de los funcionarios diplomáticos -con todo el respeto que me merecen y resguardando sus derechos- y no, por ejemplo -me pueden responder después-, jóvenes mapuches.



Al respecto, pregunto: ¿cuántos de ellos están entrando año a año a la Cancillería; cuántos jóvenes de regiones; cuántos jóvenes estudiantes de establecimientos públicos?



Si los procesos son realmente ciegos, tiene que dar todo tipo de garantías. 



Que no ocurra lo que pasa en algunas ramas de las Fuerzas Armadas, donde está prácticamente prohibido el ingreso de jóvenes mapuches. A lo mejor no está prohibido; pero, en los hechos, no entran.



Señor Presidente, una modernización del Ministerio de Relaciones Exteriores debe hacerse cargo del país real e incorporar las distintas miradas.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, ya se hizo el fundamento de voto. Ahora corresponde dar el resultado. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solo quería proponer un plazo para la presentación de indicaciones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Después lo vemos, señor Senador.

El señor PIZARRO.- No hay problema.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, hice una consulta al Ejecutivo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Primero terminemos la votación. No puede intervenir.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, insisto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, en mi intervención señalé que, para poder votar informadamente, el Ejecutivo debía responderme una pregunta respecto de las agregadurías culturales: ¿qué tratamiento se da en este proyecto a lo relativo a la cultura? Entre otras cosas, no tenemos embajador en la UNESCO.



Requiero esa información.



El Senador Quintana agregó un elemento adicional en relación con los pueblos originarios.



Señor Presidente, son cuestionamientos válidos a efectos de pronunciarme informadamente. Pido -lo expresé formalmente en mi intervención- que se conteste a ello para poder sustentar mi voto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No tengo ningún inconveniente siempre que el Ejecutivo me solicite la palabra. Si no, no se la puedo dar.

El señor SKOKNIC (Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante).- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La tiene, señor Subsecretario.

El señor SKOKNIC (Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante).- Señor Presidente, Honorables Senadores, respecto de la consulta específica del Senador De Urresti, hago presente que, tal como explicó el Senador Larraín al relatar lo debatido en la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado, hay 33 agregados que no tienen apellido. Es decir, no están designados por divisiones (cinco culturales, siete científicos, ni nada), sino que son todos nombramientos presidenciales.



Por lo tanto, si existe el interés del Ejecutivo en fortalecer la presencia cultural, puede nombrar un gran número de agregados en ese ámbito.



Esa es la razón.



Cabe considerar que aquí estamos discutiendo algo que se va a perfeccionar en la siguiente etapa del proceso legislativo.



Esa es la respuesta precisa, señor Presidente.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en general (34 votos a favor y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se reunió el quorum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron los señores De Urresti y Ossandón.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, simplemente deseo solicitar que se fije como plazo para formular indicaciones el 14 de septiembre, a las 12.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿El Ejecutivo está de acuerdo?

El señor SKOKNIC (Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante).- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme. 

El señor CHAHUÁN.- Es poco.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Son materias propias del Ejecutivo y el señor Subsecretario me dice que está de acuerdo.

El señor SKOKNIC (Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante).- Así es.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que el Senador Pizarro plantee, legítimamente, una fecha. El problema es que hubo un trabajo de asesores y un debate de ideas marco, pero, como dije en mi intervención, no existe consenso. ¡No lo hay! Por eso, el plazo puede ser un poco estrecho.



Yo no tengo dificultad en acoger la propuesta del Senador Pizarro, sin perjuicio de que haya apertura para modificarla quizá más adelante, en caso de ser necesario. 



Se lo hago presente al Ejecutivo -por su intermedio, señor Presidente-, para que saquemos adelante un buen proyecto.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Yo no me opongo a que fijemos una fecha posterior, pero el representante del Gobierno nuevamente me ha dicho que está de acuerdo con el 14 de septiembre.

El señor ALLAMAND.- Martes 19 o miércoles 20.

El señor LETELIER.- Dejémoslo en el 14 y, si es necesario, damos más plazo. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Miércoles 20? 



Eso significa que la iniciativa pasará para octubre.

El señor LETELIER.- Entonces, dejémoslo para el 14, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si fijamos el plazo hasta el miércoles 20, debido a la semana regional de septiembre el proyecto va a quedar para ser visto la primera semana de octubre. Entiendo que por esa razón se propone el día 14. 



Les sugiero que mantengamos ese plazo y, si hay dificultades, lo extendamos. La Sala puede hacerlo en cualquier momento.



¿Habría acuerdo en establecer el 14 de septiembre como plazo para la presentación de indicaciones?



--Así se acuerda.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor SKOKNIC (Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante).- Señor Presidente, estamos realmente muy satisfechos y queremos hacer llegar nuestro agradecimiento a todos los Senadores y las Senadoras por haber aprobado en general este proyecto de ley de modernización de la Cancillería.



Agradezco muy especialmente el trabajo técnico que realizó la Comisión de Relaciones Exteriores. 



Por supuesto, les señalo a ustedes que estaremos acá para aportar a la tramitación legislativa con la participación de todos nuestros equipos y con la flexibilidad necesaria para responder a cada una de las preguntas que se planteen, a fin de alcanzar el mayor acuerdo posible.



Nos interesa -la votación así lo ha demostrado- que este sea un proyecto país, de política de Estado, porque eso nos conviene a todos.



Señor Presidente, reitero mis agradecimientos y, a través suyo, los extiendo a toda la Sala. Seguiremos trabajando junto a ustedes. 

ESTABLECIMIENTO DE SISTEMA DE GARANTÍAS DE DERECHOS DE LA NIÑEZ

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En seguida, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez, con informe de la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.315-18) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 12ª, en 3 de mayo de 2017 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes: sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es crear un Sistema de Garantías y Protección integral y efectiva de los Derechos de la Niñez, conformado por un ordenamiento coordinado de disposiciones legales y un conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a velar por el desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social de los niños, las niñas y los adolescentes, que dé cuenta de una nueva concepción de los niños como sujetos de derechos en materia de respeto, prevención, promoción y protección de estos. 



Para ello, se incorpora en el orden normativo un sistema que proteja universalmente los derechos reconocidos en este ámbito en la Constitución Política de la República, en las disposiciones de la Convención sobre los Derechos del Niño y otros instrumentos internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como en las demás leyes.



La Comisión Especial encargada de tramitar proyectos relacionados con los niños, niñas y adolescentes discutió esta iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la mayoría de sus miembros. Se pronunciaron favorablemente los Senadores señores Letelier, Quintana y Patricio Walker, y se abstuvieron la Senadora señora Von Baer y el Senador señor Ossandón.



Cabe tener presente que los artículos 31, inciso quinto, y 37, inciso segundo, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación 21 votos favorables. 



A su vez, los incisos cuarto y quinto del artículo 26 son normas de quorum calificado, por lo que precisan 19 votos favorables para ser acogidos.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 172 a 193 del primer informe de la Comisión.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el Comité Renovación Nacional pide segunda discusión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-
Queda constancia de ello.



En la primera discusión, tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, quiero señalar, brevemente, que este es un proyecto muy importante. 



Recordemos que el Senado, hace un año, creó la Comisión Especial sobre infancia. Ya despachamos el proyecto del Defensor de los Derechos de la Niñez, que está en la Cámara de Diputados. Por su parte, la Comisión de Constitución aprobó la iniciativa que regula las entrevistas grabadas en video a menores víctimas de delitos sexuales, y la Comisión de Gobierno, la que crea la Subsecretaría de la Niñez. La Cámara Baja está conociendo el proyecto de protección integral que va a reemplazar al SENAME y la Comisión de Constitución de nuestra Corporación se halla estudiando el que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil.



Como se advierte, esto es parte de un conjunto de propuestas legislativas que obedecen a la lógica de poner a los niños en prioridad.



¿De qué se trata la iniciativa en debate? 



El Comité de los Derechos del Niño, de Naciones Unidas, cada cinco años nos muestra una tarjeta amarilla, que hoy día es casi anaranjada o roja, porque no tenemos un Defensor de los niños. Insisto: este Senado ya aprobó tal proyecto, en general y en particular -está ahora en la Cámara de Diputados-, y será muy importante porque nos permitirá contar con un órgano autónomo que va a defender los derechos de la infancia; que va a proponer cambios legales, reglamentarios y de políticas públicas, y que va a poder asumir la defensa en los casos que revistan un interés colectivo o generen mayor conmoción.



Por decirlo de alguna forma, son dos caras de la misma moneda: el complemento de la iniciativa del Defensor de los Derechos de la Niñez es el proyecto que nos ocupa, que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez.



¿Cuál es su propósito? Establecer un marco legal. 



La idea es que, al crearse el Servicio que va a reemplazar al SENAME, se tengan como principios rectores los que están contemplados en la propuesta legislativa en análisis. Lo mismo ocurriría en el caso de la Subsecretaría de la Niñez, el Defensor, etcétera.



Esta iniciativa establece un Sistema de Garantías. 



¿Qué significa eso? Que va a haber una protección universal; es decir, para todos los niños, no solamente para los que estén en riesgo social o en situación de pobreza. Ellos pasan de ser objetos de política pública a ser sujetos de derechos.



Tal protección será integral. ¿Qué quiere decir eso? Que abarcará todos los ámbitos. 



En otras palabras, si el niño, la niña o el adolescente forma parte de los “nini”, como se los llama (ni trabajan ni estudian), que están en la calle y de los que el sistema educacional no se hace cargo, bueno, vamos a tener al Defensor, por una parte, y al Sistema de Garantías, por otra, con una acción de tutela de garantía concreta, precisa, para que el Estado les restituya el derecho vulnerado.



De eso se trata.



Ahora, ¿cuál es la idea? Establecer una ley marco y, por ende, crear instancias administrativas para evitar la judicialización de un niño en condición de vulnerabilidad o cuyos padres han sido declarados  no hábiles para educar a sus hijos, por situaciones de abuso sexual, de violencia intrafamiliar reiterada, etcétera.



Por lo tanto, se establecen mecanismos administrativos previos, a fin de evitar que la solución para un niño en circunstancias complicadas sea su internación en un hogar de menores o en una residencia. Todos conocemos la realidad de Chile: el 50 por ciento de los presos vienen de alguno de esos lugares.



¿Qué se pretende con esto? Buscar una solución con la familia biológica, y si no es posible con ella, con la familia extendida: el abuelo, el tío, algún familiar relevante.



Para tal efecto -insisto-, se establece una acción de tutela, de garantía, para proteger los derechos de los niños.


Por lo tanto, lo que votaremos es la creación de un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez que estará integrado por un conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a respetar, promover y proteger el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños.



Se reconoce el rol prioritario de los padres. 



Por favor, escúchenlo bien los señores Senadores, porque se ha dicho que el proyecto podría ir en la línea de obviar a la familia, de obviar los derechos de los padres de educar a sus hijos, y que el Estado, de alguna manera, trataría de acaparar esta función. ¡No, señor Presidente, definitivamente no! Y en esto hubo unanimidad en la Comisión.



Existe una norma que establece clarísimamente -recordemos, además, que estamos en la discusión general y que después podremos presentar indicaciones- el rol prioritario, ¡prioritario!, de los padres y de la familia en el cuidado, orientación y protección de los niños.



En esta materia no hay dos opiniones en la Comisión.



Por consiguiente, las críticas realizadas apuntaban, básicamente, a la redacción original del proyecto y no al texto que hoy tenemos en la Sala para ser votado en general.



Se reconoce que todos los órganos del Estado se encuentran obligados al respeto, promoción y protección de los derechos de los niños.



Se establece el concepto de niño, el ámbito de aplicación de la ley y reglas generales de interpretación.



¿Cuáles son los elementos fundamentales del proyecto? 



Se instauran principios, derechos y garantías.



El proyecto original contemplaba solo los principios estructurantes de la Convención de los Derechos del Niño, ratificada por Chile y vigente desde 1990, pero luego, a consecuencia de la discusión generada en la Comisión de Familia de la Cámara de Diputados, se incorporaron otros principios y derechos.



Los principios son: 1) El niño es un sujeto de derecho; 2) El concepto de autonomía progresiva -que a algunos les preocupa, pero que puede quedar bien resuelto con las indicaciones que vamos a presentar-; 3) El derecho y deber preferente de los padres y madres para educar a sus hijos; 4) La igualdad y no discriminación arbitraria; 5) El interés superior del niño, concepto muy relevante que hemos incorporado, por ejemplo, en el proyecto sobre cuidado compartido; 6) La prioridad; 7) La efectividad de los derechos; 8) La participación, para que los niños puedan ser oídos -muchas veces no lo son- cuando están, por ejemplo, ante un tribunal de familia; 9) La responsabilidad de la Administración del Estado -va a haber responsables concretos y precisos; 10) La protección social de la infancia, y 11) La progresividad y no regresividad, de modo que no se retroceda en los avances que haya en esta materia.


Los derechos y garantías son: 1) El derecho a la vida; 2) La vida, desarrollo y entorno adecuado; 3) La identidad; 4) La vida en familia; 5) El derecho a ser oído; 6) La libertad de expresión y comunicación; 7) La libertad de pensamiento, conciencia y religión; 8) La participación; 9) La vida privada; 10) La honra y propia imagen -este es un tema en el que presentaremos indicaciones-; 11) La información, para que los niños tengan acceso a las tecnologías de la información y a las redes sociales. ¿Significa esto que no vamos a establecer ningún mecanismo de protección? Por ejemplo, hoy día la pornografía infantil es delito; lo mismo el grooming. Aquí también vamos a preparar indicaciones para hacernos cargo de las preocupaciones que algunos hemos planteado, aunque en la  lógica de aprobar el proyecto, que constituye un avance.



Otros derechos y garantías son: la protección contra la violencia; la salud; la educación; el derecho a la recreación y la participación en la vida cultural y en las artes; la protección contra la explotación económica y el trabajo infantil; la libertad personal y ambulatoria; el debido proceso, la tutela judicial efectiva y la especialización; medidas de protección especial, y medidas de prevención y protección del embarazo, la maternidad y la paternidad.


Yo no sé si el sábado alguien vio un reportaje de Canal 13 sobre el tema de la educación sexual. Realmente, la situación en Chile hoy día es dramática, ¡dramática!, en términos de VIH, de enfermedades de transmisión sexual, de embarazo adolescente. Pero, cuando se realizan programas, respetando las distintas visiones que hay, el problema baja en un porcentaje importantísimo. El de la Universidad de Chile ha permitido reducir el embarazo adolescente en alrededor de 6 por ciento.



Son realidades que hay que abordar, desde una perspectiva integral por cierto, y frente a las cuales no debemos seguir poniéndonos anteojeras.



Asimismo, se establece un Sistema de Protección Administrativa y Judicial.



Los órganos de la Administración del Estado, de acuerdo a sus competencias, deben proveer servicios sociales que propendan a la plena satisfacción de los derechos del niño.


Todo niño que haya sido privado o amenazado en sus derechos, tiene derecho a que los tribunales de justicia y la Administración del Estado adopten las medidas para restablecer el goce y ejercicio de sus derechos.


Toda medida de protección deberá regirse bajo los mismos principios de legalidad, del debido proceso. Recordemos lo que señala la Constitución al respecto: “Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos”. Si esto no lo sabíamos de memoria en la universidad, nos reprobaban en Derecho Procesal. Por eso, la idea es poder implementar el debido proceso en materias de infancia, ámbito donde no siempre se cumple en Chile.


Otros principios bajo los cuales deberán regirse las medidas de protección son la proporcionalidad e integralidad; que sean por un plazo determinado, en fin.


La redacción del Título III (“Sistema de Protección Administrativa y Judicial”) queda de manera amplia, por acuerdo de los parlamentarios, para que la discusión sobre las competencias de los tribunales de familia y de la administración en la protección de los derechos de los niños y las niñas se realice una vez presentado el diseño de la protección administrativa o despliegue territorial.

Algunos Senadores plantearon reponer los Títulos III y IV, rechazados en la Cámara de Diputados, pero introduciendo algunas correcciones, sobre la base de ciertas observaciones. Naturalmente, habrá que tener cuidado, por ejemplo, con las labores jurisdiccionales de los tribunales de justicia. Por supuesto, si establecemos mecanismos administrativos, estos deberán ser suficientes y potentes para que, efectivamente, el remedio no sea peor que la enfermedad. Vamos a presentar indicaciones en ese sentido. Y de ahí que se regula la competencia de los tribunales de familia y la protección administrativa a nivel territorial.



En cuanto a la institucionalidad, habrá varios niveles.



El nivel estratégico queda entregado al MIDESO y el Comité Interministerial de Desarrollo Social, el que estará integrado, aparte del Ministerio del ramo, por el Ministerio de Hacienda, la SEGPRES, el MINEDUC, los Ministerios de Salud, de Vivienda, de Trabajo, en fin.



El nivel de articulación también le corresponderá al Ministerio de Desarrollo Social.


Habrá igualmente un nivel de prestación y adopción de medidas, en que cada órgano de la Administración del Estado ejercerá un rol de acuerdo a sus competencias y disponibilidades presupuestarias.



Naturalmente, existirá la coordinación que ya señalé.



Se va a elaborar una Política Nacional de la Niñez, con líneas de acción muy concretas.



En cuanto a las observaciones, ya me he referido a ellas.



En el Título I, “Cuestiones Preliminares”, hubo bastante acuerdo.



En relación con el Título II, "Principios, Derechos y Garantías", vamos a presentar indicaciones en algunos aspectos.


En cuanto al Título III, “Sistema de Protección Administrativa y Judicial”, hay que reponerlo, pero presentando indicaciones para corregir los defectos observados en la Cámara de Diputados.


Lo mismo vale para el Título IV, “Institucionalidad”. Queremos reponerlo, pero con algunas observaciones que considero tremendamente importantes.


No se establece un presupuesto, por tratarse de una ley marco. El financiamiento deberá estar para los servicios que reemplacen al SENAME y para otras instituciones. ¿Es un tema discutible? Sí, pero -reitero- estamos ante una ley marco, que no establece instrumentos. Estos los vamos a ver en varias otras iniciativas, una de las cuales es la que crea el Servicio Nacional de Protección de la Infancia en reemplazo del SENAME, hoy en la Cámara de Diputados.


La Comisión realizó 43 sesiones y escuchó a más de 40 organizaciones, así como a civiles, académicos y  expertos. 



En resumen, tenemos el tema presupuestario y la idea de reponer los Títulos III y IV, aunque introduciéndoles ciertos cambios que subsanen algunas de las observaciones manifestadas por determinadas instituciones.



Para terminar, debo señalar que recibimos un informe de la Corte Suprema sobre cómo se concilian las competencias y atribuciones de los tribunales de justicia con la protección administrativa. 



Esperamos que durante la discusión particular se presenten indicaciones que permitan mejorar la iniciativa.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, sigo sin entender por qué un Senador de la Oposición pidió segunda discusión. De pronto uno escucha frases como “Los niños primero en la fila” y otras similares, que al parecer solo tienen una connotación electoral y no buscan hacerse cargo de un tema de fondo como lo es un proyecto como este, el cual, tal como lo explicó con mucha claridad el Presidente de la Comisión, el Senador Patricio Walker, persigue, bajo un sistema de garantías de la niñez, establecer un catálogo de derechos. Lo que aquí estamos haciendo, señor Presidente, es nada menos que consagrar derechos. 



En ese sentido, una de las preocupaciones que han rondado gran parte de la discusión tiene que ver con el contenido del proyecto. Por la forma como salió de la Cámara de Diputados, donde se eliminaron sus Títulos III y IV, que justamente pretendían robustecerlo con un sistema de protección administrativa, de protección judicial y de acompañamiento, para que tales derechos pudieran tener expresión y efectivamente quedar garantizados como corresponde, quedaron muchas dudas sobre cómo podría operar esta normativa, la que, en mi opinión y en la de prácticamente el 95 por ciento de las instituciones que expusieron en la Comisión Especial de Infancia creada por el Senado, es muy necesaria.



Como muy bien lo dijo el Senador Patricio Walker, estas garantías de la niñez, este conjunto de derechos que se van a establecer, no apuntan a la infancia vulnerada. Aquí estamos hablando, básicamente, de niños en situación normal, por así decirlo, que se educan, cuyos padres cuentan con la posibilidad de llevarlos al consultorio, que disponen de todo un sistema de acompañamiento, pero respecto de los cuales es necesario anticiparse para evitar que ocurran hechos conocidos por todos, especialmente aquellos relacionados con la crisis del SENAME.



Por lo tanto, señor Presidente, al no traducirse este proyecto en un conjunto de normas para la infancia vulnerada, evidentemente que deberá tener un fuerte anclaje en las regiones, en la institucionalidad. Y ahí surgen algunas dudas acerca de cuál podría ser el rol del Ministerio de Desarrollo Social, considerando que este, según mi parecer, cuenta hoy día con poca experiencia en materias de infancia.



Sobre el particular, tengo una diferencia con el Presidente de la Comisión, quien ha señalado que el sistema se va a relacionar con dicho Ministerio. Para mí, el MIDESO será fundamental para hacer efectivos estos derechos. De ahí la creación, en su organigrama, de la Subsecretaría de la Infancia.



También considero importante, en lo relativo a la institucionalidad, plantearnos cuál será el rol de las oficinas de protección de derechos (OPD). Al no enfocarse el proyecto en los niños que han sufrido cualquier tipo de abuso o en los jóvenes infractores de ley, que es más bien el área del cual se encargan hoy día tales instancias, y como estas se relacionan con programas que en algunos casos han resultado bastante eficaces, operando en gran parte del territorio al alero de los municipios, la pregunta es cómo no utilizar a estos organismos municipales, los que, si bien en la actualidad actúan, básicamente, bajo la lógica de la denuncia, podrían pasar a una etapa más preventiva. 



El tema de la tutela lo plantearon incluso magistradas y jueces de familia que expusieron ante la Comisión y que, desde luego, respaldaron el proyecto.



En definitiva, señor Presidente, mi preocupación, partiendo de la base de que el Senado va a reponer los Títulos III y IV eliminados por la Cámara de Diputados, apunta a cómo Chile va a cumplir la serie de recomendaciones, en algunos casos bastante drásticas, que ha recibido de parte de las Naciones Unidas y otros organismos internacionales en materia de legislación infantil.



Es fácil hablar de la infancia. Aludí a un parlamentario que habla de “Los niños primero en la fila”, pero no sé si finalmente están los votos para apoyar tal iniciativa.



Sucede que nuestro país, desde el retorno a la democracia, exhibe una legislación bastante exigua para prevenir todos los problemas que hoy día afectan a la infancia. Sería bueno que cada uno se hiciera cargo de cómo votó en los años noventa, ya de vuelta a la democracia, la convención internacional que justamente buscaba defender los derechos de los niños. 



Ahora estamos estableciendo un catálogo de derechos de la infancia, más estricto, más específico, entre los cuales está el derecho a la vida. Se pregunta: “¿Y qué pasa en Chile?”. Bueno, resulta que acá no se garantiza el derecho a la vida para los niños. ¿Y la educación? Tampoco. Aunque la Constitución establece que debe haber un sistema de enseñanza -mañana vamos a tener la discusión sobre la nueva educación pública-, aunque allí se dispone que es deber del Estado crear un sistema gratuito y obligatorio de educación básica y educación media, desde el segundo nivel de transición hasta cuarto medio, a veces hay Senadores que al parecer piensan que la fragilidad del Estado es un asunto de otros, de la Izquierda. No: ¡es un asunto de todos nosotros!



Ciertamente, cuando los niños no tienen garantizado el derecho a la vida, a la educación, a la identidad, a la expresión, a la participación, al deporte, a la recreación, a la propia imagen, es un problema que finalmente vamos a tener como sociedad, como país.



Por lo tanto, considero indispensable avanzar en esta legislación, que obtuvo un apoyo mayoritario en la Comisión. Insisto: el 95 por ciento de las intervenciones avalaron la iniciativa del Gobierno. Sin embargo, coincido con el Senador Patricio Walker en cuanto a que hay muchas dudas que deberán ser despejadas en la Comisión, pero no porque el proyecto vaya muy lejos; al revés: porque solo podemos quedarnos en una finalidad declarativa y el día de mañana, cuando los niños nos exijan apoyo en materia judicial o administrativa, finalmente comprobemos que esta institucionalidad generó muchas expectativas pero que, a la hora de accionar, se quedó corta.



Anuncio mi voto favorable, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, tal como lo planteó el Presidente de la Comisión, este es un proyecto que se entiende como una ley marco. El Gobierno ha sostenido que a través de esta iniciativa y de varias otras se busca crear, en conjunto, un sistema que garantice y proteja de manera integral y efectiva el ejercicio de los derechos de los niños.



Este sistema, entonces, estaría compuesto por diversos proyectos de ley, entre los que se encuentra el que hoy estamos discutiendo, el cual, por tanto, debería ser entendido como una pieza más del engranaje que conforman las distintas iniciativas que vendrán a consagrar un sistema de garantías.



¿Cuál es nuestra preocupación, señor Presidente? Que, cuando uno pregunta cómo los derechos contemplados en esta ley marco se harán efectivos en el territorio, o sea, cómo se materializarán en la vida de los niños de nuestro país, no obtiene respuesta. 



Este es un listado de derechos que, como plantearon varios invitados, puede ser muy bonito, pero que puede que no se concrete en la realidad. Y no solamente porque el Título III haya sido rechazado en la Cámara de Diputados, sino porque, si uno revisa esa parte de la ley, nota que es sumamente débil. De ahí su rechazo en aquella Corporación. 



Ello tiene una explicación: establecer una institucionalidad que realmente se haga cargo de los niños es iniciativa exclusiva del Ejecutivo. Entonces, como los Diputados no tienen iniciativa en esa materia, la única manera de presionar al Gobierno para que generara una institucionalidad con esa real finalidad era rechazar el Título III. Y hoy día nos encontramos con que la situación es exactamente la misma en el Senado.



A mí me preocupa especialmente aquello, porque, cuando debatimos el proyecto de ley que creaba la Subsecretaría de la Niñez, hicimos idéntica pregunta. Dicha Subsecretaría era un organismo bastante centralista, ubicado en el Ministerio de Desarrollo Social, en Santiago, pero sin ninguna traducción en el nivel donde las personas viven el día a día. Y, por lo tanto, los niños se enfrentan a problemas diariamente.



En esa discusión se nos dijo que aprobáramos la Subsecretaría de la Niñez porque luego venía el proyecto de ley que crea el Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez, y que ahí entenderíamos cómo estas propuestas se traducían en la práctica, cómo afectaban la vida de las familias.



Y cuando uno revisa esta iniciativa se encuentra de nuevo con la misma problemática que en la discusión de la relativa a la Subsecretaría de la Niñez. 



Una de las cosas a que apuntaron los expertos que nos dieron su opinión en la Comisión fue a la prevención, es decir, a cómo nos hacemos cargo de no llegar a una situación donde ya estén vulnerados los derechos de los niños, a cómo ayudamos a las familias, a los padres a asumir situaciones muy complejas de violencia, de drogas en los barrios.



Y es ahí donde uno esperaría que el Estado, o la sociedad civil apoyada por el Estado, llegaran a estas familias. Sin embargo, la única respuesta que damos hoy día es judicial. Y, por lo tanto, cuando ya es muy tarde.



Podemos decir: okay, estamos de acuerdo en eso. ¿Cómo lo hacemos realidad? Y la respuesta, desgraciadamente, no viene en este proyecto.



De verdad que no.



Esto es una lista de derechos, que puede ser buena -podemos discutir si estos son o no son los derechos, si es que están bien escritos o no-, pero al final la pregunta es: ¿el proyecto responde a las necesidades de los niños hoy día en Chile? 



¡No! No de la manera en la que está planteado. 



¿Por qué? Porque no tiene una institucionalidad que lo haga realidad.



Entonces, claro, puede quedar una ley muy bonita, una ley marco; ¡pero que no haga realidad nada!



Tenemos el mismo problema que en la discusión del proyecto anterior. Nosotros ya votamos a favor de la Subsecretaría de la Niñez pensando que luego venía el sistema que realmente se iba a hacer cargo de los temas de la infancia.



Tampoco viene en esta iniciativa.



Señor Presidente, yo me abstuve en la Comisión, porque el Gobierno me puede prometer que vamos a arreglar la propuesta en la discusión en particular, pero yo ya le creí al Gobierno respecto al proyecto que creaba la Subsecretaría de la Niñez y me dijeron que venía todo resuelto en la iniciativa del Sistema de Garantías.



Tampoco lo está.



Por lo tanto, señor Presidente, mientras no se cambie profundamente este proyecto -y es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo-, yo voy a mantener mi abstención, porque no puedo nuevamente dar un cheque en blanco esperando que luego venga la iniciativa que se haga cargo de los problemas de fondo que hoy día viven los niños a lo largo de todo nuestro país.



Esperamos -de verdad, pues uno siempre tiene esperanzas- que en la discusión en particular el Ejecutivo recoja lo que plantearon todos los expertos en la Comisión.



Cuando el Ministro de Desarrollo Social habló al final de todas las sesiones no hubo un compromiso del Ejecutivo en el sentido de recoger estas inquietudes, porque esto también significa fondos: armar una institucionalidad completa significa recursos de parte del Ejecutivo. Tampoco hubo ese compromiso.



Quizás, si se recogen estas inquietudes en la discusión en particular, podremos cambiar la manera de mirar el proyecto; pero por el momento este es absolutamente insuficiente.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, cuando hablamos de la infancia, y en particular en este proyecto que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez, es inevitable recordar cuanto tiempo llevamos esperando sacar adelante una iniciativa de este tipo.



Me tocó estar por dos períodos en la Comisión de Familia de la Cámara de Diputados, y muchas veces, al discutir otros proyectos, decíamos que este asunto tiene que remitirse a una iniciativa en la cual se establezcan conceptos; que determine cuándo hablamos de niño o niña; que entregue definiciones, objetivos y principios que de alguna manera normen todas las otras leyes que se refieren a la infancia o que se articulen en la lógica de un sistema.



Lo planteado en el texto me parece acertado, dado que no necesariamente es una sola institución la que se hace cargo de los niños, sino que la institucionalidad pública en vivienda, en educación, en justicia se estructura en función de la infancia.



Esto forma parte de lo que contempla el texto que hoy día estamos discutiendo: cómo se consagran no solo los mecanismos de coordinación, sino también una política nacional de la niñez y su plan de acción.



Pareciera que esto es básico, ¡es básico!



Ayer estaba en un foro con voluntarios de Techo, cuyos integrantes, como todos sabemos, se han dedicado a hacer un trabajo importante en la erradicación de campamentos, y una de las consultas que me hacían al final era sobre el artículo 27 de la Convención de los Derechos del Niño, que tiene que ver justamente con el derecho de un niño a vivir en una vivienda digna.



Cuando uno conversa con gente que trabaja en campamentos, resulta evidente que esas no son las condiciones en que debe vivir un niño. Y más aún considerando cómo han aumentado los campamentos en nuestro país: salen dos personas y entran tres a un campamento.



No obstante, yo les manifestaba que difícilmente avanzaríamos si no damos el paso previo. Y, por lo menos desde mi experiencia, ¡llevamos más de doce años discutiéndolo!



Eso, cuando nos encontramos en el debate en general, resulta fundamental. O sea, este es el momento para sacar adelante la ley marco.



Además, esto debería ser un acuerdo: hablamos de un plan de acción a diez años; es decir, excede dos gobiernos.



¡Se trata de la infancia!



Hemos estado en el debate del SENAME, de la infancia más vulnerada. Y este tema no puede ser solamente objeto de discusión pública y de las noticias durante dos semanas, del cual nos olvidemos después.



Considero muy importante que hoy día estemos analizando este proyecto. Y ojalá lo hubiéramos votado hoy día. Pero hagámoslo en la próxima sesión.



Sin duda, como en toda iniciativa, hay cosas que reponer -tal como se ha planteado en palabras anteriores-, y otras que perfeccionar. Pero nadie puede entender que a estas alturas en Chile, en un país que tiene el desafío y la posibilidad de avanzar en desarrollo, no tengamos una ley marco de garantías de los derechos de la niñez; que no tengamos un sistema que articule y efectivamente garantice que la política pública responda a los niños, que ellos sean el sujeto de derecho, el objetivo. Y no como nos sucede muchas veces, cuando les ponemos, a ellos y a sus familias, requisitos que tienen que cumplir -como digo yo siempre- como camisas de fuerza a las que deben adecuarse, más que situándonos a disposición de la realidad de los niños hoy día.



En tal sentido, yo quiero valorar la discusión, pero llamo a entender que este proyecto no va a resolver todo. Como se ha señalado, se creó la Subsecretaría de la Infancia, el Defensor del Niño, que son instancias muy importantes.



Espero que estos proyectos continúen con prioridad, así como los servicios especializados, que es la reestructuración del Servicio Nacional de Menores que hemos venido planteando por tantos años.



Yo quiero manifestar no solo mi voto favorable en general, sino también mi interés por que avancemos con celeridad en la discusión en particular, así como en cada uno de los otros proyectos que únicamente se entienden en la medida en que exista esta ley marco que nos da -insisto- las definiciones, el establecimiento de principios, de derechos, de garantías, en el contexto de la Convención de los Derechos del Niño que ratificamos hace años como país.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas. Cuando se lea en detalle el proyecto, se entenderá que quizás una de las Senadoras que me antecedió en la palabra tiene una mirada peculiar en su interpretación del texto.



Lo digo porque esta ley marco, que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez es una obligación que contrajo el país como consecuencia de nuestra aprobación de la Convención sobre los Derechos del Niño, de Naciones Unidas, en la década de los 90.



Lo que estamos haciendo es establecer, a través de este marco legal, la obligación del Estado de generar un sistema de garantías de los derechos de la niñez. Sistema del cual forman parte los Tribunales de Justicia, el Congreso Nacional, los órganos de la Administración del Estado, el Defensor de los Derechos de la Niñez y las instituciones que se señalan en el Título IV, el cual dice relación con ciertas medidas administrativas destinadas a garantizar el ejercicio de los derechos de los menores.



Es decir, el proyecto establece no solamente un catálogo de derechos, sino también cuáles son los principios que lo inspiran y cuáles son las instituciones responsables del cumplimiento del Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez para todos los niños, las niñas y los adolescentes de nuestro país.



En forma particular, después de disponer la obligación global para todos los niños y las niñas en este decálogo de derechos, el proyecto  contempla, por cierto, la situación de los niños cuyos derechos han sido vulnerados y cómo el Estado tiene la obligación de actuar para restituirlos.



Considero muy importante que en este debate se entienda cuál es la lógica del proyecto, porque una Senadora que me antecedió al parecer tiene una mirada peculiar de lo que dice su texto o no lo ha querido comprender de forma adecuada, en circunstancias de que se dice, una y otra vez, que “Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, tendrán la obligación indelegable de controlar y garantizar los programas públicos destinados a la satisfacción de los derechos de los niños, sea que los ejecuten por sí mismos o a través de entidades privadas”.



Lo anterior se menciona una y otra vez, porque forma parte de los convenios internacionales sobre la materia que el Estado cumplirá con las obligaciones de esta ley en el ámbito de su competencia y hasta el máximo de los recursos disponibles en el país, debiendo, en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional para garantizar el ejercicio de los derechos que la iniciativa contempla.



Esta ley marco va a consagrar como obligación del Estado, entre otras cosas, los procedimientos conducentes a enfrentar una situación de vulneración de derechos.



Y con tal fin se consagran ciertos principios guía. 



El primero de ellos (el interés superior de la infancia) debe guiar el accionar de todo el sistema de protección. Y cuando se plantea dicho criterio se establece que los niños y las niñas, que son objeto de un proceso gradual y progresivo en el ejercicio de sus derechos, deben tener como primeros actores a sus familias. Ellas deben garantizar el ejercicio de tales derechos y el Estado debe resguardar el contexto para que la familia pueda cumplir dicho rol y, cuando se presenten insuficiencias o situaciones de vulneración, generar los mecanismos para que los niños y las niñas, cuyos derechos han sido vulnerados, puedan ser acogidos.



La Cámara de Diputados -algunos así lo han interpretado- eliminó ciertos aspectos de los Títulos III y IV, porque los consideró insuficientes o como una forma de precisar los recursos que se deben considerar.



Permítame señalar, señor Presidente, que los Títulos III y IV, que fueron suprimidos por la Cámara de Diputados y que el Ejecutivo se comprometió a reincorporar mediante una indicación, establecen los procedimientos administrativos para restituir los derechos vulnerados de los niños y las niñas.



Esto es muy importante, porque permite desjudicializar procedimientos y posibilita que los órganos del Estado garanticen determinados mecanismos. Y también se contempla que cuando los mecanismos administrativos sean insuficientes los procedimientos judiciales deberán guiarse por ciertos principios.



Uno de los temas que a algunos nos interesa abordar de manera particular se refiere a cómo evitar que los niños cuyos derechos son vulnerados sean apartados de sus familias a través de los tribunales de justicia, toda vez que en los últimos años esa práctica ha demostrado ser inadecuada. No parece conveniente que, frente a situaciones de niños cuyos derechos son vulnerados, el Estado, a través de los tribunales de justicia, aparte a esos menores del contexto familiar o de su familia extendida, optando preferentemente por institucionalizar su cuidado.



Hoy ello ha demostrado ser inadecuado. 



Es por eso que en la actualidad existe todo un debate sobre el SENAME, que es la institución que, por excelencia, asume esa política de institucionalización.



Señor Presidente, esta ley marco permitirá avanzar y va a disponer por primera vez la obligación del Estado, como hasta ahora no había ocurrido, de garantizar derechos.



Quiero recordar que buena parte de este proyecto fue elaborado en su momento por la sociedad civil.



Durante el Gobierno del entonces Presidente Piñera me correspondió, junto con otras personas y el Bloque por la Infancia, llevar este proyecto al Primer Mandatario, al Ministro Lavín y al titular de Justicia de la época.



En ningún momento hubo voluntad de abordar una ley marco sobre los derechos de la infancia. 



Y no me voy a cansar de manifestar que el Gobierno de la Presidenta Bachelet pasará a la historia como la Administración que más ha hecho por la infancia, no solamente por las salas cuna, sino también por una política sistemática destinada al establecimiento de una institucionalidad mediante una ley marco que consagre este Sistema de Garantías de la Niñez, una institucionalidad pública basada en la Subsecretaría de la Niñez y en la Defensoría de los Derechos de la Niñez.



Esto forma parte de una armazón necesaria para avanzar hacia otra etapa que, como algunos han planteado, también es fundamental: la expresión del Estado en cada territorio para que los niños vulnerados puedan acudir.



Recordemos, en todo caso, que la protección a los derechos de la infancia se expresa cotidianamente en nuestro país a través del Ministerio de Educación, del Ministerio de Salud, de las políticas de vivienda, de recreación y de un conjunto de otras medidas públicas.



Es cierto que esperamos que lo que tenemos hoy día para enfrentar la protección de derechos a través de las OPD (Oficina de Protección de Derechos de Infancia), existentes en muchas comunas de nuestro país, pueda ser reforzado a partir del establecimiento de la obligación del Estado de contar con un sistema de garantías de los derechos de la niñez.



Señor Presidente, no tengo la menor duda de que el Gobierno de la Presidenta Bachelet pasará a la historia como el que más ha hecho por los niños, las niñas y los adolescentes de nuestro país, solamente superado por el del ex Presidente Aylwin, en cuya Administración se aprobó la Convención sobre los Derechos del Niño de las Naciones Unidas. 



Esos serán los dos hitos más importantes con los cuales Chile se pone al día en sus obligaciones.



Asimismo, se desarrollará un debate -y esto lo digo al final- sobre la violencia contra los niños y las niñas; sobre lo que algunos llaman “las medidas correctivas”; sobre cuál es el límite de lo que los padres y las madres, en el ejercicio de su derecho preferente a educar, pueden hacer con sus niños y niñas, es decir, el derecho de los niños a no ser violentados de forma física, psicológica o verbal.



Esto representa un cambio cultural profundo, porque en nuestros países, en América Latina, la costumbre ha sido distinta. Muchos hemos escuchado en diversas ocasiones frases como “la letra con sangre entra” y otros conceptos que son propios de una cultura que no respeta los derechos de los niños.



Lo que hoy hacemos al aprobar este proyecto es marcar un antes y un después en cuanto a las obligaciones del Estado.



Por último, nuevamente agradezco a la Presidenta Bachelet; al Consejo Nacional de la Infancia, que ha trabajado estos temas, pues ello nos va a permitir entregar algo positivo para los niños y las niñas de nuestro país.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, no puedo sino compartir todo lo que ha expresado el Senador Letelier, y no podría oponerme a este catálogo de derechos. 



Además, comparto plenamente la importancia de fomentar una cultura basada en el respeto a estos derechos.



Sin embargo, al ver estos distintos proyectos sobre la niñez, yo me pregunto qué pasa hoy día con los niños. Y no me refiero a los menores infractores, sino a la infancia en general. 



¿Qué pasa hoy día con ellos? ¿Con qué sentido de la vida, de la sociedad, del mundo se están formando? 



Al respecto, pienso que no hay suficiente claridad acerca de qué está pasando con los niños. Porque hoy día un menor se forma mucho menos dentro de una familia que hace algunos años. Y en parte eso también ocurre con la escuela. Pero se dice que cada vez esta es menos representativa en el desarrollo del niño, porque se ocupan otros espacios distintos a la escuela.



Es fundamental el barrio, o sea, la interacción de los menores con otros niños. Son fundamentales también la televisión y las redes. La televisión tiene un impacto muy fuerte en el desarrollo, en el sentido, en la forma de insertarse en la sociedad, en la manera de percibir a otros seres humanos.



Aquí hay gente que sostiene que el gran problema de la niñez actual, a diferencia de la de otra época, es que antes el niño iba integrando distintas dimensiones en su vida de manera más natural. Las emociones, la tecnología, sus aptitudes se iban integrando en cierta forma de ser en la sociedad. Algo ocurrió con la vida moderna en que eso ya no sucede naturalmente y tiende a estar más disociada una cosa con otra. Integrar la tecnología con los afectos no es tan fácil; requiere procesos determinados.



Algunos plantean que la escuela debiera tener como eje la integración de esas dimensiones a fin de que el niño cuente con un proyecto de forma de ser en la sociedad. Yo no lo sé.



Todo este catálogo de derechos es muy importante.



Pero necesitamos que la sociedad y la actual generación dirigente discutamos cuál es la propuesta de proyecto de sociedad que, a nuestro juicio, se le debe entregar a los niños en el marco de todas las diferencias existentes. Porque no puede ser igual que antes, en otra época, cuando lo que importaba era que el niño ascendiera en la sociedad, que fuera bueno en los estudios, para alcanzar ciertos logros personales, exitismo o, por último, insertarse en el medio laboral, en el trabajo. El mundo hoy día es distinto, porque muchas cosas van surgiendo e insertándose de otras maneras.



Yo le digo al Senador Patricio Walker, quien se ha dedicado bastante a esta materia, que sería interesante ver cuál es la propuesta que les hacemos a los niños. Y no estoy hablando solo como parlamentario, sino también como padre, como abuelo, como tío. ¿Qué se les propone a los niños en la vida? Y no me refiero al niño infractor o con riesgo de ser un infractor, sino al niño en general.



Hay gente que ha pensado y ha trabajado en estos temas. Sin embargo, el problema es cómo traducimos eso al final -digámoslo así- en políticas públicas, o en formas de ser en la familia o en exigencias a la televisión en general. ¿Qué seriedad tenemos si seguimos aceptando, por ejemplo, las series animadas japonesas? Yo las he visto pocas veces, pero son tremendamente destructivas; apuntan en cualquier sentido menos al de la integración del niño, ni menos a que sean mejores personas, a pensarse más en la sociedad.



Señor Presidente -se lo digo especialmente al Senador Patricio Walker, quien ha encabezado la Comisión Especial de Infancia-, pienso que esta dimensión se debe incorporar cruzando el tema de los derechos. Por lo menos hay que plantear el desafío. Puede que no tengamos respuestas, pero se deben establecer como mínimo las preguntas al respecto.



También está la dimensión del niño infractor, que justamente es un niño que por distintos factores no logró encontrar en la sociedad un proyecto de sentido de la vida.



Entonces, ¿cómo lo hacemos para tener la capacidad de irradiar, de proponer, en esta etapa de la humanidad, en las circunstancias actuales, con la tecnología y con todo lo que nos rodea, ciertos valores, ciertos sentidos, cierta forma de ser en la sociedad para, finalmente, formar buenas personas?



En el libro ¿Podremos vivir juntos?, Alain Touraine parte de todo un análisis en el sentido de que a los seres humanos cada vez nos es más difícil vivir juntos y que cada vez nos cuesta más construir formas de dialogar, de estar y de desarrollarnos juntos. Se trata de una pregunta interesante.



El desarrollo de los niños tiene un conjunto de dimensiones totalmente nuevas. Hoy día un menor que a muy temprana edad se mete en la computación quedará condicionado para toda su vida, para bien o para mal.



Termino mis palabras, señor Presidente, señalando que el proyecto es bueno y superinteresante. Pero pensemos que todavía hay un espacio de opciones, de decisiones, de desafíos que debemos trabajar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, recogiendo lo planteado por el Senador Carlos Montes -ya hablé latamente antes, así que solo voy a referirme a una cosa-, nosotros celebramos una sesión especial, a la que concurrieron varios Ministros de Estado. Se trató de un encuentro de muy buen nivel. A él asistió el Ministro Secretario General de la Presidencia de la época, señor Nicolás Eyzaguirre, quien asumió un compromiso en nombre del Gobierno. En consecuencia, le vamos a cobrar la palabra al nuevo Ministro, al que aprovecho de felicitar por su nombramiento. Don Gabriel de la Fuente ha estado vinculado todos estos años a los asuntos legislativos, por lo que pienso que está muy sensibilizado con el tema de la infancia.



Cabe señalar que el próximo martes está citada la Comisión Especial de Infancia, a la que han sido invitados los Secretarios de Estado que tienen que ver con la materia: el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente; el de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre; el de Justicia, señor Jaime Campos, y el de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza. También están convocadas la Directora Nacional del SENAME y la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia.



Por otro lado, espero que en el proyecto de Ley de Presupuestos que nos tocará aprobar este año se consideren los recursos para pagar en parte la deuda que tenemos con los niños. El Senador Montes hizo un planteamiento en cuanto a qué hacemos con los niños en general. Pero hay menores que están en la calle, que no estudian, que no trabajan. ¿Quién se preocupa por ellos? ¿Qué hacemos con ellos? ¿Qué sentido les damos a sus vidas? ¡Esa es una discusión mayor!



El Hogar de Cristo, por ejemplo, tiene una propuesta concreta para esos niños. Se trata de colegios que no son especiales, sino alternativos, preocupados de niños con déficit atencional, que no se concentran con los ramos tradicionales y a los que les cuesta tener capacidad de abstracción. Esos menores hoy día tienen alternativa: los colegios del Hogar de Cristo. Pero ¿qué está pasando? ¡Les han disminuido los recursos: 250 millones de pesos el año pasado!



¿Cuánto se distribuye en la Ley de Presupuestos para los niños que se encuentran en residencia? En promedio, se entregan 400 mil pesos por niño. Eso es en promedio, porque la mayoría recibe el mínimo, que son 248 mil pesos. En cambio, en Chile por cada preso se invierten 700 mil pesos. ¡Qué bueno! Estamos de acuerdo con la rehabilitación, y ojalá que se haga más por los reclusos. Pero no se puede invertir tan poco en los niños. Y si en la Ley de Presupuestos no se entregan más recursos, las instituciones van a seguir cerrando.



Tenemos 8 mil 300 niños en residencia. ¿Cuánto le cuesta eso al Estado? El otro día hice un cálculo, y, si no me equivoco, son 28 mil millones de pesos, unos 15 millones de dólares.



No sé cuánto vale un avión caza F-16, sin el ánimo de hacer demagogia. Acá tenemos integrantes de la Comisión de Defensa; siempre esa materia es una política de Estado. Pero ¡por favor!, creo que Chile hoy día puede invertir 15 millones de dólares en los niños que no trabajan, no estudian o viven en residencias en pésimas condiciones, sin educadores de trato directo adecuados ni atención psiquiátrica.



Al Hogar Galvarino, de Pudahuel, donde murió Lissette, un psiquiatra va dos horas a la semana, y hasta hicieron un paro los funcionarios. Y eso que los CREAD, que son administrados directamente por el SENAME, reciben muchos más recursos -casi un millón por niño- que las instituciones colaboradoras, las cuales perciben una subvención que parte en 248 mil pesos. Y no estoy diciendo que lucran. Si el Hogar de Cristo no lucra; María Ayuda, tampoco. Se trata de instituciones serias. Hay otras que no lo son y que, por supuesto, se requiere fiscalizar y, probablemente, eliminar del sistema.



En la última licitación que realizó el SENAME, dos tercios de los programas quedaron sin adjudicatarios porque no hubo oferentes.



Entonces, debemos tomar en serio este tema. Porque estamos hablando de seis iniciativas de ley, que hablan de la institucionalidad, del esqueleto, de la musculatura. Pero si en la Ley de Presupuestos no se consideran los recursos, esto es poesía. Así de simple.



Por lo tanto, señor Presidente, solicito, sobre todo a los miembros de la Comisión de Hacienda -sé que todos ellos tienen sensibilidad; escuché recién al Senador Montes, Presidente de esa instancia-, que en esto efectivamente exijamos el compromiso del Gobierno. Porque esto es política de Estado, gane quien gane la próxima elección presidencial. ¡De verdad que no podemos seguir postergando esta materia! Los programas y los hogares se están cerrando. María Ayuda quiso abrir uno en Antofagasta y no pudo hacerlo.



Respecto al tema de la atención de salud, los hogares deben tener un profesional de la salud permanente, aunque sea una enfermera. Y, por supuesto, también determinadas horas a la semana con psiquiatras, para hacer contención, para apoyar a niños que tienen graves déficit estructurales, ¡graves déficit estructurales! Y no estamos haciendo nada de eso.



La atención de urgencia para los niños -la anunció el Gobierno- se está aplicando en algunos hospitales, pero no en todos.



Entonces, tenemos que avanzar mucho más rápido, ¡mucho más rápido!



¿Cuánto fue el reajuste para las instituciones colaboradoras del SENAME en los últimos años? Nada. ¡Nada!



Para los CREAD sí existió. Se registró un aumento un poco mayor, de un 10 por ciento. Pero estos centros atienden solo al 10 por ciento de los niños. El 90 por ciento restante se encuentra en instituciones colaboradoras del SENAME. ¡Claro!, como algunos ahora las estigmatizan a todas, al final ni siquiera hay oferentes, por la estigmatización (las ponen a todas dentro de un mismo saco) o por falta de recursos del Estado.



Señor Presidente, en Coihaique teníamos un hogar de menores a cargo de una monjita italiana, la madre Mariucha, en el que todos los niñitos estaban estimulados, con padrinos, con arte, con cultura, con deportes, con ovejitas, con una granja. ¡Esos niños eran felices! Yo me acuerdo de haberlos visitado. ¡Niños felices!



¿Hoy día qué hay en Coihaique? Una cabaña turística para los menores cuyos padres no son hábiles para tenerlos a su cargo. ¿Con cuántos funcionarios contaba dicha cabaña? Con dos, por lo que los niños se escapaban a cada rato. No había ninguna atención psicológica. Tuvimos que pelear, que luchar. Hoy ha mejorado un poquito. Pero es una cabaña turística. ¿Y por qué? Porque el SENAME le dijo a la madre Mariucha: “Usted no cumple con los requisitos nacionales de la licitación del SENAME”. Y después la cambiaron por la Fundación Mi Casa, a la que no le dieron las lucas -perdonen la expresión-, la plata no le alcanzó y se fue. Después entró Renuevo: tampoco le alcanzó la plata y se fue.



¿Y qué pasó con esos niños? Están en Osorno, en Santiago, en Valparaíso o en la calle, totalmente desvinculados de sus familias biológicas, ¡totalmente desvinculados!



Entonces, no es solo un tema de más recursos. Acá tiene que cambiar el diseño de la política pública. La subvención no puede ser asignada en función de día/niño atendido, porque ello se transforma en un incentivo para que exista una permanencia prolongada e indefinida de los menores en los centros. Todos sabemos que a los niños después de los cuatro años nadie los adopta, ¡nadie los adopta! ¿Y cuánto tiempo lleva tramitándose el proyecto de ley de adopción en la Cámara de Diputados? Más de tres años, ¡más de tres años!



Por lo tanto, de verdad debemos tomarnos en serio este tema. No es un asunto de quién gane el gobierno. 



Yo no voy a estar en el próximo Parlamento. Y sé que ustedes estarán muy comprometidos respecto del tema de infancia. Pero si los gobiernos, que son los que manejan la billetera, no ponen los recursos y no hacen los cambios institucionales necesarios, vamos a seguir frustrando a los niños, que no marchan, no protestan, no votan, pero son el futuro de Chile.



Si no hacemos esos cambios, no nos extrañemos de que el 50 por ciento de los presos provenga del SENAME.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la primera discusión.



--El proyecto queda para segunda discusión.
NUEVAS OBLIGACIONES A PROVEEDORES DE CRÉDITO Y A EMPRESAS DE COBRANZA EXTRAJUDICIAL

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto, en tercer trámite constitucional, que modifica el artículo 37 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de establecer nuevas obligaciones a los proveedores de crédito y a las empresas de cobranza extrajudicial, con informe de la Comisión de Economía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.226-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Ossandón, Guillier y Tuma):



En primer trámite: sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015 (se da cuenta).



En tercer trámite: sesión 26ª, en 4 de julio de 2017.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 58ª, en 6 de octubre de 2015.



Economía: sesión 32ª, en 18 de julio de 2017.



Discusión:



Sesión 89ª, en 6 de enero de 2016 (se aprueba en general y en particular).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto inició su tramitación en el Senado y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto.



La Comisión de Economía rechazó todas las modificaciones efectuadas por la Cámara Baja, con la finalidad de que la materia sea vista en una Comisión Mixta al objeto de realizar ciertos cambios y ajustes en la iniciativa. Dicho rechazo fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión (Senadores señora Lily Pérez y señores Pizarro y Tuma).



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcribe el texto aprobado por el Senado y las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.

El señor MOREIRA.- No hay quorum, señor Presidente.

El señor MONTES.- ¡Pero vamos a Comisión Mixta!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, es indispensable acelerar el debate de este proyecto, que tiene por finalidad proteger los derechos de los deudores. La Comisión de Economía rechazó la totalidad de las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados.



Por tanto, en este momento solicito a la Sala que también las rechace, para formar la Comisión Mixta y resolver los temas pendientes.

El señor MONTES.- ¡Muy bien!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar lo que propone el informe?

El señor MOREIRA.- No.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con el voto en contra del Senador señor Moreira y el pronunciamiento a favor del resto de la Sala…

El señor PROKURICA.- ¿Hay quorum?
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, Su Señoría.


En votación el informe de la Comisión de Economía, que propone rechazar las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.



--(Durante la votación).

El señor MOREIRA.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir, señor Senador.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, le pido que votemos este proyecto mañana, no hoy día.



¡Todo se hace a la rápida!



No existe aquí un quorum adecuado -no digo que no haya- para una iniciativa de esta naturaleza, que es muy compleja.

El señor MONTES.- Sí lo hay, Senador.

El señor QUINTANA.- Ya está en votación.

El señor MOREIRA.- Está bien, pero quiero dejar dicho esto.



De repente nos critican porque hacemos mal las cosas por este tipo de apresuramiento.

El señor MONTES.- Senador Moreira, la idea es que el proyecto pase a Comisión Mixta.

La señora ALLENDE.- Así es.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, me parece adecuado rechazar las enmiendas. Deben efectuarse correcciones importantes. Eventualmente, podríamos hacerlo en la Comisión Mixta. Por eso, llamo a que posibilitemos que el proyecto pase a esa instancia.
El señor MONTES.- ¡Hay que pronunciarse a favor del informe de la Comisión!

El señor CHAHUÁN.- Voto a favor del informe de la Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, vamos a votar a favor con el objeto de que la iniciativa pase a Comisión Mixta.



Se están tramitando varios proyectos de ley relacionados con el fortalecimiento de los derechos de los consumidores en nuestro país. La iniciativa en estudio tiene como propósito reforzar los derechos de los consumidores al establecer nuevas obligaciones a los proveedores de créditos y a las empresas de cobranza extrajudicial.



Este es un ámbito en el que los consumidores muchas veces padecen abusos en contra de sus derechos.



Por ello, consideramos fundamental que se mejore el proyecto en la Comisión Mixta, para que contemos efectivamente con un instrumento que permita resguardar que la entrega de la información sea conocida plenamente y solo por el deudor.



Señor Presidente, esta es una propuesta relevante y tenemos la confianza de que en la Comisión Mixta se va a corregir.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión de Economía y, en consecuencia, se rechazan las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados (17 votos a favor del informe).



Votaron las señoras Allende y Goic y los señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Prokurica, Quintana, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto del Senador señor Harboe en contra de las enmiendas.


Se designa a los miembros de la Comisión de Economía para integrar la Comisión Mixta que debe formarse.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habiéndose cumplido su objeto, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Intendente de la Quinta Región, para que informe sobre MEDIDAS Y GESTIONES RESPECTO DE POLÍTICAS RELATIVAS A PARQUES URBANOS, ESPECIALMENTE CONSTRUCCIÓN DE “PARQUE ECOLÓGICO REÑACA ALTO” EN VIÑA DEL MAR Y “PARQUE URBANO EL LITRE” EN VALPARAÍSO.



Del señor BIANCHI:



A la señora Ministra de Salud, a fin de que remita copia de respuesta a presidente de comité de defensa de la comuna de Porvenir acerca de CANTIDAD DE ESPECIALISTAS MÉDICOS EXTRANJEROS EN ZONAS AISLADAS Y CONCURSOS PARA CONTRATAR MÉDICOS ESPECIALISTAS EN REGIÓN DE MAGALLANES EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS.



Y a los señores Intendente de la Duodécima Región y Presidente del Consejo Regional de Magallanes, con el objeto de que tengan a bien informar en cuanto a USO DE INMUEBLE OCUPADO POR HOSPITAL AUGUSTO ESSMANN HASTA SEPTIEMBRE DE ESTE AÑO.



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole antecedentes referidos a EXISTENCIA DE PROYECTO DE EXPROPIACIÓN EN SECTOR LA VICTORIA, COMUNA DE LIMACHE, PARA INSTALACIÓN DE TUBERÍA DE EMPRESA ESVAL (reiteración de oficio).



A la señora Ministra de Salud, requiriéndole antecedentes acerca de ESTABLECIMIENTO HOSPITALARIO Y CALIDAD FUNCIONARIA DE MÉDICO ECUATORIANO JULIO CÉSAR MATUTE MIRANDA (reiteración de oficio).



Al señor Alcalde de Cartagena, pidiéndole información sobre REALIZACIÓN DE SUMARIO ADMINISTRATIVO EN CONTRA DE FUNCIONARIO SEÑOR GUILLERMO BARRIOS COMO INSPECTOR DE LICEO POETA VICENTE HUIDOBRO EN RAZÓN DE DENUNCIAS FORMULADAS POR ALUMNAS DE DICHO ESTABLECIMIENTO (reiteración de oficio).



A la señora Directora Nacional del SENAME, a fin de que se sirva informar acerca del ESTADO ACTUAL DE SUMARIOS ADMINISTRATIVOS ORDENADOS INSTRUIR EN CENTRO DE REPARACIÓN ESPECIALIZADA DE ADMINISTRACIÓN DIRECTA (CREAD) DE PLAYA ANCHA, COMUNA DE VALPARAÍSO.



Y al señor Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio, consultándole por INSTALACIÓN DE CECOSF, CESFAM Y SAR EN LOCALIDAD DE PLACILLA, ANUNCIADA POR MINISTERIO DE SALUD.



Del señor COLOMA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole CONSTRUCCIÓN DE PUENTE EN SECTOR CRUCE RUTA CH-128 (QUELLA) SANTO TORIBIO ROL M-680, COMUNA DE CAUQUENES, REGIÓN DEL MAULE.



Del señor DE URRESTI:



A las señoras Ministra de Salud y Directora Nacional del Fondo Nacional de Salud, pidiéndoles antecedentes acerca de FINANCIAMIENTO PÚBLICO DE HOSPITAL DE PANGUIPULLI POR MINISTERIO DE SALUD Y FONASA.



A los señores Ministro de Agricultura y Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, requiriéndoles diversa información referida a CASO SUSCITADO POR INGRESO DE DOS FELINOS SERVALES PROVENIENTES DE BÉLGICA POR PARTE DE JAVIERA UGARTE UGARTE, REPRESENTANTE DE AFRIKAN CATS CHILE SPA.



Al señor Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos, pidiéndole informar acerca de PRESENTACIÓN DE RECURSOS DE PROTECCIÓN POR INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS EN FAVOR DE 264 INTERNOS, A FIN DE QUE PUEDAN EJERCER SU DERECHO A VOTAR EN LAS PRÓXIMAS ELECCIONES.



Al señor Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, solicitándole dar a conocer POSICIÓN DEL SERVEL ACERCA DE PRESENTACIÓN DE RECURSOS DE PROTECCIÓN POR INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS EN FAVOR DE 264 INTERNOS, A FIN DE QUE PUEDAN EJERCER SU DERECHO A VOTAR EN LAS PRÓXIMAS ELECCIONES.



Y al señor Director Nacional de Gendarmería, preguntándole por POSICIÓN DE GENDARMERÍA RESPECTO DE PRESENTACIÓN DE RECURSOS DE PROTECCIÓN POR INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS EN FAVOR DE 264 INTERNOS, A FIN DE QUE PUEDAN EJERCER SU DERECHO A VOTAR EN LAS PRÓXIMAS ELECCIONES.


Del señor GARCÍA:



Al señor Subsecretario de Pesca, consultándole por eventual DECLARACIÓN DE RECURSO REINETA COMO ESPECIE ALTAMENTE MIGRATORIA.



A la señora Subsecretaria de Redes Asistenciales, requiriéndole información sobre ESTADO DE IMPLEMENTACIÓN DE LEYES NOS 20.209, 20.707 Y 20.972, RELATIVAS A PERSONAL DE SERVICIOS DE SALUD Y DE FONDO NACIONAL DE SALUD.


Al señor Alcalde de Ercilla, a fin de que informe sobre ESTADO DE AVANCE DE PROCESO DE LOTEO Y TRASPASO DE TERRENOS A COMITÉ DE VIVIENDA EL PROGRESO, LOCALIDAD DE PIDIMA.


Al señor Superintendente de Seguridad Social, planteándole POSIBILIDAD DE RECUPERACIÓN DE PENSIÓN DE INVALIDEZ PARA SEÑORA MARÍA ALEJANDRA SALAZAR LAGOS y requiriéndole información sobre CRÉDITOS OTORGADOS POR CAJAS DE COMPENSACIÓN DE ASIGNACIÓN FAMILIAR A SEÑORAS PAULA QUIDEL QUIDEL Y JOVINA JIMÉNEZ CARRASCO Y SEÑORES LUIS PAÑINAO MORA, JUAN SÁNCHEZ MATAMALA, LINO AGUAYO ASTETE Y MIGUEL CEBALLOS SÁEZ.


Y al señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social, exponiéndole caso de DENEGACIÓN DE PENSIÓN BÁSICA SOLIDARIA DE VEJEZ A SEÑORA ELENA VICTORIA AYALA CLERFEUILLE.



Del señor GUILLIER:



Al señor Ministro de Hacienda y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, planteándoles PROBLEMAS POR CONDICIONES DE TRASPASO A CONTRATA 2017 DE TRABAJADORES A HONORARIOS DE MINVU Y SERVIU.


Al señor Superintendente de Salud, para consultarle acerca de ESTADO DE INVESTIGACIÓN SOBRE ISAPRE MASVIDA.



A la señora Secretaria Ministerial de Salud y al señor Secretario Ministerial del Medio Ambiente de la Región de Antofagasta, requiriéndoles información atinente a INICIO DE OBRAS POR EMPRESA NOVA VENTURA PARA REMOCIÓN Y TRASLADO DE PASIVO AMBIENTAL EN SECTOR DE PAPOSO, COMUNA DE TALTAL.



Y al señor Director del Servicio Nacional de la Discapacidad, al objeto de transmitirle INQUIETUD DE ASOCIACIÓN GREMIAL UNIÓN NACIONAL DE DOCENTES SORDOS DE LENGUA DE SEÑAS CHILENA “UNIDOS A.G.” POR CONTENIDO DE PROYECTO MODIFICACTORIO DE LEY N° 20.422.



Del señor NAVARRO:



Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, pidiéndole copia de informe sobre CANTIDAD DE DENUNCIAS POR ABUSO SEXUAL RECIBIDAS EN ÚLTIMO LUSTRO, DESAGREGADA POR REGIÓN.



Al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de solicitar PRONTA APROBACIÓN DE DECRETO DE EMERGENCIA Y DISPOSICIÓN DE RECURSOS PARA IMPLEMENTACIÓN DE OBRA PROVISORIA EN SECTOR QUEBRADA LAS PETRAS, DE CONCÓN, ANTE RIESGO DE DERRUMBE DE VIVIENDAS.



A la señora Ministra de Salud, requiriéndole información pormenorizada sobre ACUERDO DE VALIDACIÓN CLÍNICA ENTRE EMPRESA NESTLÉ Y MADRES CON HIJOS LACTANTES CON ATENCIÓN DE SALUD EN SECTORES PÚBLICO Y PRIVADO; acerca de RELACIÓN ENTRE MUJERES CON DIAGNÓSTICO DE HIPOGALACTIA Y ENFERMEDADES CON RESTRICCIÓN DE LACTANCIA Y ENTREGA DE ALIMENTACIÓN COMPLEMENTARIA EN RED PÚBLICA; respecto de HALLAZGO POR UNIVERSIDAD DE BIOBÍO DE BACTERIA CRONOBACTER SAKAZAKII EN PREPARADOS DE LECHE (reiteración de oficio), y en cuanto a INTEGRANTES DE COMISIÓN MÉDICA ASESORA MINISTERIAL SOBRE SITUACIÓN DE FALLECIDOS EN LISTA DE ESPERA NO GES Y GARANTÍAS RETRASADAS GES, CON CONTRATOS RESPECTIVOS Y EVENTUAL CONFLICTO DE INTERÉS.



Al señor Ministro de Energía, a fin de consultar por RECURSOS PARA AUSPICIO DE CARRERAS DE FÓRMULA E, PROCEDENCIA DE ELLO Y RELACIÓN CON MISIÓN DE MINISTERIO.



A todas las intendencias regionales, con el objeto de que precisen APORTE DE FONDOS A INICIATIVAS CULTURALES EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS.



Al señor Alcalde de Concón, requiriéndole antecedentes acerca de FAMILIAS CON VIVIENDAS EN RIESGO DE DERRUMBE EN SECTOR QUEBRADA LAS PETRAS Y PROYECTO HABITACIONAL Y CANTIDAD DE RECURSOS PARA SOLUCIÓN.



Al señor Alcalde de Los Ángeles, solicitándole diversa información respecto de CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIO PARA CENTRO CULTURAL EN EXINTERNADO DE LICEO DE HOMBRES.


Al señor Alcalde de Tucapel, requiriéndole antecedentes sobre CANTIDAD DE DENUNCIAS EN CONTRA DE EMPRESAS FRONTEL Y COELCHA, Y NÚMERO DE CORTES DE SERVICIO ELÉCTRICO DE DICHAS COMPAÑÍAS EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS.


A la señora Alcaldesa de Hualpén, pidiéndole informar acerca de MEDIDAS PARA ENFRENTAR CONTINUOS TEMPORALES EN DICHA COMUNA.


Y al señor Superintendente del Medio Ambiente, para que remita informe detallado con relación a FISCALIZACIONES A PLANTA HORCONES DE EMPRESA CELCO EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS Y PLAZO PARA PRESENTACIÓN DE DESCARGOS O PROGRAMA DE CUMPLIMIENTO.



De la señora LILY PÉREZ:



A la señora Ministra de Bienes Nacionales, consultándole por SITUACIÓN DE PARCELA 14 EN FUNDO CURAUMILLA, LAGUNA VERDE, COMUNA DE VALPARAÍSO, ANTE POSIBILIDAD DE USO REGULAR POR PARTE DE AGRUPACIÓN DE ADULTO MAYOR “JUVENTUD ACUMULADA”.



Del señor QUINTEROS:



Al señor Intendente de Los Lagos, solicitándole diversos antecedentes respecto de CONTRATO SOBRE “CONSTRUCCIÓN Y OPERACIÓN, RELLENO SANITARIO PROVINCIAL, COMUNA DE OSORNO”, DEBIDO A MÚLTIPLES PROBLEMAS Y ATRASOS EN SU EJECUCIÓN.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:19.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S

DOCUMENTOS

1
OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL CUAL COMUNICA EL TÉRMINO DE LA PARTICIPACIÓN DE CHILE EN LA MISIÓN DE ESTABILIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS EN HAITÍ (MINUSTAH) Y ACOMPAÑA INFORME QUE DETALLA LOS RESULTADOS DE LA COLABORACIÓN DE CHILE EN LA MISMA 

(S 1.947-14)

GAB. PRES. N° 1324/

ANT.: 1) Constitución Política de la República de Chile, artículos 32 Nos 15 y 17, y 53 N° 5.

2) Ley N° 19.067, título II, párrafo 2°, "Normas especiales sobre salida de tropas para participar en Operaciones de Paz".

3) Decreto supremo N° 68, de 14 de octubre de 1999, del Ministerio de Defensa Nacional, que Modifica Decreto N° 94, de 1996, que Aprobó la Política Nacional para la Participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz y Fija Nuevo Texto Refundido.

4) Decreto supremo N° 75, de 5 de mayo de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que Crea Comisión Interministerial de Operaciones de Paz.

5) Oficio N° 82/SEC/17, de 18 de abril de 2017, del Honorable Senado.

MAT.: Remite Informe de Término de la Operación de Chile en la Misión de Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (MINUSTAH).

SANTIAGO,
30 AGO 2017

DE: MICHELLE BACHELET JERIA 

PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA

A: SEÑOR ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN

PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. Como es del conocimiento de esa Honorable Corporación, en el mes de abril de 2017 el Honorable Senado de la República autorizó que un número cercano al diez por ciento de las tropas nacionales desplegadas en la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) permaneciese hasta el 30 de junio de 2017 en el área de misión. Lo anterior, con la finalidad de asegurar y trasladar la maquinaria, vehículos y equipamiento pesado, como parte del proceso de repatriación de las tropas y medios nacionales.

2. Al respecto, tengo a bien informarle que, en la fecha señalada, las últimas tropas y equipamiento militar chileno fueron embarcados desde Cabo Haitiano y Puerto Príncipe en el buque de transporte "Sargento Aldea", de la Armada Nacional de Chile, concluyendo así la participación militar de Chile en territorio haitiano.

3. Consecuentemente, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.067, vengo en acompañar un informe que detalla los resultados de la operación de paz en la que participaron nuestras tropas, el nivel de logro de los objetivos propuestos, la situación del personal que fue desplegado y los costos materiales y financieros efectivamente incurridos.

4. Finalmente, es del caso destacar que la Organización de las Naciones Unidas solicitó a Chile acompañar la última etapa de la MINUSTAH, labor que ha sido reconocida nacional e internacionalmente, al tiempo que ha sido reconocida en términos fraternos y de agradecimiento por parte de las autoridades haitianas.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Heraldo Muñoz Valenzuela, Ministro de Relaciones Exteriores.- José Antonio Gómez Urrutia, Ministro de Defensa Nacional.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL SISTEMA DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES
(10.368-04)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “suma”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Alfonso De Urresti Longton y las Honorables Diputadas señoras Cristina Girardi Lavín y Alejandra Sepúlveda Órbenes.

Asimismo, concurrieron:

- Del Ministerio de Educación: la Ministra, señora Adriana Delpiano; la Subsecretaria, señora Valentina Quiroga; los Asesores, señoras Luz María Gutiérrez, Laura Mancilla, Mónica Vásquez y Misleya Vergara, y señores Víctor Soto, Rodrigo Roco y Gustavo Paulsen, y la Jefa de Prensa, señora Gabriela Bade. 

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; el Subsecretario, señor Gabriel De la Fuente; los Asesores, señores Vicente Aliaga, Carlos Arrue, Nicolás Facuse, Alejandro Fuentes y Sergio Herrera.

- Del Ministerio de Hacienda: el Asesor, señor Rodrigo González.

- De la Ilustre Municipalidad de Cerro Navia: el Alcalde, señor Mauro Tamayo, y el Secretario General de la Corporación de Desarrollo Social, señor Francisco Pizarro.

- Del Colegio de Profesores: el Presidente Nacional, señor Mario Aguilar; el Tesorero, señor Habnel Castillo; el Secretario General, señor Darío Vásquez; el Primer Vicepresidente, señor Guido Reyes; la Asesora, señora Marcela Campolo; el Periodista, señor Víctor Gómez; la Fotógrafa, señora Paloma Araya, y del Área de Redes Sociales, el señor Ignacio Torres.

- Del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos, CELAP: los Asesores, señorita Yasna Bermúdez y señor Juan Briones. 

- De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: el Asesor, señor Felipe Caro. 

- De la oficina del Honorable Senador señor Quintana: el Asesor, señor Farid Seleme.

- De la Biblioteca del Congreso Nacional: los Analistas, señora Pamela Cifuentes y señor Mauricio Holz. 

- De la oficina del Honorable Senador señor Montes: el Asesor, señor Luis Díaz.

- Del Comité Demócrata Cristiano: los Asesores, señores Luis Espinoza y Sebastián Silva. 

- De la oficina del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio: el Asesor, señor Javier Igor.

- Del Comité Unión Demócrata Independiente: el Asesor, señor Jorge Barrera.

- De la oficina de la Honorable Diputada señora Sepúlveda: los Asesores, señores Xavier Palominos y Francisco Gómez.

-De Educación 2020: el Asesor, señor Cristian Miquel. 

-De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Felipe Rössler. 

-Del Instituto Libertad y Desarrollo: el Abogado, señor Jorge Avilés. 

-Del Instituto Libertad: el Asesor, señor Sebastián Bastías.

-De Imaginacción Consultores: la Consultora en Asuntos Públicos, señorita Carolina Salas.

- - -

Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, en este segundo trámite reglamentario, además, por la Comisión de Hacienda, según lo dispuesto por la Sala del Senado.

- - -

Asimismo, se hace presente que en esta iniciativa de ley, por acuerdo de los Comités del Senado, adoptado en su oportunidad, se reabrió el plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, lapso en el cual se formularon las indicaciones que más adelante se consignan. Ahora bien, con el objeto de no variar la numeración que ya tenían las indicaciones contenidas en el Boletín correspondiente, se ha procedido a asignar a las nuevas una numeración que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto.

- - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Os hacemos presente que, de conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 19, y en los artículos 38 y 118 de la Constitución Política de la República, los artículos 29, 30, 31, 33, 34, 35, 49, 50(31), 51(32), 52(33), 53(34), 68(46), 79(55), número 5), y 80(56) permanentes, así como los artículos cuarto, séptimo, octavo (séptimo), noveno (octavo), vigésimo primero (decimoséptimo), y trigésimo segundo (vigésimo noveno )1, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, conforme lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental..
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículos 1, 9, 20, 26, 29, 34, 37, 39, 45, 46, 49, 50, 52, 53, 56, 60 y 61 permanentes y artículos primero, segundo, tercero, cuarto, decimoprimero, decimosegundo, decimotercero, decimocuarto, vigésimo, vigésimo primero, vigésimo tercero, vigésimo cuarto, vigésimo quinto, vigésimo sexto, vigésimo noveno, trigésimo cuarto, trigésimo quinto, trigésimo séptimo, trigésimo octavo, trigésimo noveno, cuadragésimo, cuadragésimo primero, cuadragésimo tercero, cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto transitorios.






2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1 bis, 2 bis, 2 ter, 2 quáter, 3, 4 bis, 4 ter,15 bis, 21, 22 bis, 31, 33, 34, 35, 36, 39, 41, 42, 43, 52, 53, 54, 55, 58, 59 bis, 62, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 84, 86, 87, 90, 91, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 101, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 110, 111, 113, 120 bis, 136, 137, 138, 164 bis, 176, 176 bis, 176 ter, 177, 177 bis, 178, 179, 180, 181, 182, 183, 184, 184 bis, 185, 186, 189, 190, 191, 193, 195, 196, 197 199, 200, 201, 202, 203, 204, 205 bis, 208 bis, 213 bis, 218 bis, 218 ter, 220, 220 bis, 220 ter, 220 quáter, 221 ter, 221 quáter, 222 bis, 224, 224 bis, 226, 227, 228 bis, 229, 229 bis, 231, 232, 234, 234 bis, 237 bis, 238, 239, 240 quinquies, 240 sexies, 240 septies, 241, 241 bis, 241 ter, 241 quáter, 245 bis, 247 bis, 253, 255, 255 bis, 256, 257, 258 y 259 bis.


3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 2, 6, 7, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 20, 22, 27, 28, 29, 30, 37, 38, 44, 46, 56, 60, 61, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 88, 112, 115, 116, 148, 149, 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 157, 158, 159, 160, 161, 162, 163, 164, 174, 175, 188, 192, 194 y 205 (en lo que respecta al número 16) propuesto). 


4.-
Indicaciones rechazadas: números 26, 45, 48, 49, 50, 51, 118, 119, 123, 124, 126, 127, 131, 132, 133, 134, 135, 165, 166, 167, 168, 169, 170, 171, 172, 197, 205 (en lo que respecta al número 17) propuesto), 219, 221 y 240 quáter.



5.- Indicaciones retiradas: números 4, 5, 8, 9, 63, 73, 83, 85, 114, 117, 120, 121, 122, 125, 128, 129, 130, 146, 147, 209, 210, 211, 212, 213, 214, 215, 217, 218, 222, 225, 228, 230, 240 ter, 242, 248, 249, 250 y 259. 



6.-
 Indicaciones declaradas inadmisibles: números 19, 23, 24, 25, 32, 40, 47, 57, 59, 89, 92, 93, 94, 139, 140, 141, 142, 143, 144, 145, 173, 187, 198, 206, 207, 208, 216, 223, 235, 236, 237, 240, 240 bis, 243, 244, 245, 246, 247, 251, 252 y 254. 

- - -

ANALISIS PREVIO A LA DISCUSIÓN DE LAS INDICACIONES

Previo a la discusión y votación de las indicaciones formuladas a la iniciativa de ley, la Comisión recibió en audiencia a la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, a fin que explicara las modificaciones propuestas al proyecto por parte de Su Excelencia la Presidenta de la República, a partir de lo cual se efectuaron distintos planteamientos en su seno.

La Secretaria de Estado hizo presente que tomando en consideración las siguientes tres variables, sólo once municipios a lo largo del país logran un buen desempeño educacional; ellas son las siguientes:

1.- Que la pérdida de alumnos no supere el 10% del número de matrícula.

2.- Que no se tengan deudas previsionales mayores a $100.000.

3.- Que ningún establecimiento educacional a su cargo esté en la categoría de desempeño insuficiente, de acuerdo a la ordenación realizada por la Agencia de la Calidad de la Educación.

Agregó que si las exigencias se flexibilizan un poco, aumentando a 20% la pérdida de alumnos, el número aumenta a 30, lo que representa menos del 10% de los municipios del país.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Allamand recordó que durante la tramitación de la ley N° 20.845, de Inclusión Escolar, el Ejecutivo aseveró que el rendimiento de los colegios municipales era mejor que el de los particulares subvencionados, si se corregían los resultados por nivel socioeconómico.

Preguntó cómo se conciliaba dicha afirmación con los planteamientos recientemente formulados por la señora Ministra de Educación. A mayor abundamiento, advirtió que resultaba paradojal que  para un proyecto de ley los establecimientos municipales funcionan mal mientras que para otro funcionan muy bien.

Sobre el particular, la señora Ministra de Educación puso de relieve que la afirmación que ha efectuado se sustenta en tres variables, y sólo la tercera dice relación con los resultados de los establecimientos educacionales. Adicionalmente, enfatizó que la conclusión consignada recientemente no colisiona con la aseveración que los colegios públicos obtienen mejores resultados que los particulares pagados, una vez efectuado el ajuste por nivel socioeconómico.

Insistiendo en sus planteamientos, sostuvo que si se analiza la situación de cada una de las escuelas y se controla por nivel socioeconómico, el aporte de los establecimientos educacionales particulares subvencionados es menor al de los colegios municipales.

En relación con este mismo aspecto, el Honorable Senador señor Rossi recordó que la Agencia de Calidad de la Educación tiene tres funciones principales: evaluar, orientar e informar. Remarcó que esta última misión conlleva la de dar a conocer a la comunidad educativa, y especialmente a los padres y apoderados, las evaluaciones que se hacen, de manera que puedan saber en qué estado se encuentra la educación que reciben los menores.

Notó que en la comuna de Iquique, el 65% de las escuelas públicas han sido calificadas con desempeño insuficiente y el 35% restante con desempeño bajo, lo que significa que el 100% de las escuelas de la comuna señalada ofrecen una educación de mala calidad. A mayor abundamiento, resaltó que de acuerdo a la legislación vigente, la tercera parte de dichos establecimientos debieran cerrar, puesto que han mantenido durante tres o más años consecutivos la calificación de insuficientes. 

Descrita la realidad anterior, aseguró que no ha existido pronunciamiento sobre el particular por parte de la Agencia de Calidad de la Educación. Calificó como impresentable el silencio de la referida institución y el incumplimiento de una función tan trascendental. Con todo, estimó que la situación descrita no sólo es propia de su región sino que es un problema a nivel nacional.

A la luz de lo anterior, solicitó a la señora Ministra de Educación que Iquique fuera una de las primeras comunas en que se pusiera fin a la desmunicipalización de la educación. 

Continuando con su exposición, la señora Ministra de Educación manifestó que diversas encuestas realizadas dan cuenta de que los chilenos esperan que la educación pública sea un orgullo y un ejemplo para el país y la región en materia de calidad, equidad e inclusión. Aseguró que se anhela que ella posea las siguientes características:

1.-Que cuente con diversidad de proyectos educativos;

2.-Que sea un espacio de construcción e integración social;

3.-Que sea un espacio de reparación de las desventajas sociales;

4.-Que potencie las capacidades de todos los actores escolares;

5.-Que sea capaz de desarrollar una educación integral; 

6.-Que cuente con trayectorias más articuladas; 

7.-Que potencie el trabajo en red y la colaboración, y

8.-Que sea pluralista y participativa.

Remarcó que el proyecto de ley en estudio busca establecer un sistema de carácter nacional, articulado en los servicios locales de educación pública que existirán a lo largo del país y cuyo propósito será administrar, apoyar y potenciar establecimientos educacionales públicos y sus comunidades educativas.

Puntualizó que dichos servicios tendrán un carácter descentralizado y altamente especializado, lo que permitirá asegurar calidad y equidad en el servicio educacional público en todo el territorio, superando las falencias estructurales de la municipalización educativa y permitiendo al municipio colaborar con la educación pública desde una posición adecuada.

Precisado lo anterior, afirmó que las indicaciones presentadas por Su Excelencia la Presidenta de la República recogen la discusión realizada en esta Cámara, entre agosto de 2016 y enero de 2017, desarrollando y mejorando el texto aprobado por la Cámara de Diputados en julio del año pasado.

Acotó que entre las materias que se abordan en las indicaciones señaladas, destacan cuatro grandes ejes:

1.-Reforzamiento de las atribuciones y del rol fundamental de las escuelas y de los equipos directivos en poder asegurar una educación pública de calidad, inclusiva y equitativa.

2.-Reforzamiento del trabajo en red y del rol de apoyo y acompañamiento técnico pedagógico y administrativo que le corresponde a los servicios locales de educación respecto a los establecimientos de su dependencia.

3.-Reforzamiento del carácter descentralizado de los servicios locales de educación en el marco de un sistema articulado y que responde ante el país, ante cada comunidad y ante la región.

4.-Perfeccionamiento de la transición gradual hacia el nuevo sistema, estableciendo una primera etapa de desarrollo que asegure que la calidad será el eje de este cambio.

Refiriéndose al primero de ellos, señaló que la iniciativa de ley apunta a crear un sistema de educación pública que se construya desde la escuela. Indicó que la primera medida para ello será potenciar el rol de los colegios respecto del proyecto educativo institucional y del plan de mejoramiento educativo. Sobre el particular, precisó que las indicaciones propuestas por Su Excelencia la Presidenta de la República consagran que el proyecto educativo institucional y el plan de mejoramiento educativo son instrumentos que pertenecen fundamentalmente a la escuela y que aseguran sellos y compromisos de cada comunidad para mejorar la calidad, la equidad y el carácter inclusivo de su quehacer.

Informó que ambos instrumentos serán encabezados por los respectivos directores y sus equipos directivos y se formularán, validarán y aprobarán con la participación activa de la comunidad educativa.

Adicionalmente, sentenció que el servicio local de educación asegurará que estos planes sean consistentes con el desarrollo estratégico de la educación pública en el territorio del país y apoyará y acompañará su elaboración, implementación y evaluación.

Resaltó que otra medida para elaborar un sistema de educación pública que se construya desde la escuela consistirá en que los directores de escuelas y liceos serán quienes decidan los profesores que se requieren en cada establecimiento. Al respecto, comentó que en los concursos para proveer cargos docentes, serán los directores quienes elaborarán los respectivos perfiles y quienes elegirán a los docentes a contratar, a partir de ternas que serán elaboradas por la comisión de concursos del servicio local de educación, el que, a su vez, contratará a los docentes así elegidos.

Sostuvo que otra medida para construir un sistema de educación pública que apunte en tal dirección radicará en asegurar el trabajo en red, a fin de potenciar la mejora educativa. En este punto, enfatizó que las indicaciones establecen y explicitan el marco y propósito educativo del trabajo en redes pedagógicas de los establecimientos educacionales que administrará el servicio local de educación.

A mayor abundamiento, puso de relieve que las indicaciones disponen que la Conferencia de Directores de jardines infantiles, escuelas y liceos del servicio local deberá reunirse al menos una vez al año. Puntualizó que dicho espacio incluye también a los profesores encargados de escuelas rurales, y su propósito será, entre otros, aportar en el mejoramiento del diseño y la prestación del apoyo técnico-pedagógico que el servicio local entregará a sus establecimientos y fomentará el aprendizaje entre pares.

Destacó que otra medida que apunta en la dirección señalada será hacer protagonista a la educación media técnico profesional. Sobre el particular, comentó que las indicaciones enfatizan las responsabilidades del sistema de educación pública respecto a la educación media técnico profesional, fomentando el desarrollo de redes que incluyan a estos establecimientos, al sector productivo y a la educación superior.

Aseveró que se fortalece así la pertinencia de la oferta de especialidades técnicas en el territorio, además de apoyar las trayectorias educativas de los estudiantes, mediante el desarrollo de prácticas profesionales de calidad y de articulación con la educación superior, especialmente a través de los futuros centros de formación técnica estatales y en el marco de la Política Nacional de Educación Técnico Profesional del país.

Por otro lado, añadió, se explicita que los liceos regulados por el decreto ley N° 3.166 2serán parte del sistema de educación pública, con lo cual los convenios de administración serán evaluados, podrán hacerse parte de la red de cada servicio y recibirán apoyo técnico pedagógico.

Comunicó que otra medida para construir un sistema de educación pública que se construya desde la escuela radicará en que los servicios locales de educación asuman responsabilidad respecto de los establecimientos a su cargo, en orden a favorecer la retención y el reingreso de estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.

Deteniéndose en la última medida para conseguir el fin señalado, notó que ella consistirá en erradicar el abandono de las escuelas en condición de encierro. En este punto, puntualizó que los servicios locales de educación, en su responsabilidad de asegurar la oferta de la educación pública en todo el territorio, deberán tener especial preocupación por quienes se encuentren privados de libertad o en programas de reinserción social, de manera que puedan ejercer plenamente su derecho a la educación.

Consignó que para ello se establece una función precisa para la Dirección de Educación Pública, la que deberá velar por la calidad del trabajo de este tipo de escuelas, coordinándose para ello con el Ministerio de Justicia.

En relación con este punto, fue enfática en sostener que por primera vez un servicio público concreto asumirá esta responsabilidad. 

En otro orden de consideraciones, puso de relieve que las indicaciones apuntan a que el sistema de educación pública se gestione a escala local. Indicó que para ello se incorpora, en primer lugar, la dimensión regional para el sistema. Sobre el particular, notó que pese a que la gestión educativa se realiza a nivel local, se consideró importante establecer una coordinación regional de los servicios locales de educación tanto entre ellos como con otros servicios públicos del área educacional.

Precisó que dicha coordinación será encabezada por la respectiva Secretaría Regional Ministerial y podrá, entre otras cosas, realizar propuestas a las respectivas Estrategias de Desarrollo Regional, con el objeto de armonizar el sello regional con los planes de los correspondientes servicios locales.

Remarcó que con el objeto de asegurar que el sistema de educación pública se gestione a escala local, se crea un Comité Directivo Local que permite asegurar el foco territorial del trabajo educativo. Puntualizó que dicho comité tendrá las siguientes funciones:

- Velar por el desarrollo estratégico del servicio local de educación. Aprobar su plan estratégico y, realizado el proceso de Alta Dirección Pública, proponer al Presidente de la República la terna de posibles directores.

- Asegurar la rendición de cuentas de su Director Ejecutivo ante la comunidad. Podrá convocar al Director, hacer observaciones al plan anual del servicio y solicitar informes sobre el estado de su ejecución. Asimismo, podrá solicitar la remoción del Director.

- Contribuir a la vinculación del servicio local de educación con las instituciones de gobierno de las comunas y la región.

Informó que la integración del mencionado comité considera dos representantes de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales de educación, dos representantes de los alcaldes del territorio que abarca el servicio local de educación y dos representantes del gobierno regional, designado por su órgano ejecutivo, previa aprobación del Consejo Regional.

Detalló que estos últimos cuatro representantes deberán ser preferentemente docentes (que no estén contratados por el servicio local de educación) y personas con trayectoria destacada en educación o gestión.

Comunicó que, adicionalmente, se consolida un Consejo Local de Educación Pública representativo de la comunidad educativa. Acotó que los cambios que se establecen respecto a él dicen relación con su integración y funciones y se resumen de la manera que sigue:

- El consejo local asume un perfil fundamentalmente educacional, manteniendo su carácter participativo y representativo de la comunidad educativa de todo el servicio local, asesorando al Director ejecutivo de aquel en los temas educativos.

- Lo integran padres, madres, apoderados, estudiantes, docentes y asistentes de la educación. Precisó que estos integrantes son elegidos entre los representantes de cada estamento en el conjunto de consejos escolares de los establecimientos del servicio local de educación.

- A ellos se suman representantes de los equipos técnico-pedagógicos y directivos de los establecimientos y de las universidades y centros de formación técnica de la zona y región.

Luego de abordar los dos principales ejes del proyecto, se detuvo en dar a conocer otras indicaciones que perfeccionarán el proyecto de ley.

Relató que una de ellas apunta a reafirmar que los actuales jardines infantiles vía transferencia de fondos deben ser parte de la nueva educación pública. Precisó que para ello se repone la norma que traspasa estos establecimientos educacionales a los servicios locales respectivos.

Sobre el particular, aseguró que el nuevo sistema debe continuar favoreciendo la cobertura en este nivel y, sobre todo, articular y hacer seguimiento a las trayectorias educativas de los estudiantes, apoyándolos en cada etapa. Indicó que esto permitirá aumentar la equidad de la educación chilena, respetando la especificidad de cada nivel educativo.

Deteniéndose en el cuarto eje anunciado, hizo presente que éste apunta a fortalecer una gradualidad responsable hacia el nuevo sistema. Precisó que las indicaciones propuestas establecen un periodo de ocho años y configuran una etapa inicial de desarrollo con cuatro servicios locales de educación, los que serán instalados durante los tres primeros años. Agregó que a partir del año 2021 se iniciará de manera sostenida y gradual el ingreso de todos los servicios locales de educación en todas las regiones del país. Acotó que decretos con fuerza de ley establecerán la gradualidad en la que ingresarán los diferentes servicios.

Consideró que la medida propuesta permitirá mejorar la implementación y asegurar una educación pública de calidad que supere los problemas de la educación municipalizada. 

En relación con este punto, informó que los primeros territorios de servicios locales de educación serán Barrancas (que incluye las comunas de Pudahuel, Cerro Navia y Lo Prado), Huasco, Andacollo-Coquimbo y Andalien Sur.

Por otro lado, resaltó que las indicaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República establecen una regulación clara para los concursos docentes para proveer vacantes titulares de los establecimientos educacionales de los servicios locales de educación.

Adicionalmente, notó, se repone la norma que permite que los servicios locales de educación impetren subvención escolar general.

Asimismo, comunicó que se establecen plazos para que los establecimientos educacionales públicos no cierren producto de los problemas asociados a la municipalización, permitiéndoles mejorar. Para ello, destacó, tanto durante la transición que se inicia con la promulgación de la ley como durante los ocho años siguientes al traspaso del servicio educacional, no será aplicable a dichos colegios el mecanismo de cierre automático por efecto de la ordenación de la Agencia de Calidad de la Educación.

En otro orden de ideas, relató que los municipios seguirán apoyando a sus vecinos a través de la educación pública, para lo cual se establecerán convenios de transición. Detalló que las municipalidades deberán identificar los servicios sociales complementarios que hoy prestan en relación al sector educación y que van en beneficio de los estudiantes y sus familias. 

Por último, hizo presente que Su Excelencia la Presidenta de la República formulará, dentro de los próximos veinte días, aquellas indicaciones que dicen relación con los traspasos de personal y de bienes.

Se deja constancia de que la señora Ministra de Educación acompañó su presentación con dos documentos, los que fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

Una vez concluida la exposición de la señora Ministra, la Honorable Senadora señora Von Baer enfatizó que no compartía la propuesta legal impulsada por el Gobierno de Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, por las razones que ya expuso durante la tramitación general de este proyecto, y que refrendará durante esta discusión en particular, razón por la cual solicitaría votación separada de cada una de sus disposiciones para pronunciarse en contra, salvo respecto de aquellas cuyo espíritu compartía.
En otro orden de consideraciones, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso que cualquiera de los miembros de la comisión pudiera solicitar la reapertura del debate y que la aprobación de ésta no requiriera la unanimidad de los Senadores presentes. Puso de relieve que la medida anterior daría flexibilidad a la tramitación del proyecto, lo que redundaría en una mejor iniciativa de ley.

- La propuesta anterior contó con el respaldo de la totalidad de los integrantes de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

- - -

Con ocasión del estudio de esta iniciativa de ley, la Comisión recibió en audiencia al Alcalde de Cerro Navia, señor Mauro Tamayo, quien aseguró que existe unanimidad en su Concejo Municipal respecto a la necesidad que la educación municipal de su comuna se incorpore prontamente al servicio local de educación de Barrancas. 

Afirmó que la situación por la que atraviesa la educación pública en Cerro Navia es angustiante, toda vez que las deudas financieras son muy grandes, y si bien se han adoptado medidas para reparar esos daños, ellas no son suficientes e impiden poner a los niños en el centro de las preocupaciones. 

A la luz de lo anterior, valoró que la indicación número 213), de Su Excelencia la Presidenta de la República, señalara que el servicio local de educación que comprende la comuna de Cerro Navia entrará en funcionamiento antes del 31 de diciembre de 2017. No obstante, criticó que, de conformidad a lo dispuesto en la indicación número 219), el servicio educacional de la comuna que preside fuera traspasado el 1 de enero del año 2020.

En atención a la situación crítica que vive la educación pública de su comuna, solicitó que el traspaso del servicio educacional de Cerro Navia se realizara el 31 de diciembre de 2017 y no en la fecha prevista en la indicación número 219.

Sobre el particular, la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, hizo presente que son dos los elementos que deben tenerse en consideración a la hora de adoptar medidas sobre el particular:

1.-Que las facultades con las que cuente el Ministerio de Educación durante el periodo de transición le permitan apoyar casos críticos y excepcionales.

2.-Adoptar las condiciones necesarias para alcanzar una adecuado traspaso de la educación municipal y para garantizar la sostenibilidad del servicio educativo en los establecimientos educacionales.

Acotó que el proceso de traspaso de los servicios educacionales será complejo y generará presiones importantes, razón por la cual el Gobierno trabaja en un adecuado diseño. Añadió que habrá que cumplir ciertas condiciones para el traspaso, garantizando con ello que el servicio educacional se seguirá prestando.

Precisado lo anterior, remarcó que la propuesta legal contempla dos fechas distintas: la de instalación de los servicios locales de educación y la de traspaso de los servicios educacionales.

Finalmente, resaltó que la propuesta de establecer fechas diferentes apunta a evitar inconvenientes en el traspaso. Con todo, se manifestó abierta a revisar las indicaciones existentes, en la medida en que ellas favorezcan a los estudiantes.

En relación con estas aseveraciones, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, destacó que alrededor de veinte comunas a lo largo del país se encuentran en una situación crítica como la de Cerro Navia. Puntualizó que tal es el caso de Valparaíso, comuna que adeuda MM $ 60.000.

En tanto, la Honorable Diputada señora Girardi llamó a tener en consideración que Cerro Navia adeuda MM $ 25.000 y que su situación se arrastra hace ocho años. Aseguró que ella fue denunciada hace muchos años y que el Ejecutivo no ha hecho nada al respecto para frenarla. Sostuvo que lo anterior da cuenta de que la responsabilidad no sólo es atribuible al Alcalde anterior, sino también al Gobierno.

En relación con la demanda formulada por el señor Tamayo, puso de relieve que el artículo séptimo transitorio dispone que el traspaso del servicio educacional que prestan las municipalidades se realizará el 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de un servicio local de educación, con lo cual el traspaso del de Cerro Navia debiera llevarse a cabo el 1 de enero de 2018 y no el 1 de enero del año 2020, como lo propone Su Excelencia la Presidenta de la República, a través de la indicación número 219).

Remarcó que la decisión anterior refleja que el Ejecutivo no quiere hacerse cargo de la realidad de una comuna en donde los niños reciben una de las peores educaciones del país. En consecuencia, solicitó a los representantes del Ejecutivo presentes en la sesión hacerse cargo de ellos y no retardar el traspaso.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se transcriben, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Educación y Cultura.

ARTÍCULO 1

Precisa el objeto de la presente ley. Al respecto, indica que ella crea el Sistema de Educación Pública y establece las instituciones que lo componen y regula su funcionamiento.

- Puesto en votación, 3se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 2

Se refiere al objeto del Sistema de Educación Pública. Sobre el particular, detalla que éste tiene por objeto que el Estado provea, a través de los establecimientos educacionales de su propiedad y administración, que formen parte de los Servicios Locales de Educación Pública que son creados, una educación pública, gratuita, de calidad, laica pluralista, que promueva la inclusión social y cultural, la equidad, la tolerancia, el respeto a la diversidad y la libertad, considerando las particularidades locales y regionales y garantizando el ejercicio del derecho a la educación, de conformidad a lo dispuesto en la Constitución Política de la República, en todo el territorio nacional.

Agrega que el sistema velará por el respeto a las particularidades de cada nivel y modalidades educativas, considerando la integralidad, pluralidad y el apoyo constante a los estudiantes. Añade que, en particular, deberá considerar las características propias de los establecimientos que imparten el nivel parvulario y de la educación especial o diferencial.

- Sometido a votación, éste resultó aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Fundamentando su votación, el Honorable Senador señor Allamand fue enfático en sostener que el proyecto adolecía de vicios de inconstitucionalidad en lo que respecta al traspaso de establecimientos, razón por la cual hizo expresa reserva de constitucionalidad en esa materia.

Precisando su aseveración, recordó que el origen de los establecimientos educacionales municipales puede ser alguno de los siguientes:

- Fueron traspasados el año 1981.

- Fueron adquiridos por las Municipalidades.

- Los terrenos fueron donados por terceros y sobre ellos se construyeron los inmuebles educacionales.

- Establecimientos construidos en terrenos pertenecientes a terceros.

Aseguró que cualquiera que sea el origen de ellos, se requiere expropiación y no un mero traspaso, como señala el proyecto.

En sintonía con el punto anterior, consideró necesario que la Comisión escuchara a expertos en Derecho Administrativo, a fin de conocer la opinión de ellos respecto al traspaso referido.

Por último, manifestó que votaría en contra del precepto, no sólo por las razones señaladas, sino también por no compartir el modelo propuesto. Estimó que lo ideal sería que las municipalidades que cumplen ciertos requisitos puedan gestionar los establecimientos públicos. Remarcó que si tal posibilidad fuera contemplada, la oposición estaría dispuesta a cambiar su opinión en relación con la iniciativa de ley en estudio.

La Honorable Diputada señora Girardi, deteniéndose en los planteamientos del Honorable Senador señor Allamand, señaló que si bien algunos municipios tienen establecimientos que fueron adquiridos por ellos, el porcentaje es mínimo. Precisó que un caso como el descrito se presenta en una escuela de la comuna de Cerro Navia, y que ella se encuentra embargada por sus acreedores.

A la luz de lo anterior, solicitó al Ejecutivo encontrar la fórmula adecuada para que situaciones como la descrita no vuelvan a repetirse. A mayor abundamiento, recalcó que sus remodelaciones se han logrado gracias al aporte de recursos públicos, razón que se suma a la necesidad que ellas sean inembargables y traspasadas directamente al Estado.

o o o o o

El Honorable Senador señor Montes presentó la indicación número 1), para consultar después del artículo 2°, el que se transcribe a continuación:

“Artículo … Fines de la educación pública. La Educación Pública está orientada al pleno desarrollo de los niños y jóvenes, de acuerdo a sus necesidades y características. Procurará un desarrollo emotivo, físico, social y cognitivo integral, estimulando el desarrollo de la creatividad, la capacidad crítica, la participación ciudadana y los valores solidarios.

Los profesores de la educación pública son los protagonistas principales de los procesos educativos, para lo cual contarán con las condiciones de autonomía para desplegar creatividad en las estrategias y metodologías tendientes a lograr los objetivos de cada nivel.”.

El Honorable Senador señor Montes, autor de la indicación, explicó que el sentido de ella es dejar claramente consignado que el objeto principal de la organización de la educación pública es el desarrollo de los niños y jóvenes, de acuerdo a sus necesidades y características. Sostuvo que la oración final del inciso primero propuesto recoge lo dispuesto en la Ley General de Educación.

Centrando su atención en el inciso segundo, en tanto, resaltó que él persigue establecer que los profesores son los protagonistas del proceso educativo.

Sobre el particular, la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, valoró la indicación del Honorable Senador señor Montes y resaltó que ella apunta en la dirección señalada por su autor. Con todo, comentó que el Ejecutivo preferiría modificar su redacción, a fin de adecuar los incisos a la legislación vigente, logrando coherencia. Así, acotó, el inciso primero debiera recoger lo dispuesto en el artículo 2° de la Ley General de Educación y el inciso segundo, lo señalado en la Ley de Estatuto Docente, especialmente en lo referido a la autonomía de los profesores.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer celebró la indicación en estudio, por cuanto consideró que ella deja claramente establecido el objeto de todos los cambios propuestos. Sin embargo, remarcó que no sólo los profesores juegan un rol central en los procesos educativos, ya que también son figuras fundamentales las familias y las comunidades educativas. En atención a ello, sugirió modificar la redacción de la indicación analizada.

El Honorable Senador señor Allamand, en tanto, compartió la indicación presentada por el Honorable Senador señor Montes, y justificó su parecer en que la legislación educacional debía contemplar sus objetivos y sus protagonistas. No obstante, pidió dejar pendiente su votación, a fin de enmendar su redacción, en los términos precisados por la Honorable Senadora señora Von Baer.

A su turno, la Honorable Diputada señora Girardi respaldó la indicación en estudio y, en consecuencia, consideró indispensable que la Comisión la recogiera. Aseveró que existen muchos estudios que advierten que los niños chilenos, especialmente aquellos que están en la educación municipal, son medicados para asistir a clases. En efecto, puntualizó, cerca del 24% de ellos recibe algún tipo de medicamentos y remarcó que las escuelas no son capaces de abordar las problemáticas que los afectan.

A mayor abundamiento, resaltó que un estudio de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso señala que, desde que se creó la subvención escolar preferencial y los colegios comenzaron a contratar sicólogos, el porcentaje de niños medicados aumentó de manera considerable. Apuntó que lo anterior da cuenta de que el sistema escolar municipal responde a sus necesidades y no a la de los niños que asisten a ellas.

En atención a lo anterior, alabó que la indicación del Honorable Senador señor Montes dispusiera que la educación pública está orientada al pleno desarrollo de los niños y jóvenes, de acuerdo a sus necesidades y características. 

El Honorable Senador señor Montes, deteniéndose en los comentarios vertidos por la Honorable Diputada señora Girardi, manifestó que nuestro modelo educacional se caracteriza por su homogeneidad, y estimó que, por el contrario, nuestro país requiere de estrategias diferenciadas para el desarrollo de los niños. Para ello, acotó, es indispensable poner en el centro el desarrollo de ellos más que los planes educativos.

Centrando su atención en el inciso segundo de la indicación en estudio, en tanto, hizo hincapié en que el sentido de él radica en que los profesores puedan recuperar su rol protagónico. Añadió que si bien es posible considerar otros actores en el precepto propuesto, el centro deben ser aquellos. Adicionalmente, llamó a no olvidar que el artículo 3° considera a las comunidades educativas como integrantes del sistema.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la necesidad de agregar un artículo al proyecto de ley que considere los fines de la educación pública. Sin embargo, pidió dejar claramente establecido, en su inciso primero, que el objeto de ella es la formación de personas en un sentido integral, lo que incluye el pleno desarrollo de los niños, de acuerdo a sus necesidades y características.

En cuanto al inciso segundo, estimó que el educando es el protagonista principal del proceso educativo, por ello, solicitó reconocer aquello, sin olvidar la centralidad de los profesores.

Finalmente, sugirió dejar pendiente la redacción del nuevo artículo, a fin de incorporar las observaciones consignadas por los integrantes de la Comisión.

Conforme a lo señalado precedentemente, sugirió aprobar la indicación en estudio con la modificación que sigue:

“Agregar un artículo 2°, nuevo, del tenor siguiente, pasando el actual artículo 2° a ser 3° y así sucesivamente:

“Artículo 2.- Fines de la Educación Pública. La educación pública está orientada al pleno desarrollo de los estudiantes, de acuerdo a sus necesidades y características. Procura una formación integral de las personas, velando por su desarrollo espiritual, social, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, entre otros, y estimulando el desarrollo de la creatividad, la capacidad crítica, la participación ciudadana y los valores democráticos.”.”

- Sometida a votación la indicación con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, ésta contó con el respaldo de la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Rossi y Walker, don Ignacio.

o o o o o

ARTÍCULO 3

Señala quiénes integran el Sistema de Educación Pública. Sobre el particular, dispone que lo componen los establecimientos educacionales que forman parte de los servicios locales de educación pública, los servicios locales de educación pública y el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública.

Respecto de él, el Honorable Senador señor Montes formuló la indicación número 2), para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 3.- Integrantes del Sistema. El Jardín Infantil, la Escuela y el Liceo son los espacios institucionales de la Educación Pública Escolar. Dichos establecimientos, conformados por sus respectivas comunidades, son los componentes principales del Sistema y desarrollarán con autonomía su identidad y características propias.

Integran, además, el Sistema, los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante también los “Servicios Locales”) y el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en los Títulos II, III y IV de esta ley.”.

El Honorable Senador señor Montes explicó que el primer objetivo de la indicación de su autoría radica en reincorporar a la educación parvularia dentro de la educación pública. 

Sostuvo que el segundo, en tanto, apunta a consignar que los establecimientos indicados son los espacios institucionales de la educación pública escolar, dándoles esa jerarquía.

Añadió que el tercero, por su lado, consiste en incentivar que los establecimientos desarrollen con autonomía su identidad y características propias, lo que no ocurre en la práctica.

La Subsecretaria de Educación, refiriéndose a la oración final del primer inciso propuesto en la indicación en estudio, valoró su contenido y notó que ella recoge la idea que las comunidades escolares son los componentes principales del sistema.

En cuanto a la primera oración del inciso primero de la disposición propuesta en la indicación, si bien comprendió la necesidad de dejar explícitamente consignado que el nivel parvulario forma parte del sistema de educación pública, no consideró apropiado utilizar la expresión “jardín infantil”, toda vez que ésta excluye a las salas cunas y a los establecimientos que imparten educación parvularia, escolar y media. Resaltó que la voz “establecimientos educacionales”, utilizada en el artículo 3°, recoge la heterogeneidad del sistema. Con todo, habida consideración de la necesidad de incorporar explícitamente al nivel parvulario dentro de los integrantes del sistema, se manifestó de acuerdo con agregarlo. 

El Honorable Senador señor Allamand, centrando su atención en los dichos de la representante del Ejecutivo, preguntó qué expresión era la correcta para consignar que la educación inicial integra el sistema de educación pública.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recogiendo las demandas de los integrantes de la instancia, sugirió aprobar la indicación del Honorable Senador señor Montes. Con todo, propuso una nueva redacción para ella, del tenor que sigue:

“Reemplazar el artículo 3 por el siguiente:

“Artículo 3.-Integrantes del Sistema. Son integrantes del Sistema los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, con sus distintos niveles y modalidades educativas, los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante, también, “Servicios Locales”) y el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en los Títulos II, III y IV, respectivamente.

Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema. Están conformados por sus respectivas comunidades educativas, integradas por estudiantes, madres, padres, apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y por sus respectivos equipos docentes directivos. Dichos establecimientos contarán con autonomía para la definición y desarrollo de sus proyectos educativos, de acuerdo a la identidad y características propias de sus comunidades, de conformidad a la normativa vigente. En este marco, corresponderá a los profesionales de la educación ejercer un rol fundamental para la consecución del objeto del Sistema y para la materialización de los principios que lo guían, establecidos en el artículo siguiente, desarrollando estrategias y metodologías con creatividad y autonomía, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del inciso cuarto del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1997.”.”.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que el artículo propuesto reproduce, en parte, lo dispuesto en el artículo 40 del texto aprobado en general por el Senado.

La Honorable Senadora señora Von Baer valoró la redacción sugerida para el inciso segundo del artículo objeto de análisis.

En relación con el inciso primero, en tanto, remarcó que éste establece el sistema de educación pública, que la oposición no comparte. Habida consideración de lo anterior, solicitó votar separadamente cada uno de los incisos del artículo 3°.

Asimismo, el Honorable Senador señor Montes pidió que la oración final del inciso segundo propuesto pasara a ser inciso tercero, de manera de reafirmar el rol protagónico que tienen los profesores en el sistema.

En otro orden de consideraciones, el Honorable Senador señor Rossi estimó que las manipuladoras de alimentos debían considerarse dentro la lista de los integrantes de las comunidades educativas, toda vez que, en la práctica, ellas forman parte de ella. Lamentó que el servicio que ellas prestan estuviera externalizado, y consideró que tal decisión menoscaba la dignidad de quienes cumplen un rol sustantivo en el proceso educativo.

A mayor abundamiento, hizo presente que si se invirtiera en la capacitación de las manipuladoras de alimentos, ellas podrían realizar importantes actividades, como, por ejemplo, talleres de alimentación saludable para los niños.

Finalmente, anheló que pasaran a formar parte del estamento de los asistentes de la educación.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand cuestionó la utilización de la voz “integrantes” y preguntó si podría utilizarse otra expresión como “órganos o componentes”.

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, consideró preferible mantener la palabra “integrantes”, toda vez que otra podría inducir a confusiones, habida consideración de que los establecimientos educacionales no tendrán personalidad jurídica mientras que los servicios locales de educación y la Dirección de Educación Pública si la tendrán.

- Recogiendo la demanda de la Honorable Senadora señora Von Baer, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sometió a votación el inciso primero propuesto, registrándose tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- Puesto en votación el inciso segundo, en tanto, con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Montes, éste contó con el respaldo de la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Rossi y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 4

Establece los principios por los cuales se regirá el sistema de educación pública y sus integrantes. Al respecto, dispone que ellos se regirán por aquellos principios revistos en la Ley General de Educación y por los que contemplan las letras a) a i), que son el de calidad integral, el de mejora continua de la calidad, el de cobertura nacional y garantía de acceso, el de desarrollo equitativo e igualdad de oportunidades, el de colaboración y trabajo en red, el de proyectos educativos inclusivos, laicos y de formación ciudadana, el de pertinencia local, diversidad de los proyectos educativos y participación de la comunidad, el de formación ciudadana y valores republicanos y el de integración con el entorno y la comunidad. Su tenor literal es el que se transcribe a continuación:

“Artículo 4.- Principios del Sistema. El Sistema y sus integrantes se regirán por los principios señalados en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, y por los principios que se establecen a continuación:

a) Calidad integral. El Sistema se orientará hacia la provisión de una educación de calidad que permita a los estudiantes acceder a oportunidades de aprendizaje para un desarrollo integral, llevar adelante sus proyectos de vida y participar activamente en el desarrollo social, cultural y económico del país. Para ello, el Sistema promoverá el desarrollo de los estudiantes en sus distintas dimensiones, incluyendo la espiritual, ético, moral, cognitiva, afectiva, artística y el desarrollo físico, entre otras, así como las condiciones para implementar y evaluar el cumplimiento del currículum, y las necesidades y adaptaciones que la comunidad educativa convenga, en lo pertinente.

El Sistema velará por que el proceso educativo que se desarrolle en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales provea a los estudiantes las oportunidades de recibir una educación de calidad, mediante actividades curriculares y extracurriculares, así como a través de la promoción de una buena convivencia escolar que prepare a los estudiantes para la vida en sociedad.

b) Mejora continua de la calidad. El Sistema velará por el mejoramiento sostenido de los procesos educativos que se desarrollen en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, con el objeto de alcanzar una educación de calidad integral e inclusiva. Para ello, los integrantes del Sistema deberán propender siempre al logro de los objetivos generales definidos en la ley y al cumplimiento de los estándares y los otros indicadores de calidad educativa que les resulten aplicables según sus niveles y modalidades. 

El Sistema, en sus distintos niveles, deberá implementar las acciones necesarias para que todos los Servicios Locales y los establecimientos educacionales de su dependencia alcancen los niveles de calidad esperados para el conjunto del sistema educativo, en todos los niveles y modalidades educativas, y especialmente tratándose de la educación parvularia, estas acciones comprenderán el apoyo psicosocial y profesional en materias propias de dichos niveles y modalidades educativas.

c) Cobertura nacional y garantía de acceso. Con el objeto de resguardar el ejercicio del derecho a la educación reconocido por la Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, el Sistema asegurará la prestación del servicio educacional en todo el territorio nacional y el acceso de todas las personas, incluyendo especialmente a aquellas que tengan necesidades educativas especiales, de conformidad a la ley, a los distintos niveles educativos, considerando las formaciones diferenciadas que ellos incluyen, y las distintas modalidades educativas, velando además por la continuidad del servicio.

En ningún caso se podrá condicionar la incorporación o permanencia de los estudiantes en el sistema educativo a elementos ajenos al ámbito pedagógico, en los términos de la ley N° 20.845.

d) Desarrollo equitativo e igualdad de oportunidades. Los integrantes del Sistema deberán ejecutar medidas de acción positiva que, en el ámbito educacional, se orienten a evitar o compensar las consecuencias derivadas de las desigualdades de origen o condición de los estudiantes, velando particularmente por aquellos que requieran de apoyos especiales y una atención diferenciada, con el propósito de que puedan desarrollar al máximo sus potencialidades.

e) Colaboración y trabajo en red. El Sistema y sus integrantes basarán su funcionamiento en la colaboración, fomentando la cooperación permanente y sistemática entre las instituciones que lo componen, con el objeto de propender al pleno desarrollo de la educación pública. Para ello, deberán realizar un trabajo colaborativo y en red, basado en el desarrollo profesional, el intercambio de información, el acceso común a servicios e instalaciones, la generación de redes de aprendizaje entre los integrantes de las comunidades educativas, el fomento del trabajo conjunto de sus diversos profesionales y el intercambio de buenas prácticas pedagógicas y de gestión educativa, promoviendo el desarrollo de estrategias colectivas para responder a sus desafíos comunes.

Asimismo, los Servicios Locales propenderán a realizar un trabajo colaborativo con órganos pertenecientes a los sectores de salud, deporte, cultura, entre otros, y con sostenedores de la educación particular y particular subvencionada.

f) Proyectos educativos inclusivos, laicos y de formación ciudadana. El Sistema debe favorecer la expresión y valoración de las diferencias entre los estudiantes y sus particularidades. Para ello, deberá asegurar, a lo largo de toda la trayectoria educativa, un trato no discriminatorio, promoviendo activamente la eliminación de la segregación social, étnica, religiosa, política, de género o de cualquier otro tipo que atente contra la igualdad de derechos y de oportunidades.

Para estos efectos, el Sistema deberá asegurar especialmente el respeto por la libertad de conciencia, garantizando un espacio de convivencia abierto a todos los cultos y creencias religiosas, fomentar la convivencia democrática y el ejercicio de una ciudadanía crítica y responsable, promover el cuidado y respeto por el medio ambiente y el conocimiento, comprensión y compromiso de los estudiantes con los derechos humanos.

g) Pertinencia local, diversidad de los proyectos educativos y participación de la comunidad. El Sistema deberá contar con proyectos educativos diversos y pertinentes a la identidad, necesidades e intereses de la comunidad, respetando siempre los derechos humanos y la convivencia democrática. 

En la formulación y desarrollo de los proyectos educativos de los establecimientos educacionales se deberá garantizar y promover la participación vinculante de las comunidades educativas, asegurando el derecho a la información, organización y expresión de sus opiniones en los asuntos que les afectan, de conformidad a la legislación vigente.

h) Formación ciudadana y valores republicanos. El Sistema promoverá en los estudiantes la comprensión del concepto de ciudadanía y los derechos y deberes asociados a ella, entendidos éstos en el marco de una república democrática, con el propósito de formar una ciudadanía activa en el ejercicio y cumplimiento de estos derechos y deberes. En particular, propenderá a difundir los valores republicanos, entendiéndose por tales aquellos propios de la práctica constante de una sociedad democrática, laica y pluralista, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de la República y en tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile.

i) Integración con el entorno y la comunidad. El Sistema se encargará de promover el desarrollo de conocimientos, habilidades y valores que permitan a las personas y comunidades contribuir a asegurar, desde sus propias identidades, su supervivencia y bienestar, a través de una relación creativa y constructiva con sus respectivos entornos, reconociendo la interculturalidad, según lo establecido en el artículo 3, letra m), del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación. Para ello, los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales deberán propender a formar personas conscientes de su individualidad, pero integradas en una comunidad y en el entorno, promoviendo una cultura de paz, justicia y solidaridad, participativa y democrática, comprometida con la conservación del medio ambiente.”.

El Honorable Senador señor Rossi compartió los principios propuestos, sin embargo, hizo hincapié en la necesidad que ellos reflejen lo que ocurre en el sistema de educación pública. Ahondando en sus planteamientos, notó que la letra c) señala que el sistema asegurará la prestación del servicio educacional en todo el territorio y el acceso de todas las personas, incluyendo especialmente a aquellas con necesidad educativa especial, de conformidad a la ley y que la letra f) garantiza proyectos educativos inclusivos y un trato no discriminatorio. 

Luego de hacer presente lo anterior, recordó que nuestro país está al debe respecto de los niños con necesidades educativas especiales y estimó oportuno que el actual Ejecutivo asumiera la solución de este aspecto. Manifestó que durante la tramitación de la ley N° 20.845, sobre Inclusión, el ex Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, se comprometió a discutir esa materia durante el año 2016, cuestión que no se ha cumplido. Consideró indispensable no seguir dilatando tan importante asunto y forzar al sistema en tal dirección.

En sintonía con el punto anterior, puso de relieve que los niños con síndrome Down y de Asperger, entre otros, no tienen ofertas educativas pertinentes y de calidad, ya que ni los programas de integración escolar funcionan.

Por las razones anteriores, insistió en la necesidad de definir que se hará al respecto, evitando así que los principios contenidos en las letras c) y f) se transformen en letra muerta.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, celebró los principios propuestos y felicitó al Ejecutivo y a la Cámara de Diputados por ellos. Con todo, deteniéndose en el párrafo segundo de la letra g), propuso eliminar la expresión “vinculante”. Justificó su sugerencia en que ella podría dar pie a que lo que decida la comunidad educativa será obligatorio. 

Por otro lado, centrando su atención en la última oración de la letra i), planteó sustituir la locución “, pero integradas en una comunidad y en el entorno” por “y de pertenecer a una comunidad y a un entorno”.

A su vez, la Honorable Senadora señora Von Baer valoró los principios propuestos, aunque recalcó que el hecho de plasmarlos en el proyecto no garantizaría el cumplimiento de ellos. Ejemplificando su aseveración, subrayó que a los niños con necesidades educativas especiales no se les garantizará que puedan acceder a una educación acorde a sus requerimientos. 

Indicó que, por las razones anteriores, votaría en contra del precepto en estudio.

Discrepando de los planteamientos de la Honorable Senadora señora Von Baer, la Honorable Diputada señora Girardi estimó que el hecho de plasmar ciertos principios en la ley obliga a que el Estado los garantice.

Deteniéndose en el párrafo final de la letra c), que señala que “en ninguno caso se podrá condicionar la incorporación o permanencia de los estudiantes en el sistema educativo a elementos ajenos al ámbito pedagógico, en los términos de la ley N° 20.845”, apuntó que nuestro sistema escolar promueve la medicación de los niños. En efecto, recordó, un gran número de establecimientos educacionales obliga a los niños a medicarse para ingresar a ellos. 

Abocándose al párrafo final de la letra g), en tanto, discrepó del planteamiento del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en orden a suprimir la expresión “vinculante”. Explicando su postura, calificó como importante que se garantice y promueva la participación obligatoria de las comunidades educativas en la formulación y desarrollo de los proyectos educativos de los establecimientos educacionales. Agregó que la Ley de Subvención Escolar Preferencial dispone que los programas de mejoramiento educativo deben ser elaborados con la comunidad educativa. 

A su turno, el Honorable Senador señor Montes consultó si se recogía en esta iniciativa de ley y en la legislación educacional, en general, lo dispuesto en la Convención de los Derechos del Niño.

En cuanto al párrafo segundo de la letra b), criticó que se dispusiera que los establecimientos educacionales dependen de los servicios locales de educación y solicitó modificar esa redacción.

En relación con la preocupación manifestada por el Honorable Senador señor Rossi, expresó que si bien en materia de educación especial nuestro país está en deuda, la integración forzada no traerá buenos resultados. Aseveró que los países que han tenido éxito en la materia tienen instancias de educación específica para ella.

Respecto a la sugerencia de eliminar la expresión “vinculante” en el párrafo segundo de la letra g), estimó que si bien la comunidad educativa debe influir en la formulación y desarrollo de los proyectos educativos, ello no puede dar pie a una doble gobernanza. Por ello, compartió la demanda del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.

A su vez, el Honorable Senador señor Allamand se detuvo, en primer lugar, en la letra a) del artículo en estudio. Al respecto, propuso agregar la expresión “político”, de manera que el sistema se oriente también a que los estudiantes puedan participar activamente en el desarrollo político del país.

- La unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, compartió la propuesta del Honorable Senador señor Allamand.

En segundo lugar, el Honorable Senador señor Allamand fijó su atención en la letra d). Sobre el particular, y habida consideración de los planteamientos del Honorable Senador señor Rossi, sugirió modificar su redacción, de modo de no incurrir en incumplimientos en materia de equidad e igualdad de oportunidades. A mayor abundamiento, remarcó que el sistema, en los términos propuestos, no garantizará el desarrollo equitativo ni la igualdad de oportunidades.

La Honorable Diputada señora Girardi, centrándose en la última observación del Honorable Senador señor Allamand, remarcó que la letra d) dispone que “los integrantes del sistema deberán ejecutar medidas de acción positiva que se orienten a evitar o compensar las consecuencias derivadas de las desigualdades de origen o condición de los estudiantes”.

El Honorable Senador señor Allamand discrepó de los planteamientos de la Honorable Diputada señora Girardi e insistió en que el sistema no podrá garantizar el desarrollo equitativo ni la igualdad de oportunidades. Resaltó que de mantenerse la redacción aprobada en general, se establecería una obligación para el Estado que no está en condiciones de cumplir. Por lo anterior, reiteró la necesidad de modificar la redacción de letra objeto de análisis.

En este punto, el Honorable Senador señor Rossi consideró que la redacción debía mantenerse, a fin de forzar el sistema hacia un modelo equitativo y con igualdad de oportunidades.

El Honorable Senador señor Montes, por su parte, estimó necesario mantener la redacción aprobada en general para la letra d). Con todo, solicitó asegurar las condiciones básicas, antes de la tramitación de esta iniciativa, para que los principios establecidos en el proyecto se cumplan una vez que éste se transforme en ley.

Continuando con su intervención, el Honorable Senador señor Allamand se detuvo en la letra f) del artículo 4°. Al respecto, manifestó que la hipótesis de segregación religiosa no debiera incluirse dentro de la lista. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, atendiendo la demanda del parlamentario que le antecedió en el uso de la palabra, propuso reemplazar la oración final del párrafo primero de la letra f) por la siguiente: “Para ello, deberá asegurar, a lo largo de toda la trayectoria educativa, un trato no discriminatorio, en términos sociales, étnicos, religiosos, políticos, de género o de cualquier otro tipo que atente contra la igualdad de derechos y de oportunidades.” Aseguró que la modificación sugerida permitiría salvar las situaciones temidas por el Honorable Senador señor Allamand.

La Subsecretaria de Educación, fijando su atención en la solicitud del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en orden a suprimir la voz “vinculante” del párrafo segundo de la letra g), afirmó que dicha expresión no generaría inconvenientes, toda vez que ella se utiliza sólo dentro de la enumeración de los principios que regirán al sistema de educación pública. A mayor abundamiento, remarcó que la participación vinculante de las comunidades educativas deberá realizarse de conformidad a la legislación vigente. Así, explicó, será esta última la que establezca la participación de aquella.

En el mismo orden de ideas, aseguró que una discusión similar se dio durante la tramitación del proyecto de ley en la Cámara de Diputados.

En cuanto a la inquietud manifestada por la Honorable Diputada señora Girardi respecto al alto nivel de medicación de los niños que asisten a la educación municipal, hizo presente que el artículo 41 de la propuesta legal se aboca de manera particular a esta materia.

Respecto a la preocupación del Honorable Senador señor Rossi, consideró fundamental que el articulado del proyecto establezca el deber ser del sistema educativo. Destacó que si se observa la evidencia internacional sobre el particular, se advierte que los países, a medida que logran mayor desarrollo, implementan estrategias más sofisticadas para sus sistemas educativos, a fin de lograr que todos los estudiantes, sin importar sus condiciones, tengan acceso a un proceso educativo integral.

En línea con el punto anterior, remarcó que a lo largo del articulado, los integrantes de la instancia podrán observar que existen herramientas para avanzar en la dirección anhelada. Precisó que ejemplo de ello es el trabajo en red de los establecimientos educacionales.

En este punto, el Honorable Senador señor Rossi resaltó que en nuestro país 700.000 niños presentan necesidades educativas especiales y que al menos la cuarta parte de ellos tiene necesidades educativas especiales permanentes. A la luz de lo anterior, preguntó cómo se garantizaría una educación adecuada para ellos en la práctica.

La Subsecretaria de Educación aseguró que el articulado del proyecto dará garantías para ello. Así, ejemplificó, el artículo 18 faculta a los servicios locales de educación para crear unidades para ello. Adicionalmente, se manifestó abierta a revisar si el proyecto daba facultades en tal dirección. Sin embargo, destacó que no existe un criterio unánime respecto a cómo abordar esta situación.

Agregó que el año 2015 se dictó un decreto a fin que cada establecimiento educacional tenga un programa educacional para cada niño con necesidades educativas especiales.

En el nuevo plazo de indicaciones se presentaron las signadas con los números 2) bis, 2) ter y 2) quáter, que recogen la discusión de que se ha dado cuenta.


La primera de ellas, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), sustituye la oración final del párrafo primero de la letra f) por la siguiente:

-“Para ello, deberá asegurar, a lo largo de toda la trayectoria educativa, un trato no discriminatorio, en términos sociales, étnicos, religiosos, políticos, de género o de cualquier otro tipo que atente contra la igualdad de derechos y de oportunidades.".

- Sometida a votación, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Allamand y Von Baer.

Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso en votación la eliminación de la expresión “vinculante” en el párrafo segundo de la letra g), que propone la indicación 2) ter. 

- Puesta en votación, fue aprobada la indicación rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio, y dos a favor, de los Honorables Senadores señores Rossi y Quintana.

Justificando su votación, el Honorable Senador señor Quintana estimó que la participación de las comunidades educativas en la formulación y desarrollo de los proyectos educativos debía tener ese carácter. A mayor abundamiento, advirtió que lo vinculante sería sólo la participación y no el resultado de ella.

Añadió que, además, el párrafo segundo de la letra g) dispone que ello se hará de conformidad a la legislación vigente.

Finalmente, enfatizó que la eliminación de la palabra objeto de discusión acarrearía que los directores de los establecimientos educacionales formulen y desarrollen solos los proyectos educativos de sus colegios.

El Honorable Senador señor Rossi, por su lado, recordó las palabras de la Subsecretaria de Educación, en orden a que la participación será vinculante de acuerdo a la legislación vigente.

A su turno, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que si bien la necesidad de participación de la comunidad educativa era necesaria, era indispensable precisar en qué sería ella vinculante. Puntualizó que ella podría llegar a serlo en aspectos académicos, lo que dificultaría el proceso educativo.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en tanto, remarcó que el párrafo analizado habla de participación y no de decisión, mas afirmó que cuando la primera adquiere el carácter de vinculante se transforma en decisión.


Finalmente, puesta en votación la indicación 2) quáter, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazar la locución ", pero integradas en una comunidad y en el entorno" por "y de pertenecer a una comunidad y a un entorno", en la letra i) fue aprobada con la misma votación registrada precedentemente.

- Por último, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sometió a votación el artículo 4°, el que fue aprobado por tres votos a favor y dos en contra. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

TÍTULOS II, III y IV

El Título II se refiere a la Dirección de Educación Pública (artículo 5° a 9°), el Título III, a los Servicios Locales de Educación Pública (artículo 10 a 39) y el Título IV, a los establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales de educación pública (artículo 40 a 44).

En relación con ellos, el Honorable Senador señor Montes formuló la indicación número 3), para modificar el orden de los referidos títulos y, consecuentemente, la numeración correlativa de los artículos que los componen, de tal forma que éstos queden del siguiente modo: Título II De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública; Título III De los Servicios Locales de Educación Pública y Título IV De la Dirección de Educación Pública.

Sobre el particular, el Honorable Senador Montes explicó que su indicación apunta a que el texto de la futura ley aborde primero los establecimientos educacionales, luego los servicios locales de educación y finalmente la Dirección de Educación Pública, tal como lo hace la legislación comparada. Resaltó que los establecimientos educacionales son lo más importantes, pues en ellos están los niños y los profesores, figuras centrales del proceso educativo. 

Por otro lado, indicó que el orden que sugiere para su ubicación en la iniciativa de ley, que significa que la primera parte de ella, después de las disposiciones generales, esté referida a las escuelas, implica dar mayor relevancia a ellas y no a los organismos de control. La estructura propuesta, añadió, da cuenta de que el nuevo sistema de educación pública se construya a partir del potenciamiento de los establecimientos y no del control de los mismos.

La Subsecretaria de Educación aseguró que el Ejecutivo compartía la indicación en estudio. Sin embargo, propuso seguir el estudio de las indicaciones en su orden numérico para no complicar el estudio de la iniciativa de ley.

- Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 5

Este precepto crea y define la Dirección de Educación Pública. Al respecto, prescribe que ella es un servicio público centralizado, dependiente del Ministerio de Educación y con domicilio en la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que disponga para el cumplimiento de su objeto y por razones de buen servicio.

La Honorable Senadora señora Von Baer puso de relieve que el artículo analizado da cuenta de que el sistema de educación pública propuesto será conducido desde Santiago, dando paso a la centralización de esta educación.

Discrepando de los planteamientos de la Honorable Senadora señora Von Baer, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que el artículo 40 de la iniciativa de ley dispone que los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del sistema de educación pública.

Agregó que a lo anterior se suma que, tras el acuerdo alcanzado con el Ejecutivo, los servicios locales de educación serán descentralizados.

Seguidamente, recordó el nuevo sistema de educación pública podría estructurarse en base a las siguientes opciones: i) que fuese el Ministerio de Educación el que administrara el sistema; ii) que fuese un consejo, o iii) que lo hiciera una Dirección de Educación Pública. Sentenció que tras un largo análisis se concluyó que esta última alternativa era la figura adecuada y coherente con la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.

Insistió en que si los establecimientos educacionales no fueran la unidad base del sistema y los servicios locales de educación órganos descentralizados, este precepto tendría el sentido dado por la Honorable Senadora señora Von Baer.

- Puesto en votación el artículo, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 6

Regula el objeto de la Dirección de Educación Pública. Al respecto, prescribe que a ella le corresponderá coordinar a los Servicios Locales; velar por que éstos provean una educación de calidad en todo el territorio nacional, considerando las políticas, planes y programas elaborados por el Ministerio de Educación, y proponer la estrategia nacional de educación pública establecida en el artículo 42, de conformidad a los principios consagrados en el artículo 4°.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, presentó la indicación número 4), para reemplazar el citado precepto por el siguiente:

“Artículo 6.- Objeto. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública la conducción estratégica del Sistema, procurando que los Servicios Locales provean una educación de calidad en todo el territorio nacional. Para cumplir este propósito, implementará la Estrategia Nacional de Educación Pública definida en el artículo 42, de conformidad con los principios consagrados en el artículo 4. Asimismo, establecerá y monitoreará el cumplimiento de los convenios de gestión educacional que establezca con cada Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local, acorde a la Estrategia Nacional, el Plan estratégico local, las necesidades específicas y propias de cada Servicio Local. En el cumplimiento de sus funciones prestará apoyo técnico, administrativo y logístico a los Servicios, evaluará la calidad educativa integral de cada uno de éstos, utilizando un marco orientador que contendrá criterios observables, válidos, confiables y que serán de carácter público.”.

- La indicación fue retirada por su autor.

Con todo, la señora Ministra de Educación adelantó que el Ejecutivo solicitaría un nuevo plazo para formular indicaciones y que en aquel Su Excelencia la Presidenta de la República presentaría una nueva redacción para este precepto, como así también para otras disposiciones de este proyecto de ley, de manera de poder recoger varios de los contenidos propuestos por los senadores en sus indicaciones.

En lo que dice relación con este precepto, adelantó que la redacción a proponer dispondrá que la Dirección de Educación Pública le corresponderá la conducción estratégica y la coordinación del Sistema, velando para que los Servicios Locales provean una educación de calidad en todo el territorio nacional, y que para ello elaborará la Estrategia Nacional de Educación Pública, vigilando su cumplimiento, y evaluará el desempeño de los Servicios Locales, a través de los convenios de gestión de sus Directores Ejecutivos, prestándoles apoyo técnico y administrativo en el marco de sus funciones.

Explicó que el espíritu de esta nueva redacción apunta a precisar que la Dirección de Educación Pública sea un órgano que preste apoyo técnico y administrativo, más que uno que controle.

Por otro lado, consideró necesario recordar que la función de evaluación asignada a la Dirección de Educación Pública no obsta a la que corresponde a la Agencia de la Calidad de la Educación. Con ello, remarcó, la redacción sugerida no menoscabaría las funciones de la referida agencia.

Por su lado, el Honorable Senador señor Allamand llamó a tener en consideración que la voz “conducción” no supone la función de dirección. En atención a ello, estimó preferible utilizar esta última expresión.

El Honorable Senador señor Montes compartió la acotación formulada por el legislador que le antecedió en el uso de la palabra. No obstante, y con el fin de evitar una cacofonía, propuso sustituir la palabra “conducción” por “orientación”.

La señora Ministra de Educación consideró preferible mantener la expresión “conducción”.

En otro orden de ideas, la Honorable Senadora señora Von Baer puso de relieve que la indicación anunciada utiliza expresiones más controladoras que aquellas utilizadas en la redacción del artículo 6° aprobado en general por la Sala del Senado. Precisando su aseveración, resaltó que la voz “conducción” restará autonomía a la labor de los servicios locales de educación y a la de los establecimientos educacionales.

A la luz de lo anterior, estimó preferible que la Dirección de Educación Pública se limite a cumplir una función de coordinación, de manera que revestir de mayor autonomía al sistema.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, remarcó que la conducción estratégica del sistema es una labor fundamental de la Dirección de Educación Pública y que, en consecuencia, ella no podía faltar.

Por otro lado, señaló que de conformidad a lo dispuesto en el Diccionario de la Real Academia Española, la palabra conducir significa “guiar o dirigir y comportarse de una determinada manera”.

Deteniéndose en la elaboración de la Estrategia Nacional de Educación Pública, el Honorable Senador señor Montes estimó indispensable que en la elaboración de ella la Dirección de Educación Pública escuchara a otros organismos educacionales del sistema, como a los servicios locales de educación, evitando así que se repita lo que ocurre con el Consejo Nacional de Educación y asegurando que la estrategia mencionada sea fruto de un proceso.

Sobre el particular, la señora Ministra de Educación enfatizó que la indicación número 15), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone la incorporación de un nuevo precepto a la iniciativa de ley, el que dispone, en uno de sus incisos, que en la elaboración de una nueva Estrategia Nacional de Educación Pública, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública podrá considerar los informes señalados en el inciso anterior y las propuestas que realice el Comité Directivo Local de cada servicio local de educación así como también las que realicen las Coordinaciones Regionales, sin perjuicio de las consultas que pueda efectuar a sostenedores, padres, apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia.

Con todo, manifestó que la redacción podría realizarse en términos imperativos, obligando, al menos, a consultar a los servicios locales de educación.

En otro orden de consideraciones, el Honorable Senador señor Montes calificó como esencial que quienes integren la Dirección de Educación Pública tengan la obligación de desempeñarse algunas horas a la semana en establecimientos educacionales públicos, para que tengan conocimientos de la realidad de estos. Agregó que igual deber debiera imponerse a quienes se desempeñarán en los servicios locales de educación.

En el nuevo plazo de indicaciones, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 4 bis, para sustituir el artículo 6 por el que sigue:

“Artículo 58.- Objeto. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública la conducción estratégica y la coordinación del Sistema, velando para que los Servicios Locales provean una educación de calidad en todo el territorio nacional. Para ello elaborará la Estrategia Nacional de Educación Pública, vigilando su cumplimiento, y evaluará el desempeño de los Servicios Locales, a través de los convenios de gestión de sus Directores Ejecutivos, prestándoles apoyo técnico y administrativo en el marco de sus funciones.”.

- Sometida a votación la indicación, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 7

Precisa, a través de diecisiete literales, las funciones y atribuciones de la Dirección de Educación Pública. Su tenor literal es el que se transcribe a continuación:

“Artículo 7.- Funciones y atribuciones. La Dirección de Educación Pública tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto:

a) Coordinar a los Servicios Locales, promoviendo su trabajo colaborativo y en red.

b) Orientar a los Servicios Locales para el desarrollo de la oferta de educación pública a lo largo de todo el territorio nacional.

c) Proponer al Ministerio de Educación políticas, planes y programas relativos a la educación pública provista a través del Sistema, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3 del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

d) Elaborar y proponer al Ministro de Educación los convenios de gestión educacional señalados en el párrafo 3° del Título III, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 22 de la presente ley, así como realizar su seguimiento, evaluación y revisión de conformidad a lo dispuesto en dicho párrafo.

e) Proponer al Ministro de Educación el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos al cargo de Director Ejecutivo de los Servicios Locales, de conformidad al artículo 14.

f) Hacer recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 28.

g) Proponer al Ministerio de Educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 42, la estrategia nacional de educación pública a la que deberán ajustarse los integrantes del Sistema.

h) Proponer a los Servicios Locales planes de innovación, propendiendo a la mejora continua de la calidad del servicio educacional provisto a través del Sistema, en concordancia con las políticas del Ministerio de Educación.

i) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los Servicios Locales, cuando ello sea necesario para el cumplimiento de los principios establecidos en el artículo 4.

La Dirección de Educación Pública será la encargada del control y supervisión de la gestión y administración de los establecimientos de educación técnico profesional, adscritos al régimen de administración delegada establecido en el decreto ley N° 3.166, de 1980, que Autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica. La Dirección de Educación Pública, al término de la vigencia del respectivo convenio, podrá renovar éste con las entidades administradoras o traspasarla al Servicio Local de Educación Pública que corresponda.

j) Asignar recursos a los Servicios Locales, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos del Sector Público.

k) Realizar estudios, diagnósticos y evaluaciones de la situación educativa de cada Servicio Local y sus establecimientos educacionales, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda. Asimismo, en el ejercicio de esta atribución, podrá requerir la colaboración de instituciones de educación superior, centros de estudios u otros organismos nacionales o extranjeros.

l) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común.

m) Coordinar la relación entre los Servicios Locales y el Ministerio de Educación, así como con otros órganos de la Administración del Estado, cuando su acción sea requerida para la adecuada provisión del servicio educacional.

n) Requerir de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar y procesar dicha información.

ñ) Requerir información a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación, y coordinarse con ellas, en los ámbitos de sus respectivas competencias, respecto de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia.

o) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.

p) Llevar un registro de los planes estratégicos de los Servicios Locales, de conformidad a lo establecido en el artículo 27.

q) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.”.

Sobre esta disposición recayó la indicación número 5, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para sustituirlo por el que sigue:

“Artículo 7.- Funciones y atribuciones. La Dirección de Educación pública tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto:

a) Proponer al Ministerio de Educación la Estrategia Nacional de Educación Pública a la que deberán ajustarse los integrantes del Sistema.

b) Velar por el cumplimiento y el logro de los objetivos de la Estrategia Nacional de Educación Pública.

c) Elaborar y proponer al Ministro de Educación los convenios de gestión educacional señalados en el párrafo 3° del Título III, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 22 de la presente ley, así como realizar su seguimiento, evaluación y revisión de conformidad a lo dispuesto en dicho párrafo.

d) Suscribir, en representación del Ministro, los convenios de gestión educacional descritos en el literal anterior. Además, y para asegurar el cumplimiento de estos convenios, podrá realizar recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 28.

e) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los Servicios Locales, cuando ello sea necesario. Para ello podrá orientar a los Servicios Locales en el desarrollo de la oferta de educación pública a lo largo de todo el territorio nacional; coordinar acciones con estos Servicios promoviendo su trabajo colaborativo y en red; recomendar planes de innovación y desarrollo para la mejora educativa de cada Servicio, y proponer al Ministerio de Educación planes y programas para fortalecer y desarrollar el Sistema. 

f) Elaborar y proponer al Ministerio de Educación el marco orientador para evaluar la calidad educativa integral de los Servicios Locales. Ese marco, que contendrá criterios observables, válidos y confiables y será de carácter público, deberá ser aprobado por el Ministerio, previo informe del Consejo Nacional de Educación. En esta labor podrá ser asesorada técnicamente por la Agencia de la Calidad de la Educación.

g) Requerir de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar, procesar y publicar dicha información, haciéndola accesible y comprensible a los distintos agentes educativos y a la ciudadanía en general. Asimismo, deberá llevar un registro público de los planes estratégicos de los Servicios Locales, de conformidad a lo establecido en el artículo 27.

h) Asignar recursos a los Servicios Locales, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos del Sector Público.

i) Coordinar la relación entre los Servicios Locales y el Ministerio de Educación, así como con otros órganos de la Administración del Estado, cuando su acción sea requerida para la adecuada provisión del servicio educacional.

j) Proponer al Ministro de Educación el tipo de perfil profesional que deberán cumplir los candidatos al cargo de Director Ejecutivo de los Servicios Locales, de conformidad al artículo 14.

k) Requerir información a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación, y coordinarse con ellas, en los ámbitos de sus respectivas competencias, respecto de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia.

l) Definir estándares y políticas de operación y funcionamiento de los sistemas de seguimiento, administración, información y monitoreo de los Servicios Locales, con el objeto de asegurar el uso preferente de medios digitales, el acceso común a servicios o instalaciones cuando esto fuere procedente, el registro y acceso a información pública, y una fluida y expedita interconexión e interoperabilidad al interior del Sistema, así como con el Ministerio de Educación y con otras instituciones públicas.

ll) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados que sean necesarios para el efectivo y eficiente cumplimiento de sus funciones y atribuciones. 

m) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.

n) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.”.

- La indicación fue retirada por su autor.

De la misma manera como lo señaló respecto el artículo anterior, la señora Ministra de Educación aseguró que durante el nuevo plazo de indicaciones, presentaría una propuesta para sustituir el artículo 7°. Adelantando los contenidos de esta proposición señaló que las funciones y atribuciones de dicho Servicio serían las siguientes:

a) Proponer al Ministerio de Educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 9, la Estrategia Nacional de Educación Pública a la que deberán ajustarse los integrantes del Sistema y velar por su cumplimiento.

b) Elaborar y proponer al Ministro de Educación los convenios de gestión educacional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 22, y realizar su seguimiento, evaluación y revisión, en base a criterios objetivos, observables y accesibles al público.

c) Proponer al Ministro de Educación el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos al cargo de Director Ejecutivo de los Servicios Locales, de conformidad al artículo 14.

d) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los Servicios Locales, cuando ello sea necesario para el cumplimiento de los principios establecidos en el artículo 4.

e) Asignar recursos a los Servicios Locales, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos para el Sector Público.

f) Hacer recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 28.

g) Orientar a los Servicios Locales para el desarrollo de la oferta de educación pública a lo largo de todo el territorio nacional.

h) Coordinar a los Servicios Locales, promoviendo su trabajo colaborativo y en red.

i) Proponer a los Servicios Locales planes de innovación, propendiendo a la mejora continua de los procesos educativos, en concordancia con las políticas del Ministerio de Educación.

j) Proponer al Ministerio de Educación políticas, planes y programas relativos a la educación pública, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575. Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

k) Llevar un registro de los planes estratégicos de los Servicios Locales, de conformidad a lo establecido en el artículo 27.

l) Supervisar y velar por el cumplimiento de los convenios de los establecimientos de educación técnico profesional, adscritos al régimen de administración delegada, establecido en el decreto ley N° 3.166, de 1980, que para efectos de esta ley se considerarán integrantes del Sistema de Educación Pública, en lo que sea pertinente.

m) Coordinar la relación entre los Servicios Locales y el Ministerio de Educación, así como con otros órganos de la Administración del Estado, cuando su acción sea requerida para la adecuada provisión del servicio educacional.

n) Promover el mejoramiento de la calidad de la educación impartida por los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, que atiendan a personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, reconociendo para ello su especificidad, de acuerdo a las directrices y orientaciones generales emanadas del Ministerio de Educación. Para ello, deberá coordinarse con el Ministerio de Educación, con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y con otros órganos de la Administración del Estado, cuando corresponda.

ñ) Requerir de los Servicios Locales y establecimientos de su dependencia toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar, procesar y publicar, cuando corresponda, dicha información, permitiendo su acceso por parte de los distintos integrantes del Sistema, de la comunidad educativa y de la ciudadanía en general.

o) Requerir información a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación y coordinarse con ellas en los ámbitos de sus respectivas competencias, respecto de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia.

p) Definir políticas de operación y funcionamiento de los sistemas de seguimiento, administración, información y monitoreo de los Servicios Locales, con el objeto de asegurar el uso de medios digitales, el acceso común a servicios o instalaciones cuando fuere procedente, el registro y acceso a información pública y una fluida y expedita interconexión e interoperabilidad al interior del Sistema, así como con el Ministerio de Educación y con otras instituciones públicas.

q) Realizar o encargar estudios, diagnósticos y evaluaciones de la situación educativa de cada Servicio Local y sus establecimientos educacionales, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda. En el ejercicio de esta atribución, podrá requerir la colaboración de instituciones de educación superior, centros de estudios u otros organismos nacionales o extranjeros.

r) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común.

s) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.

t) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.

Sobre el particular, la señora Ministra de Educación hizo presente que la redacción propuesta considera varias de las atribuciones y funciones propuestas por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, y que, precisamente por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, se incorporarán en la indicación que se presente en la oportunidad que se ha indicado precedentemente.

El Honorable Senador señor Allamand advirtió que muchas de las atribuciones y funciones propuestas dejarían al Director de la Dirección de Educación Pública en una situación de vulnerabilidad, ya que dicho funcionario no podrá cumplir muchas de las labores encomendadas, por lo que solicitó analizar detalladamente cada una de ellas.

En el mismo orden de ideas y deteniéndose a la letra f) propuesta, remarcó que el referido Director no podrá efectuar recomendaciones respecto del Plan Anual de cada uno de los servicios locales de educación, con lo cual incurriría fácilmente en el incumplimiento de funciones.

En atención a ello, propuso, al menos, redactar la referida atribución en términos facultativos, utilizando la expresión “podrá”.

Al respecto, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, remarcó que la letra indicada se inserta en una lista de funciones y atribuciones y que la labor mencionada no tiene el carácter de vinculante. No obstante, estimó que podría agregarse, al final de la letra la frase “cuando corresponda”.

Por su parte, la señora Ministra de Educación notó que las funciones y atribuciones señaladas corresponden a la Dirección de Educación Pública y no a su Director. Con todo, se manifestó abierta a recoger la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, para perfeccionar la redacción de la letra f).

No obstante lo anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó tener en consideración que la letra objeto de análisis se relaciona con el artículo 28, disposición que señala que el Director Ejecutivo remitirá el plan anual a la Dirección de Educación Pública, la cual podrá realizar recomendaciones dentro del plazo previsto para ello.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Allamand, fijando su atención en la letra d), calificó como imposible que la Dirección de Educación Pública tuviera la capacidad de prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los 69 servicios locales de educación que existirán a lo largo del país.

Hizo presente que una redacción en términos facultativos dejaría en una posición menos vulnerable al Director del Dirección de Educación Pública. En ese mismo sentido, consideró que también acarrearían vulnerabilidad las letras g) e i).

Centrándose en la facultad prevista en la letra m), subrayó que ella colisiona con las facultades que tienen los Secretarios Regionales Ministeriales de Educación.

En relación con este último punto, la señora Ministra de Educación destacó que la coordinación establecida en la letra m) es de carácter nacional, mientras que la que realizan los Secretarios Regionales Ministeriales de Educación es de carácter meramente regional, de conformidad a lo previsto en la indicación número 22).

Discrepando de los planteamientos anteriores, el Honorable Senador señor Allamand consignó que la coordinación establecida en la letra objeto de análisis no podía circunscribirse a la relación entre el Ministerio de Educación y los 69 servicios locales de educación. Además, sentenció, ello será imposible de cumplir.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, aseveró que la idea de crear una Dirección de Educación Pública responde a la necesidad que exista coordinación entre los integrantes de la educación pública, cuestión que no ocurre en la actualidad. A mayor abundamiento, remarcó que la letra en estudio tiene su origen en el proyecto de ley presentado a tramitación por Su Excelencia la Presidenta de la República y que ella no fue objeto de indicaciones en la Cámara de Diputados.

A su vez, el Honorable Senador señor Quintana recordó que la función de coordinación impuesta a la Dirección de Educación Pública es similar a la impuesta al Ministerio de Salud respecto de los servicios de salud. Adicionalmente, discrepó de la idea de redactar las funciones y atribuciones en términos facultativos, ya que de lo contrario se debilitaría considerablemente el rol de la Dirección de Educación Pública.

A su turno, el Honorable Senador señor Montes, abocándose a la función prevista en la letra e), consideró que la Ley de Presupuestos para el Sector Público debía especificar los recursos para cada uno de los servicios locales de educación, de manera que no recayera sobre la Dirección de Educación Pública la obligación de asignar los dineros para cada uno de ellos. Aseguró que una situación similar ocurre en el caso de los servicios de salud, en donde la referida normativa define anualmente los dineros que recibirán cada uno de ellos.

Sobre el particular, la señora Ministra de Educación relató que el artículo 19 del proyecto de ley prescribe que el patrimonio de los servicios locales de educación está compuesto, entre otros, por los recursos que anualmente contemple la respectiva Ley de Presupuestos. Agregó que a fin de evitar inconvenientes, podría perfeccionarse la redacción de la letra a) del citado artículo, señalando que el patrimonio se compondrá por los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público para cada uno de ellos.

En relación con este análisis, la Honorable Senadora señora Von Baer compartió la solicitud del Honorable Senador señor Montes, pero calificó como adecuada la propuesta de la señora Ministra de Educación.

Por otro lado, el Honorable Senador señor Montes, en relación con lo dispuesto en la letra o), consideró que dentro del sistema de aseguramiento de la calidad debía considerarse un sistema especial para la educación pública, sin limitarlo solo a la entrega de información. Insistiendo en su propuesta, calificó como esencial la coordinación entre la Agencia de Calidad de la Educación, la Superintendencia de Educación y la Dirección de Educación Pública.

Finalmente, demandó que existiera coordinación entre los establecimientos educacionales públicos, los privados subvencionados y los privados, creando una red pedagógica.


Dentro del nuevo plazo para formular indicaciones, el Ejecutivo refrendó los alcances anteriores, mediante la presentación de la indicación número 4) ter.

- Sometida a votación la indicación, ésta contó con el respaldo de la mayoría de los miembros de la Comisión. Se pronunciaron a favor, los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

o o o o o


Sin perjuicio de lo anterior, cabe hacer presente que cada una de las letras que desarrollan las distintas atribuciones de este Servicio fue objeto de diversas indicaciones, cuyo contenido y votación de lo cual se da cuenta a continuación. 

La indicación número 6), Su Excelencia la Presidenta de la República agrega después de la letra h) la siguiente, nueva:

“…) Promover el mejoramiento de la calidad de la educación impartida por establecimientos educacionales, dependientes de los Servicios Locales, que atienden a personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, reconociendo su especificidad, de acuerdo a las directrices y orientaciones generales emanadas del Ministerio de Educación. En el ejercicio de esta atribución deberá coordinarse con el Ministerio de Educación, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y otros órganos de la Administración del Estado cuando corresponda.”.

- Puesta en votación la indicación, ésta fue aprobada con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 4 ter, por la mayoría de los miembros de la Comisión. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

o o o o o

Letra i)

Párrafo segundo

Prescribe que la Dirección de Educación Pública será la encargada del control y supervisión de la gestión y administración de los establecimientos de educación técnico profesional, adscritos al régimen de administración delegada establecido en el decreto ley N° 3.166, de 1980, que Autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica. Agrega que la referida Dirección, al término del convenio, podrá renovar éste con las entidades administradoras o traspasarlas al servicio local de educación pública que corresponda.

Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 7, para reemplazar la frase “que Autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica”, por “que para efectos de esta ley se considerarán integrantes del Sistema de Educación Pública”.

- La indicación fue aprobada con modificaciones, en los términos señalados en la indicación número 4 ter, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Asimismo, por medio de la indicación número 8), Su Excelencia la Presidenta de la República, propuso sustituir la palabra “renovar” por “suscribir”.

Adicionalmente, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, por medio de la indicación número 9), reemplazar la palabra “traspasarla” por “traspasar la administración”.

- Ambas propuestas fueron retiradas por el Ejecutivo.

Respecto a los establecimientos de administración delegada, la señora Ministra de Educación aseveró que la idea del Ejecutivo es que la Dirección de Educación Pública asuma la supervisión y el control del cumplimiento de los convenios de los establecimientos de educación técnico profesional. Aseguró que los demás aspectos del decreto ley 3.166 son serán modificados. 

No obstante, recordó que en la Cámara de Diputados se introdujo una modificación al artículo 47 de la propuesta legal, con el objeto de erradicar la posibilidad de volver a concursar.

Letra n)

Señala que la Dirección de Educación Pública requerirá de los servicios locales de educación y de los establecimientos de su dependencia toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones. Añade que le corresponderá, además, sistematizar y procesar dicha información.

Respecto de esta letra se presentaron tres indicaciones, signadas con los números 10), 11) y 12), todas de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.
- La primera de ellas sustituye entre las expresiones “sistematizar” y “procesar”, la conjunción “y” por una coma.

- La segunda agrega después del vocablo “procesar” la frase “y publicar, cuando corresponda,”.

- La últimas agrega después de la expresión “dicha información”, lo siguiente: “, permitiendo su acceso por parte de los distintos integrantes de la comunidad educativa y la ciudadanía en general”.

- Las referidas indicaciones fueron aprobadas con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 4 ter, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

o o o o o

Seguidamente, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 13), para agregar después de la letra ñ) la siguiente, nueva:

“…) Definir políticas de operación y funcionamiento de los sistemas de seguimiento, administración, información y monitoreo de los Servicios Locales, con el objeto de asegurar el uso de medios digitales, el acceso común a servicios o instalaciones cuando fuere procedente, el registro y acceso a información pública, y una fluida y expedita interconexión e interoperabilidad al interior del Sistema, así como con el Ministerio de Educación y con otras instituciones públicas.”.

- Fue aprobada con modificaciones, en los términos señalados en la indicación número 4 ter, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

o o o o o

ARTÍCULO 8

Dispone que la dirección y administración de la Dirección de Educación Pública estará a cargo de un funcionario denominado Director de Educación Pública, quien será el jefe superior del servicio. Agrega que dicho él estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, será nombrado por el Presidente de la República y que su perfil profesional considerará experiencia relevante en el ámbito educacional. 

Asimismo, a través de cinco letras, desarrolla funciones y atribuciones del mencionado Director, que se describen a continuación:

Letra a)

Considera como función la de dirigir, organizar y administrar el funcionamiento del servicio, velando por el desarrollo y mejoramiento de la calidad de la educación pública, considerando las políticas, planes y programas elaborados por el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3 del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Sobre ella recayó la indicación número 14, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazarla por la siguiente:

“a) Dirigir, organizar y administrar el funcionamiento del servicio, velando por el desarrollo y mejoramiento de la calidad de la educación pública, considerando la Estrategia Nacional de Educación Pública, los convenios de gestión suscritos con los Servicios Locales y las políticas, planes y programas para fortalecer y desarrollar el Sistema, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3 del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó aprobar la indicación de su autoría, modificando su contenido, de manera de que, en vez de reemplazar la totalidad del literal, se agregara a continuación de la expresión “considerando”, lo siguiente: “la Estrategia Nacional de Educación Pública,”.

- La indicación fue aprobada con la modificación recientemente consignada por la mayoría de los miembros de la instancia. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- Sometido a votación el artículo 8), en tanto, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

o o o o o

A continuación, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 15, para agregar después del artículo 8 el siguiente, nuevo:

“Artículo ...- Estrategia Nacional de Educación Pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública y previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública (en adelante también “la Estrategia”). La Estrategia tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales integrantes del Sistema de Educación Pública, propendiendo al pleno desarrollo de ésta. Será establecida por medio de un decreto supremo y tendrá una duración de ocho años, pudiendo modificarse luego de una evaluación a la mitad de dicho periodo.

La Estrategia deberá considerar objetivos, metas y acciones en áreas tales como: cobertura y retención de estudiantes en el Sistema, convivencia escolar, apoyos para el aprendizaje, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, implementación curricular, colaboración y articulación de los sectores y niveles educacionales entre sí; todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos.

El Ministerio de Educación presentará un informe, cada dos años, a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a los distintos organismos del Sistema de Aseguramiento de la Calidad, en el que se describirán las metas y acciones de la Estrategia Nacional de Educación Pública que hayan sido ejecutadas en dicho período y se evaluarán los avances y mejoras en cada Servicio Local. Dicho informe se remitirá a los Comités Directivos Locales, Consejos Locales y a la Coordinación Regional establecidos en la presente ley, y estará a disposición de la ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.

En la elaboración de una nueva Estrategia, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública podrá considerar los informes señalados en el inciso tercero. Asimismo, podrá considerar las propuestas que realice el Comité Directivo Local de cada Servicio Local, y las que realicen las Coordinaciones Regionales, sin perjuicio de las consultas que pueda efectuar a sostenedores, padres y apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia, según lo dispuesto en el Título IV del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575.

Los integrantes del Sistema, en el marco de sus funciones y atribuciones, deberán orientar sus acciones al cumplimiento de la Estrategia, sujetándose a lo establecido anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, alabó que la Estrategia Nacional de Educación Pública considerara la aprobación por parte del Consejo Nacional de Educación.

Por su parte, la señora Ministra de Educación explicó que la indicación objeto de análisis persigue poner dentro de los primeros artículos del proyecto esta disposición referida a la Estrategia Nacional de Educación Pública. Agregó que, además, persigue reducir de 10 a 8 años su duración, permitiendo su modificación en la mitad del periodo, extiende la presentación del informe bianual a los integrantes del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y se incluye la remisión del informe a los Comités Directivos Locales.

Complementando la intervención anterior, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, hizo presente que la indicación señalada tiene su origen en una propuesta realizada por el ex Ministro de Educación, señor Harald Beyer.

La Honorable Senadora señora Von Baer estimó que la elaboración de la Estrategia Nacional de Educación Pública incluía mucha participación de funcionarios de la administración del Estado y poca de quienes no forman parte de ella y calificó como fundamental considerar este punto, toda vez que ello posibilitaría incorporar una visión externa, evitando así que la aludida estrategia sea sólo el reflejo de lo que determine el Director de la Dirección de Educación Pública. 

A mayor abundamiento, recalcó que la medida anterior resultaría indispensable para una duración prolongada, como la anhelada.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana consideró que la Estrategia Nacional de Educación Pública era el corazón del proyecto de ley, pues ella se traduciría en objetivos, metas y acciones en materia de cobertura, retención, convivencia escolar, apoyo para el aprendizaje, inclusión, colaboración y articulación, entre otros.

En otro orden de consideraciones, lamentó que en el inciso cuarto de la disposición propuesta se sustituyera a los Consejos Locales por el Comité Directivo Local de cada servicio local de educación.

Por último, planteó que la función encomendada al Consejo Nacional de Educación iba más allá de las que comúnmente le corresponden, motivo por el cual solicitó revisar su participación.

En relación con este último punto, la señora Ministra de Educación destacó que el inciso aludido se remite al Título IV del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, referido a la participación ciudadana en la gestión pública.

Añadió que en la elaboración de una nueva Estrategia Nacional de Educación Pública así como en sus modificaciones, debe haber participación de expertos y de la ciudadanía.

El Honorable Senador señor Montes llamó a desterrar la presencia de organismos estáticos y a asegurar que la Estrategia Nacional de Educación Pública sea fruto de proceso deliberativo amplio.

Deteniéndose en la idea que la Estrategia Nacional de Educación Pública se establecerá previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, consideró que ella debía someterse a la consulta de dicha instancia y a la de las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado.

Por otra parte, solicitó establecer un periodo de transición para los cuatro primeros años de la Estrategia Nacional de Educación Pública. Indicó que quizás lo adecuado sería discutirla anualmente durante el periodo mencionado.

En otro orden de ideas, hizo notar que la referida Estrategia debía considerar un aspecto esencial: el diagnóstico de los alumnos, introduciendo una premisa de realidad.

Asimismo, sugirió introducir criterios de flexibilidad en los currículums.

Por último, pidió describir, en el inciso cuarto de la disposición sugerida, el proceso de elaboración y modificación de la Estrategia Nacional de Educación Pública.

A su turno, la Honorable Senadora señora Von Baer, centrando su atención en el mecanismo de elaboración de la Estrategia Nacional de Educación Pública, sugirió que ella fuera enviada al Consejo Nacional de Educación para su aprobación. Aseveró que lo anterior permitirá revestir de legitimidad a aquella, asegurando una larga duración.

Asimismo, propuso que el Ministerio de Educación, en la elaboración de la indicada estrategia, contemplara un periodo de consulta ciudadana, de manera de conocer y recoger, si resultare pertinente, las distintas visiones de los sostenedores tanto públicos como privados, padres y apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación y otras personas u organismos interesados en la materia. Insistiendo en este último planteamiento, estimó necesario que existiera una amplia deliberación en relación con la estrategia.

Abocándose a las demandas de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Montes, la señora Ministra de Educación puso de relieve que la Estrategia Nacional de Educación Pública debía tener una duración no inferior a ocho años, sin perjuicio de ser susceptible de revisión en la mitad del periodo.

En otra línea argumental, compartió la idea que el Consejo Nacional de Educación era la institución adecuada para revestir de legitimidad a la estrategia. Coincidió también en la necesidad de ampliar la participación en la elaboración de aquella. Con todo, insistió en que una vez sancionada, ella debía tener una duración mínima de ocho años.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand concordó con la propuesta de la Honorable Senadora señora Von Baer en cuanto al procedimiento para la elaboración y aprobación de la referida Estrategia. En efecto, explicó que una vez elaborada por la Dirección de Educación Pública debía someterse a una amplia consulta ciudadana. Remarcó que cerrado el periodo para ello, la referida Dirección debería redactar un nuevo texto en el que se recojan las opiniones recibidas. Agregó que dicho texto debía ser remitido a las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado y posteriormente al Consejo Nacional de Educación para su sanción.

Deteniéndose en la duración de la aludida estrategia, admitió que ella no podía ser inferior a ocho años, pudiendo someterse a evaluación a la mitad de dicho periodo. Sin embargo, enfatizó la necesidad de contemplar la posibilidad de anticipar su revisión en aquellos casos en que el Presidente de la República estime que es necesaria una revisión por razones fundadas.

Por último, centrando su atención en el inciso tercero del artículo propuesto en la indicación, pidió que el informe se presentara a las Comisiones de Educación de ambas Cámaras y que éste fuera presentado a todas las instituciones previstas en él en una misma jornada.

Seguidamente, la Honorable Senadora señora Von Baer valoró la propuesta del legislador que le antecedió en el uso de la palabra respecto a que la estrategia elaborada por la Dirección de Educación Pública fuera sometida a una amplia consulta ciudadana y que posteriormente pasara las Comisiones de Educación de ambas Cámaras.

Posteriormente, y recogiendo las observaciones realizadas por los miembros de la instancia, la señora Ministra de Educación sugirió una nueva redacción para este nuevo precepto propuesto en la indicación número 15). Su tenor literal es el que se transcribe a continuación:

“Artículo 9.- Estrategia Nacional de Educación Pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública, y previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública (en adelante también “la Estrategia”). La Estrategia tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales integrantes del Sistema, propendiendo al pleno desarrollo de ésta. Será establecida por medio de un decreto supremo y tendrá una duración de ocho años, pudiendo modificarse luego de una evaluación a la mitad de dicho periodo.

La Estrategia deberá considerar objetivos, metas y acciones en áreas tales como: cobertura y retención de estudiantes en el Sistema, convivencia escolar, apoyos para el aprendizaje, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, implementación curricular, colaboración y articulación de los sectores y niveles educacionales entre sí, todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos.

El Ministerio de Educación, cada dos años, remitirá un informe sobre el estado de avance la Estrategia a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, así como a los organismos del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Este informe será presentado ante las comisiones indicadas, que para tal efecto realizarán una sesión conjunta. En dicho informe se describirán las metas y las acciones de la Estrategia ejecutadas en el periodo y se evaluarán los avances y mejoras de cada Servicio Local. Dicho informe será remitido a los Comités Directivos Locales, a los Consejos Locales y a las Coordinaciones Regionales, establecidos en la presente ley, y estará a disposición de la ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.

En el marco de la elaboración de una nueva Estrategia, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública deberá establecer un periodo de participación de las comunidades educativas, con el objeto de recabar su opinión y propuestas. Con el mismo fin, podrá considerar un proceso de consulta ciudadana, en los términos del artículo 73 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, dirigida a padres, madres, apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia, tales como decanos de las facultades de educación o expertos en el ámbito educacional. Asimismo, podrá considerar los informes señalados en el inciso precedente, así como las propuestas que realicen los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales, los Comités Directivos Locales, los Consejos Locales y las Coordinaciones Regionales.

Los integrantes del Sistema, en el marco de sus funciones y atribuciones, deberán orientar sus acciones al cumplimiento de la Estrategia, sujetándose a lo establecido anualmente en la Ley de Presupuestos para el Sector Público.”.

La señora Ministra de Educación destacó que, de acuerdo a esta nueva redacción, en la elaboración de la Estrategia Nacional de Educación Pública participarán tanto el Ejecutivo como el Legislativo, además de los expertos y las comunidades educativas. 

Remarcó que conocer buenas prácticas es un elemento que enriquece las políticas públicas, razón por la cual valoró la amplia participación establecida para la elaboración de la Estrategia Nacional de Educación Pública.

El Honorable Senador señor Allamand lamentó que en la primera etapa de participación no se considerara al Congreso Nacional, tal como ocurre en la elaboración de la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa.

A fin de incluir el aporte indicado, propuso agregar en el inciso primero de la disposición sugerida en la indicación, a continuación de “Dirección de Educación Pública”, lo siguiente: “, oyendo a las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado,”.

Por su lado, la Honorable Senadora señora Von Baer, deteniéndose en el inciso segundo del precepto propuesto, solicitó eliminar la frase “, todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos”. Justificó tal solicitud en que de lo contrario la Estrategia Nacional de Educación Pública se sujetará a la disponibilidad presupuestaria del país. 

Centrando su atención en el inciso cuarto, en tanto, sugirió que fueran los servicios locales de educación los encargados de establecer un periodo de participación de las comunidades educativas y no la Dirección de Educación Pública. Estimó que ello permitiría que recabar el parecer de los distintos niveles de la sociedad. Agregó que las opiniones recabadas debieran remitirse posteriormente a la Dirección de Educación Pública.

Por otro lado, compartió la solicitud planteada por el Honorable Senador señor Allamand.

Finalmente, consideró indispensable que fuera obligatorio para la Dirección de Educación Pública considerar los informes señalados en el inciso tercero. Para ello propuso sustituir la voz “podrá”, la segunda vez que ésta aparece en el inciso cuarto, por “deberá”. Recalcó que ello no implicaría que los referidos informes fueran vinculantes, sino solamente que ellos deben tenerse en consideración a la hora de elaborar la Estrategia Nacional de Educación Pública, permitiendo que la participación ciudadana tenga una incidencia real en ella.

Recogiendo la última solicitud formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, la señora Ministra de Educación sugirió reemplazar, en el inciso cuarto de la norma en estudio, la expresión “podrá considerar”, la segunda vez que ésta aparece, por “tendrá en consideración”.

A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la demanda de la Honorable Senadora señora Von Baer respecto a la necesidad de eliminar, en el inciso segundo del artículo propuesto en la indicación, la frase “todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos”.

Al respecto, el Honorable Senador señor Allamand discrepó de los planteamientos de los legisladores que le antecedieron en el uso de la palabra, y justificó su parecer en que de lo contrario, todas las peticiones de las comunidades educativas formarían parte necesariamente de la Estrategia Nacional de Educación Pública, sin importar si el Estado cuenta con los recursos necesarios para ello o no.

El Honorable Senador señor Montes, en tanto, subrayó que el Congreso Nacional debía asumir un rol más importante en políticas públicas tan sustantivas como la Estrategia Nacional de Educación Pública. En atención a ello, compartió la propuesta formulada por el Honorable Senador señor Allamand sobre el particular.

Asimismo, compartió el planteamiento formulado por la Honorable Senadora señora Von Baer en orden a que los servicios locales de educación fueran los encargados de establecer un periodo de participación de las comunidades educativas y no la Dirección de Educación Pública. Sin embargo, estimó que ello sería una materia a abordar a la hora de entrar en el análisis de las disposiciones referidas a dichos servicios.

En línea con lo anterior, consideró que gran parte de los problemas que presentan las reformas educacionales realizadas en el país durante los últimos años se deben a que ellas se han realizado desde arriba hacia abajo, impidiendo que los profesores las hagan propias.

Respecto al debate sobre eliminar o no la frase final del inciso segundo del artículo propuesto, “todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos”, sugirió mantenerla. Con todo, estimó necesario suprimir en el inciso final de la referida disposición, aquella que señala “sujetándose a lo establecido anualmente en la Ley de Presupuestos para el Sector Público”.

Por último, estimó excesivo el plazo de duración de la Estrategia Nacional de Educación Pública, así como también el aquel sugerido para su revisión.

En relación con la última observación realizada por el Honorable Senador señor Montes, el Honorable Senador señor Allamand reiteró que la Estrategia Nacional de Educación Pública debiera modificarse no sólo luego de una evaluación a la mitad de su periodo sino también cuando por razones fundadas, debidamente calificadas, así se determine, como lo señaló con antelación,

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recogiendo las peticiones de los Honorables Senadores presentes en la sesión, precisó que las modificaciones para la disposición en estudio serían las que siguen:

1.- Incorporar la obligación del Ministerio de Educación de oír a las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado en el establecimiento de la Estrategia Nacional de Educación Pública.

2.- Eliminar la frase final del inciso final del nuevo artículo propuesto.

3.- Que los servicios locales de educación también establezcan un periodo de participación de las comunidades educativas. Para ello, sugirió agregar en el inciso cuarto del precepto en estudio, a continuación de la expresión “Dirección de Educación Pública”, la que sigue: “y los Servicios Locales de Educación Pública en el nivel que corresponda” y sustituir la voz “deberá” por “deberán”.

4.- Agregar la posibilidad que la Estrategia Nacional de Educación Pública se pueda modificar cuando por razones fundadas, debidamente calificadas, así se determine.

5.- Que la Dirección de Educación Pública tenga en consideración los informes previstos en el inciso tercero al momento de elaborar una nueva Estrategia Nacional de Educación Pública o de modificar una existente.

Precisó que, en consecuencia, la redacción del precepto propuesto en la indicación número 15) sería la que se transcribe a continuación:

“Artículo ….-Estrategia Nacional de Educación Pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública, oyendo a las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, y previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública (en adelante también “la Estrategia”). La Estrategia tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales integrantes del Sistema, propendiendo al pleno desarrollo de ésta. Será establecida por medio de un decreto supremo y tendrá una duración de ocho años, pudiendo modificarse luego de una evaluación a la mitad de dicho periodo o cuando por razones fundadas, debidamente calificadas, así se determine.

La Estrategia deberá considerar objetivos, metas y acciones en áreas tales como: cobertura y retención de estudiantes en el Sistema, convivencia escolar, apoyos para el aprendizaje, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, implementación curricular, colaboración y articulación de los sectores y niveles educacionales entre sí, todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos.

El Ministerio de Educación, cada dos años, remitirá un informe sobre el estado de avance la Estrategia a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, así como a los organismos del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Este informe será presentado ante las comisiones indicadas, que para tal efecto realizarán una sesión conjunta. En dicho informe se describirán las metas y las acciones de la Estrategia ejecutadas en el periodo y se evaluarán los avances y mejoras de cada Servicio Local. Dicho informe será remitido a los Comités Directivos Locales, a los Consejos Locales y a las Coordinaciones Regionales, establecidos en la presente ley, y estará a disposición de la ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.

En el marco de la elaboración de una nueva Estrategia, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación Pública deberán establecer un periodo de participación de las comunidades educativas, con el objeto de recabar su opinión y propuestas. Con el mismo fin, podrá considerar un proceso de consulta ciudadana, en los términos del artículo 73 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, dirigida a padres, madres, apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia, tales como decanos de las facultades de educación o expertos en el ámbito educacional. Asimismo, tendrá en consideración los informes señalados en el inciso precedente, así como las propuestas que realicen los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales, los Comités Directivos Locales, los Consejos Locales y las Coordinaciones Regionales.

Los integrantes del Sistema, en el marco de sus funciones y atribuciones, deberán orientar sus acciones al cumplimiento de la Estrategia.”.

- Puesta en votación la indicación con las modificaciones recientemente consignadas, ésta resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Rossi y Walker, don Ignacio.


Cabe consignar que la Comisión acordó ubicar este precepto en la primera parte del proyecto, como último artículo - signado con el número 6) - del Título preliminar, referido a las disposiciones generales.

o o o o o

ARTÍCULO 9

Aborda la organización interna del Servicio de Educación Pública, indicando que éste deberá contar con una dotación de personal que le permita cumplir con las funciones y atribuciones dispuestas en esta ley.

Sostiene que el referido personal estará afecto a las disposiciones del Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las establecidas en el decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Por último, prescribe que el Director de Educación Pública, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, establecerá la organización interna del servicio y determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a cada una de las unidades que se establezcan, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.

El Honorable Senador señor Montes hizo presente la necesidad que todos quienes formen parte de la Dirección de Educación Pública se desempeñen, al menos media jornada, en un establecimiento de educación pública, de manera de conocer las dinámicas que se viven en su interior, y que la labor a desempeñar dependa de la profesión de cada persona.

El Honorable Senador señor Allamand llamó a tener en consideración que la propuesta anterior podría generar un gran caos administrativo.

El Honorable Senador señor Rossi valoró la propuesta del parlamentario que le antecedió en el uso de la palabra, por cuanto ello permitiría a dichos funcionarios conocer la realidad de la educación pública.

- El precepto fue aprobado por la mayoría de los integrantes de la instancia. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Rossi y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 10

Crea los servicios locales de educación pública que señala, como servicios públicos funcional y territorialmente descentralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propio, los que se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.

Asimismo establece que el ámbito de competencia territorial de cada uno de ellos, su denominación y domicilio se determinará de conformidad a lo dispuesto en el artículo quinto transitorio.

Del mismo modo prescribe que sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente (esto es, que el ámbito de competencia territorial de cada uno de los servicios locales, su denominación y domicilio se determinará de conformidad a lo dispuesto en el artículo quinto transitorio), cada Servicio Local podrá crear oficinas locales, mediante decreto fundado del Ministerio de Educación, cuando se justifique por razones de distancia y concentración de matrícula en un determinado sector del territorio de su competencia, cuando excepcionalmente ello sea necesario por razones de buen servicio para el adecuado cumplimiento de sus funciones. Agrega que también podrá hacerlo a requerimiento del Consejo Local de Educación.

Finalmente, prescribe que en cada servicio local de educación existirá un Consejo Local de Educación Pública, de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° de este título.

Centrando su atención en el inciso primero, el Honorable Senador señor Allamand consultó si era necesario y razonable que los servicios locales de educación fueran creados por ley. 

Al respecto, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la necesidad que hubiera cierta flexibilidad en el número de servicios locales de educación que existirán a lo largo del país. Manifestó que una solución para ello sería que en las disposiciones transitorias de la iniciativa de ley, se establezca una norma que permita redistribuir, crear o suprimir servicios locales, de acuerdo a las evaluaciones realizadas.

Respondiendo la inquietud del Honorable Senador señor Allamand, la señora Ministra de Educación remarcó que los servicios locales de educación son servicios públicos y que, en razón de ello, deben ser creados por ley. Con todo, valoró la sugerencia del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.

A su vez, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que se explicara qué criterios se habían seguido para determinar el número de servicios locales de educación que existirán en cada una de las regiones. Asimismo, pidió que se precisara dónde se emplazaría cada uno de ellos.

El Honorable Senador señor Quintana, en tanto, deteniéndose en los servicios locales de educación que existirán en la IX región, notó que de acuerdo a la información entregada en la Cámara de Diputados, la Provincia de Malleco contará con dos servicios locales de educación al igual que la de Cautín, en circunstancias que la primera sólo representa la cuarta parte del territorio de la región. En consecuencia, solicitó discutir y resolver adecuadamente la ubicación de los referidos servicios en cada una de las regiones del país.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó que el Ejecutivo presentara a esta instancia la distribución de los servicios locales de educación en cada una de las regiones del país.

No obstante aquello, hizo presente que según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10, el ámbito de competencia territorial, la denominación y el domicilio de cada uno de los servicios locales de educación se determinará de conformidad a lo dispuesto en el artículo quinto transitorio, disposición que entrega dicha definición a un decreto con fuerza de ley.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, recogiendo la demanda de los parlamentarios, dio a conocer los criterios tenidos en cuenta por la Secretaría de Estado que integra para determinar la ubicación de los servicios locales de educación.

Sin embargo, antes de abocarse a dicha materia, recordó que en la actualidad los 345 sostenedores municipales no constituyen un sistema articulado y en su inmensa mayoría muestran importantes falencias y problemas estructurales que afectan de manera significativa las condiciones mínimas para la calidad y la equidad de la educación pública a lo largo del país. 

Continuando con la explicación detalló que el número promedio de estudiantes por comunas en inferior a 4.000 y que el 50% de ellas tiene menos de 2.000 alumnos, lo que genera problemas de sustentabilidad y de proyección en el tiempo. En definitiva, subrayó, la escala no es la adecuada. Añadió que dicho problema genera importantes inconvenientes para la contratación y mantención de equipos calificados, para la generación de redes de intercambio, para lograr economías de escala y de ámbito y para fortalecer la heterogeneidad social, entre otros. Notó que lo anterior, además, produce fuerte inequidad en los recursos por estudiante.

Precisado lo anterior, afirmó que el diseño territorial propuesto en la iniciativa de ley busca, entre otros objetivos, asegurar que la educación pública pueda dotarse de horizontes de desarrollo de mediano y largo plazo con foco en las comunidades educativas y en las escuelas y sus proyectos educativos; tener responsables claros y una activa rendición de cuentas, tanto a nivel local como nacional; asegurar el apoyo y acompañamiento sistemático y sustantivo a los establecimientos educacionales públicos, articulando orgánicamente lo técnico-pedagógico y lo administrativo; potenciar mayores capacidades en todo el sistema, distribuidas equitativamente en todo el territorio, y gozar de una escala geográfica adecuada, equitativa y no atomizada.

Relató que los principales criterios y objetivos de la propuesta de diseño territorial que considera el proyecto de ley son los siguientes:

1.- Asegurar sinergia organizacional y sustentabilidad, a través del establecimiento de umbrales de tamaño y composición de los futuros servicios locales.

Al respecto, señaló que los principales criterios considerados fueron que el número deseable de estudiantes no fuera menor a 8.000 y que la ponderación por vulnerabilidad y ruralidad de estudiantes y familias, la ponderación por la cantidad de establecimientos en base a su complejidad y consideración por las trayectorias educativas y los flujos de elección de familias como indicador de las lógicas territoriales dominantes.

2.- Alcanzar una estructura territorial adecuada y su consistencia y coordinación con las divisiones político-administrativas del país.

Sobre el particular, comentó que los principales criterios considerados fueron la necesidad de respetar las divisiones territoriales administrativas vigentes, de manera que bajo ningún punto de vista las comunas sean divididas en su territorio o se sobrepasen los límites regionales; establecer criterios de exclusividad, con lo cual un servicio local de educación pertenece a una sola región y una comuna pertenece a un solo servicio; respetar, dentro de lo posible, las divisiones provinciales del país; que cada servicio local considere, como norma general, al menos dos comunas y establecer un criterio de contigüidad entre comunas, de manera tal que la conjunción de unas no aísle a otras.

3.- Asegurar territorios con buena conectividad y tamaños geográficos razonables según la realidad de cada zona.

En este punto, sostuvo que para alcanzar tal objetivo se integraron consideraciones de distancia y conectividad para la definición de las propuestas de territorios por servicio local. Acotó que las distancias deben permitir un desplazamiento fluido y regular de los equipos técnicos y administrativos a los establecimientos educacionales y viceversa y que, idealmente, la separación entre escuelas y la sede del servicio local de educación no sea mayor a 150 kilómetros o a dos horas de viaje vía red caminera pavimentada.

4.- Garantizar la presencia de centros urbanos importantes a escala regional (más de 50.000 habitantes), como base para la instalación de los servicios locales de educación.

En relación con este objetivo, manifestó que en orden a permitir una fluida coordinación con organismos públicos y privados, así como con servicios esenciales para el desarrollo, calidad y pertinencia de la provisión educacional pública se consideró fundamental la presencia de instituciones de educación superior y especialmente de universidades con facultades de pedagogía acreditadas, a fin de fomentar alianzas para construir campos de formación pedagógica, fomentar la innovación pedagógica y la investigación educacional, entre otras. Además, añadió, se estimó esencial la presencia de infraestructura y servicios de complejidad mayor, que hagan viable la atracción de personal calificado desde otras zonas del país.

5.- Asegurar sinergias al interior de cada región, de manera que no existan servicios locales de educación inferiores, subordinados o incluso deficitarios. 

Al respecto, aseveró que para alcanzar este objetivo se veló por la existencia de equilibrios mínimos en los tamaños de los servicios locales de educación al interior de una misma región, toda vez que ello es crítico desde el punto de vista del peso e importancia política de los servicios o de su capacidad para postular a fondos, y se consideraron las estrategias de desarrollo productivo local.

6.- Velar por la pertinencia y la validación local.

Notó que para ello se tuvieron en consideración las estrategias de desarrollo regional, la opinión de las autoridades regionales y provinciales y se decidió no establecer los límites geográficos detallados por servicio local de educación en la ley, permitiendo así espacios para ajustes, previo a la dictación de los decretos con fuerza de ley que establezcan legalmente cada servicio.

En otro orden de ideas, solicitó tener en consideración que los servicios locales de educación no son homogéneos en sus dotaciones. Precisó que la mayor complejidad y tamaño están compensados por mayores capacidades y personal. Agregó que la dotación de los servicios considera correcciones por criterios como vulnerabilidad, ruralidad y número de establecimientos.

Asimismo, llamó a tener presente que el proyecto de ley faculta la creación de oficinas locales para concentrar y facilitar funciones que requieren de una cercanía mayor y constante con la escuela, en zonas de mayor lejanía pero con un cierto nivel de matrícula y el establecimiento de convenios con municipios en zonas de aislamiento extremo, para asegurar la provisión de ciertos servicios.

Seguidamente, enfatizó que en la actualidad las diferencias de tamaños de matrícula entre el 10% de comunas más pequeñas y el 10% de comunas con mayor matrícula pública es de 1 a 15. Informó que el proyecto reduce dichas diferencias de 1 a 3, dando cuenta que los servicios locales de educación serán más homogéneos en sus tamaños y más heterogéneos en su interior. Precisó que la mayor homogeneidad entre ellos traerá mayor equidad y calidad.

En sintonía con el punto anterior, resaltó que el 50% de los servicios locales de educación agrupará 4 comunas o menos y el 70% de ellos, 5 comunas o menos.

Con el objeto de ejemplificar las aseveraciones anteriores, analizó la situación de la región de Coquimbo. Al respecto, hizo presente que ella cuenta con tres provincias y consignó que se proponen cuatro servicios locales de educación. 

Afirmó que según los estudios realizados por el Ministerio de Educación, la ubicación de los servicios locales de educación se condice con el comportamiento educacional de las familias. Así, ejemplificó, las familias de Andacollo se desplazan a Coquimbo. 

Hizo presente que si para estos efectos se hubiera considerado La Serena y Coquimbo juntos, la región habría quedado con un gran servicio local de educación y dos pequeños, cuestión que se espera evitar.

Siguiendo con la presentación de la región de Coquimbo, subrayó que a nivel de departamentos provinciales de educación se repite la estructura de las provincias.

Comparando los servicios locales de educación con los servicios de salud y los tribunales de juicio oral en lo penal presentes en la región citada, destacó que en ella sólo existe uno de cada uno.

Por otra parte, adentrándose en la distribución propuesta para la región de Valparaíso, en tanto, adelantó que en ella se crearán ocho servicios locales de educación. No obstante, remarcó que las Direcciones Provinciales del Ministerio de Educación difieren de la división provincial.

Finalmente, cotejando los servicios locales de educación con los servicios de salud presentes en la región, notó que en ella sólo existe uno.

Se deja constancia de que el señor Rocco acompañó su presentación con dos documentos, los que fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Asimismo, se hace presente que la Biblioteca del Congreso Nacional hizo llegar a la instancia un documento titulado “Datos del sistema escolar público municipal en algunas regiones del país.”, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Concluida la exposición anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso de relieve que se pasará de 345 sostenedores públicos en el país con un promedio de 2.600 estudiantes, a 68 servicios locales de educación con un umbral promedio de 8.000 alumnos por cada uno de ellos.

La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó al señor Rocco dar a conocer la situación de cada una de las regiones del país, de manera de conocer cuántos servicios locales de educación habrá en cada una de ellas y dónde estarán emplazados.

En ese sentido, puso de relieve que en la región de los Ríos existirá un servicio local de educación en la provincia de Valdivia y otro en la de Ranco. Notó que en el caso de la provincia de Valdivia, éste se emplazará en la capital regional. Al respecto, hizo ver que de Panguipulli a Valdivia las distancias superan las dos horas, con lo cual el objetivo de asegurar territorios con buena conectividad, esgrimido en la presentación del Ejecutivo, no se cumple. Temió que situaciones como la descrita se repiten a lo largo del territorio nacional, y, en consecuencia, solicitó darles solución para no dificultar el acceso de los padres y apoderados de los establecimientos educacionales a los respectivos servicios locales de educación.

Abocándose al análisis de la región de la Araucanía, en tanto, lamentó que los establecimientos educacionales ubicados en la comuna de Padre las Casas dependieran del servicio local de Villarrica.

Discrepando de las observaciones de la Honorable Senadora señora Von Baer, el Honorable Senador señor Montes subrayó que entre Valdivia y Panguipulli sólo existe una distancia de 134 kilómetros, con lo cual el objetivo de conectividad se cumpliría.

Con todo, advirtió que problemas como el temido por la Honorable Senadora se presentarán en las zonas extremas del país, en donde las distancias fácilmente superarán los 400 kilómetros. No obstante, consideró que los inconvenientes no se presentarían en la medida en que para aquellos servicios locales de educación y establecimientos educacionales la tecnología fuera superior, facilitando así otras vías de comunicación.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand, aludiendo a los mecanismos propuestos por el legislador que le antecedió en el uso de la palabra para solucionar los conflictos de comunicación, recordó que en otros casos, medidas como las sugeridas no han dado resultados. 

Fijando su atención en la región de los Ríos, criticó que los establecimientos educacionales de Panguipulli dependieran del servicio local de educación de Valdivia, y justificó su parecer en que los padres y apoderados no irán hasta la capital regional.

Refiriéndose a la estructura propuesta para la región de Araucanía, en tanto, también discrepó.

A la luz de lo anterior, reiteró su aprensión respecto a que los servicios locales de educación se crearan por ley.

Adicionalmente, solicitó que se explicaran los criterios tenidos en cuenta para la creación de los servicios locales a lo largo del país y solicitó revisar la ubicación de cada uno de ellos.

A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, valoró el intento del Ejecutivo por establecer criterios de racionalidad en la distribución de los servicios locales de educación a lo largo del territorio.

No obstante, estimó que los Comités Directivos Locales constituyen una materia más importante que la ubicación de los referidos servicios, toda vez que en ellos se definirá la forma de gestionar los servicios locales y su integración.

En relación con el número y ubicación de los servicios locales de educación, en términos generales, coincidió con los sugeridos, y aseguró que los casos señalados por los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Montes son excepcionales.

Centrándose en la provincia de Isla de Pascua, en tanto, recordó que el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República la considera como territorio especial. En este punto, consultó en qué situación quedaría.

En otro orden de consideraciones, afirmó que votaría a favor del precepto en estudio, en la medida en que se incorporara una disposición transitoria que permita que en la evaluación de la implementación del proyecto se considere un instrumento flexible para redistribuir y crear nuevos servicios locales de educación. Sobre el particular, consultó a la señora Ministra de Educación si existía disposición en tal dirección por parte del Ejecutivo.

La señora Ministra de Educación, deteniéndose en la solicitud formulada por el Honorable Senador señor Allamand, fue tajante en señalar que el número de servicios locales de educación y su ubicación no fueron materias decididas arbitrariamente por el Ejecutivo. Recordó que, tal como lo expuso el señor Rocco, se conjugaron distintos criterios para ello.

Por otro lado, enfatizó que uno de los objetivos del proyecto es empoderar a los establecimientos educacionales, de manera que ellos tengan la capacidad de resolver sus problemas, tal como ocurre en el caso de los colegios particulares. No obstante, aseveró que las labores de modernización del Ministerio de Educación continuarán, posibilitando, a futuro, que los certificados de notas puedan ser obtenidos sin necesidad que los padres deban trasladarse.

Compartió la propuesta del Honorable Senador señor Montes en orden a mejorar las tecnologías, y afirmó que medidas como la video-conferencia son utilizadas semanalmente como vía de comunicación entre las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación y la Cartera que preside.

En el mismo orden de ideas, aseveró que la idea es que los trámites que deban hacer los padres y apoderados en los servicios locales de educación sean los menos posibles.

Indicó que ante distancias excesivas como las descritas por los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Montes, y de conformidad a lo previsto en el inciso tercero de la disposición en estudio, los servicios locales de educación podrán crear oficinas locales. En efecto, notó, dicha norma señala que ello podrá hacerse cuando sea necesario por razones de buen servicio y para el adecuado cumplimiento de las funciones, en atención a razones tales como las distancias y la conectividad.

Por otro lado, hizo presente que la iniciativa de ley considera una puesta en marcha en etapas, permitiendo corregir las falencias observadas por medio de un instrumento flexible, como el descrito por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.

Por último, refiriéndose a la situación de Isla de Pascua, sentenció que tal como lo establece el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, se prevé otorgar una regulación atendida su condición de territorio especial.

Haciéndose cargo de las críticas vertidas por la Honorable Senadora señora Von Baer, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, recordó que el proyecto de ley delega a un decreto con fuerza de ley la ubicación exacta de los servicios locales de educación. A mayor abundamiento, remarcó que la ley sólo señalará el número de servicios por región y que las ubicaciones reseñadas pueden ser objeto de modificaciones, toda vez que no quedarán en la ley.

La Honorable Senadora señora Von Baer discrepó de que la ley precisara el número de servicios locales de educación que existirán en cada una de las regiones del país.

A su turno, la Honorable Senadora señora Muñoz criticó la distribución propuesta para la región que representa. Asimismo, concordó con la observación recientemente realizada por la Honorable Senadora señora Von Baer, pues consideró que ello dificultaría la disminución o aumento de servicios locales en una región.

Deteniéndose en el diseño propuesto para la región de Coquimbo, notó que los establecimientos educacionales de La Higuera dependerán del servicio local de educación de La Serena, en circunstancias que existen dos horas de distancia entre ellas. Al respecto, solicitó que al menos existiera una oficina local en dicha comuna.

El Honorable Senador señor Montes llamó a dejar de lado criterios tan antiguos como la distancia y a no olvidar que para casos como los señalados, el uso de mejor tecnología será un instrumento fundamental.

Concluido el debate respecto de esta parte del precepto, y antes de proceder a su votación, la Secretaría de la Comisión sugirió una adecuación de redacción para el encabezado del inciso primero, del siguiente tenor:

“Artículo 10.- Definición. Créanse los Servicios Locales de Educación Pública que se señalan como órganos públicos funcional y territorialmente descentralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propio, los que se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Ellos se organizarán de la forma que se señala a continuación:”


- La propuesta contó con el respaldo de la mayoría de los miembros de la Comisión. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.
- - -

Seguidamente, y analizando en particular el número de servicios locales para cada una de las regiones del país, la Comisión, en sesión celebrada el día 14 de junio, estableció un contacto vía videollamada con el Alcalde de Isla de Pascua, señor Pedro Pablo Edmunds Paoa, autoridad que solicitó ser escuchada por la instancia.

Al iniciar sus comentarios, recordó que el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, como ya se ha reseñado, reconoce a Isla de Pascua como un territorio especial. Habida consideración de lo anterior, solicitó que la iniciativa de ley considerara la especial situación de Rapa Nui. Indicó que su calidad de territorio especial responde a que su realidad difiere de la del continente. 

Apuntó que en la actualidad la gestión de la educación municipal de la isla es difícil, dado que la Secretaría Regional Ministerial de Educación está emplazada en Valparaíso.

A la luz de la realidad descrita, solicitó la colaboración de los miembros de la instancia para que los establecimientos educacionales públicos de Isla de Pascua dependan de un servicio local domiciliado en ella, cuestión que permitirá dar más agilidad a la administración de la educación y asegurará decisiones acertadas para la realidad de sus colegios.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, resaltó que el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República dispone que “son territorios especiales los correspondientes a Isla de Pascua y al Archipiélago Juan Fernández.”, y agrega que “el Gobierno y la Administración de estos territorios se regirá por los estatutos especiales que establezcan las leyes orgánicas constitucionales respectivas.”. 

Resumiendo la demanda del edil isleño, notó que la petición del señor Edmunds consiste en que la estructura propuesta para el nuevo sistema de educación pública respete la calidad de territorio especial de Rapa Nui, reconocida en nuestra Carta Fundamental, considerando, como consecuencia de ello, un servicio local de educación para la comuna que encabeza.

Complementando lo anterior, el señor Alcalde de Isla de Pascua puso de relieve que si bien el gobierno de Su Excelencia la Presidenta de la República ha decidido desmunicipalizar la educación pública, estimó indispensable analizar pormenorizadamente la situación de la comuna que representa, toda vez que en ella el liderazgo difiere de lo establecido en el resto del país. 

Ahondando en su petición, explicó que el concepto de liderazgo Rapa Nui proviene del Ariki, esto es, del Rey. En ese contexto, agregó, la municipalidad es vista por los habitantes de la isla como su gran Ariki. En efecto, relató, acuden a ella para solucionar los inconvenientes que se presentan, especialmente en materia educacional. Por lo anterior, aseveró, la desmunicipalización perjudicará la educación pública de Isla de Pascua. 

Asimismo, llamó a tener en cuenta que el municipio aporta muchos recursos a la educación pública y subvencionada de la isla.

Por las razones anteriormente consignadas, solicitó considerar la participación de la municipalidad que preside en el servicio local de educación respectivo.

Refiriéndose a las demandas del edil, la señora Ministra de Educación aseguró que el gobierno de Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, acogería la petición formulada por el Alcalde de Isla de Pascua. Remarcó que la propuesta que se formulará oportunamente, y que se acordará previamente con el señor Edmunds, se ajustará a lo dispuesto en el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República. Con todo, enfatizó que el Ejecutivo estudiará qué fórmula sería la más adecuada para la realidad de Rapa Nui.

- - -

Inciso tercero


Como se señaló precedentemente, este inciso permite la creación de oficinas locales, de acuerdo a los criterios que él menciona.

La disposición fue objeto de cinco indicaciones, signadas con los números 16, 17, 18, 19 y 20.

-La indicación número 16), de Su Excelencia la Presidenta de la República pretende reemplazar la frase “Sin perjuicio de lo establecido en el inciso precedente, cada” por “Cada”.

-La indicación número 17), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega, luego de la frase “sector del territorio de su competencia,”, la palabra “o”.

Al respecto, el Honorable Senador señor Allamand estimó que para la creación de oficinas locales bastaba con establecer que ello fuera necesario por razones de buen servicio, toda vez que esta causal envolvía la primera (cuando se justifique por razones de distancia y concentración de matrícula en un determinado sector del territorio de su competencia).

Añadió que der ser así, la indicación en estudio debía aprobarse con modificaciones.

La señora Ministra de Educación acogió la sugerencia del Honorable Senador señor Allamand.

- La indicación número 18), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para suprimir el vocablo “excepcionalmente”.

- La indicación número 19), de los mismos Senadores referidos precedentemente sustituye el texto que señala: “. También podrá hacerlo a requerimiento del Consejo Local de Educación.”, por: “y a requerimiento del Consejo Local de Educación.”.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- La indicación número 20), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la frase “a requerimiento del Consejo Local de Educación” por “a propuesta del Comité Directivo Local respectivo”.

Seguidamente, la señora Ministra de Educación propuso una nueva redacción para el inciso tercero en estudio, la que, aseguró, recoge las indicaciones números 16), 17), 18) y 20). Detalló ella es la que se transcribe a continuación:

“….- Reemplazar el inciso tercero por el siguiente:

“Cada Servicio Local podrá crear oficinas locales, mediante decreto fundado del Ministerio de Educación, cuando ello sea necesario por razones de buen servicio y para el adecuado cumplimiento de sus funciones, en atención a razones de distancia, conectividad y concentración de matrícula, entre otras. También podrá hacerlo a propuesta del Comité Directivo Local respectivo.”.”

- La propuesta contó con el respaldo de la mayoría de los miembros de la Comisión. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. Como consecuencia de lo anterior, las indicaciones números 16), 17), 18) y 20) resultaron aprobadas con modificaciones, en los términos recientemente transcritos, por mayoría de votos.

Inciso cuarto


Dispone que en cada servicio local existirá un Consejo Local de Educación Pública.

La indicación número 21), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone suprimirlo.

- Puesta en votación la indicación, se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señor Walker, don Ignacio, dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, y una abstención, del Honorable Senador señor Montes.

- Repetida la votación de conformidad a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- Sometido a votación el resto del artículo 10, éste contó con el respaldo de la mayoría de los miembros de la Comisión. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Walker, don Ignacio.

Justificando su voto en contra, la Honorable Senadora señora Von Baer notó que el precepto analizado crea los servicios locales de educación y determina el número de ellos en cada una de las regiones del país.

Puso de relieve que la disposición en estudio es una de las que demuestra que el sistema propuesto será centralizado alejándose de los padres y apoderados. Advirtió que especial relevancia adquiriría lo anterior en los casos de inconvenientes con los establecimientos educacionales, ya que aquellos deberán trasladarse hasta el servicio local de educación correspondiente.

Asimismo, discrepó de la idea que fuera la ley la encargada de precisar el número de servicios locales de educación en cada región, pues ello impediría aumentar o disminuir fácilmente su número de ser necesario. A mayor abundamiento, remarcó que la exposición realizada por el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, respecto a los criterios para determinar el número y la ubicación de los referidos servicios, da cuenta de que el Ejecutivo desconoce la realidad de las regiones del país. Precisó que ejemplo de ello es que los establecimientos educacionales de la comuna de Padre Las Casas dependerán de un servicio local de educación emplazado en Villarrica.

Siguiendo con la exposición de sus argumentos, recordó que durante la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados, se aumentó el número de servicios locales de educación en la región de la Araucanía sólo por presión política de un Diputado de dicha región.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand, calificó de inconveniente la decisión del Ejecutivo. Argumentando su aseveración, sostuvo que la solución propuesta para modificar el número de servicios locales de educación a lo largo del país es que se incorporará una disposición transitoria que permitirá, mediante una ley, crear otros servicios, en caso de ser necesario. Aseguró que la medida anunciada no resuelve ninguna inconveniente, pues de todas maneras será necesaria una nueva ley. 

Justificó también su voto en contra en que los criterios para determinar el número total de servicios locales de educación por región y la definición territorial de los mismos no eran los correctos, demostrándolo así los graves errores advertidos por los integrantes de la Comisión durante la exposición del señor Rocco. Al respecto, puso de relieve que ella no contará con el respaldo de los Honorables Senadores representantes de la zonas extremas del país ni de aquellos representantes de la región de Coquimbo, de la Araucanía ni de la de Los Ríos.

Por su lado, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, explicando su voto a favor, recordó que la disposición en estudio sólo define el número de servicios locales de educación por región. Agregó que la materialización de lo anterior lo determinará un decreto con fuerza de ley, de conformidad a lo previsto en el artículo quinto transitorio de esta iniciativa. Adicionalmente, hizo presente que el inciso tercero del artículo analizado permite la creación de oficinas locales cuando ello sea necesario por razones de buen servicio y para el adecuado cumplimiento de las funciones de los servicios locales.

No obstante, enfatizó que su posición se condicionaba a que existiría una consideración especial para la comuna de Isla de Pascua y a que se incorporaría un artículo transitorio que contemple un mecanismo que defina criterios para modificar, mediante una ley, el número de servicios locales de educación.

o o o o o

Seguidamente, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 22), para agregar después del artículo 10, uno nuevo del siguiente tenor:

“Artículo …- Coordinación regional. La Secretaría Regional Ministerial de Educación convocará a lo menos a tres reuniones durante el año, a las que asistirán un representante del Gobierno Regional, el Director Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, el Director Regional de la Superintendencia de Educación, el representante zonal de la Agencia de la Calidad de la Educación, el Director Regional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de la región y un representante de la Dirección de Educación Pública, con el objeto de favorecer la coordinación de los Servicios Locales dentro de la región, así como el intercambio de iniciativas de mejora en su gestión, facilitando además la colaboración de los Servicios Locales con otros servicios públicos que se desempeñen dentro de la región. 

Para ello, podrá realizar propuestas a la Estrategia Nacional de Educación Pública, así como a la Estrategia Regional de Desarrollo, establecida en el decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005, del Ministerio del Interior, velando por la armonización entre ésta y los Planes Estratégicos de cada Servicio Local. Asimismo, podrá promover acuerdos de colaboración con otras entidades públicas y/o privadas de la región, con el fin de favorecer a las comunidades educativas de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de la región.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente artículo.”.

La señora Ministra de Educación solicitó aprobar la indicación con modificaciones, de manera que el precepto propuesto en ella sea el último artículo del Título II, que como se señaló con antelación, quedó como Título IV, es decir, el relativo a la Dirección Nacional de Educación Pública. 

Por otro lado, explicó que la indicación persigue facilitar la coordinación entre los servicios públicos educacionales presentes en la región. 

A su turno, el Honorable Senador señor Rossi manifestó la necesidad de incluir dentro de la lista de organismos convocados a un representante de la educación técnico profesional.

Por su lado, el Honorable Senador señor Montes estimó que dentro de las normas referidas a los servicios locales de educación debía considerarse la coordinación entre el Ministerio de Educación, la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, de manera que los establecimientos educacionales no tengan la obligación de emitir un informe distinto para cada uno de estos organismos.

El Honorable Senador señor Allamand, en tanto, remarcó que la coordinación regional anhelada no funcionaría dejando fuera al Intendente, autoridad máxima de la región.

Por otro lado, calificó como indispensable que el encargado de convocar a las reuniones fuera el Intendente y no el Secretario Regional Ministerial de Educación, par de los demás convocados.

La Honorable Senadora señora Von Baer concordó con los planteamientos del Honorable Senador señor Allamand y recalcó que quien convoque a las reuniones de coordinación debía tener capacidad de mando respecto a los convocados.

Asimismo, los referidos Senadores preguntaron porque los centros de formación técnica que podían ser invitados a las sesiones de coordinación regional debían ser sin fines de lucro. Remarcaron que todos, independientemente de su naturaleza jurídica, podía aportar en las discusiones. En atención a ello solicitaron retirar la expresión señalada.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la demanda de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Al respecto, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, llamó a tener en consideración que la oración agregada al inciso primero del artículo propuesto en la indicación número 22 sólo repite lo que prescriben otras disposiciones del proyecto aprobado en general por la Sala del Senado.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió las demandas de los parlamentarios que le antecedieron en el uso de la palabra. Adicionalmente, propuso disminuir a dos el número de reuniones.

La señora Ministra de Educación hizo presente que la idea del artículo en estudio es asegurar que los asuntos educacionales de la región tengan la impronta de la Estrategia Nacional de Educación Pública.

Descartó que la coordinación existiera al interior de los servicios locales de educación y argumentó para ello que la coordinación es para todo el sistema educativo y no sólo para el público.

En otro orden de consideraciones, recogió las propuestas formuladas, pero agregó que el Secretario Regional Ministerial de Educación debía actuar como Secretario Ejecutivo de la instancia.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, enfatizó que, tal como lo señala el proyecto de ley, los Intendentes tienen una injerencia fundamental en el sistema de educación pública a través de los dos representantes del gobierno regional en los Comités Directivos Locales. A mayor abundamiento, agregó que la instancia propuesta en la indicación en estudio no es de gobernanza sino meramente operativa.

Seguidamente, notó que la decisión que el Secretario Regional Ministerial de educación sea quien convoque a las reuniones de coordinación obedece a que el Ministerio de Educación es quien tiene el mando sobre los servicios públicos.

Resumiendo las observaciones formuladas por los integrantes de la instancia, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, detalló que las modificaciones a la disposición propuesta en la indicación número 22 serían las que siguen:

1.- Agregar el precepto propuesto antes del artículo 10.

2.- El Intendente será el encargado de convocar a las reuniones de coordinación.

3.- Las reuniones a celebrar durante el año disminuirán de tres a dos.

4.- El Secretario Regional Ministerial de Educación actuará como Secretario Ejecutivo de la instancia.

5.- Se incorporará un representante de la educación técnico profesional.

Acotó que, en consecuencia, la redacción de la indicación sería la que a continuación se señala:

“Agregar antes del artículo 10 el siguiente, nuevo:

“Artículo ….- Coordinación regional. El Intendente convocará a lo menos a dos reuniones durante el año, a la que asistirán el Secretario Regional Ministerial de Educación, quien actuará como Secretario Ejecutivo, un representante del Gobierno Regional, el Director Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, el Director Regional de la Superintendencia de Educación, el representante zonal de la Agencia de la Calidad de la Educación, el Director Regional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de la región y un representante de la Dirección de Educación Pública, con el objeto de favorecer la coordinación de los Servicios Locales dentro de la región, así como el intercambio de iniciativas de mejora en su gestión, facilitando además la colaboración de los Servicios Locales con otros servicios públicos que se desempeñen dentro de la región. Asimismo, se podrá invitar a las sesiones a representantes de las universidades y centros de formación técnica acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región.

Para ello, podrá realizar propuestas a la Estrategia Nacional de Educación Pública, así como a la Estrategia Regional de Desarrollo, establecida en el decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005, del Ministerio del Interior, velando por la armonización entre ésta y los Planes Estratégicos de cada Servicio Local. Asimismo, podrá promover acuerdos de colaboración con otras entidades públicas o privadas de la región, con el fin de favorecer a las comunidades educativas de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de la región.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente artículo.”.”.

- Sometida a votación la indicación, con las modificaciones señaladas, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 11

Inciso primero

Precisa que el objeto de los servicios locales de educación será proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, debiendo orientar su acción de conformidad a los principios de la educación pública establecidos en el artículo 4°. Agrega que para ello velarán especialmente por la mejora continua de la calidad del servicio educacional, atendiendo a las particularidades de su territorio y promoviendo el desarrollo equitativo de todos los establecimientos de su dependencia.

Con relación al inciso citado, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) presentó la indicación número 23), para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 11.- Objeto. El objeto de los Servicios Locales será proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, debiendo orientar su acción de conformidad a los principios de la educación pública establecidos en el artículo 4. Su tarea prioritaria será proveer apoyo técnico-pedagógico, administrativo y financiero a los establecimientos educativos, equipos directivos y docentes a su cargo, en base a los proyectos y necesidades de los mismos, en pos de profesionalizar a los equipos docentes de esos establecimientos y elevar la calidad de los aprendizajes. Deberán, asimismo, atender a las particularidades de su territorio y promover el desarrollo equitativo de todos los establecimientos de su dependencia.”.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Por su parte, el Honorable Senador señor Montes formuló la indicación número 24), para sustituir la oración final que dice: “Para ello, velarán especialmente por la mejora continua de la calidad del servicio educacional, atendiendo a las particularidades de su territorio y promoviendo el desarrollo equitativo de todos los establecimientos de su dependencia.”, por el siguiente texto: 

“Asimismo, deberán velar por la mejora continua y la equidad del servicio educacional en todos los establecimientos de su dependencia, atendiendo especialmente a las características e intereses de los niños y jóvenes y a las particularidades de su territorio. Para ello promoverán y respetarán la autonomía de los establecimientos que cumplan con los estándares y metas establecidos, contribuyendo al desarrollo de sus proyectos educativos y desarrollarán acciones de apoyo y fortalecimiento respecto de aquéllos cuyos resultados no sean satisfactorios.”.

- La indicación fue declarada inadmisible, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Inciso segundo

Prescribe que para el cumplimiento de su objeto, los servicios locales de educación deberán cumplir con las políticas, planes y programas que establezca el Ministerio de Educación.

Mediante la indicación número 25), el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) propuso sustituirlo por el que sigue:

“Para el cumplimiento de su objeto, los Servicios suscribirán convenios de gestión con la Dirección de Educación Pública, en función de la Estrategia Nacional de Educación Pública y las políticas y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública.”.

- La indicación fue declarada inadmisible, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

La señora Ministra de Educación hizo presente que durante el nuevo plazo de indicaciones, Su Excelencia la Presidenta de la República presentaría una nueva indicación para reemplazar los inciso primero y segundo de la disposición en estudio, la que, aseguró, recogería las ideas propuestas por los Honorables Senadores Montes y Walker, don Ignacio, en las indicaciones números 23, 24 y 25.

Puntualizó que la anunciada indicación sería del tenor que sigue:

“Reemplazar los incisos primero y segundo por los siguientes, pasando el actual tercero a ser inciso cuarto:

“Artículo 11.- Objeto. El objeto de los Servicios Locales será proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, debiendo orientar su acción de conformidad a los principios de educación pública establecidos en el artículo 4.

En este marco, velarán por la calidad, la mejora continua y la equidad del servicio educacional, para lo cual deberán proveer apoyo técnico pedagógico y apoyo a la gestión de los establecimientos educativos a su cargo, considerando sus proyectos educativos institucionales y las necesidades de cada comunidad educativa, atendiendo especialmente a las características de los estudiantes y las particularidades del territorio en que se emplazan. Asimismo, respetarán la autonomía que ejerzan los establecimientos educacionales, contribuyendo al desarrollo de sus proyectos educativos y de sus planes de mejoramiento.

Para el cumplimiento de su objeto, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales suscribirán convenios de gestión educacional, conforme a lo señalado en los artículos 21 y 22. Sin perjuicio de lo anterior, estos servicios deberán cumplir con las políticas, planes y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública y demás obligaciones que establezca la normativa vigente.”.”.

El Honorable Senador señor Allamand consultó a la señora Ministra de Educación cómo se conciliaría la disposición propuesta con las funciones de la Agencia de Calidad de la Educación. Al respecto, advirtió una posible duplicidad de funciones, lo que podría conllevar que a un establecimiento educacional la Agencia de Calidad de la Educación le imponga una medida y el servicio local de educación respectivo otra diferente. Por ello, calificó como fundamental que los servicios locales de educación se coordinaran con la referida agencia.

La señora Ministra de Educación explicó que la Agencia de Calidad de la Educación evalúa la calidad de la educación impartida por los distintos establecimientos educacionales y propone mejoras específicas que apunten en tal dirección.

Añadió que el Director de un servicio local de educación, por su parte, en el caso que tenga bajo su dependencia establecimientos educacionales de mala calidad, suscribirá convenios de gestión educacional para prestar apoyo y mejorar la calidad de la educación impartida. 

Aclaró que la labor recientemente transcrita no obsta a la labor realizada por la Agencia de Calidad de la Educación.

A mayor abundamiento, notó que el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación se aplica no sólo a la educación pública sino también a la privada, motivo por el cual éste no puede domiciliarse en la primera.

En una línea argumental similar a la del Honorable Senador señor Allamand, el Honorable Senador señor Rossi remarcó que en la práctica la Agencia de Calidad de la Educación, en su labor de orientar a los establecimientos educacionales, realiza funciones que colisionarán con las de los servicios locales de educación, los que velarán por la calidad de los colegios de su dependencia.

Por su lado, el Honorable Senador señor Montes remarcó que los servicios locales de educación serán verdaderos “directores de orquesta” de los establecimientos educacionales para mejorar la calidad de la educación impartida. Consideró que dichos servicios no pueden ser meros órganos de control de los colegios, sino órganos potenciadores de aquellos.

Adicionalmente, apuntó que en cada servicio local de educación debe haber una coordinación entre éste, la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación. Aseveró que ello será una medida muy potente para el sistema.

Recogiendo las aprensiones de los parlamentarios, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió que las demandas formuladas se recogieran en el artículo referido a las funciones y atribuciones de los servicios locales de educación.

Como se señaló con antelación, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó durante el nuevo plazo la indicación número 22) bis, que desarrolla literalmente los contenidos expuestos precedentemente.

- Puesta en votación la referida indicación,  fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Inciso tercero

Indica que para los Servicios Locales serán sostenedores de los establecimientos educacionales de su dependencia y se regirán por la presente ley y sus disposiciones reglamentarias, además de las normas comunes aplicables a éstos, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3 del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Sobre el particular, el Honorable Senador Montes presentó la indicación número 26), para reemplazar la locución “los Servicios Locales serán sostenedores” por “la educación pública no contará con sostenedores. En su lugar, los Servicios Locales serán los encargados de la gestión”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consideró fundamental que los servicios locales de educación fueran los sostenedores de la educación pública.

Por su parte, el Honorable Senador señor Montes indicó que la indicación de su autoría apunta a precisar que los servicios locales de educación serán los encargados de los establecimientos educacionales y de cumplir los objetivos que la ley le encomienda. Agregó que en el derecho comparado no existe una figura similar a la de los sostenedores.

Adicionalmente, apuntó que bastaría con que la ley señalara que los establecimientos educacionales pertenecen a un servicio local, sin necesidad de generar relaciones extrañas, que conducen a confusiones.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la aseveración que los sostenedores son una figura que sólo existe en nuestra legislación y que resulta muy difícil de explicar fuera de ella. Con todo, remarcó que todo el sistema educacional la considera.

El Honorable Senador señor Allamand hizo presente que la indicación en estudio debía ser declarada inadmisible, por cuanto propone cambiar la naturaleza jurídica a los organismos públicos.

El Honorable Senador señor Quintana estimó indispensable que se recogiera la demanda del Honorable Senador señor Montes.

Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi coincidió con los planteamientos del autor de la indicación. A mayor abundamiento, no consideró adecuado calificar a una institución dependiente del Estado como sostenedor. Estimó que la existencia de una figura tal supone la ausencia de compromisos con el proyecto educativo.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, subrayó que el asunto en discusión constituía un aspecto medular del proyecto y que si no se dejaba claramente establecido en el artículo referido al objeto de los servicios locales de educación que estos son sostenedores, se generaría una gran confusión. 

Indicó que si bien la discusión de fondo planteada por el Honorable Senador señor Montes es legítima y permanecerá, el artículo señala que, para todos los efectos legales, los servicios locales de educación serán sostenedores de los colegios de su dependencia, y ese es el contexto en el cual debe entenderse y aplicarse la disposición, toda vez que, como lo señaló precedentemente, nuestro ordenamiento jurídico otorga la calidad de sostenedor a la persona o entidad que esta cargo de la administración de un establecimiento educacional.

- Puesta en votación la indicación, ésta fue rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio, y dos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana y Rossi.

- Sometido a votación el inciso final del artículo 11, en tanto, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

La señora Ministra de Educación resaltó que el inciso final de la disposición en estudio era una parte fundamental de la iniciativa de ley. No obstante, anunció que otras normas del proyecto tratan el mismo tema y que en ellas podía buscarse la denominación adecuada para sustituir la voz “sostenedor”, en el caso de la educación pública. A mayor abundamiento, recordó que dicha calificación es la que les permitirá recibir las subvenciones del Estado.

El Honorable Senador señor Quintana sostuvo que si bien votaría a favor, lo haría con el convencimiento que el Ejecutivo abordaría el tema en otras disposiciones del proyecto.

ARTÍCULO 12

Enumera, entre las letras a) y s), las funciones y atribuciones de los servicios locales de educación.

Letra c)

Establece como función de los servicios locales de educación desarrollar la oferta de educación pública en el territorio que le corresponda. Puntualiza que para ello velará por la cobertura del servicio educacional, de acuerdo a las particularidades del territorio, y por la continuidad en la trayectoria educativa de los estudiantes. En el caso de la formación técnico-profesional, añade, propenderá a una debida articulación con la formación técnica de nivel superior, para el desarrollo de trayectorias formativas; ello, con especial énfasis en la coordinación con los centros de formación técnica estatales que existirán en cada región del país.

En relación con esta letra, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó cuatro indicaciones:

-La indicación número 27), agrega después de la palabra “estudiantes”, la siguiente frase: “, desde la educación inicial a la educación media, y generando vínculos con las instituciones de educación superior de la región”.

-La indicación número 28), agrega después de la frase “En el caso de la formación técnico -profesional,” la siguiente: “velará por la pertinencia de dicha oferta en el territorio, considerando las necesidades de desarrollo del mismo y”.

-La indicación número 29), reemplaza la expresión “formación técnica de nivel” por “educación”.

-La indicación número 30), reemplazar la frase “que existirán en cada región del país” por “y en coherencia con la Estrategia Regional de Desarrollo respectiva”.

La señora Ministra de Educación propuso una nueva redacción para la indicación número 27) del tenor que sigue:

“27.-Reemplazar su letra c) por la siguiente:

“c) Desarrollar la oferta de educación pública en el territorio que le corresponda y velar por una adecuada cobertura del servicio educacional, de acuerdo a las particularidades del territorio. Para ello deberá identificar las áreas de expansión poblacional y aquellas en que la cobertura pública sea insuficiente. En el marco de esta función, velará por la continuidad en la trayectoria educativa de los estudiantes, desde la educación inicial hasta el término de la educación media, y se vinculará con las instituciones de educación superior de la región. En el caso de la formación técnico profesional, velará por la pertinencia de la oferta de especialidades respecto de las necesidades de desarrollo del territorio y propenderá a una debida articulación con la educación superior para el desarrollo de trayectorias formativas; ello, con especial énfasis en la coordinación con los centros de formación técnica estatales y en coherencia con la Estrategia Regional de Desarrollo respectiva.”.”.

Aseguró que dicha redacción recoge las indicaciones números 27) a 30).

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Allamand solicitó que se precisara el sentido y alcance de la obligación de “vincularse con las instituciones de educación superior de la región”.

A reglón seguido, fue enfático en sostener que la letra en estudio impone obligaciones a los servicios locales de educación que no estarán en condiciones de ejecutar.

- Puesta en votación la nueva propuesta de redacción recientemente transcrita, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. Como consecuencia de lo anterior, las indicaciones números 27), 28), 29) y 30) resultaron aprobadas con modificaciones, en los términos señalados, por mayoría de votos.

o o o o o

A continuación, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 31), para consultar un párrafo nuevo, del siguiente tenor:

“En el ejercicio de esta facultad deberá tener especial consideración por el desarrollo de la oferta educacional para las personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, y deberá coordinarse con los servicios públicos que administren los establecimientos en que dichas personas se encontraren detenidas o privadas de libertad.”.

- Sometida a votación la indicación, esta contó con el respaldo de la mayoría de los miembros de la Comisión. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Por su lado, el Honorable Senador señor Montes propuso la indicación número 32), para introducir el siguiente párrafo:

“Los Servicios Locales deberán disponer de un Plan de Expansión y Ampliación de Matrícula que identifique en el respectivo territorio las áreas de crecimiento poblacional y aquéllas en que la cobertura pública sea insuficiente, con el objeto de desarrollar o incorporar nuevos establecimientos a la red pública.”.

El Honorable Senador señor Montes hizo presente que el espíritu de su indicación está recogido en la nueva redacción propuesta por el Ejecutivo para la letra c) del artículo 12.

- Con todo, la indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo prescrito en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

Letra f)

Incluye dentro de las funciones y atribuciones de los servicios locales de educación la de desarrollar sistemas de seguimiento, información y monitoreo, que consideren la evaluación de procesos y resultados de los establecimientos educacionales de su dependencia, con el objeto de propender a la mejora continua de la calidad de la educación provista por dichos establecimientos.

Sobre esta letra recayeron cuatro indicaciones, las números 33), 34) y 35), todas de autoría de Su Excelencia la Presidenta de la República.

- La primera de ellas reemplaza la palabra “Desarrollar” por “Contar con”.

- La segunda intercala luego de la palabra “monitoreo” la frase “, de conformidad a las orientaciones establecidas por la Dirección de Educación Pública”.

- La tercera, en tanto, incorpora después de la palabra “consideren” la palabra “tanto”, y luego de la palabra “dependencia” la frase “, como los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley Nº 20.529”.

- Las tres indicaciones fueron aprobadas por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Letra j)

Establece como función de los servicios locales de educación la elaboración del Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren los artículos 27 y 28 de esta ley, respectivamente.

Respecto de esta función, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, presentaron la indicación número 36), para agregar, después de la expresión “de esta ley” la siguiente: “, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades”.

- Puesta en votación la indicación, ésta contó con el respaldo de la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Letra k)

Considera como función de los servicios locales de educación determinar la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia, debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. Precisa que en el caso de la apertura de nuevos establecimientos educacionales, deberá ceñirse a los recursos que para dicho efecto contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. Asimismo, prescribe que la decisión de iniciar un procedimiento que tenga como consecuencia la fusión o cierre de un establecimiento educacional sólo procederá en situaciones excepcionales debidamente fundadas y deberá ser informada a la Dirección de Educación Pública, la que podrá rechazar dicha decisión por razones fundadas dentro del plazo de quince días. Adicionalmente, establece, la decisión sobre la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales deberá ser informada al Consejo Local.

Agrega, en su párrafo segundo, que un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, regulará las materias señaladas en la presente letra.

En relación con la letra señalada, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 37), para incorporar luego de la frase “deberá ser informada”, la locución “al Comité Directivo Local y”.

El Honorable Senador señor Montes sugirió sustituir el plazo de quince días previsto en la letra k) por treinta días.

Deteniéndose en los casos de apertura de nuevos establecimientos educacionales, lamentó que ella quedara condicionada a los recursos que para dicho efecto contemple la Ley de Presupuestos para el Sector Público y anheló que el Reglamento del Ministerio de Educación a que alude el párrafo final de la letra en estudio contenga elementos que permitan cierta flexibilidad al respecto.

El Honorable Senador señor Allamand, en tanto, estimó necesario considerar una norma de silencio administrativo, de manera de establecer qué pasará en aquellos casos en que la Dirección de Educación Pública no se pronuncia dentro del plazo. Consideró que lo razonable sería señalar que si la referida Dirección nada dice dentro del plazo de 30 días, la decisión de fusión o cierre del servicio local de educación respectivo se entenderá aprobada por aquella.

Por su lado, la Honorable Senadora señora Von Baer, en un sentido similar, solicitó precisar el sentido y alcance de la oración que dispone que la apertura de nuevos establecimientos educacionales deberá ceñirse a los recursos que para dicho efecto contemple la Ley de Presupuestos para el Sector Público. Sobre el particular, remarcó que en la actualidad no es necesario recurrir a dicha norma legal para abrir nuevos colegios.

La señora Ministra de Educación, respondiendo las inquietudes manifestadas por los señores parlamentarios, recordó que hay asuntos que erogan gastos y que lo único que persigue la redacción propuesta es evitar que se adopten decisiones que no tienen respaldo financiero en el respectivo servicio local.

Insistiendo en sus planteamientos, la Honorable Senadora señora Von Baer recalcó que en la actualidad si es necesario abrir nuevos establecimientos educacionales es posible recurrir al Gobierno Regional, posibilidad que el proyecto erradica, al obligar a que los recursos para ello sean considerados en la legislación anual presupuestaria. Sostuvo que la oración aludida quita flexibilidad a la apertura de colegios.

A mayor abundamiento, destacó que la redacción propuesta por el Ejecutivo es una muestra más del carácter centralizado que tendrá el nuevo Sistema de Educación Pública. 

El Honorable Senador señor Montes, coincidiendo con las observaciones formuladas por la Honorable Senadora señora Von Baer, llamó a dejar claramente establecido que la decisión de abrir nuevos colegios corresponde a los servicios locales de educación. Agregó que su financiamiento debía ser una discusión aparte.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Muñoz solicitó que la decisión sobre apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales no sólo fuera informada al Consejo Local sino también consultada a éste.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, discrepó de la solicitud de la Honorable Senadora señora Muñoz y justificó su parecer en la necesidad de fortalecer a los servicios locales de educación.

La señora Ministra de Educación solicitó incorporar un párrafo segundo a la letra k), pasando el segundo a ser tercero, del tenor que sigue:

“La decisión relativa a la apertura, fusión o cierre deberá ser publicada y destacada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.”

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que la expresión “fundadas” debía reemplazarse por su singular, toda vez que lo que debe fundarse es la decisión y no las situaciones excepcionales. 

Por otro lado, resumiendo las modificaciones solicitadas por los legisladores, indicó que ellas son las que siguen:

1.- Eliminar la oración “En el caso de la apertura de nuevos establecimientos educacionales, deberá ceñirse a los recursos que para dicho efecto contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público.”

2.- Aumentar el plazo de quince a treinta días. 

3.- Señalar qué ocurrirá si la Dirección de Educación Pública no se pronuncia dentro del plazo de 30 días. Para ello, agregar una oración que disponga que si dicho servicio público no se pronuncia dentro del plazo señalado, la decisión se entenderá aceptada.

4.- Sustituir la frase “debidamente fundadas y deberá ser informada a la Dirección de Educación Pública” por la que sigue: “y deberá ser debidamente fundada e informada a la Dirección de Educación Pública”.

Precisó que de acogerse las modificaciones transcritas, la indicación número 37) quedaría aprobada con modificaciones y su redacción sería la que sigue:

“Sustituir el párrafo primero de la letra k) por los siguientes:

“k) Determinar la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia, debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. La decisión de iniciar un procedimiento que tenga como consecuencia la fusión o cierre de un establecimiento educacional sólo procederá en situaciones excepcionales y deberá ser debidamente fundada e informada a la Dirección de Educación Pública, la que podrá rechazar dicha decisión por razones fundadas, dentro del plazo de treinta días. Si dicho servicio público no se pronuncia dentro del plazo señalado, la decisión se entenderá aceptada. 

La decisión sobre la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales deberá ser informa al Comité Directivo Local y al Consejo Local y será publicada y destacada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.”.”.

- Sometida a votación la indicación con las modificaciones consignadas, resultó aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Por su parte, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, propusieron, por medio de la indicación número 38), agregar a esta letra la siguiente oración final: “Todo lo relativo a la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales tendrá el carácter de información pública, la que deberá ser exhibida de modo destacado en los sitios electrónicos de los Servicios.”.

- La indicación fue aprobada con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 37), por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Letra o)

Contempla como función de los servicios locales de educación celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común. Añade que, en particular, podrá vincularse con las instituciones de educación superior para, entre otros, favorecer la formación inicial docente y el desarrollo profesional, la innovación pedagógica y la investigación educativa.

Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 39), para agregar la siguiente oración final: “En el caso de la educación técnico-profesional, dichos convenios podrán abordar la coordinación de trayectorias educativas, el acceso a prácticas profesionales, la inserción laboral de los estudiantes, entre otros.”.

- Sometida a votación la indicación, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Muñoz y señores Allamand y Walker, don Ignacio.

Letra r)

Indica que a los servicios locales de educación les corresponderá implementar y coordinar acciones tendientes a desarrollar diversas expresiones artísticas en los establecimientos educacionales, cuando ello sea pertinente de acuerdo al proyecto educativo institucional del establecimiento educacional respectivo.

Los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana presentaron la indicación número 40), para reemplazar la letra indicada por la siguiente:

“r) Proponer, implementar y coordinar acciones tendientes a practicar y acceder a diversas expresiones artísticas y culturales en los establecimientos educacionales, tomando en consideración las necesidades especiales de los establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia.”.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- Sometido a votación el resto del artículo 12, éste resultó aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 13

Dispone que la dirección y administración de cada Servicio Local estará a cargo de un funcionario denominado Director Ejecutivo, quien será el jefe superior del servicio. Dispone que éste será nombrado por el Presidente de la República, mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previsto en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882 y que durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.

El precepto agrega que el cargo de Director Ejecutivo será de dedicación exclusiva y le serán aplicables los requisitos e inhabilidades para ser sostenedor, establecidos en el literal a) del artículo 46 de la Ley General de Educación.


La disposición fue objeto de tres indicaciones.

La indicación número 41), de Su Excelencia la Presidenta de la República establece las siguientes reglas especiales para la provisión de este cargo, a saber:

a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Ministerio de Educación sobre la base de una propuesta elaborada por la Dirección de Educación Pública. Este perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional, debiendo ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública y enviado a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro.

b) El Consejo de Alta Dirección Pública elaborará una nómina que contendrá un mínimo de cuatro y un máximo de ocho candidatos idóneos a partir del respectivo proceso de selección. De no haber a lo menos cuatro candidatos al cargo que cumplan los requisitos para ingresar en la nómina, el Consejo ordenará que se efectúe un nuevo concurso para conformar o complementar la lista, siendo aplicable lo dispuesto en el artículo quincuagésimo cuarto de la ley Nº 19.882.

c) El Consejo remitirá la nómina al Comité Directivo Local. Luego de evaluar a los candidatos seleccionados, el Comité Directivo Local remitirá al Presidente de la República una terna para que éste proceda al nombramiento del cargo.”.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Allamand consideró excesiva que la nómina de candidatos a Director Ejecutivo de un servicio local de educación pudiera contemplar hasta ocho candidatos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que la lista de ocho candidatos elegidos por el Consejo de Alta Dirección Pública será remitida a los Comités Directivos Locales, los que elegirán una terna, la que será remitida al Presidente de la República para que proceda al nombramiento del cargo.

A su turno, el Honorable Senador señor Montes estimó indispensable que el Director Ejecutivo de los servicios locales de educación se desempeñara a lo menos cuatro horas semanales en un establecimiento educacional público.

- La indicación fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

Seguidamente, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 42), que consulta después del inciso primero otro inciso nuevo que dispone que el Director Ejecutivo durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez, tal cual lo señalaba la parte final del inciso primero aprobado en general.

El Honorable Senador señor Allamand consideró necesario que el Director Ejecutivo no durara más de doce años en su cargo. Con todo, calificó como indispensable que el Director Ejecutivo, expirado el citado plazo, pudiera desempeñarse en otro servicio local de educación o en otro organismo público relacionado con la educación.

El Honorable Senador señor Montes estimó indispensable que el Sistema de Alta Dirección Pública acumule un stock de personas altamente calificadas, de manera que los concursos no partan desde cero.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consignó que una adecuada redacción prescribiría que el Director Ejecutivo durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento, en el mismo servicio, por una sola vez.

La señora Ministra de Educación aseguró que la situación planteada por el Honorable Senador señor Montes es considerada el artículo 45 de la ley N° 19.882, que regula nueva política de personal aplicable los funcionarios públicos que Indica.

Por otro lado, destacó que al Director Ejecutivo de un servicio local de educación se le podrá renovar su nombramiento en su cargo, pero que una vez cumplidos los doce años, podrá postular a otro servicio local de educación, juicio que no fue compartido por el Honorable Senador señor Montes.

- Puesta en votación la indicación, ésta contó con el respaldo de la mayoría de los miembros de la Comisión. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

Finalmente, la indicación número 43), de Su Excelencia la señora Presidenta de la República reemplaza, en el inciso segundo, la expresión “sostenedor establecidos” por “representante legal o administrador de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales, de acuerdo a lo establecido”.

- Sometida a votación la indicación, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 14

Aborda, por medio de dos incisos, el perfil profesional del Director Ejecutivo.

Su inciso primero indica que a la Dirección de Educación Pública le corresponderá elaborar y proponer al Ministro de Educación, el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos y precisa que este perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional. 

Su inciso segundo, en tanto, agrega que el Director de Educación Pública considerará, entre otros elementos, las propuestas que para dichos efectos remita el Consejo Local respectivo, de conformidad a lo establecido en la letra e) del artículo 33. Añade que este perfil deberá ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública y ser enviado a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro.

Su Excelencia la Presidenta de la República, a través de la indicación número 44), propuso reemplazar el precepto citado por el siguiente:

“Artículo 14.- Perfil profesional del Director Ejecutivo. Para la elaboración del perfil del Director Ejecutivo, la Dirección de Educación Pública considerará, entre otros elementos, las propuestas que para dichos efectos remita el Comité Directivo Local respectivo, de conformidad a lo establecido en la letra e) del artículo 24.”.

Habida consideración de la aprobación de la indicación número 41), la señora Ministra de Educación solicitó aprobar la indicación, pero en vez de reemplazar el precepto, suprimirlo.

- Puesta en votación, fue aprobada con la modificación indicada, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana presentaron la indicación número 45), la que precisa 
que este perfil considerará principalmente la experiencia curricular y profesional relevante en el ámbito educacional.

- Puesta en votación, y como consecuencia de la aprobación de la indicación anterior, ésta fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 15

Regula las funciones y atribuciones de los Directores Ejecutivos de los servicios locales de educación.

Al analizar las distintas competencias que considera el precepto, la Honorable Senadora señora Von Baer, deteniéndose en la letra d) - que prescribe que al Director Ejecutivo podrá contratar y designar, así como poner término a las funciones del personal del servicio local de educación y de los profesionales de la educación, asistentes de la educación y otros profesionales de los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la normativa vigente, según corresponda- preguntó qué papel tendrían en ello los directores de los establecimientos educacionales.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, explicó que los directores de colegios designarán a los profesores a contratar en base a ternas que propondrá el respectivo servicio local de educación. Así, aseveró, la designación que deberá efectuar el Director Ejecutivo será meramente administrativa. Con todo, manifestó su compromiso en orden a revisar si la expresión “designación” era la más adecuada.

Por su lado, el Honorable Senador señor Allamand, centrando su atención en la letra c)- referida a la celebración de Convenios de Desempeño con los directores de los establecimientos educacionales - pidió que se explicara la referencia contenida en él.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rocco, explicó que la referencia persigue dejar claramente establecido que la contratación de directores de escuelas se sujetará al Estatuto Docente y que no habrá nuevos convenios.

Complementando la intervención anterior, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Víctor Soto, hizo presente que el artículo 33 del Estatuto Docente establece que los convenios de desempeño se realizan entre el jefe de los Departamentos de Administración Municipal y los directores de los establecimientos educacionales. Agregó que la idea de la letra objeto de análisis es extender la atribución indicada a los Directores Ejecutivos de los servicios locales de educación.

El Honorable Senador señor Allamand, abocándose a lo prescrito en la letra e) - referida a la delegación de atribuciones en los directores de los establecimientos educacionales - en tanto, recalcó que a la luz de la redacción propuesta, el Director Ejecutivo del servicio local de educación podría delegar aquellas que estime convenientes por lo que preguntó que atribuciones eran delegables y cuáles no.

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, recordó que la ley N° 19.410 precisa las funciones delegables y las que no tienen dicho carácter.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Montes solicitó hacer llegar a la instancia la lista de facultades delegables y las que no lo son.

A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consideró que los directores de los servicios locales de educación, como autoridades unipersonales, tienen el deber de ejercer un liderazgo y para ello se les asignan las atribuciones y funciones en estudio.

El Honorable Senador señor Montes anheló que los directores ejecutivos tuvieran capacidad de liderazgo, entendiendo por ello la capacidad de aprobar las potencialidades.

Refiriéndose a los comentarios vertidos por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, la Honorable Senadora señora Von Baer anheló que las figuras centrales en el modelo propuesto fueran los directores de los establecimientos educacionales y no los directores ejecutivos de los servicios locales de educación.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, remarcó que las atribuciones en estudio no obstan a aquellas de los directores de los establecimientos educacionales ni sus liderazgos. No obstante, compartió la aprensión de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Montes en orden a que las atribuciones de los directores ejecutivos de los servicios locales de educación no podían ahogar a los directores de establecimientos educacionales.

Letra g)

Contempla entre las funciones de los directores ejecutivos, la de participar en las sesiones del Consejo Local con derecho a voz.

Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 46), para sustituir esa letra por la que sigue:

“g) Participar, con derecho a voz, en las sesiones del Comité Directivo Local y del Consejo Local.”.

El Honorable Senador señor Montes estimó indispensable que los directores de los colegios debían ser figuras que contribuyeran a que el sistema funcionara adecuadamente y no lo obstaculizaran como ocurre en el caso de los Consejos Escolares.

La señora Ministra de Educación solicitó aprobar la indicación con la modificación que sigue:

“46.-Sustituir las letras g) y h) por las siguientes:

“g) Participar, con derecho a voz, en las sesiones del Comité Directivo Local y del Consejo Local.”.

“h) Rendir cuenta pública sobre la marcha del Servicio Local, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública. Dicha cuenta pública deberá ser publicada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.”.”.

- La indicación fue aprobada, con la modificación transcrita, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

Seguidamente, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana presentaron la indicación número 47), con la que plantean agregar como función de los directores ejecutivos la de proponer, implementar y coordinar acciones tendientes a practicar y acceder a diversas expresiones artísticas y culturales en los establecimientos educacionales, tomando en consideración las necesidades especiales de los establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- Sometido a votación el resto del artículo 15, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

ARTÍCULO 16

Establece y regula las causales de cesación en el cargo de director ejecutivo. Ellas son el término del periodo legal de su designación; la renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República; la incapacidad; el incumplimiento grave del convenio de gestión educacional establecido en el artículo 21, y la negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones.

- - -

Sobre el particular, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana propusieron, a través de las indicaciones números 48) a 51), las siguientes nuevas causales de cesación en el cargo:

- ser condenado por delitos que merezcan pena aflictiva.

- ser condenado por el delito de maltrato habitual, según la Ley N° 20.066.

- ser sancionado en los términos de la ley N° 20.609.

- infringir las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 35.

La señora Ministra de Educación estimó redundante todas estas indicaciones, ya que las conductas que ellas consideran harían perder al director ejecutivo la calidad de funcionario público, y, por lo tanto, implican la cesación del cargo. 

- En conformidad a lo anterior, las cuatro indicaciones fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Inciso tercero

Dispone que en el caso de la causal señalada en el literal e), esto es, en el caso de negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones, se entenderá que dicha causal concurre cuando el director ejecutivo realice conductas que impliquen una grave falta de cuidado en el desempeño de su cargo y que incidan gravemente en el funcionamiento del servicio. Puntualiza que se considerará que concurre, especialmente, en los casos que señalan los ordinales i), ii) y iii), y que son los que siguen:

i) Cuando un Servicio Local de Educación Pública incurra en una o más infracciones graves de la normativa educacional, o bien si los establecimientos de su dependencia incurren en reiteración de infracciones graves de la normativa educacional, incluyendo dentro de ésta el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, informadas por la Superintendencia de Educación, de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 76 de la ley N° 20.529.

ii) Cuando el Director Ejecutivo incurra en acciones que pongan en riesgo la continuidad del servicio educacional en uno o más establecimientos educacionales del Servicio Local respectivo. Se entenderá que revisten dicha calidad, entre otras, aquellas informadas por la Superintendencia de Educación de conformidad a lo dispuesto en el artículo 95 de la ley N° 20.529.

iii) Cuando en un Servicio Local exista una alta concentración de establecimientos en categoría Desempeño Insuficiente que se deba a la no implementación o implementación deficiente de las medidas específicas de apoyo referidas en el artículo 29 de la ley N° 20.529. Para estos efectos, la Agencia de Calidad de la Educación deberá informar a la Dirección de Educación Pública y al Consejo Local cada vez que un establecimiento de dependencia del Servicio Local respectivo sea ordenado en categoría Desempeño Insuficiente.

En relación con el ordinal i) aludido, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 52), para reemplazarlo por el siguiente:

“i) Cuando un Servicio Local de Educación Pública incurra en reiteración de infracciones graves a la normativa educacional, informadas por la Superintendencia de Educación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 de la ley Nº 20.529.”.

Sobre el particular, la señora Ministra de Educación explicó que la indicación en estudio apunta a evitar que sólo una infracción grave de la normativa educacional por parte de un servicio local de educación pueda motivar la remoción del director ejecutivo. Por ello, precisó, la indicación prescribe que la reiteración de infracciones graves a la normativa educacional por parte del referido servicio supondrá negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones y podrá motivar su remoción.

La Honorable Senadora señora Von Baer, discrepó de la redacción sugerida para el ordinal iii) que establece que se entiende que el director ejecutivo del servicio local de educación incurre especialmente en negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones cuando en su servicio exista una alta concentración de establecimientos en categoría desempeño insuficiente que se deba a la no implementación o a la implementación deficiente de las medidas de apoyo referidas al artículo 29 de la ley N° 20.529. Explicó que la situación descrita no puede motivar la destitución de dicho funcionario, toda vez que la alta concentración de establecimientos en categoría de desempeño insuficiente puede no tener relación con su gestión y ser anterior a su ingreso al servicio local.

En atención a ello, sugirió considerar que se produce la referida negligencia cuando aquel no cumpla el convenio de gestión educacional respecto de los establecimientos educacionales en categoría de desempeño insuficiente.

El Honorable Senador señor Montes compartió la demanda de la Honorable Senadora señora Von Baer y solicitó perfeccionar la redacción.

La señora Ministra de Educación, abocándose a la inquietud manifestada por la Honorable Senadora señora Von Baer, recordó que dentro de los tres meses siguientes de asumir su cargo, el Director Ejecutivo suscribirá un convenio de gestión educacional con el Ministro de Educación y que en dicho instrumento tendrá en consideración la calidad de los establecimientos educacionales dependientes del servicio local y en particular, la situación de aquellos ordenados en categoría insuficiente y fijará orientaciones y metas específicas para el mejoramiento de su calidad. Así, las medidas a adoptar y el tiempo previsto para ello serán materias a considerar en el respectivo convenio de desempeño.

A mayor abundamiento, fue enfática en señalar que no podrá exigirse al Director que en un corto plazo mejore la calidad de todos los establecimientos de su servicio, especialmente en aquellos casos en donde hay muchos en categoría insuficiente. 

Complementando la intervención anterior, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, remarcó que la situación descrita por la Honorable Senadora señora Von Baer no tendría cabida en el ordinal iii) del precepto en estudio. Adicionalmente, resaltó que la causal de incumplimiento grave del convenio de gestión educacional se encuentra establecida en la letra d) de la disposición objeto de análisis.

En el mismo orden de consideraciones, agregó que la hipótesis planteada por la Honorable Senadora señora Von Baer se erradicaría también al tenor de lo dispuesto en el artículo 33, norma que regula el convenio de gestión educacional.

Por las razones anteriores, estimó que la redacción del literal iii) debía mantenerse en los términos aprobados por la Sala del Senado durante la discusión en general.

- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por tres votos favorables, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos negativos, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- Sometido a votación el artículo 16, por su parte, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 17

Norma, por medio de cinco incisos, el procedimiento de remoción del Director Ejecutivo. 

Inciso primero

Indica que la remoción por las causales señaladas en las letras d) y e) del artículo 16 será dispuesta por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministro de Educación, previo procedimiento administrativo que deberá instruir el Director de Educación Pública. Agrega que en dicho procedimiento deberán acreditarse las causales que justifiquen la remoción, y contemplarse, al menos, audiencia previa del interesado, período de prueba y derecho a interponer recursos administrativos de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.880. Añade que lo anterior es sin perjuicio del reclamo de ilegalidad establecido en el artículo 160 del Estatuto Administrativo.

Sobre el particular, Su Excelencia la Presidenta de la República, a través de la indicación número 53) propuso suprimir desde la frase “de conformidad” hasta el punto final.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, explicó que el artículo 17 contempla el procedimiento de remoción del Director Ejecutivo, el que será instruido por el Director de Educación Pública y podrá iniciarse de oficio o a solicitud del Comité Directivo Local. Acotó que dicho procedimiento deberá cumplir con ciertos requisitos mínimos, como acreditarse las causales que motivan la remoción, audiencia previa del interesado, un periodo de prueba y el derecho a interponer recursos administrativos.

Por otro lado, notó que el precepto aludido establece claramente que la remoción será dispuesta por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministro de Educación.

Seguidamente, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que se fundamentara la supresión de la remisión a la ley N° 19.880 y al Estatuto Administrativo. Recordó que la Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado es el texto legal encargado de regular el procedimiento de remoción de los funcionarios públicos.

El Honorable Senador señor Montes advirtió que en algunos casos la remoción del Director Ejecutivo debía realizarse de manera inmediata. Al respecto, preguntó si se contemplaba un mecanismo excepcional dentro del proyecto de ley. 

Abocándose a la inquietud del Honorable Senador señor Montes, la señora Ministra de Educación sostuvo que las normas de sumario administrativo de nuestra legislación prevén un mecanismo como el señalado.

Ahondando en su aseveración, sostuvo que el artículo 136 del Estatuto Administrativo dispone que durante el curso de un sumario administrativo el fiscal podrá suspender de sus funciones o destinar transitoriamente a otro cargo dentro de la misma institución y ciudad al o a los inculpados como medida preventiva.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand, centrando su atención en el artículo 17, discrepó de la decisión que la remoción del Director Ejecutivo la realizara el Presidente de la República, a menos que la legislación vigente así lo exigiera. A la luz de lo anterior, consultó si existe alguna disposición legal que obligue a ello. 

En el mismo orden de consideraciones, estimó que el Ministro de Educación debía ser el encargado de ello.

La señora Ministra de Educación, deteniéndose en la consulta del Honorable Senador señor Allamand, puso de relieve que el nombramiento del Director Ejecutivo de los servicios locales de educación corresponde al Presidente de la República, motivo por el cual su remoción debía recaer también en dicha autoridad. 

Complementando la intervención anterior, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, recalcó que en nuestro país, los jefes superiores de los servicios descentralizados son nombrados por el Presidente de la República, mientras que los de los centralizados, por el respectivo ministro.

- La indicación fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

A continuación, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso por medio de la indicación número 54), consultar después del inciso primero, otro inciso, nuevo, a fin de consignar que el procedimiento no podrá exceder de cuatro meses, salvo caso fortuito o fuerza mayor, desde su iniciación hasta la fecha en que se emita la decisión.

Sobre el particular, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, remarcó que el plazo propuesto es inferior al previsto en el Estatuto Administrativo. Aseguró que ello encuentra su justificación en la necesidad de dar una señal de no dilación en un hecho tan grave, que afecta a toda la comunidad escolar.

- Puesta en votación la indicación se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

Inciso tercero

Prescribe que el Consejo Local podrá solicitar que se instruya el procedimiento indicado en los incisos precedentes cuando se funde en la causal dispuesta en los literales d) y/o e) del artículo 16. Puntualiza que esta solicitud sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario. En estos casos, agrega, la Dirección de Educación Pública podrá acoger la solicitud e instruir dicho procedimiento, o desecharla fundadamente.

Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 55), para sustituir la expresión “Consejo Local” por “Comité Directivo Local”.

- Sometida a votación la indicación, fue aprobada por mayoría de votos. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Inciso quinto

Establece que un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias previstas en este artículo.

Sobre él recayó la indicación número 56), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por uno que dispone que un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias previstas en el presente artículo, especialmente el procedimiento de remoción, respecto al que se aplicarán supletoriamente las normas del Título V del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, y, en lo que corresponda, las de la ley N° 19.880.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, destacó que la indicación en estudio hace aplicable supletoriamente la Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado y el Estatuto Administrativo al procedimiento de remoción en todo aquello no previsto en el reglamento del Ministerio de Educación.

El Honorable Senador señor Allamand, en tanto, calificó como un error que las referidas normativas se aplicaran supletoriamente en los casos de remoción del Director Ejecutivo, por cuanto son dichos textos legales los que establecen el debido proceso para casos como el descrito.

Compartiendo la observación del Honorable Senador señor Allamand, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso modificar la redacción de la indicación en estudio, de manera que el reglamento aludido regule las materias previstas en el presente artículo, especialmente el procedimiento de remoción, en conformidad a las normas de la ley N° 19.880 y del Estatuto Administrativo.

Precisó que con ello, la redacción de la indicación número 56) sería la siguiente:

“56.-Reemplazar el inciso quinto por el siguiente:

“Un reglamento del Ministerio de Educación, que será firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias previstas en el presente artículo, especialmente el procedimiento de remoción, de conformidad a las normas del Título V del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, y, en lo que corresponda, las de la ley N° 19.880.”.”.

El Honorable Senador señor Allamand manifestó su oposición a la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, y justificó su parecer en que si la ley es la que señala el procedimiento para ella, un reglamento no puede modificarlo.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, explicó que redacción propuesta en esta indicación se justifica en la adecuación del plazo máximo por el cual puede extenderse el procedimiento de remoción. Así, añadió, para que todo calce, es necesario que la aplicación de la ley N° 19.880 y del Estatuto Administrativo se haga de manera supletoria. Con todo, indicó que lo anterior no significa que el reglamento prime por sobre las citadas leyes.

- Puesta en votación, la indicación fue aprobada con la modificación sugerida por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Sin perjuicio de lo anterior, y coincidiendo con los planteamientos del Honorable Senador señor Allamand, la Honorable Senadora señora Von Baer notó que si el procedimiento de remoción lo prevé la ley, ello no puede delegarse a un reglamento. En atención a ello, hizo expresa reserva de constitucionalidad respecto a ese punto.

- A continuación, fue puesto en votación el resto del artículo 17, registrándose tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 18

Se detiene, a través de sus cinco incisos, en la organización interna de los servicios locales de educación. 

Inciso segundo

Señala que cada servicio local de educación dispondrá, al menos, de las siguientes tres unidades:

i) Apoyo técnico pedagógico.

ii) Planificación y control de gestión.

iii) Administración y finanzas.

- - -

Los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana propusieron, por medio de la indicación número 57), agregar numeral de manera de que se considere una unidad de Pueblos indígenas.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - - 

Por su lado, Su Excelencia la Presidenta de la República, a través de la indicación número 58) sugirió introducir un inciso final, a fin de precisar que los cargos de Jefe de las tres unidades señaladas en el inciso segundo estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, como cargos de segundo nivel jerárquico y su nombramiento será por tres años. Puntualiza, además, que una vez nombrados deberán suscribir, en el plazo de treinta días, un convenio de desempeño cuyas metas deberán estar alineadas con el Convenio de Gestión Educacional del Director Ejecutivo de su respectivo Servicio Local.”.

Centrando su atención en la administración de los recursos humanos, materiales y financieros, el Honorable Senador señor Montes estimó indispensable dejar claramente consignado que parte de ella corresponderá a los establecimientos educacionales.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la demanda del Honorable Senador señor Montes, mas aseguró que ello sería una materia a abordar dentro del título referido a los establecimientos educacionales.

- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

- - - 

Seguidamente, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, complementando la indicación número 57), presentaron la indicación número 59), para incorporar un nuevo inciso que dispone que a la unidad de pueblos indígenas le corresponderán, entre otras, las funciones de colaborar con el Director Ejecutivo en especial en las escuelas interculturales bilingües y en general con el respeto, preservación, fomento y promoción de los conocimientos, las innovaciones y las prácticas culturales de las comunidades indígenas que habitan en el territorio de Chile.

- Al igual que la indicación complementada, ésta fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Posteriormente, analizando los contenidos del artículo 18, la Honorable Senadora señora Von Baer, refiriéndose a la unidad de planificación y control, destacó que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto, a ella le corresponderá la planificación estratégica y presupuestaria para la provisión del servicio educacional por parte del servicio local de educación respectivo. Resaltó que según lo señalado, los establecimientos educacionales no podrán hacer su propio presupuesto ni manejar sus recursos.

Respecto a la administración de los recursos humanos, en tanto, consultó si un profesor de un establecimiento educacional de una determinada comuna podría ser trasladado a un establecimiento de otra comuna pero perteneciente al mismo servicio local de educación.

Por otro lado, consultó quiénes serían los encargados de definir qué profesores permanecerán en un colegio y los que no. Estimó que eso debiera ser competencia del equipo directivo de las escuelas y el servicio local.

Asimismo, solicitó que se explicaran cómo se enlazarían las unidades de los servicios locales de educación con las presentes en las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación. Al respecto, hizo presente que algunas unidades existirán en ambos órganos.

Finalmente, advirtió que el aumento en un servicio local de educación en la región de la Araucanía, durante la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados, no modificó el Informe Financiero que acompaña a la iniciativa de ley.

La señora Ministra de Educación aseguró que el artículo 18 de la propuesta legal en estudio es una disposición central de la misma, por cuanto establece el servicio que deberán prestar los nuevos sostenedores de la educación pública, su nivel de responsabilidad y la relación con las escuelas. Remarcó que uno de los problemas que enfrenta en la actualidad el sistema de educación pública, es que no están definidas las distintas unidades y las misiones de cada una de ellas.

Siguiendo con la exposición de sus planteamientos, notó que de los servicios locales de educación dependerán muchos colegios con distintos niveles de desarrollo. Añadió que los grados de autonomía y de decisión de ellos dirán relación con aquello. 

Con todo, llamó a no olvidar que cada establecimiento educacional tendrá un plan de mejora educativa y un proyecto educativo a cumplir, lo que definirá la labor de los directores. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso de relieve que muchas de las inquietudes de la Honorable Senadora señora Von Baer, serán analizadas al comenzar el estudio del Título IV del proyecto de ley,4 referido a los establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales de educación. Pese a ello, coincidió en que los colegios serán la unidad fundamental del sistema. 

En el mismo orden de ideas, enfatizó la importancia de contar con servicios locales de educación fuertes. Acotó que para ello, los artículos 40 y siguientes disponen que a las unidades de los servicios locales de educación les corresponderán funciones como asesorar, asistir, colaborar y apoyar a los establecimientos. A mayor abundamiento, descartó que ellas cumplieran labores de control.

La señora Ministra de Educación puso de relieve que el 52% de los establecimientos públicos son rurales y sus tamaños son muy diversos, lo que significará que cada uno de ellos tendrá su plan y su programa y que requerirán de un apoyo mayor.

El Honorable Senador señor Montes anunció que votaría a favor de la disposición en estudio. No obstante, planteó que durante el análisis del Título IV, habrá que calibrar de mejor manera las fuerzas de los servicios locales de educación con la de los establecimientos educacionales, dado que en los términos propuestos la labor de los primeros pareciera ser más de control.

En la misma línea argumental, estimó que los Directores Ejecutivos de los servicios locales de educación debieran ser directores de orquestas y no meros controladores.

En otro orden de ideas, manifestó su preocupación respecto a que se señalara que todo servicio local deberá contar con profesores especializados en los distintos niveles y modalidades educativas. Al respecto, hizo ver la necesidad que ellos fueran profesores de alguno de los establecimientos dependientes del respectivo servicio local de educación, de manera que el proceso fuera más endógeno.

Seguidamente, sentenció que quienes integren las unidades básicas de los servicios locales de educación debiera tener la obligación de desempeñarse al menos cuatro horas en algún establecimiento educacional. Consignó que igual deber debiera imponerse a los Directores de dichos servicios.

Finalmente, estimó que debiera otorgarse a los establecimientos educacionales la posibilidad de apelar de las decisiones de los servicios locales de educación de los cuales dependan.

- Sometido a votación el resto del artículo 18, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

ARTÍCULO 19

Prescribe que el patrimonio de los referidos servicios estará compuesto por:

a) Los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público.

b) Las subvenciones educacionales y aportes que perciban por los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la ley.

c) Los recursos y los bienes que los Gobiernos Regionales y las municipalidades les transfieran.

d) Los recursos y los bienes que reciban por concepto de la celebración de convenios con la Dirección de Educación Pública.

e) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se les transfieran o adquieran a cualquier título.

f) Los frutos, rentas e intereses de los bienes que les pertenezcan.

g) Las donaciones que se les hagan y las herencias y legados que acepten, lo que deberán hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

h) Todo otro aporte que reciban de otros órganos que forman parte de la Administración del Estado.

i) Los aportes de cooperación internacional que reciban a cualquier título.

La señora Ministra de Educación sugirió modificar la redacción del precepto en estudio, de manera de dejar claramente establecido que el patrimonio aludido en él es el de cada uno de los servicios locales de educación. Para ello, propuso sustituir el encabezamiento del artículo 19 por el siguiente: 

“Artículo 19.-El patrimonio de cada Servicio Local estará compuesto por:”.

- Sometido a votación el precepto, con la modificación recientemente consignada, éste contó con el respaldo de la totalidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

- - -


En el nuevo plazo de indicaciones, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 59) bis, con el objeto de agregar el siguiente nuevo artículo, referido a la asignación de recursos a los servicios locales y rendición de cuentas. Su tenor es el siguiente:


Artículo .- Asignación de recursos a los Servicios Locales y rendición de cuentas. La Dirección de Educación Pública asignará recursos a los Servicios Locales para diversos fines, tales como infraestructura, equipamiento, innovación, trabajo en red y desarrollo de capacidades; con el objeto de favorecer la calidad del servicio educativo y de acuerdo a lo que establezca anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público. 


La unidad de administración y finanzas del Servicio Local respectivo, definida en el artículo 20, deberá llevar la contabilidad de los ingresos y gastos del Servicio Local y de los establecimientos educacionales de su dependencia.


Asimismo, el Director Ejecutivo del Servicio Local deberá rendir cuenta pública de todos los recursos percibidos, debiendo incorporar el detalle de su uso respecto del servicio mismo, así como de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. Esta cuenta se llevará a cabo en la oportunidad establecida en la letra h) del artículo 17, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1 de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se creará el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que considerará anualmente al menos $75.000.000 miles, sin perjuicio de los recursos que se distribuyan de acuerdo a lo establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845.


Los recursos de este programa serán distribuidos entre los Servicios Locales, de conformidad a procedimientos transparentes, de acuerdo a la Estrategia Nacional de Educación Pública definida en el artículo 10 y a principios de equidad y pertinencia. La asignación de estos recursos se ajustará a criterios objetivos que podrán considerar factores tales como: número de establecimientos educacionales, niveles, modalidades educativas y formaciones diferenciadas que imparten, nivel de desempeño de los establecimientos de conformidad a la ley N° 20.529, así como ruralidad, cobertura, matrícula total y vulnerabilidad de los estudiantes, entre otros. Los recursos que se destinen a infraestructura se ajustarán a criterios pertinentes a las necesidades de dicha área. Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará lo señalado en el presente inciso.”.





- Puesta en votación, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y dos en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

Seguidamente, el Honorable Senador señor Montes formuló la indicación número 60), para agregar después del artículo 19 uno siguiente, nuevo, dedicado a la Conferencia de Directores. El precepto propuesto es el siguiente:

“Artículo ...- De la Conferencia de Directores. El Director Ejecutivo deberá convocar, al menos semestralmente, a todos los directores de establecimientos de educación pública sometidos a su dependencia, con el objeto de debatir los avances y obstáculos en el cumplimiento del Plan Estratégico Local y del Plan Anual.”.

- La indicación fue aprobada con modificaciones, en los términos propuestos en la indicación número 175), por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

ARTÍCULO 20

Establece que los servicios locales de educación estarán sujetos a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado y a sus disposiciones complementarias.

- Sometido a votación el precepto fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

A continuación, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, por medio de la indicación número 61), intercalar un nuevo Párrafo 3º, en el Título III, denominado “Del Comité Directivo Local”, que comprende las siguientes disposiciones, pasando el actual Párrafo 3º a ser 4º y así sucesivamente:

“Párrafo 3º

Del Comité Directivo Local

Artículo 23.- Objeto. En cada Servicio Local existirá un Comité Directivo Local, en adelante “Comité”, que tendrá por objeto velar por el adecuado desarrollo estratégico del Servicio, por la rendición de cuentas del Director Ejecutivo ante la comunidad local, y contribuir a la vinculación del Servicio Local con las instituciones de gobierno de las comunas y la región.

Artículo 24.- Funciones y atribuciones. El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto: 

a) Proponer al Director Ejecutivo iniciativas de mejora en la gestión del Servicio Local y sus establecimientos, en especial, aquellas que impliquen una apropiada relación con las municipalidades y las instituciones del territorio, en coherencia con la disponibilidad presupuestaria.

b) Proponer al Director de Educación Pública elementos relativos al perfil profesional del cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local. En la elaboración de esta propuesta deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo. 

c) Elaborar un informe que contenga una propuesta de prioridades para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, en función de la Estrategia Nacional de Educación Pública, el Plan Estratégico Local y las políticas y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 34.

d) Proponer al Presidente de la República una nómina de tres candidatos, de entre aquellos seleccionados en el proceso efectuado para la provisión del cargo de Director Ejecutivo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 15. 

e) Solicitar fundadamente al Director de Educación Pública la realización del procedimiento de remoción del Director del Servicio Local. Para ello requerirá el voto conforme de dos tercios de sus integrantes en ejercicio. Esta atribución sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario.

f) Aprobar el Plan Estratégico Local, en conformidad con lo establecido en el artículo 39. 

g) Convocar al Director Ejecutivo para que informe sobre el estado de avance de los objetivos del Plan Estratégico Local. Para ejercer esta atribución, el Comité deberá contar con el acuerdo de la mayoría de sus miembros en ejercicio. 

h) Realizar recomendaciones al Plan Anual presentado por el Director Ejecutivo, quien deberá considerarlas e incorporarlas en el Plan o rechazarlas de manera fundada, de acuerdo a lo establecido en el artículo 40. Asimismo, podrá solicitar informes del estado de ejecución del Plan Anual del Servicio, en particular de los aspectos presupuestarios. Las insuficiencias detectadas serán comunicadas por el Comité Directivo a la Dirección de Educación Pública. 

i) Requerir la fiscalización de la Superintendencia de Educación ante situaciones que pudieran importar incumplimiento de la normativa educacional, tanto en el caso del Servicio Local como de los establecimientos que dependen de este último.

j) Remitir a la Dirección de Educación Pública propuestas referidas a la Estrategia Nacional de Educación Pública. En la elaboración de estas propuestas deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo.

k) Emitir su opinión respecto de las propuestas de apertura o cierre de especialidades de educación técnico profesional que realice el Director Ejecutivo.

l) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración.

m) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.

Artículo 25.- Integración. El Comité estará constituido por:

a) Uno o dos representantes designados por los alcaldes de las comunas que formen parte del territorio del Servicio Local. En los Servicios Locales que abarquen una sola comuna, el alcalde sólo podrá designar a un representante. En los Servicios Locales que abarquen dos comunas, cada alcalde elegirá a un representante. En los Servicios Locales que abarquen tres o más comunas, los representantes serán designados por mayoría de los alcaldes del territorio. 

b) Dos representantes de los Centros de Padres, Madres y Apoderados de los establecimientos educacionales dependientes del Servicio Local. Para su nombramiento, los presidentes de todos los directorios de Centros de Padres, Madres y Apoderados de dichos establecimientos deberán votar según las formalidades que fije el reglamento. Quienes obtengan las primeras dos mayorías serán designados como representantes.  

c) Dos representantes del Gobierno Regional designados por su órgano ejecutivo, previa aprobación del Consejo Regional. 

En los casos de las letras a) y c), los representantes deberán ser personas con reconocida trayectoria, ya sea profesionales de la educación, u otros profesionales expertos en educación o con experiencia en gestión.

Los miembros del Comité durarán cuatro años en sus cargos y no podrán ser designados nuevamente para un nuevo período. El Comité se renovará por mitades cada dos años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento. 

Artículo 26.- Funcionamiento. El Comité requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de sus miembros presentes. 

Los integrantes del Comité tendrán derecho a percibir una dieta de cuatro unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 8 sesiones en un año escolar. Con todo, no tendrán derecho a percibir dieta aquellos integrantes del Comité que tengan la calidad de funcionario público. 

El Comité designará de entre sus miembros a un Presidente, quien durará en el cargo un año, pudiendo ser reelegido por una vez. Dicho Presidente tendrá por función dirigir el Comité; citar a sesiones; fijar sus tablas; dirigir sus deliberaciones, y dirimir sus empates. 

Un funcionario del Servicio Local de Educación designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de secretario del Comité, actuará como ministro de fe y registrará sus sesiones.

Artículo 27.- Responsabilidad de los integrantes del Consejo. Para todos los efectos legales, los integrantes del Comité ejercerán función pública y estarán sujetos a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y deberán presentar una declaración de intereses y patrimonio de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 20.880.

Artículo 28.- Incompatibilidades. Es incompatible con el cargo de miembro del Comité: 

a) Tener participación en la propiedad o ser representante legal, gerente o administrador de una entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores de la región a la que pertenece el Servicio Local.

b) Ser Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial de Educación o Jefe de Departamento Provincial de Educación; Senador o Diputado; Consejero Regional; Alcalde o Concejal; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y miembro de los demás Tribunales creados por ley.

c) Ser representante legal, gerente, administrador o miembro de un directorio de entidades que figuren en el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d), de la ley N° 18.956.  

d) Tener un vínculo de dependencia con el Servicio Local o un establecimiento dependiente del Servicio Local, o estar contratado a honorarios y desempeñarse regularmente en estos. 

e) Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del Servicio Local. 

f) Las personas que tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más, con el Servicio Local, quienes tengan litigios pendientes con él, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.

Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el Servicio Local.

Artículo 29.- Inhabilidades.  Los miembros del Comité deberán informar inmediatamente al Presidente del mismo de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.

Los miembros del Comité que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente.

Artículo 30.- Causales de cesación. Serán causales de cesación en el cargo las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados. 

b) Renuncia. 

c) Incapacidad legal sobreviniente. 

d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 27 de la presente ley.

e) Actuación en un asunto en que estuviere legalmente inhabilitado, o cuando se incurra en alguna de las causales de incompatibilidad establecidas en el artículo 28.

f) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que establece esta ley.

La determinación de las circunstancias establecidas en los literales c), d), e) y f) le corresponderá a la Dirección de Educación Pública, pudiendo el afectado interponer recursos administrativos de acuerdo a la ley Nº 19.880. 

En caso de que uno o más consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, se procederá la designación de un nuevo consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 25, por el período que restare.

Artículo 31.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Comité serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida.

El Secretario Ejecutivo será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.

Artículo 32.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.”.

La Comisión, en conjunto con los representantes del Ejecutivo, analizó integralmente este nuevo párrafo. Sobre el particular, la señora Ministra de Educación informó a los Honorables Senadores que su cartera ha elaborado un cuadro comparativo de las funciones de los Directores Ejecutivos, de los Comités Directivos Locales y de los Consejos Locales. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, deteniéndose en el inciso final del artículo 25 propuesto, sugirió aumentar a seis años la duración de los miembros del Comité Directivo Local, de manera de evitar coincidencias con los ciclos electorales. Como consecuencia de lo anterior, propuso que la renovación se efectuara por mitades cada tres años y no cada dos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand compartió la sugerencia del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, aunque consideró necesario que los miembros del Comité Directivo Local puedan ser designados para un nuevo periodo, permitiendo que quienes han hecho un buen trabajo puedan mantenerse en él.

Por su lado, la Honorable Senadora señora Von Baer valoró que se diera al Comité propuesto un carácter no meramente consultivo. No obstante, estimó que esta instancia estaba alejada de los establecimientos educacionales y manifestó su preocupación por ello, habida consideración de que los Comités decidirán asuntos importantes para aquellos. Precisó que si bien se consideran dos representantes de los Centros de Padres y Apoderados, ellos difícilmente podrán hacer presente los intereses y problemas de todos los establecimientos educacionales dependientes del respectivo servicio local.

Sobre el particular, la señora Ministra de Educación hizo presente que además de un Comité Directivo Local, habrá un Consejo Local en cada servicio local de educación.

A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, abocándose a la demanda de la Honorable Senadora señora Von Baer, notó que la indicación número 120), de su autoría, garantiza la autonomía pedagógica de los establecimientos educacionales, lo que permitirá fortalecer el rol de estos últimos.

El Honorable Senador señor Montes, a su turno, expresó su temor respecto a que existiera una doble decisión al interior de los servicios locales de educación: los Directores Ejecutivos, por un lado, y, por otro, el Comité Directivo Local, toda vez que ello podría conllevar falta de certeza respecto a quién tiene la decisión final.

Por otro lado, deteniéndose en la letra f) del artículo 24, discrepó del uso de la expresión “aprobar”, y justificó su decisión en que si el Comité Directivo Local no lo aprueba, no habrá plan estratégico local.

El Honorable Senador señor Allamand compartió la aprensión del legislador que le antecedió en el uso de la palabra, y anheló un adecuado equilibrio entre los órganos mencionados, para lo cual propuso, como primera medida, que las facultades no sean delegables.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que el servicio local de educación cuenta además con un Director Ejecutivo, autoridad unipersonal y quien tiene el mayor poder de decisión, y con un Consejo Local, órgano consultivo. Resaltó que el Comité Directivo Local se crea con la finalidad que exista un ente colectivo y directivo para ciertas materias.


A continuación, el señor Presidente puso en votación cada uno de los artículos que forman parte de este nuevo párrafo.

- El artículo 23 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

- El artículo 24, en tanto, contó con igual votación. 

- El artículo 25, por su parte, fue aprobado con las modificaciones propuestas por los Honorables Senadores señores Allamand y Walker, don Ignacio, precedentemente transcritas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Fijando su atención en el artículo 26, la Honorable Senadora señora Von Baer preguntó qué pasaría con los representantes de los alcaldes cuando haya cambio de ellos. Advirtió que de mantenerse el representante en su cargo, pudiera darse la situación que éste tenga una orientación técnica distinta de la nueva autoridad, con lo cual sus intereses no estarán bien representados. En consecuencia, solicitó contemplar causales de remoción para dichos representantes en el artículo 30, precepto que regula las causales de cesación de los miembros de los Comités Directivos Locales.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, centrando su atención en el inciso tercero del artículo 26, propuso que el Presidente del Comité Directivo Local dure dos años en su cargo.

- El artículo 26 fue aprobado con la enmienda sugerida por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señor Walker, don Ignacio.

En relación con el artículo 27, la Honorable Senadora señora Von Baer consideró excesivo que se obligara a los integrantes del Comité Directivo Local a presentar declaraciones de intereses y de patrimonio. Sobre el particular, recordó que entre aquellos se encuentran padres, madres y apoderados de establecimientos educacionales.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió el reparo de la Honorable Senadora señora Von Baer y solicitó que al menos los representantes de los Centros de Padres y Apoderados estuvieran exentos de dicha obligación.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, hizo presente que los integrantes de los Comités Directivos Locales tendrán la labor de auditar las grandes sumas de dinero que administrarán los servicios locales de educación y justificó en ello la necesidad que presentaran las declaraciones aludidas.

Abocándose a la solicitud del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, la señora Ministra de Educación estimó que las normas debían ser lo más generales posibles, y por ello se establecía la señalada obligación para todos los integrantes de este Comité.

Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó a los representantes del Ejecutivo respecto de la razón que justifica que los integrantes de los Comités Directivos Locales ejerzan “función pública”, como lo considera el precepto en análisis.

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, explicó que la norma en estudio apunta establecer en la ley que los miembros de los Comités Directivos Locales, sin ser funcionarios públicos, cumplirán funciones públicas.

El Asesor del Comité Demócrata Cristiano, señor Sebastián Silva, expresó que en muchos casos la Contraloría General de la República ha considerado que en ciertas situaciones, personas, sin ser funcionarios públicos, cumplen funciones públicas, lo que supone que quedarán sujetos a las normas de probidad y transparencia que contempla nuestra legislación.

Sobre el particular, la Secretaría de la Comisión propuso considerar la siguiente redacción, e manera de esclarecer el sentido y alcance de esta disposición:

“Artículo 27.-Resonsabilidad de los integrantes del Comité. Para todos los efectos legales, las funciones que ejercerán los integrantes del Comité tendrán el carácter de públicas y estarán sujetas”.

- La unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señor Walker, don Ignacio, compartió la enmienda propuesta.

Continuando con el análisis del deber que considera este precepto, la Honorable Senadora señora Von Baer insistió en que para los padres y apoderados la obligación de presentar declaraciones de intereses y de patrimonio, tal como lo hacen Ministros de Estados, parlamentarios y altos funcionarios públicos, será una carga excesiva y desincentivará la participación de ellos. A mayor abundamiento, remarcó que quedarán expuestos, ya que los instrumentos de probidad objeto de discusión no sólo los alcanzarán a ellos sino también a muchos de sus parientes.

Al respecto, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, aseguró que la experiencia internacional ha demostrado que pese a que existen algunas obligaciones para los padres y apoderados, como la descrita, ellas no merman la participación de aquellos en una instancia como la que se encuentra en estudio.

Adicionalmente, reiteró que la norma busca cautelar la fe pública de la función encomendada y establecer un contrapeso al poder que ejercerán. Asimismo, enfatizó que las personas sujetas a las obligaciones indicadas pueden solicitar que sus declaraciones no sean públicas.

Por último, aseveró que para el Ejecutivo era de suma importancia que la obligación de probidad contenida en el precepto en estudio se aplicara a todos los integrantes del Comité Directivo Local. Recalcó que, habida consideración de que dichas personas tendrán que auditar los cuantiosos recursos de los servicios locales de educación, es preferible adoptar los resguardos sugeridos por el Ejecutivo.

La Honorable Senadora señora Muñoz consultó si a los representantes de los Centros de Padres y Apoderados de los Consejos Locales se les impondrán obligaciones como las aplicadas para los integrantes de los Comités Directivos Locales.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que a los miembros de los Consejos Locales no se les impone la obligación de efectuar declaraciones de intereses ni de patrimonio, toda vez que ellos sólo cumplirán funciones consultivas y no directivas.

Precisado lo anterior, consideró fundamental que la obligación de probidad aplicada no fuera un instrumento disuasivo para la participación de los padres y apoderados en los Comités Directivos Locales.

A la luz de lo anterior, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que las declaraciones de los representantes de los Centros de Padres y Apoderados de los establecimientos educacionales no fueran públicas. Asimismo, pidió a los representantes del Ejecutivo explicar las obligaciones de probidad impuestas a los consejeros del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y del Consejo de Monumentos Nacionales, a vía de comparación.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, hizo presente que actualmente la Contraloría General de la República permite que las referidas declaraciones no sean publicadas, lo que no obsta a que las personas que lo soliciten tengan acceso a ellas.

Siguiendo con el análisis de esta materia, la señora Ministra de Educación aseveró que el Ejecutivo juzga necesario no eximir a los representantes de los padres y apoderados de la obligación de efectuar declaraciones de intereses y de patrimonio. Argumentando la decisión, resaltó que ellos tendrán igual responsabilidad que los demás y recibirán dieta. 

En sintonía con el punto anterior, recordó que en las juntas de las universidades los cargos son ad honorem y pesa sobre ellos la misma obligación. 

Agregó que a lo anterior se suma que los niveles de transparencia que el país demanda no ameritan que si alguien quiere ser representante, tener una función directiva y recibir dieta, esté exceptuado de tan importante instrumento de probidad y de transparencia.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que la responsabilidad administrativa de los representantes de los Comité Directivo Local se circunscribe a la obligación de presentar las declaraciones señaladas.

- Puesta en votación la frase “y deberán presentar una declaración de intereses y de patrimonio, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 20.880”, prevista en la parte final del artículo 27, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

En cuanto al artículo 28 propuesto, la Honorable Senadora señora Von Baer consideró indispensable que quienes integren los Comités Directivos Locales sean personas con experiencia en materia educacional. Indicó que a la luz de lo dispuesto en la letra d) del precepto en estudio, los profesores de establecimientos educacionales públicos no podrán formar parte de aquellos. 

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, consignó que el artículo 28 reproduce lo dispuesto en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado y en otros textos legales, como en la Ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, que consideran consejos o comités.

Recogiendo la observación formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso intercalar, en la letra d) del artículo 28, entre la expresión “el” y “Servicio”, la voz “respectivo”.

La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que las personas dependientes de otros servicios locales de educación probablemente no participarán en la integración de otro Comité Directivo Local, toda vez que al ser funcionarios públicos no recibirán dieta.

Deteniéndose en la letra b), en tanto, sugirió extender la incompatibilidad a todos los funcionarios de la Secretaría Regional Ministerial de Educación y no sólo al Secretario Regional Ministerial. Explicó que la medida anterior permitiría evitar posibles conflictos.

Acotó que de acogerse la solicitud planteada debiera agregar, a continuación de la locución “Secretario Regional Ministerial de Educación” la frase “, funcionario de la Secretaría Regional Ministerial de Educación”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la solicitud de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Adicionalmente, remarcó que el inciso final de la norma objeto de análisis debía ser considerada como letra g), eliminando la expresión “Igual prohibición regirá respecto de”.

- El precepto en estudio fue aprobado con las tres enmiendas consignadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señor Walker, don Ignacio.

- Sometido a votación el artículo 29, en tanto, éste contó con el respaldo de la totalidad de los integrantes presentes de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señor Walker, don Ignacio.

Adentrándose en el análisis del artículo 30, referido a las causales de cesación en el cargo de miembro del Comité Directivo Local, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó cómo tendría conocimiento la Dirección de Educación Pública de la concurrencia de alguna de ellas.

Respondiendo a esta interrogante, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, indicó que, al igual que en todo procedimiento administrativo, éste podrá iniciarse de oficio (lo que incluye una denuncia) o a solicitud de persona interesada, según lo previsto en la ley N° 19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.

En otro orden de consideraciones, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, preguntó cuál es la naturaleza jurídica del Comité Directivo Local. 

La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que se señalara qué figuras similares a este Comité Directivo Local existen en nuestra legislación con facultades resolutivas, como así también la si hay  otros casos de personas privadas que deciden asuntos públicos. En ese sentido, señalo que ello resultara necesario para que exista la necesaria coherencia regulatoria y considerar esos ejemplos para determinar el adecuado funcionamiento de estos Comités Directivos Locales.

En relación con esta interrogante, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Víctor Soto, afirmó que una figura similar a la de los Comités Directivos Locales es el Consejo previsto en la ley N° 20.500, sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública. Puntualizó que dicho consejo está compuesto por miembros de las organizaciones de interés público y posee facultades públicas, como la distribución de los recursos que considera el Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público.5 Aseguró que para dicho órgano se prevén causales de cesación similares a las establecidas en el artículo 30, en estudio.

La Honorable Senadora señora Von Baer indicó, como lo señaló con antelación, que también podrían ser figuras similares el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Consejo de Monumentos Nacionales.

Adicionalmente, reiteró la necesidad de incorporar causales de cesación para los representantes designados por los alcaldes o por los Gobiernos Regionales.

La señora Ministra de Educación indicó que una solución para evitar posibles colisiones de intereses cuando haya cambio de la autoridad municipal sería señalar que sólo con el voto conforme de los dos tercios de los alcaldes se podrá cambiar al o a los representantes de estos. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, discrepó de los planteamientos de la Secretaria de Estado y justificó su parecer en que lo que se busca es profesionalizar los Comités Directivo Local.

La Honorable Senadora señora Von Baer aseguró que de no contemplarse la posibilidad de remover a los representantes de los alcaldes cuando haya cambio de ellos, votaría en contra del artículo. Argumentando su posición, resaltó que lo que se busca es que el parecer de los jefes comunales sea tomado en consideración en cada Comité Directivo Local. Añadió que si estos cambian puede darse la situación que la persona nombrada no lo represente realmente, ante lo cual sería indispensable removerlo. Resaltó que la solución adecuada habría sido la propuesta por la señora Ministra de Educación y lamentó que no se acogiera.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, anunció que votaría a favor de la disposición, pese a no considerarse causales de remoción para los representantes de los alcaldes en el caso señalado por la Honorable Senadora señora Von Baer. Adicionalmente, llamó a tener en consideración que ellos sólo durarán seis años en sus funciones.

- Puesto en votación el artículo 30, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

En cuanto al artículo 31, referido a la publicidad de las sesiones, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que no fuera el Director Ejecutivo del servicio local de educación el encargado de designar al Secretario Ejecutivo del Comité Directivo Local. Justificó su petición en que pudiera presentarse la situación en que el referido Comité entre en conflicto con el Director Ejecutivo. Puntualizó que en un escenario tal, el Presidente del Comité querrá sesionar y el Secretario Ejecutivo, impedido por el Director Ejecutivo del servicio local de educación, no citará. 

En relación con la preocupación manifestada por la Honorable Senadora señora Von Baer, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, explicó que la idea es que el Director Ejecutivo facilite los medios para que el Comité Directivo Local pueda funcionar adecuadamente. Agregó que, habida consideración de que dicho comité no funcionará permanentemente, se decidió que el secretario fuera un funcionario del servicio local.

Adicionalmente, hizo hincapié en que el Comité Directivo Local se autoconvocará. Sin perjuicio de lo anterior, notó que el artículo 32 dispone que un reglamento desarrollará las materias de este párrafo y que en él podría incorporarse la solicitud de la Honorable Senadora señora Von Baer.

En otro orden de consideraciones, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió reemplazar la locución “Secretario Ejecutivo” por “Secretario del Comité”, tal como lo hace el inciso final del artículo 26.

- El artículo 31 fue aprobado con la modificación sugerida por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señor Walker, don Ignacio.

- Sometido a votación el artículo 32, por su lado, éste contó con el respaldo de la totalidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señor Walker, don Ignacio.

- - -

Título III

Párrafo 3°

Denominado “De los instrumentos de gestión educacional.”, norma entre los artículos 21 y 28, los convenios de gestión educacional, la elaboración de propuesta del convenio de gestión educacional, la revisión del convenio de gestión educacional, la modificación del mismo, su publicidad, la aplicación supletoria de las normas contenidas en el párrafo 5° del Título VI de la ley N° 19.882 y su reglamento, el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual.

Sobre el particular, el asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, explicó que los instrumentos de gestión previstos en él, caracterizarán a los servicios locales de educación y lo vincularán con el nivel nacional. Precisó que dichos instrumentos son el Convenio de gestión educacional, el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual.

Deteniéndose en el primero de los instrumentos nombrados, informó que él se establecerá entre el Director Ejecutivo de un servicio local y el Director Nacional de Educación Pública.

En cuanto al Plan Estratégico Local de Educación Pública, aseguró que él será una carta de navegación para el servicio local de educación y que recogerá las consideraciones que el territorio estime fundamentales para su mejora educacional.

Aseveró que los instrumentos descritos constituyen una gran innovación en relación con lo existente, toda vez que en la actualidad la gestión de los municipios no está contextualizada y ellos no rinden cuenta de aquella. A mayor abundamiento, aseguró que los convenios de gestión educacional, los Planes Estratégicos Locales de Educación Pública y los Planes Anuales darán horizontes y estabilidad al sistema.

Asimismo, enfatizó que los instrumentos señalados permitirán descomprimir la labor de los establecimientos educacionales, potenciando en ellos el proyecto educativo institucional y los planes de mejoramiento.

A fin de detallar el objetivo de cada uno de estos instrumentos y las innovaciones propuestas por el Ejecutivo sobre el particular, acompañó su presentación con un documento, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Montes consideró esencial disminuir y concentrar los instrumentos de gestión impuestos a los establecimientos educacionales. Remarcó que hoy los colegios tienen cerca de doce instrumentos, entorpeciendo su labor esencial.

Estimó que el plan anual de los establecimientos debiera ser el plan de mejoramiento de ellos.

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su preocupación respecto a que sólo fueran medidos los servicios locales de educación y no los colegios, pese a aumentarse el número de instrumentos. Acotó que de ser así, se perpetuaría el modelo actual, en donde los sostenedores son medidos, pero no los establecimientos educacionales.

En atención con lo anterior, solicitó que se incluyeran instrumentos de evaluación para los colegios y que ellos produjeran efectos en la calidad de la educación recibida por los niños.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Montes presentó la indicación número 62), para incorporar en el epígrafe del referido párrafo 3°, a continuación de la palabra “educacional”, la expresión “a nivel territorial”.

- Sometida a votación la indicación, ésta contó con el respaldo de la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio.

Asimismo, el referido señor Senador sugirió, por medio de la indicación número 63), trasladar los actuales artículos 21 al 26, sobre Convenio de gestión educacional, desde el Párrafo 3º (De los instrumentos de gestión educacional) como artículos 15 al 20, al Párrafo 2º (Organización de los Servicios Locales), ambos del Título II,  modificándose la numeración correlativa.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso de relieve que el convenio de gestión educacional, el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual dicen relación con la gestión de los servicios locales de educación y no con su organización.

- La indicación fue retirada por su autor, como consecuencia de las enmiendas introducidas por la Comisión en lo referente a la gestión de los servicios locales.

ARTÍCULO 21

Regula el convenio de gestión educacional. 

El inciso primero regula su suscripción, duración y señala las materias que deberá abordar. 

El inciso segundo, en tanto, agrega que los objetivos del cargo tendrán en consideración las políticas nacionales de educación pública establecidas por el Ministerio de Educación, así como las especificidades del territorio del Servicio Local respectivo, considerando al menos la calidad y eficiencia, equidad y cobertura del servicio educacional. Añade que, en particular, respecto de los establecimientos educacionales ordenados en categoría insuficiente, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, de acuerdo a lo dispuesto en la ley N° 20.529. Lo anterior, puntualiza, sin perjuicio de los objetivos de mejoramiento para todos y cada uno de los establecimientos educacionales del Servicio. Por último, señala que una vez suscrito el convenio de gestión educacional, estos objetivos no podrán modificarse, a menos que concurra alguna de las causales establecidas en el artículo 24.

Inciso segundo

Respecto de él recayó la indicación número 64), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la palabra “cargo” por “convenio”.

- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la totalidad de los integrantes presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio.

Adicionalmente, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 65), para sustituir el texto que dice “En particular, respecto de los establecimientos educacionales ordenados en categoría insuficiente, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, de acuerdo a lo dispuesto en la ley N° 20.529. Lo anterior, sin perjuicio de los objetivos de mejoramiento para todos y cada uno de los establecimientos educacionales del Servicio.”, por: 

“Asimismo, se deberán considerar los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley Nº 20.529. Respecto de los establecimientos educacionales, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, teniendo en especial consideración a los ordenados en categoría insuficiente, de acuerdo a la ley Nº 20.529.”.

Explicando la indicación, el asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, indicó que ella permitirá incorporar los informes del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad a los objetivos del convenio de gestión educacional.

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer compartió la necesidad de considerar los informes que emitan las instituciones del Sistema de Aseguramiento de la Calidad, pero discrepó de la idea de sustituir la redacción “En particular, respecto de los establecimientos educacionales ordenados en categoría insuficiente, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño” por “teniendo especial consideración a los ordenados en categoría insuficiente, de acuerdo a la ley N° 20.529.” Justificó su parecer en que la nueva redacción no permitiría poner el foco en dichos colegios ni obligará a los sostenedores a poner el énfasis en ellos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Montes resaltó que el análisis de los establecimientos educacionales debe ir más allá de la categorización aludida. Afirmó que lo fundamental a considerar es la realidad específica de los alumnos, que son distintos y no iguales como supone el sistema de categorización aludido.

- La indicación fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la instancia. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y en contra, la Honorable Senadora señora Von Baer.

- Sometido a votación el resto del artículo, fue aprobado por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer. 

ARTÍCULO 22

Regula la elaboración de la propuesta del convenio de gestión educacional. 

Inciso segundo

Señala que antes de cuatro meses de la convocatoria al concurso público de selección del Director Ejecutivo, el Director de Educación Pública deberá remitir una propuesta de convenio al Consejo Local respectivo y los estudios, informes y demás antecedentes técnicos que se tuvieron en consideración para dicha propuesta. Agrega que, además, deberá remitirse un resumen ejecutivo a todos los establecimientos educacionales representados por el respectivo Consejo Local, que podrá ser solicitado por cualquier miembro de la comunidad educativa.

Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, a través de la indicación número 66), que la propuesta de convenio fuera enviada no sólo al Consejo Local respectivo sino también al Comité Directivo Local.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, hizo presente que la indicación en estudio, al igual que las indicaciones números 67), 68) y 69) introducen adecuaciones al procedimiento de elaboración del convenio de gestión educacional para incluir la participación del Comité Directivo Local.

- Puesta en votación la indicación, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso tercero

Dispone que el Consejo Local, en conjunto con el Director Ejecutivo que se encuentre en el cargo, tendrá el plazo de dos meses para evacuar un informe en el cual proponga prioridades para dicha propuesta de convenio. Agrega que en el caso de la renovación de su nombramiento, el Director Ejecutivo no participará en la elaboración de dicho informe, por lo que el Consejo Local enviará directamente su informe a la Dirección de Educación Pública, pudiendo requerir al Servicio Local todos los insumos que estime pertinentes.

En relación con este inciso Su Excelencia la Presidenta de la República formuló las siguientes indicaciones:

- La indicación número 67), sustituye la expresión “Consejo Local” por “Comité Directivo Local” las dos veces que aparece.

- La indicación número 68), reemplaza el vocablo “dos” por “tres”.

- La indicación número 69), sustituye la frase “. En el caso de la renovación de su nombramiento, el Director Ejecutivo”, por lo siguiente:

 “, velando especialmente por su coherencia con la Estrategia Nacional de Educación Pública y con el Plan Estratégico Local respectivo. Para la elaboración de dicho informe deberá considerar las propuestas que haga el Consejo Local, el que contará con el plazo de un mes, desde que reciba la propuesta de convenio, para emitirlas. En el caso que el Director Ejecutivo en ejercicio se presente en el concurso siguiente, éste”.

- Las indicaciones fueron aprobadas por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso cuarto

Indica que la Dirección de Educación Pública deberá sancionar la propuesta de convenio de gestión educacional a fin de que ésta forme parte de los antecedentes del concurso público de selección del nuevo Director Ejecutivo, para lo cual tendrá a la vista el informe del Consejo Local.

Al respecto, recayó la indicación número 70), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir la expresión “Consejo Local” por “Comité Directivo Local”.

- Sometida a votación la indicación, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso quinto

Prescribe que una vez suscrito el convenio por el Ministro de Educación y el Director Ejecutivo, la Dirección de Educación Pública deberá enviar una copia de éste al Consejo Local respectivo para su conocimiento y a todos los establecimientos educacionales representados por éstos.

Al igual como ocurrió respecto de los anteriores incisos de este artículo, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 71), para que una copia del referido convenio sea enviada también al Comité Directivo Local.

- La indicación fue aprobada por mayoría de votos. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y se abstuvo, el Honorable Senador señor Quintana.

- Puesto en votación el resto del artículo 22, fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la instancia. Se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y en contra, la Honorable Senadora señora Von Baer.

ARTÍCULO 23

Regula la revisión del convenio de gestión educacional.

Inciso primero

Dispone que al Ministerio de Educación le corresponderá, a través de la Dirección de Educación Pública, la determinación del grado de cumplimiento del convenio de gestión educacional, así como también efectuar su seguimiento y evaluación. Precisa que la revisión del convenio se realizará anualmente.

Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 72), para reemplazar su título por el siguiente: “Seguimiento, evaluación y revisión del convenio de gestión educacional”.

- Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

- Puesto en votación el artículo 23, en tanto, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y en contra, la Honorable Senadora señora Von Baer.

ARTÍCULO 24

Norma la modificación de los convenios de gestión educacional.

Inciso primero

Sostiene que los objetivos establecidos en los convenios no podrán modificarse salvo caso fortuito o fuerza mayor.

Los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, por medio de la indicación número 73), propusieron eliminar la expresión “salvo caso fortuito o fuerza mayor”.

- La indicación fue retirada por el Senador señor Quintana.

Inciso segundo

Establece que las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local una vez que haya sido aprobado.

Su Excelencia la Presidenta de la República, a través de la indicación número 74), propuso reemplazar la frase “una vez que haya sido aprobado” por “vigente”.

Abocándose al análisis del precepto en estudio, el Honorable Senador señor Montes discrepó de la redacción propuesta para el inciso primero, por cuanto calificó como demasiado estricto señalar que los objetivos establecidos en los convenios de gestión educacional no podrán modificarse.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, llamó a distinguir entre los objetivos de los convenios de gestión educacional, sus metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación. Detalló que la disminución de la deserción escolar de 8 a 4% en los establecimientos educacionales pertenecientes a un determinado servicio local de educación sería una meta y no un objetivo, razón por la cual podrán modificarse anualmente cuando concurra alguna de las situaciones que prevé el inciso tercero de la norma en estudio. Con todo, la indicada disminución sería un objetivo y se mantendría.

En ese mismo orden de ideas, puso de manifiesto que la redacción propuesta por el Ejecutivo para el artículo 24 recoge las críticas realizadas al Sistema de Alta Dirección Pública, en donde existe flexibilidad para modificar los objetivos de los convenios, lo que ha llevado a que los convenios de gestión hayan perdido parte de su valor.

En ese mismo contexto, la Honorable Senadora señora Von Baer compartió la inquietud del Honorable Senador señor Montes. Argumentando su parecer, notó que puede advertirse, una vez vigente el convenio de gestión educacional, que la deserción escolar no es un objetivo a cumplir. Por lo anterior, consideró necesario establecer medidas para posibilitar un cambio.

Complementando su intervención anterior, el Honorable Senador señor Montes coincidió en el espíritu del inciso primero del artículo, sin embargo estimó que la redacción utilizada no era la correcta y consideró preferible recurrir a otra, tal como “los objetivos establecidos en los convenios durarán todo el periodo”, de manera de no impedir cambios necesarios sobre el particular.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recogiendo la inquietud manifestada por el Honorable Senador señor Montes, sugirió sustituir los incisos primero y segundo por el que sigue:

“Los objetivos, metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local vigente.”

La señora Ministra de Educación, acogiendo las demandas de los integrantes de la instancia, propuso sustituir el precepto en estudio por el que se señala:

“Artículo 24.- Modificación del convenio de gestión educacional. Los objetivos establecidos en los convenios durarán seis años.

Las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local vigente.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, los objetivos, metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación podrán modificarse anualmente, a partir del informe final señalado en el artículo 36, cuando se produzcan cambios en las circunstancias o en los supuestos básicos del convenio de gestión educacional, no imputables a la gestión del Director Ejecutivo, o cuando se hayan cumplido anticipadamente los objetivos y las metas establecidas en el mismo.”.

El Honorable Senador señor Quintana comprometió su respaldo a la propuesta de la señora Ministra de Educación en la medida en que se eliminara la expresión “los objetivos”, las dos veces que ella aparece en el inciso tercero.

- Puesta en votación la sugerencia realizada por la señora Ministra de Educación, con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Quintana, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. En consecuencia, la indicación número 74 resultó aprobada con modificaciones por el número de votos recientemente consignado y en los términos siguientes:

“74.-Reemplazar el artículo 24 por el que se señala:

“Artículo 24.- Modificación del convenio de gestión educacional. Los objetivos establecidos en los convenios durarán seis años.

Las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local vigente.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación podrán modificarse anualmente, a partir del informe final señalado en el artículo 36, cuando se produzcan cambios en las circunstancias o en los supuestos básicos del convenio de gestión educacional, no imputables a la gestión del Director Ejecutivo, o cuando se hayan cumplido anticipadamente las metas establecidas en el mismo.”.”.

ARTÍCULO 25

Se refiere a la publicidad del convenio de gestión educacional, indicando que el Director Ejecutivo deberá publicar en el sitio electrónico del Servicio Local su convenio y los informes anuales elaborados para dar a conocer el grado de avance en el cumplimiento de los objetivos y metas del mismo.

Con relación al precepto en estudio, recayó la indicación número 75), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar después de la palabra “publicar” la expresión “de modo destacado y sin resumir”.

Sobre el particular, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, propuso aprobar la indicación número 75) con modificaciones, de manera de sustituir el artículo 25 por el siguiente:

“Artículo 25.- Publicidad del convenio de gestión educacional. El Director Ejecutivo deberá publicar en el sitio electrónico del Servicio Local su convenio, los informes anuales y un resumen ejecutivo de dichos instrumentos para dar a conocer el grado de avance en el cumplimiento de los objetivos y metas del mismo.”

La Honorable Senadora señora Von Baer valoró la indicación de los Honorables Senadores Quintana y Navarro y solicitó recoger la redacción propuesta en ella en la modificación planteada por el Ejecutivo.

Precisó que de acogerse su solicitud la redacción del artículo 25 sería la que sigue:

“Artículo 25.- Publicidad del convenio de gestión educacional. El Director Ejecutivo deberá publicar, de modo destacado y sin resumir, en el sitio electrónico del Servicio Local su convenio, los informes anuales y un resumen ejecutivo de dichos instrumentos para dar a conocer el grado de avance en el cumplimiento de los objetivos y metas del mismo.”

- La indicación fue aprobada con la modificación recientemente transcrita por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 26
Dispone que en lo que fuere pertinente y no contravenga lo dispuesto en esta ley y su reglamento, se aplicarán las normas contenidas en el párrafo 5° del Título VI de la ley N° 19.882 y su reglamento. 

Adicionalmente, agrega que un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, regulará las materias de que trata el párrafo 3° del Título III.

- Sometido a votación el precepto, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

ARTÍCULO 27

Regula el Plan Estratégico Local de Educación Pública. Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo 27.- Plan Estratégico Local de Educación Pública. El Director Ejecutivo elaborará, dentro del plazo de seis meses contado desde la suscripción del convenio, un Plan Estratégico Local de Educación Pública (en adelante “Plan Estratégico”). Este Plan Estratégico deberá ser aprobado por el Consejo Local respectivo y contendrá lo siguiente:

a) Diagnóstico de la prestación del servicio educacional por parte del Servicio Local en el territorio de su competencia.

b) Objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo. Estos objetivos deberán ser concordantes con los objetivos establecidos en el convenio de gestión educacional y la estrategia nacional que, para estos efectos, elabore el Ministerio de Educación. 

c) Estrategias y acciones para el cumplimiento de los objetivos del plan.

El Director Ejecutivo considerará, para la elaboración del Plan Estratégico, los siguientes elementos:

1. Proyectos educativos institucionales.

2. Planes de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales de su dependencia.

3. Informes emanados de la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, referidos a establecimientos educacionales de su dependencia.

4. Estrategia nacional de educación pública, según lo dispuesto en el artículo 42 de esta ley.

5. La Estrategia Regional de Desarrollo, de acuerdo a lo contemplado en la ley N° 19.175.

6. Una proyección presupuestaria de costos fijos, variables y de inversión en mejoras, que requerirá para el cumplimiento del Plan Estratégico elaborado para los seis años que dura su convenio, desagregado anualmente.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el Director Ejecutivo consultará al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Con todo, el Consejo Local tendrá el plazo de un mes para aprobar el Plan Estratégico desde que éste le haya sido presentado para su aprobación. Transcurrido dicho plazo sin que el Consejo se haya pronunciado, el Plan Estratégico se tendrá por aprobado.

En caso de que el Consejo Local rechace la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo tendrá el plazo de un mes para formular un nuevo plan. Una vez recibida la nueva propuesta, el Consejo Local dispondrá de quince días para emitir su pronunciamiento. Transcurrido el plazo sin que el Consejo Local se haya pronunciado, el Plan Estratégico se tendrá por aprobado. De rechazarse la nueva propuesta, se tendrá por aprobado el Plan Estratégico propuesto inicialmente por el Director Ejecutivo.

Una vez sancionado el Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá publicarlo en el sitio electrónico del Servicio Local y enviarlo a la Dirección de Educación Pública para su conocimiento y registro.”.

Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 76), para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo ...- Plan Estratégico Local de Educación Pública. Cada Servicio Local de Educación Pública deberá contar con un Plan Estratégico Local de Educación Pública (en adelante “Plan Estratégico”), el que tendrá una duración de seis años desde su aprobación.

El Director Ejecutivo deberá presentar una propuesta de Plan Estratégico seis meses antes del término de la vigencia del Plan Estratégico anterior, la cual deberá considerar los niveles educativos, formaciones diferenciadas, modalidades y contextos que componen la oferta educativa del territorio.

El Plan Estratégico deberá contener, al menos, lo siguiente:

a. Diagnóstico de la prestación del servicio educacional por parte del Servicio Local en el territorio de su competencia.

b. Objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo. Estos objetivos deberán ser concordantes con los objetivos establecidos en el convenio de gestión educacional y la Estrategia Nacional de Educación Pública.

c. Estrategias y acciones para el cumplimiento de los objetivos del plan.

Para la elaboración de la propuesta de Plan Estratégico se deberá considerar:

1. La Estrategia Nacional de Educación Pública, según lo dispuesto en el artículo 9 de esta ley.

2. La Estrategia Regional de Desarrollo, de acuerdo a lo contemplado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio del Interior.

3. Los proyectos educativos institucionales de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. 

4. Los planes de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales de su dependencia.

5. Los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley Nº 20.529.

Para elaborar la propuesta de Plan Estratégico el Director Ejecutivo deberá consultar al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. El Director Ejecutivo podrá incorporar las observaciones que formule el Consejo Local. 

La propuesta de Plan Estratégico deberá ser aprobada por el Comité Directivo Local, el que podrá hacerle observaciones y proponer modificaciones por razones fundadas en lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto. El Director Ejecutivo podrá incorporar las observaciones planteadas por el Comité Directivo o podrá mantener su propuesta indicando las razones que la sustentan. De persistir el rechazo, se tendrá por aprobado la última propuesta de Plan Estratégico entregada por el Director Ejecutivo. Con todo, el Plan Estratégico deberá quedar aprobado dentro del plazo de un mes desde que éste sea presentado al Comité Directivo.

Una vez sancionado el Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá publicarlo en el sitio electrónico del Servicio Local y enviarlo a la Dirección de Educación Pública para conocimiento y registro.

El Plan Estratégico podrá modificarse por cambios sustantivos en los contenidos dispuestos en el inciso tercero, por fuerza mayor o caso fortuito. Las modificaciones deberán ser consultadas al Consejo Local de Educación y deberán ser aprobadas por el Comité Directivo Local.”.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, propuso una nueva redacción para el artículo en estudio del tenor que sigue:

“Artículo 27.- Plan Estratégico Local de Educación Pública. Cada Servicio Local deberá contar con un Plan Estratégico Local de Educación Pública (en adelante “Plan Estratégico”), cuyo objeto será el desarrollo de la educación pública y la mejora permanente de la calidad de ésta en el territorio respectivo, mediante el establecimiento de objetivos, prioridades y acciones para lograr dicho propósito. Será elaborado por el Director Ejecutivo y aprobado por el Comité Directivo Local, y tendrá una duración de seis años desde su aprobación.

El Director Ejecutivo deberá presentar una propuesta de Plan Estratégico seis meses antes del término de la vigencia del Plan Estratégico anterior, la cual considerará los niveles educativos, formaciones diferenciadas, modalidades educativas y contextos que componen la oferta educativa del territorio.

El Plan Estratégico deberá contener, al menos, lo siguiente:

a.- Diagnóstico de la prestación del servicio educacional por parte del Servicio Local en el territorio de su competencia.

b.- Objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo. Estos objetivos deberán ser concordantes con los establecidos en el convenio de gestión educacional y en la Estrategia Nacional de Educación Pública.

c.- Estrategias y acciones para el cumplimiento de los objetivos del plan.

Para la elaboración y modificación del Plan Estratégico se considerarán los siguientes elementos:

1.- La Estrategia Nacional de Educación Pública, según lo dispuesto en el artículo 10.

2.- La Estrategia Regional de Desarrollo, de acuerdo a lo contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2005.

3.- Los proyectos educativos institucionales de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia.

4.- Los planes de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales de su dependencia.

5.- Los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y, en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley N° 20.529.

Para elaborar la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá consultar al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Asimismo, deberá solicitar la opinión de los directores de los establecimientos del territorio.

La propuesta del Plan Estratégico deberá ser aprobada por el Comité Directivo Local, el que podrá hacerle observaciones y proponer modificaciones por razones fundadas en lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto. El Director Ejecutivo podrá incorporar las observaciones planteadas por el Comité Directivo o mantener su propuesta, indicando las razones que la sustentan, remitiéndola al Comité para su decisión.

Una vez sancionado el Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá publicarlo en el sitio electrónico del Servicio Local y enviarlo a la Dirección de Educación Pública para conocimiento y registro.

El Plan Estratégico podrá modificarse por cambios sustantivos en los contenidos dispuestos en el inciso tercero, por fuerza mayor o por caso fortuito. La aprobación de dichas modificaciones deberá seguir las mismas formalidades establecidas en el presente artículo.”.

Precisó que de acogerse la propuesta indicada, las indicaciones números 77) a 82), todas formuladas por el Senador señor Montes, quedarían subsumidas en ella.

En relación con esta propuesta, el Honorable Senador señor Montes estuvo de acuerdo con la redacción planteada, pero solicitó agregar en la letra a) del inciso tercero, a continuación de la voz “competencia” lo siguiente: “, con especial énfasis en las características de los estudiantes y en la situación de los establecimientos”. 

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer, deteniéndose en el inciso quinto, pidió reemplazar la voz “podrá”, la segunda vez que aparece, por “deberá”.

- La indicación fue aprobada con las modificaciones sugeridas por el Ejecutivo y por los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Montes, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso primero

Encabezamiento


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, y para una mejor comprensión, se describen las demás indicaciones de que fue objeto este precepto, que como se ha señalado, fueron formuladas todas por el Honorable Senador señor Montes.

La indicación número 77), propone reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 27.- Plan Estratégico Local de Educación Pública. Cada Servicio Local de Educación Pública dispondrá de un Plan Estratégico. Éste deberá ser aprobado por el Consejo Local respectivo y contendrá lo siguiente:”.

- La indicación fue aprobada con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 76), por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Letra b)

Considera como elemento del Plan Estratégico Local de Educación Pública, los objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo.
La indicación número 78), sustituye la expresión “Objetivos y prioridades” por “Cobertura, participación en la matrícula total, objetivos y prioridades”.

- Fue aprobada con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 76), por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso segundo

Encabezamiento

La indicación número 79), lo reemplaza por el siguiente:

“Para la elaboración y modificación del Plan Estratégico, se considerarán los siguientes elementos:”.

- Resultó aprobada, con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 76), por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso tercero

Prescribe que para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el Director Ejecutivo consultará al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Con todo, agrega, el Consejo Local tendrá el plazo de un mes para aprobar el Plan Estratégico desde que éste le haya sido presentado para su aprobación. Precisa que transcurrido dicho plazo sin que el Consejo se haya pronunciado, el Plan Estratégico se tendrá por aprobado.

En relación con este inciso, la indicación número 80), lo sustituye por el que sigue:

“El Director Ejecutivo podrá sugerir modificaciones al Plan dentro del plazo de seis meses contado desde la suscripción del convenio de gestión. Con dicho objeto, el Director Ejecutivo podrá consultar al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Asimismo, podrá solicitar la opinión de los directores de los establecimientos del territorio. Con todo, el Consejo Local tendrá el plazo de un mes para aprobar las enmiendas al Plan Estratégico desde que éste le haya sido presentado para su aprobación. Transcurrido dicho plazo sin que el Consejo se haya pronunciado, se tendrán por aprobadas.”.

- De la misma forma como se señaló respecto de las anteriores, la indicación fue aprobada con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 76), por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso cuarto

Precisa que en caso de que el Consejo Local rechace la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo tendrá el plazo de un mes para formular un nuevo plan. Añade que una vez recibida la nueva propuesta, el Consejo Local dispondrá de quince días para emitir su pronunciamiento, y que transcurrido el plazo sin que el Consejo Local se haya pronunciado, el Plan Estratégico se tendrá por aprobado. Por último, acota que de rechazarse la nueva propuesta, se tendrá por aprobado el Plan Estratégico propuesto inicialmente por el Director Ejecutivo.

Sobre el particular, la indicación número 81), plantea su reemplazo por el siguiente:

“En caso de que el Consejo Local rechace la propuesta de modificación del Plan Estratégico, el Director Ejecutivo tendrá el plazo de un mes para formular un nuevo texto. Una vez recibida la nueva propuesta, el Consejo Local dispondrá de quince días para emitir su pronunciamiento. Transcurrido el plazo sin que el Consejo Local se haya pronunciado, las modificaciones al Plan Estratégico se tendrán por aprobadas. De rechazarse la nueva propuesta, seguirá vigente el Plan Estratégico existente, sin modificaciones.”.

- La indicación fue aprobada con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 76), por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso quinto

Señala que una vez sancionado el Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá publicarlo en el sitio electrónico del Servicio Local y enviarlo a la Dirección de Educación Pública para su conocimiento y registro.

Al respecto, la indicación número 82), sustituye la expresión “el Plan” por “el nuevo Plan”.

- La indicación fue aprobada con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 76), por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

ARTÍCULO 28
Este precepto regula el Plan Anual.

Inciso primero

Encabezamiento

Su tenor literal es el que se señala a continuación:

“Artículo 28.- Plan Anual. El Director Ejecutivo presentará al Consejo Local, a más tardar el 15 de octubre de cada año, un plan anual para el año siguiente. Este plan anual deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:”.

Sobre él recayeron dos indicaciones:
-La indicación número 83), del Honorable Senador señor Montes, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 28.- Plan Anual. El Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:”.

- La indicación fue retirada por su autor.

-La indicación número 84), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega después de la frase “El Director Ejecutivo presentará al”, lo siguiente: “Comité Directivo Local y al”.

- Sometida a votación la indicación, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso segundo

Dispone literalmente lo que sigue:

“Una vez presentado el plan anual, el Consejo Local contará con un plazo de quince días hábiles para realizar recomendaciones. El Director Ejecutivo o la integrará las recomendaciones en su plan anual o las rechazará de manera fundada. Posteriormente, el Director Ejecutivo remitirá el plan anual a la Dirección de Educación Pública, la cual podrá realizar recomendaciones dentro del plazo de diez días hábiles, que el Director Ejecutivo podrá rechazar de manera fundada.”.

Respecto de este inciso se formularon tres indicaciones:

-La indicación número 85), del Honorable Senador señor Montes, para sustituir la frase “Una vez presentado” por “El Director Ejecutivo presentará al Consejo Local, a más tardar el 15 de octubre de cada año, un plan anual para el año siguiente. Una vez presentado”.

- La indicación fue retirada por su autor.

-La indicación número 86), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la frase “el Consejo Local contará”, por “el Comité Directivo Local y el Consejo Local de Educación contarán”.

- Puesta en votación la indicación, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

-La indicación número 87), también de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la frase “El Director Ejecutivo o la” por “El Director Ejecutivo”.

- La indicación fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

o o o o o

A continuación, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 88), para introducir el siguiente inciso, nuevo:

“El Director Ejecutivo deberá dar cuenta de la ejecución del Plan Anual durante la rendición anual que contempla el literal h) del artículo 17 de la presente ley. En base a ésta, el Comité Directivo Local informará a la Dirección de Educación Pública del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas en el Plan Anual, para que esto sea considerado en su evaluación.”.

- Sometida a votación la indicación, fue aprobada con modificaciones a fin de que el inciso propuesto en ella quedara como inciso final. Se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

- Puesto en votación el artículo 28, en tanto, se registraron tres votos favorables, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno negativo, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -

Seguidamente, el Honorable Senador señor Montes formuló la indicación número 89), para agregar después del artículo 28 uno nuevo, del tenor que se indica:

“Artículo ….- Políticas Educativas. De acuerdo a sus respectivas características y necesidades, los Servicios Locales de Educación Pública podrán establecer orientaciones específicas referidas a algunos aspectos relevantes del quehacer educativo, tales como integración, deserción o convivencia escolar, sea que se apliquen en todos o algunos de los establecimientos bajo su dependencia.

Éstas serán elaboradas por el Director Ejecutivo y se someterán al mismo mecanismo de aprobación y difusión establecido para el Plan Anual.”.

El Honorable Senador señor Montes explicó que el propósito de la indicación de su autoría es que los servicios locales de educación consideren orientaciones particulares para las distintas realidades del país, como integración, deserción y convivencia escolar.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, aseguró que la indicación recaía en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República. Con todo, solicitó a los representantes del Ejecutivo presentes en la sesión tomar nota de la inquietud manifestada por el Honorable Senador señor Montes.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

ARTÍCULO 29

Inserto en el párrafo 4° del Título III, sobre Régimen del personal de los Servicios Locales, dispone que las reglas contenidas en él sólo se aplicarán al personal que desarrolla sus funciones en los niveles y unidades internas del Servicio Local a que se refiere el artículo 18. Con todo, agrega, los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales se regirán por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, y los asistentes de la educación de los referidos establecimientos, por la ley N° 19.464.

El inciso segundo añade que cada Servicio Local de Educación Pública podrá tener un Servicio de Bienestar, al cual podrán afiliarse tanto el personal que desarrolla funciones en el referido Servicio, como los asistentes de la educación, regidos por la ley N° 19.464, de los establecimientos educacionales dependientes del respectivo Servicio Local.

Finalmente, el inciso tercero hace presente que el personal de los Servicios Locales se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos y por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Precisa que en materia de remuneraciones, en tanto, se regulará por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que fija la escala única de sueldos y su legislación complementaria.

Deteniéndose en el precepto aludido, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que existe preocupación por parte de los funcionarios que se desempeñan en los Departamentos de Administración de Educación Municipal (DAEM), en las Direcciones de Educación Municipal (DEM) y en las Corporaciones Municipales, toda vez que desconocen si mantendrán su empleo una vez que entre en vigencia el Sistema de Educación Pública, creado en esta iniciativa de ley.

Adicionalmente, informó que existe inquietud dado que los derechos sindicales de los trabajadores mencionados podrían ser vulnerados en el proyecto en estudio.

Deteniéndose en las aprensiones manifestadas por la Honorable Senadora señora Von Baer, la señora Ministra de Educación señaló que 11.500 funcionarios se desempeñan en la educación municipal y que el Sistema creado sólo requerirá 7.000. Con todo, llamó a tener en consideración que ello es una materia que se analizará al momento comenzar el estudio de las disposiciones transitorias de la propuesta legal.

El Honorable Senador señor Montes advirtió la necesidad de depurar el número de funcionarios que se desempeñan en la educación municipal, por cuanto, aseguró, muchos de ellos ingresaron luego de la última elección. A lo anterior, añadió, se suma el hecho que todos los alcaldes están contratando funcionarios. Por lo anterior, solicitó una iniciativa de ley para controlarlo.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por su parte, compartió la preocupación manifestada por la Honorable Senadora señora Von Baer. 

Consignado lo anterior, solicitó a la Secretaria de Estado que, antes de despachar la iniciativa de ley en estudio, Su Excelencia la Presidenta de la República presente a tramitación el proyecto sobre Estatuto de los Docentes de la Educación.

En cuanto a la disposición en análisis, el Honorable Senador Montes expresó sus dudas, pues estimó que un régimen tan rígido acarrearía inconvenientes. En el mismo sentido, consideró esencial perfeccionar el vínculo entre los servicios locales de educación y los establecimientos educacionales, y para ello advirtió la necesidad que participen de los aludidos servicios personas que se desempeñan en colegios públicos.

- Sometido a votación el precepto, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

ARTÍCULO 30

Establece que el personal a contrata del Servicio Local podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Director Ejecutivo. Con todo, puntualiza que el personal a contrata que se asigne a tales funciones no podrá exceder el 7% de la dotación máxima del Servicio Local.

Por último, el inciso segundo de la disposición prescribe que el personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en el artículo 260 del Código Penal.

Centrando su atención en el inciso primero de la disposición aludida, la Honorable Senadora señora Von Baer advirtió que éste permite que funcionarios a contrata asuman funciones de carácter directivo o de jefatura, posibilidad que no existe actualmente. Puso de relieve que la medida propuesta conduciría a una precarización.

Sobre el particular, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, aseguró que el objeto de la medida señalada consiste en introducir cierto grado de flexibilidad. A mayor abundamiento, remarcó que la medida va en sintonía con la modernización del Estado y aseveró que preceptos como el aludido existen respecto de otros organismos. Precisó que tal es el caso de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, la Superintendencia de Valores y Seguros, el Servicio Médico Legal, la Tesorería General de la República, el Instituto de Previsión Social, la Superintendencia de Educación y la Agencia de la Calidad de la Educación.

La Honorable Senadora señora Von Baer reconoció que si bien existen en otros organismos normas como la sugerida, ellas tienen el carácter de transitorias y no de permanentes, como ocurre en este caso. 

Enfatizó que la idea es que el sistema sea altamente profesionalizado y que no exista el riesgo de cuoteo político. En el mismo sentido, recalcó que una de las críticas de la educación municipal radica en que el cambio de Alcalde siempre trae aparejado cambios en la composición de los Departamentos de Administración Municipal y de los Departamentos de Educación Municipal.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, notó que las contratas terminan el 31 de diciembre de cada año y que, en consecuencia, la posibilidad de remoción anual de las jefaturas supondría problemas.

Resaltó que al inconveniente anterior se suma el anhelo que exista la menor discrecionalidad posible. 

Por los motivos anteriores, sugirió eliminar el precepto objeto de análisis. Acotó que en tal caso, regirían las normas del Estatuto Administrativo, cuerpo normativo que dispone que los cargos directivos sólo pueden ejercerse por funcionarios de planta.

La señora Ministra de Educación solicitó tener en cuenta que el porcentaje de trabajadores que se encuentren en tal situación será muy bajo, toda vez que el inciso referido prescribe que el personal a contrata a quien se le asigne tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima del servicio local de educación.

A mayor abundamiento, recordó que los Directivos aludidos tendrán un convenio de desempeño.

El señor Rocco, complementando la intervención anterior, puso de relieve que la medida sugerida no supondrá desprofesionalizar la educación municipal, dado que los funcionarios tendrán que cumplir las exigencias requeridas para ocupar tales cargos y que la mayoría de los más importantes del servicio ingresarán por el Sistema de Alta Dirección Pública, en segundo nivel jerárquico.

La Honorable Senadora señora Von Baer, insistiendo en sus planteamientos, subrayó que su demanda no es impedir los cargos a contrata ni a honorarios, sino simplemente impedir que quienes se encuentren en dicha condición laboral puedan ejercer funciones directivas o de jefatura, toda vez que ello repercutirá en la estabilidad del servicio local de educación. Además, puso de relieve que el derecho comparado apunta en la dirección contraria a la propuesta en el inciso primero de la disposición en estudio.

En el mismo orden de ideas, recordó que en la Ley de Plantas Municipales, recientemente aprobada por el Congreso Nacional, se adoptó una decisión absolutamente opuesta a la sugerida en el proyecto en estudio. 

Sin perjuicio de lo anterior, solicitó votar separadamente los incisos que considera el precepto en estudio.

- Puesto en votación el inciso primero, se registraron dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y uno voto en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer. 

- Repetida la votación de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado, el resultado fue el mismo. Como consecuencia de lo anterior, y según lo prescrito en el inciso segundo de la aludida disposición, el citado inciso fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio.

- El inciso segundo, en tanto, contó con el respaldo de la totalidad de los integrantes presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio.

- - -

Posteriormente, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 90), para agregar a continuación, como artículo 43, el siguiente:

“Artículo 43.- Definición. En cada Servicio Local existirá un Consejo Local de Educación Pública (en adelante también “Consejo Local”). Los Consejos Locales colaborarán con el Director Ejecutivo de cada Servicio Local en el cumplimiento de su objeto. Para ello, representarán ante el Director Ejecutivo los intereses de las comunidades educativas a fin de que el servicio educacional considere adecuadamente sus necesidades y particularidades.”.

La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó a los representantes del Ejecutivo presentes en la sesión explicar las diferencias entre el Consejo Local y el Comité Directivo Local.

Al respecto, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, recordó que los tres principales órganos de gobernanza de los servicios locales de educación son el Director Ejecutivo, el Comité Directivo Local y el Consejo Local.

Explicó que el proyecto aprobado en general por la Sala del Senado reunía en el Consejo Local tanto las atribuciones de éste como las del Comité Directivo Local. Precisó que aquellas que dicen relación con la rendición de cuentas pasarán al Comité Directivo Local. Además, agregó, a dicho comité se le encomienda la función de proponer al Presidente de la República una terna, de entre los seleccionados en el proceso de provisión del cargo de Director Ejecutivo. Asimismo, tendrá la vinculación con la institucionalidad de la región y con la institucionalidad municipal.

Indicó que en el Consejo Local, por su parte, permanecerán las atribuciones que dicen relación con el acompañamiento y el apoyo en materias educacionales y tendrá a su cargo la representación de los intereses de las comunidades educativas. Con todo, aseguró que esta instancia mantendrá un diálogo con el Comité Directivo Local, como lo demuestran sus funciones y atribuciones, previstas en el original artículo 24.

Sin perjuicio de lo anterior, la Honorable Senadora señora Von Baer advirtió que el Comité Directivo Local tendrá más poder de resolución que el Consejo Local. Sobre el particular, consultó por qué no se optó por reformular éste último, dándole el poder atribuido al Comité Directivo Local.

La señora Ministra de Educación, abocándose a la inquietud manifestada por la Honorable Senadora señora Von Baer, notó que si el Consejo Local toma decisiones que involucran a sus integrantes se transformaría en juez y parte. 

Adicionalmente, consideró esencial que los Consejos Locales tuvieran la misión de representar ante el Director Ejecutivo los intereses de las comunidades educativas.

No obstante, la Honorable Senadora señora Von Baer remarcó que el Consejo Local representaría los intereses de todos los actores presentes en el territorio de un determinado servicio local y no los de una comuna en particular, quedando, en consecuencia, al mismo nivel que el Comité Directivo Local. Estimó que lo adecuado sería que exista un Consejo Local en cada una de las comunas que integran el servicio local de educación, de manera de acercar la realidad comunal al Director Ejecutivo y al servicio local.

El Honorable Senador señor Montes resaltó que el Comité Directivo Local será una instancia político-técnica, mientras que el Consejo Local, una más social, y consideró que ello debía quedar bien reflejado en el articulado.

En otro orden de consideraciones, aseguró que debían existir órganos de contrapeso al Director Ejecutivo, a fin de evitar un posible autoritarismo de éste. Con todo, llamó a evitar el doble poder. Recalcó que el Director Ejecutivo debía ser un líder y debía tener capacidad de decisión.

Por otro lado, lamentó que el Comité Directivo Local no considerara en su integración a los profesores, figuras que calificó como centrales, y, en consecuencia, solicitó incorporarlos.

A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que el sistema de educación pública propuesto pasa de las comunas a una agrupación de ellas. Sostuvo que si bien muchos quisieran que los servicios locales de educación fueran lo más pequeño posible para no alejarlos de las comunas, ello habrá que abordarlo en las disposiciones transitorias del proyecto de ley.

Siguiendo con el desarrollo de su intervención, afirmó que los líderes de este nuevo sistema serán los Directores Ejecutivos de los servicios locales. Sin embargo, advirtió que ellos necesitarán un Comité Directivo Local con entidad, para erradicar el autoritarismo de los directores, y un Consejo Local, para representar ante dicho director los intereses de las comunidades educativas, a fin de que el servicio educacional considere adecuadamente sus necesidades y particularidades.

La Honorable Senadora señora Von Baer insistió en que, habida consideración de que existían dos instituciones al mismo nivel, una debía estar más cerca de las comunas.

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana hizo presente que la idea de separar en dos órganos al Consejo Local acarrearía duplicidad de funciones respecto a ciertos puntos. 

Por otra parte, demandó que los asuntos pedagógicos fueran de competencia del Consejo Local, dejando los de índole meramente administrativo en el Comité Directivo Local. En este punto, enfatizó que materias pedagógicas tan importantes como la aprobación del Plan Estratégico Local de Educación Pública y la remoción del Director Ejecutivo serán de competencia del Comité Directivo Local.

Refiriéndose a los comentarios vertidos por los integrantes de la instancia, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, señaló que el Consejo Local tendrá un rol asesor en los temas educacionales.

Adicionalmente, notó que el principal lugar de participación de la comunidad educativa, y, por ende, de la comunidad local, será la escuela, instancia en donde se encuentran los consejos escolares, que esta iniciativa de ley fortalece, dándoles atribuciones resolutivas y creando y dando atribuciones de tal índole en temas técnico-pedagógicos, de manera nítida, al consejo de profesores.

Deteniéndose en la propuesta de la Honorable Senadora señora Von Baer, aseguró que acogerla implicaría agregar una estructura que burocratizaría el sistema de educación pública.

En el mismo orden de ideas, resaltó que el Consejo Local seguirá teniendo participación y voz respecto a temas tan importantes, como los contenidos del plan estratégico y los convenios de gestión educacional. Por último, recalcó que los Consejos Locales cumplen el rol de relevar a los consejos escolares.

- La indicación fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer.


Cabe hacer presente que este nuevo precepto quedará ubicado como el primer artículo del Párrafo 5°, que pasa a ser Párrafo 6°, que regula dicha institución, con la enumeración que en su caso se indica.

ARTÍCULO 31

Norma la integración de los servicios locales de educación. Su tenor literal es el que se señala a continuación:

Artículo 31.- Integración. La integración de los Consejos Locales se sujetará a las siguientes disposiciones:

1. En aquellos Servicios Locales cuyo ámbito de competencia comprenda hasta tres comunas, el Consejo Local estará compuesto por:

a) Los alcaldes que representen a las comunas que formen parte del territorio de competencia del Servicio Local. En caso que el ámbito de competencia territorial del Servicio Local comprenda una sola comuna, la integración corresponderá únicamente al alcalde de dicha comuna.

b) Un representante de los centros de estudiantes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

c) Un representante de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

d) Un representante de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

e) Un representante de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Este representante será elegido entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

f) Un representante de las universidades de la región acreditadas por cuatro años o más. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de las universidades estatales y de facultades de educación.

g) Un representante de los centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados, con sede principal en la región. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica acreditados y sin fines de lucro, de la región respectiva.

h) Un representante del gobierno regional.

i) Un representante de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos, elegido por sus pares.

2. En aquellos Servicios Locales cuyo ámbito de competencia sea de cuatro o más comunas, el Consejo Local estará compuesto por:

a) Los alcaldes que representen a las comunas que formen parte del territorio de competencia del Servicio Local.

b) Representantes de los centros de estudiantes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

c) Representantes de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

d) Representantes de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

e) Representantes de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

f) Un representante de las universidades de la región acreditadas por cuatro años o más. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de las universidades estatales y de facultades de educación.

g) Un representante de los centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados, con sede principal en la región. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica acreditados y sin fines de lucro, de la región respectiva.

h) Un representante del gobierno regional.

i) Un representante de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos, elegido por sus pares.

Para efectos de lo establecido en este número, los cargos señalados en las letras b), c), d) y e) serán provistos en igual cantidad, y de acuerdo a lo establecido en el reglamento señalado en el artículo 39. Con todo, en ningún caso la suma total de representantes establecidos en estas cuatro letras podrá ser inferior a la totalidad de los alcaldes en ejercicio en el ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local, ni podrá ser superior a dieciséis representantes.

En el proceso de elección de los representantes señalados en las letras b), c), d), e), f), g), h) e i) de los números 1 y 2 del presente artículo, deberá también elegirse para cada cargo al menos un representante suplente.

La participación del o los alcaldes en el Consejo Local será obligatoria. Con todo, en la primera sesión anual del Consejo, el o los alcaldes podrán designar un representante que asista en su reemplazo a las sesiones del Consejo que se realicen durante el año.
Sobre el referido precepto recayó la indicación número 91), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 44.- Integración. Los Consejos Locales se integrarán de la siguiente forma:

a) Dos representantes de los centros de estudiantes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

b) Dos representantes de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

c) Dos representantes de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

d) Dos representantes de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

e) Un representante de las universidades con sede principal en la región, acreditadas por cuatro años o más. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de las facultades de educación.

f) Un representante de los centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica estatales, de la región respectiva.

g) Dos representantes de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos, elegidos por sus pares.

Los cargos señalados en las letras a), b), c) y d) serán provistos de acuerdo a lo señalado en el reglamento.”.

- Sometida a votación la indicación, resultó aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso primero

Número 1

Como se ha transcrito precedentemente, regula, por medio de nueve literales, la integración del Consejo Local de aquellos servicios locales de educación cuyo ámbito de competencia comprenda hasta tres comunas.

- - -

Respecto al numeral indicado, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana presentaron la indicación número 92), para agregar el siguiente literal:

“…) El Director Regional del Servicio de Discapacidad respectivo o un representante designado por este mismo, en los casos en que el Director se vea imposibilitado de concurrir.”.

- La indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

Número 2

Establece, por medio de nueve literales, la integración del Consejo Local de aquellos servicios locales de educación cuyo ámbito de competencia comprenda cuatro o más comunas.

- -  -

Sobre el particular, se formuló la indicación número 93), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente literal:

“…) El Director Regional del Servicio de Discapacidad respectivo o un representante designado por este mismo, en los casos en que el Director se vea imposibilitado de concurrir.”.

- Al igual que la indicación anterior, ésta fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

A continuación los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana propusieron, por medio de la indicación número 94), un inciso final del siguiente tenor:

“Así también, la participación del Director Regional del Servicio Nacional de Discapacidad será obligatoria. Con todo, en la primera sesión anual del Consejo, el Director deberá designar un representante que asista en su reemplazo cuando éste se vea imposibilitado para concurrir a las reuniones del Consejo. La inasistencia del Director deberá ser fundada y redactada por escrito. Con todo, el Director no podrá excusarse de asistir a más de un 30% de las reuniones que se efectúen durante todo el año.”.

- Del mismo modo que las anteriores, la indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

ARTÍCULO 32

Precisa la duración en el cargo de cada uno de los integrantes de los Consejos Locales.

Incisos primero y segundo

El inciso primero señala que los alcaldes que integren los referidos consejos durarán en el cargo por la totalidad de su periodo alcaldicio.

El inciso tercero, por su parte, indica que los consejeros señalados en las letras b) y c), de los números 1 y 2 del artículo precedente, esto es, los representantes de los centros de estudiantes y los representantes de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales dependientes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local, durarán dos años en sus cargos.

Con relación a los incisos mencionados, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 95), para reemplazarlos por el siguiente:

“Artículo 45.- Duración en los cargos. Los consejeros señalados en el artículo precedente, durarán en sus cargos el período de dos años.”.


Cabe hacer presente que esta indicación guarda relación con la nueva integración de este Consejos, según lo prevé la indicación 91), aprobada precedentemente. Lo anterior, se extiende para las propuestas signadas con los números 96) a 98), que se transcriben a continuación.

- La indicación fue aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso tercero

Hace presente que los consejeros previstos en las letras d), e), f), g), e i) de los números 1 y 2 del artículo precedente durarán dos años en sus cargos.

Sobre él recayó la indicación número 96, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimirlo.

- Puesta en votación la indicación, se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso cuarto

Puntualiza que los consejeros señalados en la letra h) de los números 1 y 2 del artículo precedente durarán dos años en sus cargos, prorrogables por igual periodo.

Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 97), para eliminarlo.

-Sometida a votación la indicación, se registraron dos votos favorables, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Inciso quinto

Prescribe que en el caso de los consejeros señalados en las letras b), c), d) y e) de los números 1 y 2 del artículo precedente, la cesación en el cargo de miembro del consejo escolar producirá la cesación automática en el cargo de consejero del Consejo Local, debiendo la institución implicada reemplazarlo en un plazo no mayor a treinta días. Agrega que durante dicho período, la representación de la institución será asumida por el representante suplente al que se refiere el artículo anterior.
En relación con el inciso indicado, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló dos indicaciones:

- La indicación número 98), para reemplazar la locución “b), c), d) y e) de los número 1 y 2”, por: “a), b), c) y d)”.

- La indicación fue aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

-La indicación número 99), para sustituir el texto que señala “debiendo la institución implicada reemplazarlo en un plazo no mayor a treinta días. Durante dicho período, la representación de la institución será asumida por el representante suplente al que se refiere el artículo anterior”, por: “debiendo ser reemplazado en un plazo no superior a treinta días”.

- Puesta en votación la indicación, se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

ARTÍCULO 33

Establece las atribuciones que corresponderán al Consejo Local.

Letra a)

Considera como atribución del Consejo Local la de representar los intereses de la comunidad educativa y de la comunidad local ante el servicio local de educación respectivo.

Al respecto, se propuso la indicación número 100, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimir la frase “y la comunidad local”.

-Sometida a votación la indicación, se registraron dos votos favorables, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Letra b)

Contempla como atribución del Consejo Local la de comunicar al Director Ejecutivo cualquier asunto que afecte a la comunidad educativa o a la calidad de la prestación del servicio educacional en uno o más de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local.

Sobre ella recayó la indicación número 101, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar luego de la frase “Comunicar al Director Ejecutivo”, las palabras “y al Comité Directivo Local”.

-La indicación fue aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Letra c)

Establece como atribución del Consejo Local la de emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración.

En cuanto a esta letra se presentó la indicación número 102, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para incorporar luego de las palabras “el Director Ejecutivo”, la expresión “o el Comité Directivo Local”.

-Puesta en votación la indicación, se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Letra d)

Incorpora como atribución del aludido consejo la de proponer al Director Ejecutivo iniciativas de mejora en la gestión para el Servicio Local y sus establecimientos, en especial, aquellas que impliquen una apropiada relación con la comunidad local, las organizaciones locales y las municipalidades, en coherencia con la disponibilidad presupuestaria.

En relación esta letra, Su Excelencia la Presidenta de la República sugirió, por medio de la indicación número 103, reemplazarla por la siguiente:

“d) Asesorar al Director Ejecutivo en la definición y ejecución de acciones referidas a la constitución y desarrollo de comunidades de aprendizaje que fortalezcan la enseñanza y aprendizaje, la convivencia escolar, formación ciudadana e inclusión, entre otras.”.

-Sometida a votación la indicación, se registraron dos votos favorables, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Letra e)

Contempla dentro de las atribuciones del consejo mencionado el proponer al Director de Educación Pública elementos relativos al perfil profesional, además de las competencias y aptitudes que deben reunir los candidatos o candidatas al cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14.

Respecto de ella se presentó la indicación número 104, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir la expresión “al Director de Educación Pública” por “al Comité Directivo Local”.

-La indicación fue aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Letra f)

Considera como atribución del Consejo Local el elaborar el informe con una propuesta de prioridades para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 22.

En cuanto a esta letra, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 105, para reemplazar la frase “Elaborar el informe con una propuesta de prioridades” por “Proponer prioridades al Comité Directivo Local”.

-Puesta en votación la indicación, se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

o o o o o

Seguidamente, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, por medio de la indicación número 106, incorporar después de la letra f) la siguiente, nueva:

“…) Emitir opinión respecto de la propuesta de Estrategia Nacional de Educación Pública.”.

-Sometida a votación la indicación, se registraron dos votos favorables, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

o o o o o

Letra g)

Menciona como atribución del Consejo Local la de proponer las modificaciones que considere pertinentes respecto del Plan Estratégico Local y Plan Anual del Servicio Local.

Sobre ella recayó la indicación número 107, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimir la locución “y Plan Anual del Servicio Local”.

-La indicación fue aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

o o o o o

Posteriormente, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, a través de la indicación número 108, consultar a continuación, como letra i), la siguiente, nueva:

“…) Proponer al Comité Directivo Local las modificaciones al Plan Anual que estime convenientes, de forma justificada, con el objeto de resguardar su concordancia con el Plan Estratégico Local.”.

-Puesta en votación la indicación, se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

o o o o o

Letra j)

Enumera dentro de las atribuciones del Consejo la de requerir la fiscalización de la Superintendencia de Educación ante situaciones que pudieran importar incumplimiento de la normativa educacional.

Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 109, para eliminarla.

-Sometida a votación la indicación, se registraron dos votos favorables, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Letra k)

Contempla como atribución del Consejo el solicitar fundadamente al Director de Educación Pública la realización del procedimiento descrito en el inciso tercero del artículo 17. Para ello requerirá el voto conforme de dos tercios de sus integrantes en ejercicio. Esta atribución sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario.

Respecto de esta letra se formuló la indicación número 110, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminarla.

-La indicación fue aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

Letra l)

Considera dentro de las atribuciones del Consejo el vincularse con la comunidad local y fomentar el rol de los Consejos Escolares como eje articulador entre ésta y el establecimiento educacional.

Sobre el particular, Su Excelencia la Presidenta de la República sugirió, por medio de la indicación número 111, reemplazar la frase “fomentar el rol de los Consejos Escolares como eje articulador entre ésta y el establecimiento educacional”, por “proponer al Director Ejecutivo estrategias de articulación y trabajo educativo que la incluya”.

-Puesta en votación la indicación, se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

o o o o o

En seguida, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, a través de la indicación número 112, consultar a continuación, como letra l), la siguiente, nueva:

“…) Colaborar con el Director Ejecutivo en la conformación de redes y comunidades de aprendizaje entre establecimientos educacionales y otros actores de las comunidades educativas y locales.”.

-Sometida a votación la indicación, fue aprobada por mayoría de votos con modificaciones, a fin de considerarla como letra m). Se registraron dos votos favorables, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

o o o o o

Asimismo, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 113, para incorporar la siguiente nueva letra n):

“…) Fomentar la participación de las comunidades educativas y el rol de los consejos escolares, los centros de padres y apoderados y de los centros de estudiantes.”.

-La indicación fue aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

o o o o o

ARTÍCULO 34

Regula la responsabilidad de los integrantes del Consejo. Sobre el particular, dispone que para todos los efectos legales, los integrantes del Consejo ejercerán función pública y estarán sujetos a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

ARTÍCULO 35

Consagra la participación ad honorem de los integrantes del Consejo Local. En efecto, indica que ellos no percibirán remuneración o dieta de especie alguna por su participación en el mismo. Puntualiza que, sin perjuicio de lo anterior, el Servicio Local dispondrá de los recursos necesarios para el adecuado funcionamiento del Consejo Local, de conformidad a la disponibilidad presupuestaria, incluyendo aquellos necesarios para la asistencia de sus miembros y de una sala o espacio adecuado para la realización de sus sesiones.

Sobre él recayó la indicación número 114), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para sustituir la expresión “y de” por una coma (,) e intercalar entre el vocablo “sesiones” y el punto final (.) la siguiente frase: “y un sitio electrónico que permita la difusión de las mismas”.

-La indicación fue retirada.

ARTÍCULO 36

Esta disposición, compuesta de dos incisos, establece las causales de cesación aplicables a los consejeros del Consejo Local 

El inciso primero señala, entre sus letras a) a e), las causales por las cuales dichos consejeros cesarán en sus cargos. Ellas son las que siguen:

a) Expiración del periodo para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b) Renuncia voluntaria.

c) Condena a pena aflictiva.

d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 35 de la presente ley.

e) Inasistencia injustificada a más de dos sesiones dentro de un mismo año calendario.

El inciso segundo, por su lado, agrega que la vacante generada como consecuencia de la cesación del cargo será integrada por el respectivo consejero suplente.

o o o o o

Sobre el inciso primero recayó la indicación número 115), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente literal:

“…) Cuando sea condenado por el delito de maltrato habitual, según la Ley N° 20.066.”.

Sobre el particular, la señora Ministra de Educación propuso sustituir la redacción de la indicación en estudio por la que sigue:

“Reemplazar la letra c) del artículo 36 por la que se señala:

“c) Condena por crimen o simple delito.”.”.

-La indicación fue aprobada con la modificación recientemente consignada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

o o o o o

Sobre el mismo inciso recayó también la indicación número 116), también de autoría de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para incorporar el siguiente literal:

“…) Cuando sea sancionado en los términos de la Ley N° 20.609.”.

-La indicación fue aprobada con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 115, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio

o o o o o

ARTÍCULO 37

Reglamenta el funcionamiento del Consejo Local. Al respecto, dispone que el Consejo Local elegirá de entre sus miembros a su Presidente por mayoría simple y se reunirá a lo menos seis veces al año. Agrega que podrá autoconvocarse cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes.

Precisa que a las sesiones del Consejo Local asistirá el Director Ejecutivo, quien participará en ellas sólo con derecho a voz.

Asimismo, establece que el quórum para sesionar será la mayoría de sus miembros y que el quórum para adoptar acuerdos será la mayoría de los asistentes a la sesión respectiva, salvo aquellos casos en que la ley establece un quórum diferente.

Prescribe que en caso de existir empate en las votaciones, corresponderá al Presidente del Consejo Local emitir el voto dirimente.

Por último, señala que un funcionario designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de Secretario Ejecutivo. Para tal efecto, actuará como ministro de fe y registrará las sesiones.

ARTÍCULO 38

El tenor literal de este precepto es el que sigue:

Artículo 38.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Consejo Local serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida.

El Secretario Ejecutivo será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.

En relación con el inciso segundo, los Honorables Senadores Navarro y Quintana formularon la indicación número 117), para reemplazar la primera oración por la siguiente: “El Secretario Ejecutivo será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, y los videos de las sesiones de modo destacado en el sitio electrónico del Servicio Local.”.

-La indicación fue retirada por el Senador Quintana.

ARTÍCULO 39

Dispone que un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en este párrafo.

TÍTULO IV

De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública.

o o o o o

Respecto al título señalado, el Honorable Senador señor Montes presentó la indicación número 118), para considerar a continuación de su denominación el siguiente epígrafe:

“Párrafo 1º

Organización, características y definiciones generales de los establecimientos de educación pública.”.

o o o o o

Por su parte, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, por medio de la indicación número 119), agregar en el Título IV, un nuevo párrafo primero del siguiente tenor:

“Párrafo 1º

Disposiciones generales”.


En relación con ambas indicaciones, estos es, las números 118) y 119) la Comisión consideró preferible no introducir párrafos en este título, por lo que rechazó ambas proposiciones.


-De conformidad a lo señalado precedentemente, las indicaciones números 118) y 119) fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 40

Regula, a través de cinco incisos, los establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales de educación. Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo 40.- De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, en virtud de la cual se orienta la acción de sus integrantes, de conformidad a las funciones y atribuciones que esta ley les confiere.

El objeto de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales es contribuir a la formación de sus estudiantes y propender a asegurar el logro de aprendizajes en las distintas etapas de la vida de las personas, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de conformidad a lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.

Los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán conformados por una comunidad educativa integrada en la forma prescrita por el artículo 9 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación. Su propósito compartido se expresa en el Proyecto Educativo Institucional.

Los establecimientos educacionales formarán parte de una red local que, a través del trabajo coordinado, la colaboración y el intercambio de prácticas, favorecerá el desarrollo de las comunidades educativas, mejorando continuamente el proceso educativo.

Al Sistema le corresponderá de modo preferencial el fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de los establecimientos educacionales, de sus comunidades educativas y sus proyectos educativos.”.

La señora Ministra de Educación recordó que el Título IV de la iniciativa de ley, referida a los establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales de educación pública, es el corazón de la misma. 

Precisado lo anterior, aseguró que durante el nuevo plazo para presentar indicaciones que solicitará la Comisión de Educación y Cultura a la Sala del Senado, Su Excelencia la Presidenta de la República presentará una indicación para sustituir el precepto en estudio. Aseveró que la aludida indicación recogería el contenido de las indicaciones números 120, 121, 122, 125, 128, 129, 130 y 133, recaídas en la norma mencionada, así como también el aporte de los expertos sobre el particular.

Remarcó que las atribuciones dadas a los establecimientos educacionales serán mayores a las que tienen hoy. Además, recalcó, los servicios locales de educación podrán delegar parte de sus funciones en aquellos directores que logren una mejor gestión de sus colegios.

Por otro lado, adelantó que un aspecto muy importante del sistema de educación pública propuesto por Su Excelencia la Presidenta de la República es que los establecimientos educacionales formarán parte de la red de cada servicio local.

Dando a conocer la redacción de aquella, acotó que ella será la que sigue:

“Sustituir el artículo 40 por el que se señala:

“Artículo 40.- De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, en virtud de la cual se orienta la acción de sus integrantes, de conformidad a lo dispuesto en la ley. Estarán conformados por su respectiva comunidad educativa, cuyo propósito compartido se expresa en el proyecto educativo institucional. Los establecimientos educacionales formarán parte de la red de cada Servicio Local.

El objeto de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales es proveer educación de calidad, que contribuya a la formación integral y a los aprendizajes de sus estudiantes en las distintas etapas de su vida, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, social, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de acuerdo a los principios del sistema educativo chileno, definidos en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, y a los objetivos y principios del Sistema de Educación Pública, definidos en la presente ley. Para el cumplimiento de su objeto, contarán con autonomía, de conformidad a lo establecido en la normativa vigente.

Al Sistema de Educación Pública le corresponderá de modo preferencial el fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de los establecimientos educacionales, de sus comunidades educativas y sus proyectos educativos. En especial, le corresponderá fomentar, a través de los directores y equipos directivos de estos establecimientos, el trabajo profesional colaborativo entre los docentes, orientado a la mejora permanente de los procesos educativos y a la generación de competencias profesionales para proveer aprendizajes de calidad, de conformidad a lo establecido en la presente ley. Los Servicios Locales deberán contribuir a esta tarea, apoyando los procesos pedagógicos y la gestión administrativa de los establecimientos educacionales de su dependencia.”.”.

En relación con el inciso primero de la norma propuesta, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consideró que debía eliminarse la frase “, en virtud de la cual se orienta la acción de sus integrantes, de conformidad a lo dispuesto en la ley”.

Centrando su atención en la oración final del inciso segundo del artículo sugerido, valoró que se consignara la autonomía de los establecimientos educacionales.

Deteniéndose en el inciso tercero, en tanto, hizo presente que no existe un estatuto para los equipos directivos y que, con ocasión del estudio de proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente, el Ejecutivo comprometió una iniciativa de ley sobre el particular.

Respecto al último comentario vertido por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, la señora Ministra de Educación anunció que durante el segundo semestre del año en curso, Su Excelencia la Presidenta de la República presentaría el proyecto aludido. Relató que dos consorcios de universidades están abocados al estudio del mismo, a fin de capacitar adecuadamente a los equipos directivos y asegurar que tengan una carrera.

Discrepando de la petición realizada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto al inciso primero de la disposición sugerida, la Honorable Senadora señora Von Baer estimó que si bien la redacción no era la adecuada, el sentido de la frase aludida era el correcto. Ahondando en sus planteamientos, remarcó que la norma señala que los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del sistema y que, en consecuencia, éste debe orientarse en torno a esa unidad. 

En el mismo orden de consideraciones, enfatizó que el sistema debe alinearse en base a esa unidad básica y fundamental. En consecuencia, solicitó perfeccionar la redacción objeto de discrepancia.

Por otro lado, pidió que se explicara el sentido y alcance de la oración final del inciso segundo, que dispone que “Para el cumplimiento de su objeto contarán con autonomía, de conformidad a lo establecido en la normativa vigente.” Precisando su consulta, preguntó si la autonomía aludida era la consagrada en la Ley General de Educación o iba más allá.

Finalmente, respecto a la frase “a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, social, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de acuerdo a los principios del sistema educativo chileno”, contenida en el inciso segundo, notó que la voz “social” no se encuentra contenida en el artículo 2° de la Ley General de Educación. Consultó si la referida incorporación implicaba modificar el mencionado cuerpo normativo o no. Indicó que de ser afirmativa la respuesta, ello supondría un quorum mayor de aprobación.

A su vez, el Honorable Senador señor Montes, centrando su atención en la última observación formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, compartió la necesidad de incluir la expresión “social” y descartó que ello suponga modificar la Ley General de Educación.

Por otro lado, celebró la redacción anunciada por la Secretaria de Estado, mas recalcó que la realidad de los estudiantes no estaba considerada en ella. Afirmó que lo que distingue a los sistemas no son sus objetivos ni la estrategia general sino si se considera o no la especificidad de los alumnos. A la luz de lo anterior, sugirió incorporar, en el inciso segundo, a continuación de la locución “en las distintas etapas de su vida,”, lo que sigue “considerando sus características e intereses específicos,”.

La señora Ministra de Educación alabó la enmienda propuesta por el Honorable Senador señor Montes. Con todo, recalcó que otros artículos del título en estudio consideraban las características de los estudiantes.

Sobre la duda planteada por la Honorable Senadora señora Von Baer, respecto a si la inclusión de la palabra “social” implicaba modificar la Ley General de Educación, erradicó dicha posibilidad.

Aludiendo a la autonomía otorgada a los establecimientos educacionales públicos, aseguró que ella es la prevista en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010.

Por otro lado, sostuvo que se perfeccionaría la redacción de la frase “en virtud de la cual se orienta la acción de sus integrantes, de conformidad a lo dispuesto en la ley” del inciso primero.

Recogiendo las enmiendas sugeridas por los miembros de la instancia, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso la indicación número 120) bis, para sustituir el artículo 40 por el siguiente:

“Artículo ….- De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, y en virtud de esto se orienta la acción de sus integrantes. Estarán conformados por su respectiva comunidad educativa, cuyo propósito compartido se expresa en el proyecto educativo institucional. Los establecimientos educacionales formarán parte de la red de cada Servicio Local.

El objeto de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales es proveer educación de calidad, que contribuya a la formación integral y a los aprendizajes de sus estudiantes en las distintas etapas de su vida, considerando sus necesidades y características, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, social, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de acuerdo a los principios del sistema educativo chileno, definidos en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, y a los objetivos y principios del Sistema de Educación Pública, definidos en la presente ley. Para el cumplimiento de su objeto, contarán con autonomía, de conformidad a lo establecido en la legislación.

Al Sistema de Educación Pública le corresponderá de modo preferencial el fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de los establecimientos educacionales, de sus comunidades educativas y sus proyectos educativos. En especial, le corresponderá fomentar, a través de los directores y equipos directivos de estos establecimientos, el trabajo profesional colaborativo entre los docentes, orientado a la mejora permanente de los procesos educativos y a la generación de competencias profesionales para proveer aprendizajes de calidad, de conformidad a lo establecido en la presente ley. Los Servicios Locales deberán contribuir a esta tarea, apoyando los procesos pedagógicos y la gestión administrativa de los establecimientos educacionales de su dependencia.”.

-Sometida a votación la indicación, resultó aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.
Sobre el artículo 40 se presentó también, con antelación, la indicación número 120), del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, para sustituirlo por el que se señala:

“Artículo 40.- De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales.  Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, en virtud de la cual se orienta la acción de sus integrantes, de conformidad a las funciones y atribuciones que esta ley les confiere. Deberán disponer de la autonomía pedagógica necesaria para desarrollar su acción educativa. Los Servicios Locales deberán contribuir a potenciar las capacidades de los equipos profesionales en cada establecimiento a su cargo, así como facilitar y articular sus procesos  pedagógicos, administrativos y financieros.

El objeto de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales es asegurar una educación de calidad, contribuir a la formación de sus estudiantes y propender a asegurar el logro del aprendizaje de éstos habilitándoles para la vida en las distintas etapas de su desarrollo. Así, deberán potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de conformidad a lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.

Los establecimientos educacionales, a su interior, fomentarán el trabajo profesional colaborativo de los maestros para el logro de aprendizajes de calidad de los estudiantes a su cargo y la buena convivencia de todos los miembros de esas comunidades educativas. Los establecimientos formarán parte de una red local que, a través del trabajo coordinado, la colaboración y el intercambio de prácticas, favorecerá su desarrollo y el mejoramiento continuo del proceso educativo.”.

-La indicación fue retirada por su autor.

Inciso primero

En relación con dicho inciso, el Honorable Senador señor Montes formuló la indicación número 121) para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 40.- De los jardines infantiles, escuelas y liceos. Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del sistema, hacia cuyo desarrollo y fortalecimiento se orienta la acción de sus integrantes, de conformidad a las funciones y atribuciones que esta ley les confiere.”.

-La indicación fue retirada por su autor.
Inciso segundo

Sobre el inciso segundo, en tanto, recayeron seis indicaciones, que son las siguientes:

La indicación número 122), del Honorable Senador señor Montes, para agregar la palabra “integral” después del vocablo “formación”.

-La indicación fue retirada por su autor.
La indicación número 123), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para sustituir la palabra “espiritual” por “emocional”.

-La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

La indicación número 124), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para sustituir la palabra “espiritual” por “laicista”.

-La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

La indicación número 125), del Honorable Senador señor Montes, para agregar a continuación de la expresión “espiritual,” la expresión “social,”.

- La indicación fue retirada.

La indicación número 126), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para sustituir la palabra “ético” por “social”.

-La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

La indicación número 127), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para sustituir la palabra “moral” por “altruista”.

- La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Inciso tercero

Respecto al inciso tercero, el Honorable Senador señor Montes presentó la indicación número 128), para sustituir el texto que señala: “. Su propósito compartido se expresa en el Proyecto Educativo Institucional.” por: “, cuyo propósito compartido es llevar adelante el Proyecto Educativo Institucional.”.

- La indicación fue retirada por su autor.

Inciso cuarto

Al respecto, el Honorable Senador señor Montes propuso, por medio de la indicación número 129),  suprimirlo.

- La indicación fue retirada por su autor.

Inciso quinto

Por medio de la indicación número 130), el Honorable Senador señor Montes sugirió eliminarlo.

- La indicación fue retirada por su autor.

- - -

Seguidamente, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana formularon la indicación número 131), para incorporar un inciso nuevo que dispone que el Sistema deberá fomentar en los estudiantes el respeto y una valoración positiva de la diversidad sexual, social y cultural del país, tanto en un contexto de migración y globalización, así como a nivel local, regional y nacional.

- La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

- - - 

Asimismo, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana presentaron la indicación número 132), para introducir otro inciso nuevo que establece que el Sistema deberá promover estilos de vida y hábitos que se relacionen con la protección del medio ambiente y el desarrollo sustentable del país.

-La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

- - -

Adicionalmente, los referidos Senadores propusieron, a través de la indicación número 133), añadir otro inciso nuevo que prescribe que los establecimientos educacionales tendrán como misión dar cumplimiento al objeto y principios del Sistema de Educación Pública consagradas en los artículos 2° y 4° de la presente ley.

- La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

- - -
A continuación, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, sugirieron, por medio de la indicación número 134), incorporar un inciso nuevo, a fin de consignar que el Sistema deberá fomentar situaciones que promuevan y fortalezcan el conocimiento y desarrollo de capacidades de negociación, trabajo de coaliciones, defensoría de posiciones y búsqueda del consenso y compromiso, fomentando la resolución de conflictos de manera no violenta.

- La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

- - - -

Por último, en relación con el artículo 40, en estudio, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana formularon la indicación número 135), para agregar un inciso nuevo que dispone que el Sistema deberá estar orientado y es responsable del cumplimiento del objeto y principios descritos en los artículos 2° y 4° de esta ley.

- La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

- - - -

Seguidamente, la señora Ministra de Educación anunció que durante el nuevo plazo para presentar indicaciones, Su Excelencia la Presidenta de la República formularía una para incorporar como artículo 41, el que sigue:

“Artículo 41.- De los integrantes de la comunidad educativa de los establecimientos educacionales y su participación. Las comunidades educativas que conforman los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán integradas por estudiantes, padres, madres y apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y equipos docentes directivos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010. El órgano que reúne a los integrantes de la comunidad educativa es el Consejo Escolar, de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.979.

Los estudiantes podrán organizarse en Centros de Alumnos o de Estudiantes. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia, además de establecer instancias de participación en cuestiones de su interés, en el marco del proyecto educativo institucional y de la normativa vigente.

Los padres, madres y apoderados podrán constituir Centros de Padres, Madres y Apoderados, los que colaborarán con los propósitos educativos del establecimiento y estimularán el desarrollo y mejora del conjunto de la comunidad educativa, de conformidad a la normativa vigente.

Los profesionales de la educación ejercen la función docente, técnico pedagógica y docente directiva, cumpliendo un rol fundamental en la formación integral de los estudiantes y en el proceso educativo que se desarrolla en los establecimientos educacionales, de conformidad a la normativa vigente. En los establecimientos educacionales habrá Consejos de Profesores, los que estarán integrados por personal docente directivo, técnico-pedagógico y docente. Tendrán el carácter de organismos técnicos en los que se expresará la opinión profesional de sus integrantes.

Los asistentes de la educación desarrollan labores de apoyo a la función docente, favoreciendo el proceso de enseñanza y aprendizaje de los estudiantes y permitiendo la correcta prestación del servicio educacional, las que pueden ser de carácter profesional distinto a la docencia y técnicas, de administración de la educación, auxiliar y de servicios, de conformidad a la normativa vigente.

Los directores de los establecimientos educacionales serán los encargados de la dirección, administración, supervisión, y coordinación de la educación, en los términos contemplados en la normativa vigente.

La función de los equipos directivos es aquella de carácter profesional que apoya las funciones de los directores de los establecimientos, en especial, en lo referido a la organización escolar, el clima de convivencia y el fomento de la colaboración profesional para el logro del aprendizaje de los estudiantes. Se incluyen en esta función la Subdirección, Jefatura Técnica, Inspectoría General y otras de similar naturaleza.

Tanto los Servicios Locales como los directores de establecimientos deberán promover la participación de la comunidad educativa, especialmente a través de los Centros de Alumnos; Centros de Padres, Madres y Apoderados y de los Consejos Escolares. Los integrantes de la comunidad educativa organizará instancias de participación y reflexión, cuando sea pertinente y de conformidad a la normativa vigente.”.

Adentrándose en el análisis del artículo anunciado, el Honorable Senador señor Allamand solicitó eliminar, las seis veces que aparece, la expresión “normativa vigente”.

Deteniéndose en el inciso referido a los Centros de Alumnos, valoró que el precepto sugerido los denominara también Centros de Estudiantes, recogiendo así la designación que se les ha dado en algunos establecimientos educacionales.

En relación con los padres, madres y apoderados, notó que el inciso tercero asigna a estos integrantes de la comunidad educativa la labor de mejorar el conjunto de dicha comunidad, función que no se encomienda a los demás miembros de aquella. Al respecto, pidió que se precisara de qué manera ellos podrían perfeccionarla. 

Siguiendo con el desarrollo del punto anterior, advirtió que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso indicado, los padres, madres y apoderados podrían considerar conveniente mejorar la calidad de los profesores contratados en los colegios. A la luz de lo anterior, estimó excesiva la atribución conferida y solicitó corregirla.

A continuación, pidió que se explicaran cada una de las funciones encomendadas a los directores de los colegios en el inciso sexto.

Por último, respecto al inciso referido a los equipos directivos, remarcó que la descripción efectuada en el inciso séptimo no considera la labor de enseñanza.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer lamentó que la norma propuesta no diera realce al rol de liderazgo que corresponde a los directores de establecimientos educacionales.

Centrando su atención en los Centros de Padres, Madres y Apoderados, criticó que el inciso tercero no impusiera a los colegios la labor de promover su constitución, funcionamiento e independencia, tal como lo hace el inciso anterior respecto de los Centros de Alumnos o de Estudiantes. 

Finalmente, con relación a los Centros de Alumnos o de Estudiantes, hizo presente que en muchos establecimientos, para la creación de dichos centros, se considera la figura del profesor guía o asesor. Al respecto, consultó si ella colisionaría con la independencia atribuida a aquellos.

El Honorable Senador señor Montes, en tanto, resaltó que el objeto de la disposición propuesta es reconocer a los miembros de la comunidad educativa que existen en los establecimientos e integrar su realidad.

Precisado lo anterior, alabó que se reconociera el aporte de los Consejos de Profesores, instancia que, aseguró, se ha debilitado por el peso que ejercen los directores de los establecimientos.

Celebró también que el precepto considerara a los equipos directivos, los que, recordó, no estaban considerados en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados ni en las indicaciones formuladas al proyecto por Su Excelencia la Presidenta de la República durante su tramitación en esta rama del Congreso Nacional. A mayor abundamiento, llamó a apreciar la importante labor de aquellos.

Seguidamente, manifestó su preocupación respecto a la administración de los colegios y, en consecuencia, pidió incluirla, de manera que el director y el equipo directivo puedan centrar su labor en las acciones pedagógicas.

Por último, deteniéndose en el inciso final, concordó con la idea que los integrantes de la comunidad educativa contaran con instancias de participación y de reflexión, mas estimó indispensable que se incluyera en la redacción al menos una jornada anual para ello, de manera de asegurar la integración y la participación efectiva del Consejo Escolar en las distintos asuntos que afectan al colegio.

La Honorable Senadora señora Von Baer compartió la última demanda formulada por el legislador que le antecedió en el uso de la palabra, pues advirtió que de no incorporarse la obligación, existiría el riesgo que la instancia de participación y de reflexión no se lleve a cabo. Sin embargo, agregó que en la oportunidad mencionada, debía estar presente también el Director Ejecutivo del respectivo servicio local de educación o su representante. Añadió que dicha fecha debía aprovecharse para que el director del colegio rindiera cuenta de su gestión.

Ahondando en su solicitud, demandó que el director del establecimiento educacional fuera el encargado de convocar a la jornada anual.

La señora Ministra de Educación, respondiendo las observaciones y críticas realizadas por los parlamentarios presentes en la sesión, accedió a la demanda del Honorable Senador señor Allamand, en orden a eliminar de la redacción la expresión “normativa vigente”, las seis veces que aparece. No obstante, remarcó la importancia de respetarla en cada caso.

Asimismo, manifestó su compromiso respecto a perfeccionar la función encomendada a los Centros de Padres, Madres y Apoderados, poniendo fin a la inquietud del Honorable Senador señor Allamand.

Por otro lado, aseguró que el Ejecutivo afinaría la redacción del inciso referido a los directores de los establecimientos educacionales, de manera de dejar claramente establecido que ellos tendrán la misión de liderar el proyecto educativo. Con todo, llamó a tener en consideración que el artículo que contempla las funciones y atribuciones especiales de los directores de los establecimientos dependientes de los servicios locales de educación señala, en su inciso primero, que la función principal del director de un colegio es dirigir y liderar el proyecto educativo institucional y los procesos de mejora educativa.

Respecto a los comentarios vertidos por el Honorable Senador señor Montes, indicó que los miembros mencionados y su organización son instancias de participación que existen en los establecimientos y que el considerarlos en el proyecto sólo implica reconocerlos como integrantes de la comunidad educativa, resaltar su labor y asegurar su integración y participación en instancia de reflexión, especialmente para analizar el plan de mejoramiento educativo.

En sintonía con el punto anterior, enfatizó que el plan aludido debe ser un instrumento vivo y en el que haya participación de los integrantes de la comunidad educativa. 

En el mismo orden de ideas, recogió la solicitud del Honorable Senador señor Montes, respecto a incorporar una jornada anual para la reflexión de los integrantes de la comunidad educativa. 

Sobre la demanda de la Honorable Senadora señora Von Baer, referida a que en dicha oportunidad el director del establecimiento rindiera cuenta de su gestión, recalcó que la letra l) del artículo 42, relativo a las funciones y atribuciones especiales de los directores de colegios públicos, la considera. Añadió que a lo anterior se suma lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 47, el que establece que “cada establecimiento educacional realizará una vez al año una jornada de evaluación del plan de mejoramiento educativo, en la que participará la comunidad educativa respectiva.”.

Siguiendo con el desarrollo de su exposición, insistió en que el Ejecutivo perfeccionaría la redacción del artículo propuesto, recogiendo las enmiendas sugeridas a lo largo de este debate. Acotó que, en consecuencia, el artículo a presentar durante el nuevo plazo para presentar indicaciones sería el que sigue:

“Artículo 41.- De los integrantes de la comunidad educativa de los establecimientos educacionales y su participación. Las comunidades educativas que conforman los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán integradas por estudiantes, padres, madres y apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y equipos docentes directivos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010. El órgano que reúne a los integrantes de la comunidad educativa es el Consejo Escolar, de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.979.

Los estudiantes podrán organizarse en Centros de Alumnos o de Estudiantes. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia, además de establecer instancias de participación en cuestiones de su interés, en el marco del proyecto educativo institucional.

Los padres, madres y apoderados podrán constituir Centros de Padres, Madres y Apoderados, los que colaborarán con los propósitos educativos del establecimiento y apoyarán el desarrollo y mejora de sus procesos educativos. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia.

Los profesionales de la educación ejercen la función docente, técnico pedagógica y docente directiva, cumpliendo un rol fundamental en la formación integral de los estudiantes y en el proceso educativo que se desarrolla en los establecimientos educacionales. En los establecimientos educacionales habrá Consejos de Profesores, los que estarán integrados por personal docente directivo, técnico-pedagógico y docente. Tendrán el carácter de organismos técnicos en los que se expresará la opinión profesional de sus integrantes.

Los asistentes de la educación desarrollan labores de apoyo a la función docente, favoreciendo el proceso de enseñanza y aprendizaje de los estudiantes y permitiendo la correcta prestación del servicio educacional, las que pueden ser de carácter profesional distinto a la docencia y técnicas, de administración de la educación, auxiliar y de servicios.

Los directores de los establecimientos educacionales serán los encargados de liderar el proyecto educativo institucional y de la dirección, administración, supervisión y coordinación de la educación, para su mejora continua.

La función de los equipos directivos es aquella de carácter profesional que apoya las funciones de los directores de los establecimientos, en especial, en lo referido a la organización escolar, el clima de convivencia y el fomento de la colaboración profesional para el logro del aprendizaje de los estudiantes. Se incluyen en esta función la Subdirección, Jefatura Técnica, Inspectoría General y otras de similar naturaleza.

Tanto los Servicios Locales como los directores de establecimientos deberán promover la participación de la comunidad educativa, especialmente a través de los Centros de Alumnos; Centros de Padres, Madres y Apoderados y de los Consejos Escolares.

Cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública realizará, una vez al año, una jornada de evaluación del Plan de Mejoramiento Educativo y del Reglamento Interno, convocada por su director, en la que participará la comunidad educativa y un representante del Servicio Local respectivo.

Los integrantes de la comunidad educativa organizarán instancias de participación y reflexión, cuando sea pertinente.”.

Como consecuencia del compromiso anterior, durante el nuevo plazo abierto para presentar indicaciones, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 176 bis, para intercalar, a continuación del artículo referido a los establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales, el que sigue:

“Artículo …...- De los integrantes de la comunidad educativa de los establecimientos educacionales y su participación. Las comunidades educativas que conforman los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán integradas por estudiantes, padres, madres y apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y equipos docentes directivos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010. El órgano que reúne a los integrantes de la comunidad educativa es el Consejo Escolar, de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.979.

Los estudiantes podrán organizarse en Centros de Alumnos o de Estudiantes. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia, además de establecer instancias de participación en cuestiones de su interés, en el marco del proyecto educativo institucional.

Los padres, madres y apoderados podrán constituir Centros de Padres, Madres y Apoderados, los que colaborarán con los propósitos educativos del establecimiento y apoyarán el desarrollo y mejora de sus procesos educativos. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia.

Los profesionales de la educación ejercen la función docente, técnico pedagógica y docente directiva, cumpliendo un rol fundamental en la formación integral de los estudiantes y en el proceso educativo que se desarrolla en los establecimientos educacionales. En los establecimientos educacionales habrá Consejos de Profesores, los que estarán integrados por personal docente directivo, técnico-pedagógico y docente. Tendrán el carácter de organismos técnicos en los que se expresará la opinión profesional de sus integrantes.

Los asistentes de la educación desarrollan labores de apoyo a la función docente, favoreciendo el proceso de enseñanza y aprendizaje de los estudiantes y permitiendo la correcta prestación del servicio educacional, las que pueden ser de carácter profesional distinto a la docencia y técnicas, de administración de la educación, auxiliar y de servicios.

Los directores de los establecimientos educacionales serán los encargados de liderar el proyecto educativo institucional y de la dirección, administración, supervisión y coordinación de la educación, para su mejora continua.

La función de los equipos directivos es aquella de carácter profesional que apoya las funciones de los directores de los establecimientos, en especial, en lo referido a la organización escolar, el clima de convivencia y el fomento de la colaboración profesional para el logro del aprendizaje de los estudiantes. Se incluyen en esta función la Subdirección, Jefatura Técnica, Inspectoría General y otras de similar naturaleza.

Tanto los Servicios Locales como los directores de establecimientos deberán promover la participación de la comunidad educativa, especialmente a través de los Centros de Alumnos; Centros de Padres, Madres y Apoderados y de los Consejos Escolares.

Cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública realizará, una vez al año, una jornada de evaluación del Plan de Mejoramiento Educativo y del Reglamento Interno, convocada por su director, en la que participará la comunidad educativa respectiva y un representante del Servicio Local respectivo.

Los integrantes de la comunidad educativa organizarán instancias de participación y reflexión, cuando sea pertinente.”.

- Sometida a votación la indicación, contó con el respaldo de la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

ARTÍCULO 41

Regula las responsabilidades del servicio local de educación respecto a los establecimientos educacionales de su dependencia. Sobre el particular, señala que a los servicios locales de educación les corresponderá, especialmente, respecto de ellos , lo siguiente:

1. Velar por que cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia cuente con un equipo directivo y docente en permanente desarrollo profesional y que participe en un trabajo colaborativo constante. La dotación deberá ser suficiente para cumplir con los objetivos señalados en los números 2, 3, 4 y 5 de este mismo artículo, de conformidad con lo establecido en la letra b) del artículo 27.

2. Proveer una oferta curricular acorde a las definiciones del currículum nacional y los principios establecidos en el artículo 4. La oferta deberá ser pertinente al contexto local y permitirá que los estudiantes tengan oportunidades de aprendizaje y desarrollo en los distintos ámbitos de una formación integral, cautelando la existencia, cuando corresponda, de formaciones diferenciadas humanístico científica, técnico profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley.

3. Implementar un sistema de monitoreo y seguimiento del progreso de los aprendizajes de cada uno de los estudiantes, que fomente una cultura orientada al aprendizaje, la autoevaluación y la mejora educativa permanente.

4. Desarrollar iniciativas de apoyo y atención diferenciada a los estudiantes en las actividades curriculares y extracurriculares, tales como yoga, danza, meditación, entre otras, en función de sus necesidades, atendiendo a las diversas capacidades que posean y acorde a la etapa del aprendizaje en que se encuentren, con especial énfasis en los estudiantes con necesidades educativas especiales. Estas iniciativas comprenderán la planificación de estrategias metodológicas diversas, así como propiciar ambientes de aprendizaje que permitan atender estas necesidades.

No se podrá condicionar la incorporación, la asistencia ni la permanencia de los estudiantes a que éstos consuman algún tipo de medicamento. En aquellos casos en que exista prescripción médica dada por un especialista y con estricto cumplimiento de los protocolos del Ministerio de Salud, la escuela deberá otorgar todos los apoyos necesarios para asegurar la plena inclusión de los estudiantes.

5. Velar por que los estudiantes tengan acceso a recursos para el aprendizaje, tecnología y bibliotecas que faciliten su formación integral.

6. Fomentar y desarrollar actividades que promuevan el conocimiento histórico y cultural de su localidad, región y de la nación, en conformidad a lo dispuesto en el literal g) del numeral 2) del artículo 29 y en el literal j) del numeral 2) del artículo 30, del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.

7. Fomentar la participación de la comunidad educativa, promoviendo una cultura democrática y un adecuado clima escolar.

8. Velar por la existencia y mantención de una adecuada infraestructura y equipamiento educativo, en el marco de la normativa vigente.

9. Promover la calidad y pertinencia de las especialidades de los establecimientos de educación media técnico profesionales del territorio respectivo, vinculándolas con las necesidades del entorno productivo y social, con el objeto de promover el acceso a oportunidades laborales y a la continuidad de estudios de sus estudiantes. 

10. Velar por el adecuado funcionamiento del Consejo de Profesores y su participación en materias técnico pedagógicas, de conformidad a lo establecido en la normativa vigente.

11. Coordinar y organizar la ejecución de las políticas, planes, programas o prestaciones realizadas por otros órganos de la Administración del Estado respecto del establecimiento educacional de su dependencia o sus estudiantes, sin perjuicio de las competencias específicas de dichos órganos.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, resaltó la importancia de consignar en el proyecto de ley las responsabilidades que recaerán en el servicio local respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia.

La Honorable Senadora señora Von Baer, centrándose en el número 4, criticó la redacción del párrafo primero, por cuanto estimó que debían considerarse otras actividades extra programáticas además de las previstas en él.

En relación con el párrafo segundo del mismo número, sostuvo que si bien ello era un tema de suma importancia, su lugar no era el indicado.

Sobre el particular, la señora Ministra de Educación coincidió en la necesidad de redactar en términos más amplios el párrafo primero del número 4. No obstante, explicó que las actividades mencionadas en él tuvieron su origen en una indicación aprobada en la Cámara de Diputados.

Respecto al tema de la medicación de los alumnos, considerado en el párrafo segundo, compartió también la demanda de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Sobre el precepto indicado recayó la indicación número 136), del Honorable Senador señor Montes, para trasladar el precepto aludido al Título III, referido a los servicios locales de educación pública, insertando el precepto dentro del párrafo primero, sobre organización, funciones y atribuciones. 

- La indicación contó con el respaldo de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio, quedando el precepto como artículo 19.

Número 3

Respecto al número citado, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 137), para agregar una oración final que señala que el sistema de monitoreo y seguimiento de los aprendizajes deberá basarse en los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación.

- Puesta en votación la indicación, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

Asimismo, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 138), para agregar un párrafo segundo en el que se consigne que el servicio local de educación deberá velar por la continuidad de la trayectoria educativa de los estudiantes, desarrollar acciones de retención escolar, así como ofrecer alternativas de reingreso para estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.

- Sometida a votación la indicación, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.
- - -

Por su parte, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana propusieron, a través de la indicación número 139), agregar una nueva obligación al servicio local de educación, consistente en evitar que en los establecimientos educacionales de su competencia exista alguna forma de discriminación por condición socioeconómica, por apariencia o capacidades físicas o intelectuales, por orientación sexual, por procedencia étnica o por identidad religiosa, por creencias o pensamientos.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

Asimismo, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana sugirieron incorporar, por medio de la indicación número 140), un nuevo numeral en el que se disponga que el servicio local de educación deberá promover la formación laica, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y la formación ciudadana de los estudiantes, a fin de fomentar su participación en la sociedad.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

Adicionalmente, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana presentaron la indicación número 141), para agregar otro numeral en el que se establezca la obligación del servicio local de garantizar la infraestructura adecuada para las necesidades especiales de las escuelas interculturales bilingües.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - - 

A continuación, a través de la indicación número 142), los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana propusieron añadir otro numeral en el que se consigna que el servicio local deberá garantizar una gestión y cultura democrática en la escuela, desarrollando la voluntad y la capacidad de participar en la comunidad educativa.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

Por otro lado, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana formularon la indicación número 143), para incorporar un numeral en que se consigne que el servicio local deberá promover el conocimiento, comprensión y compromiso de los estudiantes con los derechos humanos y los derechos de los niños, para que disfruten de sus derechos y los ejerzan, respeten y defiendan los de sus pares.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - - 

En seguida, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana propusieron, a través de la indicación número 144), agregar un numeral en el que se disponga que el servicio local de educación fomentará en los estudiantes el respeto y una valoración positiva de la diversidad sexual, social y cultural del país, tanto en un contexto de migración y globalización, así como a nivel local, regional y nacional.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -
A mayor abundamiento, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana sugirieron, por medio de la indicación número 145), adicionar un numeral nuevo, que considere como obligación del servicio local el fomentar en los estudiantes la protección de los derechos sociales, económicos y culturales de los pueblos indígenas que habitan en el territorio de Chile.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- Sometido a votación el resto del artículo 41, se registraron tres votos positivos, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y dos negativos, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

- - -
En otro orden de consideraciones, el Honorable Senador señor Montes presentó la indicación número 146), para agregar un artículo 41, referido a la administración profesional de los establecimientos educacionales públicos. El tenor literal de la disposición aludida es el siguiente:

“Artículo ….- Administración Profesional. Los establecimientos educacionales públicos contarán con una administración profesional destinada a la gestión de los mismos, procurando que el Director y el equipo directivo concentren su labor en las acciones pedagógicas.

Los establecimientos con una matrícula igual o superior a quinientos alumnos deberán contar con un administrador.

La administración deberá mantener una contabilidad de ingresos y gastos por establecimiento, con reportes periódicos acerca del avance en la ejecución presupuestaria, los que serán puestos en conocimiento del Consejo Escolar.

Asimismo, deberá contarse con una política de recursos humanos a nivel de cada establecimiento que señale los principales requerimientos de dotación y el perfil esperado de cada uno de los integrantes de ésta.”.

El Honorable Senador señor Montes explicó que la iniciativa de ley tiene un vacío en lo que a la administración de los establecimientos respecta. Precisó que ello no se reduce a la contabilidad de los mismos, toda vez que cuestiones tan cotidianas como la rotura de un vidrio o la ausencia de un docente acarrean grandes problemas y demoras a los colegios municipales y distraen a su director de su principal labor, la pedagógica.

En sintonía con lo anterior, consideró necesario que los establecimientos educacionales tuvieran a su disposición un presupuesto determinado para enfrentar inconvenientes como el señalado y una persona abocada a ello.

La Honorable Senadora señora Von Baer coincidió con la preocupación manifestada por el autor de la indicación. Agregó que los colegios privados tomaron conciencia de ello y desligaron a sus directores de la administración de los mismos, permitiéndoles así centrarse en la labor pedagógica. Sentenció que especial importancia adquiere lo anterior en un contexto como el actual, en donde su buscar empoderar al director y posicionarlo como líder del proceso educativo.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió con los planteamientos de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand y pidió a los representantes del Ejecutivo acogerlos.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, recordó que el número 1 del artículo referido a las responsabilidades del servicio local de educación impone a éste un deber que va en la dirección planteada por el Honorable Senador señor Montes.

Precisado lo anterior, indicó que si bien la demanda es legítima, implicaría considerar en la ley muchos detalles de la vida escolar. Añadió que la realidad de los establecimientos educacionales es que cuentan con un promedio de 300 alumnos. 

Adicionalmente, llamó a tener en consideración que muchos municipios han resuelto adecuadamente los problemas de administración.

La señora Ministra de Educación, complementando la intervención anterior, advirtió que bastaría con señalar que el director del servicio local deberá brindar apoyo administrativo a los establecimientos que más lo requieran, sin importar su tamaño.

El Honorable Senador señor Montes resaltó que la propuesta formulada por la señora Ministra de Educación funcionaría adecuadamente en establecimientos pequeños, pero no en los más grandes.

Agregó que su propuesta no significa que exista un administrador por cada colegio, pudiendo uno dedicarse a varios, según la realidad.

El Honorable Senador señor Allamand se sumó a la solicitud del Honorable Senador señor Montes. Asimismo, criticó la solución planteada por la Secretaria de Estado, y justificó su opinión en que ello podría interpretarse como una intervención del servicio local a los establecimientos. Por lo anterior, estimó que el administrador debiera ser parte del equipo directivo de los establecimientos. Con todo, aseguró que no necesariamente todos ellos deberán contar con tal figura, debiendo precisar la ley cuándo procederá.

A mayor abundamiento, puso de manifiesto que el país cuenta con personas que son administradores o ingenieros comerciales y que poseen estudios en gestión pública. Resaltó que ellos podrían hacer un giro muy importante al colegio, además de alcanzar una buena gestión y de centrar al director en las labores pedagógicas.

La señora Ministra de Educación si bien calificó como muy importante el tema objeto de análisis, solicitó tener en cuenta que acoger la idea que cada colegio tenga un administrador implicaría 5.200 funcionarios adicionales, aumentando significativamente los costos del proyecto.

Por otra parte, recordó que el 83% de los establecimientos educacionales públicos tienen entre 150 y 459 estudiantes. En consecuencia, estimó necesario encontrar la fórmula adecuada para enfrentar esta necesidad.


En relación con las propuestas y comentarios formulados, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó, en el nuevo plazo de indicaciones, la indicación número 176 ter, mediante la cual propuso la siguiente redacción para esta materia:


“Artículo 20.- Apoyo a las labores administrativas de los establecimientos educacionales. El Servicio Local apoyará las labores administrativas que se realicen en los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 19. Para ello podrá, entre otras medidas, destinar personal o asegurar que los equipos directivos de los establecimientos educacionales cuenten con apoyo especializado en tales labores, teniendo en cuenta los niveles educativos que imparten, la matrícula y características de sus estudiantes, entre otros criterios.”.

- Puesta en votación la propuesta, resultó aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer y del Honorable Senador señor Allamand.


Consecuencialmente, el Senador señor Montes retiro la indicación número 146), de su autoría.

- - -

ARTÍCULO 42

Consagra la Estrategia Nacional de Educación Pública, deteniéndose en su procedimiento de elaboración, en su objeto, en su contenido, en su evaluación y en su modificación. Asimismo, en su inciso final, prescribe que los integrantes del sistema deberán orientar sus acciones al cumplimiento de ella, sujetándose a lo establecido anualmente en la Ley de Presupuestos para el Sector Público.

Sobre el artículo aludido recayeron dos indicaciones:

- La indicación número 147), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimirlo.

- La indicación fue retirada.

-La indicación número 148), del Honorable Senador señor Montes, para trasladarlo al Título I, modificándose la ordenación correlativa.

- La indicación fue aprobada con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 15, por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

- - -
A continuación, el Honorable Senador señor Montes presentó la indicación número 149), para agregar, como artículo 42, un precepto cuyos incisos primero y segundo reproducen los incisos cuarto y quinto del artículo 40 aprobado en general por la Sala del Senado y cuyo inciso final permite a los servicios locales de educación y a los establecimientos educacionales celebrar convenios con otros colegios, instituciones de educación superior y empresas del sector público que contribuyan al desarrollo del proyecto educativo. El tenor literal del artículo propuesto es el que sigue:

“Artículo ….- Trabajo en red y objetivos del sistema. Los establecimientos educacionales formarán parte de una red local que, a través del trabajo coordinado, la colaboración y el intercambio de prácticas, favorecerá el desarrollo de las comunidades educativas, mejorando continuamente el proceso educativo.

l Sistema le corresponderá de modo preferencial el fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de los establecimientos educacionales, de sus comunidades educativas y sus proyectos educativos.

Tanto los Servicios Locales como cada establecimiento podrán desarrollar convenios que contribuyan al desarrollo del Proyecto Educativo con otros colegios, instituciones de educación superior y empresas del sector público.”.

- La indicación fue aprobada con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 176, por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

- - -

ARTÍCULOS 43 y 44

Estas disposiciones se refieren a las funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales y a las funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los servicios locales de educación, respectivamente. 
Al respecto, el Honorable Senador señor Montes, por medio de la indicación número 150), propuso reemplazarlos por diez preceptos, los que se refieren a la organización de las escuelas y liceos públicos, a los rasgos distintivos de las escuelas y liceos públicos, a los directores de establecimientos educacionales públicos, al consejo de profesores de dichos establecimientos, al consejo escolar de educación pública, al funcionamiento de dicho consejo escolar, a sus funciones, al centro de alumnos y a los centros de padres y apoderados, respectivamente. El contenido de cada uno de ellos es el que se transcribe a continuación:

“Artículo xx.- Organización de las Escuelas y Liceos Públicos. La Comunidad Educativa de cada establecimiento de educación escolar pública estará integrada por:

a)
El Director 

b)
Un Equipo Directivo

c)
El Consejo Escolar

d)
El Consejo Profesores

e)
Centro de Padres y Apoderados

f)
Centro de Alumnos

Asimismo, contarán con las siguientes instancias habituales de participación y reflexión:

a)
Jornada o Congreso de la Comunidad Educativa para evaluar el Proyecto Educativo.

b)
Jornada Anual para evaluar y formular el programa del año siguiente.

c)
Jornada anual para la elaboración y modificaciones al reglamento interno del establecimiento.

Artículo xx.- Rasgos distintivos de las Escuelas y Liceos Públicos. Sin perjuicio de la autonomía de cada establecimiento para desarrollar su propia identidad y características, las escuelas y liceos públicos dispondrán a lo menos de las siguientes instancias obligatorias de formación, participación y apoyo:

a) Plan de Formación Ciudadana, según lo dispuesto en la ley 20.911.

b) Política de actividades de integración y extensión con los habitantes del sector en que se encuentra emplazado el establecimiento, especialmente de niños y jóvenes.

c) Política de apoyo psicosocial, a cargo de profesionales vinculados a la red del Servicio Local respectivo que desarrollen acciones de evaluación y apoyo a los alumnos que lo requieran. Serán objetivos prioritarios en este ámbito la retención escolar y el seguimiento de situaciones de deserción; la detección, orientación y derivación de los casos de alcoholismo o drogadicción y la pesquisa y apoyo de menores en condición de vulnerabilidad y riesgo social.

d) Política de desarrollo profesional docente y de equipos de apoyo, concordante con las respectivas políticas de recursos humanos del Servicio Local y del propio establecimiento.

e) Política de inclusión de alumnos con características diferentes.

f) Política de diagnóstico y evaluación permanente de la realidad y características de los alumnos, de los avances en los objetivos de desarrollo integral, de la situación del equipo  docente y no docente y de la relación con el Servicio Local.

g) Políticas de fomento al deporte y la cultura. Los establecimientos públicos deberán contar en forma obligatoria con iniciativas destinadas a la práctica del deporte y a la expresión de todo tipo de manifestaciones artísticas y culturales, particularmente de aquéllas vinculadas al entorno étnico, geográfico o social en que se encuentra inserto.

h) Políticas de desarrollo extracurricular destinados a promover el interés de los alumnos y la comunidad por aspectos no comprendidos en las bases curriculares, pero que resulten complementarias a su formación integral.

Artículo xx.- Directores de establecimientos educacionales públicos. El director es el encargado de dirigir y liderar el proyecto educativo institucional. Con dicho objeto velará por el funcionamiento del establecimiento en condiciones de normalidad, procurará evitar la deserción escolar y deberá propender al cumplimiento de los objetivos y metas y, especialmente, al desarrollo integral de los niños y jóvenes.

A fin de llevar a cabo esta función, así como las funciones y atribuciones generales que se establecen para los directores de establecimientos en los artículos 7 y 7 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, corresponderá especialmente a los directores de establecimientos educacionales del Sistema:

a) Coordinar, en conjunto con su equipo directivo, el trabajo técnico pedagógico del establecimiento, en lo referido a la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.

b) Orientar el desarrollo profesional de los docentes y asistentes de la educación. Para ello, podrán proponer al Director Ejecutivo respectivo la implementación de programas o instrumentos de desarrollo profesional de los docentes y otros integrantes del establecimiento educacional.

c) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar, consultando previamente al consejo escolar y al consejo de profesores respectivo, de acuerdo a la normativa vigente.

d) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el plan de mejoramiento educativo del establecimiento, consultando previamente al consejo escolar, de acuerdo a la normativa vigente. Este plan incluirá metas institucionales y de aprendizaje, además de acciones tendientes a los logros de dichas metas. 

e) Velar, en conjunto con su equipo directivo, por la ejecución del Reglamento Interno y el Plan de Convivencia Escolar, que deberá ser evaluado por el Consejo Escolar, de conformidad con la legislación vigente.

f) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de su organización en centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza y mejora continua del establecimiento educacional.

g) Fomentar la integración del establecimiento bajo su dirección en la red de establecimientos que corresponda al territorio del Servicio local, con el objeto de mejorar la calidad del proceso educativo, de acuerdo a lo establecido en el literal e) del artículo 4° de la presente ley.

h) Promover la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local. 

i) Participar en las comisiones calificadoras de concursos para proveer cargos titulares para docentes, o en la selección de los docentes a contrata, de acuerdo a la normativa vigente.

j) Administrar los recursos que le sean delegados en virtud del artículo 21 de la ley N° 19.410, pudiendo adoptar medidas para la conservación y ejecución de las reparaciones necesarias del edificio o construcciones en que funciona el establecimiento educacional, con cargo a estos recursos, excluidas cualquier transformación o ampliación del edificio, construcciones e instalaciones, de conformidad a la normativa vigente.

k) Rendir cuenta anual de su gestión al Director Ejecutivo respectivo, al Consejo Escolar y la comunidad educativa del establecimiento.

l) Fortalecer las labores educativas que se realizan en el establecimiento, así también como el mejoramiento de los resultados obtenidos por los estudiantes del establecimiento.

Artículo xx.- Equipo directivo. Los establecimientos de educación pública contarán con un equipo directivo que apoye la labor del Director en la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.

Los componentes del equipo dependerán de las características del recinto y serán determinados por el respectivo Servicio Local. El perfil de los cargos será establecido en la política de recursos humanos del respectivo establecimiento.

La selección y contratación será realizada por el Servicio Local con la participación del Director respectivo.

Artículo xx.- Consejo de profesores de los establecimientos educacionales públicos. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito.

Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:

a) Aprobar, a propuesta del equipo directivo, el reglamento de evaluación del establecimiento.

b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.

c) Aprobar la aplicación de medidas disciplinarias de conformidad al reglamento de convivencia escolar y la normativa vigente.

d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.

e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.

f) Elaborar propuestas para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.

g) Pronunciarse sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.

h) Conocer de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.

i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.

Con el objeto de desarrollar acciones específicas el Consejo de Profesores podrá funcionar en forma parcial, especialmente en lo referido a los diversos niveles con que cuente el establecimiento o a las disciplinas o asignaturas que impartan sus integrantes.

Artículo xx.- Consejo Escolar de Educación Pública. En cada escuela y liceo deberá existir y funcionar un Consejo Escolar.

Éste estará compuesto por el director del establecimiento, que lo presidirá; un representante del Servicio Local respectivo; un docente elegido por los profesores del establecimiento; un representante de los asistentes de la educación del establecimiento, elegido por sus pares mediante un procedimiento previamente establecido por éstos; el presidente del centro de padres y apoderados, y el presidente del centro de alumnos en el caso que el establecimiento imparta enseñanza media.

Artículo xx.- Funcionamiento del Consejo Escolar. El Consejo Escolar deberá realizar al menos a cuatro sesiones al año. La convocatoria deberá ser realizada por el Director. El quórum de funcionamiento será la mayoría de sus miembros.

En cada sesión, el Director deberá realizar una reseña acerca de la marcha general del establecimiento, procurando abordar cada una de las temáticas que deben informarse o consultarse al Consejo, según lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo siguiente. Con todo, podrá acordarse planificar las sesiones del año para abocarse especialmente a alguna de ellas en cada oportunidad.

Deberá referirse, además, a las resoluciones públicas y de interés general sobre el establecimiento que, a partir de la última sesión del Consejo, hubiera emitido la entidad sostenedora de la educación municipal, si fuera el caso, y el Ministerio de Educación o sus organismos dependientes o relacionados, tales como la Agencia de Calidad de la Educación, la Superintendencia y el Consejo Nacional de Educación.

En la primera sesión siguiente a su presentación a la Superintendencia de Educación, el Director deberá aportar al Consejo una copia de la información a que se refiere el inciso tercero del artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a los Establecimientos Educacionales.

Artículo xx.- Funciones del Consejo Escolar. El Consejo Escolar tendrá carácter informativo, consultivo, propositivo y resolutivo, en algunas materias.

El Consejo será informado a lo menos de las siguientes materias:

a) Los logros de aprendizaje de los alumnos.

b) Informes de las visitas inspectivas del Ministerio de Educación respecto del cumplimiento de la ley Nº 18.962 y del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

c) Resultados de los concursos para docentes, profesionales de apoyo, administrativos y directivos.

d) Presupuesto anual de todos los ingresos y todos los gastos del establecimiento.

e) Reporte del informe cuatrimestral de ingresos efectivamente percibidos y de gastos efectuados.

f) Enfoque y metas de gestión del Director del establecimiento, en el momento de su nominación, y los informes anuales de evaluación de su desempeño.

El Consejo será consultado, a lo menos, en los siguientes aspectos:

a) El proyecto educativo institucional.

b) Las metas del establecimiento y los proyectos de mejoramiento propuestos.

c) El informe escrito de la gestión educativa del establecimiento que realiza el Director anualmente, antes de ser presentado a la comunidad educativa. La evaluación del equipo directivo y las propuestas que hará el Director al sostenedor deben ser dialogadas en esta instancia.

El Consejo tendrá carácter resolutivo respecto a:

a) La programación anual y las actividades extracurriculares, incluyendo las características específicas de éstas.

b) La elaboración y modificaciones al reglamento interno del establecimiento. Con este objeto, el Consejo organizará una jornada anual de discusión para recabar las observaciones e inquietudes de la comunidad escolar respecto de dicha normativa.

El Consejo no podrá intervenir en funciones que sean de competencia de otros organismos del establecimiento educacional.

Artículo xx.- Centros de Alumnos. Los Centros de Alumnos son las organizaciones representativas de los estudiantes en los establecimientos de educación pública.

Las escuelas y liceos deberán promover su constitución y funcionamiento, respetar su independencia y establecer canales de comunicación y diálogo con dichas organizaciones.

Artículo xx.- Los Centros de Padres y Apoderados son la organización funcional destinada a canalizar las inquietudes de los padres y apoderados.

Los establecimientos de educación pública deberán promover la creación y funcionamiento de dichas instancias y toda otra forma de participación de los padres en el proceso educativo.

Los Centros de Padres no podrán cobrar cuotas o cualquier clase de aportes  obligatorios.”.

ARTÍCULO 43
Se detiene en las funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales públicos. Sobre el particular, dispone que a la principal función de ellos consiste en dirigir y liderar el proyecto educativo institucional. Agrega que para el cumplimiento de dicha misión y para el de las funciones y atribuciones generales establecidas para los directores de establecimientos en los artículos 7° y 7° del Decreto con Fuerza de Ley que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, corresponderá especialmente a los directores de establecimientos educacionales del sistema:

a) Coordinar, en conjunto con su equipo directivo, el trabajo técnico pedagógico del establecimiento, en lo referido a la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.

b) Orientar el desarrollo profesional de los docentes y asistentes de la educación. Para ello, podrán proponer al Director Ejecutivo respectivo la implementación de programas o instrumentos de desarrollo profesional de los docentes y otros integrantes del establecimiento educacional.

c) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar, consultando previamente al consejo escolar y al consejo de profesores respectivo, de acuerdo a la normativa vigente.

d) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el plan de mejoramiento educativo del establecimiento, consultando previamente al consejo escolar, de acuerdo a la normativa vigente. Este plan incluirá metas institucionales y de aprendizaje, además de acciones tendientes a los logros de dichas metas. 

e) Velar, en conjunto con su equipo directivo, por la ejecución del Reglamento Interno y el Plan de Convivencia Escolar, que deberá ser evaluado por el Consejo Escolar, de conformidad con la legislación vigente.

f) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de su organización en centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza y mejora continua del establecimiento educacional.

g) Fomentar la integración del establecimiento bajo su dirección en la red de establecimientos que corresponda al territorio del Servicio local, con el objeto de mejorar la calidad del proceso educativo, de acuerdo a lo establecido en el literal e) del artículo 4° de la presente ley.

h) Promover la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local. 

i) Participar en las comisiones calificadoras de concursos para proveer cargos titulares para docentes, o en la selección de los docentes a contrata, de acuerdo a la normativa vigente.

j) Administrar los recursos que le sean delegados en virtud del artículo 21 de la ley N° 19.410, pudiendo adoptar medidas para la conservación y ejecución de las reparaciones necesarias del edificio o construcciones en que funciona el establecimiento educacional, con cargo a estos recursos, excluidas cualquier transformación o ampliación del edificio, construcciones e instalaciones, de conformidad a la normativa vigente.

k) Rendir cuenta anual de su gestión al Director Ejecutivo respectivo, al Consejo Escolar y la comunidad educativa del establecimiento.

l) Fortalecer las labores educativas que se realizan en el establecimiento, así también como el mejoramiento de los resultados obtenidos por los estudiantes del establecimiento.

Letra b)

Sobre ella recayeron tres indicaciones, todas de Su Excelencia la Presidenta de la República.

-La indicación número 151), para agregar después de la frase “Orientar el desarrollo profesional” la palabra “continuo”.

-La indicación número 152), para reemplazar la expresión “podrán proponer” por “deberán proponer”.

-La indicación número 153), para agregar después del vocablo “educacional” lo siguiente: “, sobre la base de las necesidades del establecimiento, su proyecto educativo institucional, su plan de mejoramiento educativo y los resultados entregados por el Sistema de Desarrollo Profesional Docente”.

Letra c)

En relación con esta letra, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló dos indicaciones:

-La indicación número 154), para agregar después de la expresión “comunidad escolar” la frase “y atender a las orientaciones del Plan Estratégico Local”.

-La indicación número 155), para agregar el siguiente texto final: “El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al proyecto educativo del establecimiento, fundadas en la normativa vigente y/o las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública. El director del establecimiento deberá presentar una nueva propuesta en que se incorporen dichas observaciones.”.

Letra d)

Respecto a esta letra, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó las siguientes cuatro indicaciones:
-La indicación número 156), para agregar después de la expresión “normativa vigente”, la siguiente frase: “y atendiendo a los objetivos y metas del Plan Estratégico Local respectivo”.

-La indicación número 157), para reemplazar la frase “Este plan incluirá metas institucionales y de aprendizaje” por: “El plan de mejoramiento educativo del establecimiento incluirá metas de gestión institucional y de mejora educativa a mediano plazo”.

-La indicación número 158), para agregar después de la locución “dichas metas” lo siguiente: “, de acuerdo a lo señalado en el artículo 8 de la ley Nº 20.248”.

-La indicación número 159), para incorporar un párrafo segundo en el que se consigne que el Director Ejecutivo podrá rechazar el plan presentado por el director o solicitar modificaciones al mismo, por resolución fundada, la que deberá basarse, entre otras razones, en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional de Educación Pública, en la normativa vigente o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente. Este párrafo precisa que en tal caso, el director del establecimiento deberá presentar una nueva propuesta en que se incorporen dichas observaciones.

- - -

Letra i)

Sobre la letra indicada recayeron dos indicaciones, las números 160) y 161), ambas de autoría de Su Excelencia la Presidenta de la República.

-La primera propone sustituir la frase “Participar en las comisiones calificadoras de concursos para proveer cargos titulares para docentes, o” por “Proponer al Director Ejecutivo los perfiles profesionales y de cargos titulares para docentes, y participar”.

-La segunda, en tanto, sugiere agregar después de la expresión “a contrata” la frase “y asistentes de la educación”.

Letra k)

Al respecto, se presentó la indicación número 162), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para incorporar un texto final a la letra objeto de análisis, en el que se precisa que la rendición anual comprenderá todas las obligaciones de rendición de cuenta que deba realizar el director del establecimiento educacional, en la forma prevista por la normativa vigente. Además, impone al Servicio Local prestar asistencia técnica a los equipos directivos para la elaboración de dicha rendición de cuenta, de conformidad a lo establecido en el artículo 20.

- - -

Seguidamente, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, por medio de la indicación número 163), incorporar una nueva función especial para los directores de establecimientos educacionales, consistente en decidir la contratación del personal docente que se incorpore al establecimiento, a partir de una terna propuesta por la comisión calificadora correspondiente, establecida en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Educación, de 1996.

- - -

A continuación, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 164), para agregar un inciso segundo al artículo, del siguiente tenor:

“Los directores de establecimientos educacionales y sus equipos directivos, con el objeto de simplificar sus tareas administrativas y en concordancia con las políticas establecidas por el Ministerio de Educación, podrán incorporar en su propuesta de Plan de Mejoramiento Educativo los planes específicos establecidos por la normativa educacional vigente, tales como, el Plan de Formación Ciudadana, el Plan de Gestión de la Convivencia Escolar, el Plan de Apoyo a la Inclusión, entre otros, para lo cual contarán con el apoyo del Servicio Local, de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del artículo 20 de la presente ley.”.

- - -

La señora Ministra de Educación propuso reemplazar el citado artículo 43, por uno nuevo. Acotó que para ello las indicaciones números 150), del Senador señor Montes, y 151) a 164), todas de autoría de Su Excelencia la Presidenta de la República, debían aprobarse con modificaciones, en los términos que siguen:

“Sustituir el artículo 43 por el que se señala:

“Artículo xxx.- Funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. La función principal del director de un establecimiento educacional del Sistema es dirigir y liderar el proyecto educativo institucional y los procesos de mejora educativa, en particular ejercer liderazgo técnico pedagógico en el establecimiento a su cargo. Con dicho objeto velará por el buen funcionamiento del establecimiento, propendiendo al desarrollo integral de los estudiantes y sus aprendizajes, de acuerdo a sus características y necesidades educativas. Asimismo, velará por el cumplimiento de los objetivos y metas correspondientes, establecidas en sus planes de mejoramiento educativo y demás instrumentos que establece la ley.

A fin de llevar a cabo la función indicada, así como las funciones y atribuciones generales que se establecen para los directores de establecimientos en los artículos 7° y 7° bis del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, corresponderá especialmente a los directores de establecimientos educacionales del Sistema:

a) Coordinar, en conjunto con su equipo directivo, el trabajo técnico pedagógico del establecimiento, en lo referido a la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.

b) Orientar el desarrollo profesional continuo de los docentes y asistentes de la educación. Para ello, deberán proponer al Director Ejecutivo respectivo la implementación de programas o instrumentos de desarrollo profesional de los docentes y otros integrantes del establecimiento educacional, sobre la base de las necesidades del establecimiento, su proyecto educativo institucional, su plan de mejoramiento educativo y los resultados entregados por el Sistema de Desarrollo Profesional Docente.

c) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar y atender a las orientaciones del Plan Estratégico Local, consultando previamente al consejo escolar y al consejo de profesores respectivo. El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al proyecto educativo del establecimiento, fundadas en la normativa vigente o en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública. El Director del establecimiento deberá presentar una nueva propuesta en que se incorporen dichas observaciones.

d) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el plan de mejoramiento educativo del establecimiento, consultando previamente al consejo escolar y atendiendo a los objetivos y metas del Plan Estratégico Local respectivo.

El Director Ejecutivo podrá rechazar el plan presentado por el director o solicitar modificaciones al mismo, por resolución fundada, la que deberá basarse, entre otras razones, en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública, en la normativa vigente o en que el plan presentado supera el marco presupuestario correspondiente. El director del establecimiento deberá presentar una nueva propuesta en que se incorporen dichas observaciones.

e) Velar, en conjunto con su equipo directivo, por la ejecución del Reglamento Interno y del Plan de Convivencia Escolar, que deberá ser evaluado por el Consejo Escolar.

f) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de su organización en centros de alumnos, centros de padres, madres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza y mejora continua del establecimiento educacional.

g) Fomentar la integración del establecimiento bajo su dirección en la red de establecimientos que corresponda al territorio del Servicio Local, con el objeto de mejorar la calidad del proceso educativo, de acuerdo a lo establecido en el literal e) del artículo 4°. En particular, participar en las Conferencias de Directores del Servicio.

h) Promover la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local.

i) Proponer al Director Ejecutivo los perfiles profesionales y de cargos titulares para docentes y participar en la selección de los docentes y asistentes de la educación.

j) Decidir la contratación del personal docente que se incorpore al establecimiento, a partir de una terna propuesta por la comisión calificadora correspondiente, establecida en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996.

k) Administrar los recursos que le sean delegados en virtud del artículo 21 de la ley N° 19.410, pudiendo adoptar medidas para la conservación y ejecución de las reparaciones necesarias del edificio o construcciones en que funciona el establecimiento educacional, con cargo a estos recursos, excluidas cualquier transformación o ampliación del edificio, construcciones e instalaciones.

l) Rendir cuenta anual de su gestión al Director Ejecutivo respectivo, al consejo escolar y a la comunidad educativa del establecimiento. Esta rendición anual comprenderá todas las obligaciones de rendición de cuenta que deba realizar el director del establecimiento educacional. El Servicio Local prestará asistencia técnica a los equipos directivos para la elaboración de dicha rendición de cuenta, de conformidad a lo establecido en el artículo 20.

m) Colaborar con el Servicio Local en la implementación de acciones tendientes a asegurar la trayectoria educativa de los estudiantes y a favorecer la retención y el reingreso escolar para los estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.”.”.

Comenzando el análisis del artículo propuesto, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que una de las críticas que se hace a la legislación vigente es que impone un cúmulo de obligaciones a los directores de los colegios. Notó que la disposición sugerida, por su parte, suma trece funciones adicionales para aquellos directores que se desempeñen en establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales de educación. Al respecto, consultó si se justificaban realmente las nuevas atribuciones encomendadas.

Consignado lo anterior, abocó su atención al análisis de las letras c) y d). Al respecto, puso de relieve que, en ambos casos, el Director Ejecutivo del servicio local respectivo impone su voluntad en caso de discrepar del proyecto educativo institucional o del plan de mejoramiento educativo elaborado por el director del establecimiento educacional. Consideró que lo anterior vulneraba la autonomía otorgada a ellos y solicitó, en consecuencia, enmendar la redacción de los literales indicados.

Coincidiendo con la observación formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, el Honorable Senador señor Allamand solicitó revisar la redacción de las letras c) y d).

Centrando su atención en la letra a), en tanto, advirtió que quien cumple labores de dirección no realiza funciones de coordinación, sino de dirección. A mayor abundamiento, precisó que la coordinación se lleva a cabo entre pares y no es una labor de mando. Por lo anterior, sugirió sustituir el verbo “coordinar” por “dirigir”. 

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer, deteniéndose, en primer lugar, en el inciso primero de la disposición, propuso modificar el orden de las expresiones “dirigir” y “liderar”, de manera de poner de manifiesto que la primera labor encomendada al director de un establecimiento educacional es liderar el proyecto educativo a su cargo.

En relación con el inciso segundo, advirtió que en él no se hace referencia a las facultades otorgadas recientemente a los directores en virtud de la ley N° 20.903, cuerpo normativo que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas.

Respecto a la letra f), pidió incorporar, a continuación de la expresión “centros de alumnos” lo que sigue: “o de estudiantes”.

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana lamentó que en la letra a) no se considerara al Consejo de Profesores en la coordinación del trabajo técnico pedagógico del establecimiento.

Refiriéndose a la observación realizada por el Honorable Senador señor Allamand, respecto a la necesidad de reemplazar la voz “coordinar” por “dirigir”, discrepó de ella, y justificó su opinión en que ello debilitaría el rol de los directores. A mayor abundamiento, remarcó que la dirección podría ser de orden meramente formal.

A su vez, el Honorable Senador señor Montes estimó indispensable erradicar de la redacción toda posibilidad de actuar autoritario por parte del director del establecimiento educacional. Enfatizó que la realidad actual es que muchos directores actúan como gerentes.

En cuanto al primer comentario realizado por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, referido al exceso de funciones encomendadas a los directores, puso de manifiesto que las atribuidas son de distinta naturaleza. En efecto, detalló, algunas dicen relación con lo educativo, otras con los docentes, otras con la integración de la comunidad escolar y otras con la administración del colegio. A la luz de lo anterior, propuso agruparlas en cuatro ejes, evitando así confusiones a los directores y alejando la posibilidad que estos estén todo el día abocados a asuntos administrativos, lo que implica distanciarlos del proceso educativo.

La señora Ministra de Educación, refiriéndose a los comentarios vertidos por los señores parlamentarios, aseguró que el Ejecutivo recogería la propuesta de la Honorable Senadora señora Von Baer, en orden a incluir todas las funciones encomendadas a los directores de establecimientos educacionales.

Sobre la apreciación realizada por el Honorable Senador señor Allamand respecto a la letra a), destacó que el Estatuto Docente encomienda a ellos organizar y orientar las instancias de trabajo técnico pedagógico y desarrollo profesional de los docentes del establecimiento. 

A reglón seguido, llamó a tener en cuenta que la cultura vigente sobre el particular es la existencia de directores autoritarios, lo que supone no considerar el significativo rol que tienen instancias tan importantes como los consejos escolares. A mayor abundamiento, recalcó que los profesores son profesionales de la educación y deben recibir un trato acorde a ello. Con todo, descartó que el director fuera un mero coordinador del trabajo técnico pedagógico. Por lo anterior, sugirió que se incorporaran ambas expresiones a la citada letra a). 

Aseveró que la intención del Ejecutivo es focalizar el trabajo de los directores en los asuntos pedagógicos del establecimiento. Añadió que, respecto a los asuntos administrativos, será atribución del Director del servicio local de educación respectivo velar por los apoyos técnico administrativos que sean necesarios para los colegios de su dependencia.

Respecto a las críticas formuladas a las letras c) y d), remarcó que una de las labores de los servicios locales de educación consiste en implementar una estrategia educacional para su territorio y velar para que el sistema funcione. Afirmó que la autonomía del establecimiento educacional y de su director no se vería afectada, toda vez que ella debe enmarcarse dentro de la estrategia aprobada por el servicio local respectivo. De esta manera, continuó, la obligación de recoger las observaciones planteadas por el Director Ejecutivo al proyecto educativo institucional o al plan de mejoramiento educativo no es un acto de autoritarismo sino que es reflejo de la necesidad de que exista concordancia entre ellos y la estrategia de desarrollo indicada.

La Secretaría de la Comisión sugirió separar en dos preceptos el artículo 42. Con ello, el inciso primero continuaría como artículo 42 y quedaría referido a las funciones y atribuciones generales de los directores de colegios públicos y los incisos siguientes, como artículo 43, relativo a las funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, refiriéndose a la propuesta del Honorable Senador señor Montes, sobre agrupar en cuatro ejes las atribuciones conferidas a los directores, discrepó de dicha sugerencia. Argumentando su postura, señaló que la medida aludida conllevaría la pérdida de la especificidad de cada una de las funciones especiales.

Sobre las letras c) y d), coincidió con la señora Ministra de Educación en que la autonomía de los establecimientos educacionales no era absoluta. Sin embargo, consideró indispensable conciliar la referida autonomía con la necesidad de asegurar el respeto por la estrategia impulsada por el servicio local de educación respectivo. 

A mayor abundamiento, consignó que el título de los establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales de educación pública es el más importante de la iniciativa de ley. Además, añadió, existe unanimidad entre los miembros de la comisión respecto a la necesidad de fortalecer los colegios, unidad básica y fundamental del sistema y que goza de autonomía. En ese contexto, sentenció, en las dos cosas más importantes del establecimiento, que son el proyecto educativo institucional y el plan de mejoramiento educativo, no puede imponerse siempre la voluntad del Director Ejecutivo, aplastando al colegio.

Discrepando de las críticas efectuadas a las letras c) y d), el Honorable Senador señor Quintana subrayó que el Director Ejecutivo es el responsable de velar por el cumplimiento de la definición estratégica contenida en el Plan Estratégico Local. Por ello, consideró, en caso de discrepancias con el director del colegio, debe primar la voluntad de la principal autoridad del servicio local.

La señora Ministra de Educación llamó a tener en consideración que el Director Ejecutivo sólo podrá rechazar el plan de mejoramiento educativo y solicitar modificaciones cuando lo haga por resolución fundada, la que deberá basarse, entre otras razones, en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local de Educación Pública o en la Estrategia Nacional de Educación Pública, en la normativa vigente o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente. Así, recalcó, la decisión del Director Ejecutivo no es de carácter arbitraria.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer compartió la demanda formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio. Advirtió que pese a que se consagra la autonomía de los establecimientos educacionales, sus directores siempre tendrán que acoger las observaciones al proyecto educativo institucional o al plan de mejoramiento educativo que haga el Director del servicio local de educación del que dependan.

Sumándose a la discusión, el Honorable Senador señor Montes notó que el grado de autonomía no podía ser igual para todos los colegios. Acotó que aquellos establecimientos educacionales que logren buen desempeño educativo deberían tener mayor autonomía que aquellos que no lo alcanzan. Indicó que en el caso de estos últimos, el servicio local de educación respectivo debiera ayudarlos a salir adelante, hipotecando parte de su libertad.

La Honorable Senadora señora Von Baer concordó con la observación planteada por el parlamentario que le antecedió en el uso de la palabra. Sin embargo, puso de relieve que la redacción propuesta por el Ejecutivo no establece diferencias e impone una misma solución para todos los establecimientos, sin importar si tienen buen o mal desempeño.

Adicionalmente, expresó su preocupación respecto a que, por un lado, se instara a la comunidad educativa a participar en el proceso de elaboración de los dos instrumentos citados, pero, por otro, se privilegiara siempre la voluntad del director del servicio local de educación.

Añadió que si bien las observaciones deben fundarse, las causales consideradas son muy amplias, toda vez que se utiliza la expresión “entre otras”.

El Honorable Senador señor Quintana llamó a no perder de vista que en la actualidad las municipalidades, actuales sostenedores, tienen mayores atribuciones que las previstas en las letras c) y d). En el mismo sentido, agregó que la iniciativa de ley da grandes pasos respecto al fortalecimiento y a la autonomía de los establecimientos educacionales y de sus directores, reflejándose ello en las atribuciones conferidas.

Por otro lado, solicitó tener en consideración que el rechazo del Director Ejecutivo debe fundarse en algunas de las causales que contemplan las letras c) y d).

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que el artículo referido a las funciones y atribuciones de los Directores Ejecutivos de los servicios locales de educación no considera ninguna respecto al proyecto educativo institucional ni al plan de mejoramiento educativo de los establecimientos de su dependencia.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, refiriéndose al comentario realizado por el Presidente de la Comisión, explicó que lo anterior se debe a que para los servicios locales de educación regirán las normas generales aplicables a todos los sostenedores. En consecuencia, enfatizó, pese a que la disposición citada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, no contempla atribuciones respecto a estos instrumentos, la potestad existe en el ordenamiento jurídico.

Precisado lo anterior, advirtió que podría darse el caso que una escuela del sistema de educación pública obtenga buenos resultados, pero que se desentienda en la elaboración de sus instrumentos del Plan Estratégico Local y de la Estrategia Nacional de Educación Pública que encomiendan eliminar la deserción escolar. Indicó que si se incluyera la atribución para el Director del Servicio Local respectivo de observar dichos instrumentos y de incorporar las modificaciones sugeridas, aquella quedaría exenta de la obligación de cumplir los objetivos previstos en el plan y en la estrategia mencionada.

Siguiendo con su argumentación, destacó que en la actualidad los sostenedores son quienes elaboran los instrumentos que se aplicarán en los colegios, no teniendo injerencia en ello los directores de los establecimientos. Subrayó que el proyecto, por su parte, encomienda la elaboración del proyecto educativo institucional y del plan de mejoramiento educativo a ellos y sólo reserva para el sostenedor la posibilidad de hacer observaciones, cuando en ellos no se respeten las estrategias previstas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública, se vulnere la normativa vigente o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió con la necesidad que el Director Ejecutivo pudiera hacer observaciones fundadas a la propuesta formulada por el director del establecimiento educacional. No obstante, discrepó de que, en el caso del proyecto educativo institucional, la iniciativa legal obligara a aquel a presentar una nueva propuesta, incorporando las observaciones. Por lo anterior, solicitó una nueva redacción para la oración final de las letras c) y d).

La Honorable Senadora señora Von Baer, refiriéndose a la situación planteada por el señor Rocco, apuntó que podría ocurrir que el director del establecimiento se haga cargo de la deserción escolar, pero no de la manera deseada por el servicio local de educación del que depende. Puntualizó que en tal caso, de conformidad al tenor literal de las letras c) y d), el Director Ejecutivo podría modificar los instrumentos.

En sintonía con el punto anterior, estimó pertinente eliminar, en el párrafo segundo de la letra d), la expresión “entre otras razones”, de manera que las observaciones y modificaciones del Director Ejecutivo sólo puedan basarse en las causales señaladas. 

La señora Ministra de Educación discrepó de la propuesta efectuada por la Honorable Senadora señora Von Baer. Justificando su opinión, sostuvo que la eliminación de la frase “entre otras razones” pondría muchas restricciones al Director del servicio local. Con todo, valoró el aporte realizado por el Honorable Senador señor Montes, en orden a que dicho director debía tener en consideración la situación académica del establecimiento a la hora de observar y solicitar enmiendas.

La Honorable Senadora señora Von Baer insistió en la necesidad de eliminar la frase citada, porque de lo contrario, el Director Ejecutivo podría oponerse al plan de mejoramiento educativo por cualquier razón.

Puntualizó que de acogerse su solicitud, la redacción del párrafo segundo de la letra d) sería la que sigue:

“El Director Ejecutivo podrá observar el plan presentado por el director y solicitar modificaciones al mismo, por resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública, en la normativa vigente, en la situación académica del establecimiento o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente. El director del establecimiento deberá presentar una nueva propuesta en que se incorporen dichas observaciones.”.

El Honorable Senador señor Montes pidió dejar claramente establecido que la situación académica de las escuelas no puede ser equivalente a sus resultados en pruebas estandarizadas, como el Simce, como se ha entendido tradicionalmente. Por el contrario, remarcó, ella debe interpretarse en un sentido amplio, teniendo en cuenta la realidad de los alumnos a los que educa.

La Honorable Senadora señora Von Baer cuestionó la idea de mantener la oración final de las letras c) y d).

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, notó que la oración se conservaría, pero se aseguraría, con las enmiendas señaladas, que la decisión del Director Ejecutivo no sería arbitraria.

El Honorable Senador señor Allamand disintió de la idea que el Director Ejecutivo tuviera la última palabra en materias tan importantes como el proyecto educativo institucional y el plan de mejoramiento educativo.

Buscando una solución a las críticas formuladas, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió incorporar, antes del punto final de la oración citada, lo siguiente: “, la que deberá ser ratificada por el Comité Directivo Local”. Aseveró que ello daría legitimidad a la decisión del Director Ejecutivo.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, advirtió que ello implicaría que el comité indicado podría inmiscuirse en la administración de los establecimientos. Adicionalmente, recordó que el Comité Directivo Local será la instancia encargada de evaluar al Director Ejecutivo por los resultados obtenidos.

El Honorable Senador señor Montes lamentó que esa fuera la forma de solucionar las discrepancias entre los directores y, en consecuencia, solicitó buscar una nueva redacción para la oración final de las letras c) y d). Aseguró que era indispensable estimular el diálogo entre las autoridades citadas.

En otro orden de consideraciones, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó quién era el encargado de elaborar las ternas para el nombramiento de los profesores.

Por otro lado, deteniéndose en la letra l), estimó indispensable dejar claramente establecido que a la rendición de cuentas prevista en ella, deberá asistir el Director Ejecutivo del servicio local de educación respectivo o un representante de éste. Pidió, además, que la referida rendición fuera una misma audiencia pública ante el Director Ejecutivo, el Consejo Escolar y la comunidad educativa del establecimiento.

Respondiendo la consulta formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, la señora Ministra de Educación explicó que el director del establecimiento sería quien comunicaría la necesidad de contratar profesores en su colegio. Agregó que, ante tal solicitud, el Director Ejecutivo del servicio local respectivo convocará a concurso y, entre los postulantes, elegirá tres. Dicha terna, apuntó, se presenta al director del colegio, quien elegirá el candidato.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, en relación con la solicitud planteada por la Honorable Senadora señora Von Baer, notó que la rendición de cuentas no acaba en una audiencia, toda vez que a ella debe sumarse un informe.

El Honorable Senador señor Montes, centrando su atención en la letra d), pidió que las observaciones formuladas por el Director Ejecutivo al plan de mejoramiento educativo tuvieran en consideración la realidad del establecimiento educacional.

En relación con la letra l), en tanto, estimó indispensable que el consejo escolar tuviera derecho a opinar. A mayor abundamiento, recordó que la ley N° 19.979 dispone que los directores de establecimientos deberán informar en su cuenta pública a los consejos escolares y que ellos podrán opinar sobre el particular, antes de que la conozca el servicio público.

Respecto al último comentario realizado por el Honorable Senador señor Montes, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que en casos como el señalado, regirían las normas generales de los consejos escolares.

Recogiendo las observaciones de los parlamentarios y la observación realizada por la Secretaría, la señora Ministra de Educación dividió el artículo en estudio en dos preceptos. El tenor literal de ellos es el siguiente:

“Artículo xxx.- Funciones y atribuciones generales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. La función principal del director de un establecimiento educacional del Sistema es liderar y dirigir el proyecto educativo institucional y los procesos de mejora educativa, en particular ejercer el liderazgo técnico pedagógico en el establecimiento a su cargo. Con dicho objeto, velará por el buen funcionamiento del establecimiento, propendiendo al desarrollo integral de los estudiantes y sus aprendizajes, de acuerdo a sus características y necesidades educativas. Asimismo, velará por el cumplimiento de los objetivos y metas correspondientes, establecidas en sus planes de mejoramiento educativo y demás instrumentos que establece la ley.”

“Artículo 43. Funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. A fin de llevar a cabo la función indicada en el artículo anterior, así como las funciones y atribuciones generales que se establecen para los directores de establecimientos en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, corresponderá especialmente a los directores de establecimientos educacionales del Sistema:

a) Dirigir y coordinar, en conjunto con su equipo directivo, el trabajo técnico pedagógico del establecimiento, en lo referido a la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.

b) Orientar el desarrollo profesional continuo de los docentes y asistentes de la educación. Para ello, deberán proponer al Director Ejecutivo respectivo la implementación de programas o instrumentos de desarrollo profesional de los docentes y otros integrantes del establecimiento educacional, sobre la base de las necesidades del establecimiento, su proyecto educativo institucional, su plan de mejoramiento educativo y los resultados entregados por el Sistema de Desarrollo Profesional Docente. 

 c) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar y atender a las orientaciones del Plan Estratégico Local, consultando previamente al consejo escolar y al consejo de profesores respectivo, de acuerdo a la normativa vigente.  El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al proyecto educativo del establecimiento, fundadas en la normativa vigente o en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública. El director del establecimiento podrá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo. No obstante, deberá incorporarlas cuando el Director Ejecutivo cuente con el acuerdo del Comité Directivo Local. 

d) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el plan de mejoramiento educativo del establecimiento, consultando previamente al consejo escolar, de acuerdo a la normativa vigente y atendiendo a los objetivos y metas del Plan Estratégico Local respectivo. El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al plan presentado por el director, a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente, tomando en cuenta las especiales características de cada colegio. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva. 

En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.
e) Velar, en conjunto con su equipo directivo, por la ejecución del Reglamento Interno y el Plan de Convivencia Escolar, que deberá ser evaluado por el Consejo Escolar, de conformidad con la legislación vigente.

f) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de su organización en centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza y mejora continua del establecimiento educacional.

g) Fomentar la integración del establecimiento bajo su dirección en la red de establecimientos que corresponda al territorio del Servicio local, con el objeto de mejorar la calidad del proceso educativo, de acuerdo a lo establecido en la letra e) del artículo 4°. En particular, participar en las Conferencias de Directores del Servicio, según lo establece la presente ley. 

h) Promover la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local.

i)  Proponer al Director Ejecutivo los perfiles profesionales y de cargos titulares para docentes y participar en la selección de los docentes y asistentes de la educación, de acuerdo a la normativa vigente.

j) Decidir la contratación del personal docente que se incorpore al establecimiento, a partir de una terna propuesta por la comisión calificadora correspondiente, establecida en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Educación, de 1996. 

k) Administrar los recursos que le sean delegados en virtud del artículo 21 de la ley N° 19.410, pudiendo adoptar medidas para la conservación y ejecución de las reparaciones necesarias del edificio o construcciones en que funciona el establecimiento educacional, con cargo a estos recursos, excluidas cualquier transformación o ampliación del edificio, construcciones e instalaciones, de conformidad a la normativa vigente.

l) Rendir cuenta anual de su gestión en audiencia pública al Director Ejecutivo respectivo o su representante, al Consejo Escolar y a la comunidad educativa del establecimiento. Esta rendición anual estará contenida en un informe y comprenderá todas las obligaciones de rendición de cuenta que deba realizar el director del establecimiento educacional, en la forma prevista por la normativa vigente. El Servicio Local prestará asistencia técnica a los equipos directivos para la elaboración de dicha rendición de cuenta, de conformidad a lo establecido en el artículo 20.

m) Colaborar con Servicio Local en la implementación de acciones tendientes a asegurar la trayectoria educativa de los estudiantes y a favorecer la retención y el reingreso escolar para los estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.”.”

-Sometidas a votación las letras c) y d) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señores Girardi, Montes y Walker, don Ignacio.

-Puestas en votación la propuesta formulada por la señora Ministra de Educación, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio, y en contra, el Honorable Senador señor Quintana. Como consecuencia de lo anterior, las indicaciones números 150) a 164), fueron aprobadas con modificaciones, en los términos recientemente transcritos, por mayoría.

ARTÍCULO 44
Compuesto de dos incisos, este precepto consagra las funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los servicios locales de educación. 

Su inciso primero señala que dicho consejo es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y que sus acciones se enmarcan en dicho ámbito.

Su inciso segundo, en tanto, precisa las funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. Ello, sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1997. Dichas funciones y atribuciones son las siguientes:
a) Aprobar, a propuesta del equipo directivo, el reglamento de evaluación del establecimiento.

b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.

c) Aprobar la aplicación de medidas disciplinarias de conformidad al reglamento de convivencia escolar y la normativa vigente.

d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.

e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.

f) Elaborar propuestas para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.

g) Pronunciarse sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.

h) Conocer de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.

i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.

Al respecto, la señora Ministra de Educación adelantó que durante el nuevo plazo para presentar indicaciones, Su Excelencia la Presidenta de la República formularía una para reemplazar el artículo 44 por el que se señala:

“Artículo 44.- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito. El consejo deberá sesionar, a lo menos, una vez al mes.

Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:

a) Aprobar, a propuesta del equipo directivo, el reglamento de evaluación del establecimiento.

b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.

c) Emitir su opinión respecto de la aplicación de medidas disciplinarias, de conformidad al reglamento de convivencia escolar y a la normativa vigente, especialmente lo dispuesto en el literal d) del artículo 6 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.

d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.

e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.

f) Elaborar propuestas para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.

g) Pronunciarse sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.

h) Conocer de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.

i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.”.

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó si en el consejo escolar participaban todos los profesores del respectivo establecimiento educacional.

Por otro lado, deteniéndose en las letras a) y d), preguntó si la labor de los referidos consejos consiste en proponer o en aprobar.

El Honorable Senador señor Allamand, en tanto, solicitó que se explicaran cada una de las funciones atribuidas al consejo de profesores.

Por su lado, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en relación con la letra a), consultó si el reglamento de evaluación a que se alude se refería sólo a la evaluación de los alumnos. Puntualizó que de ser afirmativa la respuesta, ello debía quedar claramente consignado.

Respecto a la misma letra, consideró que la labor del consejo consistía en dar su opinión más que en aprobar.

En cuanto a la letra g), discrepó de la idea que el consejo de profesores debiera pronunciarse sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas. Justificó su parecer en que ello debía ser una atribución del director del establecimiento, más aún si lo que se pretender es que ellos sean autoridades empoderadas. A la luz de lo anterior, sugirió sustituir la voz “Pronunciarse” por “Dar su opinión”.

La señora Ministra de Educación, respondiendo las dudas y observaciones realizadas por los miembros de la instancia, aseguró, en primer lugar, que el consejo de profesores reúne a todos los docentes de un establecimiento.

Sobre la consulta relativa al reglamento de evaluación, formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que dicho instrumento sólo se refiere a los alumnos del colegio. A fin de dejar claramente establecido lo anterior en la iniciativa de ley, pidió incorporar, en la letra a), a continuación de la expresión “evaluación” la locución “y promoción de los alumnos”.

El Honorable Senador señor Allamand solicitó que la Secretaria de Estado explicara en qué consiste el referido reglamento de evaluación y promoción.

La señora Ministra de Educación indicó que, de conformidad a lo dispuesto en el decreto N° 511, del Ministerio de Educación, de 1997, que Aprueba el Reglamento de Evaluación y Promoción Escolar de Niñas y Niños de Enseñanza Básica, el Director del establecimiento, a propuesta del Consejo de Profesores, establecerá un Reglamento de Evaluación, sobre la base de las disposiciones del decreto. Agregó que dicho reglamento deberá ser comunicado oportunamente a todos los alumnos, padres y apoderados, a más tardar en el momento de la matrícula y que una copia del mismo deberá ser enviada, para su información, al Departamento Provincial de Educación que corresponda.

Luego de escuchar la explicación dada por la señora Ministra de Educación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, notó que la letra a) propuesta no se ajusta a lo dispuesto en el artículo 2 del aludido decreto N° 511. En efecto, continuó, la letra citada otorga al consejo de profesores la facultad de aprobar el reglamento de evaluación, en circunstancias que el decreto otorga al director del establecimiento la atribución de establecer el indicado reglamento. Por lo anterior, estimó preferible reemplazar la voz “Aprobar” por “Dar su opinión”.

Con relación a la sugerencia realizada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, la señora Ministra de Educación discrepó de ella. Justificando su opinión, recordó que en los últimos años se ha buscado reconocer a los profesores como profesionales y otorgarles una participación acorde a ello, especialmente en la aprobación de los criterios de evaluación.

En otro orden de consideraciones, el Honorable Senador señor Allamand preguntó si quedaba al arbitrio de cada establecimiento educacional establecer el grado de exigencia impuesta en la evaluación a sus alumnos. Precisó que de ser así, la evaluación podría ser laxa o estricta. Al respecto, calificó lo anterior como un punto clave del proyecto, toda vez que la calidad se vincula estrechamente con la exigencia.

Respecto a la colisión suscitada entre la letra a) y el decreto N° 511, del Ministerio de Educación, enfatizó que la facultad de aprobar el reglamento de evaluación no podía quedar entregada al consejo de profesores. 

La Honorable Senadora señora Von Baer coincidió con la solicitud planteada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto a sustituir la palabra “Aprobar” por “Dar su opinión”. Con todo, consultó por qué el Ministerio de Educación estimaba que la redacción sugerida era mejor que la existente en el decreto N° 511.

La señora Ministra de Educación accedió a la demanda de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, valoró la flexibilidad del Ministerio de Educación. No obstante, a fin de redactar adecuadamente el literal citado, pidió reemplazarlo por el que sigue:

“a) Dar su opinión sobre la propuesta de reglamento de evaluación y promoción de los alumnos del establecimiento, sugerida por el equipo directivo.”.

En cuanto a la letra g), insistió en la necesidad de sustituir la expresión “Pronunciarse” por “Dar su opinión”.

La unanimidad de los miembros de la instancia acogió las demandas del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.

El Honorable Senador señor Allamand, fijando su atención en la letra h), pidió reemplazar la voz “Conocer” por la frase “Ser informado”.

La Honorable Senadora señora Von Baer estimó indispensable que existiera coherencia entre la letra d) del artículo relativo a las funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales de educación y la letra f), toda vez que ambas se refieren al plan de mejoramiento educativo y otorgan la facultad de elaborar propuestas. Consideró que una manera de solucionar el problema sería agregar, a continuación de la voz “propuestas”, la locución “al director del establecimiento”. Explicó que de esa forma quedaría claro que las propuestas recaen en el plan de mejoramiento educativo elaborado por el director del establecimiento.

El Honorable Senador señor Montes advirtió que la realidad es que, en general, los planteamientos de los consejos de profesores sólo son escuchados al principio del periodo del director del establecimiento. Agregó que el proyecto busca empoderar aún más a los directores, con lo cual la opinión del consejo en estudio será postergada una vez más.

Consignado lo anterior, se abocó al análisis del inciso primero. En este punto, pidió que de todas las propuestas y conclusiones realizadas por el consejo de profesores se dejara constancia en un libro de actas, de manera de que exista registro de ellas.

La señora Ministra de Educación manifestó su concordancia con los planteamientos realizados por los integrantes de la instancia y relató que, en consecuencia, Su Excelencia la Presidenta de la República, en la indicación que formularía durante el nuevo plazo para presentar indicaciones, los recogería.

En efecto, durante el nuevo plazo abierto por la Comisión, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 164) bis, para reemplazar el artículo 44 por el que se señala:

“Artículo ….- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito. El consejo deberá sesionar, a lo menos, una vez al mes.

Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:

a) Dar su opinión sobre la propuesta de reglamento de evaluación y promoción de los alumnos del establecimiento, sugerida por el equipo directivo.

b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.

c) Emitir su opinión respecto de la aplicación de medidas disciplinarias, de conformidad al reglamento de convivencia escolar y a la normativa vigente, especialmente lo dispuesto en el literal d) del artículo 6 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.

d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.

e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.

f) Elaborar propuestas al director del establecimiento para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.

g) Dar su opinión sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.

h) Ser informado de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.

i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.”.

- Al someterse a votación esta indicación, la Comisión acordó ratificar el acuerdo adoptado en su oportunidad, por lo que ella quedó aprobada por la totalidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Pizarro y Walker, don Ignacio.

Inciso segundo

- - -

Los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana a través de las indicaciones números 165) a 171) propusieron incorporar nuevas funciones especiales para los consejos de profesores de establecimientos educacionales de dependencia de los servicios locales de educación. A continuación, se detallan dichas propuestas, consignándose la votación respectiva:

- colaborar en la provisión de las necesidades especiales de las escuelas interculturales bilingües.


- garantizar una gestión y cultura democrática en la escuela, desarrollando la voluntad y la capacidad de participar en la comunidad educativa.

- promover el conocimiento, comprensión y compromiso de los estudiantes con los derechos humanos y los derechos de los niños, para que disfruten de sus derechos y los ejerzan, respeten y defiendan los de sus pares.

- fomentar en los estudiantes el respeto y una valoración positiva de la diversidad sexual, social y cultural del país, tanto en un contexto de migración y globalización, así como a nivel local, regional y nacional.

- fomentar en los estudiantes la protección de los derechos sociales, económicos y culturales de los pueblos indígenas que habitan en el territorio de Chile.

- proponer, implementar y coordinar acciones tendientes a desarrollar, practicar y acceder a diversas expresiones artísticas y culturales en los establecimientos educacionales, tomando en consideración las necesidades especiales de las escuelas interculturales bilingües, cuando fuere el caso.

- promover la formación laica, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y la formación ciudadana de los estudiantes, a fin de fomentar su participación en la sociedad.


- Las referidas indicaciones fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Pizarro y Walker, don Ignacio.

- - -

La señora Ministra de Educación hizo presente que durante el nuevo plazo para presentar indicaciones, el Ejecutivo formularía una proposición para incorporar un artículo nuevo y regular el consejo escolar de los establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales de educación.

Acotó que el tenor de la disposición anunciada sería el que sigue:

“Artículo 45.- Consejo Escolar de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. En cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública deberá existir un Consejo Escolar o un Consejo de Educación Parvularia, según corresponda, en los términos establecidos en la ley Nº 19.979. 

Sin perjuicio de lo anterior, en el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación, los Consejos Escolares tendrán facultades resolutivas en lo relativo a: 

a) El calendario detallado de la programación anual y las actividades extracurriculares o extraprogramáticas, incluyendo las características específicas de éstas.

b) La elaboración, modificaciones y aprobación del reglamento interno del establecimiento.”.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Montes consultó si los consejos escolares tendrían facultades resolutivas respecto del calendario de toda la programación anual del establecimiento o sólo respecto de las actividades extracurriculares.

Por otro lado, celebró que el aludido consejo fuera considerado en el reglamento interno. Sin embargo, cuestionó que sus funciones se extendieran hasta la elaboración del mismo.

La Honorable Senadora señora Von Baer compartió las inquietudes manifestadas por el parlamentario que le antecedió en el uso de la palabra. En efecto, deteniéndose en la letra a), estimó que las funciones del consejo escolar debían limitarse al calendario de la programación anual de las actividades extracurriculares. Por lo anterior, sugirió eliminar la expresión “detallado” y sustituir la conjunción “y” por “de”.

En cuanto a la letra b), consideró indispensable que el consejo pudiera manifestar su opinión respecto al reglamento interno, pero calificó como excesivo que tuviera facultades resolutivas respecto a su elaboración, modificación y aprobación.

El Honorable Senador señor Allamand concordó con las aprensiones manifestadas por los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Montes. 

En cuanto al encabezamiento del inciso segundo, pidió eliminar la expresión “Sin perjuicio de lo anterior,”.

En relación con la letra b), criticó que se otorgara la facultad de elaborar el reglamento interno. Resaltó que los organismos colectivos, en general, han demostrado que son malos en la elaboración de ellos. Por ello, estimó indispensable eliminar la palabra “elaborar”.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, hizo presente que la ley N° 19.979 faculta a los sostenedores a que año a año pueda entregar facultades resolutivas a los consejos escolares en todas aquellas materias respecto de las cuales dicha instancia debe ser consultada. Añadió que las facultades otorgadas en el artículo propuesto sólo recogen una práctica extendida en los municipios.

En otro orden de consideraciones, señaló que en la actualidad la facultad de decidir el reglamento interno recae en el sostenedor. Deteniéndose en las críticas recaídas en la letra b), recordó que el reglamento aludido en ella es el pacto de convivencia del establecimiento y que no sería conveniente encomendar su elaboración al sostenedor, toda vez que él estará alejado del establecimiento. 

En línea con lo anterior, el Honorable Senador señor Allamand recalcó que en la legislación vigente, los consejos escolares sólo tienen facultades resolutivas cuando así lo dispone el sostenedor. Al respecto, cuestionó la necesidad de modificar la realidad descrita.

El Honorable Senador señor Montes consideró indispensable que el consejo escolar fuera parte del proceso de elaboración del reglamento, a fin de que esté comprometido con este pacto. Con todo, discrepó que el único lugar de elaboración del mismo fuera el consejo escolar. En efecto, aseveró que bastaría un derecho de veto.

La señora Ministra de Educación calificó como indispensable que el reglamento interno emanara de la comunidad escolar y que su participación no se limitara a una aprobación meramente formal de dicho instrumento, a fin de que se recogiera su realidad en él.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, remarcó que la Ley de Inclusión Escolar contiene dos artículos referidos a los consejos escolares, los que son modificados por la iniciativa de ley. Discrepó de ello, y justificó su parecer en que el referido cuerpo normativo recién ha comenzado su implementación.

El Honorable Senador señor Montes puso de relieve que la realidad de los colegios privados difiere de la de los públicos, razón por la cual las normas referidas a los consejos escolares no podían ser iguales para ambos. Agregó que en los establecimientos educacionales públicos algunas materias, como el reglamento en cuestión y las actividades extra programáticas, debían producirse de manera más colectiva.

Sentenció que sin acuerdo sobre el reglamento interno, éste sería letra muerta al poco andar.

El Honorable Senador señor Allamand aseveró que la norma en estudio era una materia esencial para el funcionamiento del sistema. Sin embargo, apuntó que existen diferencias entre pretender que el reglamento sea un instrumento realmente vinculante a que se otorgue a un sector un derecho de veto permanente respecto a él. 

A fin de clarificar lo anterior, pidió a los representantes del Ejecutivo presentes en la sesión que explicaran cómo resuelve el consejo escolar.

Sobre la interrogante anterior, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, sostuvo que el artículo 9 de la ley N° 19.979 dispone que el sostenedor hará llegar al departamento Provincial de Educación una copia del acta constitutiva del consejo, la que deberá indicar las materias previstas en él, entre las que se incluye su funcionamiento. En consecuencia, recalcó, la ley citada no será modificada.

La Honorable Senadora señora Von Baer llamó a tener en consideración que la Ley General de Educación establece como requisito para que un establecimiento obtenga su reconocimiento oficial que cuente con un reglamento interno. Añadió que si dicho instrumento no existe, no habrá reconocimiento oficial ni, por consiguiente, tampoco subvención por parte del Estado. 

A la luz de lo anterior, y en relación con el derecho de veto propuesto por el Honorable Senador señor Montes, enfatizó que ello podría acarrear graves consecuencias para el colegio.

-La disposición en comento fue incorporada con la redacción que señala en el capítulo de modificaciones y en el texto aprobado por la Comisión, como consecuencia de la aprobación de la indicación número 150).

- - -

Enseguida, el Honorable Senador señor Montes sugirió incorporar, a través de la indicación número 172), un artículo al Título IV, en estudio, sobre aseguramiento de la calidad. En él se prescribe que los establecimientos de educación pública participarán del sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media a que se refiere la ley N° 20.529.

El mencionado precepto acota que lo anterior no obstará a que éstos organicen modalidades y procedimientos alternativos de medición y evaluación, según sus propias características y requerimientos. En todo caso, precisa, los resultados de las mediciones que tanto nacional como particularmente se realicen a su respecto, sólo podrán informarse en cifras agregadas de carácter nacional, regional, provincial o comunal, referidas a la totalidad de los establecimientos educacionales públicos para el nivel y territorio de que se trate y en informes específicos dirigidos a cada establecimiento que consigne los contenidos deficitarios respectivos.

Consigna que para el caso de la educación pública, la ponderación de los estándares de aprendizaje a que hace referencia el inciso segundo del artículo 18 de la ley N° 20.529, no deberá superar el 50% del total.

Además, establece que la aplicación de lo dispuesto en el artículo 31 de la ley N° 20.529 no tendrá lugar tratándose de establecimientos de educación pública, atendida la obligatoriedad del Estado de proveer un sistema gratuito de enseñanza. Por último, dispone que en caso de verificarse la hipótesis prevista en dicha disposición, el Servicio Local respectivo deberá implementar un plan especial de apoyo técnico pedagógico.

El Honorable Senador señor Montes estimó indispensable considerar la existencia de los servicios locales de educación en lo que al aseguramiento de la calidad respecta, de manera de no limitar el trabajo a los establecimientos educacionales. Afirmó que la indicación de su autoría permitirá mayor vinculación entre los referidos servicios y el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación, tema insuficientemente resuelto en la iniciativa de ley.

Por otro lado, consideró necesario flexibilizar el concepto de calidad en la educación pública, de manera de evitar que ella se refleje principalmente en los resultados en las pruebas estandarizadas.

La Honorable Senadora señora Von Baer recordó que el Director Ejecutivo del servicio local de educación a la hora de elaborar su convenio de gestión educacional deberá tener en consideración los insumos proporcionados por la Agencia de Calidad de la Educación, de otra manera, advirtió, no podrá establecer qué indicadores deberá mejorar. Por lo anterior, continuó, debieran considerarse los incentivos necesarios para que la autoridad máxima del servicio local trabaje con la Agencia de Calidad de la Educación y con la Superintendencia de Educación.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que el inciso primero de la disposición propuesta no era necesario, toda vez que la ley N° 20.529 se refiere a los establecimientos educacionales públicos y privados. 

Respecto al resto del artículo sugerido por el Honorable Senador señor Montes, notó que las materias consideradas en él si bien eran de la mayor importancia, eran más de fondo.


Sin perjuicio de las aseveraciones expuestas precedentemente, durante el nuevo plazo para presentar indicaciones, los contenidos de esta propuesta quedaron incorporados en las regulaciones propuestas.

-Puesta en votación la indicación, ella fue rechazada por la unanimidad de la Comisión, Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

Asimismo, el Honorable Senador señor Montes formuló la indicación número 173), para incorporar un artículo final al Título IV sobre financiamiento de los establecimientos de educación pública. La disposición sugerida dispone que el Estado debe financiar un sistema gratuito destinado a asegurar el acceso de toda la población a la educación básica y media y a la educación parvularia, a partir del nivel medio menor.

Puntualiza que con tal objeto, se determinarán los requerimientos basales de operación de los establecimientos, a partir de las necesidades de una escuela modelo con una matrícula de 500 alumnos.

Agrega que a partir de ello, se establecerán factores de corrección que consideren criterios tales como vulnerabilidad, condiciones sociales, características geográficas, necesidades especiales de los estudiantes, riesgo de deserción y asistencia.

Finalmente, indica que lo anterior deberá suplementarse con programas especiales de fortalecimiento destinados a normalizar o potenciar las características especiales de cada establecimiento.

El Honorable Senador señor Montes manifestó la necesidad que Su Excelencia la Presidenta de la República acogiera la idea propuesta en la indicación.

-La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo previsto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

o o o o o

Sobre el título IV recayó también la indicación número 174), del Honorable Senador señor Montes, para incorporar un párrafo 2°, titulado “Instrumentos de gestión a nivel de los establecimientos”. El párrafo propuesto se compone, a su vez, de tres artículos, referidos al proyecto educativo, al Plan Anual y a las Políticas Educativas. El tenor literal de los preceptos aludidos es el que sigue:

“Artículo xx.- Proyecto Educativo. Los establecimientos de educación pública deberán disponer de un proyecto educativo propio que reconozca y potencie la identidad y características de la comunidad educativa. 

El proyecto educativo se orientará a asegurar el desarrollo integral de niños y jóvenes; en sus aspectos cognoscitivos, emocionales, físico, sociales y culturales; contribuir a la elaboración de su proyecto de vida: permitir su expresión a través de manifestaciones artísticas; promover su participación ciudadana, el respeto a los derechos humanos y el medio ambiente y aportar valores solidarios. 

Dicho proyecto deberá ser público, laico, esto es, respetuoso de toda expresión religiosa, y pluralista, permitir el acceso a él a toda la población y promover la inclusión social y la equidad.

El proyecto educativo será actualizado cada cuatro años, con amplia participación de la comunidad educativa.

Artículo xx.- Plan o Programa Anual. Cada establecimiento deberá contar con un plan anual. Éste plan anual deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:

a) 
Estado de avance de los objetivos y metas contenidas en el Proyecto Educativo.

Ello incluirá, entre otros, los siguientes aspectos:

•
Programa Mejoramiento Educativo, 

•
Programa  de integración Escolar, 

•
Presupuesto, 

•
Iniciativas de apoyo técnico pedagógico,

•
Iniciativas de fortalecimiento y perfeccionamiento docente.

b) 
Dotación de equipo directivo, docentes, profesionales de apoyo y asistentes de la educación, incluyendo los requerimientos que se hayan hecho al Servicio Local respectivo.

c) 
Iniciativas de apoyo psicosocial y retención que se desarrollarán durante el año y los objetivos y metas de éstas.

d)
Planificación de las principales actividades del año, tales como inauguración y cierre del año escolar, aniversario del establecimiento, efemérides nacionales y locales.

El Plan Anual deberá ser elaborado por el Director, con la participación del equipo directivo y el Consejo de Profesores y deberá ser informado a la comunidad a más tardar durante el mes de diciembre del año precedente.

El Director deberá en marzo de cada año rendir una cuenta pública, dirigida a la comunidad escolar y a los vecinos del sector en que se emplaza el establecimiento, donde se expongan los principales avances y dificultades.

Artículo xx.-
Políticas Educativas. Los establecimientos de Educación Pública establecerán orientaciones específicas referidas a algunos aspectos relevantes del quehacer educativo.

Sin perjuicio de aquéllas que se estimen necesarias, deberán contar al menos con aquéllas señaladas en las características de las escuelas y liceos públicos.

Éstas serán elaboradas por el Director, debiendo recoger las observaciones y propuestas del Consejo de Profesores y del Consejo Escolar.”.

La señora Ministra de Educación sugirió aprobar la indicación en estudio, con modificaciones, reemplazándola por la que sigue:

“Incorporar a continuación del artículo referido al trabajo en red, el que se señala:

“Artículo ….- Instrumentos de gestión de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales pertenecientes al Sistema de Educación Pública deberán contar con un proyecto educativo institucional, el que deberá ser concordante con el objeto y principios del Sistema de Educación Pública, consagrados en los artículos 2º y 4º. Este instrumento deberá reconocer la identidad y características de los estudiantes y de la comunidad educativa respectiva y orientar el desarrollo de los diferentes planes y acciones que se lleven a cabo en el establecimiento.

Asimismo, estos establecimientos contarán con un Plan de Mejoramiento Educativo, el que será un instrumento de planificación estratégica que orientará el mejoramiento de sus procesos pedagógicos e institucionales. Este plan contendrá una planificación a 4 años, que se implementará a través de orientaciones y acciones de carácter anual, incluyendo metas de gestión institucional, de acuerdo a lo establecido en las leyes Nº 20.248 y N° 20.529, y a las políticas que al efecto elabore el Ministerio de Educación. A través de este plan deberá fomentarse, entre otros, el trabajo profesional colaborativo de los docentes y una sana convivencia de la comunidad educativa, favoreciendo la formación integral de los estudiantes y la generación de aprendizajes de calidad. 

Los directores de establecimientos educacionales y sus equipos directivos, con el objeto de vincular e integrar diferentes iniciativas y de simplificar sus tareas administrativas, en concordancia con las políticas establecidas por el Ministerio de Educación, incorporarán como parte de su propuesta de Plan de Mejoramiento Educativo los planes específicos establecidos por la normativa educacional vigente, tales como, el Plan de Formación Ciudadana, el Plan de Gestión de la Convivencia Escolar y el Plan de Apoyo a la Inclusión, para lo cual contarán con el apoyo del Servicio Local, de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del artículo 20.”.”.

El Honorable Senador señor Montes explicó que la idea es que en los establecimientos educacionales no exista una infinidad de planes, sino sólo dos: el proyecto educativo institucional y el plan de mejoramiento educativo. 

A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la propuesta realizada por la señora Ministra de Educación. Con todo, sugirió incorporar, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “incluyendo”, lo siguiente: “, en un solo instrumento,”.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en tanto, estimó que el proyecto educativo institucional no podía ser considerado un instrumento de gestión de los establecimientos, toda vez que lo abarca en su totalidad. Por ello, consideró necesario cambiar el título de la disposición por “proyecto educativo institucional y plan de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales.”.

La señora Ministra de Educación sugirió incorporar un inciso tercero a la disposición del tenor que sigue:

“El Plan de Mejoramiento Educativo establecido en la presente ley incorporará los Planes de Mejoramiento Educativo a que se refieren las leyes N° 20.248 y 20.529, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones y requisitos que estas leyes establecen para dichos instrumentos.”.

Deteniéndose en el nuevo inciso tercero propuesto por la señora Ministra de Educación, el Honorable Senador señor Allamand solicitó perfeccionar la redacción del mismo, justificando su petición en que un plan no puede, a su vez, incorporar otros, como lo indica el texto aludido. 

El Honorable Senador señor Montes compartió la demanda de no utilizar dos veces la expresión “plan de mejoramiento educativo” para no generar confusiones.

Perfeccionando la redacción del inciso aludido, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso la siguiente redacción para el aludido inciso:

“Los Planes de Mejoramiento Educativo a que se refieren las leyes N° 20.248 y 20.529 se entenderán comprendidos en el plan señalado en el inciso anterior, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones y requisitos que estas leyes establecen para dichos instrumentos.”.

El Honorable Senador señor Allamand insistió en sus planteamientos, y sugirió señalar que el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el inciso anterior incorporará las iniciativas a que se refieren las leyes N° 20.248 y 20.529.

La señora Ministra de Educación acogió las observaciones formuladas por los integrantes de la instancia, y precisó que la redacción para esta materia, que debería ser incorporada a continuación del artículo referido al trabajo en red, debería ser del siguiente tenor 

“Artículo xxx.-Proyecto educativo institucional y plan de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales pertenecientes al Sistema de Educación Pública deberán contar con un proyecto educativo institucional, el que deberá ser concordante con el objeto y principios del Sistema de Educación Pública, consagrados en los artículos 2º y 4º. Este instrumento deberá reconocer la identidad y características de los estudiantes y de la comunidad educativa respectiva y orientar el desarrollo de los diferentes planes y acciones que se lleven a cabo en el establecimiento.

Asimismo, estos establecimientos contarán con un Plan de Mejoramiento Educativo, el que será un instrumento de planificación estratégica que orientará el mejoramiento de sus procesos pedagógicos e institucionales. Este plan contendrá, en un solo instrumento, una planificación a 4 años, que se implementará a través de orientaciones y acciones de carácter anual, incluyendo metas de gestión institucional. A través de este plan deberá fomentarse, entre otros, el trabajo profesional colaborativo de los docentes y una sana convivencia de la comunidad educativa, favoreciendo la formación integral de los estudiantes y la generación de aprendizajes de calidad. 

El Plan de Mejoramiento Educativo establecido en la presente ley incorporará los Planes de Mejoramiento Educativo a que se refieren las leyes N° 20.248 y 20.529, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones y requisitos que estas leyes establecen para dichos instrumentos.

Los directores de establecimientos educacionales y sus equipos directivos, con el objeto de vincular e integrar diferentes iniciativas y de simplificar sus tareas administrativas, en concordancia con las políticas establecidas por el Ministerio de Educación, incorporarán, como parte de su propuesta de Plan de Mejoramiento Educativo, los planes específicos establecidos por la normativa educacional vigente, tales como, el Plan de Formación Ciudadana, el Plan de Gestión de la Convivencia Escolar y el Plan de Apoyo a la Inclusión, para lo cual contarán con el apoyo del Servicio Local, de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del artículo 20.”.”.


- La referida redacción fue aprobada, dándose por aprobada también, con modificaciones, la indicación número 174), por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Allamand.

o o o o o

Por su parte, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 175), para intercalar, como artículo 56, uno nuevo, compuesto de dos incisos, que lleva por título Conferencia de Directores y Directoras de Jardines, Escuelas y Liceos. 

Dicha disposición señala, en su inciso primero, que cada Director Ejecutivo convocará, al menos una vez al año, a una Conferencia a todos los directores de los establecimientos educacionales y los profesores encargados de escuelas rurales, que dependan del Servicio Local.

Su inciso segundo, en tanto, agrega que esta Conferencia tendrá un carácter consultivo y su objeto será analizar, en conjunto con el Director Ejecutivo, el estado de avance del Plan Estratégico Local definido en el artículo 39, proponer mejoras para el diseño y la prestación del apoyo técnico-pedagógico que el Servicio entrega a los establecimientos, de conformidad con lo señalado en el literal d) del artículo 14, y analizar toda otra materia de interés para el cumplimiento del objeto del Servicio, que sea propuesta por el Director Ejecutivo. Añade que un informe de síntesis con las principales conclusiones y propuestas de la Conferencia será remitido al Comité Directivo y al Consejo Local respectivo, para su conocimiento.

La señora Ministra de Educación solicitó aprobar la indicación con modificaciones, a fin de que el artículo sugerido se incorporara a continuación de aquel referido a las funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales y que el informe indicado en el inciso segundo fuera remitido también a la Dirección de Educación Pública. Precisó que de acogerse la enmienda sugerida, la redacción del precepto previsto en la indicación número 175 sería la que sigue:

“Artículo …..- Conferencia de Directores y Directoras de Escuelas, Jardines y Liceos. Cada Director Ejecutivo convocará, al menos una vez al año, a una Conferencia a todos los directores de los establecimientos educacionales y los profesores encargados de escuelas rurales, que dependan del Servicio Local. 

Esta Conferencia tendrá un carácter consultivo y su objeto será analizar, en conjunto con el Director Ejecutivo, el estado de avance del Plan Estratégico Local definido en el artículo 39, proponer mejoras para el diseño y la prestación del apoyo técnico-pedagógico que el Servicio entrega a los establecimientos de conformidad con lo señalado en el literal d) del artículo 14º de la presente ley, y, analizar toda otra materia de interés para el cumplimiento del objeto del Servicio, que sea propuesta por el Director Ejecutivo. Un informe de síntesis con las principales conclusiones y propuestas de la Conferencia deberá ser remitido a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo y al Consejo Local respectivo, para su conocimiento.”.

- La indicación fue aprobada con las modificaciones propuestas por la Secretaria de Estado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Girardi, Montes y Walker, don Ignacio.

- - -

Asimismo, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, por medio de la indicación número 176), intercalar como artículo 57, uno nuevo referido al trabajo en red. La redacción propuesta para la citada disposición es la que se indica a continuación:

“Artículo 57.- Del trabajo en red. Los Servicios Locales fomentarán el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. El principal objetivo del trabajo en red es el fortalecimiento de los procesos pedagógicos de los establecimientos educacionales que las integran, así como la mejora continua de la calidad integral de la educación que ellos imparten, en consideración con los objetivos y metas presentes en los respectivos Planes de Mejoramiento Educativo de cada establecimiento educacional, así como en el Plan Estratégico Local establecido en el artículo 39.

Asimismo, los Servicios Locales promoverán y facilitarán la coordinación y realización conjunta de actividades educativas curriculares y extracurriculares entre dos o más establecimientos de su dependencia, las cuales podrán considerar integrantes de comunidades educativas no dependientes del Servicio Local.

En particular, cada Servicio Local, por sí o en coordinación con otros Servicios Locales de la región, cuando corresponda, deberá asegurar la integración de sus establecimientos de educación media que impartan formación diferenciada técnico profesional a una o más redes de establecimientos de la misma condición.”.

La señora Ministra de Educación pidió incorporar, en el inciso segundo del precepto propuesto, a continuación de la frase “las cuales podrán considerar integrantes de”, la expresión “otras”.

La Honorable Senadora señora Von Baer valoró la disposición sugerida por Su Excelencia la Presidenta de la República. Con todo, estimó necesario que los servicios locales de educación se coordinen también con los institutos profesionales. Para ello, propuso incorporar, en el inciso tercero, luego de la voz “establecimientos”, la segunda vez que aparece, la locución “de educación secundaria o terciaria”. 

La señora Ministra de Educación enfatizó que lo más importante de la disposición es la posibilidad de poner en red a los establecimientos públicos, dependan o no del mismo servicio local de educación, potenciando actividades como las deportivas, artísticas, científicas y permitiendo un mejor uso de los equipamientos y de la articulación en el territorio.

Sobre la propuesta formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, la valoró. No obstante, no consideró apropiado circunscribir la vinculación sólo a la educación técnico profesional y no considerar otras áreas tan importantes, como las ciencias y las artes.

El Honorable Senador señor Montes estimó que el artículo en estudio era muy relevante, razón por la cual pidió reelaborarlo para conferirle la importancia que realmente tiene. Apuntó que algunos aspectos requerirán la integración de esfuerzos e incluso la creación de órganos especializados desde el servicio para el conjunto de los colegios. Tal es el caso, precisó, del diagnóstico y apoyo en problemas de lenguaje, de los temas artísticos, culturales y deportivos, de las academias y de laboratorios.

En sintonía con lo anterior, resaltó que debiera considerarse un presupuesto para el servicio local de educación, otro para el trabajo en red y otro para los colegios.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó dejar constancia que los ejemplos aludidos por el Honorable Senador señor Montes están comprendidos en el artículo en estudio.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

- - -

A continuó, se presentó la indicación número 177, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar como artículo 62 el siguiente, nuevo:

“Artículo 62.- Artículo 62.- Modifícase la ley Nº 18.956, de 1990, que reestructura el Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:

1) Intercálase en el literal c) del artículo 2, luego de “establecimientos educacionales”, la frase “, de conformidad al artículo 2 ter de la presente ley”.

2) Reemplázase en la letra c) del artículo 2 bis la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación”.

3) Modifícase el artículo 2 ter de la siguiente forma:

a) Intercálase en su inciso segundo, luego de las palabras “Dichas funciones”, lo siguiente “deberán ser ejercidas en coordinación con el sostenedor y con las instituciones parte del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad y”.

b) Reemplázase el inciso tercero, por el que sigue:

“Los Servicios Locales de Educación Pública brindarán directamente el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.”.

4) Modifícase el artículo 15 en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso primero, luego de la frase “Secretarías Regionales Ministeriales”, la oración “la proposición y evaluación de las políticas y planes en el territorio respectivo. De la misma forma deben”.

b) Intercálase en el inciso primero, antes del punto final, la frase “cuando corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2 ter de la presente ley”. 

c) Intercálase al inicio del inciso segundo: “Asimismo, serán las responsables de la coordinación de las instituciones pertenecientes al Sistema de Aseguramiento de la Calidad en el territorio.”.”.

La señora Ministra de Educación explicó que la modificación apunta a entregar atribuciones al Ministerio de Educación para que, en el nuevo Sistema de Educación Pública, los supervisores puedan ejercer sus labores, sin perjuicio de que el equipo técnico del servicio local de educación cuente con el apoyo de ellos en las escuelas de su dependencia.

Complementando la intervención anterior, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, aseveró que la enmienda objeto de análisis persigue dejar claramente establecido que las funciones de supervisión que el Ministerio de Educación está obligado a tener deberán ser ejercidas en coordinación con el sostenedor y con las instituciones que son parte del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

Sumándose a las explicaciones anteriores, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, afirmó que la indicación en estudio persigue dos fines:

1.-Explicitar en la ley del Ministerio de Educación la función de los servicios locales de educación, en cuanto a su rol de prestar apoyo técnico pedagógico. 

2.-Incluir a los servicios locales de educación como los nuevos sostenedores de la educación pública.

La Honorable Senadora señora Von Baer advirtió que la arquitectura del Ministerio de Educación no estaba adecuadamente resuelta y discrepó que ella no se adecuara al nuevo Sistema de Educación Pública. Aseguró que lo anterior acarrearía problemas de gobernabilidad.

Al respecto, la señora Ministra de Educación llamó a tener en consideración que la educación pública sólo representa el 36% de la matrícula y que la Secretaría de Estado que encabeza tiene el deber de preocuparse de todos los niños del país. En el mismo sentido, resaltó que las Secretarías Regionales Ministeriales cumplen funciones respecto de todos los establecimientos educacionales y que los supervisores prestan servicios también a los colegios particulares subvencionados.

El Honorable Senador señor Montes puso de relieve la necesidad de distinguir la realidad de cada sector, por cuanto hay lugares en donde no existen colegios particulares subvencionados pero sí Secretarías Regionales Ministeriales. Con todo, consideró necesario, al menos, permitir que quienes se desempeñan en ellas postulen a los servicios locales de educación, comenzando así la reestructuración del Ministerio de Educación.

El señor Rocco subrayó que el Ejecutivo trabaja en la elaboración de una indicación que permita a los supervisores que lo deseen, pasar al nuevo sistema de educación pública.

En otro orden de ideas, recalcó que el rol de las provinciales es diferente al de los servicios locales de educación. En efecto, acotó, cumplen funciones respecto al registro curricular, pago de subvenciones y otras que la Ley de Inclusión Escolar y la Ley de Carrera Docente les encomiendan. Además, añadió, dichas atribuciones rigen todo el sistema de educación.

-La indicación fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

o o o o o

TÍTULO V

ARTÍCULO 45

A través de sus números 1 y 2 introduce dos modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, que reglamenta aplicación del inciso segundo del artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979. El n° 1) suprime en el inciso segundo del artículo 3°, la frase “educacionales y a los” y la frase “de uno y otro género,”. El n° 2, en tanto, elimina en el inciso primero del artículo 12, la expresión “de educación,”.

-El artículo fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la instancia. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Pizarro y Walker, don Ignacio, y en contra, la Honorable Senadora señora Von Baer.

ARTÍCULO 46

Modifica la ley orgánica constitucional de Municipalidades, de la siguiente manera:

1) Elimínase del literal g) del artículo 5°, la expresión “de educación,”.

2) Modifícase el artículo 23, en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su inciso primero, la expresión “, educación”.


b) Elimínase en el literal a) de su inciso segundo, la expresión “educación, y”.

3) Elimínase en el artículo 47, la expresión “educación y”.

4) Elimínase en el inciso segundo del artículo 56, la expresión “educación y”.

5) Sustitúyese en el literal a) del artículo 65, la expresión “los presupuestos de salud y educación” por “el presupuesto de salud”.

6) Sustitúyese el literal g) del artículo 67 por el siguiente:

“g) Los indicadores más relevantes que den cuenta de la gestión en los servicios de salud cuando éstos sean de administración municipal, tales como la situación previsional del personal vinculado al área, el grado de cumplimiento de las metas sanitarias y de salud a nivel comunal;”.

-Puesto en votación el precepto, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Pizarro y Walker, don Ignacio, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

ARTÍCULO 47

Modifica, por medio de dos numerales, el decreto ley N° 3.166, de 1980, que Autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica. El tenor literal de cada uno de ellos es el que se señala a continuación:

“1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1°:

a) Agrégase, en el inciso primero, luego de “El Ministerio de Educación Pública” la frase “, a través de la Dirección de Educación Pública,”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“Asimismo, al término de la vigencia de los convenios, de acuerdo a la presente ley y el convenio respectivo, el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública podrá renovarlos con las entidades administradoras o traspasarla a los Servicios Locales de Educación Pública.”.

2) Sustitúyese, en el artículo 5°, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por “de la Dirección de Educación Pública”.”.

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó explicar detalladamente las enmiendas propuestas, y justificó su petición en que existe preocupación de parte de quienes están a cargo de los colegios de administración delegada.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, explicó que las enmiendas propuestas al artículo en estudio mantienen el régimen de administración delegada, pero precisan que será la Dirección de Educación Pública el organismo técnico encargado de dichos convenios. Recordó que en la actualidad dicha función está encomendada a la unidad del Ministerio de Educación.

Adicionalmente, agregó que posibilitan que los servicios locales de educación integren a la red de trabajo a los establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166. 

Por otro lado, añadió, precisan las opciones que tiene la Dirección de Educación Pública en el caso que el convenio celebrado no se cumpla. Indicó que en tal caso, el servicio público centralizado dependiente del Ministerio de Educación podrá renovar el convenio con la misma corporación o bien ponerle fin, caso en el cual el establecimiento pasará a un servicio local de educación.

La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que en la actualidad el Ministerio de Educación tiene la facultad de rescindir los convenios celebrados. A la luz de lo anterior, consultó por qué era necesaria la letra b) del N°1 del artículo 47.

El señor Rocco aseguró que la letra indicada se incorporó a fin de incluir la posibilidad de traspasar el establecimiento a un servicio local de educación.

En otro orden de ideas, informó que existen 70 establecimientos de administración delegada en nuestro país.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por su lado, advirtió que, actualmente, el Ministerio de Educación, en caso de rescindir el convenio de administración delegada, puede traspasar la administración del establecimiento a otra corporación de derecho privado. Enfatizó que tal posibilidad no se contempla en el proyecto en estudio.

La Honorable Senadora señora Von Baer lamentó que no se contemplara la posibilidad de traspasar la administración de un establecimiento a otra corporación de derecho privado, en caso de rescindirse el convenio existente, tal como ocurre hasta el momento. Recalcó que el que una corporación de derecho privado no haya cumplido el convenio no debiera ser impedimento para que otra pueda cumplirlo adecuadamente. Por ello, solicitó incorporar la posibilidad excluida.

La señora Ministra de Educación aseveró que el Ejecutivo era partidario de mantener ambas posibilidades en caso de rescindirse el convenio y que la Cámara de Diputados excluyó el traspaso a los privados.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la demanda de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Habida consideración de la solicitud formulada por los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Walker, don Ignacio, la Secretaria de Estado aseguró que, durante el nuevo plazo para presentar indicaciones, Su Excelencia la Presidenta de la República formularía una para reemplazar la letra b) del número 1) del artículo 47, a fin de contemplar la posibilidad de traspasar el convenio a otra entidad administradora.

Como consecuencia del compromiso anterior, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso la indicación número 177 bis, para intercalar, en la letra b) del número 1), a continuación de la expresión “administradoras”, lo siguiente: “, traspasarlos a otra entidad administradora”.

- La indicación contó con el respaldo de la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Pizarro y Walker, don Ignacio.

-Sometido a votación el artículo, en tanto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Pizarro y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 48

Por medio de sus 47 numerales, modifica el estatuto de los profesionales de la educación de la siguiente forma:

1) En el artículo 1°

a) Sustituye la frase “de administración municipal o particular reconocida oficialmente,” por “administrados por los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante también “Servicios Locales”) o de administración particular reconocida oficialmente,”.

b) Elimina la frase “, como también quienes ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en los departamentos de administración de educación municipal que por su naturaleza requieran ser servidos por profesionales de la educación”.

2) Reemplaza en el artículo 3°, la expresión “del sector municipal incluyendo a aquellos que ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en sus órganos de administración” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.

3) Sustituye en el inciso segundo del artículo 5°, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.

4) Reemplaza en el inciso segundo del artículo 7°, la frase “el sector municipal, entendido en los términos del artículo 19 Y de esta ley,” por “los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación”.

5) Sustituye en el inciso tercero del artículo 7° bis, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 

6) Reemplaza en el epígrafe del Título IV, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales”.

7) En el artículo 19:

i) Reemplaza el punto y coma que sigue a la frase “Ministerio de Educación”, por la letra “y”.

ii) Elimina la frase “, y a los que ocupan cargos directivos y técnicos-pedagógicos en los Departamentos de Administración Educacional de cada municipalidad, o de las corporaciones educacionales creadas por estas”.

8) En el artículo 19 Y:

a) Reemplaza el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 19 Y.- El presente Título se aplicará a los profesionales de la educación que desempeñen funciones en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública integrando la respectiva dotación docente.”.

b) Elimina el inciso segundo.

9) Reemplaza el artículo 20 por el siguiente:

“Artículo 20: Se entiende por dotación docente el número total de profesionales de la educación que sirven funciones de docencia, docencia directiva y técnico-pedagógica, que requiere el funcionamiento de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local en su respectivo ámbito territorial, expresada en horas cronológicas de trabajo semanales.”.

10) En el artículo 21:

a) Reemplaza su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 21: La dotación docente de los establecimientos educacionales de cada Servicio Local, incluyendo a quienes desempeñen cargos y horas directivos y técnico-pedagógicos en los Servicios Locales respectivos, será fijada a más tardar el 15 de diciembre del año anterior a aquel en que comience a regir, de conformidad a lo señalado el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública respectivo.”.

b) Reemplaza en el inciso final, la palabra “municipio” por “Servicio Local respectivo”.

11) En el artículo 22:

a) Modifica el inciso primero en el siguiente sentido:

i) Reemplaza la frase “La Municipalidad o Corporación que fija la dotación docente de cada comuna” por “El Servicio Local, al fijar su dotación docente”.

ii) Sustituye el numeral 1 por el siguiente:

“1.- Variación en el número de alumnos del Servicio Local en su ámbito territorial de competencia.”.

iii) Agrega una conjunción “, y” al final del numeral 3.

iv) Reemplaza, en el numeral 4.- la conjunción “, y” por la siguiente frase: “en situaciones excepcionales.

v) Elimina el numeral 5.

b) Suprime, en el inciso segundo, la expresión “de una comuna,”.

c) Reemplaza el inciso tercero por el siguiente: 

“Todas estas causales para la fijación o la adecuación de la dotación docente deberán estar fundamentadas en el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública. En todo caso, estas modificaciones deberán estar basadas en razones de carácter técnico-pedagógico.”.

12) En el artículo 24:

a) Reemplaza, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “docente de un Servicio Local”. 

b) Reemplaza, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.

13) En el inciso primero del artículo 26:

a) Reemplaza la frase “una misma Municipalidad o Corporación Educacional” por “un mismo Servicio Local”.

b) Reemplaza la expresión “la comuna” por “el ámbito territorial de competencia del Servicio Local”.

14) Sustituye en el artículo 27, la frase “Departamento de Administración de la Educación o por la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local respectivo”.

15) En el artículo 29:

a) Elimina la expresión “o contratados”.

b) Reemplaza la expresión “un decreto alcaldicio o un contrato de trabajo, según corresponda, documentos que contendrán” por “una resolución administrativa, documento que contendrá”.

c) Sustituye en el primer literal, la expresión “Municipalidad o Corporación” por “Servicio Local”.

d) Reemplaza en el tercer literal, la expresión “a la Municipalidad o Corporación” por “al Servicio Local”.

e) Elimina en el último literal, la frase “y período de vigencia, si se tratare de contratos”.

16) Reemplaza, en el artículo 30, la expresión “comuna” por “Servicio Local”.

17) En el artículo 31:

a) Sustituye el literal a) del inciso primero por el siguiente:

“a) El Director Ejecutivo del Servicio Local o a quien éste designe en su reemplazo.”.

b) Sustituye el inciso segundo por el siguiente:

“Un funcionario designado por el Director Ejecutivo del Servicio Local será secretario de actas de la Comisión y tendrá derecho a voz”.

18) En el artículo 31 bis:

a) Reemplaza, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda” por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.

b) Sustituye en el inciso segundo, inmediatamente después del segundo punto y coma, la frase “y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo” por “y un director de establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo.”.

c) Elimina, en el inciso segundo, la oración “En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar reconocido en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, del desarrollo profesional docente, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.”.

d) Elimina el inciso tercero.

e) Sustituye el inciso quinto por el siguiente: 

“Los concursos a los que hace referencia este artículo serán convocados y administrados por los respectivos Servicios Locales, los cuales pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.”.

19) En el artículo 32:

a) Modifica su inciso primero en el siguiente sentido:

i) Reemplaza la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.

ii) Elimina la oración “Estos perfiles deberán ser aprobados por el sostenedor.”.

b) Modifica su inciso segundo en el siguiente sentido:

i) Reemplaza la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.

ii) Sustituye la frase “de la respectiva municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.

20) Elimina el inciso cuarto del artículo 32 bis.

21) Suprime, en el inciso primero del artículo 33, la frase “o con el representante legal de la respectiva Corporación Municipal”.

22) En el artículo 34:

a) Reemplaza, en el inciso primero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Consejo Local de Educación Pública”. 

b) Sustituye, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda,”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.

c) Reemplaza, en el inciso tercero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal con aprobación del sostenedor” por “Director Ejecutivo”.

23) En el artículo 34 A:

a) Reemplaza, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.

b) Suprime en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 

c) Reemplaza, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.

24) En el artículo 34 B:

a) Reemplaza, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.

b) Suprime, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 

c) Reemplaza, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.

25) En el artículo 34 C: 

a) Sustituye, en el inciso segundo, la expresión “de la comuna respectiva” por “del Servicio Local respectivo”.

b) Reemplaza, en el inciso tercero del artículo 34 C, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal” por “del mismo Servicio Local”.

26) Deroga los artículos 34 D, 34 E, 34 F, 34 G, 34 H, 34 I, y 34 J.

27) Reemplaza, en el inciso segundo del artículo 37, la frase “las Municipalidades o Corporaciones Educacionales” por “los Servicios Locales”.

28) Reemplaza en el artículo 39 la frase “las Municipalidades o Corporaciones municipales empleadoras” por “los Servicios Locales empleadores”.

29) Reemplaza en el artículo 41 bis la frase “municipio o corporación municipal” por “Servicio Local”.

30) En el artículo 42:

a) Reemplaza, en el inciso primero, la frase “Departamento de Administración de Educación Municipal o de una misma Corporación Educacional, según corresponda” por “Servicio Local”.

b) Sustituye, en el inciso primero, la frase “Plan de Desarrollo Educativo Municipal” por “Plan Anual del Servicio Local”. 

c) Elimina, en el inciso segundo, la expresión “o municipal” todas las veces que aparece.

31) En el artículo 43:

a) Modifica el inciso primero, de la siguiente forma:

i) Reemplaza la expresión “Las municipalidades” por “Los Servicios Locales”.

ii) Reemplaza la palabra “otras” por “otros”.

iii) Reemplaza la palabra “municipalidades” por la expresión “Servicios Locales”.

iv) Reemplaza la expresión “la municipalidad” por “el Servicio Local”.

b) Modifica el inciso segundo de la siguiente forma:

i) Reemplaza la palabra “municipio” por la expresión “Servicio Local”.

ii) Reemplaza la expresión “la Municipalidad” por “el Servicio Local”.

c) Reemplaza, en el inciso tercero, el vocablo “municipio” por “Servicio Local”.

32) Sustituye, en el inciso segundo del artículo 44, la expresión “cualquiera comuna” por “cualquier Servicio Local”.

33) Reemplaza, en el inciso primero del artículo 46, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 

34) En el artículo 47:

a) Sustituye, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Reemplaza, en el inciso segundo, la frase “de la respectiva Municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.

35) Reemplaza, en el inciso segundo del artículo 51, la frase “Departamento de Administración de la Educación o la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local”.

36) En el artículo 52:

a) Reemplaza la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.

b) Reemplaza las palabras “otra comuna” por “otro Servicio Local”.

37) En el artículo 62:

a) Reemplaza, en el inciso primero, la expresión “una dotación comunal” por “la dotación de un Servicio Local”.

b) Modifica el inciso final de la siguiente forma:

i) Reemplaza la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.

ii) Agrega, antes de la expresión “particular subvencionado” la palabra “sector”.

38) Reemplaza, en el inciso primero del artículo 64, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios locales”.

39) En el artículo 70:

a) Reemplaza, en el inciso tercero, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente al interior de cada Servicio Local”.

b) Reemplaza, en el inciso noveno, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente de los Servicios Locales”.

c) Sustituye, en el inciso noveno, la frase “Jefe del Departamento de Administración Municipal de Educación o el Director de la Corporación Municipal respectivo” por “Director Ejecutivo”.

d) Reemplaza, en el inciso noveno, la expresión “de la comuna correspondiente” por “del Servicio Local respectivo”.

40) Sustituye, en el inciso segundo del artículo 70 bis, la frase “Departamentos de Administración de Educación Municipal” por “Servicios Locales”.

41) Reemplaza, en el inciso primero del artículo 71, la expresión “el sector municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

42) En el artículo 72:

a) Sustituye, en el inciso primero, la expresión “de una dotación docente del sector municipal” por “de la dotación docente de un Servicio Local”.

b) Reemplaza, en el literal b), la frase “en los artículos 127 al 143 de la ley N° 18.883” por “en los artículos 129 al 145 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 

c) Reemplaza, en el párrafo segundo del literal b), la frase “de la respectiva Municipalidad o Departamento de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, designado por el sostenedor”, por “del respectivo Servicio Local”.

d) Sustituye, en el literal h), la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.

e) Reemplaza, en el inciso final, la frase “el artículo 134 de la ley N° 18.883” por “el artículo 136 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 

43) En el artículo 73:

a) Reemplaza, en el inciso primero, la frase “Alcalde de una Municipalidad o el representante de una Corporación” por “Director Ejecutivo de un Servicio Local”.

b) Elimina, en el inciso primero, la frase “de Desarrollo Educativo Municipal”.

c) Modifica el inciso tercero en el siguiente sentido:

i) Sustituye la oración “El decreto alcaldicio o la resolución de la Corporación deberán ser fundados y notificados” por “La resolución del Director Ejecutivo del Servicio Local deberá ser fundada y notificada”.

ii) Reemplaza la frase “la respectiva Municipalidad o Corporación” por “el Servicio Local respectivo”.

iii) Reemplaza la expresión “otra Municipalidad o Corporación” por “otro Servicio Local”.

44) En el artículo 73 bis:

a) Reemplaza, en el literal a), la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Sustituye, en el inciso final, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.

45) En el artículo 74:

a) Reemplaza, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación” por “del mismo Servicio Local”.

b) Sustituye, en el inciso segundo, la expresión “la misma Municipalidad o Corporación” por “el mismo Servicio Local”.

46) Reemplaza, en el inciso segundo del artículo 75, la frase “la Municipalidad o Corporación, según corresponda,” por “el Servicio Local”.

47) Reemplaza, en el inciso tercero del artículo 76, la frase “los decretos alcaldicios o los contratos, según corresponda” por “las resoluciones correspondientes”.

Número 5)

Sobre él recayó la indicación número 178, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la palabra “tercero” por “segundo”.

-La indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Pizarro y Walker, don Ignacio.

Número 14)

Su Excelencia la Presidenta de la República sugirió, por medio de la indicación número 179), sustituirlo por el siguiente:

“14) En el artículo 27:

a) Sustitúyese la frase “Departamento de Administración de la Educación o por la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local respectivo”.

b) Reemplazáse la frase “Dichos concursos deberán ajustarse a las normas de esta ley y su reglamento” por “Dichos concursos deberán contener el perfil profesional docente requerido, el que será elaborado por el director del establecimiento, con participación de su equipo directivo, y de un docente designado por el Consejo de Profesores. Una vez elaborado el perfil éste será remitido al Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo.”.”.

La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que se ahondara en los concursos públicos de antecedentes para los docentes de la educación pública.

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, explicó que la letra a) de la indicación en estudio sustituye el organismo encargado de convocar a concurso público de antecedentes en el caso de los docentes, de manera de ajustarlo a la nueva institucionalidad. Así, precisó, serán los servicios locales de educación los encargados de aquello.

Apuntó que la letra b), en tanto, precisa que los concursos deberán contener el perfil profesional requerido, el que será elaborado por el director del colegio en conjunto con su equipo directivo y un docente designado por el Consejo de Profesores. Resaltó que una vez elaborado el referido perfil, será enviado al Director Ejecutivo del servicio local de educación del cual dependa el establecimiento.

La Honorable Senadora señora Von Baer preguntó si se introducirían cambios en la integración de las comisiones calificadoras de dichos concursos. 

Respondiendo la consulta anterior, la señora Vergara sostuvo que la composición de dichas comisiones se sustituye, toda vez que actualmente participa en ellas el jefe del Departamento de Administración Municipal o el Director Municipal. En consecuencia, acotó, se reemplaza este integrante por un funcionario del servicio local de educación respectivo. Además, agregó, se incorpora a un docente de la dotación del aludido servicio.

En otro orden de consideraciones, resaltó que la iniciativa de ley introduce enmiendas en lo que respecta a la publicidad de los concursos, estableciendo la obligación para el servicio local de publicarlos en un diario de circulación nacional y en el portal de empleos respectivo. Indicó que en él deberá señalarse la formación requerida y el perfil del cargo.

Asimismo, notó, se incorporan antecedentes para la calificación del concurso y se modifica el procedimiento de decisión de la contratación, estableciéndose que será el director del establecimiento el encargado de nombrar a cualquiera de los nominados en la terna elaborada por el servicio local.

La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que las comisiones calificadoras, actualmente, se componen del jefe del Departamento de Administración Municipal, del director del establecimiento y de un docente. Notó que ellas pasarán a estar integradas por dos funcionarios del servicio local y por un docente, excluyéndose al director.

La Asesora del Ministerio de Educación justificó la exclusión aludida en que el director del establecimiento educacional será quien decida el nombre del docente a contratar.

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su comprensión respecto a la eliminación del director. Con todo, remarcó que las comisiones calificadoras están integradas, en la actualidad, por tres estamentos diferentes (sostenedor, director y profesor). A fin de no perder esa realidad, propuso sustituir a uno de los funcionarios del servicio local de educación respectivo por un representante del equipo directivo.

Sobre la propuesta formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, la señora Ministra de Educación destacó que el equipo directivo participará en la elaboración del perfil profesional docente requerido.

La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votar separadamente las letras a) y b) de la indicación.

El Honorable Senador señor Montes puso de relieve que los concursos públicos están muy desprestigiados, motivo por el cual solicitó modernizarlos. Puntualizó que una medida para ello sería incorporar la precalificación de los candidatos, a fin de demostrar que reúnen las condiciones necesarias. Indicó que lo mismo ocurre en el caso de los directores de establecimientos. Por lo anterior, adelantó que se abstendría a la hora de votar.

- Puesta en votación la letra a), se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Pizarro y Walker, don Ignacio, uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer, y una abstención, del Honorable Senador señor Montes.

Por influir la abstención en el resultado de la votación, y conforme lo dispone el artículo 178 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación, manteniéndose ésta en sus mismos términos, por lo que la referida letra quedó aprobada, reglamentariamente, por tres votos a favor y uno en contra.

- Sometida a votación la letra b), en tanto, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la instancia. Se pronunciaron a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Pizarro y Walker, don Ignacio, y se abstuvo, el Honorable Senador señor Montes.

o o o o o

Asimismo, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 180), para intercalar como numeral 15), nuevo, el siguiente:

“15) En el artículo 28:

a) Intercálase en su inciso primero, luego de la frase “en un diario de circulación nacional”, lo siguiente: 

“o en el portal de empleos dependiente de la Dirección Nacional del Servicio Civil”. 

b) Intercálase el siguiente inciso segundo:

“La convocatoria deberá contener, al menos, la identificación del establecimiento educacional, el Servicio Local al que pertenece, la formación requerida y el perfil del cargo.”.”.

-Puesta en votación la indicación, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Pizarro y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Montes.

o o o o o

Número 17)

En relación con este número del artículo 48, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso la indicación número 181), para sustituirlo por el siguiente:

“18) Reemplázase el artículo 31 por uno del siguiente tenor: 

“Artículo 31.- Las Comisiones Calificadoras de Concurso estarán integradas por:

a) Dos funcionarios del Servicio Local designados por su Director. 

b) Un docente elegido por sorteo entre los pares del nivel y de la especialidad de la vacante a llenar. Este docente deberá ser preferentemente de nivel Experto y no podrá pertenecer al establecimiento para el cual se provee la vacante.

Un funcionario designado por el Director Ejecutivo del Servicio Local será secretario de actas de la Comisión y tendrá derecho a voz. Esta Comisión deberá conformar una terna, de entre la cual el director del establecimiento respectivo seleccionará a un candidato.”.”.

- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la instancia. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Pizarro y Walker, don Ignacio, y se abstuvo, el Honorable Senador señor Montes.

Número 18)

Letra a)

Respecto a la letra indicada, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 182), para sustituirla por el que sigue:

“a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda” por “un representante del Director Ejecutivo del Servicio Local.”.

-Sometida a votación la indicación, se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Pizarro y Walker, don Ignacio, uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer, y una abstención, del Honorable Senador señor Montes.

Por influir la abstención en el resultado de la votación, y conforme lo dispone el artículo 178 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación, manteniéndose ésta en sus mismos términos, por lo que la referida letra quedó aprobada, reglamentariamente, por tres votos a favor y uno en contra.

o o o o o

Posteriormente, formuló la indicación número 183), para consultar a continuación de la letra a), la siguiente, nueva:

“…) Intercálase, en el inciso segundo, entre la palabra “Consejo” y el punto y coma que le sigue, la siguiente frase precedida de una coma: “quien la presidirá”.”.

El Honorable Senador señor Montes enfatizó la necesidad que los directores de establecimientos educacionales fueran elegidos por medio del Sistema de Alta Dirección Pública, toda vez que el margen de error en la actualidad es muy alto. Subrayó que en el proyecto en estudio, la participación del sistema aludido se circunscribe a designar a uno de sus consejeros como miembro de la comisión calificadora o, en su defecto, a nombrar a un representante del Consejo de reconocido prestigio en el ámbito educacional.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, afirmó que existe conciencia de la necesidad de perfeccionar el sistema. No obstante, recalcó que la primera medida para ello será la creación de servicio profesional centrado exclusivamente en la educación pública.

La Honorable Senadora señora Von Baer compartió la opinión manifestada por el Honorable Senador señor Montes, y agregó que en algunos casos se han nombrado buenos directores, pero en otros no, redundando ello en la calidad de educación pública.

En sintonía con lo anterior, pidió escuchar los planteamientos de los representantes del Sistema de Alta Dirección Pública sobre el particular.

-Puesta en votación la indicación, se produjo un empate: se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Pizarro y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Montes.

-Conforme lo dispone el artículo 182 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación: se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Pizarro y Walker, don Ignacio, uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer, y una abstención, del Honorable Senador señor Montes.


De acuerdo a lo señalado en el artículo 178 del reglamento del Senado, se repitió la votación, produciéndose el mismo resultado anterior, por lo que la indicación quedó aprobada reglamentariamente por tres votos a favor y uno en contra.

- - -

Deteniéndose en el número 18) del artículo objeto de análisis, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que se precisara el objeto de la letra c).

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, enfatizó que las modificaciones al artículo 31 bis del Estatuto Docente persiguen perfeccionar el mecanismo de selección de los directores de escuelas, para lo cual se modifica la composición de la comisión calificadora. Puntualizó que, en la actualidad, integran dicha instancia el jefe del Departamento de Administración Municipal o de la Corporación Municipal, según el caso, un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública o un representante de éste y un docente perteneciente a la misma dotación municipal, que se desempeñe en otro establecimiento educacional, elegido por sorteo. Añadió que este último integrante deberá pertenecer a la red Maestros de Maestros, estar acreditado como profesor de excelencia pedagógica, según lo dispuesto en la Ley que Otorga un Mejoramiento Especial de Remuneraciones para los Profesionales de la Educación o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación prevista en el artículo 70 del mismo cuerpo normativo.
Destacó que este último miembro, según lo dispuesto en la letra b) del número 18) del artículo 48 de la iniciativa de ley en estudio, será reemplazado por un director par de un establecimiento educacional de dependencia del servicio local de educación que haya sido electo. Como consecuencia de lo anterior, remarcó, se propone, por medio de la letra c), suprimir los requisitos que impone la legislación vigente respecto a ellos.

El Honorable Senador señor Montes, por su lado, estimó necesario que los servicios locales de educación llamaran a concursos para directores de establecimientos interesados en formar parte de un determinado servicio local. Añadió que los postulantes deberán ser precalificados. Resaltó que a partir de esa nómina debiera hacerse la selección de candidatos para un establecimiento en particular. Justificó su parecer en que continuar el modelo propuesto, en donde se llama a concurso cada vez que un colegio requiere directores o profesores, supone estándares muy bajos. Por ello, insistió, debe considerarse un sistema previo de calificación, de manera de contar con un stock de personas por servicio local de educación o por región.

En sintonía con lo anterior, agregó, además, que en el caso de los directores de establecimientos, estos debían ser elegidos por medio del Sistema de Alta Dirección Pública.

Por último, puso de relieve que la ley N° 19.882, en su artículo cuadragésimo noveno, dispone que “la Dirección Nacional podrá realizar convocatorias para recibir antecedentes curriculares antes de generarse las vacantes respectivas, siempre que se trate de cargos con perfiles análogos a otros ya aprobados, para ser sometidos a una pre evaluación de candidatos, destinado a determinar su idoneidad. En caso de ser considerados idóneos, dichos candidatos serán incorporados directamente a la fase final del respectivo proceso de selección.”.

La señora Ministra de Educación compartió el anhelo del Honorable Senador señor Montes, en orden a que todos los directores de colegios públicos sean elegidos por medio del Sistema de Alta Dirección Pública y de conformidad a las normas previstas en la ley N° 19.882. Coincidió también en la demanda referida a que los concursos de directores no se realicen uno a uno, cada vez que una escuela lo requiere.

Con todo, resaltó que en el caso de los profesores la situación era más compleja, toda vez que los cupos sólo se abren cuando un docente ha dejado su puesto laboral.

El Honorable Senador señor Quintana llamó a tener en consideración que quienes presidirán los servicios locales de educación serán personas elegidas por el Sistema de Alta Dirección Pública. 

La Honorable Senadora señora Von Baer preguntó si no estaba dentro de los objetivos del Gobierno que los directores de establecimientos educacionales públicos estuvieran encasillados en el nivel Experto I o Experto II, previsto en la Ley de Carrera Docente. 

Respondiendo la consulta anterior, el señor Rocco estimó que el estar encasillado en algunos de los niveles mencionados no asegurará al docente un buen desempeño como director. A mayor abundamiento, enfatizó que lo ideal sería que los profesores que se encuentren en esa situación estén en las aulas, desempeñándose como tales.

El Honorable Senador señor Allamand solicitó que se recordara, brevemente, cómo son nombrados los directores y cómo son removidos. Sobre este último aspecto, manifestó su preocupación respecto a que el Director Ejecutivo del servicio local de educación respectivo pudiera destituir a dicho funcionario, si cuenta con los recursos necesarios para pagar la indemnización.

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, hizo presente que la iniciativa de ley en estudio no modifica las normas relativas al nombramiento de directores, establecidas en el Estatuto Docente, las que, recordó, fueron modificadas por la ley N° 20.501. Puntualizó que las enmiendas realizadas recaen sólo en la contratación de los docentes.

No obstante lo anterior, mencionó que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 32 bis del Estatuto Docente, los directores de establecimientos educacionales durarán cinco años en el desempeño de sus funciones, que el procedimiento de nombramiento lo consideran los artículos 31 bis y siguientes del aludido texto legal y que su remoción se rige de acuerdo a las normas vigentes.

El Honorable Senador señor Montes advirtió que la normativa vigente contempla un mecanismo para destituir a los directores que no lo hacen bien, en la medida en que así lo acuerde el Departamento de Administración Municipal con consulta al sostenedor. 

Siguiendo con el desarrollo de su exposición, y en alusión a los dichos de la señora Vergara, sentenció que si bien se ha optado por mantener las normas vigentes, debieran considerarse a futuro nuevas normas sobre el particular, que estén en sintonía con la lógica prevista en esta propuesta legal y que consideren cierta flexibilidad.

La Honorable Senadora señora Von Baer adelantó que votaría en contra de las letras b), c), d) y e) del número 18), toda vez que, en la actualidad, el docente es inamovible, mientras que el reemplazante propuesto, el director par, podrá ser removido por el Director Ejecutivo del servicio local del que dependa.

o o o o o

Número 20)

Sobre él recayó la indicación número 184), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“20) En el artículo 32 bis: 

a) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.” por la siguiente: “y serán financiadas con cargo al presupuesto anual de la Dirección Nacional del Servicio Civil.”.

b) Elimínase su inciso cuarto.

c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: “El proceso de selección tendrá el carácter de público, con las reservas señaladas en el artículo quincuagésimo quinto de la ley N°19.882.”.”.

Centrando su atención en la letra a), la señora Ministra de Educación explicó que ella apunta a que las asesorías externas que se pueden considerar en el proceso de evaluación de los concursos de directores sean financiadas con cargo al presupuesto de la Dirección Nacional del Servicio Civil.

En relación con la letra b), en tanto, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, señaló que el objetivo que se persigue es que la nómina de candidatos seleccionados por la comisión calificadora contenga siempre un mínimo de tres y un máximo de cinco nombres, eliminando la posibilidad que aquellas comunas que tengan menos de diez mil habitante, la nómina pueda tener sólo dos candidatos.

El Honorable Senador señor Allamand solicitó que se justificara la decisión de suprimir la posibilidad aludida.

Sobre el particular, la señora Asesora del Ministerio de Educación recordó que los servicios locales de educación estarán compuestos por más de una comuna, con lo cual la excepción prevista en la actualidad ya no tendría cabida.

Respecto a la letra c), la Secretaría de la Comisión precisó que los antecedentes que tienen el carácter de confidencial, según lo dispuesto en el artículo quincuagésimo quinto de la ley N° 19.882, son los que siguen:

a) El nombre y otros atributos personales que permitan deducir la identidad de los candidatos.

b) Las referencias entregadas por terceros sobre los candidatos.

c) Los puntajes de los candidatos, excepto en los casos señalados en la letra b) del inciso segundo y en el inciso tercero.

d) Las opiniones expertas y evaluaciones emitidas por las empresas especializadas en selección de personal sobre los candidatos, sin perjuicio de lo señalado en el inciso tercero.

e) La nómina de candidatos.

La Honorable Senadora señora Von Baer consultó si los candidatos podrían tener acceso a sus puntajes y a los obtenidos por los demás.

Al respecto, la señora Ministra de Educación notó que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo quincuagésimo quinto de la ley N° 19.882, cada postulante podrá solicitar su puntaje final y el resultado de su evaluación.

- Sometida a votación la letra a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio.

-Las letras b) y c), por su parte, contaron con el respaldo de la totalidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Número 22)


Introduce tres modificaciones en el artículo 34, del estatuto de los profesionales de la educación.


El referido artículo 34 dispone, en síntesis, que el Director del establecimiento educacional deberá informar al sostenedor, al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal y a la comunidad escolar, en diciembre de cada año, el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos establecidos en los convenios de desempeño.


La primera enmienda, letra a), reemplaza las referidas autoridades municipales por el Consejo Local de Educación Pública. Cabe consignar que esta letra no fue objeto de indicaciones.

Abocándose a la letra a) del número 22) del artículo 48, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó la necesidad de incorporar, a continuación de la expresión “Consejo Local de Educación Pública”, “y Comité Directivo Local”.

- Sometida a votación la propuesta del Presidente de la Comisión, se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

- Repetida la votación de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado, el resultado fue el mismo. 

Habida consideración de lo anterior, la señora Ministra de Educación aseguró que durante el nuevo plazo para presentar indicaciones, Su Excelencia la Presidenta de la República formulará una para recoger la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.

Dando cumplimiento al compromiso anterior, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 184 bis para agregar, en la letra a) del número 22) del precepto en estudio, a continuación de la expresión “Consejo Local de Educación Pública”, “y Comité Directivo Local”.

-La referida indicación fue aprobada con la misma votación consignada precedentemente, es decir, tres votos a favor y dos en contra.

El Honorable Senador señor Montes, fijando su atención en el número 42) del artículo 48), puso de relieve que el artículo 72 del Estatuto Docente, que contemplan las causales por las cuales los docentes del sector público dejan de pertenecer a la dotación municipal, contiene en su letra c) una redacción que permite sacar del sistema a los profesionales que no cumplen adecuadamente sus funciones. Sin embargo, resaltó que durante el gobierno del ex Presidente, señor Sebastián Piñera Echeñique, se eliminó el procedimiento abreviado que contemplaba dicho literal, con lo cual la destitución en tal caso queda sujeta a las reglas generales, que suponen la tramitación de un sumario, retardando innecesariamente la salida de ellos.

-Puesto en votación el resto del artículo 48, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 49
Modifica la ley N° 19.247, que Introduce modificaciones en la ley sobre impuesto a la renta; modifica tasa del impuesto al valor agregado; establece beneficio a las donaciones con fines educacionales y modifica otros textos legales que indica, por medio de dos numerales. El tenor literal de cada uno de ellos es el que se indica a continuación:

1) En artículo 1°:

a) Modifícase el literal A de la siguiente manera:

i) Reemplázase la frase “las Municipalidades o por sus Corporaciones” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

ii) Reemplázase la expresión “las Municipalidades” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Sustitúyese en el literal C la frase “la Municipalidad respectiva, si se tratare de establecimientos administrados por ella o por su Corporación” por “el Servicio Local respectivo, si se tratare de establecimientos administrados por éste”.

2) Modifícase el inciso final del artículo 7° de la Ley de Donaciones con Fines Educacionales, contenido en el artículo 3° que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con fines Educacionales, de la siguiente forma:

a) Reemplázase la frase “propiedad de la Municipalidad” por “propiedad del Servicio Local”.

b) Reemplázase la palabra “Esta” por el vocablo “Éste”.

c) Reemplázase la frase “dentro de la comuna” por “dentro del ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local”.

-El precepto fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 50
Intercala en el artículo 2° de la ley N° 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, un inciso segundo, nuevo, a fin de que los trabajadores de los servicios locales de educación pública puedan constituir asociaciones de funcionarios.

-Puesto en votación el artículo, se registraron tres votos positivos, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 51
Modifica la ley N° 19.410. Su tenor literal es el que sigue:

“Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.410, que Modifica la ley N° 19.070, sobre estatuto de profesionales de la educación, el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1993, del Ministerio de Educación, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, y otorga beneficios que señala:

1) Deróganse los artículos 4°, 5° y 6°.

-Puesto en votación el número 1) del artículo 51, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 21: 

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “administrados por municipalidades o corporaciones municipales de educación, los alcaldes”, por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, los Directores Ejecutivos de éstos”.

-Sometida a votación la letra a) del número 2) del artículo 51, votaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“El Director Ejecutivo deberá consultar previamente sobre esta solicitud al Consejo Local de Educación Pública respectivo, y sólo podrá denegarla por motivos fundados.”.

El Honorable Senador señor Montes estimó indispensable que cada director de establecimiento tuviera, al menos, una base de antecedentes de su colegio, de manera de conocer los recursos que recibe y los usos que se hace de ellos.

-La letra b), en tanto, fue aprobada por cuatro votos positivos, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

3) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:

a) Elimínase el literal a), pasando el actual literal b) a ser el literal a), y así sucesivamente los demás literales.

Sobre el particular, la señora Ministra de Educación explicó que ella apunta a eliminar el financiamiento compartido en los establecimientos municipales.

El Honorable Senador señor Allamand llamó a tener en consideración que, de conformidad a lo dispuesto en la Ley de Inclusión Escolar, muchos colegios seguirán cobrando financiamiento compartido.

La señora Ministra de Educación recalcó que las normas aludidas rigen sólo para los establecimientos particulares subvencionados.

-La letra objeto de análisis fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

b) Agrégase un literal h) nuevo del siguiente tenor:

“h) Hasta el 10% de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial establecida en la ley Nº 20.248.”.

El Honorable Senador señor Montes resaltó la necesidad que el director del establecimiento tuviera conocimiento de la totalidad de los recursos y gastos de su colegio.

La señora Ministra de Educación remarcó que en la actualidad muchos municipios no traspasan esa posibilidad a los directores de establecimientos. Notó que la medida incorporada acrecienta la responsabilidad del colegio y le permite invertir recursos en su mejoramiento educativo.

La Honorable Senadora señora Von Baer consultó por qué el proyecto dice “hasta el 10%” y no “el 10%”, a fin de evitar discrecionalidades.

Por otro lado, preguntó si estos recursos podrían utilizarse en ítems tales como arreglo de vidrios.

En relación con la última inquietud de la Honorable Senadora señora Von Baer, el Honorable Senador señor Montes recordó que para fines como el señalado existe la subvención de apoyo al mantenimiento, representa el 3% del total de la subvención.

Deteniéndose en la primera consulta, en tanto, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, aseguró que el 10% referido tiene su origen en una circular de la Superintendencia de Educación, que permite a los sostenedores que tienen más de un colegio pueden extraer dicha cifra para manejar su red de establecimientos.

Agregó que dado que los servicios locales de educación tendrán un financiamiento directo desde la Ley de Presupuestos para el Sector Público para su funcionamiento y operación, se decidió que ese 10% pasara a los establecimientos educacionales, para fines educacionales, dando flexibilidad a los directores en la resolución de los inconvenientes que se presenten en la vida escolar.

El Honorable Senador señor Montes estimó indispensable articular adecuadamente la relación entre el servicio local de educación y el director de un establecimiento, apuntando a mayor flexibilidad, pero de manera transparente.

-La letra b), por su parte, contó con el respaldo de la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

4) Sustitúyese, en el artículo 24, la expresión “a la Municipalidad respectiva” por “al Servicio Local respectivo”. 

5) Reemplázase, en el artículo 25, la voz “alcalde” por “Director Ejecutivo del Servicio Local” y la expresión “un decreto alcaldicio” por “una resolución”.

6) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 26:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “a la respectiva Municipalidad” por “al Servicio Local respectivo”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la Municipalidad respectiva” por “el respectivo Servicio Local”.

Los números 4, 5 y 6 fueron aprobados por tres votos a favor, de los Honorables Senadores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Número 2)

Letra b)

Respecto a ella, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso la indicación número 185, para reemplazar en el inciso propuesto la expresión “Consejo Local de Educación Pública”, por “Comité Directivo Local”.

-La indicación fue respaldada por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Seguidamente, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 186), para consultar el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo 69.- Agrégase, en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, un artículo 4º bis, nuevo, del siguiente tenor: 

“Artículo 4 bis.- Los Servicios Locales de Educación Pública podrán acogerse al beneficio de la subvención que establece esta ley, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, siempre que éstos cumplan con los requisitos fijados en el artículo 6º.”.”.

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, explicó que la indicación sugerida por Su Excelencia la Presidenta de la República persigue que los servicios locales de educación puedan impetrar la subvención del Estado, la que en la actualidad va a los Municipios.

- La indicación fue aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

o o o o o

ARTÍCULO 52
Modifica el artículo 46 del decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, sobre rentas municipales, en el siguiente sentido:

“1) Reemplázase, en el literal a) del inciso cuarto, la expresión “Establecimientos educacionales, hogares” por “Hogares”.

2) Agrégase, en el literal a) del inciso cuarto, después del punto aparte, que pasa a ser una coma, la expresión “y establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública.”.”.

ARTÍCULO 53
Introduce modificaciones en la ley N° 19.464, que Establece normas y concede aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales que indica. Dichas enmiendas son las que siguen:

1) Reemplazar, en el inciso quinto del artículo 1°, la frase “tanto del sector municipal como del particular” por “tanto del sector particular como dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.

2) Modificar el artículo 2° de la siguiente forma: 

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “las municipalidades, o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”. 

b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”. 

3) Incorporar las siguientes modificaciones en el artículo 4°:

a) Modifícase su inciso primero como sigue:

i) Reemplázase la frase “por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”.

ii) Reemplázase la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.

b) Sustitúyese la expresión “Las municipalidades o corporaciones” por “Los Servicios Locales”.

4) Reemplazar, en el artículo 5°, la expresión “las municipalidades o corporaciones municipales” por “los Servicios Locales”.

5) Sustituir, en el artículo 7°, la frase “departamentos de administración educacional de las municipalidades, cualquiera sea su denominación” por “Servicios Locales de Educación Pública”.

ARTÍCULO 54
Introduce enmiendas a la ley N° 19.979, que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales.

Número 1)

Introduce en el artículo 7° las siguientes modificaciones:

a) Intercala, entre las locuciones “subvencionado” y “deberá”, la frase “o que reciba aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento,”.

b) Incorpora un inciso segundo del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo Escolar deberá establecer en su acta constitutiva las instancias para considerar las opiniones de los niños que asistan al establecimiento en los niveles de educación parvularia y básica, en temas de su interés de acuerdo a sus capacidades, niveles de desarrollo y cultura.”.

c) Agrega el siguiente inciso tercero:

“En los establecimientos que impartan exclusivamente educación parvularia y que se encuentren incluidos en el inciso primero, estos consejos de denominarán “Consejos de Educación Parvularia”.”.

Número 2)

Modifica el artículo 8° de la siguiente forma:

a) Reemplaza, en las letras c) y d) del inciso segundo, la expresión “municipales” por “dependientes de los servicios locales de educación”.

b) Agrega, en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “
En los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública el consejo escolar tendrá facultades resolutivas respecto de los cuestiones señalados en los literales a), d) y e), así como en relación al plan de convivencia escolar. Con este objeto el consejo organizará una jornada para recabar las observaciones, aportes e inquietudes de la comunidad escolar respecto de estas materias.”.

o o o o o

Sobre el número 2 del artículo 54 recayó la indicación número 187), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para consultar el siguiente literal, nuevo:

“…) Elimínase del inciso primero la siguiente oración: “En todo caso el carácter resolutivo del Consejo Escolar podrá revocarse por parte del sostenedor al inicio de cada año escolar.”.”.

- La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

o o o o o

ARTÍCULO 55
Introduce enmiendas en siete disposiciones de la ley N° 20.248, sobre subvención escolar preferencial. Dichas modificaciones son las que siguen:

1) Elimina el segundo párrafo del literal f) del artículo 7º.

2) En el artículo 8°:

a) Reemplaza, en el numeral 4 del inciso segundo, la frase “ municipales o administrados por corporaciones municipales” por “educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Intercala el siguiente inciso cuarto nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto, y así sucesivamente:

“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, le corresponderá a sus directores elaborar, en conjunto con la comunidad educativa, y proponer al Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en este artículo, así como los Planes de Mejoramiento Educativo establecidos en los artículos 19 y 26 de la presente ley, cuando corresponda, previa consulta al consejo escolar del establecimiento. Con todo, el Director Ejecutivo podrá introducir modificaciones a la propuesta del director mediante resolución fundada.”.

3) Elimina, en el inciso final del artículo 11, la frase “El Ministerio de Educación, a solicitud de los municipios, deberá promover y apoyar, cuando así se lo soliciten, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas.”. 

4) Agrega, en el párrafo primero del numeral 2) del artículo 26, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, corresponderá únicamente al Servicio Local, a través del director del establecimiento educacional respectivo, elaborar y cumplir este Plan.”.

5) Reemplaza el inciso tercero de artículo 28 por el siguiente:

“En el caso de no lograrse los resultados educativos señalados en el inciso primero, los establecimientos estarán afectos a los mecanismos establecidos en los artículos 30, 31 y 31 bis de la ley Nº 20.529, según corresponda.”.

6) Sustituye la letra e) del artículo 29 por la siguiente:

“e) Mantener un sistema de apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° ter de la ley N° 18.956.”.

7) Reemplaza en el inciso primero del artículo 33 bis la frase “municipios, corporaciones municipales” por “Servicios Locales de Educación Pública”.

Números 1) y 2)

En relación con dichos números, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 188), para sustituirlos por los siguientes:

“1) Modifícase el artículo 7 de la siguiente forma: 

a) Intercálase el siguiente párrafo segundo y tercero en el literal d):

“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, corresponderá a sus directores elaborar, en conjunto con la comunidad educativa, y proponer al Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en este artículo, así como los Planes de Mejoramiento Educativo establecidos en los artículos 19 y 26 de la presente ley, cuando corresponda, previa consulta al consejo escolar del establecimiento. 

El Director Ejecutivo podrá rechazar el plan presentado por el director o solicitar modificaciones al mismo, por resolución fundada, la que deberá basarse, entre otras razones, en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional de Educación Pública, en la normativa vigente o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente. El director del establecimiento deberá presentar una nueva propuesta en que se incorporen dichas observaciones.”.

b) Elimínase el segundo párrafo del literal f) del artículo 7. 

2) Reemplázase en el numeral 4 del inciso segundo del artículo 8, la frase “municipales o administrados por corporaciones municipales” por “educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.”.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, propuesto sustituir la redacción de la indicación en estudio por la siguiente:

“188.-De Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlos por los siguientes:

“1) Modifícase el artículo 7 de la siguiente forma:

a) Intercálanse los siguientes párrafos segundo, tercero y cuarto en el literal d):

“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, le corresponderá a sus directores elaborar, en conjunto con la comunidad educativa, y proponer al Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en este artículo, así como los Planes de Mejoramiento Educativo establecidos en los artículos 19 y 26, cuando corresponda, previa consulta al consejo escolar del establecimiento.

El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al plan presentado por el director a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local, en la Estrategia Nacional de Educación Pública o en que el plan presentado supera el marco presupuestario correspondiente. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o a la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de diez días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva.

En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.”.

b) Elimínase el párrafo segundo del literal f).

2) Reemplázase en el numeral 4 del inciso segundo del artículo 8, la frase “municipales o administrados por corporaciones municipales” por “educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.”.”.

- La indicación fue aprobada con las modificaciones consignadas por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y en contra, el Honorable Senador señor Allamand.

Número 4)

Respecto a este número, se formuló la indicación número 189), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar la palabra “únicamente”.

- Puesta en votación la indicación, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Allamand.

Número 5)

Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso la indicación número 190), para reemplazar la expresión “30, 31 y 31 bis” por “30 y 31”.

-La indicación contó con el respaldo de la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 56
Modifica la Ley General de Educación de la forma que sigue:

1) Reemplaza, en el literal a) del artículo 46, la frase “las personas jurídicas de derecho público, tales como municipalidades y otras entidades”, por “, en el caso de órganos pertenecientes a la Administración del Estado, únicamente los Servicios Locales de Educación Pública y la Junta Nacional de Jardines Infantiles. En el caso de entidades que no pertenecen a la Administración del Estado, serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público”.

2) En el artículo 89:

a) Sustituye, en el literal b), la expresión “el ámbito municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Agrega, en el literal b), antes de la voz “particular” la frase “en el sector”.

c) Reemplaza, en el inciso segundo, la expresión “la educación municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

ARTÍCULO 57
Introduce modificaciones a quince artículos de la Ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización. Las enmiendas indicadas son las que se indican:

1) En el artículo 3°, reemplaza, en la letra d), la expresión “así como los sostenedores del sector municipal o de otras entidades creadas por ley,” por “así como los Servicios Locales de Educación Pública”.

2) En el artículo 11, sustituye, en la letra g), la frase “y los sistemas de evaluación complementarios del sector municipal, de corporaciones municipales o de otras entidades creadas por ley.” por “, así como los Servicios Locales de Educación Pública que desarrollen sistemas de evaluación complementarios.”.

3) En el artículo 12, intercala el siguiente inciso cuarto nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto y así sucesivamente:

“Para el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia realizará además una evaluación integral de la gestión de estos servicios que incluya recomendaciones indicativas para el mejoramiento de la gestión del Servicio Local.”. 

4) En el artículo 13, agrega el siguiente inciso final: 

“Para efectos de lo señalado en el inciso cuarto del artículo 12, la Agencia definirá, a partir de su planificación anual, los Servicios Locales que serán evaluados, considerando para ello el nivel de cumplimiento de los estándares establecidos en esta ley. Con todo, la totalidad de los Servicios Locales deberá ser evaluada con una periodicidad no superior a seis años.”.

5) En el artículo 14, incorpora el siguiente inciso final:

“En el caso de los informes referidos a los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia deberá remitir copias de dichos informes a la Dirección de Educación Pública y al Consejo Local respectivo.”.

6) En el artículo 26, reemplaza, en el inciso tercero, la frase “El Ministerio de Educación podrá”, por “El Ministerio de Educación o los Servicios Locales de Educación Pública podrán”.

7) En el artículo 27, sustituye los actuales incisos tercero y cuarto por los siguientes:

“Corresponderá al Servicio Local de Educación Pública respectivo proporcionar el apoyo técnico pedagógico que sea necesario a los establecimientos educacionales de su dependencia.

El apoyo brindado de conformidad a este artículo deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos ordenados en las categorías c) y d) del artículo 17, en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico, y en los establecimientos públicos y gratuitos.”.

8) Reemplaza el artículo 29 por el siguiente:

“Artículo 29.- Los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente deberán recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello, podrán recurrir al Ministerio de Educación, que prestará este servicio directamente o a través de una persona o entidad del Registro Público de Personas o de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación. 

En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local de Educación Pública que tengan Desempeño Insuficiente, dicho Servicio deberá incorporar en su Plan Anual medidas específicas de apoyo técnico pedagógico que tiendan al mejoramiento de los resultados educativos del establecimiento afectado.

Las medidas señaladas en los incisos precedentes deberán brindarse hasta que dicho establecimiento abandone la categoría Desempeño Insuficiente o por un plazo máximo de cuatro años. Con todo, si el establecimiento no logra ubicarse en una categoría superior, pero muestra una mejora significativa, podrá seguir sujeto a las medidas señaladas en los incisos precedentes hasta por un año más. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 31 y 31 bis de esta ley.

La Agencia definirá, en normas de carácter general, los criterios para determinar la mejora significativa de un establecimiento educacional. Estos criterios deben guardar relación con los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y en sus bases curriculares y con los otros indicadores de calidad educativa.”.

9) En el artículo 35, agrega al literal d), a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 

“Deberá aprobar también el informe y las medidas de reestructuración que se señalan en el artículo 31 bis.”.

10) En el artículo 41, sustituye el literal h) por el siguiente:

“h) Certificar, según lo que establecen los artículos 31 y 31 bis, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. La certificación deberá contar con la aprobación del Consejo de la Agencia de Calidad de la Educación.

Asimismo, deberá elaborar el informe a que hace referencia el artículo 31 bis.”.

11) En el artículo 68, reemplaza, en el inciso segundo, la frase “o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate o al que corresponda, tratándose de otra entidad creada por ley” por “o al domicilio del Servicio Local de Educación que corresponda.”.

12) En el artículo 89:

a) Suprime la letra f), pasando la actual g) a ser f).

b) Reemplaza, en el inciso segundo, la expresión “, f) y g)” por “y f)”.

13) En el artículo 91, agrega un nuevo inciso tercero, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto respectivamente, del siguiente tenor:

“El administrador provisional, dentro de los primeros treinta días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo en que recibe la institución.”.

14) En el artículo 92:

a) Reemplaza el literal a) por el siguiente:

“a) Asumir la representación legal del establecimiento. Esta representación legal lo faculta, expresamente, para ejercer la titularidad de las acciones administrativas, civiles y/o penales para perseguir la responsabilidad, en su caso, de los administradores y/o sostenedores.”.

b) Elimina del párrafo primero del literal h) la frase “por renuncia o revocación,”.

15) Deroga el artículo 96.

Número 1)

Respecto a él, Su Excelencia la Presidenta de la República sugirió la indicación número 191), para reemplazarlo por el siguiente:

“1) Reemplázase, en la letra d) del artículo 3, la expresión “así como los sostenedores del sector municipal” por “así como los Servicios Locales de Educación Pública”.”.

-La indicación fue respaldada por la mayoría de los miembros presentes de la instancia. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y en contra, la Honorable Senadora señora Von Baer.

o o o o o

Seguidamente, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso la indicación número 192), para consultar a continuación del número 1) el siguiente numeral, nuevo:

“2) Agrégase el siguiente párrafo segundo al literal e) del artículo 11: 

“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, dichos informes deberán ser estudiados por sus equipos directivos y por los equipos técnicos del Servicio, e incorporar las recomendaciones que estimen pertinentes a su Plan de Mejoramiento Educativo siguiente. La no incorporación de medidas deberá ser fundada.”.”.

-Sometida a votación, la indicación fue aprobada con las enmiendas consignadas por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Harboe, Montes y Walker, don Ignacio.

o o o o o

Número 2)

Sobre él recayó la indicación número 193), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el que sigue:

“…) Reemplázase, en la letra g) del artículo 11, la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación Pública.”.

-Puesta en votación la indicación, se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Allamand.

Número 3)

Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 194), para agregar en el inciso propuesto la siguiente oración final: “Estas recomendaciones deberán considerar los objetivos y prioridades establecidas en el Plan Estratégico Local del Servicio respectivo, así como las estrategias y acciones que éste contemple para el cumplimiento de dichos objetivos.”.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, aseguró que el punto en estudio es uno de los más importantes del proyecto, por cuanto establece la obligación de evaluación al sostenedor, permitiendo tener una mirada integral del proceso educativo y no sólo respecto a cada establecimiento en particular.

Añadió que la indicación objeto de análisis, por su parte, precisa los instrumentos que debe tomar en consideración la Agencia de Calidad de la Educación a la hora de realizar su evaluación.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió incorporar en la oración final propuesta, a continuación de la voz “considerar”, las expresiones “, especialmente,”.

Precisó que de acogerse la enmienda propuesta, la redacción de la oración final sugerida sería la que sigue:

“Estas recomendaciones deberán considerar, especialmente, los objetivos y prioridades establecidas en el Plan Estratégico Local del Servicio respectivo, así como las estrategias y acciones que éste contemple para el cumplimiento de dichos objetivos.”.

-La indicación fue aprobada con la modificación consignada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Número 5)

En relación con él, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 195), para agregar después de la expresión “la Dirección de Educación Pública” la siguiente: “, al Comité Directivo Local”.

- Sometida a votación la indicación, se registraron dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Allamand.

Número 7)

Sobre él recayó la indicación número 196), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para efectuar las siguientes enmiendas en el inciso cuarto propuesto:

- Reemplazar la coma (,) ubicada luego de las palabras “del artículo 17”, por una “y”.

- Suprimir la frase “, y en los establecimientos públicos y gratuitos”.

-Puesta en votación la indicación, contó con el respaldo de la totalidad de los integrantes presentes de la instancia, Honorables Senadores señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Número 8)

En relación con el inciso primero del artículo 29 propuesto, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 197), para intercalar, luego de la expresión “Para ello,” la frase “los establecimientos particulares subvencionados”.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, explicó que la indicación apunta a evitar incongruencias con los cambios realizados por el proyecto de ley. Concretamente, indicó, la indicación precisa que sólo los establecimientos particulares subvencionados con desempeño insuficiente podrán recurrir al Ministerio de Educación para el apoyo técnico pedagógico y no los servicios locales de educación.

Ahondando en sus explicaciones, recordó que en la actualidad el sistema de apoyo técnico pedagógico es igual para todos los establecimientos, debiendo ellos recurrir al Ministerio de Educación. Acotó que la iniciativa de ley, por su parte, dispone que los establecimientos educacionales públicos deberán recurrir al servicio local de educación del que dependan para requerir dicho apoyo.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, enfatizó que los primeros llamados a prestar apoyo técnico pedagógico a los colegios públicos serán los servicios locales de educación. Con todo, discrepó de que aquellos no pudieran recurrir, además, al Ministerio de Educación para solicitar su ayuda.

El señor Rocco remarcó que, de conformidad a la arquitectura objeto de creación, la responsabilidad de asegurar apoyo técnico pedagógico en los establecimientos educacionales públicos recaerá siempre en el servicio local del que dependan. Agregó que en el caso de los colegios particulares subvencionados, en tanto, ella recaerá en el sostenedor respectivo, quien podrá solicitar dicho apoyo al Ministerio de Educación.

Precisado lo anterior, puso de relieve que los servicios locales de educación podrán también solicitar ayuda a dicha Secretaría de Estado en casos particulares.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, advirtió que el precepto en estudio dispone que los establecimientos educacionales son los que solicitan apoyo técnico pedagógico.

El Honorable Senador señor Montes compartió la indicación propuesta por el Ejecutivo, y resaltó que el objetivo de ella es asegurar que los establecimientos educacionales públicos recurran al servicio local respectivo en caso de requerir apoyo técnico pedagógico. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, insistió en dar la posibilidad que el Ministerio de Educación pudiera también dar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos públicos.

- Sometida a votación la indicación, fue aprobada por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Allamand.

Inciso segundo

Al respecto, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana formularon la indicación número 198), para intercalar a continuación del vocablo “afectado”, la siguiente frase: “, para ello realizará además una evaluación integral de la gestión de los mismos que incluya recomendaciones indicativas para el mejoramiento de los resultados”.

-La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Inciso tercero

Con respecto a él, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, por medio de la indicación número 199), reemplazar las palabras “los artículos 31 y 31 bis”, por “el artículo 31”.

-La indicación fue respaldada por la totalidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 9)

Su Excelencia la Presidenta de la República sugirió, a través de la indicación número 200), reemplazar este numeral por el siguiente:

“…) Agrégase al literal d) del artículo 35, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, deberá aprobar el informe y las medidas de reestructuración, de conformidad al inciso tercero del artículo 31.”.”.

-Puesta en votación la indicación, contó con el apoyo de la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 10)

Al respecto recayó la indicación número 201), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“…) Sustitúyese el literal h) del artículo 41 por el siguiente:

“h) Certificar, según lo que establece el artículo 31, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. Dicha certificación deberá contar con la aprobación del Consejo de la Agencia.

Asimismo, deberá elaborar el informe a que hace referencia el artículo 31.”.

-Sometida a votación, la indicación fue respaldada por la totalidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 11)

En cuanto a él, Su Excelencia la Presidenta de la República sugirió, por medio de la indicación número 202), eliminar la frase “o al que corresponda, tratándose de otra entidad creada por ley”, y para reemplazar la expresión “que corresponda” ubicada al término del numeral, por “respectivo”.

-La indicación fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Allamand.

Asimismo, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, a través de la indicación número 203), contemplar como número 13), nuevo, el siguiente:

“13) Incorpórase un párrafo segundo, nuevo, en el literal e), del artículo 73, del siguiente tenor:

“En el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, solo será aplicable la inhabilidad temporal para ejercer el cargo de Director Ejecutivo, hasta por un plazo de cinco años.”.”.

Al respecto, cabe consignar que el artículo 73 de la ley N° 20.529 contempla las sanciones que puede aplicar el director regional al sostenedor en caso de infringir la normativa educacional. La letra e), por su lado, considera como sanción la inhabilitación temporal o a perpetuidad para obtener y mantener la calidad de sostenedor. Agrega que las sanciones de inhabilidad aplicadas por infracciones cometidas por la entidad sostenedora se entenderán aplicadas a su representante legal y administrador.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó por qué no se aplicaría, en el caso de los Directores Ejecutivos, la sanción de inhabilidad perpetua.

Sobre el particular, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, señaló que en caso de infracción a la normativa educacional, a los Directores Ejecutivos sólo podría aplicárseles la inhabilidad temporal para ejercer dicho cargo, hasta por un plazo de cinco años, porque el derecho administrativo dispone que las inhabilidades para ejercer cargos públicos sólo rigen por dicho plazo máximo.

El Honorable Senador señor Allamand puso de manifiesto que el artículo 73 de la Ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media permite imponer la sanción de inhabilidad perpetua para obtener y mantener la calidad de sostenedor a todos los sostenedores, incluidos los públicos. Resaltó que la norma aludida precisa que las sanciones de inhabilidad aplicadas por infracciones cometidas por la entidad sostenedora se entenderán aplicadas a su representante legal y administrador.

Complementando la explicación de la señora Vergara, el Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, subrayó que la indicación sólo apunta a adecuar la situación de los sostenedores públicos al estándar previsto en el derecho administrativo chileno.

El Honorable Senador señor Montes llamó a tener en consideración que la infracción a la normativa educacional podría ser tan importante, que ello ameritaría que se inhabilitara al Director Ejecutivo para desempeñarse como tal a perpetuidad. Por lo anterior, sugirió contemplar dicha situación en la legislación.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió con la aprensión manifestada por el legislador que le antecedió en el uso de la palabra y demandó encontrar una respuesta a ello.

Al respecto, el señor Rocco notó que en los concursos para proveer el cargo de Director Ejecutivo deberá tenerse en consideración el desempeño del postulante, especialmente si ha ejercido dicho cargo con anterioridad.

A mayor abundamiento, solicitó tener en consideración que la experiencia ha demostrado que el fiscalizador tiende a inhibirse cuando las penas son excesivamente altas.

- La indicación fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Allamand.

o o o o o

Número 13)

Sobre él recayó la indicación número 204), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminarlo.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó que se explicara a qué se debía tal eliminación.

Al respecto, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, relató que el número 13), en estudio, fue incorporado en la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados sin advertirse que en el inciso primero del artículo 90 de la ley N° 20.529 ya consideraba la obligación del administrador provisional de levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo en que recibe la institución, dentro de los 30 días siguientes a su nombramiento.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

o o o o o

Posteriormente, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, a través de la indicación número 205), introducir los siguientes números 16) y 17), nuevos:

“16) Reemplázase el artículo 94 por el siguiente: 

“Artículo 94.- Para los efectos de lo dispuesto en este Párrafo, se entiende por establecimientos cercanos aquellos que se encuentren en la misma comuna y cuyo sostenedor sea un Servicio Local, otra entidad creada por ley o los establecimientos particulares subvencionados gratuitos.”.

-Sometido a votación el número 16 propuesto en la indicación en estudio, se registraron tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Allamand.

17) Reemplázase el artículo 95 por el siguiente:

“Artículo 95.- No procederá la designación de un Administrador Provisional en caso de verificarse alguna de las circunstancias señaladas en el artículo 89 de la presente ley respecto de un Servicio Local de Educación Pública o un establecimiento educacional de su dependencia. En estos casos, la Superintendencia de Educación certificará dicha circunstancia e informará, dentro de quinto día, a la Dirección de Educación Pública y al Comité Directivo correspondiente, a fin de que se inicie un proceso de remoción del Director Ejecutivo o se adopten las medidas que procedan de conformidad a la ley.”.”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó por qué no procederá el nombramiento de un administrador provisional en los establecimientos educacionales públicos si se verifica alguna de las circunstancias previstas en el artículo 89.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, indicó que al ser un servicio público, éste tiene definidos los mecanismos por los cuales puede intervenir en los colegios de su dependencia. Así, precisó, podría declarar la reestructuración de ellos. Señaló que a las medidas anteriores se suma el hecho que existirán los convenios de desempeño, los que irán monitoreando el trabajo de los directores en las distintas escuelas. Así, acotó, el administrador provisional sólo podría nombrarse en el sector particular subvencionado.

Por otro lado, recordó que el administrador provisional considerado en la ley N° 20.529 cumple funciones de administrador de cierre respecto de un establecimiento educacional y no de la red de establecimientos.

Por último, llamó a tener en cuenta que la concurrencia de cualquiera de las causales indicadas en el artículo 89 de la Ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica o Media motivará la destitución del Director Ejecutivo respectivo, de conformidad a lo dispuesto en la iniciativa de ley en estudio.

El Honorable Senador señor Allamand discrepó de la idea de eliminar la posibilidad de nombrar un administrador provisional en el caso de los establecimientos educacionales dependientes de servicios locales de educación. Resaltó que ello sería un mecanismo que podría llegar a ser muy útil y eficaz en algunos casos.

El señor Rocco estimó inconsistente que un privado tuviera la facultad de intervenir un establecimiento público, especialmente si se tiene en consideración que existirá un órgano público que tendrá la facultad de resolver el problema.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, subrayó que una vez destituido el director ejecutivo por concurrir algunas de las causales indicadas, será necesario que otra persona asuma rápidamente la administración del colegio. En ese contexto, recalcó, el sentido común aconsejaría tener la posibilidad de nombrar un administrador provisional, para resolver prontamente los inconvenientes y dar continuidad de giro al establecimiento afectado.

A mayor abundamiento, puso de manifiesto que la destitución del Director Ejecutivo no resolvería el inconveniente.

-El número 17), en tanto, fue rechazado por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señores Allamand y Walker, don Ignacio, un voto a favor, del Honorable Senador señor Quintana, y una abstención, del Honorable Senador señor Montes.

-Puesto en votación el resto del artículo 57, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y en contra, el Honorable Senador señor Allamand.

- - - 

ARTÍCULO 58
Reemplaza el inciso tercero del artículo trigésimo séptimo transitorio de la Ley de Inclusión Escolar, que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, por el siguiente:

“El monto anual de este Fondo se establecerá en la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva, y ascenderá a $250.000.000 miles para los años 2016 a 2019, $200.000.000 miles para el año 2020, $150.000.000 miles para el año 2021 y $100.000.000 miles para el año 2022.”.

En relación con el inciso tercero propuesto, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana sugirieron, por medio de la indicación número 206), agregar la siguiente oración final: “De estos dineros se destinarán los recursos necesarios para realizar capacitaciones y contratación de personal para cubrir las necesidades especiales de las escuelas interculturales bilingües.”.

-La indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

En seguida, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand formularon la indicación número 207, para consultar a continuación del artículo 58 otro, nuevo, del tenor siguiente:

“Artículo…- Voluntariedad en el traspaso de establecimientos educacionales de dependencia de municipalidades y corporaciones municipales. Los establecimientos educacionales de dependencia municipal y las corporaciones municipales podrán ser entregados por éstas a los Servicios Locales de Educación respectivos de la comuna en que se encuentren ubicados los establecimientos. Para hacer efectiva dicha facultad, el Alcalde deberá dar aviso al Ministerio de Educación de este hecho, dentro de los 6 meses anteriores al inicio del año escolar siguiente, y entregar todos los antecedentes que sean requeridos para proceder al traspaso, en los términos establecidos en la presente ley. Asimismo, se deberá dar aviso a los miembros de la comunidad educativa del establecimiento a traspasar, procurando especialmente de informar a las distintas familias cuyos hijos o pupilos se encuentran matriculados en el establecimiento respectivo.

En caso de hacerse efectiva la facultad establecida en el inciso anterior, se procederá al traspaso del personal y de los bienes muebles e inmuebles, de conformidad a los mecanismos establecidos en los artículos transitorios de la presente ley.

En caso de no proceder al traspaso de los establecimientos, las municipalidades o corporaciones municipales sostenedoras deberán suscribir un convenio con el Ministerio de Educación y comprometerse a cumplir con la Estrategia Nacional de Educación Pública defina por dicha cartera de Estado. Asimismo, deberán constituir los consejos a que se refieren el artículo 10 de esta ley y les será aplicable lo dispuesto en el Párrafo V del Título III de la misma.

Con todo, serán traspasados a los Servicios Locales de Educación respectivos, por el solo ministerio de la ley, los establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales que tengan más de un 50% de sus establecimientos ordenados en la categoría de Desempeño Deficiente por la Agencia de la Calidad de Educación, de conformidad a lo establecido en la ley 20.529, siempre que no hayan logrado ubicarse en una categoría superior en el plazo de 4 años.”.

-La indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -


Durante el nuevo plazo de indicaciones, Su Excelencia la señora Presidenta de la República, formuló la indicación número 205) bis, que reemplaza el artículo 58 por el siguiente: 

“Artículo 58.- Reemplázase el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845, por el siguiente:


“Artículo trigésimo séptimo.- Créase un Fondo destinado a la recuperación y fortalecimiento de la educación pública escolar y parvularia, en todos sus niveles y modalidades, sea que ésta se encuentre administrada directamente por municipios o a través de corporaciones municipales o por los Servicios Locales de Educación Pública.


Los recursos de este Fondo deberán ser utilizados para el cumplimiento de los siguientes objetivos:


i) Mejorar la calidad del servicio educativo a cargo de las municipalidades y corporaciones municipales mientras éste no haya sido traspasado a los Servicios Locales.


ii) Facilitar la instalación y funcionamiento del Sistema de Educación Pública, especialmente el traspaso del servicio educativo a los Servicios Locales, de conformidad a las disposiciones transitorias establecidas en la ley que crea el Sistema de Educación Pública, en particular, las contenidas en su párrafo quinto de sus disposiciones transitorias.


Los Planes de Transición señalados en el párrafo 6° de las disposiciones transitorias de la ley que crea el Sistema de Educación Pública podrán ser financiados con los recursos de este Fondo.


El monto anual de este Fondo se establecerá en la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva, y ascenderá a $250.000.000 miles para los años 2018 a 2019, $200.000.000 miles para el año 2020, $150.000.000 miles para el año 2021 y $100.000.000 miles para los años 2022 al 2025.


Mediante resolución del Ministerio de Educación, suscrita por el Ministerio de Hacienda, se establecerán los mecanismos de distribución de estos recursos, los usos específicos en que se emplearán, y las formas y procedimientos de entrega y rendición de los mismos, cuando ello corresponda. 


La asignación de recursos de este Fondo entre las entidades señaladas en el inciso primero deberá ajustarse a criterios de transparencia, pertinencia, equidad y no discriminación arbitraria, y se formalizará mediante una o más resoluciones del Ministerio de Educación, copia de las cuales se remitirá a la Dirección de Presupuestos.”.”.


- Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorable Senadora señora Von Baer y Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


En relación con este precepto, el Honorable Senador señor Monte dejó constancia

ARTÍCULO 59
El precepto aludido, que se titula “Preferencia en concursos públicos relativos al personal docente.”, y que se compone de dos incisos, dispone que los concursos públicos que, de conformidad al artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, se desarrollen para completar la planta docente de establecimientos educacionales de dependencia de un Servicio Local, deberán incluir criterios de selección que ponderen de manera relevante los mejores niveles de práctica pedagógica y conocimientos disciplinarios, de conformidad a la normativa vigente al momento de su realización.

Su inciso segundo agrega que lo anterior no obsta la realización de concursos específicos para determinados grupos de docentes, de acuerdo a las necesidades del o los establecimientos educacionales cuyas vacantes requieran proveerse, y en los cuales podrá considerarse la experiencia requerida para dichos cargos.

Inciso primero

Sobre él recayó la indicación número 208), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar la siguiente oración final: “Los criterios de selección darán prioridad a la contratación de profesionales con las capacidades curriculares necesarias para satisfacer las demandas especiales de las escuelas interculturales bilingües.”.

Al respecto, el Honorable Senador señor Montes manifestó la necesidad de mejorar los concursos públicos relativos al personal docente y a los directores de establecimientos, de manera de asegurar que los seleccionados estarán al nivel que el país requiere para mejorar la calidad de la educación pública.

Además, insistió en la necesidad que cada servicio local de educación contara con un stock de profesionales aptos para desempeñarse como docentes, poniendo fin a la realidad actual, en donde cada vez que se requiere un profesor se llama a concurso.

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Rodrigo Rocco, abocándose a la inquietud expresada por el Honorable Senador señor Montes, aseveró que la disposición en estudio apunta en la dirección anhelada por el legislador.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

-Sometido a votación el artículo 59, por su lado, éste fue respaldado por la mayoría de los miembros presentes de la instancia. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y en contra, el Honorable Senador señor Allamand.

Cabe hacer presente que la Comisión acordó que este precepto, como el signado con el número 61, y para efectos de una mejor técnica legislativa, quedará incluido antes de las modificaciones a otras normas, esto es, en el título V, referido a las disposiciones finales.

ARTÍCULO 60

Prescribe que todas las referencias que las leyes, decretos, reglamentos y, en general, la normativa vigente haga a las municipalidades, los departamentos de administración de educación municipal o las corporaciones municipales creadas antes del 31 de marzo de 1988, conforme a las normas del Código Civil y a los decretos N° 462, de 1981, y N° 110, de 1976, ambos del Ministerio de Justicia en tanto sostenedores de establecimientos educacionales, que no hayan sido suprimidas o adecuadas por la presente ley, deberán entenderse hechas al o los Servicios Locales de Educación Pública que corresponda conforme a su ámbito de competencia territorial.

Asimismo, agrega, cada vez que la normativa señalada en el inciso anterior se refiera al Jefe del Departamento de Administración de la Educación Municipal, debe entenderse referido el Director Ejecutivo de los Servicios Locales. Además, precisa, en aquellos casos en que dichas normas aludan a los establecimientos del sector municipal, la referencia debe entenderse hecha, a su vez, a los establecimientos dependientes de los Servicios Locales.

Con todo, puntualiza que se excepcionarán de lo dispuesto en los incisos precedentes aquellos casos en que aparezca de manifiesto que la disposición cuya referencia se prescribe adecuar resulta inaplicable a los Servicios Locales o al Director Ejecutivo, atendida la naturaleza del servicio o el cargo, respectivamente.

Finalmente, indica, sin perjuicio de las modificaciones efectuadas en el presente Título, se entenderá que será siempre el Servicio Local el que diseñará, coordinará y prestará el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.

-Sometido a votación este precepto, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Allamand.

ARTÍCULO 61
Señala que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09, del Ministerio de Educación, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la Partida 50, del Tesoro Público.

-Puesta en votación la disposición, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Allamand.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Antes de discutir los artículos transitorios del texto aprobado en general, la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano se refirió a los ejes de la política y a los principios que guían la transición propuesta.


Uno) Gradualidad.


Señaló que la implementación del nuevo sistema en el territorio nacional debe ser gradual, permitiendo que se haga por etapas. Asimismo, puntualizó, hay que distinguir entre los momentos de instalación de los nuevos Servicios Locales de Educación Pública y el momento en que estos se hacen cargo del servicio educativo traspasado desde los municipios. Esto implica que los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con la anticipación necesaria para recibir en forma ordenada y transparente a las nuevas instituciones desde la municipalidad correspondiente. 


Adicionalmente, precisó, esta gradualidad debe permitir monitorear el proceso perfeccionando la instalación de los Servicios Locales y generando aprendizajes de una etapa a otra. Al mismo tiempo, debe permitir realizar las evaluaciones y los ajustes que sean necesarios para mejorar el nuevo sistema. 


Dos) Continuidad del Servicio Educativo. 


La instalación del nuevo sistema, continuó, debe asegurar el normal desarrollo de cada año escolar y la no interrupción de la provisión del servicio en sus diferentes niveles y modalidades y de cada lugar que corresponda en el respectivo territorio. Debe, por tanto, resguardarse la continuidad operacional y administrativa del servicio educativo en el marco de traspaso.


Tres) Continuidad laboral y resguardo de los derechos de los trabajadores involucrados en el proceso.



Declaró que un esfuerzo fundamental de la transición debe ser la continuidad de los docentes, asistentes de la educación y equipos directivos de los establecimientos educacionales. De la misma manera, debe asegurarse el respeto a su antigüedad, remuneraciones, beneficios y contratos, incluidos los que son fruto de los convenios colectivos. En ningún caso los traspasos pueden significar un detrimento de las condiciones laborales de estos trabajadores. 


Cuatro) Apropiación de la experiencia acumulada y de las mejores capacidades existentes en el sistema municipal.


Expresó que los traspasos deben permitir, además, atraer al nuevo sistema la experiencia y capacidades que hoy existen a nivel municipal. Esto es especialmente para el nivel de administración educacional, en donde se espera que los traspasos se realicen en el marco de los concursos. Esto se traduce en que los Servicios Locales reclutan y seleccionan personal idóneo para el desempeño de las funciones, buscando aprovechar las competencias ya instaladas en los equipos de funcionarios del nivel de administración educacional municipal (DAEM, DEM y Corporaciones).


Cinco) Implementación materializada a escala local, acompañada y apoyada desde el centro. 


Advirtió que cada Servicio Local se implementa siempre con base en la identidad y realidad local respectiva. El nivel central – la Dirección de Educación Pública del MINEDUC – impulsa y apoya estos procesos. 


Seis) Recursos de apoyo y desarrollo de capacidades. 


Señaló que el proceso debe considerar la existencia de recursos que permitan acompañar el proceso y atender tanto las necesidades instalación como de traspaso. Asimismo, durante la transición deben llevarse a cabo diferentes iniciativas de capacitación al personal, en especial al del nivel administrativo educativo. 


Siete) Alianza entre el Ministerio de Educación y los municipios. 


La transición debe considerar, puntualizó, un trabajo conjunto entre ambas instancias y niveles. Esto significa que los municipios conocen con anticipación los plazos, procesos y reglas para el traspaso del servicio educativo, colaborando en la marco de un Plan de Transición expresado en convenios firmados con el MINEDUC.


Ocho) No al traspaso de deudas a los nuevos servicios.  


Un aspecto importante a destacar, prosiguió, es que los Servicios Locales serán los continuadores de la calidad de sostenedor de los municipios. En esa medida, asumirán los contratos de servicio que sean necesarios para la provisión educacional y que estén vigentes al momento del traspaso, pero las deudas de los municipios no se traspasarán al Servicio Local. 


Nueve) Necesidad de contar con un informe auditado, previo al traspaso, para establecer las deudas efectivas que pudieren quedar, incluidas las de las remuneraciones, así como la utilización de mecanismos ya existentes para resolver los problemas que caso a caso se presenten. 


Expuestos los nueve ejes insertos en la discusión de las disposiciones transitorias, afirmó que el Ejecutivo formulará las indicaciones que apunten en este sentido con el objeto de mejorar el texto aprobado en general de acuerdo con una serie de asuntos que han surgido durante la discusión del articulado permanente del mismo. 

- - -


Prevenimos que independientemente de la discusión y votación de las distintas indicaciones formuladas respecto de los artículos transitorios, a solicitud de la Honorable Senadora señora Von Baer, cada uno de ellos fue votado separadamente. 


- Para efectos de este informe  se deja constancia, en esta parte, que sometidos a votación todos los artículos transitorios ellos fueron aprobados por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


Asimismo, dejamos constancia que, en cada caso, y como consecuencia de la votación precedentemente señalada, se transcribe los contenidos de todos los artículos transitorios que no fueron objeto de indicaciones.

- - -


Conforme lo señalado precedentemente, se transcriben a continuación los artículos transitorios aprobados en general, las indicaciones presentadas en ambos plazos (ordinario y extraordinario), el debate y los acuerdos adoptados:

ARTÍCULO PRIMERO


Entrada en vigencia general. 


La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación, sin perjuicio de las excepciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.

ARTÍCULO SEGUNDO


Entrada en vigencia de derogaciones y modificaciones de otras leyes. 

Inciso primero


Lo dispuesto en el Título V de esta ley entrará en vigencia desde la fecha del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio. En consecuencia, las modificaciones legales establecidas en dicho Título no surtirán efectos respecto de aquellas municipalidades o corporaciones municipales que continúen prestando el servicio educacional.

Inciso segundo


Se exceptuará de lo dispuesto en el inciso anterior, el numeral 3) del artículo 57, que pasó a ser 81, que entrará a regir una vez transcurridos tres años desde la fecha de traspaso del servicio educacional, respecto de cada Servicio Local.

ARTÍCULO TERCERO


Entrada en vigencia de la calidad de sostenedor de los Servicios Locales. 


Lo establecido en el inciso tercero del artículo 11, pasó a ser 17, de la presente ley entrará en vigencia respecto de cada Servicio Local, en lo relativo a su calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.

ARTÍCULO CUARTO


Traspaso del servicio educacional. 


Traspásase el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de las corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, a los Servicios Locales de Educación Pública creados de conformidad al artículo 10, paso a ser 16, de esta ley, en la oportunidad, forma y condiciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.


Para estos efectos, se entenderá indistintamente por “corporación municipal” o “corporaciones municipales”, según corresponda, aquellas corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.

ARTÍCULO QUINTO

Inciso primero


Determina del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales y faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, los que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determine el ámbito de competencia territorial, el domicilio y la denominación de los Servicios Locales, con arreglo a la distribución territorial establecida en el artículo 10 de la presente ley. El ámbito de competencia territorial de cada servicio se determinará sobre la base de una comuna o agrupación de comunas dentro de una misma región, no pudiendo dividirse el territorio de éstas.

Inciso segundo


Para efectos de lo establecido en el inciso precedente, el Presidente de la República deberá considerar los siguientes criterios: matrícula total de estudiantes en el territorio; número de establecimientos dependientes de cada municipalidad; y distancia y conectividad entre los establecimientos educacionales dependientes de cada municipalidad.

- - -


La indicación número 208) bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo quinto.- Determinación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos expedidos a través del Ministerio de Educación, los que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determinará el ámbito de competencia territorial, el domicilio y la denominación de los Servicios Locales, con arreglo a la distribución territorial establecida en el artículo 13 de la presente ley. El ámbito de competencia territorial de cada servicio se determinará sobre la base de una comuna o agrupación de comunas dentro de una misma región, no pudiendo dividirse el territorio de éstas.


Para efectos de lo establecido en el inciso precedente, el Presidente de la República deberá considerar, a lo menos, los siguientes criterios: matrícula total de estudiantes en el territorio; número de establecimientos dependientes de cada municipalidad; y distancia y conectividad entre los establecimientos educacionales dependientes de cada municipalidad.”. 


- Esta indicación fue aprobada, sin debate, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

Inciso primero


Determina del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales y faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, los que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determine el ámbito de competencia territorial, el domicilio y la denominación de los Servicios Locales, con arreglo a la distribución territorial establecida en el artículo 10 de la presente ley. El ámbito de competencia territorial de cada servicio se determinará sobre la base de una comuna o agrupación de comunas dentro de una misma región, no pudiendo dividirse el territorio de éstas.


La indicación número 209), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega, a continuación de la expresión “presente ley”, lo siguiente: “, sin perjuicio de lo señalado en los incisos primero y segundo del artículo sexto transitorio”.


- Esta indicación fue retirada por su autora. 

Inciso segundo


Prescribe que para efectos de lo establecido en el inciso precedente, el Presidente de la República deberá considerar los siguientes criterios: matrícula total de estudiantes en el territorio; número de establecimientos dependientes de cada municipalidad; y distancia y conectividad entre los establecimientos educacionales dependientes de cada municipalidad.


El inciso fue objeto de tres indicaciones, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.


En la indicación número 210), agrega después de la expresión “territorio;” la locución “matrícula en establecimientos municipales;”; en la número 211) elimina la conjunción “y” que precede a la expresión “distancia”, y en la número 212) reemplaza la frase “entre los establecimientos educacionales dependientes de cada municipalidad” por “; y acceso a servicios complementarios”.


- Las tres indicaciones fueron retiradas por su autora.

ARTÍCULO SEXTO


Entrada en funcionamiento de los Servicios Locales. La disposición faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determine la fecha en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales, de conformidad a las siguientes reglas:


El Servicio Local de la región de Magallanes y la Antártica Chilena deberá entrar en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2017; los Servicios Locales de la región de Atacama deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2017 y el 30 de junio de 2018; los de la región de Coquimbo deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2017 y el 30 de junio de 2020; los de las regiones Metropolitana de Santiago y del Biobío deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2017 y el 30 de junio de 2022; el de la región de Arica y Parinacota deberá entrar en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2018; los de las regiones de Tarapacá y de Antofagasta deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2018 y el 30 de junio de 2019; los de la región de Valparaíso deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2018 y el 30 de junio de 2021; el de la región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo deberá entrar en funcionamiento entre el 1 el enero y el 30 de junio de 2019; los de la Región de Los Ríos deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2019 y el 30 de junio de 2020; los de las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins y de La Araucanía deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2019 y el 30 de junio de 2021, y los de las regiones del Maule y de Los Lagos deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2019 y el 30 de junio de 2022.


La indicación número 213), de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo sexto.- Entrada en funcionamiento de los Servicios Locales. El Servicio Local que comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia, ubicadas en la región Metropolitana de Santiago, entrará en funcionamiento antes del 31 de diciembre de 2017.


El Servicio Local que comprende las comunas de Alto del Carmen, Freirina, Huasco y Vallenar, ubicadas en la región de Atacama, así como el Servicio Local que comprende las comunas de Andacollo y Coquimbo, ubicadas en la región de Coquimbo, y el Servicio Local que comprende las comunas de Chiguayante, Concepción, Florida y Hualqui, ubicadas en la región del Biobío, entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2018.


Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determine la fecha en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales no comprendidos en los incisos anteriores, de conformidad a las siguientes reglas:


El restante Servicio Local de la región de Atacama deberá entrar en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020.


Los restantes Servicios Locales de la región de Coquimbo deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2020 y el 30 de junio de 2022.


Los restantes Servicios Locales de las regiones Metropolitana de Santiago y del Biobío deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2020 y el 30 de junio de 2024.


Los Servicios Locales de las regiones de Tarapacá y de Antofagasta deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2020 y el 30 de junio de 2021.


Los Servicios Locales de las regiones de Valparaíso y del Libertador Bernardo O’Higgins deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2020 y el 30 de junio de 2024.


Los Servicios Locales de las regiones de Magallanes y la Antártica Chilena y Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2021.


Los Servicios Locales de la región de La Araucanía deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2021 y el 30 de junio de 2023.


Los Servicios Locales de la región de Los Ríos deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2021 y el 30 de junio de 2022.


El Servicio Local de la región de Arica y Parinacota deberá entrar en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2022.


Los Servicios Locales de las regiones del Maule y de Los Lagos deberán entrar en funcionamiento entre el 1 de enero de 2022 y el 30 de junio de 2024.


Los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con al menos seis meses de anticipación a la fecha de traspaso del servicio educacional, con excepción del Servicio Local señalado en el inciso primero de este artículo. 


Concluido el proceso de traspaso del servicio educacional a todos los Servicios Locales, y en atención a criterios de matrículas de estudiantes y número de establecimientos del Sistema, distancia y conectividad, así como acceso a servicios complementarios, entre otros, el Director de Educación Pública podrá proponer al Ministerio de Educación la revisión del número de Servicios Locales y de las comunas que comprendan, sin alterar el marco financiero dispuesto para la presente ley.”.


Esta indicación fue retirada por su autora. 

- - -


El calendario de instalación de los servicios locales que propone esta disposición, y que se sugería reemplazar por la indicación número 213, precedentemente transcrita, es sustituido, a su vez, por la indicación número 213) bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, formulada en el nuevo plazo de indicaciones, que propone lo siguiente:

“Artículo sexto.- Entrada en funcionamiento de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos del Ministerio de Educación, suscritos además por el Ministro de Hacienda, determinará un calendario de instalación que establezca las fechas en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales de Educación Pública, de conformidad a las siguientes reglas.


Primera etapa de instalación: 


1) Entrará en funcionamiento entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local de la región Metropolitana, que comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia; 


2) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2019 un Servicio Local de la región de Coquimbo; un Servicio Local de la región de La Araucanía; un Servicio Local de la región de Biobío; y un Servicio Local de la región de Atacama;


3) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020 el Servicio Local de la región de Arica y Parinacota; un Servicio Local de la región de Atacama; un Servicio Local de la región de Valparaíso; un Servicio Local de la región de Antofagasta; un Servicio Local de la región Metropolitana; y un Servicio Local de la región de Los Lagos.


Segunda etapa de instalación:


4) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2022 quince Servicios Locales.


5) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2023 quince Servicios Locales.


6) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2024 quince Servicios Locales.


7) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2025 catorce Servicios Locales.


Los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con al menos seis meses de anticipación a la fecha de traspaso del servicio educacional, excepto el establecido en el numeral 1) de este artículo.


El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, que deberá además ser suscrito por el Ministro de Hacienda, podrá modificar el calendario de la segunda etapa de instalación. Para estos efectos deberá considerar los informes del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública regulado en el artículo siguiente.”.


- Esta indicación resultó aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votó en contra el Honorable Senador señor Montes y se abstuvo el Honorable Senador señor Quintana.


Concluida la votación, el Honorable Senador señor Montes hizo presente no tiene sentido crear una nueva institucionalidad de Educación Pública con un sólo Servicio que entrará en régimen de inmediato. En su opinión, y considerando que se implementará (la nueva institucionalidad) en un futuro Gobierno, el número de estos que entran en funcionamiento al promulgar la ley debiera ser mayor.
- - -

Inciso Primero


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, y para efectos de este informe, cabe hacer presente que en el primer plazo de indicaciones, este inciso fue objeto de tres propuestas, a saber:


La indicación número 214), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza el texto que señala “”Servicios Locales, de conformidad a las siguientes reglas:”, por “Servicios Locales.”. La indicación número 215, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), suprime las reglas referidas a los Servicios Locales de las distintas regiones. La indicación número 216), del Honorable Senador señor Bianchi, sustituye la expresión “1 de enero y el 30 de junio de 2017” por “1 de enero y el 30 de junio de 2022”.


- Las indicaciones números 214) y 215) fueron retiradas por su autor; en tanto que la indicación número 216) fue declarada inadmisible de conformidad con el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución política, esto es, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

Inciso segundo


Establece que, con todo, los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con al menos seis meses de anticipación a la fecha de traspaso del servicio educacional.


En la indicación número 217), el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), lo reemplaza por el siguiente:


“El primer Servicio Local  podrá comenzar a funcionar  en el año escolar subsiguiente al de la fecha de publicación de la presente ley.”.

· Esta indicación fue retirada por su autor. 

Inciso tercero


Concluido el proceso de traspaso del servicio educacional a todos los Servicios Locales, y en atención a criterios de matrículas de estudiantes, números de establecimientos, distancia y conectividad, entre otros, el Director de Educación Pública podrá proponer al Ministerio de Educación la revisión del número de Servicios Locales y de las comunas que comprenda, sin alterar el marco financiero dispuesto para la presente ley.

- - -


En la indicación número 218), el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega a continuación del artículo sexto el siguiente, nuevo:


“Artículo…- Una Comisión plural de cinco expertos independientes, designada mediante decreto supremo, durante el año 2022, evaluará la implementación del Sistema de Educación Pública, con el fin de extraer aprendizajes de la misma y posibilitar la realización de las correcciones que resulten pertinentes para la mejora del sistema y la normativa que lo rige. Para tal efecto, durante el año previo, el Ministerio deberá encargar estudios a organismos especializados que permitan un levantamiento de evidencia y datos que resulten relevantes para la realización de dicha evaluación. Con esos antecedentes a la vista, más las acciones que estime pertinentes y necesarias para el cumplimiento de su finalidad, esta comisión evacuará un informe en el plazo de un semestre con el objeto de establecer un diagnóstico del sistema y proponer medidas concretas de carácter vinculante a partir de sus conclusiones, entre las cuales una de ellas podrá ser la variación del número de Servicios.”.

· Esta indicación fue retirada por su autor.

- - -


En la indicación número 218) bis, de S.E. la señora Presidenta de la República incorpora, en el párrafo 1° de las disposiciones transitorias, un artículo séptimo transitorio nuevo, pasando el actual a ser octavo y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“Artículo séptimo.- Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública. Existirá un Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública (en adelante también “el Consejo de Evaluación”), el que será presidido por el Subsecretario de Educación e integrado además por seis profesionales de reconocida experiencia en las áreas de políticas públicas, educación y administración municipal o del Estado.


Dichos profesionales deberán ser ajenos a la administración del Estado, salvo aquellos que ejerzan funciones docentes, debiendo reflejarse en la conformación del Consejo una adecuada diversidad de visiones y competencias. Serán designados por el Presidente de la República y su participación será ad honorem. 


La Subsecretaría de Educación prestará apoyo administrativo al Consejo y el Director de Educación Pública será su secretario ejecutivo, teniendo sólo derecho a voz. El Consejo determinará su forma de funcionamiento mediante acuerdo.


El Consejo de Evaluación tendrá como misión principal asesorar al Presidente de la República en la evaluación y análisis del proceso de instalación de los Servicios Locales. A fin de dar cumplimiento adecuado a esta tarea, entregará un informe anual de seguimiento de la puesta en marcha del Sistema de Educación Pública, debiendo presentar, en el año 2021, una evaluación intermedia de este proceso.


En el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá proponer al Presidente o Presidenta de la República, de manera fundada y con el voto favorable de la mayoría de sus miembros indicados en el inciso segundo de este artículo, modificaciones legales, reglamentarias o de otra índole, tales como la modificación del calendario de la segunda etapa de instalación de los Servicios Locales; la extensión del proceso por un nuevo período o la creación de nuevas etapas de instalación; la implementación de formas de administración o gestión del servicio educacional; la modificación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales; diferir, incluir o no considerar temporalmente a una o más comunas en el proceso de instalación; variar el número total de Servicios Locales; modificaciones de cualquier naturaleza en aquellos casos en que advierta problemas en la implementación del Sistema; y cualquier otra política pública, medida, procedimiento o mecanismo orientado a mejorar el Sistema Nacional de Educación Pública.


Para la elaboración de sus propuestas el Consejo solicitará información a los directores de Servicios Locales instalados y autoridades municipales y regionales, y consultará a representantes de profesores y asistentes de la educación, representantes estudiantiles del nivel escolar y académicos con experiencia en la materia, entre otros. De igual forma, podrá solicitar estudios e informes a las Subsecretarías de Educación y de Educación Parvularia, a la Agencia de Calidad de la Educación, Superintendencia de Educación y a otros órganos de la administración que estime pertinente. Con todo, los informes del Consejo deberán contener la opinión del Ministro de Hacienda respecto del impacto presupuestario de las propuestas.


El Consejo terminará su labor a más tardar el 1 de enero de 2025 o en el último año que se establezca en el calendario de instalación de los Servicios Locales.”.


- Esta indicación resultó aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votó en contra el Honorable Senador señor Montes y se abstuvo el Honorable Senador señor Quintana. 


El Honorable Senador señor Montes hizo presente que durante la discusión de esta iniciativa solicitó que este Consejo de Evaluación emita un informe a los 5 años y no en un plazo menor, puesto que no debe calzar con el futuro Gobierno, sino que trazar un plan de mayor trascendencia en el tiempo. Además, expresó que el Consejo propuesto no considera a la Agencia de Educación Pública, que debiera ser la base de cualquier sistema de evaluación técnica. 

- - -

ARTÍCULO SÉPTIMO


Se refiere a la fecha del traspaso del servicio educacional. 


Declara que el 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de un Servicio Local, se le traspasará, por el solo ministerio de la ley, el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de corporaciones municipales, de las comunas en las cuales éste ejerza su competencia, lo cual comprenderá los bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y humanos asociados a la prestación de dicho servicio, de conformidad a las disposiciones transitorias siguientes.


En la indicación número 219), Su Excelencia la Presidenta de la República, incorpora el siguiente inciso:


“Con todo, el servicio educacional de la comuna de Cerro Navia será traspasado el 1 de enero del año 2020.”.


- Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

- - -


En la indicación número 218 ter), S.E. la señora Presidenta de la República propone agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“Con todo, en caso que el Servicio Local establecido en el numeral 1) del artículo sexto transitorio entre en funcionamiento antes del 31 de diciembre de 2017, se le traspasará el servicio educacional, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018. Si la entrada en funcionamiento de dicho Servicio Local se produce en una fecha posterior, se aplicará lo dispuesto en el inciso precedente.”.


Rodrigo Rocco, Secretario Ejecutivo del Proyecto de Ley sobre Nueva Educación Pública, explicó que el sentido de la indicación es generar un marco de flexibilidad para la instalación del primer Servicio Local, caso en el cual si no se dan por cumplidas estas condiciones se posterga el traspaso y se asimila a la norma general. En su opinión, es un elemento que permite avanzar de manera prudente en la materia.

- Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Montes. 

- - -

ARTÍCULO OCTAVO


Traspaso de los establecimientos educacionales. 


Los establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, que cuenten con reconocimiento oficial al 31 de diciembre de 2014, ya sea que se encuentren en funcionamiento o en receso, así como aquellos que se creen a partir de dicha fecha hasta el momento del traspaso, se traspasarán al Servicio Local que ejerza sus competencias en las correspondientes comunas, de conformidad a los artículos siguientes, y en la misma forma y oportunidad señalada en el artículo anterior.



En la indicación número 220), Su Excelencia la Presidenta de la República agrega el siguiente inciso:


“El Servicio Local será el sucesor legal de la municipalidad, o la corporación municipal en su caso, en la calidad de sostenedor del establecimiento educacional traspasado.”.


Misleya Vergara, abogada del Ministerio de Educación, señaló que esta es una norma relevante, toda vez que su objeto es que los Servicios Locales continúen con la calidad de sostenedores y no tengan que realizar todos los trámites administrativos que se requieren para mantener dicha condición y su reconocimiento oficial. Agregó que la normativa vigente prescribe que no es posible transferir la calidad de sostenedor.


Por su parte, el Honorable Senador señor Montes advirtió que una nueva estructura como la se quiere implementar para un Servicio Público, como son los Servicios Locales, no puede mantener la denominación anterior, esto es, la de sostenedores. No obstante lo anterior, estuvo de acuerdo con la situación de que para todos los efectos legales se les considere así, pero no con el mismo nombre. 


A su turno, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, concordó con que el nombre no es el más preciso, pero desde un punto de vista práctico implicará la modificación de una serie de normas que hacen referencia al vocablo “sostenedor”. 


En su opinión, rechazar la indicación en análisis trae como consecuencia que, jurídicamente, los Servicios Locales nazcan sin reconocimiento legal para todos los efectos operativos. Por ello, solicitó aprobar esta propuesta, para, posteriormente, buscar la forma de adecuar la legislación para modificar la denominación de “sostenedor” que se utilizará para referirse a los Servicios Locales, en cuanto a su naturaleza jurídica. Afirmó que se trata de una norma que permitirá la continuidad de los establecimientos educacionales.


- Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Se pronunciaron por la afirmativa los Honorables Senadores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio. Votó en contra el Honorable Senador señor Montes y se abstuvo la Honorable Senadora señora Von Baer. 


El Honorable Senador señor Quintana solicitó dejar constancia de la voluntad del Ejecutivo, expresada precedentemente, en el sentido de buscar los mecanismos idóneos, ya sea legislativo o de otra índole, que permitan que esta situación pueda ser modificada, en el sentido de cambiar la denominación de “sostenedores” por otra, para referirse a la naturaleza jurídica de los servicios locales.


Enseguida, en la indicación número 220) bis, S.E. la señora Presidenta de la República, incorpora un nuevo inciso tercero del siguiente tenor:


“Los inmuebles donde funcionaron establecimientos educacionales de administración municipal o administrados por corporaciones municipales, que al 31 de diciembre de 2014 hubieren perdido su reconocimiento oficial, dejarán de estar afectos al servicio educacional y pasarán a ser de libre disponibilidad por parte de la municipalidad o corporación municipal respectiva; siempre que estas hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición, y sólo una vez que se haya efectuado el traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local según lo establecido en estas disposiciones transitorias.”.


Respecto de esta propuesta, el Honorable Senador Montes llamó la atención en la redacción de la norma, en cuanto señala que los inmuebles “dejarán de estar afectos al servicio educacional y pasarán a ser de libre disponibilidad por parte de la municipalidad o corporación municipal respectiva”, lo que implica la transformación de inversión pública en bienes privados. Sugirió que, como mínimo, estos establecimientos, luego del traspaso, debieran constituirse en jardines infantiles.


Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana compartió el argumento del Honorable Senador señor Montes, puesto que existen diversos establecimientos que tiene que construir la Junta Nacional de Jardines Infantiles con recursos propios y, en este caso, existe inversión pública instalada que no puede pasar a ser de libre disposición sin considerar aquello.


- Puesta en votación, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. Se abstuvo el Honorable Senador señor Montes.


Por influir la abstención en el resultado de la votación, se procedió a su repetición, de conformidad con el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, votando a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio y en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, resultando aprobada la propuesta por mayoría de votos (3x2).


El Honorable Senador señor Montes solicitó dejar constancia de la existencia de dos dictámenes de la Contraloría General de la República que señalan que los colegios en esta situación que fueron transferidos con fines educativos, tienen que mantener dicha condición.

- - -


La indicación número 220) ter, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, intercala en el párrafo 2° de las disposiciones transitorias, un artículo décimo transitorio, nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo décimo.- Postergación del traspaso del servicio educacional. Una municipalidad o corporación municipal podrá solicitar al Ministerio de Educación que el servicio educacional de su comuna no sea traspasado al Servicio Local respectivo en los plazos que le correspondieren en virtud de los artículos anteriores, siempre que cumpla con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que al momento de la solicitud, a lo menos el 60% del total de establecimientos a su cargo presente niveles educativos ordenados como de desempeño alto o medio alto, según la ordenación realizada por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley N° 20.529. Para estos efectos se considerarán las ordenaciones correspondientes al último año disponible.


b) Que la evolución del total de la matrícula en los establecimientos que administra, durante los seis años previos al momento de la solicitud, ubique a la respectiva municipalidad o corporación municipal dentro del 30% de mejor desempeño a nivel nacional para dicho índice. 


Para estos efectos se entenderá por “total de la matrícula” aquella comprendida entre el primer año de educación básica y el cuarto año de educación media regular, incluyendo las diversas formaciones diferenciadas y modalidades de enseñanza. Asimismo, para establecer esta evolución se deberá considerar el efecto demográfico referido a la evolución de la población entre 6 y 18 años de las comunas del país para el mismo periodo.


c) Que durante los 24 meses previos a la solicitud, no haya registrado obligaciones previsionales impagas respecto de los profesionales de la educación, asistentes de la educación o personal de apoyo y administración educacional de su dependencia, por un monto superior a las 400 unidades de fomento calculadas a la fecha en que se presente la solicitud.


d) Que al momento de la solicitud, la deuda de la municipalidad o corporación municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, según lo establecido en el artículo trigésimo transitorio, no supere el 5% de sus ingresos anuales por concepto de subvenciones escolares y aportes del Estado para el mismo año, descontados los aportes de capital. Para estos efectos no se considerará la deuda ocasionada por los anticipos de subvención realizados para financiar planes de retiro de funcionarios.


El municipio o corporación municipal deberá presentar su solicitud durante el mes de enero del año en que entrará en funcionamiento el Servicio Local con competencia sobre la comuna respectiva. El Ministerio de Educación tendrá un plazo de 60 días para verificar el cumplimiento de los requisitos y acoger la solicitud si fuera procedente.


El Ministerio de Educación deberá evaluar anualmente, a más tardar en marzo de cada año, si las municipalidades o corporaciones municipales autorizadas mantienen el cumplimiento de los requisitos establecidos en los literales de este artículo. De no ser así, el traspaso del servicio educacional que prestan se ajustará a lo establecido en el calendario de instalación definido por el Presidente de la República; y en caso de encontrarse ya en funcionamiento el respectivo Servicio Local con competencia sobre la comuna, se deberá proceder al traspaso del servicio educacional, según las normas establecidas en estas disposiciones transitorias. 


Un reglamento del Ministerio de Educación suscrito por el Ministro de Hacienda especificará los requisitos indicados en los literales de este artículo y la forma e instrumentos para su evaluación, y el procedimiento de solicitud y aprobación del requerimiento de la municipalidad o corporación municipal.”.


- Esta indicación resultó aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes y Quintana.

- - -

ARTÍCULO NOVENO


Regula los bienes afectos al servicio educacional. 

Inciso primero


Prescribe que para los efectos del traspaso del servicio educacional establecido en estas disposiciones transitorias, estarán afectos a la prestación de dicho servicio los bienes inmuebles pertenecientes a órganos de la Administración del Estado o a sus órganos dependientes, tales como las corporaciones municipales, en los cuales, al 31 de diciembre de 2014, desarrollan sus funciones los establecimientos educacionales, así como aquellos que se encuentren en receso o autorizados sin matrícula, que se traspasen de conformidad al artículo anterior.

- - -


La indicación número 220) quáter, de S.E. la señora Presidenta de la República, propone modificarlo en el siguiente sentido:


a) Elimínase en su inciso primero la frase “, así como aquellos que se encuentren en receso o autorizados sin matrícula,”.


b) Incorpórase en su inciso primero, luego de su punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: 


“Estos inmuebles serán traspasados al respectivo Servicio Local de la siguiente manera:


1) Los inmuebles de propiedad de una municipalidad o de otro órgano de la Administración del Estado serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Se comprenderán en esta letra, los inmuebles que pertenecen a una municipalidad y fueron entregados en comodato a la respectiva corporación municipal o a personas jurídicas de derecho privado que no persigan fines de lucro. 


2) Los inmuebles que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tal como una corporación municipal, que hayan sido adquiridos o traspasados a este último para el solo efecto de prestar el servicio educacional, serán traspasados al Servicio Local que corresponda.


3) Los inmuebles que no correspondan a alguna de las categorías anteriores y que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tales como corporaciones municipales, serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Con todo, si dichas corporaciones demuestran que un determinado inmueble se encuentra en esta categoría, podrán optar por entregarlo en comodato al Servicio Local. Éste deberá ser celebrado antes de que se verifique el traspaso del servicio educacional, según lo establecido en el artículo octavo transitorio, y tendrá una duración de, al menos, 30 años. Asimismo, deberá dar cumplimiento, respecto del derecho de uso entregado en virtud del comodato, a todos los trámites establecidos para los inmuebles en estas disposiciones transitorias.”.


c) Elimínanse los incisos segundo, tercero y cuarto. 



- Puesta en votación la indicación, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. Se abstuvo el Honorable Senador señor Montes. 


Al influir la abstención en el resultado de la votación se procedió a su repetición. Repetida la votación de conformidad con el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, votaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y Señor Allamand.


En consecuencia, esta indicación resultó aprobada por mayoría de votos (3x2).

- - -


Seguidamente, la indicación número 221), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand agrega el siguiente inciso:


“Con todo, las municipalidades y corporaciones municipales tendrán derecho a indemnización por el daño patrimonial efectivamente causado con ocasión de los traspasos de los bienes señalados en el presente artículo, en los términos prescritos por el artículo 19 N° 24 de la Constitución Política de la República de Chile.”.


El Honorable Senador señor Allamand hizo presente que, desde el punto de estrictamente jurídico, la indicación declara que todo lo que se refiera a traspaso de bienes, en los términos que propone el texto aprobado en general, es expropiatorio. 



Puesta en votación la indicación, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Von Baer y Allamand. Votaron en contra los Honorables Senadores señores  Quintana y Walker, Ignacio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Montes. 


Al influir la abstención en el resultado de la votación se procedió a su repetición. Repetida la votación de conformidad con el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, votaron en contra los Honorables Senadores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.


En consecuencia, esta indicación resultó rechazada por mayoría de votos (3x2).


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó dejar constancia en este informe de que la razón de su voto a favor radica en que, en su opinión, los municipios deben ser indemnizados por el traspaso de estos bienes, pues muchos de ellos son de propiedad de los mismos. 

- - -

Inciso segundo


Dispone que asimismo, se entenderán afectos a la prestación del servicio educacional los bienes muebles que, perteneciendo a los órganos señalados en el inciso anterior, se encuentren en alguno de los siguientes casos:


a) Bienes muebles que guarnecen los inmuebles señalados en el inciso primero de este artículo.


b) Bienes muebles no comprendidos en la letra anterior que resultan necesarios para la prestación del servicio educacional de conformidad a la ley.


c) Bienes muebles que hayan sido adquiridos con transferencias de recursos fiscales, para la prestación del servicio educacional.

Inciso tercero


Señala que desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta el traspaso del servicio educacional, dichos órganos de la Administración del Estado, así como los órganos que dependan de éstos, destinarán los bienes señalados en este artículo exclusivamente a la prestación del servicio educacional, no pudiendo, en todo o en parte, destinarlos a una finalidad distinta.

Inciso cuarto


Expresa que los bienes señalados en el presente artículo se traspasarán, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Local con competencia en la comuna en el cual se encuentren emplazados, en la forma y oportunidad señalada en el artículo séptimo transitorio.

- - -

ARTÍCULO DÉCIMO


Trata sobre la regularización de inmuebles destinados al funcionamiento de establecimientos educacionales. 


Prescribe que para la regularización de la propiedad de los inmuebles afectos al funcionamiento de establecimientos educacionales, señalados en el artículo noveno transitorio y en el literal b) del artículo decimoséptimo transitorio de esta ley, se estará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 8° del decreto ley N° 2.695, sin que sea aplicable, para estos efectos, la restricción respecto al avalúo fiscal de dichos inmuebles que establece el artículo 1° del mismo decreto ley.


La indicación número 221) bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, reemplaza la frase “inciso tercero del artículo 8° del decreto ley Nº 2.695” por “decreto ley Nº 2.695, en todo aquello que sea pertinente”.



- Esta indicación fue aprobada mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 

- - -

ARTÍCULO UNDÉCIMO


Norma la regularización de la infraestructura, disponiendo que las construcciones o ampliaciones de infraestructura educacional en inmuebles comprendidos en el artículo noveno transitorio y en el literal b) del artículo decimoséptimo transitorio de esta ley, construidas con o sin permiso de edificación y las que no cuenten con recepción final a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán ser regularizadas de conformidad a lo establecido en el presente artículo.


Añade que podrá solicitar su regularización el sostenedor del establecimiento educacional cuya infraestructura se encuentre en alguna de las situaciones señaladas en el inciso anterior, acompañando los siguientes antecedentes:


a) Aquellos especificados en el artículo 5.1.6 N°s. 6, 7 y 9 del decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, suscritos por un profesional competente, en que consten las características de la edificación que se regulariza.


b) Certificado de dominio vigente de la propiedad en que se encuentra ubicada la construcción o ampliación.


c) Informe técnico de un profesional arquitecto o ingeniero civil, sobre el buen estado estructural y constructivo del edificio y de la carencia de riesgo físico para sus usuarios.


d) Certificado de higiene ambiental expedido por la autoridad de salud competente.


e) Informe técnico de un instalador autorizado sobre el buen estado de las instalaciones de electricidad, de agua potable y de alcantarillado.


f) Informe del sostenedor sobre las condiciones generales de seguridad, en especial, las de evacuación.


g) Certificado del Secretario Regional Ministerial de Educación o la Dirección Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles competente, según corresponda, de la utilización de las construcciones, ampliaciones o habilitaciones para impartir el servicio educacional.


Sólo podrán acogerse a lo establecido en el presente artículo las edificaciones o las ampliaciones, o ambas según el caso, construidas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, siempre que durante los treinta días siguientes a esta misma fecha no se formularen reclamaciones de los vecinos por incumplimiento de normas, y en la medida en que se respeten las líneas oficiales de edificación establecidas por los planes reguladores respectivos.


Las regularizaciones acogidas a esta ley estarán exentas del pago de derechos de edificación.


La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere emitido un pronunciamiento, se tendrá por aprobada.


Si el permiso o la recepción, o ambos según el caso, fueren denegados, los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, en un plazo de quince días contado desde la notificación del rechazo, la que deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue en tal caso el permiso o la recepción, o ambos, según se trate.

ARTÍCULO DUODÉCIMO


Cesión de contratos y convenios. Con el exclusivo fin de asegurar la continuidad del servicio educacional, los Servicios Locales serán sucesores legales de las municipalidades o corporaciones municipales en aquellos contratos o convenios que hubieren celebrado con terceros, que tengan por objeto el uso o goce de los bienes inmuebles en que funcione el establecimiento educacional respectivo, la prestación de servicios, o la entrega de bienes para la prestación del servicio educacional, que resulten necesarios para la continuidad del mismo.


Para todos los efectos legales, en los contratos o convenios celebrados con terceros se aplicarán las normas de la ley N° 20.845.

ARTÍCULO DECIMOTERCERO


Cesión de concesiones. Sin perjuicio del traspaso del servicio educacional y los bienes afectos al mismo, los Servicios Locales serán sucesores legales de aquellas municipalidades que hubieren concesionado el servicio educacional respecto de uno o más establecimientos educacionales, pudiendo poner término a la concesión de acuerdo a los procedimientos vigentes en esta ley.
ARTÍCULO DECIMOCUARTO


Exención de derechos e impuestos. Los actos, convenios, publicaciones, inscripciones, subinscripciones o actuaciones de cualquier otro tipo que se originen a causa de los traspasos de bienes y servicios dispuestos en la presente ley, estarán exentos de todo arancel o tributo, incluyendo cualquier tipo de impuesto, tasa o derecho a favor del fisco o del patrimonio de cualquier órgano del Estado.


Los artículos undécimo, duodécimo, decimotercero y decimocuarto transitorios transcritos  no fueron objeto de indicaciones, y según se hizo presente precedente, ellos fueron votados separadamente y aprobados por mayoría de votos (3x2).

- - -


La indicación número 221) ter de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, en el párrafo 3º de las disposiciones transitorias, un artículo nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo ….- Bienes muebles afectos al servicio educacional. Se entenderán afectos a la prestación del servicio educacional los bienes muebles que, perteneciendo a los órganos señalados en el artículo precedente, se encuentren en alguno de los siguientes casos:


a) Bienes muebles que guarnecen los inmuebles señalados en el inciso primero del artículo anterior.


b) Bienes muebles no comprendidos en la letra anterior que resultan necesarios para la prestación del servicio educacional de conformidad a la ley.


c) Bienes muebles que hayan sido adquiridos con transferencias de recursos fiscales, para la prestación del servicio educacional.


Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta el traspaso del servicio educacional, dichos órganos de la Administración del Estado, así como los órganos que dependan de éstos, destinarán los bienes señalados en este artículo y en el artículo precedente exclusivamente a la prestación del servicio educacional, no pudiendo, en todo o en parte, destinarlos a una finalidad distinta.


Los bienes señalados en el presente artículo y en el artículo precedente se traspasarán, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Local con competencia en la comuna en el cual se encuentren emplazados, en la forma y oportunidad señalada en el artículo octavo transitorio.”.


- Sometida a votación, esta indicación resultó aprobada por mayoría de votos. Se pronunciaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

- - -



La indicación número 222), de Su Excelencia la Presidenta de la República, incorpora a continuación del artículo decimocuarto transitorio el siguiente párrafo 4°, nuevo:

“Párrafo 4º.- Del traspaso de establecimientos de educación parvularia.


Artículo décimo quinto.- Traspaso de establecimientos de educación parvularia. Se entenderán incluidos en el traspaso señalado en el párrafo 2º de estas disposiciones transitorias, los establecimientos de educación parvularia administrados por municipalidades o corporaciones municipales que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, en la misma forma y oportunidad señalada en dicho párrafo. A dichos establecimientos no les será exigible contar con el reconocimiento oficial del Estado, mientras esté pendiente aún el plazo para obtenerlo de conformidad con lo dispuesto por el artículo décimo quinto transitorio de la ley Nº 20.529.


Sin perjuicio de lo anterior, se excluirán del traspaso de bienes regulado en el párrafo 3º de estas disposiciones transitorias aquellos inmuebles en los cuales se emplacen los establecimientos de educación parvularia y que no estén destinados exclusivamente a la prestación del servicio educacional, así como los bienes muebles destinados a su funcionamiento. Respecto de estos últimos, sólo se traspasarán al Servicio Local aquellos bienes muebles adquiridos mediante transferencias de recursos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles o a través de recursos fiscales.


La Junta Nacional de Jardines Infantiles, dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, dictará una resolución en la cual se individualizarán los establecimientos de educación parvularia respecto de los cuales tenga convenio vigente de transferencia de fondos con municipalidades o corporaciones municipales, que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento a la fecha de la publicación de la ley. Además, dentro del mismo plazo, deberá remitir al Ministerio de Educación toda información relevante para el traspaso del servicio educacional, por cada establecimiento educacional, tal como matrícula, transferencias corrientes y de capital, documentos en que consten fiscalizaciones que hayan sido realizadas, estado de avance del cumplimiento de los requisitos para la obtención del reconocimiento oficial del Estado, entre otras. Asimismo, los Servicios Locales podrán celebrar convenios de colaboración con la Junta Nacional de Jardines Infantiles destinados a brindar asistencia técnica en la implementación del nivel parvulario.”.


- Esta indicación fue retirada por su autora, toda vez que su contenido queda regulado en la indicación siguiente.

- - -


En la indicación número 222) bis, Su Excelencia la señora Presidenta de la República, introduce el siguiente párrafo 4°, nuevo:

“Párrafo 4º.- Del traspaso de establecimientos de educación parvularia.


Artículo décimo octavo- Traspaso de establecimientos de educación parvularia. Se entenderán incluidos en el traspaso señalado en el párrafo 2º de estas disposiciones transitorias, los establecimientos de educación parvularia administrados por municipalidades o corporaciones municipales que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, en la misma forma y oportunidad señalada en dicho párrafo. A dichos establecimientos no les será exigible contar con el reconocimiento oficial del Estado, mientras esté pendiente aún el plazo para obtenerlo de conformidad con lo dispuesto por el artículo décimo quinto transitorio de la ley Nº 20.529.


Sin perjuicio de lo anterior, se excluirán del traspaso de bienes regulado en el párrafo 3º de estas disposiciones transitorias aquellos inmuebles en los cuales se emplacen los establecimientos de educación parvularia y que no estén destinados exclusivamente a la prestación del servicio educacional, así como los bienes muebles destinados a su funcionamiento. Respecto de estos últimos, sólo se traspasarán al Servicio Local aquellos bienes muebles adquiridos mediante transferencias de recursos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles o a través de recursos fiscales.


La Junta Nacional de Jardines Infantiles, dentro de los ciento veinte días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, dictará una resolución en la cual se individualizarán los establecimientos de educación parvularia respecto de los cuales tenga convenio vigente de transferencia de fondos con municipalidades o corporaciones municipales, que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento a la fecha de la publicación de la ley. Además, dentro del mismo plazo, deberá remitir al Ministerio de Educación toda información relevante para el traspaso del servicio educacional, por cada establecimiento educacional, tal como matrícula, transferencias corrientes y de capital, documentos en que consten supervisiones que hayan sido realizadas, estado de avance del cumplimiento de los requisitos para la obtención del reconocimiento oficial del Estado, entre otras. Asimismo, los Servicios Locales podrán celebrar convenios de colaboración con la Junta Nacional de Jardines Infantiles destinados a brindar asistencia técnica en la implementación del nivel parvulario.”.


- Sometida a votación, esta indicación resultó aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


Cabe hacer presente que, en cuanto a su ubicación, y para efectos de una mejor técnica legislativa, la norma aprobada quedó como artículo décimo segundo transitorio.

- - -

ARTÍCULO DECIMOQUINTO


Del procedimiento de traspaso. 


Los traspasos dispuestos en los párrafos anteriores se efectuarán de conformidad al procedimiento de traspaso regulado en este párrafo, el que deberá resguardar siempre la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los estudiantes.


La indicación número 223), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, reemplaza la frase “la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los estudiantes” por la siguiente: “la continuidad del servicio educacional, el derecho a la educación de los estudiantes y los derechos adquiridos de los trabajadores que se desempeñan en el servicio educacional que prestan las municipalidades de manera directa o a través de corporaciones educacionales”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República. 
ARTÍCULO DECIMOSEXTO


Registro de bienes destinados a la prestación del servicio educacional. 

Inciso primero


El Ministerio de Educación llevará un registro actualizado, desde la entrada en vigencia de esta ley, en el cual se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que serán traspasados a cada Servicio Local de Educación Pública, de conformidad a lo establecido en el párrafo 3° del presente Título.

- - -


En la indicación número 224), Su Excelencia la señora Presidenta de la República sugiere modificarlo en el siguiente sentido: 


a) Agrégase, en su inciso primero, luego de la frase “inmuebles que serán traspasados”, lo siguiente “, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio,”. 


b) Reemplázase, en su inciso primero, la frase “el párrafo 3º” por “los párrafos 3º y 4º”.


- Sometida a votación, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

Inciso segundo


Para estos efectos, a su vez, cada municipalidad deberá elaborar un registro actualizado de estos bienes, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación, dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley. Asimismo, deberá oficiar a dicho Ministerio cualquier hecho relevante relacionado con los bienes destinados a la prestación del servicio educacional que se encuentren en su comuna, de conformidad a lo que establezca el reglamento.


La indicación número 224) bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo sustituye por el siguiente:


“Para estos efectos, cada municipalidad deberá elaborar un registro actualizado de sus bienes inmuebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación, dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, y un registro actualizado de sus bienes muebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación dentro de los doce meses siguientes a dicha fecha. Asimismo, deberá oficiar a dicho Ministerio cualquier hecho relevante relacionado con los bienes destinados a la prestación del servicio educacional que se encuentren en su comuna, de conformidad a lo que establezca el reglamento.”.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

ARTÍCULO DECIMOSÉPTIMO


Regula las obligaciones de las municipalidades. 

Inciso primero


Dispone que las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, deberán remitir al Ministerio de Educación toda la información que sea necesaria para el adecuado traspaso, con una anticipación de al menos seis meses antes de la entrada en funcionamiento del Servicio Local al cual deban traspasar el servicio educacional. Esta información deberá considerar al menos lo siguiente:


La indicación número 225), de Su Excelencia la Presidenta de la República, intercala, después de la frase “entrada en funcionamiento del Servicio Local al cual deban traspasar el servicio educacional.”, lo siguiente: “En el caso del Servicio Local individualizado en el inciso primero del artículo sexto transitorio, las municipalidades que lo comprenden deberán remitir esta información en el plazo de un mes desde la fecha de promulgación de la presente ley.”. 


-Esta indicación fue retirada por su autora. 

- - -

Letra a)


a) Una nómina de los profesionales de la educación y asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales que, de conformidad a la presente ley, serán traspasados a los Servicios Locales. Deberá indicarse el respectivo régimen legal y/o contractual, señalándose entre otros antecedentes que requiera el Ministerio, el nombre, función que realiza, antigüedad, lugar en que se desempeña, situación previsional y remuneración desagregada, y las asignaciones que le correspondan percibir.

Letra b)


b) Un inventario de los bienes muebles e inmuebles que deberán ser traspasados de conformidad al párrafo 3° de estas disposiciones transitorias, individualizándolos y señalando el estado de conservación en el cual se encuentran. Respecto de los inmuebles y vehículos motorizados, deberán expresarse todas las menciones exigidas por la ley y reglamentación respectiva para su inscripción en los registros pertinentes.


La indicación número 226), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega la siguiente oración final: “Este inventario deberá llevar la firma del director del respectivo establecimiento educacional.”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Letra c)


c) Copia de los contratos o convenios vigentes con terceros proveedores de bienes y servicios.

- - -


La indicación número 227), de Su Excelencia la Presidenta de la República, incorpora una letra d), nueva, del siguiente tenor:


“d) Un catastro de los servicios prestados dentro de la comuna, por los establecimientos educacionales o a través de estos, o dirigidos a los propios establecimientos, y dentro de las cuales se encuentre toda iniciativa y programa, de cualquier índole, que esté siendo implementada por la municipalid o corporación municipal, según corresponda.”.


-Al igual que la indicación anterior, esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.
- - -

Letra d)


d) Cualquier otra información que sea procedente para el adecuado traspaso del servicio educacional. 

Inciso segundo


El Ministerio de Educación, mediante resolución, podrá establecer otros antecedentes que resulten necesarios para el adecuado traspaso del servicio educacional, así como determinar el formato en que éstos deberán remitirse.

Inciso tercero


Asimismo, deberá constituirse una comisión técnica con el objeto de colaborar con la adecuada entrega de la información a que se refiere el literal a) del presente artículo. Esta comisión se constituirá al menos ocho meses antes de la entrada en funcionamiento del respectivo Servicio Local y estará compuesta por un representante de la municipalidad, un representante de los profesionales de la educación, un representante de los asistentes de la educación y un representante del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o de las corporaciones municipales cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional, junto a los equipos técnicos que el Ministerio de Educación destine para estos efectos. En el cumplimiento de su función considerará la información que le sea proporcionada, de carácter laboral y previsional del personal de las municipalidades o de las corporaciones municipales.

- - -


La indicación número 228), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega la siguiente oración final: “Las municipalidades correspondientes a los Servicios Locales señalados en los incisos primero y segundo del artículo sexto transitorio, se exceptuarán del cumplimiento de los plazos establecidos en el presente artículo.”.

· Esta indicación fue retirada por su autora.
Inciso cuarto


Para los efectos de lo establecido en el presente artículo, la municipalidad deberá dictar un decreto alcaldicio, de acuerdo a la normativa vigente, al cual se acompañará el inventario de bienes y la nómina de personal.

Inciso quinto


El Ministerio de Educación podrá colaborar con las municipalidades para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.


En el nuevo plazo, se presentó la indicación número 228) bis, de S.E. la señora Presidenta de la República, que modifica el artículo décimo séptimo transitorio en el siguiente sentido: 


a) Intercala, en su inciso primero, luego de la frase “entrada en funcionamiento del Servicio Local al cual deban traspasar el servicio educacional.”, lo siguiente “En el caso del Servicio Local individualizado en el numeral 1) del artículo sexto transitorio, las municipalidades cuyo servicio se traspase el año 2018 deberán remitir esta información en el plazo de un mes desde la fecha de publicación de la presente ley.”.


b) Reemplaza, en el literal b) de su inciso primero la frase “de conformidad al párrafo 3º” por la frase “, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio, de conformidad a los párrafos 3° y 4º”.


c) Agrega, en el inciso tercero, luego de su punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: 


“Las municipalidades correspondientes al Servicio Local señalado en el numeral 1) del artículo sexto transitorio se exceptuarán de la constitución de esta comisión.”.


- Fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

- - -

ARTÍCULO DECIMO OCTAVO


Regula la Resolución de traspaso. 

Inciso primero


Dispone que dos meses antes de la entrada en funcionamiento de un Servicio Local, el Ministerio de Educación deberá dictar una resolución que individualice los bienes muebles e inmuebles y recursos humanos que le serán traspasados, la cual deberá contener, a lo menos, lo señalado en los literales a), b), c) y d) del inciso primero del artículo anterior.


Sobre este inciso se formularon las indicaciones números  229) y 230), de Su Excelencia la Presidenta de la República:

La primera de ellas, sustituye la expresión “y d)”, por “, d) y e)”.


- Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


La segunda agrega la siguiente oración final: “En el caso del Servicio Local a que se refiere el inciso primero del artículo sexto transitorio, el plazo para dictar dicha resolución será dos meses antes del traspaso del servicio educacional.”.


-Esta indicación fue retirada por su autora.

- - -


En el nuevo plazo, se presentó la indicación número 229) bis, de S.E. la señora Presidenta de la República, para modificarlo de la siguiente forma: 


a) Incorpórase, en su inciso primero, luego de la frase “que le serán traspasados”, lo siguiente “o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio”. 


b) Agrégase en su inciso primero, luego del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: 


“En el caso del Servicio Local a que se refiere el numeral 1) del artículo sexto transitorio, el plazo para dictar dicha resolución será dos meses antes del traspaso del servicio educacional.”.


-Fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

- - -

Inciso segundo


Dispone que la resolución a que se refiere el artículo anterior deberá ser remitida al Servicio Local respectivo, dentro de los diez días hábiles siguientes a su entrada en funcionamiento. El Conservador de Bienes Raíces y/o el Servicio de Registro Civil e Identificación con competencia en el territorio en que se emplacen los Servicios Locales respectivos, deberán practicar las inscripciones y subinscripciones que correspondan producto del traspaso, respecto de los bienes muebles e inmuebles afectos a la prestación del servicio educacional señalados en el artículo noveno transitorio de la presente ley, con el sólo mérito de la resolución del Ministerio de Educación a la que se refiere este artículo, la cual será título suficiente para ello.

ARTÍCULO DECIMONOVENO


Límite a la dotación de personal. 


Para todos los efectos de traspaso de recursos humanos, las resoluciones que se dicten no podrán contener una dotación superior a la existente al 30 de noviembre del año 2014.


La indicaciones números 231), de Su Excelencia la Presidenta de la República, y 232), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, proponen suprimirlo.


- Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

ARTÍCULO VIGÉSIMO


Acta de traspaso. 


Inciso primero


Dentro de los sesenta días siguientes al traspaso del servicio educacional, se constituirá en cada establecimiento traspasado un funcionario del Servicio Local respectivo, quien deberá levantar un acta de traspaso de bienes y recursos financieros, y que será, para estos efectos, ministro de fe.

Inciso segundo


En dicha acta se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que le hayan sido materialmente traspasados, indicando el estado de conservación en que se encuentran, cotejándose con la respectiva resolución de traspaso señalada en el artículo decimoctavo transitorio.

Inciso tercero


En caso que existan diferencias entre la resolución de traspaso y el levantamiento del acta, y de ello se derivare alguna eventual infracción a la ley, se oficiarán los antecedentes que correspondan a los organismos públicos competentes. Asimismo, si se tuviere conocimiento de la comisión de un hecho que pudiere revestir caracteres de delito, deberán remitirse dichos antecedentes a la autoridad competente de conformidad con lo dispuesto en la letra k) del artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.

Párrafo 5°
ARTÍCULO VIGESIMO PRIMERO


Del Plan de Transición. 

Inciso primero


Desde la entrada en vigencia de esta ley, las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, podrán suscribir un Plan de Transición, de carácter plurianual, que el Ministerio de Educación pondrá a su disposición. Éste tendrá por objeto asegurar el adecuado traspaso del servicio educacional, así como el fortalecimiento y mejora de dicho servicio y su equilibrio financiero, hasta su total traspaso, de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.

Inciso segundo


El plan señalado en el inciso anterior, considerando la situación educacional, administrativa y financiera de la respectiva municipalidad o corporación municipal deberá contemplar, a lo menos, lo siguiente:


a) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el fortalecimiento y mejora del servicio educacional, orientadas a la calidad de la educación que se imparte.


b) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el adecuado traspaso del servicio educacional, en especial respecto de sus bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y humanos.


c) Objetivos financieros a alcanzar por la respectiva municipalidad, hasta antes del traspaso del servicio educacional, los cuales deberán desagregarse en objetivos anuales, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo cuarto transitorio.


d) Incorporación de un compromiso del Ministerio de Educación para colaborar y asistir a la respectiva municipalidad en los objetivos señalados en el literal anterior, transfiriendo recursos con dicho fin, de conformidad a la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público y lo establecido en los artículos vigésimo tercero y vigésimo cuarto transitorios.

Inciso tercero


Este plan se ejecutará de conformidad a los recursos que establezca para estos efectos la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público, mediante los convenios señalados en el artículo siguiente.

ARTÍCULO VIGESIMO SEGUNDO


De los convenios de ejecución del Plan de Transición. 

Inciso primero


El Plan de Transición se ejecutará mediante la suscripción de uno o más convenios de ejecución entre el Ministerio de Educación y la municipalidad o corporación municipal respectiva los que, individualmente o en su conjunto, deberán considerar, a lo menos, las siguientes materias:

Letra a)


a) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para fortalecer y mejorar el servicio educacional que presta, en especial, respecto al mantenimiento y conservación de sus establecimientos educacionales y la calidad del servicio educacional que brindan. 

Letra b)


b) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de mantener en funcionamiento los establecimientos educacionales de su dependencia.

Letra c)


c) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para equilibrar financieramente la prestación del servicio educacional. Para estos efectos, se deberá coordinar la planificación y los instrumentos de gestión del sistema educativo con el financiamiento que establezca la ley, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo cuarto transitorio de esta ley.

Letra d)


d) Obligación de la municipalidad o corporación municipal de entregar al Ministerio de Educación la información que éste requiera para el adecuado traspaso del servicio educacional.

Letra e)


e) Asistencia técnica que el Ministerio de Educación brindará a la respectiva municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para la elaboración de los instrumentos de planificación y gestión, en concordancia con lo señalado en la letra c) de este artículo, contemplándose a lo menos la asistencia técnica para la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio.

Letra f)


f) La transferencia o pago directo de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional y/o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional, de conformidad a lo establecido en los artículos vigésimo tercero y vigésimo séptimo transitorios, respectivamente. El monto y forma de la transferencia de dichos recursos se determinará de conformidad a lo que establezca la Ley de Presupuestos del Sector Público. El Ministerio de Educación estará facultado para pagar directamente a terceros por estos conceptos.

- - -


La indicación número 234), de Su Excelencia la Presidenta de la República, incorpora las siguientes letras c), d) y e), nuevas:


“c) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de señalar las prestaciones y programas que implementa a través de los establecimientos educacionales, o dirigidos a estos establecimientos, indicando los servicios que continuará prestando una vez traspasado el servicio educacional.


d) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de la administración del servicio educacional, tales como, el pago de remuneraciones, pago de proveedores, entre otras.



e) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de trabajar colaborativamente con las municipalidades o corporaciones municipales pertenecientes al mismo Servicio Local, con el objeto de facilitar el traspaso del servicio educacional.”.


Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

- - -


La indicación número 234) bis, también de S.E. la señora Presidenta de la República, propone modificarlo en el siguiente sentido: 


a) Agréganse los siguientes literal f) y g), nuevos, ordenándose los siguientes: 


“f) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de los inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales o de su uso, tales como, regularización según lo establecido en los artículos décimo tercero y décimo cuarto transitorios, realización de trámites ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, entrega de información acerca de su estado de conservación, permitir al Servicio Local visitarlos para su revisión, celebración e inscripción del contrato de comodato en el caso del numeral 3 del artículo undécimo transitorio, entre otras.  


g) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de planificar e implementar, en conjunto con el Ministerio de Educación, acciones y programas de formación y capacitación tendientes a fortalecer las capacidades del personal que se desempeña en el nivel de administración educacional municipal.”. 


b) Agrégase, en su literal f), que ha pasado a ser k), antes del punto final, lo siguiente: “así como para la planificación e implementación de las acciones de formación y/o capacitación a que se refiere el literal g) de este artículo”. 


c) Agrégase un inciso final, nuevo, del siguiente tenor: 


“Para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en el literal g) de este artículo, el Ministerio de Educación podrá requerir del apoyo del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y de la Subsecretaria de Desarrollo Regional, entre otros.”.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

- - -

Inciso segundo


Una vez suscritos los convenios de ejecución, éstos deberán ser remitidos a la Superintendencia de Educación para su conocimiento. Asimismo, a ésta le corresponderá fiscalizar, de conformidad a la ley, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en cada convenio y, en general, el correcto uso de los recursos transferidos de acuerdo a este artículo.

- - -



La indicación número 235), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, agrega el siguiente inciso:


“Sin perjuicio de no haberse suscrito el Plan de Transición establecido en el artículo precedente, se deberá realizar de igual forma la transferencia a que se refiere el literal f) de este artículo.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

- - -

ARTÍCULO VIGESIMO TERCERO


Transferencia de recursos para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional. 

Inciso primero


Para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo anterior, se entenderá por desequilibrio financiero municipal educacional el de una municipalidad determinada ocasionado por la prestación del servicio educacional, directamente o a través de una corporación municipal, hasta antes de su traspaso a un Servicio Local, de conformidad a estas disposiciones transitorias. Se determinará calculando la diferencia entre ingresos por concepto de subvenciones y aportes educacionales, así como otros aportes del Estado, exceptuando los aportes de capital, y los gastos operacionales por la prestación de dicho servicio.

Inciso segundo


Los recursos transferidos de conformidad a lo señalado en el inciso anterior sólo podrán utilizarse para financiar aquellos gastos incurridos y que hayan sido necesarios para la prestación del servicio educacional, siempre y cuando estén debidamente justificados. El Ministerio de Educación determinará dichos gastos, pudiendo para ello solicitar información a la Superintendencia de Educación, la cual deberá remitirla; así como también podrá requerir la realización de auditorías en la respectiva municipalidad o corporación para la justificación de dichos gastos. El Ministerio de Educación deberá requerir la realización de dichas auditorías a la Superintendencia de Educación o a instituciones externas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529, en aquellos municipios o corporaciones respecto de los cuales se hubiera verificado, durante los cinco años anteriores a la firma del convenio, alguna de las siguientes hipótesis:


a) Nombramiento de un administrador provisional respecto de uno o más establecimientos educacionales de su dependencia.


b) Aplicación de sanciones por infracciones graves a la normativa educacional con excepción de las establecidas en los literales c, d) y e) del artículo 76 de la ley N° 20.529.

Inciso tercero


Mediante estas auditorías se determinará el desequilibrio financiero municipal educacional y/o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional, conforme a las definiciones establecidas en el presente artículo.


En la indicación número 236), los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand lo reemplazan por el siguiente:


“Artículo vigésimo tercero.- Transferencia de recursos para eliminar el desequilibrio financiero municipal educacional. Para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo anterior, se entenderá por desequilibrio financiero municipal educacional el de una municipalidad determinada ocasionado por la prestación del servicio educacional, directamente o a través de una corporación municipal, hasta antes de su traspaso a un Servicio Local. Se determinará calculando la diferencia entre ingresos por concepto de subvenciones y aportes educacionales, así como otros aportes del Estado, exceptuando los aportes de capital, y los gastos operacionales por la prestación de dicho servicio.


Los recursos transferidos de conformidad a lo señalado en el inciso anterior sólo podrán utilizarse para financiar aquellos gastos incurridos para la prestación del servicio educacional, siempre y cuando estén debidamente justificados. La municipalidad respectiva deberá acreditar dichos gastos, pudiendo para ello solicitar información a la Superintendencia de Educación, la cual deberá remitirla; así como también podrá requerir la realización de auditorías en la respectiva municipalidad o corporación para la justificación de dichos gastos.


No se transferirá establecimiento educacional alguno desde la municipalidad o corporación municipal al servicio local que corresponda si es que no se hubiera eliminado completamente el desequilibrio financiero municipal educacional.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa del Ejecutivo de conformidad con el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política. 

ARTÍCULO VIGESIMO CUARTO


Del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal. 


Dispone que para efectos de alcanzar los objetivos financieros establecidos en el literal c) del artículo vigésimo primero transitorio, los convenios de ejecución señalados en dicho artículo establecerán obligaciones específicas que deberán ser consideradas en el Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. En particular, dichos convenios establecerán expresamente que la municipalidad dará cumplimiento a las observaciones que el Ministerio de Educación realice al proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal, de conformidad a la asistencia técnica que le brinde según lo dispuesto en el artículo siguiente, como requisito habilitante para acceder a los recursos que prevé el literal f) del artículo vigésimo segundo transitorio.

ARTÍCULO VIGESIMO QUINTO


De la asistencia técnica al Plan de Desarrollo Educativo Municipal. 

Inciso primero


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior y en el literal e) del artículo vigésimo segundo transitorio, el o los respectivos convenios establecerán que el Ministerio de Educación brindará asistencia técnica en la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal regulado en el artículo 4° de la ley N° 19.410.

Inciso segundo


Asimismo, los convenios establecerán el plazo en el cual se remitirá al Ministerio de Educación el proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal y la oportunidad en la cual el Ministerio enviará sus observaciones o propuestas de modificaciones, si corresponde, lo cual deberá ser previo a la presentación del plan al Concejo Municipal para su respectiva aprobación.

ARTÍCULO VIGESIMO SEXTO


Del incumplimiento de los convenios. 

Inciso primero

En caso que una municipalidad incumpla gravemente los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo segundo transitorio, el Ministerio de Educación podrá ponerles término, mediante resolución fundada, sobre la base de un informe emanado de la Superintendencia de Educación. 

Inciso segundo


Se entenderá por incumplimiento grave de los convenios de ejecución:


a) Incumplimiento de la obligación establecida en el literal b) del artículo vigésimo segundo transitorio.


b) Uso de los recursos transferidos de acuerdo a lo dispuesto en el literal f) del artículo vigésimo segundo transitorio para actividades distintas de las acordadas en los convenios.


c) Incumplimiento de las observaciones que el Ministerio de Educación realice respecto del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. 

Inciso tercero


En caso de término de un convenio, de conformidad a lo señalado en el presente artículo, no se podrán celebrar los restantes convenios referentes a la transferencia de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional y/o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional que correspondan de conformidad al Plan de Transición que se hubiere suscrito.

ARTÍCULO VIGESIMO SÉPTIMO

Inciso primero


De la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional. Para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo vigésimo segundo transitorio, se entenderá por deuda municipal originada por la prestación del servicio educacional aquellas obligaciones de una municipalidad o de una corporación municipal que sean exigibles al 31 de diciembre de 2014 y que a continuación se señalan:


a) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, correspondientes a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales.


b) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, con el personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en las corporaciones municipales. Respecto a estas últimas, sólo se entenderán comprendidas aquellas obligaciones del personal que se desempeña o se haya desempeñado en la gestión educacional.


c) Obligaciones contraídas con terceros proveedores de bienes y servicios directamente necesarios para la prestación del servicio educacional en los establecimientos de su dependencia o de las corporaciones municipales a su cargo, según corresponda. Se excluirán aquellas adquiridas por concepto de asistencia técnica educativa, prestada por entidades pedagógicas y técnicas de apoyo, reguladas en la ley N° 20.248.


d) Intereses y reajustes que correspondan, de las obligaciones señaladas en los literales anteriores.


La indicación número 237), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, suprime  la expresión “que sean exigibles al 31 de diciembre de 2014”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con lo prescrito en el artículo 65 de la Constitución Política de la República. 

Inciso segundo


Las municipalidades o corporaciones municipales deberán remitir al Ministerio de Educación un informe desagregado por cada una de las obligaciones establecidas en el inciso anterior dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. 

- - -


La indicación número 237) bis, de S.E. la señora Presidenta de la República, reemplaza la frase “noventa días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.”, por la siguiente “ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Dicho informe deberá realizarse sobre la base de una auditoría externa al servicio educativo a cargo del respectivo municipio o corporación municipal.”.


Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes y Quintana.
- - -

Inciso tercero


Un decreto del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, fijará el monto total al que asciende la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, que será considerada para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo vigésimo segundo transitorio y la de cada municipio en particular. Este decreto deberá ser expedido dentro del plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley.


La indicación número 238), de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo sustituye por el siguiente:


“Uno o más decretos del Ministerio de Educación, que deberán ser firmados por el Ministro de Hacienda, fijarán el monto al que asciende la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, que será considerada para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo vigésimo segundo transitorio y la de cada municipio en particular. Estos decretos deberán ser expedidos dentro del plazo de doce meses desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.


- Puesta en votación, se pronunció a favor el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. Se abstuvieron los Honorable Senadores señor Montes y Quintana. 


Por influir las abstenciones en el resultado de la votación, se procedió a su repetición. Repetida la votación de conformidad con el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, votó a favor el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.


En consecuencia, esta indicación resultó aprobada, reglamentariamente, por unanimidad (5x0).

ARTÍCULO VIGESIMO OCTAVO


Deuda por anticipo de subvención. 

Inciso primero


La deuda contraída por las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, originada en anticipos de subvención, de conformidad a las leyes Nos 20.158, 20.159, 20.244, 20.501, 20.652 y 20.822, no se transferirá a los Servicios Locales.


La indicación número 239), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la expresión “20.652 y 20.822” por “20.652, 20.822 y 20.964”.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Inciso segundo


Sin perjuicio de lo anterior, las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, serán las únicas responsables de extinguir las deudas que subsistan con los beneficiarios de dichas leyes, por incumplimiento del pago de las mismas. En la medida que las entidades antedichas hayan cumplido satisfactoriamente dicha obligación, se les condonará el saldo de la deuda por anticipo con el Fisco.

- - -


La indicación número 240), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, agrega el siguiente inciso:


“Con todo, en caso que las deudas señaladas en los incisos anteriores requieran para su pago de recursos distintos a los anticipos de subvención, el Ministerio de Educación deberá transferirlos a las municipalidades para que éstas puedan proceder al pago respectivo.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa del Ejecutivo.

- - -

ARTÍCULO VIGESIMO NOVENO


Administrador provisional. 

Inciso primero


Previo a la fecha de traspaso del servicio educacional, la Superintendencia de Educación podrá nombrar un administrador provisional en uno o más establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, tanto en los casos del artículo 89 de la ley N° 20.529, como cuando se verifique el término del o los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo segundo transitorio de la presente ley, por incumplimiento grave, conforme a lo establecido en el artículo vigésimo sexto transitorio.

Inciso segundo


Tratándose de los literales b) y c) del artículo vigésimo sexto transitorio, el administrador provisional ejercerá sus funciones respecto de la totalidad de los establecimientos educacionales de administración municipal o de la corporación municipal, según corresponda.


Esta norma fue objeto de las indicaciones números 240) bis y 240) ter, ambas de autoría del Honorable Senador señor Quintana. 


La primera de ellas, intercala en el inciso segundo, entre la palabra: transitorio" seguido de una coma "," y la palabra: "el", la siguiente frase: " como asimismo por aplicación de las causales de las letras b),c),d) y e) del artículo 89 de la ley Na20.529 o por haber incurrido en reiteradas infracciones a la normativa educacional, con relación a las subvenciones contempladas en el artículo 9a bis del D.F.L. N°2 de 1998 y a la de la ley 20.248".


La segunda, reemplaza la palabra: "ejercerá" por la frase: "podrá ser designado para ejercer".


-La indicación número 240 bis fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa del Ejecutivo de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución política; en tanto que la indicación número 240) ter, en tanto, fue retirada por su autor.

Inciso tercero


El administrador provisional regulado en el presente artículo durará en su cargo hasta el término del año laboral docente en curso. Este plazo será prorrogable por períodos iguales y sucesivos, cuando ello sea necesario para garantizar el ejercicio del derecho a la educación de los estudiantes, así como la continuidad del servicio educacional en los establecimientos educacionales, y/o facilitar el adecuado traspaso de éstos a los Servicios Locales. Con todo, las facultades del administrador provisional cesarán en el momento en que se verifique el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.

Inciso cuarto


Para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, el administrador provisional deberá:


a) Ordenar que se realice una auditoría, que abarque al menos los dos últimos años lectivos anteriores a su nombramiento, excepto en los casos en que se hubiera realizado la auditoría contemplada en el artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley.


b) Elaborar anualmente una propuesta que contenga las menciones del plan a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.410, sólo en lo pertinente al o los establecimientos educacionales que administre. Dicha propuesta se entenderá parte integrante, para todos los efectos legales, del plan presentado en conformidad con el inciso primero del artículo 5° de dicha ley, para su respectiva aprobación por el concejo municipal.

Inciso quinto


Asimismo, podrá suscribir con el Ministerio de Educación los convenios de ejecución establecidos en el artículo vigésimo segundo transitorio de la presente ley en relación al o los establecimientos educacionales que administre.

Inciso sexto


En todo lo no previsto en este artículo, las normas del Párrafo 6°, Título III, de la ley N° 20.529, se aplicarán supletoriamente.

- - -


La indicación número 240) quáter, también de autoría del del Honorable Senador señor Quintana, agrega un inciso final, del siguiente tenor: 


"En tanto duren las funciones del administrador provisional, aquellos que ejerzan funciones en el órgano de administración central de las corporaciones municipales, se entenderá que ejercen una función pública en los términos y para los efectos señalados en el artículo 260 del Código Penal."


- Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Por la afirmativa votaron los Honorables Senadores Montes y Quintana. 

- - -


La indicación número 240) quinquies, de S.E. la señora Presidenta de la República, propone intercalar, en el párrafo quinto de las disposiciones transitorias, sobre Plan de Transición, un artículo trigésimo segundo, nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo trigésimo segundo.- Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa. El Ministerio de Educación, dentro de los 10 días hábiles siguientes al traspaso del servicio educacional, solicitará a las municipalidades o corporaciones municipales respectivas que acrediten haber ejecutado todas las obligaciones generadas de acuerdo a la etapa de cumplimiento de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248, que Establece Subvención Escolar Preferencial, así como el hecho de haber destinado la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos a las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo según establece el artículo 6, letra e), de dicha ley, con el fin de poner término a dichos convenios. 


En caso de que tales recursos no hubiesen sido destinados a la finalidad señalada, deberán ser restituidos, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda. 


Desde que se produzca el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo octavo transitorio, el Ministerio de Educación procederá a celebrar nuevos convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa con los Servicios Locales de Educación. Para estos efectos no regirá el plazo dispuesto en el artículo 12 de la ley Nº 20.248.


Las municipalidades o corporaciones municipales, que hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición según lo establecido en estas disposiciones transitorias, no requerirán acreditar el cumplimiento de las obligaciones indicadas en el inciso primero de este artículo respecto de aquellos recursos que les fueron transferidos antes del 31 de diciembre de 2016 en el marco de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248.”.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

- - -



La indicación número 240) sexies, de S.E. la señora Presidenta de la República, agrega, en el párrafo 5° de las disposiciones transitorias sobre Plan de Transición, un artículo trigésimo tercero transitorio nuevo, reordenándose los siguientes, del siguiente tenor: 


“Artículo trigésimo tercero.- Informe financiero del servicio educativo municipal previo al traspaso. Cada municipio o corporación municipal deberá entregar al Ministerio de Educación un informe completo y actualizado a la fecha de su entrega sobre el estado financiero del servicio educativo a su cargo, en un plazo no superior a ciento ochenta días previo al traspaso del servicio educacional, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo trigésimo transitorio de la presente ley. Las municipalidades que traspasen el servicio educacional el año 2018 deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo dentro del plazo de 60 días previo al traspaso de dicho servicio. 


Este informe deberá contener: 


i) El resultado de una auditoría externa realizada por una institución registrada para tales efectos en la Superintendencia de Valores y Seguros, de conformidad al Título XXVIII de la ley N° 18.045.  Los recursos para estos efectos deberán estar contemplados en el respectivo convenio de ejecución, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio. 


ii) El estado de pago de las obligaciones descritas en los literales a) y b) del artículo trigésimo transitorio, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones. 


iii) El estado de pago de las remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o se hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales, y al personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en la gestión educacional de las corporaciones municipales según corresponda.


iv) El estado de pago de las obligaciones descritas en el literal c) del artículo trigésimo transitorio de la presente ley, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones.


La información a que se refiere el inciso anterior deberá encontrarse actualizada a la fecha en que se remita al Ministerio de Educación.


En caso que el informe dé cuenta de la existencia de saldos impagos respecto de las obligaciones señaladas en los puntos ii) y iii) precedentes, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de Presupuestos, podrá pagar directamente a las instituciones o a las personas que corresponda.


Los recursos fiscales que se utilicen para el pago de las deudas  referidas en el inciso precedente podrán ser descontados de los montos que a la municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el Fondo Común Municipal, establecido en el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, en el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados pagos. La Dirección de Presupuestos deberá determinar los recursos que se descontarán por este concepto y lo informará a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y al Servicio de Tesorerías para que éste proceda al descuento, durante el plazo de un año y en el número de cuotas que dicho Servicio determine.


Para todos los efectos, este informe se entenderá comprendido dentro de la rendición del convenio de ejecución correspondiente, suscrito entre el municipio o corporación municipal respectiva y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley.”.  


Sometida a votación, se pronunciaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. Voto en contra, el Senador Montes. 


Repetida la votación de conformidad con el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, se mantuvo el resultado. En consecuencia, esta indicación resultó aprobada, reglamentariamente, por mayoría de votos (4x1), al sumarse las abstenciones a los votos de mayoría. 
- - -

Párrafo 6°

Disposiciones transitorias referidas a la Dirección de Educación Pública

ARTÍCULO TRIGÉSIMO


Entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública. La Dirección de Educación Pública iniciará sus funciones en el plazo de un año contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


La indicación número 240) septies, de S.E. la señora Presidenta de la República, propone la eliminación de este artículo.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

ARTÍCULO TRIGÉSIMO PRIMERO


Facultades especiales de la Dirección de Educación Pública. 

Inciso primero


Durante el período que media entre la entrada en funcionamiento de los Servicios Locales, según lo establecido en el artículo sexto transitorio, y el momento en que se haga efectivo el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio, la Dirección de Educación Pública coordinará y apoyará la instalación de dichos servicios, especialmente en lo que se refiere al traspaso de los establecimientos educacionales, de los derechos y obligaciones derivados de la calidad de sostenedor, y el traspaso del personal que se desempeña en las municipalidades o corporaciones municipales, de acuerdo a lo establecido en estas disposiciones transitorias.

- - -



La indicación número 241), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar, luego de la frase “y apoyará la instalación de dichos servicios, especialmente en lo que se refiere”, lo siguiente: “a la conformación del Comité Directivo Local respectivo,”.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

Inciso segundo


Durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, le corresponderá a la Subsecretaría de Educación ejercer las funciones establecidas en el inciso precedente.


La indicación número 241) bis, de S.E. la señora Presidenta de la República, agrega luego del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: 


“Asimismo corresponderá a dicha Subsecretaría dar apoyo administrativo y operativo, tanto a la Dirección de Educación Pública, como a los Servicios Locales, en caso que sea necesario y existan recursos presupuestarios para ello, de conformidad a la Ley de Presupuestos para el Sector Público.”.


La mayoría de la Comisión que prestó su acuerdo para aprobar esta indicación, estuvo de acuerdo con eliminar de la norma propuesta la frase que viene a continuación de la expresión “Servicios Locales”.


Esta indicación resultó aprobada, con la modificación aludida por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

Párrafo 7°

Del personal de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales de Educación Pública

ARTÍCULO TRIGÉSIMO SEGUNDO


De la planta de personal de la Dirección de Educación Pública y sus traspasos. 

Inciso primero


Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias: 

Número 1)


1. Fijar la planta de personal de la Dirección de Educación Pública. 


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije. En especial, podrá determinar el número de cargos y grados para ésta, los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Asimismo, determinará las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. 


Además, establecerá las normas complementarias al artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para el encasillamiento en la planta que fije, la que podrá incluir a los funcionarios que se traspasen del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio.

- - -


La indicación número 241) ter, del Honorable Senador señor Quintana, reemplaza en el párrafo tercero del ordinal 1 del inciso primero punto aparte (.) que sigue a la palabra "intermedio", por un punto seguido (.) y agregar la siguiente frase final: "Con exclusión del personal dependiente de la junta Nacional de Jardines Infantiles".


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, acuerdo que se hizo extensivo para la indicación número 245) bis, como se consigna a continuación.

- - -

Número 2)


2. Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta que fije y del encasillamiento que practique. 

- - -


La indicación número 241) quáter, de S.E. la señora Presidenta de la República, intercala en el numeral 2, a continuación de la frase “la fecha de entrada en”, lo siguiente: “funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, de la entrada en”. 


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 

- - -

Número 3)


3. Determinar la dotación máxima de personal de la Dirección de Educación Pública, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 

Número 4)


4. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata, desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación.


El uso de las facultades señaladas en el numeral 4) de este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

Letra a)


a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

Letra b)

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco importará cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, a menos que se lleve a cabo con su consentimiento.

Letra c)

c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

Letra d)

d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Letra e)

e) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de la Dirección de Educación Pública, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al Servicio de Bienestar del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, según corresponda.

Número 5)


5. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública.

ARTÍCULO TRIGÉSIMO TERCERO


Plantas de personal de los Servicios Locales. 

Inciso primero


Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias:


La indicación número 242), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza en el encabezamiento la frase “de un año contado desde la publicación de esta ley”, por lo que sigue: “de noventa días en el caso del Servicio Local individualizado en el inciso primero del artículo sexto transitorio, y de un año contado desde la publicación de esta ley, respecto del resto de los Servicios Locales”.


- Esta indicación fue retirada por su autora. 
Número 1)


1.- Fijar las plantas de personal de los Servicios Locales, en lo que se refiere a los funcionarios que, conforme al artículo 29 de la presente ley, desarrollarán sus funciones en los niveles y unidades internas del respectivo Servicio. Dichas plantas no incluirán a los profesionales de la educación ni a los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales, así como tampoco a las trabajadoras de los jardines vía transferencia de fondos.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos y grados de éstas; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Asimismo, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria.


La indicación número 243), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, para eliminar la expresión “, al 30 de noviembre de 2014, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65 de la Constitución Política.

Número 2)


2.- Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y además podrá establecer las normas de encasillamiento del personal que practique. 

Número 3)


3.- Disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a los Servicios Locales.


Las plantas de personal de los Servicios Locales que se fijen de acuerdo a la atribución señalada en este artículo serán provistas por primera vez mediante los procedimientos a que se refieren los artículos siguientes. Los cargos que no se provean conforme a los mismos se proveerán mediante concurso público, luego del traspaso del servicio educacional.


La indicación número 245), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, lo sustituye por el que sigue:


“3. El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado, que de acuerdo a su estatuto laboral tenga derecho a ello, se entenderá postergado por causa que otorgue derecho a percibirlo hasta el cese de servicios en el respectivo Servicio Local de Educación Pública. En tal caso, la indemnización correspondiente se determinará computando el tiempo servido, de acuerdo al Código del Trabajo, en las municipalidades, corporaciones municipales y en los servicios locales, con el límite a que se refiere el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa del Ejecutivo, de conformidad con lo prescrito en el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República. 


Por su parte, la indicación número 245) bis, del Honorable Senador señor Quintana, agrega, después del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la frase: "con excepción de los bienes pertenecientes a la junta Nacional de Jardines Infantiles."


- Como se consignó con antelación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

ARTÍCULO TRIGÉSIMO CUARTO


Traspaso de personal municipal. 

Inciso primero


El traspaso a los Servicios Locales, del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal y de las corporaciones municipales, creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional se ajustará al siguiente procedimiento:

Número 1)


1. Una vez nombrado en su cargo, el Director Ejecutivo del Servicio Local llamará a concurso, en el cual sólo podrá participar el personal antes señalado que ha estado cumpliendo funciones en las municipalidades o corporaciones municipales cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local, al 30 de noviembre de 2014, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio. El concurso se regirá por las normas del Párrafo I, Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de lo que se señala a continuación:

Letra a)


a) El concurso será preparado y realizado por un comité de selección, conformado por el Director Ejecutivo del Servicio Local o su representante; un representante del Ministerio de Educación y un representante de la Dirección de Educación Pública.

Letra b)


b) El Director Ejecutivo del Servicio Local convocará a los concursos a través de los sitios web del Ministerio de Educación, Dirección Nacional del Servicio Civil y de los municipios respectivos y en otros sitios web que para estos efectos se creen, donde se dará información suficiente, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para la postulación, entre otras materias. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados, teniendo como factor preponderante la experiencia laboral.

Letra c)


c) En la convocatoria se especificarán los cargos de planta y a contrata que se proveerán mediante el concurso, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.

Letra d)


d) En un solo acto, se postulará a uno o más cargos de la planta del respectivo Servicio Local de Educación Pública.

Letra e)


e) La provisión de los cargos de planta de cada Servicio Local se efectuará, sin solución de continuidad, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, resolverá el Director Ejecutivo. El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que perciban al momento del traspaso. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan al personal traspasado en virtud de esta norma, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa y se le aplicará el reajuste general antes indicado.


La indicación número 244), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, reemplaza la oración “El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que perciban al momento del traspaso.” por: “El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones, indemnizaciones y de cualquier otro beneficio que perciban al momento del traspaso.”.


Previo a su votación, se discutió sobre el sentido de la misma y de su admisibilidad. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, expresó que este asunto está resuelto en el artículo 38 transitorio, que señala que  el traspaso al que alude este párrafo en ningún caso podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones, pérdida del empleo o término de la relación laboral del personal traspasado. Asimismo, no podrá significar disminución de remuneraciones, ni modificación de los derechos estatutarios o previsionales de dicho personal. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento expreso. La individualización del personal traspasado se llevará a cabo por decretos del Ministerio de Educación, expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República. 


De esta manera, en su opinión, la situación que pretende resolver la indicación de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand ya está considerada en el texto aprobado en general. 


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer dijo que la situación no resulta clara para todos los funcionarios del sector municipal, como ocurre, por ejemplo, con el caso de los empleados de las corporaciones. 


Seguidamente, el Honorable Senador señor Allamand concordó con la Honorable Senadora señora Von Baer, toda vez que esta es una cuestión clave al momento de realizar los traspasos e iniciar el nuevo sistema. Consultó al Ejecutivo si acaso han considerado este tema. 


Sin perjuicio de lo señalado en su anterior intervención, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, se sumó a los argumentos esgrimidos y manifestó su preocupación por el reconocimiento de los derechos adquiridos de los trabajadores. 


Sobre el particular, la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, hizo presente que la situación laboral de dichos trabajadores se encuentra regida por el Código del Trabajo, a quienes se les aplican las normas contenidas en dicho texto, que reconocen los derechos adquiridos en los convenios colectivos. 


En cuanto a la admisibilidad de la misma, el Ministro señor Eyzaguirre afirmó que ella va en contra de lo prescrito en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República, referido a la iniciativa legislativa exclusiva del Presidente de la República toda vez que se refiere a normas que afectan o tienen injerencia en la Administración Financiera del Estado. 


Sin perjuicio de lo anterior, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que el Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Hacienda, se refiriera a este tema con el objeto de tener plena certeza jurídica al respecto. 


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con lo prescrito en el artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Letra f)


f) El Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo dispondrá el traspaso de los funcionarios seleccionados, mediante resolución dictada al efecto, debiendo comunicar a la respectiva entidad empleadora el personal que ha resultado seleccionado. La fecha de la resolución antedicha fijará la fecha de traspaso de los funcionarios seleccionados.

Número 2)


2. Por el solo mérito de cesar una municipalidad o corporación municipal en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, se entenderán traspasados los funcionarios seleccionados, según lo dispuesto en los literales anteriores. No obstante ello, mientras una municipalidad o corporación municipal no haya cesado en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, el Director Ejecutivo podrá disponer el traspaso de los trabajadores seleccionados a través del concurso realizado en virtud del numeral anterior, que resultaren imprescindibles para la puesta en marcha del respectivo Servicio Local, no pudiendo, en ningún caso, disponer el traspaso anticipado de más de un tercio de los seleccionados que se encuentren prestando servicios en una misma municipalidad y en las corporaciones municipales cuyo personal esté siendo traspasado, consideradas conjuntamente.

Número 3)


3. El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado, que de acuerdo a su estatuto laboral tenga derecho a ello, se entenderá postergado por causa que otorgue derecho a percibirlo hasta el cese de servicios en el respectivo Servicio Local de Educación Pública. En tal caso, la indemnización correspondiente se determinará computando el tiempo servido, de acuerdo al Código del Trabajo, en las municipalidades y corporaciones municipales, con el límite a que se refiere el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo. La remuneración que se considerará para estos efectos será el promedio de las últimas doce remuneraciones percibidas por el trabajador en las respectivas municipalidades o corporaciones municipales, con los respectivos reajustes.

Inciso segundo


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 18.883, que Aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, excepcionalmente las municipalidades estarán facultadas para reubicar en otras funciones a los trabajadores que por cualquier causa no hubieren sido traspasados al Servicio Local correspondiente, de acuerdo a las normas del presente artículo. Dicho personal continuará afecto al régimen laboral al que se encontraba sujeto con anterioridad al ejercicio de dicha facultad.

Inciso tercero


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, en caso que a consecuencia de lo establecido en el presente artículo se produjese la desvinculación de trabajadores municipales que se desempeñen en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o en corporaciones municipales que estén prestando servicios desde a lo menos tres años antes del traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio, y que no fueren traspasados a los Servicios Locales de conformidad a las reglas precedentes, serán indemnizados de acuerdo a los contratos de trabajo respectivos, con cargo fiscal. La Ley de Presupuestos del Sector Público fijará los recursos que anualmente podrán destinarse a estos efectos, así como los requisitos y procedimientos necesarios para que el Fisco solvente el pago de tales indemnizaciones.


La indicación número 246), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, elimina la expresión “a lo menos tres años”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con lo prescrito en el artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Inciso cuarto


El personal traspasado de acuerdo a esta norma se regirá por lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 29 de la presente ley.

- - -


La indicación número 247), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, consulta a continuación del artículo trigésimo cuarto los siguientes, nuevos:


“Artículo ...- Establécese una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios de los Departamentos de Educación Municipal y corporaciones municipales, ya sea en calidad de titulares o contratados, que no hayan sido traspasados a los Servicios Locales, de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior, y que al 31 de diciembre de 2016 hayan cumplido o cumplan sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y hagan efectiva su renuncia voluntaria e irrevocable, respecto del total de horas que sirven en las entidades antes señaladas.


Esta bonificación ascenderá hasta un monto de $21.500.000 (veintiún millones quinientos mil pesos), y será proporcional a las horas de contrato y los años de servicio o fracción superior a seis meses en el respectivo Departamento de Educación Municipal o corporación municipal. El monto máximo de la bonificación corresponderá al funcionario que tenga once o más años de servicio y un contrato de 37 a 44 horas. En todo caso, la proporción se establecerá considerando un máximo de 37 horas de contrato.


Para el cálculo de la bonificación de cada funcionario, se considerará el número de horas de contrato vigentes en la respectiva comuna o entidad administradora, según corresponda, al 31 de octubre de 2015.


Artículo ...- Los funcionarios señalados en el artículo anterior, que hayan cumplido el requisito de edad al 31 de diciembre de 2016, deberán formalizar su renuncia voluntaria con carácter irrevocable ante el respectivo empleador, acompañada del respectivo certificado de nacimiento, hasta el 1 de marzo de 2018.


En el caso de los funcionarios que hayan cumplido o cumplan el requisito de edad durante el período comprendido entre el 1 de enero de 2017 y el 31 de diciembre de 2018, ambas fechas inclusive, deberán formalizar su renuncia voluntaria con carácter irrevocable ante el respectivo empleador, acompañada del respectivo certificado de nacimiento, hasta el 1 de marzo de 2018.


Artículo ...- La bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible con toda indemnización o bonificación que, por concepto de término de la relación o de los años de servicio, le pudiere corresponder al funcionario del Departamento de Educación Municipal o corporación municipal, cualquiera fuera su origen y a cuyo pago concurra el empleador.


El término de la relación laboral sólo se producirá cuando el empleador ponga la totalidad de la bonificación que corresponda a disposición del funcionario de la que haya renunciado al total de las horas que sirve en la entidad empleadora y siempre que este haya cumplido sesenta o más años de edad, en el caso de las mujeres, o sesenta y cinco años o más, en el caso de los hombres. Sin perjuicio de lo anterior, el término de la relación laboral deberá materializarse a más tardar en el plazo de seis meses, contados desde el traspaso de los recursos que correspondan, por parte del Ministerio de Educación, para el pago de la bonificación respectiva. Este pago será una obligación del sostenedor y no podrá utilizar los recursos en ningún otro fin.


Los funcionarios de los Departamentos de Educación Municipal o corporaciones municipales que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en esta ley no podrán incorporarse a un Servicio Local, ni ser nombrados o contratados bajo cualquier modalidad o régimen laboral, incluidas las contrataciones a honorarios, en municipalidades o corporaciones municipales durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

- - -

ARTÍCULO TRIGÉSIMO QUINTO


Traspaso de personal municipal regido por el Estatuto Docente a los niveles internos de los Servicios Locales. 

Inciso primero


Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, disponga, sin solución de continuidad, el traspaso de los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que se desempeñen en las municipalidades y corporaciones municipales creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, y que desempeñen cargos directivos o técnicos pedagógicos como parte de una dotación docente, a los Servicios Locales. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número máximo de dotación docente que será traspasada. A contar de la fecha de traspaso, la dotación docente se disminuirá en el mismo número del traspaso.

Inciso segundo


En el caso del Jefe del Departamento de Educación Municipal que haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, podrá continuar desempeñándose en ella si existe disponibilidad en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, en establecimientos educacionales de la misma municipalidad o corporación municipal. Lo anterior será sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G del decreto con fuerza de ley ya citado. En el evento de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o no pertenecía a ella, tendrá derecho a una indemnización de cargo fiscal equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.

Inciso tercero


A través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, se fijará el número de dotación docente a traspasar de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización de los profesionales de la educación que se traspasarán, indicando su calidad, sea de titulares o contratados, se realizará a través de los referidos decretos.

Inciso cuarto


El personal traspasado en virtud de este artículo continuará desempeñándose en el Servicio Local respectivo bajo las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. 

Inciso quinto


El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

Letra a)


a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

Letra b)


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

Letra c)


c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

Letra d)


d) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de los Servicios Locales, los profesionales de la educación traspasados podrán afiliarse o continuar afiliados a los servicios de bienestar que le correspondían antes del traspaso.

ARTÍCULO TRIGÉSIMO SEXTO


Nombramientos anticipados. 


La indicación número 247) bis, de S.E. la señora Presidenta de la República, propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo cuadragésimo.- Nombramientos anticipados. A contar de la publicación de la presente ley, el Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N°19.882, podrá nombrar al primer Director de Educación Pública y a los Directores Ejecutivos correspondientes a los Servicios Locales de Educación señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, quienes asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882, para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.


El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de los servicios públicos antedichos, también podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882.


Los funcionarios indicados en los incisos anteriores, deberán cumplir con los requisitos legales exigidos para desempeñar los cargos en que serán nombrados y, en particular, deberán estar en posesión de un título de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocidos por éste y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años, y su perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.


La persona nombrada en conformidad a lo señalado en los incisos primero y segundo podrá postular al correspondiente proceso de selección que se convoque. En este caso, no podrá considerarse como circunstancia de mérito el desempeño del cargo que sirve, en virtud de los incisos antes referidos.


En el acto de nombramiento, el Presidente de la República fijará la remuneración y el grado de la Escala Única de Sueldos, incluida la asignación de alta dirección pública, que le corresponderá a los funcionarios que se nombren de conformidad a este artículo, siempre que no se encuentren vigentes las respectivas plantas de personal.


Mientras no entren en funcionamiento la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, las remuneraciones se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación. 


A los jefes de servicio antes señalados les corresponderá especialmente realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de las instituciones antedichas.”.


- Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

- - -

Inciso primero


Facúltase al Presidente de la República para nombrar transitoria y provisoriamente a contar de la fecha de publicación de la presente ley al primer Director de Educación Pública y, si procediere, a los primeros Directores Ejecutivos de los Servicios Locales. Éstos asumirán de inmediato, en tanto se efectúa el proceso de selección establecido en las reglas del Título VI de la ley N° 19.882.


La indicación número 248), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar la frase “, si procediere, a los primeros Directores Ejecutivos de los Servicios Locales”, por el siguiente texto: “a los Directores Ejecutivos correspondientes a los Servicios Locales individualizados en los incisos primero y segundo del artículo sexto transitorio de esta ley. Asimismo, se faculta a estos Directores Ejecutivos a nombrar transitoria y provisionalmente a los Jefes de Unidades de dichos servicios”.


-Esta indicación fue retirada por su autora. 

Inciso segundo


Todos ellos deberán cumplir con los requisitos legales exigidos para desempeñarlos y, en particular, deberán estar en posesión de un título de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocidos por éste y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años, y su perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.



La indicación número 249), también de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la palabra “cinco” por “diez”.


-Esta indicación también fue retirada por su autora. 

Inciso tercero


Estos nombramientos no podrán exceder de un período improrrogable de un año, contado desde la fecha de los mismos. Transcurrido este período el cargo sólo podrá proveerse de conformidad con lo establecido en el Título VI de la ley N° 19.882. Sin embargo, si los nombramientos no han podido ser resueltos, éstos podrán mantenerse en tal calidad provisional previo informe positivo de la Dirección Nacional del Servicio Civil.


La indicación número 250), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la frase “contado desde la fecha de los mismos” por “contado desde el traspaso del servicio educacional”.


-Al igual que las anteriores, esta indicación fue retirada por su autora. 

Inciso cuarto


A pesar de lo anterior, la persona nombrada provisionalmente podrá postular al correspondiente proceso de selección que se convoque. En este caso, no podrá considerarse como mérito el desempeño provisional del cargo que sirve.

Inciso quinto


En el acto de nombramiento, el Presidente de la República fijará la remuneración y el grado de la Escala Única de Sueldos, que le corresponderá a cada director. Mientras no entren en funcionamiento dichas instituciones, las remuneraciones se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación. A los jefes de servicio antes señalados les corresponderá especialmente realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de las instituciones antedichas.

ARTÍCULO TRIGÉSIMO SÉPTIMO


Traspaso del personal de los establecimientos educacionales. 

Inciso primero


Traspásese a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, los profesionales de la educación y asistentes de la educación, regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y la ley N° 19.464, respectivamente, que se desempeñen en establecimientos educacionales dependientes de municipalidades o corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, que se encuentren prestando servicios en los establecimientos educacionales ubicados en el ámbito de competencia territorial de dichos Servicios Locales, en la fecha establecida en el artículo séptimo transitorio de la presente ley.

Inciso segundo


Los profesionales de la educación que desarrollan funciones en establecimientos educacionales traspasados a los Servicios Locales, de conformidad al inciso anterior, continuarán rigiéndose, para todos los efectos legales, por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y sus respectivas modificaciones.

Inciso tercero


Los asistentes de la educación que cumplen funciones en establecimientos educacionales y todos aquellos que contribuyen y participan del proceso coeducativo serán traspasados a los Servicios Locales de Educación con un régimen laboral de estatuto propio, el que será promulgado antes del inicio del proceso de traspaso de los establecimientos a los Servicios Locales de Educación.

Inciso cuarto


Asimismo, traspásase a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, el personal que se desempeñe en los establecimientos de educación parvularia, en la fecha establecida en el artículo séptimo transitorio. Los profesionales de la educación que se desempeñen en dichos establecimientos continuarán rigiéndose, para todos los efectos, por las disposiciones legales y contractuales que los regulen en el momento de su traspaso. El personal no docente que se desempeñe en estos establecimientos y que desarrolle las funciones descritas en el artículo 2° de la ley N° 19.464 se regirá por la normativa laboral de los asistentes de la educación vigente al momento del traspaso.

- - -


En la indicación número 251), el Honorable Senador señor Bianchi plantea agregar los siguientes incisos:


“Con todo, los trabajadores asistentes de la educación regidos por la ley 19.464, tendrán derecho a una indemnización que compense sus años de servicio, que será de cargo de su antiguo empleador con un tope de once meses, la que se calculará conforme a las normas del Código del Trabajo. Esta indemnización será compatible con toda indemnización o pago que se efectué por concepto de planes o incentivos de retiro.


La relación laboral de los trabajadores asistentes de la educación, se regirá por las normas de su respectivo estatuto y supletoriamente por el Código del Trabajo. Empero, no tendrán derecho a la negociación colectiva.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 

- - -

ARTÍCULO TRIGÉSIMO OCTAVO


Protección de derechos del personal. 

Inciso primero


El traspaso al que alude este párrafo en ningún caso podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones, pérdida del empleo o término de la relación laboral del personal traspasado. Asimismo, no podrá significar disminución de remuneraciones, ni modificación de los derechos estatutarios o previsionales de dicho personal. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento expreso.

Inciso segundo

La individualización del personal traspasado se llevará a cabo por decretos del Ministerio de Educación, expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.

Inciso tercero


Como consecuencia del traspaso a los Servicios Locales, ningún trabajador perderá sus derechos adquiridos.


En la indicación número 252), el Honorable Senador señor Bianchi propone incorporar dos incisos, del siguiente tenor:


“Los asistentes de la educación regidos por la ley 19.464, con contratos individuales o colectivos de trabajo vigentes a la entrada en vigencia de esta ley, conservarán la plenitud de sus derechos adquiridos, sean individuales o colectivos, aun cuando se devenguen conforme al contrato, con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley.


Las organizaciones sindicales conservarán su personalidad jurídica, autonomía y estatutos y serán titulares de la acción de tutela laboral por vulneración de derechos fundamentales que establece el Título I, Capítulo II, Párrafo 6º, del Código del Trabajo. En particular, podrán hacer valer, conforme a dicho procedimiento la afectación o vulneración de los derechos reconocidos por esta ley y/o en los contratos individuales y colectivos de trabajo.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO TRIGÉSIMO NOVENO


Asociaciones de funcionarios. 

Inciso primero


Se otorga un plazo de dos años, a contar de la fecha del traspaso del servicio educacional, para que los sindicatos que representen al personal traspasado puedan fusionarse y modificar sus estatutos según lo previsto en la ley N° 19.296, pasando a regirse por sus disposiciones para todos los efectos legales a contar de su depósito ante la Inspección del Trabajo.

Inciso segundo


Los sindicatos que, de conformidad a este artículo, pasen a regirse por las reglas de las asociaciones de funcionarios tendrán un año de plazo para cumplir el quórum del inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.296, contado desde el depósito de los estatutos antes señalado.

ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO


Primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales. 


El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las partidas, capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean necesarias.

ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO PRIMERO


Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal. 


Autorízase a las municipalidades cuyo Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya sido nombrado conforme al procedimiento establecido en el artículo 34 D del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los profesionales de la educación, para prorrogar su nombramiento hasta el momento del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo

Párrafo 8°

Disposiciones finales

ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO SEGUNDO


Del primer convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo de los Servicios Locales. 


Los convenios de gestión educacional celebrados entre directores ejecutivos de los Servicios Locales y el Ministro de Educación, antes del traspaso de la totalidad de los establecimientos educacionales señalados en el artículo octavo transitorio ubicados en el territorio de su competencia, contendrán, además de los elementos señalados en el artículo 21 de la presente ley, los objetivos, metas e indicadores específicos relativos al inicio de funciones del respectivo servicio, la oportuna realización de los concursos referidos en esta ley, y otras acciones para el adecuado traspaso de los establecimientos educacionales que en cada caso corresponda.


La indicación número 253), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sugiere reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo cuadragésimo segundo.- Instrumentos de gestión. Los convenios de gestión educacional celebrados entre directores ejecutivos de los Servicios Locales y el Ministro de Educación, antes del traspaso de la totalidad de los establecimientos educacionales señalados en el artículo octavo transitorio ubicados en el territorio de su competencia, contendrán, además de los elementos señalados en el artículo 33 de la presente ley, los objetivos, metas e indicadores específicos relativos al inicio de funciones del respectivo servicio, la oportuna realización de los concursos referidos en esta ley, y otras acciones para el adecuado traspaso de los establecimientos educacionales que en cada caso corresponda. Asimismo, estos Directores Ejecutivos tendrán el plazo de ocho meses desde el traspaso del servicio educacional para sancionar el Plan Estratégico Local respetivo. 


En el caso de los Directores Ejecutivos nombrados de acuerdo al artículo trigésimo sexto transitorio, firmarán un convenio de gestión educacional que durará el tiempo que se encuentren en el cargo; no tendrán que desarrollar un Plan Estratégico Local para dicho período y su propuesta de Plan Anual deberá ser enviada al Ministerio de Educación, para que realice recomendaciones. 


En todos los casos, el primer Plan Anual de cada servicio deberá considerar las metas y objetivos establecidos en el convenio de gestión educacional respectivo, así como acciones para una adecuada instalación y prestación del servicio educativo.”.


Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO TERCERO


Inicio de funciones de los Consejos Locales de Educación Pública. 

Inciso primero


Los Consejos Locales de Educación Pública iniciarán sus funciones una vez que todos los representantes establecidos en el artículo 31 sean electos o designados, según corresponda. Los procesos tendientes a tal fin deberán iniciarse una vez instalado el respectivo Servicio Local de Educación Pública, de conformidad con la gradualidad establecida en el artículo sexto transitorio. 

Inciso segundo


Mientras los Consejos Locales no se hayan constituido legalmente, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales ejercerán sus funciones con prescindencia de las atribuciones que la ley le otorga a dichos consejos. El Director Ejecutivo de cada Servicio Local, de conformidad a las atribuciones que le otorga la ley, adoptará las medidas necesarias para el oportuno inicio de funciones de este consejo.

- - -


La indicación número 254), del Honorable Senador señor Montes, consulta, a continuación del artículo cuadragésimo tercero el siguiente, nuevo:


“Artículo ….- El primer Plan Estratégico de cada Servicio Local deberá ser elaborado por el primer Director Ejecutivo y por la Conferencia de Directores, debiendo ser aprobado según lo dispuesto en los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 27.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.
- - -


La indicación número 255), de Su Excelencia la Presidenta de la República,  incorpora como artículo cuadragésimo cuarto, nuevo, el que sigue:


“Artículo cuadragésimo cuarto.- Inicio de funciones del Comité Directivo Local. Será obligación de la Dirección de Educación Pública asegurar la constitución de cada Comité Directivo Local, para efectos de que participen del nombramiento del primer Director Ejecutivo de cada Servicio Local de Educación Pública, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 15 y 24 de la presente ley.”.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores Montes y Quintana.  

- - -

ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO CUARTO


Estatuto de los asistentes de la educación. 

Inciso primero


El Presidente de la República enviará, antes del 31 de enero del año 2017, un proyecto de ley que establezca un estatuto para los asistentes de la educación.


La indicación número 255) bis, de S.E. la señora Presidenta de la República, reemplaza en su inciso primero la frase “antes del 31 de enero del año 2017” por “durante el segundo semestre de 2017”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Inciso segundo


Dicho estatuto deberá establecer que los asistentes de la educación ingresarán a la dotación de los Servicios Locales mediante mecanismos públicos y transparentes, que deberán considerar criterios objetivos de ingreso.

ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO QUINTO


Reglamento. 


Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, desarrollará las materias establecidas en las presentes disposiciones transitorias.

- - -


La indicación número 256), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega como artículo cuadragésimo sexto, nuevo, el que sigue:


“Artículo cuadragésimo sexto. El artículo 31 de la ley Nº 20.529 no le será aplicable a los establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la fecha del traspaso del respectivo servicio educacional.


Asimismo, lo establecido en dicho artículo solo será aplicable a los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, una vez que se hubieren cumplido ocho años contados desde la fecha del traspaso del servicio educacional.”.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó votar separadamente (por incisos) el artículo propuesto por la indicación. 


Sometido a votación el inciso primero, fue aprobado con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.


El inciso segundo, por su parte, fue rechazado con el voto de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. A favor se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 


Cabe hacer presente que respecto de esta disposición, la Senadora señora Von Baer hizo reserva de constitucionalidad, por estimar que la norma en comento afecta derechos constitucionales, al establecer una discriminación arbitraria respecto de aquellos establecimientos educacionales que no sean dependientes de los Servicios Locales.


En relación con este punto, la señora Ministra de Educación señaló que la iniciativa de ley en informe constituye una forma de recuperar el sistema de educación público que ha sido abandonado durante mucho tiempo, por lo que resulta indispensable analizar este tipo de materias y regulaciones a la luz de esa realidad.

- - -

ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO SEXTO


Deroga el artículo quincuagésimo primero transitorio de la ley N° 20.903, que crea el sistema de desarrollo profesional docente y modifica otras normas.

ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO SÉPTIMO


Responsabilidad de las municipalidades. Las municipalidades serán solidariamente responsables de todas las deudas y créditos de cualquier clase o naturaleza que resulten exigibles a los antiguos sostenedores, sean corporaciones de educación municipal o direcciones de educación municipal.


En la indicación número 257), Su Excelencia la Presidenta de la República propone la supresión de esta disposición.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 

ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO OCTAVO


El precepto prevé que en el transcurso del primer semestre de 2017, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley que modifique el sistema de financiamiento de subvención del Estado a los establecimientos educacionales que regula la presente ley, el cual considerará como principios orientadores, al menos, los siguientes:


1) El financiamiento por escuela se determinará según matrícula, remuneraciones de trabajadores de la educación, características de la población que atiende, infraestructura, equipamiento, materiales según las modalidades educativas, ubicación geográfica y transporte de sus estudiantes.


2) Para asegurar la justicia de los criterios empleados en la asignación de recursos por escuela, el nuevo sistema de financiamiento deberá proponer instrumentos que permitan adaptarse a las situaciones sociales de los establecimientos educacionales, con la finalidad de promover la calidad equitativa en todo el Sistema de Educación Pública.


3) Finalmente, para no erogar gastos excesivos para el presupuesto de la Nación, el nuevo sistema de financiamiento deberá priorizar el objetivo de integrar los diferentes aportes que actualmente reciben los establecimientos educacionales regulados por esta ley, de acuerdo a los criterios generales de fortalecimiento de la educación pública; la corrección positiva de las desigualdades de base; la diversidad de proyectos educativos públicos, inclusión y cohesión social, señalados en los numerales anteriores.”.


La indicación número 258), de Su Excelencia la Presidenta de la República, asimismo, planea la supresión de este artículo.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, esto es, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

- - -


La indicación número 259), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), introduce un nuevo artículo transitorio, del tenor que se indica:


“Artículo…- Facúltese al Presidente de la República para que, en el plazo de un año y por la vía de un decreto  con fuerza de ley, establezca los ajustes necesarios a la normativa que rige a los directores escolares del sector municipal,  de modo que elimine y reduzca la sobrecarga de actividades administrativas  que recaen sobre ellos y les concentre en sus tareas prioritarias.


Para la materialización de este ajuste se deberá considerar que, para el desempeño de su función principal consistente en dirigir y liderar el proyecto educativo institucional del establecimiento, dispongan de los recursos y tiempo necesarios para atender la gestión pedagógica e influir en los  docentes en el desarrollo de una cultura de excelencia educativa. Son criterios observables que reflejan lo anterior, el que promuevan y participen en el aprendizaje y desarrollo profesional del profesorado a su cargo, planifiquen, coordinen y evalúen la enseñanza y el currículum, establezcan altas metas y expectativas respecto de los estudiantes y los profesores, empleen de manera estratégica y pertinente los recursos educativos de que disponen y aseguren un entorno ordenado de apoyo al aprendizaje de los estudiantes a su cargo.


Considerando esos criterios, el decreto deberá identificar y priorizar la normativa que resulte pertinente y/o eliminar o delegar la que distraiga a los directores de las tareas que responden a los criterios descritos en el inciso anterior. La delegación podrá realizarla a otros profesionales de los servicios o lo que resultare más eficiente para el cumplimento de las mismas. En cualquiera de los casos, eliminación y/o delegación, deberá resguardar el cumplimiento de las normas referidas a la rendición de cuentas de manera transparente acerca de los actos administrativos del servicio y la red de establecimientos a su cargo, así como a las exigencias que en materia de fiscalización realice la Superintendencia de Educación.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

- - -


Finalmente, en la indicación número 259) bis, de S.E. la señora Presidenta de la República plantea agregar un artículo transitorio, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo …..- Distribución de recursos a las municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales. Durante el período que media entre la entrada en vigencia de esta ley y el traspaso del servicio educacional a los respectivos Servicios Locales, la asignación de los recursos establecidos en el artículo 22 de la presente ley, considerará, además de los Servicios Locales, a las municipalidades y corporaciones municipales que no hayan traspasado aún dicho servicio. Esta asignación se realizará en base a principios de transparencia, pertinencia, no discriminación arbitraria y equidad, y de conformidad a los criterios y procedimientos establecidos en dicho artículo y su reglamentación.”.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Bear y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes y Quintana.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

o o o o o

Agregar un artículo 2°, nuevo, del tenor siguiente:

“Artículo 2.- Fines de la Educación Pública. La educación pública está orientada al pleno desarrollo de los estudiantes, de acuerdo a sus necesidades y características. Procura una formación integral de las personas, velando por su desarrollo espiritual, social, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, entre otros, y estimulando el desarrollo de la creatividad, la capacidad crítica, la participación ciudadana y los valores democráticos.”.

(Indicación número 1), aprobada con modificaciones por unanimidad, 4x0.)

o o o o o

ARTÍCULO 2





Pasa a ser artículo 3, con la siguiente enmienda:

Inciso primero





Intercalar entre la palabra laica y la frase “y pluralista”, la frase “esto es, respetuosa de toda expresión religiosa,”.
(Indicación número 1) bis, aprobada 5x0.)

ARTÍCULO 3

Pasa a ser artículo 4, reemplazándolo por el siguiente:

“Artículo 4.- Integrantes del Sistema. Son integrantes del Sistema los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, con sus distintos niveles y modalidades educativas, los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante, también, “Servicios Locales”) y el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en los Títulos II, III y IV, respectivamente.

Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema. Están conformados por sus respectivas comunidades educativas, integradas por estudiantes, madres, padres, apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y por sus respectivos equipos docentes directivos. Dichos establecimientos contarán con autonomía para la definición y desarrollo de sus proyectos educativos, de acuerdo a la identidad y características propias de sus comunidades, de conformidad a la normativa vigente. 

En este marco, corresponderá a los profesionales de la educación ejercer un rol fundamental para la consecución del objeto del Sistema y para la materialización de los principios que lo guían, establecidos en el artículo siguiente, desarrollando estrategias y metodologías con creatividad y autonomía, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del inciso cuarto del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1997.”.

(Indicación número 2), aprobada con modificaciones. El inciso primero propuesto: aprobado por mayoría, 3x2, incisos segundo y tercero: aprobados por unanimidad, 5x0.)

ARTÍCULO 4

Pasa a ser artículo 5 con las enmiendas que siguen:

Letra a)

Agregar, a continuación de la expresión “social,”, la voz “político,”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0.)

Letra f)

Sustituir la oración final del párrafo primero por la siguiente: 

“Para ello, deberá asegurar, a lo largo de toda la trayectoria educativa, un trato no discriminatorio, en términos sociales, étnicos, religiosos, políticos, de género o de cualquier otro tipo que atente contra la igualdad de derechos y de oportunidades.”.

(Indicación número 2) bis, aprobada por mayoría, 3x2 abstenciones.)

Letra g)

Eliminar en el párrafo segundo la expresión “vinculante”.

(Indicación número 2) ter, aprobada por mayoría, 3x2.)

Letra i)

Reemplazar la locución “, pero integradas en una comunidad y en el entorno” por “y de pertenecer a una comunidad y a un entorno”.

(Indicación número 2) quáter, aprobada por mayoría, 3x2 abstenciones.)

- - -


Incorporar como artículo 6, el artículo 42, con la redacción que se señala a continuación:


“Artículo 6.- Estrategia Nacional de Educación Pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública, oyendo a las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, y previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública (en adelante también “la Estrategia”). La Estrategia tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales integrantes del Sistema, propendiendo al pleno desarrollo de ésta. Será establecida por medio de un decreto supremo y tendrá una duración de ocho años, pudiendo modificarse luego de una evaluación a la mitad de dicho periodo o cuando por razones fundadas, debidamente calificadas, así se determine.





La Estrategia deberá considerar objetivos, metas y acciones en áreas tales como: cobertura y retención de estudiantes en el Sistema, convivencia escolar, apoyos para el aprendizaje, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, implementación curricular, colaboración y articulación de los sectores y niveles educacionales entre sí, todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos.





El Ministerio de Educación, cada dos años, remitirá un informe sobre el estado de avance la Estrategia a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, así como a los organismos del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Este informe será presentado ante las comisiones indicadas, que para tal efecto realizarán una sesión conjunta. En dicho informe se describirán las metas y las acciones de la Estrategia ejecutadas en el periodo y se evaluarán los avances y mejoras de cada Servicio Local. Dicho informe será remitido a los Comités Directivos Locales, a los Consejos Locales y a las Coordinaciones Regionales, establecidos en la presente ley, y estará a disposición de la ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.





En el marco de la elaboración de una nueva Estrategia, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación Pública, en el nivel que corresponda, deberán establecer un periodo de participación de las comunidades educativas, con el objeto de recabar su opinión y propuestas. Con el mismo fin, podrá considerar un proceso de consulta ciudadana, en los términos del artículo 73 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, dirigida a padres, madres, apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia, tales como decanos de las facultades de educación o expertos en el ámbito educacional. Asimismo, tendrá en consideración los informes señalados en el inciso precedente, así como las propuestas que realicen los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales, los Comités Directivos Locales, los Consejos Locales y las Coordinaciones Regionales.





Los integrantes del Sistema, en el marco de sus funciones y atribuciones, deberán orientar sus acciones al cumplimiento de la Estrategia.”.

(Indicación número 15, aprobada con modificaciones por unanimidad, 5x0, e inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0.)

TÍTULOS II, III y IV

Modificar el orden de dichos títulos y, consecuentemente, la numeración correlativa de los artículos que los componen, de tal forma que éstos queden del siguiente modo: Título II De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública; Título III De los Servicios Locales de Educación Pública y Título IV De la Dirección de Educación Pública.

(Indicación número 3), unanimidad 4x0).

TITULO II


Pasa a ser Título IV, en los términos que se señalan a continuación.

(Indicación número 3) aprobada por mayoría 4x0)

ARTÍCULO 5

Pasa a ser artículo 59, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0.)

ARTÍCULO 6

Pasa a ser artículo 60, sustituyéndolo por el que sigue:

“Artículo 60.- Objeto. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública la conducción estratégica y la coordinación del Sistema, velando para que los Servicios Locales provean una educación de calidad en todo el territorio nacional. Para ello elaborará la Estrategia Nacional de Educación Pública, vigilando su cumplimiento, y evaluará el desempeño de los Servicios Locales, a través de los convenios de gestión de sus Directores Ejecutivos, prestándoles apoyo técnico y administrativo en el marco de sus funciones.”.

(Indicación número 4) bis, aprobada por mayoría, 3x2.)

ARTÍCULO 7

Pasa a ser artículo 61, reemplazándolo por el que se señala:





“Artículo 61.- Funciones y atribuciones. La Dirección de Educación Pública tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto:





a) Proponer al Ministerio de Educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 6, la Estrategia Nacional de Educación Pública a la que deberán ajustarse los integrantes del Sistema y velar por su cumplimiento.





b) Elaborar y proponer al Ministro de Educación los convenios de gestión educacional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 41, y realizar su seguimiento, evaluación y revisión, en base a criterios objetivos, observables y accesibles al público.





c) Proponer al Ministro de Educación el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos al cargo de Director Ejecutivo de los Servicios Locales, de conformidad al artículo 22.





d) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los Servicios Locales, cuando ello sea necesario para el cumplimiento de los principios establecidos en el artículo 5.





e) Asignar recursos a los Servicios Locales, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos para el Sector Público.





f) Hacer recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 47.





g) Orientar a los Servicios Locales para el desarrollo de la oferta de educación pública a lo largo de todo el territorio nacional.





h) Coordinar a los Servicios Locales, promoviendo su trabajo colaborativo y en red.





i) Proponer a los Servicios Locales planes de innovación, propendiendo a la mejora continua de los procesos educativos, en concordancia con las políticas del Ministerio de Educación.





j) Proponer al Ministerio de Educación políticas, planes y programas relativos a la educación pública, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575. Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.





k) Llevar un registro de los planes estratégicos de los Servicios Locales, de conformidad a lo establecido en el artículo 46.





l) Supervisar y velar por el cumplimiento de los convenios de los establecimientos de educación técnico profesional, adscritos al régimen de administración delegada, establecido en el decreto ley N° 3.166, de 1980, que para efectos de esta ley se considerarán integrantes del Sistema de Educación Pública, en lo que sea pertinente.





m) Coordinar la relación entre los Servicios Locales y el Ministerio de Educación, así como con otros órganos de la Administración del Estado, cuando su acción sea requerida para la adecuada provisión del servicio educacional.





n) Promover el mejoramiento de la calidad de la educación impartida por los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, que atiendan a personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, reconociendo para ello su especificidad, de acuerdo a las directrices y orientaciones generales emanadas del Ministerio de Educación. Para ello, deberá coordinarse con el Ministerio de Educación, con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y con otros órganos de la Administración del Estado, cuando corresponda.





ñ) Requerir de los Servicios Locales y establecimientos de su dependencia toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar, procesar y publicar, cuando corresponda, dicha información, permitiendo su acceso por parte de los distintos integrantes del Sistema, de la comunidad educativa y de la ciudadanía en general.





o) Requerir información a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación y coordinarse con ellas en los ámbitos de sus respectivas competencias, respecto de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia.





p) Definir políticas de operación y funcionamiento de los sistemas de seguimiento, administración, información y monitoreo de los Servicios Locales, con el objeto de asegurar el uso de medios digitales, el acceso común a servicios o instalaciones cuando fuere procedente, el registro y acceso a información pública y una fluida y expedita interconexión e interoperabilidad al interior del Sistema, así como con el Ministerio de Educación y con otras instituciones públicas.





q) Realizar o encargar estudios, diagnósticos y evaluaciones de la situación educativa de cada Servicio Local y sus establecimientos educacionales, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda. En el ejercicio de esta atribución, podrá requerir la colaboración de instituciones de educación superior, centros de estudios u otros organismos nacionales o extranjeros.





r) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común.





s) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.





t) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.

(Indicación número 4 ter), aprobada por mayoría, 3x2, e indicaciones números 6), 7), 10), 11), 12) y 13), aprobadas con modificaciones por mayoría, 3x2.)

ARTÍCULO 8

Pasa a ser artículo 62 con las modificaciones que se señalan:

Inciso segundo

Letra a)

Agregar, a continuación de la expresión “considerando”, lo siguiente: “la Estrategia Nacional de Educación Pública,”.

(Indicación número 14), aprobada con modificaciones 3x2.)

Letra b)


Reemplazar el guarismo “16” por “26”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0.)

o o o o o

ARTÍCULO 9

Pasa a ser artículo 63, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0.)

o o o o o

Agregar el siguiente artículo 64, nuevo:

“Artículo 64.- Coordinación regional. El Intendente convocará a lo menos a dos reuniones durante el año, a la que asistirán el Secretario Regional Ministerial de Educación, quien actuará como Secretario Ejecutivo, un representante del Gobierno Regional, el Director Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, el Director Regional de la Superintendencia de Educación, el representante zonal de la Agencia de la Calidad de la Educación, el Director Regional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de la región y un representante de la Dirección de Educación Pública, con el objeto de favorecer la coordinación de los Servicios Locales dentro de la región, así como el intercambio de iniciativas de mejora en su gestión, facilitando además la colaboración de los Servicios Locales con otros servicios públicos que se desempeñen dentro de la región. Asimismo, se podrá invitar a las sesiones a representantes de las universidades y centros de formación técnica acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región.

Para ello, podrá realizar propuestas a la Estrategia Nacional de Educación Pública, así como a la Estrategia Regional de Desarrollo, establecida en el decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005, del Ministerio del Interior, velando por la armonización entre ésta y los Planes Estratégicos de cada Servicio Local. Asimismo, podrá promover acuerdos de colaboración con otras entidades públicas o privadas de la región, con el fin de favorecer a las comunidades educativas de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de la región.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente artículo.”. 

(Indicación número 22), aprobada con modificaciones 3x2.)

o o o o o

ARTÍCULO 10

Pasa a ser artículo 16, con las modificaciones que se indican:

Inciso primero

Sustituirlo por el que sigue:





“Artículo 16.- Definición. Créanse los Servicios Locales de Educación Pública que se señalan a continuación como órganos públicos funcional y territorialmente descentralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propio, los que se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Estos Servicios cubrirán, conjuntamente, la totalidad de las comunas del país:
Letra f)


Agregar la siguiente frase:


“y un Servicio Local para Isla de Pascua”.

Letra k)


Reemplazar el guarismo “cuatro” por “cinco”.

(Indicación 15 bis aprobada por mayoría, 3x2.)

Inciso tercero

Reemplazarlo por el que se señala:

“Cada Servicio Local podrá crear oficinas locales, mediante decreto fundado del Ministerio de Educación, cuando ello sea necesario por razones de buen servicio y para el adecuado cumplimiento de sus funciones, en atención a razones de distancia, conectividad y concentración de matrícula, entre otras. También podrá hacerlo a propuesta del Comité Directivo Local respectivo.”.

(Indicaciones números 16), 17), 18) y 20), aprobadas con modificaciones por mayoría, 3x2.)

Inciso cuarto

Suprimirlo.

(Indicación número 21), aprobada por mayoría, 3x2.)

Inciso quinto

Pasa a ser inciso cuarto, sin enmiendas.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0.)

ARTÍCULO 11

Pasa a ser artículo 17, reemplazando los incisos primero y segundo por los siguientes, pasando el actual tercero a ser inciso cuarto:

“Artículo 17.- Objeto. El objeto de los Servicios Locales será proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, debiendo orientar su acción de conformidad a los principios de educación pública establecidos en el artículo 4.

En este marco, velarán por la calidad, la mejora continua y la equidad del servicio educacional, para lo cual deberán proveer apoyo técnico pedagógico y apoyo a la gestión de los establecimientos educativos a su cargo, considerando sus proyectos educativos institucionales y las necesidades de cada comunidad educativa, atendiendo especialmente a las características de los estudiantes y las particularidades del territorio en que se emplazan. Asimismo, respetarán la autonomía que ejerzan los establecimientos educacionales, contribuyendo al desarrollo de sus proyectos educativos y de sus planes de mejoramiento.

Para el cumplimiento de su objeto, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales suscribirán convenios de gestión educacional, conforme a lo señalado en los artículos 39 y 40. Sin perjuicio de lo anterior, estos servicios deberán cumplir con las políticas, planes y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública y demás obligaciones que establezca la normativa vigente.”.

(Indicación número 22 bis, aprobada por mayoría, 3x2.)

ARTÍCULO 12

Pasa a ser artículo 18, con las modificaciones que se indican a continuación:

Letra c)

Sustituirla por la siguiente:

“c) Desarrollar la oferta de educación pública en el territorio que le corresponda y velar por una adecuada cobertura del servicio educacional, de acuerdo a las particularidades del territorio. Para ello deberá identificar las áreas de expansión poblacional y aquellas en que la cobertura pública sea insuficiente. En el marco de esta función, velará por la continuidad en la trayectoria educativa de los estudiantes, desde la educación inicial hasta el término de la educación media, y se vinculará con las instituciones de educación superior de la región. En el caso de la formación técnico profesional, velará por la pertinencia de la oferta de especialidades respecto de las necesidades de desarrollo del territorio y propenderá a una debida articulación con la educación superior para el desarrollo de trayectorias formativas; ello, con especial énfasis en la coordinación con los centros de formación técnica estatales y en coherencia con la Estrategia Regional de Desarrollo respectiva.”.

(Indicaciones números 27), 28), 29) y 30), aprobadas con modificaciones 3x2.)

- - -

Incorporar un párrafo nuevo, del siguiente tenor:

“En el ejercicio de esta facultad deberá tener especial consideración por el desarrollo de la oferta educacional para las personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, y deberá coordinarse con los servicios públicos que administren los establecimientos en que dichas personas se encontraren detenidas o privadas de libertad.”.

(Indicación número 31), aprobada por mayoría 3x2.)

- - -

Letra f)

Reemplazar la palabra “Desarrollar” por “Contar con”; intercalar luego de la palabra “monitoreo” la frase “, de conformidad a las orientaciones establecidas por la Dirección de Educación Pública”, e incorporar después de la palabra “consideren” la palabra “tanto”, y luego de la palabra “dependencia” la frase “, como los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley Nº 20.529”.

(Indicaciones números 33), 34) y 35), aprobadas por mayoría 3x2.)

Letra j)

Reemplazar los guarismos “27 y 28” por “45 y 46”, y agregar, después de la expresión “de esta ley” la siguiente: “, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0, e Indicación número 36), aprobada por unanimidad, 5x0.)

Letra k)

Sustituir el párrafo primero por los siguientes:

“k) Determinar la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia, debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. La decisión de iniciar un procedimiento que tenga como consecuencia la fusión o cierre de un establecimiento educacional sólo procederá en situaciones excepcionales y deberá ser debidamente fundada e informada a la Dirección de Educación Pública, la que podrá rechazar dicha decisión por razones fundadas, dentro del plazo de treinta días. Si dicho servicio público no se pronuncia dentro del plazo señalado, la decisión se entenderá aceptada. 

La decisión sobre la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales deberá ser informa al Comité Directivo Local y al Consejo Local y será publicada y destacada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.”.

(Indicaciones números 37) y 38), aprobadas con modificaciones 3x2.)

Letra o)

Incorporar la siguiente oración final: “En el caso de la educación técnico-profesional, dichos convenios podrán abordar la coordinación de trayectorias educativas, el acceso a prácticas profesionales, la inserción laboral de los estudiantes, entre otros.”.

(Indicación número 39), aprobada por unanimidad 3x0.)

o o o o o

Incorporar como artículo 19, el artículo 41, con las siguientes enmiendas:

Número 1.

Reemplazar el guarismo “27” por “46”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Número 2. 

Reemplazar el guarismo “4” por “5”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Número 3.

- Agregar la siguiente oración final: “Este sistema deberá basarse en los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación.” e incorporando el siguiente párrafo segundo, nuevo: “Asimismo, deberá velar por la continuidad de la trayectoria educativa de los estudiantes, desarrollar acciones de retención escolar, así como ofrecer alternativas de reingreso para estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.”.
(Indicaciones números 136): aprobada por unanimidad 5x0 y 137) y 138): aprobadas por mayoría 3x2).

- - -


Incorporar el siguiente artículo 20, nuevo:


“Artículo 20.- Apoyo a las labores administrativas de los establecimientos educacionales. El Servicio Local apoyará las labores administrativas que se realicen en los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 19. Para ello podrá, entre otras medidas, destinar personal o asegurar que los equipos directivos de los establecimientos educacionales cuenten con apoyo especializado en tales labores, teniendo en cuenta los niveles educativos que imparten, la matrícula y características de sus estudiantes, entre otros criterios.”.
(Indicación número 176) ter, aprobada por mayoría, 3x2.)

- - -

ARTÍCULO 13

Pasa a ser artículo 21, con las modificaciones que se señalan:

Inciso primero

Reemplazar el texto que señala “. Durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.” por lo siguiente: “, con las siguientes reglas especiales:

a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Ministerio de Educación sobre la base de una propuesta elaborada por la Dirección de Educación Pública. Este perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional, debiendo ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública y enviado a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro.

b) El Consejo de Alta Dirección Pública elaborará una nómina que contendrá un mínimo de cuatro y un máximo de ocho candidatos idóneos a partir del respectivo proceso de selección. De no haber a lo menos cuatro candidatos al cargo que cumplan los requisitos para ingresar en la nómina, el Consejo ordenará que se efectúe un nuevo concurso para conformar o complementar la lista, siendo aplicable lo dispuesto en el artículo quincuagésimo cuarto de la ley Nº 19.882.

c) El Consejo remitirá la nómina al Comité Directivo Local. Luego de evaluar a los candidatos seleccionados, el Comité Directivo Local remitirá al Presidente de la República una terna para que éste proceda al nombramiento del cargo.”.

(Indicación número 41), aprobada 3x2.)

o o o o o

Agregar después del inciso primero otro inciso, nuevo, del siguiente tenor:

“El Director Ejecutivo durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.”.

(Indicación número 42), aprobada 3x2.)

o o o o o

Inciso segundo

Pasa a ser inciso tercero, reemplazando la expresión “sostenedor establecidos” por “representante legal o administrador de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales, de acuerdo a lo establecido”.

(Indicación número 43), aprobada 3x2.)

ARTÍCULO 14

Suprimirlo.

(Indicación número 44), aprobada con modificaciones 3x2.)

ARTÍCULO 15

Pasa a ser artículo 22, con las siguientes enmiendas:

Letra b)

Reemplazar los guarismos “27 y 28” por “45 y 46”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Letras g) y h)

Sustituirlas por las siguientes:

“g) Participar, con derecho a voz, en las sesiones del Comité Directivo Local y del Consejo Local.”.

“h) Rendir cuenta pública sobre la marcha del Servicio Local, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública. Dicha cuenta pública deberá ser publicada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.”.”.

(Indicación número 46), aprobada con modificaciones 3x2.)

ARTÍCULO 16

Pasa a ser artículo 23, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Letra d)


Sustituir el guarismo “21” por “39”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Inciso tercero

Reemplazar el ordinal i) por el que sigue:

“i) Cuando un Servicio Local de Educación Pública incurra en reiteración de infracciones graves a la normativa educacional, informadas por la Superintendencia de Educación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 de la ley Nº 20.529.”.

(Indicación número 52), aprobada por mayoría, 3x2.)

ARTÍCULO 17

Pasa a ser artículo 24, con las enmiendas que se indican a continuación:

Inciso primero

Suprimir desde la frase “de conformidad” hasta el punto final.

(Indicación número 53), aprobada por mayoría, 3x2.)

- -  -

Incorporar después del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“Con todo, el procedimiento no podrá exceder de cuatro meses, salvo caso fortuito o fuerza mayor, desde su iniciación hasta la fecha en que se emita la decisión.”.

(Indicación número 54), aprobada por mayoría, 3x2.)

- - -

Inciso segundo

Pasa a ser inciso tercero, sin enmiendas.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Inciso tercero

Pasa a ser inciso cuarto, sustituyendo la expresión “Consejo Local” por “Comité Directivo Local”.

(Indicación número 55), aprobada por mayoría, 3x2.)

- - -

Inciso cuarto 

Pasa a ser inciso quinto, reemplazando el guarismo “16” por “23”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Inciso cuarto

Pasa a ser inciso sexto, reemplazándolo por el siguiente:

“Un reglamento del Ministerio de Educación, que será firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias previstas en el presente artículo, especialmente el procedimiento de remoción, de conformidad a las normas del Título V del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, y, en lo que corresponda, las de la ley N° 19.880.”.

(Indicación número 56), aprobada con modificaciones por mayoría, 3x2.)

ARTÍCULO 18

Pasa a ser artículo 25, con las siguientes enmiendas:


- En el inciso quinto, reemplazar el guarismo “12” por “18”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

- Añadir el un inciso final del siguiente tenor:

“Los cargos de jefe de estas tres unidades estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, como cargos de segundo nivel jerárquico y su nombramiento será por tres años. Una vez nombrados deberán suscribir, en el plazo de treinta días, un convenio de desempeño cuyas metas deberán estar alineadas con el Convenio de Gestión Educacional del Director Ejecutivo de su respectivo Servicio Local.”.

(Indicación número 58), aprobada por unanimidad, 5x0.)

- - -

ARTÍCULO 19

Pasa a ser artículo 26, sustituyendo su encabezamiento por el siguiente: 

“Artículo 26.- El patrimonio de cada Servicio Local estará compuesto por:”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 5x0.)

- - -


Incorporar el siguiente artículo 27 nuevo:


“Artículo 27.- Asignación de recursos a los Servicios Locales y rendición de cuentas. La Dirección de Educación Pública asignará recursos a los Servicios Locales para diversos fines, tales como infraestructura, equipamiento, innovación, trabajo en red y desarrollo de capacidades; con el objeto de favorecer la calidad del servicio educativo y de acuerdo a lo que establezca anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público. 


La unidad de administración y finanzas del Servicio Local respectivo deberá llevar la contabilidad de los ingresos y gastos del Servicio Local y de los establecimientos educacionales de su dependencia.


Asimismo, el Director Ejecutivo del Servicio Local deberá rendir cuenta pública de todos los recursos percibidos, debiendo incorporar el detalle de su uso respecto del servicio mismo, así como de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. Esta cuenta se llevará a cabo en la oportunidad establecida en la letra h) del artículo 22, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1 de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se creará el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que considerará anualmente al menos $75.000.000 miles, sin perjuicio de los recursos que se distribuyan de acuerdo a lo establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845.


Los recursos de este programa serán distribuidos entre los Servicios Locales, de conformidad a procedimientos transparentes, de acuerdo a la Estrategia Nacional de Educación Pública y a principios de equidad y pertinencia. La asignación de estos recursos se ajustará a criterios objetivos que podrán considerar factores tales como: número de establecimientos educacionales, niveles, modalidades educativas y formaciones diferenciadas que imparten, nivel de desempeño de los establecimientos de conformidad a la ley N° 20.529, así como ruralidad, cobertura, matrícula total y vulnerabilidad de los estudiantes, entre otros. Los recursos que se destinen a infraestructura se ajustarán a criterios pertinentes a las necesidades de dicha área. Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará lo señalado en el presente inciso.”.
(Indicación número 59), bis, aprobada por mayoría 3x1x1 abstención.)

ARTÍCULO 20

Pasa a ser artículo 28, sin enmiendas.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

- - -

Intercalar un nuevo Párrafo 3º, en el Título III, denominado “Del Comité Directivo Local”, que comprende las siguientes disposiciones, pasando el actual Párrafo 3º a ser 4º y así sucesivamente:

“Párrafo 3º

Del Comité Directivo Local

Artículo 29.- Objeto. En cada Servicio Local existirá un Comité Directivo Local, en adelante “Comité”, que tendrá por objeto velar por el adecuado desarrollo estratégico del Servicio, por la rendición de cuentas del Director Ejecutivo ante la comunidad local, y contribuir a la vinculación del Servicio Local con las instituciones de gobierno de las comunas y la región.

Artículo 30.- Funciones y atribuciones. El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto: 

a) Proponer al Director Ejecutivo iniciativas de mejora en la gestión del Servicio Local y sus establecimientos, en especial, aquellas que impliquen una apropiada relación con las municipalidades y las instituciones del territorio, en coherencia con la disponibilidad presupuestaria.

b) Proponer al Director de Educación Pública elementos relativos al perfil profesional del cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local. En la elaboración de esta propuesta deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo. 

c) Elaborar un informe que contenga una propuesta de prioridades para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, en función de la Estrategia Nacional de Educación Pública, el Plan Estratégico Local y las políticas y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 40.

d) Proponer al Presidente de la República una nómina de tres candidatos, de entre aquellos seleccionados en el proceso efectuado para la provisión del cargo de Director Ejecutivo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21. 

e) Solicitar fundadamente al Director de Educación Pública la realización del procedimiento de remoción del Director del Servicio Local. Para ello requerirá el voto conforme de dos tercios de sus integrantes en ejercicio. Esta atribución sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario.

f) Aprobar el Plan Estratégico Local, en conformidad con lo establecido en el artículo 45. 

g) Convocar al Director Ejecutivo para que informe sobre el estado de avance de los objetivos del Plan Estratégico Local. Para ejercer esta atribución, el Comité deberá contar con el acuerdo de la mayoría de sus miembros en ejercicio. 

h) Realizar recomendaciones al Plan Anual presentado por el Director Ejecutivo, quien deberá considerarlas e incorporarlas en el Plan o rechazarlas de manera fundada, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46. Asimismo, podrá solicitar informes del estado de ejecución del Plan Anual del Servicio, en particular de los aspectos presupuestarios. Las insuficiencias detectadas serán comunicadas por el Comité Directivo a la Dirección de Educación Pública. 

i) Requerir la fiscalización de la Superintendencia de Educación ante situaciones que pudieran importar incumplimiento de la normativa educacional, tanto en el caso del Servicio Local como de los establecimientos que dependen de este último.

j) Remitir a la Dirección de Educación Pública propuestas referidas a la Estrategia Nacional de Educación Pública. En la elaboración de estas propuestas deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo.

k) Emitir su opinión respecto de las propuestas de apertura o cierre de especialidades de educación técnico profesional que realice el Director Ejecutivo.

l) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración.

m) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.

Artículo 31.- Integración. El Comité estará constituido por:

a) Uno o dos representantes designados por los alcaldes de las comunas que formen parte del territorio del Servicio Local. En los Servicios Locales que abarquen una sola comuna, el alcalde sólo podrá designar a un representante. En los Servicios Locales que abarquen dos comunas, cada alcalde elegirá a un representante. En los Servicios Locales que abarquen tres o más comunas, los representantes serán designados por mayoría de los alcaldes del territorio. 

b) Dos representantes de los Centros de Padres, Madres y Apoderados de los establecimientos educacionales dependientes del Servicio Local. Para su nombramiento, los presidentes de todos los directorios de Centros de Padres, Madres y Apoderados de dichos establecimientos deberán votar según las formalidades que fije el reglamento. Quienes obtengan las primeras dos mayorías serán designados como representantes.  

c) Dos representantes del Gobierno Regional designados por su órgano ejecutivo, previa aprobación del Consejo Regional. 

En los casos de las letras a) y c), los representantes deberán ser personas con reconocida trayectoria, ya sea profesionales de la educación, u otros profesionales expertos en educación o con experiencia en gestión.

Los miembros del Comité durarán seis años en sus cargos y podrán ser designados nuevamente solo para un nuevo período. El Comité se renovará por mitades cada tres años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento. 

Artículo 32.- Funcionamiento. El Comité requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de sus miembros presentes. 

Los integrantes del Comité tendrán derecho a percibir una dieta de cuatro unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 8 sesiones en un año escolar. Con todo, no tendrán derecho a percibir dieta aquellos integrantes del Comité que tengan la calidad de funcionario público. 

El Comité designará de entre sus miembros a un Presidente, quien durará en el cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una vez. Dicho Presidente tendrá por función dirigir el Comité; citar a sesiones; fijar sus tablas; dirigir sus deliberaciones, y dirimir sus empates. 

Un funcionario del Servicio Local de Educación designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de secretario del Comité, actuará como ministro de fe y registrará sus sesiones.

Artículo 33.- Responsabilidad de los integrantes del Comité. Para todos los efectos legales, las funciones que ejercerán los integrantes del Comité tendrán el carácter de públicas y estarán sujetas a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y deberán presentar una declaración de intereses y patrimonio de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 20.880.

Artículo 34.- Incompatibilidades. Es incompatible con el cargo de miembro del Comité: 

a) Tener participación en la propiedad o ser representante legal, gerente o administrador de una entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores de la región a la que pertenece el Servicio Local.

b) Ser Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial de Educación, Funcionarios de la Secretaría Regional Ministerial de Educación o Jefe de Departamento Provincial de Educación; Senador o Diputado; Consejero Regional; Alcalde o Concejal; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y miembro de los demás Tribunales creados por ley.

c) Ser representante legal, gerente, administrador o miembro de un directorio de entidades que figuren en el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d), de la ley N° 18.956.  

d) Tener un vínculo de dependencia con el respectivo Servicio Local o un establecimiento dependiente del Servicio Local, o estar contratado a honorarios y desempeñarse regularmente en estos. 

e) Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del Servicio Local. 

f) Las personas que tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más, con el Servicio Local y quienes tengan litigios pendientes con él, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.

g) Los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más o litigios pendientes con el Servicio Local.

Artículo 35.- Inhabilidades. Los miembros del Comité deberán informar inmediatamente al Presidente del mismo de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.

Los miembros del Comité que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente.

Artículo 36.- Causales de cesación. Serán causales de cesación en el cargo las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados. 

b) Renuncia. 

c) Incapacidad legal sobreviniente. 

d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 33 de la presente ley.

e) Actuación en un asunto en que estuviere legalmente inhabilitado, o cuando se incurra en alguna de las causales de incompatibilidad establecidas en el artículo 34.

f) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que establece esta ley.

La determinación de las circunstancias establecidas en los literales c), d), e) y f) le corresponderá a la Dirección de Educación Pública, pudiendo el afectado interponer recursos administrativos de acuerdo a la ley Nº 19.880. 

En caso de que uno o más consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, se procederá la designación de un nuevo consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 31, por el período que restare.

Artículo 37.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Comité serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida.

El Secretario del Comité será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.

Artículo 38.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.”.

(Indicación número 61), artículos 30 y 31: aprobados 5x0; artículo 32: aprobado con modificaciones 5x0; artículo 33: aprobado con modificaciones 3x0; artículo 34: primera parte (hasta la expresión “Presidencia”): aprobado con modificaciones por unanimidad (3x0).Segunda parte: aprobado por mayoría (3x2). artículo 35: aprobado con modificaciones 3x0; artículo 36: aprobado 3x0; artículo 37: aprobado con modificaciones 3x0; artículo 38: aprobado con modificaciones 3x0 y artículo 39: aprobado 3x0.)

o o o o o

Párrafo 3°

De los instrumentos de gestión educacional

Pasa a ser Párrafo 4°, incorporando en el epígrafe, a continuación de la palabra “educacional”, la expresión “a nivel territorial”.

(Indicación número 62), aprobada por unanimidad, 3x0.)

ARTÍCULO 21

Pasa a ser artículo 39, con las siguientes enmiendas al inciso segundo:


- Reemplazar la palabra “cargo” por “convenio”;


- Sustituir el texto que dice “En particular, respecto de los establecimientos educacionales ordenados en categoría insuficiente, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, de acuerdo a lo dispuesto en la ley N° 20.529. Lo anterior, sin perjuicio de los objetivos de mejoramiento para todos y cada uno de los establecimientos educacionales del Servicio.”, por: “Asimismo, se deberán considerar los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley Nº 20.529. Respecto de los establecimientos educacionales, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, teniendo en especial consideración a los ordenados en categoría insuficiente, de acuerdo a la ley Nº 20.529.”.


- Reemplazar el guarismo “24” por “43”.

(Indicaciones números 64) y 65), aprobadas por unanimidad, 3x0, y por mayoría, 2x1, respectivamente.)

ARTÍCULO 22

Pasa a ser artículo 40 con las modificaciones que se indican:

Inciso segundo

Intercalar luego de la frase “deberá remitir una propuesta de convenio al”, la siguiente: “Comité Directivo Local y al”.

(Indicación número 66), aprobada por mayoría, 3x1 abstención.)

Inciso tercero

Sustituir la expresión “Consejo Local” por “Comité Directivo Local” las dos veces que aparece; el vocablo “dos” por “tres” y la frase “. En el caso de la renovación de su nombramiento, el Director Ejecutivo”, por lo siguiente: “, velando especialmente por su coherencia con la Estrategia Nacional de Educación Pública y con el Plan Estratégico Local respectivo. Para la elaboración de dicho informe deberá considerar las propuestas que haga el Consejo Local, el que contará con el plazo de un mes, desde que reciba la propuesta de convenio, para emitirlas. En el caso que el Director Ejecutivo en ejercicio se presente en el concurso siguiente, éste”.

(Indicaciones números 67), 68) y 69), aprobadas por mayoría, 3x1 abstención.)

Inciso cuarto

Reemplazar la expresión “Consejo Local” por “Comité Directivo Local”.

(Indicación número 70), aprobada por mayoría, 3x1 abstención.)

Inciso quinto

Intercalar luego de la frase “enviar una copia de éste al”, la siguiente: “Comité Directivo Local, y al”.

(Indicación número 71), aprobada por mayoría, 3x1 abstención.)

ARTÍCULO 23

Pasa a ser artículo 41, reemplazando, en el inciso primero, su título por el siguiente: “Seguimiento, evaluación y revisión del convenio de gestión educacional”.

(Indicación número 72), aprobada por unanimidad, 4x0.)

ARTÍCULO 24

Pasa a ser artículo 42, sustituyéndolo por el que se señala:

“Artículo 42.- Modificación del convenio de gestión educacional. Los objetivos establecidos en los convenios durarán seis años.

Las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local vigente.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación podrán modificarse anualmente, a partir del informe final señalado en el artículo 41, cuando se produzcan cambios en las circunstancias o en los supuestos básicos del convenio de gestión educacional, no imputables a la gestión del Director Ejecutivo, o cuando se hayan cumplido anticipadamente las metas establecidas en el mismo.”.

(Indicación número 74), aprobada con modificaciones por unanimidad, 3x0.)

ARTÍCULO 25

Pasa a ser artículo 43, reemplazándolo por el que sigue:

“Artículo 43.- Publicidad del convenio de gestión educacional. El Director Ejecutivo deberá publicar, de modo destacado y sin resumir, en el sitio electrónico del Servicio Local, su convenio, los informes anuales y un resumen ejecutivo de dichos instrumentos para dar a conocer el grado de avance en el cumplimiento de los objetivos y metas del mismo.”.

(Indicación número 75), aprobada con modificaciones por unanimidad, 4x0.)

ARTÍCULO 26

Pasa a ser artículo 44, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 27

Pasa a ser artículo 45, sustituyéndolo por el siguiente:

“Artículo 45.- Plan Estratégico Local de Educación Pública. Cada Servicio Local deberá contar con un Plan Estratégico Local de Educación Pública (en adelante “Plan Estratégico”), cuyo objeto será el desarrollo de la educación pública y la mejora permanente de la calidad de ésta en el territorio respectivo, mediante el establecimiento de objetivos, prioridades y acciones para lograr dicho propósito. Será elaborado por el Director Ejecutivo y aprobado por el Comité Directivo Local, y tendrá una duración de seis años desde su aprobación.

El Director Ejecutivo deberá presentar una propuesta de Plan Estratégico seis meses antes del término de la vigencia del Plan Estratégico anterior, la cual considerará los niveles educativos, formaciones diferenciadas, modalidades educativas y contextos que componen la oferta educativa del territorio.

El Plan Estratégico deberá contener, al menos, lo siguiente:

a.- Diagnóstico de la prestación del servicio educacional por parte del Servicio Local en el territorio de su competencia, con especial énfasis en las características de los estudiantes y en la situación de los establecimientos.

b.- Objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo. Estos objetivos deberán ser concordantes con los establecidos en el convenio de gestión educacional y en la Estrategia Nacional de Educación Pública.

c.- Estrategias y acciones para el cumplimiento de los objetivos del plan.

Para la elaboración y modificación del Plan Estratégico se considerarán los siguientes elementos:

1.- La Estrategia Nacional de Educación Pública, según lo dispuesto en el artículo 6.

2.- La Estrategia Regional de Desarrollo, de acuerdo a lo contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2005.

3.- Los proyectos educativos institucionales de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia.

4.- Los planes de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales de su dependencia.

5.- Los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y, en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley N° 20.529.

Para elaborar la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá consultar al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Asimismo, deberá solicitar la opinión de los directores de los establecimientos del territorio.

La propuesta del Plan Estratégico deberá ser aprobada por el Comité Directivo Local, el que podrá hacerle observaciones y proponer modificaciones por razones fundadas en lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto. El Director Ejecutivo podrá incorporar las observaciones planteadas por el Comité Directivo o mantener su propuesta, indicando las razones que la sustentan, remitiéndola al Comité para su decisión.

Una vez sancionado el Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá publicarlo en el sitio electrónico del Servicio Local y enviarlo a la Dirección de Educación Pública para conocimiento y registro.

El Plan Estratégico podrá modificarse por cambios sustantivos en los contenidos dispuestos en el inciso tercero, por fuerza mayor o por caso fortuito. La aprobación de dichas modificaciones deberá seguir las mismas formalidades establecidas en el presente artículo.”.

(Indicaciones números 76), 77), 78), 79), 80), 81) y 82), aprobadas con modificaciones por mayoría, 3x1 abstención.)

ARTÍCULO 28

Pasa a ser artículo 46, con las enmiendas que siguen:
Inciso primero

Encabezamiento

Agregar después de la frase “El Director Ejecutivo presentará al”, lo siguiente: “Comité Directivo Local y al”.

(Indicación número 84), aprobada por mayoría, 3x1 abstención.)

Letra b)

Numeral iv)



Reemplazar el guarismo “55” por “79”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Inciso segundo

Reemplazar la frase “el Consejo Local contará”, por “el Comité Directivo Local y el Consejo Local de Educación contarán” y sustituir la frase “El Director Ejecutivo o la” por “El Director Ejecutivo”.

(Indicaciones números 86) y 87), aprobadas por mayoría, 3x1 abstención.)

o o o o o

Introducir el siguiente inciso final, nuevo:

“El Director Ejecutivo deberá dar cuenta de la ejecución del Plan Anual durante la rendición anual que contempla el literal h) del artículo 22. En base a ésta, el Comité Directivo Local informará a la Dirección de Educación Pública del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas en el Plan Anual, para que esto sea considerado en su evaluación.”.

(Indicación número 88), aprobada con modificaciones por mayoría, 3x1 abstención.)

Párrafo 4°

Régimen del personal de los Servicios Locales

Pasa a ser párrafo 5°, con la misma denominación de su epígrafe.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 29

Pasa a ser artículo 47, reemplazando, en su inciso primero, el guarismo “18” por “25”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 30

Pasa a ser artículo 48, eliminando su inciso primero, y reemplazando su encabezamiento por el siguiente:

“Honorarios”.

(Votación separada, inciso primero: rechazado por unanimidad (3x0), inciso segundo: aprobado por unanimidad (3x0).)

Párrafo 5°

De los Consejos Escolares de Educación Pública

Pasa a ser párrafo 6°, con la misma denominación de su epígrafe.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

- - -

Agregar como artículo 49, el siguiente:

“Artículo 49.- Definición. En cada Servicio Local existirá un Consejo Local de Educación Pública (en adelante también “Consejo Local”). Los Consejos Locales colaborarán con el Director Ejecutivo de cada Servicio Local en el cumplimiento de su objeto. Para ello, representarán ante el Director Ejecutivo los intereses de las comunidades educativas a fin de que el servicio educacional considere adecuadamente sus necesidades y particularidades.”.

(Indicación número 90), aprobada por mayoría, 3x1.)

- - -

ARTÍCULO 31

Pasa a ser artículo 50, sustituyéndolo por el que sigue:

“Artículo 50.- Integración. Los Consejos Locales se integrarán de la siguiente forma:

a) Dos representantes de los centros de estudiantes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

b) Dos representantes de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

c) Dos representantes de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

d) Dos representantes de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

e) Un representante de las universidades con sede principal en la región acreditadas por cuatro años o más. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de las facultades de educación.

f) Un representante de los centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica estatales, de la región respectiva.

g) Dos representantes de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos, elegidos por sus pares.

Los cargos señalados en las letras a), b), c) y d) serán provistos de acuerdo a lo señalado en el reglamento.”.

(Indicación número 91), aprobada por mayoría, 2x1 abstención.)

ARTÍCULO 32

Pasa a ser artículo 51, con las siguientes enmiendas:

Incisos primero y segundo

Reemplazarlos por el siguiente:

“Artículo 51.- Duración en los cargos. Los consejeros señalados en el artículo precedente, durarán en sus cargos el período de dos años.”.

(Indicación número 95), aprobada por mayoría, 2x1 abstención)

Inciso tercero

Suprimirlo.

(Indicación número 96), aprobada por mayoría, 2x1 abstención)

Inciso cuarto

Eliminarlo.

(Indicación número 97), aprobada por mayoría, 2x1 abstención)

Inciso quinto

Pasa a ser inciso segundo, sustituyendo la locución “b), c), d) y e) de los número 1 y 2”, por: “a), b), c) y d)” y reemplazando el texto que señala “debiendo la institución implicada reemplazarlo en un plazo no mayor a treinta días. Durante dicho período, la representación de la institución será asumida por el representante suplente al que se refiere el artículo anterior”, por: “debiendo ser reemplazado en un plazo no superior a treinta días”.

(Indicaciones números 98) y 99), aprobadas por mayoría, 2x1 abstención)

ARTÍCULO 33

Pasa a ser artículo 52, con las modificaciones que siguen:

Letra a)

Suprimir la frase “y la comunidad local”.

(Indicación número 100), aprobada por mayoría, 2x1 abstención)

Letra b)

Agregar luego de la frase “Comunicar al Director Ejecutivo”, las palabras “y al Comité Directivo Local”.

(Indicación número 101), aprobada por mayoría, 2x1 abstención)

Letra c)

Incorporar luego de las palabras “el Director Ejecutivo”, la expresión “o el Comité Directivo Local”.

(Indicación número 102), aprobada por mayoría, 2x1 abstención)

Letra d)

Reemplazarla por la siguiente:

“d) Asesorar al Director Ejecutivo en la definición y ejecución de acciones referidas a la constitución y desarrollo de comunidades de aprendizaje que fortalezcan la enseñanza y aprendizaje, la convivencia escolar, formación ciudadana e inclusión, entre otras.”.

(Indicación número 103), aprobada por mayoría, 2x1 abstención)

Letra e)

Sustituir la expresión “al Director de Educación Pública” por “al Comité Directivo Local” y el guarismo “14” por “22”.

(Indicación número 104), aprobada por mayoría, 2x1 abstención)

Letra f)

Reemplazar la frase “Elaborar el informe con una propuesta de prioridades” por “Proponer prioridades al Comité Directivo Local”, y el guarismo “22” por “40”.

(Indicación número 105), aprobada por mayoría, 2x1 abstención)

- - -

Incorporar después de la letra f) la siguiente, nueva:

“g) Emitir opinión respecto de la propuesta de Estrategia Nacional de Educación Pública.”.

(Indicación número 106), aprobada por mayoría, 2x1 abstención)

- - -

Letra g)

Pasa a ser letra h, suprimiendo la locución “y Plan Anual del Servicio Local”.

(Indicación número 107), aprobada por mayoría, 2x1 abstención.)

- - -

Incorporar como letra i), la siguiente, nueva:

“i) Proponer al Comité Directivo Local las modificaciones al Plan Anual que estime convenientes, de forma justificada, con el objeto de resguardar su concordancia con el Plan Estratégico Local.”.

(Indicación número 108), aprobada por mayoría, 2x1 abstención.)

- - -

Letra h)

Pasa a ser letra j), en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Letra i)

Pasa a ser letra k), sin enmiendas.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Letra j)

Eliminarla.

(Indicación número 109), aprobada por mayoría, 2x1 abstención.)

Letra k)

Suprimirla.

(Indicación número 110), aprobada por mayoría, 2x1 abstención.)

Letra l)

Reemplazar la frase “fomentar el rol de los Consejos Escolares como eje articulador entre ésta y el establecimiento educacional”, por “proponer al Director Ejecutivo estrategias de articulación y trabajo educativo que la incluya”.

(Indicación número 111), aprobada por mayoría, 2x1 abstención.)

- - -

Incorporar como letra m), la siguiente, nueva:

“m) Colaborar con el Director Ejecutivo en la conformación de redes y comunidades de aprendizaje entre establecimientos educacionales y otros actores de las comunidades educativas y locales.”.

(Indicación número 112), aprobada con modificaciones por mayoría, 2x1 abstención.)

- - -

Agregar la siguiente nueva letra n):

“n) Fomentar la participación de las comunidades educativas y el rol de los consejos escolares, los centros de padres y apoderados y de los centros de estudiantes.”.

(Indicación número 113, aprobada por mayoría, 2x1 abstención.)

- - -

Letra m)

Pasa a ser letra o), en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 34

Pasa a ser artículo 53, sin modificaciones.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 35

Pasa a ser artículo 54, sin enmiendas.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 36

Pasa a ser artículo 55, con las siguientes enmiendas:

Letra c)


- Reemplazarla por la siguiente:

“c) Condena por crimen o simple delito.”.

(Indicaciones números 115) y 116), aprobadas con modificaciones por unanimidad, 3x0.)

Letra d)


- Sustituir el guarismo “35” por “33”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)


- Eliminar su inciso final.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado)

ARTÍCULO 37

Pasa a ser artículo 56, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 38

Pasa a ser artículo 57, sin modificaciones.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 39

Pasa a ser artículo 58, sin enmiendas.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 40

Pasa a ser artículo 7, sustituyéndolo por el siguiente:

“Artículo 7.- De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, y en virtud de esto se orienta la acción de sus integrantes. Estarán conformados por su respectiva comunidad educativa, cuyo propósito compartido se expresa en el proyecto educativo institucional. Los establecimientos educacionales formarán parte de la red de cada Servicio Local.

El objeto de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales es proveer educación de calidad, que contribuya a la formación integral y a los aprendizajes de sus estudiantes en las distintas etapas de su vida, considerando sus necesidades y características, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, social, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de acuerdo a los principios del sistema educativo chileno, definidos en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, y a los objetivos y principios del Sistema de Educación Pública, definidos en la presente ley. Para el cumplimiento de su objeto, contarán con autonomía, de conformidad a lo establecido en la legislación.

Al Sistema de Educación Pública le corresponderá de modo preferencial el fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de los establecimientos educacionales, de sus comunidades educativas y sus proyectos educativos. En especial, le corresponderá fomentar, a través de los directores y equipos directivos de estos establecimientos, el trabajo profesional colaborativo entre los docentes, orientado a la mejora permanente de los procesos educativos y a la generación de competencias profesionales para proveer aprendizajes de calidad, de conformidad a lo establecido en la presente ley. Los Servicios Locales deberán contribuir a esta tarea, apoyando los procesos pedagógicos y la gestión administrativa de los establecimientos educacionales de su dependencia.”.

(Indicación número 120) bis, aprobada por mayoría, 3x2.)

- - -

Intercalar, a continuación, el siguiente artículo 8.-, nuevo:

“Artículo 8.- De los integrantes de la comunidad educativa de los establecimientos educacionales y su participación. Las comunidades educativas que conforman los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán integradas por estudiantes, padres, madres y apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y equipos docentes directivos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010. El órgano que reúne a los integrantes de la comunidad educativa es el Consejo Escolar, de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.979.

Los estudiantes podrán organizarse en Centros de Alumnos o de Estudiantes. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia, además de establecer instancias de participación en cuestiones de su interés, en el marco del proyecto educativo institucional.

Los padres, madres y apoderados podrán constituir Centros de Padres, Madres y Apoderados, los que colaborarán con los propósitos educativos del establecimiento y apoyarán el desarrollo y mejora de sus procesos educativos. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia.

Los profesionales de la educación ejercen la función docente, técnico pedagógica y docente directiva, cumpliendo un rol fundamental en la formación integral de los estudiantes y en el proceso educativo que se desarrolla en los establecimientos educacionales. En los establecimientos educacionales habrá Consejos de Profesores, los que estarán integrados por personal docente directivo, técnico-pedagógico y docente. Tendrán el carácter de organismos técnicos en los que se expresará la opinión profesional de sus integrantes.

Los asistentes de la educación desarrollan labores de apoyo a la función docente, favoreciendo el proceso de enseñanza y aprendizaje de los estudiantes y permitiendo la correcta prestación del servicio educacional, las que pueden ser de carácter profesional distinto a la docencia y técnicas, de administración de la educación, auxiliar y de servicios.

Los directores de los establecimientos educacionales serán los encargados de liderar el proyecto educativo institucional y de la dirección, administración, supervisión y coordinación de la educación, para su mejora continua.

La función de los equipos directivos es aquella de carácter profesional que apoya las funciones de los directores de los establecimientos, en especial, en lo referido a la organización escolar, el clima de convivencia y el fomento de la colaboración profesional para el logro del aprendizaje de los estudiantes. Se incluyen en esta función la Subdirección, Jefatura Técnica, Inspectoría General y otras de similar naturaleza.

Tanto los Servicios Locales como los directores de establecimientos deberán promover la participación de la comunidad educativa, especialmente a través de los Centros de Alumnos; Centros de Padres, Madres y Apoderados y de los Consejos Escolares.

Cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública realizará, una vez al año, una jornada de evaluación del Plan de Mejoramiento Educativo y del Reglamento Interno, convocada por su director, en la que participará la comunidad educativa respectiva y un representante del Servicio Local respectivo.

Los integrantes de la comunidad educativa organizarán instancias de participación y reflexión, cuando sea pertinente.”.

(Indicación número 176) bis, aprobada por unanimidad, 5x0.)

ARTÍCULO 41

Pasa a ser artículo 19, con las enmiendas que señaló en su oportunidad. 6
(Indicaciones números 136: aprobada por unanimidad 5x0 y 137 y 138: aprobadas por mayoría 3x2.)




- - -

ARTÍCULO 42

Pasa a ser artículo 6, con la redacción que se indicó precedentemente.7
(Indicación número 148, aprobada con modificaciones por unanimidad, 5x0.)

ARTÍCULO 43

Pasa a ser artículos 9 y 10, en los siguientes términos:

“Artículo 9.- Funciones y atribuciones generales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. La función principal del director de un establecimiento educacional del Sistema es liderar y dirigir el proyecto educativo institucional y los procesos de mejora educativa, en particular, ejercer el liderazgo técnico pedagógico en el establecimiento a su cargo. Con dicho objeto, velará por el buen funcionamiento del establecimiento, propendiendo al desarrollo integral de los estudiantes y sus aprendizajes, de acuerdo a sus características y necesidades educativas. Asimismo, velará por el cumplimiento de los objetivos y metas correspondientes, establecidas en sus planes de mejoramiento educativo y demás instrumentos que establece la ley.”

“Artículo 10.- Funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. A fin de llevar a cabo la función indicada en el artículo anterior, así como las funciones y atribuciones generales que se establecen para los directores de establecimientos en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, corresponderá especialmente a los directores de establecimientos educacionales del Sistema:

a) Dirigir y coordinar, en conjunto con su equipo directivo, el trabajo técnico pedagógico del establecimiento, en lo referido a la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.

b) Orientar el desarrollo profesional continuo de los docentes y asistentes de la educación. Para ello, deberán proponer al Director Ejecutivo respectivo la implementación de programas o instrumentos de desarrollo profesional de los docentes y otros integrantes del establecimiento educacional, sobre la base de las necesidades del establecimiento, su proyecto educativo institucional, su plan de mejoramiento educativo y los resultados entregados por el Sistema de Desarrollo Profesional Docente. 

 c) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar y atender a las orientaciones del Plan Estratégico Local, consultando previamente al consejo escolar y al consejo de profesores respectivo, de acuerdo a la normativa vigente.  El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al proyecto educativo del establecimiento, fundadas en la normativa vigente o en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública. El director del establecimiento podrá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo. No obstante, deberá incorporarlas cuando el Director Ejecutivo cuente con el acuerdo del Comité Directivo Local. 

d) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el plan de mejoramiento educativo del establecimiento, consultando previamente al consejo escolar, de acuerdo a la normativa vigente y atendiendo a los objetivos y metas del Plan Estratégico Local respectivo. El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al plan presentado por el director, a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente, tomando en cuenta las especiales características de cada establecimiento educacional. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva. 

En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.
e) Velar, en conjunto con su equipo directivo, por la ejecución del Reglamento Interno y el Plan de Convivencia Escolar, que deberá ser evaluado por el Consejo Escolar, de conformidad con la legislación vigente.

f) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de su organización en centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza y mejora continua del establecimiento educacional.

g) Fomentar la integración del establecimiento bajo su dirección en la red de establecimientos que corresponda al territorio del Servicio local, con el objeto de mejorar la calidad del proceso educativo, de acuerdo a lo establecido en la letra e) del artículo 4°. En particular, participar en las Conferencias de Directores del Servicio, según lo establece la presente ley. 

h) Promover la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local.

i)  Proponer al Director Ejecutivo los perfiles profesionales y de cargos titulares para docentes y participar en la selección de los docentes y asistentes de la educación, de acuerdo a la normativa vigente.

j) Decidir la contratación del personal docente que se incorpore al establecimiento, a partir de una terna propuesta por la comisión calificadora correspondiente, establecida en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Educación, de 1996. 

k) Administrar los recursos que le sean delegados en virtud del artículo 21 de la ley N° 19.410, pudiendo adoptar medidas para la conservación y ejecución de las reparaciones necesarias del edificio o construcciones en que funciona el establecimiento educacional, con cargo a estos recursos, excluidas cualquier transformación o ampliación del edificio, construcciones e instalaciones, de conformidad a la normativa vigente.

l) Rendir cuenta anual de su gestión en audiencia pública al Director Ejecutivo respectivo o su representante, al Consejo Escolar y a la comunidad educativa del establecimiento. Esta rendición anual estará contenida en un informe y comprenderá todas las obligaciones de rendición de cuenta que deba realizar el director del establecimiento educacional, en la forma prevista por la normativa vigente. El Servicio Local prestará asistencia técnica a los equipos directivos para la elaboración de dicha rendición de cuenta, de conformidad a lo establecido en el artículo 25.

m) Colaborar con Servicio Local en la implementación de acciones tendientes a asegurar la trayectoria educativa de los estudiantes y a favorecer la retención y el reingreso escolar para los estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.”.”

(Indicaciones números 151 a 164 aprobadas con modificaciones por mayoría, 4x1, con excepción de las letras c) y d), las que fueron aprobadas por unanimidad, 3x0.)

- - -


Incorporar como artículo 11, nuevo, el siguiente:


“Artículo 11.- Conferencia de Directores y Directoras de Escuelas, Jardines y Liceos. Cada Director Ejecutivo convocará, al menos una vez al año, a una Conferencia a todos los directores de los establecimientos educacionales y los profesores encargados de escuelas rurales, que dependan del Servicio Local. 


Esta Conferencia tendrá un carácter consultivo y su objeto será analizar, en conjunto con el Director Ejecutivo, el estado de avance del Plan Estratégico Local definido en el artículo 45, proponer mejoras para el diseño y la prestación del apoyo técnico-pedagógico que el Servicio entrega a los establecimientos de conformidad con lo señalado en el literal d) del artículo 22, y, analizar toda otra materia de interés para el cumplimiento del objeto del Servicio, que sea propuesta por el Director Ejecutivo. Un informe de síntesis con las principales conclusiones y propuestas de la Conferencia deberá ser remitido a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo y al Consejo Local respectivo, para su conocimiento.”.

(Indicación número 175), aprobada con modificaciones, por unanimidad, 5x0.)

ARTÍCULO 44

Pasa a ser artículo 12, reemplazándolo por el que se señala:

“Artículo 12.- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito. El consejo deberá sesionar, a lo menos, una vez al mes.

Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:

a) Dar su opinión sobre la propuesta de reglamento de evaluación y promoción de los alumnos del establecimiento, sugerida por el equipo directivo.

b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.

c) Emitir su opinión respecto de la aplicación de medidas disciplinarias, de conformidad al reglamento de convivencia escolar y a la normativa vigente, especialmente lo dispuesto en el literal d) del artículo 6 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.

d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.

e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.

f) Elaborar propuestas al director del establecimiento para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.

g) Dar su opinión sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.

h) Ser informado de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.

i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.”.

(Indicación número 164) bis, aprobada por unanimidad, 5x0.)

- - -

Incorporar los siguientes artículos 13, 14 y 15, nuevos:


“Artículo 13.- Consejo Escolar de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. En cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública deberá existir un Consejo Escolar o un Consejo de Educación Parvularia, según corresponda, en los términos establecidos en la ley Nº 19.979. 


En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación, los Consejos Escolares tendrán facultades resolutivas en lo relativo a: 


a) El calendario detallado de la programación anual y las actividades extracurriculares o extraprogramáticas, incluyendo las características específicas de éstas.


b) Aprobar el reglamento interno y sus modificaciones.

Artículo 14.- Del trabajo en red. Los Servicios Locales fomentarán el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. El principal objetivo del trabajo en red es el fortalecimiento de los procesos pedagógicos de los establecimientos educacionales que las integran, así como la mejora continua de la calidad integral de la educación que ellos imparten, en consideración con los objetivos y metas presentes en los respectivos Planes de Mejoramiento Educativo de cada establecimiento educacional, así como en el Plan Estratégico Local establecido en el artículo 45. 


Asimismo, los Servicios Locales promoverán y facilitarán la coordinación y realización conjunta de actividades educativas curriculares y extracurriculares entre dos o más establecimientos de su dependencia, las cuales podrán considerar integrantes de comunidades educativas no dependientes del Servicio Local.


En particular, cada Servicio Local, por sí o en coordinación con otros Servicios Locales de la región, cuando corresponda, deberá asegurar la integración de sus establecimientos de educación media que impartan formación diferenciada técnico profesional a una o más redes de establecimientos del mismo tipo, y coordinarse con instituciones de educación superior.


Artículo 15.- Proyecto educativo institucional y plan de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales pertenecientes al Sistema de Educación Pública deberán contar con un proyecto educativo institucional, el que deberá ser concordante con el objeto y principios del Sistema de Educación Pública, consagrados en los artículos 3 y 5, respectivamente. Este instrumento deberá reconocer la identidad y características de los estudiantes y de la comunidad educativa respectiva y orientar el desarrollo de los diferentes planes y acciones que se lleven a cabo en el establecimiento.


Asimismo, estos establecimientos contarán con un Plan de Mejoramiento Educativo, el que será un instrumento de planificación estratégica que orientará el mejoramiento de sus procesos pedagógicos e institucionales. Este plan contendrá, en un solo instrumento, una planificación a 4 años, que se implementará a través de orientaciones y acciones de carácter anual, incluyendo metas de gestión institucional, de acuerdo a lo establecido en las leyes números 20.248 y N° 20.529, y a las políticas que al efecto elabore el Ministerio de Educación. A través de este plan deberá fomentarse, entre otros, el trabajo profesional colaborativo de los docentes y una sana convivencia de la comunidad educativa, favoreciendo la formación integral de los estudiantes y la generación de aprendizajes de calidad. 


Los planes de mejoramiento educativo a que se refieren las leyes números 20.248 y 20.529 se considerarán comprendidos en el Plan de Mejoramiento establecido en la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones y requisitos que dichas leyes establecen para dichos instrumentos.


Los directores de establecimientos educacionales y sus equipos directivos, con el objeto de vincular e integrar diferentes iniciativas y de simplificar sus tareas administrativas, en concordancia con las políticas establecidas por el Ministerio de Educación, incorporarán como parte de su propuesta de Plan de Mejoramiento Educativo los planes específicos establecidos por la normativa educacional vigente, tales como, el Plan de Formación Ciudadana, el Plan de Gestión de la Convivencia Escolar y el Plan de Apoyo a la Inclusión, para lo cual contarán con el apoyo del Servicio Local, de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del artículo 25. 

(Indicaciones números 149, 150) y 176), respectivamente, aprobadas con modificaciones por unanimidad, 5x0.)

Título VI

Modificaciones a otras normas

ARTÍCULO 45


Pasa a ser artículo 67, sin modificaciones.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 46


Pasa a ser artículo 68, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 47



Pasa a ser artículo 69, intercalando, en el literal b) de su numeral 1), a continuación de la expresión “administradoras”, lo siguiente: “, traspasarlos a otra entidad administradora”.

(Indicación 177) bis, aprobada por unanimidad 4x0)

- - -


Intercalar el siguiente artículo 70, nuevo:


“Artículo 70.- Modifícase la ley Nº 18.956, de 1990, que reestructura el Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:


1) Intercálase en el literal c) del artículo 2, luego de “establecimientos educacionales”, la frase “, de conformidad al artículo 2 ter de la presente ley”.


2) Reemplázase en la letra c) del artículo 2 bis la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación”.


3) En el artículo 2 ter:


a) Intercálase en su inciso segundo, luego de las palabras “Dichas funciones”, lo siguiente “deberán ser ejercidas en coordinación con el sostenedor y con las instituciones parte del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad y”.


b) Reemplázase el inciso tercero, por el que sigue:


“Los Servicios Locales de Educación Pública brindarán directamente el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.”.


4) En el artículo 15:


a) Intercálase en el inciso primero, luego de la frase “Secretarías Regionales Ministeriales”, la oración “la proposición y evaluación de las políticas y planes en el territorio respectivo. De la misma forma deben”.


b) Intercálase en el inciso primero, antes del punto final, la frase “cuando corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2 ter de la presente ley”. 


c) Intercálase al inicio del inciso segundo: “Asimismo, serán las responsables de la coordinación de las instituciones pertenecientes al Sistema de Aseguramiento de la Calidad en el territorio.”.
(indicación número 177), aprobada por mayoría 3x1)

ARTÍCULO 48


Pasa a ser artículo 71, con las siguientes modificaciones:

Número 5)



Reemplazar la palabra “tercero” por “segundo”.

(Indicación 178), aprobada por unanimidad 4x0)

Número 14)


Sustituirlo por el siguiente:





“14) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:





a) Sustitúyese la frase “Departamento de Administración de la Educación o por la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local respectivo”.





b) Reemplazáse la frase “Dichos concursos deberán ajustarse a las normas de esta ley y su reglamento” por “Dichos concursos deberán contener el perfil profesional docente requerido, el que será elaborado por el director del establecimiento, con participación de su equipo directivo, y de un docente designado por el Consejo de Profesores. Una vez elaborado el perfil éste será remitido al Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo.”.”.

(Indicación 179), aprobada por mayoría 3x1 abstención la letra a), y 3x1 abstención, la letra b))

- - -


Intercalar como numeral 15), nuevo, el siguiente, corrigiendo, secuencialmente, la numeración de los demás numerales:


“15) Modifícase el artículo 28, de la siguiente manera:


a) Intercálase en su inciso primero, luego de la frase “en un diario de circulación nacional”, lo siguiente: 


“o en el portal de empleos dependiente de la Dirección Nacional del Servicio Civil”. 


b) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“La convocatoria deberá contener, al menos, la identificación del establecimiento educacional, el Servicio Local al que pertenece, la formación requerida y el perfil del cargo.”.”.

(Indicación 180), aprobada por mayoría 3x1 abstención)

- - -

Número 17)


Pasa a ser número 18), sustituyéndolo por el siguiente:





“18) Reemplázase el artículo 31 por uno del siguiente tenor: 





“Artículo 31.- Las Comisiones Calificadoras de Concurso estarán integradas por:





a) Dos funcionarios del Servicio Local designados por su Director. 





b) Un docente elegido por sorteo entre los pares del nivel y de la especialidad de la vacante a llenar. Este docente deberá ser preferentemente de nivel Experto y no podrá pertenecer al establecimiento para el cual se provee la vacante.





Un funcionario designado por el Director Ejecutivo del Servicio Local será secretario de actas de la Comisión y tendrá derecho a voz. Esta Comisión deberá conformar una terna, de entre la cual el director del establecimiento respectivo seleccionará a un candidato.”.”.

(Indicación 181), aprobada por mayoría 3x1 abstención)

Número 18)


Pasa a ser número 19), con las siguientes enmiendas:

Letra a)


Sustituirlo por el que sigue:





“a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda” por “un representante del Director Ejecutivo del Servicio Local.”.

(Indicación 182), aprobada por mayoría 3x1abstención)

- - -





Consultar a continuación de la letra a), la siguiente letra b), nueva:





“b) Intercálase, en el inciso segundo, entre la palabra “Consejo” y el punto y coma que le sigue, la siguiente frase precedida de una coma: “quien la presidirá”.”.

(Indicación 183), aprobada por mayoría 3x1 abstención)

Número 20)


Pasa a ser número 21), reemplazándolo por el siguiente:


21) Modifícase el artículo 32 bis de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.” por la siguiente: “y serán financiadas con cargo al presupuesto anual de la Dirección Nacional del Servicio Civil.”.


b) Elimínase su inciso cuarto.


c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: “El proceso de selección tendrá el carácter de público, con las reservas señaladas en el artículo quincuagésimo quinto de la ley N°19.882.”.

(Indicación 184), aprobada por unanimidad 3x0)

Número 22)


Pasa a ser número 23)

Letra a)

|


Agregar, ante del punto aparte, la frase “y Comité Directivo Local”.

(Indicación 184) bis, aprobada por mayoría 3x2)

ARTÍCULOS 49 y 50


Pasan a ser artículo 72 y 73, sin modificaciones.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTICULO 51


Pasa a ser artículo 74, con la siguiente enmienda:

Número 2)

Letra b)


Reemplazar en el inciso propuesto la expresión “Consejo Local de Educación Pública”, por “Comité Directivo Local”.

(Indicación 185), aprobada por mayoría 4x1 abstención)

ARTÍCULOS 52 y 53


Pasan a ser artículo 75 y 76, sin modificaciones.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

- - -


Consultar el siguiente artículo 77, nuevo:

“Artículo 78.- Agrégase, en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, un artículo 4º bis, nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo 4 bis.- Los Servicios Locales de Educación Pública podrán acogerse al beneficio de la subvención que establece esta ley, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, siempre que éstos cumplan con los requisitos fijados en el artículo 6º.”.”
(Indicación 186), aprobada por mayoría 2x1 abstención)

ARTÍCULO 54 


Pasan a ser artículo 78, con la siguiente enmienda:

Número 2)

Letra b)


Eliminar la referencia a la letra a), luego de la palabra “literales” y la frase “así como en relación al plan de convivencia escolar”.
(Votación separada: suprimir la letra a), 3x0; letra d) de la enmienda, aprobada 3x0; letra e) de la modificación, aprobada 2x1; Eliminación de la frase, artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, 3x0)

ARTÍCULO 55 


Pasan a ser artículo 79, con las siguientes enmiendas:

Números 1) y 2)


Sustituirlos por los siguientes:



1) Modifícase el artículo 7 de la siguiente forma: 





a) Intercálase el siguiente párrafo segundo y tercero en el literal  d):





“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, le corresponderá a sus directores elaborar, en conjunto con la comunidad educativa, y proponer al Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en este artículo, así como los Planes de Mejoramiento Educativo establecidos en los artículos 19 y 26 de la presente ley, cuando corresponda, previa consulta al consejo escolar del establecimiento. 





El Director Ejecutivo, podrá realizar observaciones al plan presentado por el director a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local, la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva.
En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.”.




b) Elimínase el segundo párrafo del literal f) del artículo 7. 





2) Reemplázase en el numeral 4 del inciso segundo del artículo 8, la frase “municipales o administrados por corporaciones municipales” por “educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.”.

(Indicación 188), aprobada con modificaciones por mayoría 3x1)

Número 4)





Elimina la palabra “únicamente” después de la palabra “corresponderá.”.

(Indicación 189), aprobada por mayoría 3x1)

Número 5)


Reemplazar la expresión “30, 31 y 31 bis” por “30 y 31”.
(Indicación 190), aprobada por unanimidad 4x0)

ARTÍCULO 56


Pasa a ser artículo 80, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 57


Pasa a ser artículo 81, con las siguientes enmiendas:

Número 1)





Reemplazarlo por el siguiente:





“1) Reemplázase, en la letra d) del artículo 3, la expresión “así como los sostenedores del sector municipal” por “así como los Servicios Locales de Educación Pública”.”.

(Indicación 191), aprobada por mayoría 2x1)

- - -





Consultar a continuación del número 1) el siguiente numeral, nuevo:





“2) Agrégase el siguiente párrafo segundo al literal e) del artículo 11: 





“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, dichos informes deberán ser estudiados por su equipos directivo y consejo de profesores, y por los equipos técnicos del Servicio, e incorporar las recomendaciones que estimen pertinentes a su Plan de Mejoramiento Educativo siguiente. La no incorporación de medidas deberá ser fundada.”.”.

(Indicación 192), aprobada con enmiendas por unanimidad 4x0)

Número 2)





Pasa a ser número 3), sustituido por el que sigue:





“3) Reemplázase, en la letra g) del artículo 11, la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación Pública.”.

(Indicación 193), aprobada por mayoría 2x1)

Número 3)





Pasa a ser número 4), con la siguiente enmienda:





Agregar en el inciso propuesto la siguiente oración final: 





“Estas recomendaciones deberán considerar especialmente los objetivos y prioridades establecidas en el Plan Estratégico Local del Servicio respectivo, así como las estrategias y acciones que éste contemple para el cumplimiento de dichos objetivos.”.

(Indicación 194), aprobada por unanimidad 3x0)

Número 4)





Pasa a ser número 5), en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Número 5)





Pasa a ser número 6), con la siguiente enmienda:





Agregar después de la expresión “la Dirección de Educación Pública” la siguiente: “, al Comité Directivo Local”.

(Indicación 195), aprobada por mayoría 2x1 abstención)

Número 6)





Pasa a ser número 7), en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Número 7)





Pasa a ser número 8), con la siguiente modificación:



Efectuar las siguientes enmiendas en el inciso cuarto propuesto:





- Reemplazar la coma (,) ubicada luego de las palabras “del artículo 17”, por una “y”.





- Suprimir la frase “, y en los establecimientos públicos y gratuitos”.

(Indicación 196), aprobada por unanimidad 3x0)

Número 8)





Pasa a ser número 9), con las siguientes modificaciones:

Inciso primero





Intercalar, luego de la expresión “Para ello,” la frase “los establecimientos particulares subvencionados”.

(Indicación 197), aprobada por mayoría 3x1)

Inciso tercero





Reemplazar las palabras “los artículos 31 y 31 bis”, por “el artículo 31”.

(Indicación 199), aprobada por unanimidad 4x0)

Número 9)





Pasa a ser número 10), reemplazado por el siguiente:





“10) Agrégase al literal d) del artículo 35, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, deberá aprobar el informe y las medidas de reestructuración, de conformidad al inciso tercero del artículo 31.”.”.

(Indicación 200), aprobada por unanimidad 4x0)

Número 10)





Pasa a ser número 11), sustituido por el que sigue:





“11) Sustitúyese el literal h) del artículo 41 por el siguiente:





“h) Certificar, según lo que establece el artículo 31, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. Dicha certificación deberá contar con la aprobación del Consejo de la Agencia.





Asimismo, deberá elaborar el informe a que hace referencia el artículo 31.”.

(Indicación 201), aprobada por unanimidad 4x0)

Número 11)





Pasa a ser número 12), eliminando la frase “o al que corresponda, tratándose de otra entidad creada por ley”, y reemplazando la expresión “que corresponda” ubicada al término del numeral, por “respectivo”.

(Indicación 202), aprobada por mayoría 3x1)

Número 12)





Pasa a ser número 13), sin enmiendas.

- - -





Contemplar el siguiente número 14), nuevo:





“14) Incorpórase un párrafo segundo, nuevo, en el literal e), del artículo 73, del siguiente tenor:





“En el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, solo será aplicable la inhabilidad temporal para ejercer el cargo de Director Ejecutivo, hasta por un plazo de cinco años.”.”.

(Indicación 203), aprobada por mayoría 3x1)

- - -

Número 13)


Eliminarlo.

(Indicación 204), aprobada por unanimidad 4x0)

Números 14 y 15)





Pasan a ser números 15) y 16), sin enmiendas.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 58


Pasa a ser artículo 82, sustituido por el siguiente:


“Artículo 82.- Reemplázase el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845, por el siguiente:


“Artículo trigésimo séptimo.- Créase un Fondo destinado a la recuperación y fortalecimiento de la educación pública escolar y parvularia, en todos sus niveles y modalidades, sea que ésta se encuentre administrada directamente por municipios o a través de corporaciones municipales o por los Servicios Locales de Educación Pública.


Los recursos de este Fondo deberán ser utilizados para el cumplimiento de los siguientes objetivos:


i) Mejorar la calidad del servicio educativo a cargo de las municipalidades y corporaciones municipales mientras éste no haya sido traspasado a los Servicios Locales.


ii) Facilitar la instalación y funcionamiento del Sistema de Educación Pública, especialmente el traspaso del servicio educativo a los Servicios Locales, de conformidad a las disposiciones transitorias establecidas en la ley que crea el Sistema de Educación Pública, en particular, las contenidas en su párrafo quinto de sus disposiciones transitorias.


Los Planes de Transición señalados en el párrafo 6° de las disposiciones transitorias de la ley que crea el Sistema de Educación Pública podrán ser financiados con los recursos de este Fondo.


El monto anual de este Fondo se establecerá en la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva, y ascenderá a $250.000.000 miles para los años 2018 a 2019, $200.000.000 miles para el año 2020, $150.000.000 miles para el año 2021 y $100.000.000 miles para los años 2022 al 2025.


Mediante resolución del Ministerio de Educación, suscrita por el Ministerio de Hacienda, se establecerán los mecanismos de distribución de estos recursos, los usos específicos en que se emplearán, y las formas y procedimientos de entrega y rendición de los mismos, cuando ello corresponda.


La asignación de recursos de este Fondo entre las entidades señaladas en el inciso primero deberá ajustarse a criterios de transparencia, pertinencia, equidad y no discriminación arbitraria, y se formalizará mediante una o más resoluciones del Ministerio de Educación, copia de las cuales se remitirá a la Dirección de Presupuestos.

(Indicación 205) bis, aprobada por unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 59


Pasa a ser artículo 65, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 60


Pasa a ser artículo 83, sin enmiendas.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

ARTÍCULO 61



Pasa a ser artículo 66, sin modificaciones.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo


Reemplazar el guarismo “57” por ”81”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo tercero


Sustituir el guarismo “11” por ”17”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo cuarto


Reemplazar el guarismo “10” por ”16”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo quinto 





Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo quinto.- Determinación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos expedidos a través del Ministerio de Educación, los que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determinará el ámbito de competencia territorial, el domicilio y la denominación de los Servicios Locales, con arreglo a la distribución territorial establecida en el artículo 16 de la presente ley. El ámbito de competencia territorial de cada servicio se determinará sobre la base de una comuna o agrupación de comunas dentro de una misma región, no pudiendo dividirse el territorio de éstas.





Para efectos de lo establecido en el inciso precedente, el Presidente de la República deberá considerar, a lo menos, los siguientes criterios: matrícula total de estudiantes en el territorio; número de establecimientos dependientes de cada municipalidad, y distancia y conectividad entre los establecimientos educacionales dependientes de cada municipalidad.”.

(Indicación 208) bis, aprobada por unanimidad, 5x0).

Artículo sexto





Sustituirlo por el que se señala a continuación:





Artículo sexto.- Entrada en funcionamiento de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos del Ministerio de Educación, suscritos además por el Ministro de Hacienda, determinará un calendario de instalación que establezca las fechas en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales de Educación Pública, de conformidad a las siguientes reglas.





Primera etapa de instalación: 





1) Entrará en funcionamiento entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local de la región Metropolitana, que comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia; 





2) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2019 un Servicio Local de la región de Coquimbo; un Servicio Local de la región de La Araucanía; un Servicio Local de la región de Biobío; y un Servicio Local de la región de Atacama;





3) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020 el Servicio Local de la región de Arica y Parinacota; un Servicio Local de la región de Atacama; un Servicio Local de la región de Valparaíso; un Servicio Local de la región de Antofagasta; un Servicio Local de la región Metropolitana; y un Servicio Local de la región de Los Lagos.





Segunda etapa de instalación:





4) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2022 quince Servicios Locales.





5) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2023 quince Servicios Locales.





6) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2024 quince Servicios Locales.





7) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2025 catorce Servicios Locales.





Los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con al menos seis meses de anticipación a la fecha de traspaso del servicio educacional, excepto el establecido en el numeral 1) de este artículo.


El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, que deberá además ser suscrito por el Ministro de Hacienda, podrá modificar el calendario de la segunda etapa de instalación. Para estos efectos deberá considerar los informes del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública regulado en el artículo siguiente.”.
(Indicación 213) bis, aprobada por mayoría 3x1x1 abstención)

- - -





Agregar el siguiente artículo séptimo transitorio, nuevo:





“Artículo séptimo.- Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública. Existirá un Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública (en adelante también “el Consejo de Evaluación”), el que será presidido por el Subsecretario de Educación e integrado además por seis profesionales de reconocida experiencia en las áreas de políticas públicas, educación y administración municipal o del Estado.


Dichos profesionales deberán ser ajenos a la administración del Estado, salvo aquellos que ejerzan funciones docentes, debiendo reflejarse en la conformación del Consejo una adecuada diversidad de visiones y competencias. Serán designados por el Presidente de la República y su participación será ad honorem. 


La Subsecretaría de Educación prestará apoyo administrativo al Consejo y el Director de Educación Pública será su secretario ejecutivo, teniendo sólo derecho a voz. El Consejo determinará su forma de funcionamiento mediante acuerdo.


El Consejo de Evaluación tendrá como misión principal asesorar al Presidente de la República en la evaluación y análisis del proceso de instalación de los Servicios Locales. A fin de dar cumplimiento adecuado a esta tarea, entregará un informe anual de seguimiento de la puesta en marcha del Sistema de Educación Pública, debiendo presentar, en el año 2021, una evaluación intermedia de este proceso.


En el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá proponer al Presidente de la República, de manera fundada y con el voto favorable de la mayoría de sus miembros indicados en el inciso segundo de este artículo, modificaciones legales, reglamentarias o de otra índole, tales como la modificación del calendario de la segunda etapa de instalación de los Servicios Locales; la extensión del proceso por un nuevo período o la creación de nuevas etapas de instalación; la implementación de formas de administración o gestión del servicio educacional; la modificación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales; diferir, incluir o no considerar temporalmente a una o más comunas en el proceso de instalación; variar el número total de Servicios Locales; modificaciones de cualquier naturaleza en aquellos casos en que advierta problemas en la implementación del Sistema; y cualquier otra política pública, medida, procedimiento o mecanismo orientado a mejorar el Sistema Nacional de Educación Pública.


Para la elaboración de sus propuestas el Consejo solicitará información a los directores de Servicios Locales instalados y autoridades municipales y regionales, y consultará a representantes de profesores y asistentes de la educación, representantes estudiantiles del nivel escolar y académicos con experiencia en la materia, entre otros. De igual forma, podrá solicitar estudios e informes a las Subsecretarías de Educación y de Educación Parvularia, a la Agencia de Calidad de la Educación, Superintendencia de Educación y a otros órganos de la administración que estime pertinente. Con todo, los informes del Consejo deberán contener la opinión del Ministro de Hacienda respecto del impacto presupuestario de las propuestas.


El Consejo terminará su labor a más tardar el 1 de enero de 2025 o en el último año que se establezca en el calendario de instalación de los Servicios Locales.”.

(Indicación 218) bis, aprobada por mayoría 3x1x1 abstención)

- - -

Artículo séptimo





Pasa a ser artículo octavo, agregando el siguiente inciso segundo, nuevo:





“Con todo, en caso que el Servicio Local establecido en el numeral 1) del artículo sexto transitorio entre en funcionamiento antes del 31 de diciembre de 2017, se le traspasará el servicio educacional, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018. Si la entrada en funcionamiento de dicho Servicio Local se produce en una fecha posterior, se aplicará lo dispuesto en el inciso precedente.”.
(Indicación 218) ter, aprobada por mayoría 4x1 abstención).

Artículo octavo





Pasa a ser artículo noveno, agregando los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:





“El Servicio Local será el sucesor legal de la municipalidad, o la corporación municipal en su caso, en la calidad de sostenedor del establecimiento educacional traspasado.





Los inmuebles donde funcionaron establecimientos educacionales de administración municipal o administrados por corporaciones municipales, que al 31 de diciembre de 2014 hubieren perdido su reconocimiento oficial, dejarán de estar afectos al servicio educacional y pasarán a ser de libre disponibilidad por parte de la municipalidad o corporación municipal respectiva; siempre que estas hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición, y sólo una vez que se haya efectuado el traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local según lo establecido en estas disposiciones transitorias.”.

(Indicaciones 220) aprobada por mayoría 3x1x1 abstención, y 220) bis, aprobada por mayoría 3x2))

- - -





Intercalar el siguiente artículo décimo, nuevo:


“Artículo décimo.- Postergación del traspaso del servicio educacional. Una municipalidad o corporación municipal podrá solicitar al Ministerio de Educación que el servicio educacional de su comuna no sea traspasado al Servicio Local respectivo en los plazos que le correspondieren en virtud de los artículos anteriores, siempre que cumpla con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que al momento de la solicitud, a lo menos el 60% del total de establecimientos a su cargo presente niveles educativos ordenados como de desempeño alto o medio alto, según la ordenación realizada por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley N° 20.529. Para estos efectos se considerarán las ordenaciones correspondientes al último año disponible.


b) Que la evolución del total de la matrícula en los establecimientos que administra, durante los seis años previos al momento de la solicitud, ubique a la respectiva municipalidad o corporación municipal dentro del 30% de mejor desempeño a nivel nacional para dicho índice. 


Para estos efectos se entenderá por “total de la matrícula” aquella comprendida entre el primer año de educación básica y el cuarto año de educación media regular, incluyendo las diversas formaciones diferenciadas y modalidades de enseñanza. Asimismo, para establecer esta evolución se deberá considerar el efecto demográfico referido a la evolución de la población entre 6 y 18 años de las comunas del país para el mismo periodo.


c) Que durante los 24 meses previos a la solicitud, no haya registrado obligaciones previsionales impagas respecto de los profesionales de la educación, asistentes de la educación o personal de apoyo y administración educacional de su dependencia, por un monto superior a las 400 unidades de fomento calculadas a la fecha en que se presente la solicitud.


d) Que al momento de la solicitud, la deuda de la municipalidad o corporación municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, según lo establecido en el artículo trigésimo transitorio, no supere el 5% de sus ingresos anuales por concepto de subvenciones escolares y aportes del Estado para el mismo año, descontados los aportes de capital. Para estos efectos no se considerará la deuda ocasionada por los anticipos de subvención realizados para financiar planes de retiro de funcionarios.


El municipio o corporación municipal deberá presentar su solicitud durante el mes de enero del año en que entrará en funcionamiento el Servicio Local con competencia sobre la comuna respectiva. El Ministerio de Educación tendrá un plazo de 60 días para verificar el cumplimiento de los requisitos y acoger la solicitud si fuera procedente.


El Ministerio de Educación deberá evaluar anualmente, a más tardar en marzo de cada año, si las municipalidades o corporaciones municipales autorizadas mantienen el cumplimiento de los requisitos establecidos en los literales de este artículo. De no ser así, el traspaso del servicio educacional que prestan se ajustará a lo establecido en el calendario de instalación definido por el Presidente de la República; y en caso de encontrarse ya en funcionamiento el respectivo Servicio Local con competencia sobre la comuna, se deberá proceder al traspaso del servicio educacional, según las normas establecidas en estas disposiciones transitorias. 


Un reglamento del Ministerio de Educación suscrito por el Ministro de Hacienda especificará los requisitos indicados en los literales de este artículo y la forma e instrumentos para su evaluación, y el procedimiento de solicitud y aprobación del requerimiento de la municipalidad o corporación municipal.”.

(Indicación 220) ter, aprobada por mayoría 3x2).

- - -

Artículo noveno





Pasa a ser artículo décimo primero, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero





- Agregar después de la palabra “Bienes” la palabra “inmuebles”.

(inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobado 5x0)





- Eliminar la frase “, así como aquellos que se encuentren en receso o autorizados sin matrícula,” e incorporar lo siguiente:





“Estos inmuebles serán traspasados al respectivo Servicio Local de la siguiente manera:





1) Los inmuebles de propiedad de una municipalidad o de otro órgano de la Administración del Estado serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Se comprenderán en esta letra, los inmuebles que pertenecen a una municipalidad y fueron entregados en comodato a la respectiva corporación municipal o a personas jurídicas de derecho privado que no persigan fines de lucro. 





2) Los inmuebles que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tal como una corporación municipal, que hayan sido adquiridos o traspasados a este último para el solo efecto de prestar el servicio educacional, serán traspasados al Servicio Local que corresponda.





3) Los inmuebles que no correspondan a alguna de las categorías anteriores y que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tales como corporaciones municipales, serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Con todo, si dichas corporaciones demuestran que un determinado inmueble se encuentra en esta categoría, podrán optar por entregarlo en comodato al Servicio Local. Éste deberá ser celebrado antes de que se verifique el traspaso del servicio educacional, según lo establecido en el artículo octavo transitorio, y tendrá una duración de, al menos, 30 años. Asimismo, deberá dar cumplimiento, respecto del derecho de uso entregado en virtud del comodato, a todos los trámites establecidos para los inmuebles en estas disposiciones transitorias.”.





- Suprimir los incisos segundo, tercero y cuarto. 

(Indicación 220) quáter, aprobada por mayoría 3x2).

- - -





Intercalar el siguiente artículo décimo segundo, nuevo:


“Artículo décimo segundo - Bienes muebles afectos al servicio educacional. Se entenderán afectos a la prestación del servicio educacional los bienes muebles que, perteneciendo a los órganos señalados en el artículo precedente, se encuentren en alguno de los siguientes casos:


a) Bienes muebles que guarnecen los inmuebles señalados en el inciso primero del artículo anterior.


b) Bienes muebles no comprendidos en la letra anterior que resultan necesarios para la prestación del servicio educacional de conformidad a la ley.


c) Bienes muebles que hayan sido adquiridos con transferencias de recursos fiscales, para la prestación del servicio educacional.


Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta el traspaso del servicio educacional, dichos órganos de la Administración del Estado, así como los órganos que dependan de éstos, destinarán los bienes señalados en este artículo y en el artículo precedente exclusivamente a la prestación del servicio educacional, no pudiendo, en todo o en parte, destinarlos a una finalidad distinta.


Los bienes señalados en el presente artículo y en el artículo precedente se traspasarán, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Local con competencia en la comuna en el cual se encuentren emplazados, en la forma y oportunidad señalada en el artículo noveno transitorio.”.
(Indicación 221) quáter, aprobada por mayoría 3x2).

Artículo décimo





Pasa a ser artículo décimo tercero, con las siguientes enmiendas:





- Sustituir las expresiones numéricas “noveno” y “decimoséptimo” por “undécimo” y “vigésimo primero”.
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)





- Reemplazar la frase “inciso tercero del artículo 8° del decreto ley Nº 2.695” por “decreto ley Nº 2.695, en todo aquello que sea pertinente”.

(Indicación 221) ter, aprobada por unanimidad 5x0).

Artículo undécimo





Pasan a ser artículos décimo cuarto, sustituyendo las expresiones numéricas “noveno” y “decimoséptimo” por “undécimo” y “vigésimo primero”.
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo duodécimo





Pasa a ser artículos décimo quinto, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo decimotercero





Pasa a ser artículo décimo sexto, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo decimocuarto




Pasa a ser artículo décimo séptimo, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

- - -





Incorporar el siguiente párrafo 4°, nuevo:

“Párrafo 4º.- Del traspaso de establecimientos de educación parvularia.





Artículo décimo octavo.- Traspaso de establecimientos de educación parvularia. Se entenderán incluidos en el traspaso señalado en el párrafo 2º de estas disposiciones transitorias, los establecimientos de educación parvularia administrados por municipalidades o corporaciones municipales que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, en la misma forma y oportunidad señalada en dicho párrafo. A dichos establecimientos no les será exigible contar con el reconocimiento oficial del Estado, mientras esté pendiente aún el plazo para obtenerlo de conformidad con lo dispuesto por el artículo décimo quinto transitorio de la ley Nº 20.529.





Sin perjuicio de lo anterior, se excluirán del traspaso de bienes regulado en el párrafo 3º de estas disposiciones transitorias aquellos inmuebles en los cuales se emplacen los establecimientos de educación parvularia y que no estén destinados exclusivamente a la prestación del servicio educacional, así como los bienes muebles destinados a su funcionamiento. Respecto de estos últimos, sólo se traspasarán al Servicio Local aquellos bienes muebles adquiridos mediante transferencias de recursos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles o a través de recursos fiscales.





La Junta Nacional de Jardines Infantiles, dentro de los ciento veinte días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, dictará una resolución en la cual se individualizarán los establecimientos de educación parvularia respecto de los cuales tenga convenio vigente de transferencia de fondos con municipalidades o corporaciones municipales, que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento a la fecha de la publicación de la ley. Además, dentro del mismo plazo, deberá remitir al Ministerio de Educación toda información relevante para el traspaso del servicio educacional, por cada establecimiento educacional, tal como matrícula, transferencias corrientes y de capital, documentos en que consten supervisiones que hayan sido realizadas, estado de avance del cumplimiento de los requisitos para la obtención del reconocimiento oficial del Estado, entre otras. Asimismo, los Servicios Locales podrán celebrar convenios de colaboración con la Junta Nacional de Jardines Infantiles destinados a brindar asistencia técnica en la implementación del nivel parvulario.”.
(Indicación 222) bis, aprobada por mayoría 3x2).

Párrafo 4°





Pasa a ser Párrafo 5°, con su misma denominación.

Artículo decimoquinto





Pasa a ser artículo decimonoveno, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo decimosexto





Pasa a ser artículo vigésimo, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero





Agregar, en su inciso primero, luego de la frase “inmuebles que serán traspasados”, lo siguiente “, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio,”. 

(Indicación 223) bis, aprobada por mayoría 3x2).

Inciso segundo





Reemplazarlo por el siguiente:





“Para estos efectos, cada municipalidad deberá elaborar un registro actualizado de sus bienes inmuebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación, dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, y un registro actualizado de sus bienes muebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación dentro de los doce meses siguientes a dicha fecha. Asimismo, deberá oficiar a dicho Ministerio cualquier hecho relevante relacionado con los bienes destinados a la prestación del servicio educacional que se encuentren en su comuna, de conformidad a lo que establezca el reglamento.”.

(Indicación 224), aprobada por mayoría 3x2).

Artículo decimoséptimo 





Pasa a ser artículo vigésimo primero, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero





Intercalar, luego de la frase “entrada en funcionamiento del Servicio Local al cual deban traspasar el servicio educacional.”, lo siguiente “En el caso del Servicio Local individualizado en el numeral 1) del artículo sexto transitorio, las municipalidades cuyo servicio se traspase el año 2018 deberán remitir esta información en el plazo de un mes desde la fecha de publicación de la presente ley.”.

(Indicación 225), aprobada por mayoría 3x2).

Literal b)


Reemplazar la frase “de conformidad al párrafo 3º” por la frase “, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio, de conformidad a los párrafos 3° y 4º”, y agregar la siguiente oración final: “Este inventario deberá llevar la firma del director del respectivo establecimiento educacional.”.
(Indicación 226), aprobada por mayoría 3x2).

- - -





Incorporar la siguiente letra d), nueva:





“d) Un catastro de los servicios prestados dentro de la comuna, por los establecimientos educacionales o a través de estos, o dirigidos a los propios establecimientos, y dentro de las cuales se encuentre toda iniciativa y programa, de cualquier índole, que esté siendo implementada por la municipalidad o corporación municipal, según corresponda.”.

(Indicación 227), aprobada por mayoría 3x2).

- - -

Inciso tercero


Agregar, luego de su punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: 


“Las municipalidades correspondientes al Servicio Local señalado en el numeral 1) del artículo sexto transitorio se exceptuarán de la constitución de esta comisión.”.

(Indicaciones 228) bis, aprobada por mayoría 3x2).

Artículo decimoctavo 



Pasa a ser artículo vigésimo segundo, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Agregar, luego de la palara “traspaso.” la expresión “Al menos”; sustituir la expresión “y d)”, por “, d) y e)”; incorporar, luego de la frase “que le serán traspasados”, lo siguiente “o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio”, y agregar, luego del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: 


“En el caso del Servicio Local a que se refiere el numeral 1) del artículo sexto transitorio, el plazo para dictar dicha resolución será dos meses antes del traspaso del servicio educacional.”.

(Indicaciones 229), aprobada con enmiendas por mayoría 3x2 y 229) bis, aprobada por mayoría 3x2).

Inciso segundo




Reemplazar la expresión numérica “noveno” por “décimo primero" y décimo segundo".

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo decimonoveno




Eliminarlo.

(Indicaciones 231) y 232) aprobadas por unanimidad 5x0).

Artículo vigésimo



Pasa a ser artículo vigesimotercero, reemplazando en su inciso segundo  la expresión numérica “décimo octavo " por “vigésimo segundo". 

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Párrafo 5°




Pasa a ser Párrafo 6°, con la  misma denominación de su epígrafe.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo vigésimo primero



Pasa a ser artículo vigésimo cuarto, con las siguientes enmiendas:

Inciso segundo

Letra c)




Reemplazar la expresión numérica “vigésimo cuarto" por “vigésimo séptimo". 

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Letra d)



Sustituir las expresiones numéricas “vigésimo tercero" y “vigésimo cuarto" por “vigésimo sexto" y “vigésimo séptimo".
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo vigésimo segundo



Pasa a ser artículo vigésimo quinto, con las siguientes modificaciones:

- - -




Incorporar las siguientes letras c), d), e), f) y g) nuevas, ordenando el literal de las letras siguientes correlativamente:



"c) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de señalar las prestaciones y programas que implementa a través de los establecimientos educacionales, o dirigidos a estos establecimientos, indicando los servicios que continuará prestando una vez traspasado el servicio educacional.



d) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de la administración del servicio educacional, tales como, el pago de remuneraciones, pago de proveedores, entre otras.




e) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de trabajar colaborativamente con las municipalidades o corporaciones municipales pertenecientes al mismo Servicio Local, con el objeto de facilitar el traspaso del servicio educacional.



f) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de los inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales o de su uso, tales como, regularización según lo establecido en los artículos décimo tercero y décimo cuarto transitorios, realización de trámites ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, entrega de información acerca de su estado de conservación, permitir al Servicio Local visitarlos para su revisión, celebración e inscripción del contrato de comodato en el caso del numeral 3 del artículo undécimo transitorio, entre otras. 



g) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de planificar e implementar, en conjunto con el Ministerio de Educación, acciones y programas de formación y capacitación tendientes a fortalecer las capacidades del personal que se desempeña en el nivel de administración educacional municipal.

(Indicaciones 234 y 234 bis, aprobadas por mayoría 3x2)

- - -

Letra c)




Pasa a ser letra h), reemplazando la expresión numérica “vigésimo cuarto " por “vigésimo séptimo". 

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Letra e)




Pasa a ser letra j), sustituyendo la expresión numérica “vigésimo quinto " por “vigésimo séptimo". 

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Letra f)





Pasa a ser letra k), con las siguientes modificaciones:




- Reemplazar la expresión numérica “vigésimo tercero" y “vigésimo séptimo" por “vigésimo sexto” y “trigésimo”.
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)





- Agregar, antes del punto final, lo siguiente: “así como para la planificación e implementación de las acciones de formación y/o capacitación a que se refiere el literal g) de este artículo”. 

(indicación  234 bis, aprobada por mayoría 3x2)

- - -





Agregar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor: 





“Para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en el literal g) de este artículo, el Ministerio de Educación podrá requerir del apoyo del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y de la Subsecretaria de Desarrollo Regional, entre otros.”.

(Indicación  234) bis, aprobada por mayoría 3x2).

- - -

Artículo vigésimo tercero





Pasa a ser artículo vigésimo sexto, sin enmiendas.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo vigésimo cuarto




Pasa a ser artículo vigésimo séptimo, reemplazando las expresiones numéricas “vigésimo primero" por “vigésimo cuarto", y “vigésimo segundo" por “vigésimo quinto".
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo vigésimo quinto





Pasa a ser artículo vigésimo octavo, reemplazando la expresión numérica “vigésimo segundo " por “vigésimo quinto".

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo vigésimo sexto





Pasa a ser artículo vigésimo noveno, sustituyendo en su inciso primero y en las letras a) y b) de su inciso segundo, la expresión numérica “vigésimo segundo " por “vigésimo quinto".

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo vigésimo séptimo





Pasa a ser artículo trigésimo, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero





Reemplazar la expresión numérica “vigésimo segundo " por “vigésimo quinto".

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Inciso segundo





Reemplazar la frase “noventa días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.”, por la siguiente “ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Dicho informe deberá realizarse sobre la base de una auditoría externa al servicio educativo a cargo del respectivo municipio o corporación municipal.”.

(Indicación 237) bis aprobada por mayoría 3x2).

Inciso tercero





Sustituirlo por el siguiente:





“Uno o más decretos del Ministerio de Educación, que deberán ser firmados por el Ministro de Hacienda, fijarán el monto al que asciende la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, que será considerada para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo vigésimo quinto transitorio y la de cada municipio en particular. Estos decretos deberán ser expedidos dentro del plazo de doce meses desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.

(Indicaciones 238) aprobada por unanimidad 5x0).

Artículo vigésimo octavo





Pasa a ser artículo trigésimo primero, sustituyendo en su inciso primero la expresión “20.652 y 20.822” por “20.652, 20.822 y 20.964”.

(Indicación 239) aprobada por mayoría 3x2).

Artículo vigésimo noveno





Pasa a ser artículo trigésimo segundo, sustituyendo en su inciso primero las expresiones numéricas “vigésimo segundo" y “vigésimo sexto” por “vigésimo quinto" y “vigésimo noveno”; en su inciso segundo, la expresión numérica “vigésimo sexto " por “vigésimo noveno ", y en el literal a) del inciso cuarto, “vigésimo tercero" y “vigésimo sexto”. 

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

- - -





A continuación, incorporar los siguientes artículos trigésimo tercero y trigésimo cuarto, nuevos:


“Artículo trigésimo tercero.- Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa. El Ministerio de Educación, dentro de los 10 días hábiles siguientes al traspaso del servicio educacional, solicitará a las municipalidades o corporaciones municipales respectivas que acrediten haber ejecutado todas las obligaciones generadas de acuerdo a la etapa de cumplimiento de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248, que Establece Subvención Escolar Preferencial, así como el hecho de haber destinado la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos a las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo según establece el artículo 6, letra e), de dicha ley, con el fin de poner término a dichos convenios. 


En caso de que tales recursos no hubiesen sido destinados a la finalidad señalada, deberán ser restituidos, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda. 


Desde que se produzca el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo octavo transitorio, el Ministerio de Educación procederá a celebrar nuevos convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa con los Servicios Locales de Educación. Para estos efectos no regirá el plazo dispuesto en el artículo 12 de la ley Nº 20.248.


Las municipalidades o corporaciones municipales, que hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición según lo establecido en estas disposiciones transitorias, no requerirán acreditar el cumplimiento de las obligaciones indicadas en el inciso primero de este artículo respecto de aquellos recursos que les fueron transferidos antes del 31 de diciembre de 2016 en el marco de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248.”.

(Indicación 240) quinquies aprobada por mayoría 3x2 abstenciones).


Artículo trigésimo cuarto.- Informe financiero del servicio educativo municipal previo al traspaso. Cada municipio o corporación municipal deberá entregar al Ministerio de Educación un informe completo y actualizado a la fecha de su entrega sobre el estado financiero del servicio educativo a su cargo, en un plazo no superior a ciento ochenta días previo al traspaso del servicio educacional, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo trigésimo transitorio de la presente ley. Las municipalidades que traspasen el servicio educacional el año 2018 deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo dentro del plazo de 60 días previo al traspaso de dicho servicio. 


Este informe deberá contener: 


i) El resultado de una auditoría externa realizada por una institución registrada para tales efectos en la Superintendencia de Valores y Seguros, de conformidad al Título XXVIII de la ley N° 18.045.  Los recursos para estos efectos deberán estar contemplados en el respectivo convenio de ejecución, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio. 


ii) El estado de pago de las obligaciones descritas en los literales a) y b) del artículo trigésimo transitorio, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones. 


iii) El estado de pago de las remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o se hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales, y al personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en la gestión educacional de las corporaciones municipales según corresponda.


iv) El estado de pago de las obligaciones descritas en el literal c) del artículo trigésimo transitorio de la presente ley, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones.


La información a que se refiere el inciso anterior deberá encontrarse actualizada a la fecha en que se remita al Ministerio de Educación.


En caso que el informe dé cuenta de la existencia de saldos impagos respecto de las obligaciones señaladas en los puntos ii) y iii) precedentes, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de Presupuestos, podrá pagar directamente a las instituciones o a las personas que corresponda.


Los recursos fiscales que se utilicen para el pago de las deudas  referidas en el inciso precedente podrán ser descontados de los montos que a la municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el Fondo Común Municipal, establecido en el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, en el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados pagos. La Dirección de Presupuestos deberá determinar los recursos que se descontarán por este concepto y lo informará a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y al Servicio de Tesorerías para que éste proceda al descuento, durante el plazo de un año y en el número de cuotas que dicho Servicio determine.


Para todos los efectos, este informe se entenderá comprendido dentro de la rendición del convenio de ejecución correspondiente, suscrito entre el municipio o corporación municipal respectiva y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley.”.

(Indicación 240) sexies aprobada por mayoría 4x1).

Párrafo 6°





Pasa a ser párrafo 7°, sin enmiendas en la denominación de su epígrafe.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo trigésimo





Eliminarlo.

(Indicación 240) septies aprobada por mayoría 3x2).

Artículo trigésimo primero





Pasa a ser artículo trigésimo quinto, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero





Agregar, luego de la frase “y apoyará la instalación de dichos servicios, especialmente en lo que se refiere”, lo siguiente: “a la conformación del Comité Directivo Local respectivo,”.

(Indicación 241) aprobada por mayoría 3x2 abstenciones).
Inciso segundo



Añadir, luego del punto final que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “asimismo, dar apoyo administrativo y operativo, tanto a esa Dirección, como a los Servicios Locales.”.

(Indicación 241) bis aprobada por mayoría 3x2).
Párrafo 7°





Pasa a ser párrafo 8°, sin enmiendas en la denominación de su epígrafe.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo trigésimo segundo





Pasa a ser artículo trigésimo sexto, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Número 1.





Sustituir en el párrafo tercero, el punto aparte (.) que sigue a la palabra "intermedio", por una coma (,) y agregar la siguiente frase final: "con exclusión del personal dependiente de la junta Nacional de Jardines Infantiles".
(Indicación 241) ter aprobada por unanimidad 5x0).
Número 2.





Intercalar, a continuación de la frase “la fecha de entrada en”, lo siguiente: “funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, de la entrada en”.

(Indicación 241) quáter aprobada por mayoría 3x2).
Artículo trigésimo tercero





Pasa a ser artículo trigésimo séptimo, con la siguiente enmienda:

Inciso primero

Número 3.





Agregar, después del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la frase: "con excepción de los bienes pertenecientes a la junta Nacional de Jardines Infantiles."

(Indicación 245) bis aprobada por unanimidad 5x0).
Artículos trigésimo cuarto 





Pasa a ser artículo trigésimo octavo, sustituyendo en su inciso final el guarismo “29” por “47”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo trigésimo quinto 





Pasa a ser artículo trigésimo noveno, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo trigésimo sexto





Pasa a ser artículo cuadragésimo, reemplazado por el siguiente:


“Artículo cuadragésimo.- Nombramientos anticipados. A contar de la publicación de la presente ley, el Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N°19.882, podrá nombrar al primer Director de Educación Pública y a los Directores Ejecutivos correspondientes a los Servicios Locales de Educación señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, quienes asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882, para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.


El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de los servicios públicos antedichos, también podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882.


Los funcionarios indicados en los incisos anteriores, deberán cumplir con los requisitos legales exigidos para desempeñar los cargos en que serán nombrados y, en particular, deberán estar en posesión de un título de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocidos por éste y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años, y su perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.


La persona nombrada en conformidad a lo señalado en los incisos primero y segundo podrá postular al correspondiente proceso de selección que se convoque. En este caso, no podrá considerarse como circunstancia de mérito el desempeño del cargo que sirve, en virtud de los incisos antes referidos.


En el acto de nombramiento, el Presidente de la República fijará la remuneración y el grado de la Escala Única de Sueldos, incluida la asignación de alta dirección pública, que le corresponderá a los funcionarios que se nombren de conformidad a este artículo, siempre que no se encuentren vigentes las respectivas plantas de personal.


Mientras no entren en funcionamiento la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, las remuneraciones se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación. 


A los jefes de servicio antes señalados les corresponderá especialmente realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de las instituciones antedichas.”.

(Indicación 247) bis aprobada por mayoría 3x2).
Artículos trigésimo séptimo a cuadragésimo primero 


Pasan a ser artículo cuadragésimo primero a cuadragésimo quinto, respectivamente, sin enmiendas.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Párrafo 8°


Pasa a ser párrafo 9°, con la misma denominación de su epígrafe.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo cuadragésimo segundo



Pasa a ser artículo cuadragésimo sexto, reemplazado por el siguiente:


“Artículo cuadragésimo sexto.- Instrumentos de gestión. Los convenios de gestión educacional celebrados entre directores ejecutivos de los Servicios Locales y el Ministro de Educación, antes del traspaso de la totalidad de los establecimientos educacionales señalados en el artículo noveno transitorio ubicados en el territorio de su competencia, contendrán, además de los elementos señalados en el artículo 39 de la presente ley, los objetivos, metas e indicadores específicos relativos al inicio de funciones del respectivo servicio, la oportuna realización de los concursos referidos en esta ley, y otras acciones para el adecuado traspaso de los establecimientos educacionales que en cada caso corresponda. Asimismo, estos Directores Ejecutivos tendrán el plazo de ocho meses desde el traspaso del servicio educacional para sancionar el Plan Estratégico Local respetivo. 


En el caso de los Directores Ejecutivos nombrados de acuerdo al artículo cuadragésimo transitorio, firmarán un convenio de gestión educacional que durará el tiempo que se encuentren en el cargo; no tendrán que desarrollar un Plan Estratégico Local para dicho período y su propuesta de Plan Anual deberá ser enviada al Ministerio de Educación, para que realice recomendaciones. 


En todos los casos, el primer Plan Anual de cada servicio deberá considerar las metas y objetivos establecidos en el convenio de gestión educacional respectivo, así como acciones para una adecuada instalación y prestación del servicio educativo.”.
(Indicación 253) aprobada por mayoría 3x2).
Artículo cuadragésimo tercero 





Pasa a ser artículo cuadragésimo séptimo, reemplazando en su inciso primero la expresión numérica “31” por “50”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)


Seguidamente, incorporar el siguiente artículo cuadragésimo octavo, nuevo:


“Artículo cuadragésimo octavo.- Inicio de funciones del Comité Directivo Local. Será obligación de la Dirección de Educación Pública asegurar la constitución de cada Comité Directivo Local, para efectos de que participen del nombramiento del primer Director Ejecutivo de cada Servicio Local de Educación Pública, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21 y 30 de la presente ley.”.

(Indicación 255) aprobada por mayoría 3x2).
- - -

Artículo cuadragésimo cuarto 





Pasa a ser artículo cuadragésimo noveno, reemplazando en su inciso primero la frase “antes del 31 de enero del año 2017” por “durante el segundo semestre de 2017”.
(Indicación 255) bis aprobada por unanimidad 5x0).
Artículo cuadragésimo quinto 



Pasa a ser artículo quincuagésimo, en sus mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

- - -


Añadir, en seguida, el siguiente artículo quincuagésimo primero:


“Artículo quincuagésimo primero.- El artículo 31 de la ley Nº 20.529 no le será aplicable a los establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la fecha del traspaso del respectivo servicio educacional.”.

(Indicación 256) aprobada por mayoría 3x2).

- - -

Artículo cuadragésimo sexto 



Pasa a ser artículo quincuagésimo segundo, sin modificaciones.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

Artículo cuadragésimo séptimo





Eliminarlo.

(Indicación 257) aprobada por mayoría 3x2).

Artículo cuadragésimo octavo 





Suprimirlo.

(Indicación 258) aprobada por unanimidad 5x0).

- - -


Agregar el siguiente artículo quincuagésimo tercero:


“Artículo quincuagésimo tercero.- Distribución de recursos a las municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales. Durante el período que media entre la entrada en vigencia de esta ley y el traspaso del servicio educacional a los respectivos Servicios Locales, la asignación de los recursos establecidos en el artículo 22 de la presente ley, considerará, además de los Servicios Locales, a las municipalidades y corporaciones municipales que no hayan traspasado aún dicho servicio. Esta asignación se realizará en base a principios de transparencia, pertinencia, no discriminación arbitraria y equidad, y de conformidad a los criterios y procedimientos establecidos en dicho artículo y su reglamentación.”.

(Indicación 259) bis aprobada por mayoría 3x2).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

Título preliminar

Disposiciones generales


Artículo 1.- Objeto de la ley. La presente ley crea el Sistema de Educación Pública (en adelante también el “Sistema”), establece las instituciones que lo componen y regula su funcionamiento.


Artículo 2.- Fines de la Educación Pública. La educación pública está orientada al pleno desarrollo de los estudiantes, de acuerdo a sus necesidades y características. Procura una formación integral de las personas, velando por su desarrollo espiritual, social, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, entre otros, y estimulando el desarrollo de la creatividad, la capacidad crítica, la participación ciudadana y los valores democráticos.





Artículo 3.- Objeto del Sistema de Educación Pública. El Sistema tiene por objeto que el Estado provea, a través de los establecimientos educacionales de su propiedad y administración, que formen parte de los Servicios Locales de Educación Pública que son creados en la presente ley, una educación pública, gratuita y de calidad, laica, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y pluralista, que promueva la inclusión social y cultural, la equidad, la tolerancia, el respeto a la diversidad y la libertad, considerando las particularidades locales y regionales, garantizando el ejercicio del derecho a la educación de conformidad a lo dispuesto en la Constitución Política de la República, en todo el territorio nacional.





El Sistema velará por el respeto a las particularidades de cada nivel y modalidades educativas, considerando la integralidad, pluralidad y el apoyo constante a los estudiantes. En particular, deberá considerar las características propias de los establecimientos que imparten el nivel parvulario y de la educación especial o diferencial.





Artículo 4.- Integrantes del Sistema. Son integrantes del Sistema los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, con sus distintos niveles y modalidades educativas; los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante, también, “Servicios Locales”), y el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en los Títulos II, III y IV, respectivamente.





Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema. Están conformados por sus respectivas comunidades educativas, integradas por estudiantes, madres, padres, apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y por sus respectivos equipos docentes directivos. Dichos establecimientos contarán con autonomía para la definición y desarrollo de sus proyectos educativos, de acuerdo a la identidad y características propias de sus comunidades, de conformidad a la normativa vigente. 





En este marco, corresponderá a los profesionales de la educación ejercer un rol fundamental para la consecución del objeto del Sistema y para la materialización de los principios que lo guían, establecidos en el artículo siguiente, desarrollando estrategias y metodologías con creatividad y autonomía, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del inciso cuarto del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1997.


Artículo 5.- Principios del Sistema. El Sistema y sus integrantes se regirán por los principios señalados en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, y por los principios que se establecen a continuación:


a) Calidad integral. El Sistema se orientará hacia la provisión de una educación de calidad que permita a los estudiantes acceder a oportunidades de aprendizaje para un desarrollo integral, llevar adelante sus proyectos de vida y participar activamente en el desarrollo social, político, cultural y económico del país. Para ello, el Sistema promoverá el desarrollo de los estudiantes en sus distintas dimensiones, incluyendo la espiritual, ético, moral, cognitiva, afectiva, artística y el desarrollo físico, entre otras, así como las condiciones para implementar y evaluar el cumplimiento del currículum, y las necesidades y adaptaciones que la comunidad educativa convenga, en lo pertinente.


El Sistema velará por que el proceso educativo que se desarrolle en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales provea a los estudiantes las oportunidades de recibir una educación de calidad, mediante actividades curriculares y extracurriculares, así como a través de la promoción de una buena convivencia escolar que prepare a los estudiantes para la vida en sociedad.


b) Mejora continua de la calidad. El Sistema velará por el mejoramiento sostenido de los procesos educativos que se desarrollen en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, con el objeto de alcanzar una educación de calidad integral e inclusiva. Para ello, los integrantes del Sistema deberán propender siempre al logro de los objetivos generales definidos en la ley y al cumplimiento de los estándares y los otros indicadores de calidad educativa que les resulten aplicables según sus niveles y modalidades. 


El Sistema, en sus distintos niveles, deberá implementar las acciones necesarias para que todos los Servicios Locales y los establecimientos educacionales de su dependencia alcancen los niveles de calidad esperados para el conjunto del sistema educativo, en todos los niveles y modalidades educativas, y especialmente tratándose de la educación parvularia, estas acciones comprenderán el apoyo psicosocial y profesional en materias propias de dichos niveles y modalidades educativas.


c) Cobertura nacional y garantía de acceso. Con el objeto de resguardar el ejercicio del derecho a la educación reconocido por la Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, el Sistema asegurará la prestación del servicio educacional en todo el territorio nacional y el acceso de todas las personas, incluyendo especialmente a aquellas que tengan necesidades educativas especiales, de conformidad a la ley, a los distintos niveles educativos, considerando las formaciones diferenciadas que ellos incluyen, y las distintas modalidades educativas, velando además por la continuidad del servicio.


En ningún caso se podrá condicionar la incorporación o permanencia de los estudiantes en el sistema educativo a elementos ajenos al ámbito pedagógico, en los términos de la ley N° 20.845.


d) Desarrollo equitativo e igualdad de oportunidades. Los integrantes del Sistema deberán ejecutar medidas de acción positiva que, en el ámbito educacional, se orienten a evitar o compensar las consecuencias derivadas de las desigualdades de origen o condición de los estudiantes, velando particularmente por aquellos que requieran de apoyos especiales y una atención diferenciada, con el propósito de que puedan desarrollar al máximo sus potencialidades.


e) Colaboración y trabajo en red. El Sistema y sus integrantes basarán su funcionamiento en la colaboración, fomentando la cooperación permanente y sistemática entre las instituciones que lo componen, con el objeto de propender al pleno desarrollo de la educación pública. Para ello, deberán realizar un trabajo colaborativo y en red, basado en el desarrollo profesional, el intercambio de información, el acceso común a servicios e instalaciones, la generación de redes de aprendizaje entre los integrantes de las comunidades educativas, el fomento del trabajo conjunto de sus diversos profesionales y el intercambio de buenas prácticas pedagógicas y de gestión educativa, promoviendo el desarrollo de estrategias colectivas para responder a sus desafíos comunes.


Asimismo, los Servicios Locales propenderán a realizar un trabajo colaborativo con órganos pertenecientes a los sectores de salud, deporte, cultura, entre otros, y con sostenedores de la educación particular y particular subvencionada.


f) Proyectos educativos inclusivos, laicos y de formación ciudadana. El Sistema debe favorecer la expresión y valoración de las diferencias entre los estudiantes y sus particularidades. Para ello, deberá asegurar, a lo largo de toda la trayectoria educativa, un trato no discriminatorio, en términos sociales, étnicos, religiosos, políticos, de género o de cualquier otro tipo que atente contra la igualdad de derechos y de oportunidades

Para estos efectos, el Sistema deberá asegurar especialmente el respeto por la libertad de conciencia, garantizando un espacio de convivencia abierto a todos los cultos y creencias religiosas, fomentar la convivencia democrática y el ejercicio de una ciudadanía crítica y responsable, promover el cuidado y respeto por el medio ambiente y el conocimiento, comprensión y compromiso de los estudiantes con los derechos humanos.


g) Pertinencia local, diversidad de los proyectos educativos y participación de la comunidad. El Sistema deberá contar con proyectos educativos diversos y pertinentes a la identidad, necesidades e intereses de la comunidad, respetando siempre los derechos humanos y la convivencia democrática. 


En la formulación y desarrollo de los proyectos educativos de los establecimientos educacionales se deberá garantizar y promover la participación de las comunidades educativas, asegurando el derecho a la información, organización y expresión de sus opiniones en los asuntos que les afectan, de conformidad a la legislación vigente.


h) Formación ciudadana y valores republicanos. El Sistema promoverá en los estudiantes la comprensión del concepto de ciudadanía y los derechos y deberes asociados a ella, entendidos éstos en el marco de una república democrática, con el propósito de formar una ciudadanía activa en el ejercicio y cumplimiento de estos derechos y deberes. En particular, propenderá a difundir los valores republicanos, entendiéndose por tales aquellos propios de la práctica constante de una sociedad democrática, laica y pluralista, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de la República y en tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile.


i) Integración con el entorno y la comunidad. El Sistema se encargará de promover el desarrollo de conocimientos, habilidades y valores que permitan a las personas y comunidades contribuir a asegurar, desde sus propias identidades, su supervivencia y bienestar, a través de una relación creativa y constructiva con sus respectivos entornos, reconociendo la interculturalidad, según lo establecido en el artículo 3, letra m), del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación. Para ello, los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales deberán propender a formar personas conscientes de su individualidad, y de pertenecer a una comunidad y a un entorno, promoviendo una cultura de paz, justicia y solidaridad, participativa y democrática, comprometida con la conservación del medio ambiente.





Artículo 6.- Estrategia Nacional de Educación Pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública, oyendo a las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, y previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública (en adelante también “la Estrategia”). La Estrategia tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales integrantes del Sistema, propendiendo al pleno desarrollo de ésta. Será establecida por medio de un decreto supremo y tendrá una duración de ocho años, pudiendo modificarse luego de una evaluación a la mitad de dicho periodo o cuando por razones fundadas, debidamente calificadas, así se determine.





La Estrategia deberá considerar objetivos, metas y acciones en áreas tales como: cobertura y retención de estudiantes en el Sistema, convivencia escolar, apoyos para el aprendizaje, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, implementación curricular, colaboración y articulación de los sectores y niveles educacionales entre sí, todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos.





El Ministerio de Educación, cada dos años, remitirá un informe sobre el estado de avance la Estrategia a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, así como a los organismos del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Este informe será presentado ante las comisiones indicadas, que para tal efecto realizarán una sesión conjunta. En dicho informe se describirán las metas y las acciones de la Estrategia ejecutadas en el periodo y se evaluarán los avances y mejoras de cada Servicio Local. Dicho informe será remitido a los Comités Directivos Locales, a los Consejos Locales y a las Coordinaciones Regionales, establecidos en la presente ley, y estará a disposición de la ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.





En el marco de la elaboración de una nueva Estrategia, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación Pública, en el nivel que corresponda, deberán establecer un periodo de participación de las comunidades educativas, con el objeto de recabar su opinión y propuestas. Con el mismo fin, podrá considerar un proceso de consulta ciudadana, en los términos del artículo 73 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, dirigida a padres, madres, apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia, tales como decanos de las facultades de educación o expertos en el ámbito educacional. Asimismo, tendrá en consideración los informes señalados en el inciso precedente, así como las propuestas que realicen los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales, los Comités Directivos Locales, los Consejos Locales y las Coordinaciones Regionales.





Los integrantes del Sistema, en el marco de sus funciones y atribuciones, deberán orientar sus acciones al cumplimiento de la Estrategia.
Título II
De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública


Artículo 7.- De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, y en virtud de esto se orienta la acción de sus integrantes. Estarán conformados por su respectiva comunidad educativa, cuyo propósito compartido se expresa en el proyecto educativo institucional. Los establecimientos educacionales formarán parte de la red de cada Servicio Local.


El objeto de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales es proveer educación de calidad, que contribuya a la formación integral y a los aprendizajes de sus estudiantes en las distintas etapas de su vida, considerando sus necesidades y características, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, social, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de acuerdo a los principios del sistema educativo chileno, definidos en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, y a los objetivos y principios del Sistema de Educación Pública, definidos en la presente ley. Para el cumplimiento de su objeto, contarán con autonomía, de conformidad a lo establecido en la legislación.


Al Sistema de Educación Pública le corresponderá de modo preferencial el fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de los establecimientos educacionales, de sus comunidades educativas y sus proyectos educativos. En especial, le corresponderá fomentar, a través de los directores y equipos directivos de estos establecimientos, el trabajo profesional colaborativo entre los docentes, orientado a la mejora permanente de los procesos educativos y a la generación de competencias profesionales para proveer aprendizajes de calidad, de conformidad a lo establecido en la presente ley. Los Servicios Locales deberán contribuir a esta tarea, apoyando los procesos pedagógicos y la gestión administrativa de los establecimientos educacionales de su dependencia.

Artículo 8.- De los integrantes de la comunidad educativa de los establecimientos educacionales y su participación. Las comunidades educativas que conforman los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán integradas por estudiantes, padres, madres y apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y equipos docentes directivos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010. El órgano que reúne a los integrantes de la comunidad educativa es el Consejo Escolar, de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.979.


Los estudiantes podrán organizarse en Centros de Alumnos o de Estudiantes. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia, además de establecer instancias de participación en cuestiones de su interés, en el marco del proyecto educativo institucional.


Los padres, madres y apoderados podrán constituir Centros de Padres, Madres y Apoderados, los que colaborarán con los propósitos educativos del establecimiento y apoyarán el desarrollo y mejora de sus procesos educativos. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia.


Los profesionales de la educación ejercen la función docente, técnico pedagógica y docente directiva, cumpliendo un rol fundamental en la formación integral de los estudiantes y en el proceso educativo que se desarrolla en los establecimientos educacionales. En los establecimientos educacionales habrá Consejos de Profesores, los que estarán integrados por personal docente directivo, técnico-pedagógico y docente. Tendrán el carácter de organismos técnicos en los que se expresará la opinión profesional de sus integrantes.


Los asistentes de la educación desarrollan labores de apoyo a la función docente, favoreciendo el proceso de enseñanza y aprendizaje de los estudiantes y permitiendo la correcta prestación del servicio educacional, las que pueden ser de carácter profesional distinto a la docencia y técnicas, de administración de la educación, auxiliar y de servicios.


Los directores de los establecimientos educacionales serán los encargados de liderar el proyecto educativo institucional y de la dirección, administración, supervisión y coordinación de la educación, para su mejora continua.


La función de los equipos directivos es aquella de carácter profesional que apoya las funciones de los directores de los establecimientos, en especial, en lo referido a la organización escolar, el clima de convivencia y el fomento de la colaboración profesional para el logro del aprendizaje de los estudiantes. Se incluyen en esta función la Subdirección, Jefatura Técnica, Inspectoría General y otras de similar naturaleza.


Tanto los Servicios Locales como los directores de establecimientos deberán promover la participación de la comunidad educativa, especialmente a través de los Centros de Alumnos; Centros de Padres, Madres y Apoderados y de los Consejos Escolares.


Cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública realizará, una vez al año, una jornada de evaluación del Plan de Mejoramiento Educativo y del Reglamento Interno, convocada por su director, en la que participará la comunidad educativa respectiva y un representante del Servicio Local respectivo.


Los integrantes de la comunidad educativa organizarán instancias de participación y reflexión, cuando sea pertinente.


Artículo 9.- Funciones y atribuciones generales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. La función principal del director de un establecimiento educacional del Sistema es liderar y dirigir el proyecto educativo institucional y los procesos de mejora educativa, en particular, ejercer el liderazgo técnico pedagógico en el establecimiento a su cargo. Con dicho objeto, velará por el buen funcionamiento del establecimiento, propendiendo al desarrollo integral de los estudiantes y sus aprendizajes, de acuerdo a sus características y necesidades educativas. Asimismo, velará por el cumplimiento de los objetivos y metas correspondientes, establecidas en sus planes de mejoramiento educativo y demás instrumentos que establece la ley.

Artículo 10. Funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. A fin de llevar a cabo la función indicada en el artículo anterior, así como las funciones y atribuciones generales que se establecen para los directores de establecimientos en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, corresponderá especialmente a los directores de establecimientos educacionales del Sistema:


a) Dirigir y coordinar, en conjunto con su equipo directivo, el trabajo técnico pedagógico del establecimiento, en lo referido a la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.


b) Orientar el desarrollo profesional continuo de los docentes y asistentes de la educación. Para ello, deberán proponer al Director Ejecutivo respectivo la implementación de programas o instrumentos de desarrollo profesional de los docentes y otros integrantes del establecimiento educacional, sobre la base de las necesidades del establecimiento, su proyecto educativo institucional, su plan de mejoramiento educativo y los resultados entregados por el Sistema de Desarrollo Profesional Docente. 


c) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar y atender a las orientaciones del Plan Estratégico Local, consultando previamente al consejo escolar y al consejo de profesores respectivo, de acuerdo a la normativa vigente.  El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al proyecto educativo del establecimiento, fundadas en la normativa vigente o en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública. El director del establecimiento podrá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo. No obstante, deberá incorporarlas cuando el Director Ejecutivo cuente con el acuerdo del Comité Directivo Local. 


d) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el plan de mejoramiento educativo del establecimiento, consultando previamente al consejo escolar, de acuerdo a la normativa vigente y atendiendo a los objetivos y metas del Plan Estratégico Local respectivo. El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al plan presentado por el director, a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente, tomando en cuenta las especiales características de cada establecimiento educacional. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva. 


En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.

e) Velar, en conjunto con su equipo directivo, por la ejecución del Reglamento Interno y el Plan de Convivencia Escolar, que deberá ser evaluado por el Consejo Escolar, de conformidad con la legislación vigente.


f) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de su organización en centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza y mejora continua del establecimiento educacional.


g) Fomentar la integración del establecimiento bajo su dirección en la red de establecimientos que corresponda al territorio del Servicio local, con el objeto de mejorar la calidad del proceso educativo, de acuerdo a lo establecido en la letra e) del artículo 5°. En particular, participar en las Conferencias de Directores del Servicio, según lo establece la presente ley. 


h) Promover la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local.


i) Proponer al Director Ejecutivo los perfiles profesionales y de cargos titulares para docentes y participar en la selección de los docentes y asistentes de la educación, de acuerdo a la normativa vigente.


j) Decidir la contratación del personal docente que se incorpore al establecimiento, a partir de una terna propuesta por la comisión calificadora correspondiente, establecida en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Educación, de 1996. 


k) Administrar los recursos que le sean delegados en virtud del artículo 21 de la ley N° 19.410, pudiendo adoptar medidas para la conservación y ejecución de las reparaciones necesarias del edificio o construcciones en que funciona el establecimiento educacional, con cargo a estos recursos, excluidas cualquier transformación o ampliación del edificio, construcciones e instalaciones, de conformidad a la normativa vigente.


l) Rendir cuenta anual de su gestión en audiencia pública al Director Ejecutivo respectivo o su representante, al Consejo Escolar y a la comunidad educativa del establecimiento. Esta rendición anual estará contenida en un informe y comprenderá todas las obligaciones de rendición de cuenta que deba realizar el director del establecimiento educacional, en la forma prevista por la normativa vigente. El Servicio Local prestará asistencia técnica a los equipos directivos para la elaboración de dicha rendición de cuenta, de conformidad a lo establecido en el artículo 25.


m) Colaborar con Servicio Local en la implementación de acciones tendientes a asegurar la trayectoria educativa de los estudiantes y a favorecer la retención y el reingreso escolar para los estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.


Artículo 11.- Conferencia de Directores y Directoras de Escuelas, Jardines y Liceos. Cada Director Ejecutivo convocará, al menos una vez al año, a una Conferencia a todos los directores de los establecimientos educacionales y los profesores encargados de escuelas rurales, que dependan del Servicio Local. 


Esta Conferencia tendrá un carácter consultivo y su objeto será analizar, en conjunto con el Director Ejecutivo, el estado de avance del Plan Estratégico Local definido en el artículo 45, proponer mejoras para el diseño y la prestación del apoyo técnico-pedagógico que el Servicio entrega a los establecimientos de conformidad con lo señalado en el literal d) del artículo 22, y, analizar toda otra materia de interés para el cumplimiento del objeto del Servicio, que sea propuesta por el Director Ejecutivo. Un informe de síntesis con las principales conclusiones y propuestas de la Conferencia deberá ser remitido a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo y al Consejo Local respectivo, para su conocimiento.


Artículo 12.- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito. El consejo deberá sesionar, a lo menos, una vez al mes.


Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:


a) Dar su opinión sobre la propuesta de reglamento de evaluación y promoción de los alumnos del establecimiento, sugerida por el equipo directivo.


b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.


c) Emitir su opinión respecto de la aplicación de medidas disciplinarias, de conformidad al reglamento de convivencia escolar y a la normativa vigente, especialmente lo dispuesto en el literal d) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.


d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.


e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.


f) Elaborar propuestas al director del establecimiento para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.


g) Dar su opinión sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.


h) Ser informado de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.


i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.”.


Artículo 13.- Consejo Escolar de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. En cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública deberá existir un Consejo Escolar o un Consejo de Educación Parvularia, según corresponda, en los términos establecidos en la ley Nº 19.979. 


En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación, los Consejos Escolares tendrán facultades resolutivas en lo relativo a: 


a) El calendario detallado de la programación anual y las actividades extracurriculares o extraprogramáticas, incluyendo las características específicas de éstas.


b) Aprobar el reglamento interno y sus modificaciones.


Artículo 14.- Del trabajo en red. Los Servicios Locales fomentarán el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. El principal objetivo del trabajo en red es el fortalecimiento de los procesos pedagógicos de los establecimientos educacionales que las integran, así como la mejora continua de la calidad integral de la educación que ellos imparten, en consideración con los objetivos y metas presentes en los respectivos Planes de Mejoramiento Educativo de cada establecimiento educacional, así como en el Plan Estratégico Local establecido en el artículo 45. 


Asimismo, los Servicios Locales promoverán y facilitarán la coordinación y realización conjunta de actividades educativas curriculares y extracurriculares entre dos o más establecimientos de su dependencia, las cuales podrán considerar integrantes de comunidades educativas no dependientes del Servicio Local.


En particular, cada Servicio Local, por sí o en coordinación con otros Servicios Locales de la región, cuando corresponda, deberá asegurar la integración de sus establecimientos de educación media que impartan formación diferenciada técnico profesional a una o más redes de establecimientos del mismo tipo, y coordinarse con instituciones de educación superior.


Artículo 15.- Proyecto educativo institucional y plan de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales pertenecientes al Sistema de Educación Pública deberán contar con un proyecto educativo institucional, el que deberá ser concordante con el objeto y principios del Sistema de Educación Pública, consagrados en los artículos 3 y 5, respectivamente. Este instrumento deberá reconocer la identidad y características de los estudiantes y de la comunidad educativa respectiva y orientar el desarrollo de los diferentes planes y acciones que se lleven a cabo en el establecimiento.


Asimismo, estos establecimientos contarán con un Plan de Mejoramiento Educativo, el que será un instrumento de planificación estratégica que orientará el mejoramiento de sus procesos pedagógicos e institucionales. Este plan contendrá, en un solo instrumento, una planificación a 4 años, que se implementará a través de orientaciones y acciones de carácter anual, incluyendo metas de gestión institucional, de acuerdo a lo establecido en las leyes números 20.248 y N° 20.529, y a las políticas que al efecto elabore el Ministerio de Educación. A través de este plan deberá fomentarse, entre otros, el trabajo profesional colaborativo de los docentes y una sana convivencia de la comunidad educativa, favoreciendo la formación integral de los estudiantes y la generación de aprendizajes de calidad. 


Los planes de mejoramiento educativo a que se refieren las leyes números 20.248 y 20.529 se considerarán comprendidos en el Plan de Mejoramiento establecido en la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones y requisitos que dichas leyes establecen para dichos instrumentos.


Los directores de establecimientos educacionales y sus equipos directivos, con el objeto de vincular e integrar diferentes iniciativas y de simplificar sus tareas administrativas, en concordancia con las políticas establecidas por el Ministerio de Educación, incorporarán como parte de su propuesta de Plan de Mejoramiento Educativo los planes específicos establecidos por la normativa educacional vigente, tales como, el Plan de Formación Ciudadana, el Plan de Gestión de la Convivencia Escolar y el Plan de Apoyo a la Inclusión, para lo cual contarán con el apoyo del Servicio Local, de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del artículo 25. 
Título III

De los Servicios Locales de Educación Pública

Párrafo 1°

Objeto, funciones y atribuciones





Artículo 16.- Definición. Créanse los Servicios Locales de Educación Pública que se señalan a continuación como órganos públicos funcional y territorialmente descentralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propio, los que se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Estos Servicios cubrirán, conjuntamente, la totalidad de las comunas del país:

a) Región de Arica y Parinacota: un Servicio Local.


b) Región de Tarapacá: dos Servicios Locales.


c) Región de Antofagasta: dos Servicios Locales.


d) Región de Atacama: dos Servicios Locales.


e) Región de Coquimbo: cuatro Servicios Locales.


f) Región de Valparaíso: ocho Servicios Locales y un Servicio Local para Isla de Pascua. 


g) Región Metropolitana de Santiago: dieciséis Servicios Locales.


h) Región del Libertador General Bernardo O’Higgins: seis Servicios Locales.


i) Región del Maule: cuatro Servicios Locales.


j) Región del Biobío: once Servicios Locales.


k) Región de La Araucanía: cinco Servicios Locales.


l) Región de Los Ríos: dos Servicios Locales.


m) Región de Los Lagos: cuatro Servicios Locales.


n) Región Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo: un Servicio Local.


ñ) Región de Magallanes y de la Antártica Chilena: un Servicio Local.


El ámbito de competencia territorial de cada uno de los Servicios Locales, su denominación y domicilio se determinará de conformidad a lo dispuesto en el artículo quinto transitorio de esta ley. 


Cada Servicio Local podrá crear oficinas locales, mediante decreto fundado del Ministerio de Educación, cuando ello sea necesario por razones de buen servicio y para el adecuado cumplimiento de sus funciones, en atención a razones de distancia, conectividad y concentración de matrícula, entre otras. También podrá hacerlo a propuesta del Comité Directivo Local respectivo.


Los Servicios Locales se relacionarán con el Ministerio de Educación a través de la Dirección de Educación Pública. Asimismo, estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882, sin perjuicio de las materias reguladas en la presente ley.


Artículo 17.- Objeto. El objeto de los Servicios Locales será proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, debiendo orientar su acción de conformidad a los principios de educación pública establecidos en el artículo 5°.


En este marco, velarán por la calidad, la mejora continua y la equidad del servicio educacional, para lo cual deberán proveer apoyo técnico pedagógico y apoyo a la gestión de los establecimientos educativos a su cargo, considerando sus proyectos educativos institucionales y las necesidades de cada comunidad educativa, atendiendo especialmente a las características de los estudiantes y las particularidades del territorio en que se emplazan. Asimismo, respetarán la autonomía que ejerzan los establecimientos educacionales, contribuyendo al desarrollo de sus proyectos educativos y de sus planes de mejoramiento.


Para el cumplimiento de su objeto, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales suscribirán convenios de gestión educacional, conforme a lo señalado en los artículos 39 y 40. Sin perjuicio de lo anterior, estos servicios deberán cumplir con las políticas, planes y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública y demás obligaciones que establezca la normativa vigente.

Para todos los efectos legales, los Servicios Locales serán sostenedores de los establecimientos educacionales de su dependencia y se regirán por la presente ley y sus disposiciones reglamentarias, además de las normas comunes aplicables a éstos, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3 del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Artículo 18.- Funciones y atribuciones. Los Servicios Locales tendrán las siguientes funciones y atribuciones, las cuales se entienden sin perjuicio de aquellas que corresponden a los sostenedores de establecimientos educacionales:


a) Proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda de conformidad a la ley. 


b) Administrar los recursos humanos, financieros y materiales del servicio y los establecimientos educacionales de su dependencia.


Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, respecto de las funciones y atribuciones propias de los directores de establecimientos educacionales o de las funciones y atribuciones que les sean especialmente delegadas a éstos por el Director Ejecutivo de conformidad a la ley.


c) Desarrollar la oferta de educación pública en el territorio que le corresponda y velar por una adecuada cobertura del servicio educacional, de acuerdo a las particularidades del territorio. Para ello deberá identificar las áreas de expansión poblacional y aquellas en que la cobertura pública sea insuficiente. En el marco de esta función, velará por la continuidad en la trayectoria educativa de los estudiantes, desde la educación inicial hasta el término de la educación media, y se vinculará con las instituciones de educación superior de la región. En el caso de la formación técnico profesional, velará por la pertinencia de la oferta de especialidades respecto de las necesidades de desarrollo del territorio y propenderá a una debida articulación con la educación superior para el desarrollo de trayectorias formativas; ello, con especial énfasis en la coordinación con los centros de formación técnica estatales y en coherencia con la Estrategia Regional de Desarrollo respectiva.


En el ejercicio de esta facultad deberá tener especial consideración por el desarrollo de la oferta educacional para las personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, y deberá coordinarse con los servicios públicos que administren los establecimientos en que dichas personas se encontraren detenidas o privadas de libertad.

d) Diseñar y prestar apoyo técnico-pedagógico y a la gestión de los establecimientos educacionales de su dependencia. En particular, diseñarán y prestarán apoyo a los equipos directivos, docentes y asistentes de la educación de dichos establecimientos. 


El apoyo técnico-pedagógico deberá orientarse y responder a las necesidades de cada comunidad educativa, para lo cual deberá considerar los contenidos establecidos en los proyectos educativos institucionales y los planes de mejoramiento educativo de cada establecimiento. 


En esta labor, los Servicios Locales deberán considerar las características territoriales, modalidades, niveles educativos y las formaciones diferenciadas de sus establecimientos educacionales, poniendo especial atención en los establecimientos de educación especial, de adultos, interculturales bilingües y rurales uni, bi y tri docentes, así como aquellos que ofrezcan formaciones diferenciadas técnico-profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley, adaptando sus acciones de apoyo en función de sus particularidades.


En el caso del nivel de educación parvularia, el Servicio Local deberá considerar las políticas elaboradas por la Subsecretaría de Educación Parvularia, en el diseño y prestación de apoyo técnico-pedagógico que realice en los establecimientos de su dependencia.


e) Implementar iniciativas de desarrollo profesional para los equipos directivos, docentes y asistentes de la educación de los establecimientos educacionales de su dependencia, así como de los funcionarios del servicio, siempre y cuando digan relación con los desafíos y necesidades propias de los establecimientos educacionales y del servicio en general, y con arreglo a su disponibilidad presupuestaria.


f) Contar con sistemas de seguimiento, información y monitoreo, de conformidad a las orientaciones establecidas por la Dirección de Educación Pública, que consideren tanto la evaluación de procesos y resultados de los establecimientos educacionales de su dependencia, como los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley Nº 20.529 con el objeto de propender a la mejora continua de la calidad de la educación provista por dichos establecimientos.


g) Fomentar el trabajo colaborativo y en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. Para ello, podrá agruparlos sobre la base de criterios tales como proximidad territorial, pertenencia comunal, características de los proyectos educativos y nivel educativo, considerando sus formaciones diferenciadas, o sus modalidades educativas.


h) Promover y fortalecer el liderazgo directivo en los establecimientos educacionales de su dependencia. Para ello, el Director Ejecutivo podrá delegar en los directores de los establecimientos educacionales las atribuciones que faciliten la gestión educacional, debiendo proveer las condiciones necesarias para el adecuado ejercicio de las atribuciones delegadas.


i) Ejecutar acciones orientadas a fomentar la participación de los miembros de la comunidad educativa y de las comunidades locales, en las instancias que promueva el propio Servicio Local o los establecimientos de su dependencia, de conformidad a la ley.


j) Elaborar el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren, respectivamente, los artículos 45 y 46, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades.





k) Determinar la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia, debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. La decisión de iniciar un procedimiento que tenga como consecuencia la fusión o cierre de un establecimiento educacional sólo procederá en situaciones excepcionales y deberá ser debidamente fundada e informada a la Dirección de Educación Pública, la que podrá rechazar dicha decisión por razones fundadas, dentro del plazo de treinta días. Si dicho servicio público no se pronuncia dentro del plazo señalado, la decisión se entenderá aceptada. 





La decisión sobre la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales deberá ser informa al Comité Directivo Local y al Consejo Local y será publicada y destacada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, regulará las materias señaladas en la presente letra.


l) Determinar la apertura o cierre de especialidades de formación diferenciada en sus establecimientos de enseñanza media técnico-profesional, asegurando la existencia de una oferta territorial pertinente a las necesidades de desarrollo locales y debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. Esta decisión deberá ser consultada al Consejo Local respectivo.


m) Elaborar y proponer a la Dirección de Educación Pública, u otros organismos públicos a través de ella, proyectos de inversión en equipamiento e infraestructura educacional u otros ítems relacionados con su objeto y fines para desarrollar en el territorio de su competencia, de conformidad a la ley.


n) Coordinar y apoyar la ejecución de planes y programas de otros órganos de la Administración del Estado, tales como la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas y las municipalidades, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia.


ñ) Celebrar convenios con municipalidades en todas las materias que resulten relevantes para el cumplimiento de su objeto. Se entenderán incluidos entre estos convenios aquellos que permitan facilitar el acceso de los estudiantes de los establecimientos educacionales de dependencia del respectivo Servicio Local a los servicios provistos por municipalidades. Igualmente se entenderán incluidos aquellos convenios que permitan el uso compartido de los establecimientos educacionales a fin de realizar actividades comunitarias, de conformidad con las funciones de las municipalidades establecidas en la ley, resguardando, en todo caso, de manera preferente el derecho a la educación de los estudiantes.


o) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común. En particular, podrá vincularse con las instituciones de educación superior para, entre otros, favorecer la formación inicial docente y el desarrollo profesional, la innovación pedagógica y la investigación educativa. En el caso de la educación técnico-profesional, dichos convenios podrán abordar la coordinación de trayectorias educativas, el acceso a prácticas profesionales, la inserción laboral de los estudiantes, entre otros.

p) Celebrar convenios con las instituciones del sector público o personas jurídicas que no persigan fines de lucro que detenten la administración de los establecimientos de educación técnico-profesional, cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, para efectos de prestarles apoyo técnico-pedagógico y trabajar en red con los establecimientos de su dependencia. En el caso que la Dirección de Educación Pública ponga término al convenio de administración delegada respectivo, una vez terminada su vigencia y de acuerdo a la normativa vigente, podrá traspasar al Servicio Local la administración de los establecimientos cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, y que se encuentren en el territorio de su competencia.


q) Mantener un registro actualizado de los bienes inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales de su dependencia.


r) Implementar y coordinar acciones tendientes a desarrollar diversas expresiones artísticas en los establecimientos educacionales, cuando ello sea pertinente de acuerdo al proyecto educativo institucional del establecimiento educacional respectivo.


s) Ejercer las demás funciones y atribuciones que establezcan las leyes.


Artículo 19.- Responsabilidades del Servicio Local respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia. Corresponderá especialmente a los Servicios Locales, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, entre otros:


1. Velar por que cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia cuente con un equipo directivo y docente en permanente desarrollo profesional y que participe en un trabajo colaborativo constante. La dotación deberá ser suficiente para cumplir con los objetivos señalados en los números 2, 3, 4 y 5 de este mismo artículo, de conformidad con lo establecido en el artículo 46, letra b), de esta ley.


2. Proveer una oferta curricular acorde a las definiciones del currículum nacional y los principios establecidos en el artículo 5. La oferta deberá ser pertinente al contexto local y permitirá que los estudiantes tengan oportunidades de aprendizaje y desarrollo en los distintos ámbitos de una formación integral, cautelando la existencia, cuando corresponda, de formaciones diferenciadas humanístico científica, técnico profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley.


3. Implementar un sistema de monitoreo y seguimiento del progreso de los aprendizajes de cada uno de los estudiantes, que fomente una cultura orientada al aprendizaje, la autoevaluación y la mejora educativa permanente. Este sistema deberá basarse en los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación. 


Asimismo, deberá velar por la continuidad de la trayectoria educativa de los estudiantes, desarrollar acciones de retención escolar, así como ofrecer alternativas de reingreso para estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.


4. Desarrollar iniciativas de apoyo y atención diferenciada a los estudiantes en las actividades curriculares y extracurriculares, tales como yoga, danza, meditación, entre otras, en función de sus necesidades, atendiendo a las diversas capacidades que posean y acorde a la etapa del aprendizaje en que se encuentren, con especial énfasis en los estudiantes con necesidades educativas especiales. Estas iniciativas comprenderán la planificación de estrategias metodológicas diversas, así como propiciar ambientes de aprendizaje que permitan atender estas necesidades.


No se podrá condicionar la incorporación, la asistencia ni la permanencia de los estudiantes a que éstos consuman algún tipo de medicamento. En aquellos casos en que exista prescripción médica dada por un especialista y con estricto cumplimiento de los protocolos del Ministerio de Salud, la escuela deberá otorgar todos los apoyos necesarios para asegurar la plena inclusión de los estudiantes.


5. Velar por que los estudiantes tengan acceso a recursos para el aprendizaje, tecnología y bibliotecas que faciliten su formación integral.


6. Fomentar y desarrollar actividades que promuevan el conocimiento histórico y cultural de su localidad, región y de la nación, en conformidad a lo dispuesto en el literal g) del numeral 2) del artículo 29 y en el literal j) del numeral 2) del artículo 30, del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.


7. Fomentar la participación de la comunidad educativa, promoviendo una cultura democrática y un adecuado clima escolar.


8. Velar por la existencia y mantención de una adecuada infraestructura y equipamiento educativo, en el marco de la normativa vigente.


9. Promover la calidad y pertinencia de las especialidades de los establecimientos de educación media técnico profesionales del territorio respectivo, vinculándolas con las necesidades del entorno productivo y social, con el objeto de promover el acceso a oportunidades laborales y a la continuidad de estudios de sus estudiantes. 


10. Velar por el adecuado funcionamiento del Consejo de Profesores y su participación en materias técnico pedagógicas, de conformidad a lo establecido en la normativa vigente.


11. Coordinar y organizar la ejecución de las políticas, planes, programas o prestaciones realizadas por otros órganos de la Administración del Estado respecto del establecimiento educacional de su dependencia o sus estudiantes, sin perjuicio de las competencias específicas de dichos órganos.


Artículo 20.- Apoyo a las labores administrativas de los establecimientos educacionales. El Servicio Local apoyará las labores administrativas que se realicen en los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 19. Para ello podrá, entre otras medidas, destinar personal o asegurar que los equipos directivos de los establecimientos educacionales cuenten con apoyo especializado en tales labores, teniendo en cuenta los niveles educativos que imparten, la matrícula y características de sus estudiantes, entre otros criterios.
Párrafo 2°

Organización de los Servicios Locales


Artículo 21.- El Director Ejecutivo. La dirección y administración de cada Servicio Local estará a cargo de un funcionario denominado Director Ejecutivo, quien será el jefe superior del servicio. Será nombrado por el Presidente de la República, mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previsto en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882, con las siguientes reglas especiales:


a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Ministerio de Educación sobre la base de una propuesta elaborada por la Dirección de Educación Pública. Este perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional, debiendo ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública y enviado a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro.


b) El Consejo de Alta Dirección Pública elaborará una nómina que contendrá un mínimo de cuatro y un máximo de ocho candidatos idóneos a partir del respectivo proceso de selección. De no haber a lo menos cuatro candidatos al cargo que cumplan los requisitos para ingresar en la nómina, el Consejo ordenará que se efectúe un nuevo concurso para conformar o complementar la lista, siendo aplicable lo dispuesto en el artículo quincuagésimo cuarto de la ley Nº 19.882.


c) El Consejo remitirá la nómina al Comité Directivo Local. Luego de evaluar a los candidatos seleccionados, el Comité Directivo Local remitirá al Presidente de la República una terna para que éste proceda al nombramiento del cargo.


El Director Ejecutivo durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.

El cargo de Director Ejecutivo será de dedicación exclusiva y le serán aplicables los requisitos e inhabilidades para ser representante legal o administrador de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales, de acuerdo a lo establecido en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.


Artículo 22.- Funciones y atribuciones del Director Ejecutivo. Al Director Ejecutivo le corresponderán especialmente las siguientes funciones y atribuciones:


a) Dirigir, organizar, administrar y gestionar el servicio local, velando por la mejora continua de la calidad de la educación pública en el territorio de su competencia.


b) Elaborar e implementar el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren, respectivamente, los artículos 45 y 46, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades.


c) Celebrar convenios de desempeño con los directores de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local, de conformidad al artículo 33 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.


d) Contratar y designar, así como poner término a las funciones del personal del Servicio Local y de los profesionales de la educación, asistentes de la educación y otros profesionales de los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la normativa vigente, según corresponda. 


e) Delegar en los directores de los establecimientos educacionales de su dependencia, así como en funcionarios del Servicio Local, las atribuciones que estime conveniente, de conformidad a la ley. 


f) Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio Local.


g) Participar, con derecho a voz, en las sesiones del Comité Directivo Local y del Consejo Local.

h) Rendir cuenta pública sobre la marcha del Servicio Local, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública. Dicha cuenta pública deberá ser publicada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.


i) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 23.- Cesación en el cargo de Director Ejecutivo. El Director Ejecutivo cesará en sus funciones por las siguientes causales:


a) Término del período legal de su designación.


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.


c) Incapacidad.


d) Incumplimiento grave del convenio de gestión educacional establecido en el artículo 39.


e) Negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones.


En el caso de la causal señalada en la letra c) precedente, la incapacidad deberá ser declarada por el Director de Educación Pública en base a lo dispuesto en las letras a) y b) del artículo 150 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


En caso de la causal señalada en el literal e) precedente, se entenderá que ésta concurre cuando el Director Ejecutivo realice conductas que impliquen una grave falta de cuidado en el desempeño de su cargo y que incidan negativamente en el funcionamiento del servicio. Así se entenderá, especialmente, en los siguientes casos:


i) Cuando un Servicio Local de Educación Pública incurra en reiteración de infracciones graves a la normativa educacional, informadas por la Superintendencia de Educación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 de la ley Nº 20.529.

ii) Cuando el Director Ejecutivo incurra en acciones que pongan en riesgo la continuidad del servicio educacional en uno o más establecimientos educacionales del Servicio Local respectivo. Se entenderá que revisten dicha calidad, entre otras, aquellas informadas por la Superintendencia de Educación de conformidad a lo dispuesto en el artículo 89 de la ley N° 20.529.


iii) Cuando en un Servicio Local exista una alta concentración de establecimientos en categoría Desempeño Insuficiente que se deba a la no implementación o implementación deficiente de las medidas específicas de apoyo referidas en el artículo 29 de la ley N° 20.529. Para estos efectos, la Agencia de Calidad de la Educación deberá informar a la Dirección de Educación Pública y al Consejo Local cada vez que un establecimiento de dependencia del Servicio Local respectivo sea ordenado en categoría Desempeño Insuficiente.


Artículo 24.- Procedimiento de remoción del Director Ejecutivo. La remoción por las causales señaladas en las letras d) y e) del artículo precedente será dispuesta por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministro de Educación, previo procedimiento administrativo que deberá instruir el Director de Educación Pública. En dicho procedimiento deberán acreditarse las causales que justifiquen la remoción, y deberá contemplarse, al menos, audiencia previa del interesado, período de prueba y derecho a interponer recursos administrativos.


Con todo, el procedimiento no podrá exceder de cuatro meses, salvo caso fortuito o fuerza mayor, desde su iniciación hasta la fecha en que se emita la decisión.

Una vez acreditada la o las causales indicadas en el inciso anterior, el Director de Educación Pública deberá proponer al Ministro de Educación la remoción del Director Ejecutivo respectivo.


El Comité Directivo Local podrá solicitar que se instruya el procedimiento indicado en los incisos precedentes cuando se funde en la causal dispuesta en los literales d) y e) del artículo 23. Esta solicitud sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario. En estos casos, la Dirección de Educación Pública podrá acoger la solicitud e instruir dicho procedimiento, o desecharla fundadamente.


En caso que el cargo de Director Ejecutivo quede vacante, podrá ser provisto de conformidad con lo establecido en el artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882. 


Un reglamento del Ministerio de Educación, que será firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias previstas en el presente artículo, especialmente el procedimiento de remoción, de conformidad a las normas del Título V del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, y, en lo que corresponda, las de la ley N° 19.880.


Artículo 25.- Organización interna del Servicio Local. El Director Ejecutivo, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a los niveles y unidades que se establezcan en la organización interna del servicio para el cumplimiento de sus fines, como asimismo el personal adscrito a tales niveles y unidades.


Sin perjuicio de lo anterior, cada Servicio Local dispondrá, al menos, de las siguientes unidades:


i) Apoyo técnico pedagógico.


ii) Planificación y control de gestión.


iii) Administración y finanzas.


A la unidad de apoyo técnico-pedagógico le corresponderá, entre otras, la función de asesorar y asistir a los establecimientos educacionales y comunidades educativas de su dependencia, en especial en lo relativo a la implementación curricular, la gestión y liderazgo directivo, la convivencia escolar y el apoyo psicosocial a sus estudiantes, de acuerdo al Plan de Mejoramiento Educativo y el Proyecto Educativo de cada establecimiento educacional.


Asimismo, en caso de ser pertinente, todo Servicio Local deberá contar con profesionales especializados en los distintos niveles y modalidades educativas, tales como el nivel parvulario y la educación media técnico profesional.


A la unidad de planificación y control de gestión le corresponderán, entre otras, las funciones de colaborar con el Director Ejecutivo en la planificación estratégica y presupuestaria para la provisión del servicio educacional por parte del Servicio Local respectivo, junto con monitorear el cumplimiento de las metas e indicadores contemplados en los instrumentos de gestión del Servicio Local y sus establecimientos. Asimismo, a esta unidad le corresponderá elaborar los proyectos de inversión en infraestructura y equipamiento a los que se refiere la letra m) del artículo 18, así como velar por la adecuada mantención de los establecimientos educacionales de su dependencia.


A la unidad de administración y finanzas le corresponderá, entre otras, la función de administrar los recursos humanos, materiales y financieros del Servicio Local, y de apoyar, en el ámbito que le competa, a los equipos directivos de los establecimientos educacionales de su dependencia, especialmente en la preparación de los informes solicitados por la Superintendencia de Educación.


Los cargos de jefe de estas tres unidades estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, como cargos de segundo nivel jerárquico y su nombramiento será por tres años. Una vez nombrados deberán suscribir, en el plazo de treinta días, un convenio de desempeño cuyas metas deberán estar alineadas con el Convenio de Gestión Educacional del Director Ejecutivo de su respectivo Servicio Local.

Artículo 26.- Financiamiento y patrimonio. El patrimonio de cada Servicio Local estará compuesto por:

a) Los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público.


b) Las subvenciones educacionales y aportes que perciban por los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la ley.


c) Los recursos y los bienes que los Gobiernos Regionales y las municipalidades les transfieran.


d) Los recursos y los bienes que reciban por concepto de la celebración de convenios con la Dirección de Educación Pública.


e) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se les transfieran o adquieran a cualquier título.


f) Los frutos, rentas e intereses de los bienes que les pertenezcan.


g) Las donaciones que se les hagan y las herencias y legados que acepten, lo que deberán hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.


h) Todo otro aporte que reciban de otros órganos que forman parte de la Administración del Estado.


i) Los aportes de cooperación internacional que reciban a cualquier título.


Artículo 27.- Asignación de recursos a los Servicios Locales y rendición de cuentas. La Dirección de Educación Pública asignará recursos a los Servicios Locales para diversos fines, tales como infraestructura, equipamiento, innovación, trabajo en red y desarrollo de capacidades; con el objeto de favorecer la calidad del servicio educativo y de acuerdo a lo que establezca anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público. 


La unidad de administración y finanzas del Servicio Local respectivo deberá llevar la contabilidad de los ingresos y gastos del Servicio Local y de los establecimientos educacionales de su dependencia.


Asimismo, el Director Ejecutivo del Servicio Local deberá rendir cuenta pública de todos los recursos percibidos, debiendo incorporar el detalle de su uso respecto del servicio mismo, así como de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. Esta cuenta se llevará a cabo en la oportunidad establecida en la letra h) del artículo 22, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1 de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se creará el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que considerará anualmente al menos $75.000.000 miles, sin perjuicio de los recursos que se distribuyan de acuerdo a lo establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845.


Los recursos de este programa serán distribuidos entre los Servicios Locales, de conformidad a procedimientos transparentes, de acuerdo a la Estrategia Nacional de Educación Pública y a principios de equidad y pertinencia. La asignación de estos recursos se ajustará a criterios objetivos que podrán considerar factores tales como: número de establecimientos educacionales, niveles, modalidades educativas y formaciones diferenciadas que imparten, nivel de desempeño de los establecimientos de conformidad a la ley N° 20.529, así como ruralidad, cobertura, matrícula total y vulnerabilidad de los estudiantes, entre otros. Los recursos que se destinen a infraestructura se ajustarán a criterios pertinentes a las necesidades de dicha área. Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará lo señalado en el presente inciso.


Artículo 28.- Administración financiera del Estado. Los Servicios Locales estarán sujetos a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado y sus disposiciones complementarias.

Párrafo 3º

Del Comité Directivo Local


Artículo 29.- Objeto. En cada Servicio Local existirá un Comité Directivo Local, en adelante “Comité”, que tendrá por objeto velar por el adecuado desarrollo estratégico del Servicio, por la rendición de cuentas del Director Ejecutivo ante la comunidad local, y contribuir a la vinculación del Servicio Local con las instituciones de gobierno de las comunas y la región.


Artículo 30.- Funciones y atribuciones. El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto: 


a) Proponer al Director Ejecutivo iniciativas de mejora en la gestión del Servicio Local y sus establecimientos, en especial, aquellas que impliquen una apropiada relación con las municipalidades y las instituciones del territorio, en coherencia con la disponibilidad presupuestaria.


b) Proponer al Director de Educación Pública elementos relativos al perfil profesional del cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local. En la elaboración de esta propuesta deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo. 


c) Elaborar un informe que contenga una propuesta de prioridades para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, en función de la Estrategia Nacional de Educación Pública, el Plan Estratégico Local y las políticas y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 40.


d) Proponer al Presidente de la República una nómina de tres candidatos, de entre aquellos seleccionados en el proceso efectuado para la provisión del cargo de Director Ejecutivo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21. 


e) Solicitar fundadamente al Director de Educación Pública la realización del procedimiento de remoción del Director del Servicio Local. Para ello requerirá el voto conforme de dos tercios de sus integrantes en ejercicio. Esta atribución sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario.


f) Aprobar el Plan Estratégico Local, en conformidad con lo establecido en el artículo 45. 


g) Convocar al Director Ejecutivo para que informe sobre el estado de avance de los objetivos del Plan Estratégico Local. Para ejercer esta atribución, el Comité deberá contar con el acuerdo de la mayoría de sus miembros en ejercicio. 


h) Realizar recomendaciones al Plan Anual presentado por el Director Ejecutivo, quien deberá considerarlas e incorporarlas en el Plan o rechazarlas de manera fundada, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46. Asimismo, podrá solicitar informes del estado de ejecución del Plan Anual del Servicio, en particular de los aspectos presupuestarios. Las insuficiencias detectadas serán comunicadas por el Comité Directivo a la Dirección de Educación Pública. 


i) Requerir la fiscalización de la Superintendencia de Educación ante situaciones que pudieran importar incumplimiento de la normativa educacional, tanto en el caso del Servicio Local como de los establecimientos que dependen de este último.

j) Remitir a la Dirección de Educación Pública propuestas referidas a la Estrategia Nacional de Educación Pública. En la elaboración de estas propuestas deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo.


k) Emitir su opinión respecto de las propuestas de apertura o cierre de especialidades de educación técnico profesional que realice el Director Ejecutivo.


l) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración.


m) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 31.- Integración. El Comité estará constituido por:


a) Uno o dos representantes designados por los alcaldes de las comunas que formen parte del territorio del Servicio Local. En los Servicios Locales que abarquen una sola comuna, el alcalde sólo podrá designar a un representante. En los Servicios Locales que abarquen dos comunas, cada alcalde elegirá a un representante. En los Servicios Locales que abarquen tres o más comunas, los representantes serán designados por mayoría de los alcaldes del territorio. 


b) Dos representantes de los Centros de Padres, Madres y Apoderados de los establecimientos educacionales dependientes del Servicio Local. Para su nombramiento, los presidentes de todos los directorios de Centros de Padres, Madres y Apoderados de dichos establecimientos deberán votar según las formalidades que fije el reglamento. Quienes obtengan las primeras dos mayorías serán designados como representantes.  


c) Dos representantes del Gobierno Regional designados por su órgano ejecutivo, previa aprobación del Consejo Regional. 


En los casos de las letras a) y c), los representantes deberán ser personas con reconocida trayectoria, ya sea profesionales de la educación, u otros profesionales expertos en educación o con experiencia en gestión.


Los miembros del Comité durarán seis años en sus cargos y podrán ser designados nuevamente solo para un nuevo período. El Comité se renovará por mitades cada tres años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento. 


Artículo 32.- Funcionamiento. El Comité requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de sus miembros presentes. 


Los integrantes del Comité tendrán derecho a percibir una dieta de cuatro unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 8 sesiones en un año escolar. Con todo, no tendrán derecho a percibir dieta aquellos integrantes del Comité que tengan la calidad de funcionario público. 


El Comité designará de entre sus miembros a un Presidente, quien durará en el cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una vez. Dicho Presidente tendrá por función dirigir el Comité; citar a sesiones; fijar sus tablas; dirigir sus deliberaciones, y dirimir sus empates. 


Un funcionario del Servicio Local de Educación designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de secretario del Comité, actuará como ministro de fe y registrará sus sesiones.


Artículo 33.- Responsabilidad de los integrantes del Comité. Para todos los efectos legales, las funciones que ejercerán los integrantes del Comité tendrán el carácter de públicas y estarán sujetas a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y deberán presentar una declaración de intereses y patrimonio de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 20.880.


Artículo 34.- Incompatibilidades. Es incompatible con el cargo de miembro del Comité: 


a) Tener participación en la propiedad o ser representante legal, gerente o administrador de una entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores de la región a la que pertenece el Servicio Local.


b) Ser Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial de Educación, Funcionarios de la Secretaría Regional Ministerial de Educación o Jefe de Departamento Provincial de Educación; Senador o Diputado; Consejero Regional; Alcalde o Concejal; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y miembro de los demás Tribunales creados por ley.


c) Ser representante legal, gerente, administrador o miembro de un directorio de entidades que figuren en el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d), de la ley N° 18.956.  


d) Tener un vínculo de dependencia con el respectivo Servicio Local o un establecimiento dependiente del Servicio Local, o estar contratado a honorarios y desempeñarse regularmente en estos. 


e) Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del Servicio Local. 


f) Las personas que tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más, con el Servicio Local y quienes tengan litigios pendientes con él, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


g) Los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más o litigios pendientes con el Servicio Local.


Artículo 35.- Inhabilidades. Los miembros del Comité deberán informar inmediatamente al Presidente del mismo de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.


Los miembros del Comité que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente.


Artículo 36.- Causales de cesación. Serán causales de cesación en el cargo las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fueron designados. 


b) Renuncia. 


c) Incapacidad legal sobreviniente. 


d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 33.


e) Actuación en un asunto en que estuviere legalmente inhabilitado, o cuando se incurra en alguna de las causales de incompatibilidad establecidas en el artículo 34.


f) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que establece esta ley.


La determinación de las circunstancias establecidas en los literales c), d), e) y f) le corresponderá a la Dirección de Educación Pública, pudiendo el afectado interponer recursos administrativos de acuerdo a la ley Nº 19.880. 


En caso de que uno o más consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, se procederá la designación de un nuevo consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 31, por el período que restare.


Artículo 37.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Comité serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida.


El Secretario del Comité será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.


Artículo 38.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.
Párrafo 4°

De los instrumentos de gestión educacional a nivel territorial

Artículo 39.- Convenio de gestión educacional. Dentro del plazo máximo de tres meses contado desde su nombramiento, el Director Ejecutivo suscribirá con el Ministro de Educación un “convenio de gestión educacional” (en adelante también “el convenio”), que será, para todos los efectos legales, el convenio a que hace referencia el Título VI de la ley N° 19.882. El convenio tendrá una duración de seis años y fijará los objetivos del cargo durante su período, las metas y los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento del mismo.


Los objetivos del convenio tendrán en consideración las políticas nacionales de educación pública establecidas por el Ministerio de Educación, así como las especificidades del territorio del Servicio Local respectivo, considerando al menos la calidad y eficiencia, equidad y cobertura del servicio educacional. Asimismo, se deberán considerar los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley Nº 20.529. Respecto de los establecimientos educacionales, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, teniendo en especial consideración a los ordenados en categoría insuficiente, de acuerdo a la ley Nº 20.529. Una vez suscrito el convenio de gestión educacional, estos objetivos no podrán modificarse, a menos que concurra alguna de las causales establecidas en el artículo 43 de la presente ley.


Artículo 40.- Elaboración de propuesta del convenio de gestión educacional. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública elaborar las propuestas de convenios, que serán sancionados por el Ministro de Educación.


Para ello, antes de cuatro meses de la convocatoria al concurso público de selección del Director Ejecutivo, el Director de Educación Pública deberá remitir una propuesta de convenio al Comité Directivo Local y al Consejo Local respectivo y los estudios, informes y demás antecedentes técnicos que se tuvieron en consideración para dicha propuesta. Además, deberá remitirse un resumen ejecutivo a todos los establecimientos educacionales representados por el respectivo Consejo Local, que podrá ser solicitado por cualquier miembro de la comunidad educativa.


Por su parte, el Comité Directivo Local, en conjunto con el Director Ejecutivo que se encuentre en el cargo, tendrá el plazo de tres meses para evacuar un informe en el cual proponga prioridades para dicha propuesta de convenio, velando especialmente por su coherencia con la Estrategia Nacional de Educación Pública y con el Plan Estratégico Local respectivo. Para la elaboración de dicho informe deberá considerar las propuestas que haga el Consejo Local, el que contará con el plazo de un mes, desde que reciba la propuesta de convenio, para emitirlas. En el caso que el Director Ejecutivo en ejercicio se presente en el concurso siguiente, éste no participará en la elaboración de dicho informe, por lo que el Comité Directivo Local enviará directamente su informe a la Dirección de Educación Pública, pudiendo requerir al Servicio Local todos los insumos que estime pertinentes.


La Dirección de Educación Pública deberá sancionar la propuesta de convenio de gestión educacional a fin de que ésta forme parte de los antecedentes del concurso público de selección del nuevo Director Ejecutivo, para lo cual tendrá a la vista el informe del Comité Directivo Local.


Una vez suscrito el convenio por el Ministro de Educación y el Director Ejecutivo, la Dirección de Educación Pública deberá enviar una copia de éste al Comité Directivo Local, al Consejo Local respectivo para su conocimiento y a todos los establecimientos educacionales representados por éstos.


Artículo 41.- Seguimiento, evaluación y revisión del convenio de gestión educacional. Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, la determinación del grado de cumplimiento del convenio de gestión educacional, así como también efectuar el seguimiento y la evaluación de éste. La revisión del convenio se realizará anualmente.


Los Directores Ejecutivos de cada Servicio Local informarán, al menos una vez por año, a la Dirección de Educación Pública del grado de cumplimiento de las metas establecidas en el convenio de gestión educacional, así como de las alteraciones o modificaciones que se hubieren producido en los supuestos acordados. Dicha comunicación se efectuará dentro de los dos meses siguientes al término del año escolar.


La evaluación definitiva del cumplimiento de las metas deberá realizarse una vez entregado el informe a que hace referencia el inciso precedente. Teniendo en vista este informe preliminar, el Director de Educación Pública dispondrá la elaboración de un informe final que deberá determinar el grado de cumplimiento de las metas contenidas en cada convenio de gestión educacional, y los cambios en las circunstancias y supuestos básicos de tales metas, a fin de evaluar su posible adecuación. Con todo, dicha adecuación de las metas del convenio deberá ser fundada.


Artículo 42.- Modificación del convenio de gestión educacional. Los objetivos establecidos en los convenios durarán seis años.


Las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local vigente.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación podrán modificarse anualmente, a partir del informe final señalado en el artículo 41, cuando se produzcan cambios en las circunstancias o en los supuestos básicos del convenio de gestión educacional, no imputables a la gestión del Director Ejecutivo, o cuando se hayan cumplido anticipadamente las metas establecidas en el mismo.”.


Artículo 43.- Publicidad del convenio de gestión educacional. El Director Ejecutivo deberá publicar, de modo destacado y sin resumir, en el sitio electrónico del Servicio Local, su convenio, los informes anuales y un resumen ejecutivo de dichos instrumentos para dar a conocer el grado de avance en el cumplimiento de los objetivos y metas del mismo.

Artículo 44.- Aplicación supletoria. Serán aplicables las normas contenidas en el párrafo 5° del Título VI de la ley N° 19.882 y su reglamento, en lo que fuere pertinente y no contravenga lo dispuesto en la presente ley y su reglamento.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, regulará las materias de que trata el presente párrafo.


Artículo 45.- Plan Estratégico Local de Educación Pública. Cada Servicio Local deberá contar con un Plan Estratégico Local de Educación Pública (en adelante “Plan Estratégico”), cuyo objeto será el desarrollo de la educación pública y la mejora permanente de la calidad de ésta en el territorio respectivo, mediante el establecimiento de objetivos, prioridades y acciones para lograr dicho propósito. Será elaborado por el Director Ejecutivo y aprobado por el Comité Directivo Local, y tendrá una duración de seis años desde su aprobación.


El Director Ejecutivo deberá presentar una propuesta de Plan Estratégico seis meses antes del término de la vigencia del Plan Estratégico anterior, la cual considerará los niveles educativos, formaciones diferenciadas, modalidades educativas y contextos que componen la oferta educativa del territorio.


El Plan Estratégico deberá contener, al menos, lo siguiente:


a.- Diagnóstico de la prestación del servicio educacional por parte del Servicio Local en el territorio de su competencia, con especial énfasis en las características de los estudiantes y en la situación de los establecimientos.


b.- Objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo. Estos objetivos deberán ser concordantes con los establecidos en el convenio de gestión educacional y en la Estrategia Nacional de Educación Pública.


c.- Estrategias y acciones para el cumplimiento de los objetivos del plan.


Para la elaboración y modificación del Plan Estratégico se considerarán los siguientes elementos:


1.- La Estrategia Nacional de Educación Pública, según lo dispuesto en el artículo 6.


2.- La Estrategia Regional de Desarrollo, de acuerdo a lo contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2005.


3.- Los proyectos educativos institucionales de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia.


4.- Los planes de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales de su dependencia.


5.- Los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y, en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley N° 20.529.


Para elaborar la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá consultar al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Asimismo, deberá solicitar la opinión de los directores de los establecimientos del territorio.


La propuesta del Plan Estratégico deberá ser aprobada por el Comité Directivo Local, el que podrá hacerle observaciones y proponer modificaciones por razones fundadas en lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto. El Director Ejecutivo podrá incorporar las observaciones planteadas por el Comité Directivo o mantener su propuesta, indicando las razones que la sustentan, remitiéndola al Comité para su decisión.


Una vez sancionado el Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá publicarlo en el sitio electrónico del Servicio Local y enviarlo a la Dirección de Educación Pública para conocimiento y registro.


El Plan Estratégico podrá modificarse por cambios sustantivos en los contenidos dispuestos en el inciso tercero, por fuerza mayor o por caso fortuito. La aprobación de dichas modificaciones deberá seguir las mismas formalidades establecidas en el presente artículo.


Artículo 46.- Plan Anual. El Director Ejecutivo presentará al Comité Directivo Local y al Consejo Local, a más tardar el 15 de octubre de cada año, un plan anual para el año siguiente. Este plan anual deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Estado de avance de los objetivos y metas contenidas en el convenio de gestión educacional, así como aquellos contenidos en el plan estratégico local y los proyectos educativos institucionales de cada establecimiento de dependencia del Servicio Local, de conformidad al artículo anterior.


b) Dotación de docentes y asistentes de la educación requerida para el ejercicio de las funciones administrativas y pedagógicas necesarias para el desarrollo del proyecto educativo institucional, según corresponda, en cada establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local, la que deberá fundarse en razones técnico-pedagógicas y determinarse sobre la base de, al menos, los siguientes elementos:


i) Matrícula total de cada establecimiento.


ii) Niveles y modalidades de la educación provista por cada uno de éstos.


iii) Plan de estudios de cada uno de ellos o proyecto educativo institucional en el caso de la educación parvularia.


iv) Componentes de los Planes de Mejoramiento Educativo, elaborados con la comunidad de cada establecimiento educacional, de conformidad a lo establecido en el artículo 79, y los proyectos de integración escolar vigentes de dichos establecimientos que tengan relación directa con sus requerimientos de dotación de docentes y asistentes de la educación.


Al consignar la dotación en el plan, deberá indicarse si los profesionales docentes corresponden a la función docente, docente directiva o técnico pedagógica, según lo establecido en el artículo 5° del decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.


c) Acciones de apoyo técnico pedagógico a desarrollar para cada uno de los establecimientos educacionales de dependencia del servicio, determinando la periodicidad y contenidos generales de éstas. La planificación y ejecución de dichas acciones considerará el plan estratégico del servicio y propenderá al trabajo colaborativo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. Para su elaboración, el Director Ejecutivo consultará a los equipos directivos de los respectivos establecimientos educacionales, teniendo en consideración las acciones definidas en los planes de mejoramiento educativo de éstos y en los convenios de desempeño suscritos con cada director de establecimiento educacional.


Una vez presentado el Plan Anual, el Comité Directivo Local y el Consejo Local de Educación contarán con un plazo de quince días hábiles para realizar recomendaciones. El Director Ejecutivo integrará las recomendaciones en su plan anual o las rechazará de manera fundada. Posteriormente, el Director Ejecutivo remitirá el plan anual a la Dirección de Educación Pública, la cual podrá realizar recomendaciones dentro del plazo de diez días hábiles, que el Director Ejecutivo podrá rechazar de manera fundada.


El Director Ejecutivo sancionará el plan a más tardar el 15 de diciembre de cada año. En todo caso, el plan sancionado deberá ajustarse a los recursos y dotaciones totales de docentes y asistentes de la educación del Servicio Local, definidos por la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año siguiente.


Una vez sancionado, el plan deberá estar disponible en el sitio electrónico respectivo.


El Director Ejecutivo deberá dar cuenta de la ejecución del Plan Anual durante la rendición anual que contempla el literal h) del artículo 22. En base a ésta, el Comité Directivo Local informará a la Dirección de Educación Pública del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas en el Plan Anual, para que esto sea considerado en su evaluación.

Párrafo 5°

Régimen del personal de los Servicios Locales


Artículo 47.- Ámbito de aplicación. Las reglas contenidas en el presente párrafo sólo se aplicarán al personal que desarrolla sus funciones en los niveles y unidades internas del Servicio Local a que se refiere el artículo 25. Con todo, los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales se regirán por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y los asistentes de la educación de los referidos establecimientos se regirán por la ley N° 19.464.


Cada Servicio Local de Educación Pública podrá tener un Servicio de Bienestar, al cual podrán afiliarse tanto el personal que desarrolla funciones en el referido Servicio, como los asistentes de la educación, regidos por la ley N° 19.464, de los establecimientos educacionales dependientes del respectivo Servicio Local.


El personal de los Servicios Locales se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos y por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. En materia de remuneraciones se regulará por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que Fija la escala única de sueldos y su legislación complementaria.


Artículo 48.- Honorarios. El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Párrafo 6°

De los Consejos Locales de Educación Pública


Artículo 49.- Definición. En cada Servicio Local existirá un Consejo Local de Educación Pública (en adelante también “Consejo Local”). Los Consejos Locales colaborarán con el Director Ejecutivo de cada Servicio Local en el cumplimiento de su objeto. Para ello, representarán ante el Director Ejecutivo los intereses de las comunidades educativas a fin de que el servicio educacional considere adecuadamente sus necesidades y particularidades

Artículo 50.- Integración. Los Consejos Locales se integrarán de la siguiente forma:


a) Dos representantes de los centros de estudiantes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


b) Dos representantes de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


c) Dos representantes de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


d) Dos representantes de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


e) Un representante de las universidades con sede principal en la región acreditadas por cuatro años o más. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de las facultades de educación.


f) Un representante de los centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica estatales, de la región respectiva.


g) Dos representantes de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos, elegidos por sus pares.


Los cargos señalados en las letras a), b), c) y d) serán provistos de acuerdo a lo señalado en el reglamento.

Artículo 51.- Duración en los cargos. Los consejeros señalados en el artículo precedente, durarán en sus cargos el período de dos años.

En el caso de los consejeros señalados en las letras a), b), c) y d) de los números 1 y 2 del artículo precedente, la cesación en el cargo de miembro del consejo escolar producirá la cesación automática en el cargo de consejero del Consejo Local, debiendo ser reemplazado en un plazo no superior a treinta días.


Artículo 52.- Atribuciones del Consejo Local. Al Consejo Local le corresponderán las siguientes atribuciones: 


a) Representar los intereses de la comunidad educativa ante el Servicio Local respectivo.

b) Comunicar al Director Ejecutivo y al Comité Directivo Local de cualquier asunto que afecte a la comunidad educativa o la calidad de la prestación del servicio educacional en uno o más de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local.


c) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo o el Comité Directivo Local someta a su consideración.


d) Asesorar al Director Ejecutivo en la definición y ejecución de acciones referidas a la constitución y desarrollo de comunidades de aprendizaje que fortalezcan la enseñanza y aprendizaje, la convivencia escolar, formación ciudadana e inclusión, entre otras.

e) Proponer al Comité Directivo Local elementos relativos al perfil profesional, además de las competencias y aptitudes que deben reunir los candidatos o candidatas al cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22.


f) Proponer prioridades al Comité Directivo Local para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 40.


g) Emitir opinión respecto de la propuesta de Estrategia Nacional de Educación Pública.

h) Proponer las modificaciones que considere pertinentes respecto del Plan Estratégico Local.


i) Proponer al Comité Directivo Local las modificaciones al Plan Anual que estime convenientes, de forma justificada, con el objeto de resguardar su concordancia con el Plan Estratégico Local.

j) Proponer al Director Ejecutivo medidas tendientes a propiciar la inclusión al interior del aula y todas aquellas medidas tendientes a evitar efectos adversos a la equidad y eficacia del Sistema.


k) Requerir por escrito al Director Ejecutivo los antecedentes de los informes de la Agencia de Calidad de la Educación, de la Superintendencia de Educación y de la Dirección de Educación Pública sobre el desempeño de los establecimientos y el funcionamiento del Servicio Local.


l) Vincularse con la comunidad local y proponer al Director Ejecutivo estrategias de articulación y trabajo educativo que la incluya.


m) Colaborar con el Director Ejecutivo en la conformación de redes y comunidades de aprendizaje entre establecimientos educacionales y otros actores de las comunidades educativas y locales.

n) Fomentar la participación de las comunidades educativas y el rol de los consejos escolares, los centros de padres y apoderados y de los centros de estudiantes.

o) Las demás atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 53.- Responsabilidad de los integrantes del Consejo. Para todos los efectos legales, los integrantes del Consejo ejercerán función pública y estarán sujetos a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Artículo 54.- Participación ad honorem. Los integrantes del Consejo Local no percibirán remuneración o dieta de especie alguna por su participación en el mismo. Sin perjuicio de lo anterior, el Servicio Local dispondrá de los recursos necesarios para el adecuado funcionamiento del Consejo Local, de conformidad a la disponibilidad presupuestaria, incluyendo aquellos necesarios para la asistencia de sus miembros y de una sala o espacio adecuado para la realización de sus sesiones.


Artículo 55.- Causales de cesación en el cargo. Los consejeros cesarán en sus cargos de conformidad con las siguientes causales:


a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena por crimen o simple delito.


d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 33. 


e) Inasistencia injustificada a más de dos sesiones dentro de un mismo año calendario.


Artículo 56.- Funcionamiento. El Consejo Local elegirá de entre sus miembros a su Presidente por mayoría simple y se reunirá a lo menos seis veces al año. Podrá autoconvocarse cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes.


A las sesiones del Consejo Local asistirá el Director Ejecutivo, quien participará en ellas sólo con derecho a voz.


El quórum para sesionar será la mayoría de sus miembros. El quórum para adoptar acuerdos será la mayoría de los asistentes a la sesión respectiva, salvo aquellos casos en que la ley establece un quórum diferente.


En caso de existir empate en las votaciones, corresponderá al Presidente del Consejo Local emitir el voto dirimente.


Un funcionario designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de Secretario Ejecutivo. Para tal efecto, actuará como ministro de fe y registrará las sesiones.


Artículo 57.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Consejo Local serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida.


El Secretario Ejecutivo será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.


Artículo 58.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.

Título IV
De la Dirección de Educación Pública

Párrafo 1°

Objeto, funciones y atribuciones





Artículo 59.- Definición. Créase la Dirección de Educación Pública como servicio público centralizado, dependiente del Ministerio de Educación. Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que disponga para el cumplimiento de su objeto y por razones de buen servicio.





Artículo 60.- Objeto. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública la conducción estratégica y la coordinación del Sistema, velando para que los Servicios Locales provean una educación de calidad en todo el territorio nacional. Para ello elaborará la Estrategia Nacional de Educación Pública, vigilando su cumplimiento, y evaluará el desempeño de los Servicios Locales, a través de los convenios de gestión de sus Directores Ejecutivos, prestándoles apoyo técnico y administrativo en el marco de sus funciones.




Artículo 61.- Funciones y atribuciones. La Dirección de Educación Pública tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto:





a) Proponer al Ministerio de Educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 6, la Estrategia Nacional de Educación Pública a la que deberán ajustarse los integrantes del Sistema y velar por su cumplimiento.





b) Elaborar y proponer al Ministro de Educación los convenios de gestión educacional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 40, y realizar su seguimiento, evaluación y revisión, en base a criterios objetivos, observables y accesibles al público.





c) Proponer al Ministro de Educación el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos al cargo de Director Ejecutivo de los Servicios Locales, de conformidad al artículo 21.





d) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los Servicios Locales, cuando ello sea necesario para el cumplimiento de los principios establecidos en el artículo 5.





e) Asignar recursos a los Servicios Locales, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos para el Sector Público.





f) Hacer recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 46.





g) Orientar a los Servicios Locales para el desarrollo de la oferta de educación pública a lo largo de todo el territorio nacional.





h) Coordinar a los Servicios Locales, promoviendo su trabajo colaborativo y en red.





i) Proponer a los Servicios Locales planes de innovación, propendiendo a la mejora continua de los procesos educativos, en concordancia con las políticas del Ministerio de Educación.





j) Proponer al Ministerio de Educación políticas, planes y programas relativos a la educación pública, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575. Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.





k) Llevar un registro de los planes estratégicos de los Servicios Locales, de conformidad a lo establecido en el artículo 45.





l) Supervisar y velar por el cumplimiento de los convenios de los establecimientos de educación técnico profesional, adscritos al régimen de administración delegada, establecido en el decreto ley N° 3.166, de 1980, que para efectos de esta ley se considerarán integrantes del Sistema de Educación Pública, en lo que sea pertinente.





m) Coordinar la relación entre los Servicios Locales y el Ministerio de Educación, así como con otros órganos de la Administración del Estado, cuando su acción sea requerida para la adecuada provisión del servicio educacional.





n) Promover el mejoramiento de la calidad de la educación impartida por los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, que atiendan a personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, reconociendo para ello su especificidad, de acuerdo a las directrices y orientaciones generales emanadas del Ministerio de Educación. Para ello, deberá coordinarse con el Ministerio de Educación, con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y con otros órganos de la Administración del Estado, cuando corresponda.





ñ) Requerir de los Servicios Locales y establecimientos de su dependencia toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar, procesar y publicar, cuando corresponda, dicha información, permitiendo su acceso por parte de los distintos integrantes del Sistema, de la comunidad educativa y de la ciudadanía en general.





o) Requerir información a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación y coordinarse con ellas en los ámbitos de sus respectivas competencias, respecto de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia.





p) Definir políticas de operación y funcionamiento de los sistemas de seguimiento, administración, información y monitoreo de los Servicios Locales, con el objeto de asegurar el uso de medios digitales, el acceso común a servicios o instalaciones cuando fuere procedente, el registro y acceso a información pública y una fluida y expedita interconexión e interoperabilidad al interior del Sistema, así como con el Ministerio de Educación y con otras instituciones públicas.





q) Realizar o encargar estudios, diagnósticos y evaluaciones de la situación educativa de cada Servicio Local y sus establecimientos educacionales, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda. En el ejercicio de esta atribución, podrá requerir la colaboración de instituciones de educación superior, centros de estudios u otros organismos nacionales o extranjeros.





r) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común.





s) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.





t) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.

Párrafo 2°

Organización de la Dirección de Educación Pública





Artículo 62.- Director de Educación Pública. La dirección y administración de la Dirección de Educación Pública estará a cargo de un funcionario denominado Director de Educación Pública, quien será el jefe superior del servicio. Estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882 y será nombrado por el Presidente de la República. Su perfil profesional considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.





Al Director de Educación Pública le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:





a) Dirigir, organizar y administrar el funcionamiento del servicio, velando por el desarrollo y mejoramiento de la calidad de la educación pública, considerando la Estrategia Nacional de Educación Pública, las políticas, planes y programas elaborados por el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3 del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.





b) Proponer al Ministerio de Educación la remoción, cuando corresponda, de los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24.





c) Ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio. 





d) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios bajo su dependencia, de conformidad a la ley.





e) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.





Artículo 63.- Organización Interna. El Servicio deberá contar con una dotación de personal que le permita cumplir con las funciones y atribuciones dispuestas en la presente ley.





El personal de la Dirección de Educación Pública estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.





El Director de Educación Pública, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, establecerá la organización interna del servicio y determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a cada una de las unidades que se establezcan, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.





Artículo 64.- Coordinación regional. El Intendente convocará a lo menos a dos reuniones durante el año, a la que asistirán el Secretario Regional Ministerial de Educación, quien actuará como Secretario Ejecutivo, un representante del Gobierno Regional, el Director Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, el Director Regional de la Superintendencia de Educación, el representante zonal de la Agencia de la Calidad de la Educación, el Director Regional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de la región y un representante de la Dirección de Educación Pública, con el objeto de favorecer la coordinación de los Servicios Locales dentro de la región, así como el intercambio de iniciativas de mejora en su gestión, facilitando además la colaboración de los Servicios Locales con otros servicios públicos que se desempeñen dentro de la región. Asimismo, se podrá invitar a las sesiones a representantes de las universidades y centros de formación técnica acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región.





Para ello, podrá realizar propuestas a la Estrategia Nacional de Educación Pública, así como a la Estrategia Regional de Desarrollo, establecida en el decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005, del Ministerio del Interior, velando por la armonización entre ésta y los Planes Estratégicos de cada Servicio Local. Asimismo, podrá promover acuerdos de colaboración con otras entidades públicas o privadas de la región, con el fin de favorecer a las comunidades educativas de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de la región.





Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente artículo.
Título V

Disposiciones finales


Artículo 65.- Preferencia en concursos públicos relativos al personal docente. Los concursos públicos que, de conformidad al artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, se desarrollen para completar la planta docente de establecimientos educacionales de dependencia de un Servicio Local, deberán incluir criterios de selección que ponderen de manera relevante los mejores niveles de práctica pedagógica y conocimientos disciplinarios, de conformidad a la normativa vigente al momento de su realización.


Sin perjuicio de lo anterior, podrán realizarse concursos específicos para determinados grupos de docentes, de acuerdo a las necesidades del o los establecimientos educacionales cuyas vacantes requieran proveerse, y en los cuales podrá considerarse la experiencia requerida para dichos cargos.


Artículo 66.- Imputación del gasto. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 del Ministerio de Educación, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la Partida 50 del Tesoro Público.

Título VI

Otras normas


Artículo 67.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, que reglamenta aplicación del inciso segundo del artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979:


1) Suprímense, en el inciso segundo del artículo 3°, la frase “educacionales y a los” y la frase “de uno y otro género,”.


2) Elimínase, en el inciso primero del artículo 12, la expresión “de educación,”.


Artículo 68.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, en el siguiente sentido:


1) Elimínase, del literal g) del artículo 5°, la expresión “de educación,”.


2) Modifícase, el artículo 23, en el siguiente sentido:


a) Elimínase, en su inciso primero, la expresión “, educación”.


b) Elimínase, en el literal a) de su inciso segundo, la expresión “educación, y”.


3) Elimínase, en el artículo 47, la expresión “educación y”.


4) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 56, la expresión “educación y”.


5) Sustitúyese, en el literal a) del artículo 65, la expresión “los presupuestos de salud y educación” por “el presupuesto de salud”.


6) Sustitúyese el literal g) del artículo 67 por el siguiente:


“g) Los indicadores más relevantes que den cuenta de la gestión en los servicios de salud cuando éstos sean de administración municipal, tales como la situación previsional del personal vinculado al área, el grado de cumplimiento de las metas sanitarias y de salud a nivel comunal;”.


Artículo 69.- Modifícase el decreto ley N° 3.166, de 1980, que Autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica, de la siguiente forma: 


1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1°:


a) Agrégase, en el inciso primero, luego de “El Ministerio de Educación Pública” la frase “, a través de la Dirección de Educación Pública,”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Asimismo, al término de la vigencia de los convenios, de acuerdo a la presente ley y el convenio respectivo, el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública podrá renovarlos con las entidades administradoras, traspasarlos a otra entidad administradora o traspasarla a los Servicios Locales de Educación Pública.”.


2) Sustitúyese, en el artículo 5°, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por “de la Dirección de Educación Pública”.


Artículo 70.- Modifícase la ley Nº 18.956, de 1990, que reestructura el Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:


1) Intercálase en el literal c) del artículo 2, luego de “establecimientos educacionales”, la frase “, de conformidad al artículo 2 ter de la presente ley”.


2) Reemplázase en la letra c) del artículo 2 bis la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación”.


3) En el artículo 2 ter:


a) Intercálase en su inciso segundo, luego de las palabras “Dichas funciones”, lo siguiente “deberán ser ejercidas en coordinación con el sostenedor y con las instituciones parte del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad y”.


b) Reemplázase el inciso tercero, por el que sigue:

“Los Servicios Locales de Educación Pública brindarán directamente el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.”.


4) En el artículo 15:


a) Intercálase en el inciso primero, luego de la frase “Secretarías Regionales Ministeriales”, la oración “la proposición y evaluación de las políticas y planes en el territorio respectivo. De la misma forma deben”.


b) Intercálase en el inciso primero, antes del punto final, la frase “cuando corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2 ter de la presente ley”. 


c) Intercálase al inicio del inciso segundo: “Asimismo, serán las responsables de la coordinación de las instituciones pertenecientes al Sistema de Aseguramiento de la Calidad en el territorio.

Artículo 71.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación:


1) Modifícase el artículo 1° en el siguiente sentido: 


a) Sustitúyese la frase “de administración municipal o particular reconocida oficialmente,” por “administrados por los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante también “Servicios Locales”) o de administración particular reconocida oficialmente,”.


b) Elimínase la frase “, como también quienes ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en los departamentos de administración de educación municipal que por su naturaleza requieran ser servidos por profesionales de la educación”.


2) Reemplázase, en el artículo 3°, la expresión “del sector municipal incluyendo a aquellos que ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en sus órganos de administración” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


3) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 5°, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


4) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 7°, la frase “el sector municipal, entendido en los términos del artículo 19 Y de esta ley,” por “los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación”.


5) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7° bis, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 


6) Reemplázase, en el epígrafe del Título IV, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales”.


7) Modifícase el inciso segundo del artículo 19 de la siguiente forma:


i) Reemplázase el punto y coma que sigue a la frase “Ministerio de Educación”, por la letra “y”.


ii) Elimínase la frase “, y a los que ocupan cargos directivos y técnicos-pedagógicos en los Departamentos de Administración Educacional de cada municipalidad, o de las corporaciones educacionales creadas por estas”.


8) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19 Y:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 19 Y.- El presente Título se aplicará a los profesionales de la educación que desempeñen funciones en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública integrando la respectiva dotación docente.”.


b) Elimínase el inciso segundo.


9) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20: Se entiende por dotación docente el número total de profesionales de la educación que sirven funciones de docencia, docencia directiva y técnico-pedagógica, que requiere el funcionamiento de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local en su respectivo ámbito territorial, expresada en horas cronológicas de trabajo semanales.”.


10) Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 21: La dotación docente de los establecimientos educacionales de cada Servicio Local, incluyendo a quienes desempeñen cargos y horas directivos y técnico-pedagógicos en los Servicios Locales respectivos, será fijada a más tardar el 15 de diciembre del año anterior a aquel en que comience a regir, de conformidad a lo señalado el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública respectivo.”.


b) Reemplázase, en el inciso final, la palabra “municipio” por “Servicio Local respectivo”.


11) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la frase “La Municipalidad o Corporación que fija la dotación docente de cada comuna” por “El Servicio Local, al fijar su dotación docente”.


ii) Sustitúyese el numeral 1 por el siguiente:


“1.- Variación en el número de alumnos del Servicio Local en su ámbito territorial de competencia.”.


iii) Agrégase una conjunción “, y” al final del numeral 3.


iv) Reemplázase, en el numeral 4.- la conjunción “, y” por la siguiente frase: “en situaciones excepcionales.


v) Elimínase el numeral 5.


b) Suprímese, en el inciso segundo, la expresión “de una comuna,”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 


“Todas estas causales para la fijación o la adecuación de la dotación docente deberán estar fundamentadas en el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública. En todo caso, estas modificaciones deberán estar basadas en razones de carácter técnico-pedagógico.”.


12) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “docente de un Servicio Local”. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


13) Modifícase el inciso primero del artículo 26 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la frase “una misma Municipalidad o Corporación Educacional” por “un mismo Servicio Local”.


b) Reemplázase la expresión “la comuna” por “el ámbito territorial de competencia del Servicio Local”.


14) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese la frase “Departamento de Administración de la Educación o por la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local respectivo”.


b) Reemplazáse la frase “Dichos concursos deberán ajustarse a las normas de esta ley y su reglamento” por “Dichos concursos deberán contener el perfil profesional docente requerido, el que será elaborado por el director del establecimiento, con participación de su equipo directivo, y de un docente designado por el Consejo de Profesores. Una vez elaborado el perfil éste será remitido al Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo.”.


15) Modifícase el artículo 28, de la siguiente manera:


a)
Intercálase en su inciso primero, luego de la frase “en un diario de circulación nacional”, lo siguiente: 


“o en el portal de empleos dependiente de la Dirección Nacional del Servicio Civil”. 


b)
Intercálase el siguiente inciso segundo:


“La convocatoria deberá contener, al menos, la identificación del establecimiento educacional, el Servicio Local al que pertenece, la formación requerida y el perfil del cargo.”.


16) Modifícase el artículo 29 de la siguiente manera:


a) Elimínase la expresión “o contratados”.


b) Reemplázase la expresión “un decreto alcaldicio o un contrato de trabajo, según corresponda, documentos que contendrán” por “una resolución administrativa, documento que contendrá”.


c) Reemplázase, en el primer literal, la expresión “Municipalidad o Corporación” por “Servicio Local”.


d) Reemplázase, en el tercer literal, la expresión “a la Municipalidad o Corporación” por “al Servicio Local”.


e) Elimínase, en el último literal, la frase “y período de vigencia, si se tratare de contratos”.


17) Reemplázase, en el artículo 30, la expresión “comuna” por “Servicio Local”.


18) Reemplázase el artículo 31 por uno del siguiente tenor: 


“Artículo 31.- Las Comisiones Calificadoras de Concurso estarán integradas por:


a) Dos funcionarios del Servicio Local designados por su Director. 


b) Un docente elegido por sorteo entre los pares del nivel y de la especialidad de la vacante a llenar. Este docente deberá ser preferentemente de nivel Experto y no podrá pertenecer al establecimiento para el cual se provee la vacante.


Un funcionario designado por el Director Ejecutivo del Servicio Local será secretario de actas de la Comisión y tendrá derecho a voz. Esta Comisión deberá conformar una terna, de entre la cual el director del establecimiento respectivo seleccionará a un candidato.”.


19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 31 bis:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda” por “un representante del Director Ejecutivo del Servicio Local.”.


b) Intercálase, en el inciso segundo, entre la palabra “Consejo” y el punto y coma que le sigue, la siguiente frase precedida de una coma: “quien la presidirá”.

c) Reemplázase, en el inciso segundo, inmediatamente después del segundo punto y coma, la frase “y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo” por “y un director de establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo.”.


d) Elimínase, en el inciso segundo, la oración “En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar reconocido en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, del desarrollo profesional docente, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.”.


e) Elimínase el inciso tercero.


f) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente: 


“Los concursos a los que hace referencia este artículo serán convocados y administrados por los respectivos Servicios Locales, los cuales pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.”.


20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 32:


a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


ii) Elimínase la oración “Estos perfiles deberán ser aprobados por el sostenedor.”.


b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


ii) Reemplázase la frase “de la respectiva municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.


21) Modifícase el artículo 32 bis de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.” por la siguiente: “y serán financiadas con cargo al presupuesto anual de la Dirección Nacional del Servicio Civil.”.


b) Elimínase su inciso cuarto.


c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: “El proceso de selección tendrá el carácter de público, con las reservas señaladas en el artículo quincuagésimo quinto de la ley N°19.882.”.


22) Suprímese, en el inciso primero del artículo 33, la frase “o con el representante legal de la respectiva Corporación Municipal”.


23) Introdúcense, en el artículo 34, las siguientes modificaciones: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Consejo Local de Educación Pública y Comité Directivo Local”. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda,”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal con aprobación del sostenedor” por “Director Ejecutivo”.


24) Modifícase el artículo 34 A de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.


b) Suprímese, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 


c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.


25) Introdúcense al artículo 34 B las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.


b) Suprímese, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 


c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.


26) Modifícase el artículo 34 C en el siguiente sentido: 


a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “de la comuna respectiva” por “del Servicio Local respectivo”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 34 C, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal” por “del mismo Servicio Local”.


27) Deróganse los artículos 34 D, 34 E, 34 F, 34 G, 34 H, 34 I, y 34 J.


28) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 37, la frase “las Municipalidades o Corporaciones Educacionales” por “los Servicios Locales”.


29) Reemplázase en el artículo 39 la frase “las Municipalidades o Corporaciones municipales empleadoras” por “los Servicios Locales empleadores”.


30) Reemplázase en el artículo 41 bis la frase “municipio o corporación municipal” por “Servicio Local”.


31) Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Departamento de Administración de Educación Municipal o de una misma Corporación Educacional, según corresponda” por “Servicio Local”.


b) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Plan de Desarrollo Educativo Municipal” por “Plan Anual del Servicio Local”. 


c) Elimínase, en el inciso segundo, la expresión “o municipal” todas las veces que aparece.


32) Modifícase el artículo 43 en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso primero, de la siguiente forma:


i) Reemplázase la expresión “Las municipalidades” por “Los Servicios Locales”.


ii) Reemplázase la palabra “otras” por “otros”.


iii) Reemplazase la palabra “municipalidades” por la expresión “Servicios Locales”.


iv) Reemplázase la expresión “la municipalidad” por “el Servicio Local”.


b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:


i) Reemplázase la palabra “municipio” por la expresión “Servicio Local”.


ii) Reemplázase la expresión “la Municipalidad” por “el Servicio Local”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, el vocablo “municipio” por “Servicio Local”.


33) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 44, la expresión “cualquiera comuna” por “cualquier Servicio Local”.


34) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 46, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 


35) Introdúcense, en el artículo 47, las siguientes modificaciones:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “de la respectiva Municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.


36) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 51, la frase “Departamento de Administración de la Educación o la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local”.


37) Modifícase el artículo 52 en el siguiente sentido: 


a) Reemplázase la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.


b) Reemplázanse las palabras “otra comuna” por “otro Servicio Local”.


38) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “una dotación comunal” por “la dotación de un Servicio Local”.


b) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:


i) Reemplázase la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.


ii) Agrégase, antes de la expresión “particular subvencionado” la palabra “sector”.


39) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 64, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios locales”.


40) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 70:


a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente al interior de cada Servicio Local”.


b) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente de los Servicios Locales”.


c) Sustitúyese, en el inciso noveno, la frase “Jefe del Departamento de Administración Municipal de Educación o el Director de la Corporación Municipal respectivo” por “Director Ejecutivo”.


d) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “de la comuna correspondiente” por “del Servicio Local respectivo”.


41) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 70 bis, la frase “Departamentos de Administración de Educación Municipal” por “Servicios Locales”.


42) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 71, la expresión “el sector municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


43) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 72:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “de una dotación docente del sector municipal” por “de la dotación docente de un Servicio Local”.


b) Reemplázase, en el literal b), la frase “en los artículos 127 al 143 de la ley N° 18.883” por “en los artículos 129 al 145 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 


c) Reemplázase, en el párrafo segundo del literal b), la frase “de la respectiva Municipalidad o Departamento de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, designado por el sostenedor”, por “del respectivo Servicio Local”.


d) Sustitúyese, en el literal h), la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


e) Reemplázase, en el inciso final, la frase “el artículo 134 de la ley N° 18.883” por “el artículo 136 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 


44) Introdúcense, en el artículo 73, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Alcalde de una Municipalidad o el representante de una Corporación” por “Director Ejecutivo de un Servicio Local”.


b) Elimínase, en el inciso primero, la frase “de Desarrollo Educativo Municipal”.


c) Modifícase el inciso tercero en el siguiente sentido:


i) Sustitúyese la oración “El decreto alcaldicio o la resolución de la Corporación deberán ser fundados y notificados” por “La resolución del Director Ejecutivo del Servicio Local deberá ser fundada y notificada”.


ii) Reemplázase la frase “la respectiva Municipalidad o Corporación” por “el Servicio Local respectivo”.


iii) Reemplázase la expresión “otra Municipalidad o Corporación” por “otro Servicio Local”.


45) Modifícase el artículo 73 bis en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el literal a), la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Sustitúyese, en el inciso final, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.


46) Introdúcense en el artículo 74 las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación” por “del mismo Servicio Local”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “la misma Municipalidad o Corporación” por “el mismo Servicio Local”.


47) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 75, la frase “la Municipalidad o Corporación, según corresponda,” por “el Servicio Local”.


48) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 76, la frase “los decretos alcaldicios o los contratos, según corresponda” por “las resoluciones correspondientes”.


Artículo 72.- Modifícase la ley N° 19.247, que Introduce modificaciones en la ley sobre impuesto a la renta; modifica tasa del impuesto al valor agregado; establece beneficio a las donaciones con fines educacionales y modifica otros textos legales que indica, de la siguiente manera:


1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1°:


a) Modifícase el literal A de la siguiente manera:


i) Reemplázase la frase “las Municipalidades o por sus Corporaciones” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


ii) Reemplázase la expresión “las Municipalidades” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Sustitúyese en el literal C la frase “la Municipalidad respectiva, si se tratare de establecimientos administrados por ella o por su Corporación” por “el Servicio Local respectivo, si se tratare de establecimientos administrados por éste”.


2) Modifícase el inciso final del artículo 7° de la Ley de Donaciones con Fines Educacionales, contenido en el artículo 3° que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con fines Educacionales, de la siguiente forma:


a) Reemplázase la frase “propiedad de la Municipalidad” por “propiedad del Servicio Local”.


b) Reemplázase la palabra “Esta” por el vocablo “Éste”.


c) Reemplázase la frase “dentro de la comuna” por “dentro del ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local”.


Artículo 73.- Intercálase, en el artículo 2° de la ley N° 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor, adecuándose los siguientes:


“Podrán también constituirse asociaciones de funcionarios en los Servicios Locales de Educación Pública.”.


Artículo 74.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.410, que Modifica la ley N° 19.070, sobre estatuto de profesionales de la educación, el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1993, del Ministerio de Educación, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, y otorga beneficios que señala:


1) Deróganse los artículos 4°, 5° y 6°.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 21: 


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “administrados por municipalidades o corporaciones municipales de educación, los alcaldes”, por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, los Directores Ejecutivos de éstos”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“El Director Ejecutivo deberá consultar previamente sobre esta solicitud al Comité Directivo Local respectivo, y sólo podrá denegarla por motivos fundados.”.


3) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


a) Elimínase el literal a), pasando el actual literal b) a ser el literal a), y así sucesivamente los demás literales.


b) Agrégase un literal h) nuevo del siguiente tenor:


“h) Hasta el 10% de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial establecida en la ley Nº 20.248.”.


4) Sustitúyese, en el artículo 24, la expresión “a la Municipalidad respectiva” por “al Servicio Local respectivo”. 


5) Reemplázase, en el artículo 25, la voz “alcalde” por “Director Ejecutivo del Servicio Local” y la expresión “un decreto alcaldicio” por “una resolución”.


6) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 26:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “a la respectiva Municipalidad” por “al Servicio Local respectivo”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la Municipalidad respectiva” por “el respectivo Servicio Local”.


Artículo 75.- Modifícase el artículo 46 del decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, sobre rentas municipales, en el siguiente sentido:


1) Reemplázase, en el literal a) del inciso cuarto, la expresión “Establecimientos educacionales, hogares” por “Hogares”.


2) Agrégase, en el literal a) del inciso cuarto, después del punto aparte, que pasa a ser una coma, la expresión “y establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública.”.


Artículo 76.- Modifícase la ley N° 19.464, que Establece normas y concede aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales que indica, de la siguiente forma:


1) Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 1°, la frase “tanto del sector municipal como del particular” por “tanto del sector particular como dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


2) Modifícase el artículo 2° de la siguiente forma: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “las municipalidades, o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”. 


b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”. 


3) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:


a) Modifícase su inciso primero como sigue:


i) Reemplázase la frase “por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”.


ii) Reemplázase la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


b) Sustitúyese la expresión “Las municipalidades o corporaciones” por “Los Servicios Locales”.


4) Reemplázase, en el artículo 5°, la expresión “las municipalidades o corporaciones municipales” por “los Servicios Locales”.


5) Sustitúyese, en el artículo 7°, la frase “departamentos de administración educacional de las municipalidades, cualquiera sea su denominación” por “Servicios Locales de Educación Pública”.


Artículo 77.- Agrégase, en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, un artículo 4º bis, nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo 4 bis.- Los Servicios Locales de Educación Pública podrán acogerse al beneficio de la subvención que establece esta ley, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, siempre que éstos cumplan con los requisitos fijados en el artículo 6º.”

Artículo 78.- Modifícase la ley N° 19.979, que Modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales, en el siguiente sentido:


1) Introdúcense en el artículo 7° las siguientes modificaciones:


a) Intercálase, entre las locuciones “subvencionado” y “deberá”, la frase “o que reciba aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento,”.


b) Incorpórase un inciso segundo del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo Escolar deberá establecer en su acta constitutiva las instancias para considerar las opiniones de los niños que asistan al establecimiento en los niveles de educación parvularia y básica, en temas de su interés de acuerdo a sus capacidades, niveles de desarrollo y cultura.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“En los establecimientos que impartan exclusivamente educación parvularia y que se encuentren incluidos en el inciso primero, estos consejos de denominarán “Consejos de Educación Parvularia”.”.


2) Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en las letras c) y d) del inciso segundo, la expresión “municipales” por “dependientes de los servicios locales de educación”.


b) Agrégase, en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “ En los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública el consejo escolar tendrá facultades resolutivas respecto de las cuestiones señalados en los literales d) y e). Con este objeto el consejo organizará una jornada para recabar las observaciones, aportes e inquietudes de la comunidad escolar respecto de estas materias.”.


Artículo 79.- Modifícase la ley N° 20.248, sobre subvención escolar preferencial, de la siguiente forma:





1) Modifícase el artículo 7 de la siguiente forma: 





a) Intercálase el siguiente párrafo segundo y tercero en el literal  d):





“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, le corresponderá a sus directores elaborar, en conjunto con la comunidad educativa, y proponer al Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en este artículo, así como los Planes de Mejoramiento Educativo establecidos en los artículos 19 y 26 de la presente ley, cuando corresponda, previa consulta al consejo escolar del establecimiento. 





El Director Ejecutivo, podrá realizar observaciones al plan presentado por el director a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local, la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva.
En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.”.




b) Elimínase el segundo párrafo del literal f) del artículo 7. 





2) Reemplázase en el numeral 4 del inciso segundo del artículo 8, la frase “municipales o administrados por corporaciones municipales” por “educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.”.





3) Elimínase, en el inciso final del artículo 11, la frase “El Ministerio de Educación, a solicitud de los municipios, deberá promover y apoyar, cuando así se lo soliciten, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas.”. 


4) Agrégase, en el párrafo primero del numeral 2) del artículo 26, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, corresponderá al Servicio Local, a través del director del establecimiento educacional respectivo, elaborar y cumplir este Plan.”.


5) Reemplázase el inciso tercero de artículo 28 por el siguiente:


“En el caso de no lograrse los resultados educativos señalados en el inciso primero, los establecimientos estarán afectos a los mecanismos establecidos en los artículos 30 y 31 de la ley Nº 20.529, según corresponda.”.


6) Reemplázase la letra e) del artículo 29 por la siguiente:


“e) Mantener un sistema de apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° ter de la ley N° 18.956.”.


7) Reemplázase en el inciso primero del artículo 33 bis la frase “municipios, corporaciones municipales” por “Servicios Locales de Educación Pública”.


Artículo 80.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, de la siguiente forma:


1) Reemplázase, en el literal a) del artículo 46, la frase “las personas jurídicas de derecho público, tales como municipalidades y otras entidades”, por “, en el caso de órganos pertenecientes a la Administración del Estado, únicamente los Servicios Locales de Educación Pública y la Junta Nacional de Jardines Infantiles. En el caso de entidades que no pertenecen a la Administración del Estado, serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público”.


2) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 89:


a) Sustitúyese, en el literal b), la expresión “el ámbito municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Agrégase, en el literal b), antes de la voz “particular” la frase “en el sector”.


c) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la educación municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


Artículo 81.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.529, que Establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización:


1) Reemplázase, en la letra d) del artículo 3°, la expresión “así como los sostenedores del sector municipal,” por “así como los Servicios Locales de Educación Pública”.


2) Agrégase el siguiente párrafo segundo al literal e) del artículo 11: 





“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, dichos informes deberán ser estudiados por su equipo directivo y consejo de profesores, y por los equipos técnicos del Servicio, e incorporar las recomendaciones que estimen pertinentes a su Plan de Mejoramiento Educativo siguiente. La no incorporación de las propuestas deberá ser fundada.”.


3) Reemplázase, en la letra g) del artículo 11, la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación Pública.”.

4) Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo en el artículo 12, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto y así sucesivamente:


“Para el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia realizará además una evaluación integral de la gestión de estos servicios que incluya recomendaciones indicativas para el mejoramiento de la gestión del Servicio Local. Estas recomendaciones deberán considerar especialmente los objetivos y prioridades establecidas en el Plan Estratégico Local del Servicio respectivo, así como las estrategias y acciones que éste contemple para el cumplimiento de dichos objetivos.”. 


5) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 13: 


“Para efectos de lo señalado en el inciso cuarto del artículo 12, la Agencia definirá, a partir de su planificación anual, los Servicios Locales que serán evaluados, considerando para ello el nivel de cumplimiento de los estándares establecidos en esta ley. Con todo, la totalidad de los Servicios Locales deberá ser evaluada con una periodicidad no superior a seis años.”.


6) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 14:


“En el caso de los informes referidos a los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia deberá remitir copias de dichos informes a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo Local y al Consejo Local respectivo.”.


7) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 26 la frase “El Ministerio de Educación podrá”, por “El Ministerio de Educación o los Servicios Locales de Educación Pública podrán”.


8) Sustitúyense los actuales incisos tercero y cuarto del artículo 27 por los siguientes:


“Corresponderá al Servicio Local de Educación Pública respectivo proporcionar el apoyo técnico pedagógico que sea necesario a los establecimientos educacionales de su dependencia.


El apoyo brindado de conformidad a este artículo deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos ordenados en las categorías c) y d) del artículo 17 y en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico.”.


9) Reemplázase el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- Los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente deberán recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello, los establecimientos particulares subvencionados podrán recurrir al Ministerio de Educación, que prestará este servicio directamente o a través de una persona o entidad del Registro Público de Personas o de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación. 


En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local de Educación Pública que tengan Desempeño Insuficiente, dicho Servicio deberá incorporar en su Plan Anual medidas específicas de apoyo técnico pedagógico que tiendan al mejoramiento de los resultados educativos del establecimiento afectado.


Las medidas señaladas en los incisos precedentes deberán brindarse hasta que dicho establecimiento abandone la categoría Desempeño Insuficiente o por un plazo máximo de cuatro años. Con todo, si el establecimiento no logra ubicarse en una categoría superior, pero muestra una mejora significativa, podrá seguir sujeto a las medidas señaladas en los incisos precedentes hasta por un año más. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 31 de esta ley.


La Agencia definirá, en normas de carácter general, los criterios para determinar la mejora significativa de un establecimiento educacional. Estos criterios deben guardar relación con los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y en sus bases curriculares y con los otros indicadores de calidad educativa.”.





10) Agrégase al literal d) del artículo 35, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, deberá aprobar el informe y las medidas de reestructuración, de conformidad al inciso tercero del artículo 31.”.”.





11) Sustitúyese el literal h) del artículo 41 por el siguiente:





“h) Certificar, según lo que establece el artículo 31, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. Dicha certificación deberá contar con la aprobación del Consejo de la Agencia.”.





Asimismo, deberá elaborar el informe a que hace referencia el artículo 31.”.

.


12) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 68, la frase “o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate” por “o al domicilio del Servicio Local de Educación respectivo.”.


13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 89:


a) Suprímese la letra f), pasando la actual g) a ser f).


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “, f) y g)” por “y f)”.


14) Incorpórase un párrafo segundo, nuevo, en el literal e), del artículo 73, del siguiente tenor:





“En el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, solo será aplicable la inhabilidad temporal para ejercer el cargo de Director Ejecutivo, hasta por un plazo de cinco años.”.


15) Modifícase el artículo 92 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el literal a) por el siguiente:


“a) Asumir la representación legal del establecimiento. Esta representación legal lo faculta, expresamente, para ejercer la titularidad de las acciones administrativas, civiles y/o penales para perseguir la responsabilidad, en su caso, de los administradores y/o sostenedores.”.


b) Elimínase del párrafo primero del literal h) la frase “por renuncia o revocación,”.


16) Derógase el artículo 96.


Artículo 82.- Reemplázase el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845, por el siguiente:


“Artículo trigésimo séptimo.- Créase un Fondo destinado a la recuperación y fortalecimiento de la educación pública escolar y parvularia, en todos sus niveles y modalidades, sea que ésta se encuentre administrada directamente por municipios o a través de corporaciones municipales o por los Servicios Locales de Educación Pública.


Los recursos de este Fondo deberán ser utilizados para el cumplimiento de los siguientes objetivos:


i) Mejorar la calidad del servicio educativo a cargo de las municipalidades y corporaciones municipales mientras éste no haya sido traspasado a los Servicios Locales.


ii) Facilitar la instalación y funcionamiento del Sistema de Educación Pública, especialmente el traspaso del servicio educativo a los Servicios Locales, de conformidad a las disposiciones transitorias establecidas en la ley que crea el Sistema de Educación Pública, en particular, las contenidas en su párrafo quinto de sus disposiciones transitorias.


Los Planes de Transición señalados en el párrafo 6° de las disposiciones transitorias de la ley que crea el Sistema de Educación Pública podrán ser financiados con los recursos de este Fondo.


El monto anual de este Fondo se establecerá en la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva, y ascenderá a $250.000.000 miles para los años 2018 a 2019, $200.000.000 miles para el año 2020, $150.000.000 miles para el año 2021 y $100.000.000 miles para los años 2022 al 2025.


Mediante resolución del Ministerio de Educación, suscrita por el Ministerio de Hacienda, se establecerán los mecanismos de distribución de estos recursos, los usos específicos en que se emplearán, y las formas y procedimientos de entrega y rendición de los mismos, cuando ello corresponda.


La asignación de recursos de este Fondo entre las entidades señaladas en el inciso primero deberá ajustarse a criterios de transparencia, pertinencia, equidad y no discriminación arbitraria, y se formalizará mediante una o más resoluciones del Ministerio de Educación, copia de las cuales se remitirá a la Dirección de Presupuestos.


Artículo 83.- Referencias. Todas las referencias que las leyes, decretos, reglamentos y, en general, la normativa vigente haga a las municipalidades, los departamentos de administración de educación municipal o las corporaciones municipales creadas antes del 31 de marzo de 1988 conforme a las normas del Código Civil y a los decretos N° 462, de 1981, y N° 110, de 1976, ambos del Ministerio de Justicia en tanto sostenedores de establecimientos educacionales, que no hayan sido suprimidas o adecuadas por la presente ley, deberán entenderse hechas al o los Servicios Locales de Educación Pública que corresponda conforme a su ámbito de competencia territorial.


Asimismo, cada vez que la normativa señalada en el inciso anterior se refiera al Jefe del Departamento de Administración de la Educación Municipal, debe entenderse referido el Director Ejecutivo de los Servicios Locales. En aquellos casos en que dichas normas aludan a los establecimientos del sector municipal, la referencia debe entenderse hecha, a su vez, a los establecimientos dependientes de los Servicios Locales.


Se excepcionarán de lo dispuesto en los incisos precedentes aquellos casos en que aparezca de manifiesto que la disposición cuya referencia se prescribe adecuar resulta inaplicable a los Servicios Locales o al Director Ejecutivo, atendida la naturaleza del servicio o el cargo, respectivamente.


Finalmente, sin perjuicio de las modificaciones efectuadas en el presente Título, se entenderá que será siempre el Servicio Local el que diseñará, coordinará y prestará el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo 1°

Disposiciones generales


Artículo primero.- Entrada en vigencia general. La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación, sin perjuicio de las excepciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.


Artículo segundo.- Entrada en vigencia de derogaciones y modificaciones de otras leyes. Lo dispuesto en el Título V de esta ley entrará en vigencia desde la fecha del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio. En consecuencia, las modificaciones legales establecidas en dicho Título no surtirán efectos respecto de aquellas municipalidades o corporaciones municipales que continúen prestando el servicio educacional.


Se exceptuará de lo dispuesto en el inciso anterior, el numeral 3) del artículo 81, que entrará a regir una vez transcurridos tres años desde la fecha de traspaso del servicio educacional, respecto de cada Servicio Local.


Artículo tercero.- Entrada en vigencia de la calidad de sostenedor de los Servicios Locales. Lo establecido en el inciso tercero del artículo 17 de la presente ley entrará en vigencia respecto de cada Servicio Local, en lo relativo a su calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.


Artículo cuarto.- Traspaso del servicio educacional. Traspásase el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de las corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, a los Servicios Locales de Educación Pública creados de conformidad al artículo 16 de esta ley, en la oportunidad, forma y condiciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.


Para estos efectos, se entenderá indistintamente por “corporación municipal” o “corporaciones municipales”, según corresponda, aquellas corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.





Artículo quinto.- Determinación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos expedidos a través del Ministerio de Educación, los que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determinará el ámbito de competencia territorial, el domicilio y la denominación de los Servicios Locales, con arreglo a la distribución territorial establecida en el artículo 16 de la presente ley. El ámbito de competencia territorial de cada servicio se determinará sobre la base de una comuna o agrupación de comunas dentro de una misma región, no pudiendo dividirse el territorio de éstas.





Para efectos de lo establecido en el inciso precedente, el Presidente de la República deberá considerar, a lo menos, los siguientes criterios: matrícula total de estudiantes en el territorio; número de establecimientos dependientes de cada municipalidad, y distancia y conectividad entre los establecimientos educacionales dependientes de cada municipalidad.


Artículo sexto.- Entrada en funcionamiento de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos del Ministerio de Educación, suscritos además por el Ministro de Hacienda, determinará un calendario de instalación que establezca las fechas en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales de Educación Pública, de conformidad a las siguientes reglas.


Primera etapa de instalación: 





1) Entrará en funcionamiento entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local de la región Metropolitana, que comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia; 





2) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2019 un Servicio Local de la región de Coquimbo; un Servicio Local de la región de La Araucanía; un Servicio Local de la región de Biobío; y un Servicio Local de la región de Atacama;





3) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020 el Servicio Local de la región de Arica y Parinacota; un Servicio Local de la región de Atacama; un Servicio Local de la región de Valparaíso; un Servicio Local de la región de Antofagasta; un Servicio Local de la región Metropolitana; y un Servicio Local de la región de Los Lagos.





Segunda etapa de instalación:





4) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2022 quince Servicios Locales.





5) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2023 quince Servicios Locales.





6) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2024 quince Servicios Locales.





7) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2025 catorce Servicios Locales.





Los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con al menos seis meses de anticipación a la fecha de traspaso del servicio educacional, excepto el establecido en el numeral 1) de este artículo.


El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, que deberá además ser suscrito por el Ministro de Hacienda, podrá modificar el calendario de la segunda etapa de instalación. Para estos efectos deberá considerar los informes del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública regulado en el artículo siguiente.


Artículo séptimo.- Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública. Existirá un Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública (en adelante también “el Consejo de Evaluación”), el que será presidido por el Subsecretario de Educación e integrado además por seis profesionales de reconocida experiencia en las áreas de políticas públicas, educación y administración municipal o del Estado.


Dichos profesionales deberán ser ajenos a la administración del Estado, salvo aquellos que ejerzan funciones docentes, debiendo reflejarse en la conformación del Consejo una adecuada diversidad de visiones y competencias. Serán designados por el Presidente de la República y su participación será ad honorem. 


La Subsecretaría de Educación prestará apoyo administrativo al Consejo y el Director de Educación Pública será su secretario ejecutivo, teniendo sólo derecho a voz. El Consejo determinará su forma de funcionamiento mediante acuerdo.


El Consejo de Evaluación tendrá como misión principal asesorar al Presidente de la República en la evaluación y análisis del proceso de instalación de los Servicios Locales. A fin de dar cumplimiento adecuado a esta tarea, entregará un informe anual de seguimiento de la puesta en marcha del Sistema de Educación Pública, debiendo presentar, en el año 2021, una evaluación intermedia de este proceso.


En el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá proponer al Presidente de la República, de manera fundada y con el voto favorable de la mayoría de sus miembros indicados en el inciso segundo de este artículo, modificaciones legales, reglamentarias o de otra índole, tales como la modificación del calendario de la segunda etapa de instalación de los Servicios Locales; la extensión del proceso por un nuevo período o la creación de nuevas etapas de instalación; la implementación de formas de administración o gestión del servicio educacional; la modificación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales; diferir, incluir o no considerar temporalmente a una o más comunas en el proceso de instalación; variar el número total de Servicios Locales; modificaciones de cualquier naturaleza en aquellos casos en que advierta problemas en la implementación del Sistema; y cualquier otra política pública, medida, procedimiento o mecanismo orientado a mejorar el Sistema Nacional de Educación Pública.


Para la elaboración de sus propuestas el Consejo solicitará información a los directores de Servicios Locales instalados y autoridades municipales y regionales, y consultará a representantes de profesores y asistentes de la educación, representantes estudiantiles del nivel escolar y académicos con experiencia en la materia, entre otros. De igual forma, podrá solicitar estudios e informes a las Subsecretarías de Educación y de Educación Parvularia, a la Agencia de Calidad de la Educación, Superintendencia de Educación y a otros órganos de la administración que estime pertinente. Con todo, los informes del Consejo deberán contener la opinión del Ministro de Hacienda respecto del impacto presupuestario de las propuestas.


El Consejo terminará su labor a más tardar el 1 de enero de 2025 o en el último año que se establezca en el calendario de instalación de los Servicios Locales.

Párrafo 2°

Del traspaso del servicio educacional


Artículo octavo.- Fecha del traspaso del servicio educacional. El 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de un Servicio Local, se le traspasará, por el solo ministerio de la ley, el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de corporaciones municipales, de las comunas en las cuales éste ejerza su competencia, lo cual comprenderá los bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y humanos asociados a la prestación de dicho servicio, de conformidad a las disposiciones transitorias siguientes.


Con todo, en caso que el Servicio Local establecido en el numeral 1) del artículo sexto transitorio entre en funcionamiento antes del 31 de diciembre de 2017, se le traspasará el servicio educacional, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018. Si la entrada en funcionamiento de dicho Servicio Local se produce en una fecha posterior, se aplicará lo dispuesto en el inciso precedente.

Artículo noveno.- Traspaso de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, que cuenten con reconocimiento oficial al 31 de diciembre de 2014, ya sea que se encuentren en funcionamiento o en receso, así como aquellos que se creen a partir de dicha fecha hasta el momento del traspaso, se traspasarán al Servicio Local que ejerza sus competencias en las correspondientes comunas, de conformidad a los artículos siguientes, y en la misma forma y oportunidad señalada en el artículo anterior.



El Servicio Local será el sucesor legal de la municipalidad, o la corporación municipal en su caso, en la calidad de sostenedor del establecimiento educacional traspasado.


Los inmuebles donde funcionaron establecimientos educacionales de administración municipal o administrados por corporaciones municipales, que al 31 de diciembre de 2014 hubieren perdido su reconocimiento oficial, dejarán de estar afectos al servicio educacional y pasarán a ser de libre disponibilidad por parte de la municipalidad o corporación municipal respectiva; siempre que estas hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición, y sólo una vez que se haya efectuado el traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local según lo establecido en estas disposiciones transitorias.


Artículo décimo.- Postergación del traspaso del servicio educacional. Una municipalidad o corporación municipal podrá solicitar al Ministerio de Educación que el servicio educacional de su comuna no sea traspasado al Servicio Local respectivo en los plazos que le correspondieren en virtud de los artículos anteriores, siempre que cumpla con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que al momento de la solicitud, a lo menos el 60% del total de establecimientos a su cargo presente niveles educativos ordenados como de desempeño alto o medio alto, según la ordenación realizada por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley N° 20.529. Para estos efectos se considerarán las ordenaciones correspondientes al último año disponible.


b) Que la evolución del total de la matrícula en los establecimientos que administra, durante los seis años previos al momento de la solicitud, ubique a la respectiva municipalidad o corporación municipal dentro del 30% de mejor desempeño a nivel nacional para dicho índice. 


Para estos efectos se entenderá por “total de la matrícula” aquella comprendida entre el primer año de educación básica y el cuarto año de educación media regular, incluyendo las diversas formaciones diferenciadas y modalidades de enseñanza. Asimismo, para establecer esta evolución se deberá considerar el efecto demográfico referido a la evolución de la población entre 6 y 18 años de las comunas del país para el mismo periodo.


c) Que durante los 24 meses previos a la solicitud, no haya registrado obligaciones previsionales impagas respecto de los profesionales de la educación, asistentes de la educación o personal de apoyo y administración educacional de su dependencia, por un monto superior a las 400 unidades de fomento calculadas a la fecha en que se presente la solicitud.


d) Que al momento de la solicitud, la deuda de la municipalidad o corporación municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, según lo establecido en el artículo trigésimo transitorio, no supere el 5% de sus ingresos anuales por concepto de subvenciones escolares y aportes del Estado para el mismo año, descontados los aportes de capital. Para estos efectos no se considerará la deuda ocasionada por los anticipos de subvención realizados para financiar planes de retiro de funcionarios.


El municipio o corporación municipal deberá presentar su solicitud durante el mes de enero del año en que entrará en funcionamiento el Servicio Local con competencia sobre la comuna respectiva. El Ministerio de Educación tendrá un plazo de 60 días para verificar el cumplimiento de los requisitos y acoger la solicitud si fuera procedente.


El Ministerio de Educación deberá evaluar anualmente, a más tardar en marzo de cada año, si las municipalidades o corporaciones municipales autorizadas mantienen el cumplimiento de los requisitos establecidos en los literales de este artículo. De no ser así, el traspaso del servicio educacional que prestan se ajustará a lo establecido en el calendario de instalación definido por el Presidente de la República; y en caso de encontrarse ya en funcionamiento el respectivo Servicio Local con competencia sobre la comuna, se deberá proceder al traspaso del servicio educacional, según las normas establecidas en estas disposiciones transitorias. 


Un reglamento del Ministerio de Educación suscrito por el Ministro de Hacienda especificará los requisitos indicados en los literales de este artículo y la forma e instrumentos para su evaluación, y el procedimiento de solicitud y aprobación del requerimiento de la municipalidad o corporación municipal.

Párrafo 3°

Del traspaso de los bienes afectos a la prestación del servicio educacional


Artículo décimo primero.- Bienes inmuebles afectos al servicio educacional. Para los efectos del traspaso del servicio educacional establecido en estas disposiciones transitorias, estarán afectos a la prestación de dicho servicio los bienes inmuebles pertenecientes a órganos de la Administración del Estado o a sus órganos dependientes, tales como las corporaciones municipales, en los cuales, al 31 de diciembre de 2014, desarrollan sus funciones los establecimientos educacionales, que se traspasen de conformidad al artículo anterior. Estos inmuebles serán traspasados al respectivo Servicio Local de la siguiente manera:


1) Los inmuebles de propiedad de una municipalidad o de otro órgano de la Administración del Estado serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Se comprenderán en esta letra, los inmuebles que pertenecen a una municipalidad y fueron entregados en comodato a la respectiva corporación municipal o a personas jurídicas de derecho privado que no persigan fines de lucro. 


2) Los inmuebles que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tal como una corporación municipal, que hayan sido adquiridos o traspasados a este último para el solo efecto de prestar el servicio educacional, serán traspasados al Servicio Local que corresponda.


3) Los inmuebles que no correspondan a alguna de las categorías anteriores y que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tales como corporaciones municipales, serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Con todo, si dichas corporaciones demuestran que un determinado inmueble se encuentra en esta categoría, podrán optar por entregarlo en comodato al Servicio Local. Éste deberá ser celebrado antes de que se verifique el traspaso del servicio educacional, según lo establecido en el artículo noveno transitorio, y tendrá una duración de, al menos, 30 años. Asimismo, deberá dar cumplimiento, respecto del derecho de uso entregado en virtud del comodato, a todos los trámites establecidos para los inmuebles en estas disposiciones transitorias.”.


Artículo décimo segundo - Bienes muebles afectos al servicio educacional. Se entenderán afectos a la prestación del servicio educacional los bienes muebles que, perteneciendo a los órganos señalados en el artículo precedente, se encuentren en alguno de los siguientes casos:


a) Bienes muebles que guarnecen los inmuebles señalados en el inciso primero del artículo anterior.


b) Bienes muebles no comprendidos en la letra anterior que resultan necesarios para la prestación del servicio educacional de conformidad a la ley.


c) Bienes muebles que hayan sido adquiridos con transferencias de recursos fiscales, para la prestación del servicio educacional.


Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta el traspaso del servicio educacional, dichos órganos de la Administración del Estado, así como los órganos que dependan de éstos, destinarán los bienes señalados en este artículo y en el artículo precedente exclusivamente a la prestación del servicio educacional, no pudiendo, en todo o en parte, destinarlos a una finalidad distinta.


Los bienes señalados en el presente artículo y en el artículo precedente se traspasarán, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Local con competencia en la comuna en el cual se encuentren emplazados, en la forma y oportunidad señalada en el artículo noveno transitorio.

Artículo décimo tercero.- Regularización de inmuebles destinados al funcionamiento de establecimientos educacionales. Para la regularización de la propiedad de los inmuebles afectos al funcionamiento de establecimientos educacionales, señalados en el artículo décimo primero transitorio y en el literal b) del artículo vigésimo primero transitorio de esta ley, se estará a lo dispuesto en el decreto ley N° 2.695, en todo aquello que sea pertinente, sin que sea aplicable, para estos efectos, la restricción respecto al avalúo fiscal de dichos inmuebles que establece el artículo 1° del mismo decreto ley.


Artículo décimo cuarto.- Regularización de la infraestructura. Las construcciones o ampliaciones de infraestructura educacional en inmuebles comprendidos en el artículo décimo primero transitorio y en el literal b) del artículo vigésimo primero transitorio de esta ley, construidas con o sin permiso de edificación y las que no cuenten con recepción final a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán ser regularizadas de conformidad a lo establecido en el presente artículo.


Podrá solicitar su regularización el sostenedor del establecimiento educacional cuya infraestructura se encuentre en alguna de las situaciones señaladas en el inciso anterior, acompañando los siguientes antecedentes:


a) Aquellos especificados en el artículo 5.1.6 N°s. 6, 7 y 9 del decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, suscritos por un profesional competente, en que consten las características de la edificación que se regulariza.


b) Certificado de dominio vigente de la propiedad en que se encuentra ubicada la construcción o ampliación.


c) Informe técnico de un profesional arquitecto o ingeniero civil, sobre el buen estado estructural y constructivo del edificio y de la carencia de riesgo físico para sus usuarios.


d) Certificado de higiene ambiental expedido por la autoridad de salud competente.


e) Informe técnico de un instalador autorizado sobre el buen estado de las instalaciones de electricidad, de agua potable y de alcantarillado.


f) Informe del sostenedor sobre las condiciones generales de seguridad, en especial, las de evacuación.


g) Certificado del Secretario Regional Ministerial de Educación o la Dirección Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles competente, según corresponda, de la utilización de las construcciones, ampliaciones o habilitaciones para impartir el servicio educacional.


Sólo podrán acogerse a lo establecido en el presente artículo las edificaciones o las ampliaciones, o ambas según el caso, construidas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, siempre que durante los treinta días siguientes a esta misma fecha no se formularen reclamaciones de los vecinos por incumplimiento de normas, y en la medida en que se respeten las líneas oficiales de edificación establecidas por los planes reguladores respectivos.


Las regularizaciones acogidas a esta ley estarán exentas del pago de derechos de edificación.


La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere emitido un pronunciamiento, se tendrá por aprobada.


Si el permiso o la recepción, o ambos según el caso, fueren denegados, los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, en un plazo de quince días contado desde la notificación del rechazo, la que deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue en tal caso el permiso o la recepción, o ambos, según se trate.


Artículo décimo quinto.- Cesión de contratos y convenios. Con el exclusivo fin de asegurar la continuidad del servicio educacional, los Servicios Locales serán sucesores legales de las municipalidades o corporaciones municipales en aquellos contratos o convenios que hubieren celebrado con terceros, que tengan por objeto el uso o goce de los bienes inmuebles en que funcione el establecimiento educacional respectivo, la prestación de servicios, o la entrega de bienes para la prestación del servicio educacional, que resulten necesarios para la continuidad del mismo.


Para todos los efectos legales, en los contratos o convenios celebrados con terceros se aplicarán las normas de la ley N° 20.845.


Artículo décimo sexto.- Cesión de concesiones. Sin perjuicio del traspaso del servicio educacional y los bienes afectos al mismo, los Servicios Locales serán sucesores legales de aquellas municipalidades que hubieren concesionado el servicio educacional respecto de uno o más establecimientos educacionales, pudiendo poner término a la concesión de acuerdo a los procedimientos vigentes en esta ley.


Artículo décimo séptimo.- Exención de derechos e impuestos. Los actos, convenios, publicaciones, inscripciones, subinscripciones o actuaciones de cualquier otro tipo que se originen a causa de los traspasos de bienes y servicios dispuestos en la presente ley, estarán exentos de todo arancel o tributo, incluyendo cualquier tipo de impuesto, tasa o derecho a favor del fisco o del patrimonio de cualquier órgano del Estado.

“Párrafo 4º.- Del traspaso de establecimientos de educación parvularia.


Artículo décimo octavo.- Traspaso de establecimientos de educación parvularia. Se entenderán incluidos en el traspaso señalado en el párrafo 2º de estas disposiciones transitorias, los establecimientos de educación parvularia administrados por municipalidades o corporaciones municipales que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, en la misma forma y oportunidad señalada en dicho párrafo. A dichos establecimientos no les será exigible contar con el reconocimiento oficial del Estado, mientras esté pendiente aún el plazo para obtenerlo de conformidad con lo dispuesto por el artículo décimo quinto transitorio de la ley Nº 20.529.


Sin perjuicio de lo anterior, se excluirán del traspaso de bienes regulado en el párrafo 3º de estas disposiciones transitorias aquellos inmuebles en los cuales se emplacen los establecimientos de educación parvularia y que no estén destinados exclusivamente a la prestación del servicio educacional, así como los bienes muebles destinados a su funcionamiento. Respecto de estos últimos, sólo se traspasarán al Servicio Local aquellos bienes muebles adquiridos mediante transferencias de recursos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles o a través de recursos fiscales.


La Junta Nacional de Jardines Infantiles, dentro de los ciento veinte días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, dictará una resolución en la cual se individualizarán los establecimientos de educación parvularia respecto de los cuales tenga convenio vigente de transferencia de fondos con municipalidades o corporaciones municipales, que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento a la fecha de la publicación de la ley. Además, dentro del mismo plazo, deberá remitir al Ministerio de Educación toda información relevante para el traspaso del servicio educacional, por cada establecimiento educacional, tal como matrícula, transferencias corrientes y de capital, documentos en que consten supervisiones que hayan sido realizadas, estado de avance del cumplimiento de los requisitos para la obtención del reconocimiento oficial del Estado, entre otras. Asimismo, los Servicios Locales podrán celebrar convenios de colaboración con la Junta Nacional de Jardines Infantiles destinados a brindar asistencia técnica en la implementación del nivel parvulario.
Párrafo 5°
Del procedimiento de traspaso del servicio educacional


Artículo decimonoveno.- Del procedimiento de traspaso. Los traspasos dispuestos en los párrafos anteriores se efectuarán de conformidad al procedimiento de traspaso regulado en este párrafo, el que deberá resguardar siempre la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los estudiantes.



Artículo vigésimo.- Registro de bienes destinados a la prestación del servicio educacional. El Ministerio de Educación llevará un registro actualizado, desde la entrada en vigencia de esta ley, en el cual se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo decimoprimero transitorio, a cada Servicio Local de Educación Pública, de conformidad a lo establecido en el párrafo 3° del presente Título.


Para estos efectos, cada municipalidad deberá elaborar un registro actualizado de sus bienes inmuebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación, dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, y un registro actualizado de sus bienes muebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación dentro de los doce meses siguientes a dicha fecha. Asimismo, deberá oficiar a dicho Ministerio cualquier hecho relevante relacionado con los bienes destinados a la prestación del servicio educacional que se encuentren en su comuna, de conformidad a lo que establezca el reglamento.


Artículo vigésimo primero.- De las obligaciones de las municipalidades. Las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, deberán remitir al Ministerio de Educación toda la información que sea necesaria para el adecuado traspaso, con una anticipación de al menos seis meses antes de la entrada en funcionamiento del Servicio Local al cual deban traspasar el servicio educacional. En el caso del Servicio Local individualizado en el numeral 1) del artículo sexto transitorio, las municipalidades cuyo servicio se traspase el año 2018 deberán remitir esta información en el plazo de un mes desde la fecha de publicación de la presente ley. Esta información deberá considerar al menos lo siguiente:



a) Una nómina de los profesionales de la educación y asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales que, de conformidad a la presente ley, serán traspasados a los Servicios Locales. Deberá indicarse el respectivo régimen legal y/o contractual, señalándose entre otros antecedentes que requiera el Ministerio, el nombre, función que realiza, antigüedad, lugar en que se desempeña, situación previsional y remuneración desagregada, y las asignaciones que le correspondan percibir. 

b) Un inventario de los bienes muebles e inmuebles que deberán ser traspasados o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio, de conformidad a los párrafos 3° y 4º de estas disposiciones transitorias, individualizándolos y señalando el estado de conservación en el cual se encuentran. Respecto de los inmuebles y vehículos motorizados, deberán expresarse todas las menciones exigidas por la ley y reglamentación respectiva para su inscripción en los registros pertinentes. Este inventario deberá llevar la firma del director del respectivo establecimiento educacional.


c) Copia de los contratos o convenios vigentes con terceros proveedores de bienes y servicios.


d) Un catastro de los servicios prestados dentro de la comuna, por los establecimientos educacionales o a través de estos, o dirigidos a los propios establecimientos, y dentro de las cuales se encuentre toda iniciativa y programa, de cualquier índole, que esté siendo implementada por la municipalidad o corporación municipal, según corresponda.

e) Cualquier otra información que sea procedente para el adecuado traspaso del servicio educacional. 


El Ministerio de Educación, mediante resolución, podrá establecer otros antecedentes que resulten necesarios para el adecuado traspaso del servicio educacional, así como determinar el formato en que éstos deberán remitirse.


Asimismo, deberá constituirse una comisión técnica con el objeto de colaborar con la adecuada entrega de la información a que se refiere el literal a) del presente artículo. Esta comisión se constituirá al menos ocho meses antes de la entrada en funcionamiento del respectivo Servicio Local y estará compuesta por un representante de la municipalidad, un representante de los profesionales de la educación, un representante de los asistentes de la educación y un representante del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o de las corporaciones municipales cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional, junto a los equipos técnicos que el Ministerio de Educación destine para estos efectos. En el cumplimiento de su función considerará la información que le sea proporcionada, de carácter laboral y previsional del personal de las municipalidades o de las corporaciones municipales. Las municipalidades correspondientes al Servicio Local señalado en el numeral 1) del artículo sexto transitorio se exceptuarán de la constitución de esta comisión.


Para los efectos de lo establecido en el presente artículo, la municipalidad deberá dictar un decreto alcaldicio, de acuerdo a la normativa vigente, al cual se acompañará el inventario de bienes y la nómina de personal.


El Ministerio de Educación podrá colaborar con las municipalidades para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.


Artículo vigésimo segundo.- Resolución de traspaso. Al menos dos meses antes de la entrada en funcionamiento de un Servicio Local, el Ministerio de Educación deberá dictar una resolución que individualice los bienes muebles e inmuebles y recursos humanos que le serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio, la cual deberá contener, a lo menos, lo señalado en los literales a), b), c), d) y e) del inciso primero del artículo anterior. En el caso del Servicio Local a que se refiere el numeral 1) del artículo sexto transitorio, el plazo para dictar dicha resolución será dos meses antes del traspaso del servicio educacional.

Dicha resolución deberá ser remitida al Servicio Local respectivo, dentro de los diez días hábiles siguientes a su entrada en funcionamiento. El Conservador de Bienes Raíces y/o el Servicio de Registro Civil e Identificación con competencia en el territorio en que se emplacen los Servicios Locales respectivos, deberán practicar las inscripciones y subinscripciones que correspondan producto del traspaso, respecto de los bienes muebles e inmuebles afectos a la prestación del servicio educacional señalados en los artículos décimo primero y duodécimo transitorios de la presente ley, con el sólo mérito de la resolución del Ministerio de Educación a la que se refiere este artículo, la cual será título suficiente para ello.



Artículo vigesimotercero.- Acta de traspaso. Dentro de los sesenta días siguientes al traspaso del servicio educacional, se constituirá en cada establecimiento traspasado un funcionario del Servicio Local respectivo, quien deberá levantar un acta de traspaso de bienes y recursos financieros, y que será, para estos efectos, ministro de fe.


En dicha acta se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que le hayan sido materialmente traspasados, indicando el estado de conservación en que se encuentran, cotejándose con la respectiva resolución de traspaso señalada en el artículo vigésimo segundo transitorio.


En caso que existan diferencias entre la resolución de traspaso y el levantamiento del acta, y de ello se derivare alguna eventual infracción a la ley, se oficiarán los antecedentes que correspondan a los organismos públicos competentes. Asimismo, si se tuviere conocimiento de la comisión de un hecho que pudiere revestir caracteres de delito, deberán remitirse dichos antecedentes a la autoridad competente de conformidad con lo dispuesto en la letra k) del artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.

Párrafo 6°

Del Plan de Transición


Artículo vigésimo cuarto.- Del Plan de Transición. Desde la entrada en vigencia de esta ley, las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, podrán suscribir un Plan de Transición, de carácter plurianual, que el Ministerio de Educación pondrá a su disposición. Éste tendrá por objeto asegurar el adecuado traspaso del servicio educacional, así como el fortalecimiento y mejora de dicho servicio y su equilibrio financiero, hasta su total traspaso, de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.


El plan señalado en el inciso anterior, considerando la situación educacional, administrativa y financiera de la respectiva municipalidad o corporación municipal deberá contemplar, a lo menos, lo siguiente:


a) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el fortalecimiento y mejora del servicio educacional, orientadas a la calidad de la educación que se imparte.


b) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el adecuado traspaso del servicio educacional, en especial respecto de sus bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y humanos.


c) Objetivos financieros a alcanzar por la respectiva municipalidad, hasta antes del traspaso del servicio educacional, los cuales deberán desagregarse en objetivos anuales, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio.


d) Incorporación de un compromiso del Ministerio de Educación para colaborar y asistir a la respectiva municipalidad en los objetivos señalados en el literal anterior, transfiriendo recursos con dicho fin, de conformidad a la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público y lo establecido en los artículos vigésimo sexto y vigésimo séptimo transitorios.


Este plan se ejecutará de conformidad a los recursos que establezca para estos efectos la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público, mediante los convenios señalados en el artículo siguiente.


Artículo vigésimo quinto.- De los convenios de ejecución del Plan de Transición. El Plan de Transición se ejecutará mediante la suscripción de uno o más convenios de ejecución entre el Ministerio de Educación y la municipalidad o corporación municipal respectiva los que, individualmente o en su conjunto, deberán considerar, a lo menos, las siguientes materias:


a) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para fortalecer y mejorar el servicio educacional que presta, en especial, respecto al mantenimiento y conservación de sus establecimientos educacionales y la calidad del servicio educacional que brindan. 


b) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de mantener en funcionamiento los establecimientos educacionales de su dependencia.


c) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de señalar las prestaciones y programas que implementa a través de los establecimientos educacionales, o dirigidos a estos establecimientos, indicando los servicios que continuará prestando una vez traspasado el servicio educacional.


d) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de la administración del servicio educacional, tales como, el pago de remuneraciones, pago de proveedores, entre otras.





e) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de trabajar colaborativamente con las municipalidades o corporaciones municipales pertenecientes al mismo Servicio Local, con el objeto de facilitar el traspaso del servicio educacional.





f) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de los inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales o de su uso, tales como, regularización según lo establecido en los artículos décimo tercero y décimo cuarto transitorios, realización de trámites ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, entrega de información acerca de su estado de conservación, permitir al Servicio Local visitarlos para su revisión, celebración e inscripción del contrato de comodato en el caso del numeral 3 del artículo undécimo transitorio, entre otras.  


g) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de planificar e implementar, en conjunto con el Ministerio de Educación, acciones y programas de formación y capacitación tendientes a fortalecer las capacidades del personal que se desempeña en el nivel de administración educacional municipal.


h) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para equilibrar financieramente la prestación del servicio educacional. Para estos efectos, se deberá coordinar la planificación y los instrumentos de gestión del sistema educativo con el financiamiento que establezca la ley, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio de esta ley.


i) Obligación de la municipalidad o corporación municipal de entregar al Ministerio de Educación la información que éste requiera para el adecuado traspaso del servicio educacional.


j) Asistencia técnica que el Ministerio de Educación brindará a la respectiva municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para la elaboración de los instrumentos de planificación y gestión, en concordancia con lo señalado en la letra c) de este artículo, contemplándose a lo menos la asistencia técnica para la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo octavo transitorio.



k) La transferencia o pago directo de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional y/o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional, de conformidad a lo establecido en los artículos vigésimo sexto y trigésimo transitorios, respectivamente. El monto y forma de la transferencia de dichos recursos se determinará de conformidad a lo que establezca la Ley de Presupuestos del Sector Público. El Ministerio de Educación estará facultado para pagar directamente a terceros por estos conceptos, así como para la planificación e implementación de las acciones de formación y/o capacitación a que se refiere el literal g) de este artículo.


Una vez suscritos los convenios de ejecución, éstos deberán ser remitidos a la Superintendencia de Educación para su conocimiento. Asimismo, a ésta le corresponderá fiscalizar, de conformidad a la ley, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en cada convenio y, en general, el correcto uso de los recursos transferidos de acuerdo a este artículo.


Para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en el literal g) de este artículo, el Ministerio de Educación podrá requerir del apoyo del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y de la Subsecretaria de Desarrollo Regional, entre otros.

Artículo vigésimo sexto.- Transferencia de recursos para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional. Para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo anterior, se entenderá por desequilibrio financiero municipal educacional el de una municipalidad determinada ocasionado por la prestación del servicio educacional, directamente o a través de una corporación municipal, hasta antes de su traspaso a un Servicio Local, de conformidad a estas disposiciones transitorias. Se determinará calculando la diferencia entre ingresos por concepto de subvenciones y aportes educacionales, así como otros aportes del Estado, exceptuando los aportes de capital, y los gastos operacionales por la prestación de dicho servicio.


Los recursos transferidos de conformidad a lo señalado en el inciso anterior sólo podrán utilizarse para financiar aquellos gastos incurridos y que hayan sido necesarios para la prestación del servicio educacional, siempre y cuando estén debidamente justificados. El Ministerio de Educación determinará dichos gastos, pudiendo para ello solicitar información a la Superintendencia de Educación, la cual deberá remitirla; así como también podrá requerir la realización de auditorías en la respectiva municipalidad o corporación para la justificación de dichos gastos. El Ministerio de Educación deberá requerir la realización de dichas auditorías a la Superintendencia de Educación o a instituciones externas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529, en aquellos municipios o corporaciones respecto de los cuales se hubiera verificado, durante los cinco años anteriores a la firma del convenio, alguna de las siguientes hipótesis:


a) Nombramiento de un administrador provisional respecto de uno o más establecimientos educacionales de su dependencia.


b) Aplicación de sanciones por infracciones graves a la normativa educacional con excepción de las establecidas en los literales c, d) y e) del artículo 76 de la ley N° 20.529.


Mediante estas auditorías se determinará el desequilibrio financiero municipal educacional y/o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional, conforme a las definiciones establecidas en el presente artículo.


Artículo vigésimo séptimo.- Del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal. Para efectos de alcanzar los objetivos financieros establecidos en el literal c) del artículo vigésimo cuarto transitorio, los convenios de ejecución señalados en dicho artículo establecerán obligaciones específicas que deberán ser consideradas en el Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. En particular, dichos convenios establecerán expresamente que la municipalidad dará cumplimiento a las observaciones que el Ministerio de Educación realice al proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal, de conformidad a la asistencia técnica que le brinde según lo dispuesto en el artículo siguiente, como requisito habilitante para acceder a los recursos que prevé el literal f) del artículo vigésimo quinto transitorio.


Artículo vigésimo octavo.- De la asistencia técnica al Plan de Desarrollo Educativo Municipal. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior y en el literal e) del artículo vigésimo quinto transitorio, el o los respectivos convenios establecerán que el Ministerio de Educación brindará asistencia técnica en la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal regulado en el artículo 4° de la ley N° 19.410.


Asimismo, los convenios establecerán el plazo en el cual se remitirá al Ministerio de Educación el proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal y la oportunidad en la cual el Ministerio enviará sus observaciones o propuestas de modificaciones, si corresponde, lo cual deberá ser previo a la presentación del plan al Concejo Municipal para su respectiva aprobación.


Artículo vigésimo noveno.- Del incumplimiento de los convenios. En caso que una municipalidad incumpla gravemente los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo quinto transitorio, el Ministerio de Educación podrá ponerles término, mediante resolución fundada, sobre la base de un informe emanado de la Superintendencia de Educación. 


Se entenderá por incumplimiento grave de los convenios de ejecución:


a) Incumplimiento de la obligación establecida en el literal b) del artículo vigésimo quinto transitorio.


b) Uso de los recursos transferidos de acuerdo a lo dispuesto en el literal f) del artículo vigésimo quinto transitorio para actividades distintas de las acordadas en los convenios.


c) Incumplimiento de las observaciones que el Ministerio de Educación realice respecto del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. 


En caso de término de un convenio, de conformidad a lo señalado en el presente artículo, no se podrán celebrar los restantes convenios referentes a la transferencia de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional y/o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional que correspondan de conformidad al Plan de Transición que se hubiere suscrito.


Artículo trigésimo.- De la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional. Para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo vigésimo quinto transitorio, se entenderá por deuda municipal originada por la prestación del servicio educacional aquellas obligaciones de una municipalidad o de una corporación municipal que sean exigibles al 31 de diciembre de 2014 y que a continuación se señalan:


a) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, correspondientes a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales.


b) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, con el personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en las corporaciones municipales. Respecto a estas últimas, sólo se entenderán comprendidas aquellas obligaciones del personal que se desempeña o se haya desempeñado en la gestión educacional.


c) Obligaciones contraídas con terceros proveedores de bienes y servicios directamente necesarios para la prestación del servicio educacional en los establecimientos de su dependencia o de las corporaciones municipales a su cargo, según corresponda. Se excluirán aquellas adquiridas por concepto de asistencia técnica educativa, prestada por entidades pedagógicas y técnicas de apoyo, reguladas en la ley N° 20.248.


d) Intereses y reajustes que correspondan, de las obligaciones señaladas en los literales anteriores.


Las municipalidades o corporaciones municipales deberán remitir al Ministerio de Educación un informe desagregado por cada una de las obligaciones establecidas en el inciso anterior dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Dicho informe deberá realizarse sobre la base de una auditoría externa al servicio educativo a cargo del respectivo municipio o corporación municipal. 


Uno o más decretos del Ministerio de Educación, que deberán ser firmados por el Ministro de Hacienda, fijarán el monto al que asciende la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, que será considerada para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio y la de cada municipio en particular. Estos decretos deberán ser expedidos dentro del plazo de doce meses desde la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo trigésimo primero.- Deuda por anticipo de subvención. La deuda contraída por las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, originada en anticipos de subvención, de conformidad a las leyes números 20.158, 20.159, 20.244, 20.501, 20.652, 20.822 y 20.964, no se transferirá a los Servicios Locales.


Sin perjuicio de lo anterior, las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, serán las únicas responsables de extinguir las deudas que subsistan con los beneficiarios de dichas leyes, por incumplimiento del pago de las mismas. En la medida que las entidades antedichas hayan cumplido satisfactoriamente dicha obligación, se les condonará el saldo de la deuda por anticipo con el Fisco.


Artículo trigésimo segundo.- Administrador provisional. Previo a la fecha de traspaso del servicio educacional, la Superintendencia de Educación podrá nombrar un administrador provisional en uno o más establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, tanto en los casos del artículo 89 de la ley N° 20.529, como cuando se verifique el término del o los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley, por incumplimiento grave, conforme a lo establecido en el artículo vigésimo noveno transitorio.


Tratándose de los literales b) y c) del artículo vigésimo noveno transitorio, el administrador provisional ejercerá sus funciones respecto de la totalidad de los establecimientos educacionales de administración municipal o de la corporación municipal, según corresponda.


El administrador provisional regulado en el presente artículo durará en su cargo hasta el término del año laboral docente en curso. Este plazo será prorrogable por períodos iguales y sucesivos, cuando ello sea necesario para garantizar el ejercicio del derecho a la educación de los estudiantes, así como la continuidad del servicio educacional en los establecimientos educacionales, y/o facilitar el adecuado traspaso de éstos a los Servicios Locales. Con todo, las facultades del administrador provisional cesarán en el momento en que se verifique el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.


Para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, el administrador provisional deberá:


a) Ordenar que se realice una auditoría, que abarque al menos los dos últimos años lectivos anteriores a su nombramiento, excepto en los casos en que se hubiera realizado la auditoría contemplada en el artículo vigésimo sexto transitorio de la presente ley.


b) Elaborar anualmente una propuesta que contenga las menciones del plan a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.410, sólo en lo pertinente al o los establecimientos educacionales que administre. Dicha propuesta se entenderá parte integrante, para todos los efectos legales, del plan presentado en conformidad con el inciso primero del artículo 5° de dicha ley, para su respectiva aprobación por el concejo municipal.


Asimismo, podrá suscribir con el Ministerio de Educación los convenios de ejecución establecidos en el artículo vigésimo segundo transitorio de la presente ley en relación al o los establecimientos educacionales que administre.


En todo lo no previsto en este artículo, las normas del Párrafo 6°, Título III, de la ley N° 20.529, se aplicarán supletoriamente.


Artículo trigésimo tercero.- Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa. El Ministerio de Educación, dentro de los 10 días hábiles siguientes al traspaso del servicio educacional, solicitará a las municipalidades o corporaciones municipales respectivas que acrediten haber ejecutado todas las obligaciones generadas de acuerdo a la etapa de cumplimiento de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248, que Establece Subvención Escolar Preferencial, así como el hecho de haber destinado la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos a las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo según establece el artículo 6, letra e), de dicha ley, con el fin de poner término a dichos convenios. 


En caso de que tales recursos no hubiesen sido destinados a la finalidad señalada, deberán ser restituidos, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda. 


Desde que se produzca el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo octavo transitorio, el Ministerio de Educación procederá a celebrar nuevos convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa con los Servicios Locales de Educación. Para estos efectos no regirá el plazo dispuesto en el artículo 12 de la ley Nº 20.248.


Las municipalidades o corporaciones municipales, que hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición según lo establecido en estas disposiciones transitorias, no requerirán acreditar el cumplimiento de las obligaciones indicadas en el inciso primero de este artículo respecto de aquellos recursos que les fueron transferidos antes del 31 de diciembre de 2016 en el marco de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248.”.


Artículo trigésimo cuarto.- Informe financiero del servicio educativo municipal previo al traspaso. Cada municipio o corporación municipal deberá entregar al Ministerio de Educación un informe completo y actualizado a la fecha de su entrega sobre el estado financiero del servicio educativo a su cargo, en un plazo no superior a ciento ochenta días previo al traspaso del servicio educacional, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo trigésimo transitorio de la presente ley. Las municipalidades que traspasen el servicio educacional el año 2018 deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo dentro del plazo de 60 días previo al traspaso de dicho servicio. 


Este informe deberá contener: 


i) El resultado de una auditoría externa realizada por una institución registrada para tales efectos en la Superintendencia de Valores y Seguros, de conformidad al Título XXVIII de la ley N° 18.045.  Los recursos para estos efectos deberán estar contemplados en el respectivo convenio de ejecución, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio. 


ii) El estado de pago de las obligaciones descritas en los literales a) y b) del artículo trigésimo transitorio, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones. 


iii) El estado de pago de las remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o se hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales, y al personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en la gestión educacional de las corporaciones municipales según corresponda.


iv) El estado de pago de las obligaciones descritas en el literal c) del artículo trigésimo transitorio de la presente ley, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones.


La información a que se refiere el inciso anterior deberá encontrarse actualizada a la fecha en que se remita al Ministerio de Educación.


En caso que el informe dé cuenta de la existencia de saldos impagos respecto de las obligaciones señaladas en los puntos ii) y iii) precedentes, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de Presupuestos, podrá pagar directamente a las instituciones o a las personas que corresponda.


Los recursos fiscales que se utilicen para el pago de las deudas  referidas en el inciso precedente podrán ser descontados de los montos que a la municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el Fondo Común Municipal, establecido en el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, en el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados pagos. La Dirección de Presupuestos deberá determinar los recursos que se descontarán por este concepto y lo informará a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y al Servicio de Tesorerías para que éste proceda al descuento, durante el plazo de un año y en el número de cuotas que dicho Servicio determine.


Para todos los efectos, este informe se entenderá comprendido dentro de la rendición del convenio de ejecución correspondiente, suscrito entre el municipio o corporación municipal respectiva y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley.

Párrafo 7°
Disposiciones transitorias referidas a la Dirección de Educación Pública


Artículo trigésimo quinto.- Facultades especiales de la Dirección de Educación Pública. Durante el período que media entre la entrada en funcionamiento de los Servicios Locales, según lo establecido en el artículo sexto transitorio, y el momento en que se haga efectivo el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio, la Dirección de Educación Pública coordinará y apoyará la instalación de dichos servicios, especialmente en lo que se refiere a la conformación del Comité Directivo Local respectivo, al traspaso de los establecimientos educacionales, de los derechos y obligaciones derivados de la calidad de sostenedor, y el traspaso del personal que se desempeña en las municipalidades o corporaciones municipales, de acuerdo a lo establecido en estas disposiciones transitorias.


Durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, le corresponderá a la Subsecretaría de Educación ejercer las funciones establecidas en el inciso precedente, como, asimismo, dar apoyo administrativo y operativo, tanto a esa Dirección, como a los Servicios Locales.
Párrafo 8°

Del personal de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales de Educación Pública


Artículo trigésimo sexto.- De la planta de personal de la Dirección de Educación Pública y sus traspasos. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias: 


1. Fijar la planta de personal de la Dirección de Educación Pública. 


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije. En especial, podrá determinar el número de cargos y grados para ésta, los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Asimismo, determinará las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. 



Además, establecerá las normas complementarias al artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para el encasillamiento en la planta que fije, la que podrá incluir a los funcionarios que se traspasen del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, con exclusión del personal dependiente de la Junta Nacional de Jardines Infantiles".

2. Determinar la fecha de entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, de la entrada en vigencia de la planta que fije y del encasillamiento que practique. 


3. Determinar la dotación máxima de personal de la Dirección de Educación Pública, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 


4. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata, desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación.


El uso de las facultades señaladas en el numeral 4) de este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco importará cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, a menos que se lleve a cabo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


e) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de la Dirección de Educación Pública, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al Servicio de Bienestar del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, según corresponda.


5. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública.


Artículo trigésimo séptimo.- Plantas de personal de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias:


1.- Fijar las plantas de personal de los Servicios Locales, en lo que se refiere a los funcionarios que, conforme al artículo 29 de la presente ley, desarrollarán sus funciones en los niveles y unidades internas del respectivo Servicio. Dichas plantas no incluirán a los profesionales de la educación ni a los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales, así como tampoco a las trabajadoras de los jardines vía transferencia de fondos.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos y grados de éstas; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Asimismo, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria.


2.- Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y además podrá establecer las normas de encasillamiento del personal que practique. 


3.- Disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a los Servicios Locales, con excepción de los bienes pertenecientes a la Junta Nacional de Jardines Infantiles.



Las plantas de personal de los Servicios Locales que se fijen de acuerdo a la atribución señalada en este artículo serán provistas por primera vez mediante los procedimientos a que se refieren los artículos siguientes. Los cargos que no se provean conforme a los mismos se proveerán mediante concurso público, luego del traspaso del servicio educacional.

Artículo trigésimo octavo.- Traspaso de personal municipal. El traspaso a los Servicios Locales, del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal y de las corporaciones municipales, creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional se ajustará al siguiente procedimiento:


1. Una vez nombrado en su cargo, el Director Ejecutivo del Servicio Local llamará a concurso, en el cual sólo podrá participar el personal antes señalado que ha estado cumpliendo funciones en las municipalidades o corporaciones municipales cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local, al 30 de noviembre de 2014, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio. El concurso se regirá por las normas del Párrafo I, Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de lo que se señala a continuación:


a) El concurso será preparado y realizado por un comité de selección, conformado por el Director Ejecutivo del Servicio Local o su representante; un representante del Ministerio de Educación y un representante de la Dirección de Educación Pública.


b) El Director Ejecutivo del Servicio Local convocará a los concursos a través de los sitios web del Ministerio de Educación, Dirección Nacional del Servicio Civil y de los municipios respectivos y en otros sitios web que para estos efectos se creen, donde se dará información suficiente, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para la postulación, entre otras materias. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados, teniendo como factor preponderante la experiencia laboral.


c) En la convocatoria se especificarán los cargos de planta y a contrata que se proveerán mediante el concurso, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.


d) En un solo acto, se postulará a uno o más cargos de la planta del respectivo Servicio Local de Educación Pública.


e) La provisión de los cargos de planta de cada Servicio Local se efectuará, sin solución de continuidad, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, resolverá el Director Ejecutivo. El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que perciban al momento del traspaso. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan al personal traspasado en virtud de esta norma, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa y se le aplicará el reajuste general antes indicado.


f) El Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo dispondrá el traspaso de los funcionarios seleccionados, mediante resolución dictada al efecto, debiendo comunicar a la respectiva entidad empleadora el personal que ha resultado seleccionado. La fecha de la resolución antedicha fijará la fecha de traspaso de los funcionarios seleccionados.


2. Por el solo mérito de cesar una municipalidad o corporación municipal en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, se entenderán traspasados los funcionarios seleccionados, según lo dispuesto en los literales anteriores. No obstante ello, mientras una municipalidad o corporación municipal no haya cesado en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, el Director Ejecutivo podrá disponer el traspaso de los trabajadores seleccionados a través del concurso realizado en virtud del numeral anterior, que resultaren imprescindibles para la puesta en marcha del respectivo Servicio Local, no pudiendo, en ningún caso, disponer el traspaso anticipado de más de un tercio de los seleccionados que se encuentren prestando servicios en una misma municipalidad y en las corporaciones municipales cuyo personal esté siendo traspasado, consideradas conjuntamente.


3. El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado, que de acuerdo a su estatuto laboral tenga derecho a ello, se entenderá postergado por causa que otorgue derecho a percibirlo hasta el cese de servicios en el respectivo Servicio Local de Educación Pública. En tal caso, la indemnización correspondiente se determinará computando el tiempo servido, de acuerdo al Código del Trabajo, en las municipalidades y corporaciones municipales, con el límite a que se refiere el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo. La remuneración que se considerará para estos efectos será el promedio de las últimas doce remuneraciones percibidas por el trabajador en las respectivas municipalidades o corporaciones municipales, con los respectivos reajustes.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 18.883, que Aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, excepcionalmente las municipalidades estarán facultadas para reubicar en otras funciones a los trabajadores que por cualquier causa no hubieren sido traspasados al Servicio Local correspondiente, de acuerdo a las normas del presente artículo. Dicho personal continuará afecto al régimen laboral al que se encontraba sujeto con anterioridad al ejercicio de dicha facultad.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, en caso que a consecuencia de lo establecido en el presente artículo se produjese la desvinculación de trabajadores municipales que se desempeñen en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o en corporaciones municipales que estén prestando servicios desde a lo menos tres años antes del traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio, y que no fueren traspasados a los Servicios Locales de conformidad a las reglas precedentes, serán indemnizados de acuerdo a los contratos de trabajo respectivos, con cargo fiscal. La Ley de Presupuestos del Sector Público fijará los recursos que anualmente podrán destinarse a estos efectos, así como los requisitos y procedimientos necesarios para que el Fisco solvente el pago de tales indemnizaciones.


El personal traspasado de acuerdo a esta norma se regirá por lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 47 de la presente ley.


Artículo trigésimo noveno.- Traspaso de personal municipal regido por el Estatuto Docente a los niveles internos de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, disponga, sin solución de continuidad, el traspaso de los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que se desempeñen en las municipalidades y corporaciones municipales creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, y que desempeñen cargos directivos o técnicos pedagógicos como parte de una dotación docente, a los Servicios Locales. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número máximo de dotación docente que será traspasada. A contar de la fecha de traspaso, la dotación docente se disminuirá en el mismo número del traspaso.


En el caso del Jefe del Departamento de Educación Municipal que haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, podrá continuar desempeñándose en ella si existe disponibilidad en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, en establecimientos educacionales de la misma municipalidad o corporación municipal. Lo anterior será sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G del decreto con fuerza de ley ya citado. En el evento de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o no pertenecía a ella, tendrá derecho a una indemnización de cargo fiscal equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.


A través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, se fijará el número de dotación docente a traspasar de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización de los profesionales de la educación que se traspasarán, indicando su calidad, sea de titulares o contratados, se realizará a través de los referidos decretos.


El personal traspasado en virtud de este artículo continuará desempeñándose en el Servicio Local respectivo bajo las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. 


El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de los Servicios Locales, los profesionales de la educación traspasados podrán afiliarse o continuar afiliados a los servicios de bienestar que le correspondían antes del traspaso.

Artículo cuadragésimo.- Nombramientos anticipados. A contar de la publicación de la presente ley, el Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N°19.882, podrá nombrar al primer Director de Educación Pública y a los Directores Ejecutivos correspondientes a los Servicios Locales de Educación señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, quienes asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882, para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.


El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de los servicios públicos antedichos, también podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882.


Los funcionarios indicados en los incisos anteriores, deberán cumplir con los requisitos legales exigidos para desempeñar los cargos en que serán nombrados y, en particular, deberán estar en posesión de un título de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocidos por éste y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años, y su perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.


La persona nombrada en conformidad a lo señalado en los incisos primero y segundo podrá postular al correspondiente proceso de selección que se convoque. En este caso, no podrá considerarse como circunstancia de mérito el desempeño del cargo que sirve, en virtud de los incisos antes referidos.


En el acto de nombramiento, el Presidente de la República fijará la remuneración y el grado de la Escala Única de Sueldos, incluida la asignación de alta dirección pública, que le corresponderá a los funcionarios que se nombren de conformidad a este artículo, siempre que no se encuentren vigentes las respectivas plantas de personal.


Mientras no entren en funcionamiento la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, las remuneraciones se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación. 


A los jefes de servicio antes señalados les corresponderá especialmente realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de las instituciones antedichas.


Artículo cuadragésimo primero.- Traspaso del personal de los establecimientos educacionales. Traspásese a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, los profesionales de la educación y asistentes de la educación, regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y la ley N° 19.464, respectivamente, que se desempeñen en establecimientos educacionales dependientes de municipalidades o corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, que se encuentren prestando servicios en los establecimientos educacionales ubicados en el ámbito de competencia territorial de dichos Servicios Locales, en la fecha establecida en el artículo séptimo transitorio de la presente ley.


Los profesionales de la educación que desarrollan funciones en establecimientos educacionales traspasados a los Servicios Locales, de conformidad al inciso anterior, continuarán rigiéndose, para todos los efectos legales, por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y sus respectivas modificaciones.


Los asistentes de la educación que cumplen funciones en establecimientos educacionales y todos aquellos que contribuyen y participan del proceso coeducativo serán traspasados a los Servicios Locales de Educación con un régimen laboral de estatuto propio, el que será promulgado antes del inicio del proceso de traspaso de los establecimientos a los Servicios Locales de Educación.


Asimismo, traspásase a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, el personal que se desempeñe en los establecimientos de educación parvularia, en la fecha establecida en el artículo séptimo transitorio. Los profesionales de la educación que se desempeñen en dichos establecimientos continuarán rigiéndose, para todos los efectos, por las disposiciones legales y contractuales que los regulen en el momento de su traspaso. El personal no docente que se desempeñe en estos establecimientos y que desarrolle las funciones descritas en el artículo 2° de la ley N° 19.464 se regirá por la normativa laboral de los asistentes de la educación vigente al momento del traspaso.


Artículo cuadragésimo segundo.- Protección de derechos del personal. El traspaso al que alude este párrafo en ningún caso podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones, pérdida del empleo o término de la relación laboral del personal traspasado. Asimismo, no podrá significar disminución de remuneraciones, ni modificación de los derechos estatutarios o previsionales de dicho personal. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento expreso.


La individualización del personal traspasado se llevará a cabo por decretos del Ministerio de Educación, expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.


Como consecuencia del traspaso a los Servicios Locales, ningún trabajador perderá sus derechos adquiridos.


Artículo cuadragésimo tercero.- Asociaciones de funcionarios. Se otorga un plazo de dos años, a contar de la fecha del traspaso del servicio educacional, para que los sindicatos que representen al personal traspasado puedan fusionarse y modificar sus estatutos según lo previsto en la ley N° 19.296, pasando a regirse por sus disposiciones para todos los efectos legales a contar de su depósito ante la Inspección del Trabajo.


Los sindicatos que, de conformidad a este artículo, pasen a regirse por las reglas de las asociaciones de funcionarios tendrán un año de plazo para cumplir el quórum del inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.296, contado desde el depósito de los estatutos antes señalado.


Artículo cuadragésimo cuarto.- Primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las partidas, capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean necesarias.


Artículo cuadragésimo quinto.- Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal. Autorízase a las municipalidades cuyo Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya sido nombrado conforme al procedimiento establecido en el artículo 34 D del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los profesionales de la educación, para prorrogar su nombramiento hasta el momento del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo.

Párrafo 9°

Disposiciones finales


Artículo cuadragésimo sexto.- Instrumentos de gestión. Los convenios de gestión educacional celebrados entre directores ejecutivos de los Servicios Locales y el Ministro de Educación, antes del traspaso de la totalidad de los establecimientos educacionales señalados en el artículo noveno transitorio ubicados en el territorio de su competencia, contendrán, además de los elementos señalados en el artículo 39 de la presente ley, los objetivos, metas e indicadores específicos relativos al inicio de funciones del respectivo servicio, la oportuna realización de los concursos referidos en esta ley, y otras acciones para el adecuado traspaso de los establecimientos educacionales que en cada caso corresponda. Asimismo, estos Directores Ejecutivos tendrán el plazo de ocho meses desde el traspaso del servicio educacional para sancionar el Plan Estratégico Local respetivo. 


En el caso de los Directores Ejecutivos nombrados de acuerdo al artículo cuadragésimo transitorio, firmarán un convenio de gestión educacional que durará el tiempo que se encuentren en el cargo; no tendrán que desarrollar un Plan Estratégico Local para dicho período y su propuesta de Plan Anual deberá ser enviada al Ministerio de Educación, para que realice recomendaciones. 


En todos los casos, el primer Plan Anual de cada servicio deberá considerar las metas y objetivos establecidos en el convenio de gestión educacional respectivo, así como acciones para una adecuada instalación y prestación del servicio educativo.

Artículo cuadragésimo séptimo.- Inicio de funciones de los Consejos Locales de Educación Pública. Los Consejos Locales de Educación Pública iniciarán sus funciones una vez que todos los representantes establecidos en el artículo 50 sean electos o designados, según corresponda. Los procesos tendientes a tal fin deberán iniciarse una vez instalado el respectivo Servicio Local de Educación Pública, de conformidad con la gradualidad establecida en el artículo sexto transitorio. 


Mientras los Consejos Locales no se hayan constituido legalmente, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales ejercerán sus funciones con prescindencia de las atribuciones que la ley le otorga a dichos consejos. El Director Ejecutivo de cada Servicio Local, de conformidad a las atribuciones que le otorga la ley, adoptará las medidas necesarias para el oportuno inicio de funciones de este consejo.


Artículo cuadragésimo octavo.- Inicio de funciones del Comité Directivo Local. Será obligación de la Dirección de Educación Pública asegurar la constitución de cada Comité Directivo Local, para efectos de que participen del nombramiento del primer Director Ejecutivo de cada Servicio Local de Educación Pública, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21 y 30 de la presente ley.


Artículo cuadragésimo noveno.- Estatuto de los asistentes de la educación. El Presidente de la República enviará, durante el segundo semestre del año 2017, un proyecto de ley que establezca un estatuto para los asistentes de la educación.


Dicho estatuto deberá establecer que los asistentes de la educación ingresarán a la dotación de los Servicios Locales mediante mecanismos públicos y transparentes, que deberán considerar criterios objetivos de ingreso.


Artículo quincuagésimo.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, desarrollará las materias establecidas en las presentes disposiciones transitorias.


Artículo quincuagésimo primero.- El artículo 31 de la ley Nº 20.529 no le será aplicable a los establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la fecha del traspaso del respectivo servicio educacional.


Artículo quincuagésimo segundo.- Derógase el artículo quincuagésimo primero transitorio de la ley N° 20.903, que crea el sistema de desarrollo profesional docente y modifica otras normas.


Artículo quincuagésimo tercero.- Distribución de recursos a las municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales. Durante el período que media entre la entrada en vigencia de esta ley y el traspaso del servicio educacional a los respectivos Servicios Locales, la asignación de los recursos establecidos en el artículo 27 de la presente ley, considerará, además de los Servicios Locales, a las municipalidades y corporaciones municipales que no hayan traspasado aún dicho servicio. Esta asignación se realizará en base a principios de transparencia, pertinencia, no discriminación arbitraria y equidad, y de conformidad a los criterios y procedimientos establecidos en dicho artículo y su reglamentación.”.


Acordado en sesiones celebradas los días 5 y 12 de abril; 3, 10, 11, 18 y 31 de mayo; 7, 12, 14, 15, 19 y 21 de junio; 5 de julio y 1 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal (señora Adriana Muñoz D´Albora, señores Guido Girardi Lavín, Felipe Harboe Bascuñán, Carlos Montes Cisternas y Jorge Pizarro Soto) y Fulvio Rossi Ciocca (Carlos Montes Cisternas y Rabindranath Quinteros Lara).


Sala de la Comisión, a 15 de agosto de 2017.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión

_________________________

1 Cabe hacer presente que la enumeración apuntada corresponde a las normas que aprobó la Comisión de Educación y Cultura. Para un mejor entendimiento, entre paréntesis, se consideran las disposiciones aprobadas por la Honorable Cámara de Diputados y por el Senado en general.

2 Dicha normativa entregó de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a instituciones o a personas jurídicas del sector público, o a personas jurídicas que no persigan fines de lucro, cuyo objeto principal diga relación directa con las finalidades perseguidas con la creación del respectivo establecimiento educacional. Son los que se conocen como establecimientos de “administración delegada”.

3 Como se indicó precedentemente, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación de todos los artículos del proyecto, independientemente si ellos fueron o no objeto de indicaciones.

4 Como se señaló con antelación, dicho Título pasa a ser Título II.

5 El artículo 22 de la ley 20.500, citada, dispone que el Consejo Nacional del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público estará integrado por: a) El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno. b) El Subsecretario del Ministerio de Hacienda. c) El Subsecretario del Ministerio de Planificación. d) Dos miembros designados por el Presidente de la República, con acuerdo de la Cámara de Diputados y del Senado, respectivamente. e) Seis representantes de las organizaciones de interés público, incorporadas al Catastro que crea esta ley. A su vez, el artículo 23 dispone que los consejos regionales del Fondo estarán integrados por: a) Cinco representantes de las organizaciones de interés público, de cada región, incorporadas al Catastro que crea esta ley; b) El Secretario Regional Ministerial de Gobierno; c) El Secretario Regional Ministerial de Planificación, y d) Dos miembros designados por el intendente con acuerdo del consejo regional. En cuanto a las funciones de éste órgano, el artículo 26 establece que al Consejo Nacional del Fondo le corresponderá: a) Aprobar las bases generales y los requisitos administrativos para la postulación de proyectos o programas a ser financiados en el país por los recursos del Fondo; b) Adjudicar los proyectos o programas de carácter nacional que postulen anualmente, y c) Cumplir las demás funciones determinadas por la presente ley y su reglamento.
6 Ver página…

7 Ver página…
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL SISTEMA DE EDUCACIÓN PÚBLICA Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES 

(10.368-04)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

- - -

Cabe hacer presente que, en sesión de 19 de julio de 2016, se da cuenta del proyecto disponiendo que pase a las comisiones de Educación y Cultura, y de Hacienda.
Posteriormente, la Sala del Senado, en sesión de 17 de enero de 2017, dispuso que el proyecto sea informado por la Comisión de Hacienda sólo durante el trámite reglamentario del segundo informe.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM
De conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 19, y en los artículos 8°, inciso tercero, 38, 55, 77, 84, 92, 95, 113, 118 y 119 de la Constitución Política de la República, los artículos 25, 29, 30, 31, 33, 34, 35, 49, 50, 51, 52, 53, 68 que pasó a ser 69, 79 que pasó a ser 80, número 5), y 80 que pasó a ser 81 permanentes, así como los artículos cuarto, séptimo, octavo, noveno, vigésimo primero, trigésimo segundo y trigésimo octavo, inciso segundo, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, conforme lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.
- - -

Con fecha 16 de agosto de 2017, se amplió el plazo para presentar indicaciones hasta las 19:00 horas del día 22 del mismo mes. Posteriormente, en la última fecha indicada, se amplió nuevamente el plazo para presentar indicaciones hasta las 23:59 horas del mismo día. Finalmente, la Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones en la Comisión, entre las 10:30 y las 11:00 horas del día jueves 24 de agosto de 2017. En los períodos indicados, se recibieron 39 indicaciones.

Asimismo, cabe hacer presente que la Comisión de Hacienda introdujo modificaciones respecto de los  siguientes artículos:
- En virtud de la aprobación de indicaciones del Ejecutivo: 17; 18; 19; 26; 27; 66, nuevo; 83, que pasó a ser 84; sexto; séptimo; octavo; vigésimo primero; vigésimo segundo; vigésimo cuarto; vigésimo quinto; vigésimo sexto; vigésimo noveno; trigésimo; trigésimo cuarto; trigésimo quinto; trigésimo sexto; trigésimo octavo; quincuagésimo; quincuagésimo tercero; quincuagésimo cuarto, nuevo, y quincuagésimo quinto, nuevo.
- En virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado: denominación Título I, y artículos 12, 35 y 72, que pasó a ser 73, tercero transitorio y trigésimo cuarto transitorio.
- Respecto de las 39 indicaciones, conviene detallar que:

Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1 a, 2 a, 3 a, 5 a, 6 a, 7 a, 10 a, 15 a, 20 a, 22 a, 23 a, 25 a, 26 a, 27 a, 28 a, 29 a, 30 a, 33 a, 36 a y 37 a.

Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 4 a, 17 a, 21 a, 24 a, 31 a y 35 a. 

Indicaciones rechazadas: números 5 a y 34 a.

Indicaciones retiradas: 8 a, 9 a, 11 a, 12 a, 13 a, 14 a, 16 a, 18 a y 19 a. 

Indicaciones declaradas inadmisibles: números 32 a y 34 b.
Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Educación y Cultura, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.
- - -

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Educación, la Ministra, señora Adriana Delpiano; la Subsecretaria, señora Valentina Quiroga; el Secretario Ejecutivo del Proyecto Nueva Educación Pública, señor Rodrigo Roco; la Abogada, señora Misleya Vergara; las asesoras, señoras Luz María Gutiérrez, María Paz Donoso, Pamela Pérez y Laura Mancilla; los asesores, señores Víctor Soto, Carlos Arrue, Gustavo Paulsen e Ignacio Cárcamo; la Jefa de Prensa, señora Gabriela Bade, y la Periodista, señora Claudia Farfán.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; el Subsecretario, señor Gabriel De la Fuente; las asesoras, señoras María Jesús Mella y María José Solano, y los asesores, señores Hugo Arias, Vicente Aliaga, Alejandro Fuentes y Pablo Jorquera.

De la Dirección de Presupuestos, la Jefa del Sector Educación, señora Tania Hernández.

De la Oficina del Honorable Senador Coloma, el Asesor, señor Álvaro Pillado, y la Secretaria, señora María Teresa González.

De la Oficina del Honorable Senador Bianchi, los asesores, señores Nickolas Mena y Claudio Barrientos.

De la Oficina del Honorable Senador García, los asesores, señores Marcelo Estrella y Felipe Cox.

De la Oficina del Honorable Senador Lagos, los asesores, señora Leslie Sánchez y señor Abdón Oyarzún, y el Periodista, señor Claudio Luna.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

De la Oficina del Honorable Senador Pizarro, la Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera, y la Asesora de Prensa, señora Andrea Gómez.

Del Comité Demócrata Cristiano, el Asesor, señor Pedro Montt.

Del Comité Partido Socialista, el Coordinador, señor Héctor Valladares.

Del Comité Renovación Nacional, la Periodista, señora Andrea González.

Del Comité Unión Demócrata Independiente, el Asesor, señor Jorge Barrera, y la Fotógrafa, señora María José Puig.

De la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, señora María Soledad Larenas.

De la Federación Nacional de Trabajadores de Administraciones de Corporaciones Municipales (FENATRACOM), el Presidente, señor Ricardo Oyarzo, y el Asesor Jurídico, señor Héctor Garrido.

De la Federación Nacional de Funcionarios de Departamentos de Educación Municipal (FENFUDEM), el Director Nacional, señor Ernesto Robles.

De la Confederación Nacional de Funcionarios DAEM de Chile (CONFUDECH), el Vicepresidente, señor Rodrigo Aedo, y el Director, señor Christian Figueroa.

De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Felipe Rossler.

De canal CNN Chile, el Periodista, señor Sebastián Fuentes.

Del Diario El Mercurio, los periodistas, señora Javiera Herrera, y señor Nicolás Álvarez.

Del Diario La Tercera, las periodistas, señoras Sandra Quevedo y Pamela Astudillo.

De Radio Bío Bío, el periodista, señor Nibaldo Pérez.

De Radio Cooperativa, la Periodista, señora Maritza Tapia.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Crear una nueva institucionalidad para la educación escolar pública. Para ello se considera una estructura organizacional, que desde el punto de vista de la Administración del Estado, se centra en la Dirección de Educación Pública, en servicios locales de educación, en comités directivos locales a su interior y en consejos locales. La iniciativa legal hace especial énfasis en la Estrategia Nacional de Educación Pública y en los establecimientos educacionales, considerando a estos últimos como la unidad básica y fundamental del nuevo Sistema.

En cuanto a su implementación, se establece una regulación gradual y de carácter transitorio, donde se desarrollan diversas materias como la forma en que se irán instalando los referidos servicios locales en el país, lo cual considera dos etapas, labor que será ponderada por un Consejo de Evaluación del Sistema, que deberá emitir un informe en el año 2021.
- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Educación y Cultura.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Previo a la consideración de los artículos pertinentes de la iniciativa legal, la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano y el Secretario Ejecutivo del Proyecto Nueva Educación Pública, señor Rodrigo Roco, efectuaron una exposición sobre el contenido del proyecto de ley.


La señora Ministra expresó, en primer término, que el manejo de la educación por parte de los municipios ha funcionado bien en ciertos países, pero no en Chile. Esto obedece, en el caso de nuestro país, a razones de índole geográfica, de gestión y de la forma en que se produjo el traspaso de la labor educativa en el pasado.


Desarrollaron, enseguida, la siguiente presentación:

Avanzando hacia una Nueva Educación Pública

Un diagnóstico contundente

Una educación pública debilitada no favorece el carácter mixto de nuestro sistema educacional.
La matrícula de la educación municipal ha venido sistemáticamente cayendo (594 mil estudiantes menos entre 2004 y 2016) y la proporción de matrícula pública en el sistema educacional chileno ha pasado de un 51% a ser poco más de un 36%.
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La señora Ministra indicó que, en contraste con la disminución de la matrícula, lo cierto es que la cantidad de recursos que el país destina a educación pública es la más alta de su historia, del orden de $140.000 por niño. Hasta hace no mucho años, esa cifra era cercana a $60.000. Su incremento ha sido posible gracias a la Subvención Escolar Preferencial (SEP), la gratuidad y otras subvenciones. 

¿Por qué tendríamos que conformarnos con decir: “las familias no están prefiriendo la educación pública” sin respondernos POR QUÉ y sin actuar?

No podemos mantener una educación pública atomizada, impotente frente a las desigualdades socioeconómicas ya presentes en el territorio.
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La señora Ministra apuntó que los costos varían según la cantidad de alumnos con que cuenta un determinado establecimiento. Si son muy pocos, evidentemente todo se encarece. Por lo mismo, muchas veces los municipios están más enfocados en equilibrar los gastos que en la calidad de los contenidos que se entregan.
En el 40% de comunas de menor tamaño (n=1389 el gasto promedio de administración por estudiante llega a ser de ¡entre 20 y hasta 30 mil pesos mensuales! Esto contrasta con los menos de $9.500 mensuales para el 30% de los municipios de mayor matrícula. 

50% de los municipios atiende menos de 2.000 alumnos (promedio 2016: 3.691).

Hoy financiamos un esquema inequitativo y deficiente.

La calidad de la educación pública a la que los niños, niñas y jóvenes chilenos tienen derecho, NO PUEDE depender de las capacidades y las voluntades del Municipio.
[image: image4.png]



Este esquema organizativo NO tiene su foco puesto en los aprendizajes. Es inestable, depende excesivamente de los ciclos políticos y no es capaz de asegurar los aprendizajes y la formación integral de sus estudiantes, como tampoco, el mejor uso posible de los cuantiosos recursos que recibe.

Un planteamiento persistente y mayoritario de nuestras familias, comunidades educativas y expertos.
Opiniones son convergentes respecto a la necesidad de una nueva institucionalidad para la educación pública (Encuestas CEP 2006, CIDE 2012, UDP 2013 a 2016). Aquí, la opinión de los y las Director(a)s de escuelas y liceos de Chile entre 2013 y 2016:
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Construir una NUEVA Educación Pública

La VISIÓN de la nueva educación pública es ser el referente de un sistema educacional de provisión mixta, inclusivo, equitativo y basado en una educación de excelencia para todos y todas.

La MISIÓN de la nueva educación pública es garantizar, para todos los sectores sociales y en todo el país, el acceso universal a una educación de calidad, laica, gratuita e inclusiva, que ofrezca experiencias de aprendizaje significativas, diversas, pertinentes y contextualizadas, orientadas a la formación de personas y ciudadanos libres, autónomos e iguales en dignidad y derechos.

El PROPÓSITO de la nueva educación pública es construir y consolidar un Sistema con carácter local y nacional a la vez, y altamente profesionalizado; expresado en la instalación gradual de una red moderna y articulada de servicios de educación pública, cuyo foco sea desarrollar y fortalecer las capacidades de los establecimientos educacionales y sus ciclos de mejora educativa.

La señora Ministra señaló que es posible encontrar ejemplos en el país de municipios que han entregado espacios de autonomía a sus establecimientos educacionales, que se han trasuntado en experiencias exitosas. El liceo Augusto D´Halmar en Ñuñoa, graficó, es uno de ellos.

Un sueño compartido

¿Qué demandan las familias y la sociedad?

- Una educación que asegura aprendizajes y formación integral, pertinente al contexto y con una fuerte base ética.

La señora Ministra expresó que sin perjuicio que el país cuenta con establecimientos educacionales para todos sus niños adolescentes, persiste un índice anual de deserción escolar de 100 mil de ellos, mayoritariamente en el tránsito desde la educación básica a la media, por diversas razones. Hay, entonces, un desafío pendiente en la retención de estudiantes, para lo que se hace necesario contar con grupos cursos más reducidos y con profesionales del área psicosocial capacitados.

Con todo, destacó que la extensión de la gratuidad en educación ha generado un aumento en las expectativas de los alumnos, que ven que culminar su enseñanza media es posible y que después de eso existen opciones de proseguir estudios. 
- Una formación que potencia las capacidades de innovación e indagación y que habilita para la convivencia democrática y el ejercicio de la ciudadanía.
La señora Ministra sostuvo que el proceso para tener profesores conscientes de la necesidad de estimular las aludidas capacidades, supone un cambio cultural muy grande. Que ha tenido avances, pero en el que se sigue trabajando.
[image: image6.png]‘GRAFICO RADIAL 4: Tematicas de enfoques y procesos educativos.

formacion tegra.





Temáticas de preocupación asociadas a enfoques y procesos educativos y que fueron recurrentemente señaladas en todas las regiones del país en el marco de los diálogos ciudadanos por la Reforma Educacional (2014) 

(Ver Informe Nacional, págs. 52 y 53)
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Proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública

Contenido general del Proyecto

TÍTULO I
Disposiciones Generales

TÍTULO II
De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública

TÍTULO III
De los Servicios Locales de Educación Pública

Párrafo 1°: Objeto, funciones y atribuciones

Párrafo 2°: Organización de los Servicios Locales

Párrafo 3°: Del Comité Directivo Local

Párrafo 4°: Instrumentos de gestión a nivel territorial

Párrafo 5°: Régimen de personal

Párrafo 6°: De los Consejos Locales de Educación

TÍTULO IV
De la Dirección Nacional de Educación Pública

TÍTULO V
Disposiciones Finales

TÍTULO VI
Otras Normas (modificaciones legales que desmunicipalizan)

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Un Sistema para potenciar y acompañar a los establecimientos educacionales y sus comunidades
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Un Sistema articulado y de gestión educacional descentralizada
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La señora Ministra destacó que no obstante el rol que cumplirá la Dirección de Educación Pública, los servicios locales de educación, SLE, gozarán de altos grados de autonomía. Como contrapartida, deberán asumir compromisos de gestión. 

Un Sistema responsable ante todo el país por la calidad, equidad e inclusividad de nuestra educación
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Una institucionalidad capaz de dar sustento efectivo a la calidad, equidad e inclusión 

Superando las falencias estructurales de la municipalización. 

- Horizontes de desarrollo de mediano y largo plazo con foco en las comunidades educativas y en las escuelas y sus proyectos educativos. 

- Responsables claros y una activa rendición de cuentas, tanto a nivel local, como nacional y de establecimiento. 

- Docentes que pueden desarrollarse, y desplegar sus capacidades y creatividad. 

- Comunidades educativas potenciadas y con espacios de participación efectivos.
- Mayores capacidades en todo el sistema, mejor distribuidas en todo el territorio. Profesionalización del sistema y objeto único. 

- Una escala geográfica adecuada, equitativa y no atomizada. 

- Una gestión educacional protegida de la influencia de los ciclos político-electorales. 
- Apoyo y acompañamiento a los establecimientos educacionales, sistemático y sustantivo, articulando orgánicamente lo técnico pedagógico y lo administrativo.

La señora Ministra hizo ver que, en la actualidad, los directores de establecimientos suelen estar capturados por labores administrativas. Para tales casos se propone que los colegios cuyos alumnos superen una determinada cantidad, deban tener administradores específicamente dedicados a dichas tareas. Tratándose de establecimientos más pequeños, el apoyo administrativo deberá provenir del respectivo SLE.

Los Servicios Locales permitirán consolidar el trabajo y el aprendizaje en RED a todo nivel 

Los Servicios Locales tienen como mandato organizar redes de trabajo, colaboración e intercambio de buenas prácticas. De esa forma, potenciarán: 

- la promoción de acciones educativas en el territorio (deportes, ciencias, artes…) 

- el intercambio entre pares (docentes, directivos, etc.) 

- el intercambio de prácticas y desarrollo de respuestas a problemas comunes 

- el desarrollo profesional docente, directivo y de asistentes 

- el apoyo técnico-pedagógico y acompañamiento en terreno 

- el diagnóstico y atención a necesidades educativas especiales 

Los criterios para la constitución de redes podrán ser FUNCIONALES (proyecto educativo, nivel educativo, modalidad, etc.), y TERRITORIALES (comuna, factores geográficos, etc.). Las redes estarán constituidas, en general, por menos de 15 establecimientos educacionales.

Servicios Locales para asegurar equidad y capacidades

Principales criterios considerados para el escalamiento y el N° total de Servicios por Región 

Asegurar la máxima cercanía posible con la base local garantizando a la vez equidad territorial y sustentabilidad.

- Sinergia organizacional (tamaños críticos y ponderación de factores relevantes como ruralidad, vulnerabilidad socioeconómica y conectividad).
- Respetar divisiones territoriales actuales del país. 

- Integrar consideraciones de distancia y conectividad.
- Garantizar presencia de centros urbanos importantes a escala regional (base para la instalación).
- Asegurar sinergias al interior de cada región (tamaños similares).
- Asegurar consistencia y validación local.
Distribución de tamaños de los SLE propuestos: asegurar equidad disminuyendo inequidades
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Comparando el 10% de menor tamaño con el 10% de mayor tamaño (p90/p10): 

- Municipios hoy: diferencias de tamaño de matrícula en relación de 1 a 15 

- Servicios Locales de Educación (SLE): diferencias de tamaño en relación de 1 a 3

El Secretario Ejecutivo del Proyecto Nueva Educación Pública, señor Roco, indicó que la relación de tamaño de matrícula será más racional en los futuros SLE. En la actualidad, hay comunas con menos de dos mil estudiantes, lo que implica que en el mediano y largo plazo no son financiera ni académicamente sustentables.

En el gráfico precedente, agregó, se puede apreciar que se ha situado en 8.000 alumnos la cota de sustentabilidad del sistema para la realidad chilena, que ha sido determinada en base a estudios.

Escala Municipal y su excesiva descentralización
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A inicios de los años ’80 el sistema escolar chileno administraba centralizadamente una matrícula de más de 2 millones doscientos mil estudiantes. Entre 1980 y 1986 se traspasó esa responsabilidad a 345 municipios que pasaron a administrar, en promedio, menos de 4 mil estudiantes cada uno.
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Una propuesta equilibrada: El proyecto de ley considera establecer Servicios Locales de Educación Pública (SLE) que administrarán, en promedio, aprox. 19.600 estudiantes (similar a la SIP), agrupando una media de entre 4 y 5 comunas. Un 50% de servicios tendría a su cargo menos de 64 establecimientos, siendo ese número mayor en zonas más rurales y menor en zonas más urbanas.

Dotaciones de los SLE: asegurar equidad en el potenciamiento de capacidades
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Financiamiento

La Reforma aumenta los recursos vía financiamiento directo a la educación pública
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Las leyes de la Reforma, ya aprobadas, más este proyecto de ley, consagran que los nuevos recursos para la educación pública se concentren mayoritariamente (más de un 60% de ellos) en mecanismos de asignación directa, distintos de la subvención por asistencia media.

Ante una pregunta del Honorable Senador señor García, el señor Roco señaló que los ingresos basales relativos a carrera docente corresponden al pago de los tramos superiores, que el Estado entrega de manera directa a los docentes. Los ingresos basales SLE, en tanto, se refieren a la proporción de recursos que el presente proyecto de ley considera para financiar la estructura de administración.

El Honorable Senador señor García consultó si además de los nuevos recursos para los SLE, se contempla mantener el financiamiento del apoyo a la educación pública.

La señora Ministra explicó que no es posible determinar, a ciencia cierta, cuánto es lo que invierten los municipios en educación, porque actúan en base a autodeclaraciones. Se estima, expresó, que parte de las grandes transferencias que reciben por parte del Estado para fines educativos, acaban por ser utilizadas en otras áreas, ante la urgencia por abordar problemas más contingentes.

Sostuvo que mediante el presente proyecto de ley se persigue superar esa realidad, poniendo el acento en garantizar el funcionamiento y la calidad de la educación. Para eso se consideran no sólo recursos para funcionamiento en red y mejoras, sino también para la gestión del aparato administrativo. En consecuencia, se mantienen las subvenciones y fondos existentes.

Un financiamiento propio y con carácter equitativo 

- Los 70 Servicios Locales de Educación Pública tendrán un financiamiento directo desde la Ley de Presupuestos para financiar su operación y su planta (aproximadamente USD 300 MM por año, en régimen). 

- Este financiamiento se ha diseñado poniendo más recursos donde hay más vulnerabilidad y ruralidad. 

- Esto libera cerca de un 10% de subvención que hoy se usa en administración municipal. 

- Además, los Servicios Locales de Educación Pública: 

Administrarán todos los recursos que reciban por subvención (cualquiera sea su forma y base de cálculo). Podrán postular a fondos regionales. 

- La Dirección de Educación Pública podrá distribuir recursos entre los SLE bajo criterios pertinentes y objetivos (para infraestructura, trabajo en red, equipamiento y desarrollo de capacidades).

Una gestión que permite avanzar en equidad, estabilidad y colaboración territorial

La variabilidad de ingresos asociada a la subvención por asistencia media afecta especialmente a las comunas pequeñas y a las comunas rurales. Esto no tiene que ver con si la gestión es buena o mala.
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Medimos la variabilidad mediante el coeficiente de variación de Pearson equivalente a la razón entre la desviación estándar y la media del ingreso mensual por subvenciones de las escuelas y liceos de un territorio o comuna. A mayor valor (rojo) más inestables son los ingresos por subvención de un mes a otro.

La agrupación territorial de comunas cercanas en Servicios Locales otorga mayor estabilidad frente a ingresos variables y elimina la competencia por alumnos de una comuna a otra.
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Lo anterior es sin perjuicio de la modificación que tarde o temprano deberá experimentar el mecanismo de subvención actual.

Una transición gradual y responsable

Aspectos fundamentales de la transición

- Una gradualidad razonable que permita monitorear el proceso, generar aprendizajes entre etapas y realizar los ajustes que sean necesarios. 
La señora Ministra hizo presente que en su versión original, la gradualidad del proyecto de ley era de seis años. Ella ya ha sido aumentada a ocho años durante su tramitación en el Senado, pero cabe aún la posibilidad de que sea ampliada en dos o cuatro años más.
- Continuidad del servicio educativo público.

- Continuidad laboral y resguardo de los derechos de los trabajadores involucrados en el proceso. 

- Apropiación de la experiencia y de las mejores capacidades existentes en el sistema municipal.
- Implementación materializada a escala local, acompañada y apoyada desde el centro. 

- Recursos de apoyo y promoción del desarrollo de capacidades. 

- Alianzas entre el Ministerio de Educación y los Municipios. 

- No traspaso de deudas a los nuevos servicios.
El Honorable Senador señor Pizarro preguntó si la implementación de las nuevas estructuras significará ahorro de recursos.

La señora Ministra expresó que será el trabajo en red y la escala educativa de cada Servicio lo que permitirá ir generando ahorros en el funcionamiento del nuevo sistema. Así, por ejemplo, si cada SLE cuenta con un contador auditor que rota por los establecimientos más pequeños, o con un centro de diagnóstico de necesidades educativas especiales, diversos gastos podrá verse reducidos. Lo mismo en relación con las estructuras administrativas dedicadas al pago de sueldos y licencias, por ejemplo. Si hasta ahora cada comuna tiene las propias, la existencia de los SLE dará lugar a la concentración de funciones.

Adicionalmente, se produce un cambio respecto del 10% de la subvención escolar que el sostenedor municipio toma para dedicarlo a la administración municipal. De ahora en más la subvención completa será para el establecimiento, y será el Estado el encargado de entregar los recursos que costeen el sistema administrativo.
Por otra parte, hizo hincapié en que las deudas pendientes deben ser resueltas con los municipios. De este modo, se asegura que no se genere otra nueva para los profesores que se traspasan y que los nuevos servicios no comienzan sus ejercicios con arrastre.

El Honorable Senador señor Pizarro preguntó si se conocen los niveles de deuda de los municipios, por distintos conceptos. Consignó que la situación es compleja si se considera que, según se ha manifestado, no se sabe cuál es el monto de los aportes que realizan. 
El señor Roco puntualizó que en los informes financieros del proyecto de ley –de los cuales se da cuenta más adelante en el presente informe-, se contiene una proyección de la deuda de los municipios. Durante dicho año y el 2016, además, el Ministerio de Educación solicitó a esas entidades la realización de auditorías, suscritas por auditores externos. La mayoría de ellas cumplió con la entrega, lo que al día de hoy permite al Ejecutivo contar con un estado de situación.

Al momento del ingreso del proyecto de ley, en concreto, la deuda a diciembre de 2014 por concepto de proveedores y cotizaciones previsionales obligatorias y voluntarias, ascendía a $80.000 millones, aproximadamente. Tras las auditorías, esa cifra se incrementó a cerca de $100.000 millones.

El Honorable Senador señor Montes señaló que la inquietud planteada por el Senador señor Pizarro resulta del todo pertinente, porque la realidad indica que no se conoce cuáles son los pasivos de las municipalidades.

El Honorable Senador señor García solicitó la información, comuna por comuna, del resultado de las auditorías señaladas anteriormente.

La señora Ministra observó que gracias al Fondo de Apoyo a la Educación Pública (FAEP), ha habido municipios que han podido avanzar en el pago de deudas. Sin embargo, subsisten casos, injustificables e inexplicables, en los que la relación es inversa entre disminución de matrícula y aumento de asistentes de la educación y docentes. 

Sin perjuicio de lo anterior, señaló que lo cierto es que también existen comunas que viven situaciones críticas no tanto por un déficit de gestión, sino sencillamente porque son tantas las áreas que se deben cubrir que no hay capacidad para hacerlo.

Diferentes fases que permitan fortalecer el servicio educativo y resolver diferentes problemas acumulados (generando aprendizajes y aprestos)
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Asegurar la continuidad operacional y la instalación de la red de valor de la Nueva Educación Pública

[image: image19.png]RED DE VALOR NEP

SOPORTE

mt':':f':] = ]
- l-z::}

Foacmar e s
S S, ptcndon
SIS e

ol dris
s i

16 MACRO PROCESOS.

Funciones
Centrales SLE

MAYOR
VALOR





Flujo general de hitos y procesos de la Transición
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(*) Son afectos al traspaso: 

Art. 11 T - Bienes inmuebles de Establecimientos Educacionales (EE) que cuenten con R.O. al 31 de diciembre del 2014 + inmuebles VTF que correspondan 

Art. 17 T - Bienes muebles (guarnecidos en los inmuebles, necesarios para la prestación del servicio, adquiridos por recursos fiscales)

Ámbitos que considera la TRANSICIÓN desde que entra en vigencia la ley
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La señora Ministra destacó que el Ministerio de Educación ya se encuentra trabajando con distintos municipios que han manifestado su interés por formar parte de la experiencia piloto de transición. Así ha ocurrido en el Valle del Huasco (con las comunas de Vallenar, Alto del Carmen, Freirina y Huasco), Barrancas (Pudahuel, Lo Prado y Cerro Navia), Santiago sur (La Cisterna, San Ramón y Lo Espejo), Andalién (Concepción, Hualqui, Chiguayante y Florida), Cautín costa y Magallanes.
El Plan de Transición 

El Plan se materializa a través de convenios de ejecución, que contemplan las siguientes obligaciones: 

a) Obligación de fortalecer y mejorar el servicio educacional. 

b) Obligación de mantener los establecimientos en funcionamiento. 

c) Obligación de equilibrar financieramente el servicio. Para ello, municipios deberán considerar las observaciones del Ejecutivo al PADEM. 

d) Obligación de entregar información al MINEDUC y facilitar el traspaso. 

e) Obligación del MINEDUC de prestar asistencia técnica a elaboración de instrumentos de gestión (en particular, el PADEM). 

f) Transferencia de recursos desde el MINEDUC para aportar a: i) disminuir el desequilibrio financiero, y/o ii) pagar deuda municipal originada por la prestación del servicio educacional (hasta el 31 de diciembre de 2014). 

g) Obligaciones respecto a i) desarrollo de capacidades del personal de administración educacional, e ii) identificación de servicios prestados por el municipio en -y para- los establecimientos educacionales.
En relación con la letra g), la señora Ministra agregó que la cartera que encabeza ha suscrito acuerdos con consorcios de universidades nacionales y extranjeras para la formación de equipos directivos. Buenos equipos directivos, hizo hincapié, son fundamentales para el éxito de un nuevo sistema de educación pública.

Procesos e hitos asociados al traspaso del servicio educativo
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Ante una pregunta del Honorable Senador señor Pizarro, la señora Ministra expuso que para los primeros SLE se prevé una serie de mecanismos que permitan una implementación más rápida. A juicio del Ejecutivo, en el mes de marzo del año 2018 entre uno y cuatro Servicios podrían estar en condiciones de comenzar.
Para los que deban empezar a operar cuando la ley esté en régimen, en tanto, se consideran diversas etapas: anticipación (para ir a terreno y entusiasmar a los municipios), instalación (en un lugar físico, con un director nominado) y traspaso de los colegios propiamente tal. De esta forma, se establece que cada año se vayan realizando instalaciones de SLE, y que los traspasos tengan lugar el 1 de enero del año siguiente a la respectiva instalación.
Información y tratamiento de las deudas
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Traspasos del personal

TRANSICIÓN. Personal que trabaja en los establecimientos educacionales: Docentes, Asistentes de la Educación (AAEE) y funcionarios jardines VTF
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TRANSICIÓN. Personal que trabaja en los Departamentos o Direcciones de Educación Municipal y en las Corporaciones Municipales
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Una vez culminada la presentación de los representantes del Ejecutivo, el Honorable Senador señor Allamand planteó la visión general de los senadores de oposición en relación con la iniciativa en estudio. Existe, en ellos, una diferencia muy de fondo respecto de la orientación de la misma, que parte a su juicio de una premisa equivocada: que los municipios no son idóneos para gestionar la educación pública.

Tal diferencia de opinión no implica desconocer las dificultades que enfrenta el actual sistema municipal. Por el contrario, supone asumirlas y corregirlas muy significativamente, pero para que sean los mismos municipios los encargados de la gestión de la educación. No se puede soslayar, consignó, que alrededor del 80% de la educación pública en los países es operada, de acuerdo con datos de la OECD, descentralizadamente a través de los municipios.

En segundo lugar, llamó la atención sobre que desde el punto de vista de la gestión territorial, el país se encuentra avanzando por dos canales: el de los municipios y el de los gobiernos regionales. Mediante el proyecto de ley se trata de incorporar un tercer canal, el de los SLE, que no conversa con ninguno de los anteriores.
Por otra parte, aseveró que a la oposición política al proyecto de ley, se suma la de más de 150 municipios a lo largo del país, que representan a una gran cantidad de alumnos, lo que supone una debilidad difícil de obviar.

En cuarto término, sostuvo que se configura una insalvable dificultad constitucional, toda vez que el proyecto dispone el traspaso, por el solo ministerio de la ley, de todos los establecimientos educacionales. Pero incluso si se admitiera hacer una distinción respecto de aquellos colegios traspasados por el Fisco el año 1981, subsisten muchos otros que deben su existencia a inversiones realizadas por los municipios o que fueron construidos en terrenos en su oportunidad donados por particulares.

En quinto lugar, es posible vislumbrar una enorme complejidad financiera al momento en que los traspasos lleguen a verificarse. Es previsible, indicó, que en cada traspaso tenga lugar una gran cantidad de juicios incoados por, entre otros, proveedores, profesores y personal en general. Cabe preguntarse si, por ejemplo, en materia laboral se podrá demandar al municipio y además a su sucesor legal, esto es, al nuevo Servicio. O qué va a pasar cuando los municipios adviertan que no sólo deben traspasar sus colegios, sino también seguir pagando todas las deudas.

Del mismo modo, puso de relieve que salvo uno o algunos SLE, todo el resto de la implementación del proyecto de ley quedará en manos de Gobiernos venideros. En ese sentido, subrayó que el régimen de transición aprobado por la Comisión de Educación y Cultura en su segundo informe resulta adecuado para que el Gobierno cumpla con su objetivo de dar inicio al nuevo sistema. Lo que pase después, volvió a decir, será a todas luces muy dificultoso.

Al culminar su intervención, dejó constancia de que el Gobierno y la oposición han venido sosteniendo conversaciones y negociaciones respecto de diversas materias, que debieran plasmarse en la presentación de indicaciones. En virtud de dichos acuerdos, expresó que los parlamentarios de oposición han asumido el compromiso de, sin perjuicio de evidenciar los vicios de que adolece el proyecto de ley, no recurrir al Tribunal Constitucional. Ello, por cierto, no significa poner una limitación a que más tarde los  municipios, por su propia iniciativa, decidan recurrir ante dicha instancia al constatar los efectos de los traspasos.

El Honorable Senador señor Montes hizo presente que ni él ni el Honorable Senador señor Quintana han concurrido al acuerdo a que se ha hecho referencia.
La señora Ministra expuso que el traspaso de bienes entre entes públicos, sin cobro mediante, no es novedad en nuestro ordenamiento jurídico, por lo que no se advierte una contravención a la Carta Fundamental. Es lo que ocurre, de hecho, cada vez que se constituye una nueva comuna o una nueva región.

Agregó que cuando a un servicio público se le encargan determinadas tareas y se le entregan todas las condiciones para que las lleve a cabo, si posteriormente esas mismas tareas le son encargadas a otro servicio público, las condiciones siguen esa misma suerte.

Sin perjuicio de lo anterior, consignó que deben tenerse en consideración dos asuntos adicionales:

- Que se han dejado en manos de los municipios 1.111 establecimientos educacionales que han sido destinados para otros fines, como uso de oficina por ejemplo. Respecto de ellos no se pide el traspaso.

- Que el Fisco, a través del Ministerio de Educación, ha transferido más de $1 billón a los municipios como aporte de capital para construcción y mejoramiento de infraestructura.

Por último, consignó que el Gobierno se ha manifestado de acuerdo con que el próximo año se produzca la instalación de algunos servicios locales de educación, SLE.
El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, puntualizó que los compromisos adquiridos por el Ejecutivo con la oposición versan sobre los siguientes asuntos: la constitución de un Consejo de Evaluación que pueda hacer recomendaciones al Presidente de la República para la recalendarización de las etapas subsiguientes, posibilitar que algunos municipios puedan posponer su entrada al sistema de SLE, y determinar los SLE que se instalarán inicialmente. 

---
A continuación, la Comisión recibió a los representantes de la Mesa Nacional de Trabajadores de Administraciones Centrales de Educación (FENFUDEM-FENATRACOM-CONFUDECH), señores Ricardo Oyarzo y Christian Figueroa, quienes efectuaron una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:
NUEVA EDUCACIÓN PÚBLICA, CAMINO A LA DESMUNICIPALIZACIÓN.
1. Contexto legislativo e histórico del sistema administrativo de la Educación Pública Municipalizada.

2. Proceso Cámara de Diputados, avances y cambios obtenidos.

3. Proceso Senado, debate y cambios relevantes del proyecto de NEP.

ANTECEDENTES LEGISLATIVOS PREVIOS

OBSERVACIONES PROYECTO NUEVA EDUCACIÓN PÚBLICA

REALIDAD ACTUAL

El sistema de Educación Pública hoy es administrado por los 346 municipios del país, de la siguiente forma:

- 53 Corporaciones Municipales: personas jurídicas de derecho privado y sin fines de lucro, constituidas a partir de 1981, conforme a las normas del Código Civil y a los decretos N° 462/81 y 110/76 del Ministerio de Justicia. La finalidad principal de las Corporaciones Municipales es administrar y operar los servicios de educación y salud, traspasados a los municipios, así como también en algunos casos, la atención de menores.

- 293 DAEM o DEM: el artículo 38 del decreto ley N°3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, autorizó a las municipalidades para “tomar a su cargo servicios que están siendo servidos por organismos del sector público”. Esta fue la disposición que permitió traspasar los servicios de educación, salud y atención de menores, que históricamente habían sido de satisfacción eminentemente centralizada y financiamiento fiscal, desde el nivel central a la competencia y financiamiento municipal. En estos servicios traspasados encontramos a los Departamentos de Administración de Educación Municipal (DAEM) y Departamentos de Educación Municipal (DEM).

Si vemos un ejemplo en relación a  la cantidad de trabajadores administrativos que cumplen funciones en un territorio de anticipación en la actualidad, y lo proyectamos  sobre un futuro servicio local, que según la propuesta del MINEDUC, en promedio debería contar con 120 funcionarios, los datos son los siguientes:

Servicio Local de Andalién Sur.

El total de funcionarios entre las 4 comunas, según los datos recolectados (Concepción-Chiguayante-Hualqui-Florida) es de 236.

Concepción. Actualmente trabajan 111 funcionarios 

Chiguayante. Actualmente  trabajan 47 funcionarios 

Hualqui. Actualmente  trabajan  33 funcionarios 

Florida. Actualmente  trabajan  45 funcionarios 
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El señor Figueroa hizo ver que, de acuerdo con los datos proporcionados por el Ejecutivo, en promedio los SLE contarán con 120 funcionarios. De los 236 que hoy se desempeñan en Andalién, se infiere entonces que 116 perderían su fuente laboral.  
Si tomamos solo la Unidad de Administración y Finanzas en el organigrama propuesto por el MINEDUC para un Servicio Local, el número de funcionarios que hoy cumplen funciones en esa área en el territorio suma 48 según los datos recopilados, y hasta la fecha no tenemos información sobre cuantos funcionarios se necesitarán en dicha área y que competencias van a solicitar para cubrir los cargos.
El señor Figueroa observó que dichos 48 funcionarios de Administración y Finanzas ya representarían cerca del 40% del antes aludido promedio de 120. Si además se considera que para acceder a los cargos se prevén concursos públicos, cabe también la posibilidad de que varios funcionarios pierdan su plaza laboral.
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ANTECEDENTES LEGISLATIVOS PREVIOS

- La ley N° 18.575 Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en su artículo 3°, consagra el denominado principio de continuidad del servicio público, donde dispone, en lo pertinente, que “La Administración del Estado está al servicio de la persona humana; su finalidad es promover el bien común atendiendo las necesidades públicas en forma continua y permanente”.

La reforma de Nueva Educación Pública no puede afectar la continuidad del sistema educacional público del país, que necesariamente depende de las competencias de los funcionarios de los DAEM, DEM y Corporaciones como soporte del sistema. Este artículo de la ley orgánica obliga al Estado a priorizar por sobre las modificaciones institucionales, la continuidad del servicio, por lo cual se hace necesario garantizar el correcto funcionamiento del sistema en todo el territorio, de forma inclusiva y sin sesgos demográficos ni políticos.

OBSERVACIONES

ASPECTOS RELEVANTES FUNCIONARIOS ADMINISTRACIONES CENTRALES

- El proyecto de ley establece que el personal de este nivel será traspasado a los SLE vía un CONCURSO CERRADO, acotado al personal de las comunas que componen la jurisdicción de cada SLE. 

- El personal que resulte electo mediante el concurso será traspasado bajo la fórmula jurídica “sin solución de continuidad”, es decir, respetándose sus condiciones laborales, antigüedad, salarios, etc. 

- Este personal, hoy contratado en un 90% por Código del Trabajo puede pasar desde los municipios y corporaciones a los Servicios Locales, cambiando su régimen laboral y pasando al Estatuto Administrativo. 

- El concurso se regirá por la normativa vigente y será preparado y realizado por un comité de selección, conformado por el Director Ejecutivo del Servicio Local o su representante; un representante del Ministerio de Educación y un representante de la Dirección de Educación Pública.

- Los montos correspondientes a las indemnizaciones a las que cada trabajador traspasado tenga derecho por su contrato, se entenderán postergados y se harán efectivos cuando el trabajador cese sus servicios en el respectivo SLE.

El señor Oyarzo hizo hincapié que solamente un 60% de los actuales funcionarios pasarían a formar parte del nuevo sistema de educación pública. Esto, considerando que si bien serán aproximadamente ocho mil los cargos disponibles en los SLE, sus jefaturas van a ser determinadas con arreglo al Sistema de Alta Dirección Pública y los profesores serán traspasados directamente. 
OBSERVACIONES PROYECTO NEP

El proyecto que actualmente se discute en el Senado, ha sufrido un sin número de modificaciones desde su fase original. Algunas de las más relevantes para las organizaciones que representan, son:

- Se eliminaron del proyecto original causales de cesación del cargo “Necesidad de la Empresa” para los funcionarios de los SLE.

- Se incorporó una Mesa Técnica, la que deberá constituirse previo al traspaso en cada municipio al menos ocho meses antes de la entrada en funcionamiento del respectivo Servicio Local y estará compuesta por un representante de la municipalidad, un representante de los profesionales de la educación, un representante de los asistentes de la educación y un representante del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o de las corporaciones municipales cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional, junto a los equipos técnicos que el Ministerio de Educación destine para estos efectos. 

- Se estableció que los concursos públicos abiertos sean solo luego del traspaso del servicio educacional.

- Se definió una fecha de corte previa al traspaso que permita proteger la antigüedad laboral, evitando la contratación indiscriminada de personal nuevo.

- Se garantiza expresamente que las diferencias remuneracionales serán cubiertas por una planilla suplementaria.

- Se incorporó la unidad de Mantención e Infraestructura dentro del esquema base de los SLE.
Adicionalmente, señaló el señor Oyarzo, se logró que los funcionarios sean regidos por el Estatuto Administrativo. 

No obstante ello, consideran que, si bien es cierto, ha existido un avance en el transcurso del proceso legislativo, aún existen puntos importantes que deben ser analizados y que afectan a miles de los trabajadores que representan:

- Incorporación de un trabajador de las Administraciones Centrales como miembro de los Consejos Locales de Educación.

- Incorporación de un trabajador administrativo representante de los trabajadores en la comisión que decide los concursos como ocurre en todos los concursos públicos.

- Y sobre todo aún no se plantea una solución justa para aquellos funcionarios que por diferentes situaciones no sean parte de los futuros SLE.

El proyecto de Nueva Educación Pública genera 4 posibles escenarios:

1. Funcionarios que luego de adjudicarse un concurso cerrado, ingresan al Servicio Local respectivo (artículo trigésimo cuarto transitorio. Traspaso de personal municipal).

2. Funcionarios que permanecerán en dependencia municipal sin modificación contractual (indicación artículo trigésimo cuarto transitorio).

3. Funcionarios en edad de jubilar que se acojan al incentivo al retiro. 

4. Funcionarios que deban salir del sistema y no están en edad de jubilar.
La única garantía que el proyecto de ley establece para los funcionarios pertenecientes al 4° escenario, es que el pago del finiquito respectivo será con cargo al Fisco, la cual puede ser contraproducente si pensamos que entrega a los alcaldes la facultad de despedir a los funcionarios que estime conveniente, sin costo alguno para el municipio. Asimismo, faculta a la autoridad comunal a reubicar al funcionario bajo el mismo régimen laboral de Código del Trabajo; sin embargo, nuevamente es una alternativa discrecional del alcalde de turno.

En este complejo escenario, es dable preguntarse si pueden los municipios absorber funcionarios que no ingresen a los servicios locales. Si consideramos 346 municipalidades en el país, y un universo de 3.100 funcionarios fuera del sistema, en promedio cada municipio debería mantener en sus dotaciones 9 funcionarios.
El señor Oyarzo expresó que, en opinión de la asociación que representa, lo que corresponde es que la educación vuelva a manos del Estado. Empero, eso no puede ser a costa de los funcionarios.
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PROPUESTAS

PROPUESTAS FUNCIONARIOS ADMINISTRACIONES CENTRALES

Tal como se expuso en reiteradas ocasiones en el Parlamento, tanto en la Comisión de Educación como en la Comisión de Hacienda, necesitamos que se generen las garantías necesarias para que, en un eventual universo de funcionarios que no accedan a los SLE, estos reciban la compensación justa por sus labores desempeñadas durante años en la educación pública del país.

Es en este escenario, que la Mesa Nacional, luego de diversas jornadas y análisis de las distintas realidades locales, presenta una propuesta de 5 ejes fundamentales, considerando un estudio de la realidad actual. 

- Plantas en Extinción: tal como ha ocurrido en otras reformas al sistema público del país, consideramos necesario permitir a los funcionarios con contrato vigente a la fecha de promulgación de esta ley, permanecer en un cargo de planta en extinción, ya sea en la misma municipalidad o en el Servicio Local correspondiente, hasta completar la edad para jubilar, con igual remuneración.

- Bono por Antigüedad en el Servicio: considerando que existe un alto porcentaje de funcionarios que en nuestro sector administrativo no tienen 10 años de antigüedad, y que, además, no alcanzarán la edad de jubilar durante el periodo que dure la transición al nuevo modelo, proponen una alternativa para quienes por diferentes razones no continúen en el sistema. Esta solución debe abarcar a aquellos funcionarios que a la fecha del traspaso del servicio educativo, definida según las normas del proyecto de ley de Nueva Educación Pública, cumplan con una antigüedad mínima de 2 años y que no alcancen la edad de jubilar, según la ley de incentivo al retiro en actual discusión. Ellos deberían poder optar durante el periodo de transición, por única vez, a un bono, llamado Bonificación por Antigüedad en el Servicio, que debería ser adicional a la indemnización legal que ya contempla el Código del Trabajo. Este bono busca recompensar los años de servicio prestados en el sistema educacional a aquellos funcionarios que por decisión propia no deseen continuar desempeñándose en la nueva institución.
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- Incorporación en el Proceso de Selección: en la redacción actual del proyecto se establece que los concursos para proveer las plantas de los Servicios Locales serán preparados y realizados por un comité de selección, conformado por el Director Ejecutivo del Servicio Local o su representante; un representante del Ministerio de Educación y un representante de la Dirección de Educación Pública. Es aquí donde consideramos absolutamente necesario que un representante de los trabajadores, elegido por ellos mismos, sea parte de este comité, dando las garantías para a los funcionarios de transparencia y objetividad de dicho proceso de selección.

- Reubicación en Establecimientos: considerando que uno de los ejes fundamentales de esta reforma es el empoderamiento de la escuela, resulta absolutamente necesario el complemento administrativo del establecimiento, lo cual sabemos no debe ser bajo ningún concepto la tarea principal del director(a). Es por ello que la reubicación de funcionarios administrativos que hoy se desempeñan en los DAEM, DEM y Corporaciones del país aparece como el complemento ideal para la labor docente de los directivos de los establecimientos, colaborando en el cumplimiento de la normativa y control administrativo que requerirá la unidad educativa. 
El señor Oyarzo sostuvo que el levantamiento de propuestas de diversa índole se debe a que, dado que las etapas de tramitación del proyecto de ley se han ido cumpliendo, se agota el espacio para encontrar una solución integral a todas sus demandas. Consignó que hace cerca de un mes el Ministerio comprometió la entrega de una propuesta, cuestión que hasta ahora no ha ocurrido.

Añadió que la capacidad técnica de los trabajadores que representa no es fácil de encontrar, porque no hay universidades que enseñen cómo administrar la educación pública. Darle la espalda a esa realidad, concluyó, no sería apropiado.

El señor Figueroa indicó que FENFUDEM percibe una discriminación hacia los funcionarios que representa, por cuanto todos los otros funcionarios (profesores - asistentes), son traspasados automáticamente a los nuevos SLE.

Finalmente, reivindicó la importancia de capacitar a los funcionarios que hoy se desempeñan en la administración de educación. Por ejemplo, en materia de actualización de los sistemas contables, que incluso varían entre los distintos municipios, mientras en la Administración Central se utiliza mayoritariamente el sistema SIGFE y se rinde cuentas a la Contraloría General de la República. Estos asuntos, culminó, no pueden ser desentendidos por la autoridad.

El Honorable Senador señor Montes consultó cuál es la antigüedad de los funcionarios de la administración central de educación, y cómo se prevé que se va a llevar a cabo la implementación gradual del sistema después de que los primeros SLE entren en funcionamiento. 

Consignó, asimismo, que a partir del 1 de enero de 2018 empieza a regir un nuevo sistema de contabilidad en todos los colegios del país.

El señor Oyarzo dio a conocer los siguientes rangos de antigüedad: de 0 a 2 años, 33% de los funcionarios; de 3 a 9 años, 40%; de 10 a 30 años, el resto. Vale decir, el 73% del sistema tiene menos de 10 años de antigüedad, lo que en buena parte se explica por la rotación asociada al continuo cambio de los alcaldes.

Resaltó que, en todo caso, el proyecto de ley adecuadamente establece un corte, el año 2014, como fecha tope de ingreso para la determinación de la antigüedad. Esto es visto como una garantía para los funcionarios, más aún considerando que cuando se supo que el proceso de desmunicipalización iba a ser impulsado, no pocos alcaldes intensificaron la contratación de personal.  

Por otra parte, señaló que, conforme a la ley, sólo el 10% de los funcionarios puede ser utilizado en labores de administración. El problema, sin embargo, surge porque en la práctica buena parte de ese personal acaba siendo destinado a los establecimientos educacionales.

El señor Figueroa acotó que otra razón para el alto porcentaje de trabajadores de menos de 10 años de antigüedad estriba en la dictación, el año 2008, de la ley de subvención escolar preferencial, que significó un aumento importante de dotación en los establecimientos educacionales y en los departamentos de educación.

En cuanto a la implementación posterior del sistema, el señor Oyarzo manifestó que, en rigor, no existe plena certeza de que eso vaya a ocurrir. Puede ser que los SLE simplemente devengan en un tipo de sostenedor más, que deba convivir con los de colegios particulares, particulares subvencionados, municipales pertenecientes a corporaciones y municipales dependientes de DEM. 

La señora Ministra de Educación expresó que el 33% que da cuenta de los funcionarios con antigüedad de entre 0 y 2 años, se explica justamente por nuevas contrataciones llevadas a cabo por los alcaldes, en los distintos ámbitos del quehacer educativo. Respecto del porcentaje restante, hizo hincapié en que buena parte de ellos llegarán a formar parte de los SLE en la medida que estos se vaya gradualmente instalando.
El señor Oyarzo observó que son por todos conocidos los resultados de las experiencias para reconvertir a los trabajadores del carbón en Lota y a los trabajadores portuarios. En ellas, se entregaba a los destinatarios formación en alguna manualidad u oficio o en emprendimientos de microempresa, junto con el pago de una suma equivalente a un sueldo mínimo mientras duraba la capacitación. No representan, subrayó, un modelo que sea mirado con interés por los funcionarios de las administraciones centrales de educación. Estos son mayoritariamente profesionales, técnicos y gente que ha desarrollado experticia en un área específica, a saber, la de la administración de educación pública.
El Honorable Senador señor Montes acotó que al fijar un corte en el año 2014, subsistirá un grupo importante de personas durante años en el sistema municipal, mientras se lleva a cabo la implementación de los nuevos SLE. No es razonable, por consiguiente, que se otorgue un tratamiento homogéneo a todos los funcionarios, pues sus circunstancias de ingreso serán distintas.
- - -
Título preliminar

Se propuso sustituir la palabra “preliminar” por el número “I”.

La Comisión aprobó la precedente enmienda por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
---

Artículo 1
Dispone que el objeto de la ley es crear el Sistema de Educación Pública, establecer las instituciones que lo componen y regular su funcionamiento.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 2
Se refiere a los fines de la educación pública, disponiendo que:

La educación pública está orientada al pleno desarrollo de los estudiantes, de acuerdo a sus necesidades y características. Procura una formación integral de las personas, velando por su desarrollo espiritual, social, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, entre otros, y estimulando el desarrollo de la creatividad, la capacidad crítica, la participación ciudadana y los valores democráticos.
El Honorable Senador señor Montes destacó que lo que se instala es un nuevo concepto de educación, que se aparta de los sistemas estandarizados hasta ahora imperantes.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 3
Trata del Objeto del Sistema de Educación Pública, del siguiente modo:

“El Sistema tiene por objeto que el Estado provea, a través de los establecimientos educacionales de su propiedad y administración, que formen parte de los Servicios Locales de Educación Pública que son creados en la presente ley, una educación pública, gratuita y de calidad, laica, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y pluralista, que promueva la inclusión social y cultural, la equidad, la tolerancia, el respeto a la diversidad y la libertad, considerando las particularidades locales y regionales, garantizando el ejercicio del derecho a la educación de conformidad a lo dispuesto en la Constitución Política de la República, en todo el territorio nacional.

El Sistema velará por el respeto a las particularidades de cada nivel y modalidades educativas, considerando la integralidad, pluralidad y el apoyo constante a los estudiantes. En particular, deberá considerar las características propias de los establecimientos que imparten el nivel parvulario y de la educación especial o diferencial.”.
El Honorable Senador señor García manifestó ser partidario de que la educación siga siendo administrada por los municipios, que realizan a diario un gran esfuerzo que, en varios casos, entrega buenos resultados, sin perjuicio que en otros indiscutiblemente se requiere un mayor apoyo. 

El Honorable Senador señor Montes se declaró de acuerdo con el propósito de definir el objeto del sistema de educación pública y de reconstruir un modelo asentado sobre nuevas bases de administración.
El Honorable Senador señor Coloma preguntó cuál es el financiamiento que se contempla para pagar las compensaciones a los municipios, que son organismos autónomos, por los traspasos a los Servicios Locales de Educación (SLE).

El Honorable Senador señor Pizarro indicó que, tal como fuera explicado por los representantes del Ejecutivo, se está en presencia de un traspaso que opera en virtud de la ley, entre organismos del Estado, sin financiamiento de por medio.
El Honorable Senador señor Lagos acotó que se están traspasando por ley establecimientos que, en el pasado, también habían sido traspasados, pero que permanecieron siempre dentro del aparato estatal.  
La señora Ministra de Educación hizo ver que todos los bienes muebles e inmuebles son traspasados, por el solo ministerio de la ley, a los SLE. Tal política, expuso, ha sido adoptada en virtud de diversos informes en derecho que, en lo sustancial, han señalado que cuando una tarea es entregada a un determinado órgano del Estado y posteriormente se decide encomendarla a otro distinto, deben proveerse las condiciones para que sea cumplida. Es, graficó, una figura similar a la que tiene lugar cuando en virtud de la creación de una nueva comuna, deben traspasarse, desde otra ya existente, toda clase de bienes. 

Agregó que sin perjuicio de que puede haber aportes realizados por los propios municipios, lo cierto es que el sistema de educación municipal se ha basado mayoritariamente en dos pilares: el traspaso original hecho a los municipios y los recursos entregados vía Ministerio de Educación y Fondo de Desarrollo Regional (FNDR). 

Conforme a lo anterior concluyó, los informes financieros del proyecto de ley se refieren únicamente a los costos asociados a la implementación de los SLE.

El Honorable Senador señor García llamó la atención sobre que podría esperarse una reacción por parte de los alcaldes del país, acusando que el presente proyecto de ley va a afectar el patrimonio de los municipios. 

Solicitó al Ejecutivo poner a disposición los informes en derecho a que se aludiera. 

El Honorable Senador señor Coloma hizo hincapié en que los municipios son corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio. No son, en consecuencia, organismos del Estado como lo es un Ministerio, por ejemplo. En muchos casos han adquirido bienes e invertido recursos municipales en instalaciones que se pretende, ahora, que sean traspasadas en virtud de la ley y sin que me medie una compensación. Esto último, sostuvo, no se ajusta a derecho, por cuanto la figura que se está utilizando es, en realidad, la de una expropiación.

Efectuó reserva de constitucionalidad al respecto.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó la posición del Ejecutivo sobre este asunto. A lo largo de los años, el Estado ha entregado a los municipios subvenciones y otros aportes, y les ha conferido el carácter de sostenedores para que puedan prestar el servicio educacional. En mérito de ese diseño han sido transferidas grandes cantidades de dinero, y traspasados bienes inmuebles que antes estaban en manos del Fisco. Todo esto, enfatizó, en el entendido de que es la sociedad toda la que conviene en hacer un esfuerzo y poner todos esos recursos a disposición de los municipios. No para enriquecer su patrimonio, desde luego, sino para que presten el servicio educacional. De suerte que cuando el mismo Estado decide extraer ese servicio del ámbito de los municipios y radicarlo en el de los SLE, todos los aportes, recursos y bienes simplemente siguen la misma suerte.

Lo expresado, por cierto, no alcanza a aquellos inmuebles que han sido financiados por los municipios y no están destinados al servicio educacional, que siguen en manos de aquellos.

El Honorable Senador señor Coloma observó que con arreglo al criterio precedentemente expuesto, podría decirse lo mismo en relación con cualquier otra institución, incluso no estatal, a la que el Estado le haya entregado recursos con algún fin social. Lo que correspondería, en rigor, es que si el Estado quiere hacerse de determinados bienes, pague las pertinentes compensaciones. 

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que no es adecuado que los municipios sean concebidos prácticamente como entidades privadas. 

Puso de relieve, por otra parte, el caso del Congreso Nacional. Se trata nada menos que de un poder del Estado, por consiguiente autónomo, pero respecto del cual nadie discute que forma parte del sistema público. 
El Honorable Senador señor Allamand volvió a aludir al acuerdo político que posibilitó el despacho del proyecto de ley por parte de la Comisión de Educación del Senado. Se acordó, en lo pertinente, que la oposición no recurriría al Tribunal Constitucional por la materia que en esta ocasión se ha venido debatiendo. Lo que, desde luego, no obsta a lo que cada municipio que se sienta menoscabado decida hacer en su momento.  

Yendo al punto en discusión, hizo presente que son tres los tipos de inmuebles que se pueden encontrar: los efectivamente traspasados, los que han sido adquiridos por los propios municipios y los que les fueron donados por particulares. Podrá ser opinable el tratamiento que se da a los primeros, pero respecto de los segundos y los terceros resulta evidente afirmó, que el Estado debe usar la vía de la expropiación para convertirse en propietario. No obstante ello, el proyecto de ley no establece diferencias, y dispone el traspaso de todos por igual.

Agregó que cuando se crean nuevas comunas, sí se hace una diferenciación. En efecto, se consagra en la ley la facultad de las municipalidades para donar inmuebles. Claramente, consignó, esta facultad no sería necesaria si bastara con disponer el traspaso por el solo ministerio de la ley.

El Honorable Senador señor Lagos planteó que no es posible soslayar que fue el Estado el que, en los tiempos de la dictadura, traspasó toda la infraestructura de educación a los municipios, entidades cuyo financiamiento, por lo demás, proviene casi íntegramente del erario nacional. Lo que ahora se hace es simplemente decir que el servicio entonces encargado, el de proveer educación, va a ser responsabilidad de otro sistema que se está creando, que será de aquí en más el responsable de la precitada infraestructura.  

Indicó que se quiere hacer aparecer, en la presente discusión, como si los municipios fueran instituciones cuasi particulares que, con esfuerzo, invirtieron recursos que les estarían siendo ahora vedados. Recursos que, en realidad, provienen mayoritariamente de la subvención escolar y de otros recursos proveídos por el Fisco, por lo que no parece justo, en su opinión, el reclamo planteado. 
El Honorable Senador señor García consultó qué va a ocurrir con una serie de establecimientos educacionales que, a causa de la disminución de matrícula, han sido destinados por los municipios a otros fines, como centros culturales, u otros.

La señora Ministra de Educación señaló que son 1.100 los establecimientos en la situación referida, que quedarán en manos de los respectivos municipios.

El Honorable Senador señor Montes apuntó que muchos municipios han estado vendiendo sus colegios a instituciones privadas.

El Honorable Senador señor García acotó que para que dichas ventas hayan sido posibles, debieron contar con la venia del Ministerio de Educación. El traspaso de establecimientos educacionales a los municipios, agregó, ha estado sujeto a su uso en fines educacionales. 

El Honorable Senador señor Montes expresó que sólo el año 2013 la Contraloría General de la República (CGR) fijó el criterio de uso exclusivo para fines educacionales. El problema es que, en la actualidad, algunos alcaldes llevan adelante todo un proceso en el que cierran el colegio y trasladan a los alumnos, para poder más tarde vender el establecimiento.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 4
Su texto es el siguiente:

“Artículo 4.- Integrantes del Sistema. Son integrantes del Sistema los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, con sus distintos niveles y modalidades educativas; los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante, también, “Servicios Locales”), y el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en los Títulos II, III y IV, respectivamente.

Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema. Están conformados por sus respectivas comunidades educativas, integradas por estudiantes, madres, padres, apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y por sus respectivos equipos docentes directivos. Dichos establecimientos contarán con autonomía para la definición y desarrollo de sus proyectos educativos, de acuerdo a la identidad y características propias de sus comunidades, de conformidad a la normativa vigente. 

En este marco, corresponderá a los profesionales de la educación ejercer un rol fundamental para la consecución del objeto del Sistema y para la materialización de los principios que lo guían, establecidos en el artículo siguiente, desarrollando estrategias y metodologías con creatividad y autonomía, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del inciso cuarto del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1997.”.

Puesto en votación el artículo se registraron las siguientes votaciones:

El inciso primero fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.

Los incisos segundo y tercero fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 5
Aborda los principios del Sistema con el siguiente texto:

“El Sistema y sus integrantes se regirán por los principios señalados en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, y por los principios que se establecen a continuación:

a) Calidad integral. El Sistema se orientará hacia la provisión de una educación de calidad que permita a los estudiantes acceder a oportunidades de aprendizaje para un desarrollo integral, llevar adelante sus proyectos de vida y participar activamente en el desarrollo social, político, cultural y económico del país. Para ello, el Sistema promoverá el desarrollo de los estudiantes en sus distintas dimensiones, incluyendo la espiritual, ético, moral, cognitiva, afectiva, artística y el desarrollo físico, entre otras, así como las condiciones para implementar y evaluar el cumplimiento del currículum, y las necesidades y adaptaciones que la comunidad educativa convenga, en lo pertinente.

El Sistema velará por que el proceso educativo que se desarrolle en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales provea a los estudiantes las oportunidades de recibir una educación de calidad, mediante actividades curriculares y extracurriculares, así como a través de la promoción de una buena convivencia escolar que prepare a los estudiantes para la vida en sociedad.

b) Mejora continua de la calidad. El Sistema velará por el mejoramiento sostenido de los procesos educativos que se desarrollen en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, con el objeto de alcanzar una educación de calidad integral e inclusiva. Para ello, los integrantes del Sistema deberán propender siempre al logro de los objetivos generales definidos en la ley y al cumplimiento de los estándares y los otros indicadores de calidad educativa que les resulten aplicables según sus niveles y modalidades. 

El Sistema, en sus distintos niveles, deberá implementar las acciones necesarias para que todos los Servicios Locales y los establecimientos educacionales de su dependencia alcancen los niveles de calidad esperados para el conjunto del sistema educativo, en todos los niveles y modalidades educativas, y especialmente tratándose de la educación parvularia, estas acciones comprenderán el apoyo psicosocial y profesional en materias propias de dichos niveles y modalidades educativas.

c) Cobertura nacional y garantía de acceso. Con el objeto de resguardar el ejercicio del derecho a la educación reconocido por la Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, el Sistema asegurará la prestación del servicio educacional en todo el territorio nacional y el acceso de todas las personas, incluyendo especialmente a aquellas que tengan necesidades educativas especiales, de conformidad a la ley, a los distintos niveles educativos, considerando las formaciones diferenciadas que ellos incluyen, y las distintas modalidades educativas, velando además por la continuidad del servicio.

En ningún caso se podrá condicionar la incorporación o permanencia de los estudiantes en el sistema educativo a elementos ajenos al ámbito pedagógico, en los términos de la ley N° 20.845.

d) Desarrollo equitativo e igualdad de oportunidades. Los integrantes del Sistema deberán ejecutar medidas de acción positiva que, en el ámbito educacional, se orienten a evitar o compensar las consecuencias derivadas de las desigualdades de origen o condición de los estudiantes, velando particularmente por aquellos que requieran de apoyos especiales y una atención diferenciada, con el propósito de que puedan desarrollar al máximo sus potencialidades.

e) Colaboración y trabajo en red. El Sistema y sus integrantes basarán su funcionamiento en la colaboración, fomentando la cooperación permanente y sistemática entre las instituciones que lo componen, con el objeto de propender al pleno desarrollo de la educación pública. Para ello, deberán realizar un trabajo colaborativo y en red, basado en el desarrollo profesional, el intercambio de información, el acceso común a servicios e instalaciones, la generación de redes de aprendizaje entre los integrantes de las comunidades educativas, el fomento del trabajo conjunto de sus diversos profesionales y el intercambio de buenas prácticas pedagógicas y de gestión educativa, promoviendo el desarrollo de estrategias colectivas para responder a sus desafíos comunes.

Asimismo, los Servicios Locales propenderán a realizar un trabajo colaborativo con órganos pertenecientes a los sectores de salud, deporte, cultura, entre otros, y con sostenedores de la educación particular y particular subvencionada.

f) Proyectos educativos inclusivos, laicos y de formación ciudadana. El Sistema debe favorecer la expresión y valoración de las diferencias entre los estudiantes y sus particularidades. Para ello, deberá asegurar, a lo largo de toda la trayectoria educativa, un trato no discriminatorio, en términos sociales, étnicos, religiosos, políticos, de género o de cualquier otro tipo que atente contra la igualdad de derechos y de oportunidades

Para estos efectos, el Sistema deberá asegurar especialmente el respeto por la libertad de conciencia, garantizando un espacio de convivencia abierto a todos los cultos y creencias religiosas, fomentar la convivencia democrática y el ejercicio de una ciudadanía crítica y responsable, promover el cuidado y respeto por el medio ambiente y el conocimiento, comprensión y compromiso de los estudiantes con los derechos humanos.

g) Pertinencia local, diversidad de los proyectos educativos y participación de la comunidad. El Sistema deberá contar con proyectos educativos diversos y pertinentes a la identidad, necesidades e intereses de la comunidad, respetando siempre los derechos humanos y la convivencia democrática. 

En la formulación y desarrollo de los proyectos educativos de los establecimientos educacionales se deberá garantizar y promover la participación de las comunidades educativas, asegurando el derecho a la información, organización y expresión de sus opiniones en los asuntos que les afectan, de conformidad a la legislación vigente.

h) Formación ciudadana y valores republicanos. El Sistema promoverá en los estudiantes la comprensión del concepto de ciudadanía y los derechos y deberes asociados a ella, entendidos éstos en el marco de una república democrática, con el propósito de formar una ciudadanía activa en el ejercicio y cumplimiento de estos derechos y deberes. En particular, propenderá a difundir los valores republicanos, entendiéndose por tales aquellos propios de la práctica constante de una sociedad democrática, laica y pluralista, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de la República y en tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile.

i) Integración con el entorno y la comunidad. El Sistema se encargará de promover el desarrollo de conocimientos, habilidades y valores que permitan a las personas y comunidades contribuir a asegurar, desde sus propias identidades, su supervivencia y bienestar, a través de una relación creativa y constructiva con sus respectivos entornos, reconociendo la interculturalidad, según lo establecido en el artículo 3, letra m), del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación. Para ello, los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales deberán propender a formar personas conscientes de su individualidad, y de pertenecer a una comunidad y a un entorno, promoviendo una cultura de paz, justicia y solidaridad, participativa y democrática, comprometida con la conservación del medio ambiente.”.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 6
Prescribe lo siguiente:

“Artículo 6.- Estrategia Nacional de Educación Pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública, oyendo a las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, y previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública (en adelante también “la Estrategia”). La Estrategia tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales integrantes del Sistema, propendiendo al pleno desarrollo de ésta. Será establecida por medio de un decreto supremo y tendrá una duración de ocho años, pudiendo modificarse luego de una evaluación a la mitad de dicho periodo o cuando por razones fundadas, debidamente calificadas, así se determine.

La Estrategia deberá considerar objetivos, metas y acciones en áreas tales como: cobertura y retención de estudiantes en el Sistema, convivencia escolar, apoyos para el aprendizaje, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, implementación curricular, colaboración y articulación de los sectores y niveles educacionales entre sí, todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos.

El Ministerio de Educación, cada dos años, remitirá un informe sobre el estado de avance la Estrategia a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, así como a los organismos del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Este informe será presentado ante las comisiones indicadas, que para tal efecto realizarán una sesión conjunta. En dicho informe se describirán las metas y las acciones de la Estrategia ejecutadas en el periodo y se evaluarán los avances y mejoras de cada Servicio Local. Dicho informe será remitido a los Comités Directivos Locales, a los Consejos Locales y a las Coordinaciones Regionales, establecidos en la presente ley, y estará a disposición de la ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.

En el marco de la elaboración de una nueva Estrategia, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación Pública, en el nivel que corresponda, deberán establecer un periodo de participación de las comunidades educativas, con el objeto de recabar su opinión y propuestas. Con el mismo fin, podrá considerar un proceso de consulta ciudadana, en los términos del artículo 73 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, dirigida a padres, madres, apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia, tales como decanos de las facultades de educación o expertos en el ámbito educacional. Asimismo, tendrá en consideración los informes señalados en el inciso precedente, así como las propuestas que realicen los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales, los Comités Directivos Locales, los Consejos Locales y las Coordinaciones Regionales.

Los integrantes del Sistema, en el marco de sus funciones y atribuciones, deberán orientar sus acciones al cumplimiento de la Estrategia.
El Honorable Senador señor Montes puso de relieve que la calidad de la educación pública da cuenta de un concepto amplio, inclusivo de diversos aspectos, como menor deserción escolar, por ejemplo. No incluye exclusivamente, por consiguiente, pruebas estandarizadas y cuantificables como el Simce.

En relación con el inciso segundo del artículo 6, preguntó si la Estrategia Nacional de Educación Pública será objeto de financiamiento basal.

La señora Ministra de Educación respondió afirmativamente a la pregunta, agregando que también se esperan mejoras en la gestión y menor endeudamiento. Adicionalmente, se consideran nuevos recursos.

Hizo presente que la evaluación de una buena administración del sistema debiera ser satisfactoria en los siguientes básicos: ausencia de deudas, buena calidad educativa y retención de matrícula.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 7
Es del siguiente tenor:

“Artículo 7.- De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, y en virtud de esto se orienta la acción de sus integrantes. Estarán conformados por su respectiva comunidad educativa, cuyo propósito compartido se expresa en el proyecto educativo institucional. Los establecimientos educacionales formarán parte de la red de cada Servicio Local.

El objeto de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales es proveer educación de calidad, que contribuya a la formación integral y a los aprendizajes de sus estudiantes en las distintas etapas de su vida, considerando sus necesidades y características, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, social, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de acuerdo a los principios del sistema educativo chileno, definidos en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, y a los objetivos y principios del Sistema de Educación Pública, definidos en la presente ley. Para el cumplimiento de su objeto, contarán con autonomía, de conformidad a lo establecido en la legislación.

Al Sistema de Educación Pública le corresponderá de modo preferencial el fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de los establecimientos educacionales, de sus comunidades educativas y sus proyectos educativos. En especial, le corresponderá fomentar, a través de los directores y equipos directivos de estos establecimientos, el trabajo profesional colaborativo entre los docentes, orientado a la mejora permanente de los procesos educativos y a la generación de competencias profesionales para proveer aprendizajes de calidad, de conformidad a lo establecido en la presente ley. Los Servicios Locales deberán contribuir a esta tarea, apoyando los procesos pedagógicos y la gestión administrativa de los establecimientos educacionales de su dependencia.”.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 8
Se refiere a los integrantes de la comunidad educativa de los establecimientos educacionales y su participación, en los siguientes términos: 
“Las comunidades educativas que conforman los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán integradas por estudiantes, padres, madres y apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y equipos docentes directivos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010. El órgano que reúne a los integrantes de la comunidad educativa es el Consejo Escolar, de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.979.

Los estudiantes podrán organizarse en Centros de Alumnos o de Estudiantes. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia, además de establecer instancias de participación en cuestiones de su interés, en el marco del proyecto educativo institucional.

Los padres, madres y apoderados podrán constituir Centros de Padres, Madres y Apoderados, los que colaborarán con los propósitos educativos del establecimiento y apoyarán el desarrollo y mejora de sus procesos educativos. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia.

Los profesionales de la educación ejercen la función docente, técnico pedagógica y docente directiva, cumpliendo un rol fundamental en la formación integral de los estudiantes y en el proceso educativo que se desarrolla en los establecimientos educacionales. En los establecimientos educacionales habrá Consejos de Profesores, los que estarán integrados por personal docente directivo, técnico-pedagógico y docente. Tendrán el carácter de organismos técnicos en los que se expresará la opinión profesional de sus integrantes.

Los asistentes de la educación desarrollan labores de apoyo a la función docente, favoreciendo el proceso de enseñanza y aprendizaje de los estudiantes y permitiendo la correcta prestación del servicio educacional, las que pueden ser de carácter profesional distinto a la docencia y técnicas, de administración de la educación, auxiliar y de servicios.

Los directores de los establecimientos educacionales serán los encargados de liderar el proyecto educativo institucional y de la dirección, administración, supervisión y coordinación de la educación, para su mejora continua.

La función de los equipos directivos es aquella de carácter profesional que apoya las funciones de los directores de los establecimientos, en especial, en lo referido a la organización escolar, el clima de convivencia y el fomento de la colaboración profesional para el logro del aprendizaje de los estudiantes. Se incluyen en esta función la Subdirección, Jefatura Técnica, Inspectoría General y otras de similar naturaleza.

Tanto los Servicios Locales como los directores de establecimientos deberán promover la participación de la comunidad educativa, especialmente a través de los Centros de Alumnos; Centros de Padres, Madres y Apoderados y de los Consejos Escolares.

Cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública realizará, una vez al año, una jornada de evaluación del Plan de Mejoramiento Educativo y del Reglamento Interno, convocada por su director, en la que participará la comunidad educativa respectiva y un representante del Servicio Local respectivo.

Los integrantes de la comunidad educativa organizarán instancias de participación y reflexión, cuando sea pertinente.”.
Puesto en votación el artículo se registraron las siguientes votaciones:

El inciso primero fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.

Los restantes incisos fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 9
Trata de las funciones y atribuciones generales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, disponiendo que la principal tarea del director de un establecimiento educacional del Sistema es liderar y dirigir el proyecto educativo institucional y los procesos de mejora educativa, en particular, ejercer el liderazgo técnico pedagógico en el establecimiento a su cargo. 
Con dicho objeto, velará por el buen funcionamiento del establecimiento, propendiendo al desarrollo integral de los estudiantes y sus aprendizajes, de acuerdo a sus características y necesidades educativas. Asimismo, velará por el cumplimiento de los objetivos y metas correspondientes, establecidas en sus planes de mejoramiento educativo y demás instrumentos que establece la ley.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 10
Aborda las funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, del siguiente modo:

“A fin de llevar a cabo la función indicada en el artículo anterior, así como las funciones y atribuciones generales que se establecen para los directores de establecimientos en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, corresponderá especialmente a los directores de establecimientos educacionales del Sistema:

a) Dirigir y coordinar, en conjunto con su equipo directivo, el trabajo técnico pedagógico del establecimiento, en lo referido a la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.

b) Orientar el desarrollo profesional continuo de los docentes y asistentes de la educación. Para ello, deberán proponer al Director Ejecutivo respectivo la implementación de programas o instrumentos de desarrollo profesional de los docentes y otros integrantes del establecimiento educacional, sobre la base de las necesidades del establecimiento, su proyecto educativo institucional, su plan de mejoramiento educativo y los resultados entregados por el Sistema de Desarrollo Profesional Docente. 

c) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar y atender a las orientaciones del Plan Estratégico Local, consultando previamente al consejo escolar y al consejo de profesores respectivo, de acuerdo a la normativa vigente.  El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al proyecto educativo del establecimiento, fundadas en la normativa vigente o en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública. El director del establecimiento podrá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo. No obstante, deberá incorporarlas cuando el Director Ejecutivo cuente con el acuerdo del Comité Directivo Local. 

d) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el plan de mejoramiento educativo del establecimiento, consultando previamente al consejo escolar, de acuerdo a la normativa vigente y atendiendo a los objetivos y metas del Plan Estratégico Local respectivo. El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al plan presentado por el director, a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente, tomando en cuenta las especiales características de cada establecimiento educacional. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva. 

En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.

e) Velar, en conjunto con su equipo directivo, por la ejecución del Reglamento Interno y el Plan de Convivencia Escolar, que deberá ser evaluado por el Consejo Escolar, de conformidad con la legislación vigente.

f) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de su organización en centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza y mejora continua del establecimiento educacional.

g) Fomentar la integración del establecimiento bajo su dirección en la red de establecimientos que corresponda al territorio del Servicio local, con el objeto de mejorar la calidad del proceso educativo, de acuerdo a lo establecido en la letra e) del artículo 5°. En particular, participar en las Conferencias de Directores del Servicio, según lo establece la presente ley. 

h) Promover la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local.

i) Proponer al Director Ejecutivo los perfiles profesionales y de cargos titulares para docentes y participar en la selección de los docentes y asistentes de la educación, de acuerdo a la normativa vigente.

j) Decidir la contratación del personal docente que se incorpore al establecimiento, a partir de una terna propuesta por la comisión calificadora correspondiente, establecida en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Educación, de 1996. 

k) Administrar los recursos que le sean delegados en virtud del artículo 21 de la ley N° 19.410, pudiendo adoptar medidas para la conservación y ejecución de las reparaciones necesarias del edificio o construcciones en que funciona el establecimiento educacional, con cargo a estos recursos, excluidas cualquier transformación o ampliación del edificio, construcciones e instalaciones, de conformidad a la normativa vigente.

l) Rendir cuenta anual de su gestión en audiencia pública al Director Ejecutivo respectivo o su representante, al Consejo Escolar y a la comunidad educativa del establecimiento. Esta rendición anual estará contenida en un informe y comprenderá todas las obligaciones de rendición de cuenta que deba realizar el director del establecimiento educacional, en la forma prevista por la normativa vigente. El Servicio Local prestará asistencia técnica a los equipos directivos para la elaboración de dicha rendición de cuenta, de conformidad a lo establecido en el artículo 25.

m) Colaborar con Servicio Local en la implementación de acciones tendientes a asegurar la trayectoria educativa de los estudiantes y a favorecer la retención y el reingreso escolar para los estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.”.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 11
Su texto es el que sigue:

“Artículo 11.- Conferencia de Directores y Directoras de Escuelas, Jardines y Liceos. Cada Director Ejecutivo convocará, al menos una vez al año, a una Conferencia a todos los directores de los establecimientos educacionales y los profesores encargados de escuelas rurales, que dependan del Servicio Local. 

Esta Conferencia tendrá un carácter consultivo y su objeto será analizar, en conjunto con el Director Ejecutivo, el estado de avance del Plan Estratégico Local definido en el artículo 45, proponer mejoras para el diseño y la prestación del apoyo técnico-pedagógico que el Servicio entrega a los establecimientos de conformidad con lo señalado en el literal d) del artículo 22, y, analizar toda otra materia de interés para el cumplimiento del objeto del Servicio, que sea propuesta por el Director Ejecutivo. Un informe de síntesis con las principales conclusiones y propuestas de la Conferencia deberá ser remitido a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo y al Consejo Local respectivo, para su conocimiento.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 12
Dispone lo siguiente:

“Artículo 12.- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito. El consejo deberá sesionar, a lo menos, una vez al mes.

Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:

a) Dar su opinión sobre la propuesta de reglamento de evaluación y promoción de los alumnos del establecimiento, sugerida por el equipo directivo.

b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.

c) Emitir su opinión respecto de la aplicación de medidas disciplinarias, de conformidad al reglamento de convivencia escolar y a la normativa vigente, especialmente lo dispuesto en el literal d) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.

d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.

e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.

f) Elaborar propuestas al director del establecimiento para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.

g) Dar su opinión sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.

h) Ser informado de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.

i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.”.”.

El Honorable Senador señor García consultó cuál es la situación en que quedan los colegios especiales, toda vez que existe mucha preocupación entre los padres y apoderados. El interés de las comunidades escolares de Temuco, Nueva Imperial o Loncoche, por ejemplo, pasa incluso por ampliar los años de cobertura, porque después de los 26 años no es sencillo encontrar un quehacer para los jóvenes. 

El Honorable Senador señor Montes consignó que cuando se discutió la ley de inclusión, se dejó pendiente el gran tema de la educación especial, y así sigue hasta el día de hoy.

Como sea, consideró digna de ser destacada la labor de los municipios que tienen escuelas especiales, por los esfuerzos que llevan a cabo.
La señora Ministra de Educación precisó que el proyecto de ley de ningún modo plantea la eliminación de los colegios especiales. Con todo, sí subsiste una interrogante es respecto de las escuelas de lenguaje, que de alguna manera han sido utilizadas para obtener subvenciones más altas no obstante tratarse, en esencia, de un problema temporal.

Admitió que la prolongación de la cobertura educacional para los alumnos de colegios especiales es un tema en sí mismo, que debe ser abordado; no obstante, no lo es en el presente proyecto de ley. Comprometió, de todos modos, clarificar cuál es la situación de todos los existentes al día de hoy.

El Honorable Senador señor Montes reivindicó la necesidad de recuperar la capacidad de diagnóstico de los problemas de lenguaje en el sistema educativo público.

Solicitó, por otra parte, que el artículo en estudio  recoja la importancia de que quede constancia de los acuerdos que adopten los profesores, mediante un registro de actas. Esto pues, en la práctica, los directores no toman mucho en cuenta la opinión de los docentes.

Recordó que este asunto había sido ya planteado en la discusión llevada a cabo en el seno de la Comisión de Educación y Cultura del Senado.

Respecto de la solicitud formulada, la abogada del Ministerio de Educación, señora Misleya Vergara, precisó que el Ejecutivo ha propuesto replicar, en el presente proyecto de ley, la disposición que hoy existe en el Estatuto Docente que prevé el deber de llevar un acta en el sentido señalado.

La Comisión acordó realizar una enmienda en el sentido señalado, en los términos que se expresan en el capítulo de modificaciones del presente informe. 
En consecuencia, el artículo 12 fue aprobado, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 13
Establece que en cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública deberá existir un Consejo Escolar o un Consejo de Educación Parvularia, según corresponda, en los términos establecidos en la ley Nº 19.979. 

En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación, los Consejos Escolares tendrán facultades resolutivas en lo relativo a: 

a) El calendario detallado de la programación anual y las actividades extracurriculares o extraprogramáticas, incluyendo las características específicas de éstas.

b) Aprobar el reglamento interno y sus modificaciones.
El Honorable Senador señor Montes reseñó que lo aprobado por la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, establecía que el proyecto educativo era definido por el Consejo Escolar. En el Senado, en cambio, en el entendido de que no puede haber cogobierno en los establecimientos, se limitan sus facultades.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 14
Su texto es el siguiente:

“Artículo 14.- Del trabajo en red. Los Servicios Locales fomentarán el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. El principal objetivo del trabajo en red es el fortalecimiento de los procesos pedagógicos de los establecimientos educacionales que las integran, así como la mejora continua de la calidad integral de la educación que ellos imparten, en consideración con los objetivos y metas presentes en los respectivos Planes de Mejoramiento Educativo de cada establecimiento educacional, así como en el Plan Estratégico Local establecido en el artículo 45. 

Asimismo, los Servicios Locales promoverán y facilitarán la coordinación y realización conjunta de actividades educativas curriculares y extracurriculares entre dos o más establecimientos de su dependencia, las cuales podrán considerar integrantes de comunidades educativas no dependientes del Servicio Local.

En particular, cada Servicio Local, por sí o en coordinación con otros Servicios Locales de la región, cuando corresponda, deberá asegurar la integración de sus establecimientos de educación media que impartan formación diferenciada técnico profesional a una o más redes de establecimientos del mismo tipo, y coordinarse con instituciones de educación superior.”.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 15
Prescribe lo siguiente:

“Artículo 15.- Proyecto educativo institucional y plan de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales pertenecientes al Sistema de Educación Pública deberán contar con un proyecto educativo institucional, el que deberá ser concordante con el objeto y principios del Sistema de Educación Pública, consagrados en los artículos 3 y 5, respectivamente. Este instrumento deberá reconocer la identidad y características de los estudiantes y de la comunidad educativa respectiva y orientar el desarrollo de los diferentes planes y acciones que se lleven a cabo en el establecimiento.

Asimismo, estos establecimientos contarán con un Plan de Mejoramiento Educativo, el que será un instrumento de planificación estratégica que orientará el mejoramiento de sus procesos pedagógicos e institucionales. Este plan contendrá, en un solo instrumento, una planificación a 4 años, que se implementará a través de orientaciones y acciones de carácter anual, incluyendo metas de gestión institucional, de acuerdo a lo establecido en las leyes números 20.248 y N° 20.529, y a las políticas que al efecto elabore el Ministerio de Educación. A través de este plan deberá fomentarse, entre otros, el trabajo profesional colaborativo de los docentes y una sana convivencia de la comunidad educativa, favoreciendo la formación integral de los estudiantes y la generación de aprendizajes de calidad. 

Los planes de mejoramiento educativo a que se refieren las leyes números 20.248 y 20.529 se considerarán comprendidos en el Plan de Mejoramiento establecido en la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones y requisitos que dichas leyes establecen para dichos instrumentos.

Los directores de establecimientos educacionales y sus equipos directivos, con el objeto de vincular e integrar diferentes iniciativas y de simplificar sus tareas administrativas, en concordancia con las políticas establecidas por el Ministerio de Educación, incorporarán como parte de su propuesta de Plan de Mejoramiento Educativo los planes específicos establecidos por la normativa educacional vigente, tales como, el Plan de Formación Ciudadana, el Plan de Gestión de la Convivencia Escolar y el Plan de Apoyo a la Inclusión, para lo cual contarán con el apoyo del Servicio Local, de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del artículo 25.”.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 16
Textualmente, dispone lo siguiente:

“Artículo 16.- Definición. Créanse los Servicios Locales de Educación Pública que se señalan a continuación como órganos públicos funcional y territorialmente descentralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propio, los que se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Estos Servicios cubrirán, conjuntamente, la totalidad de las comunas del país:

a) Región de Arica y Parinacota: un Servicio Local.
b) Región de Tarapacá: dos Servicios Locales.
c) Región de Antofagasta: dos Servicios Locales.
d) Región de Atacama: dos Servicios Locales.
e) Región de Coquimbo: cuatro Servicios Locales.
f) Región de Valparaíso: ocho Servicios Locales y un Servicio Local para Isla de Pascua. 
g) Región Metropolitana de Santiago: dieciséis Servicios Locales.
h) Región del Libertador General Bernardo O’Higgins: seis Servicios Locales.
i) Región del Maule: cuatro Servicios Locales.
j) Región del Biobío: once Servicios Locales.
k) Región de La Araucanía: cinco Servicios Locales.
l) Región de Los Ríos: dos Servicios Locales.
m) Región de Los Lagos: cuatro Servicios Locales.
n) Región Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo: un Servicio Local.
ñ) Región de Magallanes y de la Antártica Chilena: un Servicio Local.

El ámbito de competencia territorial de cada uno de los Servicios Locales, su denominación y domicilio se determinará de conformidad a lo dispuesto en el artículo quinto transitorio de esta ley. 

Cada Servicio Local podrá crear oficinas locales, mediante decreto fundado del Ministerio de Educación, cuando ello sea necesario por razones de buen servicio y para el adecuado cumplimiento de sus funciones, en atención a razones de distancia, conectividad y concentración de matrícula, entre otras. También podrá hacerlo a propuesta del Comité Directivo Local respectivo.

Los Servicios Locales se relacionarán con el Ministerio de Educación a través de la Dirección de Educación Pública. Asimismo, estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882, sin perjuicio de las materias reguladas en la presente ley.”.

Se hizo presente la necesidad de modificar el contenido de la disposición para incluir la nueva Región de Ñuble, por lo que el Ejecutivo presentará una indicación para su votación en la Sala del Senado.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 17
Se refiere al objeto de los servicios locales en los siguientes términos:

“Artículo 17.- Objeto. El objeto de los Servicios Locales será proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, debiendo orientar su acción de conformidad a los principios de educación pública establecidos en el artículo 5°.

En este marco, velarán por la calidad, la mejora continua y la equidad del servicio educacional, para lo cual deberán proveer apoyo técnico pedagógico y apoyo a la gestión de los establecimientos educativos a su cargo, considerando sus proyectos educativos institucionales y las necesidades de cada comunidad educativa, atendiendo especialmente a las características de los estudiantes y las particularidades del territorio en que se emplazan. Asimismo, respetarán la autonomía que ejerzan los establecimientos educacionales, contribuyendo al desarrollo de sus proyectos educativos y de sus planes de mejoramiento.

Para el cumplimiento de su objeto, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales suscribirán convenios de gestión educacional, conforme a lo señalado en los artículos 39 y 40. Sin perjuicio de lo anterior, estos servicios deberán cumplir con las políticas, planes y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública y demás obligaciones que establezca la normativa vigente.

Para todos los efectos legales, los Servicios Locales serán sostenedores de los establecimientos educacionales de su dependencia y se regirán por la presente ley y sus disposiciones reglamentarias, además de las normas comunes aplicables a éstos, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3 del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

En este artículo recayó la indicación número 1 a de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar su inciso cuarto, por el siguiente: 

“Los Servicios Locales son organismos administrativos encargados de la provisión del servicio público educacional definido en la presente ley, para lo cual velarán por su calidad y mejora constante.”.
El Honorable Senador señor Allamand preguntó cuál es el alcance de que se deje de hacer referencia a los SLE como sostenedores. Agregó que, tal como se hiciera ver en la Comisión de Educación y Cultura, aprobar una propuesta como esta implicaría efectuar una revisión completa del proyecto de ley, que contiene diversas referencias de la misma índole.

La señora Ministra de Educación explicó que lo que se persigue es establecer que los SLE son organismos dedicados a una labor claramente determinada y propia. Esto, indicó, es distinto de ser el encargado de simplemente sostener cierta labor. El Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), ejemplificó, no es el sostenedor encargado de sostener el apoyo al desarrollo de la agricultura, los bosques y la ganadería; es, derechamente, la autoridad responsable de esas acciones. 

Añadió que en la indicación número 7 a -de la que se da cuenta más adelante en el presente informe-, se propone agregar un inciso nuevo en el artículo 83, que va a permitir superar eventuales problemas de concordancia que se puedan aducir. Dicho inciso señala que a los SLE les será aplicable la normativa que rige a los sostenedores de establecimientos educacionales. De ese modo, se entenderán comprendidos en las referencias que se hagan al sostenedor o a los sostenedores.

El Honorable Senador señor Allamand, observó que, de acuerdo con lo expuesto, los sostenedores de colegios particulares subvencionados continuarán teniendo ese carácter, mientras que los SLE no serán considerados tales. Habrá, en consecuencia, categorías paralelas para las mismas funciones.

El Honorable Senador señor Montes llamó la atención sobre que en el ámbito de la salud, por ejemplo, nadie hablaría de los sostenedores de hospitales o de servicios de salud.

Puestos el artículo y la indicación 1 a en votación, fueron aprobados con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 18
Su texto es el que sigue:

“Artículo 18.- Funciones y atribuciones. Los Servicios Locales tendrán las siguientes funciones y atribuciones, las cuales se entienden sin perjuicio de aquellas que corresponden a los sostenedores de establecimientos educacionales:

a) Proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda de conformidad a la ley. 

b) Administrar los recursos humanos, financieros y materiales del servicio y los establecimientos educacionales de su dependencia.

Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, respecto de las funciones y atribuciones propias de los directores de establecimientos educacionales o de las funciones y atribuciones que les sean especialmente delegadas a éstos por el Director Ejecutivo de conformidad a la ley.

c) Desarrollar la oferta de educación pública en el territorio que le corresponda y velar por una adecuada cobertura del servicio educacional, de acuerdo a las particularidades del territorio. Para ello deberá identificar las áreas de expansión poblacional y aquellas en que la cobertura pública sea insuficiente. En el marco de esta función, velará por la continuidad en la trayectoria educativa de los estudiantes, desde la educación inicial hasta el término de la educación media, y se vinculará con las instituciones de educación superior de la región. En el caso de la formación técnico profesional, velará por la pertinencia de la oferta de especialidades respecto de las necesidades de desarrollo del territorio y propenderá a una debida articulación con la educación superior para el desarrollo de trayectorias formativas; ello, con especial énfasis en la coordinación con los centros de formación técnica estatales y en coherencia con la Estrategia Regional de Desarrollo respectiva.

En el ejercicio de esta facultad deberá tener especial consideración por el desarrollo de la oferta educacional para las personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, y deberá coordinarse con los servicios públicos que administren los establecimientos en que dichas personas se encontraren detenidas o privadas de libertad.

d) Diseñar y prestar apoyo técnico-pedagógico y a la gestión de los establecimientos educacionales de su dependencia. En particular, diseñarán y prestarán apoyo a los equipos directivos, docentes y asistentes de la educación de dichos establecimientos. 

El apoyo técnico-pedagógico deberá orientarse y responder a las necesidades de cada comunidad educativa, para lo cual deberá considerar los contenidos establecidos en los proyectos educativos institucionales y los planes de mejoramiento educativo de cada establecimiento. 

En esta labor, los Servicios Locales deberán considerar las características territoriales, modalidades, niveles educativos y las formaciones diferenciadas de sus establecimientos educacionales, poniendo especial atención en los establecimientos de educación especial, de adultos, interculturales bilingües y rurales uni, bi y tri docentes, así como aquellos que ofrezcan formaciones diferenciadas técnico-profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley, adaptando sus acciones de apoyo en función de sus particularidades.

En el caso del nivel de educación parvularia, el Servicio Local deberá considerar las políticas elaboradas por la Subsecretaría de Educación Parvularia, en el diseño y prestación de apoyo técnico-pedagógico que realice en los establecimientos de su dependencia.

e) Implementar iniciativas de desarrollo profesional para los equipos directivos, docentes y asistentes de la educación de los establecimientos educacionales de su dependencia, así como de los funcionarios del servicio, siempre y cuando digan relación con los desafíos y necesidades propias de los establecimientos educacionales y del servicio en general, y con arreglo a su disponibilidad presupuestaria.

f) Contar con sistemas de seguimiento, información y monitoreo, de conformidad a las orientaciones establecidas por la Dirección de Educación Pública, que consideren tanto la evaluación de procesos y resultados de los establecimientos educacionales de su dependencia, como los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley Nº 20.529 con el objeto de propender a la mejora continua de la calidad de la educación provista por dichos establecimientos.

g) Fomentar el trabajo colaborativo y en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. Para ello, podrá agruparlos sobre la base de criterios tales como proximidad territorial, pertenencia comunal, características de los proyectos educativos y nivel educativo, considerando sus formaciones diferenciadas, o sus modalidades educativas.

h) Promover y fortalecer el liderazgo directivo en los establecimientos educacionales de su dependencia. Para ello, el Director Ejecutivo podrá delegar en los directores de los establecimientos educacionales las atribuciones que faciliten la gestión educacional, debiendo proveer las condiciones necesarias para el adecuado ejercicio de las atribuciones delegadas.

i) Ejecutar acciones orientadas a fomentar la participación de los miembros de la comunidad educativa y de las comunidades locales, en las instancias que promueva el propio Servicio Local o los establecimientos de su dependencia, de conformidad a la ley.

j) Elaborar el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren, respectivamente, los artículos 45 y 46, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades.

k) Determinar la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia, debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. La decisión de iniciar un procedimiento que tenga como consecuencia la fusión o cierre de un establecimiento educacional sólo procederá en situaciones excepcionales y deberá ser debidamente fundada e informada a la Dirección de Educación Pública, la que podrá rechazar dicha decisión por razones fundadas, dentro del plazo de treinta días. Si dicho servicio público no se pronuncia dentro del plazo señalado, la decisión se entenderá aceptada. 

La decisión sobre la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales deberá ser informa al Comité Directivo Local y al Consejo Local y será publicada y destacada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.

Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, regulará las materias señaladas en la presente letra.

l) Determinar la apertura o cierre de especialidades de formación diferenciada en sus establecimientos de enseñanza media técnico-profesional, asegurando la existencia de una oferta territorial pertinente a las necesidades de desarrollo locales y debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. Esta decisión deberá ser consultada al Consejo Local respectivo.

m) Elaborar y proponer a la Dirección de Educación Pública, u otros organismos públicos a través de ella, proyectos de inversión en equipamiento e infraestructura educacional u otros ítems relacionados con su objeto y fines para desarrollar en el territorio de su competencia, de conformidad a la ley.

n) Coordinar y apoyar la ejecución de planes y programas de otros órganos de la Administración del Estado, tales como la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas y las municipalidades, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia.

ñ) Celebrar convenios con municipalidades en todas las materias que resulten relevantes para el cumplimiento de su objeto. Se entenderán incluidos entre estos convenios aquellos que permitan facilitar el acceso de los estudiantes de los establecimientos educacionales de dependencia del respectivo Servicio Local a los servicios provistos por municipalidades. Igualmente se entenderán incluidos aquellos convenios que permitan el uso compartido de los establecimientos educacionales a fin de realizar actividades comunitarias, de conformidad con las funciones de las municipalidades establecidas en la ley, resguardando, en todo caso, de manera preferente el derecho a la educación de los estudiantes.

o) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común. En particular, podrá vincularse con las instituciones de educación superior para, entre otros, favorecer la formación inicial docente y el desarrollo profesional, la innovación pedagógica y la investigación educativa. En el caso de la educación técnico-profesional, dichos convenios podrán abordar la coordinación de trayectorias educativas, el acceso a prácticas profesionales, la inserción laboral de los estudiantes, entre otros.

p) Celebrar convenios con las instituciones del sector público o personas jurídicas que no persigan fines de lucro que detenten la administración de los establecimientos de educación técnico-profesional, cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, para efectos de prestarles apoyo técnico-pedagógico y trabajar en red con los establecimientos de su dependencia. En el caso que la Dirección de Educación Pública ponga término al convenio de administración delegada respectivo, una vez terminada su vigencia y de acuerdo a la normativa vigente, podrá traspasar al Servicio Local la administración de los establecimientos cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, y que se encuentren en el territorio de su competencia.

q) Mantener un registro actualizado de los bienes inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales de su dependencia.

r) Implementar y coordinar acciones tendientes a desarrollar diversas expresiones artísticas en los establecimientos educacionales, cuando ello sea pertinente de acuerdo al proyecto educativo institucional del establecimiento educacional respectivo.

s) Ejercer las demás funciones y atribuciones que establezcan las leyes.”.

En este artículo recayó la indicación número 2 a de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarlo en el siguiente sentido: 

a) Agrégase, en el primer párrafo de su literal b), a continuación del punto y aparte, que pasa a ser coma, lo siguiente “pudiendo adquirir toda clase de bienes muebles e inmuebles para el cumplimiento de sus fines.”. 

b) Agrégase, en el literal g), a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, lo siguiente: “En el ejercicio de esta función considerará el diagnóstico y atención de necesidades educativas especiales de los estudiantes, entre otros factores.”.
La señora Ministra de Educación expuso que, en primer término, se explicita la posibilidad de los SLE de adquirir bienes muebles e inmuebles. En segundo lugar, se incluye dentro del trabajo colaborativo  el diagnóstico y atención de necesidades educativas especiales de los estudiantes.
El Honorable Senador señor García expresó que una cosa es que se pueda comprar un terreno, y otra la compra de colegios que están funcionando, propiamente tal. Podría dar lugar, estimó, a un incentivo inadecuado para que los privados vendan sus establecimientos.

Cuestionó, del mismo modo, la razonabilidad de introducir expresamente esta facultad, considerando que a los SLE les son aplicables las normas comunes que rigen a toda la Administración Pública, suficientes para la realización de cualquier tipo de inversión o intervención. 

La señora Ministra de Educación señaló que no son inusuales situaciones de colegios pertenecientes a familias que, tras la muerte del sostenedor, deciden no seguir adelante con la actividad y vender el establecimiento. Ahora bien, eso no significa que sea esperable que los SLE dispongan de una liquidez tal que les permita comprar sin más el colegio. Hizo presente, al efecto, que los recursos para adquisición de inmuebles o construcción formarán parte de los presupuestos centralizados del Ministerio, mientras que aquellos para mantenimiento e infraestructura estarán dentro de los presupuestos de los SLE.

En muchos casos, subrayó, lo que sí existe en varias comunas, como Alto Hospicio, Antofagasta y Puente Alto, es la necesidad de aumentar la oferta pública de educación. Para ellos es imprescindible adquirir terrenos en los cuales instalar un colegio o inmuebles que tenían un uso distinto, para ser adecuados con fines educacionales.  

El Honorable Senador señor García manifestó que, de acuerdo con lo señalado, queda claro que si un SLE quiere adquirir un inmueble o un colegio, los recursos deberán estar debidamente contemplados en el ítem de inversiones del respectivo presupuesto. Corresponderá al Congreso Nacional, entonces, pronunciarse sobre los presupuestos de los 70 nuevos SLE.  
El Honorable Senador señor Montes acotó que en la comuna de Independencia, por ejemplo, ante la gran cantidad de inmigrantes existe la necesidad de adquirir inmuebles para la prestación del servicio de educación.

En relación con la letra b) de la indicación, en tanto, consignó que la función a la que alude no tiene asociado un financiamiento, por lo que sólo se consagra como parte del trabajo en red que realizarán los establecimientos educacionales.

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia explicó que la oferta y demanda de educación pública, particular subvencionada o particular pagada son, por distintos factores, cambiantes. El punto es que si se produce una disminución de demanda en los particulares subvencionados y un exceso de la misma en los colegios públicos, por ejemplo, resulta absurdo que la solución sea construir un nuevo colegio en vez de comprar otro que ha quedado desocupado.

Puso de relieve, asimismo, que los directores de los SLE son nombrados por períodos de seis años, que exceden la duración de los gobiernos, y rinden cuentas a los comités directivos. De manera que el riesgo de que se produzcan manejos políticos queda debidamente acotado.

En votación la indicación 2 a se registraron los siguientes resultados:

La letra a) fue aprobada con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Allamand y García.

La letra b) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 19
Es del siguiente tenor:
“Artículo 19.- Responsabilidades del Servicio Local respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia. Corresponderá especialmente a los Servicios Locales, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, entre otros:

1. Velar por que cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia cuente con un equipo directivo y docente en permanente desarrollo profesional y que participe en un trabajo colaborativo constante. La dotación deberá ser suficiente para cumplir con los objetivos señalados en los números 2, 3, 4 y 5 de este mismo artículo, de conformidad con lo establecido en el artículo 46, letra b), de esta ley.

2. Proveer una oferta curricular acorde a las definiciones del currículum nacional y los principios establecidos en el artículo 5. La oferta deberá ser pertinente al contexto local y permitirá que los estudiantes tengan oportunidades de aprendizaje y desarrollo en los distintos ámbitos de una formación integral, cautelando la existencia, cuando corresponda, de formaciones diferenciadas humanístico científica, técnico profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley.

3. Implementar un sistema de monitoreo y seguimiento del progreso de los aprendizajes de cada uno de los estudiantes, que fomente una cultura orientada al aprendizaje, la autoevaluación y la mejora educativa permanente. Este sistema deberá basarse en los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación. 

Asimismo, deberá velar por la continuidad de la trayectoria educativa de los estudiantes, desarrollar acciones de retención escolar, así como ofrecer alternativas de reingreso para estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.

4. Desarrollar iniciativas de apoyo y atención diferenciada a los estudiantes en las actividades curriculares y extracurriculares, tales como yoga, danza, meditación, entre otras, en función de sus necesidades, atendiendo a las diversas capacidades que posean y acorde a la etapa del aprendizaje en que se encuentren, con especial énfasis en los estudiantes con necesidades educativas especiales. Estas iniciativas comprenderán la planificación de estrategias metodológicas diversas, así como propiciar ambientes de aprendizaje que permitan atender estas necesidades.

No se podrá condicionar la incorporación, la asistencia ni la permanencia de los estudiantes a que éstos consuman algún tipo de medicamento. En aquellos casos en que exista prescripción médica dada por un especialista y con estricto cumplimiento de los protocolos del Ministerio de Salud, la escuela deberá otorgar todos los apoyos necesarios para asegurar la plena inclusión de los estudiantes.

5. Velar por que los estudiantes tengan acceso a recursos para el aprendizaje, tecnología y bibliotecas que faciliten su formación integral.

6. Fomentar y desarrollar actividades que promuevan el conocimiento histórico y cultural de su localidad, región y de la nación, en conformidad a lo dispuesto en el literal g) del numeral 2) del artículo 29 y en el literal j) del numeral 2) del artículo 30, del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.

7. Fomentar la participación de la comunidad educativa, promoviendo una cultura democrática y un adecuado clima escolar.

8. Velar por la existencia y mantención de una adecuada infraestructura y equipamiento educativo, en el marco de la normativa vigente.

9. Promover la calidad y pertinencia de las especialidades de los establecimientos de educación media técnico profesionales del territorio respectivo, vinculándolas con las necesidades del entorno productivo y social, con el objeto de promover el acceso a oportunidades laborales y a la continuidad de estudios de sus estudiantes. 

10. Velar por el adecuado funcionamiento del Consejo de Profesores y su participación en materias técnico pedagógicas, de conformidad a lo establecido en la normativa vigente.

11. Coordinar y organizar la ejecución de las políticas, planes, programas o prestaciones realizadas por otros órganos de la Administración del Estado respecto del establecimiento educacional de su dependencia o sus estudiantes, sin perjuicio de las competencias específicas de dichos órganos.”.

En este artículo recayó la indicación número 3 a de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar los siguientes numerales 12, 13 y 14, nuevos: 

“12. Establecer un número de estudiantes por aula no superior a 35, como norma general, con la que deberán funcionar los establecimientos educacionales de su dependencia. 

13. Velar por que los establecimientos de su dependencia destinen la extensión horaria regulada en la ley N° 19.532 sobre jornada escolar completa diurna, a actividades que contribuyan a la formación integral de los estudiantes, tales como actividades artísticas, culturales, deportivas, científicas o tecnológicas, entre otras, de acuerdo con sus planes y programas de estudio.

14. Promover el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. En este marco, los Planes de Mejoramiento Educativo de la ley N° 20.248 de dichos establecimientos podrán incluir acciones en el área de trabajo en red a nivel de Servicio Local, con el fin de financiar el desarrollo de iniciativas conjuntas de mejora de la calidad de la educación que imparten, así como acciones que requieran de la coordinación o administración del Servicio para facilitar el cumplimiento de objetivos comunes que formen parte de los diferentes Planes de Mejoramiento Educativo.”.
La señora Ministra de Educación indicó que el objetivo del nuevo número 12 de la indicación es propender a que, en todo el país, los cursos no excedan los 35 alumnos, tal como ya ocurre en muchos colegios particulares pagados. Hizo presente que en la actualidad, producto de la menor matrícula, en el sector público existe una posibilidad real de ajustarse a dicho tope, otorgando un plazo razonable, vía reglamento, para que así sea.

El Honorable Senador señor Allamand observó que la fijación del señalado límite supone un costo financiero asociado.  

La señora Ministra apuntó que se contempla una gradualidad para la implementación de la medida.
En relación con el nuevo numeral 13, por su parte, planteó que viene a plasmar el espíritu de la jornada escolar completa, con miras a mejorar de manera integral la calidad de la formación de los estudiantes en las áreas que se señalan. Con ese fin, los SLE deberán celebrar convenios con el Instituto Nacional del Deporte, el Ministerio de Cultura, los gobiernos regionales o los municipios, o utilizar los recursos de la subvención escolar preferencial. La promoción de esta clase de actividades, destacó, debiera tener un impacto en la retención de matrícula, pues permite acoger a aquellos niños a los que las obligaciones académicas les resultan más dificultosas. 

El Honorable Senador señor Montes reiteró su visión de que el sistema escolar se encuentra en exceso orientado a estándares y parámetros, y no considera suficientemente la formación artística o deportiva.  

Finalmente, en lo que importa al nuevo número 14, el Honorable Senador señor García preguntó en qué se diferencia del artículo 14 aprobado anteriormente.
La abogada del Ministerio de Educación, señora Vergara, precisó que el artículo 14 regula el trabajo en red de los SLE para el desarrollo de actividades conjuntas. El número 14 de la indicación en análisis, en tanto, alude al trabajo conjunto entre colegios de un determinado SLE en el marco de los Planes de Mejoramiento Educativo de la ley de subvención escolar preferencial.

El Honorable Senador señor Pizarro acotó que el número 14 que se agrega al artículo 19 permitirá el potenciamiento entre establecimientos educacionales. Habida cuenta de que los recursos de la precitada subvención varían entre unos colegios y otros, el trabajo conjunto permitirá una sinergia que será beneficiosa para todos.

El Honorable Senador señor Montes hizo ver que los colegios particulares pagados tienen trabajo en red, en distintos ámbitos. En la realidad municipal, en cambio, el sistema de financiamiento conspira contra esa posibilidad, por lo que es necesario hacer un cambio.

Del mismo modo, expresó que será posible integrar los planes de mejoramiento al interior de los SLE, gracias a la mayor capacidad de control que habrá.

El Honorable Senador señor Allamand preguntó si habría algún riesgo de que en virtud de los trabajos en red, recursos de la subvención escolar preferencial, por tanto originalmente destinados a alumnos prioritarios, terminen fluyendo hacia otros que no tengan la vulnerabilidad requerida. 

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia sostuvo que cuando se ejecuta un Plan de Mejoramiento Educativo en un establecimiento que cuenta con niños vulnerables, los recursos no se aplican exclusivamente en estos últimos. En efecto, se hace necesario modificar los métodos de estudio y realizar intervenciones generales. Así ocurre, por ejemplo, cuando hay niños con dificultades de aprendizaje: no sólo se busca que ellos aprendan conocimientos, sino también que el resto de los alumnos aprenda a integrarlos.

En consecuencia, del mismo modo que la subvención no está afectada a cada niño vulnerable, sino al ambiente de cada colegio en su conjunto, los problemas de los colegio van a ser comunes a todos ellos. De ahí que resulte justificado que trabajen en red.

El Honorable Senador señor García consignó que pareciera que todo lo que se ha venido explicando, podría ser llevado a cabo en virtud del artículo 14 del proyecto de ley. A menos, claro, que la ley de subvención escolar preferencial no lo permita y se requiera, por tanto, una autorización expresa como la que el nuevo número 14 propuesto considera. 

El Honorable Senador señor Montes hizo alusión a una muy fructífera experiencia de intercambio de un colegio de la Región Metropolitana, con un par de la ciudad de Mendoza, Argentina, que fue ampliamente valorada por la comunidad escolar. La CGR, sin embargo, declaró improcedente la iniciativa y sancionó al municipio.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que debe haber claridad sobre que los recursos de la subvención escolar preferencial se destinan al establecimiento educacional, no a los SLE.

El Honorable Senador señor García previno que, en todo caso, dichos recursos deben ser invertidos en el favorecimiento de los alumnos vulnerables. De lo contrario, se estaría perdiendo el foco de la subvención.
El señor Ministro Secretario General de la Presidencia expuso que en una red de colegios particulares subvencionados, el sostenedor recibe el conjunto de las subvenciones, sin que la ley le imponga el deber de aplicar a cada uno de los colegios lo recaudado por alumno en función de ese mismo establecimiento. Está habilitado, en consecuencia, para redistribuir entre los distintos colegios. Es la misma figura, enfatizó, la que se busca replicar en los SLE, mas no respecto de la subvención regular, sino más acotadamente. De esa forma, en la medida que existan rasgos comunes entre los Planes de Mejoramiento Educativo de los distintos colegios, podrán estos contribuir con parte de su subvención escolar preferencial a potenciar diversas iniciativas. 
El Honorable Senador señor García observó que podría darse el caso de un SLE compuesto por 10 colegios, de los cuales sólo 5 reciben subvención escolar preferencial. El riesgo, allí, sería que con los recursos de estos últimos se planifiquen actividades para favorecer a sus alumnos vulnerables, pero que terminen incluyendo a los 10 establecimientos.

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia indicó que la subvención regular es perfectamente reasignable, de modo que, en el extremo, el SLE podría incluso destinar los recursos únicamente a un colegio, en desmedro de todos los otros. Por consiguiente, el problema no se resuelve sobre la base del control previo, sino en virtud de una adecuada rendición de cuentas. Teniendo en cuenta que el contrato del director de SLE es de desempeño, estará incentivado para que no haya grandes diferencias al interior de cada colegio ni entre los distintos colegios. 
El Secretario Ejecutivo del Proyecto Nueva Educación Pública, señor Rodrigo Roco, resaltó que cada establecimiento identificará aquellas materias en las cuales podrá trabajar conjuntamente con otros. 

Por otra parte, el Honorable Senador señor Montes advirtió sobre la falta de integración entre los planes de mejoramiento propios de cada colegio, y aquellos que deben tener los colegios de manera conjunta, tanto en sus contenidos como en su contabilidad. Se trata de un tema, sostuvo, que debe quedar convenientemente resuelto.

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia manifestó que el Ejecutivo comparte la inquietud planteada por el Senador señor Montes, y comprometió la realización de un análisis que permita determinar si corresponde o no patrocinarla.
El Secretario Ejecutivo del Proyecto Nueva Educación Pública, señor Roco, señaló que efectivamente existe el propósito de simplificar el proceso de rendición de cuentas de los colegios y de los SLE para hacer sus rendiciones. Al respecto, puso de relieve que en el presente proyecto de ley se deja claro que las leyes que contemplan el plan de mejoramiento (a saber, las de aseguramiento de la calidad de la educación y de subvención escolar preferencial) se refieren, en realidad, al mismo plan de mejoramiento. De este modo, se separa el plan mismo de las rendiciones respectivas.

Por consiguiente, aseveró, es inequívoco que el plan de mejoramiento es uno solo. Sin perjuicio de ello, comprometió también el análisis de una redacción que explicite de mejor manera el ya declarado propósito de simplificar el proceso de rendición.

En votación la indicación 3 a, se registraron los siguientes resultados:

El número 12 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
El número 13 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, García, Lagos, Montes y Pizarro.
El número 14 fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García. 
Artículo 20
Establece que el Servicio Local apoyará las labores administrativas que se realicen en los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 19. Para ello podrá, entre otras medidas, destinar personal o asegurar que los equipos directivos de los establecimientos educacionales cuenten con apoyo especializado en tales labores, teniendo en cuenta los niveles educativos que imparten, la matrícula y características de sus estudiantes, entre otros criterios.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 21
Regula lo referido al Director Ejecutivo del Servicio Local del siguiente modo:

La dirección y administración de cada Servicio Local estará a cargo de un funcionario denominado Director Ejecutivo, quien será el jefe superior del servicio. Será nombrado por el Presidente de la República, mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previsto en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882, con las siguientes reglas especiales:

a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Ministerio de Educación sobre la base de una propuesta elaborada por la Dirección de Educación Pública. Este perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional, debiendo ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública y enviado a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro.

b) El Consejo de Alta Dirección Pública elaborará una nómina que contendrá un mínimo de cuatro y un máximo de ocho candidatos idóneos a partir del respectivo proceso de selección. De no haber a lo menos cuatro candidatos al cargo que cumplan los requisitos para ingresar en la nómina, el Consejo ordenará que se efectúe un nuevo concurso para conformar o complementar la lista, siendo aplicable lo dispuesto en el artículo quincuagésimo cuarto de la ley Nº 19.882.

c) El Consejo remitirá la nómina al Comité Directivo Local. Luego de evaluar a los candidatos seleccionados, el Comité Directivo Local remitirá al Presidente de la República una terna para que éste proceda al nombramiento del cargo.

El Director Ejecutivo durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.
El cargo de Director Ejecutivo será de dedicación exclusiva y le serán aplicables los requisitos e inhabilidades para ser representante legal o administrador de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales, de acuerdo a lo establecido en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García. 
Artículo 22
Dispone que al Director Ejecutivo le corresponderán especialmente las siguientes funciones y atribuciones:

a) Dirigir, organizar, administrar y gestionar el servicio local, velando por la mejora continua de la calidad de la educación pública en el territorio de su competencia.

b) Elaborar e implementar el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren, respectivamente, los artículos 45 y 46, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades.

c) Celebrar convenios de desempeño con los directores de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local, de conformidad al artículo 33 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.

d) Contratar y designar, así como poner término a las funciones del personal del Servicio Local y de los profesionales de la educación, asistentes de la educación y otros profesionales de los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la normativa vigente, según corresponda. 

e) Delegar en los directores de los establecimientos educacionales de su dependencia, así como en funcionarios del Servicio Local, las atribuciones que estime conveniente, de conformidad a la ley. 

f) Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio Local.

g) Participar, con derecho a voz, en las sesiones del Comité Directivo Local y del Consejo Local.

h) Rendir cuenta pública sobre la marcha del Servicio Local, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública. Dicha cuenta pública deberá ser publicada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.

i) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García. 
Artículo 23
Su texto es el que sigue:

“Artículo 23.- Cesación en el cargo de Director Ejecutivo. El Director Ejecutivo cesará en sus funciones por las siguientes causales:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

c) Incapacidad.

d) Incumplimiento grave del convenio de gestión educacional establecido en el artículo 39.

e) Negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones.

En el caso de la causal señalada en la letra c) precedente, la incapacidad deberá ser declarada por el Director de Educación Pública en base a lo dispuesto en las letras a) y b) del artículo 150 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

En caso de la causal señalada en el literal e) precedente, se entenderá que ésta concurre cuando el Director Ejecutivo realice conductas que impliquen una grave falta de cuidado en el desempeño de su cargo y que incidan negativamente en el funcionamiento del servicio. Así se entenderá, especialmente, en los siguientes casos:

i) Cuando un Servicio Local de Educación Pública incurra en reiteración de infracciones graves a la normativa educacional, informadas por la Superintendencia de Educación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 de la ley Nº 20.529.

ii) Cuando el Director Ejecutivo incurra en acciones que pongan en riesgo la continuidad del servicio educacional en uno o más establecimientos educacionales del Servicio Local respectivo. Se entenderá que revisten dicha calidad, entre otras, aquellas informadas por la Superintendencia de Educación de conformidad a lo dispuesto en el artículo 89 de la ley N° 20.529.

iii) Cuando en un Servicio Local exista una alta concentración de establecimientos en categoría Desempeño Insuficiente que se deba a la no implementación o implementación deficiente de las medidas específicas de apoyo referidas en el artículo 29 de la ley N° 20.529. Para estos efectos, la Agencia de Calidad de la Educación deberá informar a la Dirección de Educación Pública y al Consejo Local cada vez que un establecimiento de dependencia del Servicio Local respectivo sea ordenado en categoría Desempeño Insuficiente.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 24
Establece lo que sigue:
“Artículo 24.- Procedimiento de remoción del Director Ejecutivo. La remoción por las causales señaladas en las letras d) y e) del artículo precedente será dispuesta por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministro de Educación, previo procedimiento administrativo que deberá instruir el Director de Educación Pública. En dicho procedimiento deberán acreditarse las causales que justifiquen la remoción, y deberá contemplarse, al menos, audiencia previa del interesado, período de prueba y derecho a interponer recursos administrativos.

Con todo, el procedimiento no podrá exceder de cuatro meses, salvo caso fortuito o fuerza mayor, desde su iniciación hasta la fecha en que se emita la decisión.

Una vez acreditada la o las causales indicadas en el inciso anterior, el Director de Educación Pública deberá proponer al Ministro de Educación la remoción del Director Ejecutivo respectivo.

El Comité Directivo Local podrá solicitar que se instruya el procedimiento indicado en los incisos precedentes cuando se funde en la causal dispuesta en los literales d) y e) del artículo 23. Esta solicitud sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario. En estos casos, la Dirección de Educación Pública podrá acoger la solicitud e instruir dicho procedimiento, o desecharla fundadamente.

En caso que el cargo de Director Ejecutivo quede vacante, podrá ser provisto de conformidad con lo establecido en el artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882. 

Un reglamento del Ministerio de Educación, que será firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias previstas en el presente artículo, especialmente el procedimiento de remoción, de conformidad a las normas del Título V del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, y, en lo que corresponda, las de la ley N° 19.880.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 25
Trata sobre la organización interna del Servicio Local, del siguiente modo:

“El Director Ejecutivo, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a los niveles y unidades que se establezcan en la organización interna del servicio para el cumplimiento de sus fines, como asimismo el personal adscrito a tales niveles y unidades.

Sin perjuicio de lo anterior, cada Servicio Local dispondrá, al menos, de las siguientes unidades:

i) Apoyo técnico pedagógico.
ii) Planificación y control de gestión.
iii) Administración y finanzas.

A la unidad de apoyo técnico-pedagógico le corresponderá, entre otras, la función de asesorar y asistir a los establecimientos educacionales y comunidades educativas de su dependencia, en especial en lo relativo a la implementación curricular, la gestión y liderazgo directivo, la convivencia escolar y el apoyo psicosocial a sus estudiantes, de acuerdo al Plan de Mejoramiento Educativo y el Proyecto Educativo de cada establecimiento educacional.

Asimismo, en caso de ser pertinente, todo Servicio Local deberá contar con profesionales especializados en los distintos niveles y modalidades educativas, tales como el nivel parvulario y la educación media técnico profesional.

A la unidad de planificación y control de gestión le corresponderán, entre otras, las funciones de colaborar con el Director Ejecutivo en la planificación estratégica y presupuestaria para la provisión del servicio educacional por parte del Servicio Local respectivo, junto con monitorear el cumplimiento de las metas e indicadores contemplados en los instrumentos de gestión del Servicio Local y sus establecimientos. Asimismo, a esta unidad le corresponderá elaborar los proyectos de inversión en infraestructura y equipamiento a los que se refiere la letra m) del artículo 18, así como velar por la adecuada mantención de los establecimientos educacionales de su dependencia.

A la unidad de administración y finanzas le corresponderá, entre otras, la función de administrar los recursos humanos, materiales y financieros del Servicio Local, y de apoyar, en el ámbito que le competa, a los equipos directivos de los establecimientos educacionales de su dependencia, especialmente en la preparación de los informes solicitados por la Superintendencia de Educación.

Los cargos de jefe de estas tres unidades estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, como cargos de segundo nivel jerárquico y su nombramiento será por tres años. Una vez nombrados deberán suscribir, en el plazo de treinta días, un convenio de desempeño cuyas metas deberán estar alineadas con el Convenio de Gestión Educacional del Director Ejecutivo de su respectivo Servicio Local.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 26

Es del siguiente tenor:

“Artículo 26.- Financiamiento y patrimonio. El patrimonio de cada Servicio Local estará compuesto por:

a) Los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público.

b) Las subvenciones educacionales y aportes que perciban por los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la ley.

c) Los recursos y los bienes que los Gobiernos Regionales y las municipalidades les transfieran.

d) Los recursos y los bienes que reciban por concepto de la celebración de convenios con la Dirección de Educación Pública.

e) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se les transfieran o adquieran a cualquier título.

f) Los frutos, rentas e intereses de los bienes que les pertenezcan.

g) Las donaciones que se les hagan y las herencias y legados que acepten, lo que deberán hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

h) Todo otro aporte que reciban de otros órganos que forman parte de la Administración del Estado.

i) Los aportes de cooperación internacional que reciban a cualquier título.”.
En este artículo recayó la indicación número 4 a de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, en su literal a), a continuación de la frase “Sector Público” lo siguiente: “, los que deberán ser suficientes para costear al menos gastos del Servicio Local relativos a: personal, bienes y servicios de consumo, adquisición de activos no financieros, y mantención y reparación de su infraestructura educacional”.
El Honorable Senador señor García advirtió que esta indicación supone el asentamiento de un precedente de incierto alcance, por cuanto todos los servicios podrían reclamar idéntico tratamiento. 

En los términos en que se plantea, además, debiera ser objeto de un informe financiero por parte de la Dirección de Presupuestos.

El Honorable Senador señor Montes coincidió con el tenor de la inquietud planteada, y puntualizó que lo que en realidad se busca es establecer que habrá una base de gastos permanentes. Es necesario, en consecuencia, perfeccionar la redacción propuesta, que es demasiado amplia y no otorga garantías.

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia sostuvo que cuando se establece el uso de ciertos recursos suficientes, pero sin estándares, se trata de una mera declaración. En este caso, se especifican ciertos gastos que deberán ser solventados, lo que no representa un inconveniente. Por el contrario, sería problemático en la medida que se establecieran ciertos requisitos mínimos de satisfacción.

En todo caso, resaltó que la finalidad de la indicación es transparentar la existencia de distintas fuentes de costos que deben ser provistas.

El Honorable Senador señor Pizarro acotó que de cualquier manera, los ítemes de gasto que se mencionan en la indicación deberán ser debidamente individualizados en la ley de presupuestos.

El Honorable Senador señor Allamand cuestionó el que se fije que los recursos que se consideren deban ser “suficientes”, pues eso significará una presión no menor desde los SLE hacia el Gobierno Central. Debe cautelarse, en definitiva, que no sea exigible al Ministerio de Hacienda la entrega de mayores recursos.

La abogada del Ministerio de Educación, señora Vergara, propuso que la redacción de la frase propuesta quedara en los siguientes términos: “, los que deberán costear al menos gastos del Servicio Local relativos a: personal, bienes y servicios de consumo, adquisición de activos no financieros, y mantención y reparación de su infraestructura educacional”.

La Jefa del Sector Educación de la Dirección de Presupuestos, señora Tania Hernández, apuntó que la nueva redacción segunda elimina la expresión “suficientes”, pero mantiene las voces “al menos”. Esto permitirá, por ejemplo, que se realicen gastos en infraestructura que no sean para reparación y mantención solamente, sino también para reposición. Advirtió que si también se eliminaran las palabras “al menos” la redacción sería más restrictiva, y entraría en contradicción con futuras leyes de presupuestos que contemplaran nuevos ítemes de gastos.
El Honorable Senador señor Montes señaló que, sin perjuicio de estar a favor de las enmiendas a la redacción originalmente planteada, sigue sin ser resuelta una adecuada diferenciación entre gastos permanentes y no permanentes.

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que lo relevante es lograr un equilibrio entre que no se pueda exigir cualquier tipo de gasto, por una parte, y una adecuada flexibilidad, por otra.
La Comisión estuvo de acuerdo con esta última propuesta. En consecuencia, la indicación 4 a fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Allamand, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 27

Es del siguiente tenor:

“Artículo 27.- Asignación de recursos a los Servicios Locales y rendición de cuentas. La Dirección de Educación Pública asignará recursos a los Servicios Locales para diversos fines, tales como infraestructura, equipamiento, innovación, trabajo en red y desarrollo de capacidades; con el objeto de favorecer la calidad del servicio educativo y de acuerdo a lo que establezca anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público. 

La unidad de administración y finanzas del Servicio Local respectivo deberá llevar la contabilidad de los ingresos y gastos del Servicio Local y de los establecimientos educacionales de su dependencia.

Asimismo, el Director Ejecutivo del Servicio Local deberá rendir cuenta pública de todos los recursos percibidos, debiendo incorporar el detalle de su uso respecto del servicio mismo, así como de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. Esta cuenta se llevará a cabo en la oportunidad establecida en la letra h) del artículo 22, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1 de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se creará el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que considerará anualmente al menos $75.000.000 miles, sin perjuicio de los recursos que se distribuyan de acuerdo a lo establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845.

Los recursos de este programa serán distribuidos entre los Servicios Locales, de conformidad a procedimientos transparentes, de acuerdo a la Estrategia Nacional de Educación Pública y a principios de equidad y pertinencia. La asignación de estos recursos se ajustará a criterios objetivos que podrán considerar factores tales como: número de establecimientos educacionales, niveles, modalidades educativas y formaciones diferenciadas que imparten, nivel de desempeño de los establecimientos de conformidad a la ley N° 20.529, así como ruralidad, cobertura, matrícula total y vulnerabilidad de los estudiantes, entre otros. Los recursos que se destinen a infraestructura se ajustarán a criterios pertinentes a las necesidades de dicha área. Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará lo señalado en el presente inciso.”.

En este artículo recayó la indicación número 5 a de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente: 

“Artículo 27.- Asignación de recursos a los Servicios Locales y rendición de cuentas. La Dirección de Educación Pública asignará recursos a los Servicios Locales para diversos fines, tales como infraestructura, equipamiento, innovación, trabajo en red y desarrollo de capacidades; con el objeto de favorecer la calidad del servicio educativo y de acuerdo a lo que establezca anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público. 

La unidad de administración y finanzas del Servicio Local respectivo deberá llevar la contabilidad de los ingresos y gastos del Servicio Local y de los establecimientos educacionales de su dependencia.

El Director Ejecutivo del Servicio Local deberá rendir cuenta pública de todos los recursos percibidos, debiendo incorporar el detalle de su uso respecto del servicio mismo, así como de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. Esta cuenta se llevará a cabo en la oportunidad establecida en la letra h) del artículo 22, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se creará el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que considerará anualmente al menos $75.000.000 miles, sin perjuicio de los recursos que se distribuyan de acuerdo a lo establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845.

Los recursos de este programa serán distribuidos entre los Servicios Locales de conformidad a procedimientos transparentes, de acuerdo con la Estrategia Nacional de Educación Pública y a principios de equidad y pertinencia. El programa destinará anualmente recursos para infraestructura y equipamiento, parte de los cuales se distribuirá en un fondo básico de infraestructura de al menos $20.000.000 miles, el que se asignará de acuerdo al número de establecimientos que dependan de cada Servicio Local.  

Adicionalmente, el programa asignará recursos para fines distintos a infraestructura y equipamiento, que totalizarán al menos $20.000.000 miles por año y su asignación se hará a través de un fondo de desarrollo que se distribuirá de acuerdo con criterios objetivos que podrán considerar factores tales como: número de establecimientos educacionales, niveles, modalidades educativas y formaciones diferenciadas que imparten, nivel de desempeño de los establecimientos de conformidad a la ley N° 20.529, así como ruralidad, cobertura, matrícula total y vulnerabilidad de los estudiantes, entre otros. 

Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la distribución de los recursos y los procedimientos para cumplir lo señalado en los incisos quinto y sexto de este artículo.”.
El Secretario Ejecutivo del Proyecto Nueva Educación Pública, señor Roco, resaltó la importancia de que la distribución de los recursos no sea discrecional, e hizo ver que los montos totales considerados en la indicación no innovan respecto de lo aprobado por la Comisión de Educación y Cultura del Senado. Lo que sí se hace es generar pisos para recursos para infraestructura (que se prorratean entre los SLE según el número de establecimientos que cada uno sostiene) y para desarrollo.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó entender que los cambios que se plantean se orientan a garantizar que la distribución de los recursos se haga de acuerdo a parámetros más objetivos.  Cabría, en todo caso, agregar que la asignación de recursos para infraestructura y equipamiento sea con arreglo a criterios determinados. 

El Honorable Senador señor Lagos consultó qué ocurriría, en vista de las cifras fijas que se contemplan, si de pronto la inflación del país creciera enormemente.

La Jefa del Sector Educación de la Dirección de Presupuestos, señora Hernández, hizo ver que ya existen recursos, como los del Fondo de Ayuda a la Educación Pública (FAEP), que están expresados como un guarismo y que son actualizados anualmente en la ley de presupuestos.

El Honorable Senador señor Pizarro observó que del total de $75.000.000 miles se expresa que $20.000.000 miles se destinan para infraestructura y equipamiento, y otros $20.000.000 miles a un fondo de desarrollo. No acontece lo mismo, sin embargo, con los $35.000.000 miles restantes. ¿Quién los va a manejar?, preguntó. 
El señor Roco señaló que, a juicio del Ejecutivo, la indicación en análisis debe ser complementada. En primer lugar, debiera agregarse, al final del inciso quinto, la siguiente oración final: “Los restantes recursos que cada año se destinen a infraestructura y equipamiento se asignarán de acuerdo a criterios adecuados a las necesidades de dicha área.”. Allí se sitúan, entonces, los $35.000.000 miles restantes y cuyos usos actuales se vinculan a obras grandes, como la construcción de colegios o reparaciones de magnitud. Los criterios específicos a utilizar deberán ser reglamentados, habida consideración de que el prorrateo no resulta la forma más adecuada de distribución.

Y en segundo término, en el inciso primero debiera intercalarse una frase en el sentido que la asignación de los recursos que señala, es adicional a los recursos que se contemplen de conformidad con la letra a) del artículo 26.

El Honorable Senador señor García puso de relieve que los $20.000.000 miles contemplados para los fines que se han individualizado, equivalen a $285 millones para cada uno de los SLE, por cada uno de aquellos, lo que no constituye una cifra alta. El tema, entonces, no pasa por la consagración de una suerte de equidad año a año, sino por el establecimiento de alguna medición en un conjunto de años. Esto, toda vez que es absolutamente razonable que en mérito de la situación de vulnerabilidad o algún criterio, se decida destinar mayores recursos un determinado año a un SLE, y los años siguientes a otros distintos.

Añadió que sería adecuado incorporar derechamente criterios de vulnerabilidad y territorialidad en la distribución de los recursos para infraestructura y equipamiento. Así lo hace la ley de gobiernos regionales, argumentó, al prescribir que la distribución del 90% de los recursos del FNDR entre regiones debe considerar, precisamente, la población en condiciones de vulnerabilidad social y las características territoriales. No basta, en consecuencia, el dato de la concentración de la población, sino también su dispersión, porque hay lugares en los que el municipal es el único colegio disponible.

El Honorable Senador señor Allamand consultó cuál es el sentido de establecer subfondos respecto del total que se propone para el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública. Pareciera, razonó, que eso sólo va a conspirar contra la flexibilidad del manejo de los recursos.  

El Honorable Senador señor Montes coincidió con la inquietud acerca de cuán flexible pueda resultar el Programa. Primeramente porque son montos más bien bajos, y en segundo lugar porque no están suficientemente delineadas las distintas categorías que se pretende establecer. Se mostró de acuerdo, asimismo, con que si en algún momento se desea invertir en un programa contra la deserción escolar, por ejemplo, exista la atribución de que los recursos sean focalizados en aquellos establecimientos donde más presente esté el problema.   

El Honorable Senador señor Lagos planteó que, de todos modos, es adecuado que se asegure que todos los SLE van a recibir al menos una parte de los recursos de Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública. Si se pone el acento solamente en los más vulnerables, por ejemplo, se corre el riesgo de que aquellos que hacen bien su trabajo vean menguados los fondos a los que pueden acceder.
El señor Roco precisó que se trata de montos basales variables respecto de los cuales se están fijando pisos.

Posteriormente, en este artículo recayó la indicación número 5 b de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 27.- Asignación de recursos a los Servicios Locales y rendición de cuentas. La Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en el literal d) del artículo 26, asignará recursos directamente a los Servicios Locales o a través de otras entidades públicas, para diversos fines, tales como infraestructura, equipamiento, innovación, trabajo en red y desarrollo de capacidades; con el objeto de favorecer la calidad del servicio educativo y de acuerdo a lo que establezca anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público. 

La unidad de administración y finanzas del Servicio Local respectivo deberá llevar la contabilidad de los ingresos y gastos del Servicio Local y de los establecimientos educacionales de su dependencia.

El Director Ejecutivo del Servicio Local deberá rendir cuenta pública de todos los recursos percibidos, debiendo incorporar el detalle de su uso respecto del servicio mismo, así como de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. Esta cuenta se llevará a cabo en la oportunidad establecida en la letra h) del artículo 22, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se creará el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que considerará anualmente al menos $130.000.000 miles, sin perjuicio de los recursos del Fondo de Fortalecimiento de la Educación Pública establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845. A medida que vayan disminuyendo los recursos de este Fondo, se tenderá a incrementar el monto considerado en el Programa.

Los recursos de este Programa serán asignados por la Dirección de Educación Pública, de acuerdo con la Estrategia Nacional de Educación Pública y a principios de equidad y pertinencia. Su asignación se realizará de manera directa a los Servicios Locales o indirecta, a través de otros organismos públicos, de conformidad a criterios objetivos que podrán considerar factores tales como: número de establecimientos educacionales, niveles, modalidades educativas y formaciones diferenciadas que imparten, nivel de desempeño de los establecimientos de conformidad a la ley N° 20.529, así como ruralidad, cobertura, matrícula y vulnerabilidad de los estudiantes, entre otros. Los recursos que cada año se destinen a infraestructura y equipamiento considerarán al menos $80.000.000 miles, los que se asignarán de acuerdo a criterios adecuados a las necesidades de dicha área.

Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la distribución de los recursos y los procedimientos para cumplir lo señalado en el inciso anterior.”.
La Subsecretaria de Educación, señora Quiroga, explicó que la indicación busca establecer con mayor precisión los recursos que serán destinados a la educación pública, que es un esfuerzo que se viene desarrollando desde la creación del Programa 12 del Presupuesto en la Partida del Ministerio de Educación (Fortalecimiento de la Educación Pública), en que se identifican fondos que se dirigen a dicho sector. Lo que ahora se propone es que lo mismo quede consagrado en ley permanente, observó.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su beneplácito por el aumento del monto asegurado para el Programa de al menos $130.000.000 miles, que tenderá a incrementarse en la medida que el Fondo vaya desapareciendo.

Agregó que la situación del artículo quincuagésimo tercero transitorio es diferente, porque busca asegurar un piso de recursos para los servicios locales, de modo que no se vean perjudicados frente a los recursos que seguirán recibiendo municipios y corporaciones municipales.
La Honorable Senadora señora Von Baer apuntó que en el referido artículo transitorio pareciera existir una restricción respecto de los establecimientos de dependencia municipal durante la etapa de transición, y eso es algo que han insistido –y supuestamente alcanzado acuerdo- que no suceda.

El Honorable Senador señor Allamand sostuvo que, durante los 8 años de transición, no puede existir discriminación en la entrega de recursos según si se trata de un servicio local o un municipio o corporación municipal, porque se provocaría un problema político de envergadura y, probablemente, también un problema de constitucionalidad.

El señor Ministro respondió que los municipios reciben fondos que no recibirán los servicios locales, como es casi la totalidad del FAEP, Fondo de Fortalecimiento de la Educación Pública, por $250.000 millones.

Añadió que el artículo transitorio mencionado dispone que la asignación se hará en base a criterios objetivos y de no discriminación arbitraria, y se busca asegurar que a los establecimientos, municipios y servicios locales, no les toque, en ningún caso, menos de lo que corresponde de acuerdo a la matrícula respectiva.

El Asesor del Comité Demócrata Cristiano, señor Pedro Montt, destacó que durante el período de transición, los municipios y corporaciones accederán a fondos del FAEP y a fondos del Programa del que trata este artículo, por lo que mal podría existir una discriminación.
El Honorable Senador señor Montes sostuvo que la confusión surge, probablemente, por la forma en que está planteado el proyecto de ley, en que las disposiciones permanentes presentaban un vacío respecto del financiamiento del nuevo sistema (que serían US$473 millones en régimen, sumando Dirección de Educación, 70 servicios locales y el Programa que discuten, conforme al informe financiero). De acuerdo a ello, estimó que no calzan las cifras si se las compara con lo que hoy se destina a educación pública en esos aspectos, por lo que ha pedido reiteradamente que lo tenga presente el Ministerio de Hacienda.

Acotó que diferente a lo anteriormente planteado, es lo referido a la etapa de transición y su financiamiento, donde se ubica el Fondo de Fortalecimiento de la Educación Pública. Por lo mismo, consideró un error haber incluido la disposición contenida en el actual artículo 82 dentro del articulado permanente.

Finalmente, reiteró su preocupación en relación a que no se consigne el monto del financiamiento permanente de los 70 servicios locales, y que sólo aparece mencionado en una línea del informe financiero. 
En votación la indicación 5 b que reemplaza el artículo, fue aprobada con dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Como consecuencia de la votación anterior, se dio por rechazada la indicación 5 a, por dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer. 
Artículo 28

Establece que los Servicios Locales estarán sujetos a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado y sus disposiciones complementarias.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 29

Trata del objeto del Comité Directivo Local en los siguientes términos:
En cada Servicio Local existirá un Comité Directivo Local, que tendrá por objeto velar por el adecuado desarrollo estratégico del Servicio, por la rendición de cuentas del Director Ejecutivo ante la comunidad local, y contribuir a la vinculación del Servicio Local con las instituciones de gobierno de las comunas y la región.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 30
Es del siguiente tenor:

“Artículo 30.- Funciones y atribuciones. El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto: 

a) Proponer al Director Ejecutivo iniciativas de mejora en la gestión del Servicio Local y sus establecimientos, en especial, aquellas que impliquen una apropiada relación con las municipalidades y las instituciones del territorio, en coherencia con la disponibilidad presupuestaria.

b) Proponer al Director de Educación Pública elementos relativos al perfil profesional del cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local. En la elaboración de esta propuesta deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo. 

c) Elaborar un informe que contenga una propuesta de prioridades para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, en función de la Estrategia Nacional de Educación Pública, el Plan Estratégico Local y las políticas y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 40.

d) Proponer al Presidente de la República una nómina de tres candidatos, de entre aquellos seleccionados en el proceso efectuado para la provisión del cargo de Director Ejecutivo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21. 

e) Solicitar fundadamente al Director de Educación Pública la realización del procedimiento de remoción del Director del Servicio Local. Para ello requerirá el voto conforme de dos tercios de sus integrantes en ejercicio. Esta atribución sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario.

f) Aprobar el Plan Estratégico Local, en conformidad con lo establecido en el artículo 45. 

g) Convocar al Director Ejecutivo para que informe sobre el estado de avance de los objetivos del Plan Estratégico Local. Para ejercer esta atribución, el Comité deberá contar con el acuerdo de la mayoría de sus miembros en ejercicio. 

h) Realizar recomendaciones al Plan Anual presentado por el Director Ejecutivo, quien deberá considerarlas e incorporarlas en el Plan o rechazarlas de manera fundada, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46. Asimismo, podrá solicitar informes del estado de ejecución del Plan Anual del Servicio, en particular de los aspectos presupuestarios. Las insuficiencias detectadas serán comunicadas por el Comité Directivo a la Dirección de Educación Pública. 

i) Requerir la fiscalización de la Superintendencia de Educación ante situaciones que pudieran importar incumplimiento de la normativa educacional, tanto en el caso del Servicio Local como de los establecimientos que dependen de este último.

j) Remitir a la Dirección de Educación Pública propuestas referidas a la Estrategia Nacional de Educación Pública. En la elaboración de estas propuestas deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo.

k) Emitir su opinión respecto de las propuestas de apertura o cierre de especialidades de educación técnico profesional que realice el Director Ejecutivo.

l) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración.

m) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 31
Su tenor es el que sigue:

“Artículo 31.- Integración. El Comité estará constituido por:

a) Uno o dos representantes designados por los alcaldes de las comunas que formen parte del territorio del Servicio Local. En los Servicios Locales que abarquen una sola comuna, el alcalde sólo podrá designar a un representante. En los Servicios Locales que abarquen dos comunas, cada alcalde elegirá a un representante. En los Servicios Locales que abarquen tres o más comunas, los representantes serán designados por mayoría de los alcaldes del territorio. 

b) Dos representantes de los Centros de Padres, Madres y Apoderados de los establecimientos educacionales dependientes del Servicio Local. Para su nombramiento, los presidentes de todos los directorios de Centros de Padres, Madres y Apoderados de dichos establecimientos deberán votar según las formalidades que fije el reglamento. Quienes obtengan las primeras dos mayorías serán designados como representantes.  

c) Dos representantes del Gobierno Regional designados por su órgano ejecutivo, previa aprobación del Consejo Regional. 

En los casos de las letras a) y c), los representantes deberán ser personas con reconocida trayectoria, ya sea profesionales de la educación, u otros profesionales expertos en educación o con experiencia en gestión.

Los miembros del Comité durarán seis años en sus cargos y podrán ser designados nuevamente solo para un nuevo período. El Comité se renovará por mitades cada tres años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 32
Prescribe lo que sigue:

“Artículo 32.- Funcionamiento. El Comité requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de sus miembros presentes. 

Los integrantes del Comité tendrán derecho a percibir una dieta de cuatro unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 8 sesiones en un año escolar. Con todo, no tendrán derecho a percibir dieta aquellos integrantes del Comité que tengan la calidad de funcionario público. 

El Comité designará de entre sus miembros a un Presidente, quien durará en el cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una vez. Dicho Presidente tendrá por función dirigir el Comité; citar a sesiones; fijar sus tablas; dirigir sus deliberaciones, y dirimir sus empates. 

Un funcionario del Servicio Local de Educación designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de secretario del Comité, actuará como ministro de fe y registrará sus sesiones.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 33
Se refiere a la responsabilidad de los integrantes del Comité, estableciendo que, para todos los efectos legales, las funciones que ejercerán los integrantes del Comité tendrán el carácter de públicas y estarán sujetas a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y deberán presentar una declaración de intereses y patrimonio de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 20.880.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 34
Dispone que es incompatible con el cargo de miembro del Comité: 

a) Tener participación en la propiedad o ser representante legal, gerente o administrador de una entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores de la región a la que pertenece el Servicio Local.

b) Ser Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial de Educación, Funcionarios de la Secretaría Regional Ministerial de Educación o Jefe de Departamento Provincial de Educación; Senador o Diputado; Consejero Regional; Alcalde o Concejal; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y miembro de los demás Tribunales creados por ley.

c) Ser representante legal, gerente, administrador o miembro de un directorio de entidades que figuren en el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d), de la ley N° 18.956.  

d) Tener un vínculo de dependencia con el respectivo Servicio Local o un establecimiento dependiente del Servicio Local, o estar contratado a honorarios y desempeñarse regularmente en estos. 

e) Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del Servicio Local. 

f) Las personas que tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más, con el Servicio Local y quienes tengan litigios pendientes con él, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.

g) Los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más o litigios pendientes con el Servicio Local.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 35
Se refiere a las inhabilidades disponiendo que:

Los miembros del Comité deberán informar inmediatamente al Presidente del mismo de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.

Los miembros del Comité que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente.
Se hizo presente la necesidad de modificar la redacción del inciso segundo para hacerla consistente con la del inciso primero y con la del artículo precedente y aquel sucesivo.
La referida enmienda fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 36

Su texto es el que sigue:
“Artículo 36.- Causales de cesación. Serán causales de cesación en el cargo las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados. 

b) Renuncia. 

c) Incapacidad legal sobreviniente. 

d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 33.

e) Actuación en un asunto en que estuviere legalmente inhabilitado, o cuando se incurra en alguna de las causales de incompatibilidad establecidas en el artículo 34.

f) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que establece esta ley.

La determinación de las circunstancias establecidas en los literales c), d), e) y f) le corresponderá a la Dirección de Educación Pública, pudiendo el afectado interponer recursos administrativos de acuerdo a la ley Nº 19.880. 

En caso de que uno o más consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, se procederá la designación de un nuevo consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 31, por el período que restare.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 37

Establece que las sesiones del Comité serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida. El Secretario del Comité será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 38

Dispone que un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el párrafo tercero.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 39
Textualmente, dispone lo siguiente:

“Artículo 39.- Convenio de gestión educacional. Dentro del plazo máximo de tres meses contado desde su nombramiento, el Director Ejecutivo suscribirá con el Ministro de Educación un “convenio de gestión educacional” (en adelante también “el convenio”), que será, para todos los efectos legales, el convenio a que hace referencia el Título VI de la ley N° 19.882. El convenio tendrá una duración de seis años y fijará los objetivos del cargo durante su período, las metas y los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento del mismo.

Los objetivos del convenio tendrán en consideración las políticas nacionales de educación pública establecidas por el Ministerio de Educación, así como las especificidades del territorio del Servicio Local respectivo, considerando al menos la calidad y eficiencia, equidad y cobertura del servicio educacional. Asimismo, se deberán considerar los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley Nº 20.529. Respecto de los establecimientos educacionales, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, teniendo en especial consideración a los ordenados en categoría insuficiente, de acuerdo a la ley Nº 20.529. Una vez suscrito el convenio de gestión educacional, estos objetivos no podrán modificarse, a menos que concurra alguna de las causales establecidas en el artículo 43 de la presente ley.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 40
Es del siguiente tenor:

“Artículo 40.- Elaboración de propuesta del convenio de gestión educacional. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública elaborar las propuestas de convenios, que serán sancionados por el Ministro de Educación.

Para ello, antes de cuatro meses de la convocatoria al concurso público de selección del Director Ejecutivo, el Director de Educación Pública deberá remitir una propuesta de convenio al Comité Directivo Local y al Consejo Local respectivo y los estudios, informes y demás antecedentes técnicos que se tuvieron en consideración para dicha propuesta. Además, deberá remitirse un resumen ejecutivo a todos los establecimientos educacionales representados por el respectivo Consejo Local, que podrá ser solicitado por cualquier miembro de la comunidad educativa.

Por su parte, el Comité Directivo Local, en conjunto con el Director Ejecutivo que se encuentre en el cargo, tendrá el plazo de tres meses para evacuar un informe en el cual proponga prioridades para dicha propuesta de convenio, velando especialmente por su coherencia con la Estrategia Nacional de Educación Pública y con el Plan Estratégico Local respectivo. Para la elaboración de dicho informe deberá considerar las propuestas que haga el Consejo Local, el que contará con el plazo de un mes, desde que reciba la propuesta de convenio, para emitirlas. En el caso que el Director Ejecutivo en ejercicio se presente en el concurso siguiente, éste no participará en la elaboración de dicho informe, por lo que el Comité Directivo Local enviará directamente su informe a la Dirección de Educación Pública, pudiendo requerir al Servicio Local todos los insumos que estime pertinentes.

La Dirección de Educación Pública deberá sancionar la propuesta de convenio de gestión educacional a fin de que ésta forme parte de los antecedentes del concurso público de selección del nuevo Director Ejecutivo, para lo cual tendrá a la vista el informe del Comité Directivo Local.

Una vez suscrito el convenio por el Ministro de Educación y el Director Ejecutivo, la Dirección de Educación Pública deberá enviar una copia de éste al Comité Directivo Local, al Consejo Local respectivo para su conocimiento y a todos los establecimientos educacionales representados por éstos.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 41
Su texto es el siguiente:

“Artículo 41.- Seguimiento, evaluación y revisión del convenio de gestión educacional. Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, la determinación del grado de cumplimiento del convenio de gestión educacional, así como también efectuar el seguimiento y la evaluación de éste. La revisión del convenio se realizará anualmente.

Los Directores Ejecutivos de cada Servicio Local informarán, al menos una vez por año, a la Dirección de Educación Pública del grado de cumplimiento de las metas establecidas en el convenio de gestión educacional, así como de las alteraciones o modificaciones que se hubieren producido en los supuestos acordados. Dicha comunicación se efectuará dentro de los dos meses siguientes al término del año escolar.

La evaluación definitiva del cumplimiento de las metas deberá realizarse una vez entregado el informe a que hace referencia el inciso precedente. Teniendo en vista este informe preliminar, el Director de Educación Pública dispondrá la elaboración de un informe final que deberá determinar el grado de cumplimiento de las metas contenidas en cada convenio de gestión educacional, y los cambios en las circunstancias y supuestos básicos de tales metas, a fin de evaluar su posible adecuación. Con todo, dicha adecuación de las metas del convenio deberá ser fundada.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García. 
Artículo 42
Prescribe lo siguiente:

“Artículo 42.- Modificación del convenio de gestión educacional. Los objetivos establecidos en los convenios durarán seis años.

Las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local vigente.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación podrán modificarse anualmente, a partir del informe final señalado en el artículo 41, cuando se produzcan cambios en las circunstancias o en los supuestos básicos del convenio de gestión educacional, no imputables a la gestión del Director Ejecutivo, o cuando se hayan cumplido anticipadamente las metas establecidas en el mismo.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 43
Establece que el Director Ejecutivo deberá publicar, de modo destacado y sin resumir, en el sitio electrónico del Servicio Local, su convenio, los informes anuales y un resumen ejecutivo de dichos instrumentos para dar a conocer el grado de avance en el cumplimiento de los objetivos y metas del mismo.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 44
Establece la aplicación supletoria de las normas contenidas en el párrafo 5° del Título VI de la ley N° 19.882 y su reglamento, en lo que fuere pertinente y no contravenga lo dispuesto en la presente ley y su reglamento.

Asimismo, dispone que un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, regulará las materias de que trata el presente párrafo cuarto.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 45
Su texto es el que sigue:

“Artículo 45.- Plan Estratégico Local de Educación Pública. Cada Servicio Local deberá contar con un Plan Estratégico Local de Educación Pública (en adelante “Plan Estratégico”), cuyo objeto será el desarrollo de la educación pública y la mejora permanente de la calidad de ésta en el territorio respectivo, mediante el establecimiento de objetivos, prioridades y acciones para lograr dicho propósito. Será elaborado por el Director Ejecutivo y aprobado por el Comité Directivo Local, y tendrá una duración de seis años desde su aprobación.

El Director Ejecutivo deberá presentar una propuesta de Plan Estratégico seis meses antes del término de la vigencia del Plan Estratégico anterior, la cual considerará los niveles educativos, formaciones diferenciadas, modalidades educativas y contextos que componen la oferta educativa del territorio.

El Plan Estratégico deberá contener, al menos, lo siguiente:

a.- Diagnóstico de la prestación del servicio educacional por parte del Servicio Local en el territorio de su competencia, con especial énfasis en las características de los estudiantes y en la situación de los establecimientos.

b.- Objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo. Estos objetivos deberán ser concordantes con los establecidos en el convenio de gestión educacional y en la Estrategia Nacional de Educación Pública.

c.- Estrategias y acciones para el cumplimiento de los objetivos del plan.

Para la elaboración y modificación del Plan Estratégico se considerarán los siguientes elementos:

1.- La Estrategia Nacional de Educación Pública, según lo dispuesto en el artículo 6.

2.- La Estrategia Regional de Desarrollo, de acuerdo a lo contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2005.

3.- Los proyectos educativos institucionales de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia.

4.- Los planes de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales de su dependencia.

5.- Los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y, en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley N° 20.529.

Para elaborar la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá consultar al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Asimismo, deberá solicitar la opinión de los directores de los establecimientos del territorio.

La propuesta del Plan Estratégico deberá ser aprobada por el Comité Directivo Local, el que podrá hacerle observaciones y proponer modificaciones por razones fundadas en lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto. El Director Ejecutivo podrá incorporar las observaciones planteadas por el Comité Directivo o mantener su propuesta, indicando las razones que la sustentan, remitiéndola al Comité para su decisión.

Una vez sancionado el Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá publicarlo en el sitio electrónico del Servicio Local y enviarlo a la Dirección de Educación Pública para conocimiento y registro.

El Plan Estratégico podrá modificarse por cambios sustantivos en los contenidos dispuestos en el inciso tercero, por fuerza mayor o por caso fortuito. La aprobación de dichas modificaciones deberá seguir las mismas formalidades establecidas en el presente artículo.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 46
Textualmente, dispone lo siguiente:

“Artículo 46.- Plan Anual. El Director Ejecutivo presentará al Comité Directivo Local y al Consejo Local, a más tardar el 15 de octubre de cada año, un plan anual para el año siguiente. Este plan anual deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:

a) Estado de avance de los objetivos y metas contenidas en el convenio de gestión educacional, así como aquellos contenidos en el plan estratégico local y los proyectos educativos institucionales de cada establecimiento de dependencia del Servicio Local, de conformidad al artículo anterior.

b) Dotación de docentes y asistentes de la educación requerida para el ejercicio de las funciones administrativas y pedagógicas necesarias para el desarrollo del proyecto educativo institucional, según corresponda, en cada establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local, la que deberá fundarse en razones técnico-pedagógicas y determinarse sobre la base de, al menos, los siguientes elementos:

i) Matrícula total de cada establecimiento.

ii) Niveles y modalidades de la educación provista por cada uno de éstos.

iii) Plan de estudios de cada uno de ellos o proyecto educativo institucional en el caso de la educación parvularia.

iv) Componentes de los Planes de Mejoramiento Educativo, elaborados con la comunidad de cada establecimiento educacional, de conformidad a lo establecido en el artículo 79, y los proyectos de integración escolar vigentes de dichos establecimientos que tengan relación directa con sus requerimientos de dotación de docentes y asistentes de la educación.

Al consignar la dotación en el plan, deberá indicarse si los profesionales docentes corresponden a la función docente, docente directiva o técnico pedagógica, según lo establecido en el artículo 5° del decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.

c) Acciones de apoyo técnico pedagógico a desarrollar para cada uno de los establecimientos educacionales de dependencia del servicio, determinando la periodicidad y contenidos generales de éstas. La planificación y ejecución de dichas acciones considerará el plan estratégico del servicio y propenderá al trabajo colaborativo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. Para su elaboración, el Director Ejecutivo consultará a los equipos directivos de los respectivos establecimientos educacionales, teniendo en consideración las acciones definidas en los planes de mejoramiento educativo de éstos y en los convenios de desempeño suscritos con cada director de establecimiento educacional.

Una vez presentado el Plan Anual, el Comité Directivo Local y el Consejo Local de Educación contarán con un plazo de quince días hábiles para realizar recomendaciones. El Director Ejecutivo integrará las recomendaciones en su plan anual o las rechazará de manera fundada. Posteriormente, el Director Ejecutivo remitirá el plan anual a la Dirección de Educación Pública, la cual podrá realizar recomendaciones dentro del plazo de diez días hábiles, que el Director Ejecutivo podrá rechazar de manera fundada.

El Director Ejecutivo sancionará el plan a más tardar el 15 de diciembre de cada año. En todo caso, el plan sancionado deberá ajustarse a los recursos y dotaciones totales de docentes y asistentes de la educación del Servicio Local, definidos por la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año siguiente.

Una vez sancionado, el plan deberá estar disponible en el sitio electrónico respectivo.

El Director Ejecutivo deberá dar cuenta de la ejecución del Plan Anual durante la rendición anual que contempla el literal h) del artículo 22. En base a ésta, el Comité Directivo Local informará a la Dirección de Educación Pública del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas en el Plan Anual, para que esto sea considerado en su evaluación.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 47
Es del siguiente tenor:

“Artículo 47.- Ámbito de aplicación. Las reglas contenidas en el presente párrafo sólo se aplicarán al personal que desarrolla sus funciones en los niveles y unidades internas del Servicio Local a que se refiere el artículo 25. Con todo, los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales se regirán por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y los asistentes de la educación de los referidos establecimientos se regirán por la ley N° 19.464.

Cada Servicio Local de Educación Pública podrá tener un Servicio de Bienestar, al cual podrán afiliarse tanto el personal que desarrolla funciones en el referido Servicio, como los asistentes de la educación, regidos por la ley N° 19.464, de los establecimientos educacionales dependientes del respectivo Servicio Local.

El personal de los Servicios Locales se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos y por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. En materia de remuneraciones se regulará por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que Fija la escala única de sueldos y su legislación complementaria.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 48
Establece que el personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 49
En cada Servicio Local existirá un Consejo Local de Educación Pública. Los Consejos colaborarán con el Director Ejecutivo de cada Servicio Local en el cumplimiento de su objeto. Para ello, representarán ante el Director Ejecutivo los intereses de las comunidades educativas a fin de que el servicio educacional considere adecuadamente sus necesidades y particularidades
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 50
Es del siguiente tenor:

“Artículo 50.- Integración. Los Consejos Locales se integrarán de la siguiente forma:

a) Dos representantes de los centros de estudiantes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

b) Dos representantes de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

c) Dos representantes de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

d) Dos representantes de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

e) Un representante de las universidades con sede principal en la región acreditadas por cuatro años o más. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de las facultades de educación.

f) Un representante de los centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica estatales, de la región respectiva.

g) Dos representantes de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos, elegidos por sus pares.

Los cargos señalados en las letras a), b), c) y d) serán provistos de acuerdo a lo señalado en el reglamento.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 51
Dispone que los consejeros señalados en el artículo precedente, durarán en sus cargos el período de dos años. En el caso de los consejeros señalados en las letras a), b), c) y d) de los números 1 y 2 del artículo precedente, la cesación en el cargo de miembro del consejo escolar producirá la cesación automática en el cargo de consejero del Consejo Local, debiendo ser reemplazado en un plazo no superior a treinta días.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 52
Establece las siguientes atribuciones del Consejo Local:

a) Representar los intereses de la comunidad educativa ante el Servicio Local respectivo.

b) Comunicar al Director Ejecutivo y al Comité Directivo Local de cualquier asunto que afecte a la comunidad educativa o la calidad de la prestación del servicio educacional en uno o más de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local.

c) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo o el Comité Directivo Local someta a su consideración.

d) Asesorar al Director Ejecutivo en la definición y ejecución de acciones referidas a la constitución y desarrollo de comunidades de aprendizaje que fortalezcan la enseñanza y aprendizaje, la convivencia escolar, formación ciudadana e inclusión, entre otras.

e) Proponer al Comité Directivo Local elementos relativos al perfil profesional, además de las competencias y aptitudes que deben reunir los candidatos o candidatas al cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22.

f) Proponer prioridades al Comité Directivo Local para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 40.

g) Emitir opinión respecto de la propuesta de Estrategia Nacional de Educación Pública.

h) Proponer las modificaciones que considere pertinentes respecto del Plan Estratégico Local.

i) Proponer al Comité Directivo Local las modificaciones al Plan Anual que estime convenientes, de forma justificada, con el objeto de resguardar su concordancia con el Plan Estratégico Local.

j) Proponer al Director Ejecutivo medidas tendientes a propiciar la inclusión al interior del aula y todas aquellas medidas tendientes a evitar efectos adversos a la equidad y eficacia del Sistema.

k) Requerir por escrito al Director Ejecutivo los antecedentes de los informes de la Agencia de Calidad de la Educación, de la Superintendencia de Educación y de la Dirección de Educación Pública sobre el desempeño de los establecimientos y el funcionamiento del Servicio Local.

l) Vincularse con la comunidad local y proponer al Director Ejecutivo estrategias de articulación y trabajo educativo que la incluya.

m) Colaborar con el Director Ejecutivo en la conformación de redes y comunidades de aprendizaje entre establecimientos educacionales y otros actores de las comunidades educativas y locales.

n) Fomentar la participación de las comunidades educativas y el rol de los consejos escolares, los centros de padres y apoderados y de los centros de estudiantes.

o) Las demás atribuciones que le encomienden las leyes.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 53
Dispone que para todos los efectos legales, los integrantes del Consejo ejercerán función pública y estarán sujetos a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 54
Establece que los integrantes del Consejo Local no percibirán remuneración o dieta de especie alguna por su participación en el mismo. Sin perjuicio de lo anterior, el Servicio Local dispondrá de los recursos necesarios para el adecuado funcionamiento del Consejo, de conformidad a la disponibilidad presupuestaria, incluyendo aquellos necesarios para la asistencia de sus miembros y de una sala o espacio adecuado para la realización de sus sesiones.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 55
Establece las siguientes causales de cesación en el cargo:

a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b) Renuncia voluntaria.

c) Condena por crimen o simple delito.

d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 33. 

e) Inasistencia injustificada a más de dos sesiones dentro de un mismo año calendario.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 56
Su texto es el siguiente:

“Artículo 56.- Funcionamiento. El Consejo Local elegirá de entre sus miembros a su Presidente por mayoría simple y se reunirá a lo menos seis veces al año. Podrá autoconvocarse cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes.

A las sesiones del Consejo Local asistirá el Director Ejecutivo, quien participará en ellas sólo con derecho a voz.

El quórum para sesionar será la mayoría de sus miembros. El quórum para adoptar acuerdos será la mayoría de los asistentes a la sesión respectiva, salvo aquellos casos en que la ley establece un quórum diferente.

En caso de existir empate en las votaciones, corresponderá al Presidente del Consejo Local emitir el voto dirimente.

Un funcionario designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de Secretario Ejecutivo. Para tal efecto, actuará como ministro de fe y registrará las sesiones.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 57

Dispone que las sesiones del Consejo Local serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida. El Secretario Ejecutivo será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 58

Prescribe que un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo sexto.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 59

Crea la Dirección de Educación Pública como servicio público centralizado, dependiente del Ministerio de Educación. Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que disponga para el cumplimiento de su objeto y por razones de buen servicio.
El Secretario Ejecutivo del Proyecto Nueva Educación Pública, señor Roco, expuso que el rol fundamental de la Dirección será la conducción estratégica del nuevo sistema, en especial la coordinación con y entre los SLE. Para ello, su herramienta principal serán los convenios de gestión educacional que suscribirá con los directores de los SLE.

Será, asimismo, la encargada de generar la propuesta de estrategia nacional de educación pública, que el Ministerio de Educación más tarde hace suya y somete al Consejo Nacional de Educación. En la elaboración de esa propuesta, indicó, se considerará la participación de las comunidades educativas y de la ciudadanía.

En principio, agregó, no está pensado que tenga presencia regional, si bien se contemplan instancias de coordinación regional con aquellos servicios públicos que se relacionan con educación. Esto permitirá que los SLE establezcan un vínculo con los gobiernos regionales y se hagan parte de las respectivas estrategias de desarrollo regional.

El Honorable Senador señor Montes acotó que esta instancia de coordinación servirá para que los SLE se relacionen con la Superintendencia de Educación, la Agencia de Calidad de la Educación, la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, entre otros.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 60

Dispone que corresponderá a la Dirección de Educación Pública la conducción estratégica y la coordinación del Sistema, velando para que los Servicios Locales provean una educación de calidad en todo el territorio nacional. Para ello elaborará la Estrategia Nacional de Educación Pública, vigilando su cumplimiento, y evaluará el desempeño de los Servicios Locales, a través de los convenios de gestión de sus Directores Ejecutivos, prestándoles apoyo técnico y administrativo en el marco de sus funciones.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 61
La Dirección de Educación Pública tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto:

a) Proponer al Ministerio de Educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 6, la Estrategia Nacional de Educación Pública a la que deberán ajustarse los integrantes del Sistema y velar por su cumplimiento.

b) Elaborar y proponer al Ministro de Educación los convenios de gestión educacional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 40, y realizar su seguimiento, evaluación y revisión, en base a criterios objetivos, observables y accesibles al público.

c) Proponer al Ministro de Educación el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos al cargo de Director Ejecutivo de los Servicios Locales, de conformidad al artículo 21.

d) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los Servicios Locales, cuando ello sea necesario para el cumplimiento de los principios establecidos en el artículo 5.

e) Asignar recursos a los Servicios Locales, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos para el Sector Público.

f) Hacer recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 46.

g) Orientar a los Servicios Locales para el desarrollo de la oferta de educación pública a lo largo de todo el territorio nacional.

h) Coordinar a los Servicios Locales, promoviendo su trabajo colaborativo y en red.

i) Proponer a los Servicios Locales planes de innovación, propendiendo a la mejora continua de los procesos educativos, en concordancia con las políticas del Ministerio de Educación.

j) Proponer al Ministerio de Educación políticas, planes y programas relativos a la educación pública, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575. Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

k) Llevar un registro de los planes estratégicos de los Servicios Locales, de conformidad a lo establecido en el artículo 45.

l) Supervisar y velar por el cumplimiento de los convenios de los establecimientos de educación técnico profesional, adscritos al régimen de administración delegada, establecido en el decreto ley N° 3.166, de 1980, que para efectos de esta ley se considerarán integrantes del Sistema de Educación Pública, en lo que sea pertinente.

m) Coordinar la relación entre los Servicios Locales y el Ministerio de Educación, así como con otros órganos de la Administración del Estado, cuando su acción sea requerida para la adecuada provisión del servicio educacional.

n) Promover el mejoramiento de la calidad de la educación impartida por los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, que atiendan a personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, reconociendo para ello su especificidad, de acuerdo a las directrices y orientaciones generales emanadas del Ministerio de Educación. Para ello, deberá coordinarse con el Ministerio de Educación, con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y con otros órganos de la Administración del Estado, cuando corresponda.

ñ) Requerir de los Servicios Locales y establecimientos de su dependencia toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar, procesar y publicar, cuando corresponda, dicha información, permitiendo su acceso por parte de los distintos integrantes del Sistema, de la comunidad educativa y de la ciudadanía en general.

o) Requerir información a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación y coordinarse con ellas en los ámbitos de sus respectivas competencias, respecto de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia.

p) Definir políticas de operación y funcionamiento de los sistemas de seguimiento, administración, información y monitoreo de los Servicios Locales, con el objeto de asegurar el uso de medios digitales, el acceso común a servicios o instalaciones cuando fuere procedente, el registro y acceso a información pública y una fluida y expedita interconexión e interoperabilidad al interior del Sistema, así como con el Ministerio de Educación y con otras instituciones públicas.

q) Realizar o encargar estudios, diagnósticos y evaluaciones de la situación educativa de cada Servicio Local y sus establecimientos educacionales, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda. En el ejercicio de esta atribución, podrá requerir la colaboración de instituciones de educación superior, centros de estudios u otros organismos nacionales o extranjeros.

r) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común.

s) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.

t) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 62

Se refiere al Director de Educación Pública en los siguientes términos:

“La dirección y administración de la Dirección de Educación Pública estará a cargo de un funcionario denominado Director de Educación Pública, quien será el jefe superior del servicio. Estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882 y será nombrado por el Presidente de la República. Su perfil profesional considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.

Al Director de Educación Pública le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:

a) Dirigir, organizar y administrar el funcionamiento del servicio, velando por el desarrollo y mejoramiento de la calidad de la educación pública, considerando la Estrategia Nacional de Educación Pública, las políticas, planes y programas elaborados por el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3 del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

b) Proponer al Ministerio de Educación la remoción, cuando corresponda, de los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24.

c) Ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio. 

d) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios bajo su dependencia, de conformidad a la ley.

e) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 63

Es del siguiente tenor:

“Artículo 63.- Organización Interna. El Servicio deberá contar con una dotación de personal que le permita cumplir con las funciones y atribuciones dispuestas en la presente ley.

El personal de la Dirección de Educación Pública estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.

El Director de Educación Pública, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, establecerá la organización interna del servicio y determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a cada una de las unidades que se establezcan, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 64

Su texto es el que sigue:

“Artículo 64.- Coordinación regional. El Intendente convocará a lo menos a dos reuniones durante el año, a la que asistirán el Secretario Regional Ministerial de Educación, quien actuará como Secretario Ejecutivo, un representante del Gobierno Regional, el Director Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, el Director Regional de la Superintendencia de Educación, el representante zonal de la Agencia de la Calidad de la Educación, el Director Regional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de la región y un representante de la Dirección de Educación Pública, con el objeto de favorecer la coordinación de los Servicios Locales dentro de la región, así como el intercambio de iniciativas de mejora en su gestión, facilitando además la colaboración de los Servicios Locales con otros servicios públicos que se desempeñen dentro de la región. Asimismo, se podrá invitar a las sesiones a representantes de las universidades y centros de formación técnica acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región.

Para ello, podrá realizar propuestas a la Estrategia Nacional de Educación Pública, así como a la Estrategia Regional de Desarrollo, establecida en el decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005, del Ministerio del Interior, velando por la armonización entre ésta y los Planes Estratégicos de cada Servicio Local. Asimismo, podrá promover acuerdos de colaboración con otras entidades públicas o privadas de la región, con el fin de favorecer a las comunidades educativas de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de la región.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente artículo.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 65

Preferencia en concursos públicos relativos al personal docente:

“Los concursos públicos que, de conformidad al artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, se desarrollen para completar la planta docente de establecimientos educacionales de dependencia de un Servicio Local, deberán incluir criterios de selección que ponderen de manera relevante los mejores niveles de práctica pedagógica y conocimientos disciplinarios, de conformidad a la normativa vigente al momento de su realización.

Sin perjuicio de lo anterior, podrán realizarse concursos específicos para determinados grupos de docentes, de acuerdo a las necesidades del o los establecimientos educacionales cuyas vacantes requieran proveerse, y en los cuales podrá considerarse la experiencia requerida para dichos cargos.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
°°°
La indicación número 6 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, es para intercalar, un artículo 66, nuevo, pasando el actual a ser 67 y así sucesivamente, del siguiente tenor: 

“Artículo 66.- Rendición de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial. La rendición de cuentas de ejecución de las subvenciones y aportes de la ley Nº 20.248, destinados a la implementación del Plan de Mejoramiento Educativo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 15 de la presente ley, se realizará a través de la rendición de cuenta pública a que se refiere el artículo 54 de la ley N° 20.529.”.
En votación, la indicación 6 a fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Montes y Pizarro.
°°°

Artículo 66

Imputación del gasto:

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 del Ministerio de Educación, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la Partida 50 del Tesoro Público.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 67

Introduce las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, que reglamenta aplicación del inciso segundo del artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979:

1) Suprímense, en el inciso segundo del artículo 3°, la frase “educacionales y a los” y la frase “de uno y otro género,”.

2) Elimínase, en el inciso primero del artículo 12, la expresión “de educación,”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 68

Modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, en el siguiente sentido:

1) Elimínase, del literal g) del artículo 5°, la expresión “de educación,”.

2) Modifícase, el artículo 23, en el siguiente sentido:

a) Elimínase, en su inciso primero, la expresión “, educación”.

b) Elimínase, en el literal a) de su inciso segundo, la expresión “educación, y”.

3) Elimínase, en el artículo 47, la expresión “educación y”.

4) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 56, la expresión “educación y”.

5) Sustitúyese, en el literal a) del artículo 65, la expresión “los presupuestos de salud y educación” por “el presupuesto de salud”.

6) Sustitúyese el literal g) del artículo 67 por el siguiente:

“g) Los indicadores más relevantes que den cuenta de la gestión en los servicios de salud cuando éstos sean de administración municipal, tales como la situación previsional del personal vinculado al área, el grado de cumplimiento de las metas sanitarias y de salud a nivel comunal;”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 69

Modifica el decreto ley N° 3.166, de 1980, que autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica, de la siguiente forma: 

1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1°:

a) Agrégase, en el inciso primero, luego de “El Ministerio de Educación Pública” la frase “, a través de la Dirección de Educación Pública,”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“Asimismo, al término de la vigencia de los convenios, de acuerdo a la presente ley y el convenio respectivo, el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública podrá renovarlos con las entidades administradoras, traspasarlos a otra entidad administradora o traspasarla a los Servicios Locales de Educación Pública.”.

2) Sustitúyese, en el artículo 5°, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por “de la Dirección de Educación Pública”.
Ante una consulta del Senador señor Montes, la señora Ministra de Educación afirmó que el propietario de los establecimientos es el Ministerio de Educación. Lo que cabe a la Dirección de Educación Pública, entonces, es velar por el cumplimiento de los convenios. Ahora bien, en caso de que alguno de estos últimos se termine, el establecimiento pasa al SLE del territorio respectivo.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 70

Modifica la ley Nº 18.956, de 1990, que reestructura el Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:

1) Intercálase en el literal c) del artículo 2, luego de “establecimientos educacionales”, la frase “, de conformidad al artículo 2 ter de la presente ley”.

2) Reemplázase en la letra c) del artículo 2 bis la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación”.

3) En el artículo 2 ter:

a) Intercálase en su inciso segundo, luego de las palabras “Dichas funciones”, lo siguiente “deberán ser ejercidas en coordinación con el sostenedor y con las instituciones parte del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad y”.

b) Reemplázase el inciso tercero, por el que sigue:

“Los Servicios Locales de Educación Pública brindarán directamente el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.”.

4) En el artículo 15:

a) Intercálase en el inciso primero, luego de la frase “Secretarías Regionales Ministeriales”, la oración “la proposición y evaluación de las políticas y planes en el territorio respectivo. De la misma forma deben”.

b) Intercálase en el inciso primero, antes del punto final, la frase “cuando corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2 ter de la presente ley”. 

c) Intercálase al inicio del inciso segundo: “Asimismo, serán las responsables de la coordinación de las instituciones pertenecientes al Sistema de Aseguramiento de la Calidad en el territorio.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 71

Introduce, mediante 48 numerales, las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto de la ley N° 19.070, que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación:


1) Modifícase el artículo 1° en el siguiente sentido: 


a) Sustitúyese la frase “de administración municipal o particular reconocida oficialmente,” por “administrados por los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante también “Servicios Locales”) o de administración particular reconocida oficialmente,”.


b) Elimínase la frase “, como también quienes ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en los departamentos de administración de educación municipal que por su naturaleza requieran ser servidos por profesionales de la educación”.


2) Reemplázase, en el artículo 3°, la expresión “del sector municipal incluyendo a aquellos que ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en sus órganos de administración” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


3) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 5°, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


4) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 7°, la frase “el sector municipal, entendido en los términos del artículo 19 Y de esta ley,” por “los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación”.


5) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7° bis, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 


6) Reemplázase, en el epígrafe del Título IV, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales”.


7) Modifícase el inciso segundo del artículo 19 de la siguiente forma:


i) Reemplázase el punto y coma que sigue a la frase “Ministerio de Educación”, por la letra “y”.


ii) Elimínase la frase “, y a los que ocupan cargos directivos y técnicos-pedagógicos en los Departamentos de Administración Educacional de cada municipalidad, o de las corporaciones educacionales creadas por estas”.


8) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19 Y:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 19 Y.- El presente Título se aplicará a los profesionales de la educación que desempeñen funciones en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública integrando la respectiva dotación docente.”.


b) Elimínase el inciso segundo.


9) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20: Se entiende por dotación docente el número total de profesionales de la educación que sirven funciones de docencia, docencia directiva y técnico-pedagógica, que requiere el funcionamiento de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local en su respectivo ámbito territorial, expresada en horas cronológicas de trabajo semanales.”.


10) Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 21: La dotación docente de los establecimientos educacionales de cada Servicio Local, incluyendo a quienes desempeñen cargos y horas directivos y técnico-pedagógicos en los Servicios Locales respectivos, será fijada a más tardar el 15 de diciembre del año anterior a aquel en que comience a regir, de conformidad a lo señalado el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública respectivo.”.


b) Reemplázase, en el inciso final, la palabra “municipio” por “Servicio Local respectivo”.


11) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la frase “La Municipalidad o Corporación que fija la dotación docente de cada comuna” por “El Servicio Local, al fijar su dotación docente”.


ii) Sustitúyese el numeral 1 por el siguiente:


“1.- Variación en el número de alumnos del Servicio Local en su ámbito territorial de competencia.”.


iii) Agrégase una conjunción “, y” al final del numeral 3.


iv) Reemplázase, en el numeral 4.- la conjunción “, y” por la siguiente frase: “en situaciones excepcionales.


v) Elimínase el numeral 5.


b) Suprímese, en el inciso segundo, la expresión “de una comuna,”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 


“Todas estas causales para la fijación o la adecuación de la dotación docente deberán estar fundamentadas en el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública. En todo caso, estas modificaciones deberán estar basadas en razones de carácter técnico-pedagógico.”.


12) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “docente de un Servicio Local”. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


13) Modifícase el inciso primero del artículo 26 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la frase “una misma Municipalidad o Corporación Educacional” por “un mismo Servicio Local”.


b) Reemplázase la expresión “la comuna” por “el ámbito territorial de competencia del Servicio Local”.


14) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese la frase “Departamento de Administración de la Educación o por la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local respectivo”.


b) Reemplazáse la frase “Dichos concursos deberán ajustarse a las normas de esta ley y su reglamento” por “Dichos concursos deberán contener el perfil profesional docente requerido, el que será elaborado por el director del establecimiento, con participación de su equipo directivo, y de un docente designado por el Consejo de Profesores. Una vez elaborado el perfil éste será remitido al Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo.”.


15) Modifícase el artículo 28, de la siguiente manera:


a)
Intercálase en su inciso primero, luego de la frase “en un diario de circulación nacional”, lo siguiente: 


“o en el portal de empleos dependiente de la Dirección Nacional del Servicio Civil”. 


b)
Intercálase el siguiente inciso segundo:


“La convocatoria deberá contener, al menos, la identificación del establecimiento educacional, el Servicio Local al que pertenece, la formación requerida y el perfil del cargo.”.


16) Modifícase el artículo 29 de la siguiente manera:


a) Elimínase la expresión “o contratados”.


b) Reemplázase la expresión “un decreto alcaldicio o un contrato de trabajo, según corresponda, documentos que contendrán” por “una resolución administrativa, documento que contendrá”.


c) Reemplázase, en el primer literal, la expresión “Municipalidad o Corporación” por “Servicio Local”.


d) Reemplázase, en el tercer literal, la expresión “a la Municipalidad o Corporación” por “al Servicio Local”.


e) Elimínase, en el último literal, la frase “y período de vigencia, si se tratare de contratos”.


17) Reemplázase, en el artículo 30, la expresión “comuna” por “Servicio Local”.


18) Reemplázase el artículo 31 por uno del siguiente tenor: 


“Artículo 31.- Las Comisiones Calificadoras de Concurso estarán integradas por:


a) Dos funcionarios del Servicio Local designados por su Director. 


b) Un docente elegido por sorteo entre los pares del nivel y de la especialidad de la vacante a llenar. Este docente deberá ser preferentemente de nivel Experto y no podrá pertenecer al establecimiento para el cual se provee la vacante.


Un funcionario designado por el Director Ejecutivo del Servicio Local será secretario de actas de la Comisión y tendrá derecho a voz. Esta Comisión deberá conformar una terna, de entre la cual el director del establecimiento respectivo seleccionará a un candidato.”.


19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 31 bis:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda” por “un representante del Director Ejecutivo del Servicio Local.”.


b) Intercálase, en el inciso segundo, entre la palabra “Consejo” y el punto y coma que le sigue, la siguiente frase precedida de una coma: “quien la presidirá”.


c) Reemplázase, en el inciso segundo, inmediatamente después del segundo punto y coma, la frase “y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo” por “y un director de establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo.”.

d) Elimínase, en el inciso segundo, la oración “En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar reconocido en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, del desarrollo profesional docente, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.”.

e) Elimínase el inciso tercero.

f) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente: 

“Los concursos a los que hace referencia este artículo serán convocados y administrados por los respectivos Servicios Locales, los cuales pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.”.

20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 32:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.

ii) Elimínase la oración “Estos perfiles deberán ser aprobados por el sostenedor.”.

b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.

ii) Reemplázase la frase “de la respectiva municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.

21) Modifícase el artículo 32 bis de la siguiente forma: 

a) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.” por la siguiente: “y serán financiadas con cargo al presupuesto anual de la Dirección Nacional del Servicio Civil.”.

b) Elimínase su inciso cuarto.

c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: “El proceso de selección tendrá el carácter de público, con las reservas señaladas en el artículo quincuagésimo quinto de la ley N°19.882.”.

22) Suprímese, en el inciso primero del artículo 33, la frase “o con el representante legal de la respectiva Corporación Municipal”.

23) Introdúcense, en el artículo 34, las siguientes modificaciones: 

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Consejo Local de Educación Pública y Comité Directivo Local”. 

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda,”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.

c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal con aprobación del sostenedor” por “Director Ejecutivo”.

24) Modifícase el artículo 34 A de la siguiente forma:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.

b) Suprímese, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 

c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.

25) Introdúcense al artículo 34 B las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.

b) Suprímese, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 

c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.

26) Modifícase el artículo 34 C en el siguiente sentido: 

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “de la comuna respectiva” por “del Servicio Local respectivo”.

b) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 34 C, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal” por “del mismo Servicio Local”.

27) Deróganse los artículos 34 D, 34 E, 34 F, 34 G, 34 H, 34 I, y 34 J.

28) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 37, la frase “las Municipalidades o Corporaciones Educacionales” por “los Servicios Locales”.

29) Reemplázase en el artículo 39 la frase “las Municipalidades o Corporaciones municipales empleadoras” por “los Servicios Locales empleadores”.

30) Reemplázase en el artículo 41 bis la frase “municipio o corporación municipal” por “Servicio Local”.

31) Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Departamento de Administración de Educación Municipal o de una misma Corporación Educacional, según corresponda” por “Servicio Local”.

b) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Plan de Desarrollo Educativo Municipal” por “Plan Anual del Servicio Local”. 

c) Elimínase, en el inciso segundo, la expresión “o municipal” todas las veces que aparece.

32) Modifícase el artículo 43 en el siguiente sentido:

a) Modifícase el inciso primero, de la siguiente forma:

i) Reemplázase la expresión “Las municipalidades” por “Los Servicios Locales”.

ii) Reemplázase la palabra “otras” por “otros”.

iii) Reemplazase la palabra “municipalidades” por la expresión “Servicios Locales”.

iv) Reemplázase la expresión “la municipalidad” por “el Servicio Local”.

b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:

i) Reemplázase la palabra “municipio” por la expresión “Servicio Local”.

ii) Reemplázase la expresión “la Municipalidad” por “el Servicio Local”.

c) Reemplázase, en el inciso tercero, el vocablo “municipio” por “Servicio Local”.

33) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 44, la expresión “cualquiera comuna” por “cualquier Servicio Local”.

34) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 46, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 

35) Introdúcense, en el artículo 47, las siguientes modificaciones:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “de la respectiva Municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.

36) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 51, la frase “Departamento de Administración de la Educación o la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local”.

37) Modifícase el artículo 52 en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.

b) Reemplázanse las palabras “otra comuna” por “otro Servicio Local”.

38) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “una dotación comunal” por “la dotación de un Servicio Local”.

b) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:

i) Reemplázase la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.

ii) Agrégase, antes de la expresión “particular subvencionado” la palabra “sector”.

39) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 64, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios locales”.

40) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 70:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente al interior de cada Servicio Local”.

b) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente de los Servicios Locales”.

c) Sustitúyese, en el inciso noveno, la frase “Jefe del Departamento de Administración Municipal de Educación o el Director de la Corporación Municipal respectivo” por “Director Ejecutivo”.

d) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “de la comuna correspondiente” por “del Servicio Local respectivo”.

41) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 70 bis, la frase “Departamentos de Administración de Educación Municipal” por “Servicios Locales”.

42) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 71, la expresión “el sector municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

43) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 72:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “de una dotación docente del sector municipal” por “de la dotación docente de un Servicio Local”.

b) Reemplázase, en el literal b), la frase “en los artículos 127 al 143 de la ley N° 18.883” por “en los artículos 129 al 145 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 

c) Reemplázase, en el párrafo segundo del literal b), la frase “de la respectiva Municipalidad o Departamento de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, designado por el sostenedor”, por “del respectivo Servicio Local”.

d) Sustitúyese, en el literal h), la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.

e) Reemplázase, en el inciso final, la frase “el artículo 134 de la ley N° 18.883” por “el artículo 136 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 

44) Introdúcense, en el artículo 73, las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Alcalde de una Municipalidad o el representante de una Corporación” por “Director Ejecutivo de un Servicio Local”.

b) Elimínase, en el inciso primero, la frase “de Desarrollo Educativo Municipal”.

c) Modifícase el inciso tercero en el siguiente sentido:

i) Sustitúyese la oración “El decreto alcaldicio o la resolución de la Corporación deberán ser fundados y notificados” por “La resolución del Director Ejecutivo del Servicio Local deberá ser fundada y notificada”.

ii) Reemplázase la frase “la respectiva Municipalidad o Corporación” por “el Servicio Local respectivo”.

iii) Reemplázase la expresión “otra Municipalidad o Corporación” por “otro Servicio Local”.

45) Modifícase el artículo 73 bis en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el literal a), la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Sustitúyese, en el inciso final, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.

46) Introdúcense en el artículo 74 las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación” por “del mismo Servicio Local”.

b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “la misma Municipalidad o Corporación” por “el mismo Servicio Local”.

47) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 75, la frase “la Municipalidad o Corporación, según corresponda,” por “el Servicio Local”.

48) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 76, la frase “los decretos alcaldicios o los contratos, según corresponda” por “las resoluciones correspondientes”.
En relación con el numeral 10) del artículo 71, cuya letra a) reemplaza el inciso primero del artículo 21, el Secretario Ejecutivo del Proyecto Nueva Educación Pública, señor Roco, señaló que mientras no se produzca el cambio en la figura del sostenedor, quien define el Plan Anual es el titular de la calidad de sostenedor, es decir, el municipio. De esta forma, luego del traspaso los SLE deberán asumir lo que el municipio haya definido el año anterior.

Puesto en votación el artículo 71 se registraron las siguientes votaciones:

La letra b) del numeral 14) y la letra d) del numeral 19) fueron aprobadas con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Allamand y García.

El resto del artículo fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 72

Modifica la ley N° 19.247, que introduce modificaciones en la ley sobre impuesto a la renta; modifica tasa del impuesto al valor agregado; establece beneficio a las donaciones con fines educacionales y modifica otros textos legales que indica, de la siguiente manera:


1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1°:


a) Modifícase el literal A de la siguiente manera:


i) Reemplázase la frase “las Municipalidades o por sus Corporaciones” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


ii) Reemplázase la expresión “las Municipalidades” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Sustitúyese en el literal C la frase “la Municipalidad respectiva, si se tratare de establecimientos administrados por ella o por su Corporación” por “el Servicio Local respectivo, si se tratare de establecimientos administrados por éste”.


2) Modifícase el inciso final del artículo 7° de la Ley de Donaciones con Fines Educacionales, contenido en el artículo 3° que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con fines Educacionales, de la siguiente forma:


a) Reemplázase la frase “propiedad de la Municipalidad” por “propiedad del Servicio Local”.


b) Reemplázase la palabra “Esta” por el vocablo “Éste”.


c) Reemplázase la frase “dentro de la comuna” por “dentro del ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local”.
Se hizo presente que se requiere enmendar las referencias del texto legal que se modifica.

Dichas enmiendas de referencias fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 73

Intercala, en el artículo 2° de la ley N° 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor, adecuándose los siguientes:

“Podrán también constituirse asociaciones de funcionarios en los Servicios Locales de Educación Pública.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 74

Introduce las siguientes modificaciones en la ley N° 19.410, que modifica la ley N° 19.070, sobre estatuto de profesionales de la educación, el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1993, del Ministerio de Educación, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, y otorga beneficios que señala:


1) Deróganse los artículos 4°, 5° y 6°.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 21: 


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “administrados por municipalidades o corporaciones municipales de educación, los alcaldes”, por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, los Directores Ejecutivos de éstos”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“El Director Ejecutivo deberá consultar previamente sobre esta solicitud al Comité Directivo Local respectivo, y sólo podrá denegarla por motivos fundados.”.


3) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


a) Elimínase el literal a), pasando el actual literal b) a ser el literal a), y así sucesivamente los demás literales.


b) Agrégase un literal h) nuevo del siguiente tenor:


“h) Hasta el 10% de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial establecida en la ley Nº 20.248.”.


4) Sustitúyese, en el artículo 24, la expresión “a la Municipalidad respectiva” por “al Servicio Local respectivo”. 


5) Reemplázase, en el artículo 25, la voz “alcalde” por “Director Ejecutivo del Servicio Local” y la expresión “un decreto alcaldicio” por “una resolución”.


6) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 26:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “a la respectiva Municipalidad” por “al Servicio Local respectivo”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la Municipalidad respectiva” por “el respectivo Servicio Local”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 75

Modifica el artículo 46 del decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto del decreto ley N° 3.063, sobre rentas municipales, en el siguiente sentido:

1) Reemplázase, en el literal a) del inciso cuarto, la expresión “Establecimientos educacionales, hogares” por “Hogares”.

2) Agrégase, en el literal a) del inciso cuarto, después del punto aparte, que pasa a ser una coma, la expresión “y establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 76

Modifica la ley N° 19.464, que establece normas y concede aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales que indica, de la siguiente forma:

1) Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 1°, la frase “tanto del sector municipal como del particular” por “tanto del sector particular como dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.

2) Modifícase el artículo 2° de la siguiente forma: 

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “las municipalidades, o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”. 

b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”. 

3) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:

a) Modifícase su inciso primero como sigue:

i) Reemplázase la frase “por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”.

ii) Reemplázase la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.

b) Sustitúyese la expresión “Las municipalidades o corporaciones” por “Los Servicios Locales”.

4) Reemplázase, en el artículo 5°, la expresión “las municipalidades o corporaciones municipales” por “los Servicios Locales”.

5) Sustitúyese, en el artículo 7°, la frase “departamentos de administración educacional de las municipalidades, cualquiera sea su denominación” por “Servicios Locales de Educación Pública”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 77

Agrega, en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, un artículo 4º bis, nuevo, del siguiente tenor: 

“Artículo 4 bis.- Los Servicios Locales de Educación Pública podrán acogerse al beneficio de la subvención que establece esta ley, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, siempre que éstos cumplan con los requisitos fijados en el artículo 6º.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 78

Modifica la ley N° 19.979, que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales, en el siguiente sentido:

1) Introdúcense en el artículo 7° las siguientes modificaciones:

a) Intercálase, entre las locuciones “subvencionado” y “deberá”, la frase “o que reciba aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento,”.

b) Incorpórase un inciso segundo del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo Escolar deberá establecer en su acta constitutiva las instancias para considerar las opiniones de los niños que asistan al establecimiento en los niveles de educación parvularia y básica, en temas de su interés de acuerdo a sus capacidades, niveles de desarrollo y cultura.”.

c) Agrégase el siguiente inciso tercero:

“En los establecimientos que impartan exclusivamente educación parvularia y que se encuentren incluidos en el inciso primero, estos consejos de denominarán “Consejos de Educación Parvularia”.”.

2) Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:

a) Reemplázase, en las letras c) y d) del inciso segundo, la expresión “municipales” por “dependientes de los servicios locales de educación”.

b) Agrégase, en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “ En los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública el consejo escolar tendrá facultades resolutivas respecto de las cuestiones señalados en los literales d) y e). Con este objeto el consejo organizará una jornada para recabar las observaciones, aportes e inquietudes de la comunidad escolar respecto de estas materias.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 79

Modifica la ley N° 20.248, sobre subvención escolar preferencial, de la siguiente forma:


1) Modifícase el artículo 7 de la siguiente forma: 


a) Intercálase el siguiente párrafo segundo y tercero en el literal  d):


“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, le corresponderá a sus directores elaborar, en conjunto con la comunidad educativa, y proponer al Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en este artículo, así como los Planes de Mejoramiento Educativo establecidos en los artículos 19 y 26 de la presente ley, cuando corresponda, previa consulta al consejo escolar del establecimiento. 


El Director Ejecutivo, podrá realizar observaciones al plan presentado por el director a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local, la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva.

En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.”.

b) Elimínase el segundo párrafo del literal f) del artículo 7. 

2) Reemplázase en el numeral 4 del inciso segundo del artículo 8, la frase “municipales o administrados por corporaciones municipales” por “educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.”.

3) Elimínase, en el inciso final del artículo 11, la frase “El Ministerio de Educación, a solicitud de los municipios, deberá promover y apoyar, cuando así se lo soliciten, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas.”. 


4) Agrégase, en el párrafo primero del numeral 2) del artículo 26, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, corresponderá al Servicio Local, a través del director del establecimiento educacional respectivo, elaborar y cumplir este Plan.”.


5) Reemplázase el inciso tercero de artículo 28 por el siguiente:


“En el caso de no lograrse los resultados educativos señalados en el inciso primero, los establecimientos estarán afectos a los mecanismos establecidos en los artículos 30 y 31 de la ley Nº 20.529, según corresponda.”.


6) Reemplázase la letra e) del artículo 29 por la siguiente:


“e) Mantener un sistema de apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° ter de la ley N° 18.956.”.


7) Reemplázase en el inciso primero del artículo 33 bis la frase “municipios, corporaciones municipales” por “Servicios Locales de Educación Pública”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 80

Modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, de la siguiente forma:

1) Reemplázase, en el literal a) del artículo 46, la frase “las personas jurídicas de derecho público, tales como municipalidades y otras entidades”, por “, en el caso de órganos pertenecientes a la Administración del Estado, únicamente los Servicios Locales de Educación Pública y la Junta Nacional de Jardines Infantiles. En el caso de entidades que no pertenecen a la Administración del Estado, serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público”.

2) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 89:

a) Sustitúyese, en el literal b), la expresión “el ámbito municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Agrégase, en el literal b), antes de la voz “particular” la frase “en el sector”.

c) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la educación municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 81

Introduce las siguientes modificaciones en la ley N° 20.529, que establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización:


1) Reemplázase, en la letra d) del artículo 3°, la expresión “así como los sostenedores del sector municipal,” por “así como los Servicios Locales de Educación Pública”.


2) Agrégase el siguiente párrafo segundo al literal e) del artículo 11: 


“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, dichos informes deberán ser estudiados por su equipo directivo y consejo de profesores, y por los equipos técnicos del Servicio, e incorporar las recomendaciones que estimen pertinentes a su Plan de Mejoramiento Educativo siguiente. La no incorporación de las propuestas deberá ser fundada.”.


3) Reemplázase, en la letra g) del artículo 11, la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación Pública.”.


4) Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo en el artículo 12, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto y así sucesivamente:


“Para el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia realizará además una evaluación integral de la gestión de estos servicios que incluya recomendaciones indicativas para el mejoramiento de la gestión del Servicio Local. Estas recomendaciones deberán considerar especialmente los objetivos y prioridades establecidas en el Plan Estratégico Local del Servicio respectivo, así como las estrategias y acciones que éste contemple para el cumplimiento de dichos objetivos.”. 


5) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 13: 


“Para efectos de lo señalado en el inciso cuarto del artículo 12, la Agencia definirá, a partir de su planificación anual, los Servicios Locales que serán evaluados, considerando para ello el nivel de cumplimiento de los estándares establecidos en esta ley. Con todo, la totalidad de los Servicios Locales deberá ser evaluada con una periodicidad no superior a seis años.”.


6) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 14:


“En el caso de los informes referidos a los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia deberá remitir copias de dichos informes a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo Local y al Consejo Local respectivo.”.


7) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 26 la frase “El Ministerio de Educación podrá”, por “El Ministerio de Educación o los Servicios Locales de Educación Pública podrán”.


8) Sustitúyense los actuales incisos tercero y cuarto del artículo 27 por los siguientes:


“Corresponderá al Servicio Local de Educación Pública respectivo proporcionar el apoyo técnico pedagógico que sea necesario a los establecimientos educacionales de su dependencia.


El apoyo brindado de conformidad a este artículo deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos ordenados en las categorías c) y d) del artículo 17 y en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico.”.


9) Reemplázase el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- Los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente deberán recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello, los establecimientos particulares subvencionados podrán recurrir al Ministerio de Educación, que prestará este servicio directamente o a través de una persona o entidad del Registro Público de Personas o de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación. 


En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local de Educación Pública que tengan Desempeño Insuficiente, dicho Servicio deberá incorporar en su Plan Anual medidas específicas de apoyo técnico pedagógico que tiendan al mejoramiento de los resultados educativos del establecimiento afectado.


Las medidas señaladas en los incisos precedentes deberán brindarse hasta que dicho establecimiento abandone la categoría Desempeño Insuficiente o por un plazo máximo de cuatro años. Con todo, si el establecimiento no logra ubicarse en una categoría superior, pero muestra una mejora significativa, podrá seguir sujeto a las medidas señaladas en los incisos precedentes hasta por un año más. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 31 de esta ley.


La Agencia definirá, en normas de carácter general, los criterios para determinar la mejora significativa de un establecimiento educacional. Estos criterios deben guardar relación con los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y en sus bases curriculares y con los otros indicadores de calidad educativa.”.


10) Agrégase al literal d) del artículo 35, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, deberá aprobar el informe y las medidas de reestructuración, de conformidad al inciso tercero del artículo 31.”.”.


11) Sustitúyese el literal h) del artículo 41 por el siguiente:


“h) Certificar, según lo que establece el artículo 31, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. Dicha certificación deberá contar con la aprobación del Consejo de la Agencia.”.


Asimismo, deberá elaborar el informe a que hace referencia el artículo 31.”.


12) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 68, la frase “o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate” por “o al domicilio del Servicio Local de Educación respectivo.”.


13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 89:


a) Suprímese la letra f), pasando la actual g) a ser f).


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “, f) y g)” por “y f)”.


14) Incorpórase un párrafo segundo, nuevo, en el literal e), del artículo 73, del siguiente tenor:


“En el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, solo será aplicable la inhabilidad temporal para ejercer el cargo de Director Ejecutivo, hasta por un plazo de cinco años.”.


15) Modifícase el artículo 92 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el literal a) por el siguiente:


“a) Asumir la representación legal del establecimiento. Esta representación legal lo faculta, expresamente, para ejercer la titularidad de las acciones administrativas, civiles y/o penales para perseguir la responsabilidad, en su caso, de los administradores y/o sostenedores.”.


b) Elimínase del párrafo primero del literal h) la frase “por renuncia o revocación,”.


16) Derógase el artículo 96.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
Artículo 82

Reemplaza el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845, de inclusión escolar, por el siguiente:

“Artículo trigésimo séptimo.- Créase un Fondo destinado a la recuperación y fortalecimiento de la educación pública escolar y parvularia, en todos sus niveles y modalidades, sea que ésta se encuentre administrada directamente por municipios o a través de corporaciones municipales o por los Servicios Locales de Educación Pública.

Los recursos de este Fondo deberán ser utilizados para el cumplimiento de los siguientes objetivos:

i) Mejorar la calidad del servicio educativo a cargo de las municipalidades y corporaciones municipales mientras éste no haya sido traspasado a los Servicios Locales.

ii) Facilitar la instalación y funcionamiento del Sistema de Educación Pública, especialmente el traspaso del servicio educativo a los Servicios Locales, de conformidad a las disposiciones transitorias establecidas en la ley que crea el Sistema de Educación Pública, en particular, las contenidas en su párrafo quinto de sus disposiciones transitorias.

Los Planes de Transición señalados en el párrafo 6° de las disposiciones transitorias de la ley que crea el Sistema de Educación Pública podrán ser financiados con los recursos de este Fondo.

El monto anual de este Fondo se establecerá en la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva, y ascenderá a $250.000.000 miles para los años 2018 a 2019, $200.000.000 miles para el año 2020, $150.000.000 miles para el año 2021 y $100.000.000 miles para los años 2022 al 2025.

Mediante resolución del Ministerio de Educación, suscrita por el Ministerio de Hacienda, se establecerán los mecanismos de distribución de estos recursos, los usos específicos en que se emplearán, y las formas y procedimientos de entrega y rendición de los mismos, cuando ello corresponda.

La asignación de recursos de este Fondo entre las entidades señaladas en el inciso primero deberá ajustarse a criterios de transparencia, pertinencia, equidad y no discriminación arbitraria, y se formalizará mediante una o más resoluciones del Ministerio de Educación, copia de las cuales se remitirá a la Dirección de Presupuestos.
El Honorable Senador señor Montes observó que el Fondo a que se refiere este artículo va disminuyendo de manera progresiva. Preguntó cómo se espera, entonces, que se mantenga el sistema.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y una abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo 83

Prescribe lo siguiente:

“Artículo 83.- Referencias. Todas las referencias que las leyes, decretos, reglamentos y, en general, la normativa vigente haga a las municipalidades, los departamentos de administración de educación municipal o las corporaciones municipales creadas antes del 31 de marzo de 1988 conforme a las normas del Código Civil y a los decretos N° 462, de 1981, y N° 110, de 1976, ambos del Ministerio de Justicia en tanto sostenedores de establecimientos educacionales, que no hayan sido suprimidas o adecuadas por la presente ley, deberán entenderse hechas al o los Servicios Locales de Educación Pública que corresponda conforme a su ámbito de competencia territorial.

Asimismo, cada vez que la normativa señalada en el inciso anterior se refiera al Jefe del Departamento de Administración de la Educación Municipal, debe entenderse referido el Director Ejecutivo de los Servicios Locales. En aquellos casos en que dichas normas aludan a los establecimientos del sector municipal, la referencia debe entenderse hecha, a su vez, a los establecimientos dependientes de los Servicios Locales.

Se excepcionarán de lo dispuesto en los incisos precedentes aquellos casos en que aparezca de manifiesto que la disposición cuya referencia se prescribe adecuar resulta inaplicable a los Servicios Locales o al Director Ejecutivo, atendida la naturaleza del servicio o el cargo, respectivamente.

Finalmente, sin perjuicio de las modificaciones efectuadas en el presente Título, se entenderá que será siempre el Servicio Local el que diseñará, coordinará y prestará el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.”.

En este artículo recayó la indicación número 7 a de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo:

“A los Servicios Locales les será aplicable la normativa que rige a los sostenedores de establecimientos educacionales. Así, para todos los efectos legales, en caso que las normas se refieran al sostenedor o sostenedores, deberán entenderse comprendidos los Servicios Locales de Educación, en concordancia con lo establecido en el decreto fuerza de ley N° 2 de 2009, del Ministerio de Educación.”.
Puesto en votación el artículo y la indicación, fueron aprobados con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero
Establece que la ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación, sin perjuicio de las excepciones establecidas en los siguientes artículos. 
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro. 
Artículo segundo

Regula la entrada en vigencia de derogaciones y modificaciones de otras leyes, del siguiente modo:

“Lo dispuesto en el Título V de esta ley entrará en vigencia desde la fecha del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio. En consecuencia, las modificaciones legales establecidas en dicho Título no surtirán efectos respecto de aquellas municipalidades o corporaciones municipales que continúen prestando el servicio educacional.

Se exceptuará de lo dispuesto en el inciso anterior, el numeral 3) del artículo 81, que entrará a regir una vez transcurridos tres años desde la fecha de traspaso del servicio educacional, respecto de cada Servicio Local.”.
Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo tercero
Su texto es el que sigue:

“Artículo tercero.- Entrada en vigencia de la calidad de sostenedor de los Servicios Locales. Lo establecido en el inciso tercero del artículo 17 de la presente ley entrará en vigencia respecto de cada Servicio Local, en lo relativo a su calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.”.

Se acordó efectuar enmiendas en la redacción por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo cuarto
Dispone lo siguiente:

“Artículo cuarto.- Traspaso del servicio educacional. Traspásase el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de las corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, a los Servicios Locales de Educación Pública creados de conformidad al artículo 16 de esta ley, en la oportunidad, forma y condiciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.

Para estos efectos, se entenderá indistintamente por “corporación municipal” o “corporaciones municipales”, según corresponda, aquellas corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.”.

Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo quinto
Determinación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales:

El Presidente de la República, mediante uno o más decretos expedidos a través del Ministerio de Educación, los que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determinará el ámbito de competencia territorial, el domicilio y la denominación de los Servicios Locales, con arreglo a la distribución territorial establecida en el artículo 16 de la presente ley. El ámbito de competencia territorial de cada servicio se determinará sobre la base de una comuna o agrupación de comunas dentro de una misma región, no pudiendo dividirse el territorio de éstas.

Para efectos de lo establecido en el inciso precedente, el Presidente de la República deberá considerar, a lo menos, los siguientes criterios: matrícula total de estudiantes en el territorio; número de establecimientos dependientes de cada municipalidad, y distancia y conectividad entre los establecimientos educacionales dependientes de cada municipalidad.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.

Artículo sexto
Regula lo referido a la entrada en funcionamiento de los Servicios Locales:

El Presidente de la República, mediante uno o más decretos del Ministerio de Educación, suscritos además por el Ministro de Hacienda, determinará un calendario de instalación que establezca las fechas en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales de Educación Pública, de conformidad a las siguientes reglas.

Primera etapa de instalación: 

1) Entrará en funcionamiento entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local de la región Metropolitana, que comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia; 

2) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2019 un Servicio Local de la región de Coquimbo; un Servicio Local de la región de La Araucanía; un Servicio Local de la región de Biobío; y un Servicio Local de la región de Atacama;

3) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020 el Servicio Local de la región de Arica y Parinacota; un Servicio Local de la región de Atacama; un Servicio Local de la región de Valparaíso; un Servicio Local de la región de Antofagasta; un Servicio Local de la región Metropolitana; y un Servicio Local de la región de Los Lagos.

Segunda etapa de instalación:

4) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2022 quince Servicios Locales.

5) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2023 quince Servicios Locales.

6) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2024 quince Servicios Locales.

7) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2025 catorce Servicios Locales.

Los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con al menos seis meses de anticipación a la fecha de traspaso del servicio educacional, excepto el establecido en el numeral 1) de este artículo.

El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, que deberá además ser suscrito por el Ministro de Hacienda, podrá modificar el calendario de la segunda etapa de instalación. Para estos efectos deberá considerar los informes del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública regulado en el artículo siguiente.
En este artículo recayó la indicación número 8 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para modificarlo de la siguiente manera: 

a) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:

“Primera etapa de instalación:

1) Entrarán en funcionamiento entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región Metropolitana, el cual comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia; y un Servicio Local en la región de Atacama, el cual comprende las comunas de Vallenar, Alto del Carmen, Freirina y Huasco.

Asimismo, entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región de Coquimbo, el cual comprende las comunas de Coquimbo y Andacollo; y un Servicio Local de la región de la Araucanía, el cual comprende las comunas de Nueva Imperial, Carahue, Toltén, Teodoro Schmidt y Saavedra.

2) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2019 el Servicio Local de la región de Arica y Parinacota; un Servicio Local de la región Metropolitana; y un Servicio Local de la región del Biobío.

3) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020 un Servicio Local de la región de Valparaíso; un Servicio Local de la región Metropolitana; un Servicio Local de la región del Libertador Bernardo O’Higgins; y un Servicio Local de la región de Atacama.”.

b) Reemplázase su inciso final por el siguiente:

“El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación suscrito además por el Ministro de Hacienda, podrá, en el marco de las reglas anteriores, modificar el calendario de la segunda etapa de instalación. Para estos efectos deberá considerar los informes del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública regulado en el artículo siguiente.”.
La indicación fue retirada mediante oficio número 129-365, de 24 de agosto de 2017.

Enseguida, se presentaron las siguientes indicaciones:

La indicación número 9 a del Honorable Senador señor Montes, para eliminar el inciso final.

La indicación fue retirada por su autor.

La indicación número 10 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para modificarlo de la siguiente manera: 

a) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:

“Primera etapa de instalación:

1) Entrarán en funcionamiento entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región Metropolitana, el cual comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia; y un Servicio Local en la región de Coquimbo, el cual comprende las comunas de Coquimbo y Andacollo.

Asimismo, entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región de Atacama, el cual comprende las comunas de Vallenar, Alto del Carmen, Freirina y Huasco; y un Servicio Local de la región de La Araucanía, el cual comprende las comunas de Nueva Imperial, Carahue, Toltén, Teodoro Schmidt y Saavedra.

2) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2019 el Servicio Local de la región de Arica y Parinacota; un Servicio Local de la región Metropolitana y un Servicio Local de la región del Biobío.

3) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020 un Servicio Local de la región de Valparaíso; un Servicio Local de la región de Los Lagos; un Servicio Local de la región del Libertador Bernardo O’Higgins; y un Servicio Local de la región de Atacama.”.

b) Reemplázase su inciso final por los siguientes:

“El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, podrá, en el marco de las reglas anteriores, modificar el calendario de la segunda etapa de instalación.

Si, por razones fundadas, se hiciera necesario extender las fechas de entrada en funcionamiento de la segunda etapa de instalación más allá del año 2025, el Presidente de la República podrá, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, y previo informe favorable del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública, prorrogar dicho proceso por un nuevo período delimitado. Para estos efectos, deberá considerar además el informe de la Agencia de Calidad de la Educación respecto de la implementación de la primera etapa de instalación al que hace referencia el artículo séptimo transitorio.”.
La Honorable Senadora señora Von Baer consultó si existe trabajo avanzado con los municipios de Atacama y La Araucanía que podrían traspasarse a un servicio local el año 2018.

Asimismo, observó que la indicación propone que, si el Presidente de la República decidiera extender la fecha de entrada en funcionamiento de la segunda etapa de instalación más allá del año 2025, tendría que hacerlo con informe favorable del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública, lo que podría presentar el problema de que existan posiciones divergentes al interior de dicho Consejo, que, además, contará con seis integrantes con derecho a voto, por lo que parecería conveniente que el Subsecretario también pueda votar.

La señora Ministra indicó que el trabajo avanzado con los municipios de la zona del Valle del Huasco es similar al que se ha hecho con los municipios del sector Barrancas en la región Metropolitana, y existen equipos que están laborando en la actualidad para determinar los bienes y otras materias relevantes.

En el caso de La Araucanía, apuntó, se trata de un grupo de alcaldes de distintos sectores políticos que se unieron para pedir formar un servicio local y que tienen como característica común el estar consideradas como zonas de rezago. Añadió que en materia de información se encuentran un poco menos avanzados que aquellos de Atacama.

La Subsecretaria de Educación, señora Quiroga, agregó que se trata de zonas con un equilibrio financiero que las transforma en opciones válidas para recibir algunos de los primeros servicios locales.

El señor Ministro manifestó que la idea que se tuvo al conformar el Consejo es que sus integrantes fueran personas de destacada trayectoria en educación, que debieran coincidir en un informe técnico acerca de si es necesario o no extender la implementación de la iniciativa, sin que prevalezcan consideraciones de orden político.

La Honorable Senadora señora Von Baer planteó que la situación cambia, porque ahora el Presidente deberá obrar con un informe favorable del Consejo, antes sólo debía tomarlo en cuenta, por lo que, en su opinión, debe tomarse en cuenta la hipótesis en que el Consejo muestre posiciones divididas.

El Asesor del Comité Demócrata Cristiano, señor Pedro Montt, señaló que el informe del Consejo es un reporte de fortalezas y debilidades del proceso de implementación. Agregó que la prórroga, de existir, deberá hacerse por un nuevo período “delimitado”, por lo que no podrá extenderse indefinidamente.

La señora Ministra planteó que la experiencia del Ministerio en cuanto a cuerpos colegiados que emiten informes, indica que llegan a acuerdo e influyen en el actuar del Gobierno, como ocurre con la Agencia de la Calidad para la Educación y el Consejo Nacional de Educación.

La Honorable Senadora señora Von Baer llamó la atención acerca de que en la Agencia existe voto dirimente del Presidente, misma cosa que está intentando proponer para el Consejo.

El señor Ministro planteó que el Consejo, para elaborar su propuesta debiera considerar la opinión del Ministerio de Hacienda en cuanto al aspecto financiero de la implementación.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que si existen dos bloques con posiciones antagónicas, la idea fue que un sector tenga que convencer al menos a uno del otro bloque para formar una mayoría. En cuanto a lo financiero, estimó que el Presidente de la República mantendrá potestad absoluta para postergar la implementación con el sólo argumento de que no alcanzan los recursos para instalar de acuerdo a lo planificado.
El Honorable Senador señor Pizarro observó que son varias las situaciones extremas y complejas que se les pueden ocurrir. Indicó que no le gusta la idea de que el Presidente pueda prorrogar, y el Presidente que suceda a aquel que podría prorrogar también se encontrará con la dificultad de tener un informe favorable a esa prórroga en caso que quiera acelerar el proceso. Agregó que el Consejo tiene un mandato que implica encontrar acuerdos y opiniones ponderadas, y si no lo hace significa un fracaso del órgano propuesto.

El señor Ministro insistió en que se trata de un Consejo formado por profesionales de alto nivel que deben buscar la correcta implementación de una política pública, no una definición política coyuntural.
Puestos en votación el artículo y la indicación 10 a, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro. 
Artículo séptimo
Su texto es el que sigue:

“Artículo séptimo.- Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública. Existirá un Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública (en adelante también “el Consejo de Evaluación”), el que será presidido por el Subsecretario de Educación e integrado además por seis profesionales de reconocida experiencia en las áreas de políticas públicas, educación y administración municipal o del Estado.

Dichos profesionales deberán ser ajenos a la administración del Estado, salvo aquellos que ejerzan funciones docentes, debiendo reflejarse en la conformación del Consejo una adecuada diversidad de visiones y competencias. Serán designados por el Presidente de la República y su participación será ad honorem. 

La Subsecretaría de Educación prestará apoyo administrativo al Consejo y el Director de Educación Pública será su secretario ejecutivo, teniendo sólo derecho a voz. El Consejo determinará su forma de funcionamiento mediante acuerdo.

El Consejo de Evaluación tendrá como misión principal asesorar al Presidente de la República en la evaluación y análisis del proceso de instalación de los Servicios Locales. A fin de dar cumplimiento adecuado a esta tarea, entregará un informe anual de seguimiento de la puesta en marcha del Sistema de Educación Pública, debiendo presentar, en el año 2021, una evaluación intermedia de este proceso.

En el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá proponer al Presidente de la República, de manera fundada y con el voto favorable de la mayoría de sus miembros indicados en el inciso segundo de este artículo, modificaciones legales, reglamentarias o de otra índole, tales como la modificación del calendario de la segunda etapa de instalación de los Servicios Locales; la extensión del proceso por un nuevo período o la creación de nuevas etapas de instalación; la implementación de formas de administración o gestión del servicio educacional; la modificación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales; diferir, incluir o no considerar temporalmente a una o más comunas en el proceso de instalación; variar el número total de Servicios Locales; modificaciones de cualquier naturaleza en aquellos casos en que advierta problemas en la implementación del Sistema; y cualquier otra política pública, medida, procedimiento o mecanismo orientado a mejorar el Sistema Nacional de Educación Pública.

Para la elaboración de sus propuestas el Consejo solicitará información a los directores de Servicios Locales instalados y autoridades municipales y regionales, y consultará a representantes de profesores y asistentes de la educación, representantes estudiantiles del nivel escolar y académicos con experiencia en la materia, entre otros. De igual forma, podrá solicitar estudios e informes a las Subsecretarías de Educación y de Educación Parvularia, a la Agencia de Calidad de la Educación, Superintendencia de Educación y a otros órganos de la administración que estime pertinente. Con todo, los informes del Consejo deberán contener la opinión del Ministro de Hacienda respecto del impacto presupuestario de las propuestas.

El Consejo terminará su labor a más tardar el 1 de enero de 2025 o en el último año que se establezca en el calendario de instalación de los Servicios Locales.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones:

La indicación número 11 a del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar, en el inciso cuarto, el guarismo 2021 por “2022”.

La indicación número 12 a del Honorable Senador señor Montes, para incorporar, en el inciso cuarto, entre la expresión “Pública” y la coma que le sucede, la frase: “, incluyendo la situación de los servicios educacionales prestados por las municipalidades sea que hayan optado por postergar su ingreso a éste o que no hayan sido traspasados aún”.

La indicación número 13 a del Honorable Senador señor Montes, para sustituir, en el inciso quinto, la expresión “En el cumplimiento de sus funciones” por “En este último informe”.

La indicación número 14 a del Honorable Senador señor Montes, para incorporar, en el inciso sexto, a continuación de “Superintendencia de Educación”, la frase: “, a las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y el Senado”.

Las indicaciones 11 a, 12 a, 13 a y 14 a, fueron retiradas por su autor.
La indicación número 15 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para modificarlo de la siguiente manera:

a) Intercálase, en su inciso sexto, a continuación de “sus propuestas el Consejo” lo siguiente: “considerará un informe sobre la primera etapa del proceso de instalación que para estos efectos le proporcionará la Agencia de Calidad de la Educación, considerando la calidad, funcionamiento y desarrollo del servicio educacional provisto por los Servicios Locales. Asimismo,”.

b) Agrégase un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:

“En el mes de marzo de cada año el Ministro de Educación dará cuenta del estado de avance de la implementación del Sistema de Educación Pública a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado, en sesión conjunta.”.
Puestos en votación el artículo y la indicación 15 a, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo octavo
Textualmente, prescribe lo siguiente:

“Artículo octavo.- Fecha del traspaso del servicio educacional. El 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de un Servicio Local, se le traspasará, por el solo ministerio de la ley, el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de corporaciones municipales, de las comunas en las cuales éste ejerza su competencia, lo cual comprenderá los bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y humanos asociados a la prestación de dicho servicio, de conformidad a las disposiciones transitorias siguientes.

Con todo, en caso que el Servicio Local establecido en el numeral 1) del artículo sexto transitorio entre en funcionamiento antes del 31 de diciembre de 2017, se le traspasará el servicio educacional, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018. Si la entrada en funcionamiento de dicho Servicio Local se produce en una fecha posterior, se aplicará lo dispuesto en el inciso precedente.”.

En este artículo recayó la indicación número 16 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para reemplazar su inciso segundo por los siguientes: 

“Con todo, el servicio educacional se traspasará, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018 a los Servicios Locales establecidos en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio en caso de que entren en funcionamiento antes del 1 de enero del mismo año. Si la entrada en funcionamiento se produce con posterioridad a dicha fecha, el servicio educacional se traspasará según lo establecido en el inciso anterior.

Asimismo, en el caso de los Servicios Locales establecidos en el párrafo segundo del numeral 1) del artículo sexto transitorio, el traspaso tendrá lugar por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso primero el 1 de julio de 2018, siempre que la resolución a que se refiere el artículo vigésimo segundo transitorio sea dictada cuatro meses antes de dicha fecha, debiendo dictarse una resolución por cada Servicio Local. En caso de que la dictación de la resolución se produzca en una fecha posterior, se aplicará lo dispuesto en el inciso primero del presente artículo.”.
La indicación fue retirada mediante oficio número 129-365, de 24 de agosto de 2017.

Enseguida, se presentó la indicación número 17 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para reemplazar su inciso segundo por los siguientes: 

“Con todo, el servicio educacional se traspasará, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018 a los Servicios Locales establecidos en el párrafo primero del numeral 1 del artículo sexto transitorio en caso de que entren en funcionamiento antes del 1 de enero de 2018. Si la entrada en funcionamiento se produce con posterioridad a dicha fecha, el servicio educacional se traspasará según lo establecido en el inciso anterior.

Asimismo, en el caso de los Servicios Locales establecidos en el párrafo segundo del numeral 1 del artículo sexto transitorio, el traspaso tendrá lugar por el solo ministerio de la ley, y en las mismas condiciones del inciso primero de este artículo, el 1 de julio de 2018, siempre que se dicte la resolución a que se refiere el artículo vigésimo segundo transitorio, lo cual sólo podrá realizarse dentro de los tres meses anteriores de la fecha señalada, debiendo dictarse una resolución por cada Servicio Local. En el evento que dicha dictación se produzca en una fecha posterior, se aplicará lo dispuesto en el inciso primero del presente artículo. En tal caso, el Ministro de Educación deberá dar cuenta a las comisiones con competencia sobre las materias de educación de la Cámara de Diputados y del Senado sobre las razones fundadas para no haber dictado la señalada resolución en el plazo definido.”.
El señor Ministro explicó que el nuevo inciso final que se propone, se refiere al tercer y cuarto servicio local de educación que se instalarán, disponiendo que el servicio educacional se traspasará sólo si existe una resolución en tal sentido emitida dentro de los tres meses anteriores. Agregó que, de no dictarse la referida resolución, el traspaso se producirá el 1 de enero de 2019.

El Honorable Senador señor Montes planteó que si no se dicta la referida resolución debían explicitarse las razones fundadas de ese hecho.
El Asesor del Comité UDI, señor Barrera, señaló que la oración final del inciso propuesto dispone que el Ministro de Educación deberá dar cuenta ante las comisiones de Educación de ambas cámaras sobre las razones fundadas a las que se ha hecho referencia.
El Honorable Senador señor Montes insistió en que debe existir un acto administrativo que dé las razones por las cuales no se dictó la resolución a la que se hace referencia.
En votación la indicación 17 a, fue aprobada, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro. 

Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo noveno
Prescribe lo siguiente:

“Artículo noveno.- Traspaso de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, que cuenten con reconocimiento oficial al 31 de diciembre de 2014, ya sea que se encuentren en funcionamiento o en receso, así como aquellos que se creen a partir de dicha fecha hasta el momento del traspaso, se traspasarán al Servicio Local que ejerza sus competencias en las correspondientes comunas, de conformidad a los artículos siguientes, y en la misma forma y oportunidad señalada en el artículo anterior.

El Servicio Local será el sucesor legal de la municipalidad, o la corporación municipal en su caso, en la calidad de sostenedor del establecimiento educacional traspasado.

Los inmuebles donde funcionaron establecimientos educacionales de administración municipal o administrados por corporaciones municipales, que al 31 de diciembre de 2014 hubieren perdido su reconocimiento oficial, dejarán de estar afectos al servicio educacional y pasarán a ser de libre disponibilidad por parte de la municipalidad o corporación municipal respectiva; siempre que estas hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición, y sólo una vez que se haya efectuado el traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local según lo establecido en estas disposiciones transitorias.”.

Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo décimo
Su texto es el siguiente:

“Artículo décimo.- Postergación del traspaso del servicio educacional. Una municipalidad o corporación municipal podrá solicitar al Ministerio de Educación que el servicio educacional de su comuna no sea traspasado al Servicio Local respectivo en los plazos que le correspondieren en virtud de los artículos anteriores, siempre que cumpla con los siguientes requisitos copulativos:

a) Que al momento de la solicitud, a lo menos el 60% del total de establecimientos a su cargo presente niveles educativos ordenados como de desempeño alto o medio alto, según la ordenación realizada por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley N° 20.529. Para estos efectos se considerarán las ordenaciones correspondientes al último año disponible.

b) Que la evolución del total de la matrícula en los establecimientos que administra, durante los seis años previos al momento de la solicitud, ubique a la respectiva municipalidad o corporación municipal dentro del 30% de mejor desempeño a nivel nacional para dicho índice. 

Para estos efectos se entenderá por “total de la matrícula” aquella comprendida entre el primer año de educación básica y el cuarto año de educación media regular, incluyendo las diversas formaciones diferenciadas y modalidades de enseñanza. Asimismo, para establecer esta evolución se deberá considerar el efecto demográfico referido a la evolución de la población entre 6 y 18 años de las comunas del país para el mismo periodo.

c) Que durante los 24 meses previos a la solicitud, no haya registrado obligaciones previsionales impagas respecto de los profesionales de la educación, asistentes de la educación o personal de apoyo y administración educacional de su dependencia, por un monto superior a las 400 unidades de fomento calculadas a la fecha en que se presente la solicitud.

d) Que al momento de la solicitud, la deuda de la municipalidad o corporación municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, según lo establecido en el artículo trigésimo transitorio, no supere el 5% de sus ingresos anuales por concepto de subvenciones escolares y aportes del Estado para el mismo año, descontados los aportes de capital. Para estos efectos no se considerará la deuda ocasionada por los anticipos de subvención realizados para financiar planes de retiro de funcionarios.

El municipio o corporación municipal deberá presentar su solicitud durante el mes de enero del año en que entrará en funcionamiento el Servicio Local con competencia sobre la comuna respectiva. El Ministerio de Educación tendrá un plazo de 60 días para verificar el cumplimiento de los requisitos y acoger la solicitud si fuera procedente.

El Ministerio de Educación deberá evaluar anualmente, a más tardar en marzo de cada año, si las municipalidades o corporaciones municipales autorizadas mantienen el cumplimiento de los requisitos establecidos en los literales de este artículo. De no ser así, el traspaso del servicio educacional que prestan se ajustará a lo establecido en el calendario de instalación definido por el Presidente de la República; y en caso de encontrarse ya en funcionamiento el respectivo Servicio Local con competencia sobre la comuna, se deberá proceder al traspaso del servicio educacional, según las normas establecidas en estas disposiciones transitorias. 

Un reglamento del Ministerio de Educación suscrito por el Ministro de Hacienda especificará los requisitos indicados en los literales de este artículo y la forma e instrumentos para su evaluación, y el procedimiento de solicitud y aprobación del requerimiento de la municipalidad o corporación municipal.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones:

La indicación número 18 a del Honorable Senador señor Montes, para agregar, en el inciso primero, a continuación de la letra d), la siguiente letra e), nueva:

e) Que la presentación se realice en conjunto con una o más municipalidades colindantes, cuyos resultados en los estándares señalados en las letras precedentes no les permitan acceder a esta postergación. Deberá adjuntarse un convenio estableciendo las iniciativas y metas tendientes a que el municipio o corporación solicitante contribuirá a que la o las restantes mejoren sus indicadores.”.

La indicación número 19 a del Honorable Senador señor Montes, para intercalar, el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser quinto:

“La postergación establecida en el presente artículo no podrá extenderse más allá de la entrada en funcionamiento del último Servicio Local.”.

Las indicaciones fueron retiradas por su autor.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.

Artículo décimo primero
Es del siguiente tenor:

“Artículo décimo primero.- Bienes inmuebles afectos al servicio educacional. Para los efectos del traspaso del servicio educacional establecido en estas disposiciones transitorias, estarán afectos a la prestación de dicho servicio los bienes inmuebles pertenecientes a órganos de la Administración del Estado o a sus órganos dependientes, tales como las corporaciones municipales, en los cuales, al 31 de diciembre de 2014, desarrollan sus funciones los establecimientos educacionales, que se traspasen de conformidad al artículo anterior. Estos inmuebles serán traspasados al respectivo Servicio Local de la siguiente manera:

1) Los inmuebles de propiedad de una municipalidad o de otro órgano de la Administración del Estado serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Se comprenderán en esta letra, los inmuebles que pertenecen a una municipalidad y fueron entregados en comodato a la respectiva corporación municipal o a personas jurídicas de derecho privado que no persigan fines de lucro. 

2) Los inmuebles que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tal como una corporación municipal, que hayan sido adquiridos o traspasados a este último para el solo efecto de prestar el servicio educacional, serán traspasados al Servicio Local que corresponda.

3) Los inmuebles que no correspondan a alguna de las categorías anteriores y que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tales como corporaciones municipales, serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Con todo, si dichas corporaciones demuestran que un determinado inmueble se encuentra en esta categoría, podrán optar por entregarlo en comodato al Servicio Local. Éste deberá ser celebrado antes de que se verifique el traspaso del servicio educacional, según lo establecido en el artículo noveno transitorio, y tendrá una duración de, al menos, 30 años. Asimismo, deberá dar cumplimiento, respecto del derecho de uso entregado en virtud del comodato, a todos los trámites establecidos para los inmuebles en estas disposiciones transitorias.”.
Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo décimo segundo
Su texto es el que sigue:

“Artículo décimo segundo.- Bienes muebles afectos al servicio educacional. Se entenderán afectos a la prestación del servicio educacional los bienes muebles que, perteneciendo a los órganos señalados en el artículo precedente, se encuentren en alguno de los siguientes casos:

a) Bienes muebles que guarnecen los inmuebles señalados en el inciso primero del artículo anterior.

b) Bienes muebles no comprendidos en la letra anterior que resultan necesarios para la prestación del servicio educacional de conformidad a la ley.

c) Bienes muebles que hayan sido adquiridos con transferencias de recursos fiscales, para la prestación del servicio educacional.

Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta el traspaso del servicio educacional, dichos órganos de la Administración del Estado, así como los órganos que dependan de éstos, destinarán los bienes señalados en este artículo y en el artículo precedente exclusivamente a la prestación del servicio educacional, no pudiendo, en todo o en parte, destinarlos a una finalidad distinta.

Los bienes señalados en el presente artículo y en el artículo precedente se traspasarán, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Local con competencia en la comuna en el cual se encuentren emplazados, en la forma y oportunidad señalada en el artículo noveno transitorio.”.

Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo décimo tercero
Regularización de inmuebles destinados al funcionamiento de establecimientos educacionales:

Para la regularización de la propiedad de los inmuebles afectos al funcionamiento de establecimientos educacionales, señalados en el artículo décimo primero transitorio y en el literal b) del artículo vigésimo primero transitorio de esta ley, se estará a lo dispuesto en el decreto ley N° 2.695, en todo aquello que sea pertinente, sin que sea aplicable, para estos efectos, la restricción respecto al avalúo fiscal de dichos inmuebles que establece el artículo 1° del mismo decreto ley.
Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo décimo cuarto
Textualmente, prescribe lo siguiente:

“Artículo décimo cuarto.- Regularización de la infraestructura. Las construcciones o ampliaciones de infraestructura educacional en inmuebles comprendidos en el artículo décimo primero transitorio y en el literal b) del artículo vigésimo primero transitorio de esta ley, construidas con o sin permiso de edificación y las que no cuenten con recepción final a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán ser regularizadas de conformidad a lo establecido en el presente artículo.

Podrá solicitar su regularización el sostenedor del establecimiento educacional cuya infraestructura se encuentre en alguna de las situaciones señaladas en el inciso anterior, acompañando los siguientes antecedentes:

a) Aquellos especificados en el artículo 5.1.6 N°s. 6, 7 y 9 del decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, suscritos por un profesional competente, en que consten las características de la edificación que se regulariza.

b) Certificado de dominio vigente de la propiedad en que se encuentra ubicada la construcción o ampliación.

c) Informe técnico de un profesional arquitecto o ingeniero civil, sobre el buen estado estructural y constructivo del edificio y de la carencia de riesgo físico para sus usuarios.

d) Certificado de higiene ambiental expedido por la autoridad de salud competente.

e) Informe técnico de un instalador autorizado sobre el buen estado de las instalaciones de electricidad, de agua potable y de alcantarillado.

f) Informe del sostenedor sobre las condiciones generales de seguridad, en especial, las de evacuación.

g) Certificado del Secretario Regional Ministerial de Educación o la Dirección Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles competente, según corresponda, de la utilización de las construcciones, ampliaciones o habilitaciones para impartir el servicio educacional.

Sólo podrán acogerse a lo establecido en el presente artículo las edificaciones o las ampliaciones, o ambas según el caso, construidas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, siempre que durante los treinta días siguientes a esta misma fecha no se formularen reclamaciones de los vecinos por incumplimiento de normas, y en la medida en que se respeten las líneas oficiales de edificación establecidas por los planes reguladores respectivos.

Las regularizaciones acogidas a esta ley estarán exentas del pago de derechos de edificación.

La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere emitido un pronunciamiento, se tendrá por aprobada.

Si el permiso o la recepción, o ambos según el caso, fueren denegados, los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, en un plazo de quince días contado desde la notificación del rechazo, la que deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue en tal caso el permiso o la recepción, o ambos, según se trate.”.

Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo décimo quinto
Es del siguiente tenor:

“Artículo décimo quinto.- Cesión de contratos y convenios. Con el exclusivo fin de asegurar la continuidad del servicio educacional, los Servicios Locales serán sucesores legales de las municipalidades o corporaciones municipales en aquellos contratos o convenios que hubieren celebrado con terceros, que tengan por objeto el uso o goce de los bienes inmuebles en que funcione el establecimiento educacional respectivo, la prestación de servicios, o la entrega de bienes para la prestación del servicio educacional, que resulten necesarios para la continuidad del mismo.

Para todos los efectos legales, en los contratos o convenios celebrados con terceros se aplicarán las normas de la ley N° 20.845.”.

Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo décimo sexto
Cesión de concesiones:

Sin perjuicio del traspaso del servicio educacional y los bienes afectos al mismo, los Servicios Locales serán sucesores legales de aquellas municipalidades que hubieren concesionado el servicio educacional respecto de uno o más establecimientos educacionales, pudiendo poner término a la concesión de acuerdo a los procedimientos vigentes en esta ley.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.

Artículo décimo séptimo
Exención de derechos e impuestos:

Los actos, convenios, publicaciones, inscripciones, subinscripciones o actuaciones de cualquier otro tipo que se originen a causa de los traspasos de bienes y servicios dispuestos en la presente ley, estarán exentos de todo arancel o tributo, incluyendo cualquier tipo de impuesto, tasa o derecho a favor del fisco o del patrimonio de cualquier órgano del Estado.
Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo décimo octavo
Textualmente, prescribe lo siguiente:

“Artículo décimo octavo.- Traspaso de establecimientos de educación parvularia. Se entenderán incluidos en el traspaso señalado en el párrafo 2º de estas disposiciones transitorias, los establecimientos de educación parvularia administrados por municipalidades o corporaciones municipales que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, en la misma forma y oportunidad señalada en dicho párrafo. A dichos establecimientos no les será exigible contar con el reconocimiento oficial del Estado, mientras esté pendiente aún el plazo para obtenerlo de conformidad con lo dispuesto por el artículo décimo quinto transitorio de la ley Nº 20.529.

Sin perjuicio de lo anterior, se excluirán del traspaso de bienes regulado en el párrafo 3º de estas disposiciones transitorias aquellos inmuebles en los cuales se emplacen los establecimientos de educación parvularia y que no estén destinados exclusivamente a la prestación del servicio educacional, así como los bienes muebles destinados a su funcionamiento. Respecto de estos últimos, sólo se traspasarán al Servicio Local aquellos bienes muebles adquiridos mediante transferencias de recursos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles o a través de recursos fiscales.

La Junta Nacional de Jardines Infantiles, dentro de los ciento veinte días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, dictará una resolución en la cual se individualizarán los establecimientos de educación parvularia respecto de los cuales tenga convenio vigente de transferencia de fondos con municipalidades o corporaciones municipales, que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento a la fecha de la publicación de la ley. Además, dentro del mismo plazo, deberá remitir al Ministerio de Educación toda información relevante para el traspaso del servicio educacional, por cada establecimiento educacional, tal como matrícula, transferencias corrientes y de capital, documentos en que consten supervisiones que hayan sido realizadas, estado de avance del cumplimiento de los requisitos para la obtención del reconocimiento oficial del Estado, entre otras. Asimismo, los Servicios Locales podrán celebrar convenios de colaboración con la Junta Nacional de Jardines Infantiles destinados a brindar asistencia técnica en la implementación del nivel parvulario.”.

Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo décimo noveno
Del procedimiento de traspaso:

Los traspasos dispuestos en los párrafos anteriores se efectuarán de conformidad al procedimiento de traspaso regulado en este párrafo, el que deberá resguardar siempre la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los estudiantes.
Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo vigésimo
Prescribe lo siguiente:

“Artículo vigésimo.- Registro de bienes destinados a la prestación del servicio educacional. El Ministerio de Educación llevará un registro actualizado, desde la entrada en vigencia de esta ley, en el cual se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo decimoprimero transitorio, a cada Servicio Local de Educación Pública, de conformidad a lo establecido en el párrafo 3° del presente Título.

Para estos efectos, cada municipalidad deberá elaborar un registro actualizado de sus bienes inmuebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación, dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, y un registro actualizado de sus bienes muebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación dentro de los doce meses siguientes a dicha fecha. Asimismo, deberá oficiar a dicho Ministerio cualquier hecho relevante relacionado con los bienes destinados a la prestación del servicio educacional que se encuentren en su comuna, de conformidad a lo que establezca el reglamento.”.

Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo vigésimo primero
Dispone lo siguiente:

“Artículo vigésimo primero.- De las obligaciones de las municipalidades. Las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, deberán remitir al Ministerio de Educación toda la información que sea necesaria para el adecuado traspaso, con una anticipación de al menos seis meses antes de la entrada en funcionamiento del Servicio Local al cual deban traspasar el servicio educacional. En el caso del Servicio Local individualizado en el numeral 1) del artículo sexto transitorio, las municipalidades cuyo servicio se traspase el año 2018 deberán remitir esta información en el plazo de un mes desde la fecha de publicación de la presente ley. Esta información deberá considerar al menos lo siguiente:

a) Una nómina de los profesionales de la educación y asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales que, de conformidad a la presente ley, serán traspasados a los Servicios Locales. Deberá indicarse el respectivo régimen legal y/o contractual, señalándose entre otros antecedentes que requiera el Ministerio, el nombre, función que realiza, antigüedad, lugar en que se desempeña, situación previsional y remuneración desagregada, y las asignaciones que le correspondan percibir. 

b) Un inventario de los bienes muebles e inmuebles que deberán ser traspasados o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio, de conformidad a los párrafos 3° y 4º de estas disposiciones transitorias, individualizándolos y señalando el estado de conservación en el cual se encuentran. Respecto de los inmuebles y vehículos motorizados, deberán expresarse todas las menciones exigidas por la ley y reglamentación respectiva para su inscripción en los registros pertinentes. Este inventario deberá llevar la firma del director del respectivo establecimiento educacional.

c) Copia de los contratos o convenios vigentes con terceros proveedores de bienes y servicios.

d) Un catastro de los servicios prestados dentro de la comuna, por los establecimientos educacionales o a través de estos, o dirigidos a los propios establecimientos, y dentro de las cuales se encuentre toda iniciativa y programa, de cualquier índole, que esté siendo implementada por la municipalidad o corporación municipal, según corresponda.

e) Cualquier otra información que sea procedente para el adecuado traspaso del servicio educacional. 

El Ministerio de Educación, mediante resolución, podrá establecer otros antecedentes que resulten necesarios para el adecuado traspaso del servicio educacional, así como determinar el formato en que éstos deberán remitirse.

Asimismo, deberá constituirse una comisión técnica con el objeto de colaborar con la adecuada entrega de la información a que se refiere el literal a) del presente artículo. Esta comisión se constituirá al menos ocho meses antes de la entrada en funcionamiento del respectivo Servicio Local y estará compuesta por un representante de la municipalidad, un representante de los profesionales de la educación, un representante de los asistentes de la educación y un representante del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o de las corporaciones municipales cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional, junto a los equipos técnicos que el Ministerio de Educación destine para estos efectos. En el cumplimiento de su función considerará la información que le sea proporcionada, de carácter laboral y previsional del personal de las municipalidades o de las corporaciones municipales. Las municipalidades correspondientes al Servicio Local señalado en el numeral 1) del artículo sexto transitorio se exceptuarán de la constitución de esta comisión.

Para los efectos de lo establecido en el presente artículo, la municipalidad deberá dictar un decreto alcaldicio, de acuerdo a la normativa vigente, al cual se acompañará el inventario de bienes y la nómina de personal.

El Ministerio de Educación podrá colaborar con las municipalidades para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.”.

En este artículo recayó la indicación número 20 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para intercalar, un inciso quinto nuevo, pasando el actual a ser sexto, del siguiente tenor:

“En caso de que un municipio no cumpla con las obligaciones establecidas en este artículo, se entenderá que se configurará causal de notable abandono de deberes respecto del alcalde. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en la letra c) del artículo 60 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica constitucional de municipalidades.”.
La señora Ministra explicó que si no se entrega la información necesaria para efectuar el traspaso del servicio educacional debe configurarse una sanción fuerte respecto del alcalde.
Puestos en votación el artículo y la indicación, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo vigésimo segundo
Es del siguiente tenor:

“Artículo vigésimo segundo.- Resolución de traspaso. Al menos dos meses antes de la entrada en funcionamiento de un Servicio Local, el Ministerio de Educación deberá dictar una resolución que individualice los bienes muebles e inmuebles y recursos humanos que le serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio, la cual deberá contener, a lo menos, lo señalado en los literales a), b), c), d) y e) del inciso primero del artículo anterior. En el caso del Servicio Local a que se refiere el numeral 1) del artículo sexto transitorio, el plazo para dictar dicha resolución será dos meses antes del traspaso del servicio educacional.

Dicha resolución deberá ser remitida al Servicio Local respectivo, dentro de los diez días hábiles siguientes a su entrada en funcionamiento. El Conservador de Bienes Raíces y/o el Servicio de Registro Civil e Identificación con competencia en el territorio en que se emplacen los Servicios Locales respectivos, deberán practicar las inscripciones y subinscripciones que correspondan producto del traspaso, respecto de los bienes muebles e inmuebles afectos a la prestación del servicio educacional señalados en los artículos décimo primero y duodécimo transitorios de la presente ley, con el sólo mérito de la resolución del Ministerio de Educación a la que se refiere este artículo, la cual será título suficiente para ello.”.

En este artículo recayó la indicación número 21 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para reemplazar su inciso primero por el siguiente:

“Artículo vigésimo segundo.- Resolución de traspaso. Al menos dos meses antes de la entrada en funcionamiento de un Servicio Local, el Ministro de Educación deberá dictar una o más resoluciones que individualicen los bienes muebles e inmuebles y recursos humanos que le serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3) del artículo undécimo transitorio, las cuales deberán contener, a lo menos, lo señalado en los literales a), b), c), d) y e) del inciso primero del artículo anterior. En el caso de los Servicios Locales indicados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio dicha resolución deberá dictarse antes del traspaso del servicio educacional, de conformidad a lo establecido en el artículo octavo transitorio.”.
Puestos en votación el artículo y la indicación, fueron aprobados, con enmiendas, por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención del Honorable Senador señor Allamand.
Artículo vigésimo tercero
Su tenor es el que sigue:

“Artículo vigesimotercero.- Acta de traspaso. Dentro de los sesenta días siguientes al traspaso del servicio educacional, se constituirá en cada establecimiento traspasado un funcionario del Servicio Local respectivo, quien deberá levantar un acta de traspaso de bienes y recursos financieros, y que será, para estos efectos, ministro de fe.

En dicha acta se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que le hayan sido materialmente traspasados, indicando el estado de conservación en que se encuentran, cotejándose con la respectiva resolución de traspaso señalada en el artículo vigésimo segundo transitorio.

En caso que existan diferencias entre la resolución de traspaso y el levantamiento del acta, y de ello se derivare alguna eventual infracción a la ley, se oficiarán los antecedentes que correspondan a los organismos públicos competentes. Asimismo, si se tuviere conocimiento de la comisión de un hecho que pudiere revestir caracteres de delito, deberán remitirse dichos antecedentes a la autoridad competente de conformidad con lo dispuesto en la letra k) del artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.”.

Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo vigésimo cuarto
Del Plan de Transición:

“Desde la entrada en vigencia de esta ley, las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, podrán suscribir un Plan de Transición, de carácter plurianual, que el Ministerio de Educación pondrá a su disposición. Éste tendrá por objeto asegurar el adecuado traspaso del servicio educacional, así como el fortalecimiento y mejora de dicho servicio y su equilibrio financiero, hasta su total traspaso, de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.

El plan señalado en el inciso anterior, considerando la situación educacional, administrativa y financiera de la respectiva municipalidad o corporación municipal deberá contemplar, a lo menos, lo siguiente:

a) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el fortalecimiento y mejora del servicio educacional, orientadas a la calidad de la educación que se imparte.

b) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el adecuado traspaso del servicio educacional, en especial respecto de sus bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y humanos.

c) Objetivos financieros a alcanzar por la respectiva municipalidad, hasta antes del traspaso del servicio educacional, los cuales deberán desagregarse en objetivos anuales, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio.

d) Incorporación de un compromiso del Ministerio de Educación para colaborar y asistir a la respectiva municipalidad en los objetivos señalados en el literal anterior, transfiriendo recursos con dicho fin, de conformidad a la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público y lo establecido en los artículos vigésimo sexto y vigésimo séptimo transitorios.

Este plan se ejecutará de conformidad a los recursos que establezca para estos efectos la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público, mediante los convenios señalados en el artículo siguiente.”.

En este artículo recayó la indicación número 22 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para suprimir, en su inciso primero, la expresión “y su equilibrio financiero,”.
El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella, consultó la razón de que se elimine la referencia al equilibrio financiero y, asimismo, por qué en la siguiente indicación, al artículo vigésimo quinto, se cambia remisión desde el artículo vigésimo cuarto, que se discute, al artículo vigésimo séptimo.
La señora Ministra indicó que los referidos cambios tienen que ver con el reconocimiento formal de las deudas como una dimensión obvia de que el Estado debe pagarlas, pero sin legitimarlas de ninguna manera.

El señor Ministro manifestó que debe distinguirse lo ya obrado, referido al subconjunto de deudas directamente relacionadas con la prestación del servicio educacional hasta el año 2014, inclusive, las que se consideran en conjunto con un plan de transición para permitir que el Fisco pague deudas del municipio. Asimismo, con posterioridad al año 2014, y hasta que se traspase el servicio educacional, los municipios, eventualmente, pueden seguir generando déficit y acumulando nuevas deudas, y dentro de ese escenario, la actual redacción podía dar a entender que se legitimaban esos desequilibrios financieros originados en contraer nuevas deudas. 

El Honorable Senador señor Allamand consultó qué será lo que se pague por el Estado respecto de los dos primeros servicios locales que se instalen y entren en funcionamiento, en relación a las municipalidades que presten el servicio educacional.

El señor Ministro reiteró que los municipios pueden haber acumulado deudas por la prestación del servicio educacional, distinguiéndose, en primer lugar, la definición de cuáles son aquellas, y hasta el 31 de diciembre de 2014, que requieren un plan de transición firmado con el Ministerio.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que debiera considerarse una disposición más flexible desde el punto de vista del Ejecutivo para determinar cuáles deudas son válidas. Añadió que el modelo actual consideraba que los municipios debían aportar recursos propios para la prestación del servicio educacional, y ahora, probablemente, se salven de su responsabilidad por no haber cumplido con ese aporte.

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, señaló que será la ley de presupuestos de cada año la que zanjará lo que se pague, pero lo que se intenta hacer es que no se entienda por los municipios que el déficit generado al interior de sus administraciones se resolverá por el Fisco a todo evento, en cambio, deberán asumir las decisiones que han tomado y hacer un esfuerzo para responder.

El Honorable Senador señor Allamand expuso su preocupación en orden a que, por la urgencia en establecer los primeros servicios locales, se paguen montos muy altos sin distinguir las deudas correctamente, y eso siente un precedente respecto de todas las negociaciones por los futuros servicios locales.

El Honorable Senador señor Pizarro observó que, en relación a lo anteriormente expuesto, quedó conforme con la explicación del Ejecutivo de que las negociaciones se harán caso a caso y siempre será el Gobierno el que definirá lo que se hace.

El señor Ministro explicó que pueden darse negociaciones duras desde el punto de vista político, por lo que se prefiere que sea la ley la que restrinja la discrecionalidad del Ejecutivo en la materia, de modo que no se pueda pagar cualquier deuda, pero, después, existirá flexibilidad hacia el Ejecutivo para fijar las condiciones del convenio o plan que permita asumir parte del déficit generado.

La señora Ministra acotó que se ha estado trabajando con los municipios correspondientes a los primeros servicios locales, también en término de FAEP, Fondo de Apoyo a la Educación Pública. Destacó que, además, se contempla la posibilidad de pago directo del Ministerio a los acreedores. Por otra parte, explicó, deudas que en su momento recibieron fondos del Estado para ser solventadas, como los llamados incentivos al retiro de profesores y funcionarios municipales, y que no fueron pagadas por los municipios, deberán ser saldadas con recursos del Fondo Común Municipal u otros, pero no recibirán nuevamente fondos del Estado.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz, expresó que lo importante es que no se legitime una deuda que tiene su origen en serias faltas o delitos cometidos por las administraciones municipales. En dicho sentido, acotó, se había planteado que las referidas deudas se contuvieran dentro del plan como una obligación municipal, no obstante que, dentro del convenio de transición, fuera asumido todo o parte de su costo por el Fisco.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que debe quedar claro que el Ministerio accionará contra los municipios en todos los casos de deudas injustificadas y, especialmente los más graves, como el no pago de cotizaciones previsionales. Observó que no puede pasar que municipios que actuaron correctamente no reciban nada, frente a otros que desviaron fondos e igualmente vean pagadas sus deudas sin asumir las responsabilidades que corresponde.

La Subsecretaria de Educación, señora Quiroga, aclaró que no existirán dineros adicionales para los municipios, la diferencia se hace en que, si el municipio presenta equilibrio financiero se negocia y llega a un acuerdo -expresado en el plan- para ver la forma de distribuir los recursos, y si no existe equilibrio financiero, el Ministerio decide directamente cómo hacer los pagos que se estén adeudando, sin entregar dinero a los municipios.

El Secretario Ejecutivo del Proyecto Nueva Educación Pública del Ministerio de Educación, señor Roco, se refirió a la presente indicación y a las que siguen acerca de aspectos financieros del traspaso, exponiendo que se cambia el concepto de “equilibrio financiero” por una obligación más general que da cuenta del problema existente pero, al mismo tiempo, poniendo al titular de la responsabilidad por el desequilibrio financiero con la carga del mismo, esto es, el municipio, hablando ahora de los objetivos financieros del plan de transición y no sólo del mencionado equilibrio financiero. Observó que el Fisco podrá concurrir a apoyar a los municipios, a cambio de un conjunto de obligaciones asumidas por dichas entidades que se refieren a una adecuada mantención del servicio educativo durante la transición.

Puestos en votación el artículo y la indicación 22 a, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo vigésimo quinto
Su texto es el que sigue:

“Artículo vigésimo quinto.- De los convenios de ejecución del Plan de Transición. El Plan de Transición se ejecutará mediante la suscripción de uno o más convenios de ejecución entre el Ministerio de Educación y la municipalidad o corporación municipal respectiva los que, individualmente o en su conjunto, deberán considerar, a lo menos, las siguientes materias:

a) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para fortalecer y mejorar el servicio educacional que presta, en especial, respecto al mantenimiento y conservación de sus establecimientos educacionales y la calidad del servicio educacional que brindan. 

b) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de mantener en funcionamiento los establecimientos educacionales de su dependencia.

c) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de señalar las prestaciones y programas que implementa a través de los establecimientos educacionales, o dirigidos a estos establecimientos, indicando los servicios que continuará prestando una vez traspasado el servicio educacional.

d) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de la administración del servicio educacional, tales como, el pago de remuneraciones, pago de proveedores, entre otras.

e) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de trabajar colaborativamente con las municipalidades o corporaciones municipales pertenecientes al mismo Servicio Local, con el objeto de facilitar el traspaso del servicio educacional.

f) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de los inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales o de su uso, tales como, regularización según lo establecido en los artículos décimo tercero y décimo cuarto transitorios, realización de trámites ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, entrega de información acerca de su estado de conservación, permitir al Servicio Local visitarlos para su revisión, celebración e inscripción del contrato de comodato en el caso del numeral 3 del artículo undécimo transitorio, entre otras.  

g) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de planificar e implementar, en conjunto con el Ministerio de Educación, acciones y programas de formación y capacitación tendientes a fortalecer las capacidades del personal que se desempeña en el nivel de administración educacional municipal.

h) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para equilibrar financieramente la prestación del servicio educacional. Para estos efectos, se deberá coordinar la planificación y los instrumentos de gestión del sistema educativo con el financiamiento que establezca la ley, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio de esta ley.

i) Obligación de la municipalidad o corporación municipal de entregar al Ministerio de Educación la información que éste requiera para el adecuado traspaso del servicio educacional.

j) Asistencia técnica que el Ministerio de Educación brindará a la respectiva municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para la elaboración de los instrumentos de planificación y gestión, en concordancia con lo señalado en la letra c) de este artículo, contemplándose a lo menos la asistencia técnica para la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo octavo transitorio.

k) La transferencia o pago directo de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional y/o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional, de conformidad a lo establecido en los artículos vigésimo sexto y trigésimo transitorios, respectivamente. El monto y forma de la transferencia de dichos recursos se determinará de conformidad a lo que establezca la Ley de Presupuestos del Sector Público. El Ministerio de Educación estará facultado para pagar directamente a terceros por estos conceptos, así como para la planificación e implementación de las acciones de formación y/o capacitación a que se refiere el literal g) de este artículo.

Una vez suscritos los convenios de ejecución, éstos deberán ser remitidos a la Superintendencia de Educación para su conocimiento. Asimismo, a ésta le corresponderá fiscalizar, de conformidad a la ley, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en cada convenio y, en general, el correcto uso de los recursos transferidos de acuerdo a este artículo.

Para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en el literal g) de este artículo, el Ministerio de Educación podrá requerir del apoyo del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y de la Subsecretaria de Desarrollo Regional, entre otros.”.

En este artículo recayó la indicación número 23 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para modificarlo de la siguiente manera:

a) Reemplázase su literal h) por el siguiente:

“h) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de cumplir con los objetivos financieros del Plan de Transición, dentro de los que se deberá considerar un adecuado balance entre ingresos y gastos y el pago de las deudas originadas por la prestación del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 30 transitorio.  Para estos efectos deberá coordinar la planificación y los instrumentos de gestión del sistema educativo con el financiamiento que establezca la ley, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio de esta ley.”.

b) Sustitúyese su literal k) por el siguiente:

“k) La transferencia o pago directo de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros del Plan de Transición. El monto y forma de la transferencia de dichos recursos se determinará de conformidad a lo que establezca la Ley de Presupuestos del Sector Público, así como para la planificación e implementación de las acciones de formación y/o capacitación a que se refiere el literal g) de este artículo.”.
Puestos en votación el artículo y la indicación, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo vigésimo sexto
Su tenor es el que sigue:

“Artículo vigésimo sexto.- Transferencia de recursos para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional. Para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo anterior, se entenderá por desequilibrio financiero municipal educacional el de una municipalidad determinada ocasionado por la prestación del servicio educacional, directamente o a través de una corporación municipal, hasta antes de su traspaso a un Servicio Local, de conformidad a estas disposiciones transitorias. Se determinará calculando la diferencia entre ingresos por concepto de subvenciones y aportes educacionales, así como otros aportes del Estado, exceptuando los aportes de capital, y los gastos operacionales por la prestación de dicho servicio.

Los recursos transferidos de conformidad a lo señalado en el inciso anterior sólo podrán utilizarse para financiar aquellos gastos incurridos y que hayan sido necesarios para la prestación del servicio educacional, siempre y cuando estén debidamente justificados. El Ministerio de Educación determinará dichos gastos, pudiendo para ello solicitar información a la Superintendencia de Educación, la cual deberá remitirla; así como también podrá requerir la realización de auditorías en la respectiva municipalidad o corporación para la justificación de dichos gastos. El Ministerio de Educación deberá requerir la realización de dichas auditorías a la Superintendencia de Educación o a instituciones externas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529, en aquellos municipios o corporaciones respecto de los cuales se hubiera verificado, durante los cinco años anteriores a la firma del convenio, alguna de las siguientes hipótesis:

a) Nombramiento de un administrador provisional respecto de uno o más establecimientos educacionales de su dependencia.

b) Aplicación de sanciones por infracciones graves a la normativa educacional con excepción de las establecidas en los literales c, d) y e) del artículo 76 de la ley N° 20.529.

Mediante estas auditorías se determinará el desequilibrio financiero municipal educacional y/o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional, conforme a las definiciones establecidas en el presente artículo.”.

En este artículo recayó la indicación número 24 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo vigésimo sexto.- Transferencia de recursos para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros. Para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo anterior, el Ministerio de Educación, con la visación del Ministerio de Hacienda, podrá transferir a las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, recursos destinados a contribuir al financiamiento de gastos incurridos, que estén debidamente justificados, y hayan sido necesarios para la prestación del servicio educacional, hasta antes de su traspaso a un Servicio Local. El Ministerio de Educación estará facultado para pagar directamente a terceros por estos conceptos. En este marco, procurará especialmente contribuir a un adecuado balance entre ingresos y gastos del servicio educacional.

El Ministerio de Educación determinará dichos gastos, pudiendo para ello solicitar información a la Superintendencia de Educación, la cual deberá remitirla; así como también podrá requerir la realización de auditorías en la respectiva municipalidad o corporación para la justificación de dichos gastos. El Ministerio de Educación deberá requerir la realización de dichas auditorías a la Superintendencia de Educación o a instituciones externas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529, en aquellos municipios o corporaciones respecto de los cuales se hubiera verificado, durante los cinco años anteriores a la firma del convenio, alguna de las siguientes hipótesis:

a) Nombramiento de un administrador provisional respecto de uno o más establecimientos educacionales de su dependencia.

b) Aplicación de sanciones por infracciones graves a la normativa educacional con excepción de las establecidas en los literales c, d) y e) del artículo 76 de la ley N° 20.529.”.
El Secretario Ejecutivo del Proyecto Nueva Educación Pública del Ministerio de Educación, señor Roco, explicó que el artículo vigésimo sexto sería reemplazado por el que propone la indicación, para especificar que quien cuenta con el poder de decisión frente a este problema de las deudas es siempre el Gobierno. Explicó que el Ministerio de Educación contará con varios instrumentos para determinar el monto de los gastos en los que tendría que incurrir y se entrega la posibilidad de ejecutar auditorías que permitan delimitar la amplitud de los problemas financieros, así como nombrar un administrador provisional. 

El Honorable Senador señor Montes planteó que existe un problema con la redacción de la indicación cuando se refiere  a “recursos destinados a contribuir al financiamiento de gastos incurridos, que estén debidamente justificados, y hayan sido necesarios para la prestación del servicio educacional, hasta antes de su traspaso a un Servicio Local”, porque abre espacio a grandes disputas entre municipios y el Gobierno para determinar cuándo un gasto es justificado o no.

El Honorable Senador señor Allamand sostuvo que debe quedar claro que el gasto incurrido debe ser justificado en opinión del Gobierno y el Ministerio de Educación.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Díaz, expresó que, en virtud de las modificaciones que se vienen aprobando, si se mantiene la frase “hasta antes de su traspaso a un Servicio Local” se amplía el margen para que hoy un alcalde se endeude indebidamente, que es una cuestión que nadie quiere, según lo que aquí se ha indicado.
Puestos en votación el artículo y la indicación 24 a, fueron aprobados, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo vigésimo séptimo
Del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal:

Para efectos de alcanzar los objetivos financieros establecidos en el literal c) del artículo vigésimo cuarto transitorio, los convenios de ejecución señalados en dicho artículo establecerán obligaciones específicas que deberán ser consideradas en el Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. En particular, dichos convenios establecerán expresamente que la municipalidad dará cumplimiento a las observaciones que el Ministerio de Educación realice al proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal, de conformidad a la asistencia técnica que le brinde según lo dispuesto en el artículo siguiente, como requisito habilitante para acceder a los recursos que prevé el literal f) del artículo vigésimo quinto transitorio.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.

Artículo vigésimo octavo
Prescribe lo siguiente:

“Artículo vigésimo octavo.- De la asistencia técnica al Plan de Desarrollo Educativo Municipal. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior y en el literal e) del artículo vigésimo quinto transitorio, el o los respectivos convenios establecerán que el Ministerio de Educación brindará asistencia técnica en la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal regulado en el artículo 4° de la ley N° 19.410.

Asimismo, los convenios establecerán el plazo en el cual se remitirá al Ministerio de Educación el proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal y la oportunidad en la cual el Ministerio enviará sus observaciones o propuestas de modificaciones, si corresponde, lo cual deberá ser previo a la presentación del plan al Concejo Municipal para su respectiva aprobación.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.

Artículo vigésimo noveno
Su texto es el siguiente:

“Artículo vigésimo noveno.- Del incumplimiento de los convenios. En caso que una municipalidad incumpla gravemente los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo quinto transitorio, el Ministerio de Educación podrá ponerles término, mediante resolución fundada, sobre la base de un informe emanado de la Superintendencia de Educación. 

Se entenderá por incumplimiento grave de los convenios de ejecución:

a) Incumplimiento de la obligación establecida en el literal b) del artículo vigésimo quinto transitorio.

b) Uso de los recursos transferidos de acuerdo a lo dispuesto en el literal f) del artículo vigésimo quinto transitorio para actividades distintas de las acordadas en los convenios.

c) Incumplimiento de las observaciones que el Ministerio de Educación realice respecto del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. 

En caso de término de un convenio, de conformidad a lo señalado en el presente artículo, no se podrán celebrar los restantes convenios referentes a la transferencia de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional y/o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional que correspondan de conformidad al Plan de Transición que se hubiere suscrito.”.

En este artículo recayó la indicación número 25 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para reemplazar su inciso final por el siguiente:

“En caso de término de un convenio, de conformidad a lo señalado en el presente artículo, no se podrán celebrar los restantes convenios referentes a la transferencia de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros del Plan de Transición que se hubiere suscrito.”.
Puestos en votación el artículo y la indicación, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo trigésimo 
Dispone, textualmente, lo siguiente:

“Artículo trigésimo.- De la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional. Para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo vigésimo quinto transitorio, se entenderá por deuda municipal originada por la prestación del servicio educacional aquellas obligaciones de una municipalidad o de una corporación municipal que sean exigibles al 31 de diciembre de 2014 y que a continuación se señalan:

a) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, correspondientes a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales.

b) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, con el personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en las corporaciones municipales. Respecto a estas últimas, sólo se entenderán comprendidas aquellas obligaciones del personal que se desempeña o se haya desempeñado en la gestión educacional.

c) Obligaciones contraídas con terceros proveedores de bienes y servicios directamente necesarios para la prestación del servicio educacional en los establecimientos de su dependencia o de las corporaciones municipales a su cargo, según corresponda. Se excluirán aquellas adquiridas por concepto de asistencia técnica educativa, prestada por entidades pedagógicas y técnicas de apoyo, reguladas en la ley N° 20.248.

d) Intereses y reajustes que correspondan, de las obligaciones señaladas en los literales anteriores.

Las municipalidades o corporaciones municipales deberán remitir al Ministerio de Educación un informe desagregado por cada una de las obligaciones establecidas en el inciso anterior dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Dicho informe deberá realizarse sobre la base de una auditoría externa al servicio educativo a cargo del respectivo municipio o corporación municipal. 

Uno o más decretos del Ministerio de Educación, que deberán ser firmados por el Ministro de Hacienda, fijarán el monto al que asciende la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, que será considerada para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio y la de cada municipio en particular. Estos decretos deberán ser expedidos dentro del plazo de doce meses desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.

En este artículo recayó la indicación número 26 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para modificarlo de la siguiente manera:

a) Agrégase, en su inciso segundo, a continuación de “respectivo municipio o corporación municipal” la expresión “, y será considerado para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio”.

b) Elimínase su inciso final.
El señor Roco explicó que el inciso final que se propone eliminar, se refiere a un decreto que fija el monto al que asciende la deuda municipal por el servicio educacional, lo que no se aviene con la lógica de las indicaciones aprobadas precedentemente, que ponen de manifiesto la responsabilidad del municipio en las deudas generadas.

El Honorable Senador señor Montes señaló que le provoca dudas el que se pague una deuda de origen previsional, por la posibilidad de estar legitimando algo completamente ilegal. Aclaró que entiende que se pague por el Fisco, pero no que se solucione la infracción cometida.

El señor Roco expuso que la lógica de detallar las referidas deudas es que el municipio se obligue a resolver estos problemas bajo la lógica de la etapa de transición y, al mismo tiempo, que no se puedan incluir deudas municipales por otros conceptos. Agregó que, también se da tranquilidad a los trabajadores que han sido perjudicados por malas prácticas administrativas.

La Honorable Senadora señora Von Baer consultó qué ocurre en caso que no se especifique  lo que se entiende por deuda municipal originada por la prestación del servicio educacional.

El señor Ministro respondió que el objetivo de la disposición es restringir el tipo de deuda que puede ser considerada para el pago por parte del Estado.

El Honorable Senador señor Pizarro planteó que podrían combinarse los dos puntos de vista expuestos, no legitimando las infracciones y delitos cometidos, pero otorgando un piso para solucionar los problemas de trabajadores a los que no se les pagan sus cotizaciones previsionales.

La señora Ministra propuso que se trate esta materia como se hizo precedentemente con la transferencia de recursos regulada en el artículo vigésimo sexto, de modo que el Ministerio pueda llegar a acuerdo aunque se trate de casos graves, en que el municipio asuma su responsabilidad.

El Honorable Senador señor Montes propuso que, en las letras a) y b), se agregue que son obligaciones “con los trabajadores”.
Puestos en votación el artículo y la indicación 26 a, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo trigésimo primero
Deuda por anticipo de subvención:

“La deuda contraída por las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, originada en anticipos de subvención, de conformidad a las leyes números 20.158, 20.159, 20.244, 20.501, 20.652, 20.822 y 20.964, no se transferirá a los Servicios Locales.

Sin perjuicio de lo anterior, las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, serán las únicas responsables de extinguir las deudas que subsistan con los beneficiarios de dichas leyes, por incumplimiento del pago de las mismas. En la medida que las entidades antedichas hayan cumplido satisfactoriamente dicha obligación, se les condonará el saldo de la deuda por anticipo con el Fisco.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.

Artículo trigésimo segundo
Administrador provisional:

“Previo a la fecha de traspaso del servicio educacional, la Superintendencia de Educación podrá nombrar un administrador provisional en uno o más establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, tanto en los casos del artículo 89 de la ley N° 20.529, como cuando se verifique el término del o los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley, por incumplimiento grave, conforme a lo establecido en el artículo vigésimo noveno transitorio.

Tratándose de los literales b) y c) del artículo vigésimo noveno transitorio, el administrador provisional ejercerá sus funciones respecto de la totalidad de los establecimientos educacionales de administración municipal o de la corporación municipal, según corresponda.

El administrador provisional regulado en el presente artículo durará en su cargo hasta el término del año laboral docente en curso. Este plazo será prorrogable por períodos iguales y sucesivos, cuando ello sea necesario para garantizar el ejercicio del derecho a la educación de los estudiantes, así como la continuidad del servicio educacional en los establecimientos educacionales, y/o facilitar el adecuado traspaso de éstos a los Servicios Locales. Con todo, las facultades del administrador provisional cesarán en el momento en que se verifique el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.

Para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, el administrador provisional deberá:

a) Ordenar que se realice una auditoría, que abarque al menos los dos últimos años lectivos anteriores a su nombramiento, excepto en los casos en que se hubiera realizado la auditoría contemplada en el artículo vigésimo sexto transitorio de la presente ley.

b) Elaborar anualmente una propuesta que contenga las menciones del plan a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.410, sólo en lo pertinente al o los establecimientos educacionales que administre. Dicha propuesta se entenderá parte integrante, para todos los efectos legales, del plan presentado en conformidad con el inciso primero del artículo 5° de dicha ley, para su respectiva aprobación por el concejo municipal.

Asimismo, podrá suscribir con el Ministerio de Educación los convenios de ejecución establecidos en el artículo vigésimo segundo transitorio de la presente ley en relación al o los establecimientos educacionales que administre.

En todo lo no previsto en este artículo, las normas del Párrafo 6°, Título III, de la ley N° 20.529, se aplicarán supletoriamente.”.
Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo trigésimo tercero
Trata de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, del siguiente modo:

“El Ministerio de Educación, dentro de los 10 días hábiles siguientes al traspaso del servicio educacional, solicitará a las municipalidades o corporaciones municipales respectivas que acrediten haber ejecutado todas las obligaciones generadas de acuerdo a la etapa de cumplimiento de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248, que Establece Subvención Escolar Preferencial, así como el hecho de haber destinado la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos a las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo según establece el artículo 6, letra e), de dicha ley, con el fin de poner término a dichos convenios. 

En caso de que tales recursos no hubiesen sido destinados a la finalidad señalada, deberán ser restituidos, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda. 

Desde que se produzca el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo octavo transitorio, el Ministerio de Educación procederá a celebrar nuevos convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa con los Servicios Locales de Educación. Para estos efectos no regirá el plazo dispuesto en el artículo 12 de la ley Nº 20.248.

Las municipalidades o corporaciones municipales, que hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición según lo establecido en estas disposiciones transitorias, no requerirán acreditar el cumplimiento de las obligaciones indicadas en el inciso primero de este artículo respecto de aquellos recursos que les fueron transferidos antes del 31 de diciembre de 2016 en el marco de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248.”.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.

Artículo trigésimo cuarto
Regula lo relativo al informe financiero del servicio educativo municipal previo al traspaso:

“Cada municipio o corporación municipal deberá entregar al Ministerio de Educación un informe completo y actualizado a la fecha de su entrega sobre el estado financiero del servicio educativo a su cargo, en un plazo no superior a ciento ochenta días previo al traspaso del servicio educacional, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo trigésimo transitorio de la presente ley. Las municipalidades que traspasen el servicio educacional el año 2018 deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo dentro del plazo de 60 días previo al traspaso de dicho servicio. 

Este informe deberá contener: 

i) El resultado de una auditoría externa realizada por una institución registrada para tales efectos en la Superintendencia de Valores y Seguros, de conformidad al Título XXVIII de la ley N° 18.045.  Los recursos para estos efectos deberán estar contemplados en el respectivo convenio de ejecución, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio. 

ii) El estado de pago de las obligaciones descritas en los literales a) y b) del artículo trigésimo transitorio, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones. 

iii) El estado de pago de las remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o se hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales, y al personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en la gestión educacional de las corporaciones municipales según corresponda.

iv) El estado de pago de las obligaciones descritas en el literal c) del artículo trigésimo transitorio de la presente ley, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones.

La información a que se refiere el inciso anterior deberá encontrarse actualizada a la fecha en que se remita al Ministerio de Educación.

En caso que el informe dé cuenta de la existencia de saldos impagos respecto de las obligaciones señaladas en los puntos ii) y iii) precedentes, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de Presupuestos, podrá pagar directamente a las instituciones o a las personas que corresponda.

Los recursos fiscales que se utilicen para el pago de las deudas  referidas en el inciso precedente podrán ser descontados de los montos que a la municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el Fondo Común Municipal, establecido en el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, en el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados pagos. La Dirección de Presupuestos deberá determinar los recursos que se descontarán por este concepto y lo informará a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y al Servicio de Tesorerías para que éste proceda al descuento, durante el plazo de un año y en el número de cuotas que dicho Servicio determine.

Para todos los efectos, este informe se entenderá comprendido dentro de la rendición del convenio de ejecución correspondiente, suscrito entre el municipio o corporación municipal respectiva y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley.”.

En este artículo recayó la indicación número 27 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “ciento ochenta días previo al traspaso del servicio educacional, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo trigésimo transitorio de la presente ley” por “ciento ochenta días ni inferior a sesenta días previo al traspaso del servicio educacional”.
El señor Roco explicó que, tanto la presente indicación, como las que siguen, se refieren a adecuaciones de plazo y precisiones de orden formal.

En este caso, se busca aclarar cuándo el municipio debe presentar el informe financiero que se necesita previo al traspaso del servicio educacional.

Agregó que contiene el resguardo respecto de las deudas con los trabajadores, de modo que se pueden tomar fondos correspondientes al Fondo Común Municipal para pagar dichas deudas.

El Honorable Senador señor Montes planteó si no debiera ser el informe de la Superintendencia de Educación la base del informe que se establece en este artículo.

La Honorable Senadora señora Von Baer observó que en el artículo trigésimo se dispone que las municipalidades deberán entregar un informe desagregado por cada una de las obligaciones detalladas en dicha norma. Consultó si ambos informes deben entregarlos todos los municipios o no.

El señor Roco señaló que el artículo vigésimo sexto permite solicitar información de la Superintendencia de Educación. Al mismo tiempo, se considera preferible pedir la información específica que se requiere de los municipios.

Indicó que se entiende que los informes deben ser entregados por todas las municipalidades, aunque podría dejarse más explícito en la disposición, por lo que existirá un informe al poco tiempo de la entrada en vigencia de la ley y, posteriormente, uno previo al traspaso del servicio educacional.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Díaz, planteó que el informe de este artículo es de un tenor diferente al puro plan de transición que regula el párrafo sexto del que forma parte el artículo trigésimo cuarto, por lo que sería recomendable cambiar su ubicación dentro del proyecto de ley, desligándolo del plan de transición, que no necesariamente se aplicará a todos los municipios.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que la ley N° 20.845 -de inclusión- puso, en el ámbito financiero, como principal fuente de información y control el informe de la Superintendencia de Educación, por lo que parece extraño que no se haga referencia aquí a dicho documento. Agregó que acá parece muy necesario que también exista el control fuerte de la Contraloría General de la República.

La señora Ministra expresó que una cosa es el informe anual que debe elaborar la Superintendencia respecto de todos los municipios del país, y otra diferente el informe específico que requiere el Ministerio para poder negociar el traspaso del servicio con un municipio en particular.

El Honorable Senador señor Montes planteó que debieran analizar con la Superintendencia la forma de fortalecer su informe y no duplicar lo que se solicita. Estimó fundamental que se transparenten todos los pasivos del servicio educativo de cada municipio.
El señor Roco sostuvo que se trata de informes complementarios, pero que no apuntan a los mismos objetivos. En el informe del presente artículo se trata de dar la responsabilidad al municipio, con información que se puede contrastar con aquella de la Superintendencia.

La Honorable Senadora señora Von Baer acogió la propuesta de cambiar la redacción del artículo transitorio y pidió definir dicho cambio.

En votación la indicación 27 a, fue aprobada  por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.

Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo trigésimo quinto
Se refiere de la siguiente manera a las facultades especiales de la Dirección de Educación Pública:

Durante el período que media entre la entrada en funcionamiento de los Servicios Locales, según lo establecido en el artículo sexto transitorio, y el momento en que se haga efectivo el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio, la Dirección de Educación Pública coordinará y apoyará la instalación de dichos servicios, especialmente en lo que se refiere a la conformación del Comité Directivo Local respectivo, al traspaso de los establecimientos educacionales, de los derechos y obligaciones derivados de la calidad de sostenedor, y el traspaso del personal que se desempeña en las municipalidades o corporaciones municipales, de acuerdo a lo establecido en estas disposiciones transitorias.

Durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, le corresponderá a la Subsecretaría de Educación ejercer las funciones establecidas en el inciso precedente, como, asimismo, dar apoyo administrativo y operativo, tanto a esa Dirección, como a los Servicios Locales.
En este artículo recayó la indicación número 28 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para incorporar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor: 

“La función establecida en el artículo 27 de la presente ley, será ejercida y aplicada, según lo dispuesto en dicho artículo, por la Subsecretaría de Educación hasta que entre en funcionamiento la Dirección de Educación Pública.”.
Puestos en votación el artículo y la indicación, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo trigésimo sexto
Regula lo referido a la planta de personal de la Dirección de Educación Pública y sus traspasos, facultando al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias: 

1. Fijar la planta de personal de la Dirección de Educación Pública. 

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije. En especial, podrá determinar el número de cargos y grados para ésta, los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Asimismo, determinará las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. 

Además, establecerá las normas complementarias al artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para el encasillamiento en la planta que fije, la que podrá incluir a los funcionarios que se traspasen del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, con exclusión del personal dependiente de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.

2. Determinar la fecha de entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, de la entrada en vigencia de la planta que fije y del encasillamiento que practique. 

3. Determinar la dotación máxima de personal de la Dirección de Educación Pública, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 

4. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata, desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación.

El uso de las facultades señaladas en el numeral 4) de este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco importará cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, a menos que se lleve a cabo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

e) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de la Dirección de Educación Pública, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al Servicio de Bienestar del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, según corresponda.

5. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública.
En este artículo recayó la indicación número 29 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para reemplazar, en su inciso primero, la frase “un año contado” por “noventa días contados”.
Puestos en votación el artículo y la indicación, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.

Artículo trigésimo séptimo
Regula lo referido a las plantas de personal de los Servicios Locales, facultando al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias:

1.- Fijar las plantas de personal de los Servicios Locales, en lo que se refiere a los funcionarios que, conforme al artículo 29 de la presente ley, desarrollarán sus funciones en los niveles y unidades internas del respectivo Servicio. Dichas plantas no incluirán a los profesionales de la educación ni a los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales, así como tampoco a las trabajadoras de los jardines vía transferencia de fondos.

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos y grados de éstas; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Asimismo, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria.

2.- Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y además podrá establecer las normas de encasillamiento del personal que practique. 

3.- Disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a los Servicios Locales, con excepción de los bienes pertenecientes a la Junta Nacional de Jardines Infantiles.

Las plantas de personal de los Servicios Locales que se fijen de acuerdo a la atribución señalada en este artículo serán provistas por primera vez mediante los procedimientos a que se refieren los artículos siguientes. Los cargos que no se provean conforme a los mismos se proveerán mediante concurso público, luego del traspaso del servicio educacional.
En este artículo recayó la indicación número 30 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para reemplazar, en su inciso primero, la frase “un año contado desde la publicación de esta ley”, por “noventa días contado desde la publicación de esta ley en el caso de los Servicios Locales individualizados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio, y de un año, respecto del resto de los Servicios Locales”.
El señor Roco explicó que el Ejecutivo se impone la obligación de dictar los decretos con fuerza de ley necesarios en plazos menores a los originalmente contemplados. 

El Honorable Senador señor Montes manifestó ser partidario de que las plantas de los primeros servicios locales se establecieran en este proyecto de ley.
Puestos en votación el artículo y la indicación, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo trigésimo octavo
Su texto es el siguiente:

“Artículo trigésimo octavo.- Traspaso de personal municipal. El traspaso a los Servicios Locales, del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal y de las corporaciones municipales, creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional se ajustará al siguiente procedimiento:

1. Una vez nombrado en su cargo, el Director Ejecutivo del Servicio Local llamará a concurso, en el cual sólo podrá participar el personal antes señalado que ha estado cumpliendo funciones en las municipalidades o corporaciones municipales cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local, al 30 de noviembre de 2014, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio. El concurso se regirá por las normas del Párrafo I, Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de lo que se señala a continuación:

a) El concurso será preparado y realizado por un comité de selección, conformado por el Director Ejecutivo del Servicio Local o su representante; un representante del Ministerio de Educación y un representante de la Dirección de Educación Pública.

b) El Director Ejecutivo del Servicio Local convocará a los concursos a través de los sitios web del Ministerio de Educación, Dirección Nacional del Servicio Civil y de los municipios respectivos y en otros sitios web que para estos efectos se creen, donde se dará información suficiente, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para la postulación, entre otras materias. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados, teniendo como factor preponderante la experiencia laboral.

c) En la convocatoria se especificarán los cargos de planta y a contrata que se proveerán mediante el concurso, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.

d) En un solo acto, se postulará a uno o más cargos de la planta del respectivo Servicio Local de Educación Pública.

e) La provisión de los cargos de planta de cada Servicio Local se efectuará, sin solución de continuidad, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, resolverá el Director Ejecutivo. El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que perciban al momento del traspaso. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan al personal traspasado en virtud de esta norma, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa y se le aplicará el reajuste general antes indicado.

f) El Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo dispondrá el traspaso de los funcionarios seleccionados, mediante resolución dictada al efecto, debiendo comunicar a la respectiva entidad empleadora el personal que ha resultado seleccionado. La fecha de la resolución antedicha fijará la fecha de traspaso de los funcionarios seleccionados.

2. Por el solo mérito de cesar una municipalidad o corporación municipal en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, se entenderán traspasados los funcionarios seleccionados, según lo dispuesto en los literales anteriores. No obstante ello, mientras una municipalidad o corporación municipal no haya cesado en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, el Director Ejecutivo podrá disponer el traspaso de los trabajadores seleccionados a través del concurso realizado en virtud del numeral anterior, que resultaren imprescindibles para la puesta en marcha del respectivo Servicio Local, no pudiendo, en ningún caso, disponer el traspaso anticipado de más de un tercio de los seleccionados que se encuentren prestando servicios en una misma municipalidad y en las corporaciones municipales cuyo personal esté siendo traspasado, consideradas conjuntamente.

3. El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado, que de acuerdo a su estatuto laboral tenga derecho a ello, se entenderá postergado por causa que otorgue derecho a percibirlo hasta el cese de servicios en el respectivo Servicio Local de Educación Pública. En tal caso, la indemnización correspondiente se determinará computando el tiempo servido, de acuerdo al Código del Trabajo, en las municipalidades y corporaciones municipales, con el límite a que se refiere el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo. La remuneración que se considerará para estos efectos será el promedio de las últimas doce remuneraciones percibidas por el trabajador en las respectivas municipalidades o corporaciones municipales, con los respectivos reajustes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 18.883, que Aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, excepcionalmente las municipalidades estarán facultadas para reubicar en otras funciones a los trabajadores que por cualquier causa no hubieren sido traspasados al Servicio Local correspondiente, de acuerdo a las normas del presente artículo. Dicho personal continuará afecto al régimen laboral al que se encontraba sujeto con anterioridad al ejercicio de dicha facultad.
No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, en caso que a consecuencia de lo establecido en el presente artículo se produjese la desvinculación de trabajadores municipales que se desempeñen en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o en corporaciones municipales que estén prestando servicios desde a lo menos tres años antes del traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo séptimo transitorio, y que no fueren traspasados a los Servicios Locales de conformidad a las reglas precedentes, serán indemnizados de acuerdo a los contratos de trabajo respectivos, con cargo fiscal. La Ley de Presupuestos del Sector Público fijará los recursos que anualmente podrán destinarse a estos efectos, así como los requisitos y procedimientos necesarios para que el Fisco solvente el pago de tales indemnizaciones.

El personal traspasado de acuerdo a esta norma se regirá por lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 47 de la presente ley.”.

En este artículo recayó la indicación número 31 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para modificar su numeral 1, en su encabezado, de la siguiente manera:

a) Reemplazase la frase “, al 30 de noviembre de 2014,” por “, al menos tres años antes de la fecha de traspaso del servicio educativo,”.

b) Agrégase, luego de la expresión “el artículo séptimo transitorio.” lo siguiente: “En el caso de las comunas que formen parte de los Servicios Locales comprendidos en la primera etapa del calendario de instalación, también podrá postular el personal de las municipalidades o corporaciones municipales que haya estado cumpliendo funciones al 30 de junio de 2017.”.
El señor Roco expresó que el artículo se refiere a la constitución de las plantas a nivel administrativo para que reciban al personal, previo concurso. 

Explicó que, en el trámite ante la Cámara de Diputados, se cambió la fecha límite para concursar respecto de la antigüedad del personal que ha estado cumpliendo funciones en las municipalidades o corporaciones municipales, dejándolo en el 30 de noviembre de 2014.

Planteó que se considera excesivamente exigente dicha fecha, lo que se demuestra sólo al ver la data en la que nos encontramos, por lo que se propone una regla general de estar contratados 3 años antes del traspaso y una regla particular para los primeros servicios locales en que se debe haber estado cumpliendo funciones al 30 de junio de 2017.

El Honorable Senador señor Pizarro compartió el contenido de la indicación, de modo que puedan participar la mayor cantidad posible de funcionarios que se han ido especializando en la materia.

Aprovechó de consultar a los representantes del Ejecutivo cuántos serán los funcionarios que podrán acceder al traspaso y cuántos harán uso del retiro en consideración a las leyes sobre bonificaciones por retiro voluntario que se han aprobado.

La señora Ministra expresó que las situaciones de los distintos tipos de funcionarios presentan aspectos compartidos y otros diferenciados.

Señaló que aquellos que laboran en los establecimientos educacionales no presentan problemas. En cuanto a los funcionarios administrativos, estimó que podrían quedar más de 4.000 funcionarios fuera del sistema, por lo que el Gobierno se ha comprometido a pagar las indemnizaciones legales correspondientes. Acotó que el 30% de la cifra entregada corresponde a funcionarios con menos de 2 años de antigüedad. En el caso de los funcionarios de las corporaciones municipales, se ha planteado que se traspasan con sus derechos adquiridos como trabajadores, pero sin derecho a negociación colectiva de por medio, dado que no se aplica a los funcionarios de la Administración.

La Subsecretaria de Educación, señora Quiroga, refrendó que la limitación impuesta al 30 de noviembre de 2014 ya representa un problema, porque existen equipos directivos nuevos o renovados que no podrían postular. Puso, como ejemplo, lo que ocurre en Cerro Navia, en que existe un equipo de trabajadores de muy buena calidad que no podría participar de los concursos.

La Honorable Senadora señora Von Baer planteó que debiera ajustarse la redacción de la indicación, para que quede claro que los funcionarios que pueden postular a los servicios locales comprendidos en la primera etapa de instalación son aquellos de los municipios y corporaciones que corresponden a esos primeros servicios.

El señor Ministro observó que el número de 4.000 funcionarios mencionados que quedarán sin cupo, se va a ir concretando a lo largo de todo el proceso de transición –siendo 11 servicios locales en los primeros 4 años- por lo que, año a año, corresponderá a un número mucho menor y que podría disminuir por personas que no quieran postular o que se retiren en los próximos años.

El Honorable Senador señor Montes expresó que el Ejecutivo debe tener buenos motivos para proponer esta forma de enfrentar el traspaso de funcionarios, que puede funcionar bien para no generar una presión mayor ahora, pero presenta riesgos en cuanto a dotaciones municipales que crezcan artificiosamente en los próximos años. En el entendido que, de acuerdo al Gobierno es la mejor forma de regular la materia, expresó su apoyo a la indicación.
El señor Roco añadió que existen otras vías que entrega el proyecto de ley para que los trabajadores se mantengan empleados, una de ellas es que se facilita al municipio la posibilidad de mantener al funcionario en su propia dotación.

También debe considerarse el llamado incentivo al retiro aprobado como ley referido a los asistentes de la educación y al personal de los departamentos de educación y corporaciones municipales, que pueden retirarse hasta el año 2022.

Respecto del primer concurso que se llamará para llenar las nuevas plantas, expresó que existe una cierta preferencia hacia los actuales funcionarios para ocupar los cargos. Con posterioridad, se harán concursos abiertos a cualquier persona.

En votación la indicación 31 a, fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.

Puesto en votación el resto del artículo, resultó aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo trigésimo noveno
Su texto es el siguiente:

“Artículo trigésimo noveno.- Traspaso de personal municipal regido por el Estatuto Docente a los niveles internos de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, disponga, sin solución de continuidad, el traspaso de los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que se desempeñen en las municipalidades y corporaciones municipales creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, y que desempeñen cargos directivos o técnicos pedagógicos como parte de una dotación docente, a los Servicios Locales. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número máximo de dotación docente que será traspasada. A contar de la fecha de traspaso, la dotación docente se disminuirá en el mismo número del traspaso.

En el caso del Jefe del Departamento de Educación Municipal que haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, podrá continuar desempeñándose en ella si existe disponibilidad en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, en establecimientos educacionales de la misma municipalidad o corporación municipal. Lo anterior será sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G del decreto con fuerza de ley ya citado. En el evento de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o no pertenecía a ella, tendrá derecho a una indemnización de cargo fiscal equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.

A través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, se fijará el número de dotación docente a traspasar de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización de los profesionales de la educación que se traspasarán, indicando su calidad, sea de titulares o contratados, se realizará a través de los referidos decretos.

El personal traspasado en virtud de este artículo continuará desempeñándose en el Servicio Local respectivo bajo las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. 

El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de los Servicios Locales, los profesionales de la educación traspasados podrán afiliarse o continuar afiliados a los servicios de bienestar que le correspondían antes del traspaso.”.

Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo cuadragésimo
Es del siguiente tenor:

“Artículo cuadragésimo.- Nombramientos anticipados. A contar de la publicación de la presente ley, el Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N°19.882, podrá nombrar al primer Director de Educación Pública y a los Directores Ejecutivos correspondientes a los Servicios Locales de Educación señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, quienes asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882, para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.

El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de los servicios públicos antedichos, también podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882.

Los funcionarios indicados en los incisos anteriores, deberán cumplir con los requisitos legales exigidos para desempeñar los cargos en que serán nombrados y, en particular, deberán estar en posesión de un título de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocidos por éste y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años, y su perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.

La persona nombrada en conformidad a lo señalado en los incisos primero y segundo podrá postular al correspondiente proceso de selección que se convoque. En este caso, no podrá considerarse como circunstancia de mérito el desempeño del cargo que sirve, en virtud de los incisos antes referidos.

En el acto de nombramiento, el Presidente de la República fijará la remuneración y el grado de la Escala Única de Sueldos, incluida la asignación de alta dirección pública, que le corresponderá a los funcionarios que se nombren de conformidad a este artículo, siempre que no se encuentren vigentes las respectivas plantas de personal.

Mientras no entren en funcionamiento la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, las remuneraciones se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación. 

A los jefes de servicio antes señalados les corresponderá especialmente realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de las instituciones antedichas.”.

Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo cuadragésimo primero
Su tenor es el siguiente:

“Artículo cuadragésimo primero.- Traspaso del personal de los establecimientos educacionales. Traspásese a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, los profesionales de la educación y asistentes de la educación, regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y la ley N° 19.464, respectivamente, que se desempeñen en establecimientos educacionales dependientes de municipalidades o corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, que se encuentren prestando servicios en los establecimientos educacionales ubicados en el ámbito de competencia territorial de dichos Servicios Locales, en la fecha establecida en el artículo séptimo transitorio de la presente ley.

Los profesionales de la educación que desarrollan funciones en establecimientos educacionales traspasados a los Servicios Locales, de conformidad al inciso anterior, continuarán rigiéndose, para todos los efectos legales, por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y sus respectivas modificaciones.

Los asistentes de la educación que cumplen funciones en establecimientos educacionales y todos aquellos que contribuyen y participan del proceso coeducativo serán traspasados a los Servicios Locales de Educación con un régimen laboral de estatuto propio, el que será promulgado antes del inicio del proceso de traspaso de los establecimientos a los Servicios Locales de Educación.

Asimismo, traspásase a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, el personal que se desempeñe en los establecimientos de educación parvularia, en la fecha establecida en el artículo séptimo transitorio. Los profesionales de la educación que se desempeñen en dichos establecimientos continuarán rigiéndose, para todos los efectos, por las disposiciones legales y contractuales que los regulen en el momento de su traspaso. El personal no docente que se desempeñe en estos establecimientos y que desarrolle las funciones descritas en el artículo 2° de la ley N° 19.464 se regirá por la normativa laboral de los asistentes de la educación vigente al momento del traspaso.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo cuadragésimo segundo
Prescribe lo siguiente:

“Artículo cuadragésimo segundo.- Protección de derechos del personal. El traspaso al que alude este párrafo en ningún caso podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones, pérdida del empleo o término de la relación laboral del personal traspasado. Asimismo, no podrá significar disminución de remuneraciones, ni modificación de los derechos estatutarios o previsionales de dicho personal. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento expreso.

La individualización del personal traspasado se llevará a cabo por decretos del Ministerio de Educación, expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.

Como consecuencia del traspaso a los Servicios Locales, ningún trabajador perderá sus derechos adquiridos.”.

En este artículo recayó la indicación número 32 a del Honorable Senador señor Bianchi, para reemplazar el punto final (.) y agregar: “, sean estos individuales o colectivos.”.
El señor Roco señaló que el presente artículo es una norma general sobre protección de derechos de los trabajadores. Acotó que, en la Cámara de Diputados se le agregó lo referido a no perder los derechos adquiridos. Añadió que también se incluyen los derechos provenientes de los convenios o contratos colectivos tratándose de los asistentes de la educación de las 53 corporaciones municipales existentes en Chile, porque es el único sector al que la ley le ha facultado negociar colectivamente de forma reglada en más de 20 años.

Observó que los trabajadores que sean traspasados pierdan el derecho a la negociación colectiva, pero se ejerce como en el resto de la Administración Pública que es con la negociación de hecho que realiza la denominada Mesa del Sector Público.

Respecto del fondo de la indicación, estimó que no agrega nada nuevo.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, en razón de afectar materias comprendidas en la iniciativa exclusiva del Presidente de la República conforme al artículo 65, inciso cuarto, N° 4°, de la Constitución Política de la República. 
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo cuadragésimo tercero
Se otorga un plazo de dos años, a contar de la fecha del traspaso del servicio educacional, para que los sindicatos que representen al personal traspasado puedan fusionarse y modificar sus estatutos según lo previsto en la ley N° 19.296, pasando a regirse por sus disposiciones para todos los efectos legales a contar de su depósito ante la Inspección del Trabajo. Los sindicatos que, de conformidad a este artículo, pasen a regirse por las reglas de las asociaciones de funcionarios tendrán un año de plazo para cumplir el quórum del inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.296, contado desde el depósito de los estatutos antes señalado.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo cuadragésimo cuarto
Se refiere al primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales, disponiendo que el Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las partidas, capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean necesarias.
Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo cuadragésimo quinto
Autoriza a las municipalidades cuyo Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya sido nombrado conforme al procedimiento establecido en el artículo 34 D del estatuto de los profesionales de la educación, para prorrogar su nombramiento hasta el momento del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo.
Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo cuadragésimo sexto
Dispone lo siguiente:

“Artículo cuadragésimo sexto.- Instrumentos de gestión. Los convenios de gestión educacional celebrados entre directores ejecutivos de los Servicios Locales y el Ministro de Educación, antes del traspaso de la totalidad de los establecimientos educacionales señalados en el artículo noveno transitorio ubicados en el territorio de su competencia, contendrán, además de los elementos señalados en el artículo 39 de la presente ley, los objetivos, metas e indicadores específicos relativos al inicio de funciones del respectivo servicio, la oportuna realización de los concursos referidos en esta ley, y otras acciones para el adecuado traspaso de los establecimientos educacionales que en cada caso corresponda. Asimismo, estos Directores Ejecutivos tendrán el plazo de ocho meses desde el traspaso del servicio educacional para sancionar el Plan Estratégico Local respetivo. 

En el caso de los Directores Ejecutivos nombrados de acuerdo al artículo cuadragésimo transitorio, firmarán un convenio de gestión educacional que durará el tiempo que se encuentren en el cargo; no tendrán que desarrollar un Plan Estratégico Local para dicho período y su propuesta de Plan Anual deberá ser enviada al Ministerio de Educación, para que realice recomendaciones. 

En todos los casos, el primer Plan Anual de cada servicio deberá considerar las metas y objetivos establecidos en el convenio de gestión educacional respectivo, así como acciones para una adecuada instalación y prestación del servicio educativo.”.
Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo cuadragésimo séptimo
Inicio de funciones de los Consejos Locales de Educación Pública:

“Los Consejos Locales de Educación Pública iniciarán sus funciones una vez que todos los representantes establecidos en el artículo 50 sean electos o designados, según corresponda. Los procesos tendientes a tal fin deberán iniciarse una vez instalado el respectivo Servicio Local de Educación Pública, de conformidad con la gradualidad establecida en el artículo sexto transitorio. 

Mientras los Consejos Locales no se hayan constituido legalmente, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales ejercerán sus funciones con prescindencia de las atribuciones que la ley le otorga a dichos consejos. El Director Ejecutivo de cada Servicio Local, de conformidad a las atribuciones que le otorga la ley, adoptará las medidas necesarias para el oportuno inicio de funciones de este consejo.”.
Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo cuadragésimo octavo
Inicio de funciones del Comité Directivo Local:

Será obligación de la Dirección de Educación Pública asegurar la constitución de cada Comité Directivo Local, para efectos de que participen del nombramiento del primer Director Ejecutivo de cada Servicio Local de Educación Pública, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 21 y 30 de la presente ley.
Puesto en votación, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo cuadragésimo noveno
Establece que el Presidente de la República enviará, durante el segundo semestre del año 2017, un proyecto de ley que establezca un estatuto para los asistentes de la educación. Dicho estatuto dispondrá que los asistentes de la educación ingresarán a la dotación de los Servicios Locales mediante mecanismos públicos y transparentes, que deberán considerar criterios objetivos de ingreso.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo quincuagésimo 
Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, que deberá ser firmado por el Ministro de Hacienda, desarrollará las materias establecidas en las disposiciones transitorias.
En este artículo recayó la indicación número 33 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo quincuagésimo.- Reglamentos. Uno o más reglamentos dictados por el Ministerio de Educación, que deberán ser firmados por el Ministro de Hacienda, desarrollarán las materias establecidas en las presentes disposiciones transitorias.”.
Puestos en votación el artículo y la indicación, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo quincuagésimo primero 
Establece que el artículo 31 de la ley Nº 20.529 no le será aplicable a los establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la fecha del traspaso del respectivo servicio educacional.
En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 34 a y 34 b de la Honorable Senadora señora Von Baer:

La indicación 34 a, para suprimir el artículo.

La indicación 34 b, para reemplazarlo por el siguiente:

“Sustitúyese el artículo 31 de la ley 20.529 por el siguiente:
“Si después de cuatro años, contados desde la comunicación señalada en el artículo 28, y con excepción de lo previsto en el inciso segundo del artículo 29, el establecimiento educacional se mantiene, considerando como único factor el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, en la categoría de Desempeño Insuficiente, la Agencia, dentro del primer semestre, certificará dicha circunstancia. 

Con el mérito del certificado y una vez notificado el mismo, el sostenedor del establecimiento educacional deberá implementar un plan de mejora, debiendo dar cuenta trimestralmente a la Superintendencia de Educación y a la comunidad educativa, de su cumplimiento y avance con el objeto de abandonar la categoría de Desempeño Insuficiente dentro de un plazo máximo de cuatro años. Tratándose de establecimientos dependientes de una municipalidad, corporación municipal, u otra entidad creada por ley, el sostenedor deberá además remover la totalidad del equipo directivo de dicho establecimiento y proceder al nombramiento de uno nuevo.

Si una vez concluido el período descrito en el inciso anterior, el establecimiento aún se mantiene en la categoría de Desempeño Insuficiente, circunstancia que será certificada por la Agencia y comunicada al establecimiento y a la Superintendencia, esta última podrá nombrar un Administrador Provisional en los términos del párrafo 6° de la presente ley o decretar derechamente la revocación del reconocimiento oficial.”.”.
La Honorable Senadora señora Von Baer expuso que la indicación se refiere al cierre de los establecimientos calificados como de desempeño insuficiente, que en el actual artículo sólo se aborda respecto de los establecimientos municipales, y resulta necesario legislarlo respecto de todos los establecimientos involucrados.

Observó que se trata de una discusión relativa a otra ley, pero dado que se incluyó una disposición específica sobre la materia aquí, parece pertinente regularlo en forma general.

El Honorable Senador señor Montes planteó que la indicación es inadmisible al ser presentada por un senador, pero el Ejecutivo está consciente de que se trata de un problema que debe ser tratado, y la Agencia para la Calidad de la Educación está preocupada porque tendrá que comenzar a cerrar establecimientos educacionales generando una crisis.

La solución, observó, pareciera ser que, en el caso de los establecimientos públicos, se cambie el equipo directivo, porque es obvio la necesidad de una modificación relevante y, en el caso de los particulares subvencionados, otorgar la opción de una prórroga más del plazo previo a decretar el cierre.

Indicó que existe un acuerdo acerca del fondo de lo que plantea la indicación, y por ello el Ejecutivo debiera presentar una fórmula que resuelva adecuadamente el problema expuesto de cara a la discusión en la Sala del Senado.

La señora Ministra reconoció la importancia del problema planteado, porque resulta muy complejo que se cierren colegios de cualquier categoría, dado que no existe capacidad de acoger a los estudiantes que quedan sin escuela, no obstante, al incluirse los establecimientos particulares subvencionados, se sale del marco de las ideas matrices del proyecto de ley, por lo que debieran estudiar la forma de abordar el problema y de entregar soluciones. 

El Asesor del Comité Demócrata Cristiano, señor Montt, expresó que se trata de una materia que aparece como estructural dentro del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, y debe tomarse en cuenta que, actualmente, los establecimientos desarrollan planes de mejoramiento obligatorios.
El Asesor del Comité UDI, señor Barrera, señaló que lo que se hace es dar un nuevo plazo de 4 años para implementar un plan de mejora, comunicando el avance de dicho plan trimestralmente, adicionalmente, en aquellos dependientes del Estado se debe remover al equipo directivo. Pasados esos 4 años, añadió, se podrá nombrar un administrador provisional o se decretará la revocación del reconocimiento oficial.

El Asesor del Comité Demócrata Cristiano, señor Montt, concluyó que la gran diferencia, entonces, es que se pasa de un plazo de 4 años, a dos plazos de 4 años antes de concretarse el cierre de un establecimiento calificado como insuficiente.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que los criterios para determinar el desempeño se refieren completamente a evaluaciones estandarizadas –y recientemente se logró bajar a dos tercios del total-, cuando la mitad de la ponderación debería poder basarse en criterios diferentes, como es si evitan y contienen la deserción escolar.

La señora Ministra señaló entender que enfrentan un problema del país con la educación y el posible cierre de establecimientos, que debieran estudiar en conjunto con la Agencia, para proponer una solución adecuada. 

La Honorable Senadora señora Von Baer concordó en que debe darse una discusión de fondo acerca del cierre de establecimientos con desempeño insuficiente, pero debe adoptarse alguna solución transitoria ante la situación que se enfrenta, tal como se hace en el presente artículo respecto de establecimientos con dependencia municipal durante el período de transición al nuevo sistema.

El señor Ministro manifestó que en las políticas públicas un tema complejo es determinar hasta dónde llega su ámbito, y en este caso se delimitó en los establecimientos de dependencia municipal.

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que debe declararse si la indicación es admisible o inadmisible, y en caso de ser inadmisible, que el Ejecutivo responda si quiere hacerla propia y presentarla posteriormente.

El Honorable Senador señor Montes reiteró que es fundamental definir qué es insuficiente, porque hasta ahora admite muchos cuestionamientos en la forma de abordarse.

La señora Ministra manifestó estar de acuerdo con el espíritu y con el fondo de lo que se ha planteado respecto del cierre de los establecimientos.

El Honorable Senador señor Pizarro indicó que, en ese caso, el Ejecutivo presente una indicación similar a ser votada por la Sala del Senado.

La señora Ministra suscribió lo precedentemente planteado y comprometió la presentación de la mencionada indicación.

La indicación 34 a fue rechazada con dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Von Baer.
La indicación 34 b fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, en razón de afectar materias comprendidas en la iniciativa exclusiva del Presidente de la República conforme al artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República. 

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo quincuagésimo segundo 
Deroga el artículo quincuagésimo primero transitorio de la ley N° 20.903, que crea el sistema de desarrollo profesional docente y modifica otras normas.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
Artículo quincuagésimo tercero 
Su texto es el que sigue:

“Distribución de recursos a las municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales. Durante el período que media entre la entrada en vigencia de esta ley y el traspaso del servicio educacional a los respectivos Servicios Locales, la asignación de los recursos establecidos en el artículo 27 de la presente ley, considerará, además de los Servicios Locales, a las municipalidades y corporaciones municipales que no hayan traspasado aún dicho servicio. Esta asignación se realizará en base a principios de transparencia, pertinencia, no discriminación arbitraria y equidad, y de conformidad a los criterios y procedimientos establecidos en dicho artículo y su reglamentación.”.

En este artículo recayó la indicación número 35 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, para agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor: 

“El porcentaje que se asigne a las municipalidades y corporaciones municipales respecto del total de los recursos del Programa establecido en el artículo 27, no podrá superar el porcentaje que la matrícula de los establecimientos de su dependencia represente respecto del total de la matrícula de la educación pública administrada por municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales, según lo establezca dicho reglamento.”.
La Honorable Senadora señora Von Baer planteó que se había acordado no discriminar en cuanto a la asignación de los recursos a los municipios mientras no traspasaran el servicio educacional, por lo que consultó las razones e implicancias del contenido de la indicación, que aparentemente hace diferencia entre municipios y servicios locales durante la etapa de transición.

La Subsecretaria de Educación, señora Quiroga, explicó que, durante la etapa de transición, debe definirse cómo se distribuyen los recursos del Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública entre los municipios y los servicios locales. La otra dimensión del debate es cuál criterio se usa para entregar los recursos, y la situación se ha modificado porque existen al menos $80.000.000 miles que se transferirán para infraestructura y equipamiento, los que no siguen una lógica de distribución por matrícula si no que por proyecto o por inmueble.

Observó que el objetivo de la indicación es resguardar que, en la medida que vayan entrando en funciones los servicios locales, existan fondos destinados y asegurados para ellos.

El señor Ministro propuso que se cambie la redacción de modo que quede claro lo debatido a propósito del artículo 27, en orden a que sólo se busca asegurar que a los servicios locales no se les asigne menos de lo que les corresponde conforme a la matrícula correspondiente.

La señora Subsecretaria concordó en que se puede cambiar la redacción de modo de despejar la duda planteada.

Puestos en votación el artículo y la indicación 35 a, fueron aprobados, con enmiendas, por dos votos a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Montes, y el voto en contra del Honorable Senador señor Pizarro. 
°°°

La indicación número 36 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, es para agregar un artículo quincuagésimo cuarto transitorio, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo quincuagésimo cuarto.- Los Servicios Locales deberán dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 19, numeral 12, para la cohorte de estudiantes que ingrese al menor nivel o curso que impartan los establecimientos educacionales de su dependencia el año escolar siguiente al traspaso del servicio educacional. 

Asimismo, podrán definir, de acuerdo a las características de sus establecimientos y a los niveles y modalidades educativas que imparten, un calendario de transición hasta que todos los niveles o cursos cumplan con esta normativa. Sin perjuicio de ello, si un establecimiento ya tiene la capacidad para aplicar esta medida en otros cursos y niveles, de manera permanente, deberá aplicar esta norma para todos ellos. 

El Director Ejecutivo del Servicio Local podrá postergar la puesta en marcha del cumplimiento de esta obligación, mediante resolución fundada, respecto de aquellos establecimientos educacionales que no cuenten con la infraestructura suficiente o que tengan una alta demanda de matrícula. En este caso, deberá proponer al Comité Directivo, en el marco del Plan Estratégico del Servicio Local, las acciones necesarias para que todos los establecimientos educacionales de su dependencia cumplan con lo establecido en el artículo 19, numeral 12.”.
En votación, la indicación 36 a fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Pizarro.
°°°

La indicación número 37 a de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, es para agregar un artículo quincuagésimo quinto transitorio, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo quincuagésimo quinto.- Reglas especiales para la instalación de los primeros Servicios Locales de Educación. Únicamente respecto de los Servicios Locales establecidos en el numeral 1) del artículo sexto transitorio, el Ministerio de Educación, mediante decreto supremo, estará facultado para reducir, ampliar o prorrogar los plazos para la dictación de los actos administrativos; así como para los trámites que deban cumplir las corporaciones municipales, municipalidades y demás organismos de la Administración del Estado; que deban expedirse para el traspaso del servicio educacional según estas disposiciones transitorias. 

Adicionalmente, dichos actos administrativos y los convenios de ejecución del Plan de Transición establecidos en el artículo vigésimo quinto transitorio, podrán mantener su vigencia y efectos después de la fecha del traspaso del servicio educacional y hasta que se haya cumplido satisfactoriamente con los trámites y condiciones establecidas en estas disposiciones transitorias para el traspaso del servicio educacional.”.
El Honorable Senador señor Montes planteó que debiera presentarse una nueva enmienda que especifique exactamente cuáles son los actos que pueden ver ampliados o reducidos sus plazos para ser dictados.
En votación, la indicación 37 a fue aprobada con dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y la abstención de la Honorable Senadora señora Von Baer.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 3 de noviembre de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

En el Marco de la Reforma Educacional el presente Proyecto de Ley establece un Sistema de Educación Pública constituido por el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, los Servicios Locales de Educación Pública, y los establecimientos educacionales públicos. Tanto la Dirección de Educación Pública como los 67 Servicios Locales de los cuales dependerán estos establecimientos son instituciones nuevas que crea este Proyecto de Ley.

En los artículos permanentes del Proyecto de Ley se establecen las características, funciones y atribuciones de las nuevas instituciones que se crean, de las cuales cabe destacar:

a. La Dirección de Educación Pública será un servicio público centralizado dependiente del Ministerio de Educación y cuyo objeto será la coordinación de los Servicios Locales, velando por que éstos provean una educación de calidad, y proponer la política nacional de fortalecimiento de la educación pública.

Entre otras funciones, a la Dirección le corresponde elaborar y proponer al Ministerio de Educación los convenios de gestión educacional de los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales, así como efectuar su seguimiento, evaluación y revisión y prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los Servicios Locales.

b. Los Servicios Locales de Educación Pública serán servicios públicos descentralizados funcional y territorialmente, con personalidad jurídica y patrimonio propio, se relacionarán con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.

El objeto de los Servicios Locales será proveer el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia.

Para todos los efectos legales, los Servicios Locales serán los nuevos sostenedores de los establecimientos educacionales que les serán traspasados desde el Sector Municipal.

Los Servicios Locales de Educación Pública contarán con un Director Ejecutivo, encargado de su administración y dirección, para desarrollar el servicio educacional en el territorio de su jurisdicción.

Las normas permanentes establecen las modificaciones a diversos cuerpos legales para adecuarlos al nuevo Sistema de Educación Pública.

En los artículos transitorios el Proyecto de Ley determina el proceso de instalación de la nueva institucionalidad de la educación pública, de lo cual cabe destacar:

i. La Dirección de Educación iniciará sus funciones en el plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la Ley. Para ello se faculta al Presidente de la República para que mediante Decretos con Fuerza de Ley fije la planta y la dotación de personal, incluidas las normas para ordenar el traspaso de personal desde el Ministerio de Educación y de servicios dependientes hacia la Dirección.

ii. Respecto de los 67 Servicios Locales de Educación las normas transitorias establecen:

a. El Presidente de la República mediante Decretos con Fuerza de ley determinará la fecha de entrada en funcionamiento de cada uno de los Servicios Locales, entre los años 2017 a 2022.

b. El 1° de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de un Servicio Local se traspasará el servicio educacional que prestan las municipalidades que correspondan. Ello involucra el traspaso de los bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y humanos asociados a la prestación de dicho servicio, incluidos los establecimientos educacionales. Así, el Servicio Local respectivo será el sucesor legal de la o las municipalidades o corporaciones municipales, en su calidad de sostenedor de los establecimientos educacionales traspasados.

c. El Presidente de la República mediante Decretos con Fuerza de ley fijará las plantas de personal de los Servicios Locales de acuerdo a las unidades organizacionales requeridas, incluidas las normas de traspaso del personal desde el Sector Municipal.

iii. Adicionalmente y previo al traspaso del servicio educacional a los Servicios Locales, se considera el desarrollo de un Plan de Transición y convenios de ejecución, los que podrán subscribir los sostenedores del Sector Municipal con el Ministerio de Educación, con el propósito de fortalecer y mejorar el servicio educacional y equilibrar financieramente su funcionamiento, para asegurar el adecuado traspaso de dicho servicio.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El mayor gasto en régimen de la Dirección de Educación Pública y de los 67 Servicios Locales de Educación Pública, demanda el siguiente nivel de financiamiento:
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TOTAL 200.516




Finalmente considerando la gradualidad dispuesta por la presente Ley, se estima el siguiente flujo de gasto anual, en un período de 7 años2:
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1 Parte de este costo será financiado con reasignaciones del Presupuesto de la Subsecretaría de Educación

2 Respecto de la transferencia de recursos que se hará de acuerdo al literal f) del artículo 22° transitorio, no se cuenta con una estimación de perfil de estos gastos, lo cuales se sujetarán a lo que establezca la Ley de Presupuestos de cada año. Por una parte, los recursos que se transfieran para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional dependerán de cómo evolucione dicho desequilibrio en el tiempo, producto de los mismos convenios de ejecución, y de la proporción en la que contribuirá el Ministerio de Educación a esta reducción. Por otra parte, se estima que la deuda municipal total ocasionada por la prestación del servicio educacional exigible a 31 de diciembre de 2014, de acuerdo al artículo 27° transitorio, ascendería hasta $79.571 millones. El perfil de gastos anual respecto de los recursos a transferir para contribuir a la reducción de esta deuda dependerá de cómo se utilicen los instrumentos vigentes para estos fines, así como de la proporción en la que contribuirá el Ministerio de Educación a reducirla.

El nivel de gasto señalado considera la siguiente gradualidad en la entrada en funcionamiento y traspaso del servicio educacional a los Servicios Locales de Educación Pública:
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”.
- Posteriormente, se presentó informe financiero sustitutivo referido a indicaciones, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 1 de marzo de 2016, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

Mediante la presente indicación se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de ley en relación a: i) adscripción de los Servicios Locales de Educación al sistema de Alta Dirección Pública; ii) funciones y atribuciones de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales; e iii) incorporar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos administrados bajo el DL N° 3.166, de 1980, entre otras.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Con la presente indicación y la actualización a pesos de 2016, el gasto en régimen se ve modificado como a continuación se indica:
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A continuación se presenta el flujo anual considerando la gradualidad dispuesta por el proyecto de ley, además de las presentes indicaciones: 
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”.
- Adicionalmente, se presentó informe financiero referido a indicaciones, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11 de abril de 2016, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

Mediante la presente indicación N° 26 - 364 se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de Ley que crea la Dirección de Educación Pública y los 67 Servicio Locales, precisando las funciones y atribuciones de estas entidades conforme el análisis realizado en el Congreso Nacional.

Además, cabe destacar:

- Se establece que mediante un Decreto Supremo del Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública, previa aprobación del Consejo Nacional de Educación se establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública, que tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales dependientes de los servicios locales. Dicha Estrategia tendrá una duración de diez años.

- En el marco de la transferencia de recursos del Ministerio de Educación para contribuir a la reducción del desequilibrio financiero municipal educacional y/o las deudas municipales originadas por la prestación del servicio educacional, dicha Secretaría de Estado deberá requerir a la realización de auditorías en aquellos casos en que en la municipalidad o corporación se hubieren verificado el nombramiento de un administrador Provisional o la aplicación de infracciones graves, en los casos que se indican.

II. Efectos de las indicaciones al Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Las modificaciones contenidas en la presente indicación al Proyecto de Ley no representan mayor gasto Fiscal, por lo tanto, se mantienen las cifras del Informe Financiero N°20, del 1 de marzo de 2016, a saber:
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”.
- Posteriormente, se adjuntó informe financiero sustitutivo referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 7 de junio de 2016, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

Mediante las presentes indicaciones (N° 072 - 364) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de Ley que crea la Dirección de Educación Pública y los 67 Servicio Locales, de las cuales cabe destacar las materias siguientes:

- Las funciones y atribuciones del Director de Educación Pública como jefe superior del servicio y la determinación de requisitos de idoneidad para su nombramiento.

- La participación que le cabe al Consejo Local en diversos ámbitos del quehacer de los Servicios Locales.

- En cuanto al personal de contrata, éste podrá desempeñar funciones directivas o de jefatura, asignadas por el Director Ejecutivo del Servicio Local, no pudiendo exceder el 7% de la dotación máxima del Servicio.

- Se precisa que aunque el Servicio Local será el sucesor legal en calidad de sostenedor de los establecimientos educacionales del sector municipal, las municipalidades o corporaciones municipales estarán obligadas a la extinción de todas las obligaciones que resulten exigibles con anterioridad a la fecha del traspaso del servicio educacional.

- En el caso de los establecimientos de educación parvularia, se precisa la redacción respecto del traspaso de los bienes muebles adquiridos mediante transferencias de recursos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles o a través de recursos fiscales.

- Se incorporan modificaciones a los artículos transitorios que regulan el traspaso de personal estableciendo los plazos, procedimientos y los actos administrativos respectivos.

En este contexto, se establece una comisión técnica para colaborar en la entrega de información relativa a temas laborales.

En cuanto a la protección de los derechos del personal traspasado a los Servicios Locales, se explícita que ello incluye las remuneraciones a que el personal tenga derecho en virtud de contratos colectivos suscritos con dos años o más de anterioridad al traspaso, hasta el término de la vigencia del respectivo contrato colectivo.

- Se establece el compromiso de enviar un proyecto de ley que establecerá un estatuto para los asistentes de la educación, a los que se refiere la Ley N° 19.464.

- Finalmente se extiende el plazo de vigencia del Fondo destinado a la recuperación y fortalecimiento de la educación pública creada en la Ley N° 20.845, por los montos de $200.000.000 miles, $150.000.000 miles y $100.000.000 miles, para los años 2020, 2021 y 2022, respectivamente.

II. Efectos de las indicaciones al Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

La presente indicación al Proyecto de Ley incluye incrementos del gasto fiscal para los años 2020, 2021 y 2022 por los efectos del Fondo señalado en el numeral anterior, manteniéndose el nivel de mayor gasto fiscal del resto del Informe Financiero N° 40, del 11 de Abril de 2016, como a continuación se indica:
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- Adicionalmente, se acompañó informe financiero referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 14 de junio de 2016, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

Mediante las presentes indicaciones (N° 088 - 364) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de Ley que crea la Dirección de Educación Pública y los 67 Servicio Locales de Educación, de las cuales cabe destacar:

- El Director de Educación Pública como jefe superior del servicio será seleccionado conforme las normas del Párrafo 3 o del Título VI de la Ley N° 19.882.

- Se establece el compromiso de la Presidenta de la República para enviar antes del 31 de enero del año 2017, un proyecto de ley que establezca un estatuto para los asistentes de la educación.

II. Efectos de las indicaciones al Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Las modificaciones al Proyecto de Ley de las presentes indicaciones se ajustan al nivel de gasto establecido en el Informe Financiero N° 75, del 07 de junio de 2016.”.

- Enseguida, se presentó informe financiero complementario referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 5 de julio de 2016, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

Mediante las presentes indicaciones (N° 108 - 364) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de Ley que crea la Dirección de Educación Pública y los Servicio Locales de Educación, de las cuales cabe destacar:

- Se agrega un nuevo Servicio Local de Educación en la Región de la Araucanía, donde originalmente se consideraba una Oficina Local, por lo tanto se establecerán 68 servicios locales de educación pública, en el país.

- Se precisa que el traspaso de la calidad de sostenedor a los Servicios Locales de Educación, no exime a las municipalidades o corporaciones de las deudas de cualquier especie contraídas en la prestación del servicio educacional con anterioridad a la fecha del traspaso y no se transfirieren a los Servicios Locales de Educación.

En este mismo tenor se establece, que las municipalidades o corporaciones municipales
 serán responsables de extinguir las deudas con los beneficiarios de planes de retiros dispuestos por los cuerpos legales que se indican y solo si han cumplido satisfactoriamente las obligaciones sobre el particular, se les condonará el saldo de la deuda por anticipos de subvenciones con el Fisco.

- Se precisan los procedimientos para la provisión de las plantas de los servicios locales, en la etapa de traspaso del personal del sector municipal y la posterior provisión mediante concurso público.

- Se faculta al Presidente de la República para nombrar provisoriamente al primer Director de Educación Pública y a los primeros Directores Ejecutivos de los Servicios Locales, de acuerdo a las condiciones y plazos que el proyecto indica.

II. Efectos de las indicaciones al Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Las modificaciones al Proyecto de Ley de las presentes indicaciones se ajustan al nivel de gasto establecido en el Informe Financiero N° 75, del 07 de junio de 2016.

Cabe señalar que la incorporación de un nuevo Servicio Local de Educación Pública en la Región de la Araucanía reemplaza a la Oficina Local inicialmente considerada en el Proyecto, que inicia su funcionamiento el año 2020, por lo tanto se mantiene la gradualidad establecida en el Informe Financiero N° 158, del 03 de Noviembre del año 2015, como a continuación se indica:
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- Posteriormente, se presentó informe financiero sustitutivo referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 31 de marzo de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

Mediante las presentes indicaciones (N°21-365) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de ley que crea la Dirección de Educación Pública y 68 Servicios Locales de Educación Pública, de las cuales cabe destacar:

a) Promover el mejoramiento de la calidad de la educación de las personas que se encuentran privadas de libertad o en programas de reinserción social.

b) La creación de una instancia denominada Comité Directivo Local en cada Servicio Local de Educación, que tendrá por objeto velar por el desarrollo estratégico del servicio local respectivo, para lo cual propondrá iniciativas de mejora de la gestión del servicio y de los establecimientos educacionales; participará en el proceso de selección para la provisión del cargo de Director Ejecutivo y propondrá el perfil profesional de dicho cargo considerando las recomendaciones de Consejo Local de Educación Pública; participará en la aprobación del Plan Estratégico Local y formulará recomendaciones en la elaboración del Plan Anual del Servicio Local respectivo.

Formarán parte del Comité Directivo Local representantes de los alcaldes de las comunas ubicadas en el territorio del Servicio Local; de los centros de padres, madres y apoderados de los establecimientos dependientes del Servicio Local; y de los Gobiernos Regionales aprobado por el Consejo Regional. Estos integrantes tendrán derecho a una dieta de 4 Unidades de Fomento por sesión con un tope de 8 sesiones en el año escolar.

c) Se fortalecen las atribuciones de los directores de los establecimientos educacionales en su función de dirigir y liderar el servicio educativo en el establecimiento a su cargo.

d) Se extiende de 6 a 8 años el periodo durante el cual entrarán en funcionamiento los Servicios Locales a lo largo del territorio.

e) En la Ley de Subvenciones, DFL N°2 (Ed.), de 1998, se establece que los Servicios Locales de Educación Pública podrán acogerse al beneficio de la subvención educacional, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, siempre que cumplan los requisitos establecidos por esta Ley.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Conforme a las modificaciones contenidas en la presentes indicaciones, el mayor gasto fiscal se mantiene de acuerdo al Informe Financiero N° 75 del 7 de Junio de 2016, con variaciones en la gradualidad de su ejecución por su extensión de 6 a 8 años y la actualización del gasto a pesos del año 2017.

A continuación se indica el mayor gasto en situación de régimen, la gradualidad en la entrada en funcionamiento y traspaso del servicio educacional a los Servicios Locales de Educación Pública y conforme ello el flujo del gasto involucrado durante los años 2017 y 2025:

I) Situación en Régimen

[image: image43.png]Millones de $ 2017
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TOTAL 215.341





II) Gradualidad en la entrada en funcionamiento y traspaso del servicio educacional a los Servicios Locales de Educación Pública:
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III) Flujo de Gasto
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- Adicionalmente, se acompañó informe financiero sustitutivo referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 17 de julio de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

Mediante las presentes indicaciones (N°094-365) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de ley que crea la Dirección de Educación Pública (DEP) y los Servicios Locales de Educación Pública (SLE), de las cuales cabe destacar:

- Se precisa el objeto de la DEP, como conductor estratégico del Sistema y se reordenan y desarrollan en mayor detalle sus funciones, agregando la función de promover la calidad de la educación impartida por establecimientos públicos que atiendan a personas bajo privación de libertad o programa de reinserción social.

- Se agregan dos SLE nuevos, uno en la Región de Valparaíso, correspondiente a Isla de Pascua, y uno en la Región de La Araucanía, sumando en total 70 SLE a lo largo del país.

- Se precisa el objeto de los SLE, enfatizando la autonomía de los establecimientos y los convenios de gestión educacional que firmen sus Directores Ejecutivos.

- Se introduce un nuevo artículo, que norma la asignación de recursos que hará la DEP entre los SLE, creándose, para estos efectos, el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública, con recursos anuales de al menos $75.000.000 miles. La asignación de estos recursos considerará además a los municipios y corporaciones municipales mientras no hayan traspasado el servicio educativo. Se regula además la contabilidad de ingresos y gastos y rendición de cuentas de los SLE.

- En lo que respecta a los establecimientos educacionales, se desarrolla en mayor detalle aspectos tales como su autonomía, el trabajo con sus comunidades educativas y el apoyo que les deben entregar los respectivos SLE, en particular en lo que respecta a labores administrativas. Se agrega además un artículo en que se describen los integrantes de la comunidad educativa y sus respectivas labores.

- Se faculta a la DEP a traspasar los establecimientos regidos por el decreto ley N°3.166 a otra entidad administradora.

- Se realizan modificaciones al Fondo destinado a la Recuperación y Fortalecimiento de la Educación Pública, creado por el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845. Se extiende su objeto a la educación pública escolar y parvularia, y se establecen como sus objetivos el mejorar la calidad del servicio educativo de municipalidades y corporaciones, mientras éste no haya sido traspasado a los SLE, así como facilitar la instalación y funcionamiento de estos últimos. Se prolonga su duración con los siguientes montos: $200 mil millones para el año 2020, $150 mil millones para el año 2021 y $100 mil millones para los años 2022 a 2025. 

- Se estipula que el Presidente de la República determinará mediante decreto el ámbito de competencia territorial de los SLE.

- Se establecen dos etapas de instalación de los SLE, la primera, entre la fecha de publicación de la ley y el 30 de junio de 2020, con la entrada en funcionamiento de 11 SLE en distintas regiones, y la segunda etapa, entre los años 2022 y 2025, en que entrarán en funcionamiento los restantes 59 SLE.

- Se crea un Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública, compuesto por seis profesionales de reconocida experiencia, cuya participación será ad honorem, y presidido por el Subsecretario de Educación. Su misión será asesorar al Presidente de la República en la evaluación y análisis del proceso de instalación de los SLE, para lo cual realizará informes anuales y podrá proponer modificaciones para facilitar dicho proceso.

- Se determina que el traspaso del servicio educativo del primer SLE se realizará el 1 de marzo de 2018, siempre que entre en funcionamiento antes del 31 de diciembre de 2017. Se adecúan los procedimientos previos al traspaso para dicho SLE.

- Se establece que los inmuebles de establecimientos educacionales públicos que al 31 de diciembre de 2014 hubieren perdido su reconocimiento oficial, pasarán a ser de libre disponibilidad para la respectiva municipalidad o corporación municipal, siempre que ésta haya dado cumplimiento a todas las obligaciones de los convenios del Plan de Transición, y sólo una vez que se haya efectuado el traspaso del servicio educacional.

- Se faculta a que las municipalidades o corporaciones municipales que cumplan con ciertos requisitos relativos a la calidad de sus establecimientos, evolución de matrícula, pago de obligaciones previsionales y deuda ocasionada por el servicio educacional puedan solicitar que el servicio educacional de su comuna no sea traspasado al SLE respectivo en los plazos que le correspondieren, debiendo mantener estos requisitos para conservar esta autorización.

- Se norma el traspaso de inmuebles a los SLE según su propiedad, permitiendo en algunos casos, que éstos sean entregados en comodato a los SLE.

- Se agrega al Plan de Transición la obligación por parte de las municipalidades o corporaciones municipales a ejecutar acciones que faciliten el traspaso de inmuebles y a planificar e implementar programas de formación y capacitación para su personal de administración educativa.

- Se regula el término de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa de las municipalidades y corporaciones que traspasen su servicio y la firma de dichos convenios con los SLE.

- Se establece la obligación de los municipios y corporaciones municipales de entregar un informe financiero del servicio educativo, previo a su traspaso, permitiendo al Ministerio de Educación pagar directamente saldos impagos de obligaciones previsionales y remuneraciones de docentes, asistentes de la educación y personal de administración educativa, recursos que podrán ser descontados de los montos que reciba la respectiva municipalidad del Fondo Común Municipal.

- Se regula el nombramiento anticipado del primer Director de Educación Pública, primeros Directores Ejecutivos de SLE y respectivos cargos de segundo nivel jerárquico.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Conforme a las modificaciones contenidas en la presentes indicaciones, el mayor gasto fiscal en régimen se mantiene similar al establecido en Informe Financiero N° 30 del 31 de marzo de 2017, con variaciones en la transición, debidas a la nueva gradualidad de entrada en funcionamiento de los SLE. Se asume que el primer SLE entrará en funcionamiento durante el año 2017, siendo traspasado el servicio educacional el 1 de marzo de 2018.

Se contempla además un mayor gasto, por concepto de Fondo de Recuperación y Fortalecimiento de la Educación Pública, que se extiende por tres años (desde el 2023 al 2025), adicionales a los contemplados en dicho Informe Financiero.

Cabe mencionar que el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública ya existe por Ley de Presupuestos, por lo que la presente indicación le da un carácter permanente, con un nivel mínimo que no significa un mayor gasto respecto del vigente.

A continuación se indica el mayor gasto en situación de régimen, la gradualidad en la entrada en funcionamiento y traspaso del servicio educacional a los Servicios Locales de Educación Pública y conforme ello el flujo del gasto involucrado entre los años 2017 y 2026:

I) Situación en Régimen
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II) Gradualidad en la entrada en funcionamiento y traspaso del servicio educacional a los Servicios Locales de Educación Pública:
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III) Flujo de Gasto
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- Enseguida, se presentó informe financiero complementario referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 21 de agosto de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

Mediante las presentes indicaciones (N°127-365) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de ley que crea la Dirección de Educación Pública (DEP) y los Servicios Locales de Educación Pública (SLE), de las cuales cabe destacar:

- Se resalta en el objeto de los SLE, que éstos serán encargados de la provisión del servicio público educacional.

- Se precisan algunas funciones de los SLE, en particular: desarrollar la oferta de educación pública, pudiendo adquirir toda clase de bienes muebles e inmuebles para el cumplimiento de los fines que le son propios; y fomentar el trabajo en red de los establecimientos de su dependencia, considerando el diagnóstico y atención de necesidades educativas especiales de los estudiantes, entre otros factores.

- Se introducen como responsabilidades de los SLE el establecer un número de estudiantes por aula no superior a 35 como norma general en sus establecimientos; velar por que los establecimientos acogidos al régimen de jornada escolar completa destinen la correspondiente extensión horaria a actividades que contribuyan a la formación integral de los estudiantes; y promover el trabajo en red, pudiendo incluir en sus Planes de Mejoramiento Educativo (PME), establecidos en la ley N°20.248 que establece la Subvención de Escolar Preferencial, acciones en el área de trabajo en red a nivel de SLE así como acciones que requieran de la coordinación o administración del Servicio para facilitar el cumplimiento de objetivos comunes que formen parte de los diferentes PME.

- Se establece que los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos para los SLE deberán ser suficientes para costear al menos sus gastos relativos a: personal, bienes y servicios de consumo, adquisición de activos no financieros, y mantención y reparación de su infraestructura educacional.
Se modifica el artículo que norma la asignación de recursos que hará la DEP entre los SLE creándose el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública, con recursos anuales de al menos $75.000.000 miles. El programa destinará recursos para infraestructura y equipamiento, parte de los cuales se distribuirá en un fondo básico de infraestructura de al menos $20.000 millones al año, que se asignará de acuerdo al número de establecimientos dependientes de cada SLE. Por otra parte, al menos $20.000 millones se asignarán a fines distintos a infraestructura y equipamiento, de acuerdo a criterios objetivos. Se regula además la contabilidad de ingresos y gastos y rendición de cuentas de los SLE.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Conforme a las modificaciones contenidas en las presentes indicaciones, cabe precisar que:

- El requisito de 35 estudiantes por aula en establecimientos de dependencia de los SLE tiene un efecto potencial de costos estimado en $2.715 millones en régimen, por concepto de horas de contrato de docentes, a nivel de todo el sistema de educación pública. Éstos serán financiados con cargo a los recursos de cada SLE.

- El Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública ya existe por Ley de Presupuestos, por lo que la presente indicación le da un carácter permanente, con un nivel mínimo que no significa un mayor gasto respecto del vigente y una nueva regla de distribución.

En consecuencia, las indicaciones no significan un mayor gasto fiscal en régimen respecto del establecido en Informe Financiero N°82 del 17 de julio de 2017.”.

- Adicionalmente, se acompañó informe financiero sustitutivo referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 22 de agosto de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

Mediante las presentes indicaciones (N°128-365) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de ley que crea la Dirección de Educación Pública (DEP) y los Servicios Locales de Educación Pública (SLE), de las cuales cabe destacar:

- Se establece que la rendición de cuentas de la ejecución de las subvenciones y aportes de la ley que establece la Subvención Escolar Preferencial destinados al Plan de Mejoramiento Educativo de los establecimientos públicos se realizará a través de la rendición de cuenta pública a que se refiere la ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación parvularia, básica y media.

- Se modifica la primera etapa de instalación de los SLE, con la entrada en funcionamiento de 2 SLE entre la fecha de publicación de la ley y el 30 de junio de 2018, 2 SLE entre el 1 de enero y 30 de junio de 2018, 3 SLE entre el 1 de enero y 30 de junio de 2019, y 4 SLE entre el 1 de enero y 30 de junio de 2020. El traspaso del servicio educacional a los 2 primeros SLE se realizará el 1 de marzo de 2018 en caso que entren en funcionamiento durante el año 2017. El traspaso del servicio de los 2 siguientes se realizará el 1 de julio de 2018, siempre que su respectiva resolución de traspaso sea dictada 4 meses antes de dicha fecha. Se establece además que el Presidente de la República puede modificar el calendario de instalación en el marco de las reglas establecidas, debiendo considerar los informes del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública.

- Se establece que, para la elaboración de sus propuestas, el Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública debe considerar un informe que para estos efectos le proporcionará la Agencia de Calidad de la Educación respecto de la calidad, funcionamiento y desarrollo del servicio educacional provisto por los SLE. Se determina además que el Ministro de Educación deberá dar cuenta anual al Parlamento del estado de avance de la implementación del Sistema de Educación Pública.

- Se instaura como causal de notable abandono de deberes respecto del alcalde el caso en que un municipio no entregue la información necesaria para un adecuado traspaso del servicio educativo, procediéndose a su remoción del cargo.

- Se establece que, en el caso de las comunas que formen parte de los SLE comprendidos en la primera etapa de instalación, el personal municipal que podrá participar en el primer concurso para ser traspasado a los SLE será el que haya estado cumpliendo funciones al 30 de junio de 2017, y para los demás SLE, el personal que haya estado cumpliendo funciones al menos 3 años antes de la fecha del traspaso del servicio educativo.

- Se establece que el porcentaje de los recursos del Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que se asigne a los municipios y corporaciones municipales mientras no hayan traspasado el servicio educativo, no podrá superar el porcentaje de la matrícula de sus establecimientos, respecto al total de matrícula pública.

- Se regula una gradualidad y reglas de excepción para que los SLE cumplan con el requisito de que el número de estudiantes por aula no sea superior a 35 en los establecimientos de su dependencia, para establecimientos que no cuenten con infraestructura suficiente o que tengan una alta demanda de matrícula.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Conforme a las modificaciones contenidas en las presentes indicaciones, el mayor gasto fiscal en régimen se mantiene similar al establecido en Informe Financiero N° 82 del 17 de julio de con variaciones en la transición, debidas a la nueva gradualidad de entrada en funcionamiento de los SLE.

Se asume que los dos primeros SLE entrarán en funcionamiento durante el año 2017, siendo traspasado el servicio educacional el 1 de marzo de 2018 y los dos siguientes entran en funcionamiento en enero de 2018 y se les traspasa el servicio educacional el 1 de julio de 2018.

A continuación se indica el mayor gasto en situación de régimen, la gradualidad en la entrada en funcionamiento y traspaso del servicio educacional a los SLE y conforme ello el flujo del gasto involucrado entre los años 2017 y 2026:

I) Situación en Régimen
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II) Gradualidad en la entrada en funcionamiento y traspaso del servicio educacional a los Servicios Locales de Educación Pública:
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III) Flujo de Gasto
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- Finalmente, se acompañó informe financiero sustitutivo referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 24 de agosto de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

Mediante las presentes indicaciones (N°129-365) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de ley que crea la Dirección de Educación Pública (DEP) y los Servicios Locales de Educación Pública (SLE), de las cuales cabe destacar:

- Se modifica el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública creado por el presente proyecto de ley de la siguiente forma: se incrementan los recursos mínimos establecidos en el Programa, con recursos totales que pasan de $75.000.000 miles anuales a $130.000.000 miles, que se distribuirán de conformidad a criterios objetivos; se establece que la DEP asignará los recursos directamente a los SLE o a través de otras entidades públicas; se agrega que a medida que vayan disminuyendo los recursos del Fondo de Fortalecimiento de la Educación Pública, establecido en el artículo 37 transitorio de la ley N°20.845, se tenderá a incrementar el monto considerado en el Programa; se establece que el programa destinará recursos para infraestructura y equipamiento por al menos $80.000 millones al año, que se asignarán de acuerdo a criterios adecuados a las necesidades de dichas áreas.

- Se modifica la primera etapa de instalación de los SLE, modificando un SLE que entra en funcionamiento el año 2020, pero conservándose el número de SLE que entran en funcionamiento cada año. Se establece que el Presidente de la República puede modificar el calendario de la segunda etapa de instalación y prorrogar dicho proceso por razones fundadas, previo informe del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública, y considerando el informe de la Agencia de Calidad de la Educación.

- Se establecen las condiciones para la fecha de traspaso del servicio educativo para los cuatro primeros SLE que entran en funcionamiento.

- Se modifican las normas respecto de los convenios de ejecución del Plan de Transición, haciendo énfasis en los objetivos financieros del Plan de Transición, que deberá considerar el adecuado balance entre ingresos y gastos del servicio educativo. 

- Se adelanta la fecha máxima para la dictación de los decretos de fuerza de ley que crean la Dirección de Educación Pública y los dos primeros SLE a noventa días desde la publicación de la ley.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Conforme a las modificaciones contenidas en las presentes indicaciones, cabe precisar que el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública ya existe por Ley de Presupuestos, por lo que la presente indicación le da un carácter permanente, con niveles mínimos que consideran la reasignación de recursos con que cuenta actualmente el presupuesto del Ministerio de Educación. Los eventuales incrementos a medida que disminuyan los recursos del Fondo de Fortalecimiento de la Educación Pública se podrán expresar en la Ley de Presupuestos de cada año.

El mayor gasto fiscal en régimen se mantiene similar al establecido en Informe Financiero N° 104 del 22 de agosto de 2017, con variaciones en la transición, debidas a la nueva gradualidad de entrada en funcionamiento de los SLE.

I) Situación en Régimen
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II) Gradualidad en la entrada en funcionamiento y traspaso del servicio educacional a los Servicios Locales de Educación Pública: 
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III) Flujo de Gasto
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”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES





En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Educación y Cultura en su segundo informe:
Título preliminar

Sustituir la palabra “preliminar” por el número “I”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
°°°

Artículo 5

Inciso primero
Letra a)
Sustituir la expresión “ético” por “ética”. (Adecuación formal).
Artículo 6

Inciso tercero
Intercalar, entre las expresiones “avance” y “la Estrategia”, la preposición “de”. (Adecuación formal).
Artículo 10

Inciso primero
Letra g)
Reemplazar el ordinal “5°” por el número “5”. (Adecuación formal).
Letra l)
Suprimir la frase “, de conformidad a lo establecido en el artículo 25”. (Adecuación formal).
Letra m)
Intercalar, entre las expresiones “Colaborar con” y “Servicio Local”, el artículo “el”. (Adecuación formal).
Artículo 11

Inciso primero
Intercalar, entre las expresiones “educacionales y” y “los profesores”, la preposición “a”. (Adecuación formal).
Inciso segundo
Reemplazar la palabra “definido” por “establecido”, y el número “22” por “18”. (Adecuaciones formales).
Artículo 12

Inciso primero
Incorporar, previo al punto aparte (.), lo siguiente: 

“, y sus reflexiones y propuestas quedarán registradas en un acta numerada de sus sesiones”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 13

Inciso segundo
Suprimir la expresión “de Educación”. (Adecuación formal).
Artículo 17

Inciso primero
Intercalar, entre las expresiones “principios de” y “educación pública”, el artículo “la”, y reemplazar el ordinal “5°” por el número “5”. (Adecuaciones formales).
Inciso cuarto

Reemplazarlo por el siguiente: 

“Los Servicios Locales son organismos administrativos encargados de la provisión del servicio público educacional definido en la presente ley, para lo cual velarán por su calidad y mejora constante.”. (Mayoría de votos 3x2 en contra. Indicación número 1 a).
Artículo 18

Inciso primero

Letra b)
Incorporar en su párrafo primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), lo siguiente “pudiendo adquirir toda clase de bienes muebles e inmuebles para el cumplimiento de sus fines.”. (Mayoría de votos 3x2 abstenciones. Indicación número 2 a, literal a).
Letra g)
Agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: “En el ejercicio de esta función considerará el diagnóstico y atención de necesidades educativas especiales de los estudiantes, entre otros factores.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 2 a, literal b).
Letra k)
Sustituir, en su párrafo segundo, la palabra “informa” por “informada”, e intercalar, en su párrafo tercero, entre las expresiones “suscrito” y “por el Ministro de Hacienda”, la expresión “, además,”. (Adecuaciones formales).
Artículo 19

Inciso primero

Número 6

Sustituir la cifra “2009” por “2010”. (Adecuación formal).
°°°

Agregar los siguientes numerales 12, 13 y 14, nuevos: 

“12. Establecer un número de estudiantes por aula no superior a 35, como norma general, con la que deberán funcionar los establecimientos educacionales de su dependencia.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 3 a).
“13. Velar por que los establecimientos de su dependencia destinen la extensión horaria regulada en la ley N° 19.532 sobre jornada escolar completa diurna, a actividades que contribuyan a la formación integral de los estudiantes, tales como actividades artísticas, culturales, deportivas, científicas o tecnológicas, entre otras, de acuerdo con sus planes y programas de estudio.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 3 a).
“14. Promover el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. En este marco, los Planes de Mejoramiento Educativo de la ley N° 20.248 de dichos establecimientos podrán incluir acciones en el área de trabajo en red a nivel de Servicio Local, con el fin de financiar el desarrollo de iniciativas conjuntas de mejora de la calidad de la educación que imparten, así como acciones que requieran de la coordinación o administración del Servicio para facilitar el cumplimiento de objetivos comunes que formen parte de los diferentes Planes de Mejoramiento Educativo.”. (Mayoría de votos 3x2 abstenciones. Indicación número 3 a). 

Artículo 21

Inciso final

Sustituir la cifra “2009” por “2010”. (Adecuación formal).
Artículo 23

Inciso tercero

Intercalar, en su encabezamiento, entre la preposición “En” y la palabra “caso”, el artículo “el”. (Adecuación formal).
Artículo 24

Inciso cuarto

Sustituir la frase “la causal dispuesta en los literales d) y e)” por “alguna de las causales señaladas en las letras d) y e)”. (Adecuación formal).
Inciso final

Intercalar, entre las expresiones “firmado” y “por el Ministro de Hacienda”, la expresión “, además,”. (Adecuación formal).
Artículo 26

Letra a)
Intercalar, a continuación de la frase “Sector Público”, lo siguiente: “, los que deberán costear al menos gastos del Servicio Local relativos a: personal, bienes y servicios de consumo, adquisición de activos no financieros, y mantención y reparación de su infraestructura educacional”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 4 a).
Artículo 27

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 27.- Asignación de recursos a los Servicios Locales y rendición de cuentas. La Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en el literal d) del artículo 26, asignará recursos directamente a los Servicios Locales o a través de otras entidades públicas, para diversos fines, tales como infraestructura, equipamiento, innovación, trabajo en red y desarrollo de capacidades; con el objeto de favorecer la calidad del servicio educativo y de acuerdo a lo que establezca anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público. 

La unidad de administración y finanzas del Servicio Local respectivo deberá llevar la contabilidad de los ingresos y gastos del Servicio Local y de los establecimientos educacionales de su dependencia.

El Director Ejecutivo del Servicio Local deberá rendir cuenta pública de todos los recursos percibidos, debiendo incorporar el detalle de su uso respecto del servicio mismo, así como de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. Esta cuenta se llevará a cabo en la oportunidad establecida en la letra h) del artículo 22, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se creará el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que considerará anualmente al menos $130.000.000 miles, sin perjuicio de los recursos del Fondo de Fortalecimiento de la Educación Pública establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845. A medida que vayan disminuyendo los recursos de este Fondo, se tenderá a incrementar el monto considerado en el Programa.

Los recursos de este Programa serán asignados por la Dirección de Educación Pública, de acuerdo con la Estrategia Nacional de Educación Pública y a principios de equidad y pertinencia. Su asignación se realizará de manera directa a los Servicios Locales o indirecta, a través de otros organismos públicos, de conformidad a criterios objetivos que podrán considerar factores tales como: número de establecimientos educacionales, niveles, modalidades educativas y formaciones diferenciadas que imparten, nivel de desempeño de los establecimientos de conformidad a la ley N° 20.529, así como ruralidad, cobertura, matrícula y vulnerabilidad de los estudiantes, entre otros. Los recursos que cada año se destinen a infraestructura y equipamiento considerarán al menos $80.000.000 miles, los que se asignarán de acuerdo a criterios adecuados a las necesidades de dicha área.

Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la distribución de los recursos y los procedimientos para cumplir lo señalado en el inciso anterior.”. (Mayoría de votos 2x1 abstención. Indicación número 5 b).
Artículo 30

Inciso primero

Letra c)

Sustituir la expresión “inciso segundo” por “inciso tercero”. (Adecuación formal).
Artículo 32

Inciso cuarto
Suprimir la expresión “de Educación”. (Adecuación formal).
Artículo 34

Inciso primero
Letra e)
Sustituir la expresión “Las personas que tengan” por “Tener”. (Adecuación formal).
Letra f)
Sustituir la expresión “Las personas que tengan vigente o suscriban” por “Tener vigente o suscribir”. (Adecuación formal).
Letra g)
Sustituir la expresión “Los directores, administradores, representantes y socios titulares” por “Ser director, administrador, representante o socio titular”. (Adecuación formal).
Artículo 35

Inciso segundo

Reemplazarlo por el siguiente:
“Los miembros del Comité que no den cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, serán removidos de su cargo, en aplicación del artículo siguiente, y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente.”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 39

Inciso segundo
Sustituir el número “43” por “42”. (Adecuación formal).
Artículo 44

Inciso final

Intercalar, entre las expresiones “suscrito” y “por el Ministro de Hacienda”, la expresión “, además,”. (Adecuación formal).
Artículo 45

Inciso cuarto
Número 1
Sustituir la expresión “según lo dispuesto” por “regulada”. (Adecuación formal).
Inciso séptimo
Intercalar entre la expresión “Pública para” y la palabra “conocimiento”, el término “su”. (Adecuación formal).
Artículo 46

Inciso primero
Letra b)
En su numeral iv), reemplazar la expresión “el artículo 79” por “la ley N° 20.248 sobre Subvención Escolar Preferencial”. (Adecuación formal).
Artículo 50

Inciso final

Reemplazar la expresión “a), b), c) y d)” por “a), b), c), d) y g)”. (Adecuación formal).
Artículo 51

Inciso segundo

Suprimir la expresión “de los números 1 y 2”. (Adecuación formal).
Artículo 52

Inciso primero
Letra e)
Suprimir la expresión “, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22”. (Adecuación formal).
Letra f)
Sustituir la expresión “inciso segundo” por “inciso tercero”. (Adecuación formal).
Letra l)
Reemplazar la expresión “la incluya” por “incluya a dicha comunidad”. (Adecuación formal).
Artículo 55

Inciso primero
Letra d)
Sustituir el número “33” por “53”. (Adecuación formal).
Artículo 61

Inciso primero
Letra b)
Suprimir la expresión “de conformidad a lo dispuesto en el artículo 40, y”, e intercalar, entre la palabra “público” y el punto aparte (.), la frase “, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 40 y 41”. (Adecuación formal).
Letra k)
Eliminar la expresión “, de conformidad a lo establecido en el artículo 45”. (Adecuación formal).
°°°
Intercalar un artículo 66, nuevo, pasando el actual a ser 67 y así sucesivamente, del siguiente tenor: 

“Artículo 66.- Rendición de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial. La rendición de cuentas de ejecución de las subvenciones y aportes de la ley Nº 20.248, destinados a la implementación del Plan de Mejoramiento Educativo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 15 de la presente ley, se realizará a través de la rendición de cuenta pública a que se refiere el artículo 54 de la ley N° 20.529.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 6 a).
°°°
Artículo 66

Pasa a ser artículo 67, sin enmiendas.
Artículo 67

Pasa a ser artículo 68, sin enmiendas.

Artículo 68

Pasa a ser artículo 69, sin enmiendas.
Artículo 69

Pasa a ser artículo 70, sin enmiendas.

Artículo 70

Pasa a ser artículo 71, sin enmiendas.
Artículo 71

Pasa a ser artículo 72, sin enmiendas.

Artículo 72

Pasa a ser artículo 73, sustituyéndolo por el siguiente:

“Artículo 73.- Modifícase el artículo 3° de la ley N° 19.247, que aprueba el texto de la Ley sobre Donaciones con fines Educacionales en el siguiente sentido: 

a) Modifícase el literal A de su artículo 1° de la siguiente manera:

i) Reemplázase la frase “las Municipalidades o por sus Corporaciones” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

ii) Reemplázase la expresión “las Municipalidades” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Sustitúyese en el literal C de su artículo 1° la frase “la Municipalidad respectiva, si se tratare de establecimientos administrados por ella o por su Corporación” por “el Servicio Local respectivo, si se tratare de establecimientos administrados por éste”.

2) Modifícase el inciso final de  su artículo 7° de la siguiente forma:

a) Reemplázase la frase “propiedad de la Municipalidad” por “propiedad del Servicio Local”.

b) Reemplázase la palabra “Esta” por el vocablo “Éste”.

c) Reemplázase la frase “dentro de la comuna” por “dentro del ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local”.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 73

Pasa a ser artículo 74, sin enmiendas.

Artículo 74

Pasa a ser artículo 75, sin enmiendas.
Artículo 75

Pasa a ser artículo 76, sin enmiendas.

Artículo 76

Pasa a ser artículo 77, sin enmiendas.
Artículo 77

Pasa a ser artículo 78, sin enmiendas.

Artículo 78

Pasa a ser artículo 79, sin enmiendas.
Artículo 79

Pasa a ser artículo 80, con la siguiente enmienda:

Inciso primero
Número 1)
Reemplazar, en el encabezamiento de la letra a),  la frase “Intercálase el siguiente párrafo segundo y tercero” por “Intercálanse los siguientes párrafos segundo y tercero”. (Adecuación formal).
Número 5)
Sustituir la preposición “de” por “del”. (Adecuación formal).
Artículo 80

Pasa a ser artículo 81, sin enmiendas.
Artículo 81

Pasa a ser artículo 82, sin enmiendas.

Artículo 82

Pasa a ser artículo 83, reemplazando, en el numeral ii) del artículo trigésimo séptimo que se sustituye, la expresión “su párrafo quinto” por “el párrafo 5°”. (Adecuación formal).
Artículo 83

Pasa a ser artículo 84, intercalando el siguiente inciso tercero, nuevo:

“A los Servicios Locales les será aplicable la normativa que rige a los sostenedores de establecimientos educacionales. Así, para todos los efectos legales, en caso que las normas se refieran al sostenedor o sostenedores, deberán entenderse comprendidos los Servicios Locales, en concordancia con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación.”. (Mayoría de votos 3x2 en contra. Indicación número 7 a).
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo

Inciso primero

Sustituir la denominación “Título V” por “Título VI”, y la palabra “séptimo” por “octavo”. (Adecuación formal).
Inciso segundo

Reemplazar la expresión “numeral 3) del artículo 81” por “numeral 4) del artículo 82”. (Adecuación formal).
Artículo tercero

Sustituir la oración “Lo establecido en el inciso tercero del artículo 17 de la presente ley entrará en vigencia respecto de cada Servicio Local, en lo relativo a su calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.”, por “La calidad de sostenedor de los Servicios Locales, respecto de los establecimientos de su dependencia, entrará en vigencia respecto de cada Servicio Local en la fecha del traspaso del servicio educacional.”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo cuarto

Inciso segundo

Eliminar la expresión “, según corresponda,”. (Adecuación formal).
Artículo sexto

Inciso segundo

Reemplazarlo por el siguiente:

“Primera etapa de instalación:

1) Entrarán en funcionamiento entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región Metropolitana, el cual comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia; y un Servicio Local en la región de Coquimbo, el cual comprende las comunas de Coquimbo y Andacollo.

Asimismo, entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región de Atacama, el cual comprende las comunas de Vallenar, Alto del Carmen, Freirina y Huasco; y un Servicio Local de la región de La Araucanía, el cual comprende las comunas de Nueva Imperial, Carahue, Toltén, Teodoro Schmidt y Saavedra.

2) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2019 el Servicio Local de la región de Arica y Parinacota; un Servicio Local de la región Metropolitana y un Servicio Local de la región del Biobío.

3) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020 un Servicio Local de la región de Valparaíso; un Servicio Local de la región de Los Lagos; un Servicio Local de la región del Libertador Bernardo O’Higgins; y un Servicio Local de la región de Atacama.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 10 a).
Inciso cuarto

Reemplazar la expresión “el establecido” por “los establecidos”. (Adecuación formal).
Inciso final

Sustituirlo por los siguientes:
“El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, podrá, en el marco de las reglas anteriores, modificar el calendario de la segunda etapa de instalación.

Si, por razones fundadas, se hiciera necesario extender las fechas de entrada en funcionamiento de la segunda etapa de instalación más allá del año 2025, el Presidente de la República podrá, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, y previo informe favorable del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública, prorrogar dicho proceso por un nuevo período delimitado. Para estos efectos, deberá considerar además el informe de la Agencia de Calidad de la Educación respecto de la implementación de la primera etapa de instalación al que hace referencia el artículo séptimo transitorio.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 10 a).
Artículo séptimo

Inciso sexto

Intercalar, a continuación de “sus propuestas el Consejo”, lo siguiente: “considerará un informe sobre la primera etapa del proceso de instalación que para estos efectos le proporcionará la Agencia de Calidad de la Educación, considerando la calidad, funcionamiento y desarrollo del servicio educacional provisto por los Servicios Locales. Asimismo,”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 15 a).
°°°

Agregar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:

“En el mes de marzo de cada año el Ministro de Educación dará cuenta del estado de avance de la implementación del Sistema de Educación Pública a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado, en sesión conjunta.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 15 a).
°°°

Artículo octavo

Inciso primero

Reemplazar la palabra “humanos” por “personal”. (Adecuación formal).
Inciso segundo

Reemplazar su inciso segundo por los siguientes: 

“Con todo, el servicio educacional se traspasará, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018 a los Servicios Locales establecidos en el párrafo primero del numeral 1 del artículo sexto transitorio en caso de que entren en funcionamiento antes del 1 de enero de 2018. Si la entrada en funcionamiento se produce con posterioridad a dicha fecha, el servicio educacional se traspasará según lo establecido en el inciso anterior.

Asimismo, en el caso de los Servicios Locales establecidos en el párrafo segundo del numeral 1) del artículo sexto transitorio, el traspaso tendrá lugar por el solo ministerio de la ley, y en las mismas condiciones del inciso primero de este artículo, el 1 de julio de 2018, una vez dictada la resolución a que se refiere el artículo vigésimo segundo transitorio, la cual sólo podrá expedirse dentro de los tres meses anteriores de la fecha señalada. Para estos efectos deberá dictarse una resolución por cada Servicio Local. De no dictarse la resolución referida en el plazo señalado anteriormente, dicha decisión deberá formalizarse en un acto administrativo fundado, en cuyo caso el traspaso se producirá por el solo ministerio de la ley el 1 de enero de 2019, en las mismas condiciones establecidas en el inciso primero del presente artículo. En tal evento, el Ministro de Educación deberá dar cuenta a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y de Educación y Cultura del Senado sobre las razones fundadas para no haber dictado la señalada resolución en el plazo definido.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 17 a).
Artículo décimo

Inciso final

Intercalar entre las expresiones “suscrito” y “por el Ministro de Hacienda”, la expresión “, además,”. (Adecuación formal).
Artículo décimo noveno

Sustituir la palabra “decimonoveno” por “décimo noveno”. (Adecuación formal).
Artículo vigésimo

Reemplazar la expresión “numeral 3 del artículo decimoprimero” por “numeral 3) del artículo décimo primero”. (Adecuación formal).
Artículo vigésimo primero
Inciso primero

Encabezamiento 

Sustituir la frase “del Servicio Local individualizado en el” por “de los Servicios Locales individualizados en el párrafo primero del”. (Adecuación formal).
Letra b) 

Reemplazar la palabra “undécimo” por “décimo primero”. (Adecuación formal).
Inciso tercero

Sustituir la frase “al Servicio Local señalado” por “a los Servicios Locales señalados”. (Adecuación formal).
°°°

Intercalar un inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser sexto, del siguiente tenor:

“En caso de que un municipio no cumpla con las obligaciones establecidas en este artículo, se entenderá que se configurará causal de notable abandono de deberes respecto del alcalde. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en la letra c) del artículo 60 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica constitucional de municipalidades.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 20 a).
°°°

Artículo vigésimo segundo
Inciso primero
Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo vigésimo segundo.- Resolución de traspaso. Al menos dos meses antes de la entrada en funcionamiento de un Servicio Local, el Ministro de Educación deberá dictar una o más resoluciones que individualicen los bienes muebles e inmuebles y personal que le serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3) del artículo décimo primero transitorio, las cuales deberán contener, a lo menos, lo señalado en los literales a), b), c), d) y e) del inciso primero del artículo anterior. En el caso de los Servicios Locales indicados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio dicha resolución deberá dictarse antes del traspaso del servicio educacional, de conformidad a lo establecido en el artículo octavo transitorio.”. (Mayoría de votos 2x1 abstención. Indicación número 21 a).
Inciso final
Sustituir la palabra “duodécimo” por “décimo segundo”. (Adecuación formal).
Artículo vigésimo tercero

Reemplazar la palabra “vigesimotercero” por “vigésimo tercero”. (Adecuación formal).
Artículo vigésimo cuarto
Inciso primero
Modificarlo en el siguiente sentido:

- Suprimir la expresión “y su equilibrio financiero,”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 22 a).
- Sustituir la palabra “séptimo” por “octavo”. (Adecuación formal).
Inciso segundo

Letra b)

Reemplazar la palabra “humanos” por “personal”. (Adecuación formal).
Artículo vigésimo quinto
Inciso primero

Letra f)
Reemplazar la expresión “numeral 3 del artículo úndecimo” por “numeral 3) del artículo décimo primero”. (Adecuación formal).
Letra h)
Reemplazarla por la siguiente:

“h) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de cumplir con los objetivos financieros del Plan de Transición, dentro de los que se deberá considerar un adecuado balance entre ingresos y gastos y el pago de las deudas originadas por la prestación del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo trigésimo transitorio.  Para estos efectos deberá coordinar la planificación y los instrumentos de gestión del sistema educativo con el financiamiento que establezca la ley, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio de esta ley.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 23 a).
Letra j)
Reemplazar la expresión “c)” por “h)”. (Adecuación formal).
Letra k)
Sustituirla por la siguiente:

“k) La transferencia o pago directo de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros del Plan de Transición. El monto y forma de la transferencia de dichos recursos se determinará de conformidad a lo que establezca la Ley de Presupuestos del Sector Público, así como para la planificación e implementación de las acciones de formación y/o capacitación a que se refiere el literal g) de este artículo.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 23 a).
Inciso final

Reemplazar la denominación “Subsecretaria de Desarrollo Regional” por “Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo”. (Adecuación formal).
Artículo vigésimo sexto
Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo vigésimo sexto.- Transferencia de recursos para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros. Para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo anterior, el Ministerio de Educación, con la visación del Ministerio de Hacienda, podrá transferir a las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, recursos destinados a contribuir al financiamiento de gastos incurridos, que considere debidamente justificados. El Ministerio de Educación estará facultado para pagar directamente a terceros por estos conceptos. 

El Ministerio de Educación determinará dichos gastos, pudiendo para ello solicitar información a la Superintendencia de Educación, la cual deberá remitirla; así como también podrá requerir la realización de auditorías en la respectiva municipalidad o corporación para la justificación de dichos gastos. El Ministerio de Educación deberá requerir la realización de dichas auditorías a la Superintendencia de Educación o a instituciones externas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529, en aquellos municipios o corporaciones respecto de los cuales se hubiera verificado, durante los cinco años anteriores a la firma del convenio, alguna de las siguientes hipótesis:

a) Nombramiento de un administrador provisional respecto de uno o más establecimientos educacionales de su dependencia.

b) Aplicación de sanciones por infracciones graves a la normativa educacional con excepción de las establecidas en los literales c, d) y e) del artículo 76 de la ley N° 20.529.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 24 a).
Artículo vigésimo séptimo
Reemplazar la expresión “f)” por “k)”. (Adecuación formal).
Artículo vigésimo octavo

Inciso primero
Reemplazar la expresión “e)” por “j)”. (Adecuación formal).
Artículo vigésimo noveno

Inciso segundo

Letra b)
Reemplazar la expresión “f)” por “k)”. (Adecuación formal).
Inciso final

Reemplazarlo por el siguiente:

“En caso de término de un convenio, de conformidad a lo señalado en el presente artículo, no se podrán celebrar los restantes convenios referentes a la transferencia de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros del Plan de Transición que se hubiere suscrito.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 25 a).
Artículo trigésimo

Inciso primero
Reemplazar, en su encabezamiento, la expresión “f)” por “h)”. (Adecuación formal).
Inciso segundo 
Agregar, a continuación de “respectivo municipio o corporación municipal”, la expresión “, y será considerado para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 26 a).
Inciso final 
Suprimirlo. (Unanimidad 3x0. Indicación número 26 a).
Artículo trigésimo segundo

Inciso tercero
Sustituir la palabra “séptimo” por “octavo”. (Adecuación formal).
Inciso quinto
Reemplazar la expresión “vigésimo segundo” por “vigésimo quinto”. (Adecuación formal).
Artículo trigésimo cuarto
Inciso primero 
Modificarlo del siguiente modo:

- Intercalar, entre la expresión “corporación municipal” y “deberá entregar”, lo siguiente: “, haya o no suscrito el Plan de Transición,”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- Reemplazar la expresión “ciento ochenta días previo al traspaso del servicio educacional, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo trigésimo transitorio de la presente ley” por “ciento ochenta días ni inferior a sesenta días previo al traspaso del servicio educacional”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 27 a).
Inciso tercero 
Intercalar, entre la expresión “de Educación” y el punto aparte (.), lo siguiente: “, el que podrá complementarla con la que le proporcione la Superintendencia de Educación u otros organismos públicos”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo trigésimo quinto

Inciso primero
Sustituir la palabra “séptimo” por “octavo”. (Adecuación formal).
°°°

Incorporar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor: 

“La función establecida en el artículo 27 de la presente ley, será ejercida y aplicada, según lo dispuesto en dicho artículo, por la Subsecretaría de Educación hasta que entre en funcionamiento la Dirección de Educación Pública.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 28 a).


°°°

Artículo trigésimo sexto

Inciso primero
Sustituir, en su encabezamiento, la frase “un año contado” por “noventa días contados”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 29 a).
Artículo trigésimo séptimo

Inciso primero

Encabezamiento
Reemplazar la frase “un año contado desde la publicación de esta ley”, por “noventa días contado desde la publicación de esta ley en el caso de los Servicios Locales individualizados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio, y de un año, respecto del resto de los Servicios Locales”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 30 a).
Número 1
Sustituir el número “29” por “47”. (Adecuación formal).
Artículo trigésimo octavo

Inciso primero

Número 1
Modificar su encabezamiento, de la siguiente manera:
- Reemplazar la frase “, al 30 de noviembre de 2014,” por “, al menos tres años antes de la fecha de traspaso del servicio educativo,”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 31 a).
- Sustituir la palabra “séptimo” por “octavo”. (Adecuación formal).
- Agregar, luego de la expresión “transitorio.” la siguiente oración: “En el caso de las comunas que formen parte de los Servicios Locales comprendidos en la primera etapa del calendario de instalación, también podrá postular el personal de dichas municipalidades o corporaciones municipales y que haya estado cumpliendo funciones al 30 de junio de 2017.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 31 a).
Inciso tercero
Sustituir la palabra “séptimo” por “octavo”. (Adecuación formal).
Artículo cuadragésimo

Inciso primero
Suprimir la expresión “de Educación” que sucede a “Servicios Locales”. (Adecuación formal).
Inciso sexto
Eliminar la expresión “de Educación” que sucede a “Servicios Locales”. (Adecuación formal).
Artículo cuadragésimo primero

Inciso primero
Sustituir la palabra “séptimo” por “octavo”. (Adecuación formal).
Inciso final
Reemplazar la palabra “séptimo” por “octavo”. (Adecuación formal).
Artículo cuadragésimo octavo

Sustituir los términos “el artículo” por “los artículos”. (Adecuación formal).
Artículo quincuagésimo

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo quincuagésimo.- Reglamentos. Uno o más reglamentos dictados por el Ministerio de Educación, que deberán ser firmados, además, por el Ministro de Hacienda, desarrollarán las materias establecidas en las presentes disposiciones transitorias.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 33 a).
Artículo quincuagésimo tercero

°°°
Agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor: 

“El porcentaje que se asigne a los Servicios Locales respecto del total de los recursos del Programa establecido en el inciso cuarto del artículo 27, serán al menos equivalentes al porcentaje que la matrícula de los establecimientos de su dependencia represente respecto del total de la matrícula de la educación pública administrada por municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales, según lo establezca dicho reglamento.”. (Mayoría de votos 2x1 en contra. Indicación número 35 a).
°°°
Incorporar un artículo quincuagésimo cuarto transitorio, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo quincuagésimo cuarto.- Los Servicios Locales deberán dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 19, numeral 12, para la cohorte de estudiantes que ingrese al menor nivel o curso que impartan los establecimientos educacionales de su dependencia el año escolar siguiente al traspaso del servicio educacional. 

Asimismo, podrán definir, de acuerdo a las características de sus establecimientos y a los niveles y modalidades educativas que imparten, un calendario de transición hasta que todos los niveles o cursos cumplan con esta normativa. Sin perjuicio de ello, si un establecimiento ya tiene la capacidad para aplicar esta medida en otros cursos y niveles, de manera permanente, deberá aplicar esta norma para todos ellos. 

El Director Ejecutivo del Servicio Local podrá postergar la puesta en marcha del cumplimiento de esta obligación, mediante resolución fundada, respecto de aquellos establecimientos educacionales que no cuenten con la infraestructura suficiente o que tengan una alta demanda de matrícula. En este caso, deberá proponer al Comité Directivo, en el marco del Plan Estratégico del Servicio Local, las acciones necesarias para que todos los establecimientos educacionales de su dependencia cumplan con lo establecido en el artículo 19, numeral 12.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 36 a).
°°°
Agregar un artículo quincuagésimo quinto transitorio, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo quincuagésimo quinto.- Reglas especiales para la instalación de los primeros Servicios Locales de Educación. Únicamente respecto de los Servicios Locales establecidos en el numeral 1) del artículo sexto transitorio, el Ministerio de Educación, mediante decreto supremo, estará facultado para reducir, ampliar o prorrogar los plazos para la dictación de los actos administrativos; así como para los trámites que deban cumplir las corporaciones municipales, municipalidades y demás organismos de la Administración del Estado; que deban expedirse para el traspaso del servicio educacional según estas disposiciones transitorias. 

Adicionalmente, dichos actos administrativos y los convenios de ejecución del Plan de Transición establecidos en el artículo vigésimo quinto transitorio, podrán mantener su vigencia y efectos después de la fecha del traspaso del servicio educacional y hasta que se haya cumplido satisfactoriamente con los trámites y condiciones establecidas en estas disposiciones transitorias para el traspaso del servicio educacional.”. (Mayoría de votos 2x1 abstención. Indicación número 37 a).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

“Título I
Disposiciones generales

Artículo 1.- Objeto de la ley. La presente ley crea el Sistema de Educación Pública (en adelante también el “Sistema”), establece las instituciones que lo componen y regula su funcionamiento.

Artículo 2.- Fines de la Educación Pública. La educación pública está orientada al pleno desarrollo de los estudiantes, de acuerdo a sus necesidades y características. Procura una formación integral de las personas, velando por su desarrollo espiritual, social, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, entre otros, y estimulando el desarrollo de la creatividad, la capacidad crítica, la participación ciudadana y los valores democráticos.

Artículo 3.- Objeto del Sistema de Educación Pública. El Sistema tiene por objeto que el Estado provea, a través de los establecimientos educacionales de su propiedad y administración, que formen parte de los Servicios Locales de Educación Pública que son creados en la presente ley, una educación pública, gratuita y de calidad, laica, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y pluralista, que promueva la inclusión social y cultural, la equidad, la tolerancia, el respeto a la diversidad y la libertad, considerando las particularidades locales y regionales, garantizando el ejercicio del derecho a la educación de conformidad a lo dispuesto en la Constitución Política de la República, en todo el territorio nacional.

El Sistema velará por el respeto a las particularidades de cada nivel y modalidades educativas, considerando la integralidad, pluralidad y el apoyo constante a los estudiantes. En particular, deberá considerar las características propias de los establecimientos que imparten el nivel parvulario y de la educación especial o diferencial.

Artículo 4.- Integrantes del Sistema. Son integrantes del Sistema los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, con sus distintos niveles y modalidades educativas; los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante, también, “Servicios Locales”), y el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en los Títulos II, III y IV, respectivamente.

Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema. Están conformados por sus respectivas comunidades educativas, integradas por estudiantes, madres, padres, apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y por sus respectivos equipos docentes directivos. Dichos establecimientos contarán con autonomía para la definición y desarrollo de sus proyectos educativos, de acuerdo a la identidad y características propias de sus comunidades, de conformidad a la normativa vigente. 

En este marco, corresponderá a los profesionales de la educación ejercer un rol fundamental para la consecución del objeto del Sistema y para la materialización de los principios que lo guían, establecidos en el artículo siguiente, desarrollando estrategias y metodologías con creatividad y autonomía, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del inciso cuarto del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1997.

Artículo 5.- Principios del Sistema. El Sistema y sus integrantes se regirán por los principios señalados en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, y por los principios que se establecen a continuación:

a) Calidad integral. El Sistema se orientará hacia la provisión de una educación de calidad que permita a los estudiantes acceder a oportunidades de aprendizaje para un desarrollo integral, llevar adelante sus proyectos de vida y participar activamente en el desarrollo social, político, cultural y económico del país. Para ello, el Sistema promoverá el desarrollo de los estudiantes en sus distintas dimensiones, incluyendo la espiritual, ética, moral, cognitiva, afectiva, artística y el desarrollo físico, entre otras, así como las condiciones para implementar y evaluar el cumplimiento del currículum, y las necesidades y adaptaciones que la comunidad educativa convenga, en lo pertinente.

El Sistema velará por que el proceso educativo que se desarrolle en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales provea a los estudiantes las oportunidades de recibir una educación de calidad, mediante actividades curriculares y extracurriculares, así como a través de la promoción de una buena convivencia escolar que prepare a los estudiantes para la vida en sociedad.

b) Mejora continua de la calidad. El Sistema velará por el mejoramiento sostenido de los procesos educativos que se desarrollen en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, con el objeto de alcanzar una educación de calidad integral e inclusiva. Para ello, los integrantes del Sistema deberán propender siempre al logro de los objetivos generales definidos en la ley y al cumplimiento de los estándares y los otros indicadores de calidad educativa que les resulten aplicables según sus niveles y modalidades. 

El Sistema, en sus distintos niveles, deberá implementar las acciones necesarias para que todos los Servicios Locales y los establecimientos educacionales de su dependencia alcancen los niveles de calidad esperados para el conjunto del sistema educativo, en todos los niveles y modalidades educativas, y especialmente tratándose de la educación parvularia, estas acciones comprenderán el apoyo psicosocial y profesional en materias propias de dichos niveles y modalidades educativas.

c) Cobertura nacional y garantía de acceso. Con el objeto de resguardar el ejercicio del derecho a la educación reconocido por la Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, el Sistema asegurará la prestación del servicio educacional en todo el territorio nacional y el acceso de todas las personas, incluyendo especialmente a aquellas que tengan necesidades educativas especiales, de conformidad a la ley, a los distintos niveles educativos, considerando las formaciones diferenciadas que ellos incluyen, y las distintas modalidades educativas, velando además por la continuidad del servicio.

En ningún caso se podrá condicionar la incorporación o permanencia de los estudiantes en el sistema educativo a elementos ajenos al ámbito pedagógico, en los términos de la ley N° 20.845.

d) Desarrollo equitativo e igualdad de oportunidades. Los integrantes del Sistema deberán ejecutar medidas de acción positiva que, en el ámbito educacional, se orienten a evitar o compensar las consecuencias derivadas de las desigualdades de origen o condición de los estudiantes, velando particularmente por aquellos que requieran de apoyos especiales y una atención diferenciada, con el propósito de que puedan desarrollar al máximo sus potencialidades.

e) Colaboración y trabajo en red. El Sistema y sus integrantes basarán su funcionamiento en la colaboración, fomentando la cooperación permanente y sistemática entre las instituciones que lo componen, con el objeto de propender al pleno desarrollo de la educación pública. Para ello, deberán realizar un trabajo colaborativo y en red, basado en el desarrollo profesional, el intercambio de información, el acceso común a servicios e instalaciones, la generación de redes de aprendizaje entre los integrantes de las comunidades educativas, el fomento del trabajo conjunto de sus diversos profesionales y el intercambio de buenas prácticas pedagógicas y de gestión educativa, promoviendo el desarrollo de estrategias colectivas para responder a sus desafíos comunes.

Asimismo, los Servicios Locales propenderán a realizar un trabajo colaborativo con órganos pertenecientes a los sectores de salud, deporte, cultura, entre otros, y con sostenedores de la educación particular y particular subvencionada.

f) Proyectos educativos inclusivos, laicos y de formación ciudadana. El Sistema debe favorecer la expresión y valoración de las diferencias entre los estudiantes y sus particularidades. Para ello, deberá asegurar, a lo largo de toda la trayectoria educativa, un trato no discriminatorio, en términos sociales, étnicos, religiosos, políticos, de género o de cualquier otro tipo que atente contra la igualdad de derechos y de oportunidades.
Para estos efectos, el Sistema deberá asegurar especialmente el respeto por la libertad de conciencia, garantizando un espacio de convivencia abierto a todos los cultos y creencias religiosas, fomentar la convivencia democrática y el ejercicio de una ciudadanía crítica y responsable, promover el cuidado y respeto por el medio ambiente y el conocimiento, comprensión y compromiso de los estudiantes con los derechos humanos.

g) Pertinencia local, diversidad de los proyectos educativos y participación de la comunidad. El Sistema deberá contar con proyectos educativos diversos y pertinentes a la identidad, necesidades e intereses de la comunidad, respetando siempre los derechos humanos y la convivencia democrática. 

En la formulación y desarrollo de los proyectos educativos de los establecimientos educacionales se deberá garantizar y promover la participación de las comunidades educativas, asegurando el derecho a la información, organización y expresión de sus opiniones en los asuntos que les afectan, de conformidad a la legislación vigente.

h) Formación ciudadana y valores republicanos. El Sistema promoverá en los estudiantes la comprensión del concepto de ciudadanía y los derechos y deberes asociados a ella, entendidos éstos en el marco de una república democrática, con el propósito de formar una ciudadanía activa en el ejercicio y cumplimiento de estos derechos y deberes. En particular, propenderá a difundir los valores republicanos, entendiéndose por tales aquellos propios de la práctica constante de una sociedad democrática, laica y pluralista, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de la República y en tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile.

i) Integración con el entorno y la comunidad. El Sistema se encargará de promover el desarrollo de conocimientos, habilidades y valores que permitan a las personas y comunidades contribuir a asegurar, desde sus propias identidades, su supervivencia y bienestar, a través de una relación creativa y constructiva con sus respectivos entornos, reconociendo la interculturalidad, según lo establecido en el artículo 3, letra m), del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación. Para ello, los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales deberán propender a formar personas conscientes de su individualidad, y de pertenecer a una comunidad y a un entorno, promoviendo una cultura de paz, justicia y solidaridad, participativa y democrática, comprometida con la conservación del medio ambiente.

Artículo 6.- Estrategia Nacional de Educación Pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública, oyendo a las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, y previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública (en adelante también “la Estrategia”). La Estrategia tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales integrantes del Sistema, propendiendo al pleno desarrollo de ésta. Será establecida por medio de un decreto supremo y tendrá una duración de ocho años, pudiendo modificarse luego de una evaluación a la mitad de dicho periodo o cuando por razones fundadas, debidamente calificadas, así se determine.

La Estrategia deberá considerar objetivos, metas y acciones en áreas tales como: cobertura y retención de estudiantes en el Sistema, convivencia escolar, apoyos para el aprendizaje, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, implementación curricular, colaboración y articulación de los sectores y niveles educacionales entre sí, todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos.

El Ministerio de Educación, cada dos años, remitirá un informe sobre el estado de avance de la Estrategia a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, así como a los organismos del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Este informe será presentado ante las comisiones indicadas, que para tal efecto realizarán una sesión conjunta. En dicho informe se describirán las metas y las acciones de la Estrategia ejecutadas en el periodo y se evaluarán los avances y mejoras de cada Servicio Local. Dicho informe será remitido a los Comités Directivos Locales, a los Consejos Locales y a las Coordinaciones Regionales, establecidos en la presente ley, y estará a disposición de la ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.

En el marco de la elaboración de una nueva Estrategia, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación Pública, en el nivel que corresponda, deberán establecer un periodo de participación de las comunidades educativas, con el objeto de recabar su opinión y propuestas. Con el mismo fin, podrá considerar un proceso de consulta ciudadana, en los términos del artículo 73 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, dirigida a padres, madres, apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia, tales como decanos de las facultades de educación o expertos en el ámbito educacional. Asimismo, tendrá en consideración los informes señalados en el inciso precedente, así como las propuestas que realicen los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales, los Comités Directivos Locales, los Consejos Locales y las Coordinaciones Regionales.

Los integrantes del Sistema, en el marco de sus funciones y atribuciones, deberán orientar sus acciones al cumplimiento de la Estrategia.
Título II
De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública

Artículo 7.- De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, y en virtud de esto se orienta la acción de sus integrantes. Estarán conformados por su respectiva comunidad educativa, cuyo propósito compartido se expresa en el proyecto educativo institucional. Los establecimientos educacionales formarán parte de la red de cada Servicio Local.

El objeto de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales es proveer educación de calidad, que contribuya a la formación integral y a los aprendizajes de sus estudiantes en las distintas etapas de su vida, considerando sus necesidades y características, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, social, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de acuerdo a los principios del sistema educativo chileno, definidos en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, y a los objetivos y principios del Sistema de Educación Pública, definidos en la presente ley. Para el cumplimiento de su objeto, contarán con autonomía, de conformidad a lo establecido en la legislación.

Al Sistema de Educación Pública le corresponderá de modo preferencial el fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de los establecimientos educacionales, de sus comunidades educativas y sus proyectos educativos. En especial, le corresponderá fomentar, a través de los directores y equipos directivos de estos establecimientos, el trabajo profesional colaborativo entre los docentes, orientado a la mejora permanente de los procesos educativos y a la generación de competencias profesionales para proveer aprendizajes de calidad, de conformidad a lo establecido en la presente ley. Los Servicios Locales deberán contribuir a esta tarea, apoyando los procesos pedagógicos y la gestión administrativa de los establecimientos educacionales de su dependencia.
Artículo 8.- De los integrantes de la comunidad educativa de los establecimientos educacionales y su participación. Las comunidades educativas que conforman los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán integradas por estudiantes, padres, madres y apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y equipos docentes directivos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010. El órgano que reúne a los integrantes de la comunidad educativa es el Consejo Escolar, de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.979.

Los estudiantes podrán organizarse en Centros de Alumnos o de Estudiantes. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia, además de establecer instancias de participación en cuestiones de su interés, en el marco del proyecto educativo institucional.

Los padres, madres y apoderados podrán constituir Centros de Padres, Madres y Apoderados, los que colaborarán con los propósitos educativos del establecimiento y apoyarán el desarrollo y mejora de sus procesos educativos. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia.

Los profesionales de la educación ejercen la función docente, técnico pedagógica y docente directiva, cumpliendo un rol fundamental en la formación integral de los estudiantes y en el proceso educativo que se desarrolla en los establecimientos educacionales. En los establecimientos educacionales habrá Consejos de Profesores, los que estarán integrados por personal docente directivo, técnico-pedagógico y docente. Tendrán el carácter de organismos técnicos en los que se expresará la opinión profesional de sus integrantes.

Los asistentes de la educación desarrollan labores de apoyo a la función docente, favoreciendo el proceso de enseñanza y aprendizaje de los estudiantes y permitiendo la correcta prestación del servicio educacional, las que pueden ser de carácter profesional distinto a la docencia y técnicas, de administración de la educación, auxiliar y de servicios.

Los directores de los establecimientos educacionales serán los encargados de liderar el proyecto educativo institucional y de la dirección, administración, supervisión y coordinación de la educación, para su mejora continua.

La función de los equipos directivos es aquella de carácter profesional que apoya las funciones de los directores de los establecimientos, en especial, en lo referido a la organización escolar, el clima de convivencia y el fomento de la colaboración profesional para el logro del aprendizaje de los estudiantes. Se incluyen en esta función la Subdirección, Jefatura Técnica, Inspectoría General y otras de similar naturaleza.

Tanto los Servicios Locales como los directores de establecimientos deberán promover la participación de la comunidad educativa, especialmente a través de los Centros de Alumnos; Centros de Padres, Madres y Apoderados y de los Consejos Escolares.

Cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública realizará, una vez al año, una jornada de evaluación del Plan de Mejoramiento Educativo y del Reglamento Interno, convocada por su director, en la que participará la comunidad educativa respectiva y un representante del Servicio Local respectivo.

Los integrantes de la comunidad educativa organizarán instancias de participación y reflexión, cuando sea pertinente.

Artículo 9.- Funciones y atribuciones generales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. La función principal del director de un establecimiento educacional del Sistema es liderar y dirigir el proyecto educativo institucional y los procesos de mejora educativa, en particular, ejercer el liderazgo técnico pedagógico en el establecimiento a su cargo. Con dicho objeto, velará por el buen funcionamiento del establecimiento, propendiendo al desarrollo integral de los estudiantes y sus aprendizajes, de acuerdo a sus características y necesidades educativas. Asimismo, velará por el cumplimiento de los objetivos y metas correspondientes, establecidas en sus planes de mejoramiento educativo y demás instrumentos que establece la ley.
Artículo 10.- Funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. A fin de llevar a cabo la función indicada en el artículo anterior, así como las funciones y atribuciones generales que se establecen para los directores de establecimientos en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, corresponderá especialmente a los directores de establecimientos educacionales del Sistema:

a) Dirigir y coordinar, en conjunto con su equipo directivo, el trabajo técnico pedagógico del establecimiento, en lo referido a la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.

b) Orientar el desarrollo profesional continuo de los docentes y asistentes de la educación. Para ello, deberán proponer al Director Ejecutivo respectivo la implementación de programas o instrumentos de desarrollo profesional de los docentes y otros integrantes del establecimiento educacional, sobre la base de las necesidades del establecimiento, su proyecto educativo institucional, su plan de mejoramiento educativo y los resultados entregados por el Sistema de Desarrollo Profesional Docente. 

c) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar y atender a las orientaciones del Plan Estratégico Local, consultando previamente al consejo escolar y al consejo de profesores respectivo, de acuerdo a la normativa vigente.  El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al proyecto educativo del establecimiento, fundadas en la normativa vigente o en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública. El director del establecimiento podrá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo. No obstante, deberá incorporarlas cuando el Director Ejecutivo cuente con el acuerdo del Comité Directivo Local. 

d) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el plan de mejoramiento educativo del establecimiento, consultando previamente al consejo escolar, de acuerdo a la normativa vigente y atendiendo a los objetivos y metas del Plan Estratégico Local respectivo. El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al plan presentado por el director, a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente, tomando en cuenta las especiales características de cada establecimiento educacional. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva. 

En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.
e) Velar, en conjunto con su equipo directivo, por la ejecución del Reglamento Interno y el Plan de Convivencia Escolar, que deberá ser evaluado por el Consejo Escolar, de conformidad con la legislación vigente.

f) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de su organización en centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza y mejora continua del establecimiento educacional.

g) Fomentar la integración del establecimiento bajo su dirección en la red de establecimientos que corresponda al territorio del Servicio local, con el objeto de mejorar la calidad del proceso educativo, de acuerdo a lo establecido en la letra e) del artículo 5. En particular, participar en las Conferencias de Directores del Servicio, según lo establece la presente ley. 

h) Promover la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local.

i) Proponer al Director Ejecutivo los perfiles profesionales y de cargos titulares para docentes y participar en la selección de los docentes y asistentes de la educación, de acuerdo a la normativa vigente.

j) Decidir la contratación del personal docente que se incorpore al establecimiento, a partir de una terna propuesta por la comisión calificadora correspondiente, establecida en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Educación, de 1996. 

k) Administrar los recursos que le sean delegados en virtud del artículo 21 de la ley N° 19.410, pudiendo adoptar medidas para la conservación y ejecución de las reparaciones necesarias del edificio o construcciones en que funciona el establecimiento educacional, con cargo a estos recursos, excluidas cualquier transformación o ampliación del edificio, construcciones e instalaciones, de conformidad a la normativa vigente.

l) Rendir cuenta anual de su gestión en audiencia pública al Director Ejecutivo respectivo o su representante, al Consejo Escolar y a la comunidad educativa del establecimiento. Esta rendición anual estará contenida en un informe y comprenderá todas las obligaciones de rendición de cuenta que deba realizar el director del establecimiento educacional, en la forma prevista por la normativa vigente. El Servicio Local prestará asistencia técnica a los equipos directivos para la elaboración de dicha rendición de cuenta.

m) Colaborar con el Servicio Local en la implementación de acciones tendientes a asegurar la trayectoria educativa de los estudiantes y a favorecer la retención y el reingreso escolar para los estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.

Artículo 11.- Conferencia de Directores y Directoras de Escuelas, Jardines y Liceos. Cada Director Ejecutivo convocará, al menos una vez al año, a una Conferencia a todos los directores de los establecimientos educacionales y a los profesores encargados de escuelas rurales, que dependan del Servicio Local. 

Esta Conferencia tendrá un carácter consultivo y su objeto será analizar, en conjunto con el Director Ejecutivo, el estado de avance del Plan Estratégico Local establecido en el artículo 45, proponer mejoras para el diseño y la prestación del apoyo técnico-pedagógico que el Servicio entrega a los establecimientos de conformidad con lo señalado en el literal d) del artículo 18, y, analizar toda otra materia de interés para el cumplimiento del objeto del Servicio, que sea propuesta por el Director Ejecutivo. Un informe de síntesis con las principales conclusiones y propuestas de la Conferencia deberá ser remitido a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo y al Consejo Local respectivo, para su conocimiento.

Artículo 12.- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito. El consejo deberá sesionar, a lo menos, una vez al mes, y sus reflexiones y propuestas quedarán registradas en un acta numerada de sus sesiones.

Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:

a) Dar su opinión sobre la propuesta de reglamento de evaluación y promoción de los alumnos del establecimiento, sugerida por el equipo directivo.
b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.

c) Emitir su opinión respecto de la aplicación de medidas disciplinarias, de conformidad al reglamento de convivencia escolar y a la normativa vigente, especialmente lo dispuesto en el literal d) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.

d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.

e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.

f) Elaborar propuestas al director del establecimiento para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.

g) Dar su opinión sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.

h) Ser informado de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.

i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.
Artículo 13.- Consejo Escolar de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. En cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública deberá existir un Consejo Escolar o un Consejo de Educación Parvularia, según corresponda, en los términos establecidos en la ley Nº 19.979. 

En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, los Consejos Escolares tendrán facultades resolutivas en lo relativo a: 

a) El calendario detallado de la programación anual y las actividades extracurriculares o extraprogramáticas, incluyendo las características específicas de éstas.

b) Aprobar el reglamento interno y sus modificaciones.

Artículo 14.- Del trabajo en red. Los Servicios Locales fomentarán el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. El principal objetivo del trabajo en red es el fortalecimiento de los procesos pedagógicos de los establecimientos educacionales que las integran, así como la mejora continua de la calidad integral de la educación que ellos imparten, en consideración con los objetivos y metas presentes en los respectivos Planes de Mejoramiento Educativo de cada establecimiento educacional, así como en el Plan Estratégico Local establecido en el artículo 45. 

Asimismo, los Servicios Locales promoverán y facilitarán la coordinación y realización conjunta de actividades educativas curriculares y extracurriculares entre dos o más establecimientos de su dependencia, las cuales podrán considerar integrantes de comunidades educativas no dependientes del Servicio Local.

En particular, cada Servicio Local, por sí o en coordinación con otros Servicios Locales de la región, cuando corresponda, deberá asegurar la integración de sus establecimientos de educación media que impartan formación diferenciada técnico profesional a una o más redes de establecimientos del mismo tipo, y coordinarse con instituciones de educación superior.
Artículo 15.- Proyecto educativo institucional y plan de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales pertenecientes al Sistema de Educación Pública deberán contar con un proyecto educativo institucional, el que deberá ser concordante con el objeto y principios del Sistema de Educación Pública, consagrados en los artículos 3 y 5, respectivamente. Este instrumento deberá reconocer la identidad y características de los estudiantes y de la comunidad educativa respectiva y orientar el desarrollo de los diferentes planes y acciones que se lleven a cabo en el establecimiento.

Asimismo, estos establecimientos contarán con un Plan de Mejoramiento Educativo, el que será un instrumento de planificación estratégica que orientará el mejoramiento de sus procesos pedagógicos e institucionales. Este plan contendrá, en un solo instrumento, una planificación a 4 años, que se implementará a través de orientaciones y acciones de carácter anual, incluyendo metas de gestión institucional, de acuerdo a lo establecido en las leyes números 20.248 y N° 20.529, y a las políticas que al efecto elabore el Ministerio de Educación. A través de este plan deberá fomentarse, entre otros, el trabajo profesional colaborativo de los docentes y una sana convivencia de la comunidad educativa, favoreciendo la formación integral de los estudiantes y la generación de aprendizajes de calidad. 

Los planes de mejoramiento educativo a que se refieren las leyes números 20.248 y 20.529 se considerarán comprendidos en el Plan de Mejoramiento establecido en la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones y requisitos que dichas leyes establecen para dichos instrumentos.

Los directores de establecimientos educacionales y sus equipos directivos, con el objeto de vincular e integrar diferentes iniciativas y de simplificar sus tareas administrativas, en concordancia con las políticas establecidas por el Ministerio de Educación, incorporarán como parte de su propuesta de Plan de Mejoramiento Educativo los planes específicos establecidos por la normativa educacional vigente, tales como, el Plan de Formación Ciudadana, el Plan de Gestión de la Convivencia Escolar y el Plan de Apoyo a la Inclusión, para lo cual contarán con el apoyo del Servicio Local, de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del artículo 25. 
Título III

De los Servicios Locales de Educación Pública

Párrafo 1°

Objeto, funciones y atribuciones

Artículo 16.- Definición. Créanse los Servicios Locales de Educación Pública que se señalan a continuación como órganos públicos funcional y territorialmente descentralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propio, los que se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Estos Servicios cubrirán, conjuntamente, la totalidad de las comunas del país:
a) Región de Arica y Parinacota: un Servicio Local.

b) Región de Tarapacá: dos Servicios Locales.

c) Región de Antofagasta: dos Servicios Locales.

d) Región de Atacama: dos Servicios Locales.

e) Región de Coquimbo: cuatro Servicios Locales.

f) Región de Valparaíso: ocho Servicios Locales y un Servicio Local para Isla de Pascua. 

g) Región Metropolitana de Santiago: dieciséis Servicios Locales.

h) Región del Libertador General Bernardo O’Higgins: seis Servicios Locales.

i) Región del Maule: cuatro Servicios Locales.

j) Región del Biobío: once Servicios Locales.

k) Región de La Araucanía: cinco Servicios Locales.

l) Región de Los Ríos: dos Servicios Locales.

m) Región de Los Lagos: cuatro Servicios Locales.

n) Región Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo: un Servicio Local.

ñ) Región de Magallanes y de la Antártica Chilena: un Servicio Local.

El ámbito de competencia territorial de cada uno de los Servicios Locales, su denominación y domicilio se determinará de conformidad a lo dispuesto en el artículo quinto transitorio de esta ley. 

Cada Servicio Local podrá crear oficinas locales, mediante decreto fundado del Ministerio de Educación, cuando ello sea necesario por razones de buen servicio y para el adecuado cumplimiento de sus funciones, en atención a razones de distancia, conectividad y concentración de matrícula, entre otras. También podrá hacerlo a propuesta del Comité Directivo Local respectivo.

Los Servicios Locales se relacionarán con el Ministerio de Educación a través de la Dirección de Educación Pública. Asimismo, estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882, sin perjuicio de las materias reguladas en la presente ley.

Artículo 17.- Objeto. El objeto de los Servicios Locales será proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, debiendo orientar su acción de conformidad a los principios de la educación pública establecidos en el artículo 5.

En este marco, velarán por la calidad, la mejora continua y la equidad del servicio educacional, para lo cual deberán proveer apoyo técnico pedagógico y apoyo a la gestión de los establecimientos educativos a su cargo, considerando sus proyectos educativos institucionales y las necesidades de cada comunidad educativa, atendiendo especialmente a las características de los estudiantes y las particularidades del territorio en que se emplazan. Asimismo, respetarán la autonomía que ejerzan los establecimientos educacionales, contribuyendo al desarrollo de sus proyectos educativos y de sus planes de mejoramiento.

Para el cumplimiento de su objeto, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales suscribirán convenios de gestión educacional, conforme a lo señalado en los artículos 39 y 40. Sin perjuicio de lo anterior, estos servicios deberán cumplir con las políticas, planes y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública y demás obligaciones que establezca la normativa vigente.
Los Servicios Locales son organismos administrativos encargados de la provisión del servicio público educacional definido en la presente ley, para lo cual velarán por su calidad y mejora constante.
Artículo 18.- Funciones y atribuciones. Los Servicios Locales tendrán las siguientes funciones y atribuciones, las cuales se entienden sin perjuicio de aquellas que corresponden a los sostenedores de establecimientos educacionales:

a) Proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda de conformidad a la ley. 

b) Administrar los recursos humanos, financieros y materiales del servicio y los establecimientos educacionales de su dependencia, pudiendo adquirir toda clase de bienes muebles e inmuebles para el cumplimiento de sus fines.
Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, respecto de las funciones y atribuciones propias de los directores de establecimientos educacionales o de las funciones y atribuciones que les sean especialmente delegadas a éstos por el Director Ejecutivo de conformidad a la ley.

c) Desarrollar la oferta de educación pública en el territorio que le corresponda y velar por una adecuada cobertura del servicio educacional, de acuerdo a las particularidades del territorio. Para ello deberá identificar las áreas de expansión poblacional y aquellas en que la cobertura pública sea insuficiente. En el marco de esta función, velará por la continuidad en la trayectoria educativa de los estudiantes, desde la educación inicial hasta el término de la educación media, y se vinculará con las instituciones de educación superior de la región. En el caso de la formación técnico profesional, velará por la pertinencia de la oferta de especialidades respecto de las necesidades de desarrollo del territorio y propenderá a una debida articulación con la educación superior para el desarrollo de trayectorias formativas; ello, con especial énfasis en la coordinación con los centros de formación técnica estatales y en coherencia con la Estrategia Regional de Desarrollo respectiva.

En el ejercicio de esta facultad deberá tener especial consideración por el desarrollo de la oferta educacional para las personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, y deberá coordinarse con los servicios públicos que administren los establecimientos en que dichas personas se encontraren detenidas o privadas de libertad.
d) Diseñar y prestar apoyo técnico-pedagógico y a la gestión de los establecimientos educacionales de su dependencia. En particular, diseñarán y prestarán apoyo a los equipos directivos, docentes y asistentes de la educación de dichos establecimientos. 

El apoyo técnico-pedagógico deberá orientarse y responder a las necesidades de cada comunidad educativa, para lo cual deberá considerar los contenidos establecidos en los proyectos educativos institucionales y los planes de mejoramiento educativo de cada establecimiento. 

En esta labor, los Servicios Locales deberán considerar las características territoriales, modalidades, niveles educativos y las formaciones diferenciadas de sus establecimientos educacionales, poniendo especial atención en los establecimientos de educación especial, de adultos, interculturales bilingües y rurales uni, bi y tri docentes, así como aquellos que ofrezcan formaciones diferenciadas técnico-profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley, adaptando sus acciones de apoyo en función de sus particularidades.

En el caso del nivel de educación parvularia, el Servicio Local deberá considerar las políticas elaboradas por la Subsecretaría de Educación Parvularia, en el diseño y prestación de apoyo técnico-pedagógico que realice en los establecimientos de su dependencia.

e) Implementar iniciativas de desarrollo profesional para los equipos directivos, docentes y asistentes de la educación de los establecimientos educacionales de su dependencia, así como de los funcionarios del servicio, siempre y cuando digan relación con los desafíos y necesidades propias de los establecimientos educacionales y del servicio en general, y con arreglo a su disponibilidad presupuestaria.

f) Contar con sistemas de seguimiento, información y monitoreo, de conformidad a las orientaciones establecidas por la Dirección de Educación Pública, que consideren tanto la evaluación de procesos y resultados de los establecimientos educacionales de su dependencia, como los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley Nº 20.529 con el objeto de propender a la mejora continua de la calidad de la educación provista por dichos establecimientos.

g) Fomentar el trabajo colaborativo y en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. Para ello, podrá agruparlos sobre la base de criterios tales como proximidad territorial, pertenencia comunal, características de los proyectos educativos y nivel educativo, considerando sus formaciones diferenciadas, o sus modalidades educativas. En el ejercicio de esta función considerará el diagnóstico y atención de necesidades educativas especiales de los estudiantes, entre otros factores.
h) Promover y fortalecer el liderazgo directivo en los establecimientos educacionales de su dependencia. Para ello, el Director Ejecutivo podrá delegar en los directores de los establecimientos educacionales las atribuciones que faciliten la gestión educacional, debiendo proveer las condiciones necesarias para el adecuado ejercicio de las atribuciones delegadas.

i) Ejecutar acciones orientadas a fomentar la participación de los miembros de la comunidad educativa y de las comunidades locales, en las instancias que promueva el propio Servicio Local o los establecimientos de su dependencia, de conformidad a la ley.

j) Elaborar el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren, respectivamente, los artículos 45 y 46, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades.

k) Determinar la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia, debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. La decisión de iniciar un procedimiento que tenga como consecuencia la fusión o cierre de un establecimiento educacional sólo procederá en situaciones excepcionales y deberá ser debidamente fundada e informada a la Dirección de Educación Pública, la que podrá rechazar dicha decisión por razones fundadas, dentro del plazo de treinta días. Si dicho servicio público no se pronuncia dentro del plazo señalado, la decisión se entenderá aceptada. 

La decisión sobre la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales deberá ser informada al Comité Directivo Local y al Consejo Local y será publicada y destacada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.

Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, regulará las materias señaladas en la presente letra.

l) Determinar la apertura o cierre de especialidades de formación diferenciada en sus establecimientos de enseñanza media técnico-profesional, asegurando la existencia de una oferta territorial pertinente a las necesidades de desarrollo locales y debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. Esta decisión deberá ser consultada al Consejo Local respectivo.

m) Elaborar y proponer a la Dirección de Educación Pública, u otros organismos públicos a través de ella, proyectos de inversión en equipamiento e infraestructura educacional u otros ítems relacionados con su objeto y fines para desarrollar en el territorio de su competencia, de conformidad a la ley.

n) Coordinar y apoyar la ejecución de planes y programas de otros órganos de la Administración del Estado, tales como la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas y las municipalidades, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia.

ñ) Celebrar convenios con municipalidades en todas las materias que resulten relevantes para el cumplimiento de su objeto. Se entenderán incluidos entre estos convenios aquellos que permitan facilitar el acceso de los estudiantes de los establecimientos educacionales de dependencia del respectivo Servicio Local a los servicios provistos por municipalidades. Igualmente se entenderán incluidos aquellos convenios que permitan el uso compartido de los establecimientos educacionales a fin de realizar actividades comunitarias, de conformidad con las funciones de las municipalidades establecidas en la ley, resguardando, en todo caso, de manera preferente el derecho a la educación de los estudiantes.

o) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común. En particular, podrá vincularse con las instituciones de educación superior para, entre otros, favorecer la formación inicial docente y el desarrollo profesional, la innovación pedagógica y la investigación educativa. En el caso de la educación técnico-profesional, dichos convenios podrán abordar la coordinación de trayectorias educativas, el acceso a prácticas profesionales, la inserción laboral de los estudiantes, entre otros.
p) Celebrar convenios con las instituciones del sector público o personas jurídicas que no persigan fines de lucro que detenten la administración de los establecimientos de educación técnico-profesional, cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, para efectos de prestarles apoyo técnico-pedagógico y trabajar en red con los establecimientos de su dependencia. En el caso que la Dirección de Educación Pública ponga término al convenio de administración delegada respectivo, una vez terminada su vigencia y de acuerdo a la normativa vigente, podrá traspasar al Servicio Local la administración de los establecimientos cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, y que se encuentren en el territorio de su competencia.

q) Mantener un registro actualizado de los bienes inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales de su dependencia.

r) Implementar y coordinar acciones tendientes a desarrollar diversas expresiones artísticas en los establecimientos educacionales, cuando ello sea pertinente de acuerdo al proyecto educativo institucional del establecimiento educacional respectivo.

s) Ejercer las demás funciones y atribuciones que establezcan las leyes.

Artículo 19.- Responsabilidades del Servicio Local respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia. Corresponderá especialmente a los Servicios Locales, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, entre otros:

1. Velar por que cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia cuente con un equipo directivo y docente en permanente desarrollo profesional y que participe en un trabajo colaborativo constante. La dotación deberá ser suficiente para cumplir con los objetivos señalados en los números 2, 3, 4 y 5 de este mismo artículo, de conformidad con lo establecido en el artículo 46, letra b), de esta ley.

2. Proveer una oferta curricular acorde a las definiciones del currículum nacional y los principios establecidos en el artículo 5. La oferta deberá ser pertinente al contexto local y permitirá que los estudiantes tengan oportunidades de aprendizaje y desarrollo en los distintos ámbitos de una formación integral, cautelando la existencia, cuando corresponda, de formaciones diferenciadas humanístico científica, técnico profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley.

3. Implementar un sistema de monitoreo y seguimiento del progreso de los aprendizajes de cada uno de los estudiantes, que fomente una cultura orientada al aprendizaje, la autoevaluación y la mejora educativa permanente. Este sistema deberá basarse en los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación. 

Asimismo, deberá velar por la continuidad de la trayectoria educativa de los estudiantes, desarrollar acciones de retención escolar, así como ofrecer alternativas de reingreso para estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.

4. Desarrollar iniciativas de apoyo y atención diferenciada a los estudiantes en las actividades curriculares y extracurriculares, tales como yoga, danza, meditación, entre otras, en función de sus necesidades, atendiendo a las diversas capacidades que posean y acorde a la etapa del aprendizaje en que se encuentren, con especial énfasis en los estudiantes con necesidades educativas especiales. Estas iniciativas comprenderán la planificación de estrategias metodológicas diversas, así como propiciar ambientes de aprendizaje que permitan atender estas necesidades.

No se podrá condicionar la incorporación, la asistencia ni la permanencia de los estudiantes a que éstos consuman algún tipo de medicamento. En aquellos casos en que exista prescripción médica dada por un especialista y con estricto cumplimiento de los protocolos del Ministerio de Salud, la escuela deberá otorgar todos los apoyos necesarios para asegurar la plena inclusión de los estudiantes.

5. Velar por que los estudiantes tengan acceso a recursos para el aprendizaje, tecnología y bibliotecas que faciliten su formación integral.

6. Fomentar y desarrollar actividades que promuevan el conocimiento histórico y cultural de su localidad, región y de la nación, en conformidad a lo dispuesto en el literal g) del numeral 2) del artículo 29 y en el literal j) del numeral 2) del artículo 30, del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.

7. Fomentar la participación de la comunidad educativa, promoviendo una cultura democrática y un adecuado clima escolar.

8. Velar por la existencia y mantención de una adecuada infraestructura y equipamiento educativo, en el marco de la normativa vigente.

9. Promover la calidad y pertinencia de las especialidades de los establecimientos de educación media técnico profesionales del territorio respectivo, vinculándolas con las necesidades del entorno productivo y social, con el objeto de promover el acceso a oportunidades laborales y a la continuidad de estudios de sus estudiantes. 

10. Velar por el adecuado funcionamiento del Consejo de Profesores y su participación en materias técnico pedagógicas, de conformidad a lo establecido en la normativa vigente.

11. Coordinar y organizar la ejecución de las políticas, planes, programas o prestaciones realizadas por otros órganos de la Administración del Estado respecto del establecimiento educacional de su dependencia o sus estudiantes, sin perjuicio de las competencias específicas de dichos órganos.
12. Establecer un número de estudiantes por aula no superior a 35, como norma general, con la que deberán funcionar los establecimientos educacionales de su dependencia.

13. Velar por que los establecimientos de su dependencia destinen la extensión horaria regulada en la ley N° 19.532 sobre jornada escolar completa diurna, a actividades que contribuyan a la formación integral de los estudiantes, tales como actividades artísticas, culturales, deportivas, científicas o tecnológicas, entre otras, de acuerdo con sus planes y programas de estudio.

14. Promover el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. En este marco, los Planes de Mejoramiento Educativo de la ley N° 20.248 de dichos establecimientos podrán incluir acciones en el área de trabajo en red a nivel de Servicio Local, con el fin de financiar el desarrollo de iniciativas conjuntas de mejora de la calidad de la educación que imparten, así como acciones que requieran de la coordinación o administración del Servicio para facilitar el cumplimiento de objetivos comunes que formen parte de los diferentes Planes de Mejoramiento Educativo.
Artículo 20.- Apoyo a las labores administrativas de los establecimientos educacionales. El Servicio Local apoyará las labores administrativas que se realicen en los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 19. Para ello podrá, entre otras medidas, destinar personal o asegurar que los equipos directivos de los establecimientos educacionales cuenten con apoyo especializado en tales labores, teniendo en cuenta los niveles educativos que imparten, la matrícula y características de sus estudiantes, entre otros criterios.
Párrafo 2°

Organización de los Servicios Locales

Artículo 21.- El Director Ejecutivo. La dirección y administración de cada Servicio Local estará a cargo de un funcionario denominado Director Ejecutivo, quien será el jefe superior del servicio. Será nombrado por el Presidente de la República, mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previsto en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882, con las siguientes reglas especiales:

a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Ministerio de Educación sobre la base de una propuesta elaborada por la Dirección de Educación Pública. Este perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional, debiendo ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública y enviado a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro.

b) El Consejo de Alta Dirección Pública elaborará una nómina que contendrá un mínimo de cuatro y un máximo de ocho candidatos idóneos a partir del respectivo proceso de selección. De no haber a lo menos cuatro candidatos al cargo que cumplan los requisitos para ingresar en la nómina, el Consejo ordenará que se efectúe un nuevo concurso para conformar o complementar la lista, siendo aplicable lo dispuesto en el artículo quincuagésimo cuarto de la ley Nº 19.882.

c) El Consejo remitirá la nómina al Comité Directivo Local. Luego de evaluar a los candidatos seleccionados, el Comité Directivo Local remitirá al Presidente de la República una terna para que éste proceda al nombramiento del cargo.

El Director Ejecutivo durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.
El cargo de Director Ejecutivo será de dedicación exclusiva y le serán aplicables los requisitos e inhabilidades para ser representante legal o administrador de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales, de acuerdo a lo establecido en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.

Artículo 22.- Funciones y atribuciones del Director Ejecutivo. Al Director Ejecutivo le corresponderán especialmente las siguientes funciones y atribuciones:

a) Dirigir, organizar, administrar y gestionar el servicio local, velando por la mejora continua de la calidad de la educación pública en el territorio de su competencia.

b) Elaborar e implementar el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren, respectivamente, los artículos 45 y 46, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades.

c) Celebrar convenios de desempeño con los directores de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local, de conformidad al artículo 33 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.

d) Contratar y designar, así como poner término a las funciones del personal del Servicio Local y de los profesionales de la educación, asistentes de la educación y otros profesionales de los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la normativa vigente, según corresponda. 

e) Delegar en los directores de los establecimientos educacionales de su dependencia, así como en funcionarios del Servicio Local, las atribuciones que estime conveniente, de conformidad a la ley. 

f) Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio Local.

g) Participar, con derecho a voz, en las sesiones del Comité Directivo Local y del Consejo Local.

h) Rendir cuenta pública sobre la marcha del Servicio Local, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública. Dicha cuenta pública deberá ser publicada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.

i) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.

Artículo 23.- Cesación en el cargo de Director Ejecutivo. El Director Ejecutivo cesará en sus funciones por las siguientes causales:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

c) Incapacidad.

d) Incumplimiento grave del convenio de gestión educacional establecido en el artículo 39.

e) Negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones.

En el caso de la causal señalada en la letra c) precedente, la incapacidad deberá ser declarada por el Director de Educación Pública en base a lo dispuesto en las letras a) y b) del artículo 150 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

En el caso de la causal señalada en el literal e) precedente, se entenderá que ésta concurre cuando el Director Ejecutivo realice conductas que impliquen una grave falta de cuidado en el desempeño de su cargo y que incidan negativamente en el funcionamiento del servicio. Así se entenderá, especialmente, en los siguientes casos:

i) Cuando un Servicio Local de Educación Pública incurra en reiteración de infracciones graves a la normativa educacional, informadas por la Superintendencia de Educación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 de la ley Nº 20.529.
ii) Cuando el Director Ejecutivo incurra en acciones que pongan en riesgo la continuidad del servicio educacional en uno o más establecimientos educacionales del Servicio Local respectivo. Se entenderá que revisten dicha calidad, entre otras, aquellas informadas por la Superintendencia de Educación de conformidad a lo dispuesto en el artículo 89 de la ley N° 20.529.

iii) Cuando en un Servicio Local exista una alta concentración de establecimientos en categoría Desempeño Insuficiente que se deba a la no implementación o implementación deficiente de las medidas específicas de apoyo referidas en el artículo 29 de la ley N° 20.529. Para estos efectos, la Agencia de Calidad de la Educación deberá informar a la Dirección de Educación Pública y al Consejo Local cada vez que un establecimiento de dependencia del Servicio Local respectivo sea ordenado en categoría Desempeño Insuficiente.

Artículo 24.- Procedimiento de remoción del Director Ejecutivo. La remoción por las causales señaladas en las letras d) y e) del artículo precedente será dispuesta por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministro de Educación, previo procedimiento administrativo que deberá instruir el Director de Educación Pública. En dicho procedimiento deberán acreditarse las causales que justifiquen la remoción, y deberá contemplarse, al menos, audiencia previa del interesado, período de prueba y derecho a interponer recursos administrativos.

Con todo, el procedimiento no podrá exceder de cuatro meses, salvo caso fortuito o fuerza mayor, desde su iniciación hasta la fecha en que se emita la decisión.
Una vez acreditada la o las causales indicadas en el inciso anterior, el Director de Educación Pública deberá proponer al Ministro de Educación la remoción del Director Ejecutivo respectivo.

El Comité Directivo Local podrá solicitar que se instruya el procedimiento indicado en los incisos precedentes cuando se funde en alguna de las causales señaladas en las letras d) y e) del artículo 23. Esta solicitud sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario. En estos casos, la Dirección de Educación Pública podrá acoger la solicitud e instruir dicho procedimiento, o desecharla fundadamente.

En caso que el cargo de Director Ejecutivo quede vacante, podrá ser provisto de conformidad con lo establecido en el artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882. 

Un reglamento del Ministerio de Educación, que será firmado, además, por el Ministro de Hacienda, regulará las materias previstas en el presente artículo, especialmente el procedimiento de remoción, de conformidad a las normas del Título V del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, y, en lo que corresponda, las de la ley N° 19.880.

Artículo 25.- Organización interna del Servicio Local. El Director Ejecutivo, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a los niveles y unidades que se establezcan en la organización interna del servicio para el cumplimiento de sus fines, como asimismo el personal adscrito a tales niveles y unidades.

Sin perjuicio de lo anterior, cada Servicio Local dispondrá, al menos, de las siguientes unidades:

i) Apoyo técnico pedagógico.

ii) Planificación y control de gestión.

iii) Administración y finanzas.

A la unidad de apoyo técnico-pedagógico le corresponderá, entre otras, la función de asesorar y asistir a los establecimientos educacionales y comunidades educativas de su dependencia, en especial en lo relativo a la implementación curricular, la gestión y liderazgo directivo, la convivencia escolar y el apoyo psicosocial a sus estudiantes, de acuerdo al Plan de Mejoramiento Educativo y el Proyecto Educativo de cada establecimiento educacional.

Asimismo, en caso de ser pertinente, todo Servicio Local deberá contar con profesionales especializados en los distintos niveles y modalidades educativas, tales como el nivel parvulario y la educación media técnico profesional.

A la unidad de planificación y control de gestión le corresponderán, entre otras, las funciones de colaborar con el Director Ejecutivo en la planificación estratégica y presupuestaria para la provisión del servicio educacional por parte del Servicio Local respectivo, junto con monitorear el cumplimiento de las metas e indicadores contemplados en los instrumentos de gestión del Servicio Local y sus establecimientos. Asimismo, a esta unidad le corresponderá elaborar los proyectos de inversión en infraestructura y equipamiento a los que se refiere la letra m) del artículo 18, así como velar por la adecuada mantención de los establecimientos educacionales de su dependencia.

A la unidad de administración y finanzas le corresponderá, entre otras, la función de administrar los recursos humanos, materiales y financieros del Servicio Local, y de apoyar, en el ámbito que le competa, a los equipos directivos de los establecimientos educacionales de su dependencia, especialmente en la preparación de los informes solicitados por la Superintendencia de Educación.

Los cargos de jefe de estas tres unidades estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, como cargos de segundo nivel jerárquico y su nombramiento será por tres años. Una vez nombrados deberán suscribir, en el plazo de treinta días, un convenio de desempeño cuyas metas deberán estar alineadas con el Convenio de Gestión Educacional del Director Ejecutivo de su respectivo Servicio Local.
Artículo 26.- Financiamiento y patrimonio. El patrimonio de cada Servicio Local estará compuesto por:
a) Los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público, los que deberán costear al menos gastos del Servicio Local relativos a: personal, bienes y servicios de consumo, adquisición de activos no financieros, y mantención y reparación de su infraestructura educacional.

b) Las subvenciones educacionales y aportes que perciban por los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la ley.

c) Los recursos y los bienes que los Gobiernos Regionales y las municipalidades les transfieran.

d) Los recursos y los bienes que reciban por concepto de la celebración de convenios con la Dirección de Educación Pública.

e) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se les transfieran o adquieran a cualquier título.

f) Los frutos, rentas e intereses de los bienes que les pertenezcan.

g) Las donaciones que se les hagan y las herencias y legados que acepten, lo que deberán hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

h) Todo otro aporte que reciban de otros órganos que forman parte de la Administración del Estado.

i) Los aportes de cooperación internacional que reciban a cualquier título.

Artículo 27.- Asignación de recursos a los Servicios Locales y rendición de cuentas. La Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en el literal d) del artículo 26, asignará recursos directamente a los Servicios Locales o a través de otras entidades públicas, para diversos fines, tales como infraestructura, equipamiento, innovación, trabajo en red y desarrollo de capacidades; con el objeto de favorecer la calidad del servicio educativo y de acuerdo a lo que establezca anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público. 

La unidad de administración y finanzas del Servicio Local respectivo deberá llevar la contabilidad de los ingresos y gastos del Servicio Local y de los establecimientos educacionales de su dependencia.

El Director Ejecutivo del Servicio Local deberá rendir cuenta pública de todos los recursos percibidos, debiendo incorporar el detalle de su uso respecto del servicio mismo, así como de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. Esta cuenta se llevará a cabo en la oportunidad establecida en la letra h) del artículo 22, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se creará el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que considerará anualmente al menos $130.000.000 miles, sin perjuicio de los recursos del Fondo de Fortalecimiento de la Educación Pública establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845. A medida que vayan disminuyendo los recursos de este Fondo, se tenderá a incrementar el monto considerado en el Programa.

Los recursos de este Programa serán asignados por la Dirección de Educación Pública, de acuerdo con la Estrategia Nacional de Educación Pública y a principios de equidad y pertinencia. Su asignación se realizará de manera directa a los Servicios Locales o indirecta, a través de otros organismos públicos, de conformidad a criterios objetivos que podrán considerar factores tales como: número de establecimientos educacionales, niveles, modalidades educativas y formaciones diferenciadas que imparten, nivel de desempeño de los establecimientos de conformidad a la ley N° 20.529, así como ruralidad, cobertura, matrícula y vulnerabilidad de los estudiantes, entre otros. Los recursos que cada año se destinen a infraestructura y equipamiento considerarán al menos $80.000.000 miles, los que se asignarán de acuerdo a criterios adecuados a las necesidades de dicha área.

Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la distribución de los recursos y los procedimientos para cumplir lo señalado en el inciso anterior.
Artículo 28.- Administración financiera del Estado. Los Servicios Locales estarán sujetos a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado y sus disposiciones complementarias.

Párrafo 3º

Del Comité Directivo Local

Artículo 29.- Objeto. En cada Servicio Local existirá un Comité Directivo Local, en adelante “Comité”, que tendrá por objeto velar por el adecuado desarrollo estratégico del Servicio, por la rendición de cuentas del Director Ejecutivo ante la comunidad local, y contribuir a la vinculación del Servicio Local con las instituciones de gobierno de las comunas y la región.

Artículo 30.- Funciones y atribuciones. El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto: 

a) Proponer al Director Ejecutivo iniciativas de mejora en la gestión del Servicio Local y sus establecimientos, en especial, aquellas que impliquen una apropiada relación con las municipalidades y las instituciones del territorio, en coherencia con la disponibilidad presupuestaria.

b) Proponer al Director de Educación Pública elementos relativos al perfil profesional del cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local. En la elaboración de esta propuesta deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo. 

c) Elaborar un informe que contenga una propuesta de prioridades para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, en función de la Estrategia Nacional de Educación Pública, el Plan Estratégico Local y las políticas y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 40.

d) Proponer al Presidente de la República una nómina de tres candidatos, de entre aquellos seleccionados en el proceso efectuado para la provisión del cargo de Director Ejecutivo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21. 

e) Solicitar fundadamente al Director de Educación Pública la realización del procedimiento de remoción del Director del Servicio Local. Para ello requerirá el voto conforme de dos tercios de sus integrantes en ejercicio. Esta atribución sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario.

f) Aprobar el Plan Estratégico Local, en conformidad con lo establecido en el artículo 45. 

g) Convocar al Director Ejecutivo para que informe sobre el estado de avance de los objetivos del Plan Estratégico Local. Para ejercer esta atribución, el Comité deberá contar con el acuerdo de la mayoría de sus miembros en ejercicio. 

h) Realizar recomendaciones al Plan Anual presentado por el Director Ejecutivo, quien deberá considerarlas e incorporarlas en el Plan o rechazarlas de manera fundada, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46. Asimismo, podrá solicitar informes del estado de ejecución del Plan Anual del Servicio, en particular de los aspectos presupuestarios. Las insuficiencias detectadas serán comunicadas por el Comité Directivo a la Dirección de Educación Pública. 

i) Requerir la fiscalización de la Superintendencia de Educación ante situaciones que pudieran importar incumplimiento de la normativa educacional, tanto en el caso del Servicio Local como de los establecimientos que dependen de este último.

j) Remitir a la Dirección de Educación Pública propuestas referidas a la Estrategia Nacional de Educación Pública. En la elaboración de estas propuestas deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo.

k) Emitir su opinión respecto de las propuestas de apertura o cierre de especialidades de educación técnico profesional que realice el Director Ejecutivo.

l) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración.

m) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.

Artículo 31.- Integración. El Comité estará constituido por:

a) Uno o dos representantes designados por los alcaldes de las comunas que formen parte del territorio del Servicio Local. En los Servicios Locales que abarquen una sola comuna, el alcalde sólo podrá designar a un representante. En los Servicios Locales que abarquen dos comunas, cada alcalde elegirá a un representante. En los Servicios Locales que abarquen tres o más comunas, los representantes serán designados por mayoría de los alcaldes del territorio. 

b) Dos representantes de los Centros de Padres, Madres y Apoderados de los establecimientos educacionales dependientes del Servicio Local. Para su nombramiento, los presidentes de todos los directorios de Centros de Padres, Madres y Apoderados de dichos establecimientos deberán votar según las formalidades que fije el reglamento. Quienes obtengan las primeras dos mayorías serán designados como representantes.  

c) Dos representantes del Gobierno Regional designados por su órgano ejecutivo, previa aprobación del Consejo Regional. 

En los casos de las letras a) y c), los representantes deberán ser personas con reconocida trayectoria, ya sea profesionales de la educación, u otros profesionales expertos en educación o con experiencia en gestión.

Los miembros del Comité durarán seis años en sus cargos y podrán ser designados nuevamente solo para un nuevo período. El Comité se renovará por mitades cada tres años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento. 

Artículo 32.- Funcionamiento. El Comité requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de sus miembros presentes. 

Los integrantes del Comité tendrán derecho a percibir una dieta de cuatro unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 8 sesiones en un año escolar. Con todo, no tendrán derecho a percibir dieta aquellos integrantes del Comité que tengan la calidad de funcionario público. 

El Comité designará de entre sus miembros a un Presidente, quien durará en el cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una vez. Dicho Presidente tendrá por función dirigir el Comité; citar a sesiones; fijar sus tablas; dirigir sus deliberaciones, y dirimir sus empates. 

Un funcionario del Servicio Local designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de secretario del Comité, actuará como ministro de fe y registrará sus sesiones.

Artículo 33.- Responsabilidad de los integrantes del Comité. Para todos los efectos legales, las funciones que ejercerán los integrantes del Comité tendrán el carácter de públicas y estarán sujetas a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y deberán presentar una declaración de intereses y patrimonio de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 20.880.

Artículo 34.- Incompatibilidades. Es incompatible con el cargo de miembro del Comité: 

a) Tener participación en la propiedad o ser representante legal, gerente o administrador de una entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores de la región a la que pertenece el Servicio Local.

b) Ser Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial de Educación, Funcionarios de la Secretaría Regional Ministerial de Educación o Jefe de Departamento Provincial de Educación; Senador o Diputado; Consejero Regional; Alcalde o Concejal; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y miembro de los demás Tribunales creados por ley.

c) Ser representante legal, gerente, administrador o miembro de un directorio de entidades que figuren en el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d), de la ley N° 18.956.  

d) Tener un vínculo de dependencia con el respectivo Servicio Local o un establecimiento dependiente del Servicio Local, o estar contratado a honorarios y desempeñarse regularmente en estos. 

e) Tener la calidad de cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del Servicio Local. 

f) Tener vigente o suscribir, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más, con el Servicio Local y quienes tengan litigios pendientes con él, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.

g) Ser director, administrador, representante o socio titular del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más o litigios pendientes con el Servicio Local.

Artículo 35.- Inhabilidades. Los miembros del Comité deberán informar inmediatamente al Presidente del mismo de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.

Los miembros del Comité que no den cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, serán removidos de su cargo, en aplicación del artículo siguiente, y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente.
Artículo 36.- Causales de cesación. Serán causales de cesación en el cargo las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados. 

b) Renuncia. 

c) Incapacidad legal sobreviniente. 

d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 33.

e) Actuación en un asunto en que estuviere legalmente inhabilitado, o cuando se incurra en alguna de las causales de incompatibilidad establecidas en el artículo 34.

f) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que establece esta ley.

La determinación de las circunstancias establecidas en los literales c), d), e) y f) le corresponderá a la Dirección de Educación Pública, pudiendo el afectado interponer recursos administrativos de acuerdo a la ley Nº 19.880. 

En caso de que uno o más consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, se procederá la designación de un nuevo consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 31, por el período que restare.

Artículo 37.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Comité serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida.

El Secretario del Comité será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.

Artículo 38.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.
Párrafo 4°

De los instrumentos de gestión educacional a nivel territorial
Artículo 39.- Convenio de gestión educacional. Dentro del plazo máximo de tres meses contado desde su nombramiento, el Director Ejecutivo suscribirá con el Ministro de Educación un “convenio de gestión educacional” (en adelante también “el convenio”), que será, para todos los efectos legales, el convenio a que hace referencia el Título VI de la ley N° 19.882. El convenio tendrá una duración de seis años y fijará los objetivos del cargo durante su período, las metas y los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento del mismo.

Los objetivos del convenio tendrán en consideración las políticas nacionales de educación pública establecidas por el Ministerio de Educación, así como las especificidades del territorio del Servicio Local respectivo, considerando al menos la calidad y eficiencia, equidad y cobertura del servicio educacional. Asimismo, se deberán considerar los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley Nº 20.529. Respecto de los establecimientos educacionales, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, teniendo en especial consideración a los ordenados en categoría insuficiente, de acuerdo a la ley Nº 20.529. Una vez suscrito el convenio de gestión educacional, estos objetivos no podrán modificarse, a menos que concurra alguna de las causales establecidas en el artículo 42 de la presente ley.

Artículo 40.- Elaboración de propuesta del convenio de gestión educacional. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública elaborar las propuestas de convenios, que serán sancionados por el Ministro de Educación.

Para ello, antes de cuatro meses de la convocatoria al concurso público de selección del Director Ejecutivo, el Director de Educación Pública deberá remitir una propuesta de convenio al Comité Directivo Local y al Consejo Local respectivo y los estudios, informes y demás antecedentes técnicos que se tuvieron en consideración para dicha propuesta. Además, deberá remitirse un resumen ejecutivo a todos los establecimientos educacionales representados por el respectivo Consejo Local, que podrá ser solicitado por cualquier miembro de la comunidad educativa.

Por su parte, el Comité Directivo Local, en conjunto con el Director Ejecutivo que se encuentre en el cargo, tendrá el plazo de tres meses para evacuar un informe en el cual proponga prioridades para dicha propuesta de convenio, velando especialmente por su coherencia con la Estrategia Nacional de Educación Pública y con el Plan Estratégico Local respectivo. Para la elaboración de dicho informe deberá considerar las propuestas que haga el Consejo Local, el que contará con el plazo de un mes, desde que reciba la propuesta de convenio, para emitirlas. En el caso que el Director Ejecutivo en ejercicio se presente en el concurso siguiente, éste no participará en la elaboración de dicho informe, por lo que el Comité Directivo Local enviará directamente su informe a la Dirección de Educación Pública, pudiendo requerir al Servicio Local todos los insumos que estime pertinentes.

La Dirección de Educación Pública deberá sancionar la propuesta de convenio de gestión educacional a fin de que ésta forme parte de los antecedentes del concurso público de selección del nuevo Director Ejecutivo, para lo cual tendrá a la vista el informe del Comité Directivo Local.

Una vez suscrito el convenio por el Ministro de Educación y el Director Ejecutivo, la Dirección de Educación Pública deberá enviar una copia de éste al Comité Directivo Local, al Consejo Local respectivo para su conocimiento y a todos los establecimientos educacionales representados por éstos.

Artículo 41.- Seguimiento, evaluación y revisión del convenio de gestión educacional. Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, la determinación del grado de cumplimiento del convenio de gestión educacional, así como también efectuar el seguimiento y la evaluación de éste. La revisión del convenio se realizará anualmente.

Los Directores Ejecutivos de cada Servicio Local informarán, al menos una vez por año, a la Dirección de Educación Pública del grado de cumplimiento de las metas establecidas en el convenio de gestión educacional, así como de las alteraciones o modificaciones que se hubieren producido en los supuestos acordados. Dicha comunicación se efectuará dentro de los dos meses siguientes al término del año escolar.

La evaluación definitiva del cumplimiento de las metas deberá realizarse una vez entregado el informe a que hace referencia el inciso precedente. Teniendo en vista este informe preliminar, el Director de Educación Pública dispondrá la elaboración de un informe final que deberá determinar el grado de cumplimiento de las metas contenidas en cada convenio de gestión educacional, y los cambios en las circunstancias y supuestos básicos de tales metas, a fin de evaluar su posible adecuación. Con todo, dicha adecuación de las metas del convenio deberá ser fundada.

Artículo 42.- Modificación del convenio de gestión educacional. Los objetivos establecidos en los convenios durarán seis años.

Las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local vigente.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación podrán modificarse anualmente, a partir del informe final señalado en el artículo 41, cuando se produzcan cambios en las circunstancias o en los supuestos básicos del convenio de gestión educacional, no imputables a la gestión del Director Ejecutivo, o cuando se hayan cumplido anticipadamente las metas establecidas en el mismo.
Artículo 43.- Publicidad del convenio de gestión educacional. El Director Ejecutivo deberá publicar, de modo destacado y sin resumir, en el sitio electrónico del Servicio Local, su convenio, los informes anuales y un resumen ejecutivo de dichos instrumentos para dar a conocer el grado de avance en el cumplimiento de los objetivos y metas del mismo.
Artículo 44.- Aplicación supletoria. Serán aplicables las normas contenidas en el párrafo 5° del Título VI de la ley N° 19.882 y su reglamento, en lo que fuere pertinente y no contravenga lo dispuesto en la presente ley y su reglamento.

Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, regulará las materias de que trata el presente párrafo.

Artículo 45.- Plan Estratégico Local de Educación Pública. Cada Servicio Local deberá contar con un Plan Estratégico Local de Educación Pública (en adelante “Plan Estratégico”), cuyo objeto será el desarrollo de la educación pública y la mejora permanente de la calidad de ésta en el territorio respectivo, mediante el establecimiento de objetivos, prioridades y acciones para lograr dicho propósito. Será elaborado por el Director Ejecutivo y aprobado por el Comité Directivo Local, y tendrá una duración de seis años desde su aprobación.

El Director Ejecutivo deberá presentar una propuesta de Plan Estratégico seis meses antes del término de la vigencia del Plan Estratégico anterior, la cual considerará los niveles educativos, formaciones diferenciadas, modalidades educativas y contextos que componen la oferta educativa del territorio.

El Plan Estratégico deberá contener, al menos, lo siguiente:

a.- Diagnóstico de la prestación del servicio educacional por parte del Servicio Local en el territorio de su competencia, con especial énfasis en las características de los estudiantes y en la situación de los establecimientos.

b.- Objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo. Estos objetivos deberán ser concordantes con los establecidos en el convenio de gestión educacional y en la Estrategia Nacional de Educación Pública.

c.- Estrategias y acciones para el cumplimiento de los objetivos del plan.

Para la elaboración y modificación del Plan Estratégico se considerarán los siguientes elementos:

1.- La Estrategia Nacional de Educación Pública, regulada en el artículo 6.

2.- La Estrategia Regional de Desarrollo, de acuerdo a lo contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2005.

3.- Los proyectos educativos institucionales de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia.

4.- Los planes de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales de su dependencia.

5.- Los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y, en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley N° 20.529.

Para elaborar la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá consultar al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Asimismo, deberá solicitar la opinión de los directores de los establecimientos del territorio.

La propuesta del Plan Estratégico deberá ser aprobada por el Comité Directivo Local, el que podrá hacerle observaciones y proponer modificaciones por razones fundadas en lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto. El Director Ejecutivo podrá incorporar las observaciones planteadas por el Comité Directivo o mantener su propuesta, indicando las razones que la sustentan, remitiéndola al Comité para su decisión.

Una vez sancionado el Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá publicarlo en el sitio electrónico del Servicio Local y enviarlo a la Dirección de Educación Pública para su conocimiento y registro.

El Plan Estratégico podrá modificarse por cambios sustantivos en los contenidos dispuestos en el inciso tercero, por fuerza mayor o por caso fortuito. La aprobación de dichas modificaciones deberá seguir las mismas formalidades establecidas en el presente artículo.

Artículo 46.- Plan Anual. El Director Ejecutivo presentará al Comité Directivo Local y al Consejo Local, a más tardar el 15 de octubre de cada año, un plan anual para el año siguiente. Este plan anual deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:

a) Estado de avance de los objetivos y metas contenidas en el convenio de gestión educacional, así como aquellos contenidos en el plan estratégico local y los proyectos educativos institucionales de cada establecimiento de dependencia del Servicio Local, de conformidad al artículo anterior.

b) Dotación de docentes y asistentes de la educación requerida para el ejercicio de las funciones administrativas y pedagógicas necesarias para el desarrollo del proyecto educativo institucional, según corresponda, en cada establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local, la que deberá fundarse en razones técnico-pedagógicas y determinarse sobre la base de, al menos, los siguientes elementos:

i) Matrícula total de cada establecimiento.

ii) Niveles y modalidades de la educación provista por cada uno de éstos.

iii) Plan de estudios de cada uno de ellos o proyecto educativo institucional en el caso de la educación parvularia.

iv) Componentes de los Planes de Mejoramiento Educativo, elaborados con la comunidad de cada establecimiento educacional, de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.248 sobre Subvención Escolar Preferencial, y los proyectos de integración escolar vigentes de dichos establecimientos que tengan relación directa con sus requerimientos de dotación de docentes y asistentes de la educación.

Al consignar la dotación en el plan, deberá indicarse si los profesionales docentes corresponden a la función docente, docente directiva o técnico pedagógica, según lo establecido en el artículo 5° del decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.

c) Acciones de apoyo técnico pedagógico a desarrollar para cada uno de los establecimientos educacionales de dependencia del servicio, determinando la periodicidad y contenidos generales de éstas. La planificación y ejecución de dichas acciones considerará el plan estratégico del servicio y propenderá al trabajo colaborativo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. Para su elaboración, el Director Ejecutivo consultará a los equipos directivos de los respectivos establecimientos educacionales, teniendo en consideración las acciones definidas en los planes de mejoramiento educativo de éstos y en los convenios de desempeño suscritos con cada director de establecimiento educacional.

Una vez presentado el Plan Anual, el Comité Directivo Local y el Consejo Local de Educación contarán con un plazo de quince días hábiles para realizar recomendaciones. El Director Ejecutivo integrará las recomendaciones en su plan anual o las rechazará de manera fundada. Posteriormente, el Director Ejecutivo remitirá el plan anual a la Dirección de Educación Pública, la cual podrá realizar recomendaciones dentro del plazo de diez días hábiles, que el Director Ejecutivo podrá rechazar de manera fundada.

El Director Ejecutivo sancionará el plan a más tardar el 15 de diciembre de cada año. En todo caso, el plan sancionado deberá ajustarse a los recursos y dotaciones totales de docentes y asistentes de la educación del Servicio Local, definidos por la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año siguiente.

Una vez sancionado, el plan deberá estar disponible en el sitio electrónico respectivo.

El Director Ejecutivo deberá dar cuenta de la ejecución del Plan Anual durante la rendición anual que contempla el literal h) del artículo 22. En base a ésta, el Comité Directivo Local informará a la Dirección de Educación Pública del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas en el Plan Anual, para que esto sea considerado en su evaluación.

Párrafo 5°

Régimen del personal de los Servicios Locales

Artículo 47.- Ámbito de aplicación. Las reglas contenidas en el presente párrafo sólo se aplicarán al personal que desarrolla sus funciones en los niveles y unidades internas del Servicio Local a que se refiere el artículo 25. Con todo, los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales se regirán por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y los asistentes de la educación de los referidos establecimientos se regirán por la ley N° 19.464.

Cada Servicio Local de Educación Pública podrá tener un Servicio de Bienestar, al cual podrán afiliarse tanto el personal que desarrolla funciones en el referido Servicio, como los asistentes de la educación, regidos por la ley N° 19.464, de los establecimientos educacionales dependientes del respectivo Servicio Local.

El personal de los Servicios Locales se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos y por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. En materia de remuneraciones se regulará por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que Fija la escala única de sueldos y su legislación complementaria.

Artículo 48.- Honorarios. El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Párrafo 6°

De los Consejos Locales de Educación Pública

Artículo 49.- Definición. En cada Servicio Local existirá un Consejo Local de Educación Pública (en adelante también “Consejo Local”). Los Consejos Locales colaborarán con el Director Ejecutivo de cada Servicio Local en el cumplimiento de su objeto. Para ello, representarán ante el Director Ejecutivo los intereses de las comunidades educativas a fin de que el servicio educacional considere adecuadamente sus necesidades y particularidades
Artículo 50.- Integración. Los Consejos Locales se integrarán de la siguiente forma:

a) Dos representantes de los centros de estudiantes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

b) Dos representantes de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

c) Dos representantes de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

d) Dos representantes de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.

e) Un representante de las universidades con sede principal en la región acreditadas por cuatro años o más. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de las facultades de educación.

f) Un representante de los centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica estatales, de la región respectiva.

g) Dos representantes de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos, elegidos por sus pares.

Los cargos señalados en las letras a), b), c), d) y g) serán provistos de acuerdo a lo señalado en el reglamento.
Artículo 51.- Duración en los cargos. Los consejeros señalados en el artículo precedente, durarán en sus cargos el período de dos años.
En el caso de los consejeros señalados en las letras a), b), c) y d) del artículo precedente, la cesación en el cargo de miembro del consejo escolar producirá la cesación automática en el cargo de consejero del Consejo Local, debiendo ser reemplazado en un plazo no superior a treinta días.

Artículo 52.- Atribuciones del Consejo Local. Al Consejo Local le corresponderán las siguientes atribuciones: 

a) Representar los intereses de la comunidad educativa ante el Servicio Local respectivo.
b) Comunicar al Director Ejecutivo y al Comité Directivo Local de cualquier asunto que afecte a la comunidad educativa o la calidad de la prestación del servicio educacional en uno o más de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local.

c) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo o el Comité Directivo Local someta a su consideración.

d) Asesorar al Director Ejecutivo en la definición y ejecución de acciones referidas a la constitución y desarrollo de comunidades de aprendizaje que fortalezcan la enseñanza y aprendizaje, la convivencia escolar, formación ciudadana e inclusión, entre otras.
e) Proponer al Comité Directivo Local elementos relativos al perfil profesional, además de las competencias y aptitudes que deben reunir los candidatos o candidatas al cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local.

f) Proponer prioridades al Comité Directivo Local para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 40.

g) Emitir opinión respecto de la propuesta de Estrategia Nacional de Educación Pública.
h) Proponer las modificaciones que considere pertinentes respecto del Plan Estratégico Local.

i) Proponer al Comité Directivo Local las modificaciones al Plan Anual que estime convenientes, de forma justificada, con el objeto de resguardar su concordancia con el Plan Estratégico Local.
j) Proponer al Director Ejecutivo medidas tendientes a propiciar la inclusión al interior del aula y todas aquellas medidas tendientes a evitar efectos adversos a la equidad y eficacia del Sistema.

k) Requerir por escrito al Director Ejecutivo los antecedentes de los informes de la Agencia de Calidad de la Educación, de la Superintendencia de Educación y de la Dirección de Educación Pública sobre el desempeño de los establecimientos y el funcionamiento del Servicio Local.

l) Vincularse con la comunidad local y proponer al Director Ejecutivo estrategias de articulación y trabajo educativo que incluya a dicha comunidad.

m) Colaborar con el Director Ejecutivo en la conformación de redes y comunidades de aprendizaje entre establecimientos educacionales y otros actores de las comunidades educativas y locales.
n) Fomentar la participación de las comunidades educativas y el rol de los consejos escolares, los centros de padres y apoderados y de los centros de estudiantes.
o) Las demás atribuciones que le encomienden las leyes.

Artículo 53.- Responsabilidad de los integrantes del Consejo. Para todos los efectos legales, los integrantes del Consejo ejercerán función pública y estarán sujetos a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Artículo 54.- Participación ad honorem. Los integrantes del Consejo Local no percibirán remuneración o dieta de especie alguna por su participación en el mismo. Sin perjuicio de lo anterior, el Servicio Local dispondrá de los recursos necesarios para el adecuado funcionamiento del Consejo Local, de conformidad a la disponibilidad presupuestaria, incluyendo aquellos necesarios para la asistencia de sus miembros y de una sala o espacio adecuado para la realización de sus sesiones.

Artículo 55.- Causales de cesación en el cargo. Los consejeros cesarán en sus cargos de conformidad con las siguientes causales:

a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b) Renuncia voluntaria.

c) Condena por crimen o simple delito.

d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 53. 

e) Inasistencia injustificada a más de dos sesiones dentro de un mismo año calendario.

Artículo 56.- Funcionamiento. El Consejo Local elegirá de entre sus miembros a su Presidente por mayoría simple y se reunirá a lo menos seis veces al año. Podrá autoconvocarse cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes.

A las sesiones del Consejo Local asistirá el Director Ejecutivo, quien participará en ellas sólo con derecho a voz.

El quórum para sesionar será la mayoría de sus miembros. El quórum para adoptar acuerdos será la mayoría de los asistentes a la sesión respectiva, salvo aquellos casos en que la ley establece un quórum diferente.

En caso de existir empate en las votaciones, corresponderá al Presidente del Consejo Local emitir el voto dirimente.

Un funcionario designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de Secretario Ejecutivo. Para tal efecto, actuará como ministro de fe y registrará las sesiones.

Artículo 57.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Consejo Local serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida.

El Secretario Ejecutivo será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.

Artículo 58.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.

Título IV
De la Dirección de Educación Pública

Párrafo 1°

Objeto, funciones y atribuciones

Artículo 59.- Definición. Créase la Dirección de Educación Pública como servicio público centralizado, dependiente del Ministerio de Educación. Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que disponga para el cumplimiento de su objeto y por razones de buen servicio.

Artículo 60.- Objeto. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública la conducción estratégica y la coordinación del Sistema, velando para que los Servicios Locales provean una educación de calidad en todo el territorio nacional. Para ello elaborará la Estrategia Nacional de Educación Pública, vigilando su cumplimiento, y evaluará el desempeño de los Servicios Locales, a través de los convenios de gestión de sus Directores Ejecutivos, prestándoles apoyo técnico y administrativo en el marco de sus funciones.
Artículo 61.- Funciones y atribuciones. La Dirección de Educación Pública tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto:

a) Proponer al Ministerio de Educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 6, la Estrategia Nacional de Educación Pública a la que deberán ajustarse los integrantes del Sistema y velar por su cumplimiento.

b) Elaborar y proponer al Ministro de Educación los convenios de gestión educacional, y realizar su seguimiento, evaluación y revisión, en base a criterios objetivos, observables y accesibles al público, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 40 y 41.

c) Proponer al Ministro de Educación el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos al cargo de Director Ejecutivo de los Servicios Locales, de conformidad al artículo 21.

d) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los Servicios Locales, cuando ello sea necesario para el cumplimiento de los principios establecidos en el artículo 5.

e) Asignar recursos a los Servicios Locales, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos para el Sector Público.

f) Hacer recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 46.

g) Orientar a los Servicios Locales para el desarrollo de la oferta de educación pública a lo largo de todo el territorio nacional.

h) Coordinar a los Servicios Locales, promoviendo su trabajo colaborativo y en red.

i) Proponer a los Servicios Locales planes de innovación, propendiendo a la mejora continua de los procesos educativos, en concordancia con las políticas del Ministerio de Educación.

j) Proponer al Ministerio de Educación políticas, planes y programas relativos a la educación pública, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575. Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

k) Llevar un registro de los planes estratégicos de los Servicios Locales.

l) Supervisar y velar por el cumplimiento de los convenios de los establecimientos de educación técnico profesional, adscritos al régimen de administración delegada, establecido en el decreto ley N° 3.166, de 1980, que para efectos de esta ley se considerarán integrantes del Sistema de Educación Pública, en lo que sea pertinente.

m) Coordinar la relación entre los Servicios Locales y el Ministerio de Educación, así como con otros órganos de la Administración del Estado, cuando su acción sea requerida para la adecuada provisión del servicio educacional.

n) Promover el mejoramiento de la calidad de la educación impartida por los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, que atiendan a personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, reconociendo para ello su especificidad, de acuerdo a las directrices y orientaciones generales emanadas del Ministerio de Educación. Para ello, deberá coordinarse con el Ministerio de Educación, con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y con otros órganos de la Administración del Estado, cuando corresponda.

ñ) Requerir de los Servicios Locales y establecimientos de su dependencia toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar, procesar y publicar, cuando corresponda, dicha información, permitiendo su acceso por parte de los distintos integrantes del Sistema, de la comunidad educativa y de la ciudadanía en general.

o) Requerir información a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación y coordinarse con ellas en los ámbitos de sus respectivas competencias, respecto de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia.

p) Definir políticas de operación y funcionamiento de los sistemas de seguimiento, administración, información y monitoreo de los Servicios Locales, con el objeto de asegurar el uso de medios digitales, el acceso común a servicios o instalaciones cuando fuere procedente, el registro y acceso a información pública y una fluida y expedita interconexión e interoperabilidad al interior del Sistema, así como con el Ministerio de Educación y con otras instituciones públicas.

q) Realizar o encargar estudios, diagnósticos y evaluaciones de la situación educativa de cada Servicio Local y sus establecimientos educacionales, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda. En el ejercicio de esta atribución, podrá requerir la colaboración de instituciones de educación superior, centros de estudios u otros organismos nacionales o extranjeros.

r) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común.

s) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.

t) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.

Párrafo 2°

Organización de la Dirección de Educación Pública

Artículo 62.- Director de Educación Pública. La dirección y administración de la Dirección de Educación Pública estará a cargo de un funcionario denominado Director de Educación Pública, quien será el jefe superior del servicio. Estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882 y será nombrado por el Presidente de la República. Su perfil profesional considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.

Al Director de Educación Pública le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:

a) Dirigir, organizar y administrar el funcionamiento del servicio, velando por el desarrollo y mejoramiento de la calidad de la educación pública, considerando la Estrategia Nacional de Educación Pública, las políticas, planes y programas elaborados por el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3 del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

b) Proponer al Ministerio de Educación la remoción, cuando corresponda, de los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24.

c) Ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio. 

d) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios bajo su dependencia, de conformidad a la ley.

e) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.

Artículo 63.- Organización Interna. El Servicio deberá contar con una dotación de personal que le permita cumplir con las funciones y atribuciones dispuestas en la presente ley.

El personal de la Dirección de Educación Pública estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.

El Director de Educación Pública, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, establecerá la organización interna del servicio y determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a cada una de las unidades que se establezcan, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.

Artículo 64.- Coordinación regional. El Intendente convocará a lo menos a dos reuniones durante el año, a la que asistirán el Secretario Regional Ministerial de Educación, quien actuará como Secretario Ejecutivo, un representante del Gobierno Regional, el Director Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, el Director Regional de la Superintendencia de Educación, el representante zonal de la Agencia de la Calidad de la Educación, el Director Regional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de la región y un representante de la Dirección de Educación Pública, con el objeto de favorecer la coordinación de los Servicios Locales dentro de la región, así como el intercambio de iniciativas de mejora en su gestión, facilitando además la colaboración de los Servicios Locales con otros servicios públicos que se desempeñen dentro de la región. Asimismo, se podrá invitar a las sesiones a representantes de las universidades y centros de formación técnica acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región.

Para ello, podrá realizar propuestas a la Estrategia Nacional de Educación Pública, así como a la Estrategia Regional de Desarrollo, establecida en el decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005, del Ministerio del Interior, velando por la armonización entre ésta y los Planes Estratégicos de cada Servicio Local. Asimismo, podrá promover acuerdos de colaboración con otras entidades públicas o privadas de la región, con el fin de favorecer a las comunidades educativas de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de la región.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente artículo.
Título V

Disposiciones finales

Artículo 65.- Preferencia en concursos públicos relativos al personal docente. Los concursos públicos que, de conformidad al artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, se desarrollen para completar la planta docente de establecimientos educacionales de dependencia de un Servicio Local, deberán incluir criterios de selección que ponderen de manera relevante los mejores niveles de práctica pedagógica y conocimientos disciplinarios, de conformidad a la normativa vigente al momento de su realización.

Sin perjuicio de lo anterior, podrán realizarse concursos específicos para determinados grupos de docentes, de acuerdo a las necesidades del o los establecimientos educacionales cuyas vacantes requieran proveerse, y en los cuales podrá considerarse la experiencia requerida para dichos cargos.

Artículo 66.- Rendición de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial. La rendición de cuentas de ejecución de las subvenciones y aportes de la ley Nº 20.248, destinados a la implementación del Plan de Mejoramiento Educativo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 15 de la presente ley, se realizará a través de la rendición de cuenta pública a que se refiere el artículo 54 de la ley N° 20.529.

Artículo 67.- Imputación del gasto. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 del Ministerio de Educación, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la Partida 50 del Tesoro Público.

Título VI

Otras normas

Artículo 68.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, que reglamenta aplicación del inciso segundo del artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979:

1) Suprímense, en el inciso segundo del artículo 3°, la frase “educacionales y a los” y la frase “de uno y otro género,”.

2) Elimínase, en el inciso primero del artículo 12, la expresión “de educación,”.

Artículo 69.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, en el siguiente sentido:

1) Elimínase, del literal g) del artículo 5°, la expresión “de educación,”.

2) Modifícase, el artículo 23, en el siguiente sentido:

a) Elimínase, en su inciso primero, la expresión “, educación”.

b) Elimínase, en el literal a) de su inciso segundo, la expresión “educación, y”.

3) Elimínase, en el artículo 47, la expresión “educación y”.

4) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 56, la expresión “educación y”.

5) Sustitúyese, en el literal a) del artículo 65, la expresión “los presupuestos de salud y educación” por “el presupuesto de salud”.

6) Sustitúyese el literal g) del artículo 67 por el siguiente:

“g) Los indicadores más relevantes que den cuenta de la gestión en los servicios de salud cuando éstos sean de administración municipal, tales como la situación previsional del personal vinculado al área, el grado de cumplimiento de las metas sanitarias y de salud a nivel comunal;”.

Artículo 70.- Modifícase el decreto ley N° 3.166, de 1980, que Autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica, de la siguiente forma: 

1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1°:

a) Agrégase, en el inciso primero, luego de “El Ministerio de Educación Pública” la frase “, a través de la Dirección de Educación Pública,”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“Asimismo, al término de la vigencia de los convenios, de acuerdo a la presente ley y el convenio respectivo, el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública podrá renovarlos con las entidades administradoras, traspasarlos a otra entidad administradora o traspasarla a los Servicios Locales de Educación Pública.”.

2) Sustitúyese, en el artículo 5°, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por “de la Dirección de Educación Pública”.

Artículo 71.- Modifícase la ley Nº 18.956, de 1990, que reestructura el Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:

1) Intercálase en el literal c) del artículo 2, luego de “establecimientos educacionales”, la frase “, de conformidad al artículo 2 ter de la presente ley”.

2) Reemplázase en la letra c) del artículo 2 bis la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación”.

3) En el artículo 2 ter:

a) Intercálase en su inciso segundo, luego de las palabras “Dichas funciones”, lo siguiente “deberán ser ejercidas en coordinación con el sostenedor y con las instituciones parte del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad y”.

b) Reemplázase el inciso tercero, por el que sigue:

“Los Servicios Locales de Educación Pública brindarán directamente el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.”.

4) En el artículo 15:

a) Intercálase en el inciso primero, luego de la frase “Secretarías Regionales Ministeriales”, la oración “la proposición y evaluación de las políticas y planes en el territorio respectivo. De la misma forma deben”.

b) Intercálase en el inciso primero, antes del punto final, la frase “cuando corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2 ter de la presente ley”. 

c) Intercálase al inicio del inciso segundo: “Asimismo, serán las responsables de la coordinación de las instituciones pertenecientes al Sistema de Aseguramiento de la Calidad en el territorio.
Artículo 72.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación:

1) Modifícase el artículo 1° en el siguiente sentido: 

a) Sustitúyese la frase “de administración municipal o particular reconocida oficialmente,” por “administrados por los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante también “Servicios Locales”) o de administración particular reconocida oficialmente,”.

b) Elimínase la frase “, como también quienes ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en los departamentos de administración de educación municipal que por su naturaleza requieran ser servidos por profesionales de la educación”.

2) Reemplázase, en el artículo 3°, la expresión “del sector municipal incluyendo a aquellos que ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en sus órganos de administración” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.

3) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 5°, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.

4) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 7°, la frase “el sector municipal, entendido en los términos del artículo 19 Y de esta ley,” por “los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación”.

5) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7° bis, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 

6) Reemplázase, en el epígrafe del Título IV, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales”.

7) Modifícase el inciso segundo del artículo 19 de la siguiente forma:

i) Reemplázase el punto y coma que sigue a la frase “Ministerio de Educación”, por la letra “y”.

ii) Elimínase la frase “, y a los que ocupan cargos directivos y técnicos-pedagógicos en los Departamentos de Administración Educacional de cada municipalidad, o de las corporaciones educacionales creadas por estas”.

8) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19 Y:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 19 Y.- El presente Título se aplicará a los profesionales de la educación que desempeñen funciones en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública integrando la respectiva dotación docente.”.

b) Elimínase el inciso segundo.

9) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:

“Artículo 20: Se entiende por dotación docente el número total de profesionales de la educación que sirven funciones de docencia, docencia directiva y técnico-pedagógica, que requiere el funcionamiento de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local en su respectivo ámbito territorial, expresada en horas cronológicas de trabajo semanales.”.

10) Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 21: La dotación docente de los establecimientos educacionales de cada Servicio Local, incluyendo a quienes desempeñen cargos y horas directivos y técnico-pedagógicos en los Servicios Locales respectivos, será fijada a más tardar el 15 de diciembre del año anterior a aquel en que comience a regir, de conformidad a lo señalado el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública respectivo.”.

b) Reemplázase, en el inciso final, la palabra “municipio” por “Servicio Local respectivo”.

11) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:

a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la frase “La Municipalidad o Corporación que fija la dotación docente de cada comuna” por “El Servicio Local, al fijar su dotación docente”.

ii) Sustitúyese el numeral 1 por el siguiente:

“1.- Variación en el número de alumnos del Servicio Local en su ámbito territorial de competencia.”.

iii) Agrégase una conjunción “, y” al final del numeral 3.

iv) Reemplázase, en el numeral 4.- la conjunción “, y” por la siguiente frase: “en situaciones excepcionales.

v) Elimínase el numeral 5.

b) Suprímese, en el inciso segundo, la expresión “de una comuna,”.

c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 

“Todas estas causales para la fijación o la adecuación de la dotación docente deberán estar fundamentadas en el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública. En todo caso, estas modificaciones deberán estar basadas en razones de carácter técnico-pedagógico.”.

12) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “docente de un Servicio Local”. 

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.

13) Modifícase el inciso primero del artículo 26 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la frase “una misma Municipalidad o Corporación Educacional” por “un mismo Servicio Local”.

b) Reemplázase la expresión “la comuna” por “el ámbito territorial de competencia del Servicio Local”.

14) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese la frase “Departamento de Administración de la Educación o por la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local respectivo”.

b) Reemplazáse la frase “Dichos concursos deberán ajustarse a las normas de esta ley y su reglamento” por “Dichos concursos deberán contener el perfil profesional docente requerido, el que será elaborado por el director del establecimiento, con participación de su equipo directivo, y de un docente designado por el Consejo de Profesores. Una vez elaborado el perfil éste será remitido al Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo.”.

15) Modifícase el artículo 28, de la siguiente manera:

a) Intercálase en su inciso primero, luego de la frase “en un diario de circulación nacional”, lo siguiente: 

“o en el portal de empleos dependiente de la Dirección Nacional del Servicio Civil”. 

b) Intercálase el siguiente inciso segundo:

“La convocatoria deberá contener, al menos, la identificación del establecimiento educacional, el Servicio Local al que pertenece, la formación requerida y el perfil del cargo.”.

16) Modifícase el artículo 29 de la siguiente manera:

a) Elimínase la expresión “o contratados”.

b) Reemplázase la expresión “un decreto alcaldicio o un contrato de trabajo, según corresponda, documentos que contendrán” por “una resolución administrativa, documento que contendrá”.

c) Reemplázase, en el primer literal, la expresión “Municipalidad o Corporación” por “Servicio Local”.

d) Reemplázase, en el tercer literal, la expresión “a la Municipalidad o Corporación” por “al Servicio Local”.

e) Elimínase, en el último literal, la frase “y período de vigencia, si se tratare de contratos”.

17) Reemplázase, en el artículo 30, la expresión “comuna” por “Servicio Local”.

18) Reemplázase el artículo 31 por uno del siguiente tenor: 

“Artículo 31.- Las Comisiones Calificadoras de Concurso estarán integradas por:

a) Dos funcionarios del Servicio Local designados por su Director. 

b) Un docente elegido por sorteo entre los pares del nivel y de la especialidad de la vacante a llenar. Este docente deberá ser preferentemente de nivel Experto y no podrá pertenecer al establecimiento para el cual se provee la vacante.

Un funcionario designado por el Director Ejecutivo del Servicio Local será secretario de actas de la Comisión y tendrá derecho a voz. Esta Comisión deberá conformar una terna, de entre la cual el director del establecimiento respectivo seleccionará a un candidato.”.

19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 31 bis:

a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda” por “un representante del Director Ejecutivo del Servicio Local.”.

b) Intercálase, en el inciso segundo, entre la palabra “Consejo” y el punto y coma que le sigue, la siguiente frase precedida de una coma: “quien la presidirá”.
c) Reemplázase, en el inciso segundo, inmediatamente después del segundo punto y coma, la frase “y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo” por “y un director de establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo.”.

d) Elimínase, en el inciso segundo, la oración “En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar reconocido en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, del desarrollo profesional docente, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.”.

e) Elimínase el inciso tercero.

f) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente: 

“Los concursos a los que hace referencia este artículo serán convocados y administrados por los respectivos Servicios Locales, los cuales pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.”.

20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 32:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.

ii) Elimínase la oración “Estos perfiles deberán ser aprobados por el sostenedor.”.

b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.

ii) Reemplázase la frase “de la respectiva municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.

21) Modifícase el artículo 32 bis de la siguiente forma: 

a) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.” por la siguiente: “y serán financiadas con cargo al presupuesto anual de la Dirección Nacional del Servicio Civil.”.

b) Elimínase su inciso cuarto.

c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: “El proceso de selección tendrá el carácter de público, con las reservas señaladas en el artículo quincuagésimo quinto de la ley N°19.882.”.

22) Suprímese, en el inciso primero del artículo 33, la frase “o con el representante legal de la respectiva Corporación Municipal”.

23) Introdúcense, en el artículo 34, las siguientes modificaciones: 

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Consejo Local de Educación Pública y Comité Directivo Local”. 

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda,”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.

c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal con aprobación del sostenedor” por “Director Ejecutivo”.

24) Modifícase el artículo 34 A de la siguiente forma:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.

b) Suprímese, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 

c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.

25) Introdúcense al artículo 34 B las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.

b) Suprímese, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 

c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.

26) Modifícase el artículo 34 C en el siguiente sentido: 

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “de la comuna respectiva” por “del Servicio Local respectivo”.

b) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 34 C, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal” por “del mismo Servicio Local”.

27) Deróganse los artículos 34 D, 34 E, 34 F, 34 G, 34 H, 34 I, y 34 J.

28) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 37, la frase “las Municipalidades o Corporaciones Educacionales” por “los Servicios Locales”.

29) Reemplázase en el artículo 39 la frase “las Municipalidades o Corporaciones municipales empleadoras” por “los Servicios Locales empleadores”.

30) Reemplázase en el artículo 41 bis la frase “municipio o corporación municipal” por “Servicio Local”.

31) Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Departamento de Administración de Educación Municipal o de una misma Corporación Educacional, según corresponda” por “Servicio Local”.

b) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Plan de Desarrollo Educativo Municipal” por “Plan Anual del Servicio Local”. 

c) Elimínase, en el inciso segundo, la expresión “o municipal” todas las veces que aparece.

32) Modifícase el artículo 43 en el siguiente sentido:

a) Modifícase el inciso primero, de la siguiente forma:

i) Reemplázase la expresión “Las municipalidades” por “Los Servicios Locales”.

ii) Reemplázase la palabra “otras” por “otros”.

iii) Reemplazase la palabra “municipalidades” por la expresión “Servicios Locales”.

iv) Reemplázase la expresión “la municipalidad” por “el Servicio Local”.

b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:

i) Reemplázase la palabra “municipio” por la expresión “Servicio Local”.

ii) Reemplázase la expresión “la Municipalidad” por “el Servicio Local”.

c) Reemplázase, en el inciso tercero, el vocablo “municipio” por “Servicio Local”.

33) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 44, la expresión “cualquiera comuna” por “cualquier Servicio Local”.

34) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 46, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 

35) Introdúcense, en el artículo 47, las siguientes modificaciones:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “de la respectiva Municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.

36) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 51, la frase “Departamento de Administración de la Educación o la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local”.

37) Modifícase el artículo 52 en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.

b) Reemplázanse las palabras “otra comuna” por “otro Servicio Local”.

38) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “una dotación comunal” por “la dotación de un Servicio Local”.

b) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:

i) Reemplázase la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.

ii) Agrégase, antes de la expresión “particular subvencionado” la palabra “sector”.

39) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 64, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios locales”.

40) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 70:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente al interior de cada Servicio Local”.

b) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente de los Servicios Locales”.

c) Sustitúyese, en el inciso noveno, la frase “Jefe del Departamento de Administración Municipal de Educación o el Director de la Corporación Municipal respectivo” por “Director Ejecutivo”.

d) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “de la comuna correspondiente” por “del Servicio Local respectivo”.

41) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 70 bis, la frase “Departamentos de Administración de Educación Municipal” por “Servicios Locales”.

42) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 71, la expresión “el sector municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

43) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 72:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “de una dotación docente del sector municipal” por “de la dotación docente de un Servicio Local”.

b) Reemplázase, en el literal b), la frase “en los artículos 127 al 143 de la ley N° 18.883” por “en los artículos 129 al 145 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 

c) Reemplázase, en el párrafo segundo del literal b), la frase “de la respectiva Municipalidad o Departamento de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, designado por el sostenedor”, por “del respectivo Servicio Local”.

d) Sustitúyese, en el literal h), la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.

e) Reemplázase, en el inciso final, la frase “el artículo 134 de la ley N° 18.883” por “el artículo 136 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 

44) Introdúcense, en el artículo 73, las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Alcalde de una Municipalidad o el representante de una Corporación” por “Director Ejecutivo de un Servicio Local”.

b) Elimínase, en el inciso primero, la frase “de Desarrollo Educativo Municipal”.

c) Modifícase el inciso tercero en el siguiente sentido:

i) Sustitúyese la oración “El decreto alcaldicio o la resolución de la Corporación deberán ser fundados y notificados” por “La resolución del Director Ejecutivo del Servicio Local deberá ser fundada y notificada”.

ii) Reemplázase la frase “la respectiva Municipalidad o Corporación” por “el Servicio Local respectivo”.

iii) Reemplázase la expresión “otra Municipalidad o Corporación” por “otro Servicio Local”.

45) Modifícase el artículo 73 bis en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el literal a), la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Sustitúyese, en el inciso final, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.

46) Introdúcense en el artículo 74 las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación” por “del mismo Servicio Local”.

b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “la misma Municipalidad o Corporación” por “el mismo Servicio Local”.

47) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 75, la frase “la Municipalidad o Corporación, según corresponda,” por “el Servicio Local”.

48) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 76, la frase “los decretos alcaldicios o los contratos, según corresponda” por “las resoluciones correspondientes”.

Artículo 73.- Modifícase el artículo 3° de la ley N° 19.247, que aprueba el texto de la Ley sobre Donaciones con fines Educacionales en el siguiente sentido: 

a) Modifícase el literal A de su artículo 1° de la siguiente manera:

i) Reemplázase la frase “las Municipalidades o por sus Corporaciones” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

ii) Reemplázase la expresión “las Municipalidades” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Sustitúyese en el literal C de su artículo 1° la frase “la Municipalidad respectiva, si se tratare de establecimientos administrados por ella o por su Corporación” por “el Servicio Local respectivo, si se tratare de establecimientos administrados por éste”.

2) Modifícase el inciso final de su artículo 7° de la siguiente forma:

a) Reemplázase la frase “propiedad de la Municipalidad” por “propiedad del Servicio Local”.

b) Reemplázase la palabra “Esta” por el vocablo “Éste”.

c) Reemplázase la frase “dentro de la comuna” por “dentro del ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local”.

Artículo 74.- Intercálase, en el artículo 2° de la ley N° 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor, adecuándose los siguientes:

“Podrán también constituirse asociaciones de funcionarios en los Servicios Locales de Educación Pública.”.

Artículo 75.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.410, que Modifica la ley N° 19.070, sobre estatuto de profesionales de la educación, el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1993, del Ministerio de Educación, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, y otorga beneficios que señala:

1) Deróganse los artículos 4°, 5° y 6°.

2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 21: 

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “administrados por municipalidades o corporaciones municipales de educación, los alcaldes”, por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, los Directores Ejecutivos de éstos”.

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“El Director Ejecutivo deberá consultar previamente sobre esta solicitud al Comité Directivo Local respectivo, y sólo podrá denegarla por motivos fundados.”.

3) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:

a) Elimínase el literal a), pasando el actual literal b) a ser el literal a), y así sucesivamente los demás literales.

b) Agrégase un literal h) nuevo del siguiente tenor:

“h) Hasta el 10% de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial establecida en la ley Nº 20.248.”.

4) Sustitúyese, en el artículo 24, la expresión “a la Municipalidad respectiva” por “al Servicio Local respectivo”. 

5) Reemplázase, en el artículo 25, la voz “alcalde” por “Director Ejecutivo del Servicio Local” y la expresión “un decreto alcaldicio” por “una resolución”.

6) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 26:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “a la respectiva Municipalidad” por “al Servicio Local respectivo”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la Municipalidad respectiva” por “el respectivo Servicio Local”.

Artículo 76.- Modifícase el artículo 46 del decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, sobre rentas municipales, en el siguiente sentido:

1) Reemplázase, en el literal a) del inciso cuarto, la expresión “Establecimientos educacionales, hogares” por “Hogares”.

2) Agrégase, en el literal a) del inciso cuarto, después del punto aparte, que pasa a ser una coma, la expresión “y establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública.”.

Artículo 77.- Modifícase la ley N° 19.464, que Establece normas y concede aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales que indica, de la siguiente forma:

1) Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 1°, la frase “tanto del sector municipal como del particular” por “tanto del sector particular como dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.

2) Modifícase el artículo 2° de la siguiente forma: 

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “las municipalidades, o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”. 

b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”. 

3) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:

a) Modifícase su inciso primero como sigue:

i) Reemplázase la frase “por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”.

ii) Reemplázase la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.

b) Sustitúyese la expresión “Las municipalidades o corporaciones” por “Los Servicios Locales”.

4) Reemplázase, en el artículo 5°, la expresión “las municipalidades o corporaciones municipales” por “los Servicios Locales”.

5) Sustitúyese, en el artículo 7°, la frase “departamentos de administración educacional de las municipalidades, cualquiera sea su denominación” por “Servicios Locales de Educación Pública”.

Artículo 78.- Agrégase, en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, un artículo 4º bis, nuevo, del siguiente tenor: 

“Artículo 4° bis.- Los Servicios Locales de Educación Pública podrán acogerse al beneficio de la subvención que establece esta ley, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, siempre que éstos cumplan con los requisitos fijados en el artículo 6º.”.
Artículo 79.- Modifícase la ley N° 19.979, que Modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales, en el siguiente sentido:

1) Introdúcense en el artículo 7° las siguientes modificaciones:

a) Intercálase, entre las locuciones “subvencionado” y “deberá”, la frase “o que reciba aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento,”.

b) Incorpórase un inciso segundo del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo Escolar deberá establecer en su acta constitutiva las instancias para considerar las opiniones de los niños que asistan al establecimiento en los niveles de educación parvularia y básica, en temas de su interés de acuerdo a sus capacidades, niveles de desarrollo y cultura.”.

c) Agrégase el siguiente inciso tercero:

“En los establecimientos que impartan exclusivamente educación parvularia y que se encuentren incluidos en el inciso primero, estos consejos de denominarán “Consejos de Educación Parvularia”.”.

2) Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:

a) Reemplázase, en las letras c) y d) del inciso segundo, la expresión “municipales” por “dependientes de los servicios locales de educación”.

b) Agrégase, en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “ En los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública el consejo escolar tendrá facultades resolutivas respecto de las cuestiones señaladas en los literales d) y e). Con este objeto el consejo organizará una jornada para recabar las observaciones, aportes e inquietudes de la comunidad escolar respecto de estas materias.”.

Artículo 80.- Modifícase la ley N° 20.248, sobre subvención escolar preferencial, de la siguiente forma:

1) Modifícase el artículo 7 de la siguiente forma: 

a) Intercálanse los siguientes párrafos segundo y tercero en el literal  d):

“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, le corresponderá a sus directores elaborar, en conjunto con la comunidad educativa, y proponer al Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en este artículo, así como los Planes de Mejoramiento Educativo establecidos en los artículos 19 y 26 de la presente ley, cuando corresponda, previa consulta al consejo escolar del establecimiento. 

El Director Ejecutivo, podrá realizar observaciones al plan presentado por el director a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local, la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva. En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.”.
b) Elimínase el segundo párrafo del literal f) del artículo 7. 

2) Reemplázase en el numeral 4 del inciso segundo del artículo 8, la frase “municipales o administrados por corporaciones municipales” por “educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.
3) Elimínase, en el inciso final del artículo 11, la frase “El Ministerio de Educación, a solicitud de los municipios, deberá promover y apoyar, cuando así se lo soliciten, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas.”. 

4) Agrégase, en el párrafo primero del numeral 2) del artículo 26, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, corresponderá al Servicio Local, a través del director del establecimiento educacional respectivo, elaborar y cumplir este Plan.”.

5) Reemplázase el inciso tercero del artículo 28 por el siguiente:

“En el caso de no lograrse los resultados educativos señalados en el inciso primero, los establecimientos estarán afectos a los mecanismos establecidos en los artículos 30 y 31 de la ley Nº 20.529, según corresponda.”.

6) Reemplázase la letra e) del artículo 29 por la siguiente:

“e) Mantener un sistema de apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° ter de la ley N° 18.956.”.

7) Reemplázase en el inciso primero del artículo 33 bis la frase “municipios, corporaciones municipales” por “Servicios Locales de Educación Pública”.

Artículo 81.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, de la siguiente forma:

1) Reemplázase, en el literal a) del artículo 46, la frase “las personas jurídicas de derecho público, tales como municipalidades y otras entidades”, por “, en el caso de órganos pertenecientes a la Administración del Estado, únicamente los Servicios Locales de Educación Pública y la Junta Nacional de Jardines Infantiles. En el caso de entidades que no pertenecen a la Administración del Estado, serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público”.

2) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 89:

a) Sustitúyese, en el literal b), la expresión “el ámbito municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

b) Agrégase, en el literal b), antes de la voz “particular” la frase “en el sector”.
c) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la educación municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.

Artículo 82.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.529, que Establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización:

1) Reemplázase, en la letra d) del artículo 3°, la expresión “así como los sostenedores del sector municipal,” por “así como los Servicios Locales de Educación Pública”.

2) Agrégase el siguiente párrafo segundo al literal e) del artículo 11: 

“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, dichos informes deberán ser estudiados por su equipo directivo y consejo de profesores, y por los equipos técnicos del Servicio, e incorporar las recomendaciones que estimen pertinentes a su Plan de Mejoramiento Educativo siguiente. La no incorporación de las propuestas deberá ser fundada.”.

3) Reemplázase, en la letra g) del artículo 11, la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación Pública.”.
4) Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo en el artículo 12, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto y así sucesivamente:

“Para el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia realizará además una evaluación integral de la gestión de estos servicios que incluya recomendaciones indicativas para el mejoramiento de la gestión del Servicio Local. Estas recomendaciones deberán considerar especialmente los objetivos y prioridades establecidas en el Plan Estratégico Local del Servicio respectivo, así como las estrategias y acciones que éste contemple para el cumplimiento de dichos objetivos.”. 

5) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 13: 

“Para efectos de lo señalado en el inciso cuarto del artículo 12, la Agencia definirá, a partir de su planificación anual, los Servicios Locales que serán evaluados, considerando para ello el nivel de cumplimiento de los estándares establecidos en esta ley. Con todo, la totalidad de los Servicios Locales deberá ser evaluada con una periodicidad no superior a seis años.”.

6) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 14:

“En el caso de los informes referidos a los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia deberá remitir copias de dichos informes a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo Local y al Consejo Local respectivo.”.

7) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 26 la frase “El Ministerio de Educación podrá”, por “El Ministerio de Educación o los Servicios Locales de Educación Pública podrán”.

8) Sustitúyense los actuales incisos tercero y cuarto del artículo 27 por los siguientes:

“Corresponderá al Servicio Local de Educación Pública respectivo proporcionar el apoyo técnico pedagógico que sea necesario a los establecimientos educacionales de su dependencia.

El apoyo brindado de conformidad a este artículo deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos ordenados en las categorías c) y d) del artículo 17 y en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico.”.

9) Reemplázase el artículo 29 por el siguiente:

“Artículo 29.- Los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente deberán recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello, los establecimientos particulares subvencionados podrán recurrir al Ministerio de Educación, que prestará este servicio directamente o a través de una persona o entidad del Registro Público de Personas o de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación. 

En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local de Educación Pública que tengan Desempeño Insuficiente, dicho Servicio deberá incorporar en su Plan Anual medidas específicas de apoyo técnico pedagógico que tiendan al mejoramiento de los resultados educativos del establecimiento afectado.

Las medidas señaladas en los incisos precedentes deberán brindarse hasta que dicho establecimiento abandone la categoría Desempeño Insuficiente o por un plazo máximo de cuatro años. Con todo, si el establecimiento no logra ubicarse en una categoría superior, pero muestra una mejora significativa, podrá seguir sujeto a las medidas señaladas en los incisos precedentes hasta por un año más. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 31 de esta ley.

La Agencia definirá, en normas de carácter general, los criterios para determinar la mejora significativa de un establecimiento educacional. Estos criterios deben guardar relación con los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y en sus bases curriculares y con los otros indicadores de calidad educativa.”.

10) Agrégase al literal d) del artículo 35, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, deberá aprobar el informe y las medidas de reestructuración, de conformidad al inciso tercero del artículo 31.”.
11) Sustitúyese el literal h) del artículo 41 por el siguiente:

“h) Certificar, según lo que establece el artículo 31, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. Dicha certificación deberá contar con la aprobación del Consejo de la Agencia.
Asimismo, deberá elaborar el informe a que hace referencia el artículo 31.”.

12) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 68, la frase “o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate” por “o al domicilio del Servicio Local de Educación respectivo.”.

13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 89:

a) Suprímese la letra f), pasando la actual g) a ser f).

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “, f) y g)” por “y f)”.

14) Incorpórase un párrafo segundo, nuevo, en el literal e), del artículo 73, del siguiente tenor:

“En el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, solo será aplicable la inhabilidad temporal para ejercer el cargo de Director Ejecutivo, hasta por un plazo de cinco años.”.

15) Modifícase el artículo 92 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el literal a) por el siguiente:

“a) Asumir la representación legal del establecimiento. Esta representación legal lo faculta, expresamente, para ejercer la titularidad de las acciones administrativas, civiles y/o penales para perseguir la responsabilidad, en su caso, de los administradores y/o sostenedores.”.

b) Elimínase del párrafo primero del literal h) la frase “por renuncia o revocación,”.

16) Derógase el artículo 96.

Artículo 83.- Reemplázase el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845, por el siguiente:

“Artículo trigésimo séptimo.- Créase un Fondo destinado a la recuperación y fortalecimiento de la educación pública escolar y parvularia, en todos sus niveles y modalidades, sea que ésta se encuentre administrada directamente por municipios o a través de corporaciones municipales o por los Servicios Locales de Educación Pública.

Los recursos de este Fondo deberán ser utilizados para el cumplimiento de los siguientes objetivos:

i) Mejorar la calidad del servicio educativo a cargo de las municipalidades y corporaciones municipales mientras éste no haya sido traspasado a los Servicios Locales.

ii) Facilitar la instalación y funcionamiento del Sistema de Educación Pública, especialmente el traspaso del servicio educativo a los Servicios Locales, de conformidad a las disposiciones transitorias establecidas en la ley que crea el Sistema de Educación Pública, en particular, las contenidas en el párrafo 5° de sus disposiciones transitorias.

Los Planes de Transición señalados en el párrafo 6° de las disposiciones transitorias de la ley que crea el Sistema de Educación Pública podrán ser financiados con los recursos de este Fondo.

El monto anual de este Fondo se establecerá en la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva, y ascenderá a $250.000.000 miles para los años 2018 a 2019, $200.000.000 miles para el año 2020, $150.000.000 miles para el año 2021 y $100.000.000 miles para los años 2022 al 2025.

Mediante resolución del Ministerio de Educación, suscrita por el Ministerio de Hacienda, se establecerán los mecanismos de distribución de estos recursos, los usos específicos en que se emplearán, y las formas y procedimientos de entrega y rendición de los mismos, cuando ello corresponda.

La asignación de recursos de este Fondo entre las entidades señaladas en el inciso primero deberá ajustarse a criterios de transparencia, pertinencia, equidad y no discriminación arbitraria, y se formalizará mediante una o más resoluciones del Ministerio de Educación, copia de las cuales se remitirá a la Dirección de Presupuestos.

Artículo 84.- Referencias. Todas las referencias que las leyes, decretos, reglamentos y, en general, la normativa vigente haga a las municipalidades, los departamentos de administración de educación municipal o las corporaciones municipales creadas antes del 31 de marzo de 1988 conforme a las normas del Código Civil y a los decretos N° 462, de 1981, y N° 110, de 1976, ambos del Ministerio de Justicia en tanto sostenedores de establecimientos educacionales, que no hayan sido suprimidas o adecuadas por la presente ley, deberán entenderse hechas al o los Servicios Locales de Educación Pública que corresponda conforme a su ámbito de competencia territorial.

Asimismo, cada vez que la normativa señalada en el inciso anterior se refiera al Jefe del Departamento de Administración de la Educación Municipal, debe entenderse referido el Director Ejecutivo de los Servicios Locales. En aquellos casos en que dichas normas aludan a los establecimientos del sector municipal, la referencia debe entenderse hecha, a su vez, a los establecimientos dependientes de los Servicios Locales.

A los Servicios Locales les será aplicable la normativa que rige a los sostenedores de establecimientos educacionales. Así, para todos los efectos legales, en caso que las normas se refieran al sostenedor o sostenedores, deberán entenderse comprendidos los Servicios Locales, en concordancia con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación.
Se excepcionarán de lo dispuesto en los incisos precedentes aquellos casos en que aparezca de manifiesto que la disposición cuya referencia se prescribe adecuar resulta inaplicable a los Servicios Locales o al Director Ejecutivo, atendida la naturaleza del servicio o el cargo, respectivamente.

Finalmente, sin perjuicio de las modificaciones efectuadas en el presente Título, se entenderá que será siempre el Servicio Local el que diseñará, coordinará y prestará el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo 1°

Disposiciones generales

Artículo primero.- Entrada en vigencia general. La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación, sin perjuicio de las excepciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.

Artículo segundo.- Entrada en vigencia de derogaciones y modificaciones de otras leyes. Lo dispuesto en el Título VI de esta ley entrará en vigencia desde la fecha del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo de conformidad a lo establecido en el artículo octavo transitorio. En consecuencia, las modificaciones legales establecidas en dicho Título no surtirán efectos respecto de aquellas municipalidades o corporaciones municipales que continúen prestando el servicio educacional.

Se exceptuará de lo dispuesto en el inciso anterior, el numeral 4) del artículo 82, que entrará a regir una vez transcurridos tres años desde la fecha de traspaso del servicio educacional, respecto de cada Servicio Local.

Artículo tercero.- Entrada en vigencia de la calidad de sostenedor de los Servicios Locales. La calidad de sostenedor de los Servicios Locales, respecto de los establecimientos de su dependencia, entrará en vigencia respecto de cada Servicio Local en la fecha del traspaso del servicio educacional.
Artículo cuarto.- Traspaso del servicio educacional. Traspásase el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de las corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, a los Servicios Locales de Educación Pública creados de conformidad al artículo 16 de esta ley, en la oportunidad, forma y condiciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.

Para estos efectos, se entenderá indistintamente por “corporación municipal” o “corporaciones municipales” aquellas corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.

Artículo quinto.- Determinación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos expedidos a través del Ministerio de Educación, los que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determinará el ámbito de competencia territorial, el domicilio y la denominación de los Servicios Locales, con arreglo a la distribución territorial establecida en el artículo 16 de la presente ley. El ámbito de competencia territorial de cada servicio se determinará sobre la base de una comuna o agrupación de comunas dentro de una misma región, no pudiendo dividirse el territorio de éstas.

Para efectos de lo establecido en el inciso precedente, el Presidente de la República deberá considerar, a lo menos, los siguientes criterios: matrícula total de estudiantes en el territorio; número de establecimientos dependientes de cada municipalidad, y distancia y conectividad entre los establecimientos educacionales dependientes de cada municipalidad.

Artículo sexto.- Entrada en funcionamiento de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos del Ministerio de Educación, suscritos además por el Ministro de Hacienda, determinará un calendario de instalación que establezca las fechas en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales de Educación Pública, de conformidad a las siguientes reglas.

Primera etapa de instalación:

1) Entrarán en funcionamiento entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región Metropolitana, el cual comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia; y un Servicio Local en la región de Coquimbo, el cual comprende las comunas de Coquimbo y Andacollo.

Asimismo, entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región de Atacama, el cual comprende las comunas de Vallenar, Alto del Carmen, Freirina y Huasco; y un Servicio Local de la región de La Araucanía, el cual comprende las comunas de Nueva Imperial, Carahue, Toltén, Teodoro Schmidt y Saavedra.

2) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2019 el Servicio Local de la región de Arica y Parinacota; un Servicio Local de la región Metropolitana y un Servicio Local de la región del Biobío.

3) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020 un Servicio Local de la región de Valparaíso; un Servicio Local de la región de Los Lagos; un Servicio Local de la región del Libertador Bernardo O’Higgins; y un Servicio Local de la región de Atacama.
Segunda etapa de instalación:

4) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2022 quince Servicios Locales.

5) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2023 quince Servicios Locales.

6) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2024 quince Servicios Locales.

7) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2025 catorce Servicios Locales.

Los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con al menos seis meses de anticipación a la fecha de traspaso del servicio educacional, excepto los establecidos en el numeral 1) de este artículo.

El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, podrá, en el marco de las reglas anteriores, modificar el calendario de la segunda etapa de instalación.

Si, por razones fundadas, se hiciera necesario extender las fechas de entrada en funcionamiento de la segunda etapa de instalación más allá del año 2025, el Presidente de la República podrá, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, y previo informe favorable del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública, prorrogar dicho proceso por un nuevo período delimitado. Para estos efectos, deberá considerar además el informe de la Agencia de Calidad de la Educación respecto de la implementación de la primera etapa de instalación al que hace referencia el artículo séptimo transitorio.
Artículo séptimo.- Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública. Existirá un Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública (en adelante también “el Consejo de Evaluación”), el que será presidido por el Subsecretario de Educación e integrado además por seis profesionales de reconocida experiencia en las áreas de políticas públicas, educación y administración municipal o del Estado.

Dichos profesionales deberán ser ajenos a la administración del Estado, salvo aquellos que ejerzan funciones docentes, debiendo reflejarse en la conformación del Consejo una adecuada diversidad de visiones y competencias. Serán designados por el Presidente de la República y su participación será ad honorem. 

La Subsecretaría de Educación prestará apoyo administrativo al Consejo y el Director de Educación Pública será su secretario ejecutivo, teniendo sólo derecho a voz. El Consejo determinará su forma de funcionamiento mediante acuerdo.

El Consejo de Evaluación tendrá como misión principal asesorar al Presidente de la República en la evaluación y análisis del proceso de instalación de los Servicios Locales. A fin de dar cumplimiento adecuado a esta tarea, entregará un informe anual de seguimiento de la puesta en marcha del Sistema de Educación Pública, debiendo presentar, en el año 2021, una evaluación intermedia de este proceso.

En el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá proponer al Presidente de la República, de manera fundada y con el voto favorable de la mayoría de sus miembros indicados en el inciso segundo de este artículo, modificaciones legales, reglamentarias o de otra índole, tales como la modificación del calendario de la segunda etapa de instalación de los Servicios Locales; la extensión del proceso por un nuevo período o la creación de nuevas etapas de instalación; la implementación de formas de administración o gestión del servicio educacional; la modificación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales; diferir, incluir o no considerar temporalmente a una o más comunas en el proceso de instalación; variar el número total de Servicios Locales; modificaciones de cualquier naturaleza en aquellos casos en que advierta problemas en la implementación del Sistema; y cualquier otra política pública, medida, procedimiento o mecanismo orientado a mejorar el Sistema Nacional de Educación Pública.

Para la elaboración de sus propuestas el Consejo considerará un informe sobre la primera etapa del proceso de instalación que para estos efectos le proporcionará la Agencia de Calidad de la Educación, considerando la calidad, funcionamiento y desarrollo del servicio educacional provisto por los Servicios Locales. Asimismo, solicitará información a los directores de Servicios Locales instalados y autoridades municipales y regionales, y consultará a representantes de profesores y asistentes de la educación, representantes estudiantiles del nivel escolar y académicos con experiencia en la materia, entre otros. De igual forma, podrá solicitar estudios e informes a las Subsecretarías de Educación y de Educación Parvularia, a la Agencia de Calidad de la Educación, Superintendencia de Educación y a otros órganos de la administración que estime pertinente. Con todo, los informes del Consejo deberán contener la opinión del Ministro de Hacienda respecto del impacto presupuestario de las propuestas.

El Consejo terminará su labor a más tardar el 1 de enero de 2025 o en el último año que se establezca en el calendario de instalación de los Servicios Locales.
En el mes de marzo de cada año el Ministro de Educación dará cuenta del estado de avance de la implementación del Sistema de Educación Pública a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado, en sesión conjunta.
Párrafo 2°

Del traspaso del servicio educacional

Artículo octavo.- Fecha del traspaso del servicio educacional. El 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de un Servicio Local, se le traspasará, por el solo ministerio de la ley, el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de corporaciones municipales, de las comunas en las cuales éste ejerza su competencia, lo cual comprenderá los bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y personal asociados a la prestación de dicho servicio, de conformidad a las disposiciones transitorias siguientes.

Con todo, el servicio educacional se traspasará, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018 a los Servicios Locales establecidos en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio en caso de que entren en funcionamiento antes del 1 de enero de 2018. Si la entrada en funcionamiento se produce con posterioridad a dicha fecha, el servicio educacional se traspasará según lo establecido en el inciso anterior.

Asimismo, en el caso de los Servicios Locales establecidos en el párrafo segundo del numeral 1) del artículo sexto transitorio, el traspaso tendrá lugar por el solo ministerio de la ley, y en las mismas condiciones del inciso primero de este artículo, el 1 de julio de 2018, una vez dictada la resolución a que se refiere el artículo vigésimo segundo transitorio, la cual sólo podrá expedirse dentro de los tres meses anteriores de la fecha señalada. Para estos efectos deberá dictarse una resolución por cada Servicio Local. De no dictarse la resolución referida en el plazo señalado anteriormente, dicha decisión deberá formalizarse en un acto administrativo fundado, en cuyo caso el traspaso se producirá por el solo ministerio de la ley el 1 de enero de 2019, en las mismas condiciones establecidas en el inciso primero del presente artículo. En tal evento, el Ministro de Educación deberá dar cuenta a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y de Educación y Cultura del Senado sobre las razones fundadas para no haber dictado la señalada resolución en el plazo definido.
Artículo noveno.- Traspaso de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, que cuenten con reconocimiento oficial al 31 de diciembre de 2014, ya sea que se encuentren en funcionamiento o en receso, así como aquellos que se creen a partir de dicha fecha hasta el momento del traspaso, se traspasarán al Servicio Local que ejerza sus competencias en las correspondientes comunas, de conformidad a los artículos siguientes, y en la misma forma y oportunidad señalada en el artículo anterior.

El Servicio Local será el sucesor legal de la municipalidad, o la corporación municipal en su caso, en la calidad de sostenedor del establecimiento educacional traspasado.

Los inmuebles donde funcionaron establecimientos educacionales de administración municipal o administrados por corporaciones municipales, que al 31 de diciembre de 2014 hubieren perdido su reconocimiento oficial, dejarán de estar afectos al servicio educacional y pasarán a ser de libre disponibilidad por parte de la municipalidad o corporación municipal respectiva; siempre que estas hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición, y sólo una vez que se haya efectuado el traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local según lo establecido en estas disposiciones transitorias.

Artículo décimo.- Postergación del traspaso del servicio educacional. Una municipalidad o corporación municipal podrá solicitar al Ministerio de Educación que el servicio educacional de su comuna no sea traspasado al Servicio Local respectivo en los plazos que le correspondieren en virtud de los artículos anteriores, siempre que cumpla con los siguientes requisitos copulativos:

a) Que al momento de la solicitud, a lo menos el 60% del total de establecimientos a su cargo presente niveles educativos ordenados como de desempeño alto o medio alto, según la ordenación realizada por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley N° 20.529. Para estos efectos se considerarán las ordenaciones correspondientes al último año disponible.

b) Que la evolución del total de la matrícula en los establecimientos que administra, durante los seis años previos al momento de la solicitud, ubique a la respectiva municipalidad o corporación municipal dentro del 30% de mejor desempeño a nivel nacional para dicho índice. 

Para estos efectos se entenderá por “total de la matrícula” aquella comprendida entre el primer año de educación básica y el cuarto año de educación media regular, incluyendo las diversas formaciones diferenciadas y modalidades de enseñanza. Asimismo, para establecer esta evolución se deberá considerar el efecto demográfico referido a la evolución de la población entre 6 y 18 años de las comunas del país para el mismo periodo.

c) Que durante los 24 meses previos a la solicitud, no haya registrado obligaciones previsionales impagas respecto de los profesionales de la educación, asistentes de la educación o personal de apoyo y administración educacional de su dependencia, por un monto superior a las 400 unidades de fomento calculadas a la fecha en que se presente la solicitud.

d) Que al momento de la solicitud, la deuda de la municipalidad o corporación municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, según lo establecido en el artículo trigésimo transitorio, no supere el 5% de sus ingresos anuales por concepto de subvenciones escolares y aportes del Estado para el mismo año, descontados los aportes de capital. Para estos efectos no se considerará la deuda ocasionada por los anticipos de subvención realizados para financiar planes de retiro de funcionarios.

El municipio o corporación municipal deberá presentar su solicitud durante el mes de enero del año en que entrará en funcionamiento el Servicio Local con competencia sobre la comuna respectiva. El Ministerio de Educación tendrá un plazo de 60 días para verificar el cumplimiento de los requisitos y acoger la solicitud si fuera procedente.

El Ministerio de Educación deberá evaluar anualmente, a más tardar en marzo de cada año, si las municipalidades o corporaciones municipales autorizadas mantienen el cumplimiento de los requisitos establecidos en los literales de este artículo. De no ser así, el traspaso del servicio educacional que prestan se ajustará a lo establecido en el calendario de instalación definido por el Presidente de la República; y en caso de encontrarse ya en funcionamiento el respectivo Servicio Local con competencia sobre la comuna, se deberá proceder al traspaso del servicio educacional, según las normas establecidas en estas disposiciones transitorias. 

Un reglamento del Ministerio de Educación suscrito, además, por el Ministro de Hacienda especificará los requisitos indicados en los literales de este artículo y la forma e instrumentos para su evaluación, y el procedimiento de solicitud y aprobación del requerimiento de la municipalidad o corporación municipal.

Párrafo 3°

Del traspaso de los bienes afectos a la prestación del servicio educacional

Artículo décimo primero.- Bienes inmuebles afectos al servicio educacional. Para los efectos del traspaso del servicio educacional establecido en estas disposiciones transitorias, estarán afectos a la prestación de dicho servicio los bienes inmuebles pertenecientes a órganos de la Administración del Estado o a sus órganos dependientes, tales como las corporaciones municipales, en los cuales, al 31 de diciembre de 2014, desarrollan sus funciones los establecimientos educacionales, que se traspasen de conformidad al artículo anterior. Estos inmuebles serán traspasados al respectivo Servicio Local de la siguiente manera:

1) Los inmuebles de propiedad de una municipalidad o de otro órgano de la Administración del Estado serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Se comprenderán en esta letra, los inmuebles que pertenecen a una municipalidad y fueron entregados en comodato a la respectiva corporación municipal o a personas jurídicas de derecho privado que no persigan fines de lucro. 

2) Los inmuebles que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tal como una corporación municipal, que hayan sido adquiridos o traspasados a este último para el solo efecto de prestar el servicio educacional, serán traspasados al Servicio Local que corresponda.

3) Los inmuebles que no correspondan a alguna de las categorías anteriores y que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tales como corporaciones municipales, serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Con todo, si dichas corporaciones demuestran que un determinado inmueble se encuentra en esta categoría, podrán optar por entregarlo en comodato al Servicio Local. Éste deberá ser celebrado antes de que se verifique el traspaso del servicio educacional, según lo establecido en el artículo noveno transitorio, y tendrá una duración de, al menos, 30 años. Asimismo, deberá dar cumplimiento, respecto del derecho de uso entregado en virtud del comodato, a todos los trámites establecidos para los inmuebles en estas disposiciones transitorias.”.

Artículo décimo segundo - Bienes muebles afectos al servicio educacional. Se entenderán afectos a la prestación del servicio educacional los bienes muebles que, perteneciendo a los órganos señalados en el artículo precedente, se encuentren en alguno de los siguientes casos:

a) Bienes muebles que guarnecen los inmuebles señalados en el inciso primero del artículo anterior.

b) Bienes muebles no comprendidos en la letra anterior que resultan necesarios para la prestación del servicio educacional de conformidad a la ley.

c) Bienes muebles que hayan sido adquiridos con transferencias de recursos fiscales, para la prestación del servicio educacional.

Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta el traspaso del servicio educacional, dichos órganos de la Administración del Estado, así como los órganos que dependan de éstos, destinarán los bienes señalados en este artículo y en el artículo precedente exclusivamente a la prestación del servicio educacional, no pudiendo, en todo o en parte, destinarlos a una finalidad distinta.

Los bienes señalados en el presente artículo y en el artículo precedente se traspasarán, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Local con competencia en la comuna en el cual se encuentren emplazados, en la forma y oportunidad señalada en el artículo noveno transitorio.
Artículo décimo tercero.- Regularización de inmuebles destinados al funcionamiento de establecimientos educacionales. Para la regularización de la propiedad de los inmuebles afectos al funcionamiento de establecimientos educacionales, señalados en el artículo décimo primero transitorio y en el literal b) del artículo vigésimo primero transitorio de esta ley, se estará a lo dispuesto en el decreto ley N° 2.695, en todo aquello que sea pertinente, sin que sea aplicable, para estos efectos, la restricción respecto al avalúo fiscal de dichos inmuebles que establece el artículo 1° del mismo decreto ley.

Artículo décimo cuarto.- Regularización de la infraestructura. Las construcciones o ampliaciones de infraestructura educacional en inmuebles comprendidos en el artículo décimo primero transitorio y en el literal b) del artículo vigésimo primero transitorio de esta ley, construidas con o sin permiso de edificación y las que no cuenten con recepción final a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán ser regularizadas de conformidad a lo establecido en el presente artículo.

Podrá solicitar su regularización el sostenedor del establecimiento educacional cuya infraestructura se encuentre en alguna de las situaciones señaladas en el inciso anterior, acompañando los siguientes antecedentes:

a) Aquellos especificados en el artículo 5.1.6 N°s. 6, 7 y 9 del decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, suscritos por un profesional competente, en que consten las características de la edificación que se regulariza.

b) Certificado de dominio vigente de la propiedad en que se encuentra ubicada la construcción o ampliación.

c) Informe técnico de un profesional arquitecto o ingeniero civil, sobre el buen estado estructural y constructivo del edificio y de la carencia de riesgo físico para sus usuarios.

d) Certificado de higiene ambiental expedido por la autoridad de salud competente.

e) Informe técnico de un instalador autorizado sobre el buen estado de las instalaciones de electricidad, de agua potable y de alcantarillado.

f) Informe del sostenedor sobre las condiciones generales de seguridad, en especial, las de evacuación.

g) Certificado del Secretario Regional Ministerial de Educación o la Dirección Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles competente, según corresponda, de la utilización de las construcciones, ampliaciones o habilitaciones para impartir el servicio educacional.

Sólo podrán acogerse a lo establecido en el presente artículo las edificaciones o las ampliaciones, o ambas según el caso, construidas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, siempre que durante los treinta días siguientes a esta misma fecha no se formularen reclamaciones de los vecinos por incumplimiento de normas, y en la medida en que se respeten las líneas oficiales de edificación establecidas por los planes reguladores respectivos.

Las regularizaciones acogidas a esta ley estarán exentas del pago de derechos de edificación.

La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere emitido un pronunciamiento, se tendrá por aprobada.

Si el permiso o la recepción, o ambos según el caso, fueren denegados, los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, en un plazo de quince días contado desde la notificación del rechazo, la que deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue en tal caso el permiso o la recepción, o ambos, según se trate.

Artículo décimo quinto.- Cesión de contratos y convenios. Con el exclusivo fin de asegurar la continuidad del servicio educacional, los Servicios Locales serán sucesores legales de las municipalidades o corporaciones municipales en aquellos contratos o convenios que hubieren celebrado con terceros, que tengan por objeto el uso o goce de los bienes inmuebles en que funcione el establecimiento educacional respectivo, la prestación de servicios, o la entrega de bienes para la prestación del servicio educacional, que resulten necesarios para la continuidad del mismo.

Para todos los efectos legales, en los contratos o convenios celebrados con terceros se aplicarán las normas de la ley N° 20.845.

Artículo décimo sexto.- Cesión de concesiones. Sin perjuicio del traspaso del servicio educacional y los bienes afectos al mismo, los Servicios Locales serán sucesores legales de aquellas municipalidades que hubieren concesionado el servicio educacional respecto de uno o más establecimientos educacionales, pudiendo poner término a la concesión de acuerdo a los procedimientos vigentes en esta ley.

Artículo décimo séptimo.- Exención de derechos e impuestos. Los actos, convenios, publicaciones, inscripciones, subinscripciones o actuaciones de cualquier otro tipo que se originen a causa de los traspasos de bienes y servicios dispuestos en la presente ley, estarán exentos de todo arancel o tributo, incluyendo cualquier tipo de impuesto, tasa o derecho a favor del fisco o del patrimonio de cualquier órgano del Estado.

Párrafo 4º
Del traspaso de establecimientos de educación parvularia.
Artículo décimo octavo.- Traspaso de establecimientos de educación parvularia. Se entenderán incluidos en el traspaso señalado en el párrafo 2º de estas disposiciones transitorias, los establecimientos de educación parvularia administrados por municipalidades o corporaciones municipales que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, en la misma forma y oportunidad señalada en dicho párrafo. A dichos establecimientos no les será exigible contar con el reconocimiento oficial del Estado, mientras esté pendiente aún el plazo para obtenerlo de conformidad con lo dispuesto por el artículo décimo quinto transitorio de la ley Nº 20.529.

Sin perjuicio de lo anterior, se excluirán del traspaso de bienes regulado en el párrafo 3º de estas disposiciones transitorias aquellos inmuebles en los cuales se emplacen los establecimientos de educación parvularia y que no estén destinados exclusivamente a la prestación del servicio educacional, así como los bienes muebles destinados a su funcionamiento. Respecto de estos últimos, sólo se traspasarán al Servicio Local aquellos bienes muebles adquiridos mediante transferencias de recursos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles o a través de recursos fiscales.

La Junta Nacional de Jardines Infantiles, dentro de los ciento veinte días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, dictará una resolución en la cual se individualizarán los establecimientos de educación parvularia respecto de los cuales tenga convenio vigente de transferencia de fondos con municipalidades o corporaciones municipales, que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento a la fecha de la publicación de la ley. Además, dentro del mismo plazo, deberá remitir al Ministerio de Educación toda información relevante para el traspaso del servicio educacional, por cada establecimiento educacional, tal como matrícula, transferencias corrientes y de capital, documentos en que consten supervisiones que hayan sido realizadas, estado de avance del cumplimiento de los requisitos para la obtención del reconocimiento oficial del Estado, entre otras. Asimismo, los Servicios Locales podrán celebrar convenios de colaboración con la Junta Nacional de Jardines Infantiles destinados a brindar asistencia técnica en la implementación del nivel parvulario.
Párrafo 5°
Del procedimiento de traspaso del servicio educacional

Artículo décimo noveno.- Del procedimiento de traspaso. Los traspasos dispuestos en los párrafos anteriores se efectuarán de conformidad al procedimiento de traspaso regulado en este párrafo, el que deberá resguardar siempre la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los estudiantes.

Artículo vigésimo.- Registro de bienes destinados a la prestación del servicio educacional. El Ministerio de Educación llevará un registro actualizado, desde la entrada en vigencia de esta ley, en el cual se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3) del artículo décimo primero transitorio, a cada Servicio Local de Educación Pública, de conformidad a lo establecido en el párrafo 3° del presente Título.

Para estos efectos, cada municipalidad deberá elaborar un registro actualizado de sus bienes inmuebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación, dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, y un registro actualizado de sus bienes muebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación dentro de los doce meses siguientes a dicha fecha. Asimismo, deberá oficiar a dicho Ministerio cualquier hecho relevante relacionado con los bienes destinados a la prestación del servicio educacional que se encuentren en su comuna, de conformidad a lo que establezca el reglamento.

Artículo vigésimo primero.- De las obligaciones de las municipalidades. Las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, deberán remitir al Ministerio de Educación toda la información que sea necesaria para el adecuado traspaso, con una anticipación de al menos seis meses antes de la entrada en funcionamiento del Servicio Local al cual deban traspasar el servicio educacional. En el caso de los Servicios Locales individualizados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio, las municipalidades cuyo servicio se traspase el año 2018 deberán remitir esta información en el plazo de un mes desde la fecha de publicación de la presente ley. Esta información deberá considerar al menos lo siguiente:

a) Una nómina de los profesionales de la educación y asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales que, de conformidad a la presente ley, serán traspasados a los Servicios Locales. Deberá indicarse el respectivo régimen legal y/o contractual, señalándose entre otros antecedentes que requiera el Ministerio, el nombre, función que realiza, antigüedad, lugar en que se desempeña, situación previsional y remuneración desagregada, y las asignaciones que le correspondan percibir. 
b) Un inventario de los bienes muebles e inmuebles que deberán ser traspasados o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo décimo primero transitorio, de conformidad a los párrafos 3° y 4º de estas disposiciones transitorias, individualizándolos y señalando el estado de conservación en el cual se encuentran. Respecto de los inmuebles y vehículos motorizados, deberán expresarse todas las menciones exigidas por la ley y reglamentación respectiva para su inscripción en los registros pertinentes. Este inventario deberá llevar la firma del director del respectivo establecimiento educacional.

c) Copia de los contratos o convenios vigentes con terceros proveedores de bienes y servicios.

d) Un catastro de los servicios prestados dentro de la comuna, por los establecimientos educacionales o a través de estos, o dirigidos a los propios establecimientos, y dentro de las cuales se encuentre toda iniciativa y programa, de cualquier índole, que esté siendo implementada por la municipalidad o corporación municipal, según corresponda.
e) Cualquier otra información que sea procedente para el adecuado traspaso del servicio educacional. 

El Ministerio de Educación, mediante resolución, podrá establecer otros antecedentes que resulten necesarios para el adecuado traspaso del servicio educacional, así como determinar el formato en que éstos deberán remitirse.

Asimismo, deberá constituirse una comisión técnica con el objeto de colaborar con la adecuada entrega de la información a que se refiere el literal a) del presente artículo. Esta comisión se constituirá al menos ocho meses antes de la entrada en funcionamiento del respectivo Servicio Local y estará compuesta por un representante de la municipalidad, un representante de los profesionales de la educación, un representante de los asistentes de la educación y un representante del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o de las corporaciones municipales cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional, junto a los equipos técnicos que el Ministerio de Educación destine para estos efectos. En el cumplimiento de su función considerará la información que le sea proporcionada, de carácter laboral y previsional del personal de las municipalidades o de las corporaciones municipales. Las municipalidades correspondientes a los Servicios Locales señalados en el numeral 1) del artículo sexto transitorio se exceptuarán de la constitución de esta comisión.

Para los efectos de lo establecido en el presente artículo, la municipalidad deberá dictar un decreto alcaldicio, de acuerdo a la normativa vigente, al cual se acompañará el inventario de bienes y la nómina de personal.

En caso de que un municipio no cumpla con las obligaciones establecidas en este artículo, se entenderá que se configurará causal de notable abandono de deberes respecto del alcalde. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en la letra c) del artículo 60 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica constitucional de municipalidades.
El Ministerio de Educación podrá colaborar con las municipalidades para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.

Artículo vigésimo segundo.- Resolución de traspaso. Al menos dos meses antes de la entrada en funcionamiento de un Servicio Local, el Ministro de Educación deberá dictar una o más resoluciones que individualicen los bienes muebles e inmuebles y personal que le serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3) del artículo décimo primero transitorio, las cuales deberán contener, a lo menos, lo señalado en los literales a), b), c), d) y e) del inciso primero del artículo anterior. En el caso de los Servicios Locales indicados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio dicha resolución deberá dictarse antes del traspaso del servicio educacional, de conformidad a lo establecido en el artículo octavo transitorio.
Dicha resolución deberá ser remitida al Servicio Local respectivo, dentro de los diez días hábiles siguientes a su entrada en funcionamiento. El Conservador de Bienes Raíces y/o el Servicio de Registro Civil e Identificación con competencia en el territorio en que se emplacen los Servicios Locales respectivos, deberán practicar las inscripciones y subinscripciones que correspondan producto del traspaso, respecto de los bienes muebles e inmuebles afectos a la prestación del servicio educacional señalados en los artículos décimo primero y décimo segundo transitorios de la presente ley, con el sólo mérito de la resolución del Ministerio de Educación a la que se refiere este artículo, la cual será título suficiente para ello.

Artículo vigésimo tercero.- Acta de traspaso. Dentro de los sesenta días siguientes al traspaso del servicio educacional, se constituirá en cada establecimiento traspasado un funcionario del Servicio Local respectivo, quien deberá levantar un acta de traspaso de bienes y recursos financieros, y que será, para estos efectos, ministro de fe.

En dicha acta se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que le hayan sido materialmente traspasados, indicando el estado de conservación en que se encuentran, cotejándose con la respectiva resolución de traspaso señalada en el artículo vigésimo segundo transitorio.

En caso que existan diferencias entre la resolución de traspaso y el levantamiento del acta, y de ello se derivare alguna eventual infracción a la ley, se oficiarán los antecedentes que correspondan a los organismos públicos competentes. Asimismo, si se tuviere conocimiento de la comisión de un hecho que pudiere revestir caracteres de delito, deberán remitirse dichos antecedentes a la autoridad competente de conformidad con lo dispuesto en la letra k) del artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.

Párrafo 6°

Del Plan de Transición

Artículo vigésimo cuarto.- Del Plan de Transición. Desde la entrada en vigencia de esta ley, las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, podrán suscribir un Plan de Transición, de carácter plurianual, que el Ministerio de Educación pondrá a su disposición. Éste tendrá por objeto asegurar el adecuado traspaso del servicio educacional, así como el fortalecimiento y mejora de dicho servicio, hasta su total traspaso, de conformidad a lo establecido en el artículo octavo transitorio.

El plan señalado en el inciso anterior, considerando la situación educacional, administrativa y financiera de la respectiva municipalidad o corporación municipal deberá contemplar, a lo menos, lo siguiente:

a) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el fortalecimiento y mejora del servicio educacional, orientadas a la calidad de la educación que se imparte.

b) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el adecuado traspaso del servicio educacional, en especial respecto de sus bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y personal.

c) Objetivos financieros a alcanzar por la respectiva municipalidad, hasta antes del traspaso del servicio educacional, los cuales deberán desagregarse en objetivos anuales, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio.

d) Incorporación de un compromiso del Ministerio de Educación para colaborar y asistir a la respectiva municipalidad en los objetivos señalados en el literal anterior, transfiriendo recursos con dicho fin, de conformidad a la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público y lo establecido en los artículos vigésimo sexto y vigésimo séptimo transitorios.

Este plan se ejecutará de conformidad a los recursos que establezca para estos efectos la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público, mediante los convenios señalados en el artículo siguiente.

Artículo vigésimo quinto.- De los convenios de ejecución del Plan de Transición. El Plan de Transición se ejecutará mediante la suscripción de uno o más convenios de ejecución entre el Ministerio de Educación y la municipalidad o corporación municipal respectiva los que, individualmente o en su conjunto, deberán considerar, a lo menos, las siguientes materias:

a) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para fortalecer y mejorar el servicio educacional que presta, en especial, respecto al mantenimiento y conservación de sus establecimientos educacionales y la calidad del servicio educacional que brindan. 

b) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de mantener en funcionamiento los establecimientos educacionales de su dependencia.

c) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de señalar las prestaciones y programas que implementa a través de los establecimientos educacionales, o dirigidos a estos establecimientos, indicando los servicios que continuará prestando una vez traspasado el servicio educacional.

d) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de la administración del servicio educacional, tales como, el pago de remuneraciones, pago de proveedores, entre otras.

e) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de trabajar colaborativamente con las municipalidades o corporaciones municipales pertenecientes al mismo Servicio Local, con el objeto de facilitar el traspaso del servicio educacional.

f) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de los inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales o de su uso, tales como, regularización según lo establecido en los artículos décimo tercero y décimo cuarto transitorios, realización de trámites ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, entrega de información acerca de su estado de conservación, permitir al Servicio Local visitarlos para su revisión, celebración e inscripción del contrato de comodato en el caso del numeral 3) del artículo décimo primero transitorio, entre otras.  

g) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de planificar e implementar, en conjunto con el Ministerio de Educación, acciones y programas de formación y capacitación tendientes a fortalecer las capacidades del personal que se desempeña en el nivel de administración educacional municipal.

h) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de cumplir con los objetivos financieros del Plan de Transición, dentro de los que se deberá considerar un adecuado balance entre ingresos y gastos y el pago de las deudas originadas por la prestación del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo trigésimo transitorio.  Para estos efectos deberá coordinar la planificación y los instrumentos de gestión del sistema educativo con el financiamiento que establezca la ley, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio de esta ley.
i) Obligación de la municipalidad o corporación municipal de entregar al Ministerio de Educación la información que éste requiera para el adecuado traspaso del servicio educacional.

j) Asistencia técnica que el Ministerio de Educación brindará a la respectiva municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para la elaboración de los instrumentos de planificación y gestión, en concordancia con lo señalado en la letra h) de este artículo, contemplándose a lo menos la asistencia técnica para la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo octavo transitorio.

k) La transferencia o pago directo de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros del Plan de Transición. El monto y forma de la transferencia de dichos recursos se determinará de conformidad a lo que establezca la Ley de Presupuestos del Sector Público, así como para la planificación e implementación de las acciones de formación y/o capacitación a que se refiere el literal g) de este artículo.
Una vez suscritos los convenios de ejecución, éstos deberán ser remitidos a la Superintendencia de Educación para su conocimiento. Asimismo, a ésta le corresponderá fiscalizar, de conformidad a la ley, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en cada convenio y, en general, el correcto uso de los recursos transferidos de acuerdo a este artículo.

Para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en el literal g) de este artículo, el Ministerio de Educación podrá requerir del apoyo del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, entre otros.
Artículo vigésimo sexto.- Transferencia de recursos para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros. Para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo anterior, el Ministerio de Educación, con la visación del Ministerio de Hacienda, podrá transferir a las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, recursos destinados a contribuir al financiamiento de gastos incurridos, que considere debidamente justificados. El Ministerio de Educación estará facultado para pagar directamente a terceros por estos conceptos. 

El Ministerio de Educación determinará dichos gastos, pudiendo para ello solicitar información a la Superintendencia de Educación, la cual deberá remitirla; así como también podrá requerir la realización de auditorías en la respectiva municipalidad o corporación para la justificación de dichos gastos. El Ministerio de Educación deberá requerir la realización de dichas auditorías a la Superintendencia de Educación o a instituciones externas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529, en aquellos municipios o corporaciones respecto de los cuales se hubiera verificado, durante los cinco años anteriores a la firma del convenio, alguna de las siguientes hipótesis:

a) Nombramiento de un administrador provisional respecto de uno o más establecimientos educacionales de su dependencia.

b) Aplicación de sanciones por infracciones graves a la normativa educacional con excepción de las establecidas en los literales c, d) y e) del artículo 76 de la ley N° 20.529.
Artículo vigésimo séptimo.- Del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal. Para efectos de alcanzar los objetivos financieros establecidos en el literal c) del artículo vigésimo cuarto transitorio, los convenios de ejecución señalados en dicho artículo establecerán obligaciones específicas que deberán ser consideradas en el Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. En particular, dichos convenios establecerán expresamente que la municipalidad dará cumplimiento a las observaciones que el Ministerio de Educación realice al proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal, de conformidad a la asistencia técnica que le brinde según lo dispuesto en el artículo siguiente, como requisito habilitante para acceder a los recursos que prevé el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio.

Artículo vigésimo octavo.- De la asistencia técnica al Plan de Desarrollo Educativo Municipal. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior y en el literal j) del artículo vigésimo quinto transitorio, el o los respectivos convenios establecerán que el Ministerio de Educación brindará asistencia técnica en la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal regulado en el artículo 4° de la ley N° 19.410.

Asimismo, los convenios establecerán el plazo en el cual se remitirá al Ministerio de Educación el proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal y la oportunidad en la cual el Ministerio enviará sus observaciones o propuestas de modificaciones, si corresponde, lo cual deberá ser previo a la presentación del plan al Concejo Municipal para su respectiva aprobación.

Artículo vigésimo noveno.- Del incumplimiento de los convenios. En caso que una municipalidad incumpla gravemente los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo quinto transitorio, el Ministerio de Educación podrá ponerles término, mediante resolución fundada, sobre la base de un informe emanado de la Superintendencia de Educación. 

Se entenderá por incumplimiento grave de los convenios de ejecución:

a) Incumplimiento de la obligación establecida en el literal b) del artículo vigésimo quinto transitorio.

b) Uso de los recursos transferidos de acuerdo a lo dispuesto en el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio para actividades distintas de las acordadas en los convenios.

c) Incumplimiento de las observaciones que el Ministerio de Educación realice respecto del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. 

En caso de término de un convenio, de conformidad a lo señalado en el presente artículo, no se podrán celebrar los restantes convenios referentes a la transferencia de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros del Plan de Transición que se hubiere suscrito.
Artículo trigésimo.- De la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional. Para los efectos de lo establecido en el literal h) del artículo vigésimo quinto transitorio, se entenderá por deuda municipal originada por la prestación del servicio educacional aquellas obligaciones de una municipalidad o de una corporación municipal que sean exigibles al 31 de diciembre de 2014 y que a continuación se señalan:

a) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, correspondientes a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales.

b) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, con el personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en las corporaciones municipales. Respecto a estas últimas, sólo se entenderán comprendidas aquellas obligaciones del personal que se desempeña o se haya desempeñado en la gestión educacional.

c) Obligaciones contraídas con terceros proveedores de bienes y servicios directamente necesarios para la prestación del servicio educacional en los establecimientos de su dependencia o de las corporaciones municipales a su cargo, según corresponda. Se excluirán aquellas adquiridas por concepto de asistencia técnica educativa, prestada por entidades pedagógicas y técnicas de apoyo, reguladas en la ley N° 20.248.

d) Intereses y reajustes que correspondan, de las obligaciones señaladas en los literales anteriores.

Las municipalidades o corporaciones municipales deberán remitir al Ministerio de Educación un informe desagregado por cada una de las obligaciones establecidas en el inciso anterior dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Dicho informe deberá realizarse sobre la base de una auditoría externa al servicio educativo a cargo del respectivo municipio o corporación municipal, y será considerado para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio. 
Artículo trigésimo primero.- Deuda por anticipo de subvención. La deuda contraída por las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, originada en anticipos de subvención, de conformidad a las leyes números 20.158, 20.159, 20.244, 20.501, 20.652, 20.822 y 20.964, no se transferirá a los Servicios Locales.

Sin perjuicio de lo anterior, las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, serán las únicas responsables de extinguir las deudas que subsistan con los beneficiarios de dichas leyes, por incumplimiento del pago de las mismas. En la medida que las entidades antedichas hayan cumplido satisfactoriamente dicha obligación, se les condonará el saldo de la deuda por anticipo con el Fisco.

Artículo trigésimo segundo.- Administrador provisional. Previo a la fecha de traspaso del servicio educacional, la Superintendencia de Educación podrá nombrar un administrador provisional en uno o más establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, tanto en los casos del artículo 89 de la ley N° 20.529, como cuando se verifique el término del o los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley, por incumplimiento grave, conforme a lo establecido en el artículo vigésimo noveno transitorio.

Tratándose de los literales b) y c) del artículo vigésimo noveno transitorio, el administrador provisional ejercerá sus funciones respecto de la totalidad de los establecimientos educacionales de administración municipal o de la corporación municipal, según corresponda.

El administrador provisional regulado en el presente artículo durará en su cargo hasta el término del año laboral docente en curso. Este plazo será prorrogable por períodos iguales y sucesivos, cuando ello sea necesario para garantizar el ejercicio del derecho a la educación de los estudiantes, así como la continuidad del servicio educacional en los establecimientos educacionales, y/o facilitar el adecuado traspaso de éstos a los Servicios Locales. Con todo, las facultades del administrador provisional cesarán en el momento en que se verifique el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo octavo transitorio.

Para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, el administrador provisional deberá:

a) Ordenar que se realice una auditoría, que abarque al menos los dos últimos años lectivos anteriores a su nombramiento, excepto en los casos en que se hubiera realizado la auditoría contemplada en el artículo vigésimo sexto transitorio de la presente ley.

b) Elaborar anualmente una propuesta que contenga las menciones del plan a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.410, sólo en lo pertinente al o los establecimientos educacionales que administre. Dicha propuesta se entenderá parte integrante, para todos los efectos legales, del plan presentado en conformidad con el inciso primero del artículo 5° de dicha ley, para su respectiva aprobación por el concejo municipal.

Asimismo, podrá suscribir con el Ministerio de Educación los convenios de ejecución establecidos en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley en relación al o los establecimientos educacionales que administre.

En todo lo no previsto en este artículo, las normas del Párrafo 6°, Título III, de la ley N° 20.529, se aplicarán supletoriamente.

Artículo trigésimo tercero.- Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa. El Ministerio de Educación, dentro de los 10 días hábiles siguientes al traspaso del servicio educacional, solicitará a las municipalidades o corporaciones municipales respectivas que acrediten haber ejecutado todas las obligaciones generadas de acuerdo a la etapa de cumplimiento de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248, que Establece Subvención Escolar Preferencial, así como el hecho de haber destinado la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos a las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo según establece el artículo 6, letra e), de dicha ley, con el fin de poner término a dichos convenios. 

En caso de que tales recursos no hubiesen sido destinados a la finalidad señalada, deberán ser restituidos, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda. 

Desde que se produzca el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo octavo transitorio, el Ministerio de Educación procederá a celebrar nuevos convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa con los Servicios Locales de Educación. Para estos efectos no regirá el plazo dispuesto en el artículo 12 de la ley Nº 20.248.

Las municipalidades o corporaciones municipales, que hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición según lo establecido en estas disposiciones transitorias, no requerirán acreditar el cumplimiento de las obligaciones indicadas en el inciso primero de este artículo respecto de aquellos recursos que les fueron transferidos antes del 31 de diciembre de 2016 en el marco de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248.
Artículo trigésimo cuarto.- Informe financiero del servicio educativo municipal previo al traspaso. Cada municipio o corporación municipal, haya o no suscrito el Plan de Transición, deberá entregar al Ministerio de Educación un informe completo y actualizado a la fecha de su entrega sobre el estado financiero del servicio educativo a su cargo, en un plazo no superior a ciento ochenta días ni inferior a sesenta días previo al traspaso del servicio educacional. Las municipalidades que traspasen el servicio educacional el año 2018 deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo dentro del plazo de 60 días previo al traspaso de dicho servicio. 

Este informe deberá contener: 

i) El resultado de una auditoría externa realizada por una institución registrada para tales efectos en la Superintendencia de Valores y Seguros, de conformidad al Título XXVIII de la ley N° 18.045.  Los recursos para estos efectos deberán estar contemplados en el respectivo convenio de ejecución, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio. 

ii) El estado de pago de las obligaciones descritas en los literales a) y b) del artículo trigésimo transitorio, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones. 

iii) El estado de pago de las remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o se hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales, y al personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en la gestión educacional de las corporaciones municipales según corresponda.

iv) El estado de pago de las obligaciones descritas en el literal c) del artículo trigésimo transitorio de la presente ley, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones.

La información a que se refiere el inciso anterior deberá encontrarse actualizada a la fecha en que se remita al Ministerio de Educación, el que podrá complementarla con la que le proporcione la Superintendencia de Educación u otros organismos públicos.

En caso que el informe dé cuenta de la existencia de saldos impagos respecto de las obligaciones señaladas en los puntos ii) y iii) precedentes, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de Presupuestos, podrá pagar directamente a las instituciones o a las personas que corresponda.

Los recursos fiscales que se utilicen para el pago de las deudas referidas en el inciso precedente podrán ser descontados de los montos que a la municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el Fondo Común Municipal, establecido en el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, en el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados pagos. La Dirección de Presupuestos deberá determinar los recursos que se descontarán por este concepto y lo informará a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y al Servicio de Tesorerías para que éste proceda al descuento, durante el plazo de un año y en el número de cuotas que dicho Servicio determine.

Para todos los efectos, este informe se entenderá comprendido dentro de la rendición del convenio de ejecución correspondiente, suscrito entre el municipio o corporación municipal respectiva y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley.

Párrafo 7°
Disposiciones transitorias referidas a la Dirección de Educación Pública

Artículo trigésimo quinto.- Facultades especiales de la Dirección de Educación Pública. Durante el período que media entre la entrada en funcionamiento de los Servicios Locales, según lo establecido en el artículo sexto transitorio, y el momento en que se haga efectivo el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio, la Dirección de Educación Pública coordinará y apoyará la instalación de dichos servicios, especialmente en lo que se refiere a la conformación del Comité Directivo Local respectivo, al traspaso de los establecimientos educacionales, de los derechos y obligaciones derivados de la calidad de sostenedor, y el traspaso del personal que se desempeña en las municipalidades o corporaciones municipales, de acuerdo a lo establecido en estas disposiciones transitorias.

Durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, le corresponderá a la Subsecretaría de Educación ejercer las funciones establecidas en el inciso precedente, como, asimismo, dar apoyo administrativo y operativo, tanto a esa Dirección, como a los Servicios Locales.
La función establecida en el artículo 27 de la presente ley, será ejercida y aplicada, según lo dispuesto en dicho artículo, por la Subsecretaría de Educación hasta que entre en funcionamiento la Dirección de Educación Pública.
Párrafo 8°

Del personal de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales de Educación Pública
Artículo trigésimo sexto.- De la planta de personal de la Dirección de Educación Pública y sus traspasos. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días contados desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias: 

1. Fijar la planta de personal de la Dirección de Educación Pública. 

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije. En especial, podrá determinar el número de cargos y grados para ésta, los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Asimismo, determinará las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. 

Además, establecerá las normas complementarias al artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para el encasillamiento en la planta que fije, la que podrá incluir a los funcionarios que se traspasen del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, con exclusión del personal dependiente de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.
2. Determinar la fecha de entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, de la entrada en vigencia de la planta que fije y del encasillamiento que practique. 

3. Determinar la dotación máxima de personal de la Dirección de Educación Pública, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 

4. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata, desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación.

El uso de las facultades señaladas en el numeral 4) de este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco importará cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, a menos que se lleve a cabo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

e) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de la Dirección de Educación Pública, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al Servicio de Bienestar del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, según corresponda.

5. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública.

Artículo trigésimo séptimo.- Plantas de personal de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de esta ley en el caso de los Servicios Locales individualizados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio, y de un año, respecto del resto de los Servicios Locales, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias:

1.- Fijar las plantas de personal de los Servicios Locales, en lo que se refiere a los funcionarios que, conforme al artículo 47 de la presente ley, desarrollarán sus funciones en los niveles y unidades internas del respectivo Servicio. Dichas plantas no incluirán a los profesionales de la educación ni a los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales, así como tampoco a las trabajadoras de los jardines vía transferencia de fondos.

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos y grados de éstas; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Asimismo, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria.

2.- Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y además podrá establecer las normas de encasillamiento del personal que practique. 

3.- Disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a los Servicios Locales, con excepción de los bienes pertenecientes a la Junta Nacional de Jardines Infantiles.

Las plantas de personal de los Servicios Locales que se fijen de acuerdo a la atribución señalada en este artículo serán provistas por primera vez mediante los procedimientos a que se refieren los artículos siguientes. Los cargos que no se provean conforme a los mismos se proveerán mediante concurso público, luego del traspaso del servicio educacional.
Artículo trigésimo octavo.- Traspaso de personal municipal. El traspaso a los Servicios Locales, del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal y de las corporaciones municipales, creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional se ajustará al siguiente procedimiento:

1. Una vez nombrado en su cargo, el Director Ejecutivo del Servicio Local llamará a concurso, en el cual sólo podrá participar el personal antes señalado que ha estado cumpliendo funciones en las municipalidades o corporaciones municipales cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local, al menos tres años antes de la fecha de traspaso del servicio educativo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio. En el caso de las comunas que formen parte de los Servicios Locales comprendidos en la primera etapa del calendario de instalación, también podrá postular el personal de dichas municipalidades o corporaciones municipales y que haya estado cumpliendo funciones al 30 de junio de 2017. El concurso se regirá por las normas del Párrafo I, Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de lo que se señala a continuación:

a) El concurso será preparado y realizado por un comité de selección, conformado por el Director Ejecutivo del Servicio Local o su representante; un representante del Ministerio de Educación y un representante de la Dirección de Educación Pública.

b) El Director Ejecutivo del Servicio Local convocará a los concursos a través de los sitios web del Ministerio de Educación, Dirección Nacional del Servicio Civil y de los municipios respectivos y en otros sitios web que para estos efectos se creen, donde se dará información suficiente, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para la postulación, entre otras materias. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados, teniendo como factor preponderante la experiencia laboral.

c) En la convocatoria se especificarán los cargos de planta y a contrata que se proveerán mediante el concurso, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.

d) En un solo acto, se postulará a uno o más cargos de la planta del respectivo Servicio Local de Educación Pública.

e) La provisión de los cargos de planta de cada Servicio Local se efectuará, sin solución de continuidad, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, resolverá el Director Ejecutivo. El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que perciban al momento del traspaso. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan al personal traspasado en virtud de esta norma, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa y se le aplicará el reajuste general antes indicado.

f) El Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo dispondrá el traspaso de los funcionarios seleccionados, mediante resolución dictada al efecto, debiendo comunicar a la respectiva entidad empleadora el personal que ha resultado seleccionado. La fecha de la resolución antedicha fijará la fecha de traspaso de los funcionarios seleccionados.

2. Por el solo mérito de cesar una municipalidad o corporación municipal en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, se entenderán traspasados los funcionarios seleccionados, según lo dispuesto en los literales anteriores. No obstante ello, mientras una municipalidad o corporación municipal no haya cesado en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, el Director Ejecutivo podrá disponer el traspaso de los trabajadores seleccionados a través del concurso realizado en virtud del numeral anterior, que resultaren imprescindibles para la puesta en marcha del respectivo Servicio Local, no pudiendo, en ningún caso, disponer el traspaso anticipado de más de un tercio de los seleccionados que se encuentren prestando servicios en una misma municipalidad y en las corporaciones municipales cuyo personal esté siendo traspasado, consideradas conjuntamente.

3. El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado, que de acuerdo a su estatuto laboral tenga derecho a ello, se entenderá postergado por causa que otorgue derecho a percibirlo hasta el cese de servicios en el respectivo Servicio Local de Educación Pública. En tal caso, la indemnización correspondiente se determinará computando el tiempo servido, de acuerdo al Código del Trabajo, en las municipalidades y corporaciones municipales, con el límite a que se refiere el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo. La remuneración que se considerará para estos efectos será el promedio de las últimas doce remuneraciones percibidas por el trabajador en las respectivas municipalidades o corporaciones municipales, con los respectivos reajustes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 18.883, que Aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, excepcionalmente las municipalidades estarán facultadas para reubicar en otras funciones a los trabajadores que por cualquier causa no hubieren sido traspasados al Servicio Local correspondiente, de acuerdo a las normas del presente artículo. Dicho personal continuará afecto al régimen laboral al que se encontraba sujeto con anterioridad al ejercicio de dicha facultad.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, en caso que a consecuencia de lo establecido en el presente artículo se produjese la desvinculación de trabajadores municipales que se desempeñen en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o en corporaciones municipales que estén prestando servicios desde a lo menos tres años antes del traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio, y que no fueren traspasados a los Servicios Locales de conformidad a las reglas precedentes, serán indemnizados de acuerdo a los contratos de trabajo respectivos, con cargo fiscal. La Ley de Presupuestos del Sector Público fijará los recursos que anualmente podrán destinarse a estos efectos, así como los requisitos y procedimientos necesarios para que el Fisco solvente el pago de tales indemnizaciones.

El personal traspasado de acuerdo a esta norma se regirá por lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 47 de la presente ley.

Artículo trigésimo noveno.- Traspaso de personal municipal regido por el Estatuto Docente a los niveles internos de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, disponga, sin solución de continuidad, el traspaso de los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que se desempeñen en las municipalidades y corporaciones municipales creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, y que desempeñen cargos directivos o técnicos pedagógicos como parte de una dotación docente, a los Servicios Locales. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número máximo de dotación docente que será traspasada. A contar de la fecha de traspaso, la dotación docente se disminuirá en el mismo número del traspaso.

En el caso del Jefe del Departamento de Educación Municipal que haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, podrá continuar desempeñándose en ella si existe disponibilidad en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, en establecimientos educacionales de la misma municipalidad o corporación municipal. Lo anterior será sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G del decreto con fuerza de ley ya citado. En el evento de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o no pertenecía a ella, tendrá derecho a una indemnización de cargo fiscal equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.

A través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, se fijará el número de dotación docente a traspasar de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización de los profesionales de la educación que se traspasarán, indicando su calidad, sea de titulares o contratados, se realizará a través de los referidos decretos.

El personal traspasado en virtud de este artículo continuará desempeñándose en el Servicio Local respectivo bajo las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. 

El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de los Servicios Locales, los profesionales de la educación traspasados podrán afiliarse o continuar afiliados a los servicios de bienestar que le correspondían antes del traspaso.
Artículo cuadragésimo.- Nombramientos anticipados. A contar de la publicación de la presente ley, el Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N°19.882, podrá nombrar al primer Director de Educación Pública y a los Directores Ejecutivos correspondientes a los Servicios Locales señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, quienes asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882, para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.

El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de los servicios públicos antedichos, también podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882.

Los funcionarios indicados en los incisos anteriores, deberán cumplir con los requisitos legales exigidos para desempeñar los cargos en que serán nombrados y, en particular, deberán estar en posesión de un título de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocidos por éste y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años, y su perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.

La persona nombrada en conformidad a lo señalado en los incisos primero y segundo podrá postular al correspondiente proceso de selección que se convoque. En este caso, no podrá considerarse como circunstancia de mérito el desempeño del cargo que sirve, en virtud de los incisos antes referidos.

En el acto de nombramiento, el Presidente de la República fijará la remuneración y el grado de la Escala Única de Sueldos, incluida la asignación de alta dirección pública, que le corresponderá a los funcionarios que se nombren de conformidad a este artículo, siempre que no se encuentren vigentes las respectivas plantas de personal.

Mientras no entren en funcionamiento la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, las remuneraciones se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación. 

A los jefes de servicio antes señalados les corresponderá especialmente realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de las instituciones antedichas.

Artículo cuadragésimo primero.- Traspaso del personal de los establecimientos educacionales. Traspásese a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, los profesionales de la educación y asistentes de la educación, regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y la ley N° 19.464, respectivamente, que se desempeñen en establecimientos educacionales dependientes de municipalidades o corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, que se encuentren prestando servicios en los establecimientos educacionales ubicados en el ámbito de competencia territorial de dichos Servicios Locales, en la fecha establecida en el artículo octavo transitorio de la presente ley.

Los profesionales de la educación que desarrollan funciones en establecimientos educacionales traspasados a los Servicios Locales, de conformidad al inciso anterior, continuarán rigiéndose, para todos los efectos legales, por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y sus respectivas modificaciones.

Los asistentes de la educación que cumplen funciones en establecimientos educacionales y todos aquellos que contribuyen y participan del proceso coeducativo serán traspasados a los Servicios Locales de Educación con un régimen laboral de estatuto propio, el que será promulgado antes del inicio del proceso de traspaso de los establecimientos a los Servicios Locales de Educación.

Asimismo, traspásase a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, el personal que se desempeñe en los establecimientos de educación parvularia, en la fecha establecida en el artículo octavo transitorio. Los profesionales de la educación que se desempeñen en dichos establecimientos continuarán rigiéndose, para todos los efectos, por las disposiciones legales y contractuales que los regulen en el momento de su traspaso. El personal no docente que se desempeñe en estos establecimientos y que desarrolle las funciones descritas en el artículo 2° de la ley N° 19.464 se regirá por la normativa laboral de los asistentes de la educación vigente al momento del traspaso.

Artículo cuadragésimo segundo.- Protección de derechos del personal. El traspaso al que alude este párrafo en ningún caso podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones, pérdida del empleo o término de la relación laboral del personal traspasado. Asimismo, no podrá significar disminución de remuneraciones, ni modificación de los derechos estatutarios o previsionales de dicho personal. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento expreso.

La individualización del personal traspasado se llevará a cabo por decretos del Ministerio de Educación, expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.

Como consecuencia del traspaso a los Servicios Locales, ningún trabajador perderá sus derechos adquiridos.

Artículo cuadragésimo tercero.- Asociaciones de funcionarios. Se otorga un plazo de dos años, a contar de la fecha del traspaso del servicio educacional, para que los sindicatos que representen al personal traspasado puedan fusionarse y modificar sus estatutos según lo previsto en la ley N° 19.296, pasando a regirse por sus disposiciones para todos los efectos legales a contar de su depósito ante la Inspección del Trabajo.

Los sindicatos que, de conformidad a este artículo, pasen a regirse por las reglas de las asociaciones de funcionarios tendrán un año de plazo para cumplir el quórum del inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.296, contado desde el depósito de los estatutos antes señalado.

Artículo cuadragésimo cuarto.- Primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las partidas, capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean necesarias.

Artículo cuadragésimo quinto.- Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal. Autorízase a las municipalidades cuyo Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya sido nombrado conforme al procedimiento establecido en el artículo 34 D del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los profesionales de la educación, para prorrogar su nombramiento hasta el momento del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo.

Párrafo 9°

Disposiciones finales

Artículo cuadragésimo sexto.- Instrumentos de gestión. Los convenios de gestión educacional celebrados entre directores ejecutivos de los Servicios Locales y el Ministro de Educación, antes del traspaso de la totalidad de los establecimientos educacionales señalados en el artículo noveno transitorio ubicados en el territorio de su competencia, contendrán, además de los elementos señalados en el artículo 39 de la presente ley, los objetivos, metas e indicadores específicos relativos al inicio de funciones del respectivo servicio, la oportuna realización de los concursos referidos en esta ley, y otras acciones para el adecuado traspaso de los establecimientos educacionales que en cada caso corresponda. Asimismo, estos Directores Ejecutivos tendrán el plazo de ocho meses desde el traspaso del servicio educacional para sancionar el Plan Estratégico Local respetivo. 

En el caso de los Directores Ejecutivos nombrados de acuerdo al artículo cuadragésimo transitorio, firmarán un convenio de gestión educacional que durará el tiempo que se encuentren en el cargo; no tendrán que desarrollar un Plan Estratégico Local para dicho período y su propuesta de Plan Anual deberá ser enviada al Ministerio de Educación, para que realice recomendaciones. 

En todos los casos, el primer Plan Anual de cada servicio deberá considerar las metas y objetivos establecidos en el convenio de gestión educacional respectivo, así como acciones para una adecuada instalación y prestación del servicio educativo.
Artículo cuadragésimo séptimo.- Inicio de funciones de los Consejos Locales de Educación Pública. Los Consejos Locales de Educación Pública iniciarán sus funciones una vez que todos los representantes establecidos en el artículo 50 sean electos o designados, según corresponda. Los procesos tendientes a tal fin deberán iniciarse una vez instalado el respectivo Servicio Local de Educación Pública, de conformidad con la gradualidad establecida en el artículo sexto transitorio. 

Mientras los Consejos Locales no se hayan constituido legalmente, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales ejercerán sus funciones con prescindencia de las atribuciones que la ley le otorga a dichos consejos. El Director Ejecutivo de cada Servicio Local, de conformidad a las atribuciones que le otorga la ley, adoptará las medidas necesarias para el oportuno inicio de funciones de este consejo.

Artículo cuadragésimo octavo.- Inicio de funciones del Comité Directivo Local. Será obligación de la Dirección de Educación Pública asegurar la constitución de cada Comité Directivo Local, para efectos de que participen del nombramiento del primer Director Ejecutivo de cada Servicio Local de Educación Pública, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 21 y 30 de la presente ley.

Artículo cuadragésimo noveno.- Estatuto de los asistentes de la educación. El Presidente de la República enviará, durante el segundo semestre del año 2017, un proyecto de ley que establezca un estatuto para los asistentes de la educación.

Dicho estatuto deberá establecer que los asistentes de la educación ingresarán a la dotación de los Servicios Locales mediante mecanismos públicos y transparentes, que deberán considerar criterios objetivos de ingreso.

Artículo quincuagésimo.- Reglamentos. Uno o más reglamentos dictados por el Ministerio de Educación, que deberán ser firmados, además, por el Ministro de Hacienda, desarrollarán las materias establecidas en las presentes disposiciones transitorias.
Artículo quincuagésimo primero.- El artículo 31 de la ley Nº 20.529 no le será aplicable a los establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la fecha del traspaso del respectivo servicio educacional.

Artículo quincuagésimo segundo.- Derógase el artículo quincuagésimo primero transitorio de la ley N° 20.903, que crea el sistema de desarrollo profesional docente y modifica otras normas.

Artículo quincuagésimo tercero.- Distribución de recursos a las municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales. Durante el período que media entre la entrada en vigencia de esta ley y el traspaso del servicio educacional a los respectivos Servicios Locales, la asignación de los recursos establecidos en el artículo 27 de la presente ley, considerará, además de los Servicios Locales, a las municipalidades y corporaciones municipales que no hayan traspasado aún dicho servicio. Esta asignación se realizará en base a principios de transparencia, pertinencia, no discriminación arbitraria y equidad, y de conformidad a los criterios y procedimientos establecidos en dicho artículo y su reglamentación.
El porcentaje que se asigne a los Servicios Locales respecto del total de los recursos del Programa establecido en el inciso cuarto del artículo 27, serán al menos equivalentes al porcentaje que la matrícula de los establecimientos de su dependencia represente respecto del total de la matrícula de la educación pública administrada por municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales, según lo establezca dicho reglamento.
Artículo quincuagésimo cuarto.- Los Servicios Locales deberán dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 19, numeral 12, para la cohorte de estudiantes que ingrese al menor nivel o curso que impartan los establecimientos educacionales de su dependencia el año escolar siguiente al traspaso del servicio educacional. 

Asimismo, podrán definir, de acuerdo a las características de sus establecimientos y a los niveles y modalidades educativas que imparten, un calendario de transición hasta que todos los niveles o cursos cumplan con esta normativa. Sin perjuicio de ello, si un establecimiento ya tiene la capacidad para aplicar esta medida en otros cursos y niveles, de manera permanente, deberá aplicar esta norma para todos ellos. 

El Director Ejecutivo del Servicio Local podrá postergar la puesta en marcha del cumplimiento de esta obligación, mediante resolución fundada, respecto de aquellos establecimientos educacionales que no cuenten con la infraestructura suficiente o que tengan una alta demanda de matrícula. En este caso, deberá proponer al Comité Directivo, en el marco del Plan Estratégico del Servicio Local, las acciones necesarias para que todos los establecimientos educacionales de su dependencia cumplan con lo establecido en el artículo 19, numeral 12.
Artículo quincuagésimo quinto.- Reglas especiales para la instalación de los primeros Servicios Locales de Educación. Únicamente respecto de los Servicios Locales establecidos en el numeral 1) del artículo sexto transitorio, el Ministerio de Educación, mediante decreto supremo, estará facultado para reducir, ampliar o prorrogar los plazos para la dictación de los actos administrativos; así como para los trámites que deban cumplir las corporaciones municipales, municipalidades y demás organismos de la Administración del Estado; que deban expedirse para el traspaso del servicio educacional según estas disposiciones transitorias. 

Adicionalmente, dichos actos administrativos y los convenios de ejecución del Plan de Transición establecidos en el artículo vigésimo quinto transitorio, podrán mantener su vigencia y efectos después de la fecha del traspaso del servicio educacional y hasta que se haya cumplido satisfactoriamente con los trámites y condiciones establecidas en estas disposiciones transitorias para el traspaso del servicio educacional.”.

---

Acordado en sesiones celebradas los días 21, 22, 23 y 24 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa (Ena Von Baer Jahn y Andrés Allamand Zavala), José García Ruminot (Andrés Allamand Zavala), Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 4 de septiembre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE, POR ESPECIAL GRACIA, LA NACIONALIDAD CHILENA AL SEÑOR ADOLF CHRISTIAN BOESCH
(11.183-17)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al ciudadano austriaco señor Adolf Christian Boesch.

La presente iniciativa tuvo su origen en Moción de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta, José García y Alfonso De Urresti.

Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, el 12 de abril de 2017, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Cabe hacer presente que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Sala que lo discuta del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley persigue conceder, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Adolf Christian Boesch.
- - -

ANTECEDENTES GENERALES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II, de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, número 4°, dispone que son chilenos: “4º Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

2.1-
Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:
a.-
La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.

b.-
Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.

c.-
Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado para la República.

d.-
Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.

e.-
A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Servicio de Registro Civil e Identificación con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.

f.-
Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma, se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.

2.2.-
La Moción que da origen al proyecto en informe propone conferir la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano austriaco señor Adolf Christian Boesch, creador del "Proyecto Papageno", que administra la Escuela de Música Papageno, institución sin fines de lucro, acogida a los beneficios de la Ley de Donaciones Culturales y  entidad ejecutora de los proyectos musicales, educacionales y culturales de la Fundación Cultural Papageno.
Esta escuela realiza sus actividades en la sede de Villarrica, como también en las escuelas situadas en un radio de hasta 250 kilómetros. Destaca que los proyectos musicales son llevados a cincuenta establecimientos educacionales de las regiones IX y XIV, los cuales reciben instrucción musical por parte de los profesores especialistas en la ejecución de instrumentos, dos veces a la semana.
Refiere que los niños reciben un instrumento en primer año básico, el cual los acompaña durante todo el período en que participan en el proyecto. Asimismo, señala que la instrucción musical está inserta dentro de una asignatura de la malla curricular de las escuelas y que está orientada hacia los siguientes instrumentos: guitarra, flauta dulce y traversa, clarinete, saxófono, violín, viola, violoncello, trompeta, trombón, corno e instrumentos folclóricos de la cultura mapuche.
Además, comenta, se dedican al canto y que algunos establecimientos poseen sus propios coros infantiles como el Colegio Alemán, la Escuela Juan XXIII de Huiscapi y la Escuela Nuevo Horizonte de Millahuín.
En esta misma línea, resalta que las actividades que se realizan en la Escuela de Música Papageno en Villarrica se orientan al estudio de diversos instrumentos, por medio de clases particulares impartidas a niños y jóvenes, a cargo de destacados profesores de todo el mundo. Indica que el alto nivel logrado por los estudiantes les ha permitido participar en concursos de piano a nivel nacional, logrando excelentes resultados.

Informa que algunos de sus estudiantes más talentosos han participado en las clases magistrales Teach Teachers Teach para perfeccionarse junto a destacados profesores de todo el mundo, y que estos jóvenes músicos formaron la "Camerata Papageno" en el año 2015, una orquesta de cuerdas de alto nivel. 
Por otra parte, da cuenta que la Academia Papageno está acredita por el Ministerio de Educación y que está asociada con la Hoschchule de Osnabrück de Alemania.
Durante estos años, destaca, han adquirido más de mil instrumentos para sus cincuenta escuelas rurales, los que en gran parte son folclóricos. Informa que para mantenerlos en buen estado, la escuela de música cuenta con una lutería, en la cual la maestra austriaca Gerlinde Reutterer enseña a tres estudiantes el arte en la reparación de instrumentos musicales de cuerdas frotadas.
Hace presente que esta escuela, además, busca practicar los valores de la solidaridad, el respeto y el compañerismo. Su visión pretende que todos los niños de La Araucanía y de Chile vivan una experiencia musical que los haga descubrir sus propios talentos y ser más felices, creativos, auténticos y con una mayor sensibilidad por el entorno que los rodea.
Refiere que su filosofía se basa en el valor supremo de la música como catalizadora de los más altos ideales del espíritu. Agrega que cuando estos valores se enseñan a una temprana edad se desarrolla en los niños y jóvenes una mejor disposición para el aprendizaje.

Remarca que toda esta obra ha sido posible gracias a la visión de su Director, el señor Adolf Christian Boesch, cantante lírico austriaco, que viajó por el mundo cantando en los mejores escenarios como La Scala de Milán, el Metropolitan de Nueva York, el Ópera de Vienna, y en el Festival de Salzburgo, entre otros.

Luego, señala que el señor Boesch escogió el sur de Chile para radicarse junto con su familia y devolver  en nuestro país todo aquello que la vida y la música le han entregado.
Destaca que su objetivo es entregar cultura y educación a cada niño y niña a través de la música, sin importar su condición socio-económica, raza y religión. Este sueño lo logró gracias al apoyo que ha recibido de muchas personas que escucharon su llamado, entre los que se encuentran importantes empresarios y amigos del Proyecto Papageno.
Por todos estos antecedentes, los autores de la Moción resaltan que el señor Adolf Christian Boesch se ha destacado e identificado con el país, por su aporte al ámbito artístico, cultural y educacional, y concluye que es un extranjero de excepción, que amerita que se le conceda la nacionalidad chilena por especial gracia, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 10 de la Carta Fundamental.
2.3.- Cabe consignar que la Comisión mediante Oficio N° DH/44/17 solicitó al Servicio de Registro Civil e Identificación antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros del señor Adolf Christian Boesch, cuya respuesta se recibió por medio del oficio N° 05104.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Al iniciar el estudio del proyecto, el Honorable Senador señor Matta coautor de la iniciativa, hizo presente que el señor Boesch, nació en el año 1941, y que en el año 1996 se radicó definitivamente en Chile, en el sector de Panguipulli, en donde vive junto a su señora Henrike Christina y sus hijos Michael y Marie Therese Boesch.

En el año 2003 fundó la Escuela de Música Papageno y en el año 2013 formó la Fundación que lleva el mismo nombre, que tiene como finalidad desarrollar el nivel intelectual de los niños vulnerables de cincuenta y cuatro colegios rurales emplazados en las Regiones de Los Ríos y de La Araucanía con unos mil estudiantes aproximadamente.
En seguida, el Honorable Senador señor Letelier consultó por el número de años que está radicado en Chile.

El Honorable Senador señor Matta respondió que lleva veintiún años en nuestro país dedicados a la formación de niños vulnerables en música clásica y que desde el año 1996 adquirió la permanencia definitiva. Asimismo, informó que a la fecha tiene 76 años de edad y que anualmente organiza diversos conciertos en los bosques de la ciudad de Panguipulli, en los que demuestra a la comunidad los avances de sus alumnos. 

Por otro lado, destacó que el señor Boesch es doctor en música y en literatura, y que ha tenido una destacada trayectoria a nivel internacional cantando en los mejores escenarios como en el Metropolitan de Nueva York, en la Scala de Milán y en el Ópera de Viena entre otros.

Finalmente, complementó que esta iniciativa también fue patrocinada por los Honorables Senadores señores De Urresti y García.

Los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Letelier manifestaron su acuerdo con el presente proyecto de ley.

Considerando lo anterior, vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el señor Adolf Christian Boesch, por su destacado aporte en la formación educacional y musical de los niños chilenos del mundo rural, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4°, del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Letelier y Matta.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con el acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY

"Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano austriaco señor Adolf Christian Boesch.".
- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 23 de agosto de 2017, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Jacqueline Van Rysselberghe Herrera (Presidenta) y señores Juan Pablo Letelier Morel y Manuel Antonio Matta Aragay.


Sala de la Comisión, a 23 de agosto de 2017.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE POSTERGA LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LA NUEVA ESTRUCTURA CURRICULAR ESTABLECIDA EN LA LEY N° 20.370

(11.132-04)
Vuestra Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.


Hacemos presente que de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala, la Comisión discutió este proyecto en general y en particular.

A las sesiones en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron: 


Del Ministerio de Educación: la Ministra (S), señora Valentina Quiroga, la Jefa de la Unidad Curricular, señora Alejandra Arratia; los Asesores señorita Marcela Valenzuela y señores Nicolás Cataldo; Gustavo Paulsen y Luis Felipe Jiménez; la Periodista, señorita Carolina Araya y la Economista, señora Andrea Encalada.

Del Comité Partido Demócrata Cristiano: la asesora legislativa, señora Constanza González. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el analista, señor Mauricio Holz.

De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer, el asesor señor Jorge Barrera. 

De la oficina del Honorable Senador señor  Quintana: la abogada, señorita Valeria Ramírez.

- - -


Dejamos constancia que la Biblioteca del Congreso Nacional acompañó un documento titulado “Reformas a la estructura curricular del sistema escolar argentino (1993-2006)”, solicitado por el Honorable Senador señor Montes, que se encuentra a disposición de las Honorables señoras Senadoras y de los Honorables señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

OBJETIVO DEL PROYECTO


La iniciativa de ley en informe tiene por finalidad postergar hasta el año 2026 la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en el artículo 25 de la ley N° 20.370, que considera 6 años de educación básica regular y 6 de educación media, y que debía comenzar a regir en el año escolar 2018. Asimismo, se contemplan otras adecuaciones normativas para lograr dicho objetivo.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Hacemos presente que de conformidad a lo dispuesto en el párrafo quinto del número 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el artículo único del proyecto en informe tiene el carácter de norma orgánica constitucional por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los Honorables Senadores en ejercicio, según lo prevé el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental. 

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Ley N° 20.370, que establece la Ley General de Educación.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje


El artículo 25 de la ley Nº 20.370 dispuso que los niveles de educación básica y media regular tendrán una duración de seis años cada uno. Asimismo, reguló que en el nivel de educación media regular habrá, a su vez, cuatro años de formación general y dos de formación diferenciada. Por su parte, y de acuerdo al artículo octavo transitorio de la ley Nº 20.370, esta nueva estructura curricular comenzaría regir a partir del año escolar que se inicie ocho años después de la entrada en vigencia de dicha ley, la que fue publicada el 12 de septiembre de 2009, por lo que dicha estructura curricular debiese ser aplicada a partir del año 2018. En consecuencia, los cursos de séptimo y octavo año de enseñanza básica, y los de primero, segundo, tercero y cuarto año de enseñanza media pasarían a denominarse primero, segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto año de la educación media, respectivamente. 


La nueva estructura curricular que dispone el aludido artículo 25 de la ley Nº 20.370, precisa el Ejecutivo, tiene dos propósitos: por una parte, pretende facilitar a los estudiantes de Chile una trayectoria escolar de calidad, en la cual puedan ingresar y egresar de un mismo establecimiento educacional sin necesidad de trasladarse a otro al pasar del nivel de educación básica a la educación media. Por otra parte, se pretende contar con profesores especialistas en todas las asignaturas desde el actual séptimo año de enseñanza básica, lo que permitirá a las y los estudiantes una trayectoria escolar progresiva, más profunda y especializada, desde una edad más temprana. Para implementar esta nueva estructura curricular – continua el mensaje –, la ley Nº 20.370 estableció un plazo de ocho años con el fin de dar tiempo a la institucionalidad del Ministerio de Educación, y a las comunidades educativas en general, de adecuarse a los cambios que esta modificación legal supone, entre los que se cuentan transformaciones en el currículum nacional, adecuaciones a la infraestructura de los establecimientos educacionales, y modificaciones a la actual conformación de los cuerpos docentes de aquéllos. Sin embargo, dicho plazo (ocho años) se ha hecho insuficiente, atendida la complejidad de los cambios que supone esta adecuación curricular. Ejemplo de ello son los importantes cambios que deben realizarse en materia de infraestructura y especialización de los docentes.


En lo que dice relación con la infraestructura, para que este cambio sea efectivo, afirma el Mensaje, resulta necesario readecuar alrededor de 2.420 establecimientos municipales, y 1.175 particulares subvencionados que imparten enseñanza básica completa, además de 374 establecimientos municipales y 241 particulares subvencionados que sólo imparten enseñanza media completa. De esta manera, de aplicar la nueva estructura curricular, unos tendrían un excedente de infraestructura y otros, que sólo ofrecen los actuales cuatro cursos de media, tendrían un déficit.


Respecto a los docentes, agrega el texto gubernamental, este cambio implica que un conjunto importante de ellos, que actualmente imparte clases en séptimo y octavo año de la enseñanza básica, deberá especializarse para enseñar en los dos nuevos cursos iniciales de educación media. Entre los actuales docentes de 7º y 8º básico, el 60% (38.430 profesores aproximadamente) ya posee una especialidad, sin embargo un 40% (25.160 docentes aproximadamente) aún no la tiene. 


Al escenario anterior, cabe agregar el impacto de las profundas reformas que el sistema escolar chileno ha experimentado desde la publicación de la ley Nº 20.370, entre las que se encuentran la ley Nº 20.529, que crea el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización; la ley Nº 20.845, llamada de inclusión escolar; y la ley Nº 20.903, que crea el sistema de desarrollo profesional docente. El conjunto de estas normas hacen sumamente compleja la implementación de una modificación curricular de la envergadura y en los plazos que la ley N° 20.370 originalmente dispuso, esto es, a partir del próximo año escolar.


En virtud de lo anterior, prosigue Su Excelencia la señora Presidenta de la República, es necesario postergar la puesta en marcha de la nueva estructura curricular, lo que permitirá al Ministerio de Educación realizar las acciones necesarias para su implementación y, asimismo, facilitar la adaptación de los establecimientos educacionales a ésta. 


En concreto, el proyecto de ley consta de un artículo único que modifica el artículo octavo transitorio de la ley Nº 20.370, postergando el año en que debe entrar a regir la nueva estructura curricular de seis años para la educación básica regular y seis años para la educación media regular, que se establece en el artículo 25 de la misma ley, remplazando la frase que dispone que el año de entrada en vigencia de esta nueva estructura será el año escolar que se inicie ocho años después de la entrada en vigencia de dicha ley, por el año escolar 2026.


En conclusión, culmina el Mensaje, se propone postergar la fecha de entrada en vigencia de la nueva estructura curricular, hasta el año escolar 2026.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 


El proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados consta de un artículo permanente y dos disposiciones transitorias, cuyo texto es el siguiente:


“Artículo único.- Reemplázase en el artículo 8° transitorio de la ley N° 20.370, que establece la Ley General de Educación, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, la frase “que se inicie ocho años después de la entrada en vigencia de la ley N° 20.370” por “2026”.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Corresponderá al Ministerio de Educación desarrollar acciones destinadas a facilitar la incorporación de los establecimientos educacionales en la nueva estructura curricular establecida en el artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, incluyendo programas de formación para la especialización de profesores de educación general básica que imparten los cursos de 7° y 8° básico.


Asimismo, entregará a los sostenedores orientaciones e información acerca de las modificaciones curriculares y las adecuaciones a la normativa educacional, que permitan la adaptación de los establecimientos educacionales al señalado régimen curricular.


Artículo segundo.- A partir del mes de marzo de 2018, el Ministerio de Educación informará anualmente a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado de las medidas implementadas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.”.

Al iniciarse su estudio, la Ministra de Educación (S), señora Valentina Quiroga, recordó que el artículo 25 de la ley Nº 20.370 estableció que los niveles de educación básica y media regular tendrán una duración de seis años cada uno. Asimismo se dispuso que en el nivel de educación media regular habrá, a su vez, cuatro años de formación general, y dos de formación diferenciada. Asimismo, de acuerdo al artículo octavo transitorio de la referida normativa, esta nueva estructura curricular comenzará a regir a partir del año escolar que se inicie ocho años después de la entrada en vigencia de dicha ley, por lo que ella debiese ser aplicada a partir del año 2018. En consecuencia, los cursos de séptimo y octavo año de enseñanza básica, y los de primero, segundo, tercero y cuarto año de enseñanza media pasarían a denominarse primero, segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto año de la educación media.


Añadió que la nueva estructura que consideró la Ley General de Educación apunta a mejorar la calidad de la educación por medio de herramientas que permitan especializar la educación desde más temprano, incorporando profesores especialistas a partir del séptimo año de escolaridad, que pasará a ser primero medio. Lo anterior se relaciona, además, con la incorporación de contenidos más complejos a partir del cambio de nivel educacional y objetivos de aprendizaje más especializados.


Esta nueva estructura curricular permitirá asimismo, según dijo, el desarrollo de trayectorias educativas continuas, favoreciendo su desarrollo en un mismo establecimiento educacional. Hizo presente que esta modificación curricular fue planteada en una propuesta del Consejo Asesor Presidencial en el año 2006, en razón del menor rendimiento comparativo de los alumnos chilenos de 7º y 8º básico en relación con sus pares de la OCDE.


En lo que dice relación con los establecimientos que se verán afectos a este nuevo sistema curricular, señaló que existen 2.426 establecimientos municipales y 1.175 particulares subvencionados que imparten enseñanza básica completa, y 374 establecimientos municipales y 241 particulares subvencionados que sólo imparten enseñanza media completa.


Considerando lo expuesto, argumentó que para la implementación de esta nueva estructura es necesario:


Uno) Realizar ajustes curriculares: Incorporar más tempranamente contenidos especializados, desde el actual 7º básico.


Dos) Fomentar la especialización de docentes, considerando que el 40% de los docentes que imparten clases en 7º y 8º básico, requieren de especialización para poder impartir los contenidos de enseñanza media.


Tres) Mejorar el uso de la infraestructura. La nueva estructura curricular requiere de una estrategia que incluya la flexibilización de las normas sobre reconocimiento oficial, de modo tal de facilitar el uso de la infraestructura existente y aprovechamiento de aquella que se encuentra sub utilizada, incluyendo la fusión de establecimientos.


En razón de las labores que es necesario desarrollar para la implementación de la referida estructura, puntualizó que la propuesta legislativa considera postergar el año en que ella debe entrar a regir hasta el año escolar 2026. Ello, permitirá al Ministerio de Educación ejecutar las siguientes acciones para asegurar la aplicación de la nueva estructura curricular, contenidos que se consideran en el articulado transitorio del proyecto:


a) Facilitar la incorporación de los establecimientos educacionales en la nueva estructura curricular incluyendo programas de formación para la especialización de profesores.


b) Entregar a los sostenedores orientaciones e información acerca de las modificaciones curriculares y las adecuaciones a la normativa educacional que permitan la adaptación de los establecimientos educacionales al señalado régimen curricular.


c) A partir del mes de marzo de 2018, el Ministerio de Educación informará anualmente a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado de las medidas implementadas.


Siguiendo con su exposición, explicó que dentro de las acciones consideradas para la implementación, la iniciativa considera los siguientes ajustes curriculares: 


1) El proceso de desarrollo curricular desde el año 2012 considerando la nueva estructura curricular de seis años de educación básica y seis años de educación media. Esto considera profesores especialistas desde 7º básico.


2) Especialización de docentes. El Ministerio de Educación, a través del CPEIP, desarrolla acciones de formación continua docente. Durante el presente año se impartirá especialización para cerca de 1.000 docentes de segundo ciclo básico. Subrayó que las universidades actualmente imparten las carreras de pedagogía consideran la especialización para la formación inicial docente, por lo que se estima que al año 2025 se contará con los docentes especialistas necesarios.


3) Optimización del uso de la infraestructura. El Ministerio ha flexibilizado las normas de reconocimiento oficial que permitan la creación de los cursos de 7º y 8º básico en aquellos establecimientos que imparten educación media. Asimismo, y de manera permanente, esta cartera de Estado ha desarrollado programas de inversión a la infraestructura de establecimientos públicos.


Finalmente, precisó que dichas acciones estarán en ejecución desde el primer semestre de 2018, preparando el camino para la puesta en marcha de esta modificación. Este proceso de cambio en la estructura, puntualizó, deberá alinearse y articularse con la entrada en vigencia de la nueva institucionalidad de la Educación Pública una vez que sea aprobada por ley, tratándose de un Plan de Anticipación que considerará el desarrollo de iniciativas de especialización de docentes y ajustes administrativos pertinentes para solucionar las dificultades que se han diagnosticado. De esta forma, concluyó, se entregaría la responsabilidad de ejecutar este ajuste a los nuevos Servicios Locales de Educación Pública, y, adicionalmente, durante el primer y segundo semestre del año 2017 se elaborarán Orientaciones Técnico – Pedagógicas para que los establecimientos avancen, en la medida que les sea factible, hacia la implementación de educación completa.


Finalizada la exposición de la señora Ministra (S), el Honorable Senador señor Quintana solicitó al Ejecutivo perfeccionar el proyecto, en el sentido de que las bases curriculares tengan una vigencia mínima de seis años, donde sus actualizaciones y modificaciones incorporen procesos de diagnóstico, consulta y evaluación. 


Por su parte, el Honorable Senador Montes, solicitó que la Biblioteca del Congreso Nacional elabore un documento que muestre la relación comparada con otros ordenamientos de la región acerca de cómo ha operado la puesta en marcha de los cambios curriculares, de lo que se da cuenta al inicio de este informe, como se señaló con antelación.





- Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio. 

- - -


DISCUSIÓN EN PARTICULAR


De conformidad a la autorización otorgada por la Sala, la Comisión discutió, en este trámite reglamentario, la iniciativa en informe en particular.


Conforme a lo anterior, el Ejecutivo, recogiendo los planteamientos anteriormente formulados, formuló las siguientes indicaciones:


1) Incorporar un nuevo artículo 2° al proyecto de ley, pasando el artículo único a ser artículo 1°, del siguiente tenor:

“Artículo 2°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2 de 2009, del Ministerio de Educación, en el siguiente sentido:


a) Intercalar en el artículo 31 el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando a reordenarse los siguientes:


“Las bases curriculares tendrán una vigencia mínima de seis años. Sus modificaciones y actualizaciones deberán incorporar, a lo menos, procesos de diagnóstico, consulta, evaluación y retroalimentación. Con todo, en casos fundados, podrán introducirse actualizaciones o ajustes a asignaturas, o a especialidades de la modalidad técnico profesional, en un período inferior al señalado anteriormente.”. 


b) Incorporar el siguiente artículo 11 transitorio, nuevo:

“Artículo 11.- Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 31 de esta ley entrará en vigencia al inicio del año escolar 2026.”.”.


2) Agregar, a continuación del punto final del inciso primero del artículo primero transitorio del texto aprobado en general, que pasa a ser punto y coma (;), la siguiente frase:


“; acciones de fomento a la formación inicial de docentes especialistas; y, la incorporación de las modificaciones curriculares que se efectúen, a los antecedentes considerados para la elaboración de los estándares sobre formación inicial docente, establecidos en el numeral i. del artículo 27 ter de la ley 20.129.”.

- Puestas en votación las indicaciones trascritas, fueron aprobadas, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

MODIFICACIONES


De conformidad a los acuerdos anterior, vuestra Comisión de Educación y Cultura, os propone aprobar el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO ÚNICO


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.370, que establece la Ley General de Educación, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación:


1) Intercálase en el artículo 31 el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando a reordenarse los siguientes:


“Las bases curriculares tendrán una vigencia mínima de seis años. Sus modificaciones y actualizaciones deberán incorporar, a lo menos, procesos de diagnóstico, consulta, evaluación y retroalimentación. Con todo, en casos fundados, podrán introducirse actualizaciones o ajustes a asignaturas, o a especialidades de la modalidad técnico profesional, en un período inferior al señalado anteriormente.”. 


2) Reemplázase en el artículo 8° transitorio la frase “que se inicie ocho años después de la entrada en vigencia de la ley N° 20.370” por “2026”.


3) Incorpórase el siguiente artículo 11 transitorio, nuevo:


“Artículo 11.- Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 31 de esta ley entrará en vigencia al inicio del año escolar 2026.”.

(Indicación número 1, aprobada por unanimidad 3x0).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Inciso segundo


Agregar, después de la palabra “curricular” la siguiente oración: 


“y, la incorporación de las modificaciones curriculares que se efectúen, a los antecedentes considerados para la elaboración de los estándares sobre formación inicial docente, establecidos en el numeral i. del artículo 27 ter de la ley 20.129.”.
(Indicación número 2, aprobada por unanimidad 3x0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En caso de aprobarse las modificaciones precedentemente transcritas, el proyecto de ley quedaría como sigue:

“PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.370, que establece la Ley General de Educación, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación:


1) Intercálase en el artículo 31 el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando a reordenarse los siguientes:


“Las bases curriculares tendrán una vigencia mínima de seis años. Sus modificaciones y actualizaciones deberán incorporar, a lo menos, procesos de diagnóstico, consulta, evaluación y retroalimentación. Con todo, en casos fundados, podrán introducirse actualizaciones o ajustes a asignaturas, o a especialidades de la modalidad técnico profesional, en un período inferior al señalado anteriormente.”. 


2) Reemplázase en el artículo 8° transitorio la frase “que se inicie ocho años después de la entrada en vigencia de la ley N° 20.370” por “2026”.


3) Incorpórase el siguiente artículo 11 transitorio, nuevo:


“Artículo 11.- Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 31 de esta ley entrará en vigencia al inicio del año escolar 2026.”.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Corresponderá al Ministerio de Educación desarrollar acciones destinadas a facilitar la incorporación de los establecimientos educacionales en la nueva estructura curricular establecida en el artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, incluyendo programas de formación para la especialización de profesores de educación general básica que imparten los cursos de 7° y 8° básico.


Asimismo, entregará a los sostenedores orientaciones e información acerca de las modificaciones curriculares y las adecuaciones a la normativa educacional, que permitan la adaptación de los establecimientos educacionales al señalado régimen curricular; acciones de fomento a la formación inicial de docentes especialistas; y, la incorporación de las modificaciones curriculares que se efectúen, a los antecedentes considerados para la elaboración de los estándares sobre formación inicial docente, establecidos en el numeral i. del artículo 27 ter de la ley 20.129.

Artículo segundo.- A partir del mes de marzo de 2018, el Ministerio de Educación informará anualmente a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado de las medidas implementadas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.”.

- - -


Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 9 y 21 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Carlos Montes Cisternas y Jaime Quintana Leal.


Sala de la Comisión, a 23 de agosto de 2017.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “CONVENIO SOBRE EL TRABAJO MARÍTIMO, 2006” ADOPTADO EL 23 DE FEBRERO DE 2006, EN LA 94ª CONFERENCIA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO

(11.193-10)
HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 7 de marzo de 2017.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 17 de mayo de 2017, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





En la Comisión participó, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Alejandro García Huidobro.





Asimismo, a la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados:





- Del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso, y el Director Adjunto del Departamento de Asuntos Oceánicos, de la Dirección de Medio Ambiente y Asuntos Oceánicos, señor Matías Undurraga.




- Del Ministerio del Trabajo: la Abogada de la Subsecretaría del Trabajo, señora Claudia Donaire, y el asesor legislativo, señor Francisco Del Río.




- De la Asociación Nacional de Armadores A.G.: el Gerente, señor Ricardo Tejada, y el Asesor Laboral Marítimo, señor Hernán Morales.




- De la Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señora Constanza González.




- De la oficina del Senador Jorge Pizarro, la jefa de gabinete, señora Karen Herrera. De la oficina del Senador Alejandro García-Huidobro, el asesor, señor Ignacio Morandé. Del Comité de Renovación Nacional, la periodista, señora Andrea González.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Mensaje señala que el Convenio sobre el Trabajo Marítimo  se refiere a una actividad fundamental para los Estados ribereños y no ribereños, pues establece el derecho de la gente de mar a disfrutar de condiciones de trabajo decentes, ya que el transporte marítimo internacional opera el noventa por ciento del comercio mundial.




Agrega que, en este contexto, cabe destacar que la gente de mar tiene especiales condiciones de trabajo. Hace presente que, en los buques que enarbolan pabellones de países que no ejercen efectivamente su jurisdicción y control sobre éstos, como lo exige el derecho internacional, a menudo deben trabajar en circunstancias inaceptables. Además, su vida laboral transcurre fuera del Estado de matrícula, estando sus empleadores ubicados en otro país.





El Ejecutivo señala que, no obstante, muchos Estados de abanderamiento y armadores brindan condiciones de trabajo decentes a sus trabajadores, teniendo que pagar el precio de la competencia desleal ejercida por quienes no cumplen las normas.




En razón de lo anterior, indica que resulta forzoso contar con normas internacionales eficaces para este sector, cuestión que trata el Convenio. Precisa que este instrumento es el resultado de una resolución conjunta de las organizaciones de gente de mar y armadores del año 2001, más tarde apoyada por los gobiernos. Igualmente, responde al impulso que el Director de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha dado a la labor normativa internacional, bajo la premisa de lo que ha denominado “el trabajo decente”.




El Mensaje señala que representa, además, la tendencia de la OIT, compartida por el Gobierno y los actores sociales, en cuanto a dar mayor dinamismo a la norma o estándar internacional, relevando los derechos fundamentales de los trabajadores, pero dando a los Estados mayor flexibilidad para las soluciones nacionales a los estándares definidos como obligatorios. Así, el Convenio pretende ser aplicado de manera uniforme en todo el mundo y ofrece a los países reglas generales, normas posibles de cumplir y soluciones alternativas, a fin de favorecer su ratificación por los Estados.




Hace presente que fue adoptado con una votación récord de 314 votos a favor y ninguno en contra, entrando en vigencia internacional en agosto de 2013 y aplicándose actualmente a 71 Estados. Añade que se presenta como un marco único y coherente que recoge tanto los convenios y recomendaciones internacionales sobre el trabajo marítimo vigentes a la fecha de su adopción, como los principios fundamentales que figuran en otros convenios internacionales del trabajo, con un enfoque moderno y acorde a la realidad del comercio internacional y del transporte marítimo.




Igualmente, expresa que se perfila como el “cuarto pilar” del régimen normativo internacional para promocionar un transporte marítimo de calidad, que complementa los tres convenios claves de la Organización Marítima Internacional (OMI): el “Convenio Internacional de la Seguridad de la Vida Humana en el Mar”, de 1974; el Convenio Internacional sobre Normas de Titulación y Guardia para la Gente de Mar”, de 1978; y el “Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques”, de 1973.




En virtud del Convenio, la gente de mar tendrá que ser debidamente informada de sus derechos, de los recursos que tiene a su disposición en caso de presunto incumplimiento de los requisitos del mismo y, en particular, de la facultad de presentar quejas, tanto a bordo del buque como en tierra.




Agrega que los armadores, los que poseen o explotan buques de quinientas toneladas de arqueo bruto o más, dedicados a viajes internacionales o a viajes entre puertos extranjeros, por su parte, tendrán que desarrollar y llevar a cabo planes para asegurarse que la legislación y otras medidas nacionales aplicables para poner en práctica el Convenio se respetan de manera efectiva. Precisa que los capitanes de esos buques tendrán la responsabilidad de aplicar los planes indicados por los armadores, y de llevar registros apropiados que puedan demostrar la aplicación de los requisitos del Convenio. Como parte de sus responsabilidades, en el caso de los buques con un arqueo bruto superior a quinientas toneladas que se dedican a viajes internacionales o a viajes entre puertos extranjeros, el Estado de abanderamiento examinará los planes de los armadores y verificará y certificará que sean adoptadas las medidas necesarias y que se estén aplicando. A continuación, se exigirá que los buques lleven a bordo un certificado de trabajo marítimo y de conformidad laboral marítima.




El Ejecutivo indica que los señalados certificados constituyen prueba suficiente, mientras no se demuestre lo contrario, de que el buque ha sido debidamente inspeccionado por la autoridad competente del Estado del Pabellón, y que se cumplen en el ámbito de la certificación los requisitos establecidos en el MLC 2006, con respecto a las condiciones de vida y de trabajo de la gente de mar.




También se prevé que los Estados de abanderamiento se aseguren que la legislación nacional, por la que se aplican las normas del Convenio, se respete en los buques más pequeños que no están cubiertos por el sistema de certificación. Asimismo, tendrán que llevar a cabo evaluaciones periódicas sobre la calidad y eficacia de sus sistemas nacionales de cumplimiento y las memorias que presenten a la OIT, en virtud del artículo 22 de su constitución, deberán proporcionar información sobre sus sistemas de inspección y certificación, incluidos sus métodos de evaluación de la calidad.




Añade que este sistema de inspección general en el Estado de abanderamiento (que se basa en el Convenio 178 de la OIT) se complementará con procedimientos que habrán de seguir los países que constituyen la fuente principal de suministro de gente de mar del mundo, que también tendrán que presentar memorias en virtud del artículo 22 de la Constitución de la OIT. Advierte que este sistema se reforzará mediante medidas voluntarias de inspección en puertos extranjeros (control por el Estado rector del puerto).




Finalmente, señala que los buques que registran bandera en países que no tengan ratificado el Convenio y, consecuencialmente, que no cuenten con los certificados antes indicados, no podrán valerse de tales certificaciones, debiendo recibir un trato no más favorable que aquellos que los porten, o serán inspeccionados con mayor rigurosidad en sus recaladas en puertos extranjeros por parte de Estados de Control de Puertos que estén obligados a cumplir el Convenio. Añade que en esta situación se encuentran los buques de bandera chilena, la que hace necesaria la ratificación e implementación de este Convenio.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 13 de abril de 2017, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 2 de mayo de 2017 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 17 de mayo de 2017, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus integrantes presentes (95 votos a favor).





4. Instrumento Internacional.- El Convenio consta de un preámbulo, dieciséis artículos, un reglamento y un código.




El Preámbulo recoge las consideraciones que tuvo la Conferencia General de la OIT para adoptar el Acuerdo.  El articulado y el Reglamento establecen los derechos y principios fundamentales, y las obligaciones básicas de los miembros que ratifiquen el Convenio. Por último, el Código detalla la aplicación del Reglamento, comprendiendo dos partes: la parte A (normas obligatorias) y la parte B (pautas no obligatorias).





El Reglamento y el Código están organizados por temas generales, en cinco títulos: los requisitos mínimos para trabajar a borde de buques; las condiciones de empleo; el alojamiento, instalaciones de esparcimiento, alimentación y servicio de fonda; la protección de la salud, atención médica, bienestar y protección social; y cumplimiento y control de aplicación.




En el Convenio, por su parte, se regulan las materias que señalan a continuación.




El artículo I señala que las obligaciones generales para todo Estado que ratifique el Convenio, son:





a. Dar pleno efecto a sus disposiciones de la manera prevista en el artículo VI, para garantizar el derecho de toda gente de mar a un empleo decente.




b. Cooperar entre sí para garantizar la aplicación y el control de la aplicación efectivos del Convenio.




Luego, el artículo II, por un lado, establece las definiciones necesarias para la aplicación del Convenio, entre ellas “autoridad competente”, ”declaración de conformidad laboral marítima”, “arqueo bruto”, “certificado de trabajo marítimo”, “requisitos del presente Convenio”, “gente de mar o marino”, “acuerdo de empleo de la gente de mar”, “servicio de contratación y colocación de la gente de mar”, “buque”, y “armador”.




Por otro lado, en cuanto a la aplicación del Convenio, salvo que se disponga expresamente otra cosa, éste rige a toda la gente de mar. Añade que los términos “gente de mar” o “marinos” designan a toda persona que esté empleada o contratada o que trabaje en cualquier puesto a bordo de un buque al que se aplique el Convenio, y el término “buque” designa a toda embarcación distinta a las que navegan exclusivamente en aguas interiores o en aguas situadas dentro de o en las inmediaciones de aguas abrigadas o de zonas en las que rijan reglamentaciones portuarias.1




Se aplica a todos los buques, de propiedad pública o privada, que se dediquen habitualmente a actividades comerciales, con excepción de los buques dedicados a la pesca u otras actividades similares y de las embarcaciones de construcción tradicional. Sin embargo, no regirá a los buques de guerra y unidades navales auxiliares.




En caso de dudas sobre la aplicación del Convenio a una determinada categoría de buque, éste establece que corresponde resolver la materia a la autoridad competente, previa consulta a las organizaciones de armadores y de trabajadores.




Además, prevé la posibilidad de excluir de la aplicación del Convenio a determinadas categorías de buques, cuando no sea razonable o factible aplicar elementos particulares del Código, bajo condición de que el tema que se trate esté contemplado de manera diferente en la legislación nacional, en convenios colectivos o en otras medidas. Sólo se podrá proceder a la exclusión previa consulta a las organizaciones de armadores y de trabajadores, y únicamente respecto de buques con arqueo bruto inferior a doscientas toneladas de registro grueso que no efectúen viajes internacionales.




El artículo III dispone que todo Estado miembro deberá verificar que las disposiciones de su legislación respeten, en el contexto del Convenio, los derechos fundamentales relativos a:




a. La libertad de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva, que reconocen los Convenios 98 y 87 de la OIT.





b. La eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio, prevista en el Convenio 105 de la OIT, sobre abolición del trabajo forzoso, de 1957.




c. La abolición efectiva del trabajo infantil, prevista en el Convenio 182 de la OIT, sobre las peores formas de trabajo infantil, de 1999.




d. La eliminación de la discriminación en el empleo y la ocupación, que regula el Convenio 111 de la OIT, sobre la discriminación (empleo y ocupación), de 1958.




Por su parte, el artículo IV establece que los derechos en el empleo y derechos sociales de la gente de mar, son:





a. Un lugar de trabajo seguro y protegido en el que se cumplan las normas de seguridad.




b. Condiciones de empleo justas.




c. Condiciones decentes de trabajo y de vida a bordo.




d. La protección de la salud, a la atención médica, a medidas de bienestar y a otras formas de protección social.




e. Todo Estado Miembro, dentro de los límites de su jurisdicción, deberá asegurar que los derechos en el empleo y en los derechos sociales de la gente de mar, enunciados en los párrafos anteriores, se ejerzan plenamente, de conformidad con los requisitos del Convenio. A menos que en éste se disponga específicamente otra cosa, dicho ejercicio podrá asegurarse mediante la legislación nacional, los convenios colectivos aplicables, la práctica u otras medidas.




El artículo V norma las responsabilidades del Estado como Estado de bandera y como Estado rector del puerto frente al Convenio, las cuales son:





a) Aplicar y controlar la aplicación de la legislación o de otras medidas que haya adoptado para cumplir las obligaciones contraídas en virtud del Convenio, respecto de los buques y la gente de mar bajo su jurisdicción.




b) Ejercer efectivamente su jurisdicción y control sobre los buques que enarbolen su pabellón, estableciendo un sistema para garantizar su cumplimiento que incluya inspecciones periódicas, presentación de informes, medidas de supervisión y procedimientos judiciales.




c) Velar porque los buques que enarbolen su pabellón lleven el certificado de trabajo marítimo y la declaración de conformidad laboral marítima que regula el Convenio.




d) Someter a control e inspección a barcos extranjeros que recalen en sus puertos.




e) Ejercer efectivamente su jurisdicción y control sobre los servicios de contratación y colocación de gente de mar que operen en su territorio.




f) Prohibir las infracciones al Convenio y, de conformidad con la legislación internacional, establecer sanciones o exigir, en virtud de su propia legislación, la adopción de medidas correctivas adecuadas para disuadir éstas.




g) Cumplir las obligaciones que le impone el Convenio, resguardando que los buques de los Estados que no lo hayan ratificado no reciban un trato más favorable que los buques que enarbolan el pabellón de Estados que sí lo hayan hecho.




A su vez, el artículo VI señala que el Reglamento y las disposiciones de la parte A del Código son obligatorias; en cambio, las disposiciones de la parte B de este último, no.




Asimismo, indica que todo Estado miembro se compromete a respetar los principios y derechos enunciados en el Reglamento y a aplicar cada regla en la forma prevista en las disposiciones correspondientes contenidas en la parte A del Código e, igualmente, darán debida consideración al cumplimiento de sus responsabilidades en la forma prevista en la parte B de éste.




El artículo VII dispone que cuando en un Estado miembro no existan organizaciones representativas de los armadores y de la gente de mar, toda excepción, exención o aplicación flexible del Convenio respecto del cual éste exija la celebración de consultas con dichas organizaciones, sólo podrá ser objeto de una decisión de ese Estado miembro previa consulta con el Comité a que se hace referencia en el artículo XIII.




Enseguida, el artículo VIII establece que el Convenio deberá ser ratificado ante el Director General de la Oficina Internacional del Trabajo y entrará en vigor doce meses después de la fecha en que se hayan registrado las ratificaciones de al menos treinta Estados, que en conjunto posean como mínimo el treinta y tres por ciento del arqueo bruto de la flota mercante mundial. En lo sucesivo, para cada nuevo Estado miembro, el Convenio entrará en vigor doce meses después de la fecha en que se haya registrado su ratificación ante la OIT.




El artículo IX norma que todo Estado miembro tendrá derecho a denunciar el Convenio, después de expirado un período de diez años contado a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo, la que tendrá efecto un año después de haber sido registrada. En todo caso, si el Estado no formaliza la denuncia dentro del plazo de un año después de expirado el período de diez años antes señalado, quedará obligado por el Convenio por un nuevo período de diez años, pudiendo denunciarlo una vez que expire el mismo y así sucesivamente.




A continuación, el artículo X indica que el Convenio revisa más de treinta instrumentos de la OIT que enumera.




El artículo XI señala que el Director General de la Oficina Internacional del Trabajo deberá notificar a los Estados miembros el registro de todas las ratificaciones, aceptaciones y denuncias del Convenio, como asimismo la fecha de su entrada en vigor.





Seguidamente, el artículo XII dispone que el Director General de la Oficina Internacional del Trabajo deberá comunicar al Secretario General de las Naciones Unidas la información completa de las ratificaciones, aceptaciones y denuncias del Convenio.




El artículo XIII establece que el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo examinará continuamente la aplicación del Convenio a través de un Comité establecido con competencias específicas en el ámbito de las normas del trabajo marítimo. Dicho Comité, a tales efectos, estará compuesto por dos representantes designados por el gobierno de cada uno de los Estados que hayan ratificado el Convenio y por los representantes de los armadores y de la gente de mar que designe el Consejo de Administración, previa celebración de consultas con la Comisión Paritaria Marítima.




Podrán participar en el Comité los representantes gubernamentales de los Estados que no hayan ratificado el Convenio, pero no tendrán derecho a voto respecto de ninguna cuestión que se aborde en virtud de éste. Igualmente, el Consejo de Administración podrá invitar a otras organizaciones o entidades a hacerse representar por observadores del Comité.




Por su parte, los derechos de voto de los representantes de los armadores y de la gente de mar en el Comité serán ponderados para garantizar que cada uno de estos grupos tenga la mitad de los derechos de votos atribuidos al número total de los gobiernos representados en la reunión de que se trate y autorizados a votar en ella.




Luego, el artículo XIV regula que la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo podrá adoptar enmiendas a cualesquiera disposiciones de éste, de conformidad con el artículo 19 de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo y con las normas y procedimientos de esta organización para la adopción de convenios. Añade que las enmiendas se considerarán aceptadas en la fecha en que se hayan registrado las ratificaciones –de la enmienda o del Convenio en su forma enmendada, según el caso- de al menos treinta Estados miembros que, en conjunto, posean como mínimo el treinta y tres por ciento del arqueo bruto de la flota mercante mundial.




El artículo XV señala que el Código podrá ser enmendado ya sea mediante el procedimiento estipulado en el artículo XIV o, salvo que se indique expresamente otra cosa, en los términos que precisa.




Por último, el artículo XVI indica que las versiones inglesa y francesa del texto del Convenio son igualmente auténticas. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, colocó en discusión el proyecto.





Al iniciar su exposición, el Gerente de la Asociación Nacional de Armadores A.G., señor Ricardo Tejada, expresó que su entidad gremial agrupa a las más importantes compañías navieras de Chile. Añadió que nació el seis de febrero de 1931 y que, entre sus objetivos, está el representar al gremio ante los organismos públicos, sector privado y la sociedad, como, asimismo, apoyar el mejoramiento legal, técnico y profesional del transporte marítimo. Agregó que colabora activamente al desarrollo nacional y regional, participando en distintas organizaciones gremiales empresariales privadas e instancias de participación pública.




En cuanto al proyecto, señaló que la Organización Internacional del Trabajo adoptó el 23 de febrero de 2006, por abrumadora mayoría un nuevo Convenio para el sector marítimo. Precisó que la aprobación fue por trescientos catorce votos a favor, ninguno en contra y cuatro abstenciones, lo cual refleja el enorme respaldo brindado por los delegados de ciento seis países representantes de la gente de mar, de los armadores y de los gobiernos. Añadió que el número de Estados miembros que han ratificado el Convenio asciende a ochenta y cuatro, los cuales representan el 91% del porcentaje del arqueo bruto de la flota mercante mundial.




Expresó que el Convenio se convirtió  en el "cuarto pilar" del derecho marítimo internacional, junto con el Convenio Internacional para la seguridad de la vida en el mar (SOLAS), el Convenio sobre normas de formación, titulación y guardia (STCW), y el Convenio internacional para prevenir la contaminación por los buques (MARPOL).





Informó que el proyecto consolida y actualiza sesenta y ocho Convenios y Recomendaciones para el sector marítimo adoptadas en la Organización Internacional del Trabajo desde 1920. Agregó que será aplicable a todos los buques de propiedad pública o privada que se dediquen habitualmente a la navegación marítima comercial, quedando excluidos los buques dedicados a la pesca, y los que navegan exclusivamente en aguas interiores y en las inmediaciones de aguas abrigadas.




Explicó que el Convenio sobre el Trabajo Marítimo se refiere a una actividad fundamental para los Estados, pues establece el derecho de la gente de mar a disfrutar de condiciones de trabajo “decentes”. Precisó que la gente de mar tiene condiciones de trabajo especiales, pues en los buques que enarbolan pabellones de países que no ejercen efectivamente su jurisdicción y control sobre éstos, como lo exige el derecho internacional, a menudo deben trabajar en circunstancias inaceptables.




Por otra parte, manifestó que muchos Estados de abanderamiento y armadores que brindan condiciones de trabajo “decentes” a sus trabajadores, tienen que pagar el precio de la competencia desleal ejercida por quienes no cumplen las normas.





En relación a los derechos y principios fundamentales, indicó que todo Estado miembro deberá verificar que las disposiciones de su legislación respeten, en el contexto del Convenio, los derechos fundamentales relativos a: la libertad de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva; la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio; la abolición efectiva del trabajo infantil, y la eliminación de la discriminación en el empleo y la ocupación.





En cuanto a los derechos en el empleo y derechos sociales de la gente de mar, precisó que toda la gente de mar tiene derecho a: un lugar de trabajo seguro y protegido en el que se cumplan las normas de seguridad; condiciones de empleo justas; condiciones decentes de trabajo y de vida a bordo; la protección de la salud, a la atención médica, a medidas de bienestar y a otras formas de protección social.




Sobre las responsabilidades del Estado como Estado de bandera y como Estado rector del puerto frente al Convenio, expresó que todo Estado deberá: aplicar y controlar la legislación para cumplir las obligaciones contraídas en virtud del Convenio; ejercer efectivamente su jurisdicción y control sobre los buques que enarbolen su pabellón; velar porque los buques que enarbolen su pabellón lleven el certificado de trabajo marítimo y la declaración de conformidad laboral marítima que regula el Convenio; someter a control e inspección a barcos extranjeros que recalen en sus puertos; ejercer su jurisdicción y control sobre los servicios de contratación de gente de mar que operen en su territorio; prohibir las infracciones al Convenio y establecer sanciones o exigir, en virtud de su propia legislación, y cumplir las obligaciones que le impone el Convenio, resguardando que los buques de los Estados que no lo hayan ratificado no reciban un trato más favorable que los buques que enarbolan el pabellón de Estados que sí lo hayan hecho.





Luego, refirió que el Convenio Laboral Marítimo tiene cinco títulos: el primero norma los requisitos mínimos para trabajar a bordo de buques; el segundo regula las condiciones de empleo; el tercero reglamenta el alojamiento, instalaciones de esparcimiento, alimentación y servicio de fonda; el cuarto regla la protección de la salud, atención médica, bienestar y protección social, y el quinto preceptúa el cumplimiento y control.




A continuación, reseñó que los temas que regula el Convenio Laboral Marítimo son: edad mínima de trabajo; otorgamiento del certificado médico; formación y calificaciones; contrataciones; acuerdos de empleo de la gente de mar; salarios; horas de trabajo y descanso; vacaciones; repatriación; indemnización por naufragio; niveles de dotación; desarrollo de aptitudes y oportunidades de empleo; alojamiento y servicios de esparcimiento; alimentación; atención médica; responsabilidad del Armador; protección de salud y prevención de accidentes; instalaciones de bienestar en tierra, y seguridad social.




En relación a la aplicación del Convenio se refirió a tres materias: cumplimiento y control de la aplicación; certificado de trabajo marítimo y declaración de conformidad laboral marítima, y responsabilidad del Estado rector del puerto.





Sobre el cumplimiento y control de la aplicación, indicó que el Convenio Laboral Marítimo exige a los Gobiernos mantener un sistema de inspección de las condiciones de la gente de mar tanto de los buques de su bandera como de aquellos que recalen en sus puertos. Añadió que se debe establecer un sistema eficaz de inspección y certificación de las condiciones de trabajo marítimo para los buques que enarbolan su pabellón. Agregó que la autoridad competente deberá nombrar a un número suficiente de inspectores calificados, para cumplir tales responsabilidades.




En cuanto al certificado de trabajo marítimo y la declaración de conformidad laboral marítima, explicó que ambos se aplican a los buques de arqueo bruto igual o superior a 500 toneladas que realizan viajes internacionales. Añadió que todo Estado miembro deberá exigir que en los buques que enarbolen su pabellón se lleve y se mantenga al día un certificado de trabajo marítimo, que acredite las condiciones de trabajo de la gente de mar a bordo del buque.




Agregó que el Convenio exige, además, una declaración de conformidad laboral marítima, que indique las disposiciones nacionales que aplica el Convenio y que describa las medidas adoptadas por el armador. Puntualizó que este documento de cumplimiento es redactado por el armador, e inspeccionado por la autoridad competente.





Sobre la responsabilidad del Estado rector del puerto, indicó que el Convenio dispone que todo buque extranjero que haga escala en el puerto de un miembro, puede ser objeto de una inspección para comprobar el cumplimiento de las obligaciones del mismo. Agregó que se debe aceptar el certificado de trabajo marítimo y la declaración de conformidad laboral marítimo como presunción de cumplimiento, salvo prueba en contrario. Precisó que las inspecciones deberán ser efectuadas en concordancia con el Convenio y otros acuerdos internacionales que rijan las inspecciones de control por el Estado del puerto.




Finalmente, manifestó, a nombre de la Asociación Nacional de Armadores, que es un gran avance la ratificación del Convenio sobre Trabajo Marítimo de la Organización Internacional del Trabajo, ya que reconoce las particularidades del trabajo a bordo de naves mercantes, donde la relación laboral tiene complejidades dadas, por un lado, por los largos periodos de embarco, y por otro lado, por las condiciones de seguridad que deben existir a bordo de los buques.




En este sentido, señaló que este Acuerdo reconoce una serie de derechos a favor de los trabajadores embarcados y, además, eleva los estándares de seguridad del trabajo a bordo, algo que la gente de mar ha venido buscando hace años.




Agregó que, a nivel internacional, permitiría que nuestra marina mercante sea parte de la gran cantidad de países miembros de las Naciones Unidas que han suscrito los cuatro convenios internacionales considerados pilares fundamentales del transporte marítimo, siendo este el último pendiente por parte de Chile.





A continuación, la Abogada de la Subsecretaría del Trabajo, señora Claudia Donaire, expresó que la presentación de la Asociación Nacional de Armadores (ANA) es comprensiva de lo que es el Convenio en su cabalidad. Añadió que este proyecto ha sido estudiado y analizado a nivel tripartito, pues es la tradición del sector marítimo en general, tanto en la Organización Internacional del Trabajo como en el mundo, constituyendo la regulación de mayor antigüedad en el mundo con estándares internacionales.




Precisó que el Convenio es una norma moderna, de última generación, que resume la gran mayoría de los acuerdos que existían en la OIT, a la vez que se alinea con otra legislación existente en el mundo para el sector, como son los convenios de la Organización Marítima Internacional (OMI), por ende, indicó que es un esfuerzo por modernizar la actividad del sector.





Agregó que ha sido ratificado por noventa y dos países, de los cuales ochenta y nueve lo están aplicando. Informó que, en el caso de Chile, desde el año 1998 al 2010 se constituyó una comisión tripartita de representantes de armadores, de sindicatos y del Ejecutivo, que conformaron un Consejo de Nacional de Organizaciones de la Marina Mercante que analizó el contenido completo del Convenio, y que verificó si se cumplían los estándares internacionales en nuestra legislación nacional y en los contratos colectivos que existen en el sector. Añadió que dicha Comisión, unánimemente, sugirió al Estado ratificar el proyecto.





Relevó que la ratificación del mismo es un largo anhelo del Ministerio del Trabajo, la Dirección del Trabajo y la Autoridad Marítima, que serían los organismos encargados de la verificación, junto al Ministerio de Salud, en algunos aspectos.




Aclaró que su implementación requiere de cambios regulatorios mínimos, en particular, regular la queja en tierra y a bordo; modificar la duración de los certificados médicos, y también, hacerse cargo de la acción del Estado frente a las instancias u organizaciones de colocación de trabajadores fuera del territorio.




Aclaró que esto permitirá al Estado implementar el Convenio a partir del año 2018, con la debida coordinación de la autoridad marítima con la Dirección del Trabajo, para certificar e inspeccionar los barcos que hacen viajes internacionales de más de 500 toneladas de registro grueso (TRG). Puntualizó que se realiza una inspección del buque donde, si aprueban los estándares, se les otorga un certificado marítimo y otro de conformidad laboral marítima, que hace la Dirección del Trabajo, como una declaración del armador de que cumple el Convenio. Añadió que, con esos instrumentos, dichas embarcaciones pueden recalar en otros puertos, ya que constituyen prueba de que cumplen las normas y, en consecuencia, en esos países no van a ser objeto de inspecciones detalladas.




En el caso de la obligación como Estado rector del puerto, resaltó que tiene la posibilidad de inspeccionar todos los barcos que recalen en Chile para exigirles el certificado marítimo y el de conformidad laboral marítima, de manera que si no los portan puedan proceder a hacer una inspección detallada, función que cumple la autoridad marítima, en virtud de las obligaciones con la OMI.




Recalcó que, en la práctica, es muy similar a lo que actualmente ya hacen. Advirtió que la diferencia radica en que la Dirección del Trabajo deberá mantener personal especializado en los puertos más importantes de Chile, para realizar esta inspección, los que deberán dominar el idioma inglés.





Por su parte, el Director Adjunto del Departamento de Asuntos Oceánicos de la Cancillería, señor Matías Undurraga, recordó su experiencia como Cónsul General de Chile en algunos puertos importantes, donde hace años atrás existían problemas con marineros chilenos que eran abandonados en ellos. Añadió que, producto de la adopción de estos convenios de muy alto estándar internacional, se ha producido un avance notable en lo que es el respeto de los derechos de los trabajadores, situación  que los cónsules agradecen, porque protege a nuestros connacionales en el extranjero.





Luego, el Honorable Senador señor Larraín preguntó por qué ha existido demora en la aprobación del proyecto, toda vez que data de 2006.




En cuanto a lo expresado sobre la concordancia con nuestra legislación, salvo algunos puntos menores, manifestó su objeción, reiterada, a que el Congreso solo pueda aprobar o desechar estos tratados, siendo que aquí existe un cuerpo normativo bastante extenso y completo, por lo cual el procedimiento se transforma en un acto de confianza en lo que ha hecho el Ejecutivo en las negociaciones.





Sobre la explicación dada por los Armadores, señaló que es bastante razonable y coherente. Advirtió que, sin embargo, no tiene la opinión de los trabajadores, pero entiende que ellos conocen esta iniciativa y la comparten plenamente.





Sobre lo expresado anteriormente, precisó que esto mismo lo planteó cuando se discutió la reforma constitucional sobre la aprobación de los tratados, donde fue partidario de que acuerdos de esta naturaleza pudieran ser revisados previamente por el Congreso, de manera que el Parlamento conociera qué es lo que se está negociando. Aclaró que, en este caso, hubiera sido conveniente que el año 2005 se hubiese informado al Congreso, para oír su voz.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Letelier consultó cuántas naves de más de 500 toneladas existen.





El señor Tejada respondió que existen cuarenta y seis naves en tráfico internacional, pertenecientes a navieros chilenos y con bandera nacional. Aclaró que hay otros buques de armadores chilenos que utilizan bandera de conveniencia y que habitualmente navegan afuera, los cuales son alrededor de unos setenta buques.





Además, puntualizó que todos los buques que navegan en el sur, los que hacen conectividad austral, también tienen bandera chilena. Indicó que esporádicamente algunos de ellos hacen viajes al extranjero, por ejemplo, el “Terra Australis”, que cruza a Argentina, país que es uno de los que realiza mayores fiscalizaciones exigiendo los certificados.




En cuanto al tema de la edad, el Honorable Senador señor Letelier advirtió una diferencia de legislación, ya que algunos países permiten el trabajo de personas de 16 años, situación que nuestra norma laboral no autoriza.





La señora Claudia Donaire explicó que el Convenio es más holgado en términos de edad. Añadió que la regulación marítima no permite certificar ni embarcar a quien tiene menos de esa de edad.





El Honorable Senador señor Letelier replicó que el proyecto dice dieciséis años, siendo que nuestra legislación la establece en dieciocho años. Al respecto, manifestó que no desea que nuestro país aparezca denunciado por trabajo infantil. Además, preguntó respecto a la cantidad de extranjeros que trabajan a bordo, si existe alguna disposición especial para gente de mar o si se aplica la norma chilena general.





El señor Tejada contestó que la regla general de nuestra legislación establece en quince años la edad mínima para trabajar en toda actividad comercial, menos para el transporte marítimo. Aclaró, además, que las naves chilenas no pueden tener extranjeros a bordo.





La señora Donaire aclaró que el Convenio asume la legislación nacional y, además, se hace cargo que existen países proveedores de mano de obra en el mundo, por eso establece importantes obligaciones para ellos.




El Honorable Senador señor Letelier preguntó cuáles son esos países.





El señor Tejada contestó que principalmente son Filipinas, Rusia y China. En especial, los tripulantes filipinos trabajan como gente de mar, los rusos como oficiales y tripulantes. Informó que en nuestro país egresan alrededor de cincuenta oficiales al año, los cuales luego tienen que rendir un examen de competencia ante la Autoridad Marítima, por lo que resulta que no más de quince al año entren al servicio.




El Honorable Senador señor Letelier preguntó si es insuficiente para lo que necesita el país y si tiene sentido mantener esa norma, pues podría ser cubierta por extranjeros.





El señor Tejada respondió que, actualmente, se está muy ajustado y, de hecho, la carrera de oficial de marina mercante es la que tiene mejor empleabilidad en Chile.





Agregó que en épocas de crisis debiera existir una mayor flexibilidad para poder contratar marinos extranjeros. Aclaró que, en todo caso, los armadores chilenos prefieren los tripulantes chilenos, ya que la formación técnica de ellos es excelente, mucho mejor que la de otros países. Sin embargo, advirtió que en épocas de crisis han estado muy al justo con la cantidad de oficiales, por lo que es un tema a analizar la homologación a la norma que se aplica al resto de las empresas chilenas, que pueden tener hasta un 15%.




A continuación, el Honorable Senador señor Lagos consultó si siempre ha existido la norma de que en los barcos con bandera chilena no trabajen extranjeros. Recordó que su profesor de derecho comercial comentaba una anécdota de la cual deducía que podrían existir tripulantes extranjeros.




El señor Tejada contestó que la ley exige que los buques de bandera chilena tienen que llevar 100% dotación chilena. Aclaró que el decreto ley N° 2.222, sobre navegación, de 1978, dispone que, en caso de guerra, el buque mercante pasa a control del Estado, formando una reserva estratégica.





En otro tema, el Honorable Senador señor Lagos manifestó entender la preocupación respecto al procedimiento para aprobar los tratados internacionales. Indicó que, por ejemplo, en los Estados Unidos el Senado norteamericano fija un marco de negociación para los tratados comerciales.




Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín expresó que el proyecto forma una legislación muy completa, la cual, en otras circunstancias, se podría haber analizado de otra manera. También reiteró por qué se ha demorado tanto en ingresar a tramitación, si es tan relevante para armadores y trabajadores.





La señora Donaire ofreció hacer llegar, para efectos de la comprensión del mismo, copia del ejemplar del informe tripartito del año 2010, pues el Convenio finalmente es un verdadero Código. Aclaró que el citado informe trata, pormenorizadamente, todos los aspectos, contenidos y estándares que fija el acuerdo.





En cuanto a la demora de la ratificación, respondió que el Convenio es muy complejo, por las materias que trata, razón por la cual fue objeto de un largo debate de cuatro años, con participación de los representantes de los empleadores y de los trabajadores. Aclaró que, como abarcaba varios temas, todos los países tuvieron problemas para empezar a analizarlo; además, el tratado establecía un mecanismo de entrada en vigencia que tenía que ver con que fuese ratificado por treinta Estados que reunieran el 33% del arqueo mundial, lo cual se logró el 20 de agosto de 2013, todo lo cual explica la demora.




Agregó que Chile, no obstante estar desde los inicios en la Comisión tripartita, tomó una decisión de prudencia a la espera de lo que harían países con más experiencia marítima, en especial, en lo relativo a adoptar prácticas de implementación y de coordinación.





El Asesor de la Asociación Nacional del Armadores, señor Hernán Morales, explicó que los navieros chilenos, desde el primer minuto querían estar dentro de los treinta y tres países que lo ratificarían, a pesar de que aportaban muy poco tonelaje. Añadió que con las diez primeras ratificaciones, el tonelaje estaba cumplido, razón por la cual en Chile se optó por esperar a que treinta y tres Estados lo ratificaran, lo cual se cumplió el año 2013. Precisó que, actualmente, son noventa y cuatro países los países que han ratificado el Convenio, los que representan el 91% del tonelaje mundial.





Luego, el Honorable Senador señor Letelier consultó por qué no se aplica este tipo de normas para la industria pesquera.




El señor Morales contestó que existen convenios específicos, ya que la Comisión de trabajo es bastante distinta. Explicó que son acuerdos parecidos, pero adaptados específicamente a la condición laboral pesquera, pues los períodos de embarque son distintos y las jornadas de trabajo diferentes.




La señora Donaire indicó que el estándar de los convenios pesqueros es más bajo, lo que da cuenta de la precariedad de ese sector.





El Honorable Senador señor Chahuán señaló que solicitó colocar en Tabla el proyecto, justamente por el atraso que tenía. Manifestó que Chile no puede quedar atrás en su aprobación, cuando los países que representan cerca del 91% de la carga transportada lo han ratificado, sobre todo, teniendo en cuenta la capacidad de nuestras navieras, y la condición de nuestros armadores, como también la de los propios trabajadores.




Por último, el Honorable Senador señor Pizarro preguntó si se aplica para el cabotaje.





El señor Tejada respondió que no aplica para el cabotaje.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Convenio sobre el Trabajo Marítimo, 2006”, adoptado el 23 de febrero de 2006, en la 94° Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 22 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 22 de agosto de 2017.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL SERVICIO NACIONAL DE REINSERCIÓN SOCIAL JUVENIL E INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEY N° 20.084, SOBRE RESPONSABILIDAD PENAL DE ADOLESCENTES, Y A OTRAS NORMAS QUE INDICA

(11.174-07)

HONORABLE SENADO:
La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentar su primer informe sobre el proyecto señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República y con urgencia calificada de “simple”.

Hacemos presente que en una sesión de la Comisión, el Honorable Senador señor Hernán Larraín Fernández fue reemplazado por el Honorable Senador señor Iván Moreira Barros.





A una o más sesiones en que se analizó este proyecto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Alejandro García Huidobro Cifuentes y José García Ruminot; el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos; la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano; el Subsecretario de Justicia, señor Nicolás Mena; el Ministro de la Excma. Corte Suprema, señor Jorge Dahm; la Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, señora Solange Huerta; el Jefe de la Unidad de Delitos Violentos y Responsabilidad Penal Adolescente del Ministerio Público, señor Rolando Melo; el Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, señor Andrés Mahnke; la Representante de UNICEF para Chile, señora Hai Kyung Jun; el Director Ejecutivo de la Fundación Paz Ciudadana, señor Daniel Johnson; el Director Nacional de Gendarmería de Chile, señor Jaime Rojas; el Jefe de la Sección Jurídica de la Policía de Investigaciones de Chile, Prefecto señor Luis Silva; el Director de Justicia de Carabineros de Chile, General (J) señor Juan Carlos Gutiérrez; la Jueza del Juzgado de Garantía de San Bernardo, señora Magdalena Casanova; la Presidenta de la Asociación Nacional de Funcionarios del Sename, señora Alicia del Basto; el Presidente de la Asociación Nacional de Trabajadores, señor Walter Arancibia; el Presidente de la Asociación de Funcionarios Regionales del Sename, señor Luis Cortéz; el Director Nacional (S), del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA), señor Antonio Leiva; la abogada de la Corporación Opción, señora Camila de la Maza; el Director Ejecutivo de la Fundación Tierra de Esperanza, señor Pedro Canales; el Director de Libertad Asistida Especial de la Corporación de Desarrollo Social (ACJ), el abogado y criminólogo, señor Miguel González; la Directora Ejecutiva de la Fundación DEM, señora Marcela Vidal; la Directora Ejecutiva de la Corporación Promesi, señora Elsa Catalán. Finalmente, participó el Profesor de Derecho Penal de la Universidad de Chile, señor Gonzalo Berríos.





De igual manera, participaron en el estudio de esta iniciativa, el Jefe de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Gabriel González; los abogados de la misma Unidad, señores Francisco Maldonado e Iván Navarro; las abogadas, señoras Macarena Cortés y Andrea Collell; la Jefa del Departamento de Justicia Juvenil, señora Carolina Báez; la Jefa de la Unidad de Comunicaciones, señora Ariella Olivares, y los asesores, señores Rodrigo Sepúlveda y Rodrigo Miranda.





Asimismo, asistieron el Jefe de la División de Educación General del Ministerio de Educación, señor Juan Eduardo García Huidobro; la Comisionada Ministerial para la Infancia y Juventud Vulnerable, señora Emilia Reyes; la Jefa de Prensa de la mencionada Secretaría de Estado, señora Gabriela Bade, y el abogado, señor Andrés Valenzuela.





También concurrieron, la Jefa del Departamento de Justicia Juvenil del Servicio Nacional de Menores, señora Carolina Báez; la Jefa de la Unidad de Comunicaciones, señora Ariella Olivares; la Jefa del Departamento Justicia Juvenil (S), señora Iris Fuenzalida, y el asesor, señor Ricardo Véliz.





Igualmente, estuvieron presentes en una o más sesiones de la Comisión, la abogada de la Unidad de Delitos Violentos y Responsabilidad Penal Adolescente del Ministerio Público, doña María José Taladríz, y las abogadas de la División de Estudios, señora Érika Flores y Alejandra Seguel. En representación de la Defensoría Penal Pública, concurrieron el Jefe de la Unidad de Defensas Especializadas, señor Pablo Aranda y el asesor, señor Francisco Geisse 





En representación de la Fundación Paz Ciudadana, estuvieron presentes la Directora de Justicia, señora Ana María Morales; el Jefe de Comunicaciones, señor Claudio Soto y la abogada, señora Ulda Figueroa. Asimismo, en nombre de UNICEF, concurrieron el Representante Adjunto para Chile, señor Sebastián Waisgrais; del Área de Protección, el señor Anuar Quesille y la señora Paulina Solís; del Área de Comunicaciones, la señora Ana María Ojeda y del Área de Protección Infantil, la señora Paulina Solís. 





A su vez, por la Policía de Investigaciones de Chile, concurrieron el profesional de la Jefatura de su Unidad Jurídica, señor Jorge Román y el Inspector de la Jefatura de la mencionada Unidad, señor Felipe Vásquez. Igualmente, en representación de Carabineros de Chile también asistieron el Jefe del Departamento de Análisis Criminal, señor Enrique Bassaletti y el mayor (J), señor Carlos Alarcón. Por la Fiscalía de Gendarmería de Chile asistió su jefe el señor Enrique Aguirre. 

Igualmente, estuvieron presentes el Secretario Nacional de la Asociación Nacional de Funcionarios del Sename, señor Christian Araya, su Tesorero Nacional, señor Abdul Flores, y el dirigente, señor Julio Rodríguez; de la Asociación de Trabajadores del Sename, concurrieron los dirigentes nacionales, señores Marcelo Reyes y Alejandro Núñez; de la Asociación de Funcionarios Regionales del Sename, su Secretario, señor Leonardo Comas y su Tesorero, señor Yuri Contreras.





También asistieron, el Jefe de Gabinete del Director del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA), señor José Valencia; el Coordinador Técnico de la Corporación Opción, señor Osvaldo Vásquez; el Jefe Técnico del Programa de Libertad Asistida Especial, de la Corporación de Desarrollo Social (ACJ), el psicólogo y criminólogo, señor Claudio Jeria.





A algunas sesiones de la Comisión asistió, en representación del Instituto Nacional de Derechos Humanos, el señor Christian Finnsterbusch. Igualmente, estuvieron presentes la abogada del Área de Protección Infantil de UNICEF, señora Paulina Solís; la asesora legislativa de Comunidad y Justicia, señora Simona Cánepa y el periodista del Diario La Tercera, señor Fernando Duarte.





También participaron los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señoras Elvira Oyanguren, Verónica Pinilla y Lizzy Seaman, y los asesores, señor Giovanni Semería y Sergio Herrera.





Finalmente, en una o más sesiones de la Comisión estuvieron presentes, los asesores de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada; la Jefa de Gabinete del Honorable Senador señor Harboe, señora Deborah Bailey y la periodista, señora Carolina González; los asesores del Comité PPD, señora Catalina Wildner y señor Sebastián Abarca; la asesora del Honorable Senador Alfonso De Urresti, señora Melissa Mallega; los asesores del Honorable Senador señor Espina, señores Andrés Aguilera, Pablo Urquízar y Fredy Vásquez; los asesores del Honorable Senador señor Larraín, señores Sergio Morales y Juan Pablo Olmedo; el asesor del Comité DC, señor Robert Angelbeck; los asesores del Comité PS, señores Juan Peña y Francisco Aedo; la periodista del Comité RN, señora Andrea González, y el abogado y asesor legislativo del Comité UDI, señor Héctor Mery.
-.-.-

OBJETIVO DEL PROYECTO

Crear el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, entidad pública especializada que asumirá, en coordinación con otras agencias del Estado, el proceso de reinserción social de los adolescentes infractores de la legislación penal. Asimismo, modificar la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal adolescentes, y otras disposiciones que se relacionan con esta materia.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Los artículos 27, 40 número 19), 41, números 1), 2), 3) y 4), y 46 permanentes, y el artículo sexto transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, en virtud  de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.





Se hace presente que la Sala del Senado envió un oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema sobre los artículos mencionados en el párrafo anterior. En un acápite posterior de este informe se da cuenta de la respuesta que remitió al Senado el Máximo Tribunal.





Asimismo, tienen rango de norma orgánica constitucional los artículos 11, 13, 17 y 44 número 2), dado que alteran la estructura administrativa prevista en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1/19.653.





Igualmente, tienen rango de norma orgánica constitucional las disposiciones contenidas en los números 1); 2); 3) y 4) del artículo 42, en virtud de lo dispuesto artículo 84 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.





Finalmente, hacemos presente que el artículo 6º tiene rango de norma de quórum calificado, en virtud de lo prescrito por el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de la misma Ley Fundamental.
ANTECEDENTES

I. De Derecho

Se relacionan directamente con esta iniciativa las siguientes normas:

1. La ley N° 20.084 que establece un Sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por infracciones a la ley penal.

2. El Código Orgánico de Tribunales;
3. El decreto ley N° 2.465, Ley Orgánica del Sename; 
4. La ley N° 20.032, que establece sistema de atención a la niñez y adolescencia, a través de la red de colaboradores del Sename, y su régimen de subvención; 
5. La ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público; 
6. La ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, y
7. El decreto ley N° 3.346, Ley Orgánica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 3, de 2017, del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

II. De Hecho

Mensaje
2.1. En los antecedentes de esta iniciativa se recuerda que el año 2005 se aprobó la ley N° 20.084, cuerpo legal que estableció un sistema punitivo especial para hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes que incurren en ilícitos penales.
Agrega que la mencionada ley no ha alcanzado todos los resultados que se esperaban con su implementación. Explica que el actual sistema penal de adolescentes no logra reinsertar a los menores ni se muestra eficaz en términos preventivos. Destaca que las condiciones de los centros privativos de libertad, se diferencian muy poco del sistema penitenciario común, a pesar de que en ellos se internan a personas en proceso de formación.

Seguidamente, indica que la normativa vigente no ofrece criterios de especialización que exige la personalidad evolutiva de los adolescentes.

Finalmente, señala que también son precarias las actuales condiciones que ofrece la Administración del Estado para abordar el desafío que conlleva la implementación de esta normativa. 

2.2. A continuación, en los fundamentos de esta iniciativa, se explica que el actual diseño administrativo de atención de los menores infractores requiere ser modificado para cumplir los fines de la justicia penal adolescente.

Agrega que se debe construir un modelo de intervención que cuente con los recursos humanos y materiales necesarios, para dar cuenta de los objetivos preventivos y de justicia que persigue este sistema de responsabilidad penal. Puntualiza que es indispensable contar con sistemas que actúen coordinadamente y que posean capacidad técnica para su implementación.

Adicionalmente, argumenta que la nueva legislación debería profundizar la aplicación de las reglas que contiene la Convención Internacional de los Derechos del Niño.

Luego, destaca que este planteamiento ha sido reiterado por los informes elaborados por las Comisiones de Supervisión de Centros Privativos de Libertad (CISC); en los análisis efectuados por la Fundación Paz Ciudadana en los años 2006 y 2007; en los aportes que ha realizado la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, en las proposiciones formuladas por el panel expertos organizado por el Ministerio de Justicia en el año 2013; en el informe elaborado por la Comisión de Evaluación de la Ley de la Cámara de Diputados en 2015, y en los estudios presentados por el mundo académico y diversas organizaciones desde el año 2006 hasta fecha.
A partir de estos antecedentes, hace presente que el Ejecutivo asumió el compromiso de reformular la administración y ejecución de la actual normativa aplicable a los delitos que cometen las personas menores de edad, reformando las sanciones alternativas a la cárcel y las medidas alternativas al proceso penal.

Para cumplir ese compromiso se propone la creación del Servicio Nacional de Reinserción Social de Adolescentes, entidad pública especializada y altamente calificada que asumirá, en coordinación con las demás agencias del Estado, el proceso de reinserción social de cada adolescente infractor, a partir de la división del actual Servicio Nacional de Menores (SENAME).

Para cumplir este objetivo, se definen las bases legales de un modelo de intervención (técnico y profesionalizado) que debiera facilitar el funcionamiento del nuevo sistema, tarea que demanda la realización de una serie de reformas a la legislación vigente. Entre ellas sobresalen las destinadas a alcanzar la especialización de los actores institucionales que intervienen en la gestión de estos conflictos judiciales y la introducción de correcciones a la ley N° 20.084.

Seguidamente, el Mensaje recuerda que el actual sistema de justicia juvenil no cuenta con un modelo único de intervención que establezca los objetivos y principales estrategias de acción para todos los ejecutores, situación que impide a las autoridades evaluar su efectividad en el cumplimiento de sus objetivos. 

Para subsanar esta falencia, el proyecto propone el diseño de una nueva estructura para Servicio que se hará cargo de su ejecución.

El modelo propuesto asume una postura teórica de criminología evolutiva y del ciclo vital del adolescente. Así, la delincuencia juvenil se entiende como parte de una vida que debe comprenderse y tratarse en forma especializada, con miras a rescatarla de la situación delictual en que se encuentra. 

Finalmente, señala que ese tratamiento debe tener en cuenta las condiciones sociales, culturales, económicas y legales específicas en que se halla el adolescente infractor.
2.3. Contenido de esta iniciativa

A continuación, el Mensaje explica que este proyecto consta de 46 artículos permanentes y 9 disposiciones transitorias.

Puntualiza que mediante el mismo se crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil como un organismo público descentralizado. Agrega que esta entidad tiene por objeto la administración y ejecución de las medidas y sanciones contempladas por la ley N° 20.084.

Indica que a esta entidad le corresponderá la implementación de políticas de carácter intersectorial y el desarrollo de programas que contribuyan a la modificación de la conducta delictiva y la integración social de los jóvenes sujetos de su atención.

Igualmente, hace presente que las máximas autoridades del Servicio serán seleccionadas y nombradas de conformidad con el Sistema de Alta Dirección Pública, materia regulada en el título VI de la ley N° 19.882.

Señala que con esta ley se establecerá un modelo de gestión que fomentará la constante retroalimentación, mejoramiento y perfeccionamiento de la acción del Servicio.
En relación a la formulación de los programas que esta entidad debe realizar, explica que se proyecta un reforzamiento de los procesos de diseño, los que detallarán los estándares de calidad para su funcionamiento, y los objetivos e indicadores que se aplicarán. Agrega que estos estándares de calidad serán validados por una instancia colegiada: el Consejo de Estándares y Acreditación, con la finalidad de contar con un respaldo técnico externo para los procesos de intervención. 

Luego, precisa que corresponderá a las Direcciones Regionales un rol fundamental en la operación de dichos programas y en la ejecución del proceso de monitoreo y asesoría técnica a los programas de atención de menores.

Seguidamente, puntualiza que este nuevo organismo incorporará diferentes instancias de planificación y coordinación con los actores involucrados en el Sistema de Justicia Juvenil.

Añade que a nivel nacional, se conformará la Comisión Nacional de Reinserción Social Juvenil, entidad coordinada por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

En al ámbito regional, las Direcciones Regionales considerarán una Comisión Operativa Regional conformada con representantes de los servicios públicos involucrados. Junto a lo anterior, se contempla la incorporación de profesionales especialmente dedicados a la gestión de red, cuya misión será articular las mesas de trabajo, coordinar equipos y activar redes de diferente tipo.

Agrega que otro aspecto que debe ser destacado es la cooperación público-privada. En relación a este asunto, hace presente que el nuevo Servicio mantendrá un modelo de externalización de programas. Señala que se propone un modelo integrado que se conforma con un ciclo compuesto por cuatro componentes: (i) acreditación de programas, (ii) licitación y asignación de recursos, (iii) monitoreo y (iv) transparencia.
Indica que la acreditación será un proceso mediante el cual las direcciones regionales, previo informe del Consejo de Estándares y Acreditación, evaluarán las capacidades de las entidades privadas para el cumplimiento de los estándares de calidad previamente determinados. El proceso de licitación se generará de manera descentralizada, con la posibilidad de que cada región pueda determinar, de acuerdo a sus propias características, las coberturas y zonas de agrupación de los programas. El sistema de licitaciones será regido por el procedimiento regulado por la ley N° 19.886 que fija las Bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de Servicios. 

Por otra parte, explica que se establecen normas sobre el Comité de Estándares de Acreditación. Este organismo reforzará al Servicio, entregándole información de calidad para la elaboración de criterios para la ejecución de los programas. Dichos estándares permitirán la generación de un proceso de supervisión de mayor calidad.

Seguidamente, señala que esta iniciativa contiene diversas enmiendas a la ley N° 20.084. Entre ellas destacan, por ejemplo, el establecimiento de límites mínimos y máximos para las sanciones que lo requieran.

Afirma que carece de sentido proyectar una intervención en tiempos demasiado breves o extensos. De ahí que sea indispensable contar con límites mínimos y máximos razonables proponiéndose para la libertad asistida un lapso que puede fluctuar entre los 6 y los 18 meses; para la libertad asistida especial, un lapso que va de los 6 meses a los 3 años; para la nueva sanción de libertad asistida especial con internación nocturna (que sustituye el rol que cumple en la actualidad el régimen semicerrado) un periodo que va de los 6 meses a los 5 años; y para el régimen cerrado un periodo mínimo de 6 meses, manteniendo los máximos actualmente vigentes.

Por otra parte, hace presente que se limita a aplicación de la multa y de la amonestación. Con el fin de potenciar su propio efecto disuasivo, se propone limitar la amonestación a dos ocasiones; y la multa a una pluralidad de sanciones fundadas en ilícitos de carácter patrimonial.

Igualmente, se reglamenta el concurso de delitos. En este aspecto, manifiesta que se ha tenido en cuenta las evaluaciones hechas al funcionamiento de la ley Nº 20.084. En ellas se ha planteado la necesidad de homogeneizar el tratamiento de los concursos de delitos. En particular, se ha criticado la inconveniencia de recurrir al mecanismo de la acumulación material de condenas.

Por eso, el proyecto propone sustituir expresamente dicho régimen por un mecanismo de exasperación, que obliga a determinar la pena en base a la condena más gravosa, considerando las demás con un efecto incremental, todo ello en el marco de la individualización de la sanción. 

Asimismo, se regula la situación que se genera por la reiteración delictiva. En este ámbito se sugiere hacer extensivo el régimen de exasperación o agravación descrito, para los casos de reiteración delictiva.

Igualmente, se contienen normas para el tratamiento del concurso de delitos cometidos como adolescente y adulto y régimen de unificación. En esta materia, se señala que es indispensable corregir la ausencia de una regla que se haga cargo del caso en que un adolescente debe ser condenado o debe ejecutar, además, una condena fundada en el régimen penal general. Explica que carece de sentido imponer una pena "de adolescentes" a quien ya ha sido condenado como adulto.

Por otra parte, se regula el caso en que se cometa un nuevo delito durante la ejecución de una condena, privilegiándose las opciones que implican una continuidad en los planes de intervención.

Otra materia que aborda el proyecto, dice relación con la determinación de la pena y otras consecuencias previstas en la normativa vigente. Al respecto, se propone un sistema que cuente con un soporte dado por un informe técnico que se elaborará en forma coordinada con los diversos planes de intervención disponibles.

Dicha valoración se potencia mediante el aseguramiento de una instancia específica y autónoma destinada a debatir sobre la pena procedente, que se separa, por ley, del debate referido a la culpabilidad del potencial condenado. 

Se precisan los casos y formas que facilitan que los contenidos del respectivo informe técnico puedan ser útiles para las decisiones que debe adoptar la judicatura a la hora de resolver una eventual suspensión condicional del procedimiento o la procedencia de una medida cautelar de carácter personal. 

En el apartado siguiente, explica que esta iniciativa también persigue una mayor individualización de la pena que corresponde aplicar a un adolescente. Se trata de tener en cuenta las particularidades relevantes de su comportamiento.

Por lo mismo, señala que además de considerar lo específico de determinado delito (bien jurídico y modo de comisión) y de las condicionantes personales relevantes (edad, etc.), la violencia, el uso de armas, los móviles, etc., se consideran pautas que favorecen la mayor individualización de la sanción, para avanzar hacia una pena personalizada.

Esta iniciativa también considera normas relativas a la reformulación del sistema de quebrantamiento e incumplimiento de las condenas. Explica que el contenido sancionatorio debe ser complementario con el respectivo plan de intervención.
Asimismo, indica que se contienen disposiciones especiales relativas al tráfico de drogas. Explica que carece de sentido considerar el tratamiento de adicciones como una sanción si se cuenta, en la generalidad de los casos, con dicho recurso como parte de la intervención. 

Hace presente que es necesario establecer una regla que garantice la satisfacción de los estándares de la intervención en la población condenada, en particular de aquellas que corresponden a prestaciones  estatales (salud, salud mental, drogas, educación). La mayor rigidez que se proyecta para la ejecución de la totalidad de las condenas hace necesario disponer de un régimen de abono de condenas más amplio, que no se centre  exclusivamente en el contenido que ofrece la internación provisoria, respecto de las condenas privativas de libertad. 

Seguidamente, el proyecto propone una sustitución de la pena de internamiento en régimen semicerrado. Al respecto, explica que la ejecución de la referida pena de internamiento ha provocado un gran número de críticas. Para solucionar este problema, se propone sustituir su contenido por un programa de libertad asistida de carácter intensivo (especial), que se acompaña de un régimen de internación nocturna.

Por otra parte, se modifican los plazos y condiciones para la ejecución de la suspensión condicional del procedimiento y la sujeción a la vigilancia de la autoridad como medida cautelar.

En esta materia, se precisa que las evaluaciones realizadas han revelado los déficits que aquejan a la suspensión condicional del procedimiento y a la medida cautelar consistente en la sujeción del imputado a un régimen de libertad controlada. Al respecto, se sugiere ajustar los plazos a mínimos y máximos al que puede extenderse el régimen de suspensión, teniendo en cuenta que la relación temporal en la adolescencia suele definirse en unidades diversas a las previstas en el régimen general para los adultos. 

Adicionalmente, el proyecto propone la supresión del régimen monitorio que muchas veces se lleva adelante en ausencia del adolescente por otro que asegure su comparecencia, optimizando, en términos prácticos, la posibilidad de que se ocupen las salidas alternativas y derechos procesales en general. 

Se avanza, asimismo, en la formalización legal de la procedencia del procedimiento abreviado. La aplicación de las reglas generales sobre el procedimiento abreviado no goza de uniformidad a lo largo del país, de ahí que se haga necesario formalizar su procedencia y condicionarlo a un marco de penalidad, que guarde una relación de proporcionalidad relativa con la regla prevista para el régimen general. 

Igualmente, se modifican las reglas relativas al lugar de cumplimiento de la condena  y de competencia para el conocimiento de todas las cuestiones asociadas al control de la ejecución.

En otro orden de materias, se establecen disposiciones para mejorar la regulación de determinadas instituciones. Ellas se vinculan, por ejemplo, a problemas de carácter práctico que ofrece la tramitación conjunta de causas que cuentan con imputado adolescente y adulto a la vez y con la procedencia del régimen de penas accesorias previstas en la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar.
Se prevé la separación de acusaciones como regla general en caso de imputados adolescentes y adultos (concurso de procedimientos). Se recuerda que la concurrencia de adultos y adolescentes en un mismo hecho delictivo provoca el problema de que ambas instrucciones y el respectivo juzgamiento se encuentran, en una parte, sujetos a reglas diversas. De ahí que se haya preferido introducir una regla que somete el juzgamiento a una gestión conjunta por defecto, demandando una decisión razonada para la gestión separada.

Por otra parte, se establecen preceptos especiales para el caso de condenas accesorias en caso de violencia familiar. El proyecto explica que el carácter especial de la regulación de Violencia Intrafamiliar y del sistema de responsabilidad penal previsto en la ley N° 20.084, genera conflictos. Técnicamente, el sistema de penas y reacciones aplicables a la responsabilidad penal de los adolescentes se encuentra fijado de manera completa y absoluta en el texto de la ley N° 20.084. Para salvar este problema se propone incorporar las consecuencias previstas en la Ley de Violencia Familiar al régimen penal de adolescentes, en calidad de medidas o consecuencias accesorias.

Asimismo, se prevé una especialización de los operadores del sistema de justicia penal adolescente. El proyecto recuerda que uno de los objetivos centrales que se supone la consagración de un sistema especializado de responsabilidad penal de adolescentes se expresa en la institucionalización de un sistema judicial que cuente con una formación técnica adecuada para comprender y aplicar las diferencias que deben ser tenidas en cuenta en este ámbito de la responsabilidad penal en relación al sistema general o común de adultos. 
En esta materia, se propone el establecimiento de un Tribunal de Garantía de carácter especializado en las jurisdicciones de la Corte de Apelaciones de Santiago, de San Miguel y de Concepción. Igualmente, se crean salas especializadas, de dedicación exclusiva, en las jurisdicciones de Iquique, Antofagasta, Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Talca y Temuco.

En paralelo, se configura una estructura correlativa en la destinación de fiscales del Ministerio Público y de defensores de la Defensoría Penal Pública, para dar cobertura integral a esta oferta de especialización. 

Finalmente, el proyecto modifica otros cuerpos legales con el objeto de adecuar su texto. Esta medida supone cambiar el decreto ley N° 2.465 “Ley Orgánica del Sename”; la ley N° 20.032 que establece sistema de atención a la niñez y adolescencia, a través de la red de colaboradores del Sename, y su régimen de subvención; el Código Orgánico de Tribunales; la ley N° 19.640 Orgánica Constitucional del Ministerio Público; la ley N° 19.718 que crea la Defensoría Penal Pública, y el decreto ley N° 3.346 Ley Orgánica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el DFL N° 3 de 2017 del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

OPINIÓN DE LA EXCMA CORTE SUPREMA

La Excma. Corte Suprema, mediante Oficio Nº 125-2017, de 9 de agosto de 2017, remitió a esta Corporación su perecer sobre esta iniciativa.

En lo que interesa a este informe, el mencionado oficio señala expresamente lo siguiente:

“Vistos y teniendo presente:

Primero: Que por Oficio N° 59/SEC/17, de 4 de abril pasado, el Presidente del H. Senado, señor Andrés Zaldívar Larraín, al tenor de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remitió a esta Excma. Corte Suprema el proyecto de ley, iniciado por Mensaje de la señora Presidenta de la República, que Crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, para recabar su opinión sobre el mismo, respecto de los artículos 27, 40, 41 y 46 permanentes, y el artículo sexto transitorio (Boletín N° 11.174-07);
Segundo: Que el mensaje señala que “la ley N° 20.084 ha demostrado ser insuficiente para alcanzar los resultados esperados y que el actual sistema penal de adolescentes no logra reinsertar ni se muestra eficaz en términos preventivos, no solo por cuanto refleja los problemas que enfrenta el proceso penal para aclarar o resolver los diversos casos denunciados, sino que, además, por la total ausencia de contenidos realmente disuasivos en las sanciones dispuestas”. 
En este escenario, prosigue el mensaje, el “actual diseño administrativo requiere ser modificado para cumplir los fines de la justicia penal adolescente”. Se requiere de una nueva institucionalidad, capaz de “implementar orientaciones técnicas uniformes e idóneas”, que debe ir acompañada de “un cambio en los paradigmas de intervención”, que incluya un “diseño planificado que guíe los procesos de cumplimiento y progresión de las sanciones” (un “modelo de intervención”) y que cuente con los recursos humanos y materiales necesarios, corrigiendo los efectos perversos o disruptivos que ofrece el sistema de financiamiento de los programas subvencionados; disponiendo de información unificada y suficiente para adoptar decisiones que favorezcan una mejora técnica y de gestión en forma progresiva; de una oferta especializada para cumplir con las diversas acciones que comprende la intervención  y, realizar un monitoreo y seguimiento en el ámbito técnico que conlleva su ejecución; 
Tercero: Que el oficio del H. Senado tiene por objeto poner el presente proyecto de ley en conocimiento de la Corte Suprema, con el objeto de recabar su opinión respecto de ciertas normas específicas, que tienen el carácter de ley orgánica constitucional de conformidad a lo dispuesto por el artículo 77 de la Carta Fundamental (LOC Judicial). Estas normas son los artículos 27, 40, 41 y 46 permanentes, y el artículo sexto transitorio. A continuación, se analizan estas disposiciones agrupándolas por materias.
Cuarto: Que en este caso, el artículo 27 del proyecto de ley es LOC Judicial, al asignar en su inciso cuarto una nueva atribución o competencia a los tribunales de justicia, específicamente, a las Cortes de Apelaciones, consistente en conocer de las reclamaciones que deduzca un organismo acreditado en contra de la resolución del Servicio de Nacional de Reinserción Social (Servicio), al decretar éste de forma ilegal una sanción que obsta a que pueda continuar con la ejecución de un programa de reinserción social.
En su inciso primero, faculta al Director Regional del Servicio, por resolución fundada, a disponer la “administración provisional directa”, a través de centros dependientes de SENAME, de un programa actualmente ejecutado por un organismo acreditado, con el objeto de asegurar su adecuado funcionamiento y la continuidad del servicio hasta el término del contrato, conforme a lo dispuesto por el Reglamento.
El inciso segundo establece que “Para efectos del inciso anterior” se entenderá por casos calificados los siguientes, pasando a enunciar seis hipótesis que son: a) Evaluación negativa del programa, con riego de afectación a la vida o integridad física de los adolescentes; b) Incumplimiento de las obligaciones del convenio que ponga en riesgo la continuidad del servicio; c) Imposibilidad de mantener el servicio por sanciones u otra medida judicial que sea imputable al organismo acreditado; d) Atraso reiterado en el pago de las remuneraciones o cotizaciones previsionales o de salud del personal del programa; e) Suspensión reiterada de los servicios básicos para el buen funcionamiento del centro o programa por causa imputable al organismo acreditado y, f) Ausencia de medidas conducentes a proteger a los jóvenes, ante la ocurrencia de hechos de violencia cometidos durante la ejecución del programa.
El inciso tercero regula la forma de notificar la resolución del Director Regional del Servicio, y la oportunidad para reclamar de la misma ante el Director Nacional. El inciso cuarto establece la posibilidad de reclamar la legalidad de la sanción impuesta por el Servicio, ante la Corte de Apelaciones respectiva. 
La Corte de Apelaciones dará traslado al servicio, el que tiene un plazo de 10 días hábiles para formular observaciones. Evacuado este o en su rebeldía se ordena traer los autos en relación y su agregación extraordinaria en tabla, previo sorteo. El fallo que deberá dictarse en quince días es inapelable.
Cabe señalar que esta Corte Suprema en reiteradas ocasiones al informar proyectos de ley que crean nuevas acciones contenciosas administrativas, ha recomendado la eliminación de la agregación extraordinaria de este tipo de recursos, estableciendo el goce preferencial del mismo para su puesta en tabla;

Quinto: Que los artículos 41 y 46 del proyecto de ley, así como el numeral 19 del artículo 40, que intercala un nuevo artículo 29 bis a la Ley N° 20.084, tienen el carácter de LOC Judicial, en este caso, por incidir en “la organización (…) de los tribunales”.
Se crean tres nuevos juzgados especializados en responsabilidad penal adolescente:

- Uno con asiento en la comuna de Santiago, integrado por 6 jueces, con competencia sobre las comunas de Pudahuel, Huechuraba, Quilicura, Renca, Conchalí, Cerro Navia, Lo Prado, Independencia, Recoleta, Estación Central, Quinta Normal, Lo Barnechea, Vitacura, La Reina, Las Condes, Santiago Centro, Ñuñoa, Providencia, Maipú, Cerrillos, La Florida, Macul y Peñalolén. 

- Otro con asiento en la comuna de San Bernardo, integrado por 3 jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, San Joaquín, La Granja, San Ramón, La Pintana, San Miguel y San Bernardo.
- Y otro con asiento en la comuna de Concepción, integrado por un juez, con competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Talcahuano y Hualpén;
Al crear el artículo 46 esta nueva judicatura especializada, hace falta indicar no sólo la competencia territorial de estos tribunales, sino también su competencia material. En este sentido, el numeral 1) del artículo 41 del proyecto, al intercalar un nuevo artículo 16 bis al Código Orgánico de Tribunales (COT), a efectos de contemplar estos juzgados en dicho cuerpo legal, expresamente dice que su competencia material son los “procesos referidos a la responsabilidad penal de adolescentes que establece la ley N°20.084”, sin perjuicio de la competencia que a falta de éstos, conservan los actuales Juzgados de Garantía.
En los Juzgados de Garantía de Iquique, Antofagasta, Viña del Mar, Rancagua, Talca y Temuco, establece el proyecto que existirá una sala especializada destinada al conocimiento exclusivo de causas de responsabilidad penal adolescente.
En los demás Juzgados de Garantía señala la iniciativa legal se “deberá priorizar la asignación de jornadas, días o salas con dedicación exclusiva para el ejercicio de dichas competencias en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas de que trata el artículo 15”. Con esto se busca, según el Mensaje, establecer salas con dedicación preferente en causas de responsabilidad penal adolescente.
En los Tribunales de Juicio Oral en lo Penal establece, se aplicará el mismo régimen establecido en el párrafo anterior, previsto para la generalidad de los juzgados de garantía;
Sexto: Que el proceso de integración de jueces y de funcionarios administrativos a estos nuevos tribunales, se hace a través de un proceso de destinación especial de personal proveniente de otros juzgados de garantía con competencia en el mismo territorio jurisdiccional.
Dicho proceso de integración, previsto en el caso de los jueces en el nuevo artículo 16 ter del COT (intercalado por el numeral 2 del artículo 41 de la iniciativa), radica en la Corte de Apelaciones respectiva el deber de establecer un procedimiento de destinación de jueces, de carácter equitativo, anual o bianual, provenientes de los juzgados de garantía que allí se indican.

Agrega el nuevo artículo 29 ter, que se intercala a la Ley N°20.084, “Los jueces y funcionarios judiciales que se desempeñen en las salas especializadas en responsabilidad penal de adolescentes de los Juzgados de Garantía y en los Juzgados de Garantía de Adolescentes deberán haber aprobado una formación especializada impartida en el marco del programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial.”.
De esta forma, los Juzgados de Garantía de Adolescentes serán órganos carentes de dotación propia. Se trata de un modelo flexible, que entrega a la Corte de Apelaciones respectiva, atendiendo a las necesidades de los tribunales de su jurisdicción, la forma de distribuir los funcionarios judiciales de que dispone.

En el caso de la destinación de jueces prevista por el nuevo artículo 16 ter, el “procedimiento de destinación” es establecido por la Corte de Apelaciones respectiva, debiendo ser este de carácter equitativo, anual o bianual. Su objeto es asignar jueces suficientes a un tribunal que carece de dotación. Entre las garantías para el funcionario, procede sólo respecto de tribunales pertenecientes a una misma Corte de Apelaciones. Además, dicha destinación tendrá una duración máxima de uno o dos años, pero no existe limitación a su renovación;
Séptimo: Que en el caso de las salas especializadas, con dedicación exclusiva, respecto de la integración de las mismas, el inciso final del nuevo artículo 16 ter del Código Orgánico de Tribunales dice: “El procedimiento de que trata este artículo también aplicará a la integración de las salas especializadas en responsabilidad penal de adolescentes de los Juzgados de Garantía de Iquique, Antofagasta, Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Talca y Temuco”.
En este caso, lo que se intenta es que, con los recursos del propio tribunal, se dote de una sala de personal especializado. En este escenario, lo más razonable pareciera ser que sea el propio tribunal quien haga esta asignación conforme a sus posibilidades;

Octavo: Que la entrada en vigencia de esta iniciativa legal se sujeta a un sistema de gradualidad territorial conforme al cronograma dispuesto por el artículo primero transitorio del proyecto de ley (12, 24 o 36 meses desde de su publicación, según la región de que se trate), situación que es más propia de reformas procesales de gran envergadura y que se justifica para poder de forma eficaz introducir los ajustes necesarios, incluso dictar normas legales que permitan una implementación exitosa. 
Por otro lado estas modificaciones legales implican gastos, para la instalación de nuevos juzgados, contratación de personal y la capacitación a estos últimos, cuyo  financiamiento por el Poder Judicial no está definido, ni la ley lo señala; 

Noveno: Que el examen del proyecto de ley remitido por el H. Senado para el informe de este Tribunal muestra una deficiencia radical que, en cuanto tal, amerita ser dejada en inmediata evidencia y dice relación con la ausencia de antecedentes o datos que den cuenta de encontrarse acreditada la necesidad y las cargas de trabajo que se pretende cubrir con esta iniciativa de ley. Del mismo modo, no se observa la existencia del financiamiento necesario para su implementación;

Décimo: Que, adicionalmente, esta Corte ha expresado en informes previos, referentes a otros proyectos de reforma legal, su oposición a la creación de tribunales especializados.

La posición que ha sido informada se encamina más bien en la búsqueda de la especialización funcional, por sobre la orgánica, toda vez que en esta última se advierte el germen de una ineficiencia en la utilización de los recursos, generada por creación de una capacidad ociosa que conspira a la necesaria economía de los recursos, cuya administración aparece mejor lograda con el funcionamiento de salas especializadas que, además de alcanzar el objetivo propuesto por el legislador que las instituye, quedan en situación de colaborar al funcionamiento general de un tribunal.

Sobre el particular, se ha dicho: “La Constitución Política de la República junto con establecer la existencia del Poder Judicial en el Capítulo VI, le entregó a éste la facultad indelegable de conocer de manera exclusiva las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado a través de los tribunales establecidos por la ley, privando constitucionalmente de tal ejercicio tanto al Poder Ejecutivo como al Legislativo. A su vez, indica que una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio nacional. Se agrega a lo anterior, el mandato constitucional de instituir a la Corte Suprema como el órgano que tiene la superintendencia directiva, correccional y económica de todos los Tribunales de la Nación. Nuestro Código Orgánico de Tribunales regula dicha organización con respecto de los tribunales ordinarios y dispone su aplicación para los especiales que formen o no formen parte del Poder Judicial. Es cierto que los tribunales especiales han existido en nuestro país en toda su historia republicana, pero el hecho de su presencia histórica, para quien habla no justifica enteramente su legitimidad, especialmente en un Estado Social y Democrático de Derecho. En el derecho comparado se acepta esa jurisdicción especial, pero limitada a aquellos órganos establecidos por la misma Constitución, como ocurre en Chile con el Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los tribunales electorales regionales. Lo propio puede decirse del Senado para los fines de la acusación constitucional y la Contraloría General de la República en el examen y juzgamiento de las cuentas de las personas que tengan a su cargo fondos del Fisco, de las Municipalidades y de los demás organismos y servicios que determinen las leyes. Si al Poder Judicial se le reserva la facultad de conocer y resolver los conflictos jurídicos, resulta necesario que esa exclusividad vaya aparejada de lo que la doctrina denomina la unidad jurisdiccional, que importa una base fundamental en la organización y funcionamiento de los tribunales, principio que a su vez se opone a la creación de jurisdicciones especiales, que se apartan de los factores de independencia e imparcialidad que son esenciales en las jurisdicción ordinaria. Es lo que está ocurriendo actualmente en nuestro país, con la frecuente creación de tribunales especiales, los que por su número debilitan el natural equilibrio que debe existir entre los poderes del Estado y atomiza peligrosamente la actividad jurisdiccional. En los últimos años, se han creado en nuestro país como tribunales especiales el de Defensa de la Libre Competencia, de Contratación Pública, los Tributarios y Aduaneros, de la Propiedad Industrial y está por promulgarse la ley que crea los Tribunales Ambientales, todos con competencia específica, con estructura y organización más bien de carácter administrativa que judicial y dotados de algo que el Poder Judicial nunca ha obtenido, cual es autonomía financiera. Además de ellos se han creado sistemas de solución de conflictos denominados Panel de Expertos que deciden cuestiones propias de la jurisdicción y que a veces quedan fuera de la órbita jurisdiccional normal.
Se afirma en su defensa que esta especialidad es necesaria y que no corresponde recargar a los tribunales ordinarios con este tipo de cuestiones que, por su especial naturaleza, requiere de expertos renombrados para su conocimiento y decisión, olvidando que los tribunales están para resolver todos los conflictos en los que hay que necesariamente aplicar el derecho, que es propia de la actividad de los letrados, quienes por supuesto, en los hechos deberán consultar a los expertos para que éstos, como peritos, aclaren las dudas relacionadas con su ciencia o arte.
Hoy, luego de las profundas reformas procesales que se han producido, con la creación de la Academia Judicial, con la judicialización de diferentes cuestiones que miran a lo contencioso administrativo, con la permanente capacitación que se les ofrece a los jueces, y además con la reforma procesal civil que se avecina, no hay ninguna materia que les pueda resultar ajena a los magistrados de la jurisdicción ordinaria.
Los atrasos en el despacho judicial se han superado como nunca en la historia del Poder Judicial lo cual permite asegurar que, con los mismos recursos de que se dispone para el funcionamiento de los tribunales especiales aludidos, el Poder Judicial puede perfectamente asumir la competencia de dichas materias, ya que ello dará plena seguridad a los justiciables de que en todas partes del país habrá una jurisdicción disponible para discutir y resolver dichas cuestiones, acercando como debe ser la justicia a las personas.
En este tópico se requiere con urgencia una normativa que sirva para la racionalización y sistematización de los múltiples procedimientos contencioso administrativos que existen actualmente en el país.

(…)

La legislación española en su Constitución asegura en el artículo 117 este principio, señalando que la unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los tribunales. Los autores explican esta característica como constitutiva de la propia legitimación del oficio judicial y su fundamentación se sostiene en la independencia y sumisión a la ley de los juzgados y tribunales, advirtiendo la doctrina que el principio de la unidad jurisdiccional es consustancial a todo sistema democrático y que la dispersión jurisdiccional o las "jurisdicciones especiales" constituye una característica de los Estados autocráticos.” (Informe PL-2-2012, 18 de diciembre de 2012, consultado mediante Oficio N° CL/14/2012 Comisión Mixta del Senado, 9 de enero 2012);
Undécimo: Que sorprende, por lo desusado, que se proyecte la creación de tribunales sin contenido, esto es sin jueces ni funcionarios, cuyo funcionamiento se pretenda solucionar con dotación propia de tribunales ya existentes, y sin prever tampoco la debida cobertura de los aspectos físicos o de infraestructura indispensables de ser tenidos en cuenta;

Duodécimo: Que, por último, cabe dejar anotado que una reforma como la recibida para estudio e informe, se traduciría en el atropello de una garantía de orden constitucional, toda vez que el tribunal encargado de conocer y juzgar quedaría creado con posterioridad a la comisión del delito o la ocurrencia del hecho a ser juzgado.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar desfavorablemente el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil.

Se previene que los Ministros señores Künsemüller y Aránguiz estuvieron por extender el informe solicitado por el H. Senado a las siguientes consideraciones:

1ª) El proyecto de ley aparece cuestionable en cuanto prevé que los plazos de prescripción de la acción penal se suspenden durante el tiempo que se prolongue el trámite de la mediación, lo que se opone a lo dispuesto en el artículo 96 del Código Penal, en cuanto preceptúa que la suspensión de la prescripción opera desde que el procedimiento se dirige contra el delincuente. Bajo este prisma, no cabe considerar que la mediación produzca dicho efecto suspensivo, toda vez que no constituye una forma de dirigir el proceso contra el imputado;

2ª) Un segundo aspecto que amerita observación dice relación con el artículo 24 del proyecto referente a la determinación de la pena. La iniciativa señala que en la individualización de la pena debe respetarse estrictamente lo dispuesto en el artículo 63 del Código Penal, norma que estatuye que no producen el efecto de aumentar la pena las circunstancias agravantes que por sí mismas constituyen un delito especialmente penado por la ley, o que ésta haya expresado al describirlo y penarlo, así como tampoco lo producen aquellas circunstancias agravantes de tal manera inherentes al delito que sin la concurrencia de ellas no puede cometerse. Sin embargo, en el propuesto artículo 24, se introducen como factores a considerar para la individualización de la pena, entre otros, los siguientes:

- El empleo de violencia física o de ensañamiento y la naturaleza y entidad de ellas.
- La utilización y clase de armas o la provocación de un riesgo grave para la vida o la integridad de las víctimas.
- El comportamiento demostrado con anterioridad y posterioridad a la ocurrencia de los hechos, y durante la instrucción del proceso, en lo que fuere relevante para la valoración de los hechos enjuiciados.
Por de pronto, cabe señalar que el comportamiento del adolescente durante el juicio no puede, en caso alguno, ser un elemento idóneo para conmensurar la pena aplicable, ya que, de acuerdo al mismo precepto, es la conducta posterior al delito un elemento a considerar para la determinación de la pena; en consecuencia, comprende sin duda el comportamiento durante la instrucción del proceso y no puede volverse a tomar en cuenta, como algo separado del comportamiento post-delito. Sin perjuicio de lo expuesto, cabe preguntarse si acaso las faltas de respeto al tribunal que lo juzga o las alteraciones del orden de las audiencias –conducta durante el proceso- ¿podrán representar una circunstancia tan gravitante en la determinación de la pena?
En cuanto al ensañamiento y empleo de la violencia física, de ordinario constituirán circunstancias pertenecientes al delito de que se trate y no podrán influir en la penalidad y, en todo caso, no se divisa la razón por la cual se ha escogido –del catálogo de agravantes genéricas- el ensañamiento y se han dejado de lado otras, como la alevosía, por ejemplo. Parece algo arbitrario la selección de estas circunstancias, lo que pone de manifiesto la improcedencia de su consideración.

A juicio de los Ministros que suscriben, parece más conveniente mantener el artículo 24 vigente de la Ley N° 20.084, que contempla factores aceptables para la determinación de la pena, en consonancia con lo dispuesto en el artículo 69 del Código Punitivo.

-.-.-
DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciar el estudio de esta materia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, ofreció el uso de la palabra al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos, quien agradeció a la Comisión la invitación para presentar esta iniciativa de ley.
Al comenzar su presentación manifestó que esta iniciativa es trascendente para el país, por lo que confía será aprobada con prontitud. Agregó que el Gobierno se ha propuesto crear una nueva política para la infancia y establecer institucionalidad acorde a este desafío. Aseveró que con ese objetivo S.E. la Presidenta de la República ha enviado al Congreso Nacional diversos proyectos de ley que apuntan en esta dirección. 

Recalcó que en el logro de ese propósito faltaban dos proyectos destinados a crear una nueva institucionalidad. Uno de ellos dice relación con la reinserción social juvenil, es decir, se aboca a la situación de los menores infractores de ley, y un segundo proyecto que busca crear una institucionalidad que refuerce la protección de los menores vulnerados en sus derechos.

Agregó que el primero de ellos se somete al conocimiento de esta Corporación. Puntualizó que la Cámara de Diputados está considerando la iniciativa que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada para Niños y Niñas y que dependerá del Ministerio de Desarrollo Social.

En relación al proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, explicó que éste es muy relevante y constituye una de las prioridades para el Ministerio que le corresponde dirigir.

Insistió que hará todo lo que esté de su parte para que la presente iniciativa se apruebe durante este gobierno. Por lo mismo, garantizó la participación permanente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en las sesiones en que se discutirá esta iniciativa. 

Afirmó que en el estudio de esta materia se puede constatar una dura realidad. Afirmó que Chile, el año 1990, ratificó la Convención sobre los Derechos de los Niños y posteriormente aprobó la ley N° 20.084, que por primera vez estableció en nuestro país un sistema penal especial para hacer efectiva la responsabilidad penal adolescente. Sin embargo, enfatizó que transcurridos más de diez años de su entrada en vigencia se ha llegado a la convicción de que el mencionado cuerpo legal no está generando los efectos esperados.

Añadió que esta legislación no está cumpliendo los propósitos de prevención de la actividad delictual, ni está favoreciendo el proceso de reinserción social de los menores infractores de ley.
Recalcó que debe hacerse un esfuerzo serio para modificar esta realidad. Afirmó que está demostrando que es ineficaz el contar con un Servicio abocado a los menores infractores de ley y a los menores vulnerados en sus derechos. Añadió que, en la práctica, todas las exigencias de especialización se diluyen porque estamos ante realidades distintas. Subrayó que si no entramos de lleno en el ámbito de la especialización no se obtendrán los resultados esperados.

Precisó que existe la convicción de que para abordar en serio la situación de los menores infractores de ley se debe contar con una visión multisistémica e intersectorial. Sostuvo que en este asunto se deben comprometer todas las agencias del Estado que intervienen en el proceso de reinserción social de los adolescentes.

Relacionado con lo anterior, manifestó que el factor de la regionalización incide en la manera en que se enfrenta esta problemática, ya que la experiencia indica que la realidad de los adolescentes es diferente en cada región.

Expresó que el sistema actual carece de un modelo de intervención. Apuntó que para poder avanzar en esta materia es necesario contar con un modelo que esté acorde con la realidad social del país. 

Declaró que hoy en día existe una oferta de variados instrumentos de intervención, pero surge la duda de si cada uno de ellos se utiliza de modo idóneo.

Destacó que estamos en presencia de un buen proyecto de ley; razonable; acorde con la realidad del país y sustentable desde el punto de vista de su financiamiento. La iniciativa aborda de buena manera los concursos de delito y, además, modifica ciertas penas, que bajo el actual régimen, no estaban cumpliendo su objetivo.

Finalizó reiterando el compromiso del Ministerio que dirige en ayudar, cooperar y trabajar en la pronta aprobación de esta iniciativa.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra al abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Francisco Maldonado.
Al iniciar su intervención, el señor Maldonado recordó que el año 2005 el Parlamento, con acuerdo del Ejecutivo, decidió sustituir el antiguo sistema de tratamiento de los conflictos penales de adolescentes.

El mencionado sistema era de carácter tutelar y se concentraba estrictamente en los factores de riesgo para determinar cuáles son las consecuencias de la responsabilidad penal de los menores de edad. Agregó que respecto a los mayores de 16 y menores de 18 años, declarados con discernimiento, se les aplicaba el Código Penal, lo que constituía una infracción a la Convención sobre los Derechos del Niño.

Manifestó que se optó por un sistema que establece cierto tipo de intervenciones distintas respecto de quienes delinquen entre los 14 y 18 años. Este último modelo ha sido objeto de varias evaluaciones. Expresó que hay una serie de componentes negativos que la presente iniciativa pretende hacerse cargo, pero también reconoció que hay varios elementos positivos que tienen que ver con el cambio de modelo.

Sostuvo que hoy existe una menor necesidad de ocupar la medida de privación de libertad de los infractores de ley. Aseveró que desde el año 1990 a la fecha, esta medida se ha ido reduciendo y la cantidad de casos que llegan a tribunales producto de imputado conocido menor de edad también han decrecido paulatinamente. Por ende, el nivel de conflictividad que genera esta población resulta mejor tratado con modelos alternativos a los de privación de libertad. Lo anterior, agregó, no quiere decir que el modelo actual no cuente con áreas críticas. 

Afirmó que los objetivos de reinserción social que se persiguen con la legislación vigente no se están logrando, no hay una buena evaluación respecto a la reincorporación social de quienes han delinquido con posterioridad a la ejecución de las condenas. Recordó que tampoco se están obteniendo buenos efectos a nivel preventivo.

Hizo presente que hay sanciones en que los propios adolescentes que infringen la ley captan que las penas no se ejecutan. A partir de lo anterior, no se cumple con el efecto disuasivo que persigue la normativa. Por otra parte, remarcó que hay otras sanciones que generan un contagio criminógeno o lo aceleran.

Seguidamente, consignó que hay una percepción muy alta de que el sistema es injusto. Agregó que las tasas de abuso de la prisión preventiva en la internación provisional son equivalentes a las existentes en el sistema de adultos.
Advirtió que basta visitar los recintos de ejecución de sanciones, tanto privativas, como no privativas de libertad, para evidenciar que sus condiciones de ejecución son bastante deficitarias. Añadió que ello perjudica el trabajo de intervención de los adolescentes que han delinquido.

Aseguró que existe una conciencia generalizada de que el sistema carece de una administración conforme a la proyectada y ello dice relación con la especialización del sistema de justicia criminal. Lo anterior, argumentó, se agudiza al momento en que se ejecutan las condenas.
Relató que para la elaboración del presente proyecto se tomaron en consideración los siguientes antecedentes: Las evaluaciones que realizó la Fundación Paz Ciudadana el año 2006-2007; el informe que evacuó la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento el año 2012; la labor de la Comisión de Expertos que funciona desde el año 2013 en el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; el trabajo del Departamento de Evaluación de la Ley de la Cámara de Diputados y el estudio sobre Reincidencia elaborado por el Sename.

Reconoció que todos estos antecedentes coinciden en que los déficits del modelo tienen que ver con aspectos sistémicos estructurales. Es decir, no se obtendrá nada si solo se reforma solo algunos componentes del sistema. 

En relación a las cuestiones estructurales, sostuvo que la evaluación inicial permite constatar que existen precarias condiciones materiales, técnicas y humanas para implementar la normativa. En especial, en el diseño y ejecución del sistema de sanciones. Añadió que el Sename se hace cargo de los conflictos penales de adolescentes, a partir de un concepto completamente distinto a lo que es administrar sanciones penales sobre la base de la responsabilidad o capacidad de los adolescentes.

Constató que el mencionado Servicio se crea para transferir recursos que tienen por objeto prevenir situaciones de riesgo que operan como causas de la infracción penal. Destacó que este último objetivo es muy distinto al de intervenir con una política criminal con una orientación específica de carácter técnico. Dado lo anterior, cada uno de los funcionarios que operan dentro del Servicio tienen competencias que son completamente distintas a las exigidas por la ley N° 20.084. Ello, agregó, implica que hay escasa coordinación de los dispositivos públicos, porque no existen las unidades encargadas de generar dicha coordinación.

Aseveró que no existe una capacidad de articulación de parte del Servicio ni la facultad técnica para establecer orientaciones. Destacó que no funciona un engranaje adecuado, no hay procedimientos que estén dispuestos para que el mencionado Servicio parta con una orientación técnica y termine ejecutando un modelo de intervención que sea idóneo para dichos efectos.

Por otra parte, afirmó que el sistema de financiamiento tiene una serie de incentivos perversos que se analizaran dentro del trámite del presente proyecto.

Manifestó que falta información unificada y sistematizada; no hay oferta especializada de intervención y, en los pocos casos en que existe, presenta brechas de cobertura. Connotó que hay un bajo número de profesionales con formación o preparación en estos ámbitos.
En otro orden de materias, precisó que existen problemas con el sistema de penas y que hay un régimen de quebrantamiento que genera desincentivos para favorecer la reinserción social de los menores infractores de ley. Destacó que nuestro modelo de quebrantamiento de condena opera sobre la base de pequeñas sanciones, que muchas veces genera efectos disruptivos en el lugar donde se está cumpliendo la sanción.

Agregó que existen límites mínimos y máximos de las penas que son cuestionables. Precisó que no se debe intervenir más allá de cierto tiempo, pero tampoco se debe acortar dicho término más de lo necesario, ya que torna inviable la sanción.

En materia de determinación de condenas no se cuenta con buenos elementos técnicos para valorar la individualización de la sanción. Recalcó que el sistema vigente carece de un régimen de concursos, lo que ha provocado una serie de efectos distorsionadores en la aplicación de las penas. Señaló que hay jóvenes condenados a tres programas de libertad asistida al mismo tiempo, con centros de cumplimiento distinto y sin ninguna homogenización de sanciones.

Admitió que en materia procesal existen dificultades con el procedimiento abreviado y monitorio. Destacó que se ha producido un exceso en el uso de la internación provisoria y ha habido problemas con las condiciones y duración del tiempo en la ejecución de la suspensión condicional del procedimiento.

En relación a otros aspectos, expresó que se debe tener claridad respecto al contenido que se tiene que alcanzar en cada una de las sanciones y ello se traduce en distintos modelos de intervención.

Estos modelos deben ser específicos en materia de objetivos y, al mismo tiempo, deben entregar información acerca de los tipos de función y perfiles profesionales que se necesitan para efectos de aplicar cada una de las sanciones.
Expresó que el nuevo modelo tendrá una serie de conceptos que tratan de materializar la especialización y ésta implica la presencia de actores procesales idóneos para el funcionamiento de este modelo.

Señaló que también es necesario ajustar la ley en todo aquello que es disfuncional y que suponga un error para su operación práctica, como por ejemplo, en lo relativo al concurso de delitos.

Finalmente, precisó que se incorpora el factor de justicia restaurativa de mediación penal, para un volumen de casos que el proyecto engloba dentro del esquema de salidas alternativas.
A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra a la abogada de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señora Macarena Cortés.
La señora Cortés inició su exposición señalando que lo primero que se hizo al iniciarse el proceso de elaboración de la presente iniciativa fue definir el modelo de intervención, porque a través de ella se puede determinar la estructura institucional; la dotación; los perfiles de cargo y los demás requerimientos del Servicio. 

Añadió que el modelo de intervención corresponde a una estructuración de qué es lo que se hace con los jóvenes una vez que ingresan al Servicio, hasta que egresan con un tiempo de seguimiento posterior.

Para explicar lo anterior, acompañó el siguiente diagrama de contexto del proceso de intervención general:
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Destacó que el objetivo de este modelo es modificar la conducta delictiva y aumentar la reinserción social. Subrayó que se incorporan como herramientas de gestión el expediente único de casos; los soportes informáticos; la supervisión y la asesoría técnica.

Agregó que el modelo de intervención se estructura por fases. Ello se traduce en el siguiente cuadro:
Fases de derivación, recepción y evaluación de casos.

[image: image57.png]Proceso de ingreso y evaluacion

Derivacion

Recepcidn

Tareas de

O

adolescente con
medida o sancién
decretada

acogiday
arientacién

Registro en
Expediente de
Ejecution

Evaluacién
inicial méx. 7
dias)

Programa de
Intervencién
General

Derivacién
prestaciones

iMecesita
prestaciones
de urgenciz?

Evaluacién

Evaluacién de
variables
saciocriminologicas
15 dias)

Profundizacién
de Plan de
Intervencién

Plan de.
Intervencién

Elaboracién de plan de
intervencion y envio a
Tribunal

Comienzo
Fase de
Intervencién





Manifestó que este modelo refuerza la forma en que el Servicio interactúa con el sistema de justicia. Se incorporan componentes como el informe técnico, que se refiere a la manera en que el Servicio entrega mayores antecedentes a los actores de dicho sistema para poder definir con mayor precisión la idoneidad de la sanción. 

Afirmó que también se estructura todo un sistema de evaluación que permitirá conocer de mejor manera a la población que atiende la institución e individualizar los planes de intervención para medir con mayor certeza el comportamiento de los jóvenes que forman parte de las acciones que realiza el Servicio.  

Fases Intervención, Preparación de Egreso y Post egreso.
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Hizo presente que la fase de intervención se centra en el manejo de casos. Agregó que existe un programa general que aborda los distintos componentes y se refuerzan las intervenciones especializadas, que constituye la labor principal del Servicio.

Precisó que existen evaluaciones periódicas que permitirán ir tomando definiciones respecto del cumplimiento de la sanción. Añadió que se incorpora una etapa de pre-egreso para preparar la salida de los centros privativos de libertad generando las condiciones para que eso pueda ocurrir y no vuelvan a ingresar inmediatamente al sistema.

Sostuvo que se agrega como una función del Servicio, el seguimiento post-egreso. Esto último se ha venido discutiendo durante largo tiempo y aún no ha sido posible implementar, puesto que el Sename no tiene dicha función.

Destacó que lo que se pretende es evitar la estandarización de la intervención, es decir, impedir que existan planes tipo iguales para todos los infractores. Añadió que se busca incorporar los elementos que requiere cada uno de los casos y enfatizar el acompañamiento individualizado. Subrayó que para lograr lo anterior se dota al nuevo Servicio de los recursos humanos suficientes y las competencias técnicas adecuadas.

Señaló que el modelo de intervención se basa en estándares de calidad, que se ven reflejados en la estructura institucional.

Al respecto, presentó el siguiente cuadro: 


 Estándares. Dimensiones.

	Calidad de vida
-Condiciones materiales dignas para la habitabilidad de todos quienes forman parte de un centro cerrado, libertad asistida especial con reclusión parcial y programa de medio libre. 
-Condiciones materiales adecuadas para el desarrollo de la intervención. 
-Condiciones y estrategias de generación de ambientes terapéuticos y que promuevan aprendizajes.
	Recurso humano
Condiciones de cantidad y calidad (competencia técnica y ética) que permiten que el modelo de intervención se ejecute íntegramente.
	Intervención especializada
Acciones de intervención que se ejecutan por recurso humano especializado, mediante un proceso estratégico de manejo de casos. Se inicia en el momento en que se dicta la sanción y culmina con el término de la sanción.
	Gestión institucional
Condiciones organizacionales para llevar adelante adecuadamente el modelo de intervención especializado en las distintas dimensiones de gestión.  

	Espacio funcional al modelo de intervención 
	Dotación suficiente en relación a cantidad y usuarios y servicios requeridos 
	Estructuración de acciones y estrategias 
	Gestión de programa 

	Ambiente terapéutico 
	 Competencia técnica 
	Especialización de intervenciones 
	Desarrollo del recurso humano 

	Condiciones de salud y seguridad
	Competencia ética
	 
	Gestión de red 

	Accesibilidad 
	
	 
	Gestión del conocimiento 


A continuación, se refirió a los lineamientos generales del nuevo Servicio Nacional Reinserción Social Juvenil.

Hizo presente que, en términos institucionales, se refuerzan cuatro líneas estratégicas. Ellas son las que aparecen en el siguiente cuadro:
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Seguidamente, consignó que esta iniciativa establece todo un sistema de política de gestión intersectorial, mediante la creación de un Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil en el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. Lo anterior, explicó, se operativiza mediante la Dirección Nacional del Servicio. Agregó que se refuerza la gestión operativa, que dice relación con la gestión social de programas, diseño de estándares, implementación, monitoreos, evaluación y revisión de estándares.

Detalló que se modifica el régimen de externalización de programas; se modifica la ley N° 20.032 de subvenciones del Sename y se regula un nuevo sistema que dice relación con la acreditación de instituciones y programas. Se implementa un diseño de estándares de calidad y un proceso licitatorio que se rige por la ley de compras públicas, con algunas modificaciones específicas para este Servicio. Añadió que se refuerza todo lo que dice relación con la supervisión y rendición de cuentas.

En cuanto a la gestión de soporte, destacó la centralidad que se le otorga a las tecnologías de la información, pensando que son herramientas de gestión institucional relevantes para poder modernizar la gestión del nuevo Servicio. 

Finalmente, expresó que a nivel nacional se crean dos Subdirecciones. Una Subdirección Técnica donde se refuerza el área de estudios y una Subdirección Administrativa que dice relación con los soportes institucionales.

Seguidamente, el abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Francisco Maldonado, manifestó que en materia de especialización se hizo una propuesta sobre la base del esquema tradicional de justificación de los tiempos de hora-hombre de los jueces, los fiscales y los defensores. Ello se efectuó tomando en consideración el volumen de causas.

Expresó que el concepto base en este asunto tiene que ver con la diferencia que genera un sistema de tratamiento de adultos y otro de adolescentes. 

Recalcó que dependiendo del volumen de causas se creará una Unidad específica. Aseveró que lo anterior se traduce en tres tipos de modelos: En aquellos lugares en que los volúmenes de causa permiten más de un juez, se genera una Unidad que se asemeja a un tribunal con personal administrativo; en aquellos casos en que hay un juez, se especializa una Sala dedicada las 24 horas de la semana. El tercer caso, consiste en delegar el funcionamiento de audiencias programadas sobre la base de agenda que permita la coordinación de todos los actores involucrados.





Lo anterior, se explica en el siguiente cuadro:

Propuesta: - 3 modalidades- Integración exclusiva/preferente- Integración anual o bianual (pool)

	 
	Asiento
	Jueces
	Comunas

	 
	 
	 
	 

	Juzgados de Garantía Especializados
	Santiago (Centro de Justicia)
	6
	Pudahuel, Huechuraba, Quilicura, Renca, Conchalí, Cerro Navia, Lo Prado, Independencia, Recoleta, Estación Central, Quinta Normal, Lo Barnechea, Vitacura, La Reina, Las Condes, Santiago Centro, Ñuñoa, Providencia, Maipú, Cerrillos, La Florida, Macul y Peñalolén

	 
	San Bernardo
	3
	Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, San Joaquín, La Granja, San Ramón, La Pintana, San Miguel y San Bernardo.

	 
	Concepción
	1
	Concepción, Penco, Talcahuano y Hualpén

	 
	 
	 
	 

	Salas especializada
	 Idem
	1
	Iquique, Antofagasta, Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Talca y Temuco

	 
	 Idem
	“n”
	Tribunales Orales en lo Penal (300 Total)

	
	
	
	

	Sala Preferente (Agenda)
	Saldo JG
	
	


Agregó que el nivel de especialización puede expresarse en el número de jueces, fiscales y defensores que requerirá el sistema. Al respecto, presentó el siguiente cuadro:
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Nacional

17 35 44 11 0 38 6 35 6

Requeridos Ahorros Adicionales


Explicó que el proyecto busca la especialización de operadores del sistema de justicia. Al respecto, destacó que se propone el establecimiento de un tribunal de garantía de carácter especializado en tres jurisdicciones y la generación de salas especializadas, de dedicación exclusiva, en otras siete jurisdicciones, acompañándose con una regla que favorece la dedicación preferente en los demás casos, centrada en las herramientas que concede el manejo de la agenda del tribunal y la gestión de las causas.

Aseveró que en paralelo se establece una estructura correlativa en la destinación de fiscales del Ministerio Público y defensores de la Defensoría Penal Pública, para dar cobertura integral a esta oferta de especialización. Se fortalece, asimismo, una estructura técnica de apoyo en las unidades directivas superiores que permita contar con las lecturas interdisciplinarias idóneas, para el cumplimiento de los objetivos que demanda este sistema especial. 

Afirmó la destinación mencionada significará que el nuevo Servicio requerirá los siguientes funcionarios adicionales: 6 jueces, 35 fiscales y 6 defensores.

Ratificó que no se trata de incrementar a 35 el número de fiscales, sino que de especializarlos.

Expuso que en materia de justicia restaurativa, todos los casos que hoy acceden a salida alternativa, van a poder optar por el tratamiento en base a un mediador, en la medida que se cuente con el consentimiento del imputado y de la víctima.

Reconoció que el esquema propuesto no es demasiado ambicioso, la idea es contar con buenos profesionales para un volumen acotado de casos donde exista garantía de que el sistema va lograr una mejor respuesta. 

Sostuvo que el valor del servicio que se crea asciende a $134.447.661 miles, considerando dentro de esa cifra el presupuesto actual del Sename. El proyecto irroga un mayor gasto fiscal permanente de $42.047.016 miles. Los gastos de infraestructura o inversión ascienden a $68.313.227 miles.

Agregó que para la implementación está previsto 1 año de vacancia de implementación. En relación a las reformas asociadas al modelo de intervención, se sugiere suprimir la sanción accesoria en la medida de que todo el tratamiento de droga está dispuesto al interior de los planes de intervención. Asimismo, se regulan límites mínimos y máximos de penas; se incorpora reglamentación e informe técnico para efectos del debate referido a la determinación de las sanciones; se reformula el sistema de quebrantamiento; se aseguran las prestaciones estatales vinculadas a Senda, educación y salud; se establece una normativa particular para la regulación de la suspensión condicional del procedimiento y las condiciones bajo las cuales se va imponer la sujeción a la vigilancia de la autoridad.
En cuanto a las reformas que constituyen una mejora respecto de problemas graves que hoy presenta la normativa, explicó que se sugiere lo siguiente:

1.- Limitar la aplicabilidad de la multa y de la amonestación; 

2.- Modificar la sanción de internamiento en régimen semicerrado;

3.- Tratamiento del concurso de delitos cometidos como adolescente y adulto/ régimen de unificación;

4.- Clarificación a los límites de imposición de sanciones; 

5.- Supresión del procedimiento monitorio/ formalización del procedimiento abreviado;

6.- Incluir condenas accesorias (violencia intrafamiliar)

7.- Notificación de la víctima en remisión y sustitución;

8.- Apelación en todas las resoluciones propias de la ejecución, y

9.- Separación de acusaciones como regla general en caso de imputados adolescentes y adultos (concurso de procedimientos).

Finalizó su presentación advirtiendo que en la revisión de esta iniciativa se han reunido con distintos actores y han ido recabando una serie de ideas que harán presentes en la medida que se avance en la discusión de esta iniciativa.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe señaló que estamos ante una iniciativa bastante completa y compleja. Agregó que por un lado tenemos derecho sustantivo, por otro el aspecto institucional y, finalmente, lo que se refiere a las medidas de protección.
Todas estas materias requerirán un estudio pormenorizado de todos los aspectos que ha presentado el Ejecutivo en esta sesión de la Comisión.
-.-.-
En una sesión posterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció el uso de la palabra a la Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, señora Solange Huerta, quien comenzó su intervención agradeciendo la invitación de la Comisión.

Al comenzar su exposición, manifestó que no se debía desconocer que la ley N° 20.084 significó un avance en lo que se refiere a la justicia en materia de responsabilidad penal adolescente. Agregó que ella generó un sistema especializado que pretendía adecuarse a los estándares internacionales que rigen en esta materia.

Seguidamente, recordó que dentro de los principios fundamentales de dicha ley se encuentran: el principio de legalidad; de especialización; de reinserción social; de interés superior del niño; de derecho a defensa; de proporcionalidad y diversidad de las sanciones; de legalidad de las medidas cautelares, de control jurisdiccional de la sanción; de limitación a la privación de libertad y de concentración del procedimiento.

En cuanto al principio de legalidad e interés superior del niño, señaló que se pasó del uso de evaluación de discernimiento a un sistema de responsabilidad penal adolescente que considera el principio de legalidad y transforma el original sistema tutelar a un sistema de derechos.
En relación a la especialización, explicó que la ley N° 20.084 contempló desde su inicio recursos para la capacitación de actores judiciales. Asimismo, generó defensores y fiscales especializados y se desarrollaron capacitaciones a profesionales y técnicos. Igualmente, se llevó a cabo la especialización de organizaciones no gubernamentales.
Respecto al principio de proporcionalidad, destacó la diversidad de sanciones. En cuanto al principio de reinserción social, recordó que antes de que se implementara la ley se debía declarar si el menor tenía o no discernimiento, para efectos de considerarlo capaz.

Indicó que a diez años de la publicación de la ley N° 20.084, se puede concluir que ella produjo beneficios en torno a lo que es la responsabilidad penal adolescente. 

Hizo presente que es el momento de analizar qué cuestiones han funcionado correctamente – por ejemplo, la especialización como base fundante de un sistema de responsabilidad penal adolescente- y qué aspectos deben ser corregidos
Recalcó que en cuanto a los fundamentos para la reforma del sistema, el proyecto de ley propone crear el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, modificando la estructura orgánica del Sename.
Agregó que al contar el nuevo Servicio con un presupuesto exclusivo será posible efectuar una priorización real de las necesidades de implementación del sistema de justicia juvenil.
Subrayó que otro aspecto destacable de esta iniciativa, consiste en la diferenciación de los paradigmas de intervención en población juvenil. Añadió que una cuestión es lo que se tiene que hacer cuando se interviene población adolescente que está en conflicto con la ley penal y otra muy distinta cuando se trata a niños, niñas y adolescentes que están en el ámbito de la protección. Consignó que ellos deben separarse para que las visiones de la problemática no se mezclen.

En otro orden de materias, reconoció que se debe avanzar aún más en la especialización técnica del Servicio.

En cuanto a las necesidades y los desafíos del sistema de justicia juvenil, connotó que la reforma es necesaria.

Señaló que existen determinados nudos legales, como, por ejemplo, el uso de medidas cautelares de internación provisoria y largas estadías. Para explicar lo anterior presentó los siguientes cuadros:
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En aquellos casos que se han aplicado, segin la prelacién de Ia ley, las sanciones més graves, el
porcentaje en el que los delitos de reincidencia sean menos graves es cada vez mayor. Los
porcentajes en que la gravedad disminuye son mayores en aquellos sancionados previamente en
medios privativos, que aquellos en medios no privativos de liertad.

1.7 ESTADISTICAS REFERENTES A LAS MEDIDAS CAUTELARES (CIP/MCA)

Aligual que en el sistema de responsabilidad penal para adultos, en la RPA, se aplican medidas
cautelares cuando el juzgado competente lo considere pertinente. Estas corresponden al Centro
de Internacién Provisoria en Régimen Cerrado (CIP) y la Medida Cautelar Ambulatoria (MCA)
adoptadas segin lo prescrito en el At.155 letras 2, b,, d, e, fy g del cédigo penal).
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Los siguientes datos se presentan a través de diversas fuentes: Distribucién porcentual de las
medidas cautelares (SENAINFO — SENAME), porcentaje de CIP finalizados en penas privativas de
libertad (Corte Suprema), Cantidad de Jévenes en Internacién provisoria (Fiscalia) y Cantidad de
egresados segin Medida Cautelar.

Al momento de aplicar las medidas cautelares, con informacién obtenida del Sistema de Registro
de Informacién Estadistica del Servicio Nacional de Menores (SENAINFO) se obtiene que 4 de cada
5 de ellas corresponden a Internacién Provisoria en Centros con Régimen Cerrado; el restante

correspondiente a medidas cautelares ambulatorias desarrolladas en Medio Libre.

Con respecto a aquellos que se les aplicé Internacién Provisoria (CIP), se observa, que s6lo el 8%

de los jovenes (hombres y mujeres) a quienes se les aplica esta medida, son a posteriori,
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Fuente: Informe de evaluación RPA, Cámara de Diputados, 2015

Explicó que en el sistema de responsabilidad penal adolescente, el 92% de las internaciones provisorias no se transforman en penas privativas de libertad.
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Fuente: Boletín SENAME 2016, adolescentes atendidos Justicia Juvenil.

Remarcó que debe implementarse un sistema de unificación de penas impuestas en aplicación de la ley N° 20.084. Al respecto, puntualizó que en el mencionado cuerpo legal no hay una solución normativa que se haga cargo de lo planteado.

Advirtió que también se debe establecer un sistema de unificación de penas que corresponde aplicar bajo la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente y el sistema adulto. Subrayó que actualmente, una persona puede estar cumpliendo sanciones bajo la señalada ley y el sistema adulto.

La siguiente lámina da cuenta de cómo el sistema paulatinamente se fue haciendo cargo de la población adulta:
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Señaló que el Sename atiende a un 46,6% de población adulta en el sistema de justicia juvenil. Ello no se pensó en términos de los resultados que podía obtenerse de una norma que disponía que si el adolescente cometía un delito siendo menor de edad, independientemente de la edad que tuviese al cumplimiento, debía ejecutarse la condena en el sistema de responsabilidad penal adolescente.

Ello se refleja en el siguiente gráfico:
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El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe preguntó si lo señalado precedentemente se explica por la demora de los procesos investigativos.

La Directora Nacional del Sename, señora Huerta, sostuvo que el organismo que dirige tiene dos carencias. Una de ellas está constituida por el gran número de internaciones provisorias versus sentencias que efectivamente son privativas de libertad. Una segunda consiste en largas estadías en el sistema de internación provisoria.  

Recordó que se hizo un trabajo el año 2016 para sociabilizar ambas falencias, a través de oficios con jueces de garantías y la Defensoría, en términos de develar situaciones donde un adolescente estaba en internación provisoria por más de un año. 

Consignó que por muy grave que sea el delito, el sistema fue creado bajo la lógica de garantizar una mínima privación de libertad, mediante el sistema de internación provisoria.

Connotó que hay procesos que se extienden, pero no es una respuesta completa a la problemática, constituye solo uno de los factores. Agregó que otro elemento de esta situación es la reincidencia.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe reiteró su consulta respecto a lo extenso de las investigaciones. 

La señora Huerta solicitó que, debido a la multiplicidad de factores que pueden explicar esta situación, sea el Ministerio Público quien resuelva la duda planteada. 

Al retomar su exposición, hizo presente que la iniciativa en estudio establece una regla sobre el concurso de delitos y regula la reiteración delictiva. Asimismo, precisa la forma de resolver el tratamiento del concurso de delitos cometidos como adolescente y adulto.

Destacó que el proyecto reformula el sistema de quebrantamiento e incumplimiento de condenas y separa el concurso de procedimientos, en caso de que concurran imputados adolescentes y adultos.

Luego, se refirió a otras materias que se proponen y que significan un avance de la legislación. Explicó que en el Sename se está elaborando un proyecto piloto de idoneidad de la sanción, que guarda relación con la necesidad de tener a la vista experiencias que sirvan para determinar qué medidas generan mayor eficacia.
Seguidamente, se refirió a un conjunto de materias contenidas en el proyecto que requerirán una especial atención. Entre ellas destacó las siguientes.
1.- Especialización de los intervinientes. 

Reconoció que se requiere una mirada desde la justicia juvenil adolescente.  

2.- Requerimiento de centros de alto estándar a nivel nacional: mejora en la cantidad de plazas de acuerdo a estándares de personal, infraestructura y especialización. 

3.- Necesidades en capacidad de articulación de diversos Servicios para la adecuada implementación del sistema, acorde a los fines y garantías de la ley. 

Remarcó que un solo Servicio no es capaz de resolver los problemas de la reinserción social juvenil, dada la complejidad de la intervención que se requiere en estos casos.

4.- Oferta programática inestable en función de subvención y demanda. 

Precisó que la iniciativa se hace cargo de ello.

5.- Dificultades de supervisión, aseguramiento de calidad y control de organismos colaboradores. 

6.- En relación a la tensión entre el diseño normativo (ley Nº 20.084) y la configuración de las sanciones, el desafío del Servicio es levantar evidencia que facilite la toma de decisiones, y sirva incluso de sustento para futuras modificaciones a la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, razonablemente perfectible a diez años después de su implementación.
7.- Necesidad de sistemas de información complementarios, además de SENAINFO,  que permitan cruzar datos con facilidad e incluyan a los distintos actores involucrados. 

Seguidamente, explicó que esta iniciativa aborda las siguientes materias:
1.- Modelo de gestión de programas: definición de estándares de calidad.

2.- Gestión del conocimiento y sistemas de gestión de la información

3.- Instancias de coordinación.

4.- Comité de estándares de acreditación.

5.- Supresión de la Ley 20.032.

Expresó que las mencionadas temáticas corresponden a aquellos ámbitos que deben ser mejorados, de acuerdo a diversos informes y estudios que se tuvieron en vista para elaborar este proyecto. 

Luego, destacó que uno de los avances que significó la implementación de la ley N° 20.084, lo constituyen las unidades de corta estadía hospitalarias de cuidados intensivos psiquiátricos. Enfatizó que es necesario extender la mencionada experiencia a más zonas del país. 

Subrayó que se instauraron centros modelo en Talca y Puerto Montt. Manifestó que existen proyectos de construcción de las mencionadas unidades en Iquique, Antofagasta y San Bernardo.  

Sostuvo que una intervención adecuada no solo pasa por buenos profesionales, sino que también por la dignidad que se genera en torno a la intervención y el espacio donde ella se produce.

Agregó que durante el período de aplicación de la ley vigente se ha logrado determinar el estándar de dotación. La relación es de 1 educador por cada 8 adolescentes.

Remarcó que en los centros de justicia juvenil, particularmente con lo que dice relación con los educadores que prestan servicios durante el día, se ha avanzado hacia la profesionalización de estos funcionarios.

Seguidamente, mencionó aspectos que deben ser examinados en el ámbito de la intervención:
El primero dice relación con la reinserción social y disminución de la reincidencia. 

En segundo lugar, destacó que la medida que más favorece la reincidencia es el régimen semicerrado. 

Destacó que hubo un problema de diseño en el mencionado régimen y en la elaboración de la escala de penas en la responsabilidad penal adolescente. Lo anterior viene a ser corregido en este proyecto de ley.
En tercer lugar, se refirió al modelo de intervención. En esta materia, aseveró que no basta declarar que se necesita un modelo determinado, sino que además se requiere protocolos; reglamentos; personal capacitado, etcétera.

Para resolver lo anterior, recalcó que el proyecto de ley establece reformas específicas relativas a la reincidencia, el quebrantamiento y la idoneidad de la sanción. Se precisan nuevos modelos de intervención, se modifica el sistema semicerrado; se clarifican las condiciones de suspensión del procedimiento, y se configura una nueva justicia restaurativa   

En relación a los avances del Servicio Nacional de Menores, detalló:

1.- Proceso de evaluación de sistema semicerrado  y definición de reglamento junto a asociaciones de funcionarios para abordaje de brechas de reglamento de la ley N° 20.084. Señaló que es necesario entender que no todo lo resuelve la ley y que la existencia de reglamento y los protocolos tienen que estar pensados antes de que se logre la implementación.

2.- Plan motivacional para aumento de cumplimiento CSC. 

3.- Avances en coordinaciones con el Ministerio de Justicia para establecimiento de modelos base para desarrollo de orientaciones y estandarización de uso de instrumentos y metodologías.

4.- Definición de desafíos en especialización de perfiles y poblaciones específicas (por ejemplo, en delitos sexuales, inmigrantes, género, etc.).

5.- Pilotaje de plataforma con instrumentos estandarizados.

6.- Abordaje de situaciones emergentes: prevención del suicidio (modelo y capacitación validada por el Ministerio de Salud), análisis de tasas de fatalidad en contextos de medio libre (asociadas a contextos violentos).

7.- Piloto idoneidad de sanción.

8.- Gestión de información en función a eventos críticos en centros de administración directa y variables asociadas.

9.- Pilotaje Modelo de Gestión.

10.- Socialización de Estudio de estándares de calidad con colaboradoras.

Finalizó su exposición señalando que lo anterior corresponde  a la evaluación que efectuó el Servicio Nacional de Menores en términos de los déficits y de los aciertos de los programas que actualmente desarrolla el Sename.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció el uso de la palabra al abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado.

El señor Maldonado manifestó que, en relación a la presencia de adultos en el sistema, la evaluación del Ministerio no detecta demasiadas dificultades en materia de dilación de procesos, a los efectos de generar ese déficit. Opinó que el centro de la mirada está puesto en la ausencia de una normativa concursal que dé lugar a una sanción unificada. Agregó que hay que considerar un déficit en la gestión respecto a la ejecución de las sanciones. Ejemplificó con el caso de algunos jóvenes que quebrantan la condena y cuando regresan al sistema ya han cumplido la mayoría de edad.

El Honorable Senador señor Larraín consideró útil que el Ejecutivo prepare una gráfica de cómo queda este sistema que se planea dividir en dos. Le interesó conocer cómo está pensada la infraestructura de esa separación.

Solicitó tener antecedentes sobre las muertes que se han producido y en qué subsistema se han causado y cómo se conecta lo anterior con el Plan Nacional de Derechos Humanos.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra al Director de la Unidad de Responsabilidad Penal Adolescente del Ministerio Público, señor Rolando Melo.

Al comenzar su intervención agradeció a la Comisión la invitación para tratar este proyecto de ley.
Seguidamente, puntualizó que el Ministerio Público debe estar presente en la discusión de esta iniciativa. Opinó que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos ha abordado la materia adecuadamente en el proyecto de ley que se discute.

En relación a la especialización de operadores del sistema de justicia, hizo presente la inviabilidad de establecer un sistema de justicia especializado con los recursos con los que hoy cuenta el Servicio que representa.

Consideró relevante establecer cuántos adolescentes han ingresado anualmente durante los últimos nueve años. Para clarificar lo anterior presentó el siguiente cuadro:
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Aseveró que el año 2008 ingresan 70.761 adolescentes al sistema. Añadió que el año 2016 entraron 40.761. Recalcó que se produjo una disminución del 30%. 

Dado lo anterior, la pregunta que surge es la siguiente: ¿cuál es el problema de la ley N° 20.084? Sostuvo que la respuesta a ello se encuentra en el siguiente gráfico:    

Número de Causas por Sujeto Único (N° de causas promedio por sujeto)
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Hizo presente que el promedio de delitos por  adolescente va incrementándose. Relató que en los últimos 5 años ha aumentado en un 16,5%. 

Mencionó que otro dato relevante lo constituyen las órdenes de detención. Ello se ve reflejado en el siguiente cuadro: 


[image: image68.png]ORDENES DE DETENCION RPA (16 -17 ANOS)

9000

8000 /*qb/ﬁa N5
7000

6565

6000 5947

5320
5000

4556
4000

2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016





Expresó que existe un grupo de adolescentes que debe ser abordado de manera sistemática e integral.

Seguidamente, se refirió a los nudos críticos para la persecución penal. Entre ellos enumeró los siguientes:

1.- Falta un organismo técnico o instrumento diagnóstico que oriente en la calificación de la idoneidad de la sanción.

2.- Procedencia de las medidas cautelares en la hipótesis del artículo 33 del Código Procesal Penal, esto es ante la incomparecencia injustificada del imputado adolescente cuando fuere necesario citarlo para llevar a cabo una actuación ante el tribunal.

3.- Tratamiento diferenciado en casos de reiteración.

Destacó que existen inconvenientes respecto de los concurso de los delitos y de la reiteración de estos últimos. 

4.- Determinación de sanciones en delitos contra la propiedad, con el fin de determinar estatuto aplicable en relación con el artículo 449 del Código Penal modificado por la Ley N°20.913 o Ley de Agenda Corta. 

Recordó que el mencionado artículo determinó un piso para las sanciones. Agregó que está en discusión si esa norma es aplicable a los adolescentes. 

5.- Subutilización de la sanción accesoria de sometimiento a tratamiento  por consumo problemático de drogas y alcohol.

6.- Procedencia del artículo 369 quáter del Código Penal, esto es, de la suspensión del plazo de prescripción de la acción penal en delitos sexuales cometidos en contra de menores de edad. 

Precisó que debe resolverse la interpretación que se ha dado del mencionado artículo;

7.- Procedencia de las sanciones accesorias y medidas cautelares contenidas en la Ley N°20.066 sobre violencia intrafamiliar, sanciones accesorias en delitos sexuales y sanciones accesorias contenidas en leyes penales especiales; 

8.- Establecer la incorporación de huellas genéticas al Sistema Nacional de Registros de ADN, tratándose de imputados y condenados adolescentes; 

9.- Ejecución de sanciones. Se requiere a) incorporar requisitos objetivos para la sustitución de condenas, b)  regular los efectos del quebrantamiento tratándose de la internación en régimen cerrado y c) establecer sistema recursivo.

Agregó que si hay alguna modificación en etapa de ejecución, ésta sea susceptible de un recurso de apelación.

En cuanto a las reformas a la ley N° 20.084 mencionó las siguientes:

a.- Establecimiento de límites mínimos y máximos para las sanciones que lo requieran. 

Opinó que este tema debiera ser trasladado a la etapa de ejecución. Sin embargo, afirmó que la extensión de la pena debiese enmarcarse siempre en el modelo que establece la Tabla del artículo 23 de la ley N° 20.084.

b.- Limitación a la aplicación de la amonestación.

c.- Regulación de la reiteración delictiva.

d.- Tratamiento del concurso de delitos cometidos como adolescente y adulto y régimen de unificación.

e.- Determinación de pena única. Art. 24.

f.- Nuevos criterios para individualizar la pena. Art. 24.

g.- Se elimina sanción accesoria de sometimiento a tratamientos de rehabilitación por adicción a drogas y alcohol.

Recalcó que ella se traslada a la etapa de intervención. Señaló que el problema lo situamos en aquellos casos en que la pena no tiene plan de intervención, pero el adolescente sí tiene consumo problemático. 

h.- Sustitución de la pena de internamiento en régimen semicerrado por la de libertad asistida especial con reclusión parcial.

Sostuvo que esta situación no se produce.

i.- Plazos y condiciones para la ejecución de la suspensión condicional del procedimiento y la sujeción a la vigilancia de la autoridad como medida cautelar.

j.- Supresión del procedimiento monitorio.

Manifestó que el Ministerio Público no está de acuerdo con la mencionada eliminación. 

k.- Formalización legal de la procedencia del procedimiento abreviado.

l.- Separación de acusaciones como regla general en caso de imputados adolescentes y adultos (concurso de procedimientos).

m.- Medidas accesorias en casos de violencia intrafamiliar.

Finalmente, en cuanto a la especialización de operadores del sistema de justicia, expresó que con el fin de perfeccionar la iniciativa propuesta y con el objeto que las intenciones de mejorar el sistema puedan ser una realidad que opere eficientemente, propuso: 

a.- Efectuar un análisis sobre la carga que significa para la institución las normas que se proponen sobre exclusividad de fiscales, ya que actualmente no existen en la institución recursos asignados para ello y el proyecto de ley tampoco los otorga.

b.- Se hace necesario ser parte en la discusión en particular de las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, por cuanto se introducen normas que alteran la actual regulación que existe tanto en relación con las Unidades Especializadas como las Unidades administrativas de las Fiscalías Regionales. Lo que requiere un mayor estudio desde el punto de vista jurídico-orgánico, como de impacto administrativo y/o financiero.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe les ofreció la palabra a los Honorables Senadores presentes, para efectos de formular preguntas a los expositores.  

El Honorable Senador señor Espina solicitó la información sobre el número de adolescentes que tienen más de diez detenciones durante los últimos dos años.

La Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, señora Solange Huerta hizo presente que las cifras son distintas si hablamos de detenciones; controles de detención y condenas. Agregó que el Sename no tiene los antecedentes de las detenciones, porque ello no implica ingresar al sistema.

Sostuvo que la información solicitada la puede responder el Ministerio Público.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe requirió que la información que se entregue, comience desde el año 2010.

El Honorable Senador señor Espina aseveró que tiene la convicción de que el sistema de responsabilidad penal juvenil ha funcionado de manera muy deficiente. De ello se percató en terreno, a través de visitas a distintos centros de detención.

Preguntó si se justifica la existencia del régimen semicerrado. Determinó que éste padece de grandes debilidades. Constató que en la Araucanía existe un solo Centro, por lo tanto, las distancias geográficas implican un grave perjuicio al adolescente.  

Consultó a los expositores la opinión respecto a cómo se están ejecutando los distintos tipos de sanciones penales. Reconoció que el régimen cerrado opera bajo la lógica de que el menor tiene un proceso de reinserción y rehabilitación que, en la práctica, solo existe en casos muy aislados.

Inquirió por qué funciona mal la libertad asistida especial. Preguntó por la aplicación de los trabajos en beneficio de la comunidad y la amonestación. 

Finalmente, consultó acerca de cómo lograr que el sistema sea eficiente y qué recursos económicos se requieren para ello.

El Honorable Senador señor Larraín manifestó que en la exposición realizada por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, se señaló que se requiere un incremento en el personal en distintas instituciones. Preguntó si estas últimas estiman que ello es necesario para asegurar el éxito del proceso que se propone.

El abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado ofreció entregar información detallada por programa y por regiones.

Sostuvo que hay un déficit respecto a la ejecución de las sentencias conforme a un plan y un modelo. Es ahí donde se explica por qué se produce reiteración de delitos y por qué no se está otorgando cobertura para la aplicación efectiva del régimen semicerrado.

-.-.-
En una sesión posterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció el uso de la palabra al Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, señor Andrés Mahnke. 

Al iniciar su intervención, el señor Mahnke manifestó, como antecedente previo, que la Defensoría valora la presentación de esta iniciativa. 

Consignó que desde la entrada en vigencia de la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal juvenil, la Defensoría Penal Pública ha consolidado un grupo de defensa especializado en esta materia, tanto a nivel central como regional, entendiendo que no solo se requiere contar con abogados, sino también con profesionales que apoyen la labor de defensa de manera coordinada. 

Destacó que actualmente la Defensoría cuenta con 83 funcionarios que conforman este equipo, de los cuales 50 son defensores juveniles de dedicación exclusiva, quienes apoyados por trabajadores sociales institucionales cubren de manera especializada el 75% de la demanda de defensa. Con la colaboración de los defensores de las localidades que no cuentan con un defensor especializado, pero que han recibido capacitación en la materia, la Defensoría Penal Pública asume el 98% de las causas de adolescentes del país.

Señaló que el temor al actuar delictual de los adolescentes es una percepción extendida, pero no pasa de ser una sensación. Atendida la contradicción que representan con la imagen que los adultos tienen de la inocencia infantil, los delitos cometidos por menores de edad captan con mayor intensidad la atención de los medios de comunicación y de la opinión pública. Pero la verdad empírica es que desde el año 2011 la delincuencia juvenil viene a la baja. En ello coinciden las cifras del Ministerio Público y de la Defensoría.

Añadió que los adolescentes imputados -representados por la Defensoría Penal Pública (98%)- fueron 34.906 en 2011 y 26.247 en 2016, lo que representa una disminución del 25%. Recalcó que en el caso de los adultos la disminución fue de un 11% (2011:335.858; 2016:299.058). Así queda demostrado en el siguiente gráfico: 
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Expresó que para la Defensoría Penal Pública los adolescentes imputados representaban hace 10 años un 10,5% del total de causas. Hoy no superan el 8,1%. Según datos de la Fiscalía ha disminuido el número de adolescentes aprehendidos por supuestos delitos, de 70.761 en 2008 a 40.761 en 2016 (-42,3%). Ello queda reflejado en el siguiente cuadro:
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A continuación se refirió a los problemas que presenta la aplicación de la ley Nº 20.084

Explicó que un primer aspecto se refiere a la especialización. Manifestó que para la Defensoría Penal Pública, ha resultado fundamental la especialización de todo el equipo de defensa juvenil para poder entregar un servicio de calidad, que resulte adecuado a las necesidades de los jóvenes usuarios con altos estándares de calidad. Sin embargo, por diversas razones, el sistema penal juvenil chileno no evolucionó hacia la especialización estructural, sino que jueces y fiscales realizaron y efectúan cursos de actualización y capacitación, pero no existe, como en la defensoría, profesionales de dedicación exclusiva a esta importante y delicada materia.
Sostuvo que una segunda falencia se observa en la implementación del sistema. Connotó que éste constituye uno de los principales inconvenientes que ha tenido la ley N° 20.084 desde un punto de vista funcional. Muchas de las personas que intervienen en un juicio contra un adolescente no conocen los centros, los programas, los talleres y los planes de intervención, con impacto en escolaridad y reinserción de los jóvenes. Agregó que las causas de adolescentes son tratadas bajo la misma lógica de los adultos, razón por la cual existen problemas alarmantes como la gran cantidad de jóvenes en internación provisoria que posteriormente no son condenados a una pena privativa de libertad. Constató que muchos de ellos pierden el año escolar al tener que pasar privados de libertad durante el período de investigación. De acuerdo a un estudio realizado por la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile, que tuvo a su disposición los datos de la Defensoría Penal Pública, dio cuenta que el solo hecho de repetir de curso aumenta en un 38% las posibilidades de verse envuelto en conflicto con la ley penal.
Recalcó que este mal funcionamiento es lógico si pensamos que es muy difícil pedir a un interviniente, que destina más de un 90% de su tiempo al trabajo con adultos, que conozca, entienda, aplique y controle las dinámicas que se producen en la justicia juvenil.
Luego, aseveró que un tercer aspecto que hay que abordar dice relación con la infraestructura necesaria para que funcione adecuadamente el sistema de responsabilidad penal juvenil.

Indicó que cuando hace diez años entró en vigencia  la ley N° 20.084 se dijo que comenzaría con el piso mínimo y que con el correr del tiempo se iría mejorando. Precisó que lo anterior nunca ocurrió, sino que, por el contrario, la infraestructura de algunos centros y programas se fue deteriorando ante la mirada impávida de todos. 
Expresó que el ejemplo más dramático es el de los centros semicerrados cuyas condiciones de funcionamiento convierten en utopía la reinserción social. Reconoció que salvo en la Región Metropolitana, solo existe un centro por región y todo joven que no viva en la respectiva ciudad debe viajar a diario para poder cumplir su pena, quedando muchas veces durante el día en una ciudad que le es ajena, lejos de su grupo familiar o adulto responsable. Esto explica que sea la sanción con mayor índice de reincidencia. 
Destacó que constituye una excelente noticia su eliminación a cambio de una libertad asistida especial con reclusión nocturna. Consideró relevante que ella ofrezca la posibilidad de cumplirse en la misma ciudad en que el adolescente vive pues de lo contrario no solucionaría los problemas del actual sistema.
En relación a los programas de intervención  y calificación del personal, manifestó que resulta evidente que el diseño, la infraestructura y la administración del Servicio encargado de trabajar con los adolescentes deben ser modificados y reforzados desde un punto de vista material y humano.
Estimó relevante que el proyecto priorice la necesaria profesionalización de las personas que trabajan directamente con los jóvenes, así como una visión intersectorial en un diseño que involucre y coordine el trabajo en red en líneas de protección, salud, trabajo, educación, etcétera.
En cuanto a la creación del nuevo Servicio de Reinserción Social Juvenil, valoró la presentación de este proyecto, especialmente en lo que se refiere al fortalecimiento regional del Servicio y la priorización de la opinión técnica y el trabajo intersectorial expresados en la creación de una Comisión Nacional de Reinserción Social Juvenil, de las comisiones operativas regionales y el fortalecimiento del trabajo de gestión en redes. 
Respecto al fortalecimiento regional, celebró que el proyecto refuerce el trabajo, las facultades y la responsabilidad de las direcciones regionales del Servicio, la creación del Consejo de Estándares y Acreditación y en general toda iniciativa que venga a mejorar el modelo de gestión de programas. Resaltó que constituye un cambio necesario.
Subrayó que la creación de la Comisión Nacional de Reinserción Social Juvenil, instancia coordinada por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, resulta clave para lograr un trabajo coordinado con los demás actores del sistema, lo que deberá tener su réplica regional en las Comisiones Operativas Regionales y el fortalecimiento en el trabajo de gestión de redes que necesariamente debe operar un servicio con un rol tan importante como el trabajo con nuestros jóvenes.

Seguidamente, pasó a referirse a las modificaciones que se proponen a la ley Nº 20.084.
Sostuvo que la Defensoría Penal Pública, a través de sus equipos técnicos, fue consultada junto al Ministerio Público y el Poder Judicial, en la elaboración de estas propuestas de reforma a la ley N° 20.084.

Añadió que, en general, las reformas que se proponen en el artículo 40 del proyecto parecen adecuadas y razonables.

Estimó como correcta la modificación que se propone a la sanción de internación en régimen semicerrado para definirla derechamente como una libertad asistida especial con reclusión parcial, pues queda claro desde ya cuál es su contenido y orientación. Hizo presente, en todo caso, que es fundamental que se asegure administrativa y financieramente un mayor número de centros que permitan que el menor no pierda la relación y contacto con su entorno familiar, social y educacional y que no estén adosados a los centros de internación en régimen cerrado.
Señaló, asimismo, que  las sanciones no privativas de libertad también deben estar adecuadamente dotadas de los medios profesionales y económicos, con el objetivo de que efectivamente puedan servir de “freno” a la sobrepoblación de los centros de privación de libertad. Aseveró que debe tenerse en cuenta que de acuerdo a los estudios de reincidencia que se han hecho en Chile, la libertad asistida especial, por ejemplo, es la que mejores resultados presenta a este respecto. 
Consideró correctas las modificaciones que se proponen al artículo 24 de la ley N° 20.084, así como los nuevos artículos 25 ter, 25 quáter, 25 quinquies, que solucionarán uno de los más graves núcleos problemáticos de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, a saber, la multiplicidad de sanciones. Con la unificación de las sanciones que se impongan al adolescente, ya sea en un mismo juicio o en diversos, independientemente de cuándo se hayan cometido los delitos, se facilita un mayor control de las mismas, y a la reinserción social del joven. 
Opinó favorablemente respecto a la eliminación del procedimiento monitorio en adolescentes, toda vez que sus características no tienen que ver con los fines de reinserción social del sistema penal juvenil. Hizo presente que es importante considerar que se han producido errores en su aplicación, como la condena por faltas a jóvenes de 14 o 15 años (lo que no procede) y que la carencia de defensa en este tipo de procedimientos no permite controlar eventuales abusos.
Remarcó que la modificación que se propone al procedimiento abreviado limita una herramienta procedimental que permite llegar a soluciones razonables en casos que no pueden abarcarse por el procedimiento simplificado, además de ser un instrumento de economía procesal. Estimó que debería proceder conforme a las reglas generales a menos que la pena solicitada sea la internación en régimen cerrado con una duración superior a los 5 años.
Apreció la reducción de los plazos de la suspensión condicional del procedimiento, así como la explicitación de condiciones adecuadas a la reinserción social del adolescente. No obstante lo anterior, precisó que extrañaba una regulación distinta a la del Código Procesal Penal en cuanto a los requisitos de su procedencia. Agregó que la rigidez de las normas de adultos en esta materia no permite un mayor y mejor uso de esta herramienta que, con las nuevas condiciones especiales que se proponen en el proyecto de ley, puede constituirse en un gran instrumento de reinserción social. Por eso mismo, también, consideró que esta salida alternativa no debe limitarse expresamente a faltas y simples delitos, pues constituye un retroceso a la normativa actual que permite su aplicación, incluso a algunos casos de crímenes.

Aplaudió la incorporación formal de la mediación porque se trata de una forma de solución del conflicto penal que favorece al mismo tiempo la satisfacción de las necesidades de las víctimas y una responsabilización del adolescente. Insistió en que es necesario flexibilizar las reglas de procedencia de la suspensión condicional del procedimiento, porque ello favorecerá a su vez el uso de la mediación.

En seguida, expresó que valora la presente iniciativa y las modificaciones a la ley N° 20.084 y al Código Orgánico de Tribunales, pero debe proponerse un horizonte más ambicioso para la cobertura especializada, la que de acuerdo a las reformas propuestas llegaría en su implementación gradual aproximadamente a un 48% de las causas. Hizo presente que la Defensoría ha logrado una cobertura especializada que llega al 75% y podría alcanzar el 85%. 

Destacó que la Defensoría cuenta con un sistema mixto de prestación de defensa, en que el 75% de ella lo llevan a cabo abogados privados que son contratados a través del sistema de licitaciones. 

Manifestó que la Defensoría se ha transformado, desde el punto de vista del nivel central y regional, en una especie de Superintendencia de control de la función que desempeñan los defensores privados. Aseveró que para llevar a cabo el mencionado control, deben definirse los estándares; en qué consiste la demanda; y los costos. Reconoció que si ello no está determinado, es difícil llevarlo a bases de licitación y ejecución de contratos. Lo anterior produce un impacto en lo económico y en lo administrativo. Agregó que por regulaciones de la justicia laboral, se debatirá si estamos en presencia de la figura de la subcontratación. Esto último debe estar inmerso en el informe financiero.     

Finalizó su intervención señalando que es necesario buscar soluciones que permitan que no haya jóvenes excluidos de un sistema que efectivamente pueda velar por su interés superior.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció el uso de la palabra al Director Nacional de Gendarmería, señor Jaime Rojas. 

El señor Director Nacional comenzó su intervención manifestando que el inciso tercero del artículo 43 de la ley Nº 20.084, dispone que para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los Centros Cerrados de Privación de Libertad y los Centros de Internación Provisoria, se establecerá una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile. Ésta permanecerá fuera del recinto, pero estará autorizada para ingresar en caso de motín o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes y revisar sus dependencias con el solo objeto de evitarlas.

Agregó que el inciso tercero del artículo 56 del citado cuerpo legal señala: “Si al momento de alcanzar los dieciocho años le restan por cumplir más de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, el Servicio Nacional de Menores evacuará un informe fundado al juez de control de ejecución en que solicite la permanencia en el centro cerrado de privación de libertad o sugiera su traslado a un recinto penitenciario administrado por Gendarmería de Chile.”

Hizo presente que el decreto ley N° 2859, que fija la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, dispone en su artículo 3°:  

“Corresponde a Gendarmería de Chile:

a) Dirigir todos los establecimientos penales del país, aplicando las normas previstas en el régimen penitenciario que señala la ley y velar por la seguridad interior de ellos. Además, deberá estar a cargo de la seguridad perimetral de los centros del Servicio Nacional de Menores para la internación provisoria y el cumplimiento de las sanciones privativas de libertad de los adolescentes por infracción de ley penal.”. 

d) “Colaborar en la vigilancia de los Centros del Servicio Nacional de Menores para adolescentes que se encuentran en internación provisoria o con sanción privativa de libertad, realizando las siguientes funciones:

1. Ejercer la vigilancia y custodia perimetral permanente de los centros privativos de libertad.

2. Controlar el ingreso al centro.

3. Colaborar en el manejo de conflictos al interior de los centros, tales como fugas, motines y riñas.”.

Asimismo, indicó que el inciso, del artículo 18, del  decreto supremo N° 518 de 1998, del Ministerio de Justicia, sobre Reglamento de Establecimientos Penitenciarios, dispone lo siguiente:

“Los menores de edad entre 16 y 18 años que, por orden del tribunal competente ingresen a los establecimientos penitenciarios administrados por Gendarmería de Chile, deberán permanecer en recintos de uso exclusivo, totalmente separados de los internos adultos y corresponderá a la Administración Penitenciaria resguardar su seguridad.” 

Sostuvo que la población penal que permanece cumpliendo penas por delitos y condiciones establecidas en ley N° 20.084,  al 31 de julio de 2017 corresponde a  119 personas, mayoritariamente hombres (118, que representan un 99,2%).

Agregó que 24 Unidades Penales poseen secciones juveniles, con un total de 729 plazas, las que al desencierro del día 07 de agosto de 2017 poseían un 16% de uso (esto es, 1 de cada 6 plazas se encuentra poblada). La mayor cantidad de plazas se encuentran en la región Metropolitana, específicamente en el CDP de Puente Alto, con 98 plazas.

Lo señalado precedentemente se demuestra en los siguientes gráficos:


[image: image71.emf]MUJER HOMBRE TOTAL % PAÍS

DE ARICA Y PARINACOTA 1 7 8 6,0%

DE TARAPACÁ 0 0 0 0,0%

DE ANTOFAGASTA 0 18 18 12,9%

DE ATACAMA 0 3 3 2,6%

DE COQUIMBO 0 8 8 7,8%

DE VALPARAÍSO 0 14 14 12,1%

DEL LIBERTADOR BERNARDO O'HIGGINS 0 3 3 2,6%

DEL MAULE 0 13 13 11,2%

DEL BIO-BÍO 0 8 8 7,8%

DE LA ARAUCANÍA 0 7 7 6,0%

DE LOS RÍOS 0 4 4 2,6%

DE LOS LAGOS 0 2 2 1,7%

DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO 0 2 2 1,7%

DE MAGALLANES Y ANTÁRTICA CHILENA 0 1 1 0,9%

METROPOLITANA 0 28 28 24,1%

TOTAL 1 118 119 100%

% SEGÚN SEXO 0,8% 99,2% 100%

REGIÓN ESTABLECIMENTO RECLUSIÓN

TOTAL INTERNOS SECCIONES JUVENILES


En seguida, en relación a la población penal atendida en subsistema cerrado secciones juveniles, expresó que la mencionada  población penal se encuentra recluida en secciones especiales, principalmente por robos (73%). Ello se refleja en el siguiente gráfico:
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ROBOS 1 84 85 73,3%

DROGAS 0 6 6 5,2%

FALTAS 0 11 11 9,5%

DELITOS SEXUALES 0 3 3 2,6%

HURTOS 0 5 5 4,3%

HOMICIDIOS 0 22 22 19,0%

CONTROL DE ARMAS 0 5 5 4,3%

LESIONES 0 2 2 1,7%

MATERIA CIVIL 0 1 1 0,9%

LEY DEL TRANSITO 0 0 0 0,0%

DELITOS ECONOMICOS 0 0 0 0,0%

SECUESTRO 0 0 0 0,0%

INFRACCION LEY DE ALCOHOLES 0 0 0 0,0%

CUASIDELITOS 0 1 1 0,9%

ACTOS TERRORISTAS Y SEGURIDAD INTERIOR 0 0 0 0,0%

OTRAS TIPIFICACIONES DE DELITOS 0 13 13 11,2%

TIPO DELITO

TOTAL POBLACIÓN PENAL


En cuanto a la población penal vigente, en secciones juveniles, al 07 de agosto de 2017, acompañó el siguiente cuadro:

[image: image73.emf]Hombre Mujer Total Hombre Mujer Total Hombre Mujer Total

DE ARICA Y PARINACOTA 6 1 7 16 16 32 37,5% 6,3% 21,9%

1C.P. DE ARICA 6 1 7 16 16 32 37,5% 6,3% 21,9%

DE ANTOFAGASTA 18 18 78 8 86 23,1% 0% 20,9%

2C.C.P. DE ANTOFAGASTA CONCESIONADO 18 18 78 78 23,1% - 23,1%

3C.P.F. DE ANTOFAGASTA 8 8 0,0%

DE ATACAMA 3 3 20 12 32 15,0% 0% 9,4%

4C.C.P. DE COPIAPO 3 3 20 20 15,0% - 15,0%

5C.D.P. DE VALLENAR 12 20 - 0,0%

DE COQUIMBO 8 8 20 4 24 40,0% 0% 33,3%

6C.P. DE LA SERENA 8 8 20 20 40,0% - 40,0%

7C.D.P. DE OVALLE 4 4 0,0%

DE VALPARAÍSO 14 14 40 15 55 35,0% 0% 25,5%

8C.P. DE VALPARAISO 14 14 40 15 55 35,0% 0% 25,5%

DEL LIBERTADOR BERNARDO OHIGGINS 3 3 36 12 48 8,3% 0% 6,3%

9C.C.P. DE RENGO 3 3 36 36 8,3% - 8,3%

10C.C.P. DE SANTA CRUZ 12 12 - 0,0%

DEL MAULE 13 13 16 4 20 81,3% 0% 65,0%

11C.C.P. DE CAUQUENES 13 13 16 16 81,3% - 81,3%

12C.P.F. DE TALCA 4 4 - 0,0%

DEL BIO-BÍO 8 8 48 2 50 16,7% 0% 16,0%

13C.C.P. DE CHILLAN 8 8 48 48 16,7% - 16,7%

14C.P. DE CONCEPCION 2 2 - 0%

DE LA ARAUCANÍA 7 7 64 4 68 10,9% 0% 10,3%

15C.C.P. DE TEMUCO 7 7 64 64 10,9% - 10,9%

16C.P.F. DE TEMUCO 4 4 - 0%

DE LOS RÍOS 4 4 22 4 26 18,2% 0% 15,4%

17C.C.P. DE RIO BUENO 4 4 22 4 26 18,2% 0% 15,4%

DE LOS LAGOS 3 3 36 20 56 8,3% 0% 5,4%

18C.C.P. DE OSORNO 20 20 - - 0%

19C.P. DE PUERTO MONTT 3 3 36 36 8,3% - 8,3%

DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO 2 2 10 8 18 20,0% 0% 11,1%

20C.D.P. DE PUERTO AYSEN 8 8 - - 0%

21C.D.P. DE PUERTO AYSEN 2 2 10 10 20,0% - 20,0%

DE MAGALLANES Y ANTÁRTICA CHILENA 1 1 12 4 16 8,3% 0% 6,3%

22C.P. DE PUNTA ARENAS 1 1 12 4 16 8,3% 0% 6,3%

METROPOLITANA 28 28 98 42 140 28,6% 0% 20,0%

23C.D.P. DE PUENTE ALTO 28 28 98 98 28,6% - 28,6%

24C.P.F. DE SANTIAGO 42 42 - - 0%

TOTAL 118 1 119 556 173 729 21,2% 0,6% 16,3%

% SEGÚN SEXO 99,2% 0,8% 100% 76,3% 23,7% 100%

SECCIONES JUVENILES  CAPACIDAD  SEGÚN DISEÑO  USO DE CAPACIDAD

ESTABLECIMIENTO PENAL #


Consignó que los efectos de la iniciativa en Gendarmería, son los siguientes:

1.- Participar en la Comisión Coordinadora Nacional, la que le corresponde revisar periódicamente el funcionamiento del sistema de ejecución de justicia penal de la ley N° 20.084;

2.- Se mantiene la obligación legal de custodia perimetral en los centros administrados por el nuevo Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, ley N° 20.084, y 

3.- Modifica la Ley Orgánica Constitucional de   Gendarmería de Chile, en lo que se refiere a sustituir el concepto de Servicio Nacional de Menores por el de  Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil.

Recordó que a la fecha, en los 17 centros administrados por SENAME hay 796 funcionarios destinados, correspondientes a la Planta I de oficiales y a la Planta II de Suboficiales. En las secciones juveniles administradas por Gendarmería de Chile a nivel nacional hay una dotación de 70 funcionarios correspondiente a las dos plantas señaladas.

Terminó su exposición señalando que en el año 2017, para las secciones juveniles administradas por Gendarmería de Chile, existe el presupuesto asignado de 1.059 millones de pesos, correspondiente a alimentos, textiles, materiales de consumo, servicios básicos, mantención y servicios técnicos profesionales.

 A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra al Director de Justicia de Carabineros General, señor Juan Carlos Gutiérrez.

El señor Director de Justicia comenzó su intervención manifestando que la iniciativa en estudio tiene por finalidad crear en Chile una nueva institucionalidad respecto de la actuación del Estado en relación con niños, niñas y adolescentes infractores de ley, separando el tratamiento que respecto de éstos se efectuaba conjuntamente con sus pares vulnerados en el actual Sename.

Expresó que en la actual normativa que regula las acciones del Estado respecto de los menores en términos generales, ya sea vulnerados o infractores de ley regulados en la ley N° 20.084 conocida como “Ley de Responsabilidad Adolescente”, es el Servicio Nacional de Menores, el órgano dependiente del Ministerio de Justicia, el que tiene como principal función  contribuir a la protección y promoción de los derechos de niños y niñas y adolescentes y, a reinsertar en la sociedad a los menores que han infringido la ley.

Agregó que a partir del 2005, fecha de entrada en vigencia de la Ley N° 20.084, Carabineros de Chile, conforme al mandato de esa norma, ha profundizado y especializado sus procedimientos respecto de estos menores, y en general, en relación con situaciones que afectan a la familia, desarrollando acciones que le permitan  cumplir el estándar que la  normativa le imponen a las policías sobre esta materia.

Para cumplir el objetivo antes mencionado, indicó que Carabineros estableció la Zona de Prevención y Protección de la Familia, órgano rector de las políticas de familia y de niños, niñas y adolescentes, encargada de fijar el estándar que se debe cumplir al nivel operativo del país sobre estas materias, por medio del establecimiento y desarrollo de planes y programas a nivel nacional que deben ser aplicados en las funciones operativas que lleva a cabo el personal policial.

Destacó que en este mismo ámbito, en el año 2015 se crea la Prefectura y una Comisaría de la Familia. Además, habida consideración de la situación de los niños, niñas y adolescentes en la zona del conflicto mapuche, también se creó la Tenencia de Familia y Menores Araucanía, cuya finalidad es brindar una atención especializada y focalizada en esa zona respecto de estas materias.

Precisó que en Carabineros se llevan a cabo en la actualidad, entre otras, las siguientes acciones a favor de la familia y los niños, niñas y adolescentes en general, ya sea por la propia Institución o en coordinación con otros órganos públicos:

1.- El establecimiento de las llamadas “salas de familia” por medios de las cuales se busca mejorar la calidad de atención de los servicios entregados a la comunidad, para brindar una atención diferenciada y especializada, bajo la perspectiva de género a las víctimas de violencia intrafamiliar, de vulneración de derechos de niños, niñas, adolescentes y personas mayores, de violencia contra la mujer y de delitos sexuales, fortaleciendo el rol  preventivo de la Institución.

2.- La estandarización y profundización de las acciones que Carabineros de Chile debe cumplir con los niños, niñas y adolescentes vulnerados e infractores, lo que se ha regulado por medio de un Manual que establece protocolos y procedimientos aplicables por todo el personal operativo institucional, y que fue desarrollado por la Zona de Prevención y Protección de Familia.

3.- El desarrollo de permanentes procesos de capacitación continua respecto del personal institucional, ya sea en relación a los que prestan servicios en las unidades especializadas de menores y familia, como respecto de todo el personal policial a nivel nacional.

4.- Participación en el programa “24 horas” dependiente de la Subsecretaria de Prevención del delito del Ministerio del Interior, proporcionando la información necesaria respecto de menores objeto del mismo, para llevar a cabo acciones de detección temprana de acciones transgresoras de niños, niñas y adolescentes de 11 a 17 años de edad, e implementar terapias multisistémicas para superar situaciones de vulneración e infracción de ley.

5.- La adecuación de los procedimientos policiales y la capacitación permanente del personal policial para  la aplicación de la ley N° 20.084 sobre  Responsabilidad Penal Adolescente, ya que la entrada en vigencia de esta normativa significó un cambio en la actuación policial respecto de los niños, niñas y adolescentes en general.

Luego, hizo presente que en la actualidad Carabineros de Chile se encuentra dando cumplimiento, dentro de los estándares esperados, el mandato constitucional y legal y lo que disponen los tratados internacionales en materia de protección de menores y adolescentes.

Sin perjuicio de lo anterior, señaló que desde la entrada en vigencia de la ley N° 20.084 sobre Responsabilidad Penal Adolescente, el año 2005, al igual que lo percibe el resto de la sociedad, este primer esfuerzo de especialización de la justicia penal adolescente ha resultado insuficiente para obtener el objetivo de prevención y especialmente de reinserción de los niños, niñas y adolescentes infractores de ley, situación que es abiertamente declarada y reconocida por los organismos especializados en esta materia y por los propios actores del sistema.

En efecto, subrayó que en el ámbito de la actuación policial, y que es  esencialmente el primer encuentro del niño, niña y adolescente infractor con el sistema, asociada a su detención, es posible constatar que la existencia de innumerables menores de 18 años que presentan muchas detenciones por la comisión de delitos, y respecto de los cuales no se percibe que el sistema haya logrado su reinserción y disuadir un comportamiento antisocial que afecta al propio menor, su entorno y a la sociedad toda.

A este respecto, sostuvo que las razones para la falta de eficiencia del sistema son variadas y se pueden encontrar en todo el proceso a que es sometido el niño, niña y  adolescente infractor, y que detectadas, deben ser superadas, como es el objetivo del proyecto de ley que se analiza.

En cuanto a los objetivos del proyecto de ley, consignó que éste persigue introducir modificaciones a la legislación que regula la justicia penal adolescente, traducidas en un cambio del paradigma actualmente existente sobre esta materia, basado en la creación de un órgano especializado; en la implementación de modelos de intervención idóneos; en propender a la especialización eficiente de los actores del sistema y generar adecuadas acciones de reinserción social juvenil, entre otros.

En relación al contenido de la iniciativa, destacó los siguientes:

1.- Creación del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, como servicio público descentralizado, cuya función esencial es administrar y ejecutar las medidas y sanciones aplicadas en virtud de la Ley 20.084 sobre Responsabilidad  Penal Adolescente.

2.- El establecimiento de un nuevo modelo de gestión de programas de reinserción aplicable a las niñas, niños y adolescentes infractores, que propenda a la reinserción social efectiva.

3.- La implementación de instancias de coordinación por parte de este nuevo Servicio con los actores involucrados en la Justicia Penal Adolescente.

 4.- En cuanto a la materialización de la acción de reinserción, se establece la externalización de los programas a entes públicos – privado, por medio de licitaciones, sobre la base del cumplimiento de estándares rigurosos debidamente establecidos.

5.- Se propone modificar la ley N° 20.084 sobre Responsabilidad Penal Adolescente, en particular, con la finalidad de obtener eficiencia en la aplicación de las medidas y sanciones que se dispongan de acuerdo a su normativa, en particular referidas a: 

- Establecimiento de límites  mínimos y máximos para  determinadas sanciones; 

- Limitación a la aplicación de la  multa y de la amonestación; 

- Regulación del concurso de delitos; 

- Regulación de la reiteración delictiva; 

- Tratamiento del concurso de delitos cometidos como adolescente y adulto y régimen de unificación de las penas; 

- Determinación e individualización de la pena; 

- Reformulación del sistema de quebrantamiento e incumplimiento de las condenas; y en general, otras materias específicas que dentro del proceso que se lleva a cabo en el sistema de Justicia Penal Adolescente, no inciden en la función que cumple Carabineros de Chile, sino que más bien, son propias del juzgamiento, condena y cumplimiento de la misma que involucra a otros actores del sistema.

Hizo presente que Carabineros de Chile, desde siempre ha tenido una especial preocupación por la infancia, y en particular  por los niños, niñas y adolescentes vulnerados o infractores de ley. 

Reseñó que son conocidos los Hogares de Menores que la Institución mantenía aún antes que existiera una institucionalidad como la actual, lo cual era producto precisamente de la constatación de este tipo de situaciones que provenían del interactuar diario en  los servicios policiales que se desarrollaban.

Connotó que en la medida que se fue instalando una institucionalidad más especializada, Carabineros de Chile también ha ido adecuando su actuar y procedimientos a los nuevos requerimientos que la normativa y la realidad social le fue exigiendo. Por ello, con la entrada en vigencia de la ley N° 20.084, sobre Responsabilidad Penal Adolescente, la Institución también ha adecuado y profundizado su actuación conforme a los nuevos estándares que dicha norma estableció.

 En virtud de lo anterior, constató que este nuevo desafío que se impone a la sociedad toda al crear una nueva institucionalidad para abordar de manera especializada la situación de los niños, niñas y adolescentes infractores, para Carabineros de Chile constituye un gran avance en la reinserción social de estas personas, y permitirá  contribuir a lograr este desafío.

De esta manera, recalcó que en lo que se refiere a Carabineros de Chile, la iniciativa propuesta no afectará mayormente en las acciones y procedimientos que actualmente se llevan a cabo con los niños, niñas y adolescentes, toda vez que esencialmente el contenido del proyecto no atañe a las actuaciones policiales, las que seguirán rigiéndose por las normas de la ley N° 20.084 y los procedimientos y protocolos que la Institución ha establecido para su cumplimiento.

No obstante lo anterior, indicó que se evidencian determinadas materias muy específicas que pueden vincularse a la Institución, especialmente en temas de coordinación, como lo señala en lo pertinente el artículo 13 del proyecto, que  al regular la denominada “ Comisión Coordinadora Nacional del Servicio” expresa : El Director Nacional  podrá invitar a representantes de otras instituciones y órganos del Estado que se consideren necesarios para el cumplimiento del objetivo de la Comisión, cual es, revisar el funcionamiento de la Ley N° 20.084. Expresó que Carabineros de Chile se encuentra presto a brindar su experiencia en materia de niños, niñas y adolescentes infractores de ley si es llamado a participar en esa instancia.

Similar intervención también puede tener lugar, en el nivel regional, dado que esta Comisión tiene presencia territorial a ese nivel administrativo.

 Sobre este aspecto, Carabineros de Chile desea expresar que en la actualidad, la Institución junto a la Policía de Investigaciones y el Ministerio Público, desarrollan desde ya importantes procesos de coordinación en relación a la investigación de los delitos en general, elaborando estrategias y planes para hacer eficiente la persecución penal.

Finalizó su intervención señalando que, por todo lo anterior, la posición de Carabineros respecto de este proyecto es favorable.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra al Jefe de la Unidad Jurídica de la Policía de Investigaciones de Chile, Prefecto señor Luis Silva.

El señor Silva comenzó su presentación agradeciendo la invitación cursada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado a la Policía de Investigaciones de Chile, para dar a conocer su opinión sobre el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil.

Recordó que la ley Nº 20.084 que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley Penal, publicada en el Diario Oficial el 7 de diciembre de 2005, trataba cinco dimensiones de la acción del Estado sobre el tratamiento de los infractores penales adolescentes. Entre ellas destacó las siguientes:
- Se creó el marco jurídico regulador de la responsabilidad penal de los mismos.

- Se estableció el procedimiento para la averiguación de las conductas adolescentes susceptibles de sanción penal.

- Se determinó la forma de atribuir la responsabilidad de los adolescentes que llevan a cabo esas conductas.

- Se dispuso las sanciones aplicables a quienes sean responsables de la comisión de esos delitos.

- Se fijó las formas de ejecución de las sanciones judiciales que deben aplicarse a los adolescentes.

En seguida, indicó que la filosofía central de este sistema de acción penal se fundó en el respeto y promoción del interés superior del adolescente como valor central de toda la racionalidad de ejecución de las normas penales, materiales y procesales, como asimismo de las actuaciones, diligencias e intervenciones de los sujetos procesales encargados de la investigación y juzgamiento de estos hechos de posible connotación penal, abriendo paso a la plena realización de las normas de la Convención de los Derechos del Niño y de todo otro instrumento internacional que se relacione con ella, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Declaró que de acuerdo con el artículo 3º de la mencionada ley, están sometidos a ella los hombres y mujeres que al momento de dar principio de ejecución a la conducta de posible connotación penal sean mayores de catorce años y menores de dieciocho desde.

Luego, agregó que el procedimiento de investigación no se reduce a la determinación de la culpabilidad que contiene la conducta antijurídica (por acción u omisión) de los involucrados en los hechos materia del proceso para imponerles una determinada sanción penal, sino se asienta en este caso a definir el grado de responsabilidad que han tenido los adolescentes en condiciones de tales, reconociéndoles al mismo tiempo su calidad de sujetos de derecho en su condición personal y social de adolescentes, con el objetivo socio educativo de ser el más idóneo medio para promover la necesaria formación personal e integración social del joven, buscando su mejor incorporación armónica al medio social en que se desarrolla.
Adujo que para el cumplimiento de esos propósitos, la ley N° 20.084 comprendió un conjunto de sanciones que sustituyeron los contemplados por la ley penal habitual de aplicación a la población adulta.

Hizo presente que la Policía, de la cual forma parte, se incorporó a la investigación de las infracciones penales que se imputan a los adolescentes bajo los mismos principios, valores y condiciones jurídicas, científicas y técnicas del régimen acusatorio, pero dada la naturaleza específica del procesamiento del adolescente, la pesquisa criminalística, adquirió modalidades y alcances específicos de esta acción sobre adolescentes, para concretar el proceso restaurador del proceso de desarrollo del mismo.

Apuntó que, no obstante lo señalado, la ley N° 20.084 ha demostrado ser insuficiente para alcanzar los resultados esperados. El actual sistema penal de adolescentes no logra reinsertar ni se muestra eficaz en términos preventivos. No solo por cuanto refleja los problemas que enfrenta el proceso penal para aclarar o resolver los diversos casos denunciados, sino que, además, por la total ausencia de contenidos realmente disuasivos en las sanciones dispuestas. A su vez, otras modalidades de reacción se muestran absolutamente desproporcionadas y generadoras de efectos indeseados.

Adicionalmente, advirtió que las condiciones que caracterizan a los centros privativos de libertad, poco distan de la que muestra la realidad de nuestro sistema penitenciario común, a pesar de que se trata de menores de edad, en proceso de formación. 

Por otra parte, afirmó que la regulación vigente no ofrece criterios de especialización que demanda la personalidad evolutiva de los adolescentes en su interacción con el sistema penal, siendo la jurisprudencia la que paulatinamente ha tenido que introducirlos.

Añadió que son precarias las actuales condiciones que ofrece la Administración del Estado para abordar el desafío completo que conlleva la implementación de esta normativa.

Destacó que lo anterior debe ir  acompañado de un cambio en los paradigmas de intervención. Se requiere contar con un diseño planificado que guíe los procesos de cumplimiento y progresión de las sanciones (es decir, de un “modelo de intervención”) que cuente con los recursos humanos y materiales necesarios. Además, se requiere contar con sistemas que actúen coordinadamente con capacidad técnica para su implementación.

En cuanto al proyecto mismo, sostuvo que se propone la “creación del Servicio Nacional de Reinserción Social de Adolescentes, entidad pública especializada y altamente calificada que asuma responsabilidad directa, en coordinación con las demás agencias del Estado, por el proceso de reinserción social de cada adolescente infractor (...) a partir de la división del actual Servicio Nacional de Menores (SENAME)”.

Aseveró que el actual sistema de justicia juvenil no cuenta con un modelo único de intervención que establezca los objetivos y principales estrategias de acción para todos los ejecutores, lo que impide a las autoridades evaluar su efectividad en el cumplimiento de sus objetivos. Por ello, se propone un diseño sistémico de la nueva estructura del servicio que se hará cargo de su ejecución. 

Connotó que para la comprensión de la conducta infractora de ley, el modelo propuesto asume una postura teórica de criminología evolutiva y del ciclo vital. Así, la delincuencia juvenil se entiende como un aspecto de la trayectoria vital que debe comprenderse y tratarse en forma especializada con miras a la promoción del desarrollo del capital humano y social.

Agregó que el Servicio que se propone tiene por objeto la administración y ejecución de las medidas y sanciones contempladas por la ley N° 20.084. Le corresponderá la implementación de políticas de carácter intersectorial y el desarrollo de programas que contribuyan a la modificación de la conducta delictiva y la integración social de los jóvenes sujetos de su atención.

Remarcó que el nuevo Servicio incorporará diferentes instancias de planificación y coordinación con los actores involucrados en el Sistema de Justicia Juvenil. A nivel nacional, la Comisión Nacional de Reinserción Social Juvenil, coordinada por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, la cual permitirá generar una Política en el área que permita influir en la agenda de los otros sectores clave; una Comisión Operativa Regional con representantes de los servicios públicos involucrados; la incorporación de profesionales especialmente dedicados a la gestión de red, cuya misión será articular las mesas de trabajo, coordinar equipos y activar redes de diferente tipo.

Luego, subrayó que en el diseño de la intervención se ha resuelto contar con límites mínimos y máximos razonables proponiéndose para la libertad asistida un lapso que puede fluctuar entre los 6 y los 18 meses; para la libertad asistida especial, un lapso que va de los 6 meses a los 3 años; para la nueva sanción de libertad asistida especial con internación nocturna (que sustituye el rol que cumple en la actualidad el régimen semicerrado) un periodo que va de los 6 meses a los 5 años; y para el régimen cerrado un periodo mínimo de 6 meses, manteniendo los máximos actualmente vigentes.
Consignó que se sugiere limitar la amonestación a dos ocasiones; y la multa a una pluralidad de sanciones fundadas en ilícitos de carácter patrimonial (dos o más).

Acotó que se considera una regla de absorción que dé aplicación preferente de la condena fundada en el régimen de adultos, considerando adicionalmente una excepción fundada en la necesidad de evitar abusos y en los casos concursales se regula también el caso de delinquimiento durante la ejecución de una condena, privilegiándose las opciones que implican una continuidad en los planes de intervención, se propone un sistema de determinación de la pena que cuente con un soporte dado por un informe técnico que se elabore en forma coordinada con los diversos planes de intervención disponibles.

Seguidamente, recalcó que en materia de tráfico de drogas se propone suprimir el artículo 7º que considera dicho componente como reacción accesoria, en tanto se la incluye en forma general en el contenido de todo el modelo de intervención.

Aclaró que se propone sustituir la pena de internamiento en régimen semicerrado, centrando sus efectos en la ejecución de un programa de libertad asistida de carácter intensivo (especial) que se acompañe de un régimen de internación nocturna.

Añadió que se ajustan los plazos a mínimos y máximos al que puede extenderse el régimen de suspensión condicionado, incorporando reglas que definan en forma precisa y especializada los contenidos razonables de prever, introduciendo condiciones de cumplimiento particulares.

Detalló que se consagra la supresión del procedimiento monitorio y la formalización legal de la procedencia del procedimiento abreviado.

A continuación, agregó que se propone el establecimiento de un Tribunal de Garantía de carácter especializado en las jurisdicciones de la Corte de Apelaciones de Santiago, de San Miguel y de Concepción y a generar salas especializadas, de dedicación exclusiva, en las demás jurisdicciones y la dedicación preferente en los demás casos.

Asimismo, recordó que en paralelo se establece una estructura correlativa en la destinación de fiscales y defensores del Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública, respectivamente, para dar cobertura integral a esta oferta de especialización. Se fortalece una estructura técnica de apoyo en las unidades directivas superiores (nacional y regional) que permita contar con las lecturas interdisciplinarias idóneas para el cumplimiento de los objetivos que demanda este sistema especial.

En cuanto al texto del proyecto, realizó las siguientes observaciones:

a) El artículo 32 regula las sanciones que se pueden aplicar a los organismos colaboradores acreditados en caso de incumplimiento de los respectivos convenios y, en su literal a) contempla multas equivalentes a un 10 % y hasta un 60% del pago correspondiente, la que podrá elevarse al doble en caso de reiteración. En este caso, podría llegarse a aplicar una multa de un 120% del pago correspondiente. De ser así, no solo no se realizaría pago alguno, sino que el organismo debiese pagar una determinada cantidad de dinero, sin que se fije forma o procedimiento para poder hacer ello posible. Igual situación podría presentarse respecto de la alocución “pago correspondiente”.

b) En el artículo 40, que introduce modificaciones a la ley N° 20.084 sobre responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, su número 4) intercala en el artículo 8 de la referida ley, que trata la amonestación, un inciso tercero nuevo del siguiente tenor: 

“En caso alguno se podrá imponer una amonestación en más de dos ocasiones a un mismo adolescente. Lo dispuesto en el presente inciso no tendrá lugar si ha transcurrido un tiempo prolongado desde la última infracción o si la naturaleza del delito hiciere razonable imponer nuevamente esta misma sanción.”.

Estimó que la redacción propuesta contiene expresiones genéricas que podrían generar problemas de interpretación al momento de proceder a su aplicación. En efecto, no se clarifica qué debe entenderse por tiempo prolongado, qué es lo razonable para imponer nuevamente tal sanción, y que se relaciona con la naturaleza del delito, lo que tampoco se especifica.

c) Este artículo 40, en su número 36, sustituye el artículo 52 de la ley Nº 20.084, que trata el quebrantamiento de condena. En su inciso primero establece que si el adolescente no diere cumplimiento en forma grave o reiterada a alguna de las sanciones impuestas, el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, previa audiencia y según la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas que se precisan. Sin embargo se estima que las expresiones “forma grave” y “reiterada” también generarán los mismos problemas reseñados para el caso anterior. Al quedar la gravedad o reiteración entregada al criterio de un juez, pudiesen aparecer problemas no queridos al momento de promover esta iniciativa, salvo que quede expresa constancia que la interpretación que debe darse a esta norma es aquella que actualmente ha dado la jurisprudencia al artículo 239 del Código Procesal Penal, que trata la revocación de la salida alternativa de suspensión condicional del procedimiento o al artículo 25 de la ley N° 18.216.
Explicó que definir los referidos conceptos otorgaría al presente proyecto el mérito de innovar, ya que no existe texto normativo que entregue claridad sobre esta materia.

d) El citado artículo 40, en su numeral 37, intercala un artículo 52 bis nuevo en la ley Nº 20.084, referido al incumplimiento por parte del condenado a presentarse a la ejecución de la condena o a las citaciones que se le comuniquen para la determinación del plan de intervención, donde se despachará orden de arresto, lo que podría ocasionar una recarga de trabajo no prevista para las policías, entidades llamadas a dar cumplimiento al referido requerimiento judicial, en el entendido que esta policía civil especializada no fue concebida como un ente persecutor en esta materia.

e) Finalmente, el artículo 42 del proyecto introduce modificaciones a la ley Nº 19.640, Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público y, en su numeral 3), incorpora un artículo 26 bis nuevo, con las funciones de la Unidad especializada de responsabilidad penal de adolescentes, una de cuyas funciones es “Coordinar con las policías procesos de trabajo relativos a la investigación de los ilícitos cometidos por adolescentes” (literal l), lo que determinará que esta Policía deberá tomar las medidas necesarias para colaborar activamente con la nueva institucionalidad que se propone para el Sistema de responsabilidad de adolescentes infractores de la ley penal.

Manifestó que la iniciativa en análisis no establece exigencias específicas a esta entidad investigadora especializada. Añadió que la Policía de Investigaciones de Chile no solo comparte los fundamentos que motivan la presentación de este proyecto de ley, sino que asume y hace propia la urgente necesidad de perfeccionar el actual sistema, dotando a sus actores de las herramientas y conocimientos necesarios para mejorar su intervención en el proceso de investigación de hechos relacionados con la determinación de la responsabilidad penal adolescente.

Agregó que existiendo tribunales, fiscales y defensores especializados en materia de procesos sobre responsabilidad penal adolescente, esta institución de igual forma, dispondrá internamente las medidas administrativas que resulten necesarias para contar con unidades y personal idóneo en las labores investigativas que se le ordene realizar, a fin de contribuir en el esclarecimiento de los hechos que se pesquisan, la determinación de la efectiva responsabilidad de los menores y adolescentes infractores, la concurrencia de circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal de los mismos y la elaboración de los informes técnicos y de análisis pericial que se le encomienden, todo con el fin último de aplicar una sanción proporcionada, justa y rehabilitadora.

Finalizó su intervención señalando que la Policía de Investigaciones de Chile estima que la iniciativa en análisis constituye una modificación relevante al funcionamiento del actual sistema, teniendo en especial consideración el interés superior de los jóvenes sujetos de atención y promoviendo de mejor forma, la reinserción social de los jóvenes infractores y la eficacia en términos preventivos de las conductas objeto de sanción penal.
A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra a la representante de Unicef para Chile, señora Hai Kyung Jun. 

La señora Kyung Jun agradeció la invitación formulada por la Comisión. 

Recordó que Chile se encuentra en un momento histórico en materia de infancia. Agregó que por primera vez, están en discusión en el Congreso Nacional cinco proyectos de ley destinados a crear un Sistema de Protección Integral de la Niñez, que deberían permitir articular las distintas instituciones, servicios y programas que formarán parte de este Sistema, para promover, proteger, garantizar y restituir los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

Estas iniciativas legales son: 

1.- El proyecto de ley del Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez;

2.- El proyecto de ley que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de Niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente del mismo;

3.- El proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez;

4.- El proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada de niños y niñas, y 

5.- Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil. 

Manifestó que espera que las mencionadas iniciativas incorporen adecuadamente un reconocimiento explícito de derechos y mecanismos concretos que permitan hacerlos efectivos, tal como ha sido recomendado por los organismos internacionales, como el Comité de los Derechos del Niño en 2007 y 2015, la Comisión Interamericana  de Derechos Humanos en 2011 y 2013, y la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 2002  y 2014. 

Agregó que en lo que respecta al proyecto de ley que analiza esta Honorable Comisión, desde UNICEF queremos recordar que el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil debe satisfacer un doble objetivo:

Afirmó que el Servicio debe ser parte del Sistema de Protección Integral de la Niñez. Éste debe ser capaz de responder a los desafíos que el Sistema Penal Adolescente ha arrojado durante sus 10 años de vigencia.

Expresó que la reforma al sistema penal juvenil que hoy se discute debe, necesariamente, conectarse con los otros componentes del Sistema de Protección Integral de la Niñez que se está creando. Solo de esta forma se avanzará hacia un reconocimiento efectivo de los derechos de todos los niños y niñas. Aseveró que no hay que olvidar que los adolescentes en conflicto con la ley son también sujetos de derechos, por lo que serán destinatarios de las normas e instituciones que creen las distintas iniciativas legales que están corrientemente en discusión en el Congreso.

Puntualizó que los adolescentes que por distintos motivos han entrado en contacto con la ley penal también deben ser considerados por el Sistema de Protección Integral, dado su despliegue universal, en cuanto a los mecanismos de protección social, el fortalecimiento de la familia y la disponibilidad de servicios de atención en todo ámbito.

Luego, indicó que, de esta forma, el Servicio será responsable de ejecutar la oferta programática para los adolescentes en conflicto con la ley penal, y deberá orientarse principalmente por el interés superior del niño. Ello implica que en el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, deberá considerar el reconocimiento, ejercicio y protección de sus derechos en la mayor medida posible, teniendo en cuenta las necesidades y particularidades de cada adolescente.

Remarcó que así lo expresa el Comité de Derechos del Niño en su Observación General Nº 14: “La protección del interés superior del niño significa que los tradicionales objetivos de la justicia penal, a saber, la represión o el castigo, deben ser sustituidos por los de rehabilitación y justicia restitutiva cuando se trate de menores delincuentes”.

Seguidamente, sostuvo que en cuanto a que el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil sea capaz de responder a los desafíos que el Sistema Penal Adolescente ha identificado en sus 10 años de funcionamiento, efectuó las siguientes consideraciones:

En primer lugar, manifestó que es necesario reconocer que la ley N° 20.084 significó un importante avance en la manera en que Chile trata a los adolescentes en conflicto con la ley. Este cuerpo legal, acabó con la figura del discernimiento, estableció un  procedimiento especial para los menores de 18 años, creó un nuevo sistema de sanciones y, entre otros, dispuso de un sistema de intervención diferenciado respecto de los adultos. En este sentido, la ley N° 20.084 contribuyó en gran medida al cumplimiento de las recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño, que expresó la necesidad de que Chile contara con una normativa penal específica para el procedimiento e intervención con menores de 18 años. 

En segundo lugar, destacó que existen diversos diagnósticos elaborados tanto por el Estado, la sociedad civil y los organismos internacionales donde se han identificado los avances y desafíos de la aplicación del mencionado cuerpo legal.

Agregó que ejemplos de trabajos en esta materia  son la evaluación realizada por el Senado el año 2012, y las conclusiones de la Comisión de expertos conformada por el Ministerio de Justicia en 2013.

Precisó que desde la sociedad civil la Fundación Paz Ciudadana, la Corporación Opción y otras organizaciones vinculadas a la materia han realizado extensos estudios y recomendaciones sobre la aplicación de la ley N° 20.084.

A continuación, recordó que el Comité de los Derechos del Niño y UNICEF también han identificado avances y desafíos de la aplicación de esta ley.

Así, algunos de los principales nudos críticos que han descrito los mencionados trabajos son los siguientes:

i. Falta de especialización orgánica y funcional; 

ii. Escasa coordinación de los servicios que tienen responsabilidades en la intervención;

iii. Carencia de sistemas de información integrados entre los distintos actores involucrados;

iv. Utilización excesiva de la privación de libertad por sobre medidas alternativas, y

v. Falta de intervención ajustada a las necesidades y características propias de cada adolescente.

Subrayó que en este contexto, el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil aparece como un componente esencial en toda reforma al sistema penal juvenil que pretenda dar solución a los desafíos identificados por los distintos actores. 

Consignó que son cuatro los elementos que deben verse reflejados como parte del nuevo Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil. Estos cuatro elementos refieren a: 

• La necesaria especialización orgánica y funcional; 

• La necesaria coordinación con el Sistema de Protección Especializada; 

• La necesidad de que existan mecanismos alternativos que eviten el uso excesivo de la privación de libertad; y 

• El despliegue territorial del Servicio de Reinserción Social Juvenil.





A continuación, precisó algunas materias que debiera considerar esta iniciativa.

En primer lugar, mencionó que el proyecto debe establecer especialización orgánica y funcional de todos los actores vinculados al sistema penal adolescente, entendiendo por éstos a jueces, fiscales, defensores, policías y demás organismos relacionados. Añadió que dicha especialización permitirá entregar una respuesta penal acorde con la realidad y necesidades de cada adolescente. Esta necesidad no solo ha sido constatada por UNICEF en un estudio realizado en 2014, sino también por el propio Estado, por ejemplo, en las conclusiones del trabajo realizado por la Comisión de expertos convocada por el Ministerio de Justicia en 2013.

En segundo lugar, precisó que debe contemplar mecanismos de coordinación con el Sistema de Protección Especializada, tanto en la prevención como durante la ejecución de las medidas y la acción posterior. Se trata de establecer una coordinación que permita identificar situaciones de vulneración de derechos y actuar coordinadamente con las carteras responsables de esta oferta, de manera de evitar, por una parte, que niños que han sido atendidos por el Estado debido a vulneración de derechos, ingresen al sistema penal. Y por otra parte, evitar que los adolescentes salgan del sistema penal y regresen a contextos familiares y comunitarios donde se vean amenazados o vulnerados. 

Para graficar este planteamiento, mencionó lo expresado por el estudio “Trayectorias de jóvenes infractores de ley”, realizado por la Fundación San Carlos del Maipo y el Instituto de Sociología de la Pontificia Universidad Católica, en 2015, que encuestó a adolescentes en conflicto con la ley de las regiones de Valparaíso, O’Higgins y Metropolitana, el cual expone que 1 de cada 2 reos adultos, fue atendido en algún programa de Protección del Servicio Nacional de Menores. El mismo estudio expresa, que cerca de 1.600 adolescentes que ingresan anualmente al sistema penal juvenil comenzaron a delinquir cuando estaban bajo la tutela de SENAME.

Lo anterior implica, en primer lugar, que debe actuarse preventivamente para que el Sistema de Protección Especializada impida que quienes han sido vulnerados en sus derechos, atenten en contra los derechos de otros. Pero, en segundo lugar, y de forma especialmente destacada en este proyecto de ley, debe evitarse que el Sistema/Servicio Nacional de Reinserción Social se olvide del contexto al que va a volver el adolescente en conflicto con la ley, de forma que el trabajo que se haya realizado de reinserción se pierda por el contexto social al que se reincorpora el adolescente. La necesaria coordinación con el Sistema de Protección Especializada debe implicar que el trabajo de ambos sea paralelo, y que éste último trabaje también con el entorno familiar en el que se reinsertará el adolescente.

Para confirmar la importancia de la prevención del delito, destacó las experiencias de países como Colombia, Guatemala, Italia y Suecia, quienes cuentan con programas formales de prevención, donde el trabajo intersectorial y la participación de la familia y la comunidad son componentes esenciales para el éxito de estas políticas.

En esta línea, subrayó que ambos Servicios deben considerar como una tarea de gran importancia el fortalecimiento del rol de la familia durante la intervención con los adolescentes en conflicto con la ley. En este sentido, la familia debe ser debidamente considerada y acompañada en el proceso de integración social del adolescente y, en definitiva, en todo momento en que esté en contacto con el sistema penal. Ello implica otorgarles un rol protagónico tanto en los procesos de prevención, ejecución y post sanción. 

Luego, señaló que un estudio realizado por la Fundación Paz Ciudadana y UNICEF en 2009, relevó el importante rol que cumplen las familias en la intervención de los adolescentes en contacto con la ley penal, expresando que su consideración contribuye positivamente al cumplimiento de los objetivos de la sanción penal, esto es, la reinserción social. 

En la misma línea con lo anterior, connotó que el trabajo con la comunidad es esencial, ya que contar con entornos adecuados genera un clima propicio para el desistimiento en la comisión de delitos. Esta situación se puede ilustrar con el citado estudio “Trayectorias de jóvenes infractores de ley”, que revela que un 10% de adolescentes infractores de ley declararon no haber vivido nunca con sus padres, un 38% señaló que la mayoría de sus amigos delinquen, mientras que el 67% que dijo haberse relacionado con amigos convencionales (van al colegio, no delinquen, no presentan consumos problemáticos de drogas y alcohol, etc.), desistieron de cometer delitos. 

Aseveró que la coordinación antes destacada permitirá que el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil contemple también incorporar mecanismos de prevención que contribuyan al desistimiento del delito. Si bien la prevención del delito es resorte del Ministerio del Interior, el establecimiento de mecanismos de coordinación entre el nuevo Servicio y la Subsecretaría de Prevención del Delito contribuirá al fin último del sistema penal adolescente; que éstos no lleguen a tener contacto con la ley penal. Lo anterior es consistente con lo expresado por el Comité de Derechos del Niño, quien en su Observación General Nº 10 sobre los Derechos del Niño en la Justicia de Menores ha recalcado que “una política de justicia de menores que no vaya acompañada de un conjunto de medidas destinadas a prevenir la delincuencia juvenil comporta graves limitaciones”. Y concluye señalando que “debe prestarse especial atención a las políticas de prevención que favorezcan la socialización e integración de todos los niños”.

En tercer lugar, expresó que la reforma al sistema de justicia penal adolescente requiere considerar mecanismos alternativos, para evitar el uso excesivo de la privación de libertad, la cual debe ser considerada como último recurso, tal como lo contempla la Convención sobre los Derechos del Niño y otros instrumentos internacionales. En este sentido, compartimos lo manifestado por Fundación Paz Ciudadana en distintas instancias a través de rigurosos estudios, en que las medidas más efectivas para el trabajo con adolescentes en conflicto con la ley, son aquellas que tienen lugar en el medio libre. 

Manifestó que medidas enfocadas solo al castigo, o que restrinjan la posibilidad de utilizar medidas alternativas a la privación de libertad, como es el caso de la figura del control preventivo de identidad, presentan una discordancia entre los estándares internacionales que rigen el derecho penal adolescente y los fines que persiguen las reformas relativas a los niños, niñas y adolescentes que actualmente se discuten en el Parlamento. 

Agregó que un cuarto y último elemento que debe considerarse en la discusión de este proyecto, es en relación con el despliegue territorial del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil. De la lectura del proyecto se aprecia que el Servicio implementará su oferta a nivel regional, por lo que es necesario que se exprese la forma de cómo se entregará la oferta, o cómo mantendrá una presencia en el nivel local. Ello, porque la mencionada llegada local aparece como el mecanismo idóneo para el cumplimiento de los objetivos del proyecto de ley: la reinserción social de los adolescentes y el desistimiento en la comisión de delitos. 

Hizo un llamado desde UNICEF para que el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, al igual que el resto de los proyectos de ley que formarán parte del Sistema Integral de Protección de la Niñez, cuente con un mecanismo de llegada local, que permita trabajar con los adolescentes en los entornos cercanos a sus realidades.  

Señaló que dejará a disposición de la Comisión el estudio sobre los “Desafíos de la Especialización”, realizado por UNICEF en 2014.

Enfatizó que en la presente iniciativa estamos ante una gran oportunidad: por una parte, recoger los aprendizajes y desafíos que la ley N° 20.084 ha dejado en estos 10 años y, por otra, crear una institucionalidad que contemple mecanismos concretos de integración social de los adolescentes que han cometido delito, no perdiendo de vista su condición de sujetos de derechos.

Remarcó que se trata de un proyecto robusto que, fortaleciendo algunos aspectos relevados en ésta y en las demás intervenciones que tenga la oportunidad de escuchar esta Honorable Comisión, contribuirá a contar con un sistema penal adolescente consistente con los estándares internacionales. 

Señaló que los instrumentos internacionales lejos de adoptar una postura contraria a la sanción penal y la privación de libertad, promueven que los Estados sancionen la comisión de delitos. El matiz está en el llamado que hacen en cuanto a generar un sistema penal que otorgue un tratamiento diferenciado a los adolescentes y no exclusivamente enfocado en componentes punitivos. 

Consignó que, en definitiva, los estándares internacionales abogan por un tratamiento que contribuya a la responsabilización de los adolescentes por los delitos cometidos y a su reinserción e integración social efectiva.

Finalizó su intervención expresando que espera que tanto la iniciativa en estudio, como las otras que formarán parte del Sistema de Protección Integral de la Niñez, cuente con los recursos humanos y financieros para su adecuado funcionamiento.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra al Director Ejecutivo de la Fundación Paz Ciudadana, señor Daniel Johnson.

El señor Johnson comenzó agradeciendo a la Comisión el poder opinar sobre este importante proyecto de ley.

Manifestó que según datos del Ministerio Público correspondientes al 2015, solo un 3,2% de los imputados ingresados al sistema penal corresponde a adolescentes sujetos a la respectiva ley.

Indicó que si se considera que en el rango de edad en que la norma se aplica, que abarca cuatro años, éstos representan alrededor del 8% del tiempo de la vida en que una persona podría haber cometido un delito.   

Sin embargo, señaló que un análisis desagregado de los datos permite establecer lo siguiente: 

- La incidencia de jóvenes en la comisión de robos violentos, por sorpresa o calificados, es mayor a la registrada en el caso de los adultos (39 versus 33%).

- Los jóvenes cometen casi tres veces más delitos de homicidios, dos veces más delitos sexuales, y cuentan también con mayores ingresos en los delitos de drogas (3%) y lesiones (14%) que quienes tienen 18 años y más (2% y 11% respectivamente).

A continuación presentó un gráfico donde están los porcentajes de condenados según la sanción aplicada:
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En este mismo orden de materias, señaló que cuando se analiza la separación de la justicia juvenil, del sistema de protección, en el diagnóstico se repite que la especialización administrativa con la que cuenta el sistema actual no es suficiente, en particular, porque el Sename ofrece programas de reinserción social difusos y sin los recursos presupuestarios, administrativos, logísticos ni humanos para satisfacer las necesidades de tratamiento.

Connotó que  el Servicio Nacional de Menores está mayoritariamente integrado por funcionarios no profesionales (solo 33% lo son). Ello se contrapone a la alta especialización que requieren las intervenciones. 

Añadió que el Servicio está orientado principalmente al cumplimiento de procesos, no de resultados.

Consignó que existen tres estudios realizados por distintos entes que demuestran que los resultados en materia de reincidencia no han sido los esperados. En ellos se refleja que más del 50% de los jóvenes que egresan vuelven a delinquir. Lo anteriormente dicho se encuentra en el siguiente cuadro:
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Seguidamente, valoró la creación del nuevo Servicio de Reinserción Social Juvenil. Recalcó que en términos generales, la iniciativa en estudio constituye un avance importante con el objeto de lograr la especialización del sistema.

Hizo presente que la normativa propuesta aborda cinco ámbitos, a saber:

1.- Servicio público descentralizado;

2.- Modelo de gestión de programas;

3.- Instancias de coordinación;

4.- Colaboración público privada, y

5.- Consejo de estándares y acreditación.

Agregó que la estructuración orgánica en base a las divisiones entre lo administrativo y técnico es un modelo antiguo que también refleja excesivas atribuciones en la estructura superior. 

Sugirió incorporar la figura del Director Ejecutivo, que concentre las funciones administrativas y estructurar las áreas técnicas en divisiones especializadas, tomando el ejemplo del Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública. 

Seguidamente, manifestó que con el fin de evitar la concentración de funciones en la Dirección Nacional, se propone entregar la convocatoria de la licitación de programas, su resolución y la reclamación al Consejo de estándares y acreditación, y crear un homólogo regional encargado de las licitaciones a nivel regional.

Consideró necesario reforzar la función de monitoreo de las regiones y establecer mecanismos de control técnico internos y externos permanentes.

De acuerdo al articulado, advirtió que se entrega la función de monitoreo de los programas a las Direcciones Regionales, pero sin que exista una claridad respecto de la viabilidad de la estructura orgánica propuesta, toda vez que la composición orgánica queda entregada a un reglamento.

Sostuvo que se debe regular la creación de inspectorías con recursos para desplegarse nacionalmente y se debe consagrar la realización anual de auditorías técnicas externas.

En seguida, intervino la Directora del Área de Justicia y Reinserción de la Fundación Paz Ciudadana, señora Ana María Morales, quien señaló que otra de las propuestas de la Fundación consiste en especificar los criterios mínimos de las licitaciones, de los estándares y exigencias a los programas. 

Estimó que se deben establecer a nivel legal aspectos mínimos que aborden las bases de licitación de programas, como por ejemplo en materia de costos; la permanencia y habitualidad del prestador; la experiencia y calificación de los profesionales y principalmente la exigencia de resultados en materia de reducción en reincidencia, reintegración escolar y/o laboral, consumo, entre otros.

Indicó estar de acuerdo en la creación de un Consejo de Estándares y Acreditación, porque ello contribuirá a la profesionalización del Servicio. Recomendó que se establezca un contenido mínimo de materias sobre las cuales debieran versar los estándares.

En cuanto al rol del mencionado Consejo, observó que se debe determinar cuál es el objetivo claro del Consejo; los alcances de su rol de “validador” y el órgano que actuará como Secretaría técnica. 

Afirmó que no queda claro si los programas que serán acreditados se refieren a programas de intervención generales o específicos –destinados a abordar tipo de delincuencia como la sexual, violenta, intrafamiliar, entre otros-, o si por “programa” se entiende la medida o sanción, como ocurre con la legislación actual en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.032 y su reglamento.

Sugirió que la acreditación sea de programas de intervención general o específicos y no de la sanción, en consonancia con la experiencia internacional existente en países como Canadá, Inglaterra y Gales, respecto de la existencia de Paneles de Acreditación (Accreditation Panels).

Respecto a las modificaciones a la ley N° 20.084, señaló estar de acuerdo con las propuestas. Recalcó que ellas recogen las consideraciones que se han efectuado en sucesivas mesas de expertos en temáticas de responsabilidad penal adolescente. 

Sin embargo, sugirió eliminar el criterio de la idoneidad de la sanción para efectos de la determinación de la pena. Añadió que si bien la iniciativa avanza en entregar al sentenciador más criterios para efectos de la individualización de la pena, se elimina todo criterio preventivo especial positivo, por el cual ésta deba elegir cual pena resulta más adecuada para el joven, atendiendo por ejemplo: su situación familiar, educacional, laboral o de otra índole que pudieren influir en la posibilidad del joven de dar cumplimiento. 

Propuso reemplazar el régimen semicerrado por el de libertad asistida con reclusión parcial. Agregó que no se ve normativamente la diferencia con la pena de internación en régimen semicerrado. Se mantiene la reclusión nocturna, que muchas veces se cumple en lugares distantes del domicilio del joven y se produce contacto con pares criminógenos.

Sugirió que, al igual que en el caso de los adultos, la reclusión parcial se contemple en el domicilio pudiendo ser controlada remotamente, por ejemplo, mediante el monitoreo telemático, con libertad asistida diurna.

Finalmente, en relación a la regulación de la mediación penal, valoró el establecer la mediación como instancia obligatoria para infractores que han realizado delitos de baja y mediana gravedad, considerando sus fines, a saber, reparar a la víctima y responsabilizar al infractor.

Sostuvo que se puede avanzar aún más, escindiendo su regulación del alero de la suspensión condicional del procedimiento y regularla como un instituto procesal autónomo, estableciendo su obligatoriedad para los casos de delitos con víctima determinada, siempre que esta consienta, independientemente de la pena asignada al delito, con los criterios de exclusión ya propuestos en el inciso tercero del artículo 35 ter.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra a los Honorables Senadores integrantes de la Comisión.
En primer lugar, intervino el Honorable Senador señor Larraín, quien manifestó su inquietud respecto del perfil del infractor penal adolescente. Aseveró que los datos entregados muestran que los delitos cometidos por los adolescentes son de mayor violencia que los ejecutados por los adultos y los grados de reincidencia son muy elevados. 

Preguntó cómo se puede trabajar la situación planteada. Consultó cómo se pueden prevenir las causas que generan estas conductas.
Asimismo, inquirió si el cambio de sistema está reflejando un avance en la materia.

Luego, intervino el Honorable Senador, señor De Urresti, quien señaló que cada institución cuenta su visión, muchas de ellas no conocen la realidad y no existe un concepto integral de la problemática.

Asimismo, manifestó su preocupación por la no participación del Ministerio de Educación en el presente proyecto de ley. Por lo mismo, solicitó que la mencionada Secretaría de Estado sea invitada a participar en este debate. Igualmente, expresó su interés en conocer cómo el mencionado Ministerio contiene, reintegra, o retiene a los menores en el sistema educacional.

Finalmente, indicó que los niños, además de herramientas legales, requieren de cariño, de amor. Reseñó que antiguamente existían instituciones que acogían a los menores de edad desde la perspectiva del amor, de su acompañamiento. Hizo presente que actualmente se ha mercantilizado esta materia y se ha cuantificado el valor de la subvención de un niño.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe agradeció las exposiciones efectuadas por las distintas instituciones. Señaló que ello revela su compromiso en un tema de gran relevancia.

Valoró la profundidad de las intervenciones, las propuestas y las observaciones formuladas. 

Preguntó si es adecuado limitar el procedimiento abreviado. Igualmente, consultó si la internación en régimen cerrado no debiera exceder de tres o cinco años y cuáles son las consecuencias.

Añadió que el Defensor Nacional, señor Mahnke comentó que el sistema aspira a obtener una especialización cercana al 48%. La consulta que surge es qué falta para que se aumente el nivel de  especialización de fiscales, defensores y en los organismos colaboradores. Afirmó que no puede ocurrir que se diseñe un sistema donde se avance considerablemente en la especialización de los funcionarios que están a cargo de los centros, pero no suceda lo mismo con los colaboradores.

Respecto a la suspensión condicional, inquirió si ella solo se aplicará en caso de faltas o simples delitos, o se extenderá a crímenes. Cuáles son los fundamentos que tuvo en vista el Ejecutivo para hacer esta propuesta.

En cuanto al criterio de idoneidad para determinación de las penas, observó que hay un capítulo importante referido a ello en la presente iniciativa. Recalcó que lo fundamental es que la discusión esté dotada de evidencia empírica, en definitiva se debe determinar qué es lo que necesitamos para tener una buena legislación. Subrayó que estamos ante la oportunidad de discutir en serio una institucionalidad que sea parte de un sistema.

Señaló que, junto a otros Parlamentarios, se opuso a la dictación de la ley N° 20.084, porque consideraron que no estaban dadas las condiciones para su implementación. Aseveró que, a diez años de su entrada en vigencia, la coexistencia de menores en riesgo social con menores infractores de ley; la falta de especialización y de recursos; la centralización de los centros en capitales regionales han generado un impacto negativo.

A continuación, se ofreció la palabra al abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado. 

El señor Maldonado partió señalando que el sistema semicerrado se modifica por un problema de administración, de ejecución, de diseño, y de cobertura. 

Coincidió con la Fundación Paz Ciudadana, cuando expresan que la reclusión en sí misma tiene un efecto estigmatizante.

En relación a la enmienda al procedimiento abreviado, explicó que hay que hacerse cargo de que existe jurisprudencia disímil respecto de su procedencia, y ello tiene que ver con condiciones de valoración de lo que puede ser la voluntad del adolescente. Agregó que detrás del principio de autonomía progresiva y del reconocimiento del niño como sujeto titular de derechos, éste tiene plena posibilidad de consentir.

Expresó que disponen, dentro de la estructura del proyecto, de varias instancias de definición político-programática; operativa;  de control de todo el proceso licitatorio y de coordinación de la ejecución de los distintos procedimientos que tienen que ver con actores institucionales y procesales que se hacen cargo de la implementación de la ley. 

Precisó que Senda juega un importante rol a nivel operativo, para efectos de coordinación de cualquier tipo de dificultad que surja en educación y salud. 

Respecto a la especialización, aseguró que el mayor problema que nos ofrece este universo de casos es su baja cantidad  porcentual. Se trata de muy pocos casos, lo que hace difícil para el Estado el esfuerzo de dotar de una justicia especializada para conocer de todo ello. Advirtió que cuentan con bases de cifras distintas a las del Poder Judicial, la Defensoría y el Ministerio Público para efectos de lo que fue la proyección del trabajo. Aseveró que la especialización no puede ser entendida como el contar con un lenguaje común por haber realizado un par de cursos de formación y tener alguna noticia sobre cuáles son los elementos diferenciales entre adultos y adolescentes.

Agregó que el que contemple una justicia especializada requiere de una serie de criterios de aplicación prácticos distintos a los que se espera del sistema de adultos. 

Recalcó que la especialización es vital para efectos de diferenciar este sistema respecto de la operatoria del de adultos y ello implica que efectivamente debe darse cuenta de aplicaciones prácticas que obedecen a criterios diferenciales. Constató que es muy difícil para un operador emplear un criterio en la mañana y tener que aplicar otro distinto en la tarde. Es por eso que la especialidad se entiende como la exclusividad  permanente de jueces, fiscales y defensores.   

Señaló que lo que el Ejecutivo ha buscado por la vía de la modificación del artículo 24 de la ley N° 20.084, que se refiere a los criterios de determinación de la pena, dice relación con identificar factores que a nivel legal exijan una sanción idónea para el caso que se está enfrentando. Agregó que el mencionado artículo debe transformarse en un gran criterio de idoneidad.

Manifestó que tienen una visión distinta respecto a  la representación porcentual que tiene el ilícito violento. Expresó que el grueso de los casos de que se ocupa el sistema se comparte con características distintas a las de los adultos. Opinó que el nivel porcentual que representa el comportamiento violento en sí mismo no es tan llamativo como se planteó precedentemente. 

Precisó que los casos de reiteración de delitos violentos constituyen un desafío complejo, y para ello se requiere particularmente la atención especializada.  

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe acotó que de lo expuesto por el señor Francisco Maldonado, extrañó la referencia a la especialización de aquellos que van a tener que materializar el cuidado de los menores y de los que no siendo funcionarios públicos participan activamente a través de organismos colaboradores. Preguntó si existe capacidad política para poder tener funcionarios especializados en estas materias considerando las demandas gremiales de las asociaciones de funcionarios.

El abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado respondió afirmativamente a la consulta. Aseveró que el Servicio se basa en un estándar de profesionalización muy distinto al que ofrece la estructura actual, y ello es considerado como un elemento indispensable para la operatoria de este tipo de casos. Ello implica que se deberá contar con perfiles técnico profesionales muy superiores a los actuales. Consignó que el Ejecutivo debe hacerse cargo de poder contar con ese perfil profesional. Constató que para poder lograr esto último, el Gobierno cuenta con la ayuda de todos los centros universitarios.

Añadió que a nivel de organismos colaboradores se está pensando en estándares muy superiores a los que hoy se exigen a las instituciones.  

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra al Defensor Penal Público, señor Mahnke.

El señor Mahnke ofreció ponerse a disposición de la Comisión y del Ministerio de Justicia para revisar los antecedentes jurisprudenciales y estadísticos con que cuenta la Defensoría, de manera que se realice una evaluación integral del sistema. Recalcó que la institución que representa ha alcanzado el 75% de especialización, sosteniendo un uso eficiente de los recursos.    

Expresó que la Defensoría atiende al 7,9% de los imputados jóvenes, de casos judicializados. Remarcó que el porcentaje de homicidios y atentados sexuales no superan el 2%. Destacó que son tan pequeños los universos, que un par de casos pueden llevar a incrementos del 20%. Manifestó que a veces se estigmatiza a los jóvenes por la violencia con la que actúan y las cifras globales no demuestran ese mayor nivel de agresividad en sus actos ilícitos.

Reflexionó que en los casos más complejos, si impedimos que los autores no puedan optar a medidas alternativas, estamos limitando el camino a la reinserción y favoreciendo el contacto criminógeno.    

A continuación hizo uso de la palabra el Director de la Fundación Paz Ciudadana, señor Daniel Johnson, quien expresó que pertenecen al tercer sector y no están insertos en el día a día de los casos. Sostuvo que pese a ello, Paz Ciudadana puede aportar desde una perspectiva que toma una cierta distancia y permite ver el bosque. 

En cuanto a la pregunta del Honorable Senador, señor Larraín, señaló que la generación de un Servicio especializado es el camino para poder reducir los casos de reincidencia y otorgarles un tratamiento efectivo a los jóvenes infractores. Agregó que hay estudios que han demostrado que los factores de riesgo que hacen cometer una infracción son bastante constantes. Destacó que si bien cada uno de dichos factores no explica la comisión, una combinación de ellos sí lo hace. 

La Directora del Área de Justicia y Reinserción de la Fundación Paz Ciudadana, señora Ana María Morales señaló que la orgánica que se propone viene a otorgar especialización y busca dar una respuesta. 

Reiteró que es imprescindible diferenciar sanciones, de programas. Connotó que estos últimos deben diferenciarse, como por ejemplo, en programas para delincuentes violentos; para infractores vinculados a conductas sexuales, etcétera. Añadió que si uno regula programas, como puede ser de libertad asistida, se estandariza la sanción.

Apuntó que uno de los avances de la legislación lo constituye la regulación de un Consejo de coordinación nacional. 

En relación a lo planteado por el Ejecutivo sobre el criterio de idoneidad de la sanción, expresó que resulta complejo entender que los criterios que están establecidos en el proyecto respondan a ello. Más bien dicen relación con aspectos comisivos del delito y con participación. Agregó que la idoneidad de la sanción se vincula con la prevención especial positiva y la posibilidad de reinsertarse, como por ejemplo, si cuenta con alguna participación en el mercado laboral.  

La representante de Unicef, señora Hai Kyung Jun valoró la seriedad y la preocupación en la discusión, ello da cuenta de la inquietud por el bienestar de los menores. 

Apreció la preocupación de los Honorables Senadores por la causa que lleva a los niños a delinquir. Reiteró la importancia que ellos son sujetos de derecho a la educación y a la protección social. 

Expresó que el espíritu de la iniciativa es la reinserción social. Recalcó que el círculo a la inversión es la prevención. Destacó que si bien este proyecto de ley mira a la protección reactiva, progresivamente el país tiene que volcar sus esfuerzos a que se reduzca el número de niños que terminan en el sistema penal.

A continuación El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra al Jefe del Departamento de Análisis Criminal, señor Enrique Bassaletti. 

El coronel, señor Bassaletti manifestó que la iniciativa en estudio tiene dos objetivos, uno de ellos lo constituye el tratamiento de la parte punitiva, y el segundo la reinserción. 

Aseveró que proponen un modelo de gestión por resultado. Estimó que es clave tener esperanza de resultado teniendo en claro las diferentes condiciones de los jóvenes infractores de ley.  

Hizo presente que es más fácil lograr resultados con personas que se encuentran en la etapa inicial de la carrera delictual. Sostuvo que en muchas oportunidades se le imparte la orden a Carabineros de entregar a un niño a sus padres, después de cometer un delito, y estos últimos cuentan con una larga carrera criminal. De ahí surge la pregunta sobre cuál es la contención social de esa familia.

Constató que es clave, desde el punto de vista de la exigencia, que las instituciones, ya sean privadas o licitadas, o públicas, tengan indicadores concretos.

Propuso que se estudien indicadores que tomen en consideración los elementos diferenciadores. Agregó que hay una correlación directamente proporcional entre los jóvenes que tienen mayor compromiso delictual y la falta de asistencia a programas educativos.

Finalmente recalcó que es fundamental el amor que se le entrega al menor, sobre todo el que proviene de su familia. Consideró que si ello no es entregado por su núcleo más cercano, son las instituciones quienes tienen que proporcionárselo.   

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe manifestó que aquí se está creando una institucionalidad pública y procedimientos destinados a generar el cumplimiento de un objetivo principal, cuál es, la reinserción social de aquellos jóvenes que han cometido infracción de ley. 

Precisó que, en general, estas medidas llegan atrasadas, porque el delito ya se ha cometido. Aseveró que, desde el punto de vista de la política pública, se deben poner los esfuerzos en aquellos jóvenes que están en riesgo de iniciar acciones delictivas o violentas.

Aseguró que para ello hay que hacerse cargo de una realidad, cuál es, el abandono casi estructural de los jóvenes, en una sociedad cada día más individualista, más competitiva, donde hay menos dedicación a la formación de los niños. 

Constató que la sociedad actual carece de oportunidades. Cuando uno observa los estudios de las Naciones Unidas sobre las expectativas de vida de los jóvenes en Latinoamérica y Centroamérica se observa con cierto dramatismo que ella es reducida en aquellos lugares y países donde hay falta de oportunidades y altos niveles de violencia.

Advirtió que debe reflexionarse sobre cómo evitar las condiciones de violencia y cómo impedir que los jóvenes ingresen en el tipo de actividades descritas. Subrayó que es aquí donde se requiere un diseño de política pública.

Consignó que se puede crear una institución moderna, ágil, eficiente; se pueden corregir las normas sobre procedimiento y de derecho sustantivo. Sin embargo, reconoció que tenemos un problema si el universo de jóvenes que ingresan en esta actividad ilícita aumenta producto de la incapacidad social de hacerse cargo de las condiciones que rodean a los jóvenes.

Demostró su preocupación respecto al porcentaje de impunidad en delitos de imputado desconocido, particularmente en los delitos contra la propiedad.

Recordó que hizo un estudio de las estadísticas de la Unidad de Análisis Criminal de Carabineros, respecto de si los llamados imputados desconocidos, efectivamente lo eran. Expresó que considerando la cantidad de reiteraciones, ellos no tenían esa calidad.

Destacó que ese joven que es imputado, pero probablemente no será condenado, no accederá al Servicio que se está  creando, porque no es parte del sistema de justicia. La pregunta que surge es cómo somos capaces de adelantarnos y evitar que el joven ingrese en ese proceso. Es ahí donde la política de educación, emprendimiento  y de empleabilidad es fundamental.

Manifestó que el aumento de flujo de jóvenes que ingresan al sistema puede hacer colapsar la institución modelo que se pretende crear. Estimó que debe buscarse un mecanismo de política o prevención social más agresiva.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra a la Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, señora Solange Huerta. 

La señora Directora Nacional, reiteró que el nivel de ingresos de causas en materia de justicia juvenil adolescente se mantiene estable, con una clara tendencia a disminuir. Constató que estamos en una situación donde se puede tener certeza respecto de cuáles serán las necesidades que va enfrentar el sistema en términos de intervención.

Sostuvo que el concepto de detención no sirve como indicador de reincidencia porque detrás de eso hay cuestiones que pueden ser incluso ilegales. Aseveró que podemos estar en presencia de faltas donde conforme a la ley no cabe una detención y ello se proyecta y se muestra como una situación de detención de un adolescente. Lo anterior, más que ayudar en la discusión, tiende a confundir. Cada vez que hay una detención por un hecho flagrante donde existe pena de crimen e incluso simple delito la tendencia mayoritaria de la Fiscalía es pasar a audiencia de control de detención a los adolescentes. Por lo tanto, el sistema de justicia juvenil se acciona con la detención que ha pasado ese primer filtro que es el que hace el Ministerio Público en términos de control de legalidad.

Agregó que el segundo filtro se produce en la audiencia misma donde se determina qué tipo de control tendrá el adolescente. En aquellos casos más graves cabría la internación provisoria.

Consignó que es llamativo que la mencionada internación excepcional no se transforme finalmente en una sentencia con pena privativa de libertad. Indicó que mayoritariamente el adolescente que se acerca a la justicia penal no reincide ni reitera. 

Constató que el foco es cómo intervenimos adecuadamente en este primer momento, que es cuando por primera vez el adolescente se acerca a la justicia penal y en que la posibilidad de que no reincida es muy alta, y cómo se interviene aquel grupo de jóvenes que tienden a ser más refractarios en términos de intervención. Esto último es lo que muestra detenciones o salidas y entradas al sistema en forma recurrente. Es aquí donde el actual nivel de articulación y de intervención está al debe.

Recalcó que la intervención, tal como lo aborda el proyecto, debe ser intersectorial. 

Finalizó señalando que cuando un adolescente ingresa al sistema penal, ya estamos atrasados. Lo que se requiere como país es un fortalecimiento del sistema proteccional, donde debe existir una fuerte intención de intervención por parte del Estado, no solo en términos de recursos públicos, sino cómo pongo a toda la institucionalidad a trabajar en pos de que estos jóvenes no ingresen al sistema de justicia penal.      

-.-.-

En una sesión posterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra en primer lugar a la Jueza del Juzgado de Garantía de San Bernardo, señora Magdalena Casanova.

La señora Casanova agradeció la invitación de la Comisión.

Comenzó su intervención comentando la situación del Juzgado de Garantía de San Bernardo. Explicó que el mencionado tribunal opera con justicia especializada en materia de responsabilidad penal adolescente. Agregó que cuentan con una Sala con intervinientes y jueces especializados. Detalló que estos últimos operan bajo un sistema de turnos. 

Señaló que le correspondió participar en la evaluación del proyecto de ley que realizó la Cámara de Diputados, en razón de que el juzgado de garantía de San Bernardo cumple una labor trascendental en la aplicación de la ley N° 20.084.

En relación a la iniciativa en estudio, estimó que constituye un aporte y que presenta grandes avances en la materia. Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que existen ciertas áreas que deben ser abordadas y que el proyecto de ley no lo hace.

Consideró importante contar con un sistema que permita que los magistrados puedan tener acceso a las sanciones de los adolescentes. Recalcó que no contar con ello genera dificultades en la aplicación de la ley, porque los adolescentes mantienen sanciones que se mantienen vigentes y los magistrados no pueden acceder a esa información.  


Respecto a la sanción de multa, agregó que ella no cumple ninguno de los fines establecidos en la ley. Afirmó que en la práctica, la aplicación de la mencionada sanción se da con la imposición de 1/3 de UTM que se entiende cumplida con el tiempo en que el adolescente pasó al control de detención.    

Asimismo, manifestó que la amonestación se debe imponer por una sola vez. Aseveró que en el proyecto de ley se permite aplicar en no más de dos ocasiones, y luego da la opción de que se sancione nuevamente.

En relación a las penas accesorias establecidas en la ley N° 20.066, afirmó que en el proyecto se establece que la aplicación de la misma debe ser de carácter excepcionalísimo, y el tribunal debe garantizar que no se afecte la situación del adolescente. Estimó que la excepcionalidad debe estar más resguardada, en el sentido de extender la responsabilidad no solo al tribunal. 

Con respecto a la Libertad Asistida con Reclusión Parcial, expresó que el Servicio Nacional de Menores tiene dos centros semicerrados en la Región Metropolitana, uno se encuentra en La Cisterna y otro en Calera de Tango. Consignó que resulta muy difícil para los adolescentes ir a pernoctar a un lugar tan alejado. Constató que en reiteradas ocasiones los quebrantamientos de condena se producen por razones de orden geográfico, debido a las grandes distancias que tienen que recorrer los jóvenes para llegar al centro respectivo.

Hizo presente que desconoce por qué no se puede aplicar a los adolescentes la modalidad de tobillera electrónica. 

Observó que se produce un problema en los   quebrantamientos parciales, porque ellos no están considerados en la iniciativa en estudio, pero en la práctica ocurren. 

Expresó que el proyecto de ley carece de norma de clausura. Relató que cuando le correspondió estar en la sala de RPA (responsabilidad penal adolescente), conoció el caso de dos personas que entraron a cumplir condenas de 10 años y 1 día como adultos y tenían libertades asistidas pendientes. Éstas últimas quedaron suspendidas y la prescripción interrumpida.

Finalizó señalando que es difícil poder argumentar un fin resocializador luego de haber estado privado de libertad en la Penitenciaría.

El Honorable Senador señor Espina agradeció la exposición de la jueza de garantía, señora Casanova.
Connotó que existe un diagnóstico compartido de que el sistema de responsabilidad penal juvenil no funciona correctamente, por múltiples razones, entre ellas, por la falta de medios; porque las sanciones no están adecuadamente implementadas; por la distancia geográfica de los centros semicerrados, etcétera.   

Recalcó que hay un alto porcentaje de jóvenes que es sancionado y que entran en un circuito delictual permanente


Preguntó a la magistrada cómo funciona el sistema en la práctica. Le solicitó que describiera las principales falencias del mismo.

El Honorable Senador señor Moreira consultó por qué el sistema informativo que utilizan los tribunales es insuficiente. Inquirió si ello debe ser resuelto mediante la presente iniciativa o puede solucionarse a través de medidas de gestión adoptadas por la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

Requirió al Ministerio de Justicia que informe sobre el número de menores condenados cumpliendo penas y esperando otras.  

El Honorable Senador, señor Araya preguntó cuál es la evaluación respecto al tipo de sanciones que se les están aplicando a los menores. Consultó si ha tenido oportunidad de ver lo que ocurre con la reincidencia.

La jueza, señora Casanova manifestó que en cuanto a la multiplicidad de causas, un número importante de ellas quedan ajustadas en la primera audiencia que es de control de detención. Señaló que en esa instancia es difícil que el Ministerio Público tenga antecedentes para hacer valer y la Defensoría carece de datos para contrastar. Añadió que a los adolescentes se les requiere en procedimiento simplificado en términos verbales en la audiencia de control de detención, con los antecedentes que obran en el parte policial. Consignó que en esa instancia el joven tiene la posibilidad de aceptar su responsabilidad. 

Constató que los adolescentes saben que si aceptan su responsabilidad en una primera audiencia de control de detención, se les formula una propuesta para disminuir la sanción.

Agregó que ellos tienen conocimiento que si se decreta la internación provisoria, la Fiscalía les ofrecerá un procedimiento abreviado. Apuntó que no hay un tiempo adecuado para poder recabar antecedentes.

Manifestó que en el juzgado de garantía de San Bernardo operan con un coordinador que pertenece al SENAME y que aporta los antecedentes del adolescente respecto a otros tribunales y regiones. Aseveró que el fiscal no está obligado a entregar los antecedentes judiciales previos del menor.

Opinó que el sistema genera una presión que no se puede afrontar de la manera en que se quisiera, en caso de delitos de menor gravedad. Recalcó que estos últimos son los de mayor reincidencia. Declaró que los delitos que se abordan son los más graves, es decir, aquellos que tienen pena de crimen.
Atendido lo anterior, afirmó que los procesos por delitos menos graves concluyen en la audiencia de control de detención. 

El Honorable Senador, señor Araya, solicitó que la señora magistrada aclare la afirmación que dice relación con que el Ministerio Público no entrega a los jueces toda la información sobre las condenas anteriores de los adolescentes. Estimó muy grave que el tribunal no tenga a la vista la mencionada información.

La jueza, señora Casanova, precisó que como tribunal solo tienen conocimiento directo del extracto de antecedentes de adulto, y no así del de adolescentes. Respecto a este último, señaló que la Fiscalía es la única que puede acceder. Añadió que en su sistema puede ver las causas solo de los tribunales de la Región Metropolitana. Reconoció que no puede revisar, por ejemplo, si un adolescente tiene una sanción de cuatro años de régimen semicerrado pendientes en la Araucanía. Subrayó que ese dato, en su caso, puede ser aportado por el funcionario de SENAME ya mencionado.

En cuanto a la evaluación de tipo de sanciones, indicó que los adolescentes en materia civil son incapaces relativos. Por lo tanto, estimó insostenible imponerle una multa a un joven si éste debiese estar en el colegio y no trabajando.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra a la Subdirectora de la Unidad de Responsabilidad Penal Adolescente de la Fiscalía Nacional, señora María José Taladriz.

La señora Taladriz hizo presente que le llamó la atención la afirmación realizada por la jueza, señora Casanova, en el sentido de que la Fiscalía no entrega la información sobre condenas anteriores. Expresó que puede ser una situación puntual respecto de algún fiscal. Aseveró que el criterio de actuación por parte del Ministerio Público es que los fiscales desarrollen una intervención progresiva en este tipo de casos.

Agregó que el año 2016 fueron aprobadas las instrucciones de parte de los fiscales regionales en esa línea. Destacó que los antecedentes penales se pueden extraer del Registro de Condenas del Registro Civil.

La magistrada, señora Casanova sostuvo que no tienen acceso a dicho Registro.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, consideró relevante lo planteado, porque da cuenta de un problema práctico en la aplicación de la ley. Enfatizó que estamos ante un problema de gestión que tiene que ver con motores de búsqueda y con posibilitar el acceso de los magistrados a todas las fuentes de información.

Consignó que para que un juez tome en consideración la sanción o la medida a adoptar respecto a un adolescente sujeto a control de detención, no solo deberá tener en vista los antecedentes penales, sino también las causas pendientes que involucren al joven.  

La jueza, señora Casanova insistió en que estamos ante un tema que afecta la operatividad de los magistrados.

El abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, manifestó que el problema del acceso a la información tiene dos tópicos respecto a los cuáles se debe pronunciar la Comisión.

Por un lado, connotó que el tribunal debe contar con toda la información respecto al adolescente. Añadió que Senainfo corresponde a un instrumento que se diseñó para cumplir un efecto distinto, y por ende, no da cuenta de todos los contenidos, ni datos que se necesitan al momento de resolver un caso particular, o hacer el seguimiento correspondiente a las distintas sanciones.

Consignó que el Ministerio propondrá un mecanismo distinto que vendría a solucionar lo anterior.

Asimismo, sostuvo que el problema de trabajar con la información en el proceso, tiene que ver con la contaminación procesal. Sugirió sistematizarlo por la vía de objetivizar el informe técnico, al cual tiene acceso el tribunal y las partes, y regular las instancias procesales en las que se podrá hacer uso de dicha información.  

Señaló que se discute la procedencia de las penas accesorias de violencia intrafamiliar, porque están reguladas por una legislación especial.

El caso más complejo lo constituye cuando algunas de estas medidas consisten en separar al condenado del hogar donde habita. Recalcó que si el adolescente tiene menos de dieciocho años, la aplicación de la sanción implica sacarlo de su casa y ello constituye un problema.

Aseveró que es el legislador el que tiene que definir los casos y los criterios para que la judicatura resuelva.

Compartió las observaciones formuladas respecto al régimen semicerrado y a los quebrantamientos. Señaló que el Ministerio está desarrollando un estudio para enfrentar las dificultades que llevan aparejadas.

En relación a las sanciones pendientes, recalcó que ello no debiese volver a ocurrir si se implementa un sistema de concurso unificado y un sistema de unificación reglado.

En cuanto al criterio con que los actores se aproximan al tratamiento de estos casos, remarcó que la especialización dice relación directa con la exclusividad.

En relación con la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Moreira, ofreció acompañar la información relativa a las medidas cautelares y las condenas. 

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Ignacio Castillo, propuso sugerirle al Ministro de Justicia, señor Campos, quien preside la Comisión Nacional de seguimiento de la Reforma Procesal Penal, se analice la posibilidad de que los magistrados puedan acceder al Registro Penal Adolescente.

La Subdirectora de la Unidad de Responsabilidad Penal Adolescente de la Fiscalía Nacional, señora María José Taladriz, hizo presente que respecto al conflicto que se plantea consistente en tener acceso a las causas previas que ha tenido el adolescente, éstas resultan útiles para el ente persecutor para contextualizar la respuesta que el sistema debe dar a ese adolescente, para ver si éste tiene un carácter refractario o no.     

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, ofreció la palabra a la Presidenta de la Asociación Nacional de Funcionarios del Sename, señora Alicia del Basto.

La señora Del Basto agradeció la invitación de la Comisión. 

Comenzó manifestando que están muy interesados en la aprobación de la presente iniciativa, ya que ella llevará a perfeccionar la actual institucionalidad destinada a los jóvenes que tienen conflicto con la justicia.

Reseñó que como Asociación, en el año 2006 y 2007 se opusieron a la puesta en marcha de la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil. Agregó que en las discusiones parlamentarias de la ley de Responsabilidad Penal Adolescente, en junio 2007, el entonces Senador José Antonio Viera Gallo, reconocía que el sistema penal juvenil se ponía en marcha con una importante escasez de centros privativos de libertad, esto es, centros de internación provisoria y de régimen cerrado, y centro de internación en régimen semicerrado.

Destacó que el 22 de octubre de 2007 se desata un motín en el CIP CRC de Puerto Montt y fallecen 9 jóvenes.  Precisó que a raíz de lo anterior se formó una Comisión investigadora en la Cámara de Diputados, donde en esa oportunidad expusieron acerca de las precarias condiciones del sistema en general. 

Hizo presente que en el gobierno del Presidente Ricardo Lagos se dividió el SENAME en dos líneas: Departamento de Protección de Derechos y Departamento de Justicia Juvenil. Atendido lo anterior, señaló que el Servicio está fraccionado hace mucho tiempo y, por lo mismo, la idea que separando la institución se acaban los problemas está muy alejada de la realidad. 

En relación al proyecto de ley, consignó que una reforma al sistema de justicia juvenil se debe estructurar en base a los siguientes ejes fundamentales:

1. Se debe tener en claro o conocer las características del sujeto de atención, es decir, se debe conocer a cabalidad a qué personas van dirigidas sus disposiciones.

Recalcó que la experiencia de estos 10 años ha demostrado que muchos jóvenes padecen patologías psiquiátricas, tienen consumo problemáticos de drogas, retraso escolar, no tienen familia y, si la tienen, en muchos casos la familia que existe está vinculada al delito, en especial, al tráfico de drogas, o simplemente no existe familia. Tales variables se deben tener en consideración en esta ley desde la perspectiva del diseño de la intervención y de las características de los centros.

En base a lo anterior, expresó sus dudas con respecto a, por ejemplo, la instalación de la mediación penal en nuestro sistema. Destacó que en Chile no existe la cultura de la mediación penal.

Reflexionó que sería interesante conocer datos estadísticos de cómo ha sido la experiencia de dicho mecanismo alternativo de resolución de conflicto en la legislación de familia, y a partir de ahí evaluar su proyección en materia penal juvenil, donde tanto el sujeto como el conflicto son de naturaleza muy diversa.

2. Escuela de Formación: En materia de especialización planteó la necesidad de crear una escuela de formación para todos los niveles de la organización, teniendo en consideración que se trabaja con jóvenes de gran complejidad.

Agregó que, además, se debe contar con una malla permanente de formación a los funcionarios y ejecutores, acordes a las necesidades tanto en materias de intervención, como organizacionales. A nivel directivo se requiere exigencias de carácter técnico haciendo extensible la Alta Dirección Pública. 

3. Recurso Humano Suficiente: En cuanto a estándares de personal, profesionales y técnicos de la oferta se deben establecer con claridad la proporcionalidad del número de profesionales por cada caso o población de jóvenes a atender, considerando no solo cuestiones cuantitativas, sino también de complejidad e intensidad. Connotó que en la actualidad los centros de administración directa a cargo de los sistemas privativos de libertad, muestran necesidades disímiles y son especialmente los sistemas semicerrados adosados y no autónomos, quienes presentan mayor déficit de personal afectando en materia de seguridad e intervención a seis regiones del país, distorsionando la evaluación general del modelo.

4. Los órganos que componen un sistema de justicia penal adolescente deben propender al mismo fin de reinserción social.

Manifestó que la iniciativa conserva el artículo 20 de la ley N° 20.084, el cual consagra los fines de dicho cuerpo legal, cual es, que las sanciones deben formar parte de una intervención socioeducativa amplia orientada a la plena integración social. Es decir, la meta de este sistema es la inserción o reinserción social del sentenciado, en especial consideración a su edad entre 14 y 18 años.

En dicho contexto, se preguntó cómo en un proceso penal contradictorio, el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública harán suyos la finalidad de la ley.

Reconoció que en estos 10 años de vigencia de la ley N° 20.084, hemos sido testigos que en el sistema se han privilegiado las absoluciones o la imposición de cualquier condena, olvidándose del joven que requiere intervención.

Destacó que el Ministerio Público solo persigue condenar, y no le interesa la fase de ejecución de la condena en sus aspectos educativos. Por otra parte, la Defensoría solo busca la mínima intervención, siendo que en muchos casos no es lo que el joven necesita. A modo de ejemplo, en esta mínima intervención, en estos años ha existido una muy baja aplicación de las sanción accesoria de drogas, prácticamente se han terminado con los programas de salidas alternativas, oferta que ha sido subutilizada por ser  "demasiado gravosa", al decir de los defensores.

En consecuencia, señaló que es fundamental, que los tribunales, los fiscales, los defensores, y el SENAME, hablen en un mismo lenguaje y persiguiendo un mismo fin, lo que en la actualidad no ocurre. 

Consideró que las metas de todos los actores del sistema penal deberían medirse de acuerdo a criterios de inserción social en la oferta programática establecida para dar cumplimiento a los fines de reinserción social de este sistema punitivo especial.

5. Las instituciones públicas deben contar con políticas específicas para los jóvenes ingresados al sistema de justicia penal.

Subrayó que la intersectorialidad es fundamental. A modo de ejemplo, expresó que uno de los grandes problemas que padece el SENAME dice relación con los jóvenes con patologías siquiátricas, para ellos es fundamental que el Ministerio de Salud cuente con planes especiales que otorguen una atención oportuna y efectiva. De igual manera, señaló que es importante que el Ministerio de Educación perfeccione sus planes para este tipo de sujetos.

Connotó que para hacer efectivo el principio de protección integral, y en suma, mejorar el trabajo intersectorial es vital que la ley se refiera expresamente y regule el cumplimiento de ese deber.

6. Un adulto no puede estar inserto en el sistema penal adolescente.

Hizo presente que la esencia de un sistema penal juvenil se caracteriza por ser especial y diferenciado del sistema penal de adultos. 

Afirmó que en la actualidad se da la anomalía de atender jóvenes mayores de edad con experiencia en penal de adultos, constituyéndose en una población de difícil atención para los equipos y favoreciendo la contaminación criminógena. 

Enfatizó que el actual tratamiento que se da a los adultos en el sistema penal juvenil, debe ser revisado, y en el proyecto de ley no se da una solución adecuada a este tema.

7. La facultad de castigar es una facultad privativa del Estado. Reconoció que si bien este sistema delega la ejecución de las sanciones no privativas de libertad, no resulta conveniente que las sanciones privativas de libertad sigan igual destino.

Agregó que en el SENAME, la experiencia de intervención de instituciones privadas en los centros cerrados fue un rotundo fracaso, y la historia no se puede volver a repetir.

8. Un sistema de justicia juvenil debe ir de la mano de un sistema de protección.

Expuso que la intervención socioeducativa dentro del contexto de ejecución de una sanción penal, queda supeditada al tiempo de duración de la condena. Por consiguiente, es menester que exista una norma legal expresa que establezca el deber del sistema de protección de proseguir con la intervención del joven en el evento que subsista la necesidad de intervención, luego de cumplida su sanción penal.

9. Debe instalarse el deber legal de segregación de perfiles.

Apuntó que, actualmente la ley, solo se preocupa de la separación de adultos con menores de edad. Sin embargo, tan importante es la segregación de perfiles delictivos, con el propósito de evitar la contaminación criminógena. El Estado debe obligarse a dicha segregación y generar las condiciones para que en los centros privativos de libertad se dé estricto cumplimiento a ello.

En cuanto a las modificaciones que se proponen introducir en la ley N° 20.084, observó lo siguiente:

1.- El proyecto de ley olvida la obligación de proteger a los funcionarios del SENAME.

Indicó que los mencionados funcionarios deben ser amparados legalmente de eventuales agresiones sufridas por parte de jóvenes imputados y condenados, de la misma manera que el ordenamiento jurídico protege tanto en el Código Penal como en sus respectivas leyes orgánicas a los Fiscales del Ministerio Público, a los Defensores Penales Públicos, Gendarmería de Chile, Carabineros de Chile, y la Policía de Investigaciones. 

Reseñó que en estos 10 años de funcionamiento de la ley, dichos funcionarios han sido víctimas de diversos delitos, tales como, lesiones en sus distintas categorías, amenazas de muerte, u otros hechos que han afectado su integridad física y síquica.

Recalcó que ellos están en permanente riesgo, de la misma manera en que lo puede estar un fiscal, un defensor, un gendarme, etcétera. Explicó que cuando se refiere a funcionarios, se trata tanto del personal de trato directo, profesionales de las áreas técnicas y de los abogados que deben acudir a las audiencias de control de ejecución en representación del Servicio. 

Añadió que la iniciativa se olvida de los trabajadores en cuanto a la función que realizan y provoca una gran desigualdad ante la ley frente a las instituciones arriba mencionadas, lo que resulta paradójico.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, preguntó a la señora Del Basto si estaba planteando establecer una agravante en el caso que el funcionario sea agredido. 

La señora Del Basto respondió afirmativamente, señalando que ello no se encuentra regulado.

En cuanto al catálogo de sanciones que modifica el proyecto realizó las siguientes observaciones:

a. La libertad asistida especial con reclusión parcial es un maquillaje a la sanción de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, ya que, la definición legal que se entrega es idéntica.

Sobre el particular, estimó que la sanción de internación en régimen semicerrado debe mantenerse, mejorando su diseño legal y condiciones por ej.: infraestructura y personal.

Al respecto, manifestó que la experiencia en estos 10 años nos ha llevado a sostener, atendido el perfil delictual del sujeto que llega a dichos centros, la necesidad de que la "residencia obligatoria" en el centro privativo de libertad, sea resguardada por personal de Gendarmería de Chile, solo en cuanto al control de ingresos y de seguridad interna, ya que, los funcionarios del SENAME no tienen formación en seguridad o policial que les permita realizar allanamientos. En efecto, la seguridad en estos centros no ha funcionado bien, ya que nunca ha estado claro quién debe garantizarla. Opinó que Gendarmería es el organismo especializado en seguridad en centros de cumplimiento de condena.

De igual modo, propuso también que se piense la sanción de internación en régimen semicerrado no solo como pena principal, sino que además como un beneficio a la pena de internación en régimen cerrado que permita que los jóvenes condenados a las penas máximas puedan acceder a este beneficio.

Recalcó que los centros semicerrados deben tener cobertura provincial y no regional como en la actualidad existe y de responsabilidad del Estado.

b. El proyecto no toca el artículo 56 de la ley N° 20.084, solo establece que la resolución es inapelable.

Al respecto, aseveró que debiesen eliminarse los incisos 2, 3, 4, 5 del artículo y dejar los casos en que un adulto debe ser trasladado a una sección juvenil. 

Añadió que, de igual modo, se debe incorporar como causal de traslado el hecho de que un joven agreda a un funcionario del centro cerrado.

En relación a este punto, formuló las siguientes interrogantes: Hasta cuándo un adulto va a quedar sujeto al sistema penal juvenil; qué pasará con los condenados adultos que le queden pendientes sanciones en el sistema de justicia juvenil. 

Estimó que cuando una persona mayor de 18 años ingresa al sistema penal adulto, deben extinguirse las sanciones penales juveniles, ya que, su retorno al sistema pugna con la característica fundamental del Derecho Penal Adolescente, esto es, el ser diferenciado del sistema penal adulto.

Añadió que, en materia de personal, se debe explicitar por parte del Ministerio de Justicia derechos indemnizatorios y planes de retiros para los funcionarios de planta o a contrata que no deseen ser traspasados a los Servicios continuadores del actual SENAME. Esta materia debe ser una prioridad ya que hay un grupo grande de funcionarios que, como consecuencia del propio trabajo en esta institución, presentan un desgaste físico y psicológico.

Finalizó valorando el proyecto de ley. Solicitó que la opinión de la Asociación que preside sea considerada, para colaborar en la construcción de una verdadera institucionalidad que signifique superar el actual SENAME.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, ofreció la palabra al Presidente de la Asociación Nacional de trabajadores del SENAME, señor Walter Arancibia.

El señor Arancibia comenzó señalando que es necesario establecer que los trabajadores y sus organizaciones, desde hace mucho tiempo, han venido planteando la necesidad no solo de reformar y modernizar al Servicio, sino que contar con un marco legal amplio y orgánico que dé cuenta y permita el cumplimiento de sus funciones.

Estimó que la definición hecha por el actual Gobierno de la creación de dos nuevos servicios, construyendo una nueva institucionalidad para la Niñez y Adolescencia va por el camino correcto, dado que tanto el Servicio de Protección Especializada como el de Reinserción Social Juvenil, no se podría entender sin el cambio de paradigma, entendiendo como sujetos de derechos a los niños, niñas y adolescentes, dado que en ambos Servicios el mencionado principio debe ser el que prime para la intervención y la reinserción social.

Expresó que la nueva institucionalidad que se está creando, si bien está más enfocada en la protección de derechos, ella también debe ser fundamental para entregar una atención integral, entendida como una de serie derechos a los cuales el Estado se compromete a respetar y garantizar. Indicó que casi la totalidad los niños/as y adolescentes que infringen la ley, también en alguna medida cargan con vulneraciones de derechos.

Por lo anterior, hizo presente que todos los proyectos de niñez y adolescencia que se tramitan en el Parlamento están de alguna medida conectados y deberían ser priorizados para dar coherencia y concordancia con lo que hoy se está discutiendo, ellos son:

1.- Proyecto de garantía de derechos, que da el marco teórico, en este cambio de paradigma; 

2.- Proyecto que crea la Subsecretaria de la infancia, que será quien coordine todos los organismos gubernamentales;

3.- Proyecto que crea el defensor de la infancia, que debe ser quien supervise y haga el contrapeso para asegurar la concreción de todas estas iniciativas.

4.- Proyecto que crea el Servicio de Protección especializada, y 

5.- Proyecto que crea el servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil.

Dicho lo anterior realizó algunas observaciones a la iniciativa en estudio:

1.- Señaló que la Asociación que representa, reconoce y valora el espíritu del proyecto de ley que pone a la intervención y reinserción como foco central, lo que queda de manifiesto, por ejemplo, en medidas contempladas en el artículo 40 de la iniciativa, en el que se establecen modificaciones a la ley N° 20.084 y que altera el artículo 24 en su numeral 3. Ella consiste en que para la individualización de la pena se deberá considerar no solo la edad, sino que el nivel de desarrollo psicosocial del condenado.

Agregó que la iniciativa propone incorporar la procedencia de la mediación en la suspensión condicional y el principio de oportunidad. Destacó que el Art. 40 bis, establece que “Toda condena impuesta quedará sujeta a la aprobación judicial de un plan de intervención...”. 

Recalcó que estas medidas no solo avanzan en una mirada más garantista de los derechos de los adolescentes, si no también hace responsable a otras entidades del Estado en la tarea de garantizar derechos a los adolescentes y/o jóvenes infractores de ley. 

Manifestó que los tribunales deberán garantizar que, junto con la sanción penal del adolecente, se ponga en el centro la intervención para lograr la reinserción social que es el espíritu con que se construyó esta ley. En este contexto, los tribunales podrían ordenar la disponibilidad de instancias de intervención que considere necesarias: de salud, y educación, entre otras; las que quedarían establecidas por resolución judicial y no sujeta a la disposición o gestiones de coordinaciones posteriores.

Independiente de lo anterior, consideró que existen algunas debilidades en este proyecto las que deben ser abordadas, como por ejemplo:

a.- Remisión reglamentaria. 

Observó que algunos aspectos importantes de la iniciativa quedan sujetos a un reglamento posterior, como es todo lo referente al sistema de acreditación (Art. 37); funcionamiento del Consejo de Estándares y Acreditación (Art. 12); funcionamiento de la Comisión Coordinadora Nacional (Art. 13); normas de funcionamiento del Comité Operativo Regional (Art. 17). Como puede observarse, gran parte del articulado queda finalmente supeditado al reglamento que se dictará a futuro, sin dejar establecido en el propio proyecto de ley, algunos aspectos que necesariamente deben respetarse por el Gobierno al que le corresponderá implementarla. 

Agregó que el artículo 8 de la iniciativa deja toda la organización del nuevo servicio también a un  posterior Decreto con fuerza de ley.

b.- Demostró su preocupación por cuanto las funciones que se otorgan a este nuevo Servicio de coordinar con los otros órganos del Estado, desde el punto de vista operacional y/o funcional, no resulta adecuado que estén radicadas en este Servicio.

Estimó que las labores de coordinación, a este nivel, debiesen estar asignadas a la Subsecretaria de Justicia y no al Director Nacional del Servicio que se crea, por cuanto ello haría más viable y operativo el cumplimiento de las atribuciones asignadas, las que en el escenario actual van a implicar un problema de jerarquía. Lo anterior también debiese replicarse a nivel regional.

c.- Formación de los funcionarios: El Artículo 34 del proyecto de ley, aborda la formación solo como un plan estratégico, y teniendo en cuenta que una de las críticas y exigencias de todos los sectores ha sido específicamente la falta de capacitación para contar con personal idóneo, resulta insuficiente señalar solo un plan estratégico, sin ahondar mayormente en las formas de control que garanticen su ejecución y calidad. Sugirió que en este aspecto se debería abordar mayormente la exigencia contenida en las Reglas de Beijing que en su numeral 22 establece la “Necesidad de personal especializado y capacitado, para garantizar la adquisición y el mantenimiento de la competencia...”.

d.- Respecto de los jóvenes que cumplan penas en sistema penitenciario de adultos y tengan condenas pendientes en el sistema penal adolescente, lo señalado en el Art. 40 del proyecto que modifica la ley N° 20.084, que en sus Art. 25 ter y 25 quinques, resultan insuficientes, por cuanto las excepciones que plantean de igual modo permitirán que adultos, que por su reincidencia dan muestras de ser refractarios a la intervención, cumplan condenas en sistema de menores de edad.

Asociado a lo anterior, aseveró que no se aborda la necesidad concreta de contar con centros que tengan un estándar que permita cumplir con los objetivos de la ley y que no solo permita garantizar sus derechos asociados a la habitabilidad, sino que también permita segregar a los distintos jóvenes por grupos etarios, complejidades conductuales y criminógenas y otras que lo requieran acordes a la especialización de la intervención.

Sostuvo que no queda resguardada la estabilidad laboral de los trabajadores del SENAME. Ello, porque la presente iniciativa no contempla ni la estructura y menos el personal que se requerirá, dejando todos estos aspectos a un decreto con fuerza de ley.

Consideró que existe una suerte de discriminación en el tratamiento de las exigencias de personal para este nuevo Servicio, en comparación con las exigencias de personal requeridas para otras instituciones, que interactúan en la implementación del circuito de justicia juvenil. Ejemplo de ello lo constituyen los artículos 43 y 25 bis. 

Expresó que en el Artículo Segundo Transitorio, se contempla una serie de disposiciones que implican riesgo para la gran mayoría de los funcionarios dado que la cantidad de plantas son mínimas en relación al personal a contrata. Por ejemplo, en su numeral (1) se fijan plantas de personal, determina grados y niveles de EUS, número de cargos para cada grado y planta, nivel jerárquico y los requisitos de cada cargo, pero a diferencia del articulado transitorio del Servicio de Protección Especializada, no se establece que los requisitos de cada cargo que se fije en el DFL no serán aplicables al personal traspasado, y por tanto pudieran condicionar los traspasos.

El numeral (2) dispone el traspaso sin solución de continuidad del personal de planta y contrata, donde un DFL fijará la forma y número de funcionarios traspasados, por tanto, no se tiene certeza de que todo el personal será traspasado. 

En el numeral (4) letra (a) señala que el traspaso “No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral”, pero solo para los funcionarios titulares de planta. 

La letra (b) garantiza que el traspaso “no podrá significar la pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales”, pero solo para los titulares de planta. 

Destacó que no se contempla alguna forma de incentivo al retiro para aquellos funcionarios que no se encuentren en condiciones o no quieran laborar en este nuevo servicio, que permita su salida expedita y que sea compatible con los demás bonos e incentivo al retiro existentes.

Finalizó señalando que en un Servicio que trabajará con adolescentes infractores de ley, que normalmente tienen asociados problemáticas conductuales y otras de difícil manejo, se hace necesario contemplar también asignaciones especiales de desempeño difícil o riesgo, tal como ocurre con otros servicios y reparticiones que enfrentar situaciones de similar complejidad. Recalcó que no contempla tampoco la existencia de planes de autocuidado y de protección a los trabajadores.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, ofreció la palabra al Secretario de la Asociación de Funcionarios Regionales del Sename, señor Leonardo Comas.

El señor Comas comenzó su presentación manifestando que, como primera consideración respecto de la construcción del modelo, se constata un exhaustivo proceso de investigación comparada, y de tipo bibliográfica, que permite establecer los sustentos teóricos del tema estudiado. 

En este ámbito, planteó la necesidad de detallar las principales carencias del sistema vigente, con el fin de elaborar un modelo de “Planificación Estratégica Situacional”, que considere las distintas precariedades del sistema y que se expresan, principalmente, en el plano de los recursos humanos y materiales, los cuales ayudarán a alcanzar la especialización enunciada en este proyecto. 

Agregó que si se suma a esta acción precisa y concreta un proceso de diálogo técnico como el que se está realizando en esta instancia, permitirá aproximarnos en un diagnóstico claro y preciso, y por sobre todo contextualizado a nuestra realidad. 

Llamó la atención que, en este nuevo modelo, el centro es la “modificación de la conducta delictual”, entendida como aquella en que el joven deje de cometer delitos. Destacó que dicho objetivo requiere un mayor análisis, principalmente contrastado con los modelos actuales que está desarrollando SENAME. 

Agregó que en casi 8 años de trabajo se han desarrollado a lo menos 3 modelos distintos por lo que la evaluación y sistematización de la información que se extrae del trabajo no es posible de desarrollar. Expresó que experiencias puntuales de trabajo de algunos CRC han obtenido claros resultados en el ámbito de la responsabilización y reparación del daño causado, siendo por sobre todo desafíos profesionales particulares más que el resultado de la aplicación de algunos de los modelos implementados, por lo que resulta al menos interesante estudiar estos logros en la intervención a través del estudio de análisis de casos para poder incorporar estas líneas relevantes y con resultados específicos. 

Precisó que al no existir evaluación o sistematización del trabajo de los modelos anteriores no es posible determinar teóricamente si existe validez científica en un modelo cognitivo conductual o ecológico. Agregó que lo importante es, bajo la perspectiva de la Asociación que representa, determinar y tener absoluta claridad si contamos en la actualidad con la infraestructura, los recursos (humanos y materiales) para avanzar hacia el modelo presentado.

Reconoció que hay jóvenes que llevan hasta 5 años de condena y se ha modificado hasta el formato del plan de intervención. Consideró que lo relatado es absolutamente contradictorio desde el punto de vista del cumplimiento de un plan como también respecto del rigor profesional que permite una adecuada sistematización de la información. 

Recalcó que la Asociación que representa, propone y coincide en el flujo presentado en la creación de unidades de estudio por centro de administración directa. Consideró de absoluta relevancia que se pueda realizar un proceso de concurso interno y avanzar en el levantamiento urgente de estas unidades que permiten retroalimentar, desde lo empírico, procesos de investigación, acompañamiento, monitoreo y principalmente creando metodologías pertinentes a las características culturales de cada región. Añadió que en cada centro existen profesionales con más de 10 años de trabajo en el diagnóstico, evaluación e intervención y son ellos los llamados a sistematizar las buenas experiencias particulares que permitan retroalimentar la labor especializada. 

Estimó importante el avance que presentan los flujos, denotan una reflexión respecto de la labor que hasta hoy realizan los profesionales al interior de los centros, tener una segregación (segmentación) a la entrada, ya sea una casa para la evaluación inicial, como en GENCHI (en especial con población mayor). Sin embargo, consideró un exceso, desde lo práctico, esperar 15 días para tener un cierto perfil adolescente o criminológico. 

Sostuvo que con profesionales expertos y distintos en cada ámbito se fortalece principalmente el análisis y reflexión en torno al adolescente infractor de ley lo que en suma es un directo beneficio al nuevo modelo. Señaló que este punto es absolutamente relevante al momento de determinar y sancionar el nuevo modelo que debe considerar además perfiles, edad, sexo, trayectoria y salud mental, entre otras variables.  

Consignó que es importante relevar tanto el diagnostico, la evaluación, la intervención y el seguimiento. 

Expresó que una de las grandes interrogantes para la Asociación de Funcionarios Regionales del SENAME lo reviste la actual y/o futura oferta externa que en la actualidad ha sido compleja para todos los centros a nivel país. Esto implica un reorganización y volver a discutir la dependencia de esta oferta. Lo mismo sucede en relación a los programas de seguimiento, en los cuales, la dependencia privada no garantiza al Estado la continuidad de un trabajo en el medio libre. 

Connotó que todos estos insumos para la discusión han sido recogidos a partir de la conversación con los asociados y representan una visión técnica y operativa principalmente reflexiva pudiendo existir en algunos planos inconsistencias teóricas o quizás conceptualizaciones técnicas carentes de profundidad, sin embargo, la riqueza de ellas es que vienen de la labor que por años han realizado miles de funcionarios a nivel país en la más absoluta precariedad y abandono por parte de las autoridades de turno. Destacó que todo lo anterior debe ir acompañado de la mejora en las condiciones laborales, tanto en las remuneraciones como en la estabilidad laboral, aspectos medulares para una mayor especialización en la labor. Mejorar la institución además de un cambio de modelo pasa por reflexionar además cuánto el Estado ha dejado en abandono a estos funcionarios públicos que han debido por años evidenciar el maltrato a su labor desde una perspectiva humana, profesional y por sobre todo en la dimensión de la dignidad.  

En relación a las observaciones a la actual ley N° 20.084, manifestó que conocido es por la opinión pública y los distintos actores de la ciudadanía en general que desde la promulgación de la ley, las distintas Asociaciones de Funcionarios encabezaron un proceso de discusión respecto de las múltiples inconsistencias que presentaba la aplicación del articulado legal. El cambio de un sistema de inimputabilidad a uno que regula la responsabilidad penal a mayores de 14 y menores de 18 años de edad, significaba no solo el acto declarativo de la publicación en el diario oficial, sino un cambio radical, ambicioso paradigmático, pertinente a las consideraciones de la materia en el plano internacional, pero que requería una fuerte decisión política de inversión de recursos de diversa índole, tales como, infraestructura, recurso humano, especialización de la totalidad de los actores del sistema aspectos que hasta hoy los funcionarios de SENAME siguen esperando.            

Es por todo lo anterior que se transforma en necesario realizar un catastro de las actuales condiciones en las que se encuentra operando el sistema. Es una certeza y está presente en la teoría de la aplicación de las políticas públicas que la implementación práctica de los articulados legales debe cargarse de compromisos, voluntad y recursos económicos. 

Recalcó que la Asociación que representa, recomienda que antes de realizar cambios, que consideran necesarios, es prudente realizar una revisión profunda de las actuales condiciones de los distintos planos en los cuales opera el sistema, visualizar por ejemplo, las necesidades en el plano de infraestructura en los centros de administración directa del SENAME, la existencia de clínicas de corta estadía vitales en el cumplimiento de los principios de especialización. Afirmó que, por ejemplo, en la Región de Valparaíso, no existe ni la infraestructura ni los profesionales necesarios dedicados a la labor específica de la atención de corta estadía. Enfatizó que este elemento es central para la intervención especializada y hasta hoy no es posible contar con el mencionado programa. 

Aseveró que otro de los elementos centrales pendientes de la implementación de la ley N° 20.084 dice relación con la inminente necesidad de capacitación y especialización de todos los actores del sistema. Sostuvo que en la actualidad y para el cumplimiento de los fines específicos como la reinserción, se transforma en una necesidad urgente. 

Consignó que para la aplicación del sistema especializado de justicia, así como lo establece la ley, se requiere de la capacitación de Jueces Fiscales y Defensores (Artículo 29, Ley 20.084). En la actualidad en este aspecto, se observa que existe mucho desconocimiento por parte tanto de estos actores, como de toda la comunidad. 

Remarcó que la intervención especializada requiere de espacios de retroalimentación, de debate y construcción de metodologías ajustadas a las particularidades que significa la reinserción de un adolescente que ingresa al sistema. La responsabilización, eje central de la ley, debe primordialmente trabajarse con Unidades de Investigación que puedan en lo práctico, relevar, construir nuevas bases teóricas pertinentes a las realidades culturales y sociales de los adolescentes que ingresan al sistema. Es necesario por tanto buscar las alternativas legales que generen cambios en la orientación técnica al respecto.
Añadió que la educación de los jóvenes, a cargo de programas privados en los regímenes cerrados, no ha estado al margen de las críticas en base a la implementación, siendo un eje principal de la ley. Relató que ANFUR SENAME ha propuesto en múltiples espacios la generación de Unidades Técnicas Pedagógicas que diseñen, articulen y construyan proyectos educativos específicos basados en las distintas corrientes pedagógicas que existen en la actualidad. Subrayó que es necesario profundizar el análisis y buscar en estas modificaciones legales, desde lo técnico, como se puede re estructurar este aspecto, para así incorporar en las orientaciones técnicas mayor claridad en el plano práctico.   

En síntesis y como resumen de las observaciones prácticas de implementación, se establece que es necesario buscar un levantamiento de información pertinente, ágil y dinámica, que dé cuenta en concreto de todos los aspectos vinculados a la implementación de la ley N° 20.084 para así no relacionar las variables ni teñirlas en función de nuevas modificaciones. Reiteró la necesidad de realizar los cambios que permitan ajustar y perfeccionar el sistema, pero no antes de visualizar en lo concreto las deudas que mantiene la implementación de la ley con los funcionarios en la actualidad.       

En relación a la iniciativa en discusión, señaló que en la actualidad existen altos porcentajes de atenciones a mayores de edad en los distintos sistemas de atención que presenta la ley. Ello debe ser regulado urgentemente. Agregó que deben especificarse algunos límites de edad. 

Observó que en cuanto a la continuidad de estudios universitarios por ejemplo, y otras situaciones como atención de salud o inserción laboral, la ley debiera contemplar la obligatoriedad de los otros Ministerios de hacerse cargo efectivamente de otorgar los recursos necesarios para estas temáticas y muy ligado a lo anterior: la ley actualmente, no contempla programas de seguimiento una vez concluidas las sanciones de forma tal que se asegure la continuidad de los procesos de reinserción. Hizo presente que hoy, una vez concluida la sanción, después de una intensa intervención el o la joven queda sin apoyo institucional lo que no garantiza la mantención del desistimiento. Se propone un seguimiento de al menos 6 meses.

Sostuvo que tratándose de una ley especializada en adolescentes, es decir, sujetos en desarrollo, se requiere una figura con conocimientos específicos del área que permita a los jueces tomar mejores decisiones respectos de las medidas o sanciones que ordenarán. Se considera necesario incluir la figura de Consejeros Técnicos en la ley N° 20.084, es decir, la determinación de medidas o sanciones con más elementos que los meramente jurídicos.

Manifestó que la iniciativa contempla la posibilidad de salida por estudios. Afirmó que hay márgenes de horarios que exceden las 10 horas reglamentarias para su retorno a los regímenes cerrados. Es necesario regular este aspecto y se sugiere que estos permisos debiesen quedar a discreción del Director de Centro, en relación a los horarios de salidas semanales de los adolescentes, ampliándose el plazo a 24 horas por distancias que existen desde los centros hasta sus hogares.

Precisó que la iniciativa no indica la aprobación del Plan de Intervención para las condenas en régimen cerrado, pero hay tribunales que lo exigen y en un periodo de elaboración que no es susceptible de efectuar en las condiciones que exige Sename y en las cuales trabajan diariamente. 

Finalizó su presentación manifestando que el proyecto de ley no indica dónde deben cumplir condena los jóvenes infractores de ley. Éste debiera precisar que frente a determinadas características como trayectoria delictiva adulta y/o condenas privativas de libertad en cárceles de adultos, incluido sección juvenil, debieran cumplirlas en estos mismos recintos.

-.-.-

En una sesión posterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció el uso de la palabra a la Ministra de Educación, señor Adriana Delpiano.

La señora Ministra comenzó su exposición manifestando que su presentación constituye una oportunidad para el Ministerio de Educación pueda presentar todos los antecedentes de lo que está haciendo y lo que queda por hacer en esta materia.

Expresó que esta Secretaría de Estado, por su tarea y función específica, tiene una labor especial que consiste en analizar la situación de los niños privados de libertad, que han sido previamente alumnos de algún colegio o establecimiento regular y, por otro lado, estudiar a los que están bajo protección del SENAME, que también, salvo excepciones, son alumnos del sistema educativo normal. 

Indicó que se debe determinar cómo el sistema educativo logra prevenir la deserción escolar. Estimó que esta última constituye un factor muy influyente en el futuro de los niños. Constató que ella debe detectarse a tiempo, y que el colegio debe ser un espacio de contención, de apoyo, junto con la labor que cumple la familia.  

Declaró que en Chile hay aproximadamente 100.000 personas fuera del sistema escolar. Añadió que un número importante de ellos corresponde a un mundo rural más aislado, en el cual, la familia no desea que el menor parta del hogar a estudiar a un lugar alejado.

Consignó que el año 2016 disminuyó el embarazo juvenil, lo que constituye una de las razones por las cuales las mujeres emigran del sistema escolar. Agregó que ellas abandonan menos que los hombres sus estudios (2.7% las mujeres y 3.3% los hombres).

En ese sentido, valoró la implementación de las duplas psicosociales en los establecimientos educacionales. Destacó que el trabajo para prevenir la deserción debe recaer, particularmente sobre personal especializado.

Remarcó que el Ministerio también está trabajando con programas ligados con la salud mental. Reconoció que las comunidades educativas, muchas veces, son más nominales que reales. 

Sostuvo que el enfrentar la situación de familias con problemas severos se requiere un vínculo colegio-familia que no es fácil de resolver. 
Luego, recordó que el año pasado, el Ministerio de Educación celebró un convenio de colaboración con SENAME, que se tradujo en un trabajo con 110 profesores que atienden a los niños del mencionado Servicio. Asimismo, se inició un diagnóstico, junto con el Centro de Perfeccionamiento del Magisterio, sobre cuáles eran los requerimientos más urgentes en materia de formación. Expresó que se analizó cómo trabajar con niños que tienen baja atención y necesidades de afecto especiales. Agregó que lo anterior dio lugar a un currículum que se empezará a aplicar en septiembre del año 2017, lo que permitirá al Ministerio trabajar con el personal del SENAME.

Respecto a la situación de los jóvenes privados de libertad, señaló que existían cinco regiones en que los centros que acogían a menores infractores de ley no contaban con colegio. Hizo presente que a partir del presente año, los centros ubicados en las regiones de Arica y Parinacota; Tarapacá; Aysén; Los Lagos y Magallanes ya cuentan con establecimientos educacionales que les prestan servicios. Constató que el camino más rápido para garantizar que los niños tuvieran acceso a la escolaridad, consistió en acercarse a las escuelas más cercanas a los centros de privación de libertad, para que ellas educaran a los menores.

Señaló que a partir del vínculo con SENAME se realizó un traspaso de material del Ministerio de Educación a los establecimientos de dicho Servicio.

Manifestó que los niños vulnerados en sus derechos tienen prioridad para entrar a los jardines de Junji e Integra. En Junji hay 6.600 párvulos que corresponden a dichos niños y en Integra,  3.400.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe preguntó a la señora Ministra si cuando se refiere a niños SENAME que están en las escuelas, se incluye a los infractores de ley.

La Ministra, señora Delpiano sostuvo que los privados de libertad cuentan con escuela dentro del recinto donde cumplen sanción. 

Agregó que hay 120.000 niños atendidos por SENAME que no son infractores de ley, sino que son vulnerados en sus derechos que estudian en el sistema regular.

El Subsecretario del Ministerio de Justicia y derechos Humanos, señor Nicolás Mena ofreció enviar a la Comisión las cifras sobre los menores infractores de ley y los vulnerados en sus derechos.    

Para aclarar y complementar lo expresado, la Ministra de Educación, presentó el siguiente cuadro: 

	Escuelas Sename para  niños , niñas y jóvenes privados de libertad dentro de recintos penales
	

	Región/centro
	Sostenedor
	Nº de vigentes al 19 julio
	Nº de profesores 

	Antofagasta
	Anexo CEIA: Liceo Antonio Rendic. Municipal
	47
	4

	Atacama (Copiapó)
	Escuela Anexo Crisol Escuela Cárcel Medarno Cano. Municipalidad de Copiapó.
	16
	3

	Coquimbo (La Serena)
	CEIA Adolfo Pérez Esquivel. Privado
	53
	6

	Valparaíso (Limache)
	Colegio Ruka Newen. Privado
	92
	10

	Ohiggins (Graneros)
	Escuela Antuhué. Municipalidad de Graneros. Básica regular Media Adultos
	39
	6

	Maule (Talca)
	Escuela Aulas de Esperanza, Municipalidad de Talca
	55
	6

	Bío Bío (Coronel)
	Colegio El Renoval. Fundación Tierra de Esperanza. Privado
	57
	7

	Araucanía (Chol Chol)
	Colegio de Adultos Ipanewna. Privado.
	49
	8

	Los Ríos (Valdivia)
	CEIA Escuela Marcela Paz, Municipalidad de Valdivia.
	35
	7

	Metroplitana: 
	
	
	

	Santiago (Centro)
	Liceo E-106, Municipalidad de Santiago. Básica Adultos y media regular
	40
	8

	San Bernardo
	CEIA Gladys Lazo. Privado. 
	72
	10

	San Joaquín
	Colegio Pestalozzi. Sostenedor Fundación Pestalozzi. Privado.
	251
	16

	Centro Metropolitano Norte (Til Til)
	CEIA Manquehue.Sociedad Educacional Manquehue Ltda. Privado


	9

	Escuelas  Sename (nuevas) en las 5 regiones que no había, 2017.
	

	Arica/Parinacota.
	Municipal
	29
	

	Tarapacá (Iquique)
	Municipal
	35
	

	Los Lagos (Puerto Montt)
	Municipal
	30
	

	C. Ibañez del Campo (Coyahique)
	Municipal
	12
	

	Magallanes (Punta Arenas)
	Particular Subvencionado
	1
	


Hizo presente que también se debe garantizar el derecho a educación a los adultos privados de libertad. 

Manifestó que en el marco de la mejora curricular de tercero y cuarto medio -que se encuentra en el Consejo Nacional de Educación- se está elaborando un currículum para los niños y jóvenes privados de libertad, de manera tal que puedan educarse de manera adecuada y conveniente, para que al salir en libertad, puedan vincularse con la educación formal. 

Declaró que el mayor esfuerzo consiste en adecuar los instrumentos del Ministerio de Educación a la situación antes descrita. Sostuvo que debe existir una escuela en los centros de niños privados de libertad. Unido a ello, consignó que debe realizarse una labor de prevención que cierre la puerta de estos menores a situaciones delincuenciales.

Destacó que siempre hay un aviso de deserción que dice relación con la inasistencia a clases. Agregó que la familia y el colegio deben considerar dicho factor. Hizo presente que en Chile, la educación básica y media es obligatoria, por lo tanto, el niño debe estar en clases.

Demostró su convencimiento respecto a que una parte de los niños deserta porque no le va bien en el colegio, o porque se aburre. Constató que en el paso de la educación básica a la media también se produce abandono escolar, sobre todo en aquellos casos en que se debe cambiar de establecimiento escolar.

Comentó que el Ministerio está haciendo un seguimiento del programa PACE. Este último consiste en que las Universidades brindan apoyo a 400 liceos del país, otorgando ayuda psicosocial y reforzamiento escolar, para que los menores conozcan las perspectivas de los estudios superiores. Agregó que la propia existencia de la gratuidad facilita su acercamiento a la enseñanza superior. 

Constató que el mencionado programa, junto con apoyar tercero y cuarto medio, también se enfoca en el primer año universitario.

Finalizó su presentación manifestando que el compromiso para el presente año tendrá como objetivo capacitar profesores que trabajan con los niños privados de libertad y con los niños en hogares de acogida. Asimismo, comprometió el reforzamiento de las duplas psicosociales con el Fondo de Apoyo a la Educación Pública (FAEP) y la Subvención Escolar Preferencial (SEP).

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra a los Honorables Senadores presentes para que formulen preguntas. 

El Honorable Senador señor Larraín agradeció la exposición de la señora Ministra de Educación.

Señaló que una de las inquietudes que ha dejado la situación del SENAME corresponde a una sensación de fracaso en la rehabilitación de los menores. Añadió que las cifras de reincidencia son muy altas. Expresó que parte de los problemas tienen que ver con la forma en que el mencionado Servicio ha trabajado dicho tema. Sin embargo, reconoció que no toda la responsabilidad recae en el SENAME. Precisó que parte de ella tiene que ver con el sistema educativo.

Consultó si el Ministerio cuenta con alguna evaluación o reflexión sobre qué no ha funcionado bien del sistema educativo respecto de los menores vulnerados en sus derechos y los infractores de ley. Preguntó si dichos sistemas educativos requieren de alguna especialidad o preparación distinta. 

Remarcó que el fracaso del sistema penal adolescente ha sido mayor. Añadió que los que están en esa situación son los que menos se recuperan.

Inquirió qué es lo que se debe hacer para que el nuevo sistema educativo evite un nuevo fracaso.

El Honorable Senador señor Espina sostuvo que, de acuerdo a la información aportada por la Fiscalía, existen 40.761 niños infractores de ley. Constató que las sanciones a las que ellos se encuentran sometidos son las siguientes: régimen de internación cerrado; régimen de internación semicerrado; libertad asistida especial; libertad asistida simple; prestación de servicios en beneficio de la comunidad; reparación del daño causado; multa y amonestación. 

Preguntó cómo estos menores logran finalizar sus estudios. Consultó si hay un seguimiento objetivo de todos ellos; qué ocurre con la educación que ellos reciben cuando ellos se encuentran cumpliendo su pena en un centro cerrado. Constató que no existe un trabajo metodológico adecuado para saber qué ocurre con ellos.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe consignó que de acuerdo a las cifras entregadas por el Defensor Penal Público, señor Mahnke, ellas dan cuenta de una disminución cercana al 25% de los imputados adolescentes. La causa de ese número decreciente es desconocida. Reseñó que años atrás existía un Programa de Reinserción Escolar, donde había un conjunto de incentivos para los sostenedores educacionales por niño reinsertado. Consultó si sigue existiendo ese Programa.

Destacó que dentro de las observaciones que realizó la Defensoría Penal Pública, una de ellas decía relación con que solo existen centros del SENAME en las capitales regionales. Recalcó que muchos de los menores que están sujetos a medidas que deben cumplirse en los mencionados centros, no viven en la capital regional. Ello los desvincula de la educación formal. Inquirió si existe alguna alternativa para evitar que ellos deserten.

Preguntó por la cobertura en materia de capacitación de profesores. Consultó por el presupuesto para el año 2018 respecto al Programa adicional de apertura de establecimientos educacionales o de convenios entre el Ministerio de Educación y el SENAME. 

La Ministra de Educación, señora Delpiano señaló que la crisis del SENAME constituyó un remezón para todos. Reconoció que una tarea pendiente para el Ministerio consiste en pesquisar la información escolar de los niños con problemas con la justicia. 

El Honorable Senador señor Larraín preguntó si existe en el Ministerio alguna Unidad estructurada que se ocupe de los mencionados menores.

La Ministra, señora Delpiano manifestó que para ello nombraron a la señora Emilia Reyes como la encargada de vincular las distintas Divisiones que tienen programas relacionados con la temática.

Consignó que la gran tarea del sistema educativo consiste en prevenir la deserción escolar. 

El Jefe de la División de Educación General, señor Juan Eduardo García Huidobro reconoció que estamos ante un tema que ha sido dejado de lado por la sociedad chilena. 

Agregó que sobre los menores infractores de ley no hay investigación.

Expuso que un aspecto fundamental consiste en intentar retener a los niños que están dentro del sistema. Otro lo constituye el lograr una reinserción temprana. Destacó que para ambas situaciones descritas, cuentan con un conjunto de Programas.

Respecto a la reinserción, expresó que existe un bono de asistencia, que consiste en que la familia de pocos recursos, que tenga hijos entre 6 y 18 años, se hace acreedor de un monto de $7.000 mensuales por el niño asistiendo a clases.

Agregó que existe una beca de apoyo a la retención escolar de la JUNAEB para los estudiantes de 1° a 4° medio. Ella asciende aproximadamente a $180.000 anuales. Asimismo, sostuvo que hay una subvención escolar por retención, del Ministerio de Educación, que consiste en un pago a los sostenedores.
Constató que existen programas regionales en la Región Metropolitana. El año pasado se implementó uno, denominado “Aquí presente” que consistía en que dos personas por comuna se ocupaban de  aquellos que no asistían a la escuela.

En cuanto a la reinserción, apuntó que no existe una subvención del Ministerio en forma permanente, sino que a través de un fondo de proyecto.

Aseveró que no tiene un financiamiento estable la reinserción; ni la alfabetización, y tampoco la modalidad de educación de adultos.

Finalizó su presentación reiterando que los esfuerzos que hace el Estado respecto a este tema son insuficientes, desde el punto de vista económico. Aseguró que existen más instituciones con ganas de hacer cosas que fondos para apoyar.
La Ministra de Educación, señora Delpiano detalló que cuentan con duplas psicosociales en 2064 establecimientos municipales. Lo anterior se está transformando en una política real. Ello debiera contribuir a disminuir la deserción y a mejorar la atención que requieren los niños dentro del colegio.

Manifestó que a ello, debiera agregarse la cifra de colegios particulares subvencionados, lo que hace ascender a 2645 los establecimientos con duplas psicosociales.

Expuso que falta por saber cuáles son las condiciones de los niños en las distintas etapas. Estimó que el tribunal debiese imponer como condición para otorgar la libertad a los adolescentes, el que estén asistiendo a clases. Enfatizó que lo fundamental es recuperar al menor en el sistema escolar.
Destacó que en el proyecto de ley de Nueva Educación Pública está establecido que el sistema tiene un aspecto a nivel de cada uno de los servicios locales de encargarse de los colegios carcelarios y hospitalarios y debe haber en el Ministerio una Unidad que se preocupe de que ello sea una realidad.

Agregó que deben trabajar coordinadamente con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, ya que una parte importante de los niños que delinquen, son estudiantes.   

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe preguntó si se solicitarán más recursos en la Ley de Presupuestos del próximo año.

La Ministra de Educación, señora Delpiano sostuvo que estamos ante un presupuesto de continuidad. Connotó que ayudaría al Ministerio contar con pisos educativos en áreas que son variables por definición y de esa manera poder instalar colegios dentro de los establecimientos carcelarios. 

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe sugirió que se reúna el Ministerio de Justicia y el de Educación, y hagan llegar a la Comisión la información sobre cuál sería el piso mínimo en cada uno de estos centros, para efectos de dar adecuada cobertura.

El Honorable Senador señor Larraín consignó que la presente iniciativa requiere de una integración muy fuerte de educación dentro de lo que será la acción futura en esta materia.

Recalcó que es necesaria una institucionalidad dentro del Ministerio de Educación que sea el interlocutor con el Ministerio de Justicia, en la labor de llevar adelante la reinserción de los menores.

Declaró que una de las razones por las cuales falló la aplicación de la ley N° 20.084 fue por no prever la aplicación de programas educativos, que son esenciales para la recuperación de los jóvenes.   

El abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios, señor Francisco Maldonado señaló que el contexto formativo constituye un derecho que no puede ser interrumpido por el sistema penal. Ello implica asegurar prestaciones en el ámbito de las intervenciones de carácter procesal. Afirmó que el proyecto de ley garantiza las prestaciones educacionales con independencia de cuál sea el régimen procesal en que se encuentre el menor.

Agregó que cuando entramos al plano de una condena, ello forma parte de uno de los ítems indispensables de considerar en el contexto de un modelo de intervención, y va más allá de un desarrollo formativo en lo que a contenido se refiere.

Destacó que, en el contexto del proyecto, la intervención en el plano recién descrito, se da en medio libre. 

Sostuvo que parte del desarrollo de la reinserción se produce por el hecho de que se espera que los menores asistan regularmente a clases. Subrayó que una institucionalidad específica dentro del Ministerio de Educación tenga más sentido en el contexto de la intervención de protección.   

Aseveró que en el contexto de la privación de libertad se necesita un Plan de formación que se adapte a las particulares condiciones que genera el encierro. Precisó que debe implementarse un sistema de control, más allá de lo nominal, con respecto a la asistencia.  

Manifestó que el sistema penal no se ajusta al calendario académico. Añadió que previo a la audiencia de sustitución debe tenerse claro el lugar donde el adolescente continuará su educación.

El Subsecretario del Ministerio de Justicia, señor Nicolás Mena se mostró partidario de implementar una División de Educación para niños vulnerados en sus derechos e infractores de ley, dentro del Ministerio de Educación, tal como lo propuso el Honorable Senador, señor Larraín. Recalcó que actualmente, no existe evaluación ni seguimiento respecto a dichos menores. 

La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano expresó que es necesario reinsertar a los jóvenes infractores de ley, que no se encuentran privados de libertad, en el colegio que les corresponde. El currículum que debe elaborar el Ministerio, debe tener dos focos, uno dirigido para los Sistemas de Educación de Adultos y Jóvenes y otro para aquellos adolescentes que se encuentran privados de libertad. 

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ratificó que la Comisión decidió invitar al Ministerio de Educación, porque consideró que el sistema nacional de reinserción no puede solo basarse en normas procesales y sanciones, sino que también debe prevenir que los jóvenes ingresen en actividades ilícitas. Consideró relevante contar con un mecanismo de reinserción social efectiva. Finalizó manifestando que, tratándose de menores de edad, la educación es el principal factor para lograr la rehabilitación y reinserción.
-.-.-


En una sesión posterior, la Comisión recibió en audiencia al Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, señor Jorge Dahm, con quien analizó las observaciones que formuló el máximo tribunal al proyecto de ley en informe.


El Ministro, señor Dahm  agradeció la invitación de la Comisión. Confirmó que concurre a título personal, y no en representación de la Excma. Corte Suprema. Señaló que asiste con la finalidad de aclarar las observaciones formuladas por el Pleno de la Corte Suprema y de colaborar en la discusión de la iniciativa. 


La Comisión determinó someter a análisis las consideraciones efectuadas por el mencionado Tribunal. 


1.- En primer lugar, se estudió el artículo 27 del proyecto de ley. Esta disposición asigna, en su inciso cuarto, una nueva atribución o competencia a los tribunales de justicia, específicamente, a las Cortes de Apelaciones, consistente en conocer de las reclamaciones que deduzca un organismo acreditado en contra de la resolución del Servicio Nacional de Reinserción Social, al decretar éste de forma ilegal una sanción que obsta a que pueda continuar con la ejecución de un programa de reinserción social.


El inciso penúltimo del mencionado artículo dispone: “Evacuado el traslado por el Servicio o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá abrir un término probatorio, que no podrá exceder de siete días hábiles, y escuchar los alegatos de las partes.”.


Respecto al inciso antes transcrito, la Corte Suprema opinó lo siguiente: “Cabe señalar que esta Corte Suprema en reiteradas ocasiones al informar proyectos de ley que crean nuevas acciones contenciosas administrativas, ha recomendado la eliminación de la agregación extraordinaria de este tipo de recursos, estableciendo el goce preferencial del mismo para su puesta en tabla.”.


El Ministro, señor Dahm expuso que lo discutible de esta disposición lo constituye la agregación extraordinaria. Agregó que el Máximo Tribunal, en reiterados informes sobre materias que crean recursos en acciones contencioso administrativas, ha señalado que la agregación extraordinaria no surte el efecto de rapidez. Destacó que lo recomendable es la agregación con preferencia, ya que la fórmula propuesta en el proyecto no ha producido los resultados esperados. 


Añadió que en esta última, la causa queda en estado de ser vista, de un día para otro se agrega, el relator la debe estudiar rápidamente, los abogados raramente están preparados y terminan utilizando las herramientas para suspender la vista de la causa.


En cambio, la agregación con preferencia da un plazo, a lo menos, de una semana para ser agregada. Sostuvo que, dentro de nuestro sistema judicial, la Corte que tiene mayor volumen de trabajo y de sobrecarga es la Corte de Apelaciones de Santiago. Detalló que en este tipo de recursos, el mencionado tribunal no demora más allá de tres meses en ver la causa. 


Consignó que si lo que se busca es que se conozca del reclamo en forma rápida, con la agregación con preferencia se cumpliría el objetivo. 


El abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado constató que el informe de la Corte Suprema se concentra exclusivamente en las normas que tienen rango orgánico constitucional. 


 Recordó que las materias tratadas en el Oficio del Máximo Tribunal son las siguientes:


a.- Recurso de reclamación deducidos por Organismos Acreditados contra resolución del Servicio que decreta la administración provisional;


b.- La fórmula y asignación de recursos propuesta para la especialización de tribunales;


c.- La gradualidad de la implementación prevista;


d.- Ausencia de antecedentes o datos que acrediten la necesidad de estas reformas o que den cuenta de las cargas de trabajo que lo justifica.


Dejó constancia que no hay opinión sobre las demás materias, y éstas constituyen alrededor del 90% del proyecto de ley en estudio. Dentro de estas últimas se cuenta:


 a.- La creación del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil;


b.- El Sistema de acreditación y transferencia de recursos a los Organismos Acreditados;


c.- El modelo de intervención propuesto;


d.- El modelo de justicia restaurativa (mediación penal);


e.- La totalidad de las modificaciones a la Ley Nº 20.084 (concurso de delitos, unificación de condenas, informe técnico, penas accesorias, quebrantamiento de condenas, etc.);


f.- La regulación transitoria y de instalación del nuevo Servicio y de las nuevas reglas propuestas, y 


g.- Las reglas de especialización y formación aplicables al Ministerio Público y a la Defensoría Penal Pública   


Destacó lo anterior, porque la Corte Suprema informa desfavorablemente la iniciativa. Recalcó que lo anterior solo dice relación con las materias observadas por ella, y en ningún caso, se refiere al proyecto en general.


Hizo presente que la explicación entregada por el Máximo Tribunal respecto a la agregación extraordinaria resulta razonable y es propia de la discusión en particular. Reconoció que el Ejecutivo está dispuesto a evaluar el cambio sugerido por el Ministro, señor Dahm.


El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos manifestó que antes de que ingresase al Congreso Nacional la iniciativa en estudio, se le informó a la Excma. Corte Suprema sobre su contenido, mediante una exposición completa y general del proyecto. 


Constató que la mayoría de los puntos observados por el Máximo Tribunal se refieren a materias opinables. Agregó que el Gobierno está llano a acogerlas.


Señaló que no hay diferencias de fondo entre lo que plantea la iniciativa y lo que informó la Excma. Corte Suprema.


2.- A continuación, la Comisión analizó una segunda observación realizada por el Máximo Tribunal, la cual está contenida en el considerando quinto del mencionado oficio.


Este se refiere a la creación de tribunales especializados en responsabilidad penal adolescente (artículos 41 y 46 del proyecto de ley). 


El Máximo Tribunal sostuvo, en relación a la creación de tribunales especiales, que hace falta indicar no solo la competencia territorial de estos tribunales, sino también su competencia material. 



El Ministro de la Excma. Corte Suprema, señor Dahm hizo presente que el proyecto crea tres juzgados especiales, a saber,  Santiago; San Bernardo y Concepción. 


Añadió que la competencia territorial viene determinada por la iniciativa, pero no hay claridad respecto a la competencia material. La pregunta que surge es qué asuntos conocerán estos tribunales.


El abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado expresó que el propio informe de la Excma. Corte Suprema destaca, que el artículo 41, número 1), indica que en el artículo 16 bis que se agrega al Código Orgánico de Tribunales se señala que la competencia material de estos nuevos Juzgados estará asociada a los “procesos referidos a la responsabilidad de adolescentes que establece la ley 20.084”.


Aseveró que la iniciativa fija el territorio y la materia.  


3.- A continuación, la Comisión analizó el considerando sexto del informe de la Excma. Corte Suprema.


El considerando sexto señala que el proceso de integración de jueces y de funcionarios administrativos a estos nuevos tribunales, se hace a través de un proceso de destinación especial de personal proveniente de otros juzgados de garantía con competencia en el mismo territorio jurisdiccional.


Este considerando, agrega que, “De esta forma, los Juzgados de Garantía de Adolescentes serán órganos carentes de dotación propia. Se trata de un modelo flexible, que entrega a la Corte de Apelaciones respectiva, atendiendo a las necesidades de los tribunales de su jurisdicción, la forma de distribuir los funcionarios judiciales de que dispone.”.    


El Ministro señor Dahm consignó que la observación está referida a la integración de los tribunales. Hizo presente que son juzgados que se crean sin dotación propia, porque la iniciativa contempla que los tribunales de garantía deberán proveer los jueces.


Sostuvo que a los tribunales que se crean se les otorga una jurisdicción exclusiva y excluyente. Es decir, éstos solo conocerán de materias que están vinculadas con la ley de responsabilidad penal adolescente.


Constató que la cantidad de juicios de la ley N° 20.084 es menor. Recalcó que los jueces que se dediquen exclusivamente a este tipo de causas, tendrán una baja carga laboral. 


Recordó que, en la ley de responsabilidad penal adolescente, lo fundamental no está en el juicio propiamente tal, sino que está en el control de las medidas enfocadas en la reinserción de los menores.


Asimismo, consignó que la creación de los mencionados tribunales tampoco contempla dotación de funcionarios. Lo anterior genera un problema. Connotó que hay muchos cargos nuevos en dichos tribunales que son únicos. Ejemplificó con el caso del Administrador del tribunal. Señaló que si se traslada un Administrador de un tribunal existente, a otro que se está creando, se deja sin dicho funcionario al primero de ellos. Lo mismo sucede con los Jefes de Unidad de Causas. 


Hizo presente que tampoco se encuentra contemplado en la iniciativa la instalación física, ni la infraestructura de los nuevos tribunales.


Indicó que los jueces que se integren a los mencionados tribunales deben realizar un curso especial. Apuntó que nada se dice respecto a cómo se va impartir, quién lo hará y cómo se financiará. 


Se preguntó qué sucede con los jueces que no quieren especializarse.  


Declaró que al especializar, se reduce la competencia de un tribunal, de tal modo que los recursos se destinan solo a ello. Es decir, no se les da un buen destino. Subrayó que el Centro de Justicia funciona, en los hechos, como si fuese el tribunal penal de Santiago. Lo anterior permite que todas las Salas se subsidien entre sí. Destacó que el tribunal especializado impide hacer este trabajo.


El abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado manifestó que la Corte ha señalado que este tipo de especializaciones afecta la unidad de jurisdicción. Sin embargo, precisó que estamos ante una materia distinta, puesto que los tribunales que crea la iniciativa no son ajenos al Poder Judicial. Puntualizó que el informe de la Corte hace referencia a los tribunales ambientales, cuestión opuesta a la del presente proyecto de ley. 



Añadió que el texto citado se refiere por ello a casos completamente diversos a los que se proponen acá, referidos a instancias jurisdiccionales “especiales” que sustraen el conocimiento de las causas del propio funcionamiento y orgánica general del Poder Judicial.


Consignó que se mencionan precisamente como ejemplos el Tribunal Calificador de Elecciones, los Tribunales Electorales y los casos en que la Contraloría o el Senado ejercen jurisdicción. Así se entiende que se llegue a sostener que solo resultan aceptables si lo establece la Constitución.


Apuntó que la crítica es razonable o, cuando menos, discutible en el ámbito contencioso administrativo, referido a casos en que las jurisdicciones especiales que se crean se ubican en el límite entre ámbitos decisorios de la Administración del Estado y los propios del Poder Judicial. Por ello se justifica su integración con paneles de expertos, integración técnica, etc. De ahí que se señale que ponen en riesgo el “equilibrio de poderes” en el Estado.


Enfatizó que en este caso estamos hablando de causas penales y de tribunales ordinarios que forman parte del Poder Judicial, es decir, se ratifica y confirma el principio de “unidad de jurisdicción”, que es el centro del texto. La crítica expuesta, no se refiere, ni se vincula en modo alguno, a los tribunales especiales que integran el Poder Judicial (laborales, familia o con competencia criminal, por ejemplo).


Compartió el criterio expuesto en orden a que gracias a la especialización y a la Academia Judicial “no hay materia que pueda quedar ajena a los magistrados de la jurisdicción ordinaria”, pues el proyecto no modifica el conocimiento por parte de dichos magistrados, ni la formación a través de la Academia Judicial.


Respecto a las formas de especialización, señaló que existen distintos modelos, a saber:


- Tribunal especial (definido por ley);


- Sala especializada exclusiva (definida por ley);


- Sala especializada preferente (uso de la agenda de distribución de causas, voluntaria o forzosa), y


- Mero uso de la agenda en la administración de causas (definición no permanente de especialización, siempre voluntaria)  


Connotó que la Corte Suprema, en su informe, se muestra partidaria de aplicar la tercera de las opciones mencionadas, es decir, la de la Sala especializada preferente. Ante ello, el señor Maldonado manifestó que aquella no es la única forma de asegurar la eficiencia.


Remarcó que hay razones de todo tipo para justificar la especialización, al margen de la mayor flexibilidad de dicho modelo.


Aseveró que el Ejecutivo propone en la iniciativa  un sistema mixto, a saber:


- Mayoría de los Tribunales de Garantía y Orales: Sala especializada preferente (uso de la agenda de distribución de causas)


- Salas especializadas de dedicación exclusiva


- “Tribunales especiales” (Santiago, San Bernardo y Concepción)


Respecto al último caso, afirmó que la decisión se  funda en razones de competencia territorial. Destacó que estamos ante casos focalizados en “Unidades de gestión más amplias”, que operan con una única administración central (administrativamente operan como “una sala más”). Agregó que es idéntico a como ya opera el Centro de Medidas Cautelares de los Tribunales de Familia de Santiago y el de Control de Detención del Centro de Justicia. 


Aseveró que no existe inconveniente para reemplazar el término tribunal, por el de Unidad.


En relación a la obligatoriedad de la especialización y la dedicación exclusiva, sostuvo que hay múltiples antecedentes y evaluaciones de público conocimiento, que lo señalan con toda claridad. Por vía ejemplar:


- Informe de evaluación y seguimiento de la Ley de la H. Cámara de Diputados (2015), pp. 118 y ss., 136 y ss., y 149.


- Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado  (2012), pp. 321 y 322.


- Mismo informe en pp. 17 y 18 (opinión del Poder Judicial): “Si bien en la actualidad se da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 29 de la ley, en el sentido que casi la totalidad de los jueces, fiscales y defensores penales públicos que intervienen en causas de adolescentes han recibido la capacitación correspondiente, se estima que, sin duda, el mejor desarrollo y perfeccionamiento del sistema de justicia penal juvenil requiere necesariamente la creación de una judicatura especial y con competencia exclusiva para el conocimiento de infracciones penales juveniles. Las características del sujeto activo en estos ilícitos son tan determinantes en el juzgamiento, que han justificado la dictación de una ley especial con normas procesales y un catálogo de penas diferenciado con respecto al adulto; la misma razón impulsa a promover la idea de crear tribunales especiales para esta clase de asuntos”


- Último estudio de UNICEF. (2014). Hacia una reforma integral del Sistema Penal Adolescente en Chile: El desafío de la Especialización. Santiago, Chile.


Destacó que hay normativa y jurisprudencia internacional específica que lo consagra. Por vía ejemplar mencionó las siguientes: 


- Convención Americana de Derechos Humanos, art. 5.5: “Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento”;


- Convención Internacional sobre los Derechos del Niño art. 40.3: “Los Estados partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes…”


- Observación General Nº 10 del Comité de Derechos del Niño (2007)


- Reglas mínimas de Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing), Regla Nº 2.3


- Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sentencia 2 de septiembre del año 2004 (Caso “Instituto de reeducación del menor v/s Paraguay”), y otras


- Otros antecedentes: Comisión de Expertos Ministerio de Justicia (2013), Opinión expertos e informantes (de Doctrina e invitados a la discusión del proyecto)


En relación al principio de especialidad, citó al profesor, señor Mauricio Duce, quien realiza un resumen descriptivo de la jurisprudencia internacional y concluye: “es claro que el principio de especialidad recogido en la legislación internacional de derechos humanos alude a dos dimensiones diversas en materia procesal, por una parte, al hecho de que las reglas que regulan la intervención estatal en contra de jóvenes infractores deben ser específicas para ello, y en segundo lugar, deben ser aplicadas por instituciones y personas especializadas.”.  


Reseñó que algunos organismos escuchados por la Comisión, tales como, la Defensoría Penal Pública y la Fundación Paz Ciudadana, han criticado que es poca la especialización. Por ende, reconoció que se sienten al debe respecto a ese tema. 


Agregó que el año 2014 se constituyó una mesa de trabajo donde se revisó la justicia restaurativa; la especialización de los  tribunales y las reformas normativas a la ley N° 20.084. Relató que en dicha mesa intervino la Unidad de Estudios del Poder Judicial, el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública. 


Admitió que la primera conclusión a la que se arribó, fue que todas las instituciones contaban con datos distintos. Como consecuencia de ello, se afinaron los números para arribar a una plantilla única. Luego de ello, se analizaron varios modelos de especialización y concluyeron que en las condiciones actuales, hacer que un juez, un fiscal y un defensor, circulen por un territorio muy amplio, implicaba un cambio radical. A raíz de lo anterior, se decidió especializar bajo la fórmula tradicional.


 Presentó un cuadro que detalla el volumen general de causas por tribunal:
	TRIBUNAL
	Causas Totales en Tribunal
	No. de Jueces
	Causas por Juez
	Holgura (No. Jueces)
	Requerimiento proyectado Jueces
	Jueces RPA requeridos
	Jueces RPA adicionales

	
	2013
	2014
	
	2013
	2014
	
	
	
	

	JUZGADO DE GARANTIA DE IQUIQUE
	 18.138 
	 15.062 
	5
	 3.628 
	 3.012 
	0
	0,76
	1
	1

	JUZGADO DE GARANTIA DE ANTOFAGASTA
	 16.107 
	 15.231 
	7
	 2.301 
	 2.176 
	0
	0,61
	1
	1

	JUZGADO DE GARANTIA DE VALPARAISO
	 11.131 
	 12.381 
	9
	 1.237 
	 1.376 
	2
	1,16
	2
	0

	JUZGADO DE GARANTIA DE VIÑA DEL MAR
	 15.476 
	 13.904 
	7
	 2.211 
	 1.986 
	0
	
	
	

	JUZGADO DE GARANTIA DE RANCAGUA
	 16.075 
	 15.998 
	5
	 3.215 
	 3.200 
	0
	0,55
	1
	1

	JUZGADO DE GARANTIA DE TALCA
	 9.828 
	 10.714 
	4
	 2.457 
	 2.679 
	0
	0,52
	1
	1

	JUZGADO DE GARANTIA DE CONCEPCION
	 12.862 
	 13.272 
	6
	 2.144 
	 2.212 
	0
	0,77
	1
	1

	JUZGADO DE GARANTIA DE TALCAHUANO
	 6.922 
	 7.533 
	4
	 1.731 
	 1.883 
	0
	
	
	

	JUZGADO DE GARANTIA DE TEMUCO
	 11.528 
	 12.865 
	6
	 1.921 
	 2.144 
	0
	0,59
	1
	1

	1º JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 5.276 
	 6.040 
	5
	 1.055 
	 1.208 
	1
	5,31
	6
	0

	2° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 17.798 
	 16.462 
	10
	 1.780 
	 1.646 
	1
	
	
	

	3° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 8.893 
	 8.572 
	6
	 1.482 
	 1.429 
	1
	
	
	

	4° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 14.408 
	 14.387 
	12
	 1.201 
	 1.199 
	4
	
	
	

	5° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 6.530 
	 5.522 
	5
	 1.306 
	 1.104 
	1
	
	
	

	6° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 9.924 
	 9.949 
	7
	 1.418 
	 1.421 
	1
	
	
	

	7° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 23.574 
	 23.955 
	10
	 2.357 
	 2.396 
	0
	
	
	

	8° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 11.707 
	 12.277 
	9
	 1.301 
	 1.364 
	2
	
	
	

	9° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 11.079 
	 13.712 
	9
	 1.231 
	 1.524 
	1
	
	
	

	13° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 10.442 
	 10.066 
	7
	 1.492 
	 1.438 
	1
	
	
	

	14° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 13.454 
	 13.726 
	9
	 1.495 
	 1.525 
	1
	
	
	

	10° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 4.909 
	 5.030 
	5
	 982 
	 1.006 
	2
	2,46
	3
	0

	11° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 10.281 
	 10.886 
	8
	 1.285 
	 1.361 
	2
	
	
	

	12° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 5.552 
	 6.007 
	6
	 925 
	 1.001 
	2
	
	
	

	15° JUZGADO DE GARANTIA DE SANTIAGO
	 7.289 
	 7.656 
	7
	 1.041 
	 1.094 
	2
	
	
	

	JUZGADO DE GARANTIA DE PUENTE ALTO
	 15.492 
	 15.189 
	7
	 2.213 
	 2.170 
	0
	
	
	

	JUZGADO DE GARANTIA DE SAN BERNARDO
	 11.286 
	 13.420 
	9
	 1.254 
	 1.491 
	1
	
	
	

	TOTAL
	 305.961 
	 309.816 
	184
	 1.663 
	 1.684 
	25
	12,7
	17,0
	6,0



Destacó que se requiere un volumen general de 17 jueces dedicados. Salvo en aquellos donde se crea la Unidad (3 casos), en el resto se funciona en una Sala dentro del tribunal, donde se pretende que un juez esté dedicado de manera exclusiva.


Expresó que cuentan con los datos para poder justificar, al menos los 17 jueces.  


En cuanto a la observación de que carecen de dotación propia, apuntó que a nivel jurisdiccional, de infraestructura y administración de personal, no se está hablando de una nueva jurisdicción que demande un costeo completo, sino que más bien de un sistema de gestión o de administración interna. Añadió que donde eventualmente faltaba un juez, éste se creó con el proyecto de ley que aumentó la dotación del Poder Judicial en 110 jueces. 


El Ministro, señor Dahm consultó al señor Maldonado si en las estimaciones económicas que se realizaron, están incluidos los tribunales que se crean.


El señor Maldonado precisó que se hizo el cálculo respecto a si se justificaba generar un juez nuevo. Detalló que hasta el año 2015, sí se requería. Reiteró que luego de la creación de los 110 jueces, ello se torna innecesario. 


A continuación, la Comisión estudió el financiamiento de la implementación de la iniciativa.


En seguida, la Comisión trató las observaciones contempladas en los considerandos octavo, noveno y undécimo del Oficio de la Excma. Corte Suprema.

En relación con esta materia, el Ministro, señor Dahm sostuvo que se crean tribunales sin financiamiento, con jueces que provienen de otros juzgados. Destacó que por un lado está el aspecto salarial y, por otro, el de la infraestructura. Opinó que no le queda claro si los tribunales exclusivos funcionarán dentro del mismo local de los ya existentes.  


Expuso que lo mismo sucede respecto a la capacitación. Ésta es compleja, no es de corta duración.


El abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado expresó que en lo referido a la formación, efectivamente se modifica la idea de un curso de especialización de la Academia, por una formación especializada. Recordó que una parte de esa formación es desarrollada de una manera interinstitucional, radicada en el Servicio que se crea.


En relación a los nuevos tribunales, se mostró llano a modificar la norma, y no denominarlos tribunales especiales, sino que constituyan Unidades especializadas dentro de un tribunal.


El Ministro, señor Dahm preguntó si se elimina el concepto tribunal. 


El señor Maldonado respondió afirmativamente.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe consultó si hablaríamos, entonces, de una Unidad dentro de los actuales tribunales. Asimismo, inquirió si cuando se habla de redestinar jueces a esas Unidades, se está pensando en magistrados del mismo tribunal.


El señor Maldonado manifestó que los datos habilitan, al menos, a que las Unidades sean exclusivas. Sostuvo que a pesar de que ha habido una disminución en las cifras de ingreso, éstas son estables.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó cierta incertidumbre respecto a la creación de Unidades que no son salas especializadas. Igualmente preguntó cuáles tendrán el carácter de salas, cómo funcionarán y cuál será su campo de atribuciones. 


El abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado consideró razonable la duda. Señaló que prefiere llamarle tribunal cuando estamos en presencia de más de un juez. 


El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Campos precisó que están todos de acuerdo en que tiene que haber cierto grado de especialización. Agregó que el Parlamento deberá resolver cuál es el que necesitamos y el que deseamos.


A continuación, la Comisión trató la observación contenida en el considerando duodécimo del Oficio de la Excma. Corte Suprema. En este punto, el Máximo Tribunal señala que: “Cabe dejar anotado que una reforma como la recibida para estudio e informe, se traduciría en el atropello de una garantía de orden constitucional, toda vez que el tribunal encargado de conocer y juzgar quedaría creado con posterioridad a la comisión del delito o la ocurrencia del hecho a ser juzgado.”.


Sobre este planteamiento, el Ministro señor Dahm aseveró que el problema planteado se subsana si el tribunal está constituido previamente a la comisión del ilícito. 


Agregó que fue un error de la Corte, decir que se informa desfavorablemente el proyecto de ley. Esa frase da entender que se refiere a la totalidad de la iniciativa. 


A continuación, la Comisión consideró una observación de la Excma. Corte Suprema referida a la entrada en vigencia de este cuerpo legal. 

El mencionado considerando (octavo) dispone: “Que la entrada en vigencia de esta iniciativa legal se sujeta a un sistema de gradualidad territorial conforme al cronograma dispuesto por el artículo primero transitorio del proyecto de ley (12, 24 o 36 meses desde su publicación, según la región de que se trate), situación que es más propia de reformas procesales de gran envergadura y que se justifica para poder de forma eficaz introducir los ajustes necesarios, incluso dictar normas legales que permitan una implementación exitosa.”.


Sobre este punto, el Ministro, señor Dahm expresó que con los cambios que se han conversado, poner en práctica esta reforma, a tres años plazo, aparece como exagerado.


El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Campos apuntó que si la Excma. Corte Suprema estima que puede hacerse en un plazo menor, el Ejecutivo no tiene inconveniente en proponer una modificación.


Por su parte, el señor Francisco Maldonado destacó que en esta materia, el Ejecutivo adoptó el criterio de la Excma. Corte  Suprema cuando se pronunció respecto a la ley N° 20.603, que modifica la ley Nº 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad. 


Añadió que en la presente iniciativa se refiere a la implementación de todo el régimen sancionatorio, lo que impone un proceso complejo. Esta situación justifica tener plazos especiales como los que se contienen en las disposiciones transitorias de este proyecto de ley. 


Seguidamente, la Comisión consideró el voto particular contenido en el Oficio de la Excma. Corte Suprema.

El mismo se funda en las observaciones que formularon los Ministros señores Künsemuller y Aránguiz. En él se hacen las siguientes consideraciones:


“1°) El proyecto de ley aparece cuestionable en cuanto prevé que los plazos de prescripción de la acción penal se suspenden durante el tiempo que se prolongue el trámite de la mediación, lo que se opone a lo dispuesto en el artículo 96 del Código Penal, en cuanto preceptúa que la suspensión de la prescripción opera desde que el procedimiento se dirige contra el delincuente. Bajo este prisma, no cabe considerar que la mediación produzca dicho efecto suspensivo, toda vez que no constituye una forma de dirigir el proceso contra el imputado;


2°) Un segundo aspecto que amerita observación dice relación con el artículo 24 del proyecto referente a la determinación de la pena. La iniciativa señala que en la individualización de la pena debe respetarse estrictamente lo dispuesto en el artículo 63 del Código Penal. Sin embargo, en el propuesto artículo 24, se introducen como factores a considerar para la individualización de la pena, entre otros, los siguientes:


-  El empleo de violencia física o de ensañamiento y la naturaleza y entidad de ellas;


- La utilización y clase de armas o la provocación de un riesgo grave para la vida o la integridad de las víctimas, y


- El comportamiento demostrado con anterioridad y posterioridad a la ocurrencia de los hechos, y durante la instrucción del proceso, en lo que fuere relevante para la valoración de los hechos enjuiciados.


Por de pronto, cabe señalar que el comportamiento del adolescente durante el juicio no puede, en caso alguno, ser un elemento idóneo para conmensurar la pena aplicable, ya que, de acuerdo al mismo precepto, es la conducta posterior al delito un elemento a considerar para la determinación de la pena; en consecuencia, comprende sin duda el comportamiento durante la instrucción del proceso y no puede volverse a tomar en cuenta, como algo separado del comportamiento post-delito. 


En cuanto al ensañamiento y empleo de la violencia física, de ordinario constituirán circunstancias pertenecientes al delito de que se trate y no podrán influir en la penalidad y, en todo caso, no se divisa la razón por la cual se ha escogido –del catálogo de agravantes genéricas- el ensañamiento y se han dejado de lado otras, como la alevosía, por ejemplo. Parece algo arbitrario la selección de estas circunstancias, lo que pone de manifiesto la improcedencia de su consideración.


A juicio de los Ministros que suscriben, parece más conveniente mantener el artículo 24 vigente de la ley N° 20.084, que contempla factores aceptables para la determinación de la pena, en consonancia con lo dispuesto en el artículo 69 del Código Punitivo.”. 



Sobre estas observaciones, el Ministro, señor Dahm connotó que lo anterior constituyen opiniones personales de los mencionados ministros, de las cuales no se puede hacer cargo.


Seguidamente, intervino el Honorable Senador señor Espina, quien agradeció la intervención del Ministro señor Dahm.


Requirió su opinión respecto de un problema que no puede seguir minimizándose, a saber, la situación de los menores de edad que están bajo la tutela del Sename. Precisó que, por un lado se encuentran aquellos vulnerados en sus derechos. Y, por otro, están los infractores de ley. Respecto a estos últimos, detalló que son 40.000, y que 4.000 de ellos, han cometido delitos graves y un alto porcentaje de ellos son reincidentes. 


Recalcó que el sistema no funciona ni en lo que dice relación a las políticas de reinserción, ni respecto al catálogo de penas. 


Solicitó que la Excma. Corte Suprema desarrolle un informe sobre el fondo del sistema, ya que los tribunales son los llamados a aplicarlo.


El Honorable Senador señor Larraín pidió al Ministro señor Dahm  su opinión respecto de las propuestas que en esta sesión ha presentado el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. Adicionalmente, le preguntó si a partir de ello, se puede avanzar y resolver las inquietudes planteadas por la Excma. Corte Suprema.


El Ministro, señor Dahm manifestó que el sistema de responsabilidad penal juvenil, en su aspecto penal, es un fracaso, y éste no es reciente. 


Agregó que algunos jóvenes son más agresivos que antes y desarrollan nuevas prácticas delictivas. Relató que, por ejemplo, algunos de ellos cometen ilícitos para acceder a dinero y comprar ropa de marca. Puntualizó que otro aspecto que los lleva a delinquir es la droga, ya que el medio para obtenerla supone muchas veces cometer un ilícito. 


Remarcó que el Poder Judicial, por su tradición, se fija en el respeto a la norma procesal, a los derechos y el cumplimiento de la ley. Añadió que existen valiosos proyectos que han nacido de los propios magistrados, que han advertido que se ha fracasado en el tema de la droga en la juventud. Dichos jueces contribuyeron a la implementación de tribunales dedicados al tratamiento de droga (TTD). 


De acuerdo a lo observado por el Honorable Senador señor Larraín, hizo presente que la opinión de la Corte Suprema es relevante. Indicó que debe también consultárseles a aquellos jueces que se encuentran en la primera línea del problema, es decir, los que reciben a los menores.


Señaló que hay dos temas por resolver, a saber, si el juez será exclusivo y excluyente y el financiamiento. Remarcó que ninguna de estas dos materias son insalvables. 


Finalmente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe valoró las palabras del Ministro señor Dahm y el diálogo que se ha producido entre el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial, respecto de las observaciones hechas por la Corte Suprema.

-.-.-


En una sesión posterior, la Comisión recibió en audiencia a diversos organismos colaboradores del SENAME y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA). 


En primer lugar, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció el uso de la palabra a los representantes de la Corporación Opción, señora Camila de la Maza y señor Osvaldo Vásquez.


Al comenzar su presentación, el Coordinador Técnico de la Corporación Opción, señor Osvaldo Vásquez agradeció la invitación de la Comisión.


Inició su intervención manifestando que a diez años de la entrada en vigencia de la ley N° 20.084 que creó un régimen especial para el tratamiento de adolescentes en conflicto con la ley penal, además de la necesidad de actualizar el Servicio Nacional de Menores a los nuevos desafíos, resultaba indispensable propiciar reformas que permitieran que el Estado de Chile abordara de mejor manera la situación de los adolescentes que entran en contacto con el sistema penal, con pleno resguardo de las normas dispuestas tanto en la Convención Internacional de los Derechos del Niño como del sistema universal de protección de los derechos humanos.


Por lo mismo, expresó que la Corporación Opción celebra la presentación de este proyecto. 


Dicho lo anterior, indicó que formularían algunos comentarios para aportar a la tramitación legislativa del proyecto y  facilitar al establecimiento de una institucionalidad acorde con los estándares internacionales de derechos humanos.


En relación a la situación actual, declaró que la implementación de la ley N° 20.084, a pesar de sus problemas, trajo como consecuencia la disminución de los adolescentes que ingresan anualmente al sistema penal. 


Agregó que según los datos proporcionados por el Ministerio Público, de 70.761 en 2008  a 40.761 en 2016, lo que corresponde a un 42% de disminución. Por ejemplo, en relación al delito de homicidio, cometidos por adolescentes, en el mismo período, disminuyó de 163 a 101, lo que corresponde a un 38% menos.  


Lo anterior puede explicarse, en parte, por una oferta programática que ha permitido un abordaje correcto en el caso de cada joven, (más allá de que se reporten otro tipo de dificultades, que dicen relación con la reincidencia).


Seguidamente, afirmó que la Corporación Opción atiende el 19,6% de la oferta programática del país; en un universo de 17.808 casos atendidos entre 2012 y 2016. Al respecto, presentó el siguiente cuadro:
Resultados en la ejecución de medidas y de sanciones penales juveniles

	
	Tipo programa
	Cantidad de
Proyectos
	NNAJ egresados
2012 – 2016
	% de logro al egreso (50% y más del PII o PTI, no Reincidencia)

	MEDIDAS PREVIAS A LA CONDENA
	MCA
	8
	3.724
	78,6% 

	
	PSA (AR-SCP)
	6
	1786
	76,1%

	SANCIONES PENALES JUVENILES

EN MEDIO LIBRE
	SBC- RD
	7
	5109
	47,8% 

	
	PLA
	9
	2694
	54,2%

	
	PLE
	12
	3543
	50,1%

	PROGRAMAS COMPLEMENTARIOS EN SANCIONES  EN MEDIO LIBRE
	PIL
	6
	131
	65,1%

	
	PRE/ASR
	8
	339
	78,1%

	
	PAS
	3
	526
	69,4%

	TOTAL DE PROGRAMAS RPA
	
	59
	17.808
	62,7%



Destacó que las dificultades actuales del sistema, son las siguientes:


• Falta de concurso de penas, se superponen o suman, ineficacia en la disuasión del delito.


• Falta de especialización y dedicación exclusiva de los actores judiciales.


• Falta de información, oportuna con que cuentan los actores judiciales al momento de decidir medidas, beneficios y sanciones idóneas para el cumplimiento de la pena y de inclusión social (Art. 20 de la Ley 20.084)


• Uso desproporcionado de la internación provisoria, según fuentes del Ministerio Público, un 75% de los jóvenes que están en ella, son absueltos, o bien, sus causas terminan con una salida alternativa, como la suspensión condicional; o son sancionados en el medio libre. 


Sostuvo que la privación de libertad se debe utilizar como último recurso, según lo indica expresamente el artículo 37 letra b) de la Convención Internacional de los Derechos del Niño. Precisó que como lo demuestra la evidencia internacional, se trata una medida ineficaz, ya que produce daño en los jóvenes. Entre tales consecuencias destacan las siguientes:

- Desarrollo de conductas psicopáticas, ligadas a la conformación de una coraza caracterológica. 


- Trastornos de la vivencia y expresión de la emocionalidad, caracterizada principalmente por una indiferencia afectiva.


- Trastornos en la capacidad de mediatizar la calidad e intensidad de la respuesta emocional, según elementos objetivos del entorno.


- Aprenden a desarrollar vínculos superficiales y manipulativos con su medio.


- Todo sistema carcelario se basa en la promoción de la pérdida de la individualidad y la autonomía.  


- Se provoca una pérdida de la noción espacio temporal, esto implica la vivencia continua del aquí y el ahora. 


- Se favorece la impulsividad y la intolerancia a la frustración.


- Potencia la construcción de su identidad a partir de lo entregado en el contexto carcelario. 


Seguidamente, se refirió a las fortalezas del proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil. En esta materia, valoró que se plantee un servicio desde la criminología evolutiva y ciclo vital, que considera que el contacto criminógeno de los adolescentes decrece con la edad y que la mayoría de los adolescentes infractores, desertarán del delito en la medida que van creciendo y, por lo tanto, su paso por sistemas de justicia juvenil no puede condicionarlos en sus proyectos de vida, sino cumplir con el objetivo primordial de que asuman las consecuencias de sus actos y les facilite el proceso de reinserción en la comunidad. 


Por otra parte, estimó relevante el cambio de la internación provisoria por una medida cautelar ambulatoria de más intensidad (del 155 letra B del CPP), con mayor control del joven; menor cantidad de adolescentes por profesional especializado; información semanal de control a los actores judiciales; mayor intensidad en encuentros; desarrollo de programas sociales y de control de violencia, y articulación con programa de educación, inserción laboral de salud mental entre otros.


Destacó la importancia de dotar de información oportuna y de calidad a los actores judiciales, en las audiencias de control de detención apoyando las primeras medidas que determinarán con información inicial, mediante aplicación de pautas de tamizajes y acceso a información digital. 


Celebró la incorporación de mecanismos de justicia restaurativa, particularmente de permitir la mediación en el sistema penal que hasta hoy había estado vedada en la justicia penal.


Asimismo, se mostró partidario de que se incorporen disposiciones que modifiquen las normas relativas a la situación concursal de los delitos y que permitan un mecanismo de exasperación, que permita determinar la pena en base a la condena más gravosa, a efectos de aplicar una sanción que se condiga con la realidad vital del adolescente, especialmente considerando, que según los datos de Corporación Opción en atención a los adolescentes atendidos, el incremento de usuarios de 18 años hacia arriba ha sido sostenido, llegando a un 40% en el año 2016; lo que da cuenta precisamente de que el sistema no está diseñado para esos sujetos de atención, los que, por cierto, requieren de otras intervenciones que escapan a los objetivos que un modelo de justicia juvenil persigue.


Estimó importante contar con programas de salida alternativa con una oferta diversificada a las necesidades de los jóvenes para promover el desistimiento, como Control e Violencia, tratamiento para violencia ascendente y de género, para promover una inserción educacional efectiva, para desarrollar trabajos comunitarios con enfoque restaurativo, para el tratamiento de conductas ofensoras de carácter sexual, entre otras.


Finalizó su intervención valorando que la iniciativa cuente con programas de salidas alternativas que ejecuten los acuerdos reparatorios con procesos restaurativos de mediación, realzando la demanda de la víctima y la educativa-responsabilizadora del ofensor.


A continuación, hizo uso de la palabra la abogada de la Corporación Opción, señora Camila de la Maza.


La señora de la Maza mencionó algunas materias en las que se puede mejorar esta iniciativa de ley. Entre ellas destacó las siguientes: 


1. La posibilidad efectiva del Servicio de articular la respuesta intersectorial (artículo 7 letra d) del proyecto), toda vez que los datos de nuestra atención a adolescentes infractores indican que:


a) En el promedio de los años 2011-2016, el 51% de los infractores han desertado del sistema escolar, y por lo tanto, es clave como el sistema de reinserción dialoga con el sistema educacional, que permita a los adolescentes volver a ser escolarizados.


b) Que existe, en el periodo 2011-2016, un decrecimiento de la participación criminal del quintil más bajo, mientras en el año 2011 el quintil más bajo era de un 66,9%, en el año 2016 es de un 46,5%, lo que permite concluir que los móviles criminógenos han variado y –aparentemente- ya no tendrían que ver con la subsistencia de los adolescentes sino con otro tipo de motivaciones, lo que requiere de una intervención sistémica acorde a ello.


En atención a estos datos, estimó indispensable que el Servicio cuente con herramientas efectivas para dar una respuesta estatal sistémica y acorde a las necesidades de los adolescentes, que principalmente están asociadas a la satisfacción de derechos sociales.


En relación a las instituciones que ejecutan los programas previstos para la ejecución de las medidas y sanciones que dispone la ley 20.084 a través del Servicio, consideró sumamente relevante aclarar algunos puntos como los siguientes:


a) El proyecto hace la distinción que se acreditarán instituciones y programas, lo cual no es lo suficientemente claro sobre el objeto de dicha diferenciación. Esto es, cómo, en la práctica se manifiesta esa diferencia. Es indispensable aclarar qué significa la acreditación de una institución separada del programa.


b) Se señala que existirán distintos niveles de acreditación, pero no queda lo suficientemente claro cuáles son estos niveles y el objeto que persigue dicha diferenciación; y sin perjuicio que dicha precisión quede entregada a un reglamento, nos parece relevante que sea la ley que crea el Servicio la que se haga cargo de dicha definición.


En lo relativo a la organización del Servicio, demostró su preocupación que ello quede entregado a un reglamento, ya que no se garantiza debidamente la forma en que esto se va a realizar, y porque además, hay reglamentos que tardan mucho en ser dictados y, en este caso, es necesario tener certezas  que deben ser fijadas por el legislador. 


Finalizó su intervención refiriéndose a la licitación de los programas dispuestos en la ley Nº 19.886. Sobre esta materia manifestó su preocupación sobre cómo se garantizará en este proceso, la continuidad de la ejecución de un determinado programa y dónde queda regulado el monto de administración central, que hoy la ley Nº 20.032 regula con claridad.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra al Director Nacional(s), del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA), señor Antonio Leiva.


El señor Director(s), señor Leiva comenzó su presentación agradeciendo a la Comisión la posibilidad de exponer ante esta instancia. 


Manifestó que el centro de la presentación del SENDA sobre el proyecto que nos ocupa, puede ser explicado como un intento de persuadir a esta Comisión de que –en lo que respecta a este Servicio y solo en las materias que le conciernen- se está frente a un proyecto de ley producto de un esfuerzo intelectual importante.


Expresó que una de las expectativas que el ejercicio de la administración del Estado debe satisfacer, consiste en desplegar una cierta capacidad de elaborar políticas públicas eficientes a la luz de la evidencia. Indicó que esto no es nada diferente de elaborar proyectos técnicamente correctos y racionales, es decir, dando juicios fundados en el marco de una deliberación racional. 


En relación a las propuestas inspiradas en la gestión de calidad, enumeró las siguientes:


1.- Adscripción al sistema de Alta Dirección Pública. Consignó que, sin perjuicio, del pudor que debe tener un alto directivo público al hablar sobre el sistema que lo colocó en el lugar que detenta, no debe ocultarse que este procedimiento no es meramente un mecanismo de selección del primer y segundo nivel jerárquico, sino que –desarrollado al son de los propósitos que lo inspiran- es una herramienta para darle a los ganadores de los concursos la fuerza que brota de la habilidad que otorga el mérito y de la confianza que se requiere para que las políticas públicas avancen.


2.- Fijación de estándares de calidad por cada programa de ejecución de medidas y sanciones, las cuales serán ratificadas por un Consejo de Estándares y Acreditación, externo y altamente técnico. 


3.- Redefinición de un sistema de externalización en base a criterios de gestión de calidad, a partir de la constitución de un Consejo de Estándares y Acreditación, mejores procesos de supervisión financiera y técnica. Agregó que las razones para estar de acuerdo con esta institución, para SENDA, son ampliamente conocidas. Sostuvo que la fijación de los mencionados estándares es una de las pocas herramientas con las cuales cuenta SENDA de poder uniformar la intervención que se hace de Arica a Punta Arenas. Hizo presente que uno de los propósitos que inspira este tipo de intervenciones consiste en dotar de la mayor dignidad posible a los usuarios de los servicios.   


4.- Compra de servicios a través de los procedimientos de la ley 19.886. Este sistema presenta visibles virtudes y ventajas administrativas. Entre las más remarcables, pueden mencionarse los sistemas de controles a los que las bases administrativas y técnicas y los contratos quedarán sometidos, con ello se refiere a la toma de razón por la Contraloría General de la República y al recurso al Tribunal de Compras Públicas respecto de las actuaciones administrativas hasta la adjudicación, además del aprovechamiento de la plataforma de la Chilecompra.


Consignó que es imperioso destacar, que el proyecto de ley resuelve adecuadamente la encrucijada que la falta de interés privado en las licitaciones y el mal rendimiento de los prestadores impone a la continuidad de la función pública. Enfrentado a la falta de interés de los concurrentes en una licitación, el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil contará con una vía adicional para ejecutar esta política pública, cual es ejecutar directamente los servicios. Por otra parte, de cara a la decisión de poner fin anticipadamente a un contrato, la Administración del Estado se ve constreñida por el peligro de disminuir la cobertura y la ejecución del presupuesto, producto de la necesidad del tiempo necesario para sustituir la oferta que se merma con el término de un contrato. Este riesgo se ve razonablemente amagado en el proyecto de ley en comento con la posibilidad que el Servicio administre provisionalmente un programa. 


Añadió que todos los servicios que ejecuta SENDA, comprenden un enorme compromiso por una gestión de calidad y buscan dotar de la debida humanidad a la prestación de dichos servicios. 


Seguidamente, advirtió que una de las fortalezas del proyecto  la constituye la supervisión de programas por las Direcciones Regionales. Estimó que hay buenas razones para que ello se mantenga, como, por ejemplo, la cercanía con los acontecimientos y una mejor capacidad de reacción y de seguimiento.


Celebró la necesidad de acreditación de los organismos colaboradores, como herramienta que confiere homogeneidad en los estándares de calidad.


Constató que el proyecto instituye el Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil. Añadió que la iniciativa crea  dispositivos de planificación y coordinación con los actores involucrados en el Sistema de Justicia Juvenil, sobre la base de la intervención especializada en la materia. Explicó que los factores de riesgo y desistimiento del delito deben abordarse también desde la satisfacción adecuada de los derechos sociales, como por ejemplo, el acceso tratamientos de rehabilitación por el consumo de alcohol y drogas.


En lo que respecta a la Comisión Coordinadora Nacional, expresó que a ella le corresponderá revisar periódicamente el funcionamiento del sistema de ejecución de justicia juvenil. Dicha Comisión será presidida por al Director Nacional del Servicio y estará conformada por representantes de las siguientes instituciones: Subsecretaría de Justicia, Subsecretaría de Redes Asistenciales, Subsecretaría de Educación, Subsecretaría de Servicios Sociales, Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, Instituto Nacional del Deporte y Gendarmería de Chile. 


Se alegró de la creación de la mencionada Comisión. Reconoció que SENDA ha desarrollado su actividad durante un tiempo prolongado  por lo que cuenta con la experiencia para colaborar en el proceso de implementación de la ley.


Agregó que dicha Comisión deberá proponer un Plan de Acción a 5 años que contendrá el detalle de actividades, metas, indicadores, metodologías y plazos necesarios para el logro de los objetivos estratégicos dispuestos en la Política Nacional antes mencionada.


Señaló que esta Comisión, contempla una adecuación regional, que debiera ser capaz de adaptar dicho Plan al orden Regional y además se constituya como una institucionalidad de resolución de situaciones específicas cuando así se requiera.


En relación al Modelo de Intervención, indicó que la propuesta central del nuevo Servicio está basada en un proceso de intervención estructurada y especializada en distintas fases mediante un sistema de manejo de casos y en base a estándares de calidad. Añadió que las definiciones asociadas al modelo de intervención permiten definir la arquitectura administrativa del nuevo Servicio, la dotación de recursos humanos necesarios y sus perfiles de cargo, la infraestructura requerida y también la oferta intersectorial de redes que se requiere para su implementación.


Respecto a la  eliminación de la sanción accesoria del artículo 7° de la ley N° 20.084, destacó que el fundamento de su supresión es ampliar su procedencia, incorporándola a la generalidad de los casos en que exista esta patología y no solo aquellos respecto de los cuales se decretó esta sanción. 


Añadió que la evaluación de su actual diseño ha dejado en evidencia que vincular su procedencia a la constatación de una patología específica expresada en la ejecución del delito excluye buena parte de los casos en los cuales este factor de riesgo está presente.


Aseveró que será necesario evaluar las brechas de cobertura que originará el cambio legal, de manera de poder gestionar los recursos necesarios para su efectiva implementación. 


Señaló que es importante recalcar que la nueva regulación propuesta entiende el tratamiento de rehabilitación consumo de alcohol y drogas como una prestación a la cual el condenado tiene derecho.


Finalizó su presentación manifestando que SENDA estará particularmente atento respecto del desarrollo del reconocimiento como derecho social, del tratamiento y las rehabilitaciones de los niños, niñas y adolescentes. Agregó que la vinculación que existe entre estos últimos con el equipo terapéutico tiene fuente constitucional, ya que está directamente relacionado con la dignidad humana. 


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra al Director Ejecutivo de la Fundación Tierra de Esperanza, señor Pedro Canales.  


El señor Canales comenzó su intervención manifestando que era partidario de que se apruebe el proyecto de ley en discusión. 


Destacó la importancia de la especialización con la creación de un Servicio y, además, que las modificaciones a ley Nº 20.084 se basen en estudios, investigaciones y evaluaciones realizadas por distintos organismos, entre los que se encuentran los estudios realizados inicialmente por la Fundación Paz Ciudadana; por la Comisión de Constitución, Justicia y Reglamento del Senado en el año 2012; el informe de la Comisión de Evaluación de la Ley de la Cámara de Diputados el 2015 y los estudios realizados por la academia.


Agregó que esta serie de insumos, se encuentran reflejados en la actual iniciativa. 


De ésta, identificó en forma general, los siguientes elementos:


- Su contenido refleja la necesidad de profundizar en la implementación de la Convención Internacional de los Derechos del Niño, y demás instrumentos internacionales como las Reglas de Beijing; reglas de Tokio; Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad; Directrices de RIAD principalmente, en los que la actual Ley de Responsabilidad Penal Adolescente (LRPA) y el sistema de implementación se encuentra al debe.


- Reconoce la importancia de instalar un paradigma de intervención diferente, basado en modelos que se fundamentan en evidencia empírica, capaz de evaluar, guiar, medir progresos de reinserción, desistimiento de la conducta infractora en jóvenes; que asume también una postura teórica desde la criminología evolutiva y ciclo vital.


- Releva la importancia de invertir mayores recursos económicos, materiales y humanos para enfrentar la situación de los menores infractores de ley. Asume el costo que ha tenido el nulo o bajo nivel de especialización de todos los actores involucrados.


- Admite la necesidad de instalar un sistema institucional técnico, capaz de actuar coordinadamente en los distintos niveles, así como la importancia de contar con un sistema de información unificada, que facilite la toma de decisión, la mejora continua, y la coherencia de todo un sistema disponible para un real sistema de responsabilidad penal juvenil.


Añadió que las observaciones, comentarios y dudas particulares que genera el proyecto de ley, quedan explicitados directamente con los artículos, párrafos, numerales que pasa a mencionar.


En primer lugar, se refirió al artículo 4°, norma que dispone lo siguiente: 


“Principios del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil.


Artículo 4.- Interés superior de los jóvenes sujetos de atención. En todas sus actuaciones, el Servicio tendrá en especial consideración el interés superior de los jóvenes sujetos de atención.”.


Se preguntó cómo se logrará llevar a efecto este principio, si tal cómo hoy funciona el actual SENAME, no se observa desde el área de protección de derechos una mirada inclusiva de aquellos adolescentes atendidos por el área de Justicia Juvenil con mayor vulneración y situaciones extremas como los que se encuentran en vida de calle, con serios problemas de salud mental, traumas relacionales que impactan en sus formas de adaptación, y que hoy no encuentran un espacio de apoyo o protección, con la creación de un Servicio Nacional de Protección Especializada.


Seguidamente, se refirió a lo que prescribe la letra k), artículo 7°. Esta norma dispone lo siguiente:


“Funciones del Servicio. Corresponderá al Servicio:


k) Realizar un seguimiento personalizado de los casos en que se ordene la aplicación de medidas o sanciones contempladas en la ley N° 20.084, durante la ejecución de las mismas y otorgar un acompañamiento con posterioridad  a ella de carácter voluntario, a través de la respectiva Dirección Regional.”.


Al respecto, consultó si ello implicaría entonces que cada Dirección Regional del Servicio cuente además con un equipo que cumpla está función de “acompañamiento post-sanción. Recalcó que lo anterior debe ser revisado y construido de otra manera.


Luego, se refirió a la letra l) del artículo 7º, la que señala, dentro de las funciones del Servicio, la siguiente:

“Constituir unidades destinadas a la adquisición, producción, elaboración y comercialización de materias primas y bienes manufacturados o fabricados por los jóvenes sujetos a medidas y sanciones establecidas en la ley N° 20.084, con el objeto de posibilitar su inserción laboral, de conformidad a las normas de protección al trabajo infantil dispuestas en el Libro I, Título I, Capítulo II del Código del Trabajo, las que se regularán a través del reglamento que al efecto se dicte.”.


Precisó que las normas sobre protección al trabajo infantil son muy rígidas frente a la realidad y características de los jóvenes que están dentro del sistema. Llamó a revisar experiencias comparadas y las estadísticas de educación de nuestra población adolescente-juvenil atendida en los 10 años de implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, con la finalidad de incorporar criterio de realidad.


Agregó que todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la educación, que no es lo mismo que la escolaridad.


A continuación, mencionó el artículo 32, letra a), precepto que dice lo siguiente:


“Artículo 32.- Sanciones. Frente a causales de incumplimiento de los respectivos convenios, por parte de los organismos colaboradores acreditados, el Servicio podrá, según su gravedad, aplicar las siguientes medidas, las que deberán ser contempladas en las bases de licitación correspondientes:


a) Aplicar multas equivalentes a un 10 % y hasta un 60% del pago correspondiente. La multa podrá elevarse al doble en caso de reiteración. El monto de la multa dependerá de la gravedad del incumplimiento del que se trate, según los criterios que establezca el respectivo reglamento.”.


Sostuvo que en cuanto al porcentaje de multa a aplicar a los organismos acreditados para ejecutar medidas y sanciones; no queda claro si ese porcentaje será aplicado sobre el total de plazas convenidas por ejemplo, o bien será proporcional y relacionado al tipo de incumplimiento, el que incluso puede estar relacionado sólo a un caso en particular. Sugirió que sea revisado.


En seguida, se refirió al número 4) del artículo 40, norma que dispone lo siguiente:


“4) Intercálese en el artículo 8 un inciso tercero nuevo del siguiente tenor, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto: 


En caso alguno se podrá imponer una amonestación en más de dos ocasiones a un mismo adolescente. Lo dispuesto en el presente inciso no tendrá lugar si ha transcurrido un tiempo prolongado  desde la última infracción o si la naturaleza del delito hiciere razonable imponer nuevamente esta misma sanción.”.

Destacó que en cuanto a la expresión: “tiempo prolongado”, sería deseable que hubiera mayor exactitud, o bien un parámetro de tiempo más claro cuando se refiere a ella, ya que permite una diversa interpretación considerando cómo se encuentra descrita la sanción de amonestación y el escaso impacto que tiene como efecto disuasivo.


Asimismo, mencionó el nuevo artículo 27 bis. Recordó que esta disposición establece lo siguiente:

“Artículo 27 bis.- Consentimiento informado. Siempre que el consentimiento del adolescente sea condición para acceder a un determinado procedimiento, suspenderlo o ponerle término, el Juez deberá cerciorarse, antes de resolver, de que ha conversado con el defensor privadamente; y que ha sido adecuadamente informado de sus derechos y de las implicancias procesales que conllevan dichas decisiones. Tratándose del procedimiento abreviado en particular, verificará en particular si comprende que renuncia al juicio oral y que podría ser condenado o absuelto. En dichas actuaciones el Juez deberá usar un lenguaje comprensible acorde a la madurez y desarrollo del adolescente.”.

Enfatizó que cualquiera que conoce a la población de la que se ocupará la presente iniciativa, sabe las dificultades que tienen de escolaridad y el daño que generan las drogas. Señaló que muchos jóvenes pierden la capacidad de entender todo los que se les informa durante el proceso al cual son sometidos. 


Por lo mismo, sugirió incorporar algún mecanismo que le permita al juez no solo verificar verbalmente la comprensión del adolescente a través de sus dichos, sino estimar pericialmente el nivel de comprensión de las consecuencias de las decisiones que se están adoptando. Particularmente considerando que la principal forma de término de un proceso se resuelve a través de procedimientos abreviados.


Reseñó que la Fundación que representa ha sido prestadora del SENAME y de SENDA desde hace 20 años. Añadió que cada cierto tiempo se entera de jóvenes que están en el proyecto de drogas que fallecen, por homicidio o suicidio. Reconoció que se está trabajando en la implementación de herramientas y tecnologías para tratar de comprender, por qué ellos se exponen. Recalcó que, a veces, la condición de libertad es relativa. Dado lo anterior es que resulta relevante que el consentimiento informado sea efectivamente comunicado y comprendido. Es relevante que la coordinación y el enfoque con que se atiende la situación de los jóvenes sea realizada por personal especializado.


Manifestó que en algunos casos la internación provisoria es perniciosa. Estimó que debe resguardarse mejor el principio de inocencia. 


Seguidamente se refirió al artículo 40 bis, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 40 bis.- Plan de intervención. Toda condena impuesta quedará sujeta a la aprobación judicial de un plan de intervención, estructurado a partir de las reglas técnicas que al efecto determine el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, y que deberá tener lugar en un máximo de 15 días desde la fecha en que se comunica la sentencia conforme lo dispuesto en el artículo 468 del Código Procesal Penal. Dicha comunicación se hará en audiencia ante el Tribunal encargado de la ejecución de la sentencia, siendo obligatoria la presencia del condenado.


Toda modificación que sufra el plan de intervención requerirá de una nueva autorización en audiencia judicial en la medida en que varíe las condiciones de ejecución de la condena y a menos que las razones que lo motivan hayan sido objeto de controversia judicial.”.


Al respecto, se preguntó cómo se resguardará que este plan sea elaborado en 15 días, si actualmente existe un desfase importante entre la fecha que se comunica la sentencia y en que los equipos toman conocimiento de esta notificación. Afirmó que los equipos conocen del mandato de ejecución de sanción incluso con posterioridad a los 15 días.


Sostuvo que cuando se analizan las circunstancias en que se cometen los delitos en que participan los jóvenes, sin duda, hay conductas explicables, aunque no necesariamente comprensibles. Expresó que dichas conductas encuentran su fundamento en las condiciones psicosociales de los infractores. Añadió que por algunas circunstancias, la mayor parte de la mencionada población en Chile es pobre, y en algunos casos, muy pobre.


Recalcó que nadie elige delinquir, las circunstancias llevan a ello. Reconoció que la población psicopática es muy baja.


Consignó que el Estado debe ser responsable y obligarse a cosas que efectivamente puede cumplir. Relató que en el proyecto de ley los plazos son categóricos en relación al prestador privado, pero no respecto al Estado. Hizo presente que el SENAME le debe a la Fundación Tierra de Esperanza, más de $ 400.000, y esta última no tiene cómo cobrarlo.


Connotó que hasta ahora el Estado no ha sido suficientemente responsable, y dentro de éste se incluye la sociedad civil. Finalizó su intervención señalando que hay muchos colaboradores, que no debieran tener dicha calidad, y existen agentes del Estado, que tampoco debieran serlo.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra al Jefe Técnico del Programa de Libertad Asistida Especial de la Corporación de Desarrollo Social de la Asociación Cristiana de Jóvenes (ACJ), señor Claudio Jeria. 


El señor Jeria comenzó su presentación manifestando que, en relación a la división del SENAME y la creación del Sistema de Reinserción Social Juvenil, se aprecia esta iniciativa como un avance importante en la generación de un sistema altamente estructurado, con la participación de diferentes actores, quienes deberán garantizar la calidad y especialización en materias de justicia juvenil, respondiendo de este modo a los compromisos asumidos por nuestro país en la ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás instrumentos internacionales en la materia. 


Agregó que confía en que este diseño de política pública de reinserción social adolescente, resolverá los nudos críticos que actualmente presenta el sistema de responsabilidad penal juvenil chileno.
  


Respecto al Consejo de Estándares y Acreditación, sostuvo que debido a los esfuerzos desarrollados por las distintas instituciones colaboradoras, quienes buscan mejorar continuamente sus procesos de intervención y garantizar prestaciones de calidad, se aprecia como una oportunidad significativa el hecho de disponer, en este proyecto de ley, la consideración de un Consejo que asesore técnicamente al Director Nacional en el diseño de estándares y criterios para la acreditación de instituciones colaboradoras, definiendo un mecanismo que garantice la objetividad e imparcialidad en el proceso de validación y certificación de los prestadores.


En cuanto al Modelo de Intervención, aseveró que apreciaba la posibilidad de disponer de un modelo único, que garantice que cada joven que se encuentre cumpliendo alguna sanción o medida de la ley N°20.084, pueda acceder a intervenciones y prestaciones de calidad, centralizando dicha acción en la individualización y personalización de los procesos de intervención con independencia de la localidad, comuna o región en que se encuentre. 


Sin embargo, señaló que esperaba que este modelo propuesto considere las características y necesidades particulares de los jóvenes, que promueva su reinserción social efectiva con independencia del género; situación económica; étnica e interculturalidad, desde una perspectiva que promueva su integración y la no discriminación, en el acceso a red de servicios de protección social de nuestro país.


Del mismo modo, celebró que esta reforma permita centrar la acción del sistema, en la promoción de la inclusión social, y no únicamente enfocarse en los fines retributivos de la norma, buscando responder exclusivamente a las necesidades que tiene el Estado de regular los daños que estos causaren en la sociedad.


En consideración a la relevancia que tiene la construcción de este modelo de intervención, opinó que resulta necesario definir de manera más clara y explícita, los canales de participación para que la sociedad civil y organizada interesada en esta temática, contribuya con su experiencia y buenas prácticas en el diseño de este modelo de intervención.


Respecto a la especialización, comentó que debido a que esta problemática afecta de manera transversal a las distintas comunas y regiones de nuestro país, es altamente relevante que esta propuesta de reforma al sistema de justicia penal juvenil, considere lo siguiente:


a) La creación de Tribunales de Garantía de adolescentes;


b) Definir el número de jueces especializados, por cada Tribunal de Garantía de adolescentes.


Agregó que si bien este elemento es un avance en la construcción de un sistema especializado resulta aún necesario clarificar la situación particular de las demás comunas, en particular de aquellas en donde no se describe la presencia de Tribunales de Garantía Adolescente y los criterios de dicha determinación, debido a que este es percibido como un elemento clave en la consolidación de un modelo de justicia especializado.


En cuanto al Informe Técnico, manifestó que dadas las características del procedimiento penal y la necesidad de garantizar el debido proceso, se considera un avance significativo para nuestro sistema de justicia juvenil, la inclusión del art. 37 bis, precepto que establece que:


“El Ministerio Público o la Defensa podrán solicitar la emisión de un informe técnico en cualquier etapa del procedimiento, a ser evacuado por el Servicio de Reinserción Social de Adolescentes.”


Añadió que la incorporación de este instrumento, puede contribuir en la pertinencia e idoneidad en la determinación de sanciones enfocándose en la necesidad de la adecuación entre las características del adolescente, el ilícito cometido, la naturaleza de la pena y los recursos disponibles a nivel técnico, para lograr el impacto de los procesos de intervención desarrollados con esta población, aumentando la eficacia y eficiencia del sistema de reinserción social de adolescentes.


En relación a las sanciones y medidas, se mostró de acuerdo con la mantención de la oferta de programas actualmente implementadas por el SENAME, las que han logrado mostrar resultados evidenciados de reinserción social efectiva. Del mismo modo se destaca la redefinición del anterior “Régimen Semicerrado”, por la denominación de “Libertad Asistida Especial con reclusión parcial”, la cual pone un mayor énfasis en la generación de intervenciones socioeducativas de carácter intensivo tanto al interior como al exterior de las dependencias de estos centros, y no puramente la naturaleza residencial de ésta modalidad de sanción.


Respecto de la duración de las sanciones y medidas, estimó como un hecho relevante el que la propuesta de modificación al sistema de justicia juvenil explicite la redefinición de los tiempos considerados para determinación de pena, fijando límites precisos para su extensión.


En cuanto a las sanciones accesorias, sostuvo que no es oportuna la eliminación del artículo 7° de la ley N° 20.084, ya que el 80% de los jóvenes que ingresan a los Programas de la Corporación presentan algún problema relacionado con drogas.


Estimó necesario que esta modalidad de sanción accesoria sea considerada, determinando consecuencias más precisas frente a su no cumplimiento, toda vez que la estadística que registran los programas de ejecución de sanciones, dan cuenta que la población de jóvenes con consumo problemático y dependientes de drogas presenta nivel creciente de incidencia y complejidad, requiriendo una mayor coacción para el acceso del joven a esta modalidad.

Señaló que la presente iniciativa constituye un avance, pero aún es insuficiente. Agregó que la manera en que podemos abordar este fenómeno pasa necesariamente por considerar a la víctima. Reconoció que, en la actualidad, los infractores de ley son estigmatizados, a pesar de la aplicación de las medidas de justicia restaurativa.


Concluyó su intervención, manifestando que solucionado lo anterior, los niveles de reinserción social inevitablemente mejorarán.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció el uso de la palabra a la Directora Ejecutiva de la Fundación DEM, señora Marcela Vidal.

La señora Vidal agradeció la invitación formulada por la Comisión. Comenzó su presentación manifestando que ha llevado a cabo todo su desarrollo profesional en atención de adolescentes infractores de ley. Agregó que durante los primeros cinco años de ejercicio profesional se desempeñó como delegada de libertad asistida. Mencionó lo anterior, porque espera aportar desde la práctica, centrada en las dificultades que ha observado en la ejecución de la ley N° 20.084.


Sostuvo que la Fundación que representa, fue creada el año 1987, es una organización no gubernamental cuyo nombre y propósito ha sido llevar a cabo en Chile los acuerdos del XVI Congreso Panamericano del Niño, celebrado en Washington EEUU, en 1984, conferencia cuyas conclusiones recomendaban que todas las acciones en favor del desarrollo integral de niños, niñas y adolescentes debían fundarse en un enfoque ecológico social que permitiera comprender a la infanto-adolescencia en sus familias, desde sus experiencias y condiciones, en tanto situadas en los entornos sociales y culturales de sus comunidades de pertenencia.

Reseñó que en 1990 la Fundación DEM inició su colaboración con el SENAME, con un programa alternativo a la tradicional Libertad Vigilada de Menores, denominada Libertad Asistida, que incorporó este último concepto ya consagrado en la legislación española y más tarde en el código de infancia de Brasil. Dicho giro conceptual entendía el trabajo de los delegados como una intervención en las redes primarias e institucionales de los adolescentes, en zonas específicas del territorio establecido por convenio. Posteriormente, Fundación DEM ha desarrollado múltiples proyectos, tanto en el ámbito de la Responsabilidad Penal Adolescente (RPA) como en la Prevención y Protección de vulneraciones de derechos.


Consignó que dentro de la extensa trayectoria de la Fundación, se ha innovado en conceptos y modelos de intervención basados en los enfoques sistémicos - familiares, de redes sociales, de competencias y ecosistémico. Así, la comprensión teórico-metodológica de DEM se ha traducido en programas acotados y focalizados territorialmente, utilizando los recursos del entorno eco-social y promoviendo soluciones a partir de las redes primarias de los/as adolescentes y sus familias.


Sostuvo que a partir de la entrada en vigencia de la ley N° 20.084, los Programas de Libertad Asistida Simple, Especial y de Medidas Cautelares Ambulatorias, desarrollados por la Fundación, se han localizado en la zona Norte de Santiago, y en San Pedro de la Paz (Concepción). Allí se han desarrollado diferentes prácticas interventivas, adecuándolas a las realidades de los adolescentes atendidos, evaluando su pertinencia y eficacia.


Seguidamente, expresó que formularía sugerencias generales a la iniciativa.   


En primer lugar, propuso que se debe mejorar el alcance de las funciones del Consejo de Estándares y Acreditación. Añadió que surge como interrogante conocer cuál es el problema del actual SENAME que soluciona este Consejo en el nuevo Servicio. No queda claro cuál es su principal objetivo.  


Constató que se restringen sus funciones al control de los estándares de funcionamiento y acreditación. Señaló que sería deseable que se le dieran funciones adicionales en relación a las condiciones que deben cumplir las administraciones directas del Servicio, las licitaciones y la capacitación de todos quienes intervienen con adolescentes en el ámbito de la responsabilidad penal.


Hizo presente que con relación a la calidad de los programas, no es suficiente el juicio experto del Consejo para garantizarlo. Se sugiere introducir un proceso de pilotaje ex ante que mida el impacto en la ejecución de una determinada línea programática.


Adicionalmente, consideró que el Consejo de Estándares debe tener conocimiento y opinión respecto de las licitaciones, para velar que se ajusten a los estándares que ha validado previamente.


Estimó que sería ideal que dicho Consejo se pronunciara sobre los planes de capacitación de los funcionarios del Servicio, como también de los profesionales y técnicos que se desempeñan en las instituciones colaboradoras.


Añadió que para los centros de administración directa del Servicio, debería establecerse un procedimiento similar al del administrador provisional destinado a los colaboradores que incumplan sus funciones.


Se mostró partidaria de que se fije un límite de edad para el cumplimiento de sanciones. A modo de ejemplo, relató que la Fundación logró la remisión de uno de los usuarios de un Programa, que tenía 33 años de edad. Reconoció que la Fundación no tiene experticia en la atención de un adulto. Recalcó que los Programas de DEM están construidos y licitados para atender a adolescentes o jóvenes. Admitió que aún es parte de uno de los Programas de la Fundación, un adulto de 27 años.


Propuso considerar el control efectivo sobre la ejecución de sanciones que la ley N° 20.084 le otorga a la Defensoría Penal Pública. Demostró su preocupación al observar que la mencionada Defensoría participa hasta que se condena al adolescente, pero con posterioridad a ello, se rompe el vínculo. Estimó relevante que la ley pueda establecer, con posterioridad a la condena, un número determinado de entrevistas entre el adolescente y el defensor.


Sugirió la creación de un cargo vinculante entre la subdirección técnica y la administrativa. Manifestó que en la práctica, éstas funcionan en paralelo, y no se logra visualizar en qué minuto ellas se conectan.


Luego, opinó que sería deseable que el Director Nacional del Servicio, pudiera informar y proponer a su superior jerárquico sobre la ejecución presupuestaria y necesidades de la entidad. 


Respecto a la Libertad Asistida Especial con reclusión parcial, aseveró que no queda claramente establecido si la mencionada modalidad será de administración directa del Servicio o corresponde a una modalidad de trabajo conjunto entre dos ejecutores. Connotó que lo que existe hoy es un sistema semicerrado que en algunas ocasiones funciona en paralelo con un Programa de Libertad Asistida. Afirmó que si así continuara desarrollándose, persistirían ciertas dificultades, tales como, las relativas al desarrollo del Plan de Trabajo y aquellas ligadas a la presencia de profesionales en el horario de asistencia de los jóvenes al sistema de reclusión.


Asimismo, señaló que se debe examinar con detenimiento  la introducción de las sanciones accesorias de la ley N° 20.066 de Violencia Intrafamiliar. 


Respecto de este tema recordó que las letras a), c) y d) del artículo 9° del proyecto establecen expresamente lo siguiente:

“Artículo 9º.- Medidas accesorias. 


a) Obligación de abandonar el ofensor el hogar que comparte con la víctima. 


c) Prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el comiso, de armas de fuego. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director de Servicio respectivo, para los fines legales y reglamentarios que correspondan.


d) La asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.”.


En relación con esta norma precisó que en la introducción de las sanciones accesorias de la ley N° 20.066, se detectan al menos las siguientes dificultades:


- Respecto a la letra a), se preguntó cómo se resuelve la necesidad de resguardo y protección de los padres para un imputado que también es menor de edad, la accesoria es incompleta al no asegurar dónde se va el adolescente, estableciendo solo que debe salir del hogar común. Por ejemplo, en España la segunda causal de ingreso a centros privativos es la violencia ascendente.


- En cuanto a la letra c), determinó que no corresponde cautelar la tenencia o porte de armas, por cuanto para los menores está prohibido.


- En relación a la letra d), ésta no establece obligación de coordinación entre el ejecutor de la sanción de Reinserción social juvenil y el programa terapéutico.


Seguidamente se refirió a la supresión del artículo 7° de la ley N° 20.084. Constató que en los años en que la Fundación ha ejecutado sus programas, no han tenido conocimiento de jóvenes que hayan sido sancionados con la accesoria consagrada en el mencionado artículo. Dado lo anterior, expresó que no hubo posibilidad de realizar un estudio efectivo sobre la utilidad de dicha sanción.


Sostuvo que se desconoce el criterio por el cual se reduce el tiempo de la sanción de Libertad Asistida Simple desde 3 años a 18 meses. Por lo mismo, consideró útil e interesante conocer estudios al respecto, ya que sin ese sustento empírico, no se puede elaborar una opinión fundada. 


Se mostró partidaria de establecer, al igual que en las amonestaciones, un número máximo de sanciones Libertad Asistida y Libertad Asistida Especial. Reconoció que en la práctica ha producido dificultades, ya que actualmente existen adolescentes que cumplen múltiples sanciones de libertad asistida. 


Por otra parte, valoró el abono de la permanencia en medidas cautelares al régimen de sanciones.


 Estimó que no debiera exigirse la presencia del condenado para quebrantar, igualmente en el caso de aprobación de Plan de Intervención. 


Sugirió detallar los criterios para las remisiones de condena. Recordó que actualmente cada institución colaboradora es la que eleva la solicitud de remisión a los tribunales, y existen razonamientos dispares al respecto.


Finalizó su intervención proponiendo que en el proceso legislativo se incorporen procedimientos que resguarden los derechos de adolescentes infractores inmigrantes sobre los cuales el proyecto de modificación de la ley N° 20.084 no hace mención.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador, señor Harboe ofreció el uso de palabra a los Senadores integrantes de la Comisión. 


En primer lugar, intervino el Honorable Senador señor Espina, quien felicitó a la representante de la Fundación DEM, señora Marcela Vidal. 

Luego, manifestó que se le produce una confusión en la forma en que los organismos colaboradores abordan el tema en estudio. Expresó que escuchando a los intervinientes, queda la sensación de que el sistema funciona a la perfección. 


Hizo presente que existen 40.000 jóvenes que participan en delitos, y de ellos, 4.000 cometen ilícitos graves.


Por lo mismo, aseveró que los programas de reinserción social, aparentemente funcionan mal, porque no logran sacar a los menores del mundo del delito.


Finalizó solicitando a los expositores que hagan llegar un documento que contenga sus propuestas concretas de perfeccionamiento de la presente iniciativa.

El Honorable Senador señor Larraín reconoció que al escuchar las exposiciones quedó con una sensación de insatisfacción. Señaló que debido a la experiencia de las instituciones, entendía la especificidad de las exposiciones.


Confidenció que, al no ser experto en estas materias, le hizo falta una propuesta de cómo resolver la problemática del infractor joven que es incorporado al sistema. 


Preguntó cómo hacemos para salvar a estos adolescentes, que ingresan a un tipo de justicia distinta, de la que se les aplica a los adultos. Cómo aprovechar esa instancia para reinsertarlo con normalidad. Expresó que se tiende a pensar que los jóvenes, por edad, son más modelables y recuperables. No le queda claro, a partir de lo expuesto, que eso es lo que sucederá con la iniciativa en estudio.


Agregó que son muchos los menores que cometen delitos en estado de intemperancia; otros lo hacen, porque siendo adictos, necesitan recursos para poder financiar la droga. Consultó cómo se trabaja el tema de la drogadicción en los programas de reinserción.


Respecto a los distintos y variados programas, inquirió cómo sabemos cuál de ellos es eficaz para resolver las diversas situaciones. 


Seguidamente, preguntó a los expositores si vislumbraban que esta nueva institucionalidad permitirá que la labor desarrollada por los organismos colaboradores tendrá un mejor resultado.


Reconoció que ha disminuido la cantidad de jóvenes que delinquen, pero aún sigue siendo muy alta, y la capacidad de recuperarlos en el sistema pareciera ser muy baja.


Finalizó señalando a los representantes de los organismos colaboradores que si existe alguna medida concreta que no esté considerada en la iniciativa y que tenga por objetivo mejorar el sistema, la hagan llegar a la Comisión. 

-.-.-


En una sesión posterior, la Comisión recibió en audiencia al abogado y profesor de derecho penal de la Universidad de Chile, señor Gonzalo Berríos.

Al iniciar su presentación, el señor Berríos agradeció la invitación de la Comisión y señaló que tratará de aportar al debate que se lleva a cabo en esta instancia. 


En primero lugar, en cuanto a una apreciación general del proyecto de ley, valoró la presentación de la iniciativa puesto que responde a una real necesidad de reformar el sistema, tanto en sus aspectos institucionales, como en materias penales y procesales.

Asimismo, en relación a la ley N° 20.084, manifestó que la reforma abarca la mayoría de los problemas que, desde la práctica, la doctrina y la investigación se han identificado como necesarios de resolver, sin perjuicio de las críticas constructivas a las que hará referencia más adelante. 


A modo meramente enunciativo, indicó que algunas de las reformas positivas lo constituye el tratamiento de los casos de pluralidad de delitos, tanto bajo la ley N° 20.084, como cuando la persona tiene además condenas como adulto (reiteración, concursos, unificación); la eliminación del procedimiento monitorio; la introducción de la mediación penal; la nueva regulación del quebrantamiento de condena, que lo hace más proporcional; la eliminación de la sanción accesoria del art. 7; entre otras.


A continuación, indicó que formulará sugerencias sobre algunos puntos que debieran ser revisados o aclarados para lograr una mejor ley.


En primer lugar, respecto al nuevo Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, declaró que se concentrará solo en algunos asuntos estructurales, sin perjuicio de otros aspectos que son importantes de aclarar o profundizar.


Observó que Consejo de Acreditación y Estándares debiera tener un rol decisivo en la generación y aprobación de los estándares y no solamente la de un mero validador de la propuesta que al respecto le presente el Servicio. Además, adujo que sus miembros debieran ser seleccionados por concurso público para asegurar debidamente su mérito e independencia.


Luego, en relación a la externalización de sanciones y programas, destacó que se mantiene sin mayor justificación el modelo de externalización a privados (“organismos colaboradores”) de la responsabilidad de hacer ejecutar las sanciones no privativas de libertad impuestas a los adolescentes, modificándose solo la forma. Precisó que se deja de utilizar la ley N° 20.032 de Subvenciones, para pasar al sistema de la ley N° 19.886 de Bases sobre Contratos Administrativos. 


Afirmó que parece más adecuado a la función de hacer cumplir las condenas impuestas judicialmente que los delegados a cargo de los adolescentes sean funcionarios del nuevo Servicio. Aseveró que la necesidad de desarrollar y mantener un alto nivel de especialización profesional, favorecer la estabilidad del vínculo terapéutico entre delegado-adolescente como columna vertebral del plan de intervención, y las exigencias prácticas que implica realizar una adecuada coordinación sectorial interinstitucional para el garantizar el acceso a prestaciones sociales (educación, salud, etc.), son buenas razones para sostener que la persona del delegado debiera ser parte del Servicio y no de un organismo privado. 


Al respecto, connotó que se debe considerar que el año 2012, al aprobarse la nueva Ley de Penas Sustitutivas, se fortaleció la planta de Gendarmería de Chile y no se externalizó la tarea de los delegados. Además, las particulares necesidades de especialización que requiere el personal que trabaja en el sistema fue una de las razones por las cuales se aprobó la ley N° 20.802 que incorporó a la planta funcionaria de la Defensoría Penal Pública a quienes trabajaban en la defensa penal juvenil, pese a que al tramitarse la ley N° 20.084 había sido comprometido un modelo de licitación a privados de tales servicios de defensa.


En todo caso, consignó que sí se podría intentar externalizar a través de proyectos piloto los programas de intervención (de control de la violencia, adicciones, salud mental, inserción laboral, etc.) a los cuales deba concurrir el adolescente como parte de su plan de intervención, bajo la asistencia y control del delegado antes indicado. Enfatizó que dicho  esquema permitiría, además, facilitar la fiscalización de tales programas, lo cual es uno de los puntos críticos en todo proceso de externalización de servicios complejos. Por su función y mayor cercanía, los delegados estarán en buena posición para detectar problemas de cumplimiento contractual y activar los mecanismos de fiscalización institucional.


Seguidamente, explicó que la iniciativa crea un registro de información con todos los antecedentes del adolescente, incluidas sus evaluaciones e informes, y se da amplio acceso al mismo a los “intervinientes”. Constató que el problema surge del hecho de que ello implica que los querellantes particulares tendrán acceso a datos sensibles de los adolescentes, lo cual vulnera el derecho a la vida privada. Este punto se relaciona con el alcance y contenido que tendrán los informes técnicos propuestos en el proyecto, a los que se aludirá más adelante.


En relación a las modificaciones a la ley N°  20.084, comenzó señalando que la eliminación de la sanción de internación en régimen semicerrado y su reemplazo por la libertad asistida especial con reclusión parcial parece solo nominal, ya que se mantiene prácticamente sin cambios la misma descripción legal de la actual pena de internación en régimen semicerrado. De hecho, el director del centro y no el delegado de libertad asistida especial aparece como actor principal de proceso, lo cual evidencia que no hay mayor diferencia con el régimen semicerrado vigente. 


Advirtió que el cambio no solucionaría los graves problemas de implementación que ha existido en la práctica, si no va acompañado de una expansión territorial de la oferta de centros donde puedan internarse los adolescentes sometidos a esta sanción. Además, hay una incongruencia entre el Mensaje del proyecto de ley, que habla de “libertad asistida especial con internación nocturna”, y el texto del proyecto, que se refiere a la “libertad asistida especial con reclusión parcial”. Esta última es la denominación de una pena sustitutiva aplicable a los adultos.


Sugirió que para regular mejor esta nueva pena sería preferible enfatizar que es una libertad asistida especial (misma regulación) a la que se agrega la carga de una privación de libertad nocturna.


En cuanto a los servicios en beneficio de la comunidad, estimó que resulta extraño que las condiciones sean fijadas por un programa de mediación. Esta tarea debiera quedar bajo la supervisión de un delegado y, en una audiencia especial, un tribunal debiera aprobar el tipo y condiciones del servicio, el lugar donde deba realizarse y el calendario de su ejecución. Esto último daría mayor certeza, favorecería su mayor cumplimiento y evitaría tiempos prolongados en la ejecución.


Añadió que siendo razonable introducir ciertas medidas/penas accesorias de la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, es preocupante que en el proyecto no se garantice una oferta pública adecuada para recibir a los adolescentes agresores que deban abandonar el hogar donde viven, con lo que pueden quedar en situación de calle. Entre los resguardos obligatorios que se debieran exigir para ordenar la salida del hogar familiar se sugiere la verificación previa de un lugar determinado donde residirá el joven mientras dure la medida.


Recalcó que en materia de determinación de penas, el proyecto mantiene la estructura general del régimen vigente, que comienza –al igual que en el sistema anterior a esta ley- con una disminución general de la extensión máxima de las penas aplicables a los adolescentes en comparación con las de un adulto: la pena inferior en un grado al mínimo señalado por la ley. Sin embargo, considerando la redacción del proyecto, de la lectura conjunta del inc. 2° del nuevo art. 24 con el nuevo art. 26 pareciera posible entender que adultos y adolescentes podrían llegar a tener penas iguales en su duración concreta, quedando solo prohibido imponerles penas superiores. 


Sostuvo que lo anterior, no es consistente con la disminución general antes aludida, que implica que la pena concreta debe ser siempre menos severa para un adolescente que para un adulto. Por lo mismo, se debe revisar la redacción de ambos artículos para evitar un nuevo problema interpretativo del régimen. En cualquier caso, buena parte de los especialistas afirman que el origen de problemas como los anteriores surgen de la mantención de un sistema de determinación de la pena dependiente y no autónomo del sistema general previsto en el Código Penal, cuya solución requeriría de un cambio mayor.


Por otro lado, consignó que algunos de los criterios que se establecen para fijar la pena –por ejemplo, los “móviles” o el comportamiento durante el proceso- son ajenos al hecho punible e introducen elementos generalmente rechazados en el ámbito penal por sancionar formas de vida más que conductas delictivas (derecho penal de autor). Junto con revisar el listado de criterios propuesto, una forma de garantizar su adecuado uso sería establecer expresamente la prohibición de emplear antecedentes personales, familiares y sociales en perjuicio del adolescente, esto es, como fundamento para agravar la sanción penal.


Agregó que el informe técnico que el proyecto prevé se emita para -entre otros asuntos- determinar que la pena juvenil recaería, según puede colegirse de la redacción del proyecto, sobre los criterios antes aludidos, además de otros relativos al delito mismo (gravedad, bien jurídico, iter criminis, intervención delictiva, etc.), lo que puede vulnerar el principio de inocencia, el derecho de defensa, el derecho a la no autoincriminación y el derecho a la privacidad del adolescente, e introducir prejuicios sociales en la definición de las penas, más aún si el enfoque concreto con que elaborará dicho informe quedará en manos de una definición del Servicio. En virtud de lo anterior, argumentó que se debiera restringir el uso del informe técnico a la definición del contenido del plan de intervención y no aplicarlo para la determinación de la pena.


Además, señaló que como el informe resultaría obligatorio para prácticamente todos los casos que no finalicen con una condena en la primera audiencia judicial, su elaboración hará más lentos y/o complejos los procesos penales. Si bien esto último no es algo negativo per se, lo relevante sería conocer si el sistema especializado de justicia tendrá la capacidad de asumir estos tiempos adicionales sin graves problemas de gestión y sobrecarga de trabajo.


Luego, apuntó que en materia de internación provisoria el proyecto no enfrenta el problema de su uso excesivo y desproporcionado. Como se sabe, cerca del 80% de quienes estuvieron en internación provisoria no termina cumpliendo una pena privativa de libertad. Al respecto, a lo menos para mitigar este impacto negativo se podría establecer como regla que cuando un adolescente es sometido a internación provisoria, el plazo máximo de duración de la investigación sea acotado (máximo 2 meses, por ejemplo), permitiendo su ampliación en casos fundados, como sería el caso de la falta del resultado de un peritaje del ministerio público.


Igualmente, indicó que el nuevo inc. 2° del art. 33 es confuso en materia de abonos y no se entiende por qué no se debiera descontar a un adolescente el tiempo en arresto domiciliario en caso de imponérsele la pena de internación en régimen cerrado, en términos por lo menos similares y no menos favorables que a un adulto (art. 155 letra a. y art. 348 inc. 2° CPP). Asimismo, en caso de que el abono fuere superior al tiempo mínimo de la pena, una solución más justa sería preferir una pena menos aflictiva y no renunciar a la diferencia del abono como plantea el proyecto.


En cuanto a las salidas alternativas, afirmó que en materia de suspensión condicional de procedimiento es positivo que esta opción se regule autónomamente en la ley. Sin embargo, el plazo mínimo de 6 meses puede ser todavía muy extenso en el caso de las faltas y parece inadecuado restringir de su ámbito de procedencia a todos los crímenes, más si se considera que hoy es posible acordar esta suspensión en tal clase de delitos cuando son de una menor gravedad relativa (pena concreta no superior a los 3 años). 


Añadió que en materia de mediación penal, reiterando la valoración positiva de su introducción, sería preferible regular su ámbito de aplicación de forma autónoma siguiendo, por ejemplo, el sistema de reglar los casos en que ella se excluiría, como de hecho se realiza en el inc. 3° del nuevo art. 35 ter.


En relación a la especialización del sistema de justicia, realizó las siguientes observaciones:


Primero, es positivo el paso de crear juzgados de garantía de adolescentes, aun cuando ello se concentre en solo 2 regiones del país. En todo caso, debiera revisarse las comunas que los integran, pues parece existir algunas omisiones (por ejemplo, los casos de Puente Alto y Calera de Tango).


Segundo, el proyecto de ley no aumenta la dotación de fiscales ni de defensores penales públicos, sin perjuicio que se ha hecho público que ello sería así en presentaciones oficiales del Ministerio de Justicia. Por lo mismo, advirtió que no se referirá en detalle a dicho punto. En todo caso, la principal pregunta que surge es si la forma de calcular la demanda y las cargas de trabajo que tales aumentos de dotación suponen incluyó o no los nuevos cambios legales que se discuten, toda vez que el proyecto de ley en general aumenta la complejidad e intensidad de los casos de adolescentes.


Tercero, de existir recursos adicionales a los previstos debieran explicitar la cobertura que pretenden alcanzar, más aún si se considera que la Defensoría Penal Pública lleva varios años en torno al 75% de cobertura especializada. Destacó que, a lo menos fiscales y tribunales, debieran llegar a tal cifra bajo este proyecto para considerar que es un avance efectivo.


Concluyó su intervención sugiriendo que en la integración de las salas de las Cortes de Apelaciones se considere siempre la presencia de un juez especializado cuando se conozca de un recurso relativo a adolescentes o, a lo menos, si se tratare de un caso de privación de libertad.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe agradeció la exposición del profesor señor Berríos. 


Seguidamente, connotó que la especialización del sistema es relevante. Según lo expresado, ella alcanza al 48% aproximadamente. Agregó que ella es baja considerando su importancia. 


En el mismo tema, consultó si sería adecuado especializar a los relatores de las Cortes de Apelaciones. Reconoció que en muchas ocasiones, éstos hacen la relación pensando en el régimen penal de adultos.


Respecto del expediente y los antecedentes que deben contar en él, preguntó si en éste deben estar los datos propios del proceso o además, el historial del joven, que incluye el régimen de detenciones. Inquirió al profesor Berríos si recomienda excluir abiertamente al querellante particular del conocimiento del expediente. Consultó si debiese ser el juez el único llamado a conocer del mismo.


A continuación, el Honorable Senador, señor De Urresti reflexionó acerca de la arquitectura de la iniciativa en estudio. Preguntó si ella tiene un componente humano. 


Agregó que la Sociedad no dimensiona el mundo de los infractores juveniles. Constató que ellos requieren ser acogidos, para evitar una carrera delictual. 


Reconoció que hemos tenido precariedad institucional y en materia funcionaria. Consultó al profesor Berríos si existen elementos de acompañamiento que se enfoquen en la reinserción, desde lo afectivo. Recalcó que ello, a su juicio, es vital. 


Respecto a la internación provisoria, sostuvo que deben adoptarse elementos que permitan acortarla. Añadió que los tratamientos que se ordenen deben aplicarse de manera preferente. 


Asimismo, recordó que existía preferencia en la vista de la causa cuando debía resolverse si el menor que cometía un delito lo hacía con o sin discernimiento.


En cuanto al Consejo de Estándares y Acreditación, señaló que éste debiese tener un rol más activo en materia de articular un sistema coherente. Hizo presente que los integrantes del mencionado Consejo deben tener una mayor permanencia y responsabilidad.    


Ante estas inquietudes el profesor Berrios aseveró que la propuesta de especializar a los relatores constituiría un buen avance, ya que éste, mediante su relato, influye en los Ministros. Lo anterior debiese tener un correlato con respecto a exigencias de ofertas de capacitación por parte de la Academia Judicial. Ello puede ser parte de la implementación de la presente iniciativa.


En cuanto al expediente, afirmó que lo relevante se encuentra en la información de los adolescentes que estará disponible y ello está relacionado con el informe técnico. 


Agregó que uno de los peligros que encierran los informes técnicos es la orientación que se les otorgará a los mismos. Se preguntó si se les dará un enfoque de gestión de riesgos, o uno basado en el desistimiento del delito.


Recalcó que si va existir un informe, éste debe orientarse al plan de intervención y no debe ser utilizado al momento de determinar la pena, ya que en este último caso puede operar como un prejuicio. 


En relación al acceso a dicha información, reconoció que resulta razonable que quienes están vinculados al Servicio, puedan contar con ella. Añadió que el Ministerio Público también debe acceder a ella. Lo mismo respecto al Defensor del adolescente. Insistió en que el querellante particular, dada su naturaleza, no debería poder aproximarse al mencionado expediente, ya que éste contendrá información previa, que no está vinculada con el caso en cuestión.


Asimismo, remarcó que se deben fortalecer los deberes de reserva. Consignó que, en muchas ocasiones, cuando se aprueban los planes de intervención en las audiencias, éstas son públicas. Aseveró que éstas debiesen ser reservadas cuando se ventilen antecedentes personales de los adolescentes.


En cuanto a la pregunta del Honorable Senador, señor De Urresti, respondió que la iniciativa pone un foco importante en la reinserción social y ello humaniza el sistema. A ello se le debe sumar los recursos para acceder a ofertas de salud, educativas y de inserción laboral.


Unido a lo anterior, expresó que el rol del delegado es fundamental. Añadió que se diluye su labor si dicho funcionario está a cargo de muchos adolescentes. Subrayó que una de las tareas principales de un delegado consiste en motivar al adolescente a cambiar. 


Expuso que también los operadores judiciales pueden colaborar en humanizar el sistema. Recordó que en otros países se habla de la justicia amigable con el niño. Adujo que la comunicación entre jueces, fiscales y defensores ayuda a la reinserción. 


En relación a la internación provisoria, sostuvo que si no es posible restringir su uso por vía legal, debe procurarse que la tramitación sea rápida. 


Finalmente, con respecto al Consejo de Estándares y Acreditación, reconoció que existe un tema de diseño institucional. Admitió que se espera un rol más activo de los consejeros, que en definitiva, son especialistas. Insistió que uno de los problemas que puede ocurrir cuando se utiliza un mecanismo de externalización en esta materia, es que se tiende a fijar estándares tomando como base los recursos disponibles.  


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe agradeció las respuestas dadas por el profesor  Berríos. Seguidamente, ofreció la palabra al abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado.


El señor Maldonado agradeció la opinión del profesor Berríos. Señaló que no existe problema en cuanto a revisar el rol del Consejo. Sin embargo, valoró que las personas que forman parte de éste tengan una conexión con el mundo académico y con las ONG. 


Respecto a la especialización, coincidió con el profesor Berríos en cuanto a la importancia de la permanencia y estabilidad de quien cumple la función de delegado. Expresó que dicha labor también puede ser cumplida por una persona que no tenga el carácter de funcionario público.


En cuanto a la determinación de la pena, manifestó que han recibido varias observaciones. Atendido lo anterior, ofreció presentar una nueva propuesta en esta materia.  


Reconoció que existe un problema en relación a la internación provisional. Una de las soluciones puede consistir en acelerar los procesos. Advirtió que en ocasiones por intentar apurarlos, pueden faltar antecedentes que se consideran indispensables. Puntualizó que ello puede llevar a una absolución de un imputado por fallas en la investigación. Agregó que han estudiado la posibilidad de atacar el problema descrito, mediante otro tipo de medidas cautelares personales. 


Finalizó su intervención señalando su conformidad respecto a lo observado por el profesor Berríos sobre la justicia restaurativa. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe comunicó que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos acompañó un informe donde se contienen antecedentes respecto del gasto promedio mensual destinado a cada niño en el sistema residencial dependiente, directamente o indirectamente, del SENAME y el gasto promedio mensual destinado a cada niño infractor de ley, en Centros de Internación Provisoria; Centros Cerrados y Semicerrados, así como en los programas de Libertad Asistida y Libertad Asistida Especial.


Para analizar dicho documento, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra al asesor de la Unidad Presupuestaria del Senado, señor Eduardo Díaz. 



El señor Díaz, sostuvo que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos acompañó a las Comisiones de Constitución de ambas Cámaras y a la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, la información solicitada en la Glosa presupuestaria 04, de la Partida 10, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos,  que establece la obligación de informar semestralmente el costo promedio mensual, destinado a cada niño en el Sistema Residencial Dependiente, directamente o indirectamente del SENAME.


Consignó que la información entregada establece una relación directa entre el total del presupuesto gastado al primer semestre, que incluyó el gasto en personal (Subtítulo 21); en bienes y servicios de consumo (Subtítulo 22) y en adquisición de activos no financieros (Subtítulo 29), y la cantidad de atenciones realizadas en el mismo período. 


Advirtió que, por ejemplo, en el Centro de Punta Arenas, el costo promedio mensual, por atención, es cercano a los $2.400.000, mientras que en Arica asciende a $334.000. Hizo presente que la duda surge respecto a cómo se construye el mencionado guarismo. Explicó que mientras menos atenciones se realicen en un Centro, a un costo relativamente estable de los Subtítulos ya mencionados, el valor por atención es mayor.


Aclaró que el informe no da cuenta de la sobre o de la subutilización del Centro. Añadió que la Unidad de Asesoría Presupuestaria cuenta con información respecto a la utilización de plazas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, constató que la principal preocupación que surge al revisar el mencionado informe radica en la disparidad de costos informados. Agregó que es factible que un Centro tenga más internos que otro, pero el presupuesto asignado debe estar relacionado con el número de atenciones.


Precisó que cuando se analiza, por ejemplo, el CIP-CRC de Iquique,  que tiene 793 atenciones al 30 de junio de 2017 y el total de atención mensual promedio es de $172.872, y luego se revisa el caso del CIP-CRC de Punta Arenas, que tiene 34 atenciones y el costo total por atención mensual es de $2.474.662, debemos concluir que objetivamente estamos ante un problema.


Manifestó que no puede ocurrir que el SENAME tenga un presupuesto fijo, considerando las diferencias en la cantidad de atenciones. Señaló que debe existir un presupuesto flexible para aumentar la calidad de atención.


Consideró necesario invitar a la señora Directora del SENAME para analizar la situación en una próxima sesión.


Advirtió que no puede ocurrir que en el nuevo Servicio se establezcan presupuestos fijos que atentan contra la eficacia del sistema. Se preguntó por la factibilidad de reinsertar a un joven si se invierte en él, la suma de $172.832, tal como sucede en el CIP-CRC de Iquique.


El Honorable Senador señor Larraín sostuvo que uno puede entender que hay diferencias que se pueden explicar en cuanto a los costos. Reflexionó que debe existir una unidad base, mínima, para poder hacerse cargo del funcionamiento de un Centro. 


Agregó que en el informe se advierte una cierta irracionalidad en cómo se aprecia el fenómeno. Consignó que el caso más grave es el de la comuna de la Cisterna, que tiene un costo total por atención mensual de $98.000. 


Solicitó que el Ejecutivo entregue una explicación de lo planteado. Consultó cómo se traduce el cambio de sistema que se está planteando respecto a la situación observada.


Connotó que en la iniciativa en estudio se contemplan distintos aspectos, a saber:


1.- Normas sustantivas;


2.- Infraestructura, y


3.- Programas.


Recalcó que quisiera votar este proyecto de ley con la tranquilidad de que el sistema va cambiar.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe solicitó que el SENAME envíe información sobre gasto promedio mensual de los semestres anteriores. Ello permitirá dilucidar si estamos ante un problema estacional o no. 


El Subsecretario del Ministerio de Justicia, señor Nicolás Mena manifestó que una de las razones por las que se está discutiendo la presente iniciativa, viene dada por el problema planteado. Declaró que hay inconsistencias en esta materia. Afirmó que hay costos fijos en todos los CIP-CRC, y dichos costos obedecen a requerimientos de distinto orden. 


Destacó que estamos ante un sistema que no ha dado resultado, porque mantiene una fórmula irracional de administración de recursos. 


Hizo presente que, dado lo anterior, debe hacerse una transformación, partiendo por cambiar el modelo de atención. 


El abogado de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado propuso a la Comisión, que al inicio de la discusión en particular, el Ministerio realice una presentación sobre los nudos críticos y los problemas que enfrenta la legislación vigente y cómo la iniciativa da cuenta de cada uno de ellos. 


El Subsecretario, señor Mena consignó que cuando se formuló la estructura actual, no existió la capacidad para hacer un diseño que estuviera acorde con los requerimientos de la demanda de niños, sino que más bien, se optó por un sistema en que se mantienen recursos fijos, tanto en infraestructura como en personal, y ahí se explica por qué en la medida que hay menos cantidad de niños hay mayor cantidad de recursos asignados.


Diagnosticado lo anterior, sostuvo que entregarán información detallada a la Comisión.


Concluido el estudio de esta iniciativa, el Presidente de la Comisión puso en votación en general este proyecto.

IDEA DE LEGISLAR

Sometido a votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín. 


El Honorable Senador señor Larraín, al fundamentar su decisión señaló que votaba a favor con la inquietud de que aún no se define con precisión el alcance de la transformación que se está proponiendo. 


Destacó que hace once años se llevó a cabo el intento de abrir un espacio distinto para tratar los problemas penales y de comisión de delitos de adolescentes. Reconoció que el esfuerzo que se realizó fue importante, pero no fue enteramente exitoso. Constató que han existido muchas dificultades en la aplicación de la ley N° 20.084. Asimismo, recordó que la Comisión de Constitución del Senado emitió un informe que ha sido considerado para la reforma que hoy se analiza. 


Igualmente, sostuvo que se requieren cambios significativos en esta materia, a saber, en los aspectos normativos; procesales; penales; estructurales, que obligan a definir una infraestructura que pueda hacerse cargo adecuadamente de los problemas planteados; en la operación del sistema; en las funciones de los distintos actores, y en la coordinación de estos últimos. 


Reiteró que aprueba la idea de legislar con cierta inquietud, en la espera de que en el debate en particular, se puedan mejorar las dudas observadas durante esta etapa de la discusión.


Recalcó que hay que ser menos autocomplaciente, y más propositivo, para ver qué aspectos de la ley vigente se pueden cambiar.


Precisó que estamos ante menores que por su edad tiene que recibir todo el apoyo y el respaldo para enmendar sus conductas. Llamó al Estado a hacerse cargo de ellos. Por lo mismo, subrayó que el Ministerio de Educación debe asumir su responsabilidad en la etapa formativa de los jóvenes infractores de ley. 


Adicionalmente, señaló que hay cuestiones por hacer para poder lograr un buen resultado. Añadió que en la medida que uno logre la rehabilitación y la formación en valores, pueden recuperarse jóvenes que no vuelvan a delinquir.


Finalizó manifestando que esta materia contiene elementos relevantes que hay que intentar regular adecuadamente. 


Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe fundó su voto a favor de esta iniciativa señalando que el proyecto avanza en la dirección correcta y está bien inspirado.


Sostuvo que se debe intentar crear un sistema efectivo de responsabilidad penal adolescente. Se mostró contrario a dictar una ley que venga a modificar solo una parte de la legislación vigente. Recordó que en esta materia cada institución que trabaja con los menores de edad constituye una pieza de un engranaje, en que si falla una, se afecta al sistema en su conjunto.


Reconoció que la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, tiene muchos aciertos como norma sustantiva, pero lamentablemente,  fracasó en lo que dice relación con la especialización y la estructura del sistema.   


Indicó que es clave terminar con la lógica de los compartimentos estancos en las instituciones, donde cada una de ellas insiste en su autonomía. Esta última es legítima, pero ella debe ser utilizada para ejercer las acciones que les encomienda la Constitución Política. 


Remarcó que espera que el sistema que se propone, ayude a establecer normas sustantivas; procesales, y de coordinación que implementen un mejor y más eficaz sistema de responsabilidad penal juvenil. 


Hizo presente que los organismos colaboradores que fueron recibidos por la Comisión, no se hicieron cargo en profundidad de los problemas que presenta la legislación vigente. Consignó que no podemos olvidar que de acuerdo a la información entregada por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, entre los años 2005 y 2016 fallecieron 210 jóvenes, y 170 de ellos estaban bajo el cuidado de los mencionados organismos, y ninguno de ellos hizo referencia a esos hechos. 


Aseveró que estamos ante una reforma bastante completa y que generará un amplio debate en la discusión en particular. 


Por todo lo anterior, reiteró que votaba a favor de la idea de legislar, pero con la conciencia de que se deberá debatir con mayor profundidad cómo se construye un sistema, donde cada institución se coordina eficaz y oportunamente con las demás instituciones que tienen competencias en materia de responsabilidad penal adolescente.


Hizo un llamado al Ejecutivo a tener la capacidad y la voluntad de resolver, previo a la discusión en particular de este proyecto, los problemas que se han presentado con los funcionarios del SENAME y las observaciones que sobre esta iniciativa ha formulado el Ministerio Público.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina, fundamentó por escrito su voto favorable a esta iniciativa.


En dicho documento manifestó que es un hecho reconocido desde ya bastante tiempo que los ámbitos de intervención en los niños infractores de ley y en los niños sujetos a alguna medida de protección por vulneración de derechos, deben quedar claramente separados y delimitados, según sus propios derechos y garantías, dado que la naturaleza de su problemática es diferente, al igual que las razones por las cuales el Estado actúa en ellos, cuestión que no se da de modo alguno hoy con la actual institucionalidad.


Expresó que internacionalmente, el Comité de los Derechos del Niño, desde el año 2002 viene manifestando esta situación. Así, sostuvo que “el Comité observa con preocupación que actualmente el SENAME aún tiene a cargo tanto a los niños que  necesitan cuidado y protección como a los que tienen conflictos con la ley (…)”. En ese sentido recomienda “que se establezcan dos sistemas claramente separados (en términos de administración y de aplicación) para los niños que necesiten cuidado y protección y los niños que estén en conflicto con la ley, adoptando los dos proyectos de ley, uno sobre la protección de los niños que necesitan asistencia y el otro sobre los niños en conflicto con la ley (…)”. 


Como consecuencia de lo anterior, indicó que la presentación del actual proyecto era una necesidad manifiesta. Necesidad que el año 2012 había sido cubierta por el expresidente Sebastián Piñera, el cual había ingresado una iniciativa legal con similares características, por cierto perfectible, que suprimía el SENAME creando dos nuevos servicios de atención a la infancia y adolescencia. Lamentablemente, desde la llegada del actual gobierno, el año 2014, quedó absolutamente paralizado en la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados. 


Asimismo, sostuvo que la problemática que hoy existe en materia de justicia juvenil no es solo desde la perspectiva de la institucionalidad. Actualmente según cifras del Ministerio Público, cerca de 40 mil adolescentes ingresan por infracción de la ley penal. A 10 años de años de la entrada en vigencia de la ley N° 20.084 sobre responsabilidad penal adolescente, como bien lo reconoce el mensaje de esta iniciativa legal, “(…) el sistema penal de adolescentes no logra reinsertar ni se muestra eficaz en términos preventivos. No solo por cuanto refleja los problemas que enfrenta el proceso penal para aclarar o resolver los diversos casos denunciados, sino que, además, por la total ausencia de contenidos realmente disuasivos en las sanciones dispuestas. A su vez, otras modalidades de reacción se muestran absolutamente desproporcionadas y favorecedoras de la mera desocialización”. 


De igual modo, “las condiciones que caracterizan a los centros privativos de libertad, poco distan de la que muestra la realidad de nuestro sistema penitenciario común, a pesar de que se trata de menores de edad, en proceso de formación”. Por otra parte, “la regulación vigente no ofrece criterios de especialización que demanda la personalidad evolutiva de los adolescentes en su interacción con el sistema penal, siendo la jurisprudencia la que paulatinamente ha tenido que introducirlos.” Y Finalmente, “son precarias las actuales condiciones que ofrece la Administración del Estado para abordar el desafío completo que conlleva la implementación de esta normativa”. 


Agregó que la Convención de los Derechos del Niño, en su artículo 40.1 señala que “[l]os Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad”. 

Asimismo, las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la Delincuencia Juvenil establecen en su numeral 1 que “La prevención de la delincuencia juvenil es parte esencial de la prevención del delito en la sociedad. Si los jóvenes se dedican a actividades lícitas y socialmente útiles, se orientan hacia la sociedad y enfocan la vida con criterio humanista, pueden adquirir actitudes no criminógenas”.

Por último, las Reglas Mínimas de Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores consagran como orientaciones fundamentales que “[l]os Estados Miembros procurarán, en consonancia con sus respectivos intereses generales, promover el bienestar del menor y de su familia; (...) se esforzarán por crear condiciones que garanticen al menor una vida significativa en la comunidad fomentando, durante el período de edad en que el menor es más propenso a un comportamiento desviado, un proceso de desarrollo personal y educación lo más exento de delito y delincuencia posible; (…) Con objeto de promover el bienestar del menor, a fin de reducir la necesidad de intervenir con arreglo a la ley, y de someter a tratamiento efectivo, humano y equitativo al menor que tenga problemas con la ley, se concederá la debida importancia a la adopción de medidas concretas que permitan movilizar plenamente todos los recursos disponibles, con inclusión de la familia, los voluntarios y otros grupos de carácter comunitario, así como las escuelas y otras instituciones de la comunidad; (…) La justicia de menores se ha de concebir como una parte integrante del proceso de desarrollo nacional de cada país y deberá administrarse en el marco general de justicia social para todos los menores, de manera que contribuya a la protección de los jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico de la sociedad.”

Lamentablemente, nada de lo preceptuado en los distintos instrumentos internacionales hoy es realidad. 


Recalcó que en líneas generales el presente proyecto está correctamente orientado abordando la situación de los menores infractores de ley a través de lo orgánico con la creación del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil y a través de lo normativo con la reforma a la ley N° 20.084 de responsabilidad penal adolescente. Con todo, esta iniciativa tiene falencias que es importante corregir. Entre ellas destacan las siguientes:


1. No se ve reflejada la efectiva coordinación con el Servicio de Protección Especializada, tanto en la prevención como en la ejecución de las medidas y la acción posterior. Recordó que según el estudio “Trayectorias de jóvenes infractores de ley”, realizado por la Fundación San Carlos del Maipo y el Instituto de Sociología de la Pontificia Universidad Católica de Chile, 1 de cada 2 reos adultos fue atendido en algún programa de protección del SENAME. Además, cerca de 1600 adolescentes que ingresan anualmente al sistema penal juvenil, comenzaron a delinquir cuando estaban bajo la tutela de dicha institución.


2. Ausencia del rol de la familia como agente clave en la reinserción social. Siguiendo a la UNICEF en esta materia, el Servicio debe considerar como una tarea de gran importancia el fortalecimiento del rol de la familia durante la intervención con los adolescentes en conflicto con la ley. En este sentido, la familia debe ser debidamente considerada y acompañada en el proceso de integración social del adolescente y, en definitiva, en todo momento que esté en contacto con el sistema penal. Ello implica otórgales un rol protagónico en los procesos de prevención, ejecución y post sanción. Nada de ello se ve reflejado a lo largo del presente proyecto.


3. Inexistencia de una regulación especial para los menores de 14 años que cometen delitos pero son inimputables: ni el Servicio de Protección Especializada ni el de Reinserción Social se hacen cargo especialmente de ellos, siendo que la naturaleza de la condición de estos niños es especialmente compleja y distinta a la de un niño vulnerado. 


4. No se hace cargo de los mayores de edad en el sistema de responsabilidad penal adolescente. Actualmente, el 51% de las personas que se encuentran sujetos al SENAME en virtud de la ley N° 20085 de responsabilidad penal adolescente, es mayor de 18 años, incluso llegando a la edad de 37 años en algunos casos. Esto se debe terminar toda vez que el sistema no fue pensado para adultos sino para adolescente y en esa línea están ideados los programas de reinserción social. De ahí que esta sea otra razón para explicar el fracaso de la actual institucionalidad penal para infractores de ley.

5. Ausencia de concursos objetivos, transparentes y con criterios de idoneidad y especialización para todos los cargos del nuevo servicio. Conforme al proyecto sólo los altos cargos (Director Nacional y Directores Regionales) se someterían a la reglas de la alta dirección pública. Aquí no basta con que sólo ellos este sometidos a criterios de concursabilidad, objetividad, especialización e idoneidad, sino que todos los funcionarios del nuevo Servicio.


6. Burocrática estructura de funcionamiento. El Consejo Nacional de Estándares y Acreditación, la Comisión Coordinadora Nacional, el Consejo Nacional de Reinserción Juvenil, el Comité Operativo Regional, ente otros, son parte del entramado burocrático que se crea y que se hace urgente simplificar para una mayor y mejor eficacia del sistema de responsabilidad penal adolescente.


7. Ausencia de una Consejería Técnica que oriente al Tribunal para la pena idónea. A diferencia de lo que ocurre en el derecho de familia, en materia de responsabilidad penal adolescente no existe la figura del Consejero Técnico quien entrega asesoría al juez de Familia en cuanto a las decisiones judiciales, encontrándose sólo con los antecedentes de la investigación y los aportes de los intervinientes para fallar la causa. Como bien lo sugiere el Ministerio Público, se requiere contar con la opinión de un experto que permita seleccionar la sanción idónea que aborde todos los aspectos necesarios de la vida del adolescente, incluyendo adicciones, circunstancias que motivaron la comisión del delito, habitualidad criminal, entre otras.


8. Ausencia de abordaje y tratamiento de adolescentes con problemas de adicciones por alcoholismo y/o drogadicción. En Chile existen antecedentes que asocian el consumo problemático en adolescentes con la comisión de ilícitos. Así, se ha concluido que el 21,3% de los delitos cometidos por los adolescentes se atribuyen al consumo de drogas y el 32,4% al consumo de drogas y/o alcohol. Del mismo modo, quienes se inician antes en el consumo de drogas que en el delito, tienen más probabilidades de iniciarse en el delito violento, cometer más delitos en el mismo año de inicio y comenzar a delinquir de forma más intensa, independiente de la edad en que ocurra esto.

Por todas estas razones y esperando que sean subsanadas en la discusión en particular, pero estando convencido, a su vez, de la necesidad manifiesta de los cambios estructurales que requiere el sistema de responsabilidad penal adolescente y el SENAME, votó a favor la idea de legislar.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe ofreció la palabra al Subsecretario, señor Mena.


El Subsecretario del Ministerio de Justicia, señor Nicolás Mena agradeció a la Comisión el hecho de aprobar la idea de legislar en esta iniciativa. Añadió que se harán cargo de las recomendaciones formuladas durante la discusión en general de este proyecto. Estimó que ellas eran pertinentes y razonables. 


Recordó que aparte de la iniciativa en discusión, el Gobierno presentó en la Cámara de Diputados el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada de Niños y Niñas. Afirmó que con posterioridad se tramitará la iniciativa referida al organismo de protección general. Constató que la vinculación entre niños vulnerados en sus derechos e infractores de ley es estrecha.

En relación al llamado a resolver las discrepancias con otras entidades públicas, están llanos a realizar acciones en ese sentido, pero aseveró que en el seno de la Comisión también surgirán temas que deben ser resueltos en esta instancia.

-.-.-

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento  tiene el honor de proponer la aprobación, en general, del siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DEL SERVICIO NACIONAL DE REINSERCIÓN SOCIAL JUVENIL

Párrafo 1°

Naturaleza y objeto

Artículo 1.- Del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil. Créase el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, en adelante “el Servicio”, servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, bajo la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

El Servicio se regirá por el Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N°19.882 y, para todos los efectos, tendrá su domicilio en la ciudad de Santiago. 

Artículo 2.- Objeto. El Servicio es la entidad especializada responsable de administrar y ejecutar las medidas y sanciones contempladas por la ley N° 20.084, mediante el desarrollo de programas que contribuyan a la modificación de la conducta delictiva y la integración social de los jóvenes sujetos de su atención y la implementación de políticas de carácter intersectorial en la materia.

En cumplimiento de este objeto el Servicio deberá resguardar el respeto por los derechos humanos de los jóvenes, reconocidos en la legislación nacional, la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

El Servicio proveerá las prestaciones correspondientes por sí o a través de terceros, en conformidad a lo dispuesto por la ley N° 20.084.

Artículo 3.- Jóvenes sujetos de atención. Son sujetos de atención del Servicio los jóvenes en los términos establecidos en el inciso primero del artículo 3 de la ley N° 20.084, respecto de quienes se haya decretado una sanción o medida de conformidad a dicha ley.

Párrafo 2°

Principios del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil

Artículo 4.- Interés superior de los jóvenes sujetos de atención. En todas sus actuaciones, el Servicio tendrá en especial consideración el interés superior de los jóvenes sujetos de atención.

Artículo 5.- Principio de especialización. El Servicio deberá garantizar que en la ejecución de las sanciones y medidas dispuestas en la ley N° 20.084 se cumpla con la especialización que las diferencia del régimen previsto en la ley penal común.

Artículo 6.- Deber de reserva y secreto, y sus excepciones. Los funcionarios del Servicio deberán guardar secreto de la información de la que tomen conocimiento en el cumplimiento de sus funciones, con excepción de los casos previstos en la ley. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, se estimará que los hechos que infrinjan  esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

La obligación de secreto también se aplicará al personal de los prestadores acreditados a que se refiere el artículo 23, y en casos de incumplimiento serán sancionados conforme a las normas generales y cuando proceda, se aplicará lo dispuesto en el artículo 32.

El tratamiento de datos personales y sensibles por parte del Servicio quedará sujeto a lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.

Párrafo 3°

Funciones y Organización

Artículo 7.- Funciones del Servicio. Corresponderá al Servicio:

a) Administrar y controlar un sistema para la ejecución efectiva de las medidas y sanciones aplicadas a jóvenes en virtud de la ley N° 20.084.

b) Ejecutar, por sí o por terceros, las medidas y sanciones aplicadas a los jóvenes en conformidad a la ley N° 20.084, conforme al modelo de intervención a que se refiere el Título II de la presente ley.

c) Proveer de programas especializados para el cumplimiento de las medidas y sanciones de la ley N° 20.084.

d) Coordinar con los órganos de la Administración del Estado competentes la elaboración y ejecución de planes, estrategias y programas relacionados con reinserción, rehabilitación e intervenciones socioeducativas amplias orientadas a la integración social de los jóvenes sujetos a la ley N° 20.084, y colaborar con sus autoridades en la elaboración de políticas cuando corresponda.

Asimismo, el Servicio efectuará las coordinaciones necesarias para el cumplimiento de su objeto con las instituciones privadas que corresponda.

e) Elaborar estándares de funcionamiento para los programas a través de los cuales se efectúa la ejecución de las medidas y sanciones de la ley N° 20.084, los cuales deberán contar con la validación de acuerdo al artículo 11. Además, deberá elaborar los estándares de acreditación para las instituciones que administren dichos programas, los cuales deberán contar con la validación de acuerdo al citado artículo 11.

f) Acreditar a las instituciones que cumplan con los requisitos y estándares establecidos, a través de los procedimientos correspondientes.

g) Supervisar la labor que desarrollen organismos acreditados y centros de administración directa que ejecutan programas en relación a las medidas y sanciones de la ley N° 20.084.

h) Brindar, excepcionalmente, asistencia a los organismos acreditados y a los centros de administración directa que ejecuten programas para la resolución de materias e intervenciones complejas, y en la resolución de cualquier dificultad o duda asociada a su ejecución conforme a los lineamientos técnicos y estándares aplicables. 

i) Prestar información, orientación o capacitación a los organismos integrantes del sistema de responsabilidad penal juvenil que lo requieran, para propender a la especialización señalada  y en el Párrafo 2° del Título II de la ley N° 20.084. 

j) Elaborar, a requerimiento de los tribunales competentes, fiscales del Ministerio Público y defensores penales, los informes técnicos de que trata el artículo 37 bis de la ley N° 20.084, a través de la respectiva Dirección Regional.

k) Realizar un seguimiento personalizado de los casos en que se ordene la aplicación de medidas o sanciones contempladas en la ley N° 20.084, durante la ejecución de las mismas y otorgar un acompañamiento con posterioridad a ella de carácter voluntario, a través de la respectiva Dirección Regional.

l) Constituir unidades destinadas a la adquisición, producción, elaboración y comercialización de materias primas y bienes manufacturados o fabricados por los jóvenes sujetos a medidas y sanciones establecidas en la ley N° 20.084, con el objeto de posibilitar su inserción laboral, de conformidad a las normas de protección al trabajo infantil dispuestas en el Libro I, Título I, Capítulo II del Código del Trabajo, las que se regularán a través del reglamento que al efecto se dicte.

m) Generar estudios y evaluaciones de sus programas, considerando la realidad regional y caracterización de los jóvenes sujetos de su atención.

n) Emitir informes estadísticos periódicos de carácter general sobre el funcionamiento del sistema de ejecución de medidas y sanciones aplicadas en virtud de la ley N° 20.084, ejecutadas por el Servicio.

ñ) Publicar por  medios electrónicos el registro de prestadores acreditados, los resultados de los procesos de acreditación; los informes de los procesos de supervisión, los informes estadísticos de la institución, los estudios e investigaciones efectuadas y los programas vigentes.

o) Operar como referente técnico con organismos internacionales para el desarrollo de actividades relacionadas con las funciones del Servicio.

p) Generar procedimientos idóneos para recabar la opinión de los jóvenes sujetos de atención del servicio.

q) Las demás funciones que la ley le encomiende.

Artículo 8.- De la Organización. La administración y dirección superior del  Servicio estará a cargo de un  Director Nacional, quien será el jefe superior del servicio y tendrá su representación legal. 

Un reglamento expedido por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos determinará la organización interna, de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal. Para estos efectos, deberán considerarse, a lo menos, una Subdirección Técnica y una Subdirección Administrativa.

Artículo 9.-  Funciones y Atribuciones del Director Nacional. Serán funciones y atribuciones del Director Nacional del Servicio, especialmente las siguientes:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento del Servicio y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.

b) Dictar las resoluciones e instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento del Servicio.

c) Coordinar, controlar y evaluar la gestión que desarrolle el Servicio y las Direcciones Regionales para el logro de sus fines.

d) Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio y conferir poder a abogados habilitados para el ejercicio de la profesión, aun cuando no sean funcionarios del Servicio, con las facultades de ambos incisos del artículo 7, del Código de Procedimiento Civil de conformidad a la normativa vigente.

e) Convocar al Consejo de Estándares y Acreditación, y a la Comisión Coordinadora Nacional, establecidos en los artículos 11 y 13, respectivamente.

f) Fijar mediante resolución, los estándares de funcionamiento de los programas de intervención, estándares de acreditación de instituciones y programas, previa validación del Consejo de Estándares y Acreditación.

g) Delegar algunas de sus funciones o facultades en funcionarios del Servicio. 

h) Las demás que señale la ley.

Artículo 10.- De las Subdirecciones. Las Subdirecciones dependerán del Director Nacional y estarán a cargo de un Subdirector afectos al Sistema de Alta Dirección Pública.

A la Subdirección Técnica le corresponderá velar por la correcta aplicación del modelo de intervención en todo el territorio nacional. A la Subdirección Administrativa, le corresponderá administrar las funciones de apoyo del Servicio. 

Artículo 11.- Del Consejo de Estándares y Acreditación. Créase un Consejo de Estándares y Acreditación del Servicio, cuya función será asesorar al Director Nacional en el desarrollo técnico del Servicio. Asimismo, previa propuesta del Director, el Consejo deberá:

a) Validar los estándares de funcionamiento para los programas relacionados con la ejecución de las medidas y sanciones de la ley N° 20.084.

b) Validar los estándares de acreditación para instituciones que administren los programas referidos en el literal anterior y sobre las correspondientes solicitudes de acreditación y pérdida de la misma, conforme al procedimiento que establezca el reglamento establecido en el inciso segundo del artículo 37.

c) Validar la acreditación de los prestadores que realice el Servicio de conformidad a los estándares antes señalados.

Este Consejo estará conformado por cinco miembros expertos en las áreas ligadas al desarrollo de los jóvenes o a la justicia juvenil, que cuenten experiencia y reconocida trayectoria en el área de su competencia cuales son:

1.- Un abogado experto en materia de justicia juvenil, con más de 10 años de actividad laboral dedicada a dichas materias y que se haya destacado en su experiencia práctica, académica o de investigación.

2.- Dos profesionales de las ciencias sociales con más de 10 años de actividad laboral vinculada a los temas que constituyen el objeto del Servicio y que se hayan destacado en materia de intervención, programas sociales, academia o investigación.

3.- Un profesional del área económica o administración con más de 10 años de actividad laboral y que cuente con conocimiento demostrable en los temas que constituyen el objeto del Servicio.

4.- Un funcionario que ejerza la jefatura más alta en el área funcional de reinserción social, designado por el Ministro de Justicia y Derechos Humanos.

Los integrantes del Consejo estarán obligados a presentar una declaración de intereses y de patrimonio en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.880.

Artículo 12.- Funcionamiento del Consejo de Estándares y Acreditación. El Consejo sólo podrá sesionar previa convocatoria del Director Nacional del Servicio y con la mayoría absoluta de sus integrantes; sus acuerdos serán adoptados por mayoría absoluta de sus miembros presentes en cada sesión. El Consejo será convocado por el Director Nacional del Servicio al menos cada tres meses. Toda incompatibilidad o hecho que reste imparcialidad a un consejero deberá ser informado por éste, quien, en su caso, deberá abstenerse de intervenir en el acto de que se trate. 

Los integrantes del Consejo percibirán una dieta de ocho unidades de fomento por cada sesión a que asistan, con un máximo de doce sesiones por cada año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.

La determinación de los demás procedimientos necesarios para su funcionamiento, obligaciones, inhabilidades e incompatibilidades, así como las causas de cesación en el cargo serán establecidas por un reglamento. En cualquier caso, serán incompatibles con el ejercicio del cargo de consejero aquellas actividades que impliquen una relación laboral o la participación en juntas directivas o consultivas, cualquiera sea su denominación, de los prestadores acreditados o en proceso de acreditación regulados en la presente ley, incompatibilidad que subsistirá hasta seis meses después de que el consejero hubiere cesado en sus funciones en el Consejo. Quien fuese removido de su función por presentar esta incompatibilidad no podrá integrar el Consejo nuevamente hasta que hayan transcurrido cinco años desde su remoción.

Artículo 13.- De la Comisión Coordinadora Nacional. Existirá una Comisión Coordinadora Nacional del Servicio, a la que corresponderá revisar periódicamente el funcionamiento del sistema de ejecución de justicia juvenil de la ley N° 20.084.

Dicha Comisión será convocada al menos cada dos meses y presidida por el Director Nacional del Servicio. Estará conformada por representantes de los siguientes organismos, designados por sus respectivos jefes de Servicio:

a) Subsecretaría de Justicia.

b) Subsecretaría de Redes Asistenciales.

c) Subsecretaría de Educación.

d) Subsecretaría de Servicios Sociales.

e) Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.

f) Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.

g) Instituto Nacional del Deporte.

h) Gendarmería de Chile.

El Director Nacional del Servicio podrá invitar a representantes de otras instituciones y órganos del Estado que se consideren necesarios para el cumplimiento del objetivo señalado en el inciso primero.

El reglamento establecerá las normas necesarias para el funcionamiento de la Comisión.

Artículo 14.- Del plan de acción. La Comisión Coordinadora Nacional del Servicio deberá proponer al Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil un plan de acción interinstitucional a cinco años que contendrá el detalle de actividades, metas, indicadores, metodologías y plazos necesarios para el logro de los objetivos estratégicos dispuestos en la Política Nacional de Reinserción Social Juvenil. Corresponderá a la Comisión hacer el seguimiento de dicho plan de acción, la evaluación de sus avances y resultados, debiendo informar sobre ellos, periódicamente, al Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil. Anualmente propondrá las modificaciones pertinentes a la misma instancia, considerando para esos efectos los informes que fuesen remitidos por los Comités Operativos Regionales.

Artículo 15.- Direcciones Regionales. El Servicio se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales. En cada región del país habrá un Director Regional

Artículo 16.- Funciones y Atribuciones del Director Regional. A los Directores Regionales del Servicio corresponderá la representación del mismo en la región y tendrá a su cargo, de acuerdo con las directrices del Director Nacional, llevar a cabo las funciones del Servicio, especialmente con las siguientes atribuciones:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Dirección Regional. Para ello, podrá dictar las resoluciones e instrucciones que sean necesarias para su buen funcionamiento, de conformidad a las normas generales dictadas por el Director Nacional.

b) Coordinar al Servicio con los organismos públicos y privados que corresponda, y con los Tribunales de Justicia, tanto a nivel regional como local, para la implementación efectiva de las medidas y sanciones previstas en la ley N° 20.084.

c) Celebrar actos, contratos y convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos de la Dirección Regional.

d) Dictar las instrucciones a los funcionarios del Servicio que sean necesarias para el cumplimiento de su objeto en la región.

e) Supervisar técnica, administrativa y financieramente los centros administrados por prestadores acreditados, en la región y velar por el adecuado funcionamiento técnico, administrativo y financiero de los centros de administración directa del Servicio en la región.

f) Realizar las acciones necesarias para resguardar los derechos de los jóvenes sujetos a las medidas y sanciones de la ley N° 20.084, en la región.

g) Constituir, coordinar y convocar al Comité Operativo Regional e informar al Director Nacional el avance del Plan de Acción Regional.

h) Delegar funciones o atribuciones específicas en funcionarios de la Dirección Regional.

i) Administrar los bienes del Servicio que se encuentren asignados a la Dirección Regional; y

j) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes y reglamentos.

Artículo 17.- Comité Operativo Regional. En cada región del país, existirá un Comité Operativo Regional, al que corresponderá implementar en la respectiva región el Plan de Acción Intersectorial de Reinserción Social Juvenil. Para este efecto deberá:

a) Coordinar la implementación del Plan de Acción Intersectorial, pudiendo considerar la inclusión de objetivos propios de la región.

b) Generar una estrategia de redes que permita ejecutar con pertinencia el Plan a nivel regional.

c) Conocer y gestionar situaciones particulares que se produzcan en la región y que requieran de una respuesta intersectorial.

d) Emitir informes anuales del cumplimiento del Plan de acción en la región y remitirlos a la Comisión Coordinadora Nacional.

Para tal efecto, el Director Regional correspondiente convocará, al menos cada dos meses, a los representantes regionales de los organismos señalados en el inciso segundo del artículo 13 de la presente ley y convocará en carácter de invitados a otras instituciones y  órganos del Estado que se consideren necesarios para el cumplimiento de los objetivos señalados en el inciso anterior. 

Un reglamento, expedido por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, establecerá las normas necesarias para el funcionamiento de estos comités.

Artículo 18.- Centros y programas para la ejecución de sanciones y medidas. Del Director Regional dependerán, técnica y administrativamente, los centros de administración directa del Servicio ubicados en la respectiva región en que se ejecuten la medida de internación provisoria y las sanciones de internación en régimen cerrado y de libertad asistida especial con internación nocturna, previstas por la ley Nº 20.084.

Del mismo modo, el Director Regional velará por la provisión de programas que sean ejecutados por organismos acreditados del Servicio, dentro de la respectiva región.

TÍTULO II

DEL MODELO DE INTERVENCIÓN

Párrafo 1°

Normas generales

Artículo 19.- Modelo de intervención. El Servicio establecerá un modelo de intervención de aplicación nacional y vinculante para la ejecución de las sanciones y medidas, que deberá considerar acciones desde el inicio de su aplicación por el tribunal competente hasta el acompañamiento voluntario posterior al egreso, orientado a dar cumplimiento a los objetivos dispuestos por el artículo 20 de la ley N° 20.084.

Artículo 20.- Intervención personalizada. Toda intervención que se realice en el marco del modelo definido en el artículo anterior deberá centrarse en el joven sujeto de atención del Servicio, orientándose a la satisfacción de los fines descritos en el artículo 20 de la ley N° 20.084. El Servicio deberá orientar toda su gestión destinada a su implementación, control, seguimiento de casos y demás pertinentes, en el mismo sentido. 

Artículo 21.- Del registro de información. Créase un sistema  de información diseñado, implementado y administrado por el Servicio cuya finalidad será contar con un expediente individual de cada joven sujeto de atención y que, a su vez, permita proveer de información necesaria para el diseño y estudio de políticas, planes y programas y, de análisis estadísticos que se requieran. El sistema contará a lo menos con la siguiente información:

a) Individualización del o la joven.

b) Individualización de las medidas y sanciones que se hubieren decretado, la resolución que ordena su ingreso,  las evaluaciones e informes efectuados, resoluciones judiciales que  se dicten en la etapa de ejecución y la certificación del término de la ejecución de la condena o egreso de la medida, según corresponda.

c) Los programas asociados a la intervención del o la joven.

La información contenida en este registro estará disponible para los intervinientes del sistema judicial y encargados de la ejecución, según corresponda de acuerdo a su función.


El tratamiento de la información contenida en este sistema estará sujeto a las normas de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.

En base a dicha información el Servicio deberá mantener y administrar los siguientes registros actualizados:

1º Registro de programas disponibles, el que deberá estar a disposición de los Tribunales de Justicia.

2º Registro de prestadores acreditados, de carácter público.

3º Registro de medidas y sanciones impuestas en virtud de la ley N° 20.084, que deberá contener información relativa a su ejecución y que deberá permitir un adecuado seguimiento de los casos.

4º Registro general de información de cada joven que fuere sujeto de atención.

5º Registro de mediadores penales.

Dichos registros se publicarán en el sitio electrónico mediante el cual el Servicio dé cumplimiento a las obligaciones de transparencia activa dispuestas en la ley N° 20.285.

Los registros de información deberá vincularse, en lo que sea procedente, con el sistema integrado de información de la Niñez administrado por la Subsecretaría de la Niñez, la cual dictará las normas necesaria para la interoperabilidad de ellos.

Los prestadores acreditados estarán obligados a proporcionar la información necesaria que el Servicio les solicite para los registros a que se refiere este artículo y para el cumplimiento de sus funciones, en los plazos, forma y condiciones que éste determine. 

Los órganos del Estado, en el marco de sus competencias, estarán obligados a proporcionar la información necesaria que el Servicio les solicite para los registros a que se refiere este artículo y para el cumplimiento de sus funciones.

Párrafo 2°

Estándares para la aplicación del modelo de intervención

Artículo 22.- Estándares para la aplicación del modelo. El sistema de ejecución de programas contemplará un conjunto de estándares que se aplicarán a la ejecución de medidas y sanciones, tanto privativas de libertad como de ejecución en el medio libre. Los estándares son definiciones de los niveles de exigencia de las prestaciones que deben desarrollarse a nivel de todo el territorio nacional.

Al Servicio le corresponderá la elaboración de los estándares de calidad fijados para cada programa, los que serán validados por el Consejo de Estándares y Acreditación y posteriormente aprobados por resolución del Director Nacional.

Párrafo 3°

Acreditación de organismos colaboradores

Artículo 23.- De la acreditación de instituciones y programas. Para la aplicación del modelo de intervención previamente señalado, el Servicio podrá contratar los servicios de organismos externos debidamente acreditados para tal efecto y que no tengan fines de lucro.

La acreditación de instituciones se realizará por el Servicio conforme a los estándares que se hayan definido para este efecto y se solicitará su validación por el Consejo de Estándares y Acreditación. Dicha acreditación tomará en consideración, al menos, su objeto de constitución, que carezcan o “estén constituidos como personas jurídica sin fines de lucro”, su comportamiento financiero y técnico y el cumplimiento de la legislación laboral y previsional.

Del mismo modo, el Servicio acreditará programas de intervención, que den cumplimiento a los estándares fijados previamente para este efecto. Existirán distintos niveles de acreditación conforme regule el reglamento establecido en el inciso segundo del artículo 37. Para este tipo de acreditación, se considerará, entre otros, el cumplimiento de los estándares de calidad definidos por el Servicio, la evaluación de los resultados en caso que hayan medido en forma previa y la certificación de procesos de calidad.

Tanto para la acreditación de instituciones como de programas existirá una convocatoria realizada por la Dirección Nacional del Servicio por los medio oficiales. El procedimiento será gratuito y deberá implementarse por el Servicio conforme a las normas que el reglamento dicte para este efecto establecido en el inciso segundo del artículo 37.

Del mismo modo, corresponderá al Servicio establecer los instrumentos de medición y calificación, los que serán públicos.

Párrafo 4°

Contratación de organismos acreditados

Artículo 24.- Normativa aplicable. La contratación de servicios con organismos acreditados, se regirá por lo dispuesto en la ley N° 19.886, su reglamento, y las normas establecidas en la presente ley.

Artículo 25.- Roles en el proceso de licitación. Las respectivas licitaciones serán efectuadas a nivel regional, por las respectivas Direcciones Regionales del Servicio.

La Dirección Nacional fijará los lineamientos y procedimientos para los procesos de licitación y realizará una planificación anual de los mismos. 

La regulación general de los procesos de licitación será establecida por la Dirección Nacional en las respectivas bases de licitación, las que se elaborarán conforme a los estándares para la aplicación del modelo previamente aprobados. 

La elaboración de los requerimientos técnicos específicos que atiendan a cada realidad regional, será efectuada por la respectiva Dirección Regional del Servicio. 

El llamado a licitación, la evaluación de las propuestas y la adjudicación de las mismas serán efectuados por el respectivo Director Regional, conforme a las normas legales y administrativas vigentes y los lineamientos que imparta la Dirección Nacional.

Las reclamaciones en contra de la respectiva resolución adjudicatoria se interpondrán ante el Director Nacional del Servicio, dentro de los cinco días siguientes a la notificación del correspondiente acto administrativo.

Artículo 26.- Situaciones especiales. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 42 de la ley N° 20.084 y su reglamento, el Servicio podrá excepcional y transitoriamente ejecutar directamente los servicios de organismos acreditados para la implementación de proyectos por falta de oferentes en un proceso licitatorio.

El Servicio podrá asumir, en casos calificados, la administración provisional de un proyecto y transferir fondos extraordinarios en casos de emergencia, conforme a lo dispuesto en los siguientes artículos y en el reglamento.

Artículo 27.- De la administración provisional. El Director Regional, mediante resolución fundada, podrá disponer la administración provisional directa de un programa ejecutado por un organismo acreditado, con el objeto de asegurar su adecuado funcionamiento y la continuidad del Servicio hasta el término del contrato, conforme a lo dispuesto en el reglamento.

Para efectos del inciso anterior se entenderá por caso calificado los siguientes:

a) Cuando exista una evaluación negativa del desempeño del programa y exista riesgo de afectar la vida o integridad física de los jóvenes.

b) Cuando el incumplimiento de las obligaciones del convenio ponga en riesgo la continuidad del servicio.

c) Cuando, por razones imputables al organismo acreditado, se haga imposible la mantención del servicio a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros que afecten sus bienes.

d) Cuando exista atraso reiterado en el pago de las remuneraciones o de las cotizaciones previsionales o de salud del personal del programa. Se entenderá por atraso reiterado la mora total o parcial en el pago de tres meses consecutivos o de tres en un período de seis meses en un año.

e) Cuando, por causa imputable al organismo acreditado, se suspendan reiteradamente los servicios básicos para el buen funcionamiento del centro o programa.

f) Cuando, en la ejecución del programa se produzcan hechos de violencia contra los jóvenes, sin que el organismo acreditado haya tomado medidas conducentes a su protección.

La resolución del Director Regional se notificará por carta certificada al organismo acreditado para que éste, dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde dicha notificación, pueda reclamar administrativamente ante el Director Nacional.

La entidad o prestador acreditado afectado por la aplicación de una sanción podrá reclamar la legalidad de la misma dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de la respectiva resolución, ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio.

La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Servicio, notificándolo por oficio. Éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.

Evacuado el traslado por el Servicio o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá abrir un término probatorio, que no podrá exceder de siete días hábiles, y escuchar los alegatos de las partes.
La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días hábiles, la que será inapelable.

Artículo 28.- Pago de los servicios. El pago de los servicios contratados se efectuará por proyecto, en parcialidades del costo total del mismo, según la totalidad de las plazas convenidas y conforme a lo establecido en las bases de licitación. 

Párrafo 5°

Supervisión y sanciones

Artículo 29.- Supervisión. El Servicio supervisará los programas para la ejecución de las medidas y sanciones aplicadas conforme a lo establecidos en la ley N° 20.084, respetando siempre las condiciones dispuestas en el contrato celebrado con el respectivo organismo acreditado.

La información que emane de la supervisión servirá como insumo para los lineamientos de gestión de calidad, en el sistema de acreditación de organismos externos y en la elaboración y reformulación de los estándares de calidad exigibles a cada programa.

Artículo 30.- Supervisión de Centros Privativos de Libertad Regulados por la ley N° 20.084. Las Direcciones Regionales del Servicio deberán supervisar el resultado de los indicadores de estándares de calidad para los centros privativos de libertad regulados por la ley N° 20.084, a través de inspecciones periódicas de supervisión a los centros de cada región, generando informes públicos de resultados por cada inspección.

Asimismo, la supervisión de los centros privativos de libertad será efectuada por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos a través de las Comisiones Interinstitucionales de Supervisión de Centros reguladas por el reglamento de la ley N°20.084.

Artículo 31.- Supervisión de programas de medio libre. La supervisión de los programas de medio libre se efectuará por la respectiva Dirección Regional y deberá contemplar de manera integral los aspectos financieros y técnicos. 

Los organismos acreditados deberán prestar todas las facilidades para efectuar la referida supervisión.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se efectuarán inspecciones evaluativas de manera periódica. 

La supervisión velará por el debido cumplimiento de los estándares fijados por el Servicio para cada programa y por el uso de los recursos en los fines estipulados en las bases de licitación y convenios correspondientes. 

El organismo acreditado deberá enviar un informe periódico que detalle la demanda atendida, su descripción, inconvenientes y otros aspectos relevantes, conforme a lo establecido en el reglamento. 

Artículo 32.- Sanciones. Frente a causales de incumplimiento de los respectivos convenios, por parte de los organismos colaboradores acreditados, el Servicio podrá, según su gravedad, aplicar las siguientes medidas, las que deberán ser contempladas en las bases de licitación correspondientes:

a) Aplicar multas equivalentes a un 10 % y hasta un 60% del pago correspondiente. La multa podrá elevarse al doble en caso de reiteración. El monto de la multa dependerá de la gravedad del incumplimiento del que se trate, según los criterios que establezca el respectivo reglamento.

b) Disponer el término anticipado y unilateral del respectivo convenio, conforme a las causales establecidas en el reglamento.

c) Determinar la pérdida de la acreditación, previo informe del Consejo de Estándares y Acreditación. 

Las sanciones anteriores procederán sin perjuicio de la pérdida de la personalidad jurídica, conforme a la ley.

En caso de aplicación de la sanción prevista en la letra c), el prestador sancionado no podrá solicitar nuevamente la respectiva acreditación sino después de dos años desde que haya quedado firme la resolución que aplicó la sanción.

Las resoluciones firmes que apliquen sanciones a entidades o prestadores acreditados deberán publicarse en el sitio electrónico mediante el cual el Servicio dé cumplimiento a las obligaciones de transparencia activa de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.

El organismo colaborador afectado por la imposición de una sanción podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones respectiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27.

TÍTULO III

DEL PERSONAL Y EL PATRIMONIO

Párrafo 1°

Del personal

Artículo 33.- Personal. El personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Artículo 34.- Formación. El Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil desarrollará políticas, programas y actividades orientadas por un plan estratégico dirigido a la formación y perfeccionamiento permanente de sus funcionarios, con miras a potenciar el desarrollo de sus habilidades y conocimientos para que el cumplimiento de las tareas propias del servicio se desarrolle en términos acordes con las exigencias del principio de especialización. 

Párrafo 2°

Del Patrimonio.

Artículo 35.- Del patrimonio. El patrimonio del Servicio estará formado por:

a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales.

b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título, y los frutos de tales bienes.

c) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título.

d) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepten con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no se someterán al trámite de insinuación. 
Artículo 36.- Continuador legal. El Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil se constituirá, para todos los efectos legales, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, en sucesor y continuador legal del Servicio Nacional de Menores, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones.

De este modo, las funciones, atribuciones y facultades otorgadas por otras leyes al Servicio Nacional de Menores, se entenderán conferidas al Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

De igual forma, las referencias que hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al Servicio Nacional de Menores, respecto de estas materias, se entenderán efectuadas, según el ámbito de sus respectivas competencias, al Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil.

Artículo 37.- Reglamento. Para la adecuada ejecución de las disposiciones establecidas en esta ley, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos dictará un reglamento en materias orgánicas y funcionales del Servicio, incluidos los registros informáticos que se establecen para su funcionamiento.

Por su parte, un reglamento expedido por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, y además suscrito  por el Ministro de Hacienda regulará las materias necesarias para la adecuada ejecución del sistema de acreditación de instituciones y programas, regulados en el párrafo 3°, del Título II de esta ley.

Artículo 38.- Modificaciones la ley orgánica del SENAME. Modifícase el decreto ley N°2.465 que crea el Servicio Nacional de Menores y Fija el Texto de su Ley Orgánica, en el siguiente sentido:

1) Suprímese en inciso primero del artículo 1 la frase “y a la reinserción social de adolescentes que han infringido la ley penal”.

2) Suprímese el numeral 2) del artículo 2.

3) Suprímese la primera oración del numeral 4) del artículo 3.

4) Reemplázase en el numeral 8) del artículo 5 la expresión “, protección y rehabilitación” por “y protección”. 

5) Reemplázase en el numeral 1) del artículo 12 la expresión “, protección y rehabilitación” por “y protección”.

Artículo 39.- Modificaciones a la ley N° 20.032. Modifícase la ley N° 20.032 que Establece sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del Sename, y su régimen de subvención, en el siguiente sentido:

1) Suprímese el literal b) del numeral 3.2 del artículo 4.

2) Suprímese el numeral 2 del inciso primero del artículo 5, y en el inciso final del mismo artículo, la frase “o el desarrollo del proceso de reinserción de los adolescentes infractores de ley penal”.

3) Sustitúyese en el numeral 3 del inciso primero del artículo 5 las expresiones “lo números anteriores” por la siguiente “el número anterior”. 

4) Suprímese en el inciso segundo del artículo 12, la frase “ni a los programas de reinserción para adolescentes infractores de ley penal,”.

5) Suprímese el artículo 17.

6) Suprímense los literales d) y e) del numeral 4 del artículo 30.

Artículo 40.- Modificaciones a la ley N° 20.084. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.084 sobre responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal:

1) Agrégase en el artículo 5 un inciso segundo nuevo del siguiente tenor: 

“La prescripción de la acción penal se suspende si se hubiere derivado el conflicto a una instancia de mediación y mientras ésta dure.”.

2) Modifícase el artículo 6 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese la letra b) de su inciso primero por la siguiente: “b) Libertad asistida especial con reclusión parcial.”.

b) Suprímese en el acápite sobre penas accesorias la expresión “y” y la coma que le precede y que se ubican al final de la letra a).

c) Incorpórase una letra c) nueva del siguiente tenor: 

“c) Las previstas en el artículo 9 de la ley N° 20.066.”. 

3) Suprímese el artículo 7.

4) Intercálase en el artículo 8 un inciso tercero nuevo del siguiente tenor, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto: 

“En caso alguno se podrá imponer una amonestación en más de dos ocasiones a un mismo adolescente. Lo dispuesto en el presente inciso no tendrá lugar si ha transcurrido un tiempo prolongado desde la última infracción o si la naturaleza del delito hiciere razonable imponer nuevamente esta misma sanción.”.

5) Intercálase en el artículo 9 un inciso final nuevo del siguiente tenor: 

“No se podrá imponer la multa tratándose de quienes han sido ya condenados previamente por una pluralidad de delitos de carácter patrimonial.”. 

6) Sustitúyese en el artículo 13 el inciso final por el siguiente: 

“La duración de esta sanción no podrá ser inferior a los 6 ni superior a los 18 meses.”.

7) Sustitúyese en el artículo 14 el inciso final por el siguiente: 

“La duración de esta sanción no podrá ser inferior a los 6 meses ni superior a los tres años.”.

8) Modifícase el artículo 15 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero las expresiones “la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social”, por las siguientes: “la libertad asistida especial con reclusión parcial”.

b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 

“El programa de reinserción social se realizará, en lo posible, con la colaboración de la familia.”.

9) Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyense las expresiones “privación de libertad bajo la modalidad de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social” por las siguientes, en el texto del inciso primero y en el encabezado del artículo: “libertad asistida especial con reclusión parcial”.

b) Sustitúyense, en el inciso primero, las expresiones “reinserción social” por las siguientes: “actividades socioeducativas intensivas”.

c) Agrégase en la letra b) del inciso segundo las expresiones “e intensivo”, a continuación del término “periódico”.

10) Modifícase el artículo 18 en el siguiente sentido:

a) Suprímense las expresiones “y semicerrado, ambas”, que siguen a “régimen cerrado”.

b) Agrégase la siguiente frase final nueva a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido: “Tampoco se podrán imponer por un periodo inferior a un año de duración.”.

c) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo: 

“La pena de libertad asistida especial con reclusión parcial no se podrá imponer por un lapso superior a los 5 años, ni inferior a los 6 meses.”.

11) Modifícase el artículo 19 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyense en el inciso primero las expresiones “internación en régimen semicerrado”, por las siguientes: “libertad asistida especial con reclusión parcial”.

b) Sustitúyense en el inciso segundo las expresiones “o semicerrado, ambas con programa de reinserción social”, por las siguientes: “con programa de reinserción social o la libertad asistida especial con reclusión parcial”.

12) Modifícase el artículo 23 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyense el número 2) las expresiones “internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social”, por las siguientes: “la libertad asistida especial con reclusión parcial”.

b) Sustitúyense en los números 3) y 4) las expresiones “internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social”, por las siguientes: “la libertad asistida especial con reclusión parcial, libertad asistida simple o especial”.

c) Modifícase la tabla demostrativa en el siguiente sentido:

i) Suprímese en el tramo que va “Desde 5 años y un día” las expresiones “internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social”.

ii) Sustitúyense las expresiones “Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social”, por las siguientes: “Libertad asistida especial con reclusión parcial” las tres veces que aparece.

iii) Sustitúyense las expresiones “Libertad asistida en cualquier de sus formas”, por las siguientes “Libertad asistida simple o especial”, las dos veces que aparece.

f) Agrégase en el inciso final la palabra “simple” a continuación de la expresión “asistida” la primera vez que aparece mencionada.

13) Sustitúyese el artículo 24 por el siguiente: 

“Artículo 24.- Individualización de la pena. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente el Tribunal impondrá una sola pena de entre las que fueren procedentes, cualquiera fuere el número de los delitos cometidos. En su caso, se tomará como base las sanciones aplicables al delito que merezca las de mayor gravedad. 

La clase y la extensión de la pena a imponer se determinará considerando exclusivamente los siguientes criterios, debiendo, en cualquier caso, darse estricto cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 63 del Código penal:

1. La gravedad del delito o delitos cometidos, considerando especialmente:

a. El bien jurídico protegido y la modalidad escogida para su afectación.

b. El empleo de violencia física o de ensañamiento y la naturaleza y entidad de ellas.

c. La utilización y clase de armas o la provocación de un riesgo grave para la vida o la integridad de las víctimas.

d. La calidad en que interviene el condenado y el grado de ejecución del hecho.

2. Los móviles y demás antecedentes que expliquen la ocurrencia de los hechos y el comportamiento delictivo

3. La edad, desarrollo psicosocial del condenado.

4. El comportamiento demostrado con anterioridad y posterioridad a la ocurrencia de los hechos, y durante la instrucción del proceso, en lo que fuere relevante para la valoración de los hechos enjuiciados.

Tratándose de la reiteración de delitos el tribunal tomará como base la pena que corresponda al hecho más grave pudiendo ampliar su extensión o sustituirla por una más aflictiva dentro de las alternativas y plazos previstos en la ley, según cual fuere el número de los delitos, las relaciones o nexos existentes entre ellos y su valoración de conjunto conforme a los criterios señalados en los numerales precedentes.

Las respectivas penas no se impondrán en caso alguno con una extensión inferior o superior a la prevista en los artículos 9º, 11, 13, 14 o 18, respectivamente. 

El tribunal deberá especificar y fundamentar en el fallo la forma como ha procedido a la fijación de la pena a partir de los criterios señalados indicando los hechos que los respaldan.”.

14) Intercálase los siguientes artículos 25 bis, 25 ter, 25 quáter y 25 quinquies nuevos:

“Artículo 25 bis.- Determinación de las sanciones accesorias. El comiso de los objetos, documentos e instrumentos del delito se impondrá en todas las condenas. La prohibición de conducir vehículos motorizados se impondrá en todo caso en que concurran los presupuestos descritos en el inciso primero del artículo 12 de la presente ley. 

Las medidas accesorias previstas en el artículo 9 de la ley N° 20.066 se impondrán en los casos y formas que las justifican conforme a las reglas generales, a excepción de las previstas en las letras a) y b) cuando el condenado y la víctima compartieren domicilio, residencia o lugar de estudio o trabajo. Estas últimas sólo se podrán imponer en casos extremadamente calificados, debiendo fundarse en antecedentes objetivos y específicos de los que se deberá dar cuenta de forma detallada en la sentencia debiendo además adoptarse los resguardos que garanticen que el condenado no quedará privado de condiciones mínimas para su desarrollo.

Artículo 25 ter.- Concurso de infracciones correspondientes a regímenes diversos. Si un mismo proceso se debiera imponer condena por delitos cometidos siendo menor y mayor de dieciocho años de edad se impondrá exclusivamente la pena aplicable a estos últimos. 

Se exceptúa el caso en que fuere más grave el delito cometido siendo menor de edad, en cuyo caso la pena aplicable a las diversas infracciones se impondrá de conformidad a las reglas previstas en el presente título. 

A los efectos de este artículo y del siguiente se considerará más grave el delito o conjunto de ellos que tuviere asignada mayor pena de conformidad con las reglas generales. No obstante el tribunal también podrá calificar su mayor gravedad teniendo en cuenta la naturaleza y extensión o cuantía de la sanción comparativa aplicable en uno y otro caso.

Lo dispuesto en el inciso primero también se aplicará si el la ejecución del delito se iniciare antes del cumplimiento de la mayoría de edad y terminare luego que ésta se hubiere alcanzado. 

Artículo 25 quáter.- Unificación de condenas. Si durante la ejecución de una sanción el adolescente fuere condenado por la comisión de un delito diverso al que la justifica, el tribunal procederá a regular la pena que hubiere correspondido aplicar a la totalidad de los delitos cometidos en caso que hubieren sido juzgados conjuntamente de conformidad con lo dispuesto en las demás reglas del presente título. En dicho caso el tiempo de ejecución que se hubiere satisfecho será abonado a la nueva condena, salvo que se trate de las penas previstas en las letras e), f) o g) del artículo 6.

Lo dispuesto precedentemente no tendrá lugar tratándose de la comisión de uno o más simples delitos de menor gravedad respecto de aquellos que fundan la condena en curso de ejecución y que hubieren sido cometidos con posterioridad al mismo. En dicho caso se aplicará lo dispuesto en el artículo 52, considerando los hechos, a estos efectos, como un quebrantamiento de condena. 

Lo dispuesto el inciso precedente también tendrá lugar respecto de todos aquellos que ya se encontraren cumpliendo una condena por el máximo de las penas que autoriza la ley para la sanción de los delitos de que se trate.

A estos efectos no tendrá lugar lo dispuesto en el artículo 164 del Código Orgánico de Tribunales.

Artículo 25 quinques.- Unificación de condenas de diversos regímenes. Lo dispuesto en el artículo anterior también se aplicará si el nuevo delito ha sido cometido siendo el condenado mayor de 18 años, a menos que se trate de un delito de mayor gravedad o que deba recibir una sanción superior. En dicho caso tendrá lugar lo dispuesto en el artículo 25 ter, extinguiéndose de pleno derecho la condena que se encontrare en curso de ejecución.”

15) Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 

“En ningún caso se podrá imponer una pena privativa de libertad si un adulto que hipotéticamente hubiese sido condenado por un hecho análogo en equivalentes circunstancias no debiere cumplir una sanción de dicha naturaleza ni se podrá imponer una pena, de cualquier clase, cuya naturaleza o extensión fuere superior a aquella.”.

b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto nuevos: 

“A los efectos de lo dispuesto en el presente artículo se considerará lo dispuesto en la ley N° 18.216.

En caso alguno se podrá disponer el cumplimiento de sanciones que individual o copulativamente supongan una condena que supere los límites máximos previstos en los artículos 9, 11, 13, 14 o 18.”.

16) Modifícase el artículo 27 en el siguiente sentido:

a) Suprímense, en el inciso segundo, las expresiones “o monitorio”.

b) Agrégase un inciso tercero nuevo del siguiente tenor: 

“El procedimiento abreviado procederá conforme a las reglas generales, a menos que la pena solicitada sea el internamiento en régimen cerrado con programa de reinserción social con una duración superior a los 3 años. También podrá solicitarse una sanción mixta en la medida que se ajuste al plazo antes señalado.”.

17) Agrégase un nuevo artículo 27 bis del siguiente tenor: 

“Artículo 27 bis.- Consentimiento informado. Siempre que el consentimiento del adolescente sea condición para acceder a un determinado procedimiento, suspenderlo o ponerle término, el Juez deberá cerciorarse, antes de resolver, de que ha conversado con el defensor privadamente; y que ha sido adecuadamente informado de sus derechos y de las implicancias procesales que conllevan dichas decisiones. Tratándose del procedimiento abreviado en particular, verificará en particular si comprende que renuncia al juicio oral y que podría ser condenado o absuelto. En dichas actuaciones el Juez deberá usar un lenguaje comprensible acorde a la madurez y desarrollo del adolescente.”.

18) Modifícase el artículo 28 en el siguiente sentido:

a) Intercálase un inciso segundo nuevo del siguiente tenor, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero: 

“Lo dispuesto en el inciso precedente no tendrá lugar en los casos previstos en el inciso segundo del artículo 25 ter, debiendo en dicho caso darse estricto cumplimiento a lo previsto en el presente título.”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la frase “en los artículos 185 y 274 del Código Procesal Penal. En todo caso, si se hubiere determinado la sustanciación conjunta de los procesos, se dará cumplimiento, respecto del menor, de las normas que conforme a esta ley son aplicables al juzgamiento de los adolescentes”, por la siguiente: “en el artículo 185 del Código Procesal Penal. Sin perjuicio de ello se procederá a la acusación conjunta de todos los delitos y responsabilidades, debiendo en todo caso darse estricto cumplimiento a las normas que conforme a esta ley son aplicables al juzgamiento de los adolescentes, debiendo conocer del asunto el Juzgado o Tribunal que ejerciere competencia en materia penal de adolescentes. Sólo podrán dictarse diversos autos de apertura del juicio oral si se trata estrictamente de alguno de los casos de que trata el inciso segundo del artículo 274 del Código Procesal Penal”. 

19) Intercálanse los siguientes artículos 29 bis y 29 ter, nuevos: 

“Artículo 29 bis.- Especialización de la justicia penal para adolescentes. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente el conocimiento de los procesos referidos a la responsabilidad penal regulada en la presente ley y su fallo, cuando proceda, corresponderá en exclusiva a Los Juzgados de Garantía de adolescentes y a las salas especializadas de los Juzgados de Garantía de adolescentes, en los lugares en que existieren. En dichos casos las competencias correspondientes a los fiscales del Ministerio Público serán ejercidas por fiscales adjuntos especializados en la instrucción de procesos asociados a la responsabilidad penal de adolescentes según lo dispuesto en el párrafo 3 bis del Título II de la ley N° 19.640. Asimismo, la defensa penal de quienes fueren imputados o acusados y de quienes cumplieren condena en virtud de dicha responsabilidad corresponderá asimismo a defensores especializados en responsabilidad penal de adolescentes conforme dispone el artículo 9 bis de la ley N° 19.718, en la medida en que carezcan de abogado. 

En dichos casos los fiscales y defensores ejercerán dichas funciones en forma exclusiva mientras se encuentren adscritos a la respectiva especialización.

El Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública procurarán la misma asignación de especialización de fiscales y defensores, respectivamente, en los lugares donde funcionaren salas, jornadas o días preferentes para el conocimiento de los procesos asociados a la responsabilidad penal de los adolescentes regulada en la ley N° 20.084.

Artículo 29 ter.- Formación y capacitación. Los jueces y funcionarios judiciales que se desempeñen en las salas especializadas en responsabilidad penal de adolescentes de los Juzgados de Garantía y en los Juzgados de Garantía de Adolescentes deberán haber aprobado una formación especializada impartida en el marco del programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial. 

Asimismo, los fiscales y defensores de que trata el inciso primero del artículo precedente no podrán desempeñar las funciones ahí establecidas sin haber obtenido las acreditaciones y la formación que garantice un conocimiento especializado de los aspectos particulares que tiene la responsabilidad penal de que trata la presente ley. 

El perfeccionamiento y capacitación de que trata el presente artículo deberá comprender, como mínimo, los contenidos de la ley N° 20.084, su reglamento, jurisprudencia relevante y la normativa internacional afín; la normativa institucional del Servicio de Reinserción penal de adolescentes. Incluirá además las referencias necesarias comprender los caracteres de las principales teorías explicativas del comportamiento delictivo juvenil que cuenten con evidencia empírica y del desarrollo evolutivo psicosocial y biológico de la adolescencia y los principales modelos de intervención y prácticas efectivas que se orienten a motivar un cambio. Deberá asimismo considerar información sobre los estándares exigidos en forma transversal y por programa; sobre la existencia o disponibilidad de estos últimos en la red y su funcionamiento; sobre los caracteres generales del sistema de supervisión.”.

20) Agrégase el siguiente inciso final nuevo en el artículo 32: 

“Se deberá levantar el informe técnico de que trata el artículo 37 bis. respecto de todo imputado que permaneciere más de 15 días sujeto a internación provisoria o bajo sujeción a la vigilancia de una autoridad.”.

21) Intercálase el siguiente artículo 32 bis nuevo: 

“Artículo 32 bis.- Sujeción a la vigilancia. Las instituciones encargadas de ejecutar la medida cautelar de sujeción a la vigilancia prevista en la letra b) del artículo 155 del Código Procesal Penal, cuando procediere,  deberán supervisar el cumplimiento de las obligaciones que impone el proceso mediante acciones de control, monitoreo y orientación. Deberán asimismo coordinar la atención de las necesidades sociales, psicológicas, educativas, de salud y de orientación judicial del adolescente imputado mediante acciones de derivación asistida.”.

22) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero nuevos en el artículo 33: 

“El tiempo que el imputado cumpliere en internación provisoria deberá ser abonado íntegramente en caso que fuere condenado a alguna de las penas previstas en las letras a) a d) del artículo 6°, a razón de un día de cumplimiento por cada día de internamiento, arresto o vigilancia, indistintamente. Igualmente, el tiempo que el imputado cumpliere bajo arresto domiciliario o sujeto a la vigilancia de una institución deberá ser abonado íntegramente tratándose de las penas previstas en las letras b) a d) del artículo 6.

En caso que la pena a cumplir fuere inferior al mínimo previsto en la ley para la pena de que se trate, la extensión efectiva que se deberá cumplir se ajustará a dicho límite.”.

23) Intercálase el siguiente artículo 35 bis nuevo: 

“Artículo 35 bis.- Suspensión condicional del procedimiento. La suspensión condicional del procedimiento procederá respecto de todo simple delito o falta, pudiendo decretarse por un plazo no inferior a 6 ni superior a los 12 meses.

El tribunal podrá imponer una o más de entre las condiciones señaladas en el artículo 238 del Código Procesal Penal, a excepción de las dispuestas en las letras e), f) y h), pudiendo asimismo decretar la obligación de reparar a la víctima, prestar un servicio a la comunidad o de asistir a programas de entrenamiento cognitivo, terapia familiar, de intervención en violencia o abuso sexual u otro semejante. Deberá asimismo precisar la institución que se encargará de la ejecución, seguimiento y supervisión del cumplimiento de las condiciones impuestas y su periodicidad. Dicha institución podrá también solicitar la revocación en los términos del artículo 239 del Código Procesal Penal.

Si en el procedimiento se hubiere evacuado el informe técnico de que trata el artículo 37 bis. su contenido deberá servir de base para la determinación de dichas condiciones. En caso contrario, el tribunal podrá así requerirlo, quedando en suspenso su aprobación por un periodo máximo de hasta 15 días.

También se podrá imponer alguna de las medidas accesorias previstas en el artículo 9° de la ley N° 20.066 en cuyo caso tendrá lugar lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 23 de la presente ley.”.

24) Agrégase un nuevo Párrafo 4° en el título II titulado "De las salidas alternativas al procedimiento y de la mediación", antes del artículo 35, pasando los actuales Párrafos 4° y 5° a ser 5° y 6°, respectivamente;

25) Agréganse los siguientes artículos 35 ter, 35 quáter, 35 quinquies y 35 sexties, nuevos: 

“Artículo 35 ter.- Mediación. Todo proceso en que fuere procedente la suspensión condicional del procedimiento o el principio de oportunidad podrá ser derivado a mediación. La derivación la realizará el fiscal si no hubiere formalización. En caso contrario la ordenará el Juez a petición de las partes. 

La mediación exitosa, con acuerdo cumplido por parte del imputado, dará lugar al archivo definitivo o al sobreseimiento, según sea el caso, sin perjuicio de los acuerdos alcanzados respecto a los efectos civiles del delito. 

No procederá la mediación si se hubiere declarado el cierre de la investigación ni tratándose de procesos referidos a delitos dolosos contra la vida; delitos contra la libertad ambulatoria; delitos contra la libertad sexual cometidos contra personas menores de edad y respecto de los delitos y faltas tipificados en la ley N° 20.000, a excepción de los previstos en los artículos 4 y 50. Tampoco procederá en procesos por delitos que fueren constitutivos de violencia intrafamiliar, a menos que se dé estricto cumplimiento a lo previsto en el inciso siguiente. 

El Ministerio de Justicia, el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública establecerán conjuntamente un protocolo estructurado de condiciones personales y procesales bajo las que se estima procedente la derivación. Se establecerán asimismo exigencias particulares y de carácter excepcional para la derivación de los hechos que fueren constitutivos de violencia intrafamiliar. En todo caso deberá darse estricto cumplimiento a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 2° de la ley N° 20.609 que establece medidas contra la discriminación. 

Artículo 35 quáter. Intervinientes. En el proceso de mediación participarán la víctima y el imputado, personalmente. Su intervención será, en cualquier caso, voluntaria. Tratándose de delitos contra intereses colectivos o de carácter general, podrá ocupar el lugar de la víctima un representante de una entidad u organismo público o privado sin fines de lucro que represente el interés de la colectividad. En caso de controversia, resolverá el tribunal. 

Artículo 35 quinquies. Efectos de la mediación frustrada. Si la mediación se frustrare por una causa que no fuere atribuible al imputado el mediador dejará constancia de ello, pudiendo servir el acta respectiva, si se llegare a imponer una condena, para atenuar la responsabilidad penal. Asimismo, según cual fuere su contenido, podrá también servir como antecedente en las audiencias de sustitución y revocación de condena.

Fuera de los casos mencionados en el inciso precedente, todo proceso de mediación, frustrada o exitosa, y todos los antecedentes referidos a aquél, se regirán por lo dispuesto en el artículo 335 del Código Procesal Penal. 

Artículo 35 sexties. Programa de mediación. A los efectos de lo dispuesto en el presente párrafo, el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil dispondrá de un programa especial de mediación penal, integrado por mediadores públicos o contratados de conformidad a la ley N°19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, y su Reglamento. 

Los mediadores deberán encontrarse acreditados en un Registro de Mediadores Penales. El procedimiento, requisitos de ingreso y permanencia, supervisión y sanción, así como también las causales de eliminación del Registro, se establecerán a través de un Reglamento.

El programa de mediación penal deberá también ofrecer un mecanismo que permita a las partes acceder a la información necesaria para resolver su intervención en el programa de mediación. El programa se encargará además de la supervisión del cumplimiento de los acuerdos alcanzados y de las certificaciones que correspondan. 

La mediación de que trata este párrafo será siempre gratuita para las partes. 

Toda persona que cumpla funciones como mediador deberá informar periódicamente al Ministerio Público o al Tribunal, según corresponda, sobre el desarrollo del proceso técnico de la mediación, sin que dicha periodicidad pueda exceder de los 3 meses.”.

26) Intercálase el siguiente artículo 37 bis nuevo: 

“Artículo 37 bis.- Informe técnico. El Ministerio Público o la Defensa podrán solicitar la emisión de un informe técnico en cualquier etapa del procedimiento, a ser evacuado por el Servicio de Reinserción social de adolescentes.

Dicho informe deberá  referirse a los criterios señalados en los incisos segundo y tercero del artículo 24 y a las pertinencias de las condiciones de que trata el artículo 35 bis debiendo regirse por lo dispuesto en el artículo 335 del Código Procesal Penal, pudiendo ser utilizado, en exclusiva, en las siguientes actuaciones judiciales:

a. En aquellas en que se discuta una medida cautelar, si es invocado por la defensa, y, en aquello que sea citado por dicha parte.

b. En aquellas en que se aprueban las condiciones de una suspensión condicional del procedimiento.

c. En aquellas destinadas a la determinación de la pena, una vez evacuado el veredicto condenatorio.

En los casos de que tratan las letras a. y b. del inciso precedente el juez que hubiere intervenido en la respectiva audiencia quedará inhabilitado para resolver en el futuro sobre la absolución o condena del imputado. 

La infracción de la obligación de reserva se sancionará conforme a las reglas generales, produciendo además la nulidad de todas las actuaciones en las que se produjere, incluyendo el juicio oral, en su caso.”.

27) Agrégase en el artículo 38 un inciso segundo nuevo del siguiente tenor: 

“En cualquier caso dicho plazo se deberá suspender si se hubiere derivado el conflicto a una instancia de mediación y mientras ésta dure.”.

28) Modifícase el artículo 40 en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso primero el término “siempre” entre las expresiones “deberá” y “llevarse”.

b) Sustitúyese la frase “En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir la opinión de peritos.”, por la siguiente, modificando el punto seguido que la precede por una coma: “pudiendo el tribunal diferir la determinación de la pena y la redacción y lectura del fallo hasta por un máximo de 2 días adicionales. Antes de finalizar la audiencia el tribunal podrá realizar consultas a los intervinientes o pedir aclaraciones necesarias para resolver.”.

c) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto nuevos:

“Si ninguna de las partes hubiere solicitado un informe técnico procederá el Tribunal a requerirlo, pudiendo en dicho caso ampliarse la audiencia de determinación de la pena hasta por un máximo de 8 días en total. Podrá asimismo, requerir la presencia de quienes hubieren intervenido en su preparación en calidad de peritos o solicitar la actualización de un informe evacuado en el curso del procedimiento, sea de oficio o a petición de alguna de las partes. 

En todo caso el tribunal requerirá la información actualizada de los centros y programas vigentes, su cobertura y disponibilidad.  

Lo dispuesto en el presente artículo será aplicable a toda condena, sea que se pronuncie en un juicio oral, tras un procedimiento simplificado o abreviado.”.

29) Intercálase un artículo 40 bis, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 40 bis.- Plan de intervención. Toda condena impuesta quedará sujeta a la aprobación judicial de un plan de intervención, estructurado a partir de las reglas técnicas que al efecto determine el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, y que deberá tener lugar en un máximo de 15 días desde la fecha en que se comunica la sentencia conforme lo dispuesto en el artículo 468 del Código Procesal Penal. Dicha comunicación se hará en audiencia ante el Tribunal encargado de la ejecución de la sentencia, siendo obligatoria la presencia del condenado.

Toda modificación que sufra el plan de intervención requerirá de una nueva autorización en audiencia judicial en la medida en que varíe las condiciones de ejecución de la condena y a menos que las razones que lo motivan hayan sido objeto de controversia judicial.

Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a las condenas previstas en las letras g) y h) del artículo 6°. Tratándose de las condenas previstas en las letras e) y f) de dicha disposición tendrá lugar lo señalado en el artículo siguiente.”.

30) Intercálase un artículo 40 ter, nuevo, del siguiente tenor: 

“Artículo 40 ter. - Si la condena impusiere las penas de reparación a la víctima o prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el tribunal derivará al condenado a un programa de mediación para la fijación de una propuesta sobre las condiciones específicas de cumplimiento de dichas condenas, suspendiendo el plazo a que se refiere el artículo precedente. 

En caso alguno la mediación podrá extenderse más allá de dicho objetivo. Los mediadores deberán asimismo observar los protocolos y orientaciones técnicas que imparta el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil en relación a la ejecución de dichas condenas. 

Si se frustrare la mediación o si esta no fuere procedente acorde a lo dispuesto en el artículo 35 ter, el tribunal determinará las condiciones de cumplimiento de dichas condenas conforme a las reglas generales. En dicho caso, se tendrá en cuenta el caso en que la frustración se produjere por causas que no fueren atribuibles al condenado.”.

31) Intercálase un artículo 41 bis, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 41 bis. Ejecución y cumplimiento de condena. El cumplimiento de las condenas a internamiento en régimen cerrado con programa de reinserción social, se iniciará el día en que quede ejecutoriada la sentencia que las impone. 

En las demás condenas la ejecución se iniciará el día de ingreso efectivo del condenado al respectivo programa.”. 

32) Sustitúyese en el artículo 43 la letra a) por la siguiente:

“a) Los Centros para el cumplimiento de la libertad asistida especial con reclusión parcial.”.

33) Intercálase un artículo 44 bis nuevo del siguiente tenor:

“Artículo 44 bis. Régimen en internación provisoria. La internación provisoria se ejecutará en términos compatibles con la presunción de inocencia de la que goza el adolescente imputado. 

Lo dispuesto en el inciso precedente en caso alguno será considerado un obstáculo para la organización de un régimen cotidiano de actividades que favorezcan el desarrollo de hábitos que posibiliten una convivencia respetuosa de los derechos de los demás; la atención en problemas de salud, la participación en actividades educativas, de nivelación o reforzamiento escolar, deportivas o de apresto laboral y el contacto permanente con la familia. 

Se deberán considerar, además, acciones que orienten o preparen al adolescente para el cumplimiento de las obligaciones que les impone el proceso y su preparación para el egreso, cuando corresponda.”. 

34) Intercálase un artículo 48 bis, nuevo, del siguiente tenor: 

“Artículo 48 bis. Toda persona que se encontrare cumpliendo una condena en aplicación de la presente ley o que estuviere sujeta a internación provisoria tiene derecho a la atención efectiva en materias de salud, incluyendo salud mental y programas asociados al tratamiento de adicciones y al acceso a un régimen de educación formal. 

Este último, en el caso de las condenas de internamiento en régimen cerrado con programa de reinserción social, deberá fundarse en un programa que tenga en cuenta las especiales condiciones bajo las que se desarrolla el proceso de educación formal.

Corresponde al Servicio Nacional de Reinserción Penal de Adolescentes adoptar las medidas necesarias para coordinar una adecuada, completa y oportuna cobertura de dichas prestaciones por parte de los órganos sectoriales competentes. Corresponde asimismo a los órganos competentes la provisión y pertinencia de dichas prestaciones.”.

35) Sustitúyense en el artículo 50 las expresiones “donde ésta deba cumplirse” ubicadas al final del inciso por las siguientes “de domicilio del condenado”.

36) Sustitúyese el artículo 52 por el siguiente: 

“Artículo 52.- Quebrantamiento de condena. Si el adolescente no diere cumplimiento en forma grave o reiterada a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, previa audiencia y según la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas siguientes:

1.- Tratándose de la multa, aplicará en forma sustitutiva la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por el tiempo mínimo previsto en la ley. Si el adolescente no aceptare la medida, aplicará la libertad asistida en cualquiera de sus formas por el tiempo mínimo previsto en la ley.

2.- Idéntica regla se seguirá en caso de infracción de las penas accesorias previstas en las letras a) y c) del artículo 6°, sin perjuicio de la mantención de las prohibiciones o restricciones que ellas importen, por el tiempo restante.

3.- Tratándose del quebrantamiento de las medidas de reparación del daño y prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma sustitutiva la libertad asistida en cualquiera de sus formas por el período mínimo previsto en la ley.

4.- El quebrantamiento de la libertad asistida o de la libertad asistida especial dará lugar a una ampliación del plazo por el que hubiesen sido impuestas dichas sanciones o, alternativamente, a su sustitución por la sanción inmediatamente superior, extensiva al tiempo mínimo previsto en la ley, según cuál hubiese sido la naturaleza del incumplimiento y su persistencia.

5.- El quebrantamiento de la libertad asistida especial con reclusión parcial podrá sancionarse con una ampliación del plazo por el que hubiese sido impuestas dicha sanción o, alternativamente, por su sustitución por una pena de internación en un centro cerrado por el tiempo mínimo previsto en la ley, según cuál hubiese sido la naturaleza del incumplimiento y su persistencia. En su caso, se procederá al abono del tiempo que se hubiere satisfecho la condena original.

6.- El quebrantamiento del régimen de libertad asistida simple o especial al que fuere sometido el adolescente en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, facultará al juez para ordenar que se sustituya su cumplimiento por la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social por el tiempo que resta.

El quebrantamiento que no fuese grave o reiterado podrá dar lugar a una intensificación del correspondiente plan de intervención.

En las audiencias de que trata este artículo será obligatoria la presencia del condenado.”.

37) Intercálase un artículo 52 bis nuevo del siguiente tenor:

“Artículo 52 bis. Incumplimiento. Si el condenado no se presentare a la ejecución de la condena o no concurriere a las citaciones que se le comuniquen para la determinación del plan de intervención se despachará orden de arresto, suspendiéndose el plazo señalado en el inciso primero del artículo 40 bis. La renuencia reiterada será tratada como quebrantamiento de condena.”.

38) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo en el artículo 53 pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser tercero, cuarto y quinto respectivamente: 

“La sanción sustitutiva no se podrá imponer en una extensión inferior o superior al mínimo y máximo previsto en la ley.”.

39) Intercálase un nuevo artículo 55 bis nuevo del siguiente tenor: 

“Artículo 55 bis. A efectos de lo dispuesto en los tres artículos precedentes la víctima deberá informar su domicilio para fines de notificación en la primera actuación en que intervenga ante un tribunal o fiscal del Ministerio Público, pudiendo en dicha oportunidad indicar una forma alternativa para recibir dicha comunicación. El tribunal o fiscal que hubiere recibido dicha información deberá registrarla y comunicarla oportunamente a quien debe resolver. 

Lo dispuesto también tendrá lugar en caso que se hubiere decretado cualquier tipo de medida que obligue a guardar reserva para fines de protección de la víctima, debiendo el órgano correspondiente adoptar las medidas de resguardo que sean pertinentes.”.

40) Intercálase un nuevo artículo 56 bis nuevo del siguiente tenor: 

“Artículo 56 bis. Son apelables las resoluciones adoptadas en virtud de lo dispuesto en las reglas que se incluyen en el presente párrafo 3°.”.

41) Suprímese el artículo 57.

42) Sustitúyense en los artículo 42, 43, 55 y 56 las expresiones “Servicio Nacional de Menores” por las siguientes “Servicio Nacional de Reinserción Social de Adolescentes”.

Artículo 41.- Modificaciones al Código Orgánico de Tribunales. Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:

1) Intercálase un artículo 16 bis nuevo del siguiente tenor: 

“Artículo 16 bis. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 letra g) las competencias de los juzgados de garantía relativas a los procesos referidos a la responsabilidad penal de adolescentes que establece la ley N° 20.084 serán ejercidas en la siguiente forma:

1. En las comunas que a continuación se indican dichas competencias serán ejercidas por los siguientes Juzgados de Garantía de Adolescentes, que se integrarán con los jueces establecidos en el artículo 16 y tendrán la competencia que en cada caso se indica:

- Juzgado de garantía de adolescentes de Santiago, integrado por 6 jueces, con competencia sobre las comunas de Pudahuel, Huechuraba, Quilicura, Renca, Conchalí, Cerro Navia, Lo Prado, Independencia, Recoleta, Estación Central, Quinta Normal, Lo Barnechea, Vitacura, La Reina, Las Condes, Santiago Centro, Ñuñoa, Providencia, Maipú, Cerrillos, La Florida, Macul y Peñalolén

- Juzgado de garantía de adolescentes de San Bernardo, integrado por 3 jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, San Joaquín, La Granja, San Ramón, La Pintana, San Miguel y San Bernardo. 

- Juzgado de garantía de adolescentes de Concepción, integrado por un juez, con competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Talcahuano y Hualpén;

2. En los Juzgados de Garantía de Iquique, Antofagasta, Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Talca y Temuco existirá una sala especializada en responsabilidad penal de adolescentes destinada al conocimiento exclusivo de dichas competencias.

3. En los demás Juzgados de Garantía deberá priorizar la asignación de jornadas, días o salas con dedicación exclusiva para el ejercicio de dichas competencias en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas de que trata el artículo 15. 

Se deberá considerar además la necesidad de mantener una adecuada coordinación con los fiscales del Ministerio Público y defensores penales públicos que se encontraren asignados en forma especializada para los respectivos procesos. La Unidad de administración de causas deberá realizar las coordinaciones que sean necesarias a dichos efectos.”.

2) Intercálase un artículo 16 ter, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 16 ter. A efectos de la integración del Juzgado de Garantía de Adolescentes de Santiago la Corte de Apelaciones de Santiago establecerá un procedimiento de destinación de Jueces de Garantía de carácter equitativo, anual o bianual, a partir de aquellos que integren el 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 13º o 14º Juzgados de Garantía de Santiago, debiendo en cualquier caso asegurar un estricto cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 29 bis de la ley N°20.084.

Este mismo procedimiento se deberá aplicar por parte de las Cortes de Apelaciones de San Miguel con respecto al Jugado de Garantía de Adolescentes de San Bernardo en relación a los Jueces de Garantía que integren el 10º, 11º, 12, 15º Juzgados de Garantía y los Juzgados de Garantía de San Bernardo y Puente Alto. Lo propio realizará la Corte de Apelaciones de Concepción en relación a la integración del Jugado de Garantía de Adolescentes de Concepción, en relación a los Jueces de Garantía que integren los Juzgados de Garantía de Concepción y Talcahuano.

El procedimiento de que trata este artículo también aplicará a la integración de las salas especializadas en responsabilidad penal de adolescentes de los Juzgados de Garantía de Iquique, Antofagasta, Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Talca y Temuco.”.

3) Agrégase un inciso final, nuevo, del siguiente tenor en el artículo 17: 

“Lo dispuesto en el numeral tercero del artículo 16 bis. será aplicable a los tribunales de juicio oral en lo penal para el ejercicio de las competencias que les corresponden en relación a los procesos referidos a la responsabilidad penal de adolescentes que establece la ley N° 20.084.”.

4) Intercálase un artículo 26 bis, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 26 bis. Las normas que rigen la actuación de los juzgados de garantía serán aplicables a los juzgados de garantía de adolescentes de que trata en artículo 16 bis en lo que no fueren incompatibles con lo previsto en la ley N° 20.084. 

En dichos Juzgados de Garantía y en aquellos en que funcione una sala especializada para el conocimiento de los procesos referidos a la responsabilidad penal de adolescentes que establece la ley N° 20.084 las visitas de que tratan los artículos 567 y 578 se realizarán por uno de los jueces de garantía de adolescentes que ejerza jurisdicción en el lugar en que se ubique cada centro de internación en régimen cerrado, centros destinados a la ejecución de la internación provisional y centros en que se cumpla la sanción de libertad asistida especial con reclusión nocturna. A dichos efectos, el comité de jueces respectivo deberá establecer un sistema objetivo de turnos, considerando una distribución equitativa en atención a la cantidad de recintos ubicados en el respectivo territorio jurisdiccional y su distancia del lugar de asiento preferente del Juzgado.”.

5) Intercálase un artículo 26 ter nuevo del siguiente tenor:

“Artículo 26 ter. La planta de personal de los Juzgados de Garantía de Adolescentes. La Corte Suprema, por razones de buen servicio, atendida la carga de trabajo que presente cada uno de juzgados de Garantía señalados para cada caso en el artículo 16 ter, y previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, destinará a partir de su planta el número de funcionarios del Escalafón Secundario y del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial que sean necesarios para el funcionamiento de los Juzgados de Garantía de adolescentes de Santiago, San Bernardo y Concepción.

Para dicha destinación deberá considerar especialmente la necesidad de que cada uno de esos Juzgados de Garantía se encuentre en condiciones de:

a. Brindar asistencia técnica a los jueces de Garantía y Orales en lo penal de adolescentes en el desarrollo de las audiencias.

b. Entregar información actualizada y específica respecto a los centros y programas existentes en el respectivo territorio, disponibilidad de plazas y características de la intervención que en ellos se desarrolla.

c. Realizar las coordinaciones y enlaces que fueren necesarios con el Servicio de Reinserción Penal de adolescentes y con la red de instituciones que ejecutan sanciones y programas en el respectivo territorio jurisdiccional.

d. Apoyar a la unidad de administración de causas en las tareas de coordinación que conlleva la distribución de causas.”.

Artículo 42.- Modificaciones a la ley N° 19.640 Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.640 Orgánica del Ministerio Público:

1) Agrégase al artículo 22 un inciso final nuevo del siguiente tenor: 

“Existirá asimismo una unidad especializada para asesorar en la dirección de la investigación y el ejercicio de la acción penal de los delitos sometidos a la responsabilidad especial de adolescentes regulada en la ley N° 20.084, cuyo funcionamiento se regirá por lo dispuesto en el presente artículo y en el título Párrafo 3 bis de la presente Ley.”.

2) Intercálase un nuevo Párrafo 3 bis en el Título II del siguiente tenor: “Párrafo 3 bis. De la Unidad especializada de responsabilidad penal de adolescentes”.

3) Agrégase un artículo 26 bis nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 26 bis. Funciones. La Unidad especializada de responsabilidad penal de adolescentes se encuentra encargada de cumplir con las siguientes funciones:

a. Cumplir labores de asesoría para el Fiscal Nacional y para las Fiscalías Regionales en lo referido a la aplicación de la ley N°20.084.

b. Colaborar con los fiscales adjuntos especializados en responsabilidad penal de adolescentes de acuerdo con las instrucciones generales que al efecto dicte el Fiscal Nacional.

c. Establecer y mantener procedimientos de trabajo con los Fiscales Regionales y con los fiscales adscritos, así como con las demás Unidades Especializadas.

d. Realizar visitas periódicas de trabajo en las Fiscalías Regionales en lo referido al trabajo de los fiscales especializados en responsabilidad penal de adolescentes, informando de los resultados al Fiscal Nacional y al Fiscal Regional correspondiente.

e. Efectuar estudio, análisis y difusión de la jurisprudencia referida a la aplicación de la ley N° 20.084.

f. Proporcionar fallos de interés a la Unidad de Recursos Procesales y Jurisprudencia, para el ingreso en la respectiva base de datos, especificando la doctrina que en ellos se establece.

g. Elaborar y difundir boletines de doctrina y jurisprudencia para apoyar la labor de los fiscales adscritos a la Unidad.

h. Dirigir, conjuntamente con la División de Recursos Humanos, la capacitación de los fiscales adscritos a la unidad.


i. Proponer al Fiscal Nacional los ajustes a la legislación nacional que hagan posible mejorar el desempeño del Ministerio Público en las tareas de persecución de los delitos de que trata la ley N° 20.084.

j. Proponer al Fiscal Nacional la elaboración y adecuación de las instrucciones generales y criterios de actuación que se estimen necesarias para el adecuado cumplimiento de las tareas de investigación y para el ejercicio de la acción penal pública en los delitos de que trata la ley N° 20.084.

k. Afianzar la relación existente entre el Ministerio Público y los distintos organismos públicos y privados vinculados a la aplicación de la ley N° 20.084.

l. Coordinar con las policías procesos de trabajo relativos a la investigación de los ilícitos cometidos por adolescentes.

m. Participar u organizar congresos, seminarios y reuniones sobre la aplicación de la ley N° 20.084.

n. Llevar un registro de las investigaciones sobre los delitos de que trata la ley N° 20.084.”.

4) Agrégase la siguiente letra f) nueva en el artículo 34: 

“f) Unidad Técnica de responsabilidad penal de adolescentes.”.

5) Intercálase el siguiente artículo 34 bis nuevo: 

“Artículo 34 bis. La Unidad Técnica de responsabilidad penal de adolescentes tendrá por objeto:

i. Asesorar a los fiscales especializados en responsabilidad penal de adolescentes en cuanto a la selección de la pena más idónea.

ii.  Apoyar las tareas de coordinación con los programas y sanciones disponibles en lo referido a la ejecución de medidas cautelares y sanciones.

iii. Evaluar los informes técnicos asociados a los planes de intervención individual e informes sobre su estado y avance.

iv. Contactar y coordinar la derivación de las partes a un programa de mediación.”.

6) Intercálase un artículo 40 bis nuevo del siguiente tenor: 

“Artículo 40 bis.- Exclusividad. Lo dispuesto en el artículo precedente no será aplicable a los fiscales especializados en responsabilidad penal de adolescentes quienes deberán, exclusivamente, dirigir la investigación,  sostener la acción penal e intervenir en las audiencias referidas a la ejecución de condenas referidas a procesos regidos por la ley N°20.084 sobre responsabilidad penal de adolescentes. 

En su caso, podrán también cumplir dichas funciones en procesos en que al menos uno de los imputados o condenados estuviere sometido a dicha responsabilidad, aun respecto de los demás imputados o condenados.”.

Artículo 43.- Modificaciones a la ley N°19.718 que Crea la Defensoría Penal Pública. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.768 que crea la Defensoría Penal Pública:

1) Intercálase un artículo 9 bis nuevo del siguiente tenor: 

“Artículo 9 bis. Existirá también una Unidad especializada de Defensa penal de adolescentes a la que corresponderá:

a. Asesorar en la definición de criterios y directrices técnicas generales que orienten el trabajo institucional en los aspectos relacionados con la defensa penal de adolescentes.

b. Coordinar a nivel nacional a los prestadores de defensa penal juvenil, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la ley N°20.084, quienes, para todos los efectos legales, se entenderán adscritos a la Unidad. 

c. Proponer al Defensor Nacional y ejecutar, en su caso, todas aquellas políticas y acciones destinadas  a garantizar la especialización de la defensa penal de adolescentes.

d. Relacionarse con las demás Unidades y Dependencias de la Defensoría Penal Pública, para velar por la incorporación en las políticas, programas y actividades de la institución, las especialidades de la defensa penal juvenil.

e. Informar al Defensor Nacional acerca de la idoneidad técnica de los candidatos a defensor penal juvenil o asistente social juvenil que se le presentaren para su contratación.

f. Brindar asesoría técnica a los defensores adscritos a la Unidad y a los demás defensores y unidades regionales de estudio, por medio de respuesta a consultas, documentos de trabajo, informes de jurisprudencia, entre otros instrumentos.

g. Diseñar, proponer e implementar actividades de capacitación para la especialización de la defensa penal juvenil, en el marco del Plan anual de Capacitación.

h. Efectuar tareas de seguimiento y monitoreo general del sistema de responsabilidad penal juvenil previsto en la ley N° 20.084.

i. Representar a la Defensoría Nacional en las tareas de coordinación interinstitucional, seguimiento legislativo y otras similares, en lo referido al sistema de responsabilidad penal de adolescentes, cada vez que sea requerido.

j. Organizar, implementar y monitorear los distintos compromisos gubernamentales abordados por la Defensoría Penal Pública, asociados a la justicia juvenil.

k. Realizar las demás funciones que le encomiende el Defensor Nacional.”.

2) Intercálase un artículo 25 bis nuevo del siguiente tenor: 

“Artículo 25 bis. En las defensorías locales se deberá considerar un número suficiente de defensores especializados en responsabilidad penal de adolescentes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 bis de la ley N° 20.084, en términos que permitan cumplir las funciones de que tratan los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo precedente respecto de quienes tuvieren la calidad de imputados, acusados o condenados en virtud de la aplicación de la ley N° 20.084.

Los servicios de defensa adscritos a la referida Unidad se organizarán bajo cualquiera de las modalidades previstas en el inciso segundo del artículo 4 de la presente ley, debiendo en cualquier caso cumplirse con las exigencias de especialización establecidas en el artículo 29 ter de la ley N° 20.084.”.

3) Agrégase un inciso final nuevo en el artículo 36 del siguiente tenor: 

“Lo dispuesto en los incisos segundo a cuarto precedentes no será aplicable a los servicios de defensa penal de adolescentes, adscritos a la Unidad especializada de defensa penal de adolescentes.”.

4) Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:

a) Agrégase un inciso final nuevo:

“En cualquier caso, se deberá licitar en forma separada la defensa de los casos sometidos a la aplicación de la ley N°20.084. La licitación deberá identificar la forma como se verificará el cumplimiento de la especialización de los servicios de defensa que exige la ley.”.

b) Intercálase un inciso segundo nuevo del siguiente tenor pasando el actual inciso segundo a ser tercero: 

“En cada nómina se deberá indicar expresamente quienes se encuentran habilitados para asumir la defensa penal de adolescentes.”.

Artículo 44.- Modificaciones a la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia. Modifícase el decreto con fuerza de ley N°3 de 2016, que Fija el Texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos:

1) Reemplázase, en el artículo 2, literal g), el enunciado final “, y de los sistemas asistenciales aplicables a los menores que carezcan de tuición o cuya tuición se encuentre alterada y a los menores que presenten desajustes conductuales o estén en conflicto con la justicia;”, por la siguiente expresión: “; y de los jóvenes que estén en conflicto con la Justicia;”.

2) Intercálase un artículo 16 bis, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 16 bis.- Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, se constituirá un Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil que tendrá la labor de  proponer al Presidente de la República la Política Nacional de Reinserción Social Juvenil.

Para la formulación de esta Política, el Consejo deberá:

a) Proponer los objetivos estratégicos y metas para el Sistema de Justicia Juvenil;

b) Determinar los procedimientos para la participación consultiva del sector académico, la sociedad civil y organizaciones internacionales;

c) Aprobar y hacer seguimiento al Plan de Acción elaborado por la Comisión Coordinadora Nacional;

d) Conocer los resultados de evaluaciones del funcionamiento del Sistema de Justicia Juvenil;

e) Evaluar el cumplimiento de la política periódicamente;

f) Cumplir con las demás funciones que ésta u otras leyes, o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.

Para la formulación de la política el Consejo deberá tener en consideración la Política Nacional de la Niñez.

El consejo será presidido por el Ministro de Justicia y Derechos Humanos. Además, participará como asesor técnico el Director del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil. La Secretaría Ejecutiva de este Consejo estará radicada en la División de Reinserción Social del Ministerio de Justicia.

El decreto supremo que lo constituya establecerá la participación en el Consejo de las secretarías de Estado con competencias en aquellas materias abordadas por la Política Nacional de Reinserción Social Juvenil, así como de otras instituciones y funcionarios del Estado que se consideren necesarios para la implementación y diseño de las políticas en el área. 

Un reglamento, expedido por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, establecerá las demás normas necesarias para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de su función.”.

Artículo 45.- Adecuaciones a la ley orgánica de Gendarmería de Chile. Modifícase el artículo 3 del decreto ley N° 2.859 que Fija Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, en el siguiente sentido:

1) Sustitúyese, en la letra a), la expresión “Servicio Nacional de Menores” por “Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil”;

2) Sustitúyese, en la letra d), la expresión “Servicio Nacional de Menores”, por “Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil”, y 

3) Sustitúyese, en la letra d) número 4, la expresión “Servicio Nacional de Menores” por “Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil”.

Artículo 46.- Juzgados de garantía de adolescentes. Créase un juzgado de garantía de adolescentes con asiento preferente en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República,  integrado por los jueces establecidos en el artículo 16 del Código Orgánico de Tribunales y con la competencia que en cada caso se indican:

1. Juzgado de garantía de adolescentes de Concepción, integrado por un juez, con competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Talcahuano y Hualpén;

2. Juzgado de garantía de adolescentes de Santiago, integrado por 6 jueces, con competencia sobre las comunas de Pudahuel, Huechuraba, Quilicura, Renca, Conchalí, Cerro Navia, Lo Prado, Independencia, Recoleta, Estación Central, Quinta Normal, Lo Barnechea, Vitacura, La Reina, Las Condes, Santiago Centro, Ñuñoa, Providencia, Maipú, Cerrillos, La Florida, Macul y Peñalolén

3. Juzgado de garantía de adolescentes de San Bernardo, integrado por 3 jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, San Joaquín, La Granja, San Ramón, La Pintana, San Miguel y San Bernardo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- Vacancia e implementación. La presente ley comenzará a regir en forma gradual conforme al cronograma que a continuación se indica:

1.- Transcurridos 12 meses desde su publicación en el Diario Oficial, en las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Atacama y Coquimbo;

2.- Transcurridos 24 meses desde su publicación en el Diario Oficial, en las Regiones de Maule, Bío Bío, La Araucanía, Los Ríos, Los Lagos, Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y Magallanes y de la Antártica Chilena; y

3.- Transcurridos 36 meses desde su publicación en el Diario Oficial, en las Regiones de Valparaíso; Del Libertador General Bernardo O’Higgins y Metropolitana de Santiago.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior:

a) La Comisión Coordinadora Nacional deberá constituirse dentro de los seis meses contados desde la publicación de la presente ley.

b) El Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil y el Consejo de Estándares y Acreditación deberán constituirse dentro de los 90 días siguientes a la fecha de iniciación de actividades del Servicio. Este último deberá proceder a aprobar los Estándares de calidad de cada programa y a la acreditación de las instituciones que lo requieran con la antelación necesaria para una adecuada implementación. 

Las Direcciones Regionales del Servicio deberán constituirse con al menos seis meses de antelación a la fecha en que corresponda la aplicación de la ley en las respectivas regiones, conforme al cronograma señalado para cada caso en el inciso primero; y los Comités Operativos Regionales con al menos 3 meses de antelación a la misma fecha. El proceso de contratación de servicios con organismos acreditados deberá también iniciarse en el mismo plazo en cada región.
Artículo segundo transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de  seis meses contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y suscritos por el Ministro de Hacienda, establezca las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar las plantas de personal del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de ellas. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos para el desempeño de los mismos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza, de carrera, aquellos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo y los niveles jerárquicos para la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882. Además, establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas.

Asimismo, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553. 

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata, desde el Servicio Nacional de Menores al Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil y al Ministerio de Desarrollo Social. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente o Presidenta de la República", por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en la misma calidad jurídica y grado que tenía a la fecha del traspaso.

A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen.  Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. Los funcionarios que sean traspasados desde el Servicio Nacional de Menores al Ministerio de Desarrollo Social, también traspasarán el cargo que sirven y aumentará en el mismo número del traspaso la dotación máxima del personal de dicho Ministerio.

3) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique y de la iniciación de actividades del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil. Igualmente, fijar la dotación máxima de personal de dicho Servicio, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo. 

4) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral de los funcionarios titulares de planta. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales de los funcionarios titulares de planta. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

5) Podrá disponer el traspaso, en lo que corresponda, de los bienes  que determine, desde el Servicio Nacional de Menores al Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil. 

Artículo tercero transitorio.- El Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, nombrará al primer Director Nacional del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, quien asumirá de inmediato y en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública. No obstante lo anterior,  a partir de la fecha de publicación de esta ley, el Presidente de la República podrá nombrar a dicho Director para efectos de la instalación de ese Servicio. En tanto no inicie sus actividades dicho Servicio, la remuneración del Director Nacional, será grado 2, de la Escala Única de Sueldos, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Justicia.

Mientras no se fije la asignación de alta dirección pública para el cargo señalado en el inciso anterior, al Director Nacional le corresponderá la asignación de dirección superior establecida para el Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, conforme al artículo único del decreto con fuerza de ley N°8, de 1990, del Ministerio de Justicia, que adecúa las plantas y escalafones del Servicio Nacional de Menores, al artículo 5 de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo cuarto transitorio.- Primer presupuesto del Servicio. El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, transfiriendo a éste los fondos del Servicio Nacional de Menores que correspondan, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, subtítulos, ítems, asignaciones, y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo quinto transitorio.- Vacancia respecto a las normas de derecho penal sustantivo de la Ley N° 20.084. No obstante lo dispuesto en el inciso primero del artículo primero transitorio de la presente ley, las normas que introducen modificaciones a la Ley N° 20.084, previstas en los numerales 13, 14 salvo en lo que respecta al artículo 25 bis que se introduce y 15 letra b) del artículo 44 de la presente ley, entrarán en vigencia en todo el territorio nacional en la fecha prevista en el numeral primero del inciso referido.

Quienes a dicha fecha se encontraren cumpliendo condena por aplicación de la Ley N° 20.084 y consideren que dicha condena se modifica por aplicación de dichas reglas, podrán solicitar la revisión de su condena conforme a lo dispuesto en el artículo 18 del Código Penal y en el artículo 19 N° 3 de la Constitución Política de la República, debiendo dicha solicitud someterse a las siguientes reglas:

1º El proceso de revisión deberá tramitarse, a partir de la presentación de una solicitud escrita por parte del abogado defensor ante el Tribunal de Garantías competente para conocer de la ejecución de la condena, debiendo ser ingresada antes de los 60 días del vencimiento del plazo señalado en el inciso primero.

2º El tribunal resolverá con el mérito de los antecedentes expuestos en audiencia convocada al efecto, la que se tramitará como si se tratare de una audiencia de sustitución de condena. 

3º No obstante, si la condena que motiva la solicitud se cumple en alguna de las regiones descritas en el numeral primero del primer inciso del artículo primero transitorio se podrá solicitar el informe de que trata el artículo 37 bis que se introduce en la ley N° 20.084.

4º La resolución deberá encontrarse ejecutoriada antes de la fecha prevista en el numeral 1° del inciso primero del artículo primero transitorio de la presente ley y su ejecución se llevará a cabo a partir de esa fecha.

5º Tratándose de condenas a que se refiere el numeral tercero precedente se deberá citar a audiencia destinada a la aprobación del plan de intervención, si correspondiere, una vez pronunciada la resolución. La condena que corresponda cumplir se sujetará a lo dispuesto en las reglas que se introducen a la Ley N°20.084 por la presente ley a partir de la entrada en vigencia del sistema. En los demás casos la condena que corresponda será ejecutada, o continuará su ejecución, conforme a las reglas originalmente aplicables.

Sin perjuicio de ello, quienes se encontraren cumpliendo condena por aplicación de la Ley N° 20.084 a la fecha que corresponda dar inicio a la regulación establecida en la presente ley conforme al artículo primero transitorio, deberán sujetar el saldo de pena que restare por cumplir a las reglas que ésta misma introduce a la Ley N° 20.084. A dichos efectos se procurará contar, a la brevedad posible, e incluso antes de la fecha indicada, con los informes técnicos correspondientes. 

No obstante quienes hubiesen sido condenados a penas de trabajos en beneficio de la comunidad o reparación del daño y hubiesen iniciado la ejecución de la pena deberán terminar de cumplirla en la forma prevista al momento de imponerla. 

Artículo sexto transitorio.- Instalación del sistema judicial. La integración de los Juzgados de Garantía de adolescentes y de las salas especializadas establecidas en el artículo 16 bis que se introduce en el Código Orgánico de Tribunales deberá encontrarse provista con a lo menos 90 días de antelación a la fecha que para cada caso se indica en el inciso primero del artículo primero transitorio. A dichos efectos, deberá también haberse dado cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 16 ter y 27 ter que se introducen en el mismo Código.

Con todo, la primera designación de jueces que corresponda llevar a cabo en aplicación de lo dispuesto en el artículo 16 ter nuevo que se incorpora al Código Orgánico de Tribunales, se deberá asignar a 3 jueces por un periodo de un año y a 3 jueces por un periodo de dos años tratándose del Tribunal de Garantía de Santiago y a 2 jueces por un periodo de dos años y 1 por un periodo de un año tratándose del Tribunal de Garantía de San Bernardo. 
Asimismo, dentro del mismo plazo las Cortes de Apelaciones deberán verificar que se ha cumplido con lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 16 bis señalado en el inciso primero y en el nuevo inciso final del artículo 17.

Artículo séptimo transitorio. Instalación de fiscales y defensores especializados.  Las modificaciones introducidas a la ley  N° 19.640 Orgánica Constitucional del Ministerio Público y a la ley N°19.718 que Crea la Defensoría Penal Pública en los artículos 46 y 47 de la presente ley, respectivamente, comenzarán a regir en la fecha prevista en el numeral primero del primer inciso del artículo primero transitorio de la presente ley. 

Los fiscales adjuntos especializados en la instrucción de procesos asociados a la responsabilidad penal de adolescentes y los defensores especializados en responsabilidad penal de adolescentes de que trata el inciso primero y tercero del artículo 29 bis que se introduce a la ley N° 20.084 deberán haber sido designados en el mismo plazo señalado en el artículo precedente.

Artículo octavo transitorio. Capacitación. Dentro del plazo de 90 días de que tratan los dos artículos precedentes deberá darse cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 29 ter que se introduce en la ley N° 20.084. De preferencia, las actividades de formación deberán considerar el trabajo interinstitucional y común. 

Artículo noveno transitorio.- Imputación presupuestaria. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos. Para los años posteriores el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.”.
-.-.-
Acordado en sesiones celebradas los días 1, 2, 7, 8, 16, 21, 22 y 23 de agosto, todas del año 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alberto Espina Otero, Alfonso De Urresti Longton, Felipe Harboe Bascuñán (Presidente) y Hernán Larraín Fernández (Iván Moreira Barros).

Sala de la Comisión, a 29 de agosto de 2017.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES PARA ESTABLECER SANCIONES A LA DECODIFICACIÓN ILEGAL DE TELEVISIÓN SATELITAL DE PAGO

(10.294-15)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi, Juan Pablo Letelier, Manuel Antonio Matta, Manuel José Ossandón y Patricio Walker.
- - - - - - - 


Se deja constancia que con ocasión de la aprobación de la indicación N° 1, se reemplazó la denominación de la iniciativa legal en estudio por la siguiente:


“Proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de los servicios limitados de televisión.”.


Dicha sustitución es coherente con la ampliación de las conductas que se proponen sancionar penalmente, desde sólo las acciones relacionadas con las señales de televisión satelital, a aquellas vinculadas con señales de servicios limitados de televisión, en general.

- - - - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: -.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 2 bis, 2 ter, 2 quáter, 3, 4 y 5.


IV.- Indicaciones rechazadas: 2.


V.- Indicaciones retiradas: -.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: -.

- - - - - - - - -


Al estudio de este proyecto de ley asistió, además de los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, el Honorable Senador señor Andrés Allamand.

- - - - - - - - - 


Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación de la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, en ese entonces en su calidad de Asesora Legislativa de dicha Secretaría de Estado; del ex Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf; de la Jefa de la División Jurídica de dicho organismo público, señora Elena Ramos y del Jefe de la División de Política Regulatoria y Estudios de la referida entidad administrativa, señor Enoc Araya.


Además, asistieron los Asesores del Honorable Senador señor García Huidobro, señores Jorge Barrera y Cristián Rivas; del Honorable Senador señor Girardi, señora Victoria Fullerton y señor Nicolás Fernández; del Honorable Senador señor Letelier, señores Sebastián Divin y José Fuentes; del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señoras Israela Rosenblum y María Angélica Villadango y señores José Huerta y Ricardo Felipe Coñoepan; del Instituto Igualdad, señores Rodrigo Márquez y Sebastián Bastías; de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Raimundo Roberts; de la Fundación Jaime Guzmán, señores Benjamín Rug, Sebastián Sotelo y Cristóbal Alzamora y de la Segpres, señoras Vanessa Astete y María Fernanda Cuevas.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las ocho indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.

El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único, en el cual se contemplan dos numerales. 
DENOMINACIÓN DEL PROYECTO DE LEY


La denominación del proyecto de ley es del siguiente tenor:


“Proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de televisión satelital de pago.”.


A este respecto, se presentó una indicación signada con el N° 1.

Indicación Nº 1


1.- Del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir la denominación del proyecto por la siguiente:


“PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES PARA ESTABLECER SANCIONES A LA DECODIFICACIÓN ILEGAL DE LOS SERVICIOS LIMITADOS DE TELEVISIÓN.”.


En discusión esta indicación, se hizo presente que la misma propone reemplazar la denominación de la Moción en examen, a fin de que el título de la iniciativa sea indicativo de que con ella se pretende sancionar la decodificación ilegal, en general, de las señales de servicios limitados de televisión, y no sólo de las de televisión satelital, ampliando el tipo de transmisiones ilegales sancionadas, incorporando al cable.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, por las razones antedichas, y en virtud del texto aprobado, con modificaciones, de las indicaciones Nos 2 bis, 2 ter y 2 quáter, sugirió aprobar la presente propuesta.


En votación la indicación N° 1, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

ARTÍCULO ÚNICO

Nº 1

Artículo 36 B


El artículo 36 B de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, presenta el siguiente tenor:


“Artículo 36 B.- Comete delito de acción pública:


a) El que opere o explote servicios o instalaciones de telecomunicaciones de libre recepción o de radiodifusión sin autorización de la autoridad correspondiente, y el que permita que en su domicilio, residencia, morada o medio de transporte, operen tales servicios o instalaciones. La pena será la de presidio menor en sus grados mínimo a medio, multa de cinco a trescientas unidades tributarias mensuales y comiso de los equipos e instalaciones, y


b) El que maliciosamente interfiera, intercepte o interrumpa un servicio de telecomunicaciones, sufrirá la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados y el comiso de los equipos e instalaciones.


c) El que intercepte o capte maliciosamente o grave sin la debida autorización, cualquier tipo de señal que se emita a través de un servicio público de telecomunicaciones, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio y multa de 50 a 5.000 UTM.


d) La difusión pública o privada de cualquier comunicación obtenida con infracción a lo establecido en la letra precedente, será sancionada con la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de 100 a 5.000 UTM.

El numeral 1, aprobado en general por el Honorable Senado, incorpora al artículo 36 B, las siguientes letras e) y f), nuevas:


“e) El que importe o comercialice dispositivos y/o softwares con capacidad de decodificar señales de televisión satelital encriptadas, sin la debida autorización del distribuidor legal y/o dueño del contenido, será sancionado con pena de multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales, y el comiso de tales dispositivos. 


Para determinar la cuantía de la multa, deberán considerarse las siguientes circunstancias: 


i) Beneficio económico obtenido con motivo de la infracción.


ii) Capacidad económica del infractor.


iii) La conducta anterior del infractor. 


f) El que preste servicios de instalación, configuración de software y/o modificación del hardware de los dispositivos descritos en la letra anterior, será sancionado con pena de multa de 5 unidades tributarias mensuales.


En caso de reincidencia al infractor, se aplicará el doble de la multa establecida.”.


A este numeral 1, se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 2, 2 bis, 2 ter, 2 quáter y 3.

Letra e) propuesta

Indicación Nº 2

2.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar su párrafo primero por el siguiente:


“e) El que maliciosamente manufacture, ensamble, modifique, importe, exporte, venda, entregue en arriendo, distribuya o comercialice de cualquier forma artefactos o sistemas destinados a la decodificación de una señal satelital encriptada portadora de programas, sin la debida autorización del distribuidor legal y/o dueño del contenido, será sancionado con pena de multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales, y el comiso de tales dispositivos.”.


En discusión esta indicación, se hizo presente que la misma propone diversas modificaciones al delito tipificado en la letra e) propuesta en el número 1 del artículo único de la Moción, a saber:


- Ampliación del número de acciones que configuran el ilícito. En efecto, el texto aprobado en general se refiere sólo al que “importe o comercialice dispositivos y/o softwares con capacidad de decodificar señales de televisión satelital encriptadas”, en tanto la indicación en análisis incorpora, además de las anteriores acciones, al que manufacture, ensamble, modifique, exporte, venda, entregue en arriendo o distribuya de cualquier forma artefactos o sistemas destinados a la decodificación de una señal satelital encriptada portadora de programas”.


- Incorporación de dolo directo como exigencia para la configuración del delito (cualquiera sea la acción que se ejecute), como consecuencia de la expresión “maliciosamente” propuesta en la indicación.


- Aumento del tope mínimo de la sanción penal de multa, desde 100 a 1.000 UTM.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en atención a lo precedentemente señalado, sugirió rechazar la presente indicación, en tanto la misma aborda conductas típicas diversas a las propuestas por las indicaciones Nos 2 bis, 2 ter y 2 quáter, considerando, asimismo, aspectos no contemplados por estas últimas.


En votación la indicación N° 2, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la rechazó.

Indicaciones Nos 2 bis, 2 ter y 2 quáter

2 bis.- Del Honorable Senador señor Matta; 2 ter.- De los Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi y Ossandón, y 2 quáter.- Del Honorable Senador señor Letelier, para reemplazar el texto aprobado en general de la letra e), del artículo 36 B de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, por el siguiente:


“Artículo 36 B, letra e).- El que a sabiendas y con ánimo de lucro distribuya o comercialice una señal de servicio limitado de televisión, o importe, distribuya o comercialice dispositivos tangibles o intangibles destinados a la decodificación de señales satelitales adecuadamente protegidas, sin la autorización del distribuidor legal, será sancionado con pena de multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales, y el comiso de tales dispositivos. En caso de reincidencia, se podrá sancionar con una multa de 20 a 2.000 unidades tributarias mensuales.


El que a sabiendas y con ánimo de lucro instale los dispositivos señalados en el inciso anterior, será sancionado con pena de multa de 1 a 100 unidades tributarias mensuales, o de 2 a 200 unidades tributarias mensuales si fuese reincidente. 


Para determinar la cuantía de las multas señaladas en los incisos anteriores, deberán considerarse las siguientes circunstancias: 


i) Beneficio económico obtenido con motivo de la infracción.


ii) Capacidad económica del infractor.


iii) La conducta anterior del infractor.


Se considerará, para estos efectos, que la señal satelital se encuentra adecuadamente protegida si es que el permisionario del servicio ha adoptado, oportunamente, medidas tecnológicas suficientes para el resguardo de sus servicios.”.


En discusión estas indicaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, subrayó que uno de los ejes centrales del debate de la presente iniciativa es establecer si se sancionará exclusivamente a aquellos que decodifican ilegalmente señales satelitales, y no de cable, situación que se ve alterada, efectivamente, con la incorporación del concepto de “servicios limitados de televisión” contemplado en las indicaciones en estudio, el que abarca ambas ideas.


El ex Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf, señaló que, tal como lo indicó el Honorable Senador señor Letelier, las indicaciones referidas amplían el espectro sancionatorio a la televisión por cable en este contexto, extensión de la cual, resaltó, el Ejecutivo, en un principio, no era partidario.


Sin perjuicio de lo anterior, destacó que a nivel internacional se han comenzado a desarrollar normativas que refuerzan, en este ámbito, la protección a la propiedad intelectual.


En el mismo sentido, agregó, el tratado internacional suscrito por el Estado de Chile, denominado Acuerdo Transpacífico, o también conocido como TPP, por sus siglas en inglés (Transpacific Partnership Agreement), incorpora disposiciones referentes a la protección de la propiedad intelectual en el ámbito de transmisiones de telecomunicaciones específicas, incluyendo la satelital.


Por consiguiente, expresó que el Ejecutivo se inclina por acoger la adecuación legal a dichas normativas, desde la realidad nacional, bajo la configuración de las indicaciones en examen.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, reiteró que su posición respecto del particular es examinar, con profundidad, si sólo se sanciona hasta un cierto límite, esto es, la decodificación ilegal de señales de televisión satelital, o si ello se amplía a todo el espectro de señales abarcadas por el concepto de “servicios limitados de televisión”. Lo anterior, agregó, en tanto el debate situarse en el contexto de regulaciones al derecho de acceso a la información, el cual considera un derecho fundamental.


A su turno, señaló que todas las reglas y disposiciones en este ámbito propuestas por el TPP, en su opinión, no serán incorporadas en bloque al Derecho Nacional, debiendo presentarse las respectivas reservas al respecto. 


El ex Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf, señaló que la inclusión del concepto de servicio limitado de televisión obedece a que las señales satelitales se enmarcan, precisamente, dentro de dicha categoría.


El Honorable Senador señor Ossandón, indicó que la finalidad de las indicaciones suscritas por todos los miembros de la Comisión es recoger los elementos contemplados en la indicación N° 4, del Honorable Senador señor Girardi, y, en alguna medida, también ciertos contenidos de la indicación N° 2, del Honorable Senador señor Horvath, que no resulten incompatibles con las primeras.


Asimismo, expresó que la redacción de las propuestas en estudio, en su opinión, asumen todos los puntos relevantes discutidos acerca de la presente iniciativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que, sin perjuicio de lo mencionado por quien le antecedió en el uso de la palabra, la amplitud de la redacción de las conductas contempladas en las indicaciones en estudio no le parece conveniente, debiendo circunscribirse tales hipótesis sancionatorias, principalmente, a quien comercialice, de manera no autorizada, señales de televisión digital.


El Honorable Senador señor García Huidobro, por su parte, cuestionó la incorporación del ánimo de lucro como elemento subjetivo exigible en el tipo penal, señalando que ello puede complejizar la aplicación de la figura.

El Honorable Senador señor Girardi, indicó que, en su opinión, la regulación penal que se disponga sobre el particular debe dirigirse, fundamentalmente, a las empresas que obtienen altas ganancias con la comercialización, distribución e instalación de diversos dispositivos que permiten, acceder, de forma ilegal, al contenido protegido de la señal encriptada, independientemente de que la misma sea de carácter satelital o de cable.


El Honorable Senador señor Letelier, consultó si, efectivamente, se puede acceder, ilegalmente, a los contenidos de la televisión por cable por medio de la utilización de los dispositivos sancionados penalmente por la iniciativa en estudio.


El ex Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf, respondió afirmativamente a la pregunta previamente formulada. Lo anterior, agregó, en tanto el organismo que encabeza, en diversas fiscalizaciones desarrolladas, ha constatado que las decodificaciones ilegales se efectúan tanto respecto de televisión satelital como de televisión por cable, por lo que entiende que el particular debe ser abordado penalmente respecto de los dos tipos de señales, precisamente porque los dispositivos en cuestión, sean tangibles o intangibles, permiten acceder ilegalmente a ambas formas de televisión.


El Honorable Senador señor Ossandón, a su vez, sugirió revisar, eventualmente, el establecimiento de sanciones penales al consumidor final de la decodificación ilegal.


El Honorable Senador señor García Huidobro, concordó con lo señalado por quien le antecedió en el uso de la palabra, manifestando que la pena que se disponga para dicho consumidor debe ser lo suficientemente efectiva como para evitar que la conducta se repita, sin perjuicio de ser proporcionalmente menor que la que se establezca finalmente para quien desarrolle actividades lucrativas en este ámbito.


El Honorable Senador señor Girardi, en línea con lo previamente expresado, sugirió consagrar como sanción para el referido “consumidor final” la pena de comiso de los efectos del delito.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, por otra parte, manifestó que se debe precisar con claridad que la importación de tales dispositivos, de por sí, no puede configurar un ilícito penal, sino que para ello se requiere una determinada finalidad por parte del agente, principalmente su ánimo de lucro.


El ex Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf, refiriéndose, primeramente, a la sanción al consumidor final, concordó que, en caso que se estime conveniente establecerla, se disponga como pena el comiso, en tanto ello ser proporcional a la conducta y eficaz para evitar que el ilícito no sea cometido nuevamente.


A su vez, respecto del punto hecho presente por el Honorable Senador señor Letelier, señaló que la posición del organismo del cual es titular es entender que la tecnología, de por sí, no debe ser sancionada, sino que se debe castigar el uso ilícito que se haga de ella. En esa línea, manifestó como necesario hacer las adecuaciones pertinentes en la tipificación de las conductas en examen, a fin de evitar que acciones lícitas que se efectúen con los artefactos en comento sean castigadas.


El Honorable Senador señor Matta, recogiendo los aspectos y puntos desarrollados en el debate, sugirió efectuar una propuesta de redacción que los contemple de manera precisa, entendiendo que las materias serían: i) la disposición de las conductas penales a castigar; ii) el tipo de señales que se abordarían; iii) la eventual sanción al consumidor final en este contexto y iv) la exclusión de sanción a las acciones lícitas que se desempeñen con los dispositivos en comento.


Se hace presente que de acuerdo a lo sugerido por el Honorable Senador señor Matta, y tomando como base el texto de las indicaciones en examen, de autoría de los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión, se confeccionó la siguiente propuesta de redacción para el delito en examen.



“Artículo 36 B, letra e).- El que a sabiendas, con ánimo de lucro y sin la autorización del distribuidor legal comercialice o distribuya una señal de servicios limitados de televisión adecuadamente protegida, o quien, de igual forma, con la misma intención, ánimo y sin dicha autorización, importe, distribuya o comercialice dispositivos tangibles o intangibles destinados a la decodificación de tales señales, será sancionado con pena de multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales, y el comiso de tales dispositivos. En caso de reincidencia, se sancionará con una multa de 20 a 2.000 unidades tributarias mensuales y, asimismo, el comiso de dichos instrumentos.


El que a sabiendas y con ánimo de lucro instale los dispositivos señalados en el inciso anterior, será sancionado con pena de multa de 1 a 100 unidades tributarias mensuales, o de 2 a 200 unidades tributarias mensuales si fuese reincidente.



La pena de comiso se aplicará, de igual modo, a quien utilice tales dispositivos para captar las referidas señales, a sabiendas y sin la autorización del distribuidor legal.



Para determinar la cuantía de las multas señaladas en los incisos anteriores, deberán considerarse las siguientes circunstancias: 


i) Beneficio económico obtenido con motivo de la infracción.



ii) Capacidad económica del infractor.



iii) La conducta anterior del infractor, salvo en caso de reincidencia.


Se considerará, para estos efectos, que la señal satelital se encuentra adecuadamente protegida si es que el permisionario del servicio ha adoptado, oportunamente, medidas tecnológicas suficientes para el resguardo de sus servicios.”.

Asimismo, se hizo presente que la aludida propuesta consideró, además, evitar transgresiones al principio non bis in ídem. Lo anterior, explicado de la siguiente forma. 


En el caso de reincidencia, en tanto elevarse al doble las multas aplicables al hechor del ilícito, no debiese ser considerada en esta hipótesis la tercera circunstancia que el juez asume para la determinación de la cuantía de las mencionadas multas, a saber, la “conducta anterior del infractor”, a fin de que una misma conducta (si bien reincidente) no sea castigada doblemente, infringiendo así la referida máxima. De ahí que se agregó la frase “, salvo en caso de reincidencia”, al final del texto referido.

Respecto de la redacción de la propuesta antes indicada, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que la misma, en su opinión, recoge los elementos centrales señalados en la discusión de la presente iniciativa, por lo que se manifestó a favor de la misma.


Posteriormente, subrayó que el contenido del presente proyecto de ley se enmarca en la línea de los compromisos internacionales adoptados por nuestro país en materia de protección de derechos de propiedad intelectual, de ahí la importancia de legislar en este ámbito.


El Honorable Senador señor García Huidobro, por otra parte, consultó al Ejecutivo acerca de las cifras que manejan respecto de la cantidad de consumidores ilegales de señales de televisión.


La Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Elena Ramos, respondiendo la pregunta formulada por quien le antecedió en el uso de la palabra, indicó que el organismo público que representa no cuenta con dicha información, en tanto ello no ser de su competencia.


En tal sentido, agregó, por las razones anteriormente señaladas, el Ejecutivo no cuenta, a este respecto, con mayor información que la proporcionada por la industria en este ámbito.


Sin perjuicio de lo anterior, expresó que de acuerdo a los datos entregados en los fundamentos de la Moción en estudio, la cifra alcanzaría alrededor de los trescientos mil usuarios ilegales.


Por último, subrayó que no debe perderse de vista que la presente iniciativa se orienta, fundamentalmente, al establecimiento de sanciones penales frente a actos atentatorios en contra de derechos de propiedad intelectual, en concreto, al contenido de las señales encriptadas de servicios limitados de televisión, por lo que es bajo esa lógica que debe ser analizado el proyecto en examen.


El Honorable Senador señor García Huidobro, a continuación, y en otro orden de ideas, reiteró sus cuestionamientos a la inclusión del elemento subjetivo de ánimo de lucro en la estructura penal del delito que se pretende establecer.


Lo anterior, subrayó, en tanto quedaría sin sanción penal la conducta en la cual, sin existir contraprestación económica alguna, una persona instale gratuitamente a otra los dispositivos decodificadores, para que esta última pueda acceder ilegalmente a las señales televisivas.

De tal forma, sugirió revisar la incorporación de dicho elemento subjetivo, para que, eventualmente, sólo se exija dolo directo para la configuración del delito (consagrado a través de la expresión “a sabiendas”), sin que sea necesaria la presencia del primero.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, aseveró que, en su opinión, el objetivo principal del delito en comento es sancionar penalmente a la industria ilegal que se ha generado en torno de los dispositivos de decodificación ilegal, de ahí que se castigue la distribución ilícita de los contenidos televisivos encriptados.


Por tales razones, agregó, es que se requiere la incorporación del ánimo lucrativo en los elementos del tipo penal en debate, a fin de diferenciar las distintas acciones que se cometen en este contexto, lo que es útil, además, para fijar proporcionalmente las penas que se establecerán.


En esa línea, expresó su respaldo a la sanción del consumidor final de la señal ilegalmente decodificada, sin perjuicio de fijar para tales efectos una pena menor, en concreto, el comiso de los dispositivos en cuestión.


La Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Elena Ramos, manifestó el apoyo del Ejecutivo a la configuración, en la propuesta, de la principal conducta a sancionar, a saber, la distribución ilegal de señales de servicios limitados de televisión, a través de un tercero que opera con aquéllas de forma ilícita.


En esa línea, señaló que, asimismo, con dicha redacción, se evita que acciones lícitas, referentes a los dispositivos en cuestión, queden comprendidas en la redacción del tipo penal.


Sin perjuicio de lo anterior, sugirió eliminar, en el inciso primero del texto propuesto, la expresión “y sin dicha autorización”. Lo anterior, explicó, en tanto tal autorización sólo tiene sentido cuando se pretende sancionar la distribución o comercialización ilegal de las señales en comento, y no, precisó, cuando se trate de acciones referentes a los dispositivos propiamente tales.


De igual modo, valoró la proporcionalidad de las penas asociadas a las diferentes conductas contempladas en los incisos primero y segundo de la propuesta, en tanto se diferencia la gravedad del castigo de acuerdo a la entidad de la conducta realizada.


Por último, resaltó que el establecimiento de una sanción penal al consumidor final del contenido de las señales es un punto considerablemente complejo, en tanto su aplicación práctica excede los medios con que cuenta la Subsecretaría de Telecomunicaciones, independientemente del trabajo que el Ministerio Público debiese efectuar en este ámbito, por lo que cuestionó la utilidad práctica de la tipificación de dicha conducta.


El Honorable Senador señor Ossandón, concordó con quien le antecedió en el uso de la palabra,


En efecto, señaló que si bien es razonable plantear el punto en el presente debate, el argumento que, en su opinión, lleva a descartar el establecimiento de sanciones penales al consumidor final de las señales en comento, es, precisamente, que se trata de una conducta altamente compleja de verificar, lo que conduciría a que los fiscalizadores respectivos se vean imposibilitados de ejercer sus labores de forma eficiente y eficaz.


Por otra parte, expresó que también existen complejidades al momento de acreditar la existencia del ánimo de lucro en el hechor, toda vez que este último no opera, en este contexto, con documentación contable que permita verificar el beneficio pecuniario que éste recibe.


Finalmente, solicitó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, la votación separada de cada uno de los incisos de la propuesta de redacción antes descrita.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, reiteró que los elementos presentes en la propuesta se enmarcan con los compromisos internacionales adoptados por Chile en materia de protección de los derechos de propiedad intelectual.


De ese modo, explicó que la iniciativa tiene por principal finalidad sancionar penalmente la distribución ilegal de señales de servicios limitados de televisión, así como la importación y venta de dispositivos que permiten dicho proceder ilícito, siempre y cuando se hagan con tal intención.


Por otro lado, expresó que el concepto de ánimo de lucro está profundamente desarrollado en la doctrina penal y en la jurisprudencia, por lo que no debiesen existir mayores inconvenientes para determinar su configuración en cada caso. No siendo necesario para ello, agregó, la acreditación de dicha intencionalidad mediante documentación contable y formal.


El Honorable Senador señor Matta, volviendo al punto sobre la sanción penal al consumidor final, expresó que si la decodificación ilegal no es siempre verificable a través de una inspección visual externa a la residencia o domicilio respectivo, no es del todo conveniente su tipificación penal.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó que la tipificación antes referida, al consumidor final de las señales en comento, pretende ser una señal política fuerte respecto de la reprochabilidad de la decodificación ilegal de aquéllas. Lo anterior, resaltó, con la debida proporcionalidad sancionatoria, en tanto sólo se dispone para tales efectos la pena de comiso.


En seguida, y sin perjuicio de lo anterior, solicitó someter a votación cada uno de los incisos de la propuesta, con la modificación hecha presente por la Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Elena Ramos, en el inciso primero de aquélla.


En votación el primer inciso de la propuesta, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, lo aprobó con modificaciones, reemplazando la frase “con la misma intención, ánimo y sin dicha autorización” por “con la misma intención y ánimo”.


En votación el segundo inciso de la propuesta, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, lo aprobó sin enmiendas.


En votación el tercer inciso de la propuesta, la Comisión, por dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Matta y Ossandón, la abstención del Honorable Senador señor García Huidobro y el voto a favor del Honorable Senador señor Letelier (Presidente), lo rechazó.


En votación el cuarto y quinto inciso de la propuesta, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, los aprobó sin modificaciones.


En consecuencia, las indicaciones Nos 2 bis, 2 ter y 2 quáter fueron aprobadas con modificaciones, en los términos antes referidos, presentando la letra e) del artículo 36 B el siguiente tenor final:


“e) El que a sabiendas, con ánimo de lucro y sin la autorización del distribuidor legal, comercialice o distribuya una señal de servicios limitados de televisión adecuadamente protegida, o quien, de igual forma, con la misma intención y ánimo, importe, distribuya o comercialice dispositivos tangibles o intangibles destinados a la decodificación de tales señales, será sancionado con pena de multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales y el comiso de tales dispositivos. En caso de reincidencia, se sancionará con una multa de 20 a 2.000 unidades tributarias mensuales y, asimismo, el comiso de dichos instrumentos.



El que a sabiendas y con ánimo de lucro instale los dispositivos señalados en el inciso anterior, será sancionado con pena de multa de 1 a 100 unidades tributarias mensuales, o de 2 a 200 unidades tributarias mensuales si fuese reincidente. 


Para determinar la cuantía de las multas señaladas en los incisos anteriores, deberán considerarse las siguientes circunstancias: 


i) Beneficio económico obtenido con motivo de la infracción.



ii) Capacidad económica del infractor.



iii) La conducta anterior del infractor, salvo en caso de reincidencia.


Se considerará, para estos efectos, que la señal satelital se encuentra adecuadamente protegida si es que el permisionario del servicio ha adoptado, oportunamente, medidas tecnológicas suficientes para el resguardo de sus servicios.”.

Se hace presente que, posteriormente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, sugirió eliminar el texto aprobado en general de la letra f) propuesta para el artículo 36 B, en tanto el contenido de la misma encontrarse recogido en la redacción final de las indicaciones antes examinadas.


En votación la propuesta de eliminación antes descrita, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la aprobó.

Indicación Nº 3

3.- Del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir la expresión “señales de televisión satelital encriptadas” por “señales de servicios limitados de televisión”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió entenderla como subsumida en los mismos términos que el texto aprobado con ocasión del debate de las indicaciones Nos 2 bis, 2 ter y 2 quáter.


En votación la indicación N° 3, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos que el referido texto.

- - - - - - 

Indicación Nº 4

4.- Del Honorable Senador señor Girardi, para introducir un numeral nuevo, del siguiente tenor:


“….- Incorpórase como artículo 36 C el siguiente:


“Artículo 36 C letra a).- El que a sabiendas y con ánimo de lucro importe, distribuya, comercialice o instale a cualquier título, dispositivos tangibles o intangibles para la decodificación de señales satelitales codificadas, sin la autorización del distribuidor legal, será sancionado con pena de multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales, y el comiso de tales dispositivos.


Para determinar la cuantía de la multa, deberán considerarse las siguientes circunstancias:


i) Beneficio económico obtenido con motivo de la infracción.


ii) Capacidad económica del infractor.


iii) La conducta anterior del infractor.


iv) Medidas tecnológicas de protección vulneradas.


En caso de reincidencia, al infractor se aplicará el doble de la multa establecida.


Artículo 36 C letra b).- El que maliciosamente decodifique y comercialice o distribuya con ánimo de lucro una señal satelital o de cable, portadora de un programa codificado, sin la autorización del distribuidor legal, será sancionado con pena de multa de 100 a 1000 unidades tributarias mensuales y el comiso de los equipos y dispositivos utilizados en la distribución.”.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió proceder, de la misma forma que con la propuesta anterior (indicación N° 3).


En votación la indicación N° 4, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los mismos términos que el texto resultante de las indicaciones Nos 2 bis, 2 ter y 2 quáter.

 - - - - - - - - 

Nº 2

Artículo 37 bis


El artículo 37 bis, nuevo, aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que todo establecimiento en que se comercialicen dispositivos de señales de televisión satelital deberá exhibir, en lugar destacado y claramente visible al público, un cartel en el cual se indiquen de manera didáctica las prohibiciones y sanciones relacionadas a la decodificación de señales encriptadas de televisión satelital

A este número se presentó una indicación, signada con el N° 5.

Indicación Nº 5

5.- Del Honorable Senador señor Navarro, para reemplazar la locución “señales de televisión satelital” por “señales de servicios limitados de televisión”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió aprobarla, en tanto orientarse en la misma dirección que las propuestas antes recogidas.


La Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Elena Ramos, hizo presente que la entidad pública que representa no cuenta con las competencias respectivas para efectuar la fiscalización de la exigencia incorporada en el artículo en análisis.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que es consciente del punto antes indicado, precisamente porque la obligación contemplada en la propuesta en examen constituye una carga, para el dueño del establecimiento, de carácter comercial, y no de naturaleza tecnológica o informática.


El Honorable Senador señor Ossandón, manifestó su respaldo al artículo y a la indicación en análisis, sin perjuicio de proponer, en el texto de la misma, las adecuaciones respectivas a fin de que en ella no se aluda a las señales de televisión satelital, sino a las señales de servicios limitados de televisión.


En votación la indicación N° 5, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la aprobó con modificaciones, sustituyendo en su texto las locuciones “señales de televisión satelital” y “señales encriptadas de televisión satelital” por las expresiones “señales de servicios limitados de televisión” y “las referidas señales”.
MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros la siguiente modificación al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe:

DENOMINACIÓN DEL PROYECTO


- Sustituirlo por el siguiente:


“PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES PARA ESTABLECER SANCIONES A LA DECODIFICACIÓN ILEGAL DE LOS SERVICIOS LIMITADOS DE TELEVISIÓN.”.

(Indicación N° 1, aprobada 4x0).

ARTÍCULO ÚNICO

Número 1

Artículo 36 B

Letra e) propuesta


- Reemplazarla por la siguiente:



“e) El que a sabiendas, con ánimo de lucro y sin la autorización del distribuidor legal, comercialice o distribuya una señal de servicios limitados de televisión adecuadamente protegida, o quien, de igual forma, con la misma intención y ánimo, importe, distribuya o comercialice dispositivos tangibles o intangibles destinados a la decodificación de tales señales, será sancionado con pena de multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales y el comiso de tales dispositivos. En caso de reincidencia, se sancionará con una multa de 20 a 2.000 unidades tributarias mensuales y, asimismo, el comiso de dichos instrumentos.”.



El que a sabiendas y con ánimo de lucro instale los dispositivos señalados en el inciso anterior, será sancionado con pena de multa de 1 a 100 unidades tributarias mensuales, o de 2 a 200 unidades tributarias mensuales si fuese reincidente. 


Para determinar la cuantía de las multas señaladas en los incisos anteriores, deberán considerarse las siguientes circunstancias: 


i) Beneficio económico obtenido con motivo de la infracción.



ii) Capacidad económica del infractor.



iii) La conducta anterior del infractor, salvo en caso de reincidencia.


Se considerará, para estos efectos, que la señal satelital se encuentra adecuadamente protegida si es que el permisionario del servicio ha adoptado, oportunamente, medidas tecnológicas suficientes para el resguardo de sus servicios.”.
(Indicaciones Nos 2 bis, 2 ter, 2 quáter, 3 y 4, aprobadas con modificaciones 4x0).

Letra f) propuesta


- Eliminarla.

(Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, aprobado 4x0).

Número 2

Artículo 37 bis propuesto


- Sustituir las locuciones “señales de televisión satelital” y “señales encriptadas de televisión satelital” por las expresiones “señales de servicios limitados de televisión” y “las referidas señales”.

(Indicación N° 5, aprobada con modificaciones 4x0).

- - - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:


PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES PARA ESTABLECER SANCIONES A LA DECODIFICACIÓN ILEGAL DE LOS SERVICIOS LIMITADOS DE TELEVISIÓN


“Artículo Único.- Refórmese la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, en la siguiente forma:


1.- Incorpórese, en su artículo 36 B, la siguiente letra e), nueva:



“e) El que a sabiendas, con ánimo de lucro y sin la autorización del distribuidor legal, comercialice o distribuya una señal de servicios limitados de televisión adecuadamente protegida, o quien, de igual forma, con la misma intención y ánimo, importe, distribuya o comercialice dispositivos tangibles o intangibles destinados a la decodificación de tales señales, será sancionado con pena de multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales y el comiso de tales dispositivos. En caso de reincidencia, se sancionará con una multa de 20 a 2.000 unidades tributarias mensuales y, asimismo, el comiso de dichos instrumentos.



El que a sabiendas y con ánimo de lucro instale los dispositivos señalados en el inciso anterior, será sancionado con pena de multa de 1 a 100 unidades tributarias mensuales, o de 2 a 200 unidades tributarias mensuales si fuese reincidente. 


Para determinar la cuantía de las multas señaladas en los incisos anteriores, deberán considerarse las siguientes circunstancias: 


i) Beneficio económico obtenido con motivo de la infracción.



ii) Capacidad económica del infractor.



iii) La conducta anterior del infractor, salvo en caso de reincidencia.


Se considerará, para estos efectos, que la señal satelital se encuentra adecuadamente protegida si es que el permisionario del servicio ha adoptado, oportunamente, medidas tecnológicas suficientes para el resguardo de sus servicios.”.

2.- Agréguese el siguiente artículo 37 bis, nuevo:


“Artículo 37 bis.- Todo establecimiento en que se comercialicen dispositivos de señales de servicios limitados de televisión deberá exhibir, en lugar destacado y claramente visible al público, un cartel en el cual se indiquen de manera didáctica las prohibiciones y sanciones relacionadas a la decodificación de las referidas señales.”.”.

- - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 10 de mayo de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 14 de junio de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal y 22 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 28 de agosto de 2017.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA LILY PÉREZ SAN MARTÍN CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 16.441, QUE CREA EL DEPARTAMENTO DE ISLA DE PASCUA, EN LO RELATIVO AL TRATAMIENTO PENAL DE LOS DELITOS QUE INDICA

(11.407-07)

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En el año 1966, durante el mandato del expresidente Eduardo Frei Montalva, se promulgó la Ley N° 16441 que creó el Departamento de Isla de Pascua -conocida como Ley Pascua- y que estableció en su articulado misceláneo, una serie de adaptaciones a la legislación común aplicada en el territorio nacional para la cultura Rapa Nui. Entre las materias abordadas se encuentra el funcionamiento de tribunales de justicia, de los auxiliares en la administración de justicia, aspectos aduaneros y fiscales, siendo el punto más delicado la aplicación diferenciada de las reglas de determinación de la pena respecto de un conjunto de delitos cuando el autor es natural de la isla. Se trata de los delitos contemplados en el Título VII y IX del Libro Segundo del Código Penal, vale decir, aquellos que se refieren a crímenes y simples delitos contra el orden de las familias, contra la moralidad y la integridad sexual, como aquellos contra la propiedad. A modo de ejemplo, respecto de los primeros, se encuentran delitos de suma gravedad desde el punto de vista de la vulneración de la indemnidad de la víctima y el reproche social, particularmente en la sociedad chilena actual. Delitos de tal gravedad como la violación y el abuso sexual tienen un tratamiento penal más benigno cuando ha sido cometido por naturales de la isla, no importando el origen ni la nacionalidad de la víctima.

Desde el punto de la política criminal, es indudable que las penas asociadas a determinados delitos representan, además de un castigo proporcional de acuerdo al reproche social, un incentivo para la no comisión de dichos actos pues, precisamente, se consideran como perjudiciales para la paz, la convivencia y el desarrollo social, además de la vigencia del conjunto de normas que comprende el Derecho Penal, en el sentido de ser una garantía para los ciudadanos dentro de un Estado de derecho moderno. En este caso, el tratamiento más benigno se traduce en un incentivo a la comisión de dichos delitos, al evidenciar que el Estado, a través de su poder punitivo, lo hará con mejor intensidad, imponiendo penas más bajas que al común.

Si bien es cierto que puede que en algún contexto histórico pasado se hubiesen justificado estos tratamientos más favorables dentro de un proceso de integración política y cultural entre Chile continental y la Isla de Pascua, en el cual se incluye el reconocimiento de la cultura Rapanui como partícipe de la sociedad chilena, los derechos fundamentales de las personas dentro de un Estado de Derecho tienen carácter universal, y debiendo ser respetados y resguardados, sin exceptuar dicha respuesta ni establecer un tratamiento más favorable para determinados sujetos autores de alguna conducta castigada por el Derecho Penal.

Desde el punto de vista de las denominadas fuentes de derecho, la doctrina chilena ha señalado que los preceptos que se indican constituyen excepciones, respecto de la aplicación general de las reglas de determinación de la pena, que implícitamente reconocen lo que se denomina como "costumbre indígena" como fuente de derecho. Esta función creadora de costumbre se encuentra fuertemente limitada por el principio de legalidad, como el principio básico del derecho penal moderno en base del cual se estructura todo el ejercicio del ius puniendi por parte del Estado. Tal como lo explica Náquira (2008), la doctrina nacional ha definido este principio "como aquel por el cual no hay delito ni es posible la imposición de una pena sino cuando exista una ley que incrimina el hecho respectivo, estableciendo además, la clase de castigo a que se encuentra sometido". Este principio reconocido por la Constitución y el Código Penal, se desglosa en que: (I) No hay delito sin ley y (II) No hay pena sin ley. Como sigue Náquira, la doctrina nacional señala que este principio tiene tres efectos: "1.- En primer lugar, que sea una ley previa, implica una prohibición de retroactividad, que limita las facultades del legislador. 2.- En segundo lugar, que sea una ley escrita, conlleva que sólo puede ser fuente legal la ley propiamente tal, dejando de lado los reglamentos, decretos con fuerza de ley, decretos leyes u otros que no tienen el carácter de ley, o sea aquellas fuentes que no tienen forma de ley de conformidad a la constitución. Este principio, que significa una importante limitación al juez, ya que no podría buscar más allá de lo permitido por la ley para sancionar una conducta, también lo es para el poder ejecutivo, ya que no podría crear delitos mediante reglamentos o decretos con fuerza de ley. 3.- En tercer lugar, que la ley sea estricta, hace alusión a la prohibición expresa de analogía. No se le permite al juez recurrir a ninguna clase de normas que no esté contenida en la ley. No puede a través de un razonamiento analógico crear un tipo para una conducta atípica a partir de otra típica que se le parece.".

En este sentido, la costumbre no tiene cabida como fuente creadora de derecho en materia penal, pues el imperio de la ley como la única fuente elimina toda posibilidad de esgrimir otros tipos de fuentes, aun cuando éstas sean reconocidas por otras ramas del Derecho. Huelga decir, por cierto, que la costumbre en este caso no crea un delito ni impone una pena, sino más bien es considerada como un elemento que justifica un tratamiento penal menos severo que se traduce en determinados beneficios para el condenado.

Entre los fundamentos que se consideraron para establecer este estatuto, se encuentran las opiniones y conceptos respecto de la familia y las relaciones personales que existía en Isla de Pascua, la idiosincrasia, la pequeña población (200 familias, 950 habitantes naturales y 350 personas de ascendencia isleñas nacidas en el continente pero residentes en la Isla). Pero estos datos son totalmente diferentes a los que hoy pueden evidenciarse, particularmente dada la influencia de Chile continental en el desarrollo de la sociedad isleña.

Conveniente resulta establecer un paralelo, a modo de ejemplo, entre el tratamiento penal que recibida una persona imputada por el delito de violación en caso de que fuese natural de la Isla como aquel que no fuese natural de la Isla. El delito de violación, tipificado en el artículo 361 del Código Penal, prescribe que "La violación será castigada con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio.", vale decir, el marco penal dentro del cual el juez determinará la pena comprende desde los cinco años y un día hasta los quince años. Esta es la regla que se aplica respecto de cualquier persona que cometa el delito dentro del territorio de la República de Chile, a excepción de Isla de Pascua y en caso de que el autor sea natural de la Isla. En este último caso, el marco penal comprende entre los tres años y un día hasta los cinco años, esto por aplicación del artículo 13° de la Ley N° 16.441.

Vale comentar que el referido artículo 13° establece dicha disminución del marco penal aplicable a quien es "natural" de la Isla, sin establecer qué se entenderá como tal, es decir, si dicho precepto se aplica solamente a quienes forman parte de la etnia Rapanui, a aquellos nacidos dentro de territorio insular, supuesto amplio en el cual incluso podría beneficiar a un chileno hijo de dos chilenos turistas en la Isla, o bien dos chilenos que a pesar de tener origen en Chile continental, se trasladan a vivir a la Isla. En dichos casos, es dudoso que las consideraciones de carácter cultural que en algún momento se tomaron en cuenta para establecer este estatuto menos severo se presenten en la realidad actual.

En estadísticas, las tasas de denuncia y comisión de delitos de mayor connotación social son considerablemente mayores que otras comunas del país. Dentro de esa categoría se incluyen los grupos denominados como "Delitos Violentos" (Robo con Violencia, Robo con Intimidación, Robo por Sorpresa, Lesiones, Homicidio y Violación), y "Delitos Contra la Propiedad" (Robo de Vehículo Motorizado, Robo de Accesorios de Vehículos, Robo en Lugar Habitado, Robo en Lugar no Habitado, Otros Robos con Fuerza y Hurto). La tasa de casos policiales de estos delitos a nivel regional es de 3.398,1 por cada 100 mil habitantes, en contraste con la tasa por el mismo ítem en Isla de Pascua, que asciende a 5.151,9. En materia de violencia intrafamiliar, la tasa a nivel regional es de 623,2 en contraste a 3.178,5 en la Isla.

Habiendo transcurrido casi cincuenta años de la entrada en vigencia de la Ley N° 16.441, y en vista del proceso de integración de Chile continental con la Isla de Pascua, es dable considerar que carece de una justificación actual mantener un tratamiento penal más benigno respecto de delitos especialmente sensibles para una sociedad que cada vez avanza para lograr la igualdad de género, mayores índices de integración de la mujer, la protección de los derechos tanto de ellas como de la infancia, entre otros aspectos culturales. Pero también es cierto, y tal como lo considera este proyecto al no plantear la derogación total del artículos 14° de la Ley N° 16.441, que los cambios legales deben propiciar los cambios culturales incentivando conductas que no vulneren los derechos de terceros, pero no deben imponerse sin analizar o juzgar las particularidades de una cultura milenaria, como tampoco la situación penitenciaria actual de la Isla, en la cual sólo existe un recinto penitenciario, que aumentaría considerablemente sus índices de hacinamiento de ser derogado el artículo 14, y muy posiblemente por delitos de menor gravedad y menor connotación social.

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: Modifíquese la Ley N° 16.441 en sus artículos 13° y 14° como se indica:

1. Deróguese el artículo 13°

2. En su artículo 14° reemplazase la expresión "dos tercios" por "un tercio".

3. En su artículo 14° agregase un nuevo inciso, que pasa a ser el segundo, del siguiente tenor "Lo anterior no tendrá aplicación cuando se tratare de delitos contemplados en los Títulos VII, VIII y IX del Código Penal, en la Ley N° 20.066 de Violencia Intrafamiliar y en la Ley N° 20.000 que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.".

(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora de la República.
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES PARA REGULAR, EN IGUALDAD DE CONDICIONES, EL MATRIMONIO DE PAREJAS DEL MISMO SEXO

(11.422-07)
M E N S A J E  N° 130-365/
Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que regula en igualdad de condiciones el matrimonio de las parejas del mismo sexo.

1. ANTECEDENTES

1. Evolución del derecho de familia

Una mirada a la evolución que el derecho de familia chileno ha experimentado en el curso de las últimas tres décadas da cuenta que la igualdad ha sido un valor de primera importancia, que ha inspirado las reformas más significativas en este campo. En las postrimerías de la dictadura militar, se promulgó la ley N° 18.802 que, entre sus rasgos más importantes, puso fin a la incapacidad relativa de la mujer casada en sociedad conyugal; cinco años después, en 1994, por medio de la dictación de la ley N° 19.335, se creó el régimen patrimonial de participación en los gananciales. Con la introducción de este régimen se reconocía la posibilidad de los cónyuges de compartir su vida en plena igualdad de condiciones, ofreciendo a su vez la protección que no otorgaba el régimen de separación de bienes. El Estado de Chile avanzaba, así, a un reconocimiento más robusto de la igualdad entre hombres y mujeres. 

Luego, en 1998, por medio de la dictación de la ley N° 19.585, cuya discusión tomó un lustro, tuvo lugar el fin de la discriminación entre hijos legítimos e ilegítimos, reconociendo así la plena igualdad entre todos los niños, niñas y adolescentes. Este paso reflejaba, al mismo tiempo, los avances que en estas materias había experimentado el derecho comparado y el derecho internacional de los derechos humanos. Asimismo, esta ley reconocía las técnicas de reproducción humana asistida, incorporando significativos avances tecnológicos a nuestro ordenamiento jurídico.

Un año después, la ley N° 19.617 despenalizó la sodomía consentida entre dos personas adultas, resaltando el valor de la autonomía en una esfera tan íntima como la del ejercicio de la sexualidad.

Más tarde, en 2004, se publicó la ley N° 19.947, que introdujo una nueva regulación del matrimonio civil y que entre otras materias permitió el divorcio, ya fuera por voluntad conjunta de los cónyuges o bien por causa imputable a uno de ellos. Se reconocía así la fragilidad del vínculo matrimonial y la necesidad de dar una nueva oportunidad a quienes habían decidido compartir su suerte. En una realidad social caracterizada por una ampliación progresiva de la libertad, por el derribamiento de antiguos prejuicios, por la creciente legitimidad de una moral que aceptaba como válidos los distintos ideales de vida, el derecho venía a reconocer que las personas podían deshacer sus compromisos ya contraídos e iniciar nuevos vínculos de matrimonio.

Por su parte, la igualdad entre hombres y mujeres vivió un significativo nuevo avance el año 2013, con la entrada en vigencia de la ley N° 20.620, la cual reconocía plenamente la corresponsabilidad parental, esto es, la atribución de iguales derechos y responsabilidades al padre y la madre para participar en la crianza de sus hijos e hijas.

Un último hito que debe ser reseñado es la publicación en mayo de 2015 de la ley N° 20.830, que crea el Acuerdo de Unión Civil. Con ella se reconoció y dotó de protección a las uniones afectivas en convivencia, entre las que se incluyó a parejas del mismo sexo. Dichas parejas gozan ahora de la titularidad de derechos de carácter patrimonial y, por último, de reconocimiento público de su proyecto común frente a toda la comunidad.  

El presente proyecto de ley es un paso más en este camino largo y difícil hacia la consecución de la igualdad al interior de las familias. Con él se da el mismo nivel de reconocimiento a todos los proyectos familiares, realzando el valor de la autonomía personal y del derecho fundamental de cada ciudadano y ciudadana de este país a decidir cómo vivir su vida.

Además de lo anterior, por mociones parlamentarias y por mensajes del Ejecutivo, el H. Congreso Nacional ya está conociendo iniciativas que amplían el reconocimiento al pleno desarrollo personal en materia familiar, tales como el proyecto que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín 8924-07), de reforma al sistema de adopción (Boletín 9119-18-07), de regulación de filiación de hijos e hijas de parejas del mismo sexo (Boletín 10.626-07) y de modificación al régimen patrimonial de sociedad conyugal (Boletín 1707-18)

En relación con permitir el acceso al matrimonio a parejas homoafectivas, también es necesario mencionar aquella moción que pretendía introducir diversas modificaciones normativas con el propósito de posibilitar el matrimonio igualitario a parejas del mismo sexo (Boletín 9778-18, patrocinada por los señores diputados Víctor Torres, Matías Walker, Gabriel Silber, Roberto León, Aldo Cornejo, Viado Mirosevic, Daniel Farcas, Marco Antonio Núñez, Hugo Gutiérrez, y Joaquín Godoy), que previene que "la facultad de contraer matrimonio es un derecho esencial inherente a la persona humana si se tiene edad para ello", de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° de la actual Ley de Matrimonio Civil.

Es precisamente aquello lo que busca este proyecto de ley, pues permite terminar con discriminaciones odiosas que, sustentadas en prejuicios y arbitrariedades, actualmente impiden a personas del mismo sexo adquirir el vínculo matrimonial. En este sentido, por medio del presente proyecto de ley estamos cumpliendo un compromiso asumido en el programa de Gobierno, donde expresamos que “(…) convocaremos a un debate abierto, con participación amplia para la elaboración y posterior envío de un proyecto de ley de matrimonio igualitario" (pp. 109 y 186).

2. Obligaciones internacionales

En el caso Atala Riffo y niñas vs. Chile, la Corte Interamericana de Derechos Humanos señaló que Chile incumplió sus obligaciones relativas a la no discriminación, la protección de la vida privada y la familia. La Corte señaló que "Sobre el principio de igualdad ante la ley y la no discriminación, la Corte ha señalado que la noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación" (párrafo N° 79). Dicha sentencia es un referente a nivel global sobre no discriminación por orientación sexual, reconociendo nuevas formas de hacer familia y de cuidado de niños y niñas por parte de personas homosexuales.

Finalmente, es indispensable señalar que como Estado arribamos a un "Acuerdo de Solución Amistosa" (ASA), (P-946-12), con los peticionarios, don César Peralta Wetzel, don Hans Arias Montero, don Víctor Arce García, don José Miguel Lillo Isla, don Stephane Abran, don Jorge Monardes Godoy, y el Movimiento de Integración y Liberación Homosexual, MOVILH. Dicho acuerdo puso término al caso planteado ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, reconociendo "los hechos que dieron origen a la denuncia" y comprometiéndose a velar para que la legislación promueva la dignidad de todas las personas sin distinción por su orientación sexual e identidad de género. De ello se sigue que el compromiso primordial del ASA se traduzca en ingresar a tramitación legislativa un proyecto de ley de matrimonio igualitario. Es decir, uno que aplique el estatuto matrimonial chileno, sin distinciones arbitrarias relativas al sexo de los contrayentes. Lo anterior, sin perjuicio de los demás compromisos adquiridos. 

II. FUNDAMENTOS Y OBJETIVOS DEL PROYECTO

Todas las personas buscamos relaciones afectivas plenas, cualquiera sea nuestra orientación sexual. El primer espacio donde tales relaciones de afecto se dan es la familia. Por ello la Constitución Política de la República la considera como núcleo fundamental de la sociedad. Ello, igualmente, justifica que se reconozca al matrimonio como un estatuto especial, preferente y de protección. Por lo mismo, el presente proyecto de ley busca reconocer el derecho de todas las personas a la valiosa institución del matrimonio, sin discriminaciones odiosas.

Como vimos al describir la historia legislativa del derecho de familia en Chile, la visión de la familia como el núcleo fundamental de la sociedad, entendido como espacio de afecto, crecimiento, contención y proyección de la vida, es de reciente data. Hasta hace poco, la igualdad dentro de las familias no era evidente para todos. Nuestra legislación contenía diferencias inaceptables entre hombres y mujeres e hijos nacidos dentro y fuera del matrimonio, y no se reconocía ningún estatuto para la regular las relaciones de parejas del mismo sexo.

La libertad y la igualdad han inspirado reformas a antiguas instituciones, el resultado ha sido una regulación legal capaz de dar cuenta de forma más adecuada de la realidad social existente.

No es distinto el caso del matrimonio. Su historia, tanto en Chile como en el mundo, es una historia de adaptación. Sustantivas diferencias existen alrededor del mundo entre la configuración institucional actual del matrimonio y los rasgos con que siglos atrás fue concebido. Tal como los otros cambios legislativos recientes en derecho de familia, este proyecto de ley busca reconocer la familia en su amplia diversidad, sin discriminaciones, propendiendo a su protección y fortalecimiento.

La existencia de una ley de matrimonio igualitario como la que propongo, por lo tanto, busca terminar con la discriminación estructural que sufren las familias formadas por parejas homosexuales, y que afecta todas sus interacciones con la sociedad: el matrimonio no es, ni ha sido jamás, una simple regulación de la propiedad, la herencia y la procreación. Por el contrario, la elección de una pareja con la cual se desea convivir hasta la muerte no puede sino ser el resultado de una de las demostraciones más grandes de fidelidad, respeto y afecto. La normativa actual que regula el Matrimonio Civil ignora que esa unión pueda darse entre diversas personas y condena a las personas homosexuales a un trato desigual, donde el Estado les señala que ese amor y ese compromiso no son iguales al de las parejas heterosexuales.

Como señala el reciente fallo de la Corte Suprema de Estados Unidos: "[n]inguna unión es más profunda que el matrimonio, ya que encarna los más altos ideales de amor, fidelidad, dedicación, sacrificio y familia. En la formación de una unión matrimonial, dos personas se convierten en algo más grande de lo que eran. Como algunos de los peticionarios en estos casos demuestran, el matrimonio representa un amor que puede durar incluso pasada la muerte. Decir que estos hombres y mujeres le faltan el respeto a la idea del matrimonio sería no comprenderles. Su reclamo es que sí la respetan, y la respetan tan profundamente que tratan de encontrar su cumplimiento por sí mismos. Su esperanza es no ser condenados a vivir en soledad, excluidos de una de las instituciones más antiguas de la civilización. Ellos piden igual dignidad ante los ojos de la ley. La Constitución les otorga ese derecho".

Esta comunidad de personas se distingue de otras formas de asociatividad humana en tanto se genera por vínculos afectivos, y está destinada a obtener para sus miembros el máximo desarrollo material y espiritual.

Es en ese entendido en que para cumplir con el deber moral, jurídico y a la vez mandato constitucional debemos extender a las parejas del mismo sexo la que se estima como la más alta forma jurídica de protección a la familia, el matrimonio y su estatuto. Negar la igualdad de derechos y libertades para todas las personas, cualquiera sea su sexo, su raza, nacionalidad, orientación sexual o su identidad de género, carece de justificación razonable. En razón de ello, el presente proyecto de ley busca dar a las parejas del mismo sexo un acceso igualitario al estatuto del matrimonio civil. Del mismo modo, busca dar reconocimiento en materia filiativa (sea por adopción o por técnicas de reproducción humana asistida) a las familias homoparentales. Además, el proyecto regula los regímenes patrimoniales que regularán las relaciones económicas de las parejas del mismo sexo entre sí y para con terceros.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

El proyecto con las innovaciones que planteamos, comprende modificaciones al Código Civil y a la ley N° 19.947 que establece Nueva Ley de Matrimonio Civil, a efectos de dar acceso al estatuto matrimonial.

Modifica además en el sentido de adecuar las normas para la accesibilidad de las nuevas parejas matrimoniales, el Código del Trabajo, las leyes N° 14.908, 20.830, 4.800, 16.620 y 16.744; así como también al decreto con fuerza de ley N° 150, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1982, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre Sistema Único de Prestaciones Familiares y Sistema de Subsidios de Cesantía para los Trabajadores de los Sectores Privado y Público.

Finalmente,
posee
dos
artículos transitorios, el primero establece que las parejas del mismo sexo podrán acceder al régimen de sociedad conyugal una vez efectuadas las adecuaciones a este régimen, y el segundo, contiene un periodo de vacancia de la ley, a efectos de poder realizar las adecuaciones y capacitaciones que las instituciones públicas requieran para implementar las nuevas disposiciones.

1. Acceso igualitario

Atendido el acceso al matrimonio civil de parejas de igual sexo que se persigue con este proyecto de ley, se modifica el lenguaje de la institución dándole un carácter igualitario, superando la distinción sexuada de los miembros de la unión matrimonial, reemplazando términos como “el marido y “la mujer” por “el cónyuge” y “la cónyuge”.

A su turno, atendiendo a que por vía del matrimonio las parejas del mismo sexo podrán acceder a roles parentales se modifica por este proyecto la referencia a "los padres", utilizándose en su reemplazo la expresión "progenitores", la cual se define en el título preliminar del Código Civil.

2. Filiación, adopción y Técnicas de Reproducción Humana Asistida

En lo tocante al matrimonio civil, no se modifica ni la presunción de paternidad del marido ni el impedimento para pasar a segundas nupcias de la mujer, en tanto las hipótesis de ampliación de dichas normas sólo pueden darse entre parejas de distinto sexo.

En lo referido a la adopción este proyecto permitirá que todo tipo de matrimonios accedan a la adopción, ya sea por integración o a través de la adopción propiamente tal. Sin embargo, se hace presente que esta iniciativa no pretende modificar las normas que regulan la adopción en Chile, ello por cuanto, existe una iniciativa en discusión parlamentaria en la actualidad. La única modificación que se introduce en estos términos es relativa al orden de los apellidos que deberá llevar el menor que sea adoptado.

Sí se innova en materia de filiación respecto de la regulación de las técnicas de reproducción humana asistida (TRHA), que son una especial modalidad de filiación biológica, puesto que actualmente estas sólo producen efectos filiativos cuando son aplicadas a parejas compuestas por un hombre y una mujer, dejando fuera a parejas de mujeres que se someten a dichos tratamientos, pues la ley, si bien les permite el acceso, sólo reconoce a una como madre.

En cuanto a este tipo de técnicas de reproducción humana asistida, se avanza en el mismo sentido que lo hace un proyecto de ley presentado por un grupo de H. Senadoras y H. Senadores, y que actualmente se tramita ante el Senado (Boletín 10.626-07), el cual en la parte pertinente de su fundamentación señala que la actual "legislación chilena permite que parejas de mujeres lesbianas se sometan a técnicas de reproducción humana asistida, dando origen a un tipo de familias cuyos hijos o hijas solo cuentan con vínculo de filiación respecto de la madre que los dio a luz, pero carecen de todo reconocimiento al vínculo que tienen con su otra madre” y para superar aquello, se propone una modificación al artículo 182 del Código Civil, el que una vez aprobado, permitirá que ambas sean madres, una de ellas a través del parto, y la otra a través de la institución del reconocimiento.

No se aborda en este proyecto la aplicación de técnicas de reproducción humana asistida, pues su complejidad técnica y los problemas bioéticos que plantean, requieren de una regulación especial y exhaustiva.

3. Regímenes Patrimoniales

Atendido a que una de las funciones de la familia es, como señalamos, la económica, el presente proyecto incorpora a las parejas conformadas por personas del mismo sexo a la aplicación de los regímenes patrimoniales del matrimonio, de forma que se fijará como régimen supletorio el de separación total de bienes, pudiendo ser sustituido por el de participación en los gananciales, tanto al momento de las capitulaciones matrimoniales, como durante la vigencia del matrimonio.

Importante es señalar que no extendemos a estas parejas el régimen de sociedad conyugal, pues no sólo existe una dificultad en cambiar la asignación de los roles diferenciados en la relación económica al hombre y a la mujer, sino porque modificar las atribuciones y derechos de cada rol en dicho régimen comunitario plantea el desafío de que dichos roles no se asignen de manera sexista y no repliquen asimetrías patrimoniales entre los miembros de la pareja matrimonial.

Ese desafío de modificar la sociedad conyugal a efectos de que no sea discriminatoria y de hacerla aplicable a parejas del mismo sexo, se aborda actualmente en un proyecto de ley que, una vez aprobado, posibilitará el acceso a éste régimen a personas del mismo sexo que contraigan o hayan contraído matrimonio.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Civil:

1. Modificase el artículo 31, en el siguiente sentido:

a. Sustitúyese en su inciso primero la expresión "marido o mujer" por "cónyuge".

b. Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:

"La línea y el grado de afinidad de una persona con un consanguíneo de su cónyuge, se califican por la línea y grado de consanguinidad de dicho cónyuge con el referido consanguíneo. Así, uno de los cónyuges está en primer grado de afinidad, en la línea recta, con los hijos habidos por su cónyuge en anterior matrimonio; y en segundo grado de afinidad, en la línea transversal, con los hermanos de su cónyuge.".

2. Intercálase un nuevo artículo 34,
del siguiente tenor:

"Articulo 34. Los progenitores de una persona son aquellas personas respecto de las cuales se ha determinado la relación de filiación, es decir, su madre y padre, sus dos madres, o sus dos padres.

Las leyes u otras disposiciones que hagan referencia a las expresiones padre y madre, o bien, padre o madre, u otras semejantes, se entenderán aplicables a todos los progenitores, sin distinción de sexo, salvo disposición expresa en contrario.".

3. Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:

"Artículo 37. La filiación de los hijos puede no encontrarse determinada respecto de uno de sus progenitores, o de ambos.

La filiación de los hijos nunca podrá determinarse respecto de más de dos personas.".

4. Reemplázase el artículo 41 por el siguiente:

"Artículo 41. Los hermanos pueden serlo de simple o doble conjunción. Los que sean por parte de ambos progenitores se llaman entonces hermanos de doble conjunción; y los que lo sean sólo por parte de uno de ellos, se llaman entonces hermanos de simple conjunción.”.

5. Reemplázase el artículo 43 por el siguiente:

"Artículo 43. Son representantes legales de una persona uno o ambos progenitores, el adoptante y su tutor o curador.".

6. Sustitúyese en el artículo 72, la frase "paterno o materno, según el caso", por la frase "de quien la ejerza".

7. Sustitúyese en el artículo 102, entre las frases "por el cual" y "se unen actual" la frase "un hombre y una mujer" por "dos personas".

8. Modificase el artículo 107 en la siguiente forma:

a. Sustitúyese
luego la frase "el consentimiento expreso de sus" la palabra "padres" por la palabra "progenitores".

b. Eliminase luego de la frase "el del otro", la frase "padre o madre".

9. Sustitúyese en el inciso final del artículo 111, la palabra "padres" por la palabra "progenitores".

10. Sustitúyese en el artículo 125, luego de la frase "en poder del", la frase "padre o madre" por la frase "que quisiere volver a casarse".

11. Sustitúyese en el artículo 131, luego del punto seguido, la frase "El marido y la mujer" por la palabra "Asimismo", seguido de una coma.

12. Reemplázase el inciso segundo del artículo 132 por el siguiente:

"Comete adulterio la persona casada que yace con otra que no sea su cónyuge.".

13. Reemplázase en el inciso primero del artículo 134 la frase "El marido y la mujer" por "Ambos cónyuges".

14. Modificase el artículo 135 de la siguiente forma:

a. Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:

"Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable a los matrimonios celebrados entre personas del mismo sexo, las que, por el hecho del matrimonio se entenderán capitulaciones matrimoniales, o de sustituirlo por éste durante la vigencia del matrimonio, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 1723.".

b. Agrégase en el inciso segundo que pasa a ser tercero, luego del punto final, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente frase:

"Tratándose de matrimonios entre personas del mismo sexo casadas en país extranjero, sólo podrán pactar el régimen de participación en los gananciales.".

15. Sustitúyese en el artículo 163, la frase "Al marido y a la mujer", por la frase "A los cónyuges".

16. Modificase el artículo 160 de la siguiente forma:

a. Reemplázase en el inciso primero la palabra "padres" por la palabra "progenitores".

b. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

"Es también filiación matrimonial la del hijo cuyos progenitores contraen matrimonio con posterioridad a su nacimiento, siempre que la filiación haya estado previamente determinada por los medios que este Código establece respecto de quienes contraen matrimonio, o bien se determine por reconocimiento realizado por ambos progenitores en el acto del matrimonio o durante su vigencia, en la forma prescrita por el artículo 187. Esta filiación matrimonial aprovechará, en su caso, a la posteridad del hijo fallecido.".

17. Agrégase al artículo 182 nuevo inciso tercero del siguiente tenor:

"Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, tratándose de una pareja de mujeres, la filiación del hijo concebido mediante la aplicación de técnicas de reproducción humana asistida se determinará conforme a lo dispuesto en los artículos 183, 187 y 188.".

18. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 184, la frase "Se presumen", por la frase "Tratándose de cónyuges de distinto sexo, se presumen".

19. Modificase el artículo 185 de la siguiente forma:

a. Modificase el inciso primero de la siguiente forma:

i. Sustitúyese, la palabra "padres" por la palabra "progenitores".

ii. Sustitúyese, la frase "la maternidad y la paternidad" por la frase "la maternidad o la paternidad de ambos".

iii. Reemplázase el punto final por una coma, y a continuación la frase "o conforme a lo establecido en el inciso tercero del artículo 182".

b. Modificase el inciso segundo del siguiente modo:

i. Sustitúyese, la palabra "padres" por la palabra "progenitores".

ji. Sustitúyese, la frase "la maternidad y la paternidad" por la frase "la maternidad o la paternidad de ambos".

20. Modificase el artículo 187, de la siguiente forma:

a. Modificase el inciso primero de la siguiente forma:

i. Sustitúyese, después de la frase "determinado objeto por", la frase "el padre, la madre" por la frase "alguno de sus progenitores", seguido de una coma.

ii. Sustitúyese en el numeral 1°, después de la frase "matrimonio de los", la palabra "padres", por la palabra "progenitores".

b. Sustitúyese en el inciso segundo, después de la frase "uno solo de los", la palabra "padres", por la palabra "progenitores".

21. Reemplázase en el artículo 188 la frase "del padre o de la madre" por "de alguno de los progenitores".

22. Modificase el artículo 204, de la siguiente forma:

a. Reemplázase en el inciso primero la expresión "al padre o a la madre" por la frase "o a cualquiera de sus progenitores".

b. Reemplázase en el inciso segundo la palabra "padres" por "progenitores".

c. Reemplázase en el inciso tercero la frase "el padre o la madre, deberá el otro progenitor" por la frase "uno de sus progenitores, el otro deberá".

23. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 205, la frase "su padre o su madre" por la frase "alguno de sus progenitores".

24. Modifícase el artículo 206, de la siguiente forma:

a. Sustitúyese la palabra "padres" por la palabra "progenitores".

b. Sustitúyese la expresión "padre o de la madre fallecidos" por la frase "progenitor fallecido".

25. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 308, la palabra "padres" por la palabra "progenitores".

26. Modificase el artículo 310 en la siguiente forma:

a. Sustitúyese entre la frase "haberse tratado los supuestos cónyuges como" y "en sus relaciones", la frase "marido y mujer" por la palabra "tales".

b. Sustitúyese entre las frases "en haber sido" y "en ese carácter", la frase "la mujer recibida", por la frase "uno de los cónyuges recibido".

c. Sustitúyese entre las frases "por los deudos y amigos" y "y por el vecindario", la frase "de su marido" por la frase "del otro".

27. Reemplázase el inciso segundo del artículo 990 por el siguiente:

"Entre los hermanos de que habla este artículo se comprenderán los de simple y doble conjunción, pero la porción de los primeros será la mitad que la que corresponda a los segundos.".

28. Reemplázase el inciso segundo del artículo 992 por el siguiente:

"Los colaterales de simple conjunción, esto es, los que sólo son parientes del difunto por parte de uno de los progenitores, tendrán derecho a la mitad de la porción de los colaterales de doble conjunción, esto es, los que a la vez son parientes del difunto por parte de ambos progenitores. El colateral o los colaterales del grado más próximo excluirán siempre a los otros.".

29. Modifícase el artículo 994 en la siguiente forma:

a. Sustitúyese en el inciso primero. entre la frase “ab intesto de su” y el primer punto seguido (.), la frase “mujer o marido”, por “cónyuge”. 

b. Sustitúyese
en el inciso
segundo,

"abintestato los" y "del causante", la palabra "padres" por la palabra "progenitores".

30. Reemplázase en el artículo 1000, entre las frases "promesas entre" y "las cuales", la frase "entre marido y mujer" por la frase "entre cónyuges,".

31. Sustitúyese en el artículo 1255, entre la frase "fueren por sus" y la palabra "tutores", la palabra "maridos" por la palabra "cónyuges,".

32. Modificase el artículo 1715 en la siguiente forma:

a. Agrégase en el inciso segundo, luego del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido , la frase "Tratándose de cónyuges del mismo sexo se estará a lo dispuesto en el inciso siguiente.".

b. Agrégase el siguiente inciso tercero:

"Los esposos del mismo sexo podrán celebrar capitulaciones matrimoniales, pero en caso alguno podrán pactar el régimen de sociedad conyugal.".

33. Reemplázase en el inciso primero del artículo 1792-2 entre las frases "los patrimonios" y "se mantienen", la frase "del marido y de la mujer" por "de los cónyuges".

34. Sustitúyese en el artículo 2049 la palabra "padres" por la expresión "progenitores".

35. Sustitúyese en el artículo 2262 la frase "los respectivos padres de familia" por la expresión "quien tenga la patria potestad".

36. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 2320 la frase "el padre y a falta de éste la madre, es responsable" por la frase "los progenitores son responsables".

37. Reemplázase en el artículo 2321 la palabra "padres" por la palabra "progenitores".

Artículo 2.-
Incorpórase
al
inicio
del
inciso
cuarto
del artículo 1°
de la ley N°
14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, antes de la frase “La madre”, la frase “El padre o”. 

Artículo 3.-
Introdúcense
las siguientes modificaciones a la ley N° 19.947, que Establece nueva Ley de Matrimonio  Civil:

a. Sustitúyese en el artículo 7° del artículo primero, entre las frases "homicidio de su" y "o con quien hubiere", la frase "marido o mujer" por la palabra "cónyuge".

b. Suprímese el numeral 4° del inciso segundo del artículo 54 del artículo primero.

c. Eliminase en el inciso primero del artículo 80 del artículo primero, después de la coma), que pasa a ser punto y aparte, la frase "'siempre que se trate de la unión entre un hombre y una mujer".

Artículo 4.-
Suprímese el inciso final del artículo 12 de la ley N° 20.830 que Crea Acuerdo de Unión Civil.

Artículo 5.-
Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 4.808, sobre Registro Civil:

1. Intercálase un nuevo artículo 30 bis, del siguiente tenor:

"Artículo 30 bis. Todos los hijos comunes de personas del mismo sexo deberán llevar el orden de los apellidos que se haya acordado para el primero de ellos.

Para efectos de determinar el orden de los apellidos en la inscripción de un hijo que sea requerida por dos personas del mismo sexo que no tuvieren hijos comunes inscritos con antelación, se estará al acuerdo de los progenitores conforme a las reglas siguientes:

a) Tratándose de inscripción ordenada por resolución de adopción, se estará al orden decretado en la sentencia de término, conforme a lo dispuesto en el artículo 24 bis de la ley N° 19.620, que Dicta Normas sobre Adopción de Menores. El oficial del Registro Civil, antes de proceder a la inscripción, verificará si ha sido inscrito otro hijo común con posterioridad a la dictación de la sentencia de adopción y antes de que ésta se inscriba. Si existiere inscrito otro hijo común, con un orden de apellidos diverso, elevará los antecedentes al Director. Éste, con el solo mérito de la comunicación, ordenará de oficio la rectificación necesaria para que ambos hijos queden inscritos con el orden de los apellidos determinado en la sentencia de adopción.

b) En los demás casos, se estará al acuerdo manifestado por los requirentes, que conste en acta extendida ante oficial del Registro Civil, y que deberá acompañarse a la solicitud.

En caso de requerirse una inscripción ordenada por sentencia firme de adopción que dispusiere un orden de apellidos diverso al del primer hijo común, el oficial del Registro Civil antes de proceder a la inscripción, oficiará al tribunal que hubiere dictado la sentencia, para que, en conformidad a las reglas de incidentes establecidas en el artículo 26 inciso segundo de la ley N° 19.968, que Crea los Tribunales de Familia, resuelva en definitiva de acuerdo a las reglas del presente artículo.".

2. Suprímese en el numeral 1° del articulo 39 la frase "paterno y materno".

3. Suprímese en el numeral 30 del artículo 40 bis la frase "paterno y materno".

Artículo 6.-
Reemplázase el inciso segundo del articulo 59 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, por el siguiente:

"El cónyuge puede percibir hasta el cincuenta por ciento de la remuneración del otro cónyuge, declarado vicioso por el respectivo Juez de Letras del Trabajo.".

Artículo 7.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N°16.744, que establece normas sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales:

1. Modificase el artículo 44, en la siguiente forma:

a. Sustitúyese en su inciso primero, entre la numeración del artículo y la frase "cónyuge sobreviviente", el artículo "La", por "El".

b. En el inciso segundo, intercálase entre las frases "la viuda" y "menor de 45 años", la frase "o viudo".

c. En el inciso cuarto, entre las frases "la viuda" y "que disfrutare", la expresión "o viudo".

2. Derógase el artículo 46.

3. Modificase el inciso segundo del artículo 93, entre las frases "conjuntamente con" y "y los hijos", reemplázase la frase "la cónyuge", por la frase "el cónyuge sobreviviente".

Artículo 8.-
Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 150, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1982, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre Sistema Único de Prestaciones Familiares y Sistema de Subsidios de Cesantía para los Trabajadores de los Sectores Privado y Público:

1. Modificase el artículo 7° en el siguiente sentido:

a. Sustitúyese en su inciso segundo, entre las frases "pagarán directamente" y "lo solicitaren", la frase "a la madre con la cual vivan, si ésta" por la frase "al padre o madre con el que vivan, si éste”. 

b. Sustitúyese en su inciso tercero, entre las frases "pago directo" y "a los causantes", la frase "a la cónyuge" por "al cónyuge".

2. Sustitúyese en el artículo 9°, entre las frases "o por" y "cónyuge, en su caso.", el artículo "la", por "el"

Artículo 9.-
Intercálase un nuevo artículo 24 bis en la ley N° 19.620, sobre Adopción de Menores:

"Artículo 24 bis.- En caso que se acoja la solicitud de adopción de dos personas del mismo sexo que no tuvieren hijos comunes inscritos con antelación a la dictación de la sentencia definitiva, el juez, al dictar la sentencia, dispondrá el orden de los apellidos con que se inscribirá al adoptado. Para tal efecto se estará al acuerdo manifestado por los cónyuges, que deberá constar en acta extendida ante oficial del Registro Civil, y que deberá acompañarse a la solicitud del artículo 23.".

Artículo 10.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Justicia en lo referido a los gastos del Servicio de Registro Civil e Identificación, con cargo al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en lo referido a los gastos por prestaciones previsionales y por aporte familiar permanente de marzo, y con cargo a la partida del Tesoro Público en lo referido a los gastos por asignación familiar. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dichos presupuestos en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos. Para los años posteriores el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- La sociedad conyugal, así como las disposiciones que la regulan y las que hacen referencia a ella, serán aplicables a los matrimonios celebrados entre personas del mismo sexo una vez que entren en vigencia las normas que adecúen el régimen, para hacerlo congruente con las disposiciones reguladas en esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, los matrimonios entre personas del mismo sexo podrán celebrar los pactos a que se refiere el Párrafo 10 del Título XXII del Libro IV del Código Civil, con las restricciones y limitaciones dispuestas en la presente ley.

Artículo segundo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia el día primero del mes 13 después de su publicación en el Diario Oficial.”. 

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Rodrigo Valdés Pulido, Ministro de Hacienda.- Paula Narváez Ojeda, Ministra Secretaria General de Gobierno.- Marcos Barraza Gómez, Ministro de Desarrollo Social.- Jaime Campos Quiroga, Ministro de Justicia y Derechos Humanos.- Alejandra Krauss Valle, Ministra del Trabajo y Previsión Social.- Claudia Pascual Grau, Ministra de la Mujer y la Equidad de Género.
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		Casos Ingresados		2013						CASOS Y DELITOS INGRESADOS MINISTERIO PUBLICO AÑOS 2008-2012

		Adultos		1,301,138								Años

		Jóvenes		46,089								2008				2009				2010				2011				2012				2013

										Casos ADULTOS ingresados		1,213,797		95.8%		1,276,296		96.0%		1,247,104		96.3%		1,378,873		96.3%		1,323,645		96.4%		1,301,138		96.6%

		Delitos Ingresados		2013						Casos JÓVENES ingresados		53,120		4.2%		52,770		4.0%		47,894		3.7%		52,502		3.7%		49,211		3.6%		46,089		3.4%

		Adultos		1,343,570						TOTAL CASOS		1,266,917		100%		1,329,066		100%		1,294,998		100%		1,431,375		100%		1,372,856		100%		1,347,227		100.0%

		Jóvenes		48,729						Delitos ADULTOS ingresados		1,249,434		95.7%		1,312,362		95.9%		1,283,083		96.2%		1,418,718		96.2%		1,365,474		96.3%		1,343,570		96.5%

										Delitos  JÓVENES ingresados		55,629		4.3%		55,600		4.1%		50,410		3.8%		55,435		3.8%		51,862		3.7%		48,729		3.5%

										TOTAL DELITOS		1,305,063		100%		1,367,962		100%		1,333,493		100%		1,474,153		100%		1,417,336		100%		1,392,299		100.0%

		DELITOS		2013		Porcentaje				Sexo		Tramos de edad						TOTAL

		Cuasidelitos		113		0.2%						14-15		16-17		18 +

		Delitos contra la fe pública		104		0.2%				Mujer		571		932		163		1,666

		Delitos contra la libertad e intimidad		4,934		10.1%				Hombre		3,175		7,122		1,369		11,666

		Delitos de leyes especiales		697		1.4%				TOTAL		3,746		8,054		1,532		13,332

		Delitos económicos		204		0.4%

		Delitos funcionarios		13		0.0%

		Delitos Ley de drogas		1,047		2.1%				JÓVENES INGRESADOS A SENAME

		Delitos Ley de tránsito		245		0.5%				Tramos de edad		2010				2011				2012				2013

		Delitos sexuales		1,092		2.2%				14-15		3,855		24.8%		3,570		25.6%		3,448		26.9%		3,746		28.1%

		Faltas		8,686		17.8%				16-17		9,431		60.8%		8,573		61.5%		7,895		61.6%		8,054		60.4%

		Homicidios		135		0.3%				18 +		2,235		14.4%		1,794		12.9%		1,470		11.5%		1,532		11.5%

		Hurtos		7,401		15.2%				Total casos ingresados		15,521		100%		13,937		100%		12,813		100%		13,332		100%

		Lesiones		7,004		14.4%

		Otros delitos		4,646		9.5%

		Otros delitos contra la propiedad		4,996		10.3%

		Robos		3,639		7.5%

		Robos no violentos		3,764		7.7%

		TOTAL		48,729		100%

		DELITOS INGRESADOS RPA MINISTERIO PÚBLICO 2013

				Delitos		%

		Cuasidelitos		113		0.23%

		Delitos contra la fe pública		104		0.21%

		Delitos contra la libertad e intimidad de las personas		4,934		10.13%

		Delitos de leyes especiales		697		1.43%

		Delitos económicos		204		0.42%

		Delitos funcionarios		13		0.03%

		Delitos ley de drogas		1,047		2.15%

		Delitos ley de tránsito		245		0.50%

		Delitos sexuales		1,092		2.24%

		Faltas		8,686		17.83%

		Homicidios		135		0.28%

		Hurtos		7,401		15.19%

		Lesiones		7,004		14.37%

		Otros delitos		4,646		9.53%

		Otros delitos contra la propiedad		4,996		10.25%

		Robos		3,639		7.47%

		Robos no violentos		3,764		7.72%

		TOTAL		48,729		100%
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		TÉRMINOS APLICADOS MINISTERIO PÚBLICO, RESPONSABILIDAD PENAL ADOLESCENTE

						2008		2009		2010		2011		2012		2013

		Tipo de salida		Tipo de términos

		Salidas judiciales		Sentencia definitiva condenatoria		25.0%		29.6%		29.1%		23.1%		25.4%		28.2%

				Sentencia definitiva absolutoria		0.0%		0.6%		0.9%		0.7%		0.7%		1.1%

				Sobreseimiento definitivo		2.0%		3.3%		3.9%		2.0%		2.3%		3.3%

				Sobreseimiento temporal		1.0%		0.7%		0.9%		0.6%		0.6%		0.6%

				Suspensión condicional del procedimiento		17.0%		21.0%		22.6%		28.2%		30.2%		29.8%

				Acuerdo reparatorios		2.0%		2.2%		2.5%		2.5%		3.0%		3.2%

				Facultad para no investigar		7.0%		4.2%		4.8%		4.8%		2.9%		5.3%

		Salidas no judiciales		Archivo provisional		14.0%		13.7%		13.1%		14.5%		14.0%		11.3%

				Decisión de no perseverar		3.0%		3.7%		3.6%		3.4%		3.8%		4.0%

				Principio de oportunidad		27.0%		18.1%		15.3%		17.0%		14.2%		11.0%

				Incompetencia		3.0%		2.8%		3.3%		3.3%		2.8%		2.3%

				Total		100%		100%		100%		100%		100%		100%
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		TÉRMINOS APLICADOS MINISTERIO PÚBLICO, ADULTOS (IMPUTADO CONOCIDO) Y ADOLESCENTES

						2010				2011				2012				2013

		Tipo de salida		Tipo de términos		Adolescentes		Adultos (IC)		Adolescentes		Adultos (IC)		Adolescentes		Adultos (IC)		Adolescentes		Adultos (IC)

		Salidas judiciales		Sentencia definitiva condenatoria		29.1%		27.8%		23.1%		23.6%		25.4%		22.9%		28.2%		25.0%

				Sentencia definitiva absolutoria		0.9%		0.8%		0.7%		0.8%		0.7%		0.9%		1.1%		1.2%

				Sobreseimiento definitivo		3.9%		4.4%		2.0%		2.3%		2.3%		2.6%		3.3%		4.0%

				Sobreseimiento temporal		0.9%		1.7%		0.6%		1.4%		0.6%		1.3%		0.6%		1.5%

				Suspensión condicional del procedimiento		22.6%		22.6%		28.2%		29.3%		30.2%		30.9%		29.8%		29.3%

				Acuerdo reparatorios		2.5%		2.7%		2.5%		2.8%		3.0%		3.3%		3.2%		3.6%

				Facultad para no investigar		4.8%		5.4%		4.8%		4.4%		2.9%		3.6%		5.3%		5.3%

		Salidas no judiciales		Archivo provisional		13.1%		18.3%		14.5%		18.5%		14.0%		17.8%		11.3%		16.4%

				Decisión de no perseverar		3.6%		4.4%		3.4%		4.6%		3.8%		4.7%		4.0%		4.9%

				Principio de oportunidad		15.3%		10.7%		17.0%		11.3%		14.2%		11.0%		11.0%		7.9%

				Incompetencia		3.3%		1.2%		3.3%		1.1%		2.8%		1.0%		2.3%		0.9%

				Total		100%		100%		100%		100%		100%		100%		100%		100%
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		JÓVENES INGRESADOS A INTERNACIÓN PROVISORIA

				2011				2012				2013

		14-15 años		414		21.9%		445		22.9%		511		24.8%

		16-17 años		1,287		68.1%		1,333		68.7%		1,356		65.9%

		18 años o más		189		10.0%		163		8.4%		191		9.3%

		Total		1,890		100.0%		1,941		100%		2,058		100%

		JÓVENES INGRESADOS A MEDIDAS CAUTELARES AMBULATORIAS

				2011				2012				2013

		14-15 años		1,151		30.4%		1,159		32.5%		1,355		33.0%

		16-17 años		2,450		64.6%		2,233		62.7%		2,581		62.8%

		18 años o más		189		5.0%		172		4.8%		173		4.2%

		Total		3,790		100%		3,564		100%		4,109		100%

		PROMEDIO DE DÍAS EN INTERNACIÓN PROVISORIA

				2011		2012		2013

		Duración (en días)		88.4		90.3		83.1
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		POBLACIÓN PROMEDIO VIGENTE AL 31/12/2013 - SENAME

		Sanción				2011				2012				2013

		Privativa de libertad		CRC 14-15 años		16		2.1%		15		2.2%		13		2.4%

				CRC 16-17 años		246		32.8%		204		30.4%		141		26.2%

				CRC 18 años o más		487		65.0%		452		67.4%		384		71.4%

				Centro de régimen cerrado TOTAL		749		100%		671		100%		538		100%

				CSC 14-15 años		17		3.3%		17		2.9%		18		2.8%

				CSC 16-17 años		157		30.8%		161		27.8%		180		27.9%

				CSC 18 años o más		335		65.8%		401		69.3%		447		69.3%

				Centro de régimen semicerrado TOTAL		509		100.0%		579		100%		645		100%

		No privativa de libertad		PLA 14-15 años		129		8.1%		149		9%		173		8.6%

				PLA 16-17 años		686		43.0%		693		41.6%		817		40.8%

				PLA 18 años o más		781		48.9%		823		49.4%		1,012		50.5%

				Libertad asistida TOTAL		1,596		100%		1,665		100%		2,002		100%

				PLE 14-15 años		221		5.4%		208		5.1%		216		5.4%

				PLE 16-17 años		1,362		33.2%		1,288		31.5%		1,215		30.5%

				PLE 18 años o más		2,516		61.4%		2,595		63.4%		2,555		64.1%

				Libertad asistida especial TOTAL		4,099		100%		4,091		100%		3,986		100%

				SBC 14-15 años		211		9.1%		227		9.0%		210		8.3%

				SBC 16-17 años		1,113		48.2%		1,185		46.9%		1,139		45.0%

				SBC 18 años o más		985		42.7%		1,117		44.2%		1,180		46.7%

				Servicio en beneficio de la comunidad TOTAL		2,309		100%		2,529		100%		2,529		100%
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		POBLACIÓN VIGENTE AL 31/12/2014 POR SANCION - SENAME

		Sanción				2008		2009		2010		2011		2012		2013		2014

		Privativa de libertad		Centro de régimen cerrado		6.9%		7.6%		9.3%		7.4%		7.1%		5.5%		9.1%

				Centro de régimen semicerrado		5.7%		4.6%		5.6%		5.1%		6.7%		6.6%		6.1%

		No privativa de libertad		Libertad asistida		25.5%		22.3%		16.8%		17.2%		18.1%		20.6%		20.3%

				Libertad asistida especial		44.7%		48.0%		45.4%		44.2%		41.6%		41.1%		39.2%

				Servicio en beneficio de la comunidad		17.3%		17.5%		22.9%		26.1%		26.5%		26.1%		25.3%

		Total				1		1		1		1		9,584		9,701		10,338

						0.0691374439		0.0762174558		0.0931026633		0.0739353734		0.0713689482		0.0554582002		0.0909266783

						0.0566727605		0.0457304735		0.0555429092		0.0505028889		0.0668823038		0.0664879909		0.0614238731

						0.2547781286		0.2232564414		0.1684498065		0.1717312219		0.1806135225		0.2063704773		0.203230799

						0.4467342529		0.4796978281		0.4542453904		0.4424352664		0.4157971619		0.4108854757		0.3917585607

						0.172677414		0.1750978012		0.2286592306		0.2613952493		0.2653380634		0.2607978559		0.252660089

				CAPACIDAD SECCIÓN JUVENIL - GENDARMERÍA

						Hombres		Mujeres

				2008		535		152

				2009		535		152

				2010		535		152

				2011		535		152

				2012		570		185

				2013		570		185

				EVOLUCIÓN POBLACIÓN SECCIÓN JUVENIL - GENDARMERÍA

						Hombres		Total

				2008		199		202

				2009		239		243

				2010		278		281

				2011		258		263

				2012		208		213

				2013		171		175

				2008		199		202

				2009		239		243

				2010		278		281

				2011		258		263

				2012		208		213

				2013		171		175
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		MUNDIAL								AMÉRICA DEL SUR

		PUESTO		PAÍS		TASA				PUESTO		PAÍS		TASA

		1		Estados Unidos		716				1		Uruguay		279

		8		Rusia		487				2		Brasil		276

		40		Sudáfrica		286				3		Chile		272

		45		Chile		272				4		Guayana Francesa		267

		57		Israel		236				5		Guyana		260

		67		México		209				6		Colombia		241

		73		Nueva Zelanda		194				7		Peru		199

		98		Inglaterra/Gales		149				8		Surinam		191

		131		Canadá		114				9		Venezuela		169

		176		Suecia		70				10		Argentina		147

		Al 7 de mayo del 2013





		

		Promedios de población atendida por años 2000 - 2012

				2000		2001		2002		2003		2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012		2013

		SISTEMA CERRADO		32,051		32,464		33,261		34,543		34,592		35,501		38,007		42,033		46,974		50,923		52,610		51,390		49,351		45,697

		Detenidos		2,391		2,115		2,094		1,799		1,039		1,090		256		266		211		180		253		123		136		87

		Procesados/Imputados		13,642		12,891		13,373		14,178		12,965		11,739		11,546		10,484		11,234		12,114		11,507		10,477		11,012		10,955

		Condenados		16,018		17,458		17,794		18,566		20,588		22,672		26,205		31,283		35,529		38,629		40,850		40,790		38,203		34,654

		SISTEMA SEMIABIERTO		325		408		463		458		488		468		440		433		475		494		551		688		733		772

		Condenados		325		408		463		458		488		468		440		433		475		494		551		688		733		772

		SISTEMA ABIERTO		34,208		33,207		31,662		31,520		30,182		28,283		33,869		45,535		50,405		54,507		54,872		53,434		51,420		50,150

		MEDIDAS ALTERNATIVAS		31,699		30,813		28,739		28,587		27,595		26,369		32,344		43,829		48,495		52,429		52,928		51,347		48,631		46,641

		Rem. Condicional		26,537		25,507		23,509		23,138		21,550		19,223		22,413		30,569		33,454		35,883		35,641		34,261		33,162		32,792

		Lib. Vigilada		3,462		3,494		3,445		3,694		4,355		5,330		6,816		8,772		10,326		11,449		11,767		11,431		10,979		10,610

		Rec. Nocturna		1,700		1,812		1,785		1,755		1,690		1,816		3,115		4,488		4,715		5,097		5,520		5,655		4,490		3,234

		BENEFICIOS REINSERCION		2,509		2,394		2,632		2,544		2,171		1,585		1,193		1,285		1,346		1,376		1,403		1,571		2,298		3,056

		Salida Diaria		673		748		886		941		878		735		638		715		813		828		926		1,012		1,308		1,183

		Lib. Condicional		1,836		1,646		1,746		1,603		1,293		850		555		570		533		548		477		559		990		1,873

		APREMIOS						291		389		416		329		332		421		564		702		541		516		491		453

		Total		66,584		66,079		65,386		66,521		65,262		64,252		72,316		88,001		97,854		105,924		108,033		105,512		101,504		96,619
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				RPA		%

		2008		31376		10.5

		2009		33562		10.3

		2010		30907		9.6

		2011		34906		9.4

		2012		33192		9.2

		2013		32850		9.5

		2014		33401		9.7

		2015		30082		8.9

		2016		26247		8.1
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